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PRESIDENTE       DE     LA     REPÚBLICA     DEL    PERÚ.     ETC 


Por  cuanto: 


Entre  la  República  del  Perú  y  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, se  celebró,  por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  el  día  3  de 
Mayo  de  1863,  la  siguiente 

CONVENCIÓN  CONSULAR 


El  Supremo  Gobierno  de  la  República  del  Pern,  y  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  han  resuelto  ajustar  una  Convención 
Consular,  determinando  claramente  los  derechos,  inmunidades, 
privilegios  y  deberes  recíprocos  de  los  Agentes  Consulares  en  am- 
bos Estados.  Con  este  objeto,  han  nombrado  sus  Plenipotencia- 
rios, á  saber: 

El  Supremo  Gobierno  de  la  República  del  Perú,  al  señor 
doctor  don  Luis  Mesones,  su  Encargado  de  Negocios  en  Italia; 
y  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  al  señor  Profesor  don  Cristóbal 
Negri,  Comendador  de  la  Orden  de  San  Mauricio  y  San  Lázaro, 
Gran  Oficial  de  la  Orden  del  Sol  y  del  León  de  Persia,  Comen- 
dador de  las  Ordenes  del  Cristo  de  Portugal  y  de  Isabel  la  Cató- 
lica de  España,  y  de  otras  órdenes  extranjeras;  miembro  de  va- 
rias Academias  científicas,  Cónsul   General   de    primera  clase  y 

[•]    Véase  Cerdeña  en  el  Tomo  IIL 
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Jefe  de  la  Sección  de  Consulados  y  Comercio  en  el    Ministerio  de 
Negocios  Extranjeros,  etc.,  etc,  etc. 

Quienes,  después  de  haber  presentado  sus  plenos  poderes,  y 
hallándolos  en  buena  y  debida  forma,  han  convenido  en  los. 
artículos   siguientes: 


ARTICULO   I. 

Cada  una  de  las  Altas  Partes  Contratantes  tendrá  facultad 
de  nombrar  y  mantener  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice- 
cónsules y  Delegados  ó  Agentes  Consulares  en  las  ciudades, 
villas,  puertos  y  demás  lugares  de  la  otra,  si  está  permitida  en 
ellos  la  residencia  de  dichos  funcionarios. 

ARTICULO  IL 

Los  empleados  consulares  no  podrán  entrar  en  ejercicio 
de  sus  funciones,  sin  haber  antes  obtenido  del  Gobierno  del 
Estado  en  que  van  á  residir  el  Exequátur  á  la  patente  6  nom- 
bramiento, conforme  á  la  costumbre  de  las  respectivas  na- 
ciones. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  se  reservan  el  derecho  de 
negar  el  Exequátur  (i  las  patentes,  letras  de  provisión  ó  nombra- 
mientos consulares,  así  como  el  de  retirar  el  Exequátur  expe- 
dido; pero  acuerdan  que,  en  el  segundo  caso,  se  manifestarán  los 
motivos  ([ue  ocasionen  tal  procedimiento. 

ARTICULO  III. 

Los  Agentes  diplojuáticos,  Cónsules  Generales  y  Cónsules  de 
iimbos  Estados,  podrán  también  nombrar  Vicecónsules  y  Dele- 
gados ó  Agentes  Consulares  en  los  lugares  de  su  jurisdicción,  si 
.«e  les  hu])iese  concedido  regularmente  tal  facultad. 

Estas  dos  clases  de  empleados  no  podrán  ejercer  sus  funcio- 
jus,  sin    el  previo  reconocimiento  del  gobierno  territorial. 

ARTICULO  IV. 

El  Supremo  Gobierno  de  la  República  del  Perú,  y  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  acuerdan  que  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  V^ice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Consulares,  así 
como  los  respectivos  Secretarios,  Cancilleres  ó  Vice-Cancilleres, 
gocen  de    las  inniuniilades  y  exencionas  inherentes  á  su  cargo,  é 
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indispensables  para  su   completa  independencia   de  las  autori- 
dades locales. 

ARTICULO     V. 

Las  Partes  Contratantes  convienen  también  en  que  los  funcio- 
narios consulares,que  no  son  súbtlitos  def  Estado  en  que  residen, 
estén  exentos  de  la  obligación  de  dar  aloja' •  lientos  militares  y  del 
pago  de  contribuciones  de  guerra,  de  contribuciones  directas,  per- 
sonales ó  sobre  muebles,impuestas  por  el  mismo  Estado,Comunes 
ó'Municipios;  pero  en  lo  concerniente  á  su  comercio  particular, 
industria  ó  bienes  inmuebles,  y  en  todo  lo  que  no  se  refiera  di- 
recta ó  indirectamente  al  ejercicio  de  las  funciones  consulares,  que- 
darán sujetos  á  las  cai'gas  é  imposiciones  del  país  de  su  resi- 
dencia. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  Consulares,  gozarán  igualmente  de  inmunidad 
personal,  excepto  en  los  casos  referentes  á  hechos  ó  actos  que  la 
legislación  dejos  dos  países  califica  de  crímenes,  ó  delitos  graves 
que  merecen  pena  corporis  aflictiva. 

ARTICULO  VI. 
» 
Los  Agentes   Consulares   podrán    enarbolar  la   bandera  de 
sus  respectivos  Estados  en  los  días  de  pública  solemnidad,  ó   de 
fiestas  religiosas  ó  nacionales,  si   no  existe  en  el  mismo  lugar 
alguna  Legación  de  su  país. 

Podrán  también  colocar  sobre  las  puertas  de  sus  casas  ,  el 
escudo  de  armas  de  la  nación  á  que  pertenecen,  con  esta  ins- 
cripción: 

CONSULADO  DEL  PERÚ 
CONSUJ.ADO       DE       ITALIA. 

Estas  prerrogativas  sólo  tienen  por  objeto  designar  el  lugar 
del  Consulado  á  los  marineros  y  nacionales;  pero  en  ningún  caso 
<5on8tituyen  un  derecho  de  asilo 

ARTICULO  VIL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos 6  Agentes  Consulares,  y  los  respectivos  Secretarios  y  Canci- 
lleres» no  estarán  obligados  á  prestar  declaraciones  como  testigos 
ante  loe  jueceá  de  primera  instancia. 
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Si  estos  juzgados  tuvieseii  necesidad  de  las  declaraciones 
jurídicas  de  aquellos  Agentes,  les  designarán  por  escrito  el  día 
y  hora  en  que  se  proponen  ir  personalmente  4  recibirlas  á  su 
propio  domicilio. 

Cuando  las  Cortes  y  Tribunales  Superiores  de  Justicia 
deban  recibir  las  declaraciones  indicadas,  los  funcionarios  con- 
sulares declararen  en  la  sala  de  audiencia,  ocupando  un  asiento 
distinguido. 

ARTICULO  VIII. 

Los  archivos  consulares  serán  inviolables,  y  en  ningún  caso, 
6  por  ningún  pretexto,  podrán  las  autoridades  locales  visitarlos 
ni  examinar,  6  apoderarse  de  los  libros,  papeles,  ó  documentos 
que  contienen. 

Estos  documentos  deberán  estar  enteramente  separados  de 
]o6  libros  6  papeles  que  se  refieran  al  comercio  ó  industria  que 
pueden  ejercer  los  empleados  consulares. 

ARTICULO  IX. 

En  caso  de  muerte,  ausencia  ó  impedimento  de  los  Cónsules 
Cienerales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Con- 
salares, los  Cancilleres,  Vice  Cancilleres  y  Secretarios,  que  hayan 
«ido  anteriormente  presentados  á  las  autoridades  locales,  ejercerán 
adr4nteriny  pero  de  pleno  derecho,  y  conforme  á  su  respectiva 
clase,  las  funciones  del  Consulado. 

Las  autoridades  locales  estarán  obligadas  á  prestarles  asis- 
tencia y  protección,  y  á  mantenerles,  durante  el  tiempo  de  sus 
funciones  interinas,  en  el  goce  de  los  derechos,  privilegios  é  in- 
munidades que,  por  la  presente  Conyención,  se  conceden  á  los 
Cónsules  y  Vice-Cónsules. 

ARTICULO  X. 

Si  aconteciese  la  muerte  de  algún  Agente  Consular  sin  que 
haya  un  sostituto  ó  empleado  que  deba  encargarse  del  archivo,  la 
competente  autoridad  local  procederá  á  sellarlos  papeles,  libros  y 
documentos  del  Consulado,  absteniéndose  de  leer  ó  examinar 
las  notas  ó  puntos  que  contienen.  Esta  oj>eración  se  verificará 
á  presencia  de  dos  conciudadanos  de  la  persona  finada,  ó  á  falta 
de  ellos,  de  dos  sujetos  notables  del  lugar,  prefiriendo,  si  fuese 
posible,  á  algún  Cmsnl  de  otra  nación  amiga. 

Al  tiempo  de  entregar  el  arcliivo  al  nuevo  empleado  consu- 
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lar,  se  quitarán  los  melles  á  presencia  de -las  personas  menciona- 
das, si  estuviese]!  íodavía  en  el  mismo  j^aís. 

ARTICULO  XI. 

Cumple  á  los  Cónsules  Gmierales,  Cónsules,*  Vice-Cónsules 
y  Delegados  6  Agentes  Consulares,  proteger  el  comercio  de  sus 
conciudadanos.  •  ii^drán  reclamar,  ante  las  autoridades  del  dis- 
trito de  su  residencia,  contra  las  infracciones  de  los  Tratados  ó 
Convenciones  existentes  entre  los  dos  países,  defender  los  dere- 
chos é  intereses  de  sus  compatriotas,  y  apoyar  sus  demandas  6 
quejas  fundadas. 

En  caso  necesario,  y  por  falta  ó  ausencia  de  Agentes  diplo- 
máticos de  la  nación  a  qu^  pertenecen  los  Cónsules,  podrán  estos 
dirigirse  al  Supremo  Gfibierno  del  Estado  en  qué  residen,  para 
Teclamar  de  la  denegación  de  justicia  ó  abusos  de  las  autorida- 
des del  lugar  en  perjuicio  de  sus  respectivos  nacionales. 

ARTICULO  Xn. 

Los  Cónsuns  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  Consulares  del  Perú  en  Italia,  y  los  de  Italia  en 
el  Perú,  tendrán  derecho  de  recibir  en  el  Consulado,  en  el  domi- 
cilio de  las  partes,  ó  á  bordo  de  los  buques  de  su  país,  las  decla- 
raciones de  los  capitanes,  marineros,  j^asnjeros,  negociantes  y 
cualquiera  otros  subditos  de  sus  respectivas  naciont^s. 

Podrán  también  autorizar  los  contratos,  testamentos  ú  otros 
actos  de  notariado  referentes  á  sus  conciudadanos:  cuando  algu- 
no de  aquellos  actos  tenga  por  objeto  constituir  hipoteca,  se  ob- 
servarán las  leyes  especiales  de  los  dos  Estados. 

Los  agentes  sujmidichos  podrán,  ademas,  autorizar  las  Con- 
venciones que  esti})ulin  sus  compatriotas  con  oti'as  personas  del 
distrito  consular,  y  aún  las  que  se  verifiquen  exclu^íivamente 
entre  los  ciudadanas  del  país  de  su  residencia,  siempre  que  se 
refieran  á  bienes  situados  en  el  territorio  de  la  nación  de  los 
mismos  Cónsules,  ó  á  asuntos  que  deberán  tratarse  en  ella. 

Los  certificados  ó  testimonios  de  esto.s  acto?  ó  documentos 
debidamente  legalizados  por  dichos  Agentes,  y  selladcis  con  el 
sello  de  sus  respectivos  Consulados,  merecerán  fé  y  crcdito  en 
juicio  y  fuera  de  el,  y  tendrán  valor  lo^al,  tanto  en  el  Perú  co- 
mo en  Italia,  si  aquellos  documentos  han  sido  exj)edidos 
conforme  á  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecen  los  Cónsules,  y 
llenados  los  requisitos  dol  sello,  registro  y  demás  condiciones 
exigidas  en  el  país  donde  deben  surtir  enveto. 

Tendrán,  así  niismt),  fu'-rza  y  valor  l'.'<^al  en  el  IVrú  y  en 
Italia,  las  traducciones,    extractos  ó  legiilizacionrs  que  los  Agen- 
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—  lo- 
tes Consulares  hagan  de  cualesquiera   documentos   que  proven- 
gan dü  los  funcionarios  ó  autoridades  de  sus  rco^>ectivos  Estados. 

ARTICULO   XIII. 

Los  laudos  y  resoluciones  que  los  Cónsules  del  Perú  en 
Italia,  y  los  de  Italia  en  el  Perú,  pronuncien  como  jueces  arbi- 
tros en  asuntos  paramente  mercantiles  de  sus  respectivos  con- 
ciudadanos, tendrán  valor  legal  en  ambos  Estados. 

ARTICULO  XIV. 

Si  algíin  subdito  de  una  délas  Altas  Partes  Contratantes  falle- 
ciese en  el  territorio  de  la  otra,  deberán  las  autori(íades  locales 
participarlo  inmediatamente  á  los  respectivos  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vi  ce-Cónsul  es  ó  Ag<3ntes  Consulares  que  residan  en  el 
distrito:  esloi  funcionarios  tendrán  ta!nV)ien  la  misma  obligación 
respecto  á  las  autoridades  locales,  si  hubiesen  recibido  previa- 
mente aquella  noticia. 

Cuando  muera  un  peruano  en  Italia  ó  un  italiano  en  el 
Perú,  sin  haber  dejado  herederos  ó  ejecutores  U  stamentarios,  ó 
cuando  los  herederos  ó  ejecutores  testamentarios  estén  ausentes 
y  sean  desconocidos  ó  incapaces,  los  Cónsules  Generales,  Cónsu- 
les, Vicecónsules  y  Agentes  Consulares  tendrán  obligación  de 
practicar  las  operaciones  siguientes: 

Primera. — Poner  ios  sellos  del  Consulado  á  todos  los  bienes, 
muebles  y  papeles  de  la  persona  finada,  previniendo  de  oficio,  ó 
.  á  putición  de  las  partes  interesadas,  á  la  competente  autoridad 
judicial,  para  que  si,  lo  tiene  á  bien,  asista  á  aq  lella  operación 
y  pueda  cruzar  sus  sellos:  en  éstos  casos  no  podrá  i  quitarse  sino 
de  común  acuerdo. 

No  obstante,  si  prevenida  oportunamente  la  autoridad  ju- 
die al,  trascurriesen  cuarenta  y  ocho  horas  sin  que  se  haya  pre- 
sentado, podrá  el  Cónsul  efectuar  por  sí  sólo  dicha  operación. 

Segunda. — Formar  el  inventario  de  todos  lo^  bienes,  efectos 
y  valores  que  pertenecían  á  la  persona  finada;  di  hiendo  efectuar 
esta  operación  á  presencia  do  la  autorida<l  IoimI,  si  ella  quisiese 
intervenir. 

Tercera. — Proceder,  conforme  á  la  coí^tu'nbro  del  país,  á  la 
venta  de  los  bienes  ,  muebles  ó  frutos  que  pne  lau  padecer  algún 
menoscabo  ó  deterioro. 

Cuarta.  -PuLlicarla  noticia  del  falleciiniíMto  en  uno  de  los 
diarios  del  distrito,  ó  de  las  capitales  de  ambas  njuiones;  pero  no 
entregarán  la  lierencia  ó  sus  productos,  á  los  h^M'rderos  legítimos 
ó  á  sus  mandatarios,  sino  después  de  pagar  todas  las  deudas  que 
hi'biese  contraído  la  persona  íinada  en  el  mismo  país,  ó  que  ha^ 
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yau  trascuiriílo  seis  meses  dosle  el  dia  do  la  muerte,  sin  que  se 
haya  hecho  ninguna  reclauíacicn  respecto  á  la  masa  mortuo- 
ria. 

Qainia.  —  Administrar  y  liquidar  los  bienes  mortuorios,  ó 
nombrar  bajo  su  res^.onsabilidad  un  agente  para  que.  los  admi- 
nistre y  liquide. 

Las  autoridades  locales  no  j)odrán  intervenir  en  estas  ope- 
raciones, u  menos  que  algún  subdito  del  país,  6  de  otra  nación, 
tengan  que  deducir  derechos  á  la  masa  hereditaria,  y  se  ori- 
^^¡iien  reclamaciones  contenciosas  que  serán  resueltas  por  los 
Tribunales  del  lugar:  en  este  caso  los  Cónsules  intervendrán  co- 
mo representantes  de  la  herencia,  conservando  el  derocbo  dé 
atlministrarla;  pero  no  verificarán  la  liquidación  sino  después 
del  pronunciamento  de  la  sentencia,  ó  composición  do  los  liti- 
gantes. 

ARTICULO  XV. 

Si  aconteciese  la  muerte  de  algún  subdito  peruano  ó  italiano 
en  un  lugar  én  que  no  existe  Cónsul  de  su  nación,  la  compe- 
tente autoridad  territorial  procederá  á  la  facción  de  inventarios 
y  liquidación  de  los  bienes  ó  efectos  mortuorios,  conforme  á  las 
leyes  del  país;  pero  estará  obligada  á  dar  cuenta  de  estas  opera- 
ciones,en  el  más  breve  término  posible,  á  la  respectiva  Legación, 
si  la  hubiese,  ó  al  Consulado,  ó  Vice-Consulado  más  í)róximo  al 
lugar  en  que  falleció  el  intestado. 

Si  el  AgenU^  diplomático  ó  Cónsules  referidos  ,  so  |)rovM3nta- 
sen  personalmente,  ó  enviasen  un  apoderado,  en  debida  il.rma, 
la  autoridad  local  dará  uenta,  entregando  la  masanr  .1  .oyva, 
cuya  administtacióu  y  liquidación  compete  por  derecho  ú  .aque- 
llos funcionarios. 

ARTICULO  XVL 


Los  CÓDSules  (funerales,  Cónsuks,  Vice-Cónsulos  y  Ai!;ontts 
Consulares  del  Perú  en  Italia,  y  los  de  Italia  en  el  IViú,  podrán 
ir  personalmente,  ó  mandar  Delegados  á  bordo  délos  l)U(jUes  de 
sus  respectivas  naciones,  cuando  teng.n  nt^cosidad  do  interrogar 
á  los  capitíínes  ó  marineros,  examinar  los  reg¡^trc»s  del  huíjue  y 
recibir  de(.laracion«;s  tocante  á  su  vinje:  podrán  también  diiij^ir 
los  manifiestos,  facilitar  la  exj>edi('ión  de  his  naves,  y  aoonipa- 
ñar  á  los  capi'anos  ú  oficiales  ante  los  Tri))unalos  de  Ju.^tieia, 
o  Administración  de  Aduana?,  para  servirles  de  iiitérpretos  y 
proteger  sus  intereses. 
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AKTICULO  XVII. 

En  todo  lo  qne  concierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á  la 
carga  y  descarga  de  los  buques,  y  á  la  conducción  y  seguridad 
de  las  mercadcríafi  ó  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  6 
reglamentos  territoriales. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  Consulares,  conocerán  exclusivamente  del  orden 
ó  policía  interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  respectivas  na- 
ciones, y  resolverán  las  controversias  ó  diferencias  existentes 
entre  los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  especialmente  cuando 
se  refieren  á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que  per- 
turben la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el 
puerto:  intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aque- 
llas disensiones  alguna  persona  del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á 
la  tripulación. 

En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limita- 
rán á  auxiliar  eficazmente  álos  Agentes  consulares,  si  estos  las 
requieren,  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcjl  á  cualquier 
individuo  perteneciente  á  la  tripulación. 

ARTICULO  XVIIL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegados 
6  Agentes  Consulares^  podrán  hacer  prender  y  enviar  á  bordo, 
6  á  su  pní*?,  á  los  marineros  ú  otras  persnnns  que,  estando  com- 
prendidas de  algún  modo  en  la  tripulación,  desertan  de  los  bu- 
ques mercantes  ó  de  guerra  de  sus  respectivos  Estados. 

Con  este  objeto  deberán  diri^^jirse  por  crcrito  á  las  autorida- 
des locales,  y  presentar  los  registros  del  buque  y  el  rol  de  tripu- 
lación: si  hubiese  [>artido  el  buque  a  que  pertenecen  los  deserto- 
res, bastará  la  copia  auténtica  de  dichos  documentos. 

Las  autoridades  locales  deberán  prestar  nsistcncia  y  auxilio 
á  los  empleados  consulares  para  la  aprehensión  y  custodia  de 
los  desertores  en  las  careles  publicas  ó  pontones,  (juedando  á 
cargo  de  aquellos  Agentes  la  satisfacción  de  los  gastos.  Y,  á  fin 
de  evitar  controversias,  las  Partes  (intratantes  acuerdan  que  la 
cantidad  exigible  para  manutención  de  los  detenidos,  no  exce- 
derá de  cuatro  reales  diarios  en  el  Perú,  ni  de  dos  francos  v 
medio  en  Italia. 

El  arresto  del  desertor  no  podrá  durar  más  de  tres  meses, 
pasados  los  cuales,  y  previo  el  correspondiente  aviso  al  Cónsul, 
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con  tres  días  de  anticipación,  aviú  puesto  en  libertad  y  no  vol- 
verá á  ser  arrestado  por  la    misma  causa. 

No  obstante  ,  si  el  desertor  hubiese  conielido  a!;;íin 
otro  delito  en  ei  mismo  territorio,  la  autoridad  local  ] drá 
diferir  la  soltura  hasta  el  pronunciamiento  y  ejecución  de  la 
sentencia. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen  eh  que  estén  ex- 
ceptuados de  las  estipulaciones  contenidas  en  el  presente  artícu- 
lo, los  marineros  y  demás  individuos  pertenecientes  al  buque, 
si  son  subditos  del  país  en  que  tiene  lugar  la  deserción. 

ARTICULO  XIX. 

Cuando  entre  los  navieros  y  armadores  ó  aseguradores  no 
exifta  un  convenio  especial  tocante  á  las  averías  que  padezcan 
los  buques  peruanos  ó  itíi llanos,  ya  sea  en  alta  mar,  ó  ya  diri- 
giéndose á  cualquiera  de  los  puertos  de  ambos  Estados,  los 
Cónsules  Generales,  Cónsules,  V  ice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agen- 
tes Consulares,  conocerán  de  dichas  averías,  si  interesan  única- 
mente á  sus  respectivos  conciudadanos. 

Si  los  subditos  del  E.^tado  en  que  residen  los  funcionarios 
consulares,  ó  los  subditos  de  una  tercera  nación,  fuese^i  interesa- 
dos en  aquéllas  avería.^,  conocerán  las  autoridades  locales,  á 
menos  que  todas  las  partes  se  convengan  y  arreglen  amigable- 
mente. 

ARTICULO  XX. 

Si  algún  buque  del  Gobierno  ó  de  los  subditos  de  una  de  las 
Altas  Partes  Contratantes,  encalla  ó  naufraga  en  la  costa  litoral 
déla  otra,  las  autoridades  locales  lo  pondrán  inmediatamente  en 
conocimiento  del  Cónsul  General,  Cónsul,  Vice-Cónsul  ó  Agente 
consular  residente  en  el  distrito;  y,  á  falta  de  estos,  en  el  del 
Cónsul  General,  Cónsul,  Vice-Cónsul  ó  Delegado  más  próximo 
al  lugar  en  que  aconteció  aquel  hecho. 

Todas  las  operaciones  referentes  al  salvamento  de  los  I  uques 
peruanos  que  hubieren  naufrap;ado  ó  varado  en  las  aguas  terri- 
toriales de  Italia,  serán  dirigidas  por  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vice-Cónsules  ó  Agentes  Consulares  del  Perú;  y  las 
operaciones  tocante  al  salvamento  de  las  naves  italianas  que 
hubiesen  naufragado  ó  varado  en  las  aguas  territoriales  del 
Perú,  serán  dirigidas  por  los  Cónsules  Generales,  Cónsules, Vice- 
Cónsules  6  Delegados  Consulares  de  Italia. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir  sino  para  fa- 
cilitar á  los  respectivos  Agentes  consulares  los  auxilios  que  nece- 
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siten,  mantener  el  orden,  proteger  los  derechos  6  intereses  de  los 
salvadores  que  no  pertenezcan  á  la  tripular-ion,  y  asegurar  el 
cumplimiento  de  las  disposiciones  referentes  á  la  entrada  y  sali- 
da de  las  mercaderías  salvadas. 

Por  falta  ó  ausencia  de  los  Cónsules  Genoralrs,  Cónsules, 
Vice  Cónsules  ó  Agentes  Consulare?,  las  autoridades  locales  to- 
marán las  medidas  necesarias  para  la  protección. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen  en  que  las  merca- 
dería? ó  especies  salvadas  no  podrán  ser  sujetas  al  pago  de  de- 
rechos de  Aduana,  á  menos  que  se  destinen  al  consumo  inte- 
rior. 

En  caso  de  duda  respecto  á  la  nacionalidad  de  los  buques 
náufragos,  competerán  exclusivamente  á  las  autoridades  locales 
las  disposiciones  contenidas  eii  el  presente  artículo. 

ARTICULO  XXL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos 6  4gentesConsulares,así  como  los  Cancilleres,  Vice-Cancilleres, 
Secretarios  y  adjuntos  respectivos,  gozarán  en  el  Perú  y  en 
Italia,  de  todas  las  exenciones,  prerroí^ativas,  inmunidades  y 
privilegios  que  han  sido  ó  serán  concedidos  á  los  Agentes  de 
igual  clase  de  la  nación  más  favorecitla. 

ARTICULO  XXIL 

La  presente  Convención  tendrá  vigor  y  fuerza  obligatoria 
durante  diez  años  que  empezarán  desde  el  día  del  canje  de  las 
ratificaciones;  pero  si  un  año  antes  de  espirar  este  plazo,  ninguna 
de  las  Altas  Partes  Contratantes  hubiese  declarado  oficialmente 
á  la  otra  que  dá  por  terminado  el  convenio,  continuará  vigentt 
un  año  más,  contado  desde  el  día  en  que  se  haya  hecho  la 
declaración  expresada. 

ARTICULO  XXIII. 

Esta  Convención  será  ratificada  por  Su  Excelencia  el  Presi- 
dente de  la  República  del  Perú,  con  aprobación  del  Congreso,  y 
por  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia.  Las  ratificaciones  serán  can- 
jeadas en  la  ciudad  de  Lima  en  el  término  de  un  año,  ó  antea 
si  fuese  posible. 

En  fe  de  lo  cual  los  respectivos  Plenipotenciarios  firmaron 
y  sellaron,  con  sus  sellos  particular-^?,  por  duplicado,  la  presenté 
Convención. 
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« 

Fe^ha  en  Turín,  á  los  tres  días  del  mes  de  Mayo  del  año  de 
gracia  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres. 

Luis  Jíksoxes.  Ckistóforo  Kk^ri. 

(L.  S.)         •  (L.  S.) 


Por  tanto:  y  habiendo  el  Congreso  aprobado  esta  Conven- 
ción el  27  del  Presente  naes  y  año,  en  uso  de  las  facultades  que 
la  Constitución  de  la  República  me  concede,  he  venido  en  acep- 
tarla, aprobarla  y  ratificaila,  teniéndola  como  ley  del  Estado  y 
comproirc tiendo  para  su  observancia  el  honor  nacional. 

En  fe  de  lo  cual,  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con 
el  sello  de  la  Eepública,  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Lima,  á  veintiocho 
de  Setiembre  del  año  del  Señor  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cuatro. 

JUAN  ANTONIO  PEZET. 

José  Simeón  Tejeda. 


ACTA  DE  CANJE 

De  las  ratificaciones  de  la  Convención  Consular   celebrada  en- 
tre el 

REINO   DE  ITALIA 

Y  LA  REPÚBLICA  DEL  PERÚ 

A  los  veiíjüocho  días  del  mo?  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores de  la  República  del  Perú  el  señor  Marqués  don  Juan  An- 
tonio Migliorati,  Ministro  Residente  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  y  el  doctor  do»  Pedro  José  Calderón,  Ministro  de  Estado 
ne  el  Despacho  de  dicho Rí^mo,  con  el  objeio  de  proceder  al  can- 
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je  de  las  ratificaciones  de  la  ConvenciÓQ  Consular  ajustada  en 
Turín  en  tres  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ses^nita  y  tres;  y  ha- 
biendo exhibido  ambos  Plenipotenciarios  sus  respectivos  poderes 
y  encontrándolos  en  debida  forma,  convinieron  en  ampliar  el 
término  estipulado  en  el  artículo  23  de  dicha  Convención  para 
verificar  el  canje. 

Después  de  lo  cual,  procedieron  á  leer  los  instrumentos  ori- 
ginales de  las  referidas  ratificaciones;  y  hallándolos  exactos  y  en 
buena  y  debida  forma,  procedieron  á  su  canje. 

En  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  han  redactado  la  presente 
acta,  y  puesto  sus  respectivos  sellos. 

Hecha,  por- duplicado,  en  Lima,  á  los  veintiocho  días  del 
mes  de  Octubre  del  ano  del  Señor  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cuatro. 

Pedro  José  Calderón  G.  A.  Migliorati. 

(L.  S.)  (L,  S.)     (1) 


BUQUES  ITAUAKOS  —  1869 

Lima,  Enero  15  de  1869. 

Visto  ebto  expediente,  (2)  y  teniendo  en  consideración:  que  por 
habei  ccí=ado,  con  fecha  7  de  Setiembre  de  1867,  los  efectos  del 
Tratado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación  que  existía  con  el 
Reino  de  Italia,  (3)  han  dejado  de  ser  obligatorias,  desde  esa  fe- 
cha, sus  estipulaciones:  se  declara  que  los  buques  italianos  deben 
quedar  sujetos  á  todos  los  derechos  fiscales  ó  municipales  que 
pagan  en  la  República  los  demás  buques  extranjeros. 

Comuniqúese  y  publíquese. — Rúbrica  de  S.  E. 

Barrenec\iea, 


(1)  Esta  Convención  fué  desahuciada  por  el  Gobierno  del  Perú,  en  21  de 
Junio  de  1876. 

(2)  Ese  expediente  se  refería  al  establecimiento  del  derecho  de  aguada  para 
los  buques  italianos. 

(3)  Véase  ese  Tratado  en  el  tomo  III,  página  1. 
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OUBSTIÓfí  DIPLOMÁTICA  C0\  MOTIVO  DK  LA  SUBLEVACIÓN  OCURRIDA 
A  BORDO  DEL  BERGANTÍN  «RMILIO  RONDANINI»  -  1808  -  1869 

Est-il  ríen  de  plus  honorable,  éc 
plus  populaire,  <'e  plus  utilc  tK>iir 
ung»>uvernement,qued'u»erde«ni 
droits  dans  le  but  de  cont» il  ucra» 
dévelopi^cnient  de  la  civilisaticMi 
genérale, et  de  faciliter  ainsi  *'éta- 
blissement  de  rela'iom  intimes 
entre  les  d i ffé re iits  peuples,  de  cm 
relations  qui  favoriscnt  égaiement 
rindusttie,  le  coiniuerce,  le  bico- 
étre  de  tous? 

Kosfii.  Melnnfi^fs,  Histoire  ct  Pbi- 
¡osophic,  p.  125 

Mucho  ínteres  pnrece  haber  iii^nirado  esta  cuestión.    El  se  ha 
revelado  por  una  discusión  en  la  (|ue  pudiera  decirse  que  ?e  ha 
agotado  ioda  especie  de  argumentes   contra  el  rJohierno,   esfor- 
zándose el  talento,  la  erudición,  la  autoridad  y  ha-ta  la  pasión. 
Nada  ha  faltado;  pero  el  Gobierno  ha  tenido,  ante  todo,  que  cum- 
plir el  artículo  17  de  la   Convención  Consular,  vigíente  entre  el 
Peiá  é  Italia,  cuyo  sentido  es  claro  p^ira  todo  el  que  lo  quiera  y 
lo  sepa  comprender.  El  Gobierno  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Ita- 
lia están  acordes  en  el   modo  de  apreciarlo,   aunque,   por  un  la- 
mentable estravío,  se  diga  que  los  dosGnbiernos  no  d^íben  com- 
prender^ como  lo  comprenden,  el   mencionado  artículo,  y  que, 
aupuestfi  la  necsidad  de   interpretarlo,  no  lo  deben   interpretar. 
¿Qaé  otra  cosa  puede  hacerse,  sin  embargo,  cuand)  se  trata  de 
aplicar  una  ley,  que  comprenderla  en  cierto  stutido?  ¿Cuál  puede 
aer  éste,  sino  el  que  lellán  las  personas  que  están  llamadas  ¿ 
aplicarla,  conforme  a  los  sanos  principios  de  toda  interpretación? 
El  Grobierno  del  Perú  ha  revsuelto  que  la  jurisdicción  está  re- 
lervada  á  la  bandera  respecto  de  las  faltas,  de  los  delitos  y,  por 
oonsiguiente,  de  los  hechos  que,  por  otras  legislaciones,  se  llaman 
crímenes,  cuando  no  está  implicada  persona  extraña  á  la  tripu- 
lación, ni  alterado  el  orden  público,  ni  invocado  el  auxilio  de  la 
autoridad.    Verdad  es  que  se  atribuye  la  resolución  exeiu.^iva- 
mente  al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores;  pero  esto  no  ínerec© 
reapuesta. 

Se  dice  también  que  no  es  el  Gobierno  italiano  quien  atribu- 
ye al  artículo  17  déla  Convención  Consular  el  sentido  que  le  dá 
la  resolución  de  28  de  Febrero,  sino  su  Agre^*'"  Dir^loMiíírií'o  en 
liima;  pero  al  fin  de  est'i  publicaci-n  f  •  :j  j  .uá.\  en  que  el 
H.  señor  Garrou  dice  qut  no  hace  rnúH  ^hí'  trasnntir  el  pensa- 
miento de  su  Gobierno,  cumplir  con  sus  instrucciones,  corrobo- 
rar lo  que  había  dicho  y  manifestar  el  perfecto  acuerdo  en  que 

s 
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so  Iv.illan  los  dos  Gobiernos  y  la  complacencia  del  suyo  respecta 
de  la  resolución  de  28  de  Febrero.  Aunque  no  tuviéramos  cono- 
cimiento perfecto  del  contenido  de  las  comunicaciones  del  Go- 
bierno italiano,  nos  bastaría  la  nota  del  señor  Garrou.  Un  Agen- 
te Diplomático  es  creído  en  todo  lo  que  dice  á  nombre  de  su  Go- 
bíorno.  Así  lo  dicen  sus  credenciales  y  sus  poderes.  Para  eso 
existe;  y,  si  así  no  fuese,  la  institución  de  los  Agentes  Diplomá- 
ticos, carecería  de  objeto  y  sería  absurda.  Tan  lamentable  es 
tener  que  enunciar  estos  conceptos  que  no  insistiremos  más  so- 
bre ellos. 

Resta  la  cuestión  general  —  ¿Por  qué  se  ha  hecho  extensiva  á 
todas  las  demás  naí^iones  la  estipulación  del  artículo  17  de  la 
Convení*ión  con  Italia?  1?  porque  ella  es  conforme  coa  los  prin- 
cipias filosóficos  del  derecho  y  con  los  usos  más  generalmente  re- 
cibitlo*?;  2?  porque  no  existiendo  Convenciones  en  contrario,  si 
no  más  bien  en  el  mismo  sentido,  no  sería  posible  aplicar  á  las 
demás  naciones  un  tratado  desigual;  3?  porque  según  el  princi- 
pio de  la  reciprocidad,  declarado  por  el  decreto  de  28  de  Febrero, 
no  haremos  sino  tratar  á  las  detnás  naciones  del  mismo  modo 
que  ellas  nos  tratan,  y  porque  es  imposible  no  establecer  respec- 
to de  ellas  la  misma  regla  de  conducta  que  observen  con  noso- 
tros; 4?  porque  dicha  resolución  encierra  una  restiicción  necesa- 
ria. No  correspondiendo  á  las  autoridades  locales  el  conocimien- 
to de  los  delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  en  las  condiciones  re- 
conocidas, como  se  ha  hecho  va  en  el  Peni  sin  Tratados  vsin  re- 
ciprocidad  y  como  está  estipulado  con  algunos  paí«es,  era  preciso 
restringir  lo  que  se  quiere  llamar  concesiones,  sujetándolas  á  la 
reciprocidad,  que  es  la  verdadera  salvaguardia  del  derecho  y  del 
honor  en  materia  internacional.  Así,  la  resolución  peruana  es, 
en  todo  rigor,  restrictiva,  con  f^l  objeto  de  contribuirá  que  se  en- 
sanche y  fortalezca  un  principio  que  tiende  á  ser  universalmen- 
te  reconocido  y  respetado  en  to  las  las  naciones.  Se  ha  cumjdido, 
pues,  un  Tratado,  se  han  observado  los  principios  y  usos  interna- 
cionales y  nada  se  ha  infringido,  porque  el  R(-glainento  Con.<^u- 
lar  del  Perú  es  un  decreto  provisional  del  Gobierno  que  no  pue- 
de oponerse  á  los  Tratados  y  que,  aunque  hubiese  recibido 
aplicación,  habría  sido  derogado  por  el  decreto  supremo  de  28 
de  Febrero,  dictado  con  la  misma  facultad  con  que  se  dictó  di- 
cho Reglamento.  En  resumen,  la  cuestión  no  valía  la*  pena  <le 
que  se  hubiesen  escrito  tolos  l'>s  documentos  que  se  leerán  á 
ecmtinuación  y  en  los  cuales  el  Gobierno  ha  llevado  hasta  el  ex- 
ceso su  deseo  de  manifestar  al  p  lís  que  ha  obrado  con  rectitud. 

Dos  palabras  para  concluir.  Los  señores  Fiscales  de  la  Excma. 
Corte  Suprema  le  entablaron  « «Hopetencia  al  Poder  Ejecutivo. 
Un  miembro  de  la  Comisión  P»  rmanente,  pidió  que  se  le  diri* 
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gieae  al  Gobierno  una  representación  por  haber  violado  la  Cons- 
titución, el  Tratado  mismo  eti  cuestión,  los  Códigos  y  los  princi- 
pios del  Derecho  de  Gentes.  Ni  la  Excma.  Corte  Suprema  ha 
entablado  la  competencia,  ni  la  H.  Comisión  Permanente  ha  he- 
cho la  representación.  Mucho  tiempo  hace,  sin  embargo,  que  el 
Gobierno  expidió  su  decreto.  *  ¿Qué  significa  este  silencio?  (1) 


Eeal  Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

Lima,  Setiembre  8  de  1868, 

« 
Excmo.  Señor: 

La  rebelión  de  una  parte  de  la  tripulación  del  bergantín  ita- 
liano «Emilio  Rondanini»,  capitán  0.  A.  Pastore,  ocasionó  el  23 
de  Agosto  último,  un  conflicto  de  que  resultó  un  marinero  muer- 
to y  quedaron  otros  heridos. 

El  capitán  de  puerto  de  las  Islas  de  Chincha,  en  cuyas  aguas 
estaba  anclado  el  buque,  tomó  ingerencia  en  el  asunto,  eviden- 
temente  por  la  conservación  del  orden,  y  actualmente  se  encuen- 
tran tres  personas  de  la  tripulación  detenidas  en  aquella  cárcel 
por  disposición  su3'^a. 

Habiéndose  cometido  el  delito  á  bordo  y  tínicamente  entre 
personas  pertenecientes  á  la  tripulación,  tanto  por  los  principios 
del  derecho  marítimo  internacional,  cuanto  por  la  legislación 
de  cada  Estado,  á  la  nación  á  quien  pertenezca  el  buque  compe- 
te exclusivamente  el  juicio  y  castigo  de  los  delincuentes. 

Suplico,  en  consecuencia,  á  V.  E.  tenga  á  bien  disponer  que 
los  tres  marineros  arrestados  por  el  capitán  de  puerto  de  las 
Chinchas  sean  conducidos  al  Callao  y  detenidos  allí  á  disposi- 
ción del  Vice-Cónsul  italiano  en  dicho  puerto,  quien  cuidará  de 
satisfacer  todos  los  gastos  que  puedan  ocurrir  por  la  conducción 
y  detención  de  los  prisioneros. 

Tengo  el  honor  de  reiterar  á  V.  E.  la  seguridad  de  alta  esti- 
ma y  perfecta  consideración  con  que  soy  de  V.  E.  afectísimo  y 
obediente  servidor. 

Hipólito  Garrón. 
Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


(1)  Este  jnício  corre  inserto  en  la  publicación  oficial  que  se  hizo,  en  1869, 
de  los  documentos  relativos  á  los  sucesos  ocorridos  á  bordo  del  buque 
«Smilio  Rondanini». 
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Ministerio  de  Rehícione»  Exterioresdel  Perú. 

N?  40.  Idma,  Saiembre  S5  de  1868. 

No  teniendo  el  Gobierno,  acerca  de  la  sublevación  ocurrida  el 
23  de  Agosto  á  bordo  del  bergantín  italiano  «Emilio  Rondani- 
ni»,  más  datos  que  los  que  contiene  la  estimable  nota  de  US.  H., 
fecha  8  del  presente,  y  siendo  indispensable  tener  á  la  vista  to- 
dos los  que  sean  suficientes  para  apreciar  con  exactitud  aquel- 
suceso  y  sus  resultados,  á  fin  de  expedir  la  resolución  conve 
niente,  me  he  dirigido  al  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha' 
pidiéndole  que  me  informe,  á  vuelta  de  vapor,  sobre  los  hechos 
ocurridos.  Cuando  reciba  ese  informe,  me  será  grato  contestar  á 
la  estimable  nota  de  US.  H.,  ofreciéndole,  mientras  tanto,  las 
segiiridades  de  mi  distinguida  consideración  y  apreqio. 

J.  A.  Barrenechea. 

Al  Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  y  Cónsul  General  de 
de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Eateriores 

N?  118.  Lima,  Setiembre  25  de  1868. 

Señor  General  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha. 

Segt3n  verá  US.,  por  la  adjunta  traducción,  el  Encargado  de 
Negocios  de  Italia,  pide  al  Gobierno  que  se  remitan  á  disposi- 
ción del  Vice-Cónsul  de  esa  Nación,  en  el  Callao,  los  tres  mari- 
neros italianos  que  existían  presos  en  esas  Islas,  á  consecuencia 
de  la  sublevación  ocurrida  á  bordo  del  bergantín  «Emilio  Ron- 
danini^t,  el  23  de  Agosto  último. 

Ni  esa  Gobernación,  ni  el  Capitán  de  Puerto,  han  dado  aviso  al 
Gobierno  sobre  esos  acontecimientos,  y  como  para  resolver  la 
petición  del  señor  Garrou  es  indispensable  tener  datos  circuns- 
tanciados acerca  de  ellos,  me  dirijo  á  US.  suplicándole  que  me 
los  remita,  á  vuelta  de  vapor,  con  bastante  claridad,  para  po- 
der apreciar  el  asunto  en  todos  sus  detalles. 

Conviene,  sobre  todo,  que  US.  informe  sobre  el  motivo  que  dio 
origen  á  la  intervención  de  las  autoridades  locales,  de  que  habla 
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el  señor   Encargado  de  Negocios  de  Italia,  y  si  la  sublevaci'  n. 
puso  en  peligro  la  tranquilidad  del  puerto. 

Dios  guarde  á  US. 

J.  A.  Barrenechta. 


Gobernación,  Setiembre  27  de  1868. 

Informe,  á  la  brevedad  posible,  el  Capitón  del  Puerto. 

Beingolea. 

Señor  General  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha. 

En  cumplimiento  del  superior  decreto  de  US.,  que  anteceda, 
con  referencia  al  reclamo  interpuesto  por  la  Real  Legación  Je 
Italia,  en  el  Perú,  sobre  los  sucesos  acaecidos  á  bordo  de  la  barca 
italiana  «Emilio  Rondanini,»  en  la  noche  del  23  de  Agosto  d*  i 
presente  año,  debo  exponer  á  US.  lo.  siguiente: 

Que  con  fecha  24  del  mes  citado,  es  decir,  al  día  siguiente  del 
asesinato  cometido  á  bordo  de  la  dicha  barca,  pasé  al  señor  Go- 
bernador de  las  Islas  el  parte  resi)ect¡vo  de  los  sucesos  ocurri- 
dos, el  cual  tengo  el  honor  de  acorapizñar  en  copia  seguida. 


(copia) 
Señor  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha. 

Islas j  Agosto  Si  de  1868, 

a  G, 

Anoche,  á  las  11  h.  p.  ni.,  fui  informado  de  que  á  bordo  de  la 
barca  italiana  «rEmilio  Rondanini,»  la  cual  se  halla  fondeada  en 
la  Isla  del  Sur,  había  acontecido  un  pleito  entre  los  individuos 
de  la  tripulación,  marineros  José  Silva,  Fedro  Matcarenay  esti- 
vador  del  buque  Rafael  Contardo,  quienes  se  amotinaron  con- 
tra el  primer  piloto  Remigio  Forelo  y  demás  oficiales  del  buque. 
A  la  hora  citada  mandé  á  bordo  un  bote  á  cargo  del  contra- 
maestre de  la  Capitanía,  Guillermo  French,  el  cual  regresó  de 
su  comisión  á  las  3  h.  de  la  mañana  de  hoy  y  me  expuso  los? 
hechos  que  llevo  referidos.  Así  mismo  me  dijo  que  se  hallabau 
á  bordo  heridos  el  primer  piloto  Forelo,  el  marinero  Silva  y 
muerto  el  de  igual  clase  Matcarens,  y  que  estos  individuos  esta- 
ban asistidos  por  el  médico  de  la  barca  italiana  «Sadowa.» 

Hoy,  á  las  7  h.  a.  m.,   me  constituí  á  bordo   de    la  barca  en 
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(íuestión,  después  de  haber  dado  orden  verbal  al  médico  titular 
de  las  Islas,  D.  Miguel  Ararry,  para  quo  practicara  el  debido  re- 
conocimiento, el  cual  orií^inal  acompaño  á  US. 

De  las  ajireri^uacioues  tomadas  verbal  mente  por  mí,  resulta: 
que  los  individuos  Silva,  Contardo  y  MaU'arens  se  habían  amo- 
tinado y  este  último  hirió  al  piloto  en  la  cabeza.  Después  «leeste 
atentado,  Matear  jiis  se  arrojó  al  a  ;aa  Cii  circunstancias  (jue  lle- 
gaba al  bu(p;e  el  Capitán  á  las  7  h.  30  ni.  de  la  noche,  [»uüs  ea 
la  tarde  del  23  se  había  encontrad»)  ausente. 

El  marinero  Matcarens  fué  ir;n']o  á  l)oi\li)  por  algún  i  embar- 
cación del  buíjue  ú  otro  que  se  híi liaba  á  hu  Cv)sta<lo.  E-^te  indi- 
viduo, auníjue  criminal,  [íarece  ((u-i  ant-.s  deaiTojarso  al  mar  no 
estaba  herido;  pj-roá  los  pocos  niomcnlos  dtl  buctso,  se  cnruentra 
con  varias  |)unala  ias  y  muerto.  Al  prinn^r  [>iloto  no  me  ha  sido 
posible  intur  o^'urlo  [)or  el  t_^i-lado  en  í\Í\ki  .-c  t-ncucntra  á  ci>nse- 
cuencia  de  su  luMÍda.  Los  demás  individuíjs  de  la  tripulación 
niegan  su  pariii-ij»acion  en  el  he^ho  i\\w  voy  riliriendo.  .*^in  em- 
bargo, he  condocido  al  cuartel  á  loá  niarinuros  Sil\a  y  Ci.nianlo, 
origen  del  motín,  y  cuyos  sujetos  «piuLiíi  á  disposición  de    líS. 

No  he  procedido  contra  el  resto  <1<^  la  trij)uiación  por  íaha  de 
datos  positivos  ipio  me  guiaran  en  tan  deheado  asunto  y  al  mis- 
mo tiempo  para  evitar  hacer  sufrir  algún  inocente. 

El  cadáver  de  Mat  -aiens  ha  sido  enieiiado  hoy  á  las  G  Ii/de  la 
tarde;  y  ho  ordenado  al  cai)itán  que  mañana  {)rtrs«'nte  lascr*enia* 
de  ese  marinero,  cf»mo  también  ti  inventario  de  las  j)rendas  que 
tenga  <4  su  bonio.  También  he  hecho  re<})  usable  al  capiíán  d« 
todos  los  individuos  (pie  estén  en  su  bu(pie  ha>tu  mañana  a  las  8 
h.  a.  ra.  en  que  deben  comparecer  ante  US. 

(Ju^  comunico  á  US.  para  los  fines  á  que  haya  lugar. 
Dios  guarde  á  US. 

Guillermo  Black^ 


Estos  son,  señor  Gobernador,  los  bechos  ocurridos;  pero  coma 
en  la  comunicación  de  Su  Señoría  el  «eñor  Ministro  de  Relaeiones 
Exteriores,  se  uw  culpa  de  no  haber  dado  aviso  al  Su[)reíno  Go- 
bierno con  opoitunidad,  debo  alegar  qtie  de:ule  qu«  pasó  el  parta 
citado  á  esa  Gobernación,  había  cumplido  con  mi  deber. 

Comoenlanota   del  señor  Ministro    se  piden    datos   circuns- 
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tanciados  de  lo  ocurrido,  creo  conveniente  exponer  algunos   dt>- 
talles. 

Cuando  el  dia  23  de  Ai^osto  me  constituí  á  bordo,  me  informé 
que  el  capitán  C.  A.  Pastore  no  se  encontraba  en  el  buque  cium- 
do  aconteció  el  motin.  Este  fué  ocasionado  por  los  niarinrros 
chilenos  Silvia  y  Contardo  y  por  el  de  i^utú  <]i\^e  malnyo  Matea- 
rens.  Estos  tres  individuos  trataron  de  penetrar  on  la  enmara  y 
habiendo  contenido  su  insolencia  el  primer  piloto  Remi^rjo  Forelo, 
insistieron  1o>í  marineros  y  se  nei^aron  papar  al  rancbo  de  proa. 
"Fondo  trató  de  emplear  la  fuefza,  ayudado  por  el  fontnnnar-lre 
y  cocinero,  (jue  son  italiauos:  entóne^í;  í\\('  erando  Mateareus  dio 
un  fuerte  goipe  en  la  ealx.za  al  piloto,  de  enva  resulta  enyó  Aste 
sin  conocimiento  sobre  la  (".il)ierta.  lumediatuioonto  después  Mat- 
ea rens  se  arrojó  al  ac:ua,  y  no^e  TS.  (jue  ote  iiidividuo  euando 
practicó  esa  o[)eraeióu  se  bailaba»  s:iu  heridas.  VA  co'vnero  birló 
con  un  cuebillo  á  Silva  («n  el  brazo,  o])bn^;in<l>lo  á  de/'re  -der  á  su 
caniíírote:  después  de  cuya  op  "ración  y  en  momentos  qu»-»  lie'i:d>a 
el  capitán  á  bonlo,  se  lian  embaríNido  en  el  bote  d<'l  bu-pie  ú  o:ro, 
en  perscí-ución  de  Matcarens,  el  mal  nailaba  alejándose  del  bu- 
que. Mateannis  ba  Mdo  tomado  en  el  mar,  y  enlónees  ó  á  bordo 
fué  ayesinad^  de  un  modo  boiTÍble,  con  ciuco  puñaladas  to.las 
mortales  y  graves  eontu:^iones  beebas  á  palos,  y  todo  esto  prac- 
ticado por  la  espalda. 

Con  este  desgraciado,  aunrpie  deliucuente,  los  cómplices  ó  asesi-' 
nos,  como  son  los  individuos  de  ba  tripulación  de    la    barca   ita- 
liana "Emilio  Rondanini,"  no  debieron  vengarse  de  uu  modo  tan 
aleve. 

Aquí  concluiría,  señor  Gobernador,  mi  informe  si  las  aprecia- 
ciones contenidas  en  la  nota  de  la  Leíi:ación  de  Italia,  no  entra- 
ñaran para  mí  acusaciones  [>or  las  cuales  se  me  culpa  do  lia- 
berme  extralimitado  en  el  cumplimiento  de  mis  obligacionej 
como  capitán  de  puerto. 

Las  ordenanzas  de  marina,  reglamentos  y  leyes  vig-iites  de  la 
República  prescriben  á  los  caf>itanesde  los  puertos  la  vigibincia,  * 
policía  y  ccnservación  del  orden,  tanto  en  el  tbndí^aden»,  coma 
á  bordo  de  los  buques  mercantes  nacionales  y  extranjeros  qua 
se  hallen  surtos  en  él.  En  esta  virtud  be  procedido,  en  u«o  demti 
atribuciones,  aprehendiendo  á  los  que  originaron  el  motin,  par» 
por  este  medio  poder  descubrirá  los  culpables.  Así  me  io  orde- 
naban las  leyes  patrias,  la  soberaiu'a  nacional  y  basta  los  princi- 
pios mus  triviales  del  derecho  marítimo  internacional.  Por  otra 
parte,  no  comprendo  como  podía  dejar  impunes,  atentados  conia 
el  presente,  materia  de  este  informe,  pues  al  hacerlo  así  seria 
«entar  como  base  un  principio  altamente  desmoralizador  y  de»- 
ttuctor  d©  la  sociedad. 
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8e  aliga  por  la  Legación  de  Italia  la  invinlabilidacl  de  la 
bandera..  Esto  es  innegable  á  bordo  del  buqn^  d^  gaerraque  la 
«Barbóla;  porque  la  nave  se  considera  coini  parle  Integrante  del 
territorio  de  la  Nación  á  que  pertenece".  Este  principio  también 
«8  admitido^  cuando  los  buques  mercantes  se  hallan  en  alta  mir; 
pera  en  el  caso  presente,  callan;  y  la  nación  en  cuyos  puertos  se 
liallen  anclado?  buques  mercantes,  tiene  perfecto  derecho  para 
practicar  la  visita  en  guarda  de  los  intereses  físcales;  y  con  mucha 
ratón  para  perseguir^  extraer  á  los  criminales  y   asesinos. 

Es  cuanto  tengo  que  exponer  en   cumplimiento  de  mi  deber. 

lelas  de  Chincha,  Setiembre  29  de  1868. 

S.  G.  G. 

Ouillermo  BldcL* 


Gobernación  de  loa  Islas  de  Chinclia. 

Setiembre  30  de  1868. 

Séfior  Ministro  de   Estado  en  el  Despacho  de   Relaciones  Exte- 
riores. 

Al  minucioso  informe  dado  por  el  capitán  del  puerto,  que 
tengo  el  honor  de  remitir,  adjunto  á  este  oficio,  nada  tiene  que 
agregar  esta  gobernación;  él  suministra  datos  suficientes  para 
que  US.,  apreciando  los  hechos  que  tuvieron  lugar  á  bordo  de  la 
**Emilio  Rondanini,"  los  tome  en  consideración  y  resuelva  lo 
que  crea  conveniente. 

Sólo  haré  presente  á  US.  que  aún  no  había  llegado  á  estas 
Idas,  cuando  tres  individuos  de  la  tripulación  del  citado  buque 
te  encontraban  detenidos  y  puestos  á  di-posición  del  juez  de  paz, 
j  mi  ánico  empeño,  desde  mi  llegada,  ha  sido  la  conclusión  del* 
sumario,  en  el  menor  tiempo  posible,  a  fin  de  que  el  juez  de  pri- 
mera instancia  de  la  provincia  de  lea,  siguiese  dictando  las  pro- 
cidencias del  caso,  lo  que  he  conseguido,  mediante  mis  esfuerzos, 
y  djchos  presos,  con  fecha  18  del  presente  mes,  han  sido  remi* 
tidoe  á  disposición  del  mencionado  juez. 

Aunque  es  cierto  xiue  el  asunto,  ó  materia  de  este  oficio,  se 
nlaciona  con  subditos  italianos,  no  lo  es   menos  que  los  hechos 
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consumaflos  á  bordo  de  la  "Emilio  Rondanini^'  son  por  su  natu- 
raleza de  aquellos  que  estando  sujetos  á  la  acción  de  los  Tribuna- 
les  de  Justicia;  por  delitos  cometidos  en  el  territorio  de  esta  juris- 
dicción, mis  atribuciones  estaban  reducidas  á  proporcionar  faci- 
lidad al  juez  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos  que.  han  dado 
lugar  al  juicio  criminal  que  se  sigue  sobre  el  desgraciado  aconte- 
cimiento que  se  verificó  á  bordo  del  citado  buque. 

Repito,  pues,  á  ÜS.  que  habiei  do  llegado  á  estas  Islas  cuando 
ya  mi  antecesor  había  ordenado  la  prosecución  del  sumario,  me 
limité  á  dar  parte  al  señor  Ministro  de  Justicia,  con  fecha  8  del 
presinte,  del  retardo  que  sufrían  las  causas  criminales  por  la 
insuficiencia  de  estos  habitantes  para  el  desempefío  del  delicado 
cargo  de  juez  de  paz;  y  para  robustecer  mi  aserto  le  hice  presente 
las  dificultada  que  aetiiahnente  existían  en  el  sumario  seguido 
á  los  tripulantes  del.  ex  presado  buque.  Esta  ha  sido,  señor  Minis- 
tro, la  razón  que  he  tenido  para  no  poner  en  conocimiento  de 
US.  un  hecho  que  no  tenía  relación  con  los  asuntos  que  corren  á, 
cargo  de  ese  Ministerio. 

Tengo  el  honor  de  dejar  satisfechos  los  deseos  de  US.  mani- 
festados en  su  nota  de  25  que  contesto. 

Dios  guarde  á  US. 

Manuel  Beivgolea. 


Jkal  Legacifni  de  Itnlki  en  el  Períu 

Lima,  Noviembre  23  de  1808. 
Fxcmo.  Sefior: 

El  perjuicio  que  por  la  demora  experimentaban  los  intereses 
del  armador  y  del  cargador,  han  obligado  al  capitán  del  buque 
italiano  «Emilio  Rondanini»  á  partir  para  su  destino,  dejando  en 
.poder  de  la  magistratura  territorial  aquellas  personas  de  su  equi- 
paje que  la  autoridad  de  las  Islas  de  Chincha  se  creyó  facultada 
á  nacer  arrestar. 

Queda  así  resuelta,  de  hecho,  j)ef0  contra  el  derecho,  una  de 
dos  cuestiones  á  que  aludía  la  nota  que  tuve  el  honor  de  di- 

[ir  á  V.E.  el  8  de  Setiembre  último.  (1) 

(1)  Página  17. 
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Subsiste,  pues,  la  cuestión  de  derecho;  y  como  esto  proviene 
de  la  inobservancia  de  los  principios  de  derecho  público  que  re- 
gulan la  disciplina  interií.r  de  los  buques  y  la  jurisdicción  rela- 
tiva, sin  perjuicio  de  las  otras  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar 
el  caso  del  «Emilio  Rondiinini*),  esto  es,  el  arresto  indebido  de 
una  parte  de  su  equipaje,  que  ha  sido  violentamente  sustraída  á 
la  jurisdicción  de  que  depeuíle,  me  es  necesario,  si  es  la  intención 
del  Gobierno  del  Perú  conformarse  al  uso  general,  suplicar  á 
V.E.  que  recabe  disposiciones  conducentes  á  (jue  las  autoridades 
respectivas  reconozcan  la  autori<l:id  consular  italiana  como  la 
única  com[)etonte  para  juzgar  de  las  trasgrt*sionüs,  de  rualquit- ra 
naturaleza,  que  {)uedan  ocurrir  á  bordo  de  buques  italiano^,  li- 
mitando la  de  aíjuellas  solamente  á  aquellas  medidas  que  se  re- 
fieran al  óidon  público  de  los  lugares  donde  ejí^rco  ilominiw  (<'ín- 
pera)  la  Kcjujhlica. 

:  Dígnese  V'^.E  ,  señor  Minisuo,  ueojiUir  Lis  txpr*\siones  do  la  al- 
ta estimación  y  aprecio  con  que  tengo  el  1j  'uor  de  re[íetirnK\ 

De  Vuestra  Excelencia,  muv  atento  v  ^.  raro  .-ervidor. 

Hipó  (do  Garrón. 

Al  Exorno,  señor  Ministro  de  Relaciones  Evteriore..¿  del  Perú. 


Lima,  Noviembre  26  de  1868, 
Vista  al  señor  Fiscal  de  la  Coite  Suprema  de  Justicia. 

Barrenechea. 


Excrao.  Señor: 

De  los  informes  producidos  en  este  expediente,  resulta  loqut 
sigue: 

Al  anochecer  del  23  de  Agosto  de  186S,  se  liallaba  anclad n,  ea 
las  aguas  de  las  Islas  del  Sur  de  Chincha,  la  barca  italiana  «Em  i- 
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lio  Rondaiuiii),  ilestiiiada  á  cargar  guano,  y  no  estaba  á  bordo 
su  capita?!  C.  A.  Pa-tore  cuando  tres  de  sus  marineros,  los  clii- 
leno.w,  José  Silvn,  Rafael  Coiitardo  y  el  malayo  Pedro  Malcanais, 
habían  traíanlo  de  penetrar  en  la  cámara.  Lo  impidió  el  primer 
piloto,  Remijiu  Furelo,  ayudado  del  c  «ntramaesjtre  y  del  cocine- 
ro. A  la  re-istencia-  siguió  la  lucha;  el  cocinero  hirió  con  una 
cuchilla  á  Silva  en  el  brazo,  obligándi>lo  á  descender  á  .^u  cama- 
rote; y  el  marinero  Matcareiis,  derribó  al  {liluto,  dándole  un  ^ol- 
pe  t'U  la  cabeza,  y  de.^|)ues  abandonó  el  l)urjuo,  arrojándose  al  mar. 
y  alijándose  á  nado  en  las  a_;üas  de  la  is!:«.  I^]ii  esascirciius'jiocius, 
y  á  eso  «lelas  siete  y  mcvlia,  llii^^ó  el  capitán;  se  destacó  un  bote 
del  costado  de  la  barca  en  persecución  de  Mitcareíi>;  alcan/uvlo  se 
le  conibiJM  á  bordo,  y  allí,  al  toiuai'io,  fué  uiueilo  por  las  "-^ouldas 
con  cinco  |)nñaladas  tolas  luoi'tii'e^-,  y  coii;4ravct  eontu-¡').;es  he- 
chas á  palos.  Mediante  las  órdeuivs  del  ciípitan  del  pU(Mí(/,  he  re- 
conoció y  sepultó  en  la  Isla  el  cadáver  «bd  marinero  M.iuMrv^ns; 
86  hallan  detenidos  Silva  y  Contardo,  v  si*  silgue  la  corras;-  «lidien- 
te  causa  [>or  el  crimen  de  homici<iiocai¡ííeaio,  queaprcí'.;-'  >e:^Lm 
el  cuerpo  del  rbdito. 

La  tí|>rehen-ión  de  lo3  marineros  y  el  enjuiciamiefito  p.:bli«  n- 
te  ante  el  Juez  de  primtu'a  instancia  territorial,  han  <iailo  (.ea>ión 
á  que  el  Honorable  Encardado  de  Xe<;ocios  de  Italia,  fr.üule 
una  reclamación  contraria  á  la  jurisdice:ón  nacion:il;y  j-ida,  «juo 
«se  reeonozca  al  (yonsulado  Italiano  c»>mo  la  única  autoridad 
«  C()mf»etente  {»ara  juzgar  de  las  t'asgresiones,  de  cuabpiiíLta  na- 
«  tuialeza,  que  puedan  ocurrir  á  bordo  de  los  buqms  ilaliaiH»s;y 
«se  prescriba  á  L.s  autoridades  peruanas  st^  limite  u  .-  lamente  á 
a(|uellas  medi(l;i-  que  se  leíieran  al  orden  públ:,  =  í  a  lo¿;  luga- 
res df»n<le  impcri.  la  República. » 

Como  el  caso  á  (pie  se  refiere  el  H.  Encargado  «u  Negocios,  es 
el  de  la  barca  «RoUilaniniw,  surta  en  las  aguas  de  la  Isla  del  Sur 
de  Chinciiü,  es  manifiesto  que  no  se  pretende  exclusivamente  ju- 
risdicción peruana  para  cuando  las  naves  inercanNíS  de  lidia  na- 
veguen en  alta  mar,  libre  patrimonio  del  gtMiero  humano,  donde 
permanecen,  salvo  algunas  exe(»pcion<  s,  sujetas  a  la  juiis  liccióii 
de  aquel  Reyno;  sino  precioauiente  cuando  se  hallen  en  las  aguas 
del  Perú,  y,  lo  (jue  sor{)rende  mas  todavía,  amlquieía  (pie  ma  la 
maUítalr/ji  de  las  trcmiretiion^s  que  í^e  cofítettin  a  h(/rdo. 

Conforme  á  los  princi[>ios  fundamentales  y  absolutos  dfl  De- 
recho de  Gentes,  se  comprende  en  el  terrilorio  de  la  Naeií'ii  Pe- 
ruana, y  están  poseídos  y  sostenidos  ]K»r  ella  y  reeonoci(h'S  por 
las  tiernas  potencias,  el  suelo  que  habita,  los  ríos  y  los  1:-»líos  in- 
teiiores  y  contiguos,  y  el  mar  que  baña  sus  costas,  hasta  cierta 
distancia.  Su  soberanía  nacional  se  extiende  á  todo  el  territorio 

y  á  todos  los  que  en  él  sc  encuentran.    Si  su  jurisdicción  sobera- 
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na  alcanza  á  todoi  los  miembros  de  la  asociación  civil,  sin  que 
el  imperio  esté  circunscrito  al  territorio,  comprende  á  los  extran- 
jeros mientras  se  hallan  en  las  tierras  ó  en  las  aguas  de  la.  Re- 
pública. 

Arreglado  á  estos  principios,  el  artículo  4?  del  título  prelimi- 
nar del  código  civil  dispone  que  1  is  leyes  de  policía  y  de  seguri- 
dad obligan  á  todos  los  habitantes  del  Perú;  sin  lo  cual  no  po- 
dría tampoco  existir,  como  existe  para  los  extranjeros,  pues  que- 
daría, á  merced  de  otros  extranjeros  é  inmunes,  la  garantía  que 
gozan  de  todos  los  derechos  concernientes  á  la  seguridad  de  su 
persona  y- de  sus  bienes  y  á  la  libre  administración  de  estos,  se- 
gún el  artículo  33  del  propio  código. 

Aunque  por  la  ficción  de  territormlid^d  se  hallen  generalmen- 
te exceptuados  de  la  juris<licción  local  las-  naves  dé  guerra  de 
otra  potencia  y  los  agentes  diplomáticos,  su  casa  y  comitiva;  son 
meras  excepciones  del  i)rincipio  universal,  fundadas  en  repre- 
sentar estos  al  Soberano,  en  ser  aquellas  un  cuerpo  organi¿Hdo 
de  su  poder  púl)lico,  y  en  otras  graves  razones  de  respeto  y  alta 
conveniencia  internacional,  para  llenar  los  injpoitantes  fines  del 
servicio  del  Estado  al  que  únicamente  se  consagran. 

Ijos  buques  mercantes  extranjero-?  y  las  personas  que  navegan 
en  ellos,  no  pueden  ni  deben  «ustraerse  á  la  jurisdicción  del  país 
en  cuyas  aguas  se  encuentran;  porque,  su  interés  es  privado,  y 
porque,  como  dice  Wheaton,  refiriéndose  á  una  resolución  de  la 
Corte  Suprema  Federal,  «  pc'ligraría  el  buen  orden  de  la  sociedad 
«  y  la  dignidad  del  Gobierno;  sin  que  el  soberano  extranjero  teñ- 
ir ga  interés  para  semejante  exención  de  la  r(gla  general,  en  fa- 
«  vor  de  sus  subditos  ó  de  su  propiedad.  » 

Loque  c>}á  reconocido  por  todos  los  puebl  >.-  civilizados  como 
de  Derecho  viu  Gentes  universal  es  que:  «  todoá  los  delitos  come- 
« tidos  en  el  territorio  de  un  Estado,  ó  en  luí^are.s  comprendidos 
«  en  el  territorio,  caen  bajo  la  ley  penal,  y  están  sujetos  á  la  ju- 
(crisdicción  del  Estado..»  Los  jueces  de  Inglaterra  no  vacilan  en 
conocer  de  los  crímenes  y  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques 
extranjeros,  sean  ó  no  de  la  misma  tripulación  los  delincuentes. 
El  Gobierno  Ruso,  en  1844,  cuyos  Tribunales  juzgaban  á  un 
marinero  inglés,  por  haber  muerto  al  timonel  de  un  buque  tam- 
bién inglés,  cuando  estaba  en  el  puerto  de  Riga,  propuso  al  Go- 
bierno de  la  Gran  Bretaña  entregirle  el  culpable,  pero  bajo  con- 
dición de  reciprocidad;  el<3obierno  de  Inglaterra  no  admitió  la 
proposición  y  su  subdito  fué  castigado  en  Rusia. 

Es  verdad  que  se  adoptó  en  Francia  desde  1806,   y   que  se 
ha  generalizado  formalmente  después  de  1830,  entibe  muchas  po-  ' 
tencias,  la  excepción  de  reservar  á  la  jurisdicción  de  los  Cóusu- 
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l€S  ei  coiioeimif nto  do  Ifis  iñfrccnoniS  de  hi  f/íW/y>/í/f/T  infrrior  de 
sns  buquírs  mercantes,  co:i:eti«ioá  por  in«livi'JU(*¿  de  1.»  tri{>uia- 
ción,  síírTnpre  oiie  no  se  haya  comprometido  la  írano'iil:  lad  <lel 
puerto  d.'U  ¡e  s*^  halla  el  hiiqne;  pt-ro  e-ía  exe»rp«.*ií»ii.  ]>'m  >u  iia- 
tuni!e¿a  y  o •  >j t^ t  ),  po r  la--  ni j/m es  en  < | ue  i?e  f ii 1 1 d ii ,  y  j » •  r  ¡a  más 
autorÍ7^'Ía  l-'fi.iraL-i  '»n  «h*  la  j'.irispi  videncia  franrtsa.  «i»  i':i  tle  in- 
ler[»u4^:-f  ]  s:-.  í^u^tn'er  *ie  la  jurisdÍLci«'ai  h»cal  in-i  v::..'  :íis  co- 

S-i:»!'-ii']  »  la  d)-í:ii;a  Trancesa,  Italia  v  t'  Perú  i;r:íaron 
Cüii  *A  Iinpi;:¡o  e¿ta  ex»'»  .».':'.n,  verifican- i<»l-»  aquella  en  el  ariícu- 
¡o  í*?  dr^  la  rr^Mv*.  ri'i-  :i  (  •••isui;*.r  de  4  de  Febrero  «le  lSo2,  repro- 
duci*lo  en  lo?  aiu'o-^/.  -^  VJ  y  13  de  la  lie  2o  de  Julio  de  1^«»2,  y 
réaiÍ7¿:id«i't»  t'-ie  lii  . '.  r:".ijü!o  34  de  la  que  se  celebró  en  9  de 
Marzo  de  1^  ;]. 

El  Perú  Y  lü  lí /ii  1  ^  t^t'p'ilaron  también,  en  el  artículo  17 
de  la  O^nvei.v: :•'»:!  C".:.'  a  i.i  ;.-n  *JS  •:.- <  >ctui»re  de  IS-U.  (1)  Kn  nin- 
gm.a  se  hahla  de  «"-íii-*.'-',  5::i  >  de  \n  p'*'ir¡j  lutrñcr  de  los  bu- 
que-* y  <le  Lis  ':'/"'■  "  ■•<'*  .^  ó  i /-.'CnrijiA  existentes  entre  los  cajd- 
lanes.  c,roicí]-:s  v  n\tr::ien  s.  v  en  tocias  se  establece,  por  el  cnn- 
trari<>,  qia  hjs  r.  it<  :;  !.•  It  s  i<H";.les  iuterv»r:i.i:ún  ó  conov'^rán 
cuando  á  b.  .rd»  de  j.^  1  *:  ríes  o:iírran  //>>v/'/M/f.N  rf-'^^  of't'f'^cn  la 
tiTtnq'íi  ¡dad  «'»  (]  ú  '.en  ;•  ;i».i-j<>  en  li^-rra  ó  en  el  p'j*/it*x  Cnan- 
to se  pu-  ie  •!  .  ir  •!/  !  . '-  ú.vi  ii  r:«».r.tal,  )«ara  «jue  no  <:u»  de  <iiida 
alg^una.  .-i  f.:»  s*"*  y  .-;b'e  p'.e  la  ¡iubitse,  en  les  límites  «te  la  dis- 
ciplina y  ;  .¡:c;'a  i'.:. :  •«»:*  le  un  bi-iuc  ir.-rcante.  que  son  los 
úuicMS  áf.  \;\  j'iri-  i:c  '.  H  c  •:>  i'r.r,  <t.-  e:¡ci-rra  ^n  una  de  la^  con- 
sideración»- 'Mi-^  í'.ivo  •*!  V'^-rfí:*  »]♦'  Ca- »íión  «b  1  lüisir.-^  Irnj>erio 
francés,  pan;  de^*l!»''.ir,  » ::  2'»  de  !'Vb-fro  de  l."^-"»'*,  q'ieJaiii.  2?  del 
buque  aint-r;  MU  >  *lV!!ií*"St«.  y  culpable  de  a>e-inaio  en  la  p<:*r- 
.  sona  <ie!  n:arin»-¡c  oT^ri-n,  e>íaba  sujeta,  no  á  la  inrir'0'XM«'.n 
Consular,  s*ro  á  la   ''lí-;!  .i'^n  frai.-Tsa.   *To.lo  Estadio,  «iiJ4),  es- 

•  tá  inu-r*sado  en    la    reiTM-j/.n  de  l(»s   irínienes  y  delitos  que  s^ 

•  cometen  en  ios  ¡>iuTt'>s  de  su  territric,  á  bonio  de  les  buques 
€  mercantes  extranjeros  aunque  no  int^-rv-^ui^an  otras  indiv¡«luo3 
«  que  los  de  la  tripulación;  ya  sea  que  el  hecho  pueda  por  su  na- 
«  turaleza  compnj.neter  la  lranqui¡i«iad  del  puerto,  ó  sea  cuauiio 
«  el  hecho  constituya  un  crimen   de  derecho  común,  cuya  grave- 

•  vedad  no  permite  á  nin>;una  nación  dejarlo  impune,  sin  aten- 
«  lar  contra  los  d*-rech«»s  de  s^d^eranía  jurisdicvional  y  territo- 
«  rial,  porque  el  crimen  es  p'>r  sí  mismo  la  violación    másmani- 

•  firtjta  como  la  más  flaí^rante  de  las  leyes  que  cada  Nación  está 
<  encargada  de  hacer  r'?^;)etar  en  todas  las  partes  de  su  terri- 
« tcrío». 

El    homicidio   en    la  pení^ína  d»-l    maritíero  Matcarens,  que 
aparece  áb«:»rdo  de  la  bar.'^a    italiana    •  Runda  id  ni»,  muerto  á  pu- 


(1)  Página  1. 
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ñaladas  por  la  espalda  y  después  que  navegando  como  bueno  en 
las  aguas  del  Perú  fué  perseguido  y  llevado  á  la  barca,  este  cri- 
men se  halla  previsto  en  el  inciso  2?,  artículo  232»  del  Código  Pe- 
nal, y  es  de  tJil  naturaleza  grave  que  no  solo  compete  su  conoci- 
miento á  la  jurisdicción  peruana,  respecto  de  los  marineros  que 
han  quodndo  detenidos,  sino  qua  podrá  pedirse  la  extradición 
del  reo  si  resultare  serlo  alguno  de  los  individuos  que  se  han  ido 
en  aquel  buque. 

El  Fiscal  no  halla,  pues,  atendible  la  solÍQitud  del  H.  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia,  ni  conforme  al  derecho  conven- 
cional, ni  al  derechos  de  Gentes,  ni  al  derecho  patrio. 

Lima,  22  de  Enero  de  1869, 

Ubkta. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteinore^, 

EXPOSICIÓN. 

Excmo.  Sefior: 

Una  riña  que  tuvo  lugar  á  bordo  de  la  barca  italiana  raer- 
cante  «Emilio  Rondanini»,  surta  en  las  aguas  de  las  islas  de 
Chincha,  el  23  de  Ap^osto  último,  entre  individuos  de  la  tripula- 
ción, y  que  dio  por  resultado  heridas  graves  y  aún  la  muerte  de 
uno  de  ellos,  ha  mf)tivado  una  reclaniacióu  del  Honorable  señor 
Encnrí^ado  do  Negocios  de  Italia,  para  (|ue  las  autoridades  del 
país  no  conozcan  del  hecho  en  cuestión.  Pedidos  los  informes 
necesarios,  y  oído  al  señor  Fiscal  de  la  líxcma.  Corte  Suprema, 
ha  o¡)iniido  este  funcionario  por  el  niantenimiento  de  la  jurisdic- 
ción nacional.  Como  en  este  asunto  se  ventila  una  gravísima 
cuestión  internacional,  creo  que  ha  lli»gi\do  el  caso  de  que  V.  E. 
^  fije  el  sentido  de  la  Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  y 
las  reglas  que  deben  servir  de  norma  á  las  autoridades  del  país, 
no  solo  en  el  presente  caso,  sino  en  todas  las  cuestiones  idéntica* 
que  Fe  pueden  presentar. 

La  insuficiencia  y  la  falta  de  fijeza  del  Derecho  Internacio- 
nal, se  hacen  sentir,  sobro  todo,  en  las  cuestiones  del  Derecho 
Marítimo.  El  progreso  de  la  ciencia  es  lento  y  solo  en  largos  pe- 
ríodos llegan  las  Naciones  á  formular  principios  fijos  que  sirvan 
de  norma  al  mundo  civilizndo.  Muy  a  menudo  se  divide  éste  en 
dos  escuelas  que  profesan  principios  contrarios.  Por  eso  se  mul- 
tiplican los  Tratados  y  las  Convenciones,  a  íin  de  dar  autoridad 
y  sanción  á  los  principios  del  Derecho  Natural.  La  cuestión  pre- 
sente, como  toda  cuestión  jurídica,  debe  ser  resuelta  ante  todo 
conformo  á  la  letra  de  la  ley  que  es  e  Tratado  vigente  entre  las 
dos   Naciones;   después,  atendiendo    al   espíritu  de   los  contra- 
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tantes,  &  las  costumbres  y,  en   íin,  á  los  principios  del  Dere- 
cho. 

Es  evidente  qnr»,  Pegún  la  Convención  Consular  vigente  en- 
tre el  Peni  é  Italia,  todo  delito  conietido  á  bordo  de  un  buque 
mercante  italiano,  ]>or  personas  de  la  tripulación  contra  otras 
de  ella  misma,  con  U\]  de  que  no  se  haya  tarl)ado  la  tran([uili- 
dad  del  puerto,  (^n  justiciable  únicamente  por  las  autoridades 
italianas. 

Sin  embargo,  el  señor  Fiscal  de  la  Excraa.  Corte  Suprema 
ha  opinado  de  distinta  manera.  La  alta  posif^ión  de  este  funcio- 
nario, la  circunstancia  de  haber  opinado  á  favor  de  la  jurisdic- 
ción nacional,  conforme  á  las  ideas  dominantes  del  país,  y  la 
reconocida  ilustración  del  señor  Ureta,  rae  obligan  á  examinar 
detenidamente  la  cuestión.  El  razonamiento  dcd  señor  Fiscal  9% 
puede  resumir  así.  El  territorio  de  un  Eíítado  comprende  no  so- 
lamente el  suelo,  sino  también  el  mar  que  baña  sus  castas.  So- 
bre él  se  extiende  la  soberanía  del  Estado,  y  las  leyes  de  policía 
y  seguridad  obligan,  no  solo  á  los  nacionales,  sino  también  á  los 
extranjeros.  La  ficción  de  la  territorialidad  no  coninrende  á  los 
buques  mercantes,  y  por  consiguiente  todos  los  d;  liíos  cometi- 
dos en  el  territorio  de  un  Estado,  aán  abordo  de  diclios  buques, 
quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  de  él.  El  señor  Fiscal  cree  <y]e 
la  convención  entre  el  Perú  é  Italia,  formulada  conforme  á  la 
doctritía  que  sobre  el  particular  se  profesa  en  Francia,  no  habla 
dé  crímenes,  s'.no  únicamente  de  las  faltas  y  desórdenes  que  no 
altean  la  tranquilidad  del  puerto.  En  apoyo  de  su  opinión  el  se- 
ñor Fiscal  cita  la  opinión  de  Wheaton,  la  doctrina  de  los  tribu- 
nales ingleses,  y  el  caso  del  buque  americano  Tempest,  juzgado 
en  Francia. 

En  todo  rigor  los  principios  verdaderos  son  siempre  abso- 
lutos 3'  sin  excejíción;  pero  es  preciso  no  solo  comprenderlos  bien 
sino,  además,  no  darles  un  alcance  mayor  del  que  deben  tener. 
Por  otro  lado,  es  preciso  tener  en  cuenta  la  armonía  de  los  dife- 
rentes principios  que  rigen  en  la  humanidad  y  no  abusar  como 
se  hace  á  menudo  de  las  palabras  principios  absolutos.  Cuando 
varias  reglas  suelen  hallarse  en  contradicción,  hay  siempre  un 
principio  superior  que  las  domina  y  que  reviste  un  carácter  vcíSm 
absoluto  que  ellas.  El  principio  de  lajurisdicción  nacional  sobre 
todo  el  territorio,  así  como  el  de  la  exterritorialidad,  no  son  ili- 
mitados; y  la  aparente  contradicción  en  que  suelen  encontrarse, 
se  halla  subordinada  á  un  principio  más  absoluto,  el  de  que  la 
jurisdicción  criminal  no  tiene  otro  objeto  que  restablecer  el  orden 
turbado  por  los  delitos.  Este  principio  limita  el  de  la  exte- 
rritorialidad y  el  que  señala  también  el  alcance  de  la  ju- 
risdicción territorial.  Un  buque  mercante  extranjero,  si  no 
goza  de  la  misma  exterritorialidad  de  un  buque  de  guerra,  no 
se  encuentra,  bajo  el  aspeccto  de  la  jurisdicción,  en  las  mismas 
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condiciones  que  los  partirmlares,  ó  que  los  buques  mercatites  na- 
cionales. La  tripulacinu  de' un  uavíó,  (dice  Heffter,  párrafo  78,  li- 
bro 1?)  «forma  una  sociedad  especial  que  goza   de  la  protección 
del  Estado   á  que   pertenece,   y   que   continua   regida  por  sus 
leyes  aiin  durante  su  permanencia  en  aguas   extranjeras.»  Mas 
aún,  los  hijos  de  l<«s  nacionales  nacidos,  á  bi)rdo  de  un  navio,  son 
mirados  como   subditos   del    Estado   á  que  éste  pertenece.   Así, 
aún  cuando  las  leyes  de  policía  y  seguridad   obligan   en  todo  el 
territorio,  tanto  á  los  nacionales   como  á  los  extranjeros,  las  me- 
ras faltas  de  policía,  cometidas   á   bordo  do  un  buque  mercante 
extranjero,    no   son  justiciables   sino    por   las  autoridades  del 
país  á  que  el  buque  pertenece,  según  la  opinión  del  mismo  se- 
ñor Fiscal,  conforme  en  esto  con   los  principios,  los  Tratados,  las 
prácticas,  y,  en    fin,  el  Dereclio  Universal.  Las   cuestiones  sobre 
enganche  de  marineros   y   otras   idénticas,  no  son  juzgadas  por 
las  autoridades  nacionales.  Los  desertores   de  un  bu(]|ue  mercan- 
te son  siempre  entregndos;  de    modo  que  la  extradición  tiene  en 
•1  mar  un  alcíuice  mucho  mayor  que  en    tierra.  Hó  aquí,  pues, 
limitado  el    principio  de    la   jurisdicción  y  reconocido  cierto'  ca- 
rácter de  exterritorialidad  á  los  hnqnos    meicantos  extranjeros. 
Efectivamente,  no  se  puede  considerar  á  un  buque   mercante,  ni 
á  su  tripulación,  en  lo  que  ^iene  relación  con   la  policía  y  la  se- 
guridad como  á  las  personas  aisladas,   qne  viajan  ó  permanecen 
en   país   extranjero,  y   que,    por  esta  razón,  se  halUm  completa- 
mente sometidas  a  las  leyes  y  a    las  autoridades  del  país  donde 
se  encuentran.  Aunque  un  buque  mercante   no  puede  ser  asiini- 
lado  á  un  buqne  de  guprra,  aunque  no  expresa  el  poíler  del  Es- 
tado á  que  pertenece,  ni  es  continnacióri  de  su  territorio  y  no  go- 
za, por  consiguiente,  de  todos  los  privilegios  de  la  exterritoriali- 
dad, es  evidente  que  encierra  una  reunión  de  personas,  organi- 
zada y  dirigida,    conforme   á   las  leyes   de  dicho  Estado,  que  la 
tripulación    está   enrolada   bajo   la  autoridad   y    vigilancia  del 
país  á  que  pertenece  el  bnque,  que  el  jefe  de  éste  se  halla  ])úbli- 
camente  reconocido  y  autorizado  como  tal  é  investido   de  cierto 
poder  que  se  deduce  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  y  que   es  in- 
dispensable, paia  la  existencia  misma  del  navio,  y  para  que  éste 
pueda   llenar  su    fin.  Existe,    puef5,  (como  dice  Ortolan  lib?  2? 
cap.  10)  una  situación  intermediaria,  que  si    no  es  la  de  los  bu- 
ques de  guerra,  tampoco  es  la  de  los   simples  particulares,  y  que 
deja  su  respectiva  parte   de   atribuciones  á  dos  soberanías  dife- 
rentes: por  una  parte,  la  de  las  aguas  territoriales  en    que  se  en- 
c-'^^ntra  el  navio,  y  por  otra,  la  del    Estado  á  que  pertenece.    De 
aquí  resulta  que  si    los  bnqnes   mercantes  están  sometidos  á  las 
leyes  y  á  las  autoridades  locales,  es   solo  en  parte,  sej^ún  los  ob- 
jetos (Je  que  se  trata,  bajo  ciertas    restricciones  esenciales,  y  con 
ciertas  condiciones  secundarias.  Así  como  no  se  puede  decir  que 
♦^os  los  hechos  que  pasen  á  bordo   de   un   buque  mercante  de- 
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ben ser  tenidos  como  si  se  hubiesen  realizado  en  el  territorio  del 
Estado  á  que  pertenece,  así  tampoco  se  puede  asegurar  que  to- 
dos ellos  se  hallen  sujetos  ala  jurisdicción  del  país,  en  cuyas 
aguas  se  encuentra  dicho  buque.  En  resumen:  los  buques  mer- 
cantes gozan  para  ciertos  hechos  del  beneficio  de  la  exterritoria- 
lidad, y  para  otros  no.  Esta  distinción  no  puede  tener  lugar 
para  el  caso  de  que  se  trata,  sino  subiendo  al  origen  y  al  objeto 
de  la  juriirdioción  en  materia  penal.  Siempre  que  el  orden  del 
país  sea  turbado,  sus  autoridades  deben  restablecerlo;  cuando 
no  lo  sea,  las  autoridades  locales  no  deben  impedir  su  jurisdic- 
ción. 

Estos  son  los  principios  generales,  cuya  aplicación  preseiita  á 
menudo  contradicciones  y  dificultades.  Para  evitarlas  ó  resol- 
verlas, se  dan  leyes  y  se  celebran  Tratados,  así  como  sucede  con 
todos  los  principios  del  Derecho  Natural.  Esas  reglas  se  van  ge- 
neralizando en  el  mundo.  Francia  comenzó  á  definirlas,  de  un 
modo  preciso,  en  1806,  y  no  ciertamente  bajo  un  poder  débil,  ni 
incapaz.  Basta  observar  que  imperaba  entonces  Napoleón  I, 
celoso  como  el  que  más  de  la  dignidad  del  gran  pueblo  que  go- 
bernaba, y  organizador  de  la  más  sabia  administración  de  loa 
tiempos  modernos.  Es  muy  conocida  la  resolución  del  Consejo 
de  f¿tado  francés,  dictada  el  20  de  Noviembre  de  dicho  año, 
definiendo,  de  acuerdo  con  la  opinión  del  gran  Juez  Ministro  de 
Justicia,  los  límites  de  la  jurisdicción  territorial  y  la  de  los  Cón- 
sules de  los  Estados  Unidos  de  América,  á  propósito  de  lo  acae- 
cido en  los  puertos  de  Marsella  y  de  Amberes,  en  los  buques 
mercantes  «Neveton»  y  «Sally.»  Aunque  se  trataba  de  heridas 
graves,  se  declaró  que  la  jurisdicción  territorial  no  estaba  expe- 
dita, «respecto  de  los  delitos  cometidos  á  bordo  del  buque  neu- 
tral, por  hombres  de  la  tripulación  neutral,  contra  hombres  de 
la  misma  tripulación;»  se  declaró  que  la  jurisdicción  de  los  Es- 
tados Unidos  debía  ser  respetada,  puesto  que  la  cuestión  era  de 
disciplina  interior  de  un  buque,  en  la  que  no  debía  ingerirse  la 
autoridad  local;  á  no  sfer  que  se  reclamase  su  intervención,  ó  que 
se  turbase  la  tranquilidad  del  puerto.  Esta  distinción  apunta- 
da por  el  gran  Juez,  se  declaró  que  era  conforme  á  los  usos,  y  la 
única  regla  que  debía  seguirse  en  la  materia.  En  consecuencia, 
ae  acogió  la  reclamación  de  los  Estados  Unidos  y  se  prohibió  á 
los  Tribunales  franceses  el  conocimiento  de  los  dos  asuntos  pen- 
dientes. Eeta  decisión,  lejos  de  ser  aislada,  ha  servido  de  base  á 
Ir  legislación  y  á  la  política  internacional  de  la  P>ancia.  La  or- 
denanza de  29  de  Octubre  de  1833,  sobre  las  runcxoncs  de  los 
Cónsules,  en  sus  relaciones  con  la  marina  mercante,  dice,  en  su 
artículo  2&,  tít.  3°,  lo  siguiente:  -  aCuando  se  hayan  cometido  á 
bordo  d«  un  buque  francés,  en  rada  ó  en  el  puerto,  vías  de  h«- 
6 
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cho,  delitos  ó  crhruntfi,  por  un  liombre  de  la  tripulación,  contra 
otro  de  la  misma,  6  de  otro  buque  francés,  el  Cónsul  reclamará 
cualquiera  tentativa  que  pueda  hacerse  por  la  autoridad  local, 
^para  conocer  de  ellos,  salvo  el  caso  dft  que  por  esos  aconteci- 
mientos se  haya  comprometido  la  tranquilidad  del  puerto.  In- 
vocará la  reciprocidad  de  los  principios  reconocidos  en  Francia, 
á  este  respecto,  por  el  a-to  de  20  de  Noviembre  de  1806  y  daré 
los  pasos  necesarios  para  obtener  que  se  le  remita  el  reconoci- 
miento del  asunte,  á  fin  de  que  sea  ulteriormente  juzgado  con- 
forme á  las  leyes  francesas.*  Todos  los  Tratados  de  Comercio  y 
de  Navegación,  ó  Convenciones  Consulares  que  la  Francia  ha 
celebrado  después,  contienen  la  misma  doctrina.  Tales  son,  por 
ejemplo,  el.  celebrado  con  Rusia  el  16  de  Julio  de  1867,  la  Con- 
vención Consular  con  el  Brasil  de  6  de  Marzo  de  1861,  la  Con- 
vención Consular  con  España  de  7  de  Marzo  de  1852,  las  Con- 
vencional Consulares  cx)n  Italia  de  1852  y  de  1862.  Por  último, 
el  artículo  34  del  Tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Francia  dice 
lo  siguiente: — «Las  autoridades  locales  conocerán  de  los  desór- 
«  denes  que  ocurran  á  bordo  de  un  buque  francés,  surto  en  un 
cf  puerto  del  Perú,  6  á  bordo  de  un  buque  peruano,  surto  en  un 
«  puerto  de  Francia,  si  toma  parte  en  dichos  desórdenps  alguna 
«  persona  del  país,  que  no  pertenezca  á  la  tripulación  ó  algún 
«  pasajero  de  cualquiera  otra  Nación,  ó,  si  en  fin,  perturban  6 
«r  amenazan  la  tranquilidad  del  puerto.» 

Esta  es,  pues,  la  doctrina  francesa  reconocida  y  aplicada  en 
la  Convención  Consular,  que  existe  entre  el  Perú  é  Italia;  pero 
el  señor  Fiscal  le  dá  una  interpretación  que,  á  mi  juicio,  no  es 
posible  aceptar.  En  su  concepto,  no  hablándose  de  crímenes,  si- 
no únicamente  de  la  policía  interior  de  los  buques,  y  de  las  con- 

*  troversias  ó  diferencias  entre  oficiales  y  marineros,  lo  demás 
queda  bajo  la  jurisdicción  de  la  autoridad    local.    Sin    embargo, 

•  la  resolución  del  Consejo  de  Estado,  y  la  Ordenanza  Consular  de 
Francia,  hablan  de  crímenes.  Además,  lo  que  dice  textualmente 
•1  artículo  17  de  la  Convención  Perú-Italiana,  es  que: — «Las 
i<  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que  ocu- 
«  rran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que  per- 
«  turben  la  tranquilidad  ó  el  orden  público,  en  tierra  ó  en  el 
ff  puerto:  intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en 
«  aquellas  disensiones  alguna  persona  del  lugar  y  que  no  per- 
«  tenezca  á  la  tripulación.»  — Están  determinados,  pues,  los  casos 
•n  que  pueden  intervenir  las  autoridades  locales.    Sólo  cuando 

.  ellos  se  presenten,  puede  haber  intervención;  y,  para  que  no 
quede  duda  alguna,  el  mencionado  artículo  17  continúa  así: — 
«  En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán  á 

<r  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  estos  las  re- 
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«  quieren,  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel,  á  cnalquie- 

•  ra  individuo  perteneciente  á  la  tripulación.  »  El  texto  de  la 
Convención  no  puede,  pues,  ser  más  terminante,  sólo  que  ha 
adoptado  una  forma  negativa  jue,  p<  r  su  naturaleza,  se  presta  á 
interpretaciones  diversas.  El  espíritu  de  los  contratantes  y  la  ju- 
risprudencia internacional,  adoptada  por  ellos  y  por  la  Francia, 
cuyas  leyes  y  tratados  les  han  servido  de  base,  no  pueden  estar 
más  manifiestos.  La  razón  filosófica,  que  ha  inspirado  la  estipu- 
lación, está  conforme  con  los  principios  fundaméntale??  del  De- 
recho Penal  y  con  la  conv(-niencia  pública.  La  justicia  penal  no 
existe  sino  para  restablecer  el  orden;  y  como  la  represión  de  un 
delito  cometido  á  bordo  de  un  buque  italiano,  entre  italianos, 
no  le  puede  interesar  al  Perú,  sino  cuando  se  altere  la  tranqui- 
lidad del  puerto,  ó  se  interese  un  derecho  extraño,  es  claro  que 
la  estipulación  de  que  se  trata,  comprendida  en  el  sentido  que 
le  dá  la  Legación  italiana,  es  coníorme  con  la  rflzón  y  con  la 
justicia. 

El  señor  Fiscal  cree,  sin  embargo,  que,  según  la  jurisprudencia 
francesa,  las  autoiidades  locales  deben  conocer,  en  todo  caso,  de 
los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  buques  extranjeros,  y  cita,  en 
apoyo  de  su  opinión,  el  caso  del  buque  americano  «Tempest» 
juzgado  en  Francia  el  25  de  Febrero  de  1859;  pero  el  acápite 
citado  por  el  señor  Fiscal,  á  propósito  del  mencionado  asunto, 
no  puede  constituir  una  regla:  1^  por  haber  sido  tomado  aisla- 
damente: 2?  porque  él  no  importa  otra  cosa  que  uno  de  los  con- 
siderandos de  la  resolución,  y  es  preciso  apreciarlos  todos  entre 
.sí  y  en  su  relación  con  la  sentencia.  La  ('orte  de  Casación  re- 
conoce la  doctrina  establecida  por  el  (?onsejo  de  Estado  en  1806, 
y,  además,  tiene  en  cuenta,  para  declarar  la  competencia  de  los 
Tribunales  franceses,  muchas  otras  consideraciones.  Efectiva- 
mente, en  el  caso  del  «Tempest»,  el  puerto  del  Havre  s«  había 
conmovido  profundamente  por  el  asesinato  cometido  en  la  per- 
síona  de  O'Brien  y  las  heridas  inferidas  á  Weiss.  «i.a  conmo- 
ción popular,»  dice  la  sentencia,  «producida  por  el  aconteci- 
fc  miento,  fué  de  tal  naturaleza,  que  la  autoridad  local,  se  vio  en 
«  la  necesidad  de  intervenir  con  energía  y  organizar  un  servi- 

•  cío  de  policía  especial  para  hacer  cesar  los  diversos  incidentes 
«  á  que  dio  lugar  el  hecho,  sobre  todo,  con  motivo  del  entierro 
•r  de  ó'Brien.»  Más  aún,  la  sentencia  dice  también  que,  «Jally, 
a  acusado  del  asesinato,  y  segundo  de  dicho  buque,  se  entregó  en 
r  manos  de  la  autoridad  francesa,  para  sustraeree  á  las  représa- 
le lias  con  que  era  amenazado,  á  consecuencia  d  e  la  excitación 
lí  que  su  crimen  había  sublevado  entre  las  tripulaciones  áe  log 
R  numerosos  buques  anclados  en  el  puerto.»  También  habla  la 
sentencia  de  haberse  reclamado  la  intervención  de   la  autoridad 
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local.  Hé  aquí,  pues,  un  conjunto  de  circunstancias  que,  en  el 
caso  de  el  «Tempest,»  justificaron  la  intervención  de  las  autorida 
des  francesas.  Verdad  es  que  en  la  mencionada  sentencia  se  ha- 
bla de  crímenes,  cuya  represión  interesa  á  todas  las  naciones,  y 
de  jurisdicción  sobre  todas  las  partes  del  territorio,  pues  se  agrega: 
— «  Siempre  que  el  interés  del  Estado  de  que  el  puerto  hace  par- 
«  te  se  encontrase  comprometido,  6  de  que  baya  peligro  para  el 
«  buen  orden  y  la  dignidad  del  Gobierno.»  De  manera  que,  se- 
gún la  sentencia,  cuando  el  interés  del  Estadc»,  el  orden  y  la 
dignidad  de!  Gobierní»  no  están  comprometidos,  no  deben  inter- 
venir las  autoridades  locales.  Según  esto,  para  que  el  caso  del 
ffTempest»  pudiera  comprobar  la  doctrina  del  señor  Fiscal,  sería 
necesario  que  en  él  no  se  hubiese  alterado  la  tranquilidad  del 
puerto,  ni  reclamádose  la  intervención  de  la  autoridad  local, 
fundamentos  principales  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación 
de  Francia. 

Otro  hecho  que  confirma  la  doctrina  que  contiene  esta  exposi- 
ción es  referido  por  Mr.  Helio,  que,  á  la  importancia  que  le  da 
su  puesto  de  Vocal  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia,  reúne  la 
de  una  alta  ilustración. 

Hé  aquí  sus  propias  palabras; 

tfEn  1837  el  buque  sueco  «Forsattning»  se  hallaba  en  el  Loi- 
ra, en  la  rada  de  Paimb^euf;  á  bordo  se  cometió  un  crimen  de 
<0nvenenamiento  por  un  hombre  de  la  tripulación  sobre  otros  de 
•Ha  misma.  Yo  tenía  entonces  el  honor  de  dirigir  la  adminis- 
tración de  Justicia  en  la  Corte  de  Rennes;  y  teniendo  duda  so- 
bre la  competencia,  en  razón  de  que  el  buque  era  mercante,  de 
que  estaba  anclado  en  aguas  francesas,  y  de  que  no  había  reci- 
procidad entre  Francia  y  Suecia,  consulté  al  Gobierno.  La  res- 
puesta, concertada  entre  el  Guarda-Sellos  y  el  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros,  que  lo  era  entonces  el  señor  conde  Mole,  fué 
que  convenía  remitir  al  acusado  á  la  policía  de  su  buque.» 

En  Rusia  se  han  aplicado  á  veces  los  principios  que  expone 
el  señor  Fiscal;  pero  en  otras  ocasiones  el  Imperio  Moscovita  ha 
celebrado  Convenciones  en  sentido  contrario.  Es  cierto  que  los 
tribunales  británicos  han  aplicado  generalmente  la  doctrina  de 
la  absoluta  juris.licción  territorial.  Por  regla  general,  la  Fran- 
cia y  la  Gran  Bretaña  han  profesado  siempre  doctrinas  contra- 
rias en  materia  de  Derecho  marítimo.  Es  sabido,  además,  que 
•ste  último  poder  ha  pretendido  ejercer  cierta  especio  de  juris- 
dicción en  los  buques  mercantes  aún  en  alta  mar  y  que  su  seve- 
ridad se  ha  aplicado  generalmente  á  los  buques  de  los  Estados 
Unidos,  no  sólo  por  razones  políticas  y  comerciales,  sino  tam- 
bién con  motivo  de  la  persecución  ejercida  por  el  Gobierno  in- 
glés contra  la  trata  de  negros.    Y,  sin  embargo,    hay    un  hecho 
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muy  notable  acaecido  en  teíritorio  británico,  en  el  cual  no  pre- 
valeció la  doctrina  de  la  absoluta  jurisdicción  torritorial—  el  del 
buque  mercante  americano  Creolk,  Zarpó  este  buque  de  Rich- 
mond,  en  el  Estado  de  Virginia,  para  el  de  Nueva  Orleans,  lle- 
vando ciento  veinticinco  esclavos.  En  los  estrechos,  entre  Flori- 
da y  las  islas  de  Bahama,  los  negros  se  sublevaron,  mataron  á 
su  amo,  hirieron  á  varias  personas  de  la  tripulación,  pusieron 
preso  al  Capitán,  se  apoderaron  del  buque  y  lo  llevaron  á  Na- 
ssau (teriitorio  inglés).  £1  Gobierno  arrestó  á  diez  y  nueve  de 
1<»8  esclavos  culpables  y  puso  á  los  otros  en  libertad.  Las  negó* 
ciaciones  que  hubo  sobre  el  particular  no  produjeron  ningún  re- 
sultado y  el  asunto  fué  sometido  á  una  comisión  mixta;  pero  no 
habiendo  podido  conformarse  los  comisionados  ingleses  y  los 
americanos,  el  tercero  dirimente  decidió  al  fin  que  se  concediese 
plena  indemnización  por  el  valor  de  los  esclavos  del  Oreolle.  Hé 
aquí,  pues,  desconocido  el  principio  de  la  absoluta  jurisdicción 
territorial  sobre  los  buques  mercantes:  porque,  aunque  el  delito 
ftié  cometido  en  alta  mar,  la  existencia  de  esclavos,  que  no  ha- 
bría sido  tolerada  en  tierra,  se  decidió  como  legal  y  no  suscepti- 
ble de  intervención  por  las  autoridades  locales.  FÁ  mismo  Whea- 
ton  ha  modificado  la  opinión  que  emitió  en  su  Tratado  y  que 
copió  el  señor  Fiscal.  Ocupándose  de  la  cuestión,  en  la  revista 
francesa  y  extranjera,  el  ilustre  publicista  cree  que  el  principio 
formulado  por  él  es  susceptible  de  algunas  excepciones,  y  dice  lo 
siguiente: — ^«Creemos  que,  á  este  respecto,  la  legislación  y  la  pre- 
c  sidencia  francesas  han  establecido  Tas  verdaderas  distinciones 
•  que  deben  ser  recoüocidas  por  todas  las  naciones  como  las  más 
K  conformes  al  principio  del  Derecho  de  Gentes  Universal.»  Y 
no  podía  ser  de-otra  manera,  porque  esta  legislación  y  esta  ju- 
risprudencia son  también  las  de  los  Estados  Unidos.  Es  termi- 
minante  el  artículo  8^  de  la  Convención  Consular  entre  este  país 
y  la  Francia  (12  de  Agosto  de  LS53.)  Jx)S  Cónsules  Generales, 
«  Cónsules,  Vice-CÓMsules  ó  Agentes  Consulares  respectivos  es- 
«  taran  exclusivamente  encargados  del  orden  interior  á  bordo 
«  de  los  buques  mercantes  de  su  nación  y  ellos  solos  conocerán 
fT  de  todas  las  diferencias  que  so  susciten  en  el  mar  ó  en  los  puer- 
il tos,  entre  el  capitán,  los  oficiales  y  los  hombres  inscritos  en  el 
«  rol  de  la  tripulación  dn  fxcepclon.^  Luego,  se  dice,  que  particu- 
larmente en  lo  relativo  al  arreglo  á  salarios;  pero  esto  no  destru- 
ye el  principio  general.  Desi>ués  se  estatuye  que  las  autoridades 
locales  deberán  prestar  su  ayuda  á  los  Cónsules  para  la  prisión 
de  las  gentes  de  la  tripulación,  y  se  dice  que  serán  detenidos  ó 
puestos  en  libertad  por  la  simple  petición  del  Cónsul. 

Esta  es,  pues,  la  Legislación  dé  Francia  y  de  los  Estados  Uni- 
dos.    La  jurisprudencia  práctica  está  de  acuerdo  con   ella.     En 
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1856Jun* cónsul  americano  pretendió  sustraer  á  la  jurisdicción 
francesa  el  conocimiento  de  un  caso  que  tuvo  lugar  en  un  puerto 
francés,  pero  en  que  se  trataba  de  personas  no  inscritas  en  el  rol 
de  la  tripulac'ón.  Sin  embargo,  el  Procurn^or  imperial  opinó 
por  la  deelinaioria  de  jurisdicción;  pero  el  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores  de  Francia,  consultado  por  el  Guarda-Sellos,  di- 
jo:— «l.a  Con\ención  de  1853  no  ha  tenido  «n  mira  extender  la 
«  jurisdicción  á  los  delitos  ó  á  las  diferencias  en  que  pudieran 
«  hallnrse  ii  teresudas  personas  no  inscritas  en  el  rol  de  la  tripu- 
«  lación.  »  i?e  manera  que,  á  juicio  del  Gobierno  francés,  si  se 
hubiese  tratado  nicamente  de  las  personas  que  lo  estaban,  la 
jurisdicción  nacional  no  se  habría  encontrado  expedita.  Con  mo- 
tivo de  un  caso  que  tuvo  lugar  en  Marsella  en  1856,  en  el  que 
las  autoridades  locales  fueron  á  bordo  del  buque  americano 
Atalanta^  donde  se  habían  cometido  algunos  delitos,  extrajeron 
algunos  presos  y  los  llevaron  á  tierra;  dijo  Mr.  Masson,  Ministro 
de  los  Estados  Unidos  en  Francia. — «  Es  el  primer  ejemplo  de 
«  que  un  buque,  que  lleva  la  bandera  de  los  Estados  Unidos,  ee- 
«  iando  en  puerto  francés,  ó  un  buque  francés  estando  en  puerto 
«  de  los  Estados  Unid(»s,  haya  sido,  después  del  Trat4ido,  visitado 
«  poi  los  oficiales  de  policía  sin  la  autoridad  del  Cónsul.»  El  Fis- 
cal general  de  la  Unión  opinó  como  el  Ministro.  Efectivamen- 
te,.en  los  Estados  Unidos  es  doctrina  corriente  que  los  delitos  co- 
metidos á  bordo  de  un  buque  mercante  extranjero,  entre  gentes 
de  la  tripulación,  con  tal  de  que  no  se  haya  turbado  la  tranqui- 
lidad del  puerto,  solo  Kon  justiciables  por  las  autoridades  del 
país  a  que  pertenece  el  buque. 

Esta  doctrina  es,  por  otro  lado,  la  más  conveniente  y  la  de 
más  fácil  ejecución.  En  virtud  de  lo  expuesto,  tengo  el  honor 
de  proponer  á  V.  E. — 1^  que  declare  que,  conforme  al  art.  17 
de  la  Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades 
locales  no  son  competentes  para  conocer  de  los  delitos  que  tengan 
lugar  á  bordo  de  los  buques  mercantcís  italianos  entre  gentes  de 
la  tripulación  cuando  no  se  haya  alterado  la  tranquilidad  del 
puerto;  y,  vic-verea,  respecto  de  los  buques  peruanos  en  aguas 
italianas:  2*  que  el  mismo  princijiio  debe  seguirse  con  los  de- 
más buques  mercantes  extranjeros,  si mpre  que  las  naciones  á 
que  pertenecen  lo  observen  con  el  Perú;  y  3^  que  en  el  caso  de 
la  barca  italiana  jEmi/io /ZoTjdatíifí?,  tratándose  de  hechos  ocu- 
rridos exclusivamente  entre  gentes  de  la  tripulación  y  no  ha- 
biéndose alterado  la  tranquilidad  del  puerto,  las  autoridades  na- 
cionales no  son  competentes  para  conocer  de  él;  y,  por  consi- 
guiente, que  los  presos  deben  ser  puestos  á  disposición  del    Con- 
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sulado  General  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. —  Liiiia,  23  de  Febrero 
de  1869. 

Tengo  el  honor  de  auacribirme  de  W  E    muy   atento  y    muy 
c»bedient€  servidor. 

J.  A.  Barkbnecuka. 


JJwa,  Fefívero  28  de  180^. 

Vista  la  exposición  nnterior,--acéptanse  sus  conclusiones,  de 
^^nformidad  con  el  voto  del  Consejo  de  Ministros; — dense  }a8 
ordenes  necesarias  para  su  cumplimiento. 

Regístrese,  comuniqúese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. — Bakrbnechsa. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Marzo  2  d«186». 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

Con  motivo  de  una  reclamación  del  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de-Italia,  ha  declarado  S.  E.  el  Presidente,  con  fecha  28 
de  Febrero  último,  que  no  se  halla  expedita  la  jurisdicción  na- 
cional para  conocer  en  el  enjuiciamiento  de  los  marineros  del 
buque  italiano  Emilio  Rondanini^  que,  á  consecuencia  de  un  ase- 
sinato cometido  contra  un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  bu- 
que, en  las  islas  de  Chincha,  en  23  de  Agosto  del  año  pasado, 
fueron  remitidos  por"  el  gobernador  á  disposición  del  juez  de  pri- 
mera instancia  de  lea. 

Hecha  esta  declaración,  que  fija  el  sentido  de  la  estipulación 
respectiva  de  nuestra  Co?. vención  Consular  con  Italia,  solo  falta 
realizar  la  petición  hecha  por  el  señor  Garrou  para  que  los  ex- 
presados marineros  sean  remitidos  al  Callao  y  se  mantengan  de- 
tenidos allí  á  disposición  del  Vice-Cónsul  de  Italia,  quien  cuida- 
rá de  abonar  los  gastos  que  se  hagan  en  la  conducción  y  deten- 
ción délos  prisioneros.  A  fin  de  lograr  ese  objeto,  suplico  á 
US.  que  Fe  sirva  librar  las  órdenes  necesarias  a  las  autoridadoi. 
que  deben  intervenir  en  el  cumplimiento  de  esta  disposición. 

Dios  guarde  á  US. , 

J.  A.  Barrrnik^ícka. 
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Ministerio  ie  -Justicia^  CuÜOy  Instnícción  y  Benejiceneia. 

Lima,  á  4.  dé  Marzo   de  1869. 

Con  esta  fecha  he  trascrito,  á  las  autoridades  correspondientee 
la  estimable  nota  de  US.,  de  2  del  actual,  relativa  á  que  sean 
pueblos  á  disposición  del  Vice- Cónsul  dr  Italia,  en  el  Callao,  loe 
marineros  del  buque  italiano  Ennlio  Rondanini  que  se  hallan 
sometidos  á  juicio,  á  consecuencia  de  un  asesinato  cometido  con- 
tra un  individuo  de  la  tripulaciói^  de  dicho  baque  en  las  Islaa  de 
^^hincha. 

Lo  que  tengt)  el  honor  de  decir  á  US.  en  contestación. 

Dios  guarde  á  US. 

Teodoro  La  jRoAa.(l) 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

« 

Lima,  Marzo  2  de  1869. 

La  reclamación  que  US.  H.  entabló,  con  motivo  de  los  sucesos 
ocurridos  en  la  barca  italiana  Emilio  Bondanini,  surta  en  las 
aguas  de  las  islas  de  Chincha,  ha  sido  estudiada  detenidaments 
por  el  Gobierno,  poique  ella  encerraba  una  grave  cuestión  de 
Derecho  Internacinnal,  cuya  resolución  debía  fijar  los  principioe 
que,  en  lo  sucesivo,  han  de  guiar  la  conducta  de  las  autoridades 
nacionales  sobre  puntos  que  se  prestan,  aún  en  el  mundo  civili- 
zado, á  apreciaciones  diversas  y  contradictorias. 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  fiel  observador  de  los 
principios  de  justicia  y  de  los  pactos  internacionales,  ha  resuelto 
que  debe  admitirse  como  fundada,  la  reclamación  dé  US«  H., 
y  ha  dispuesto,  en  consecuencia,  que  los  detenidos  de  la  Emilio 
Rondanini  sean  conducidos  al  Callao  y  puestos  inmediatamente 
á  disposición  del  Vice-cónsul  italiano  en  ese  puerto,  como  lo  ha 
solicitado  US.  H.  Ha  fijado,  además,  las  reglas  que  deben  obser 


(1 )   £1  Presidente  de  la  Corte  Superior  de  este  Distrito  Judieial  comunicó  al 
Ministerio  de  Justicia,  con  fecha  8  de  Marzo,  que  se  habían  dictado  las  proTÍ- 
Mencias   convenientes  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  Qi>c  se  le  trasnú 
tieron  sobre  los   indÍTÍduos  del  buque  italiano  "Emilio  Rondanini" 
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varse  eu  casos  de  idéntica  naturaleza,  como  lo  verá  US.   H.  jK)r 
el  documento  que  tengo  el  honor  de  remitirle. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á  US.  H.  las    segu- 
ridades de  mi  más  distinguida  consideración. 

J.  A.  Barrknkchka. 

Honorable   caballero    Hipólito    Garrou — Encargado    de  Nego- 
cios y  Cónsul  General  de  Italia. 


República  Peruana — Fiscalía  de    la  Corte   Suprema. — X/tma,  á  15 
de  Marzo  de  1869. 

Señor  Ministro  de  Estado  un  el  Despacho  de  Justicia,    Culto   y 
Beneficencia. 

S.  M. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  manos  de  US.  la  adjunta  petición 
fiscal,  para  que  el  Gobierno  se  digne  rücousiderar  la  resolución 
suprema  de  28  de  Febrero,  en  que  se  aceptan  las  declaraciones 
presentadas  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  en  el 
caso  de  la  Rondanini  6  asesinato  del  marinero  Matcarens. 

Considerando  gravemente  comprometidas  la  jurisdicción  na- 
cional y  la  independencia  del  poder  judicial,  espero  que  U.S.  me 
permitirá  que  llame  su  atención  á  este  delicado  asunto,  que,  si  en 
parte  corresponde  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  %q 
también  inseparable,  por  su  naturaleza,  del  despacho  de  U.S. 

Dios  guarde  á  U.S. 

Manuel  Toribio  Ureta. 


Lima,  Marzo  19  de  1869. 

Recibida  hoy,  á  las  once  del  dia,  pase  al  señor  Ministro  de  Re 
laciones  Exteriores,  \>ov  cuyo  despacho  se  acordó  la  suprema  re- 
solución de  28  de  Febrero  último,  y  avises*  en  contestación. 

La-Roaa. 
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Excnio.  señor: 

El  Fiscal  dice:  que  si  es  muy  honroso  defender  los  derechos 
de  soberanía  jurisdiccional  y  territorial  de  la  República,  á  la  vez 
que  la  independencia  del  poder  judicial,  garantida  por  el  artículo 
43  de  h\  Constitución,  es  sobre  manera  aflictivo  desempeñar  es- 
tos deberes  reclamando  de  la  suprema  resolución  que,  en  28  de 
Febrero  último,  y  de  conformidad  con  la  extensn  y  me^litada  ex- 
posición del  distinguido  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 

(1)  ha  dado  V.  E,  en  ejercicio  del  poder  permanente,  encargado 
del  cumplimiento  de  las  leyes  y  de  la  integridad  de  los  derechos 
esenciales  del  Estado. 

Pensaba  el  Fiscal  que  en  su  dictamen  del  22  de  Enero  último, 

(2)  había  manifestado  que  no  era  conforme  á  la  Convención  Con- 
sula&r  de  28  de  Octubre  de  1864,  ni  al  Derecho  de  Gente?,  ni  á  las 
leye  patrias,  la  reclamación  que  dirigió  el  H.  señor  Encargado  de 
Negocios  de  Italia  solicitando — «  que  se   recouozca  al  Consulado 

•  «italiano  como  la  única  autoridad  competente  para  juzgar  de  las 
« trasgresiones,  de  nmlquitra  naturaleza,  que  puedan  ocurrir  á 
«  bordo  de  los  buques  italianos.  »  Pero  se  había  equivocado. 

En  la  suprema  resolución  do  28  de  Febrero,  publicada  en  El 
Peruano  del  5  del  presente  Var?JO,  se  ha  servido  V,  E.  aceptar 
las  tres  conclusiones  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
Según  ellas,  queda  declarado: 

1^  Que  conforme  al  artículo  17  de  dicha  Convención  Consulai, 
las  autoridades  locales  no  son  competentes  para  conocer  de  los 
-delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  mercantes  italia- 
nos, entre  gentes  de  la  tripulación,  cuando  no  se  haya  alterado 
la  tranquilidad  del  puerto. 

2?  Que  el  mismo  principio  se  seguirá  con  los  demás  buques 
mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  naciones  á  que  pertene»- 
can  lo  observen  con  el  Perú;  y 

3?  (En  ejecución  de  la  declaración  1*)  Que  las  autoridades 
nacionales  no  son  competentes  para  conocer  del  juicio  criminal, 
que  está  sustanciándose,  por  el  homicidio  calificado  que  se  per- 
petró, con  cinco  puñaladas  por  la  espalda,  en  la  persona  de  Pe- 
dro Matcarens,  marinero  de  la  barca  «Emilio  Rondaniui»,  el  28 
de  Agosto  de  1868,  cuando  se  hallaba  anclada  en  las  aguas  pe- 
ruanas de  las  islas  de  Chincha;  y  que,  por  consiguiente,  los  prt 
sos  deben  ser  puestos  á  disposición  del  Consulado  General  de  S. 
M.  el  Rey  de  Italia. 


(1)-Página8  30á39. 
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Sin  embargo,  el  Fiscal  abriga  todavía  la  esperanza  de  que  V. 
E.  S6  dignará  reconsiderar  esta  resolución,  por  tratarse  de  asuntos 
de  gravisima  importancia  nacional,  y  no  ser  desatendibles  las 
razones  que  se  arr  olían  en  esta  solicitud. 

El  Fiscal  no  ha  ^•>edido,  ni  pide,  la  interpretación  del  citado  ar- 
tículo 17;  al  contiario,  ha  pedido  y  pide  so  guarde  su  toxto  lite- 
ral. 

Los  principios  de  la  jurisdicción  peruana,  en  toda  la  extensión 
del  territorio  del  Estado  y  sobre  cuantos  individuos  naturales  6 
extranjeros,  vecinos  ó  transeúntes,  cometan  crímenes  en  él,  son, 
y  no  pueden  dejar  de  ser,  principios  iiniversales  de  todas  las  na- 
ciones civilizadas.  Tan  constituventes  de  la  soberanía  nacional 
son  estos  principios,  que  M.  Fa?lix,  en  su  «  Tratado  del  conflicto 
de  las  leyes  de  diferentes  naciones,  en  materia  de  derecho  priva- 
do, »  número  537,  dice:  «  El  poder  soberano  del  Estado  tiene  no- 
•f  cesariamente  el  derecho  de  reprimir  la  violación  de  sus  leyes, 
«  «o  pena  de  dejar  de  ser  sohet^ano:  no  hay  para  que  distinguir  si 
«el  criminal  ó  la  víctima  sean  subditos  del  mismo  Estado,  ó  ex- 
•  tranjeros  que  pasan:  la  violación  de  la  ley  local  existe.  » 

Al  sentenciarse  el  caso  de  un  buque  norte-americano  apresado, 
confiscado  y  convertido  en  buque  de  guerra  en  San  Sebastian  de 
España,  decía,  pronunciando  sus  conclusiones  el  Presidente  de  la 
Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos,  Marchall:  «  que  la  juris- 
« dicción  délos  tribunales  de  justicia  era  una  rama  de  las  que 
«  poseía  la  nación  como  poder  soberano  é  independiente  » — «  Esta 
«jurisdicción  no  puede  ser  limitada  sino  por  el  consentimiento 
<«  de  la  nación  misma.  * 

La  igualdad  perfecta  de  las  naciones,  su  independencia  abso- 
luta como  soberanas,  y  el  común  interés  que  las  empeña  en  re- 
laciones y  buenos  oficios  mutuos,  todo  esto,  dice  Wheatí)n,  entre 
muchos  publicistas  respetables,  «  es  lo  que  ha  dado  lugar  á  ca- 
«  sos  excepcionales  en  que  se  supone  que  el  soberano  territorial 
«  renuncia  á  una  porción  de  su  jurisdicción  exclusiva,  i» 

Así  se  vé  claramente  que,  tanto  la  jurisdicción  del  Cónsul  so- 
bre violaciones  en  el  territorio  extranjero  en  que  reside,  como  la 
ficción  de  la  exterritorialidad  en  todos  los  clisos  admitidos,  no  son 
principios^  sino  meras  y  limitadas  excepciones  de  los  princi¡>ios 
fundamentales  y  preexistentes  de  soberanía  jurisdiccional  y  terri- 
torial. 

Cuando  tales  excepciones  constan  de  un  {)acto  internacional, 
no  se  puede,  sin  renunciar  una  porción  de  e -ta  soberanía,  recí)- 
nocer  como  un  derecho  á  otro  Estado  más  de  lo  que  expresa- 
mente se  le  ha  concedido  en  el  pacto.  Todo  lo  que  en  esto  no 
aparezca,  pertenece,  porqut  le  ha  quedado  como  propio,  á  la  so- 
beranía del  («rritorío. 


!• 
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En  la  Convención  Peru-Italimia  no  se  encuentra  concedido  á 
los  Cónsules  de  Italia,  ni  tampoco  renunciada  por  el  Perü,  la 
jurisdicción  nacional  para  que  conozcan  de  los  delitos  y  críme- 
nes que  se  cometan  á  bordo  de  los  buques  mercantes,  anclados 
en  las  aguas  pertenecientes  al  territorio  de  la  República. — Luego 
no  se  debe  reconocer  en  el  Consulado  « la  facultad  de  adminis- 
« trar  justicia  en  materia  criminal  que,  por  leyes  expresas,  co- 
«  rresponde  exclusivamente  á  los  juzgados  y  tribunales  de  la  íle- 
«  pública.  » 

Por  no  haberse  copiado  de  la  exposición  del  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  la  parte  que,  del  artículo  17  de  la  Con- 
vención Perú-I<aliana,  expresa  cuáles  son  la?  facultades  acorda- 
das á  los  Cónsules,  será  permitido  al  Fiscal  trascribir  lo  que  se 
refiere  á  estos,  así  como  también  á  las  autoridades  locales,  cuyas 
atribuciones  permanentes  no  se  restringen  sino  con  relación  á 
las  atribuciones  concedidas  á  los  primeros». 

ir  Los  Cónsules  Genérale.*^,  (dice  el  artículo  1 7) — Cónsules,  Vice- 
«  Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  consulares»,  conocerán  exclusiva- 
tf  mente  del  orden  ó  policía  iaterí,or  de  los  buques  mercantes  de 
ff  sus  respectivas  naciones,  y  resolverán  las  controversias  ó  dife- 
<t  rencias  existentes,  entre  los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  es- 
t  pecialmente  cuando  se  refieren  á  sus  contratos. » 

n  Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ff  ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que 
«  perturben  la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  6  en  el 
u  puerto:  intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aque- 
» lias  disensiones  alguna  persona  del  lugar,  ó  que  no  pertenezca 
ff  á  la  tripulación. » 

K  En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán 
ffá  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  estos  la  re> 
n  quieren  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier 
•  individuo  perteneciente  á  la  tripulación. » 

Puede  el  Consulado,  según  este  artículo,  conotier  del  orden  in- 
terior ó  policía  interior  de  los  buques  mercantes:  puede  resolver 
confroversiaa  6  diferencias  entre  las  gentes  de  la  tripulación,  espe- 
cialmente sobre  sus  contratos  y  salariosi  pero  no  puede,  porque 
no  se  le  ha  concedido,  conocer  de  delitos  y  crímenes,  como  el  de 
asesinatos  por  la  espalda  con  cinco  puñaladas. 

Si  las  autoridades  locales  no  deben  intervenir,  es  y  se  entiende 
claramente  en  aquellos  casos  adjudicados  en  la  cláusula  anterior 
á  la  autoridad  consular. 

Posible  sería  tal  vez  alucinarse  de  pronto  leyendo,  aislada- 
mente, como  si  fuesen  únicas,  las  dos  últimas  cláusulas  restric- 
tivas de  la  autoridad  local;  porque  su  forma  negativa,  si  no  hu- 
biese mas  que  esas  cláusulas,    podría    quizá   dar   motivo  á  pre- 
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sumir  que  significaban  una  prohibición  absoluta.  Por  esto  ha 
sido  necesario  copiar  también  la  cláusula  anterior  en  que,  desig- 
nadas expresamente  las  facultades  consulares,  se  advierte  que^ 
en  solo  garantía  de  esas  facultados  y  para  que  no  sean  pertur- 
badas, se  ha  restringido,  en  cuan  *  se  refiera  á  ellas,  la  potestad 
local. 

Además,  entre  el  matador  y  la  víctima  que  muere,  no  queda 
posible  ninguna  controversia  ni  diferencia:  ¿cómo  se  explicaría  en- 
tonces la  facultad  consular  de  resolver  diferencias  y  controversias 
entre  el  capitán,  los  oficiales  y  marineros? 

Las  palabras:  orden  ó  polieia  interior  del  buque;  y  las  otras, 
especialmente  de  contratos  y  salqrios^  revela  que  las  facultades  con- 
cedidas se  limitan  á  lo  económico,  administrativo  correccional  y 
civil. 

En  la  duda,  si  la  hubiese,  sería  forzoso  estar  por  el  principio 
de  soberanía  jurisdiccional,  que  es  propio  y  permanente,  y  no  por 
la  excepción  que  solo  alcanza  á  lo  que  cojiste  haberse  concedido 
de  quella  soberanía. 

Para  que  sea  mas  palpable  que  no  se  ha  concedido  al  Con- 
sulado la  facultad  do  conocer  en  los  casos  de  asesinatos,  véase 
la  Ordenanza  consular  de  la  República  de  14  Diciembre  de  1863, 
firmada  siete  meses  después  de  celebrarse  la  Convención  con- 
sular,  y  diez  meses  antes  de  su  ratificación. 

Por  el  artículo  54,  los  Cónsules  intervienen  y  arreglan,  del 
mejor  modo  posible,  las  diferencias  entre  los  individuos  de  la  tri- 
pulación de  los  buques  mercantes;  por  el  55  reprimen  las  faltas 
de  policio  interwr^  que  se  cometieron  á  bordo  de  dichos  buques; 
pero  si  su  autoridad  no  bastase  y  las  faltas  amenazasen  la  segu- 
ridad del  buque  ó  la  vida  de  individuos  de  la  tripulación,  solici- 
tará el  auxilio  de  las  autoridades  locales  á  quienes  corresponde 
desde  entonces  el  castigo  de  los  ofensores. 

No  admite,  pues,  el  Perú  para  sus  Cónsules  otra  jurisdicción, 
que  para  diferencias  civiles,  y  para  penas  correccionales  {>or  falta 
de  policía  interior.  Mas,  desde  que  la  vida  está  amenazada,  y  con 
mayor  razón  cuando  se  ha  consumado  un  asesinato  con  cinco 
])uñaladas  por  la  espalda,  en  cuyo  caso  tras  la  pérdida  de  la  vida 
de  la  víctima,  hay  otra  vida  amenazada  por  la  terrible  que  ful- 
mina el  inc.  2?  art.  232  del  Código  Penal;  ya  entonces  no  basta 
la  jurisdicción  sobre  faltas,  porque  los  c'i^.menes  requieren  otra 
clase  de  autoridad,  y  esa  autoridad  es  la  del  lugar  donde  se  co- 
mete el  crimen,  ¿Sería  dable  dudar  que  el  Perú,  que  no  quiere 
para  sus  Cónsules  juridicción  penal  en  los  crímenes,  haya  podido 
tener  la  intención  de  concederla  tácitamente  á  los  Cónsules  ex- 
tranjeros, sin  guardar  siquiera   las  reglas  de    reciprocidad?    El 
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Pero  que  acata  la  soberanía  ageua,  ¿habrá  descuidado  la   propia 
hasta  el  abandono? 

Hay  mas:  la  República  está  en  posesión  del  derecho  de  sobe- 
ranía jurisdiccional  y  territorial,  en  los  casos  de  crímenes  come- 
tidos á  bordo  de  los  buques  extranjeros  mercantes,  anclados  en 
aguas  peruanas.  ¿Cómo  puede  privársele  de  esta  posesión,  ni  re- 
solverse gubernativamente  contra  la  soberanía  nacional,  aun 
•uponiendo  que  hubiese  dudas  ó  necesidad  de  interpretación, 
.  sino  se  ha  dado  ninguna  ley,  ni  directamente,  ni  celebrado  con 
la  aprobación  constituida  del  Congreso  (art.  59  inc.  16),  una 
Convención  explicatoría;asi  como  se  hizo  .en  4  de  Julio  de  1857, 
después  deoir  á  este  ministerio,  para  aclarar  la  inteligencia  del 
art,  12  del  Tratado  con  Estados  Unidos,  relativo  á  las  merca- 
derías que  podían  desembarcar  y  vender  los  buques   balleneros? 

Por  tener  con  el  imperio  francés,  tanto  el  Perú  como  la  Italia, 
una  estipulación  casi  idéntica  á  la  del  art.  17  de  la  Convención 
Perú-Italiana,  ha  sido' conveniente  examinar  \a  doctrina  france- 
sa desde  el  voto  que  dio  el  Consejo  de  Estado  en  20  de  Noviem- 
bre de  1806,  á  fin  de  conocer  con  más  claridad:  1?  si  están  iií- 
•luidos  los  delitos  y  los  crímenes,  en  la  cláusula  desordenes  que 
ocurran  á  bordo,  entre  las  gentes  de  la  misma  tripulación  del  bu- 
que mercante,  cuyo  conocimiento  es  de  la  jurisdicción  consular; 
y  2?  cuáles  sean  los  desórdenes  que  perturben  la  tranquilidad  6  el 
orden  público  en  tierra  6  en  el  pxurto,  pues  entonces  deben  inter- 
venir las  autoridades  locales. 

El  fiscal  ha  sostenido  y  sostiene: 

1?  Que  no  siendo  sinónimos  los  desórdenes  ó  los  crímenes,  no 
debe  ni  puede  interpretarse  crímenes  donde  dice  desórdenes,  los 
cuales  se  refieren  á  la  disciplina  interior  del  buque; 

2?  Que  los  crímenes  perturban  esencialmente  el  orden  público 
del  puerto;  y  corresponde  su  conocimiento  á  la  autoridad  local, 
aún  cuando  se  hubiesen  cometido  á  bordo  del  buque  mercant* 
solo  por  su  tripulación,  según  lo  declaró  el  25  de  Febrero  de  1859 
la  Corte  Suprema  del  mismo  Imperio  francés,  que  es  el  órgano 
más  autorizado  de  su  jurisprudencia; 

3?  Que  también  asilo  han  entendido  y  practicado,  entre  otras 
potencias,  los  Estados  Unidos,  la  Inglaterra  y  la  Rusia  que  deg- 
conocen  jurisdicción  penal  en  los  Cónsules;  y 

4?  Que,  como  decía  Wheaton,  refiriéndose  á  una  decisión  de 
la  Corte  Suprema  federal,  peligraría  el  buen  orden  de  la  socie- 
dad y  la  dignidad  del  Gobierno,  sin  ventaja  para  los  interese» 
del  soberano  extranjero,  eh  el  caso  de  que  se  adoptase  por  regla 
que  los  buques  mercantes  quedaban  sustraícLos  á  la  jurisdicción 
del  país  en  cuyas  aguas  estaban. 


\ 
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De  la  exposición  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
resulta: 

1?  Que  los  crivunes  están  inclusos  en  los  desórdenes,  supuesto 
4ue  fueron  casos  de  delitos  en  los  que  que  emitió  su  parecer  el 
Consejo  de  Estiido  de  1806;  eran  delitos  y  crímenes,  de  los  que 
áe  mandaba  conocer  á  los  Cónsules  por  la  .Ordenanza  de  29  de 
Octubre  de  1833,  y  fué  de  envenenamiento  el  caso  del  buque 
sueco  «Forsattning,  en  que  inhibió  el  magistrado  verritorial  M. 
Helio  en  1837  después  de  haber  consultado  al  gobierno  francés. 

2^  Que  siendo  objeto  de  la  justicia  penal  restablecer  el  orden, 
el  cual  no  se  perturba  en  el  puerto  sino  á  bordo  con  los  delitos 
cometidos  en  el  interior  del  buque,  no  puede  interesar  al  Perú 
la  jurisdicción  disputada,  sino  al  Estado  del  Cónsul,  cuyas  fun- 
ciones no  debe  impedir  la  autoridad  l.^cal  mientras  no  sea  posi- 
tivamente perturbado  el  orden  del  país,  y  que  no  es  tampoco  apli- 
cable el  caso  del  buque  «Tempest»  resuelto  i)or  la  Corte  de  Casa- 
ción de  Francia;  porque  el  acápite  citado  por  el  Fiscal  se  ha  to- 
mado aisladamente;  porque  ese  acápite  es  apenas  un  consideran- 
dOf  entre  otros,  cuyo  conjunto  es  menester  apreciar;  porque  los 
principales  fundamentos  de  esa  sentencia  i  on  la  grave  alteración 
de  la  tranquilidad  tn  el  puerto  y  la  intervención  pedida  á  las 
lutoridades  locales;  porque  si  es  verdad  que  esa  sentencia  habla 
de  crímenes,  y  de  jurisdicción  sobre  todas  las  partes  del  tenitorio^ 
allf  se  agrega  la  frase — «Siempre  que  el  interés  del  Estado  deque 
el  puerto  hace  parte,  se  encuentre  comprometido,  ó  de  que  haya 
peligro  para  el  buen  orden  y  dignidad  del  Gobierno»;  por  mane- 
ra que,  la  Corte  de  Casación  y  el  Consejo  de  Estado  están  de 
acuerdo  en  que  si  faltan  en  el  crimen,  como  han  faltado  en  el 
caso  de  la  Rondanini,  las  circunstancias  de  perturbación  del  or- 
den en  el  puerto,  y  la  petición  de  auxilio  á  la  autoridad  local, 
ésta  no  debe  intervenir,  ni  el  Fiscal  puede  comprobar  su  doctri- 
na con  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación. 

3?  Que  todos  los  tratados  y  convenciones  de  Francia  y  los 
caaos  ocurridos  que  cita,  prueban  y  contienen  la  jurisdicción  con- 
sular; que  Rusia  ha  sido  variable,  pero  que  también  ha  celebra- 
da Convenciones  en  sentido  contrario;  que  Inglaterra  ha  sido  an- 
tagonista, y  ha  tenido  otros  intereses;  sin  embargo  de  lo  cual  e» 
el  caso  del  Creolle^  no  prevaleció  la  doctrina  de  la  jurisdicción  te- 
rritorial; que  es  terminante  el  artículo  8?  de  la  Convención  entre 
Francia  y  los  Estados  Unidos,  confirmado  con  los  dos  casos  que 
se  refieren;  y  que  allí  en  los  Estados  Unidos,  es  también,  como 
•n  Francia,  doctrina  corriente,  que  los  delitos  cometidos  á  bordo 
de  un  buque  extranjero,  entre  gentes  de  la  tripulación,  no  son 
justiciables  por  las  autoridades  locales  sino  cuando  se  baya  tur- 
hado  la  tranquilidad  del  puerto;  y 

4?  Que  los  buques  mercantes  extranjeros,  si  no  gosan  de  todos 


—  48  — 

los  privilegios  de  la  exterritorialidad^  su  situación  es  iulermedia- 
ria,  como  dice  Ortolan;  que  si  están  sometidos  á  las  leyes  y  á  las 
autoridades  del  puerto,  es  solo  en  parte,  según  ios  objetos,  bajo 
de  restricciones  esenciales  y  con  ciertas  condiciones;  y  que  no  es 
atendible  la  opinió)!  de  Wheaton,  citada  por  el  Fiscal,  porque 
aquel  ilustre  publicista  la  modificó  posteriormente  en  la  Revista 
francesa  y  extranjera. 

Sólo  una  cosa  falta  en  la  esmerada  exposición  del  señor  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores;  no  se  dice  que  exista  Tratado  algu- 
no entre  las  potencias  civilizadas,  en  que  se  hubiese  estipulado 
precisamente  que  los  Cónsules  tendrían  jurisdicción  penal,  ó  que 
las  autoridades  territoriales  no  ejercerían  su  jurisdicción  nacio- 
nal en  los  casos  de  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques 
mercantes  extranjeros.  Pero  no  se  citaron,  porque  no  los  hay,  si- 
no para  los  Estados  berberiscos  ú  otros  semejantes. 

Sobre  argumentos  é  inducciones,  cualquiera  que  sea  su  méri- 
to, no  se  puede  establecer  la  trasmisión  de  una  parte  de  la  juris- 
dicción nacional  á  los  Cónsules  extra  geros.  Las  Convenciones 
consulares  tienen  por  objeto  determinar  con  claridad  y  precisión 
las  facultades  que  los  Cónsules  pueden  ejercer.  —  El  artículo  24 
del  último  Tratado  entre  el  Perú  y  Cerdeña,  decía:  —  «Las  altas 
«  pardeo  contratantes  convienen  en  estipular,  tan  pronto  como  los 
« convenga,  una  Convención  Consular,  en  la  cual  se  declaren  espr- 

«cialviente  las  facultades  é  inmunidades  de  los  Cónsules de 

ff  cada  una  de  dichas  partes  contratantes  en  el  territorio  de  la 
«otra.  »  Celebrada  esa  Convención,  en  cuyo  artículo  17  se  conce- 
de a  los  Cónsules  la  facultad  de  conocer  de  los  desórdenes  que  ocu- 
rran en  el  interior  del  buque,  no  hay  razón  alguna  para  que  per- 
mita atribuirles  la  facultad  de  conocer  de  los  crímenes  que  se  co 
metan. 

Del  derecho  francés  no  se  deduce  ni  aún  la  interpretación  que 
se  emplea  para  hacerlos  sinónimos.  El  artículo  l?del  Código  Pe- 
nal del  Imperio,  distingue  y  cla.sifica  los  crímenes^  los  delitos  y 
las  contravenciones.  La  infracción  que  las  leyes  cíistigan  con  pe- 
na aflictiva  ó  infamante  es  un  crimen;  la  infracción  que  castigan 
con  penas  correccionales,  es  un  delito;  y  la  infracción  que  casti- 
gan con  peñas  de  policía  es  una  contravención.  El  parecer  del 
Consejo  de  Estado  del  año  de  1806  no  habló  de  crímenes;  sólo  se 
refirió  á  los  delitos  en  uno  de  sus  considerandos;  y  no  á  toda  cla- 
se de  delitos,  sino  á  aquellos  que  puedan  caber  en  la  disciplina 
interior  de  un  buque.  Es  además  notable,  y  concluyente,  que 
no  haya  llegado  á  introducirse  en  ninguna  Convención  posterior 
á  esa  fecha  ni  aún  los  delitos  que  el  Consejo  de  Estado  consideró 
comprensible?  en  la  jurisdicción  consular. 

Aunque  en  el  artículo  22  de  la  Ordenanza  de  1833  se  manda- 
}>a  &  las  Cónsules  franceses  que,  en  los  casos  de  delitos  y  críme- 
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nes,  reclamasen  contra  toda  intervención  de  la  autoridad  local, 
era  previniéndoles  en  el  mismo  artículo  que  invocasen  la  recipro- 
cidad Sin  esta,  y  no  habiéndose  celebrado  tratados  que  autori- 
zan esa  jurisdicción  penal,  ha  quedado  el  artículo  22  de  esa  Or- 
denanza reducido  á  una  tentativa  oficial  para  adquirir  lo  que  no 
«e  ha  conseguido.    • 

Pero  se  ha  olvidado  decir  que  en  esa  misma  Ordenanza  está  el 
artículo  19  que,  expresando  su  verdadero  carácter^  manifiesta 
que  si  se  hizo  diligencia  en  busca  de  mayores  facultades  para  lo« 
Cónsules,  fué  respetando  entre  tanto,  como  se  respeta  hasta  aho- 
ra, la  autoridad  local,  y  sujetándose  los  Cónsules  á  lo  que  con  ella 
tu  viese  pactado  ó  en  uso.  En  este  artículo  se  manda:  que  los  Cón- 
sules ejerzan  la  policía  sobre  los  buques  mercantes  do  Francia, 
en  todos  los  puertos  de  su  distrito  consular,  en  todo  lo  que  pueda 
condliarse  con  los  derechos  de  la  autoridad  local,  y  dirigiéndose 
según  los  Tratados,  Convenciones  y  usos  6  el  principio  de  reci- 
procidad. El  Fiscal  no  pide  más  para  el  Perú. 

El  estado  de  la  jurisdicción  de  los  Cónsules  franéeses,  jen  ma- 
teria criminal,  no  ha  mejoradp  después;  al  contrario,  según  dice 
Mr.  Dalloz  en  su  repertorio:   :i  Derogados  absolutamente  por  la 
« ley  de  28  de  Mayo  de  1836  los  artículos  del  antiguo  edicto  de 
n  1778  que  arreglaban   lu  instrucción  y  el  juicio  en  los  asuntos 
«criminales...  se  concluye:  que  para  todos  ios  Consulados  que  no 
»  sean  los  de  las  costas  de  Levante  y  Berbei^ia,  no  hay  ya  reglamen- 
«rto  de  competencia  y  de  jurisdicción  en  materia  criminal;  y  que 
« los  Cónsules  deben  limitarse  á  las  funciones  de  policía  y  conformar- 
«  se  para  las  represiones  á  los  usos  y  tratados  que  existan.^ 

Así  como  Francia  daba  sus  Ordenanzas  consulares  en  1833, 
reconociendo  y  sosteniendo  los  principios  universales  en  el  artí- 
culo 17,  y  proyectando,  aunque  en  vano,  ensanchar  la  autoridad 
de  sus  Cónsules  á  título  de  reciprocidad,  en  el  artículo  22;  así 
f  también  daban  las  suyas  los  Estados  Unidos  de  América,  Ingla- 

[         térra,  Dinamarca,  y  más  detenidamente  el  Brasil,  en  cuyo  regla- 
mento de  1888,  artículo  41,  se  explica  como  deben  los  Cónsules, 
al  arribo  de  los  buques  mercantes,  remitir  á  disposición  de  los 
[  tribunales  de  su  soberano,  los  culpables  de  sublevación,  de  homi- 

;  ciáiOf  de  asesinato  y  de  otros  crímenes  semejantes,  cometidos  en 

I  alta  mor,  durante  la  navegación  por  algún  marinero  ú  otro  indi- 

1  viduo  pasojero;  y  se  prosigue  de  esta  manera:  «Más  en  el  caso  de 

«que  estos  delitos  se  hayan  cometido  á  bordo  de  los  buques,  des* 
mpuís  desusntrada  enun  puerto  extranjero,  los  Cónsules  no  se  mez- 
•  ttarán  de  ningún  modo,  dejando  á  las  partes  que  ocurran  ante 
« los  tribunales  del  país,» 

Verdad  es  que  hay  un  hecho  contrario  á  estos  principios;  el 
magistrado  francés  M.  Helio  se  abstuvo,  en  1837,  de  conocer  de 
aa  envenenaniiento  cometido  á  bordo  del  buque  sueco  <rForsatt- 
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níng»,  en  la  rada  de  Paimboeuf,  y  se  abstuvo,  porque  conaulto  á 
su  Gobierno,  siendo  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  el  conde 
Mollé,  y  éste  le  contestó  que  convenía  remitir  al  reo  á  la  policía 
de  su  buque.  Mas  este  hecho,  que  no  se  fundó  en  el  reconoci- 
miento de  otra  jurisdicción,  ni  en  razón  alguna  de  derecho,  sino 
en  que  convenía;  que  no  provino  de  una  resolución  general,  ni  de 
una  sentencia  en  que  se  hubiese  aplicado  la  ley  ó  guardado  la 
costumbre;  este  hecho  prueba,  en  sí  mismo,  que  el  principio  de 
jurisdicción  territorial  quedó  incólume;  que  se  dejó  de  usar  una 
facultad,  porcjue  así  co7ive^iía  por  causas  que  no  nos  importa  ave- 
riguar; pero  que  no  se  abdicó  la  jurisdicción  nacional. 

Ningún  antecedente  hay  en  la  jurisprudencia  francesa  que  per- 
mita á  los  Cónsules,  ni  impida  á  los  jueces  territoriales,  conocer 
de  los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes  ex- 
tranjeros. Cualesquiera  que  hayan  sido  las  tendencias  guberna- 
tivas para  ensanchar  la  autoridad  consular,  preciso  es  reconocer , 
leal  é  ingenuamente  que  las  miras  del  Consejo  de  Estado  de  1806 
se  encerraron  en  los  límites  de  la  conveniencia  común  y  de  las 
necesidades  de  la  navegación.  Aunque  habló  de  delitos,  nunca 
de  cHmeneSf  solo  quiso  y  dijo  que  so  comprendiesen  los  delitos 
referentes  á  la  disciplina  interior  del  buque. 

Las  Ordenanzas  francesas,  tanto  como  las  generales  de  ma- 
rina del  Perú,  y  de  todas  las  potencias  marítimas,  todas  enume- 
ran, distinguen  y  clasifican  los  actos  de  la  policía  interior  de  los 
buques;  y  allí  nada  se  encuentra  que  no. sea  económico,  admi- 
nistrativo y  correccional.  No  hay  crímenes^  hay  sí  desórdenes  de 
diferentes  clases,  y  de  más  ó  menos  gravedad;  pero  todos  olio» 
son  relativos  á  la  disciplina  y  á  la  administración.  Para  est  t^,  en 
cuya  represión  inmediata  se  interesa  el  orden  del  buque.  1  a  se- 
guridad del  viaje  y  la  conservación  de  todos  los  valores  (ju  e  re- 
pre3enta,debe,  en  efecto,  ser  mantenida  y  protegida  la  aui  oridad 
consular.  Para  los  crlrMen^s,  jamáis,  sin  mengua  de  la  scberaaía 
nacional  y  decadencia  de  la  misma  marina  extranjera. 

En  un  decreto  de  24  de  Marzo  de  1852,  desde  el  artículo- 
60  al  25,  se  ha  hecho  en  Francia  la  nomenclatura  de  los  delitos 
especiales  de  la  marina  mercante:  ninguno  es  crímenes;  son  deli- 
iosj  sujetos  á  penas  correccionales.  Respecto  de  ellos  decía  el  con- 
gejero  Foucher,  en  su  exposición  de  25  de  Febrero  de  1859,  de- 
fendiendo ante  la  Corte  de  Casación  la  jurisdicción  consular:  «la 
«  nomenclatura  de  estos  delitos  especiales,  puede  servir  de  guía 
«  para  determinar  cuáles  son  los  actos  que  se  refieren  á  la  disci- 
«  plina  y  á  la  administracón  del  buque  »,  en  los  cuales,  no  en  lo8 
érimeneSf  puede  el  Cónsul  ejercer  su  autoridad  cuando  no  se  ha- 
ya comprometido  el  orden  ó  la  tranquilidad  del  puerto.  ¿Sobr« 
qué  fundamento,  pues,  de  la  jurisdicción  francesa,  ya  que  no  en 
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h  Convención  consular,  podrá  apoyarse  la  idea  de  considerar 
propio  del  Consulado  y  ajeno  del  Juez  del  país,  el  conocimiento 
<lei  asesinato  de  un  preso,  &  p(iñaladas  por  la  espalda? 

Tratándose  de  críraeneSf  y  especialmente  de  un  asesinatos 
«  que  si  es  un  inmenso  mal  moral,  es  material  á  la  par,  y  para 
el,  que  como  ninguno,  está  pateute  la  legitimiJad  de  la  fuerza 
8o:ial  como  protectora  de  la  igualdad  de  derecho  entre  hombre  y 
hombre,  y  protectora  del  ór^len  político  en  que  se  mueve  la  hu* 
inanidad»,  un  asesinato  er,  el  hombre  que,  poco  antes,  nada  fu- 
gitivo en  nuestras  aguas  á  vista  de  nacionales  y  extranjeros,  que 
allí  es  aprehendido  por  la  fuerza  privada  y  llevado  á  bordo  pa- 
ra ser  muerto  á  pniüs  y  puñaladas  por  lii  espalda,  después  que 
se  ostentaba  el  vigor  de  la  disciplina  del  buque  con  la  omnipo 
tente  voluntad  del  Capitán,  cuya  expresión  esperaban  temblan- 
do unos  pocos,  y  gozosos  de  venganza  los  otros;  un  asesinato' 
manifiesto  con  el  cadáver  ensangretitado  que  la  autoridad  local 
recojo,  lleva  y  entierra  delante  de  una  población  espantada  dt-l 
crimen  y  de  la  insolente  audacia  con  que  se  quebrantan  solem- 
nemente las  leyes  del  país,  protectoras  de  la  vida  humana,  y  ba- 
jo cuya  protección  se  hallan  los  naturales  y  han  venido  expre- 
samente  garantidos  los  extraños; difícil    es  concebir  que  se 

cuestione  si  el  crimen  será,  por  su  propia  naturaleza,  capaz  de 
perturbar  el  orden  ó  la  tranquilidad  del  puerto,  ó,  en  otros  tér- 
minos— si  estará  comprometido  algún  interés  del  Estado. 

Si  la  perturbación  del  orden,  para  que  el  crimen  fuera  jus- 
ticiable por  la  autoridad  local,  consistiese  exclusivamente  en  la 
materia  é  irregular  agitación  de  1«&  gentes  de  un  lugar,  críme- 
nes serían  los  temblores,  y  garantía  del  criminal  la  clandestini- 
dad de  un  asesinato,  ó  el  silencio  con  que  se  ejecutase  en  algún 
lugar  verdadero  6  falsamente  privilegiado.  ¡  Qué  mal  obro  Na- 
[oleón  I  cuando  el  Embajador  turco  que  quería  hacer  extran- 
gular  en  su  palacio  á  uno  de  sus  nacionales,  mandó  decirle  que 
lo  haría  personalmente  responsable  de  este  acto  odioso!  Rogron, 
glosando  el  artículo  7  del  código  francés  de  instrucción  crimi- 
nal, que  permite  el  enjuiciamiento  del  francés  culpable  de  un 
ciimm  cometido  en  país  extranjero  contra  otro  francés,  si  vuel- 
ve al  imperio  sin  haber  sido  juzgado  en  el  lugar  donde  delinquióf 
dice:  «El  orden  público  no  ha  sido  herido  en  Francia;  porque  el  crí- 
«  men,  aun  que  contra  un  francés,  se  ejecutó  en  país  extranjero;  es 

•»  el  orden  establecido  en  ese  país  el  que  ha  sido  turbado Allí 

«  ha  podido  ser  castigado  el  francés  culpable;  porque  todo  indivi- 

•  dúo  que  entr»  en  país  extranjero  se   somete   á  las  leyes  concer- 

•  mentes  al  orden  y  á  la  seguridad  del  país,  de  la  misma  mane- 

•  ra  que  en  un  extranjero  se  somete  á  las  leyes  en  Francia;  pero 
« B\  la  negligencia  de  loa  magistrados  del  país  donde  el  crimen  se 
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•  cometió,  ha  dejado  al  criminal   impune,   la  sociedad  francesa 
c  debe  acoger  la  querella  que  rompe  el  silencio  i». 

Nadie  duda  del  derecho  de  castigar  á  todo  extranjero  que, 
cometiendo  algún  crimen  en  el  país  donde  se  halla,  ha  violado 
las  leyes  que  él  tenía  deber  de  respetar.  (Martens,  Derecho  de 
Gentes  moderno,  §  100).  Exponiendo  ante  la  Corte  de  Casación 
el  citado  consejero,  M.  Foucher,  cuáles  son  los  casos  en  que  está 
expedita  la  jurisdicción  territorial  contra  los  individuos  de  la 
tripulación  de  un  buque  mercante,  dice  que  uno  es,  cuando  «rse 
«  trata  de  crÍ7nen€«  de  derecho  común^  cuya  gravedad  no  permite 
«  á  ninguna  nación  dejar  impunes  sin  comprometer  sus  derechos 
«  de  soberanía  jwrisdiccional  y  territorial;  porque  estos  crímenes 
«  constituyen^  por  rf  mismos^  la  violación  más  manifiesta  como  la 
«  músflagraTúe  de  Uls  leyes  que  cada  nación  está  encargada  de  ha- 
«  cer  respetar  en  todas  las  partes  de  su  territorio.»  Tan  exacta 
es  esta  verdad,  flue  la  Corte  de  Casación  la  reprodujo  literalmen- 
te por  uno  de  los  considerandos,  en  su  sentencia  de  25  de  Febre- 
ro de  1859,  al  resolver  el  caso  del  buque  TempesL 

El  mérito  sobresaliente  de  esta  sentencia  suprema,  la  pri* 
mera  después  del  parecer  del  Consejo  de  Estado  de  1806,  es  habe^ 
sido  destinada,  por  la  expresa  solicitud  del  consejero  expositor  y 
del  procurador  general  del  Imperio,  á  fijar  clara  y  exactamente 
el  principio  de  jurisdicción  territorial,  libre  délos  embarazos  que 
causaban  las  diversas  circunstancias  particulares,  manantial  de 
disputas  desde  que  el  Consejo  de  Estado  hizo  las  distinciones  de 
1806.  De  modo  que,  ahora,  á  los  objetos,  que  en  menoscabo 
de  la  jurisdicción  poruana,  deducen  de  la  diversidad  de  cir- 
cunstancias, el  Fiscal  responde  con  las  palabras  previsoras  del 
procurador  general  M.  Dupin.  Este  ilustre  magistrado  divisó» 
por  su  antigua  experiencia,  que  alguna  vez,  con  argumentos  rela- 
tivos á  las  circunstancias  del  hecho,  quería  oscurecerse  el  sobera- 
no principio  de  la  jurisdicción  territorial;  y  por  eso,  después  de 
sus  conclusiones  agregó:  «El  procurador  general  piensa  que  la 
«  Corte,  para  motivar  su  decisión,  se  fundai&  en  las  circustancias 
«  de  este  hecho;  mas  también  advierte  que  la  Corte  no  querrá 
c  hacer  de  estas  circunstancias  particulares  una  condición  demasió- 
*  «  do  absoluta^  á  fin  de  no  comprometer  el  principio  de  la  jnrisdic- 
« ci6n  territorial^  que,  en  otras  circunstquMias  imprevistas,  será 
«  necesario   aplicar.» 

Con  efecto,  se  dice  hoy:  que  en  el  caso  actual  de  la  '^  Ron- 
danini"  no  concurren  las  circunstancias  de  gran  conmoción  en  el 
puerto  y  de  invocación  á  la  autoridad  local  que  concurrieron  en 
el  caso  del  Tempesta  y  que  siendo  fundamentales  de  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Casación  aquellas  circunstancias  decisivas  de  la 
jurisdicción  territorial  de  Francia,  no  podía  etta  sentencia  servir 
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de  apoyo  á  la  jurisdicción  territorial  del  Pera.  —  Ya  se  sab« 
que  deliberadamente  no  se  quiso  hacer  depender  de  esas  parti- 
culares circunstancias  el  principio  de  jurisdicción  territorial: 
véase  como  se  realizó  esa  independencia. 

El  Consejo  de  Estado  del  año  1806,  después  de  establecer  el 
principio  de  la  jurisdicción  territorial  sobre  los  buques  mercan- 
tes, de  la  cua]  no  podían  sustraerse  en  todo  lo  que  tocase  á  los 
intereses  de  Estado;  puso,  por  excepción,  que,  cuando  los  (Jelitos 
fueran  cometidos  entre  personas  de  la  misma  tripulación,  enton- 
ces conocería  la  autoridad  consular,  siempre  que  (  y  estas  eran 
otras  excepciones  de  la  excepción)  no  se  hubiese  pedido  socorro  á 
la  autoridad  local,  ó  que  no  se  hubiese  comprometido  la  tranqui- 
lidad del  puerto. 

El  motivo  de  la  excepción  en  favor  de  los  Cónsules,  era: 
que  mientras  no  ocurriesen  las  otras  circunstancias  excepciona- 
les, favorables  á  la  autoridad  local,  el  hecho  debía  ser  conside- 
rado como  que  correspondía  solamente  á  la  disciplina  interior 
del  buque.  Cuando  sobrevenía  alguna  de  esas  circunstancias, 
86  reintegraba  la  jurisdicción  territorial.  Mas  como  de  estas  doi 
circunstancias,  la  una  —  intervención  auxiliar  de  la  autoridad 
local — era  material  y  determinada,  sin  que  pudiese  dudarse  si 
llegaba  ó  nó  á  acontecer,  quedaba  la  otra,  dando  origen  4 
diversas  cuestiones  pot  ser  compleja,  genérica,  é  indetermi- 
nada. 

De  muchas  maneras  podían,  pues,  las  violaciones  de  la  ley 
á  bordo  de  un  buque,  comprometer  la  tranquilidad  del  puei*to  ó 
los  intereses  del  Estado.  ¿Qué  regla  se  debía  seguir  para  cono- 
cerlas en  todos  los  casos  dudosos? 

Con  este  propósito  el  Consejero  Mr.  Foucher  expuso:  que 
esta  cuestión,  examinada  por  publicistas  y  jurisconsultos,  y  pre- 
sentada muchas  veces  ante  los  tribunales,  era  la  primera  vez  que 
venia  á  la  Corte  de  Casación,  y  ella  iba  á  determinar  toda  la 
ezterisidn  que  encerraba  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  de 
1806. 

Entre  el  Consejero  Mr.  Foucher  y  el  Procurador  general  M. 
Dupin  recordaron  los  principios  de  soberanía  jurisrliccional  y 
territorial:  las  reglas  y  limites  de  la  exterritorialidad  como  ex- 
cepciones de  aquellos  principios :  la  naturaleza  de  los  buques 
mercantes:  los  principios  de  la  jurisdicción  nacional  en  cuanto  á 
los  crímenes:  el  mantenimiento  de  estos  principios  en  los  Estados 
Unidos,  en  Inglaterra  y  en  Rusia;  y  después  de  todo  esto,  que  es 
general  é  independiente  dé  las  peculiares  cireunstancias  del 
caso  del  Tempest  que  examinaron  á  parte,  concluyeron  por  decir 
que  no  había  nulidad  y  que  la  jurisdicción  territorial  era  la 
competente. 
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La  Corte  de  Casación,  prexíisaudo  más  la  fórmula  enunciada 
por  el  Consejei\o  M,  Foucher,  acerca  del  principio  absoluto  de 
jurisdicción  territorial  en  los  crímenes  de  á  bordo,  consignó  en 
el  considerando  3?  el  siguiente  principio  general:  **quc  los  bu- 
ques mercantes  que  entran  en  un  puerto  extranjero,  no  podrían 
sin  peligro  del  buen  orden  y  dignidad  del  Gobierno  del  Estado 
*  de  que  el  puerto  hace  parte,  sustraerse  de  la  jurisdicción  terri- 
"  torial,  todas  las  veces  que  el  interés  de  dicho  Estado  se  halle 
*'  comprometido";  y  dedicó  el  considerando  4?  á  declarar,  según 
los  principios,  y  en  cumplimiento  del  3^  anterior,  que  los  crí- 
menes comprometían  el  interés  del  Estado.  Resolvió,  pues,  la 
cuestión  de  principios  sobre  jurisdicción  territorial  con  relación 
á  los  crímenes,  «El  Estado,  dijo,  está  interesado  en  la  represión 
«  de  los  crímenes  y  delitos  que  se  cometen  en  los  puertos  de  su 
«  territorio,  á  bordo  de  los  buques  mercantes  extranjeros,  aun- 
«  que  no  intervengan  otros  individuos  que  las  de  la  tripulación: 
«  ya  sea  que  el  hecho  pueda  por  su  naturaleza  comprometer  la 
<(  tranquilidad  del  puerto  ó  sea  cuando  el  hecho  constituj^a  un 
n  crimen  de  derecho  común,  cuya  gravedad  no  i^rmite  á  ningu- 
«  na  Nación  dejar  impune,  sin  oleiúar  contra  hiis  dírechos  de 
«  soberanía  jurisdiccional  y  teiritoriol;  porque  el  crimen  es,  por 
«(  sí  mismo,  la  violación  más  manifiesta  como  la  más  ñagrante 
if  de  las  leyes  que  cada  Nación  está  encargada  de  hacer  respetar 
w  en  todas  las  palies  de  su  territorio». 

En  el  considerando  5°  definió  la  condición  privada  de  los 
buques  mercantes,  en  favor  de  los  cuales  no  tenía  su  soberano 
ningún  interés  en  reclamar  de  la  aplicación  de  los  antedichos 
principios,  salvo  los  tratados  es]ieciales;  y  declaró  que  la  tripúla- 
le ción  de  tales  buques  «no  podía  tener  derecho  á  otra  protección 
«  que  la  que  podían  invocar  las  personas  privadas.» 

En  el  considerando  6°  dejó  -establecido  que,  «rá  excepción  de 
m  lo  que  concierne  á  la  disciplina  y  administración  interior  de  á 
K  bordo,  en  lo  que  no  puede  injerirse  la  autoridad  local,  y  para 
«  lo  que  hay  lugar  á  respetar  los  derechos  recíprocos  consagrados 
<f  por  el  uso  general  de  las  diversas  naciones,  los  buques  mer- 
«  cantes  quedaban  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial»; 

En  el  7^  considerando,  que  es  el  último  de  los  destinados  ^ 
los  puntos  de  Derecho  marítimo,  reunió,  generalmente  y  i>or  adi- 
ción confirmatoria  :i  lo  ya  declarado,  los  casos  en  que  se  ejercía 
la  jurisdicción  local:  «  Debe  ser  así  sobre  todo,  dijo,  cuando  la 
«  intervención  de  la  autoridad  local  ha  sido  reclamada,  ó  que  el 
V  crimen  ó  el  delito  imputado  al  extranjero,  sean  de  tal  natu- 
«  raleza,  que  comprometan  la  tranquilidad  pública  del  puerto 
«  donde  se  encuentra  el  buque  á  cuyo  bordo  ee  ha  cometido  el 
«  crimen  6  delito  », 
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Cambiando  de  forma  en  los  siguientes  considerandos,  aten- 
dió, en  cuanto  al  hecho,  que  Fally  era  culpable  de  asesinato  á 
bordo  del  buque  Tempeat:  que  se  había  entregado  á  las  autori- 
dades del  país,  y  que  había  causado  una  grave  emoción  en  el 
puerto. 

Terminó  declarando,  por  estos  motivos,  que  no  había  nuli- 
dad en*  el  auto  en  que  se  había  reconocido  competente  la  juris- 
dicción francesa. 

Después)  de  esta  sentencia  de  1859,  en  que  la  Corte  Supremn^ 
y  los  más  altos  magistrados  del  Imperio,  únicos  órganos  autori- 
zados de  la  jurisprudencia  francesa  dejaron  examinado,  discutido* 
y  resuelto  todo  lo  que  durante  53  años  había  sido  materia  de 
controversias  y  pretensiones,  no  era  admisible,  ni  aun  la  duda, 
respecto  de  la  jurisdicción  territorial  sobre  buques  mercantes 
extranjeros,  y  menos  sobre  crímenes  cometidos  á  su  bordo,  cuyo 
punto  se  decidió  con  la  convicción  dogmática  y  firmeza  incon- 
trastable que  expresan  las  palabras  no  pueden  quedar  impunes 
9Ín  atentarse  contra  loa  derechos  de  soberanía  jurisdiccional  y  te- 
rriioriaL 

Si  el  Fiscal  no  copió,  en  su  respuesta  de  22  de  Enero,  más 
que  el  considerando  4?  de  esta  sentencia,  fué  porque  en  él  eetá 
completo  el  principio  de  la^jurisdiccion  local  en  los  crímenes  por 
9er  erím^7i€s,  independientemente  de  otras  circunstancias.  El  caso 
de  la  Rondanini  es  de  un  asesinato;  y  no  era  menester  más 
que  de  la  íntegra  declaración  comprensiva  del  principio  que 
examina.  Hizo  lo  que  hacen «  todos  los  escritores,  inclusive  el 
ilustre  publicista  Wheaton,  quien  de  cada  sentencia  de  la  Corte 
Suprema  de  los  Estados  Unidos,  toma  la  pequeña  cláusula  en 
que  se  encierra  el  principio  ó  regla  á  que  se  contrae. 

Algo  omitió  ciertamente  el  Fiscal;  pero  no  fué  en  daño  de 
la  verdad,  ni  por  dar  más  fuerza  á  su  razonamiento. —  Al  con- 
trario, omitió  el  considerando  3?,  que  le  es  favorable,  por  no  con- 
siderarlo entonces  necesario.  Ahora  es  indispensable,  y  ya  se  ha 
copiado;  pues  no  de  otra  manera  puede  resfionder  al  argumento 
que  se  le  ha  hecho,  como  si  hubiese  suprimido  al  final  del  consi- 
derando 4?  una  cláusula  que  solo  está  en  el  3**,  y  que  de  hallarse 
en  el  otro,  produciría  un  contrasentido. 

Habiéndose  establecido  en  el  3?  considerando:  que  un  buque 
extranjero  no  podrá  sustraerse  de  la  jurisdicción  ter/itorial  de 
un  Estado,  sin  peligro  del  buen  orden  y  de  la  dignidad  del 
Gobierno,  siempre  que  el  interés  del  Estado  se  halle  comprome- 
tido, fué  consiguiente  declarar  en  el  4?  que  el  crimen  de  derecho 
común,  comprometía  el  interés  del  Estado,   y  dejaba  expedita  la 

jurisdicción  territorial ;  por  que  el  crimen  es^  ensimismo^ 

la  violación  más  manifiesta  como  la  más  flagrante  de  las  leyei 
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que  cada  nación  está  encargada  de  hacer  respetar  en  iodaa  las 
partes  de  sa  terriiario. 

Aunque  esto  es  recto  y  lógico,  y  es  claro  de  toda  claridad, 
se  argumenta  en  la  exposición  del  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  diciendo:  que  el  Fiscal  hftbía  tomado  aisladamente 
'  el  considerando  4.*;  y  que,  en  la  sentencia,  aunque  se  ha6laba  de 
jurisdicción  sobre  todas  las  partea  del  territorio  (últimas  palal)ra8 
dfel  4.°  considerando)  se  agregaba:  siempre  que  el  interés  del 
Estado  se  halle  comprometido  (cláusula  del  considerando  3.^);  y 
•  que,  easu  virtud,  no  comprometiéndose  el  interés  del  £stado  sino 
cuando  hay  perturbación  de  la  tranquilidad  del  puerto  6  peti- 
ción de  auxilio  á  la  autoridad  del  país,  resultaba  que  la  sentencia 
no  comprobaba  la  doctrina  del  Fiscal. 

Más  este  argumento  contra  la  jurisdicción  nacional,  no  pue- 
de subsistir;  porque  el  considerando  4.°,  en  que  está  íntegra  la 
declaración  del  principio  de  jurisdicción  nacional  sobre  los  crlms- 
nes,  no  tiene  alegación  ninguna;  porque  lo  que  es  antecedente 
no  se  puede  agregar  á  lo  que  es  consiguiente}  y  porque,  decla- 
rándose, de  un  modo  absoluto  en  el  considerando  4.°,  que  el 
crimen  comjwomete  el  interés  del  Estado,  no. cabe,  por  imposible, 
la  agregación  de  la  cláusula  siempre  que  el  interés  del  Estado 
esté  comprometido. 

La  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  Francia  prueba  de  un 
modo  claro,  expreso,  preciso  y  terminante  que  á  lu  jurisdicción 
nacional  que  el  Fiscal  sostieue,  compete  el  conocimiento  del 
crimen  de  asesinato  cometido  en  el  buque  "Rondanini"  y  que 
si,  por  parte  del  Perú,  se  dejara  impune  este  crimen,  se  atentaría 
contra  la  soberanía  jurisdiccional  y  territorial  de  la  nación. 

En  ninguno  de  los  tratados  y  convenciones  que  se  recuerdan 
en  la  exposición  del  señor  Ministro,  en  ninguno  aparece  que  se 
haya  concedido  á  los  Cónsules  jurisdicción  sobre  crímenes  y  de- 
litos cometidos  á  bordo  de  los  buques  de  su  bandera,  ni  que  se 
haya  estipulado  prohibición  alguna  para  que  en  esos  crímenes  y 
delitos  no  se  ejerdte  la  jurisdicción  que  á  la  nación  corresponde, 
sobre  naturales  y  extranjeros  que  delincan  en  su  territorio.  En 
todos,  inclusive  el  tratado  del  Perú  con  Francia  y  las  dos  con- 
venciones celebradas  entre  Francia  é  Italia  (sin  comprender  la 
Convención  entre  los  Estados  Unidos  y  Francia,  de  que  se  ha- 
blará por  separado),  en  todos  se  encuentran  sobre  el  particular 
únicamente  tres   puntos  esenciales: 

1?  Lia  policía  del  puerto,  carga  y  descarga  de  buques, 
conducción  y  seguridad  de  mercaderías,  quedan  sujetas  á  las  le- 
yes y  reglamentos  del  país; 

2?  La  policía  interior  de  los  buques  y  el  arreglo  6  cono- 
cimiento de  diferencias,  desavenencias  y  controversias  entre  el 
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capitán,  oficiales  y  marineros,  especialmente  sobre  contratos  y 
salarios,  corresponde  exclusivamente  á  los  respectivos  Cón- 
sules. 

3?     No   obstante   (texto  del    tratado  franco-peruano,  que 
es  igual  en  las  demás  Convenciones,  con  diferencia  de  pocas  pa- 
labras que  no  alteran  lo  principal).     «  No  obstante,  las  autorida- 
des  locales  conocerán   áv  los  desórdenes   que  ocurran  á  bordo 
buque:- 

« Si  se  reclama  su  asistencia  (  de  las  autoridades  lo- 
cales) ; 

«í  Si  toma  parte  en  dichos  desórdenes  alguna  persona  del 
país  que  no  pertenezca  á  la  tripulación  6  algún  pasajero  de 
cualquiera   otra  nación; 

.    «  O   si,    en    fin,  perturban  ó  amenazan  la   tranquilidad  del 
puerto.» 

Sin  necesidad  de  análisis,*  la  lectura  de  estas  estipulaciones 
deja  el  convencimiento  íntimo  de  que  la  jurisdicción  territorial, 
sobre  los  crímenes  que  se  coínetan  á  bordo,  no  ha  sido  trasmi- 
tida á  la  nación  del  buque,  ni  en  parte  alguna  al  Consulado  de 
ella.  En  imposible,  hipótesis  de  que  indirecta  y  tácitamente 
pudiera  concederse  un  atributo  de  la  soberanía  nacional  ¿  de 
cuál  de  estas  estipulaciones  podría  deducirse? 

A  la  policía  del  'puerto,  sujeta  á  la  autori  lad  local,  corres- 
ponde, por  el  contrario,  todo  lo  que  generalmente  se  refiere  á  la 
seguridad  y  garantías  personales. 

En  la  policía  interior  de  los'buques  y  en  las  diferencias, 
desavenencias  y  controversias,  especialmente  sobre  contratos  y  «a- 
larioSf  no  se  incluyen,  por  su  propia  naturaleza,  más  hechos 
que  aquellos  en  que  se  ejercita  una  autoridad  correccional 
civil,  económica  ó  administrativa,  propia  de  los  Cónsules. 

La  parte  tercera  que  en  el  artículo  34  del  tratado  franco- 
peruano  empieza  con  las  palabras:  ^  **  No  obstante  las  autorida- 
des locales  conocerán  de  los  desórdenes  que  ocurran,  &.,"  mani- 
fiesta que  sin  embargo  de  pertenecer  exclusivamente  al  Consula- 
do las  antedichas  materias,  eso  no  obstará  para  que  la  autoridad 
local  conozca  de  esas  mismas,  en  todos  los  casos  en  que  ocurran 
desórdenes  tales,  que  den  lugar  á  que  sobrevengan  las  demás 
circunstancias  que  allí  se  indican. 

Para  ensanchar  la  autoridad  consular,  se  raciocina  así:  si  en 
los  desórdenes  no  sobrevienen  las  circunstancias  previstas,  que 
den  intervención  á  la  autoridad  local,  debe  entenderse  que 
esos  desórdenes  quedan  al  conocimiento  del  Consulado;  y  como 
pueden  ser  crímenes  ó  delitos  esos  desórdenes,  resulta  que  el 
Cónsul  conoce  de  delitos  y  de  ciímenes.  En  tan  avanzada  ínter-, 
pretación    solo  es  exacta  la   primera  parte:  los  desordenes   tocan 
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al  consulado.  Y  así  debía  de  ser,  porque  en  las  diferencias  y 
desavenencias  y  en  los  objetos  de  la  policía  interior,  exclusivos 
del  Consulado,  hay  desorden,  esto  es,  confusión,  desconeiertr», 
falta  de  orden,  demasía  6  exceso. 

La  nnisma  redacción  de  todas  las  Convenciones  Consulares, 
explica  la  imposibilidad  de  interpretar  los  desordenes  por  críme- 
nes: en  todas  se  habla  de  los  desórdenes  que  ocurren-  porque  la 
confusión,  el  exceso,  la  demasía,  son  accidentes  que  pueden 
acaecer  con  frecuencia:  los  crímenes  no  ocurren,  se  cometen;  son 
> graves  violaciones  de  la  ley  que  se  reputan  voluutaria  y  mali- 
ciosamente cometidas,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.  Decir 
que  el  crimen  cae  bajo  la  autoridad  consular,  porque  el  desorden 
puede  lle.2;ar  á  sor  crhnen,  es  pasar  de  la  potencia  al  acto.  En 
todo  crimen  hay  desorden;  pero  en  todo  desorden  no  hay  cri- 
men. 

La  Convención  estip^ila  que'eu  los  desónlenes,  en  general, 
intervenga  la  autoridad  del  puerto  cuando  se  comprometa  la 
tranquilidad  pública,  porque  esa  perturbación  altera  el  orden, 
moral,  legal  y  material  del  lugar  que  el  Estado  tiene  interés  en 
conservar  para  comín  beneficio  de  naturales  y  extranjeros:  un 
grave  escándalo  entre  ebrios,  sin  ser  criminal,  puede  comprome- 
ter la  quietud  del  puerto  y  dar  motivo  á  la  acción  de  la  autori- 
dad local.  El  crimen  interesa  siempre  al  Estacio.  Por  eso  la 
autoridad  local  juzgará  de  todo  crimen,  y  también  de  los  desór- 
denes  cuando  comprometan  la  tranquilidad  del  puerto. 

Por  lo  mismo  que  Francia,  en  el  artículo  22  de  sus  orde- 
nanzas de  1833,mandabaá  sus  Cónsules  adquirir  autoridad  penal 
á  título  de  reciprocidad  ¿por  qué  no  se  consignó  en  algunas  do 
sus  Convenciones  esa  pretendida  jurisdicción  consular?  ¿Por  qué. 
se  daba,  al  mismo  tiempo,  en  ordenanzas  de  otras  potencias,  la 
instrucción  de  deber  abstenerse  los.  Cónsules,  en  caso  de  crí- 
menes? 

Los  hechos  que  han  ocurrido  y  se  citan  en  la  exposición  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  no  conducen  á  probar 
que  para  los  crímenes  de  á  bordo  se  haya  excluido  la  jurisdicción 
territorial. 

En  el  hecho  del  Oreolle  no  se  resolvió  un  conficto  de  juris- 
dicción, sino  una  cuestión  de  responsabilidad  civil  por  hechos 
que  pasaron  en  alta  mar:  los  hechos  y  los  intereses  estaban  suje- 
tos exclusivamente  á  la  jurisdicción  de  los  Pistados  Unidos,  cuya 
bandera  llevaba  el  buque,  sobre  la  cual  no  tuvieron  facultad 
de  disponer  las  autoridades  territoriales  inglesas. 

En  la  contestación  del  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  en 
favor  de  la  jurisdicción  territorial  de  Francia,  para  que  conociese 
de  la  queja  de  un  piloto  francés  que  no  pertenecía  á  la  tripula- 
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ción  del  buque  americano,  cuyo  capitán  cometió  actos  de  bruta- 
lidad Gon  aquel,  no  se  declaró  ni  pretendió  establecer  ninguna 
regla  contraria  á  la  jurisdicción  nacional  que  se  sostenía;  se  dijo; 
c  que  la  Convención  de  1853  no  había  tenido  ninguna  mira  do 
extender  la  jurisdicción  consular  á  delitos  en  que  se  interesaban 
personas  extrañas  á  la  tripulación»,  se  refirió  un  hecho  negativo 
pero  no  se  afirmó  que  debían  los  Cónsules  conocer  de  los 
delitos  entre  individuos  de  la  tripulación,  •  y  mucho  menos 
de  crímenes  que  ni  se  confunden  ni  equivocan  en  el  lenguaje 
francés.  Tan  peügrossu  es  deducir  proposiciones  afirmativas  del^ 
sentido  contrario  de  las  negativas,  y  más  en  conflicto  de  decisio- 
nes de  diversos  Eístados  que  en  el  Derecho  Internacional  priva- 
do se  prohibe  expresamente  emplear  este  raciocinio. 

De  la  reclamación  del  Ministro  norteamericano  por  haber 
9Ído  visitado  el  biLque  Atalantaj  por  los  oficiales  de  la  polida  sin 
la  autoridad  del  Cónsulf  no  se  colige  que  en  los'  Estados  Unidos 
sea  doctrina  corriente  que  los  crímenes  de  á  bordo  no  sean 
justiciables  por  las  autoridades  territoriales:  lo  que  se  deduce  es, 
que  para  l&msita  que  hizo  la  policía  francesa,  debió  haber  sido 
avisado  el  cónsul  americano  y  no  lo  fué. 

El  art-  8?  de  la  Convención  Consular  de  1853,  entre  los  Es- 
dos  Unidos  y  la  Francia,  aunque  invocado  en  la  exposición  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  como  terminante  á  fa- 
vor de  la  jurisdicción  consular,  en  la  parte  que  se  copia  hasta 
las  palabras  sin  excepción]  leyendo  lo  que  sigue,  produce  un  efec- 
to totalmente  contrario.  Las  palabras  sin  excepción^  tomadas 
del  texto  inglés  (Without  excepción)  y  puestas  como  si  fuesen 
finales  de  la  cláusula,  impresionan  de  manera  que,  de  pronto, 
86  cree  que  los  C'ónsules  conocen  de  cuanto  suceda  á  bordo  sin 
excepción  alguna.  Pero  ni  estas  palabras  se  refieren  mas  que  á 
las  personas  que,  en  el  rol  de  de  la  tripulación,  se  hayan  inscri- 
to con  cualquier  título  [como  dice  el  texto  francés  aquelque  ti- 
Pre  que  ce  soii] ;  ni  en  la  Convención  se  restringe  siquiera  la  au- 
toridad territorial,  como  en  las  otras  convenciones,  á  no  conocer 
de  los  desdrdeneSj  sino  cuando  comprometan  la  tranquilidad  del 
puerto.  En  lugar  de  tal  cláusula,  se  halla  la  muy  significativa 
siguiente:  «las  autoridades  locales  no  podrán  mezclarse  de  nin- 
gún modo  en  esas  diferencias».  Asi  es  q\ie,  en  la  Convención  en- 
tre Francia  y  los  Estados  Unidos,  no  se  encuentra  nada  que 
pueda  dar  motivo  ni  pretexto  para  cuestionar  la  naturaleza  de 
los  desórdenes^  ni  si  está  ó  nó  comprometida  la  tranquilidad  del 
puerto.  La  autoridad  de  los  Cónsules  queda  limitada  á  conocer.de 
las  diferencian  qfie  se  susciten  a  bordo  entre  las  gentes  de  la  tri- 
pulación, particularmente  para  el  arreglo  de  salarios  y  ejecución 
de  sus  contratos;  y  la  aiítoridad  territorial  no  tiene  mas  restric- 
ción que  la  de  no  mezclarse  en  esas  diferertcias. 
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El  texto  del  art.  8V  es:  «Los  Cónsules  Gvnorales,  Cónsules, 
Vice-cónsulesó  Agentes  consulares  respectivos,  se  encargarán  ex- 
clusivaraente  del  orden  interior  á  bordo  de  los  buques  mercantes 
de  su  nación,  y  conocerán  solo  de  todas  las  diferencias  que  se  stts- 
citen,  en  el  mar  ó  en  los  puertos,  entre  el  capitán,  los  oficiales  y 
los  hombres  iiucritos  en  el  rol  de  la  tripulación  con  cualquier 
título  que  sea  ó  sin  excepción,  particularmente  para  el  arreglo 
de  salarios  y  ejecución  de  sus  compromisos  recíprocamente  con- 
sentidos; las  autoridades  locales  no  podrán  mezclarse,  de  ningún 
modo,  enfso^  rf¿/erc7icia.9,  y  deberán  prestar  eficaz  apoyo  á  los 
Cónsules,  cuando  lo  requieran,  para  arrestar  ó  conducir  á  prisión 
á  los  individuos  inscritos  en  el  rol  de  la  tripulación,  con  cual- 
quiera título  que  sea».  Sigue  la  fórmula  de  pedir  el  ap<\yo  de  la 
autoridad  y  la  libertad  de  los  detenidos,  y  concluye  por  la  obli- 
gación consular  de  pagar  los  gastos. 

En  vista  de  este  artículo  se  notará  con  cuanta  razón  el 
consejero  i^bucher,  dijo  en  su  exposición  á  la  Corto  Suprema  de 
Francia:  (cEste  art.  8?,  lejos  de  destruir  los  priiicipios  que  hemos 
sentado,  viene  á  confirmarlos,  porque  resulta  que  la  acción 
consular,  se  eoncenfra  en  todo  lo  que  concierne  á  las  funciones 
de  administración  intei^ior  de  los  buques,  ejecución  de  contraías  y 
arresto  de  desertores  y  sm  que  esa  acción  pueda  extenderse  hasta 
reclamar  en  provecho  de  la  nación  cuya  bandera  lleva  rl  buque, 
la  represión  de  crímenes  y  delitos,  cuando  la  tranquilidad  <lel 
puerto  esté  comprometida,  ni  cuando  se  trate  de  crímenes  de  de- 
recho común,  cuya  gravedad  no  permite  á  ninguna  nación  de- 
jar impunes » 

No  se  equivocó  tampoco  el  Procurador  General  M.  Dupin, 
cuande  dijo  en  su  dictamen  de  1859:  «La  Convención  celebrada 
en  1863,  entre  Francia  y  los  Estados  Unidos,  no  menoscaba  los 
derechos  dt  lajnMida  territorial  alli:  no  exceptúa  sino  los  casos  que 
interesan  á  la  disciplina  interior  de  los  buques,  si  hay  crimen  6 
delito,  6  si  el  orden  público  del  puerto  se  perturba,  ó  si  ha  debi- 
do intervenir  la  autoridad  local  para  el  mantenimiento  de  la 
tranquilidad  general,  la  jurisdicción  territorial,  se  ejerce  ai  toda 
sv,  plenitud.)* 

Y  no  es  una  novedad  en  los  Estados  Unidos,  que  se  haya 
conservado  en  su  mayor  pZe/íííad  la  jurisdicción  territorial.  La 
misma  conducta  observó  en  la  otra  Convención  de  14  de  Noviem- 
bre de  1778,  cuyo  Art.  10  decía:  <fSi  hubiesen  cometido  algún 
crimen  ó  infracción  de  la  tranquilidad  pública,  serán  justicia- 
bles por  Zosjwec^a  ¿«Zpafe.»  En  los  Estados  Unidos,  como  en 
Inglaterra,  es  un  printíipio,  que  «los  crímenes  y  delitos,  no  pue- 
den ser  castigados  en  ©tra  parte  que  en  el  lugar  donde  se  han 
cometido»  (M.  Sory,  §§  620  y  622).  Leal  áeste  principio  el  Ga- 
binete de  San  James,  no  por   antagonismo   ni  por   otras  miras, 
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rehusó  en  1844,  por  solo  no  estable(?or  una  regla  de  reciprocidad, 
el  juzgamiento  que  del  inglos  culpable  en  Riga,  á  bordo  de  un 
buque  también  inglés,  le  ofrecía  la  Rusia,  sin  embargo  de  ser 
observante  del  mismo  principio. 

Si  Wheaton  escribió  en  1845,  para  «La  Revista  del  Derecho 
Fniücés  y  extranjero»,  manifestando  que  el  principio  general 
que  él  había  formulado,  era  susceptible  de  algunas  excepciones^ 
y  recomendando  la  jurisprudencia  francesa,  también  publicó  en 
iVancés,  á  los  dos  años,  (15  de  Abril  de  1847)  la  cuarta  edición 
de  su  obra.  «Elementos  de  derecho  internacional;»»  y  en  ella  dijo: 
«La  jurisprudencia  marítima  reconocida  en  Francia,  respecto  á 
los  bu(]ues  mercantes  extra) ijeros  que  entran  en  los  puertos  fran- 
ceses, no  parece  acordarse  con  los  principios  establecidos  en  la 
i^esolución  de  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos,  que  aca- 
bamos de  citar,  ó,  para  hablar  mas  correcta 'atente,  la  legislación 
francesa,  exceptuando  estos  buques  del  ejercicio  de  la  jurisdicción 
del  país,  les  acuerda  mas  grandes  inmunidades  que  las  exigi- 
das por  loa  principios  del  Derecho  Liternacional.  Sin  embargo, 
como  depende  de  la  voluntad  de  cada  nación,  poner  las  condi- 
ciones  que  juzgue  convenientes  para  admitir  buques  extranjeros, 
ella  puede  ir  tan  lejos  como  quiera &.»     (Parte    2",  capítulo    2V 

§9.) 

No  hay,  sin  embargo,  contradicción  fundamental.  En  el 
primer  caso,  ^e  refería  al  principio,  demasiado  absoluto,  de  no 
exceptuar  de  la  autorid  id  territorial  ni  aún  la  policía  interior  de 
los  buques  mercantes,  solo  sí,  aquello  que  se  le  concediere  por 
convenciones:  principio  que  no  ha  sostenido  ni  enunciado  el  Fis- 
cal, pues  lo  que  atirmó,  en  su  dictáu^en  c^e  22  de  Enero  último, 
fué:  que  los  buques  mercantes  extranjeros  y  las  personas  que  en 
ellos  navegan,  no  pueden  ni  deben  sustrairse  de  la  jurisdicción  del 
/>aí«  cuyas  aguas  ocupan;  porque  (y  para  esto  el  Fiscal  cita  á 
Wheaton,  y  su  referencia  a  una*  resolución  de  la  Corte  Suprema 
de  los  Estados  Unidos)  «peligraría  el  buen  orden  de  la  sociedad 
y  la  dignidad  del  Gobierno,  sin  que  en  tul  sustracción  tenga  in- 
^  teres  el  soberano  extranjero  »  La   crítica,  últimamente  citada,  que 

Wheaton  hizo  de  los  temperamentos  admitidos  en  Francia,  fué 
aducida  seria  y  oficialmente  ante  la  misma  Corte  de  Casación  en 
1850.  La  prueba  de  que  algo  había  que  reformar,  es  la  circu- 
lar que  se  dirigió  después  de  celebrada  la  Convención  con  los  Es- 
tados Unidos,  y,  maa  que  t'vlo,  la  sentencia  de  1859,  en  que  que- 
da deñniio,  en  cuanto  á  los  buques  mercantes,  que  exceptuando 
Ia  disciplina  y  administraron  interior^  salvo  las  Convenciones, 
en  lo  demás  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial;  y  que, 
la  jurisdicción  penal  corresponde  al  soberano  del  territorio,  si  se 
comete  á  bordo  algún  crimen  de  derecho  común,  ó  si  se  compro- 
mete de  otro  modo  la  tranquilidad  del  puerto. 
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Las  demás  funciones  á  bordo  de  loa  buqucí?  mercantes,  se 
explican  por  )a  soberanía  qu  •  en  su  domicilio  inviolable  ejerce 
el  jtfe  de  la  familia,  sin  que  la  Mbre  y  respetable  autoridad  do- 
méstica ni  la  inviolabilidad  del  hogar,  constituyan  la  indepen- 
dencia de  la  autoridad    nacional. 

Si  el  Fiscal  se  equivoca  defendiéndola  jurisdicción  nacional, 
quedarále  al  menos  el  honor  de  haber  cumplido  su  deber,  equi- 
vocándose con  las  Supremas  Cortes  de  Francia  y  de  los  Estados 
Unidos,  y  con  las  grandes  potencias  marítimas  que  sostierien  el 
principio  de  la  juriGdicciói;  territorial,  para  los  crímenes  del  dere- 
cho común  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes  extranje- 
ros, durante  su  permanencia  en  el  puerto. 

Con  las  declaraciones  aceptadas,  en  el  presente  caso,  de  un 
atroz  asesinato  á  bordo  de  la  «  Rondanini  »,  no  tan  solo  peligra  la 
jurisdicción  nacional,  peligra  también  la  independencia  del  Po- 
der Judicial,  garantida  por  el  artículo  48  de  la  Constitución, 
á  pesar  de  .-er  éste  Poder  el  único  á  quien  compete,  por  el  artículo 
124,  la  administración  de  justicia,  de  haberse  establecido  aquella 
independencia  y  de  hallarse  organizadas  estas  funciones,  confor- 
me al  artículo  4?  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  y  I  del  tí- 
tulo Preliminar  del  Reglamento  de  Tribunales. 

Consta  del  expediente,  que  por  el  mencionado  asesinato,  se 
está  siguiendo,  con  dos  reoá  presentes,  un  juicio  criminal  ante  un 
juzgado  de  .1*  instancia. 

Si  el  juez  es  incompetente,  debe  declararlo  él  mismo,  6  la 
Iltma.  Corte  Superior  de  esta  capital  de  quien  depende  y  á  quien 
corresponde  conocer  y  decidir  en  grado  de  apelación  (atribución 
2*,  artículo  35  del  Reglamento  de  Tribunales),  cuantas  veces  se 
controvierta  la  jurisdicción  penal  (artículos  104,  J42  y  150  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Penal.) 

De  las  resoluciones  que  sobre  jurisdicción  pronuncie  el  Tri- 
bunal Superior,  solamente  puede  juzgar,  en  recurso  extraordina- 
rio, la  Excma.  Corte  Suprema  (artículos  147,  161  y  siguiente^ 
del  Código  de  Enjuiciamientos  Penal  y  atribución  7*,  artículo 
18  del  Reglamento  de  Tribunales). 

En  todos  los  grados  y  recursos  hay  un  funcionario  del  mi- 
nisterio público,  que  si  es  defensor  de  la  jurisdicción,  debe,  sin 
embargo,  declinarla  cuando  la  halle  incompetente,  pues  que  ante 
todo  vigila  el  cumplimiento  de  la  ley. 

Aunque  so  suponga  falta,  oscuridad  ó  insuficiencia  de  las 
leyes,  nada  de  esto  excusa  ni  suspende  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción: debeadministrarse  justicia  siguiendo  las  reglas  prescritas 
en  el  artículo  IX  del  título  preliminar  del  Código  Civil,  sin  perjui- 
cio de  dirigirse  por  separado  la  correspondiente  consulta  para 
que  la  absuelva  el  Poder  Legislativo. 
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En  garantía  de  la  recta  administración  de  justicia  prohibe 
el  artículo  129  de  la  Constitución,  que  ningún  poder  ni  autori- 
<iad  puede  avocarse  causas  pendientes  ante  otro  poder  ú  otra  au- 
toridad. 

üe  esta  organización  del  Poder  Judicial,  que  jira,  en  todos 
sus  grados,  dentro  de  su  órbita  constitucional  indej)endiente;  dt 
esta  organización  de  los  procedimientos  y  formas  judiciales  con 
que  está  asegurada,  con  t(»das  las  condiciones  posibles  del  acierto, 
la  rectitud  en  el  ejercicio  de  este  poder;  nada  queda,  si  subsiste 
la  tercera  declaración  en  que  el  Poder  Ejecutivo  se  avoca  y  falla 
omnipotente  el  juicio;  resuelve,  extinguiendo  la  competencia  del 
juez  y  da  fin  al  proceso,  cualquiera  que  sea  el  estado  en  que  se 
encuentre,  mandando  se  entreguen  los  enjuiciados  á  disposición 
del  Consulado  de  Italia. 

Este  es  el  hecho;  pero  en  el  orden  constitucional,  no  tiene 
tfl  Poder  Ejecutivo,  respecto  de  las  causas  pendientes  ante  el  Po- 
der Judicial,  mas  ingerencia  ni  atribución,  que  requerir  á  los 
jueces  y  tribunales  para  la  pronta  y  exacta  administración  de  jus- 
ticia, (atribución  7*,  artículo  94  de  la  Constitución.) 

Y  si  se  tiene  en  consideración  que  los  jueces  no  juzgan  ni 
pueden  juzgar  sino  por  lo  dispuesto  en  las  leyes  y  conforme  á 
ellas  (artículos  120 y  127  de  la  Constitución, y  VIH  del  título 
preliminar  del  Código  Civil);  que  sus  jitribu* 'iones  y  el  modo  de 
ejercerlas  provienen  solo  de  la  ley,  siendo  su  misión  social  y 
constitucional  aplicar  la  ley  á  los  casos  particulares;  sin  lo  cual 
no  sería  su  poder  el  de  hacer  que  á  cada  cual  se  dé  su  derecho; 
que  la  jurisdicción  que  ejercen  sobre  la  persona  de  los  extranjeros, 
y  con  relación  á  ello,  tiene  por  bases  principales — ser,  por  el  artí- 
culo IV  del  mencionado  título  preliminar,  obligatorias  las  leyes  de 
policía  y  seguridad  á  todos  los  habitantes  de  la  República,  hallarse 
los  extranjeros  en  el  Perú  garantidos  por  el  artículo  33  del  có- 
digo citado,  en  todos  los  derechos  concernientes  á  la  seguridad  de 
su  persona  y  de  sus  bienes  y  á  la  administración  de  estos;  que 
sin  distinciones  naturales  y  extrañas,  la  vida  de  todos  los  que  se 
encuentren  eu  el  territorio  de  la  República  se  halla,  por  el  ar- 
tículo 16  de  la  Constitución,  bajo  la  protección  de  la  ley  contra 
toda  injusta  agresión;  que  el  crimen  de  homicidio  está  previsto 
y  castigado  severamente  en  el  artículo  1^  sección  7*  libro.,  del 
código  penal,  como  el  mayor  que  se  puede  cometer  contra  la  in- 
violabilidad de  la  vida  humana;  advertirá  V.  E.  que  no  puede 
aubsiatir,  con  fuerza  obligatoria,  la  declaración  primera,  admitida 
por  el  Poder  Ejecutivo,  en  el  caso  de  la  tRondauini»,  que  es 
de  asesinato  del  extranjero  Matcarens,  y  cuyo  tenor  es: 

u  Las  autoridades  locales  no  son  competentes  para  conocer 
u  de  los  delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  mercan- 
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(f  tes  italianos,  entre  gentes  de  la  tripulación,   cuando  no  se  ha- 
a  ya  alterado  la  tranquilidad  del  puerto. » 

En  nuestra  legislación  no  están  clasificados  distintauíent© 
los  delitos  y  los  crímenes:  bajo  la  palabra  genérica  delüoSj  que  eí* 
©1  primero  de  los  delitos  contra  las  peisonas,  quedan  oxjrapreudi- 
dos  los  crímenes  de  toda  clase;  y  en  la  declaración  primera  se  in- 
cluye, además  de  todos  los  crímenes,  precisamente  el  crím,en  de 
asesinaio  sobre  seguro^  porque  á  ella  ha  dado  ocasión  el  asesinato 
de  Matcarens. 

Declarando  que  los  juecos  no  son  competentes  para  conocer 
de  dichos  delitos  y  crimines,  se  ha  dado  por  el  Poder  Ejecutivo 
una  ley  restrictiva  de  las  atribuciones  del  Poder  Judicial,  á  pe- 
sar de  que  la  potestad  de  dar,  interpretar  y  modificar  las  leyes, 
es  exclusiva  y  la  primera  del  Poder  Legislativo  (artículo  39  de 
la  Constitución). 

Sin  duda  que  se  agrava  este  inesi)erado  acontecimiento,  por  la 
circunstancia  de  referirse  al  monoscabo  de  la  soberanía  jurisdic- 
cional y  territorial  de  la  República,  y  á  la  relajación  do  la  garantía 
de  seguridad  pi^rsonal  dada  á  Irvs  extranjeros  que  se  hallen  bajo  la 
obediencia  y  protección  de  las  leyes  en  cualquier  punto  del  terri- 
torio nacional;  mas,  aparte  de  estas  graves  circunstancias,  la  de- 
claración primera  en  que  se  dispone  de  las  atribuciones  del  Po- 
der Judicial,  es,  de  un  lado,  apropiación  de  autoridad  exclusiva 
del  Poder  Legislativo,  y  es  además  absorbente  del  Poder  Judi- 
cial, cuya  jurisdicción  no  tiene  ya  por  límites  la  ley,  sino  una 
declaración  que  ha  creído  conveniente  hacer  el  Poder  Ejecu- 
tivo. 

La  citada  declaración  es,  pues,  contraria  á  la  independencia 
del  Poder  Judicial,  no  meramente  en  la  manera  de  aplicar  la 
ley  á  los  casos  particulares,  sino,  ^o  que  es  peor,  en  la  extensión 
de  la  jurisdicción  nacional  que  es  la  parte  esencial  de  la  sobera- 
nía peruana,  confiada  en  su  ejercicio  á  solo  el  Poder  Judicial,  se- 
gún los  artículos  3  y  43  de  la  Constitución. 

En  cuanto  á  la  inmediata  aplicación  que  de  la  declara- 
ción primera  se  ha  hecho  gubernativamente,  por  la  decla- 
ración tercera,  al  juicio  que  se  sigue  por  el  asesinato  de  Mat- 
carens, y  con  cuya  aplicación  se  ha  herido  la  jurisdicción 
en  todos  sus  grados,  pues  se  han  aniquilado  a  un  tiempo  todas 
las  instancias  y  recursos  ordinarios  y  extraordinarios;  resulta  un 
conflicto  acerca  de  la  autoridad  que  sea  competente  para  dar 
providencias,  autos  y  decisiones  definitivas  en  un  juicio  pen- 
diente ante  el  Poder  Judicial.  Este  conflicto,  si  por  desgracia 
subsistiese,  debería  ser  resuelto  por  el  Senado,  según  el  inciso  2^ 
artículo  66  de  la  Constitución. 
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Si  prevaleciese  la  declaración  primera,  como  regla  general, 
«n  que  el  Poder  Ejecutivo  determina  y  prescribe  cuáles  deban 
•er  las  atribuciones  del  Poder  Judicial,  se  comprometería  el  or- 
den y  la  in  lependencia  constitucional  de  este  Poder;  porque  sus 
atribuciones  solo  pueden  ser  ampliadas  ó  restringidas  por  la  ley 
que  sancione  el  Poder  Legislativo.  Sin  el  orden  y  la  independen- 
cia que  la  (^institución  ha  establecido  y  mantiene,  no  podría  el 
Poder  Judicial  desempeñar  recta  y  dignamente  las  augustas 
funciones  de  la  justicia. 

El  Fiscal  no  se  inquieta  del  éxito  que  tendrá  la  declaración 
segunda,  en  que  se  ofrece  á  las  demás  naciones,  á  título  de  re- 
ciprocidad, no  juzgar  en  el  Perú  los  crímenes  y  delitos  que  8% 
cometen  por  las  tripulaciones  en  los  buques  mercantes  extran]V 
ros,  mientras  no  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto.—- Pudo  es- 
tablecerse esta  regla  contra  el  principio  de  la  jurisdicción  terri- 
torial que  no  sufrió  detrimento  fuera  de  los  Estados  Berberiscos 
y  otros  como  ellos,  á  pesar  de  la  activa  solicitud  de  losCónsules 
fianceses  que  hacían  el  mismo  ofrecimiento,  con  igual  reciproci- 
dad, conforme  á  la  instrucción  22  de  sus  Ordenanzas  de  1833. 

Por  el  contrario,  el  principio  de  la  jurisdicción  territorial  en 
casos  do  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes 
extranjeros,  sostenidos  por  las  potencias  marítimas  de  Estados 
Unidos,  Inglaterra,  Rusia  y  el  Brasil,  ha  recibido  en  el  mismo 
imperio  francés  la  sanción  solemne  de  la  Corte  de  Casación  que, 
de  conformidad  con  el  Procurador  General  M.  Dupin,  y  con  el 
Consejero  Foucher,  ha  declarado,  en  la  sentencia  de  25  de  Fe- 
brero de  1859,  que  siendo  principio  universal  que  cuan  do  &• 
compromete  el  interés  del  Estado  donde  se  hallan  los  buques 
mercantes  extranjeros,  entonces  esté  ex  pedita  la  jurisdicción  te- 
rritorial; estaba  y  debía  estar  expedita  esta  jurisdicción,  cuan  do 
66  cometían  ci^meTies;  porque  el  crimen  es  por  sí  mismo  la  mcLS 
tnanifiesta  y  flagrante  violación  de  las  leyes  que  cadj  Edado  está 
encargado  de  hacer  respetar,  y  porque  la  gravedad  del  crimen  no 
permite  á  ninguna  nación  dqar  impune^  sin  aientaf  contra  sus  pro- 
pios derechos  de  soberanía. 

Si  V.  E.  se  digna  acceder  á  la  reconsideración  que  el  Fiscal 
pide  en  cumplimiento  de  su  deber,  quedarán  mas  afianzadas  la 
jurisdicción  nacional  y  la  independencia  del  Poder  Judicial. 

Lima,  á  15  de  Marzo  de  1869. 

Ureta« 


9 


—  66  — 

Lima,  Abril  8  de  1869. 

Vista  la  petición  del  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  en  la  que  80 
licita  lina  reconsideración  del  supremo  decreto  de  28  de  Febre- 
ro último;  (1)  vista  la  Convención  Consular  celebrada  con  el  Rei- 
no de  Italia;  (2)  y  teniendo  en  consideración:  que  por  ese  decreta 
se  ha  declarado  que  el  Gobierno  de  la  República  observará,  res- 
pecto de  los  buques  italianos  y  de  todos  los  buques  extranjeros,  la 
misma  conducta  que  los  demás  Gobiernos  observen  respecto  de 
los  buques  peruanos:  que  el  Gobierno  debe  respetar  el  principio 
de  la  reciprocidad  con  las  demás  Naciones,  porque  sin  él  desa- 
parecerían las  garantías  de  los  nacionales  y  de  los  extranjeros, 
ios  derechos  del  Gobierno  y  su  buena  inteligencia  con  las  Nacio- 
nes que  mantienen  relaciones  con  el  Perú:  que,  ademas,  en  el 
caso  del  «  Kmilio  Rondanini  »,  que  ha  motivado,  principalmente, 
la  reconsiíleración  pedida  por  el  Fiscal,  el  Gobierno  ha  procedi- 
do en  cumplimiento  de  un  Tratado,  que  es  ley  de  la  República, 
para  cuya  observancia  está  empeñado  el  honor  nacional;  y  en 
conformidad  con  los  principios  y  usos  internacionales; — declára- 
se sin  lugar  la  reconsideración  pedida  por  el  Fiscal  de  la  Corte 
Suprema  del  citado  decreto  de  28  de  Febrero. 

Comuniqúese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. — Barrenechba. 


EXPOSICIÓN  DEL   AGENTE  DIPLOMÁTICO  PERUANO  QUE  CELEBBÓ 

LA  CONVENCIÓN  CONSULAR  CON  ITALIA. 

I 

La  rebelión  de  los  marineros  ^e\  borgantin  italiano  «r  Emilio 
Rondanini »  ocasionó  la  muerte  de  uno  de  ellos  y  las  heridas  dt 
otros:  el  capitán  de  las  Islas  de  Chincha  tomó  preso  átres  mari- 
geros  y  los  sometió  á  la  autoridad  judicial. 

El  honorable  señor  Garrou,  Encargarlo  de  Negocios  y  C<msul 
deneral  de  Italia,  interpuso  una  reclamación  ante  el  Ministerio 
ne  Relaciones  Exteriores  á  fin  de  que  los  presos  fuesen  conduci- 
dos al  Callao  y  puestos  á  disposición  del  vice-cónsul  italiano  en 
•se  puerto.  {Despacho  oficial  de  fecha  8  de  Noviembre  de  1868.)  (3) 

El  mismo  señor  Garrón  ocurrió  nuevamente  al  Ministerio  pc- 
uano,  dando  parte  de  que  el  buque  Rondanini  habia  partido  pa- 

[  1  ]  Página,  42 

(2)  I'ágina.  1 

[3)  Página  19 
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ra  811  destino,  6. insistiendo  en  su  anterior   reclamación   respecto 
á  los  marineros  enjuiciados.    (Despacho  oficial  de  ^3  de  Novlembn 

de  1868.)  (1) 

El  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  tuvo  á  bien  oir  al  se- 
ñor Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  quien  expidió  su  vista  de  22 
de  Enero  último,  (2)  combatiendo  la  reclamación  del  señor  Garrou 
y  sosteniendo  la  jurisdición  nacional. 

El  señor  Dr.  Barrencchea,  actual  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, presentó  entonces  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
una  exposición  con  el  objeto  de  refutar  la  vista  del  señor  Fiscal 
Ureta  y  pedir  la  aceptación  de  las  simientes  conclusiones; 

Primera:  «Que  conforme  al  artículo  17  de  la  Convención,  vi- 

-  c  gente  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  locales  no  son  com- 

«  petentes  para  conocer  de  los  delitos  que  tengan  lugar  á   bordor 

«  de  los  buques  mercantes  italianos  entre  gentes  de  la  tripula- 

«ción,  cuando  no  se  haya  alterado  la  tranquilidad  del    puerto.» 

Segunda:  «Que  el  mismo  principio  debe  seguirse  con  I03  de- 
«más  buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  naciones  á 
•  que  pertenezcan  lo  observen  con  el  Perú:»  y 

Tercera:  «Que  en  el  caso  de  la  barca  italiana  «Emilio  Rónda- 
le nini,»  tratándose  de  hechos  ocurridos  exclueivamente  entre  gen- 
ir  tes  de  la  tripulación  y  no  habiéndose  alterado  la  tranquilidad 
«  del  puerto,  las  autoridades  nacionales  no  son  competentes  para 
«conocer  de  él;  y  por  consiguiente  que  los  presos  deben  ser 
M  puestos  á  diaposición  del  Consulado  General  de  S.  M.  el  Rey  dt 
0  Italia  —-  (23  de  Febrero  de  1 868.) 

S.  E.  el  Presidente,  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, expidió  la  resulución  suprema  de  fecha  28  de  Febrero  pró- 
ximo pasado,  aceptando  dichas  conclusiones.  (3) 

Ahora  bien:  como  esta  resolución  es  de  gravísimos  y  trascen 
dentales  resultados,  no  solo  por  lo  que  hace  á  nuestra  legislació- 
penal,  sino  también  por  las  relaciones  internacionales  de  la  Ele- 
pública;  como  el  Gobierno  se  funda  en  el  supuesto  de  que  dicha 
resolución  es  conforme  con  el  sentido  y  letra  textual  de  la  Con- 
vención consular,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  y,  por  último, 
como  de  un  modo  privado,  y  aun  por  la  prensa,  se  me  ha  pedido 
que  exponga  cuál  es  mi  juicio,  por  haber  sido  el  agente  que  ce- 
lebró ilicha  convención;  temo  que  mi  silencio  dé  lugar  á  creer 
que  las  ideas  vertidas  en  la  exposición  del  señor  Barrenechea 
•on  conformes  con  las  mias,  ó  que,  disintiendo  siquiera,  de  algu- 

(1)  Página  25 
(2]  Página  26 
[3]  Página  39 
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nos  de  los  principios  expuestos,  me  callo,  á  pesar  de  tratarse  so- 
bre asuntos  de  gran  interés  nacional. 

Estas  consideraciones  y  el  convencimiento  que  tengo  del  pa- 
triotismo, luces  y  esclarecido  criterio  de  los  miembros  del  Gabi- 
nete, á  quienes  sinceramente  estimo  y  resp)eto,  me  obligan  á  rom- 
per el  silencio  y  manifestar  lo  que  pienso  en  el  particular. 

A  mi  modo  de  ver,  se  ha  resuelto  una  cuestión  compleja;  6 
mejor  dicho,  se  han  contundido  equivocadamente  diversas  y  de- 
licadísimas cuestiones  de  derecho  inlernacionál  moderno:  1* 
¿  Hay  unidad  de  principios  en  todas  las  naciones  respecto  al  de- 
recho marítimo?  2*  ¿El  derecho  convencional  ó  la  convención 
peruano-i táh'ca,  en  nuestro  caso,  concede  á  los  agentes  consula- 
res facultades  administrativas,  de  mera  inspección,  policía  y  dis- 
ciplina interior  de  los  btiques  mercantes;  ó  les  confiere  también 
jurisdicción  criminal?  3*  ¿  Los  buques  mercantes  gozan  del  pri- 
vilegio de  exterritorialidad  y  en  qué  sentido  y  circunstancias? 
4*  ¿  La  justicia  penal,  derecho  inmanente  de  los  Elstados  recono- 
cidos, permite  someter  el  extranjero  culpado  á  la  jurisdición  de 
los  tribunales  de  su  país,  aun  cuando  el  delito  se  hubiese  come- 
tido en  territorio  extraño?  5*. ¿La  jurisdicción  nacional,  según 
estos  princi|)ios,  se  extiende  á  los  reos  del  delito  perpetrado  á 
bordo  del  Rondanini,  estando  dichos  reos  comprendidos  en  el 
rol  de  la  tripulación? 

Con  estas  y  otras  cuestiones  se  toca  más  6  menos  directamente 
la  resolución  suprema  de  28  de  Febrero;  pero  al  ocuparme  d% 
ella  me  concretaré  solamente  á  lo  que  'iga  en  relación  con  el 
tratado  consular  de  que  fui  negociador  en  Italia. 

En  el  mes  de  Abril  de  1858  fué  ajustada  en  Lima  una  Conven- 
ción Consular  con  el  antiguo  reino  de  Cerdeña;  (1)  pero  no  llegó 
á  tener  efecto,  porque  no  fué  aprobada  por  el  Gabinete  doTurin: 
más  tarde,  en  Enero  de  1863,  me  autorizó  el  Gobierno  del  Ge- 
neral San  Román,  para  que  celebrase  una  nueva  Convención 
con  el  Reino  italiano  que  acababa  de  ser  reconocido  por  el  Perú. 

De  acuerdo  con  el  caballero  Negri,  Plenipotenciario  por  part# 
de  Italia,  me  encargué  de  formular  el  proyecto.  Deseando,  pues^ 
llenar  debidamente  mis  instrucciones,  y  teniendo  presente  qu# 
von  frecuencia  nombramos  Cónsules  á  personas  extranjeras,  mu- 
chas veces  incompetentes  por  carecer  de  conocimientos  especia- 
les para  el  ejercicio  de  tan  delicado  cargo,  me  propuse  formar 
una  convención  detallada,  cuidando  de  la  claridad  y  precisión 
del  lenguaje  para  evitar  interpretaciones  equivocadas. 

Y  como  el  señor  Ministro  Paz-Soldán,  que  extendió  los  plenoi 
poderes,  no  me  había  hecho  indicación    alguna  respecto  á  la  le- 


(1)  Véase  esa  Oonvendón  en  el  tomo  III. 
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gislación  francesa,  6  á  la  de  cualquier  otro  Estado,  adopté  natu- 
ralmente los  principios,  usos  y  costumbres  de  las  naciones  ade- 
lantadas, conforme  al  derecho  internacional  moderno:  ellos  rae 
sirvieron  para  determinar  las  multiplicadas  atribuciones  de  los 
agentes  consulares. 

Desde  luego,  por  absolutos  que  sean  los  principios  de  la  cien* 
cia  política  y  administrativa,  se  prestan  á  diversas  modificacio- 
nes cuando  se  trata  de  su  aplicación  inmediata;  por  esto  hay  ne* 
cesidad  de  atenerse,  en  muchos  casos,  á  las  convenciones  ó  trata- 
dos especiales,  6  á  las  prácticas  generalmente  reconocidas. 

No  todas  las  naciones  conceden  á  los  Cónsules  la  misma  auto- 
ridad en  el  ejercicio  de  su  cargo:  unas  la  limitan  á  funciones 
administrativas,  municipales,  de  estado  civil,  inspección  ó  mera 
policía;  y  otras  la  extienden  también  á  la  jurisdicción  civil  • 
comercial  y  policía  correccional. 

En  las  cosüís  de  África,  en  las  escalas  de  Oriente,  en  la  China 
ó  en  todos  los  Estados  asiáticos,  los  Cónsules  europeos  ejercen 
jurisdicción  civil  y  criminal  sobre  los  marinos  y  comerciantes 
de  su  país  y  sobre  los  natumles  del  lugar.  (Heffter,  Droit  interna- 
íional.  Lib  S,pág,  4^6. — Charles  Martena^  Guide  diplowatique^ 
Tom.  /,  pág.  Sil.) 

La  Turquía,  á  quien  se  ha  impuesto  también  el  tratado  d« 
excepción  jurisdiccional,  ha  reclamado  constantemente  como 
aquellas  naciones,  pero  sin  resultado  favorable. 

Así,  los  Cónsules  acreditados  en  Levante,  gozan  de  las  mis- 
mas prerrogativas  y  exenciones  que  los  Ministros  diplomáticos, 
y  no  existe  bajo  este  aspecto  la  menor  diferencia  entre  ellos. — 
(  Valíais  Ouide  dea  consulala,  Lib,  1.  pág,  8.  Moreuil  DiL  deschan  - 
cellerieé,  pág  350.) 

Pero  tratándose  de  los  Estados  europeos  y  americanos,  ó,  me* 
jor  dicho,  de  las  naciones  cristianas,  donde  no  hay  temor  de  qu« 
el  fanatismo  y  las  prevenciones  religiosas  influyan  fatalmente  en 
el  ánimo  de  las  autoridades  locales,  el  derecho  internacional  es 
algo  más  uniforme  y  la  jurisdicción  de  los  Cónsules  menos  am- 
plia. 

En  Europa  y  América  no  gDzan  los  Cónsules  de  los  mismos 
privilegios  que  los  verdaderos  Agentes  Diplomáticos,  no  tienen 
carácter  representativo,  y  mucho  menos  ejercen  jurisdicción  cri- 
minal. 

tLos  Gobiernos  que  en  pequeño  número,  dice  Carlos  Martens, 
conceden  á  sus  Cónsules  jurisdicción  criminal  por  delitos  come- 
tidos abordo  de  navios  nacionales  entre  los  individuos  de  la 
irípulación,  limitan  este  poder  á  la  jurisdixicibn  correccional^  y 
todavía  cuando  las  penas  según  sus  respectivas  leyes  no  soa 
aflictivas. — {Ouide  diplomatiqué.   Lib.  1,  pág.  244.) 


—  TO- 
NO menos  explícitos  son  los  demás  publicistas  al  hablar  de  l:i« 
atribuciones  judiciales  de  los  Cónsules.  Steck  Essai,  pág.  58.  dice 
que  los  acreditados  en  Europa  no  tienen  comunmente  sino  ju- 
risdicción voluntaria  sobre  sus  nacionales,  y  simple  arbitraje  en 
los  negocios  litigiosos. 

Jorge  Martens.  y  Pinheiro,  al  repetir  la  aseveración  de  Steck, 
agregan  que  si  los  Cónsules  gozan  de  jurisdicci6n  contenciosa^ 
está  limitada  á  los  negocios  de  comercio  entre  los  nacionales.  — 
{Droit  des  6ens  modeme  livre  4  chap,  3,  p,  388.) 

Los  Omsules  extranjeros  en  Francia^  dice  Moreuil,  tienen  un 
derecho  de  jurisdicción  6  policía  en  cuanto  á  los  delitos  que  se 
•ometen  entre  gentes  de  mar  extranjem  á  bordo  de  sus  buques, 
(iírój  du  conseil  d^Etat  du  $8  Oetobtp  et  ^0  Novembre  1806. — 
DicL'des  chancelleries,  p.  352.) 

Este  escritor  es  contemporáneo,  y  pubíicó  su  obra  en  París  el 
afio  de  1855,  dedicándola  al  conde  Lesseps,  Ministro  Plenipo- 
tenciario y  Director  de  Consulados  en  el  Ministerio  de  Negocio» 
Extranjeros  de  Francia. 

No  hay  duda,  pues,  de  que  aún  cuando  se  cometan  delitos  á 
bordo  de  los  buques  mercantes,  entre  individuos  de  la  tripula- 
ción, los  Cónsules  extranjeros  en  Francia  sólo  tienen  derecho  d^ 
mera  policía,  y  de  ningún  modo  jurisdicción  criminal. 

El  barón  de  Cussy,  Sub-director  en  el  Miuisterio  de  Negocios 
Extranjeros  y  Cónsul  General  de  1*  ^lase,  asienta  que  los  Cón- 
sules franceses  en  países  extranjeros  gozan  del  derecho  de  polhia 
é  inspección  sobre  los  buques  mercantes. — (Did,  du  diplomaie  et^ 
iu  cónsul  {Afanuel  Lexique)  p.  488.) 

Por  todo  lo  expuesto  se  vé,  que  las  naciones  convienen  en  un 
punto  de  derecho  consular;  esto  es,  en  cuanto  á  las  funciones 
administrativas  en  sus  relaciones  con  la  marina  mercante  y  mi* 
litar. 

Pero  la  inspección  6  vigilancia,  la  policía  correccional  y  la 
acción  económica  de  los  Cónsules,  se  refieren  al  orden  interior 
de  los  buques  mercantes,  y  en  este  sentido  está  concebido  el  ar- 
tículo 17  de  la  Convención  Consular  entre  el  Perú  é  Italia. 

ARTICULO   17. 

tEn  todo  lo  que  concierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á  la  car- 
ga y  descarga  de  los  buques  y  á  la  conducción  y  seguridad  dt 
las  mercaderías  ó  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  ó.rt- 
glamentos  U  rritoriales. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegadoi 
4  Agentes  Consulares,  conocerán  exclusivamente  del  orden  ó  po- 
licía interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  respectivas  nací'»' 
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Mes,  y  resolverán  las  controvei-sias  ó  diferencias  existentes  entre 
ios  capitanes,  oficiales  y  marineros,  especialmente  cuando  se  re- 
fieren á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques  desórdenes  que  per- 
iurbftu  la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el  puer- 
to: intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aquellas 
disensiones  alguna  persona  del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á  la 
tripulación. 

En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán 
A  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Conf?ulares,  si  éstos  la  re- 
quieren, para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier 
individuo  perteneciente  á  la  tripulación.» 

Tal  es  el  tenor  literal  del  artículo  17;  pero  en  la  exposición 
del  señor  Ministro  Barrei^chea,  se  han  omitido  el  primero  y  se- 
gundo acápi'CS,  referentes  al  principio  general  que  determina 
la  acción  de  los  Cónsules,  haciéndose  mérito  solamente  de  los 
dos  últimos  acápites  que  motivan  la  intervención  de  la  autori- 
dad local. — De  este  modo  las  palabras  aisladas  expresan  un  sen- 
tido absoluto,  mientras  que  si  hubiesen  sido  tomadas  en  conjun- 
to con  loa  acápites  omitidos,  manifestarían  su  acepción  relativa 
al  principio  supradicho. 

No  se  han  observado,  pues,  las  reglas  de  la  interpretación  her- 
menéutica. 

Para  comprobar  lo  que  llevo  dicho,  bastará  un  ligero  análi- 
sis del  referido  artículo. 

El  primer  inciso  establece,  en  principio,  que  la  policía  de  los 
puertos,  la  carga,  descarga,  conducción  y  seguridad  de  ella,  co- 
rresponde 4  la  autoridad  del  país.  En  este  principio  convienen 
unánimemente  los  publicistas,  de  acuerdo  con  la  práctica  de  to- 
das  las  naciones. 

El  segundo  inciso  prescribe  que  los  Cónsules  conozcan  exclu- 
aivameute  del  orden  6  policía  interior  de  los  buques  mercantes: 
y  para  complemento  del  período,  se  agrega — y  resolverán  lai 
gcñiiraverdaa  ó  diferencias  existentes  entre  el  Capitán,  Oficiales  y 
marineros,  especialmente  cuando  se  refieren  á  sus  contratos  4 
pagos  de  sueldos. 

Diferencia  significa  controversia,  contrariedad  ú  oposición  d% 
algunas  personas  entre  sí;  y  las  contrariedades  ú  oposición  de  loi 
hombres  no  son  delitos. 

El  tercer  inciso  declara  que  las  autoridades  locales  no  pueden 
intervenir  (en  el  orden  ó  policía  interior  de  los  buques^  en  laa  dift- 
renciah  6  controversias  del  capitán  o  maiinei'os)  á  menos  que  ocu- 
rran á  bordo  desórdenes  que  perturben  la  tranquilidad  ú   orden 
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páblico.  Esto  no  quiere  decir  que  las  autoridades  locales  que- 
den inhibidas  del  conocimiento  de  los  delitos  ó  crímenes,  sino 
que  aún  tratándose  de  la  facultad  exclusiva  de  los  Cónsules  en 
•  los  casos  yidicados,  el  poder  territorial  puede  ingerirse  si  se  per- 
turba la  tranquilidad  ó  el  orden  público. 

£1  cuarto  y  último  inciso  previene  que  en  los  demás  casos 
{$8  decir,  fuera  del  de  la  perturbacióyi  del  orden,  en  loh  de  polícia, 
oontratos^  deealarioBy  diferencias,  cmitroveraiae,  que  son  de  los  quen 
iraia),  las  autoridades  del  país  se  limitiirán  á  auxiliar  álos  agen- 
tes, si  estos  las  requieren  para  detener  ó  encarcelar  á  cualquier 
individuo  de  la  tripulación. 

Si  se  hubiese  querido  aludir  únicamente  á  la  aprehensión  del 
individuo  del  buque,  no  se  habría  dicho  en  los  demás  casos,  sino 
#71  el  caso,  en  caso  que — 

Si  se  hubiese  querido  limitar  absolutamente  la  intervención 
del  poder  local  en  otros  casos,  fuera  denlos  expresados,  no  habría 
habido  necesidad  de  establecer  por  un  artículo  diverso  (el  8?) 
que  las  autoridades  del  país  deberán  prestar  asilencia  y  auxilio  á 
los  Cónsules  para  la  aprehensión  y  custodia  de  los  desertores  en 
cárceles  ó  pontones. 

Así,  pues,  no  sólo  no  tuvimos  intención,  al  redactar  todo  est« 
artículo,  de  comprender  los  delitos  ó  crímenes  que  pudieran  co- 
meterse á  bordo  de  buques  mercantes,  #ino  que  discutimos  con 
el  Plenipotenciario  italiano,  la  acepción  propia  y  genuina  de  las 
palabras  que  empleábamos,  para  que  no  se  confundiese  la  ae- 
eión  administrativa  ó  de  policía  correccional,  con  la  jurisdicción 
del  país  sobre  delitos  ó  crímenes. 

En  el  texto  general  de  la  (bnvención  han  sido  de  tal  modo  es- 
,  pecificadas  las  atribuciones  consulares,  que  peca  por  reglamen- 
taria. Más,  si  á  pesar  de  lo  expuesto,  se  pretendiese  todavía 
dar  al  artículo  17  un  sentido  que  no  tiene,  invocaré  el  testimo« 
nio  irrecusable  del  mismo  Gobierno  de  Italia:  esto  á  lo  menos 
probará  la  palpable  equivocación  (*n  que  han  incurrido  el  Gabi- 
nete Peruano  y  el  señor  Garrou. 

Cuando  el  Gobierno  Sardo  no  aceptó  la  Convención  Consular 
ajustada  en  Lima  en  Abril  de  1858,  el  Conde  de  Cavour  presen- 
tó un  nuevo  proyecto,  que,  aunque  no  llegó  á  ser  ley  en  ambot 
Estados,  fué,  sin  embargo  aprobado  por  el  Gobierno  del  Perú. 

Hago  mención  de  este  proyecto  en  cuanto  manifiesta  la  doc- 
trina del  Gabinete  italiano. 

El  artículo  9?  de  dicho  proyecto  dice  terminantemente,  que 
el  orden  interno  de  los  buques  mercantes  y  el  arreglo  de  tas 
tuesiiones  entre  el  Capitán  y  loe  maríneroe,  acerca  de  sus  contra- 
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tas  y  pago  de  salarios,  serán  de  la  competencia  de  los  Oónsur 
les. 

«  Ma  r  ordiiie  interno  dei  bastimenti  mercahtili  e  Cansesta- 
*  tameiito  delle  curstioni  insorte  fra  il  capitano  ed  i  marinai  eirca 
« i  contratti  d'arruolamento  od  il  pagamento  di  salari  sará  di  com- 
•r  petenza  dil  Consoli  re3l)pttíyi.  » 

Se  trata,  pues,  de  cuestiones  ó  debates  y  no. de  delitos. 

El  artículo  9?  de  la  Convención  Consular  de  fecha  14  de  Abril 
de  1856,  vigent.e  entre  Italia  y  España,  prescribe  que  los  Cónsu- 
les conozcan  de  las  disensiones  que  por  cualquier  motivo  (»curran 
entre  el  capitán,  oficiales  y  marineros. 

La  palabra  disensiones,  significa  también  como  las  controver- 
sias y  diferencias,  oposición  ó  contrariedad  de  varios  sujetos  en  los 
pareceres:  contienda ^  riña  6  alteración.  (Dice,  de  la  Academia  10. 
Edic.) 

Y  para  que  se  vea  que  cuando  se  prohibe  la  intervención  de 
las  autoridades  locales,  solamente  se  trata  de  disensiones  ó  actos 
que  se  refieien  á  disciplina  interior  ile  los  buques,  contratos  ó  pa- 
go de  salarlos,  copio  á  continuación  el  artículo  íntegro  del  texto 
italiano. 

ARTÍCULO   9? 

Tiitto  ció  che  conc^^ie  la  polizia  di  porti,  il  caricameuto  e  lo 
scaricamento  delle  navi,  la  sicurezza  delle  merci  beni  est  eífetti 
sará  regolato  secondo  le  leggi,  gli  statuti  ed  i  regolamenti  del 
paese.  Pero  i  Consoli  ed  Agenti  consolari  rispettivi  saranno  es- 
clusivamente  incaricati  dell'  ordine  interno  á  bordo  delle  navi 
mercantili  di  loro  nazione,  conoaceranno  soli  delle  dissensioni  che 
insorgesseio  tra  il  capitano,  gli  oficiali  dell  equipaggii  ed  i  niá- 
rinai,  per  qrialsivoglia  motivo,  é  specialmente  in  quanto  cotíceme 
il  soldó  ed  il  compimento  degli  accordi  contratti  mutuamente. 

Le  autoritá  locali  potranno  intervenire  quanto  i  disordini 
occorsi  siano  di  nature  a  turbare  la  tranquillitá  e  V  ordine  pu- 
bblico  a  ierra  onel  porto;  e  potranno  paHmeiüe  conoscere  di  TAIjJ 
dissensioni,  (diferencias,  controversias)  quando  una  persona  del 
p^ese  o  straniera  delP  equipaggio  vi  fosse  implicata. 

«  In  tutti  gli  altri  casi  le  autoritá  predette  si  limiteranno  a 
o  prestar  eíficace  aiuto  agli  Agenti  Consulari  quando  ne  siano  da 
a  eesirichieste  per  far  arrestare  ed  incarcelare  quelli  fra  gli  indi- 
«  vidui  deír  equipaggio  ch'  essiper  qualsiasi  motivo  gundica&se- 
«r  ro  conveniente.  * 

Esta  convención  fué  ajustada  entre  el  reino  de  Cerdeña   y  Es- 
paña, más  de  seis  años  antes  que  el  Gobierno  italiano  celebrara 
la  que  existe  vigente  entre  Italia  y  Francia. 
10 
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No  podría,  pues,  aceptar  la  primera  de  las  doctrinas  de  la  se- 
gunda, como  se  ha  dicho,  sino  al  contrario.  El  C>onde  Cavour, 
que  intervino  como  Plenipotenciario  en  el  tratado  con  España, 
ordrnó  al  Ministro  Nigra  que  observase  en  Paris  el  mismo  mo- 
delo: por  esto  se  vé  idéntica  redacción  en  los  artículos  referentes 
á  facultades  consulares. 

No  podía  tampoco  el  Gobierno  italiano  profesar  principios 
opuestos,  reconociendo,  por  una  parte,  la  exterritorialidad  de  los 
buques  mercantes,  y  por  otra  no:  precisamente  coa  el  interés  de 
llevar  adelante  la  unidad  itálica,  ha  tratado  también  de  unifi- 
car su  legislación  interna  y  externa. 

El  artículo  13  de  dicha  Convención  consular  de  26  de  Junio 
do  1862,  celebrada  entre  Italia  y  Francia,  dispone  igualmente 
que  los  Cónsules  arreglen  «  las  disputas  ó  debates  *  (contesta- 
tions)  de  «malquiera  naturaleza  que  sobrevengan  entre  el  capi- 
tán, oficiales  y  marineros  &, 

Y  en  cuanto  á  la  intervención  de  las  autoridades  locales,  es 
muy  explícito  dicho  artículo;  porque  después  de  precisar  los  dos 
casos  en  que  pueden  ingerirse,  declara  que  *'en  los  otros  (esto  es, 
en  los  referentes  á  disputas,  riñas  ó  debates  en  que  no  deben  en- 
trometerse») se  limitarán  á  prestar  su  apoyo  para  detener  ó  apre- 
sar á  los  individuos  de  la  tripulación  siempre  que  los  Cónsules 
las  requieran: — 

Hé  aquí  el  texto  completo. 

ARTICULO  13 

tf  En  tout  ce  qui  concerne  la  pólice  des  Ports,  le  chargement 
«  et  le  déchargement  des  na  vires,  et  la  su  reté  des  marchandises, 
« biens  et  efifets,  on  ohservera  les  lois,  ordonannces  et  reglemenie 
« du  pays. 

tí  Les  Consuls  Généraux,  Consuls  et  Vice-Consuls  ou  Agents 
«  consulaires  séront  charg^  exclusivement  du  maitien  de  V  ordre 
« intérieur  a  bord  des  navires  marchands  de  leur  nation;  ils  re- 
tí gleront  euxmémes  "les  contestations  de  ton  te  nature"  qui  se- 
lí  raient  survenue  entre  le  capitaine,  les  oflSciers  du  uavire  et  los 
tr  matelots,  et  spécialment  celles  retives  á  la  soldé  et  á  V  acom- 
u  plissements  des  engageraents  réciproquement  contractés.» 

«  Les  autorités  locales  ne  purront  intervenir  que  lors  que  lors 
<í  que  les  "désordes"  survenus  á  bord  des  navires  séraieñt  de  na- 
«ture  á  troubler  la  tranquillité  et  V  ordn  public,  á  terre  ou  dañe 
a  le  port,  ou  quan  une  personne  du  pays,  ou  nedaisant  partie  d« 
u  l'equipage,  s'y  trouvera  mélée.» 

<c  Dans  iouU  le§  avirea  eoa,  les  autoritées  précitfees  se  borneront  a 
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o  prétertout  appui  au  Consuls  et  Vice-Consuls  ou  Agente  Conau- 
«f  laires  si  ellesen  sont  requises  par  eux,  pour  faire  arréter  et  con- 
«duire  en  prison  tout  individn  inscrit  sur  le  role  de  Tequipafije 
«chaqué  fois  que,  pour  un  motif  quelconque,  les  dicts  Agente  le 
»f juigreront  convenable.» 

Me  hallaba  precisamente  en  Italia  cuando  fué  celebrada  otra 
Convención  consular  entre  el  Gobierno  de  Turin  y  el  Imperio 
dftl  Rr«RÍl:  ni^nto  no  tener  á  la  mano  dicho  tratado;  pero  si  mi 
memoria  no  me  engaña,  see-tablece  en  61  expresamente  que  los 
delitos  y  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes, 
surtos  en  los  puertos  6  mares  de  los  respectivos  Estados,  serán 
justiciables  por  las  autoridades  territoriales. 

El  honorable  señor  Garrou  es  un  funcionario  probo,  inteligen- 
te é  ilustrado:  como  Cónsul  General  y  Encargado  de  Negocia^ 
de  Italia  debe  conocer  los  tratados  y  convenciones  especiales  de 
su  patria  y  de  su  mismo  gobierno.  Ape^o,  pues,  á  la  lealtad  del 
caballero  Garrou  para  que  declare  sí  es  verdad  que  existe  tal 
disposición  en  la  Convención  consular  ajustada  con  el  Brasil,  y, 
en  este  caso,  el  gabinete  peruano  no  podrá  menos  de  reconocer 
8u  error,  atribuyendo  á  nuestro  tratado  con  Italia  un  sentido  con- 
trario á  los  principios  que  ella  profesa. 

El  Reglamento  oficial  del  Brasil  (1838)  dice  en  el  artículo  11' 
que  si  un  marino  ú  otro  individuo,  embarcado  en  un  buque  mer* 
cante  brasilero,  cometiese  el  delito  de  irmirreccidn^  homicidio* 
asesinatt)  ú  otro  semejante,  y  el  capitán  le  hubiese  arrestado  (en 
alta  mar)  tomarán  los  Cónsules  conocimiento  del  hecho  solo 
para  retener  á  los  culpados  á  bordo  y  hacerles  partir  con  el  su- 
mario instruido  por  el  primer  buque  que  vaya  al  Brasil.  En  ca- 
so que  el  buque  en  que  esté  preso  el  reo  tenga  que  darse  á  la  vela 
con  otro  destino  y  no  hubiese  navio  brasilero  en  el  puerto,  los 
Cónsules  pedirán  á  las  autoridades  locales  el  permiso  de  tener  al 
culpado  en  prisión  hasta  que  se  presente  buque. 

c  Pero  en  caso  que  esos  delitos  hubiesen  sido  cometidos  á  bordo  de 
«  los  buques  después  de  su  entrada  en  un  pverto  extranjero^  no  se 
^ingerirán  los  cónsules  DE  NINGUNA  MANERA,  dejando  á  las 
9  partes  que  se  entiendan  ante  los  tribunales  del  país,» 

Esta  es  la  doctrina  corriente  cuando  no  hay  un  tratado  ó  eon- 
Tenio  especial  que  la  modifiqve  expresa  y  terminantemente. 

La  Convención  Consular  celebrada  entre  Francia  y  Estado» 
Unidos  de  América,  el  12  de  Agosto  de  1853,  contiene  igualmen- 
tíe,  en  el  artículo  8?,  la  misma  doctrina  italiana  y  está  redactado 
«86  artículo  en  términos  casi  idénticos  á  los  del  13*  de  la  Coo- 
T^nción  franco-italiana  que  acabo  de  exponer. 
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El  señor  ministro  Barrenechea  toma  solo  una  parte  de  dicho 
articulo,  la  que  textualmente  es  como  sigue: 

«  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  ó  Agentes 
consulares  respectivos  estarán  exclusivamente  encargados  del  or- 
den interior  á  bordo  de  los  buques  mercantes  de  su  nación  y  ellos 
solo  conocerán  de  todas  lus  diferencias  xine  se  susciten  en  el  mar 
6  en  los  puertos  entre  el  capitán,  oficiales  y  los  hombres  inscri- 
tos en  el  rol  de  la  tripulación,  sin  pxcepci6n.» 

Comparado  este  artículo  con  el  de  la  Convención  franco-ita- 
liana, las  palabras  sin  ex  epelAn,  están  demás:  el  señor  Barrene- 
chea lis  ha  testado  creyendo  que  se  refieren  á  las  diferencias 
entre  el  capitán  y  li»s  empleados  del  buque  ó  á  las  facultades 
amplias  de  los  Cónsules.  Sobre  esto  hay  que  observar:  1?  que  el 
vocablo  diferencias  (difference  unlikenes,  discrepancy)  no  com- 
prende los  delitos  ó  crímenes,  que  es  de  lo  que  se  trata;  2°  que 
según  la  construcción  gramatical  del  período  citado,  las  palabras 
sin  ezcepdon,  no  pueden  referirse  á  diferencias  ó  facultades  con- 
sulares, sino  á  los  hombres  inscritos  en  el  rol  de  la  tripulación 

Y,  en  efecto,  puede  acontecer  que  los  individuos  de  la  tripu- 
lación pertenezcan  á  diversas  naciones,  y  como  la  autoridad  con- 
sular se  ejerce  solo  sobre  los  nacionales,  es  conveniente  eli!ninar 
los  embarazos  del  capitán  ó  del  cónsul,  resolviendo  á  prlori  la 
cuestión  de  derecho  marítimo  sobre  la  nacionalidad  del  buque 
por  bandera,  y  no  por  la  de  los  marineros  inscritos  en  el  rol  de  tri- 
pulación. 

Los  motines  de  los  marineros  contra  su  capitán,  su  resistimiento 
á  continuar  el  viaje,  ó  la  deserción,  pueden  causar  considf^rables 
daños  al  comercio,  y  por  el  interés  recíproco  de  los  EJstados,  no  se 
hace  distinción  de  nacionalidades  entre  los  marineros  de  un  bu- 
que. Por  el  hecho  de  haberse  contratado  para  el  servicio  de  navio, 
te  presume  que  se  han  sometido  al  capitán,  y  de  esta  presunción 
se  deduce  que  se  reconozca  al  Cónsul  de  la  nación  do  dicho  ca- 
pitán en  todo  lo  que  diga  relación  al  viaje  emprendido  {Pardes9f^is 
—  Avis  du  cons.  d'  Etat  20  nov,  1806  citado  par  Gassy — Manueí 
Lexique.  Du  diplómate  et  du  cónsul,  pag,  4^9,) 

La  opinión  de  los  Estados  Unidos  acerca  clel  auxilio  que  deben 
prestar  las  autoridades  locales  para  el  arresto,  detención  y  cus- 
todia de  los  desertores  de  los  buques  de  guerra  ó  mercantes,  está 
expresada  en  el  artículo  37  del  tratado  que  celebró  con  el  Pera 
en  26  de  Julio  de  1851.  En  dicho  articulóse  previene  que  cuando 
los  desertores  reclamados  pertenezcan  á  un  buque  mercante,  se 
dirijan  los  Cónsules  por  escrito  á  la  autoridad  competente,  ma- 
nifestando el  rol  de  la  tripulación  ú  otroa.^ocumentos   públicoe; 
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y  que  cuando  los  desertores  pertenezcan  á  un  buque  de  guerra, 
baste  la  palabra  do  honor  del  comandante. 

En  todo  el  texto  del  tratado  no  hay  una  sola  palabra  sobre 
delitos,  y,  por  el  contrario,  cuando  las  convenciones  modernas 
liablan  del  auxilio  de  las  autoridades  territoriales  sin  darles  fa- 
facultad  de  examinad  ó  decidir  acerca  de  la  condición  marí- 
tima del  perseguido;  cuando  basta  el  simple  requerimiento  del 
cónsul  para  que  ordenen  la  detención  ó  prisión  del  culpado,  los 
Estallos  Unidos  se  refieren  únicamente  á  desertores  y  noá  reos 
de  delitos,  é  imponen  á  sus  agentes  consulares  la  obligación  de 
justificar  su  pedido  con  documentos,  reconociendo  así  la  auto- 
ridad del  poder  local. 

Mas  adelante  hablaremos  de  la  legislación  de  Estados  Unidos 
respecto  á  ía  terriiorialiddd  de  los  buques  mercantes. 

Sería,  pues,  muy  extraño  que  tratándose  de  convenciones  con- 
sulares, loe  gobiernos  de  Francia,  Italia,  España,  Estados  Unidos 
de  América,  el  Perú  y  otros,  determinaran  las  funciones  con- 
sulares especificando  hasta  las  que  se  refieren  al  pago  de  salarios 
de  un  grumete,  y  guardasen  silencio  acerca  de  las  que  so  versan 
sobre  delitos  ó  crímenes. 

Pero  sería  más  sorprendente  todavía  que  con  el  propósito  de 
conferir  á  los  Cónsules  facultad  de  conocer  de  los  crímenes  ó  de- 
litos cometidos  á  bordo,  pretendiesen  designar  dicha  facultad  con 
palabras  de  significación  diversa  como  disensianeSy  d^fert^icias^ 
discuMoneSy  cuestiones,  controversia^  desordenes  &a. 

La  parte  criminal  habría  sido  la  más  importante,  y  no  era 
natural  que  quedase  sentenciada. 

En  la  exposición  ministerial  se  cita  también  el  artículo  34  del 
tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Francia,  artículo  que  está  redac- 
tado por  el  mismo  estilo  de  los  que  llevamos  expuestos;  solo  sí, 
que  se  ha(»e  uso  repetido  de  la  palabra  desórdenes,  en  vez  de  dis- 
cusiones ó  disputas,— (contestaciones). 

Pero  si  este  artículo  prueba  algo,  es  lo  contrario  de  lo  que  de- 
duce el  doctor  Barrenechea.  En  el  idioma  español  la  palabra 
desorden  significa  confusión,  barullo,  desconcierto,  falla  de  regiila- 
ridad  ú  orden,  demasía,  exceso,  laberinto:  nada  7/ias;  pero  no  delito 
y  crimen. — (Dice,  de  la  Academia  10*  edic. — Dice,  de  Salva  6' 
edic. — Dice,  de  Dorainguez,  G^  edic.) 

Al  dirigir  al  Supremo  Gobierno  el  texto  de  nuestra  Conven- 
ción, expuse,  en  nota  de  30  de  Setiembre  de  1864,  que  los  privi- 
legios y  regalías  consulares  qne  contenía,  estaban  determinados 
por  las  Convenciones  de  Italia  con  Francia,  España  y  el  Brasil. 
Desde  que  la  Convención  brasilera  hace  justiciables  por  la  auto- 
ridad del  país  los  delitos  comunes  perpetrados  á  bordo,    habría 
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notabilísima  diferencia  respecto  á  las  otras  que  dispusiesen  lo 
contrario. 

El  ttiisPiO  gabinete  italiano  desconoce  y  rechaza  la  territoriali- 
dad de  los  buqucs  que  no  son  de  guerra,  aun  cuando  fuesen  va- 
pores postales  servidos  por  oficiales  de  marina  militar. 

Las  tropas  italianas  perseguían  activamente  á  dos  famoso* 
bandidos — los  hermanos  Lagalla:  después  de  muchas  correrías 
lograron  estos  embarcarse  en  el  vapor  «Unix»  perteneciente  á 
las  Mensageríns  imperiales  de  Francia.  Luego  que  dicho  va[)or 
fondeó  en  el  puerto  de  Genova,  las  autoridades  territoriales  to- 
maron á  bordo  á  los  fugitivos  que  fueron  juzgados  y  sentencia- 
dos á  muerte. 

Francia  reclamó;  pero  Italia  mantuvo  el  derecho  de  jurisdic- 
ción local,  y  sin  embargo,  existía  la  Convención  consular,  vigen- 
te en  ambos  Estados,  y  había  además  la  circunstancia  de  que  el 
comandante  y  oficiales  del  «rOnix»  pertenecían  á  la  marina  d« 
guerra  francesa. 

La  reclamación  del  gabinete  de  las  TuUerías  se  apoyaba  en 
los  ñieros  militares  del  buque,  y  no  en  la  exterritorialidad,  d« 
que  por  cierto  no  habla  la  Convención  rememorada. 

Convengamos,  pues,  en  que  ni  el  Tratado  consular  Perú-italia- 
no, ni  los  otros  que  he  citado,  ni  los  demás  que  se  ajustan  en  el 
día  con  arreglo  á  los  principios  del  Derecho  público  moderno, 
comprenden,  en  la  facultad  de  arreglar  asuntos  económicos  ó  de 
mera  policía  interior  de  los  buques  mercantes,  la  de  conocer  de 
loe  delitos  y  crímenes. 

El  artículo  17  de  nuestra  Convención  (1)  precisa  la  autoridad 
consular  en  los  casos  referidos;  pero  no  priva  al  poder  local  de  la 
jurisdicción  criminal  y  mucho  menos  se  la  confiere  á  los  Cónsu- 
les. Es,  pues,  evidentemente  equivocada  la  declaración  del  Go- 
bierno en  cuanto  á  que,  por  dicho  artículo  17,  no  son  competen- 
tes las  autoridades  territoriales  para  conocer  de  los  delitos  perpe- 
trados á  bordo  de  los  buques  mercantes. 

Desgraciadamente  en  ninguna  de  las  Cí'rnclusiones  supr  mas 
se  dice  á  quién  corresponde  la  competencia,  aunque  es  verdad 
que  se  manda  poner  los  presos  á  disposición  del  Consulado  Ge- 
neral de  Italia  en  Lima. 

¿Pero  son  efectivamente  los  Cónsules,  como  lo  pretende  el  Ho- 
norable señor  Garrou,  la  única  a^Uoridad  á  quien  co  tapete  juzgar 
hi  tra^greifiones  de  cualquiera  naturalezaf 

¿Y  estando  comprendidos  los  delitos  j  crímenes  en  las  trasgra- 
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sioaes  6  violaciones  de  la  ley,  los  Cónsules  extranjeros  van  á 
ejercer  jurisdicción  criminal  en  territorio  peruano? 

EiStas  y  otras  cuestiones  no  menos  graves  de  derecho  marítimo, 
envuelve  la  resolución  suprema  de  28  de  Febrero;  (1)  y  es  tanto 
mas  necesario  saber  á  qué  atenerse  respecto  de  ellas,  cuanto  que 
las  conclusiones  toman  por  base  la  condición  absoluta  de  reci- 
procidad. 

VVámos,  pues,  cuales  son  los  principios  y  la  práctica  de  las 
naciones  en  el  particular. 

II. 

Hubo  tiempo  en  que  confundidas  1;»8  ncK*iones  de  justicia  y  k^s 
derechos  naturales  de  los  pueblos,  la  jurisdicción  nacional  se 
fundaba  en  el  resultado  déla  fuerza.  España  pretendió  apro- 
piarse de  la  soberanía  exclusiva  del  Istmo  y  de  los  mares  de  Sud- 
América;  Portugal  la  de  las  Indias  Orientales  conforme  á  la  bu- 
la de  Alejandro  VI;  (2)  Venccia  proclamó  su  soberanía  absoluta 
en  el  Adriático;  el  Sultán  de  Turquía  la  posesión  del  mar  Negro, 
y  Guillermo  de  Orange  hizo  la  guerra  á  Francia  porque  negara 
sus  derechos  de  soberanía  en  todos  los  mares  del  mundo. 

El  célebre  publicista  holandés,  Grocio,  sostuvo  la  libertad  de 
los  mares  y  publicó  su  Jiíare  liberum;  el  no  menos  célebre  publi- 
cista inglés,  Shelden,  apoyó  las  pretensiones  de  su  patria  y^  pu- 
blicó tsunbieu  su  Mare  claitsarn]  pero  la  incertidumhre  del  domi- 
nio ó  jurisdicción  nacional  excitó  los  temores  de  la  Europa,  laF 
buenas  ideas  ejercieron  saludables  é  irresistibles  influencias,  y  la 
razón  y  la  justicia  triunfaron  en  los  grandes,  consejos  de  los  go- 
biernos cultos. 

Desde  entonces  quedó  reconocido,  como  principio  absoluto,  la 
soberanía  de  las  naciones  en  sus  respectivos  territorios,  golfos, 
aguas  riberanas,  puertos,  radas,  bahías,  &. 

Pero  á  medida  que  se  extendieron  las  relaciones  internaciona- 
les y  tomaron  mas  ensanchts  los  intereses  del  comercio,  apareció 
la  necesidad  de  limitar  aquel  principio,  ó  referir  al  menos  su  apli- 
cación en  las  aguas  ó  puertos,  á  concesiones  recíprocas. 

Ulpiano  había  dicho — Adsumman  reipublicse  ravium  exercitio 
pertinei;  pero  el  buque  es  mueble,  y  las  cosas  muebles  siguen  la 
condición  de  la  persona  según  el  sentido  jurídico — mobilic.  te- 
quuniuT  per8<mam.  Las  personas,  pues,  que  pisan  el  territorio  de 
un  país,  quedan  de  hecho  sujetas  á  la  jurisdicción  de  ese  país;  de 
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aquí  es  que  los  buques  surtos  en  aguas  ó  puertos  comprendidos 
en  el  territorio,  están  bajo  la  acción  de  las  ordenanzas,  leyes  ó 
reglamentos  territorialea 

El  respeto  debido  al  pabellón  jpficial,  símbolo  déla  soberanía, 
la  necesidad  de  garantir  la  independencia  de  los  agentes  públi- 
cos, y  aún  los  mismos  deberes  de  cortesía,  dieron  lugar  á  las 
exenciones  y 'privilegios,  reconociendo,  en  ciertos  casos,  la  ficción 
de  exterritoi  ialidad. 

Para  aplicar  este  beneficio  á  los  buques,  se  lia  tenido  en  cuen- 
ta sus  diversas  condiciones.  Un  buque  de  guerra,  cuyo  personal, 
desde  el  comandante  hasta  el  último  empleado,  forman  parte  de 
la  marina  militar,  en  que  ese  comandante  es  delegado  directo  de 
la  autoridad  del  soberano  y  tiene  poder  de  ejercer  su  jurisdicción, 
ya  sea  protegiendo  á  los  buques  mercantes  de  su  nación,  ya  sea 
realizando  el  derecho  de  guerra  contra  el  enemigo;  ese  buqre, 
décimos,  es  muy  diferente  de  la  nave  de  comercio. 

Las  personas  que  sirven  en  buques  mercantes  no  pertenecen  á 
la  marina  militar;  y  aunque  el  capitán  está  autorizado  por  el 
Gobierno,  rio  es  delegado  suyo,  sino  mero  contratista  con  el  ar- 
mador ó  propietario  del  buque;  la  jurisdicción  que  ejerce  es,  por 
lo  mismo,  muy  restringida,  puesto  que  su  cargo  se  refiere  única- 
mente á  los  negocios  de  comercio. 

Por  otra  parte,  no  es  idéntica  la  condición  do  los  buques  de 
guerra  mercantes  en  alta  mar,  refativamente  á  la  que  tienen  en 
aguas  6  puertos  de  un  país  extraño:  uno  y  otro  están  sujetos  en 
alta  mar  á  las  leyes  de  su  país;  no  precisamente  por  el  privilegio 
de  exterritorialidad  que  supone  suspensión  de  jurisdicción  ó  do- 
minio ageno,  sino  por  derecho,  aunque  transitorio,  de  primer 
ocupante — res  nullius. 

En  las  aguas  territoriales  cambia  de  aspecto  la  cuestión,  el  de- 
recho del  Estado  á  que  pertenece  el  pabellón  del  buque  de  gue- 
rra ó  mercante,  está  limitado  por  el  derecho  del  Estado  á  quien 
pertenecen  las  aguas  territoriales;  y  tan  cierto  es  esto,  que  el  bu- 
que de  guerra  y  el  de  comercio  están  sujetos  á  las  leyes  genera- 
les de  policía,  sanitarias,  etc.  El  poder  local  puede  excluirlos  á 
todos,  á  algunos  de  ellos,  ó  abrir  sus  puertas,  bajo  ciertas  condi- 
ciones, obligándoles  al  pago  de  derechos  de  ancla,  fondeadero, 
faros,  diques,  etc. 

Esto  no  podría  suceder  si  el  soberano  del  puerto  careciese  de 
jurisdicción  exclusiva  en  las  aguas  territoriales.  Es  absurdo  ijae 
derla  eoUensi&n  de  terreno  6  agims  territorÍ4xles  pertenezcan  á  la  vez 
á  dos  soberanías  diferentes. 

Luego  el  carácter  de  exterritorialidad  que  se  atribuye  al  buque 
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de  gue^m,  no  ea  un  derecho  propio,  sino  privilegio  ó  exención 
que  depende  del  soberado  territorial. 

Todas  ]a«  naciones  han  convenido  en  conceder  al  navio  de 
guerra  eae  privilegio;  porque,  además  de  sus  condiciones  especia- 
les de  que  hemos  hablado,  funciona  con  absoluta  independencia 
del  dueño  del  territorio. 

No  acontece  lo  mismo  con  el  buque  mercante,  para^cuyo  cargo 
tiene  el  capitán  que  entrar  en  relaciones  con  las  autciridades  del 
país;  ahont,  como  los  efectos  inmeiüatos  de  esas  relaciones  son 
esencialmente  locales,  el  buque  mercante  no  puede  gozar  del  de- 
recho de  exterritorialidad. 

C!on  el  fin  de  proteger  el  comercio  y  evitar  las  dilaciones  ó  em- 
barazos á  que  estarían  expuestos  los  capitanes,  si  tuviesen  .que 
ocurrir  á  las  autoridades  del  puerto  en  los  asuntos  económicos  ó 
de  policía  interior  de  los  buqpes,  se  ha  convenido  en  conceder  á 
los  Cónsules  el  ejercicio  de  las  facultades  á  que  nos  hemos  refe- 
rido. 

No  obstante,  para  hacer  uso  de  esas  facultades  deben  conciliar 
»u  conducta  con  los  derechos  de  la  autoridad  del  país,  y  regirse  por 
hfS  tratados  ó  convenciones  especiales,  ó  por  los  usos'y  costum- 
bres de  cada  lugar.  (Orden  de  29  de  Octubre  de  1843,  artículo 
19.  Tratado  de  Francia  con  los  Estados  Unidos  de  23  de  Febrero 
de  1853,  artículos  8,  9  y  10.  Tratado  c<íu  Rusia  de  14  de  Junio 
de  1857,  artículo  17.) 

Cuando  se  ajustó  el  tratado  con  Rusia,  yo  estaba  en  Paris  y 
tuve  ocasión  de  conocer  sus  pormenores. 

Así,  pues,  no  se  otorgan  á  los  Cónsules  las  facultades  de  que 
habla  el  artículo  17  de  la  Convención  peruano-itálica,  por  razón 
de  la  exterritoriaUdad  de  los  buques  mercantes,  como  parece 
creerlo  el  doctor  Barreuechea,  sino  por  los  intereses  del  comer- 
cio y  ventajas  recíprocas. 

Entre  reconocer  una  facultad,  como  derecho  propio,  y  conceder 
«1  ejercicio,  por  provecho  mutuo,  hay  una  inmensa  distancia.  — 
El  principio  de  la  jurisdicción  nacional  queda,  pues,  salvo  en 
nuestro  caso. 

El  derecho  de  gentes  positivo,  ó  sea  el  derecho  diplomático 
propiamente  dicho,  depende,  en  mucha  parte,  de  las  convenciones 
particulares  ó  de  las  prácticas  aceptadas  generalmente.  Wheaton 
dice,  con  este  motivo,  que  ese  derecho  está  fundado  en  el  uso  de 
las  naciones  y  en  la  práctica  de  sus  deberes  mutuos. 

Así,  no  estando  comprendida,  entre  las   atribuciones  que  dá  a 

los  Cónaules  el  artículo  17  de  nuestra  Convención,  la  facultad  de 

c-onocer  de  los  delitos  ó  crímenes,  el  Gobierno  debía  atenerse,  para 
11 
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el  caso  del  Rondanini,  á  las  reglas  observadas,  general  nenie,  p<'r 
las  demás  uaciones. 

Inglaterra,  España,  Rusia^  Prusia,  Italia,  el  Brasil  y  otros  Els- 
tados  rechazan  terminantemente  la  ingerencia  consular  en  los 
delitos  del  fuero  común  perpetrados  á  bordo  de  buques  mercan- 
tes. Francia,  á  peáar  de  sus  doctrinas  controvertidas,  procede  se- 
gún las  circunstancias;  es  decir,  sobre  la  base  de  absoluta  reci- 
procidad. 

Las  ordenanzas  de  1833  están  modificadas  por  resoluciones  del 
segundo  imperio  napoleónico  (1852)  y  (1858).  El  acto  reglamen- 
tario de  180B,  se  refería  en  muchísimos  puntos  á  los  Consulados 
de  Oriente  y  de  ninguna  manera  á  los  establecidos  en  el  Perú 
solo  después  de  su  indepeniiencia.  Además,  aun  cuando  dichas 
Ordenanzas  estuviesen  vigentes  en  todas  sus  partes,  no  serían 
obligatorias  para  los  Estados  que  $e  resistiesen  á  aceptarlas:  en 
último  caso,  quedarían  subordinadas  á  los  convenios  recíprocos 
celebrados  ad  hoc  según  lo  exigieran  las  necesidades  de  cada  pue- 
blo. El  sapientísimo  Ijcibnitz  <lice  que  la  base  del  derechc»  inter- 
nacional es  la  ley  natural  á  que  se  ha  dado  diversas  modifícacio- 
nes  según  los  tiempos  y  lugares.—  (Codexjuris  geníüium  diplomati- 
$U8 — /Vcpf.) 

¿Acaso  teníamos  necesidad  de  interesar  la  jurisdicción  nacional 
i  fin  de  obtener  para  nuestros  buques  mercantes  el  privilegio  de 
.exterritorio?  ¿Háse  visto  si  es  posible  y  conveniente  realizar  por 
nuestra  parte  la  condición  de  reciprocidad  no  solo  en  cuanto  al 
poder  de  los  Cónsules,  sino  á  los  derechos  de  la  nación  misma? 

Juzgo  que  tal  vez  habría  sido  mas  prudente  limitarnos  á  ios 
usos  generales.  Hé  aquí  el  testimonio  de  los  publicistas  contem- 
poráneos en  esta  materia. 

«Los  privilegios  y  prerrogativas  de  los  Cónsules  en  países  cris- 
Hanos^'  dice  Clerq,  son  mas  limitados  que  en  Oriente  y  dependen 
de  convenciones  especiales',  ó  del  uso:  ellos  varían,  por  consiguien- 
te, hasta  lo  infinito.  Sin  embargo,  hay  algunos  principios  que 
•stán  generalmente  admitidos  entre  las  naciones  cristianas;  así, 
en  ninguna  parte,  los  Cónsules  tienen  jurisdicci&n  criminal  :^obre  sus 
nacionales  (salvo  una  cierta  autoridad  de  policía  sobre  los  mari- 
nos de  los  buques  de  comercio,)  porque  no  ejercen  sino  jurisdic- 
ción civil  restringida,  y,  bajo  este  punto  de  vista,  se  reduce  las  mas 
veces  á  una  jurisdicción  voluntaria  sobre  sus  nacionales,  y  un 
simple  arbitraje  en  los  negocios  litigiosos,  civiles  ó  comerciales.» 
{Ouide  practique  d€S  consulats  Liv.  1  chap,  /,  pág,  9.) 

¿Cómo  asevera,  pues,  el  honorable  señor  Garrou,  que  los  C-ón- 
sules  son  la  única  autoridad  competente  para  juzgar  las  trasgre- 
siones  de  cualquiera  naturaleza? 
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No  puede  ser  mas  categórica  la  doctrina  general  respecto  á  Lxs 
atribuciones  judiciales  de  los  Cónsules.  Clerq  pertenecía  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Exteriores  de  Francia  y  bajo  los  auspicios 
del  Ministro  fué  publicada  su  obra  en  1858,  fecha  notablemente 
}K)sterior  á  las  •  rdenanzas  de  1833  y  al  dictamen  del  Consejo  de 
Estado  de  20  de  Noviembre  de  1806. 

Laferriére  en  su  Droü  Public,  />.  369,  dice  terminantemente: — 
irija  jurisdiction  des  Consuls  est  oivile  main  non  criminblllk, 
«rfioul  dans  les  éohelles  du  Levan t  et  de  Barbarie,  et  dans  la  Chi* 
«ne,  ou  la  diiference  de  religión  á  fait  établir  par  les  capitulations 
«et  les  traites  le  droit  de  justice  criminelle  en  favour  des  consuls 
«de  France.»  {l^ey  28  de  Mayo  de  1830  y  Ley  de  8  de  JxUio  de  1862 
art  6?) 

Se  vé,  pues,  que  la  diferencia  de  religión  en  Asia  y  África  ha 
hecbo  establecer  el  derecho  de  justicia  criminal  á  favor  de  loi 
cónsules  franceses. 

Por  autorizada  que  sea  la  aseveración  del  respetable  señor 
Garrou,  no  trepido  en  afirmar  que  en  ningún  Estado  cristiano 
de  Europa  y  América  ejercen  los  Cónsules  jurisdicción  criminal, 
ni  por  consiguiente  pueden  juzgar  los  delitos  ó  atentados  cometi- 
dos en  tierra  ó  á  bord  i  de  los  buques  de  sus  respectivas  naciones. 

Hay  cónsules  en  Lima  que  no  pueden  imponer  siquiera  una 
simple  multa  pecuniaria  á  sus  nacionales.  Y  tan  cierto  es  lo  que 
llevo  expuesto,  que  á  pesar  de  la  resolución  favorable  del  gobier- 
no peruano,  ni  el  mismo  señor  Garrou,  ni  el  Vice-cónsul  de  Italia 
en  el  Callao,  juzgarán  á  los  reos  del  «rÉmilio  Rondanini.» 

Al  citar  las  ox)municaciones  del  honorable  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia,  me  he  atenido  é  la  traducción  que  publica  el 
periódico  oficial  de  Lima,  número  53,  tom.  56.  Siento  no  haber 
visto  el  texto  original;  pero  desde  luego  noto  una  especie  de  con- 
tradicción entre  el  despacho  de  fecha  8  de  Setiembre  y  el  de  23 
de  Noviembre  del  año  anterior.  Hablando  su  señoría  en  el  pri- 
mer oficio  de  los  marineros  presos,  dice  que  «tanto  por  los  princi- 
«pios  del  derecho  marítimo  internacional,  cuanto  poT  la  1*  gisla- 
«ción  de  cada  Estado,  á  la  nación  é  que  pertenezca  el  buque 
«compete  exclusivamente  el  juicio  j  castigo  de  los  delincuentes.,» 

Y  refiriéndose  en  el  segundo  desi)acho  á  los  mismos  presos,  pi- 
de que  el  Gobierno  peruano  declare  que — « las  autoridades  del 
•f  país  reconozcan  la  autoridad  consular  italiann,  como  la  única 
«r  competente  para  juzgar  de  las  trasgresiores  de  cualquiera  na- 
t(  turaleza  que  puedan  ocurrir  á  bordo  de  los  buques  italianos  (fc.» 

Si  á  la  Nación,  cuya  bandera  lleva  el  buque  «Rondanini»,  com- 
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pete  exclusivamenle  el  juicio  y  castigo  de  los  reos,  es  claro  que 
estos  ser4n  juzgados  y  castigados  en  Italia;  pero  si  los  Cónsules 
italianos  son  la  únirxi  autoHdad  competente  para  juzgar  las  Iras- 
gresiones  de  cualquiera  naturaleza,  no  hay  duda  que  dichos  reos 
deberán  ser  juzgados  y  sentenciados  en  el  Peni.  Los  C6nsule« 
residen  aquí  y  no  en  su  país. 

Como  quiera  que  sea,  no  hay  duda  de  que  el  honorable  señor 
Garrou  ha  fundado  su  reclamación,  según  sus  propias  palabras, 
en  las  leyes  de  cada  Estado  y  on  los  principios  del  Derecho  Ma- 
rítimo Internacional. 

Si  por  cada  Estado  se  entiende  todas  las  naciones,  esta  razón 
se  halla  comprendida  en  la  otra  relativa  al  derecho  internacio- 
nal; pero  si  se  ha  querido  hablar  solamente  del  Perú  y  de  Italia, 
la  referencia  es  inexacta. 

Los  fiscales  de  la  Corte  Suprema  piden  que  se  abra  competen- 
cia al  supremo  Gobierno,  por  la  resolución  de  28  de  Febrero,  en 
cuanto  hiere  la  jurisdicción  del  poder  judicial;  esto  prueba  que 
nuestra  legislación  reconoce  en  los  juzgados  y  tribunales  perua- 
nos el  derecho  de  juzgar  los  delitos  cornetidos  en  el  territorio  de 
la  República. 

Y,  por  lo  que  hace  á  Italia,  el  sólo  hecho  dj  haber  convenido, 
en  la  Convención  cou  el  Brasil,  que  los  delitos  perpetrados  á  bor- 
do de  buques  mercantes,  surtos  en  los  respectivos  puertos,  fuesen 
justiciables  por  la  autoridad  local,  está  probando  que  la  legisla- 
ción italiana  es  opuesta  á  la  doctrina  que  asienta  el  señor  Ga- 
rrón. En  las  demás  Convenciones  celebradas  últimamente  con 
España,  Francia  y  el  Perú,  no  se  priva  tampDco  á  las  autorida- 
des territoriales  del  derecho  de  juzgar  los  delitos  6  crímenes  co 
metidos  á  bordo. 

Si  así  fuese,  sería  preciso  convenir  en  que  la  legislación  italia- 
na es  contradictoria,  ó  que  carece  de  unidad  de  principios;  pero 
ni  aún  entonces  habría  podido  acogerse  á  ella  el  señor  (jarrou, 
por  el  mismo  hecho  de  que  no  era  uniforme. 

Los  Cónsules  italianos  no  tienen,  pues,  jurisdicción  criminal 
en  el  Perú,  ni  son  autoridad  competente  para  juzgar  las  trasgre- 
siones  de  cualquiera  naturaleza.  La  justicia  penal  exige  algunas 
veces  el  empleo  de  la  fuerza,  y  ningún  Gobierno  que  se  respete 
convendría  en  poner  la  fuerza  pública  á  disposición  de  los  Cón- 
sules para  la  ejecución  de  sus  sentencias. 

Verdad  es»  que  la  falta  de  conocimiento  exacto  de  los  pueblos 
sHid-araericanos  hace  que  nos  juzguen  en  Europa  en  condiciones 
análogas  á  las  Indias  Orientales;  el  Gobierno  de  las  Tullerías  ha 
pretendido  alguna  vez  que  los  franceses  en  el  Perú  tuviesen  juz- 
gados especiales  nombrados  por  su  soberano,  como  si  nosotros  es- 
tuviéramos en  el  caso  de  las  tribus  errantes  del  Máscate  ó  del 
Indos  tan. 
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Y  esta  tendencin,  no  sólo  está  revelada  en  los  cartones  diplo- 
máticos, sino  hasta  ¿n  las  cartillas  consulares  de  Francia.  »Lofi 
«<  Cónsules  generales  que  tenemos  en  el  Cairo,   Túnez  y  Trípoli, 

ti  (dice  Martens),  en   las  capitales  de  diversas  Repúblicas  de  la  ^ 
«  América  Meridional,  así  como,  si  no  me  engaño,  en  Cantón  3* 
«  Manila,  llevan  igualmente  el  título  de  Encargados  de  Negocio» 
•ceto:»  {Gnidf  diploman qiie,  pág,  ^56.) 

Y  como  este  hecho  está  evidentemente  probado  por  la  expe- 
riencia,, no  cabe  duda  que  Francia  nos  coloca  casi  en  la  misma 
condición  de  Ior  pueblos  de  Manila,  Cantón  y  otros  de  Asia  ó 
África. 

Existen,  sin  embargo,  publicistas  muy  distinguidos  que  opinan 
porque  se  conceda  á  los  Cónsules  jurisdicción  civil  y  criminal 
con  ciertas  y  determinadas  restricciones;  pero  además  do  que  son 
pocof  y  que  sus  opiniones  particulares  contradichas  por  la  prác- 
tica constante  de  los  Estados  europeos  y  americanos,  no  forman 
cuerpo  de  doctrina,  los  miamos  autores  reconocen  la  jurisdúció^i 
privativa  del  ^oherann  territorial. 

El  más  distinguido  escritor  de  derecho  marítimo  moderno,  el 
que  concede  á  los  buques  mercantes  d^echo  propio  de  territoria- 
lidad aun  en  los  puertos  extranjeros,  HautefeuUie,  piensa  quede- 
be  darse  á  los  Cónsules  jurisdicción  civil  y  criminal  respecto  á 
los  hechos  de  los  nacionales  á  bordo  de  los  buques  de  su  país, 
siempre  que  no  sea  turbado  el  orden  público  y  que  aquellos  he- 
chos no  interesen  las  relaciones  del  navio,  ó  de  los  marineros  con 
la  Nación  donde  se  hallen;  pero  agrega  que  la  jurisdicción  per- 
tenezca al  Cónsul  y  prhalivameate  á  las  autoridades  locales  en  log 
¡imites  determinados  por  sa  propio  soberano.  ( Histoire  du  Droit 
Maritime  international,  pág  478). 

Desde  que  el  soberano  del  territorio  es  el  que  determina  los  lí- 
mites de  la  jurisdicción  que  se  conceda  á  los  Cónsules,  claro  es 
que  su  derecho  es  acatado  y  que  la  determinación  presupone  un 
convenio  especial. 

Siempre,  pues,  vamos  á  parar  á  las  Convenciones  ó  tratados 
especiales  que  constituyen  el  derecho  de  gentes  positivo. 

Pero  no  habiendo  un  tratado  internacional  que  defina  y  pre- 
cise clara  y  terminantemente  la  ezterritoriaJidad  de  los  buques 
mercantes  ó  la  jurisdicción  civil  ó  criminal  de  los  Cónsules,  los 
casos  6  ejemplares  particulares  no  son  de  autoridad  muy  abona- 
da; f^€L8  palabras  sarrameniales  de  «principios  de  derecho  maríti- 
mo,* los  hechos  aislados  y  muchas  veces  provenientes  de  la  de- 
bilidad de  los  gobiernos,  de  la  incompetencia  de  los  hombres  pú- 
blicos ó  del  temor  de  complicaciones  externas,  no  pueden  servir 
de  regla  para  sentar  un  [)rincipio  general. 

Ya  hemos  visto  cuál  es  el  sentir  de  los  más  acreditados  publi- 
cistas en  la  materia  que  nos  ocupa;  pero,  si  todavía  quedase  la 
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menor  duda  al  muy  honorable  señor  Garroy,  ocurriré  á  lofi  vas- 
tos arsenales  de  la  gloriosa  Italia,  cuyas  armas  no  serán  por  cier- 
to rechazadas  por  sus  agentes  en  el  Perú. 

Azuni  y  Larapredi,  publicistas  de  nota  en  las  cortes  europeas 
y  de  gran  respeto  en  las  Universidades  italianas,  niegan  termi- 
nantemente la  exterritorialidad  de  los  buques  mercantes  y  los 
«ometen  á  lajurisdiccién  local.  El  fnndamenU>  de  sus  doctrinas, 
observa  Hautefeuille  (  Nniions  neiitres,  tora,  i,  pág,  296 )  se  reduce 
á  la  siguiente  argumentación:  —el  navio  no  es  una  porción  del 
territorio  del  soberano  cuyo  pabellón  lleva;  porque  desde  que  ha 
llegado  á  los  puertos,  radas  y  aguas  extranjeras,  está  sometido  á 
la  jurisdicción  del  pueblo  propietario  local;  esto  sucede  con  cual- 
quiera otra  poníión  de  territorio,  porque  es  imposible  admitir 
que  un  mismo  territorio  esté  sometido  á  dos  soberanías  diferen- 
tes. {Aziiniy  Derecho  Marítimo  df.  la  FAiropa,  tom.  i?,  cap.  S,  art.  7 
ytom.  ^,  cap.  5?,  art.  ^9,  párrafo  8.  Lampredi,  Gom-ercio  de  losneu- 
íro8,  párrafo  10 ) 

Del  mismo  modo  piensan  Wolff,  Jenkinson,  Ortolan,  Cauchy 
y  otros  célebrofci  publicistas. 

Con  el  interés  de  fundar  sus  conclusiones,  cita  el  doctor  Ba- 
rrenechea,  la  autoridad  de  Ortolan  (Lib.  2?,  cap.  10)  para  decir 
que -«existe  una  situación  intermediaria,  que  si  no  es  la  de  los 
«  buques  de  guerra,  tampoco  es  la  de  los  simples  particulares  y 
«que  deja  su  respectiva  parte  de  atribuciones  á  dos  soberanías 
íf  diferentes.» 

Pero  de  este  período  no  se  sigue  que  los  buques  de  comercio 
gocen  del  derecho  de  exterritorialidad,  ni  mucho  menos  que  el 
autor  piense  en  esta  materia  como  el  doctor  Barrenechea.  El 
mismo  Ortolan  en  el  Lib.  ^?,  cap.  lOj  tom.  /°  de  su  Diplomatie  mvr 
la  mery  concede  sólo  á  los  buques  de  guerra  la  exterritorialidad 
y  niega  terminantemente  este  privilegio  á  los  buques  mercantes. 

Esto  prueba  que  no  bastan  algunas  palabras  aisladas  de  un 
autor  para  prejuzgar  sus  opiniones.  Entiendo  que  nuestro  ilus- 
trado Ministro  no  aceptará  la  autoridad  de  Ortolan,  para  fundar 
la  teoría  de  la  territorialidad  de  la  marina  mercante. 

Igual  equivocación  ha  padecido  su  señoría  al  invocar  el  t,e8- 
testimonio  de  Wheaton,  y  el  hecho  del  buque  americano  "Creo- 
Ue"  para  deducir  la  conformidad  de  legislación  de  Estados  Uni- 
dos y  Francia,  en  oposición  á  la  Inglaterra. 

He  aquí  las  palabras  de  Wheaton:  "Los  buques  mercantes  de 
u  cualquier  Elstado  qu*^  entren  en  los  puertos  de  otro  Estado,  no 
«<  están  exentos  de  la  jurisdicción  local,  á  menos  de  una  Conven- 
«  ción  expresa  y  solamente  en  lo  que  se  halla  establecido  en  ella. 
«  (Droií  international.  Lib.  1?,  pag.  120.) 

Así,  pues,  el  Dr.  Wheaton  recono  *e  la  autoridad   de  la  juris- 
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dicción  local,  y  desde  que  exige  la  necesidad  de  un  tratado  previo 
paT<a  que  pueda  ser  limitada,  es  claro  que  no  atribuye  á  loe 
buques  mercantes  privilegio  de  territorialidad. 

El  mismo  publicista  agrega  (loe  ciL)  estos  principios  de  dere- 
cho de  gentes  marítimo  han  8  do  reconocidos  por  Ui  Corte  Suprema 
fie  Estados  bnidos  de  América^  en  la  cuestión  de  un  buque  ameri- 
cano tomado  y  convertido  en  navio  de  guerra  por  orden  óe  Na- 
poleón I.  Esta  nave  fué  reclamada  por  el  propietario  cuando  llegó 
con  pabellón  francés  á  Filadelfia. 

El  Presidente  de  la  Corte,  Mr.  Marchall,  adujo  en  sus  con- 
clusiones los  principios  aiguien  tes:  Lajuri8dici6nde  los  tribxtnnles 
dej\t,sticia  es  una  ravka  de  la  que  posee  la  Nad&n  como  potencia 
soberana  é  independiente.  La  jurisdi^cciófí  de  la  Nación  en  los  li- 
mites de  »u  teriñtoriOt  es  necesariamente  exclusiva  y  absoluta  y  no 
pu'de  ser  limitada  sino  por  el  co7i sentimiento  de  la  Nación  misma^ 
[Loe.  cit] 

¿Que  respondería  el  Gobierno  peruano  si  al  abrir  la  com- 
{>6tencia  adujase  la  Corte  Suprema  de  la  República  estos  priíici- 
pios? 

Hemos  dicho  que  se  ha  equivocado  él  señor  Barre necha  al  creer 
que  la  legislación  de  Estados  Unid  -a  es  igual  á  la  francesa  ^«s- 
pecto  á  los  buques  mercantes,  y  he  aquí  la  prueba. 

Habla  el  mismo  doctor  Whcaton:  «La  jurisprudencia  marítima 
V  reconocida  en  Francia,  por  lo  que  hace  á  buques  mercantes  ex- 
«  tranjeros  que  entran  en  puertos  franceses,  no  parece  acordarse 
«con  los  principios  establecidos  por  la  decisión  de  la  Corte  Su- 
M  prema  de  Instados  Unidos  que  acabamos  de  citar;  6,  para  hablar 
«  más  correctamente,  y  exceptuando  la  legislación  francesa  estos 
«  buques  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  del  país,  /e.s  concede  mas 
K  grandes  inmunidades  que  las  ezig^idas  por  los  principios  generales- 
vdel  derecho  internacional.yi  [Droit  intern.  pag.  129.  et  130.] 

El  hecho  del  navio  «Creolle*,  de  que  se  hace  referencia,  no  prue- 
ba tampoco  que  los  Estados  Unidos  reconozcan  la  territorialidad 
de  los  buques  mercantes,  ni  que  en  el  curso  de  este  asunto  se  haya 
procedido  conforme  á  la  doctrina  francesa. 

La  cuestión  á  que  ha  dado  origen  los  delitos  cometidos  en  la 
«Rondanini,»  se  concreta  á  los  buques  mercantes  surtos  en  las 
aguas  de  una  potencia  extranjera,  y  el  tOreplle»  fué  tomado  en  la 
alia  mar.  Fcancia  é  Inglaterra  habían  celebrado  diversos  tratados 
para  arreglar  el  ejercicio  del  derecho  de  visita  en  tiempo  de  gue- 
rra y  de  paz.  Las  convenciones  de  1831  y  1833  determinaban  los 
pormenores  de  la  visita;  pero  dieron  origen  á  desagradables  emer- 
gencias, y  fueron  anuladas  mucho   tiempo  después;   más   por  la 
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•onveiición  aiiglo-fraucesa  de  28  de  Mayo  de    18i5   quedó   defi- 
nitivainente  asimilado  el  tráfico  de  negros. 

Ahora  bien,  los  Estados  Unidos  negaron  su  adhesión  á  los  prin- 
cipios expuestos  en  aquellos  tratados,  y  por  eso  no  estuvieron 
obh'gados  á  respetar  la  captura  d«l  «Creolle».  Posteriormente  se 
han  resistido  también  á  aceptar  el  principio  moderno  de  la  abo- 
lición del  corso,  propuesto  por  Fraucia  en  el  Congreso  de  Pary». 
[Tratad,  intern.  de  16  de  Julio  de  1856.] 

¿Y  todavía  se  dirá  que  íitiy  identidad  de  doctrinas  en  Fran- 
cia y  Estados  Uuiílos  respecto  á  buques  mercantes?  Si  los  Esta- 
dos Unidos  conceden  el  privilegio,  que  no  derecho,  de  territoria 
lidad  á  los  buques  de  comercio — ¿cómo  se  explica  su  tratado 
con  Chile  (16  de  Mayo  de  1822)  respecto  á  la  visita  de  esos  mis- 
mos buques? 

La  prensil  de  esta  capital  ha  publicado  una  resolución  supre- 
ma de  30  (le  Setiembre  de  1853,  y  un  despacho  del  señor  Minis- 
tro Tirada  mandando  poner  á  disposición  di  1  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  Estados  Unidos,  los  mariúeros  del  buque  oDeffaince» 
presos  por  haber  herido  á  su  capitán  M.  Cerran.  (1) 

Prescindiré  de  la  situación  política  del  Perú  en  1853,  de  la 
ingerencia  del  Ministro  de  una  nación  poderosa,  y  de  los  vehe- 
mentes desesos  de  no  tener  cuestiones  con  los  Estados  Unidas, 
cuya  amistad  era  de  gran  valor  en  esas  circunstancias. 

No  haré  tampoco  mérito  de  la  peregrina  idea  de  poner  los  pre- 
sos á  disposición  de  un  agente  diplomático,  habiendo  Cónsules 
de  Norte  América  en  Lima  y  el  Callao. 

Me  limitaré  únicamente  á  exponer  que  el  Ministerio  peruano 
procedió  mal,  sacrificando  la  jurisdicción  nacional;  y  que  el  juee 
del  Callao  procedió  peor,  obedeciendo  al  Gobierno  para  cortar 
ez'ibrupto,  y  contra  ley,  un  asunto  mb'jvdiss. 

El  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación  que  los  lista- 
dos Unidos  habían  ajustado  con  el  Perú  [26  de  Julio  de  1851] 
no  decía  una  palabra  sobre  delitos  comunes  perpetrados  á  b^rdo, 
ni  se  limitaba  la  jurisdicción  del  país  en  el  caso  á  que  me  refie- 
ro.  (2) 

Convengamos,  pues,  en  que  el  derecho  internacional,  y  la 
práctica  de  las  naciones  cristianas,  reconocen  y  respetan  la- ju- 
risdicción local,  tratándose  de  buques  morcantes.  He  citado  ya 
la  opinión  de  los  más  ilustres  expositores  de  Derechos  de  Gen- 
tes; pero  no  puedo  menos  de  copiar  las  terminantes»  palabras  del 
publicista  Lafferriére  en  su  Droit  public.  Liv.  I  pág.  370. 

«  En  loB  paUea  msiianos  solo  la  anioridoid  del  paU  donde  el  crí- 

(1 )  Esos  documentos  se  insertan  más  adelante. 
{^)   Véase  ese  tratado  en  ^1  Tomo  VII. 
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'fnm  ha  sido  cometida  tiene  el  derecho  de  represuya.W  empleo  de 
la  fuerza  pública  es  un  acto  de  soberanía  qué  no  puedo  ser  con- 
«eedido  á  los  Cónsules,  sino  por  tratados  positivos.  El  principio 
«de  nuestro  código  [el  franco  ]  sobre  que  las  leyes  de  policía  y 
«''egnridad  obligan  á  todos  los  que  habitan  el  territorio,  es  un 
<f  principio  de  derecho  común.»    ' 

Por  lo  demás,  no  participo  de  las  aprensiones  do  algunos,  res- 
pecto al  menoscabo  de  la  dignidad  nacional  por  la  resolución 
suprema  de' 28  de  Febrero.  Desdo  que  haya  reciprocidad  abso- 
luta en  las  concesiones,  queda  salvo  ol  honor  do  la  Ropública. 

Lo  que  deberemos  examinar  es,  si  á  pesar  de  to  lo,  rcp  )rlaraos 
alguna  ventaja  ó  utilidad  manifiesta  con  la  resoluí'ión  .«upradi- 
cha;  si  es  posible  hacer  efectiva  hi  roeiprocid¿id  que  demanda- 
mos; y  si  bay  unidad  de  principios  ó  convoniencia  entro  nuestra 
le^iislación  interna  y  lo  resuelto  acerca  de  la  exterritorialidad  de 
los  buques  mercante?. 

Es  indudable  que  las  naciones  que  cui-ntan  con  escuadras  po- 
derosas y  numerosísimos  buques  de  comercio,  como  Inglaterra, 
Estados  Unidos  ó  Francia,  tendrían  posibilidad  de  haUar  o[)or- 
lunamente  buques  de  gueria  ó  mercantis  para  la  conducción  de 
los  reos:  pero  si  ©1  delito  es  perpotrado  en  países  remoto;  habría 
que  tocar  con  la  dificultad  del  regreso  de  o-oí  buques,  sobre  lo- 
do, cuando  es  natural  que  tío  modifiquen  el  itinerario  del  viajo 
l'Or  razón  del  objeto  con  que  salieron  do  su  propio  \)ííU,  La  de- 
mora solamente  del  juicio  embaraza  la  proiita  represión  del  de- 
lito, contrariándose  así  el  más  obvio  prir.cipio  de  filosofía  penal. 

Por  esto  es  que  los  Estados  que  poseen  territorios  en  otras  rr- 
giones  distantes,  establecen  en  ellos  tribunales  de  justicia;  y  si 
no  tienen  derecbo  territorial,  procuran  obtener  del  soberano  el 
l'rivilegio  de  crearlos,  como  sucede  en  la  Turquía,  en  los  Princi- 
¡lados  Danubianos  etc. 

Las  leyes  francesas  de  28  de  Mayo  de  1836  y  8  de  Julio  de 
1852,  determinan  los  procedimientos  judiciales  de  los  Cónsules  en 
las  escalas  de  Oriente  por  delitos  y  crímenes  que  cometan  los  fran- 
ceses 6  los  naturales  del  lugar.  El  Cónsul  forma  una  especie  de 
tribunal  de  1*  instancia  con  personas  notables  del  pueblo,  y  si  el 
delito  merece  pena  aflictiva  ó  infamante,  es  enviado  el  reo  al 
Procurador  general  de  la  Corte  de  apelaciones.  Las  causas  pro- 
venientes de  los  Consulados  de  Levante,  van  á  la  Corte  de  Pon- 
dichery,  y  las  de  la  China,  á  la  Corte  de  Aix. 

El  Gobierno  del  Perú,  si  no  me  engaño,  es  el  primero,  por  no 
decir  el  único  en  América,  que  cetle  la  jurisdicción  del  i)aís  i)or 
delitos  cometidos  a  bordo  de  buques  mercantes  en  su  propio  te- 
rritorio.— ¿Y  cuáles  son  los  Tratados  positivos   que    hemos   «¡ele- 
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brado  á  este  respecto  con  las  demás  naciones? — Ninguno:  no   te- 
nemos siquiera  un  Código  consular. 

Supongamos  que  algún  marinero  de  un  buque  peruano,surto 
en  los  puertos  de  Francia,  Italiii  ó  la  China,  diese  de  puñaladas 
ó  matase  á  cualquiera  de  sus  compañeh)s  ó  al  capitán  mismo — 
¿que  harían  nuestros  respectivos  Cí')n.sales?  Se  constituirían  jue- 
ces ordinarios  del  reo  para  sustanciar  el  sumario,  sentenciarlo  y 
ejecutar  la  sentencia? — Las  leyes  del  Pora,  las  de  Fnjucia,  Ita- 
lia y  las  inglesas  no  permiten  tal  osa.  A'Iemás,  la  legislación 
peruana  no  autoriza  á  los  Cónsules  ni  aún  para  seguir  sumarios 
informativos  en  casos  de  delincuen(*ia. 

Habrá,  pues,  necesidad  de  someter  al  reo  á  nuestros  juzga- 
dos y  tribunales;  pero  /de  qué  modo  se  verifica  la  remisión  del 
cul[)ado?  Ni  los  dueños  ó  capitanes  de  bu-^fu^s  que  vienen  por 
el  Cabo,  ni  las  compañías  de  vapores  postales,  conven  Irán  en 
mantener  á  abordo  huésporles  criminales,  y  mucho  menos  en  co- 
rrer con  la  responsabilidad  de  los  trasbordos  en  algunos  paertos. 
Luego  hay  que  esperar  que  Ihgiie  á  Europa  ó  Asia  algún  bu- 
que do  guerra  peruano — ¿Es  esto  adniisiblu? 

Sin  parar  mientes  en  que  loa  gobiernos  europeos  no  consen- 
tirán la  prisión  indefinida  de  los  reos  peruan.)s;  sin  tra^r  á  coa- 
sideración  que  el  preso  no  puede  viajar  sólo  ó  sin  guardianes,  y 
que  habría  que  hacer  considerables  gastos  para  que  viniese  al 
Perú,  puedo  aconteCi3r  que  la  cul[):ibil¡dad  provenga  de  delitos 
que  no  sean  tan  graves,  como  hori'las,  robos  sin  fractura,  ú  otros 
actos  que  por  nuestras  leyes  merezcan  penas  de  cárcel,  arresto 
mayor  ó  menor,  cuyo  término  mínimo  es  de  sois  días. — Y  s?rá 
posible  emprender  [)or  talos  hechos  un  largo  viaje  p.)r  un  tiem- 
po mayor  quo  el  de  la  reclusión  ó  pena  impuesta  por  el  delito?—^ 
¿Y  si  el  roo  resultase  ab.snelti>  ó  inocíont^^,  aun  cuan  lo  se  trata  de 
uh  crimen?  El  viaje  y  los  gastos  eran  inútiles;  pero  la  libertad 
del  ciudadano  y  las  garantías  individuales  quedaban  irremedia- 
blemente violadas  por  mucfio  tiempo. 

Esto  quiere  decir  privar  al  poder  local  del  derecho  de  re- 
presión de  asuntos  criminales. 

Por  otra  parte,  como  la  simple  captura  del  reo  ó  su  presen- 
cia en  Lima,  no  bastaría  para  la  prosecución  del  juicio,  sería 
preciso  tomar  las  declaraciones  preventivas  ó  indagatoria?  al  ca- 
pitán, marineros  ú  otras  personas  que  resultasen  citadas  en  el  pro- 
ceso; en  este  caso,  ó  habría  necesidad  de  que  dichas  persouíis  vol- 
viesen con  el  reo,  lo  que  es  absurdo,  ó  esp>rar  buenamente  el  re- 
greso áf\  buque,  lo  quo  dilataría  el  juicio  y  la  prisión,  falseando 
la  jurisprudencia  penal. 

No  puede  salvar  este  inconveniente  el  remedio  de  los  despa- 
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chos  exhortatorio?,  I?  porque  estos  se  Irbran  ó  soniiten  ajaeces  y 
no  á  Cónsules:  2?  porque  duraate  el  tiempo  que  tardiría  eii  ser 
diligenciado  el  despacho,  podría  suceder  que  el  buque  a  cuyo 
bord3  se  cometió  el  delito,  ó  las  personas  aludidas,  estuviesen 
navegando  ó  en  otra  parte:  y  3?,  finalmente,  porque  no  podemos 
encomendar  a  nuestros  Cónsules  diligencias  sumarias  q'ic  pre- 
suponen juicios  en  comisión. 

¿Da  qué  modo,  pues,  se  hace  efectiva  la  reciprocidad?  SL  el 
Pero  tuviese  posesiones  territoriales  en  Europa  á  otros  puntos 
distantes,  tal  vez  podría  deferirse  el  conocimiento  de  los  juicios  á 
la  autoridad  peruana  más  inmetliata;  pero  cuando  la  jurisdic- 
ción nacional  no  pasa  de  'nuestras  costas  ó  mares  litorales,  la 
condición  de  reciprocidad  en  que  se  apoyan  las  conclusiones  su- 
premas, es  irrealizable  de  nuestra  parte. 

Todo  tratado  internacional  lleva  consigo  la  posibilidad  de 
su  cumplimiento,  y  debe  fundarse  en  las  ventajas  positivas 
que  se  proponen  los  contratanten. 

Ix)s  Códigos  peruanos  confieren  a  nuestros  jueces  jurisdicción 
civil  y  criminal  en  los  límites  do  sus  respectiva?  provincias. — 
¿Qué  harán  los  juzgados  inferiores  cuando  tengan  noticia  de 
haberse  perpetrado  un  homicidio  á  bordo  de  buques  mercantes 
surtos  en  nuestros  puertos? 

Conforme  á  la  ley  peruana  deben  expedir  un  auto  cabeza 
de  proceso  y  proceder  al  sumario:  conforme  á  la  resolución  su- 
prema de  28  de  Febrero,  deben  abstenerse  de  todo  procedimiento. 
Hé  aquí,  pueSj  un  conflicto.  ¿Y  puede  el  Gobierno  modificar  y 
derogar  las  leyes  del  Estado? 

Ea  todo  caso,  las  resoluciones  internacionales  tienen  que 
respetar  la  legislación  interna  de  cada  país— más  claro:  la  razón, 
la  justicia  y  la  naturaleza  de  los  deberes  mutuos  exigen  la  uni- 
dad de  principios  en  el  derecho  positivo. 

De  otro  lado,  el  gobierno  que  declara  la  incompetencia  de 
las  autoridades  del  país,  respecto  al  conocimiento  de  los  delitos 
perpetrados  á  bordo,  no  ha  dicho  nada  acerca  de  la  nacionalidad 
del  buque  por  bandera,  ó  por  la  del  capitán  ó  dueño  de  dicho 
buque.     Los  publicistas  no  están  acordes  en  este  punto. 

Si  el  Cónsul  del  país  en  que  reside  el  dueño  del  buque,  y  el 
Cónsul  compatriota  del  capitán  ó  su  representante,  pretendiesen 
«onocer  exclusivamente  de  los  desórdenes  ó  delitos  suscitados  á 
bordo. — ¿qué  harían  las  autoridades  locales  si  ambos  Cónsules 
reclamasen  á  la  vez  el  auxilio  de  hi  fuQr/Ai'í  (Véase  á  Sirgfrvd 
IVeis — Code  dxi  Droit  maritine  international,  liby  '2  pág,  S05^) 

Muy  adelante  nos  llevaría  el  análisis  severo  de  la  resolución 


—  92  — 

suprenifi  ya  mencionada;  poro  como  el  objeto  priuc¡{>al  de  este 
escrito  luí  sido  manifestar  que  el  artículo  17  de  nuestra  ()on ven- 
ción con  Italia  no  priva  al  poder  local  del  conocimiento  de  los 
delitos  cometidos  á  bordo  de  buques  mercantes  surtos  en  aguas 
territoriales,  liemos  debido  limitarnos  á  exponer  el  sentido  de  di- 
cli')  artículo,  la  mente  de  los  negociadores,  la  opinión  del  go- 
l»iorno  italiano,  y  la  doctrina  de  los  publicistas  en  tan  importan- 
materia. 

Luis  Mk^-ox-e?. 


—  Ü3  — 
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Conducta  del  Gobierno  cu  este  asunto.  Celo*  del  Miuisterio  Fiscal  djj-.*  >noji  lo 
hasta  ahora.  Principios  generales  s'Jbre  jurisdicción  tcrritoriaL  Doctrina 
incompleta  de  Falix  sobre  la  materia.  Enmienda  de  su  comentador.  Re- 
sol ucioa  del  C'^nsej  o  de  Estado  de   1806.  Exposición  de  lo*  principios  cj iie- 
rigen  en  Francia  sobre  esta  materia,  por  M.   Ortol  in,  profesor  de  Djiejlio 
PenaL  Caso  dsl  *'Terapest",  su  apreciación.  Opiniones  del  Fi-scil  OeneraV 
Dapin,  del  Vocal  de  la  Suprema  Corte  de  nulidad,  Foucher,  y  del  Fiscal  s.- 
ñor  Ureta.  Ordenanza  de  29  de  Octubre  de  1833.  Decreto  de  2-1  de   Mar/o 
de  1852  V  exposición  del  Ministro  de  M  irina  Da:os.  Ellos  n.)   hi  i   d.ro  r.\- 
si ¡lo  m  >cfificado  la  ordenanza  de  1833.  Verdadero  carácter  dí  esta  Orde- 
nanza. Ella   no  es  un.\  te  itativa  sino  cuindo  no  hay  Tratador  y  en  ene 
caso  Si  comienza'\jor  ofrecer  lo  que  h.i  declarad  j  el  G  jbi;rao  del  l'erú 


Antes  de  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  séanos  permiti- 
do manifestar  la  seguridad  que  tenem')s  de  que  los  es[)íritus  ira- 
parciales  verán  que  en  ella  la  conducta  del  Gobierno  ha  sido 
guia-la  por  la  buena  fé  política  y  por  la  lealtad  interna- 
cional. 

El  honorable  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia  diri- 
gió al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  una  roclamación;  (1)  y 
íste,  que  no  quiso  resolverla  ligeramente,  oyó,  para  ilustrar  su  jui- 
cio, al  señor  Fiscal  de  la  Excma  Corte  Suprema.  No  conforman- 
clas3  con  su  dictamen,  ni  queriendo  proporcionar  a  la  legación 
italiana  uno  de  esos  triunfos  difíciles  y  tardíos  de  que  guarda  la 
K3¡)ública  bien  tristes  recuerdos,  el  Ministro  dj  Rilacionos  E>c- 
teriores  expuso  su  opinión  al  Presidente  de  la  República  y  al 
(\)ns*:jo  de  Ministros.  (2)  Si  no  hubiesen  aceptado  sus  ideas,  61  ha- 
bría tenido  la  grata  satisfacción  de  renunciar  ol  Ministerio;  pero 
tuvo  otra,  que  si  no  le  permitió  dejar,  con  mucbo  placer,  en 
luivs  hábiles  manos,  la  Cartera  de  Relaciones  Exteriores,  lo  pro- 
porcionó la  oportunidad  de  realizar  un  acto   do  justicia,  de  leal- 


[1]  Página  19. 
[2]   Página  30. 
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tad  iiitoniacional,  de  verdadero  progreso  y  de  conveniencia 
trascendental. 

El  Ministerio  Fiscal  que,  en  otros  tiempos,  no  ha  reclama- 
do ni  las  prerrogativas  del  Poder  Judicial,  ni  el  mantenimiento 
del  Poder  Ejecutivo  en  su  legítima  esfera,  teniendo  hoy  en  el 
señor  Ureta  un  inteligente  y  celoso  intérprete,  ha  pedido  la  re- 
consideración del  supremo  decreto  que  ordena  la  ejecución  de  un 
tratado.  (1)  Por  último,  el  Plenipotenciario  que  firmó  la  conven- 
ción que  se  ha  mandado  cumplir,  ataca  también  la  resolución 
del  Gobierno. 

S.  E.  el  Presidente  ha  declarado  sin  lugar  la  reconsidera- 
ción pedida  por  el  señor  Fiscal;  pero,  estimando  su  reclam''ación 
en  lo  que  ella  vale,  parccenós  conveniente  darle  una  contesta- 
ción. La  posición  y  el  mérito  del  señor  Mesones,  imponen  el 
mismo  deber. 

El  señor  Ureta  comienza  su  exposición  enunciando  princi- 
pios generales  sobre  jurisdicción  territorial,  y  cita  para  ello  á 
Félix,  al  Presidente  Marshall  y  á  Wheaton.  Todos  opinan  por- 
que la  jurisdicción  se  extiende  á  todas  las  partes  del  territorio, 
excepto  el  caso  de  estipulación  en  contrario.  Según  esto,  las 
cuestiones  suscitadas  por  la  resolución  del  Gobierno  quedan  en 
pié;  porque  precisamente  se  trata  de  saber  si  lo  que  pasa  en  el 
interior  de  un  buque  mercante  está  sujeto  á  la  jurisdicción  del 
país  y  si  los  tratados  vigentes  lo  exceptúan  de  ella.  A  fin  de 
examinarlas  detenidamente  y  de  manifestar  nuestras  ideas  sobre 
ellas,  apreciaremos  los  principales  argumentos  de  los  señores 
Ureta  y  Mesones  y  juzgaremos  la  cuestión  bajo  su  aspecto  posi- 
tivo. 

Félix,  á  quien  cita  el  señor  Fiscal,  y  cuya  obra  esta  destina- 
da al  estudio  del  derecho  internacianal  privado  y  no  público, 
trata  ligerainente  la  cuestión;  y  su  erudito  Comentador  dice:  «(p. 
jí  25vS7,  1^).  En  lo  lelativo  a  los  buques  mercantes  que  se  hallan 
«  en  j)uerto  extranjero,  M.  Félix  no  indica  una  distinción  que  se 
«  ha  hecho  r^iempre  en  Francia  y  que  está  consagrada  por  la  opi- 
«  nión  riel  Consejo  de  Estrulo  do  29  <le  Novicn\l)re  de  1806,  cuyo 
«  texto  copia  en  .^oí^uida.  Después,  dice  el  comentador,  que  este 
«  asunto  eüt'i  admirablemente  dee^envuello  en  los  Elementos  de 
«  Derecho  Penal  de  M.  Ortolan.»  Este  sabio  profesor  de  la  Uni- 
vors'clad  de  París,  que  empleó  10  años  en  la  comi)osición  de  su 
o])Yi\,  frulo  do  ly  afios  do  en-efuinza,  y  que  no  po  lía  ser  guiado 
]»or  ningi.iíia  [Teoeupíieióir  dipl<jinátiea,  dice,  oeupán»loíe  de  los 
buques  mercantes,  que,  aunque  no  forman  parto  del  poder  pú- 
blico do  su  [-ais,  osíá'i  colocados  bajo  la  nacionalidad  do  él  y  que 
.son  como  mía  liabitación  flotante  que  lleva  en  su  seno    la   orga- 

[l]    Pri-i:ia  42. 
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nización  y  el  régimen  de  las  leyes  que  han  recibido.  Esta  con- 
•ideración  ha  causado  en  los  csi)íritu3  perplejidades  contrarias, 
suscitado  dudas  y  hecho  buscar  nlgún  otro  temperamento  con  cu- 
ya ayuda  se  courultase  más  el  derecho  de  imperio  de  la  autori- 
dad local.  El  uso  dominante  y  (¡ue  (Jebe  acabar  por  prevalecer 
unánimemente  en  la  aplicación  del  Dereclio  de  Gentíos,  es  el  que 
seguimos  en  Francia.  En  seguida  el  autor  fija,  como  regla,  el 
parecer  del  Consejo  de  Estado  de  1806  (textualmente).  «  En  con- 
secuencia, hallándose  un  buque  mercante  extranjero   situado  en 

*  nuestros  puertos  ó  aguas  territoriales,  dejamos   al  poder    penal 

•  y  á  la  jurisdicción  del  Estado  á  (jue  pertenece  el  buque,  no   so- 

•  hineTile  los  delitos  de  servicio  6  do  discipiina  puramente  intcrio- 
« r58,  respecto  de  los  cuales  nos  ballaínos   evidentemente   desnu- 

*  dos  de  todo  interés,  sino  aún  los  cri'meiics  6   delitos  de   Derecho 

•  Común  cometidos  á  bordo  de  estos  buques  entre  gentes  de  la 
« tripulación  solamente,  siempre  que  el  socorro  de  la  autoridad 
<  no  haya  sido  reclamado  ó  que  la  tranquilid<id  del  puerto 
« no  esté  comprometida.»  Por  reciprocidad,  dice  dicho  autor,  re- 
«  clamamos  el  mismo  trato  y  la  ob-jorvancia  del  mismo  derecho 
«  respecto  de  los  hechos  cometidos   á   bordo   de  nuestros   buques 

*  mercantes  en  los  países  extranjeros.  En  este  sentido  están  con- 
í  concebidas  las  instrucciones  públicas  que  reciben  nuestros  agen- 
r  tes  diplomáticos  ó  consulares,  y  en  ese  sentido  deberán  nuestros 
«  Tribunales  juzgar  la  cuestión  de  saber  si  los  hecjios  de  que  se 
» trata  serán  considerados  como  delitos  cometidos  fuera  delterrito- 
«  rio  ó  en  el  territorio.  En  términos  técnicos  se  dirá,por  los  que  admi- 
« ten  5emejante  lenguaje,  que  el  buque  mercante  goza,  para  ciertos 
«  hechos,  del  privilegio  de  la  extei^ritorirlidad  y  para  otros  no.»  En 
seguida,  y  ocupándose  del  caso  del  «Teni[)est)»,  de  la  requisito- 
ria del  Procurador  General  Dupin  y  de  la  sentencia  de  la  Cor- 
te de  Casación,  que  son  el  Aquiles  del  escrito  del  señor  Ureta, 
dice  que  todas  las  circunstancias  concurrían  á  mantener  la  ju- 
risdicción local,  que  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación  no 
había  nada  que  concluir  más  allá  de  las  doctrinas  practicadas  en 
Francia,  las  que  pueden  resumirse  así: — «  nuestra  jurisdicción 
territorial  no  puede  desprenderse  de  lo  que  toca  á  los  intereses 
del  Estado.  Si  tratados  públicos,  como  los  hay  en  cíeeto,  hubie- 
sen arreglado  este  punto,  sus  disposiciones  deben  ser  observadas 
respecto  de  las  partos  contratantes.  Los  qne  existen  son^  por  otro 
lado^  cmiforme  con  la  doctrina  q^fe  acabamos  de  exponer.  »(Droit 
Penal), 

Resulta,  pues,  que  la  resolución  en  el  caso  del  «Tempets»  no 
derogó  ni  pudo  derogar  lá  legislación  de  Francia.  El  parecer 
del  Consejo  de  Estado  de  180(5,  aprobado  por  el  Gobierno  im- 
perial y  base  de  esa  legislación,  subsistió,  lo  mismo  que  la   orde- 
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lianza  de  1833;  y  según  ambas  resoluciones,  las  vías  de  hecho, 
delitos  ó  crímenes,  cometidos  á  bordo  de  un  buque  entre  gentes  de 
la  tripulación,  sin  qne  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto,  sólo 
son  justiciables  por  el  país  á  que  pertenece  el  buque. 

En  el  caso  del  «Tempest»,  la  tranquilidad  del  puerto  había 
sido  profundamente  turbada,  y  además  se  había  solicitado  el 
ejercicio  de  la  autoridad  territorial. 

La  opinión  del  Vocal  Kouchcr,  del  procurador  General  Dupin 
y  ílel  señor  Ureta,  no  pueden  modificar  las  leyes  ni  la  jurispru- 
dencia. M.  Dupin  es  un  sabio  jurisconsulto;  pero  no  está  fepu- 
Jado  como  autoridad  en  materia  de  Derecho  de  Gentes.  El  se- 
ñor Ureta,  á  pesar  de  su  experiencia  adquirida  cuando  fué  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores,  ha  querido  participar  de  las  exa- 
geraciones del  sabio  Procurador  General,  quien,  preocupado 
de  la  soberanía  jurisdiccional  y  territorial,  no  tuvo,  tal  vez,  en 
consideración  los  principios  del  Derecho  intrnacional.  Sin  des- 
conocer, porque  no  pueden  desconocerse  la  refcolución  del  Conse- 
jo de  Estado,  la  ordenanza  de  1833,  la  legislación  y  la  jurispru- 
dencia de  la  Fracia,  se  opina  porque  todo  crimen  altera  la  tran- 
quilidad pública.  Este  os  el  principio  y  el  fin  de  la  exposición 
del  señor  Ureta:  pero,  si  es  así,  ¿cuáles  son  los  crímenes  que  no 
alteran  la  tranquilidad  pública?  La  contradicción  en  las  ideas 
08  tan  grande  que  viene  á  revelarse  de  una  manera  notabilísima 
•n  las  palabras  mismas. 

La  doctrina  del  profesor  M.  Ortolan  queda,  j)ues,  en  pié  y  ya 
se  sabe  cuáles  son  su  alcance  y  su  contenido.  Los  tratados  exis- 
tentes con  la  Francia  la  consagran;  y  entre  esos  tratados  se  ha- 
llan los  celebrados  con  Italia,  con  los  Estados  Unidos  y  con  el 
Perú.  El  stñor  Mesones  dice  que  la  resolución  del  Consejo  de 
Estado  de  1806  .se  refería  en  muchísiníos  puntos  á  los  Cónsules 
de  Oriente;  pero  no  os  así.  Esa  reí-olución  se  dictó  a  consecuen- 
cia de  los  casos  del  ffNewlonw  y  drl  «Snlly»»  en  Marsella  yon  Am- 
beres.  El  mismo  señor  dice  que  la  ordenanza  do  1833  está  mo- 
dificada por  n soluciones  del  sec^umlo  imperio,  sin  decir  cuál  es 
la  modificación,  y  pone,  entre  paréiiteí^is,  18r)2  y  1858.  Se  dá  á 
entender,  sin  decirlo,  que  el  artículo  22,  por  el  cual  se  declara 
que  la  autoridad  local  no  debe  conocer  de  los  delitos  ó  crímenes 
cometidos  entre  genti^s  de  la  tripulación,  sin  que  se  comprometa 
la  tranquilidad  del  puerto,  ha  si  lo  modificado.  Esto  no  es  cierto. 
El  decreto  de  24  de  Marzo  de  1852  sobre  la  disciplina  y  el  régi- 
med  penal  de  la  marina  mercante,  que  reviste  un  carácter  dic- 
tatorial, porque  fué  dictado  por  el  Principe  Prcí^idente,  no  ha  he- 
cho tal  derogatoria. 

Después  de  la  exposición  del  Minisítro  de  Marina,    Th   Ducos, 
en  la  cual  se  trata  de  manifestar  la  necesi^lad  de  instituir   tribu- 
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nales especíales  para  las  faltas,  delitos  ó  crUiunts  cometidos  á 
bordo  en  cualquiera  localidad,  en  alta  mar,  en  los  puertos  de 
Francia  6  en  los  puertos  extranjeros-,  se  clasifican  en  el  artículo  1* 
las  faltas,  los  delitos  y  los  crímenes,  y  en  el  segundo  se  dice  qut 
quedan  sometidas  á  las  reglas  de  orden,  de  servicio  y  de  disciplina 
eetablecidas  en  los  buques  mercantes,  y  susceptibles  de  sufrir  las 
penas  determinadas  por  el  decret(>,  á  causa  de  las  faltas  de  disci- 
plina, de  los  delitos  y  crímenes  enunciados,  todas  las  j)ersonas 
embarcadas  desde  el  día  de  su  inscripción  hasta  su  desembar- 
que administrativo.  Lejos  de  dejarse  á  las  autoridades  locales  el 
conocimiento  de  los  delitos  cometidos  áJ^ord o,  se  instituvcron 
tribunales  especiales  para  juzgarlos,  los  que,  sea  dicho  de  pasó, 
no  han  llegado  á  establecerse.  Así,  ese  decreto  no  prueba  nada 
de  lo  que  ha  querido  decir  el  señor  Mesones.  Mas  aún,  en  la  cir- 
cular de  dicho  Ministro  de  27  de  Marzo  del  mismo  año  sobre  el 
anterior  decreto,  se  mencionan  los  artículos  de  la  ordenanza  de 
1833  que  quedan  derogados  y  no  se  comprende  entre  ellos  el  ar- 
tículo 22.  La  modificación  de  que  quiso  ocuparse  el  señor  Meso- 
nes fué,  tal  vez,  la  traslación  que  se  hizo  á  los  comandantes  de 
buques  del  Estado,  de  las  facultades  que  tenían  los  Cónsules, 
respecto  de  los  buques  mercantes  en  puertos  y  rarlas  extranjeros. 
En  1858  tampoco  ha  sido  derogado  el  artículo  22,  como  lo  dá  á 
entender  el  señor  Mesones. 

Esta  disposición  lejos  de  ser,  como  cree  el  señor  Ureta,  una 
mera  tentativa  oficial,  es  la  base  de  la  legishición  franí  esa  en  la 
materia,  y  si  se  dice  en  ella  que  los  Cónsules  reclamarán  contra 
cualquiera  tentativa  que  pueda  hacerse  en  contrario,  y  si  se  les 
previene  que  invo(|uen  la  reciprocidad  de  los  priiic'j)iosde  1800, 
lo  que  se  prescribe  es  que,  aún  cuando  no  existan  tratados,  ye 
esté  á  lo  prevenido  en  ellos,  según  el  artículo  10.  En  el  primor 
caso  se  pide  á  los  demiis  lo  que  se  les  dá  expont.íneaniontc:  en  el 
segundo  se  exige  el  e;i:nplimiento  de  l(»s  trntudos.  ;,('uáles  son 
estos?  Los  que  ha  celebrado  y  celebra  ¡a  Francia,  es  dteir,  loy 
que  existen  con  los  Estados  Unidos,  con  Italia,  con  el  Perú  y  con 
muchos  otros  países  do  hi  cristiandad.  ¿Cuál  es  e-a  prescripción? 
La  de  que  las  autoridades  locales  no  (ii4)rn  intervenir  cuando 
no  se  altere  la  tranquilidad  del  j)uerto  ó  tengan  i»}nte  en  los  de- 
sórdenes las  personas  sujetas  á  la  juri*:dice¡ón  del  luí^ar. 
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Examen  de  la  Convención  Consular  con  Francia.  En  ella  se  consagra  la  inde- 
pendencia en  que  se  halla  el  buque  «le  la  juris  Jicción  territorial  para  todo 
lo  relativo  al  interior  del  buque.  Excepción  que  hace  et  señor  Ureta  de 
los  cí imenes.  Esta  palabra  no  se  halla  en  nuestro  Código  Penal.  Necesi- 
dad que  habría  de  aplicar  el  Có^íigo  Penal  de  Francia  en  el  Perú  para  se- 
guir las  doctrinas  del  señor  Ureta 

1^1  Convención  de  Italia  con  el  Brasil  no  deja  á  la  autoridad  territorial  el  co- 
nocimiento de  los  delitos  cometidos  á  bordo,  como  lo  cree  el  señor  Meso- 
nes. Los  respectivos  Gobiernos  son  los  que  pueden  fijar  el  sentido  de  las 
Convenciones  para  poderl¿is  cumplir 

El  Ministro  no  copió  todo  lo  relativo  á  los  Cónsules  por  limi- 
tarse á  citar  lo  que  le  pareció  indispensable.  Ni  tuvo  el  ánimo 
de  ocultar  lo  que  es  público,  ni  teme  el  recuerdo  que  se  le  quie- 
re hacer.  Lo  agradece,  porque  tiende  á  completar  su  pensamien- 
to. Examinando  el  tratado  con  Francia,  la  convención  con  Ita- 
lia, las  Convenciones  de  Francia  con  este  último  país,  con  el 
Br«sil  y  con  España,  se  ve  que  siempre  se  comienza  por  estable- 
cer que,  en  lo  relativo  á  la  policía  de  los  puertos,  carga  y  des- 
carga, es  decir,  á  todo  lo  que  es  exterior  del  buque,  se  encuentra 
éste  sujeto  á  las  leyes  locales:  en  segundo  lugar,  se  dice  que  la 
policía  interna  y  el  conocimiento  de  los  desórdenes  quedan  suje- 
tos á  los  Cónsules,  lo  mismo  que  el  de  las  diferencias  que  puedan 
sobrevenir:  en  tercer  lugnr,  se  deternjinan  los  casos  en  que  deben 
intervenir  las  autoridaties  locales;  y,  por  último,  se  declara  que, 
en  los  demás  casos,  las  autoridades  localfs  se  limitarán  á  auxi- 
liar á  los  Cónsules  &.  &.  Así,  en  la  primera  disposición,  se  esta- 
blecen los  casos  generales  en  que  un  buque  extranjero  se  encuen  - 
tra  sujeto  á  la  autoridad  local:  en  el  segundo,  se  dice  cual  es  la 
autoridad  encargada  de  su  policía,  que  es  la  del  país  á  que  per- 
tenece el  buque:  en  el  tercero,  se  determinan  los  casos  en  que 
tiene  derecho  de  intervenir  la  autoridad  local;  y,  en  el  cuarto, 
aquellos  en  que  puede  y  debe  hacerlo  en  el  interés  del  buque. 
PiSío  es  claro;  poro  el  señor  Ureta  cree  que  los  crímenes  no  se 
hallan  fuera  del  nlcance  de  la  jurisdicción  local.  Los  crlmcneSj 
dice  el  ycñor  Fiscal,  no  son  dcsord(7icSy  no  son  diferencias;  los 
Cónsules  no  pueden  conocer  de  los  crímenes,  y  o>tos  no  se  ha- 
llím  además  mencionados  en  la  Convención.  Ks  cierto  c{ue  ni  la 
Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  ni  ninguna  Conven- 
ción Consular,  se  ocupa  de  hacer  la  distinción  entre  faltas,  deli- 
•  tos  y  crímenes.  Todas  ellas  se  limitan  á  hablar  de  orden,  de 
policía  y  de  desórdenes.  Estas  distinciones  no  se  han  hecho  ni 
se  deben  hacer  en  las  Convenciones  Consulares.  La  policía,  el 
orden  del  puerto,  todo  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  del  bu- 
que con  el  exterior  corresi)onde  á  la  autoridad  local;  pero,  aún 
en  lo  que  es  exterior,  si  se  trata  de  meras  diferencias,  de  cues- 
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tiones  sobre  salarios,  enganches  &.,  no  es  competente  dicha  auto- 
ridad. Los  Convenciones  no  usan  las  palabras  técnicas  de  faltas, 
delitos  y  crímenes,  pino  únicamente  de  orden  y  de  policía;  y  es 
evidente  que  todos  estos  hechos,  en  lo  que  se  refieren  al  interior 
del  buque,  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  la  autoridad  del  lugar 
á  que  pertenece  el  buque.  Así,  si  se  turba  el  orden  por  faltas, 
delitos  b  crímenes  sin  qu-^^  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto  y 
sin  que  se  comprometa  un  interés  extraño,  el  conocimiento  de 
esos  hechos,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  no  corresponde  á 
la  autoridad  local.  Las  leyes  de  policía  obligan  en  todo  el  terri- 
torio y  á  todas  los  que  lo  habitan;  pero  la  policía  interior  del 
buque  no  corresponde  á  la  autoridad  territorial. 

Hé  aquí,  pues,  limitado  el  principio  de  la  soberanía  juris- 
diccional y  territorial,  que,  si  tuviese  el  significado  absoluto  que 
le  atribuye  el  señor  Ureta,  suprimiría  en  el  Perú  todo  el  Derecho 
Internacional  y  nos  pondría  en  el  caso  de  no  tener  relaciones 
con  ningún  país  de  la  tierra.  Trastornado  el  orden  en  el  inte- 
rior de  un  buque,  corresponde  al  Cónsul  el  conocimiento  de  los 
hechos,  no  para  sentenciar  todos  los  delitos  que  ocurran,  ni,  mu- 
cho menos,  para  ejecutar  sus  resoluciones,  sino  para  obrar  como 
lo  previenen  el  Derecho  de  Gentes  y  las  leyes  de  su  país.  Con 
razón  ha  hecho  notar  el  señor  Ureta  que  sien  Francia  los  hechos 
punibles  se  llaman  faltas,  delitos  y  crímenes,  en  el  Perú,  según 
nuestro  Código  Penal,  se  comprenden  todos  esos  hechos  bajo  los 
nombres  de  faltas  y  delitos.  El  Fiscal  parece  creer  que  según  la 
legislación  y  la  juris[)rudencia  de  Francia,  lo  mismo  que  según 
las  convenciones  vigente?,  si  las  faltas  y  los  delitos  se  hallan 
bajo  la  jurisdicción  del  país  á  que  pertenece  el  buque,  el  conoci- 
miento de  los  crímenes  no  puede  menos  que  corresponder  á  las 
autoridades  del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra.  Y  bien, 
¿cuáles son  los  hechos  que  nuestra  legislación  califica  de  crímenes 
y  que,  según  la  doctrina  del  señor  Fiscal,  deben  caer  bajo  el  co- 
nocimiento tJe  las  autoridades  locales?  En  la  palabra  genérica 
delitos  se  comprenden  los  hecho?  que  la  legislación  francesa 
llama  delitos  y  crlmenrs]  poro  ;,cuáles  son  los  crínicne.«?  Serán  los 
hechos  calificados  de  tales  por  la  kgislación  francesa.  De  manera 
que  sería  preciso  que  nuestras  autoridades  aplicasen  el  Código 
Penal  de  Francia  v  no  el  Córliofo  Penal  del  Perú.  Así,  tratando- 
se  xle  exagorar  el  alcance  de  las  leyes  peruana?,  se  comienza  por 
exigir  el  cumplimiento  de  una  lei^islación  extranjera  y  la  a))lica- 
ción  de  ella  por  las  autoridafles  del  país.  La  imposibilidad  do 
aplicar  las  doctrinas  del  señor  Fiscal  es  una  nueva  prueba  de  que 
ellas  no  están  conformes  con  la  verdad. 

El  señor  Mesones  copia  el  texto  completo  de  nuestra  estipu- 
lación con   Francia  sobre  la  materia.     No  lo  analiza,  y  continúa 
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diciendo  que  se  encontraba  en  Italia  cuando  se  celebró  otra  Con- 
vención entre  el  Gobierno  de  Turin  y  el  Imperio  dsl  Brasil.  La 
circunstancia  de  hallarse  el  señor  Mesones  en  Italia,  ocupando 
una  alta  posición,  y  de  recordarla  para  robustecer  sus  opinionee, 
ncB  hizo  creer  que  el  señor  Mesones  tenía  la  seguridad  de  haberse 
declarado  algo  en  dicha  Ck)nvención  que  debiese  destruir  la  reso- 
lución del  Gobierno. 

Sin  embargo,  el  señor  Mesones   duda  de  que  en  ese  acto   in- 
ternacional se  hubiesen  exceptuado  los  delitos  de  la  jurisdicción 
del  país  á  que  pertenece  el  buque,  é  interpela  al  H.  señor  Garrou; 
pero,  después  el   señor  Mesones  debió  adquirir  la   segundad  de 
que  el  Tratado  de  Italia  con  el  Brasil  encerraba  esa  estipulación, 
porque,   sin   aguardar     la    respuesta   d  1    H.  señor  Encargado 
de  Negocios  de  Italia,  que,  cc.ino  lo  cree  el  señor  Mesones,   debe 
conocer  las  leyes  de  su  patria  dice,  que  tales  son  las  estipulaciones 
de  dicho  Tratado;  y  de  su  aseveración,  que  antes  no  lo  era,  deduce 
muchos  de  sus  principales  argumentos.  Bien  habría  hecho  el  señor 
Mesones  en  atenerse  á  la  duda  que  enunció  al  principio  sobre  la 
infalibilidad  de  su  memoria,  porque  la  estipulación  deque  61  ha- 
bla no  existe:    tenemos  á  la   vista  dicha  Convención  y    i)odemos 
asegurarlo  así.     Después  el  señor   Mesones  có])ia  una  parte  del 
Reglamento  del  Brasil,  según  la  cual,  en  caso  de  delito  cometido 
a  bordo  de  un  puerto  extranjero,  los(Jónsule3  no  deben  ingerirse, 
dejando  á  las  partes  que  se   entiendan  ante  los  Tribunales  del 
país;  pero  el   reglamento  consular  del  Brasil  no  es  la  regla  para 
resolver   nuestras  cuestiones  con   Francia  y  con  Italia.     Además 
el  Brasil  en  su  Convención  con  Francia   y  en  aquella  con  Italia, 
que  el   señor  Mesones   no  conoce,  ha   consignado   estipulaciones 
idénticas  á  las  ajustadas  con  el  Perú.     Verdad  es  que  los  señores 
Ureta  y  Mesones  creen  que  la  resolución  del  Gobierno   peruano 
es  contraria  á  las  convenciones  vigentes,  y  opuesta  á  las  leyes,  á 
la  jurisi)rudenc¡a  de  Francia  y  de  Italia  y  á  las  opiniones  de  los 
principales  tratadistas;  pero  si  los  Gobiernos  de    Francia   y   de 
Italia  piensan  de  distinta    manera,  no  sería  posible  preferir  las 
opiniones  del  señor  Fiscal  y  de  iiuestro  antiguo  Ploniííoteiiciario 
alas  opiniones  de  los  Gobiernos  contratantes. 
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III 


Caso  del  buque  sueco  "Forsatning".  Crímeu  de  envenenamiento  cometido  á 
Iiordo  en  aguas  francesa^,  lil  pnbiern o  francés  declaró  incompetentes  á 
sus  autr>ndade8.  Principio  de  Hauteffeuille.  Caso  del  buque  Alejandro 
de  burdeos  qu^  lo  confirma.  Aplicación  de  la  rej^^la  por  el  ra^srao  autor, 
piendo  Fiscal  en  Argel.  Legislación  y  política  de  los  Estados  Unidos. 
Wheaton  se  encuentra  en  contradicción  c(Tn  ella  Reglamentos  de  los 
Estados  Unidos.  Ellos  están  en  conlormidad  con  la  resolución  d^l  Go- 
bierno del  Pcró.  Caso  de  la  Creoll'*.  Bl  Gobierno  Norte  Americano 
mantuvo  su  jun'sdicción  en  u.i  buque  surto  en  aguas  inglesas.  Whea- 
ton fué  de  la  misma  opinión.  Indecisiones  de  aquél  publicista  y  modi- 
ficación de  sus  doctrinas,  i^olítica  del  Gobierno  americano,  expresada 
por  la  terminante  declaración  del  Secretario  de  Estado  Daniel  Webster. 
Api  criación  de  las  palabras  de  Mr  Masón,  Ministro  americano  en 
París.  Juicio  sobre  la  respuesta  del  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
de  Francia,  sobre  la  inteligencia  de  la  Convención  de  1853  en  un  con- 
flicto de  juisdii'ción.  Observac'ón  sobre  la  consulta  que  se  hace  al 
.Min'stro  de  Re'ac  ones  Ex^ieriores  de  Francia,  siempre  que  se  trata  de 
asuntos  que  son  ó  pueden  ser  internncionales.  Homicidio  cometido  á 
prin'^ipios  de  este  ano  en  aguas  alemanas,  á  b')rdo  de  un  buque  ameri- 
cano. La  jurÍÑd¡eción  ani'.'ricina  ha  sido  reconocida  sin  contradicción. 
Casos  peruano;^.  Resolución  terminante  dad*i  en  el  caso  del  buque 
americano  'n.»fiance",  sin  existir  tratado  que  la  exig  ese  y  sin  estipular 
la  reciprocidad  Ex.Amcn  del  c  xso  de  la  "John  Cunning".  No  fué  igual 
fil  preseiBte.  Opiniones  exageradas  de  los  señores  U reta  y  Clay.  La 
iuri.stlicción  peruana  no  triunfó  Impunidad  del  delincuente.  Enseñanza 
práctica.  En  los  Estados  Unidos  el  Gobierno  ordena  el  juicio  y  lo  sus- 
pende cuando  h  13'  reclamaciones  internacionales.  Los  Fiscales  obede- 
cen al  Gobierno,  y  ni  pilen  rccon«ideración,  ni  promueven  competencia 
La  independencia  del  Poder  Judicial  no  se  considera  comprometida. 
Caso  del  "Aunis".  No  fué  iiléntico  al  actual.  El  señor  Mesones  no  lo 
ha  present-*.do  cotno  fué,  ni  ha  di:ho  el  modo  como  terminó.  Fué 
un  caso  de  verdadero  asilo.  A  pesar  de  esto,  triunfó  el  principio  de  la 
iuTiulabilidad  de  la  bandera. 

En  fcl  caso  del  crimen  de  envenenamiento  cometido  á  bordo 
del  buque  sueco  «Forsatning»,  en  aguas  francesas,  el  gobierno  fran- 
.♦és  dijo:  que  convema  entregar  los  delincuentes  á  la  policía  de  á  bor- 
ío.El  señor  Uretacrec  que  la  palabra  convenía  no  importaba  una 
decisión,  sino  la  existencia  de  motivos  particulares  para  obrar  así 
en  un  caso  especial:  pero  ¿por  c\\xk  convino  adoptar  la  resolución? 
Porque  era  conforme  con  el  Derecho  de  Gentes,  con  las  leyes  y  con 
la  priietioa  de  la  Francia.  Se  comprende  más  bien  que  se  hizo  uso  de 
la  palabra  coyivenía^  porque,  no  teniéndola  Suecia  con  la  Francia 
un  tratado  que  le  di<^se  al  Gobierno  sueco  el  derecho  de  reclamar 
los  delincuentes,  el  Ciobierno  francés  no  quiso  usar  otra  palabra 
que  exprcsíiae  el  reoonocimiento  de  una  obligación  perfecta.  La 
jurisprudencia  francesa  es  constante  en  esta  materia.  Ilauíeffeuille^ 
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í  quien  el  señor  Mesones  llama  el  más  distinguido  escritor  de 
derecho  marítimo  moderno,  después  de  decir  que  —  todos  los 
derechos  del  Príncipe  territorial  se  refieren  al  puerto  y  que  7io 
hay  uno  solo  que  concierna  al  buque  extranjero,  y  que  éste  queda 
sujeto  á  la  jurisdicción  exclusiva  del  soberano,  cuya  bandera 
enarbola,  cita  el  caso  del  buque  «Alejandro»  de  Burdeos,  que 
fué  robado  á  su  capitán  por  uno  de  los  oficiales  de  á  bordo  y 
conducido  á  la  rada  de  Rhode  Island.  El  comandante  del 
buque  de  guerra  francés  «Hercule»,  M.  Casy,  hoy  vice-almirante 
y  senador,  instruido  del  hecho,  se  apoderó  del  buque,  puso  presa 
á  la  tripulación  y  la  envió  a  Francia.  El  crimen  de  los  acusados 
es  calificado  como  piratería  y  tiene  pena  de  muerte  por  las  leyes 
francesas.  Los  culpables  fueron  juzgados  en  Brest,  condenados  y 
ejecutados.  Sin  embargo,  uno  de  los  cómplices  y  el  jefe  de  la  re- 
belión descendieron  á  tierra,  llevándose  algunos  diamantes  que 
hacían  parte  de  la  carga;  pero  habían  dejado  el  suelo  francés. 
Aunque  se  hallasen  perfectamente  al  alcance  del  comandante,  y 
aun  cuando  éste  tenía  fuerzas  más  que  suficientes  para  apoderar- 
se de  ellos,  no  pudo  hacerlo  y  reclamados  en  virtud  de  los  trata- 
dos, como  marinos  desertores,  fueron  entregados  y  enviados  á 
Brest. 

Así,  pues,  el  buque,  la  carga,  y  todos  los  hombres  que  que- 
daron á  bordo,  es  decir,  en  territorio  francés,  fueron  tomados  por 
la  justicia  francesa  en  aguas  de  los  Estados  Unidos;  y,  al  contra- 
rio, los  que  habían  dejado  ese  territorio  se  encontraron  fuera  do 
la  jurisdicción.  El  mismo  escritor,  que  ha  sido  también  alto 
magistrado  agrega:  «la  aplicación  de  esto  principio  no  encuentra 
oposición  en  ningún  país:  yo  mismo  tuve  ocasión  de  realizarla 
cuando  fui  Procurador  del  Rey  en  Argel». 

La  tripulación  de  un  brick  inglés  que  se  hallaba  en  el  puerto, 
se  sublevó  contra  el  capitán;  la  tranquilidad  pública  se  turbó  k 
consecuencia  de  la  riña,  y  tuve  que  hacer  aprehender  á  los  cul- 
pables; pero  como  no  se  causó  ningún  perjuicio  fuera  del  buque, 
los  entregué  al  cónsul  inglés,  quien,  mas  tarde,  los  envió  á  Malta 
(posesión  inglesa)  para  juzgarlos  allí.  (Des  Droits  et  des  Devoirs 
des  Nations  Neutre  en  temps  de  Guerre  Maritime,  pág.  298,  299.) 
Ni  la  Francia  ni  los  Estados  Unidos  menguaron  ni  abdicaron  su 
soberanía  jusdiccional  y  territorial;  cumplieron  con  el  Derecha 
de  Gentes,  respetando  sus  tratados  y  observaron,  ademas,  su  pro- 
pia legislación;  pero  el  señor  Mesones  dic«  lo  siguiente:  «Hemos 
ir  dicho  que  se  ha  equivocado  el  señor  Barrenechea  al  creer  que  la 
ir  legislación  de  Estados  Unidos  es  igual  á  la  francesa  respecto  á 
« los  buques  mercantes,  y  hé'aquí  la  prueba.»  Esta  prueba  es  unji 
cita  de  Wheaton;  pero  Wheaton  no  es  la  legislación  de  los  Esta- 
dos Unidos,  y   es  sabido  que  se  halla  en   contradicción  con  ella: 
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por  eso  Ortolan  [Regles  in terna! io]:íales  et  Diplomatic  de  la  Mer, 
pag.  272,]  después  de  ocu parre  de  las  reglas  establecidas  en  1806 
por  la  Francia,  dice:  «estos  dos  asuntos  [Newton  y  Sally]  son  in- 
«teresantes  bajo  otro  punto  do  vista,  el  de  que  nos  manifiestan 
«que  los  americanos,  en  contradicción  con  la  opinión  emitida  por 
•  une  dé  8V8  pvlUci.Htas,  AI.  Wheaion,  reclaman  la  jurisdicción  üji- 
«cional  i>ara  los  delitos  cometidos  a  bordo  de  sus  buques  mercan- 
«tes  en  un  puerto  extranjero,  cuando  estos  delitos  tienen  lugar 
«únicamente  entre  personav^  fie  la  tripulación  y  que  la  tranqui- 
«lidad  del  puerto  no  se  ha  comprometido,  es  decir,  que  este  po- 
«der  marítimo  se  adhiere  á  loá  mismos  principios  que  nosotros.  » 
La  legislación  de  los  Estados  Unidos  se  compone  de  sus  leyes  y 
desús  reglamentos;  lié  aquí  lo  que  ella  dispone,  art.  36,  sección  5^ 
capitulo  4?,  del  reglamento  é  instrucciones  á  los  Cónsules  de  I9S 
Estados  Unidos,  [Puede  verse  en  Cussy  Regleraents  cohsulaires, 
pag.380.]  «Si  á  bordo  de  un  buque  de  los  Estados  Unidos  qn(^ 
«llega  á  un  distrito  consular  se  ha  cometiólo  algún  robo,  suble- 
«  vacion  ó  cualquier  otro  exceso  contra  las  leyes  de  los  Estados 
«  Unidos,  el  Cónsul,  después  de  haber  tomado  his  dispocicione^ 
«  necesarias  para  acre<litar  la  existencia  de  los  hechos,  se  dirigí  i a 
«á  las  autoridades  locales  á  fin  de  obtener  los  medios  de  apodn- 
«rarse  de  los  culpables  durante  el  tiempo  que  permanezcan  en  el 
«puerto  y  tomará  las  medidas  convenientes  para  en-iarlos  8Ín 
«  demora  á  los  Estados  Unidos,  á  fin  de  que  sean  allí  juzgado-^. 
«  En  el  caso  de  que  el  buque,  á  cuyo  bordo  se  hubiese  cometido  el 
«delito,  no  esté  cargado  para  los  Estados  Unidos,  el  Cónsul  hará 
fl  lo  posible  para  enviar  allí  dos  do  los  principales  tcátigos  y  el 
«  individuo  acusado,  trasmitiendo  al  mismo  tiempo  las  deposici- 
«nes  que  hubiese  recibido  relativamente  al  delito,  la  relación 
••exacta de  todas  las  circuntancias  y  los  informe?  que  crea  neeo- 
«sarios  para  acreditar  la  convicción  de  culpabilidad  de  los  aeii- 
«sados.»  Una  ligera  duda  deja  en  nuestro  espíritu  la  redacción  del 
principio  de  este  artículo,  que  en  inglés,  es  así:—  «  Uhawever  pi- 
racy,  of  the  United  States  shall  have  been  committcd  on  board  of 
any  vessel  of  the  Uninte  1  States  coming  into  the  consular  district 
etc.»  La  palabra  coming^  llegando,  ó  que  llega,  ¿se  refit^re  á  los  crí- 
menes cometidos  antes  ó  después  de  llegar  al  distrito  consular? 
Aun  suponiendo  lo  primero,  existe  otra  disposición  que  reasume, 
por  decilo  así,  el  pensamiento  de  la  gran  República  sobre  la 
materia.  En  el  manual  del  Cónsul  de  los  Estados  Uni»los  (debe 
res  de  los  empleados  consulares  con  respecto  á  lo^  ciudadanos  de 
Estados  Unidos,  cap.  24,  pag.  197)  se  dice:  «  Si  el  crimen  ha  si<]o 
cometido  á  bordo  de  un  buque  americano,  en  un  puerto  extnmjeio. 
el  empleado  consular  no  puede  ejercer  jurisdicción  en  el  asun- 
to, á  no  ser  en  virtud  de  la  estipulación  expresa  de  un  tratado, 
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del  uso  establet-ido,  ó  gracias  á  Ifi  cortesía  de  Ims  autoridades  del 
país  que,  por  motivo  de  amistad  internacional,  puedan  referir  el 
casó,  á  petición  del  empleado  consular,  para  que  no  juzguen  las 
autoridades  judiciales  de  los  Estados  Unidos.»—  Después  de  mu- 
chas otras  disposiciones  se  concluye  por  decir  lo  siguiente: 

a  Las  anteriores  observaciones  sobre  los  deberes  de  los  Cónsu- 
les, respecto  de  criminales,  se   aplican  más  especialmente  á   lo» 
Cónsules  en  países  crisfianos   que  tienen  tratados  con  los  Estados 
Unidos,  Los  Cónsules  en  China,  Turquía  y  Japón,  tienen  su  ea- 
^  rácter  peculiar»  No  dice  allí  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
sino  lo  que  ha  dicho  el  Gobierno  peruano.  No  impone  su  doctri- 
na, sino  que  busca  su  cumplimiento;  y  cuando  pide   para  sí  su 
ejecución  tiene  que  ofrecerla  á  las  demás  naciones,  porque  la  reci- 
procidad es,  entre  los  pueblos,  la  igualdad,  la  justicia  y  la  liber- 
tad. Pide  que  se  sustraiga  de  la  jurisdicción  territorial  en  países 
cristianos  el  conocimiento  de  los  crímenes  cometidos  á  bordo  de 
los  buques  mercantes,  en  virtud  de  tratados  existentes,  de  usos 
recibidos  y  de  la  simple  cortesía,  nacida  de  la  amistad.    Hay, 
pues,  tratados  que  estipulan  lo  que  el  Gobierno  ha  mandado 
cumplir  con   motivo  del  caso  de  la  «Emilio   Rondanini»,  y  esos 
son  los  que  ha  celebrado  el  Peri':  con  Italia  y  con  Francia.   Hay 
usos  que  aplican  el  mismo  principio;  y,  sin  tratados  vjgentes,  y 
sin  usos  constantes,  se  sigue  la.  política  internacional   que  ha 
mandado  cumplir  el  Gobierno,  cuando  hay  amistad,  la  cual  en- 
tre las  naciones,  como  entre  los  individuos,  crea  deberes  de  cor- 
tesía á  los  que  nunca  se  debe  faltar.  Esta  es  la  legislación,  y  esa 
•ala   doctrina   délos   Estados   Unidos.    Es  duVo  decirle  á  una 
persona,  de  una  manera  terminante,  que  se  ha  equivocado,  y  va- 
le más,  por  consiguiente,  dejar  á  la  decisión  de  cualquiera  que 
lea  estas  líneas,  si  tiene  razón  el  Ministro,  ó  si  la   tiene  el  señor 
Mesones. 

No  fué  vana  la  cita  del  caso  de  la  «Ceolle».  La  Gran  Bretaña 
quiso  entonces  mantener  la  soberanía  jurisdiccional  y  territorial, 
porque  en  sus  aguas  se  perpetraba  un  hecho  calificado  de  delito 
por  sus  leyes,  la  privación  de  la  libertad  agena,  y  los  Estados 
Unidos  reclamaron  al  mismo  tiempo  su  jurisdicción  sobre  el  bu- 
que. He  aquí  llegado  el  caso  de  hacer  notar  las  indecisiones  por- 
que ha  pasado  uno  de  los  pocos  autores  que  opina  como  el  señor 
Fiscal.  Es  conocida  la  modificación  que  el  ilustre  publicista 
Wheaton  hizo  de  sus  opiniones  cuando  declaró  que  su  principio 
•ra  susceptible  de  excepciones  y  que  la  legislación  y  la  jurispru- 
dencia francesas  habían  establecido  las  verdaderas  distinciones 
que  debían  reconocerse  por  todas  las  naciones  como  las  más  con- 
formes al  principio  de  Derecho  de  Gentes  universal.  Después,  en 
las  palabras  citadas  por  el  señor  Fiscal,  dijo  que  la  jurispruden- 
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cia  francesa  era  jjoco  conforme  con  los  principios  del  Derecho  In- 
ternacional. La  contradicción  es  palpable  aunque  el  señor  Fia* 
cal  no  lo  piense  así.  Más  aun,  el  jnismo  Wheaton,  ocupándose 
del  caso  de  la  aCreolle»,  en  su  historia  de  los  progresos  del  Dere- 
cho de  Gentes,  emite  un  nuevo  prind}>io  que  modifica  su  prime- 
ra opinión  y  que  restringe  la  soberanía  jurisdiccional  y  territo- 
rial respecto  de  los  buques  mercantes.  Hé  aquí  sus  palabras 
(pág.  343,  tomo  2^)  «El  único  caso  en  que  loá  buques  mercan- 
«tes,  así  como  sns  tripulaciones,  quedan  bajo  la  jurisdicción  de 
«un  Estado  extranjero,  es  cuando  entran  voluntariamente  en  los 
«  puertos  de  este  último.  En  el  caso  actual,  tanto  el  buque  ame- 
«ricano,  como  la  tripulación,  los  pasajeros  y  su  cargamento  no 
«  han  cesado  de  estar  sometidos  á  la  exclusiva  juristlicción  de  la 
«Nación  cuyo  pabellón  lleva  la  «Creolle»).  Entrando  en  el  puerto 
«de  un  país  en  relaciones  de  amista<l  con  el  suyo,  contra  la  vo- 
«luntad  de  su  propietario  y  del  capitán  encargado  de  la  navega- 
«ción  y  á  con.secuencia  de  un  crimen  conutido  en  p!.  na  mar  y 
«justiciable  solamente  por  los  tiibuníili\-5  de  los  i^siadvS  Uiiidos, 
«la  «Creolle»  debía  continuar  gozando  de  los  derechos  -esu  pabe- 
«llón  nacional;  su  capitán  tenía  el  derecho  de  diriijir.  e  á  los  tri- 
«bunales  y  funcionarios  públicos  ingleses,  con  el  fin  de  obtener 
«auxilio  para  recobrar  su  libertad  y  la  de  su  tripulación,  para 
«contener  á  los  negros  sublevados  y  para  qu«  se  le  auxiliase  des- 
«pués  parA  continuar  su  viaje.  Esas  aaft)ridadts,  no  solamente 
«no  tenían  derecho  de  intervenir  para  poner  en  libertad  á  los  es- 
•t  clavos  ó  para  favorecer  su  fuga,  sijio  que  estaban  obligados  á 
«  cooperar  para  someterlos  á  la  autoridad  del  capitán.  Son  servi- 
«ciosquelas  naciones  amigas  se  hacen  recíprocamente:  Ilnnc 
«veniam  damus  petiomüqice  v¡ci%im.  Es  inútil  que  s  invoque  la 
«ley  de  1834,  que  declara  libre  á  todo  esclavo  qu«i  l'egue  á  las 
«posesiones  de  la  Gran  Bretaña.  Los  negros  d«  la  «<  atollen  no  dc- 
«ben  considerarse  como  llegados  al  territorio  inglés;  no  juiede 
«considerárseles  tampoco  mezclados  con  los  habitantes  de  la  co- 
«lonia  y  participando  los  privilegios  dj  los  sJiblilo-í  ingksos.» 
Aun  cuando  se  diga  que  en  este  caso  había  una  arribada  forzo- 
sa, se  vé  que  Wheaton  exceptúa  al  buque  do  la  jari.:{dicción  terri- 
torial. Así,  según  la  opinión  del  ilustre  publicista,  puede  un  bu- 
que mercante  estar  en  aguas  de  un  país  sin  hallarse  bajo  el  im- 
perio de  la  soberanía  jurisdiccional  y  territorial.  Un  liociio  idén- 
tico no  habría  pasado  en  tierra.  Wheaton  tuvo  que  reconucer, 
aunque  indirectamente,  que  el  mar  no  es  co:no  la  tierra,  y  que 
la  sociedad  que  existe  organizada  á  bordo  de  un  buq^i  ,  no  es 
igual  á  los  demás  hombres  que  entran  al  territorio  ríe  un  país. 
Con  motivo  de  esta  cuestión,  Mr.  Daniel  Webster,  Ministro  de 
Relaciones  Extariores  de  los  Estados  Unidos,  dijo  estas  teiminan- 
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tes  palabras,  que  expresan  la  opinión  del  Gobierno  de  la  Gran 
República,  emitida  de  acuerdo  con  sus  leyes:  « Si  se  comete  un 
«  homicidio  é  bordo  de  un  buque  americaoo  jx)r  un  individuo 
t sobre  otro  de  la  misma  tripulación,  sobre"  un  pasajero  ó  por  un 
«  pasajero  sobre  otro  de  la  tripulación  ú  otro  pasajero,  mientras 
« está  fondeado  ese  buque  en  un  puerto,  dentro  de  la  jurisdicción 
ude  vna  nación  extranjera  6  soberanía  tal,  la  falta  es  de  su  com- 
«  pelencia  y  ese  delito  será  castigado  por  el  propio  juzgado  de  los 
u  Estados  Unidos,  del  mismo  modo  que  si  so  hubiese  cometido  el 
« delito  en  alta  mar.» 

Ningún  órgano  más  autorizado  que  el  grande  hombre  de  Es- 
tado que  dirigía  entonces  las  Relaciones  Exteriores  de  los  Esta- 
dos Unidos.  Esta  fué  la  opinión  del  Gobierno  de  aquel  país,  que, 
al  enunciarla,  tenía  que  ofrecer  la  rcci{>rocidad.  Lord  Ashbur- 
ton,  Ministro  de  la  Gran  Bretaña,  (dice  Mr.  Clay)  confesó  que  esa 
era  la  ley  de  Inglaterra. 

Por  todo  esto  dijo  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Pe- 
rú, que  esta  era  la  doctrina  de  los  Estados  Unidos.  No  lo  dedujo 
de  las  palabras  de  Mr.  Masón,  á  pe~ar  de  la  íntima  relación  que 
hay  entre  aquella  doctrina  y  estas  |\alabras;  porque,  efectivamen- 
te, si  no  se  puede  visitar  un  buque  mercante  sin  el  consentimien- 
to del  Cónsul,  es  claro  que  no  se  puede  ejercer  en  el  la  plenitud 
de  jurisdicción  que  se  {>ietende. 

Para  manifestar  lo  corriente  que  es  en  Francia  la  aplicación 
del  principio  que  el  (Jobierno  peruano  ha  mandado  cumplir,  se 
citó  la  respuesta  del  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Fran- 
cia dada  en  1856,  con  motivo  del  caso  de  un  piloto  francés  vícti- 
ma de  algunos  actos  de  brutalidad  cometidos  por  el  segundo  de 
un  buque  americano.  Aunque  el  herido  no  })ertenecía  á  la  tri- 
pulación del  buque  americano,  el  Procurador  general  declinó  la 
competencia;  lo  cual  era  evidcntemtnte  contrario  á  los  tratador  y 
á  las  leyes;  el  conde  Walc  w<ky,  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res de  Francia,  consultado  por  el  Guardasellos  dijo:  que  la  Con- 
vención de  1853,  ]io  había  tenido  en  mira  extendtjr  la  jurisdic- 
ción consular  á  los  delitos  ó  diferencias  en  los  que  se  encontra- 
sen interesadas  personas  no  inscritas  en  el  rol  de  la  tripulación. 
Mucho  cuidado  tuvo  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  no 
fundarse  en  el  princii)io  absoluto  de  la  sc^beranía  jurisdiccional 
y  territorial;  no  dijo  que  debía  ser  juzgado  el  segunde)  del  buque 
americano  por  las  autoridades  de  Francia,  sin  agrtgar  que  el  de- 
lito era  justiciable  en  P>ancia  por  hallarse  complicada  una  per- 
sona extraña  á  la  tri¡)ulación;  n)encio]ó  una  excepción,  y  es  sa- 
bido que  la  existencia  de  una  excepción  supone  la  existencia  de 
la  regla. 

De  i>aso  debemos  hacer  una    observación  que  se  desprende  de 


i 
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este  liecho  y  de  otro  que  hemos  apuntada  yá.  Las  autoridades 
en  Francia  se  dirigen  al  Ministerio  de  Justicia  y  éste  al  de  Rela^ 
ciónos  Exteriores  siempre  que  se  trata  de  personas  ó  de  intereses 
extranjeros  y  que  pueda  surgir  una  cuestión  internücional;  y  el 
Gobierno  que,  como  ha  dicho  muy  bien  el  señor  Ureta,  es,  en  el 
Perú,  (como  en  todas  partes)  el  Poder  permanente  encargado  del 
cumplimiente  de  las  leyes,  y  que,  además,  tiene  que  responder 
ante  los  otro^  países  del  sincero  y  leal  cumplimiento  de  los  tra- 
tados, resuelve  lo  conveniente;  y  los  Tribunales  respetan  las  re- 
soluciones del  Gobierno.  Verdad  es  que  de  otra  manera  no  scrfa 
posible  dirigir  las  relaciones  exteriores  ni  mantener  entre  los  po- 
deres públicos  la  debida  armonía.  Acaba  de  tener  lugar  en  el 
presente  año  un  hecho  que  confirma  la  doctrina  que  se  profesa 
en  este  escritíx  [Traducción  del  «  Weser  Zeitung»  do  22  do  Enero 
de  18G9,  numero  7,883.]  Según  la  Gaceta  Provincial,  ha  tenido 
« lugar  un  homicidio  á  bordo  de  un  buque  americano  que  siilió 
«en  los  últimos  días  del  rio  Gustemunde.  \Jñ  americano  exigió 
t  á  uno  de  sus  compañeros  que  le  prestase  un  par  de  botas,  lo 
» que  éste  rehusó.  En  consecuencia,  se  trabó  una  disputa  en  !a 
í  cual  el  que  vio  rechazada  su  exigencia,  le  hizo  al  otro  la  ame- 
•r  naza  de  cortarle  el  pescuezo.  Efectivamente,  por  la  noche  la 
« tripulación  despertó  asustada  por  la  voces  de  auxilio  dadas  en 
«r  el  buque  que  esiaha  fondeado  cerca  del  faro  y  se  encontró  al  due- 
«í  ño  de  las  botas  que  yacía  en  sucamarote.  Fl  herido  fue  llevado 
«por  el  vapor « Nordsee  »  en  un  estado  muy  lamentable  al  hos- 
tpital  de  inmigrantes  para  ser  curado,  mientras  que  el  reo  ha 
«sido  asegurado  con  grillos  para  ser  inicsío  á  disposición  de  l/i  jns- 
iiiciaen  el  mas  próximo  puerto  americonq.9  KI  crimen  tuvo  lugar 
en  aguas  alemanes,  en  la  patria  de  Federico  TI  y  del  conde  de 
Bismark. 

También  tenemos  nuestros  casos  prácticos,  dos  de  los  cuales  se 
han  publica  lo  lealmente,  cualesquiera  quesean  las  apreciaciones 
que  se  hagan  y  las  consecuencias  que  se  pudieran  deducir  Je 
ellos.  (1)  En  el  caso  de  la  «Deffiance»  el  (fobierno  peruano  de^ 
claró  expontáneamente  loque  sigue:  —  «Atendiendo  á  que  el 
delito  de  que  se  dá  cuenta  en  este  oficio,  ha  sido  cometido  en  un 
buque  americano,  y  entre  americanos,  y  sin  que  el  orden  público 
baya  sido  turbado,  á  consecuencia  de  él  en  el  puerto  del  Callao: 
póngase  á  los  marineros  detenidos  á  disposición  del  Pleni¡)oton- 
ciarlo  de  Estados  Unidos  y  permanezcan  en  la  detención  hasta 
que  éste  determine  de  ellos,  siendo  de  su  cargo  los  gastos  que  hi- 
cieren. —  Comuniqúese  al  Gobernador  del  Callao,  previniéndole 


[1]  Todo  lo  relativo  á  esos  casos,  se  publica  niíis  atlclantc. 
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que  mande  sobreseer  al  juez  en  el  conocimiento  de  la  causa,  si  es 
que  la  ha  iniciado.  —  Rúbrica  de  S.  E.  —  Tirado.» 

La  resolución  fué  terminante  y  nadie  protestó  ni  reclamo 
contra  ella.  No  existía  un  Tratado,  y,  sin  embargo,  se  dictó  ese 
decreto  siguiendo  los  principios  profesados  por  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos.  El  señor  Tirado,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, que  autorizó  la  resolución,  era  un  hombre  ilustrado  en  el 
Derecho  de  Gentes  positivo  y  había  sido  Ministro  en  Washington. 
En  lugar  de  haber  hecho  poner  en  libertad  á  los  presos,  sin  enun- 
ciar principio  alguno,  declaró  terminantemente  que  los  delitos 
cometidos  en  un  buque  amcjicano,  y  entre  americanos,  no  eran 
justiciables  por  las  auroridades  del  pais. 

En  el  caso  do  la  «John  Cunning»,  mientras  que  el  señor  Ure- 
ta,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  parecía  sostener  doctrinas 
contrarias,  el  señor  Clay,  Ministro  de  los  Estados   Unidos,  dio  ú 
los  principios  (jue  se  profesan  en  su  país  un  alcance  mucho  ma- 
yor del  que  realmente  tienen.    Como  lo  dijo  muy   bien  el  señor 
Ureta,  el  homicidio  ño  se  cometió  dentro  del  buque;  entre  el  ma- 
tador y  la  víctima  había  aguas  peruanas  y   la  tr¿inquilidad  del 
puerto  se  había  escandalosamente  turbado.  Sin  embargo,  el  reo 
fué  sustraído   á  la  jurisdicción   nacional,   nuestra  seguridad  y 
nuestro  honor  fueron  amenazado?',  y  en  el  protocolo  de  20  de  Ju- 
lio de  ly.jo,  se  hizo  de  la  cuestión  un  arreglo  que,  según  se  de- 
claró, no    cijcdaba  á  la  cuedióa  diplomática  pendiente  sobre  la  ju- 
risdicción en  la  cansa  de  la  muerte  de  John  Sniith.  Así,  la  cuestión 
de  hecho  quedó  terminada  contra  la  jurisdicción   del  país  y  la 
cuestión  de  principios  (|uedó  sin  resolverse.    A  nuestro  juicio,  el 
señor  Ureta  y  el  señor  ('lay  se  colocaron  en  dos  punt03  opuestos, 
equidistantes  aíubos  de  la  verdad  y  de  la  justicia.  Ellas  no  triun- 
faron; y  si  alguien  venció,  no  fue  ciertamente  ni  la  jurisdicción, 
ni  el  Gobierno  del  Perú.    Más   tarde,  nuestro  Ministro  en  Was- 
hington  reclamaba  en    términos  generales  en  favor  de  la  juris- 
dicción  (iol    Terú    y  contra  la  conducta  del  señor  Chi}';   y  Mr. 
Marcy,  Socretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos,  sin  rechazar 
e^os  {)nncipio3,  onlenaba  al   Fiscal  del  distrito  de  Virginia  que 
proce'liese  contra  el  capitán  Ada ms;  pero  el  señor  Osma  reclamó 
contra  esta  resolución;  y  Mr.  Maroy,  sin   negar  el  derecho  de  ju- 
rindicoión  ticl  Perú  cu  casos  igiiaUs,  dijo  que,  tal  vez,  habría  sido 
mas  conveniente  para  el   Gobierno  del  Perú  abandonar  su  dere- 
cho, y  <iue  hubiera  podido  dar  este  paso  sin  desdoro  de  su  honor. 
Por  lin,  y  á  pesar  de  haberse  empezado  los  procedimientos  con- 
tra el  capitán  Adama,  dio  el  Gobierno  de  Estados  Unidos  orden 
al  Fi.^cal  del  Estado  de  \''¡rgin¡a  para  quolos  suspendiese.  El  roo 
no  fué  entregado  al  Perú  y  el  re.-ultado  practico  de  la  cuestión 
fué  la  impunidad  del  delincuente.    Se  sostuvieron  principios  de- 
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niasíado  absolutos  y  ninguno  quedó  rigorosamente  definido.  So- 
lo si  resulta  de  lo  expuesto  una  gran  enseñanza  práctica  y  opor- 
tuna, que  en  la  Gran  República,  cuyas  instituciones   y  usos  de- 
bemos imitar,    el   Poder   Ejecutivo  ordena   á  los    Fiscales  que 
hngan  enjuiciar  á  un  criminal  y  que,  ft  pesar  de  liallarse  el  asun- 
to suh-jadi£ip,  el  Gobierno  ordena  que  se  sobrese»i  en  el  juicio;  y 
nótese  que  en  el  caso  <le  Adam<,  se  trataba  no  do  un  extranjería, 
sino  de  un  ciudadano  de  Estados  Unidos.  El  Fiscal,  ni  pidió  re- 
consideración, ni  promovió  competencia.    Nadie  dijo  quo  el  Po- 
der Ejecutivo  había  atacado  la  independencia  del    Poder  Judi- 
cial, y  esto,  sin   duda,   porque  la  resolución   de  Mr.   Mar^n'  era 
dada  á  consecuencia  de  las  reclamaciones  de  un   (iobiorno  ex- 
tranjero, del  Gobierno  del  Perú.    ¿No  sería  posible  dejarle  á  est** 
un  poco  siquiera  de  las  facultades  que  tienen  todos  los  ^¡íjbier- 
iios  en  materia  de  Relaciones  Exteriores? 

E\  caso  del  wAunis»  ni  ha  sido  prosontado  por  el  s?ri or  Meso- 
nes tal  como  aconteció,  ni  prueba  lo  que  él  ha  quorido  }>robar. 
I-os  bandidos  italianos  estaban  como  pa.siyeros  en  es'^  l)'ique,  y 
('ate  no  tenía  fueros  militares,  sino  un  carácter  idéntico  á  los  va- 
pores de  la  Compañía  Iní^lesa  en  el  Pacífico.  Los  bandid  >s  fue- 
ron í»xtraídos  con  el  conseutinHcnto  del  ('ón-^ul  General  (»n  (in- 
nova, M.  Huet.  Aunque  podía  decirse  en  todo  ri;íor  q'i>^  los 
bandidos  itíilianos  habían  tomado  asilo  á  bordo  del  ba  jui  fran- 
cés, y  aun  cuando  el  Cótisul  dio  s'i  consentimiento,  el  Gobierno 
francés  reclamó  la  devolución  do  los  detenidos,  desaprobó  lacón- 
dúctil  de  M.  Huet  y  lo  destituyó,  á  pesar  do  ser  un  fuiício'iario  divi- 
no, de  antiguos  y  buenos  servicios.  Las  bases  del  arreado  acorda- 
do entre  Mr.  Drouyn  de  Luvs  v  el  caballero  Neirri  fueron,  ante 
toíJo,  el  reconocí  ini  cuto  del  principio  (Ir.  la  invidahiiidnd  df.  ''i  hon- 
dera, la  devolución  de  los  detenidos  etc.  El  Go})ieriio  italiano 
tuvo  que  entregar  á  los  presos;  y  el  misino  Consejo  de  lo  oont(Mi- 
cioso  íiiplomático  de  Italia,  o[)inó  en  favor  do  la  exiíjeii'ia  del 
Gobierno  francés. 


IV 

Riglamcnto  de  Suecia  y  Noniepja.  Lev  s  y  Ksíi^'u'im.Mtvis  de  BóI^^ÍwM.  R*. fila- 
mento itaUano.  E\  Koglaiucnto  del  Vcrú  ni  tiene  existencia  Wi^iú  ni  iccilje 
aolicación. 

El  Reglamento  Consular  de  Siiecia  y  Noruega,  determina,  en 
su  artículo  17,  lo  que  debe  hacerse  en  los  ca^os  d?.?  diforon.'ias  y 
querellas;  y  después  de  e.:tablecer  que  los  Cónsules  llamarán  li 
las  partes  para  tratar  de  conciliarias  ó  que  ex[^olerán  de  á  bordo 
al  qu?,  haya  causado  el  desorden,  agrega: — si  se  ha  cometido  un 
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crímen  de  tal  naturaleza  que  deba  ser  perseguido  eu  justicia,  el 
Cónsul  hará  la  instrucción  y  enviará  al  acusado  á  Suecia  ó  No- 
ruega bajo  vigilancia  ó  como  preso  etc.  etc. 

El  artículo  9  del  reglamento  de  11  de  Marzo  de  1857  de  Bél> 
gica,  dice  lo  siguiente: — «  Fuera  del  caso  en  que  la  tranquilidad 
«  del  puerto  se  halle  comprometida  por  el  hecho,  el  Cónsul  i'e- 
«  clamará  contra  cualquiera  tentativa  que  haga  la  autoridad  lo- 
«  c.il  para  conocer  de  los  crímenes  6  delitos  cometidos  á  bordo  de 
«un  buque  belga,   por  un  hombre  de  la  Iripulación  sobre  otro 
«  hombre  de  la  misma  ó  de  la  tripulación  de  otro  buque  belga.» 
En  la  circular  que  para  el  cumplimiento  de  este  decreto  dirigía 
Á  los  Cónsules  belgas  el  Ministro   de  Relaciones   Exteriores,  Vi- 
lain  XII II,  decía: — « El  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  de  28  de 
4í  Octubre  de  1806,  aprobado  por  el   Emperador  el   20   de  No- 
•K  viembre  siguiente,  determina  las  reglas  que  se  siguen  en  Bél- 
ft  gica  á  este  respecto.  El  Cónsul,   llegado  el  caso,   los  invocará 
<f  para  obtener  la  reciprocidad.»  En  la  ley  que  forma  el  Código 
disciplinario  y  penal,  se  declara,  por  el  art.   3?,  sujetas  á  las  re- 
glas de  orden  y  de  disciplina  para  las  faltas,  delitos  y  crimen^  á 
todas  las  personas  inscritas  en  el  rol  de  la  tripulación,  emplea- 
das ó  recibidas  á  bordo  por  cualquier   título  que  sean,  u  partir 
del  día  de  la  entrada  en  el  armamento   hasta  el  último   día  del 
desarme.  En  el  capítulo   2?  del  título  3?,    se  trata  del  modo  de 
proceder,  y  en  el  art.  49,  después  de  ocuparse  de  los  hechos  que 
hayan  pasado  en  Bélgica,  se  determina  lo  que  debe  hacerse  por 
los  que  hayan  tenido  lugar  en  el  extranjero,  previniéndose  los 
casos  de  que  haya  ó  nó  Cónsul  en  el  lugar. 

El  art.  79  de  las  instrucciones  dadas  á  los  Cónsules  italianos, 
dice:  un  uSi>  que  tiende  cada  día  á  generalizarse  entre  las  nacio- 
nes y  que  ha  sido  admitido  en  muclios  casos  por  nuestros  Tribu- 
nales, deja  igualmente  á  la  jurisdicción  del  país  á  que  pertenece 
el  buque  mercante,  las  infracciones  comunes  cometidas  á  bordo 
de  este  buque  en  puertos  extranjeros,  con  tal  que  estas  infraccio- 
nes se  hayan  producido  exclusivamente  entre  personas  de  la  tri- 
pulación y  que  no  hayan  turbado  la  tranquilidad  del  puerto. 
Por  el  art.  82  consagra  la  conocida  división  de  las  infracciones 
en  coiitravencionrs^  delitos  y  crímenes. 

Nuestra  ordenanza  cons^ular,  en  rigor  no  existe.  Simple  decre- 
to del  Gobierno,  para  cuyo  exacto  cumplimiento  se  necesitaba 
qu«  el  Congreso  aprobase  otros  pn»yectos  que  le  fueron  presenta- 
dos, éi  no  se  ha  cumplido  nunca  y  es  hoy  una  letra  muerta. 
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V. 


Bl  articulo  sobre  entrega  de  desertores  confirma  la  justicia  y  la  necesidad  de 
la  resolución  del  Gobierno. -Resumen  de  la  cuestión  por  el  señor  Ureta. 
—La  verdadera  cuestión. — Tratado  explícito  y  termininte  entre  Fran- 
cia y  Prusía. — Adopción  de  los  mismos  prineipios  por  Suecia  y  Bélgica. 
— Examen  de  estos  principios.— Ellos  son  los  mismos  estipulados  por  el 
Perú  aunque  bajo  diferente  forma  —Examen  de  la  Convención  Perú- 
italiana.— Su  sentido  es  claro  y  terminante. — Apreciación  de  los  Gobier- 
nos contratantes. — Manera  de  apreciar  y  de  cumplir  los  tratados. 

Así,  según  los  reglamentos  y  convenciones  principales,  todo  lo 
que  pasa  en  el  interior  de  nn  buqne  se  halla  sujeto  á  las  leyes  y 
autoridades  del  país  á  que  pertenezca   dicho  buque,  no  solamen- 
te porque  esto  se  desprende  de  las  estipulaciones  especiales  que 
rigen  sobre  la  materia,   s'no   porque   así  es  indispensable    para 
cumplir  otros  artículos  de   las  mismas   convenciones  y  observar 
usos  que  se  hallan  en  práctica  en  el  Perú  como  en  todos  los  do- 
más  pueblos  civilizados.  La  entrega  de  los  marinos  desertores  se 
halla  estipulada  por  los  tratados  y  admitida   por  el  uso  general. 
Ella  no  se  rehusa  sino  en  el  caso  de  que  el  desertor  haya  comfe- 
tido  algún  delito  ó  crimen  fuera  del  buque.    Según  las  doctrinas 
del  señor  Fiscal  y  del  señor  Mesones,  el  desertor  no  debería  en- 
tregai-se  si  hubiese  cometido  un  crívien  á  bordo;  pero  como  este 
caso  no  está  previsto  como  una  excepción  para  la  entrega,  según 
las  mismas  convenciones,  resultaría  una  infracción  manifiesta  de 
los  tratados  y  de  los  usos  recibidos.    Generalmente  la   frase  que 
8e  emplea  en  todas  las  Convenciones  es  la  de  delito  cometido  en 
tierra.  En  las  que  tenemos  con  Italia  y  con  Francia  se  usa  de  la 
palabra  territorio.  Así,  parece  que  ambas  palabras  sé  emplean 
como  sinónimas;  pero  lo  que  hay  de  cierto  es  que  un  buque  ex- 
tranjero no  es  territ<»rio  peruano  y  que   el  desertor  no  puede 
rehusarse  aunque  haya  cometido  un  crimen  á  bordo.    Estas  apa- 
rentes diferencias  resultan  de  la  prca  propiedad   de  las  palabras 
generalmente  admitidas  de  territorialidad  y  exterritorialidad.    De 
todos  modos;  la  razón  que  dejamos  apuntada  confirma  el  princi- 
pio de  que  las  autoridades  locales  no  tienen  jurisdicción  sobre 
los  hechos  que  papan  en  el  interior  de  un  buque  extranjera;  se 
admite  este  principio;  pero  no  se  habla   do  delitos^  dice  el  sf^ñor 
MesoneF;  pero  no  se  habla  de  oimenes  dice  el  señor  Ureta.  «tíó'o 
una  cosa,  dice  el  señor  Fiscal,  falta  en  la  esmerada  exposición 
del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores:  no  se  dice  que  exis- 
ta tratado  alguno  entre  las  potencias  civilizadas  en   que  se  hu- 
biese estipulado  precisamente  que  los  «Cónsules  tendrían  juriá- 
«  dicción  penal  en   los  casos  de  crímenes  cometidos  á  bordo  Je 
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t  bnquí^s  mercantes  extranjeros.  Pero  no  se  citaron,  porque  no 
«  los  hay,  sino  para  los  Estados  berberiscos  y  otros  semejantes.  » 
Efectivamente  eso  falta;  porque  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores no  ha  dicho  que  los  Cónsules  tienen  jurisdicción  en  mate- 
ria penal.  Creemos  que  ha  habido  en  estas  palabras  una  dis- 
tra  "ion.  Como  en  esta  discusión  debemos  devolverle  al  señor 
Ureta  la  lealtad  con  que  estamos  persuadidos  de  que  procede 
nuestro  distinguido  adversario,  creemos  que  lo  (pie  el  ha  querido 
decir  os  que  no  se  citará  ni  un  Tratado,  ni  un  país  en  que  se 
haya  «estipulado  que  los  países,  á  cuya  nacionalidad  pertenece  un 
buque  mercante,  ejerzan  jurisdicción  penal  en  los  casos  de  críme- 
nes cometidos  á  bordo  de  dichos  buques,  aunqíie  estos  se  hallen 
en  radas  ó  en  puertos  extranjeros. 

No  dudamos  que  el  señor  Ureta  no3  hará  la  justicia  de  creer 
que  esto  fu«.  lo  que  dijo  el  Ministro  en  s'i  exposición,  lo  que  re- 
solvió el  Gobierno,  y  que  esto  es,  p)r  eoiisiguieate,  lo  que  él  ha 
debido  decirnos. 

Además,  en  otro^  pasajes  de  su  escrito  se  enuncia  la  misma 
idea.  E4a  es,  pues,  la  cuo^tión.  El  artículo  13  del  Tratado  de 
Navegación  de  2  de  Agosto  de  1S62,  que  forma  parte  del  gran 
Tratado  de  Com^Mi-io  celebrado  euLro  Francia,  pur  una  parte,  y 
Prusia  y  el  Zuilverein,  di)e  textualmente  lo  siguiente:  «cLes  dits 
«  consuls  generaux,  consuls,  vice-consuls  et  agents  consulairea 
«  de  chacune  des  hautes  parties  contratantes  residant  dans  les 
»  Etats  de  l'autre,  récevront  des  autorites  locales  toute  aide  et 
«  assistance  pour  la  recherche,  saisie  et  arrestation  des  marins  et 
»  autres  individus  faisant  partie  de  l'équipaga  de?  navires  de 
«  comraerce  de  leurs  pays  respectifs,  qu'ils  soient  ou  non  incul- 
«  pés  de  crime?,  délits  ou  contravontions  cominises  á  bord  des 
«  dits  bíitimens. 

«  A  cet  effet,  ils  s^idresserout  par  ecrit  auK  tribunaux,  juges 
m  OU  fontionnaires  compjtents,  et  justifieront,  pir  Texhibition 
m  des  registres  du  bíUim3nt,  role  d'equip:ige  ou  autres  documents 
«  officiels,  ou  bien,  si  le  navire  etait  pañi,  par  la  copie  ou  un  ex- 
«  trait  des  dites  pieles,  duraont  certifies  par  eux,  quo  les  hommes 
9  qu'ils  réclam3t  out  reollem^ítit  fait  parfcie  du  dit  equipage. 

«  S.ic  cotte  demande  ainsi  ju8tifi''3,  la  remise  ne  pourra  leur 
«  ^ÁW'  refusée. 

«  Les  dits  deserteurs  lors^ue  ils  aurout  été  arretés,  resteront  á 
K  la  disposition  des  dits  consuls  generaux,  consuls,  vice-consuls 
ce  et  agents  consnlaires,  et  pourrout  niénie  étre  dóLenus  et  gardés 
«  dans  les  prisons  du  pays,  á  la  réqusition  et  aux  frais  des  agents 
«  précités,  jusqu'a  ce  qu'  une  occasion  se  présenle  de  les  renvo- 
«  yer  dans  les  pays  des  diís  agents,  sur  un  navire  de  la  méme 
«  ou  de  toute  autre  nation. 
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V  Sí  pourtant  cette  occasión  ne  se  présentait  point  dans  le 
cr  délai  de  trois  mois  á  compter  du  jour  de  Tarrestation,  oii  si  les 
«  fraís  de  leurs  emprisonnement  n'  étaient  pas  reguliéreraent 
<  acquittés  par  la.pnrtio  á  la  roquete  de  laquelle  1'  arrestotiou,  a 
«  été  operée,  les  dits  díscrteurs  seront  rerais  en  liberté,  sans  qu^ 
« ils  puissent  étre  arrétes  de  nouveau  por  la  raérao  cause.» 

iNéanmoins,  si  le  déserteur  avait'commis  en  outre  quelque 
rcrinie  ou  ddlit  a  terre,  son  extradition  pourra  étre  differée  par 
«les  autorités  locales,  jusqu'  a  ce  que  le  tribunal  compétent  ait 
9  dúment  statué  sur  ce  fait  et  que  le  jugement  intevenu  ait  reru 
»son  cutiere  exécution.  » 

•  II  est  également'entepdu  que  les  marins  ou  autres  individus 
«faisart  partie  de  1'  equipage,  sujets  du  pays  ou  la  desertion  a 
«eulieii,  sont  exceptes  des  stipulations  de  present  article. » 

Cretinos  que  este  artículo  se  puede  traducir  así :  ff  Los  dichos 
t  Cónsules  generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y  Agentes  Consula- 
« res,  de  cada  una  de  las  partes  contratantes,  que  residan  en  los 
B  estados  de  la  otra,  recibirán  de  las  autoridades  locales  toda  clase 
«de  ayuda  y  asistencia  para  buscar,  tomar  y  arrestar  á  los  ma- 
«rinos  y  demás  individuos  que  hagan  j-artedo  la  tripulación  de 
«fies  buques  de  guerra  ó  de  comercio  de  sus  rop-ctivos  países,  ya 
«sea  que  estén  inculpados  ó  no  de  crímnirs,  ihJiíoH  o  cunfranín- 
«  dones  cometidos  á  bordo  de  dichos  buques. » 

«A  este  efecto  se  dirigirán  por  escrito  á  los  trii)unal('s,  jaec«.\s  ó 
«funcionarios  competentes,  y  justificarán,  por  la  exhibición  de 
«los  registros  del  bucpie,  rol  de  la  tripulación  \\  otros  documentos 
«oficiales,  ó  bien,  si  el  biKjue  hubiese  partido,  por  la  copia  ó  por 
«un  extracto  de  dichas  piezas,  debidamente  cortifií-ado  por  ello", 
«que  los  hombres  que  reclaman  han  hecho  parle  roalmentj  do 
«dicha  tripulación.  » 

«  A  consecuencia  de  esta  demanda,  justificada  así,  no  podrá 
«rehusarse  la  entrega. » 

«Los  dichos  desertores,  una  vez  detenido.^,  quMlarán  á  di^-posi- 
«ción  de  los  dichos  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules 
«y  Ag;.utes  Consulares,  y  aún  podrán  ser  detenidos  y  guardados 
«en  la.s  prisiones  d(í\  i^aís,  á  la  orden  y  por  cuenta  de  In??  men- 
« Clonados  agentes,  hasta  el  momento  en  (juc  sean  reintegrados 
«abordo  del  buque  á  que  j>ertcnecen  ó  hasta  que  se  presente  una 
«ocasión  de  devolverlos  al  país  de  dichos  agentes,  en  un  buque 
•  de  la  misma  nación  ó  de  otra.  » 

«  Si  esta  ocasión  no  se  presiéntase  en  el  tracur^o  de  tres  niesos, 
«contados  desde  el  día  del  arresto,  ó  si  los  gastos  de  su  prisión 
«no  fuesen  legalmente  pagados  [)or  la  parte  á  cuya  petición  se 
« verificó  el  arresto,  los  dichos  desertores  serán  puestos  en  1  ¡l^ertad, 
«sin  que  puedan  ser  detenidos  de  nuevo  por  la  misma  causa.» 

16 
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« Sin  embargo,  si  el  desertor  hubiese  cometido  además  algvnot 
<  crímenes  6  delitos  en  tierra^  los  autoridades  locales  podrán  diferir 
«su  extiidiciÓQ  hasta  que  el  tribunal  competente  haya  resuelto 
-« lo  conveniente  sobre  este  |)aríiciz Zar,  y  que  la  resolución  expedida 
«  haya  recibido  entera  ejecución.  >i 

«Queda  igualmente  entendido  que  los  marinos  ú  otros  iu- 
«dividuos  de  la  tripulación,  subditos  del  país  en  que  ha  tenido 
« lugar  la  deserción,  quedan  exceptuados  de  las  estipulaciones 
del  pre^e.ite  artículo.»  (Archives  Diplomátiques  1862.  T.  Qua- 
trieme.)  Idéntica  estipulación  existe  entre  Prusiay  Bélgica,  (Tra- 
tado de  28  de  Marzo  de  1863.  Ver  la  misma  obra  1866,  número 

*  S  y  9)  así  como  entre  este  país  y  Francia  (Convención  de  Nave- 
gación do  IV  de  Mayo  de  1861)  y  entre  Francia  y  Suecia,  [La 
misma  obra  citada,  1861,  T.  3,  y  1865,  T.  3?) 

He  aquí,  pues,  sancionado  el  principio  de  que  los  delitos  y  crí- 
mcu'^s  cometidos  á  bordo  de  un  buque  mercante  extranjero,  son 
justiciables  por  las  autoridades  del  país  á  que  pertenece  el  bu- 
que; y  esto  aún  cuando  los  delincuentes  lo  abandonen  y  aun 
<5uando  se  hallen  en  tierra;  he  aquí  estipulado  (jue  las  autorida- 
des locales  no  podrán  rehusar  la  entrega  de  los  delincuentes,  y 

•  limitado,  por  consiguiente,  el  principio  de  la  soberanía  juiisdic- 
<;iona!  y  territorial.  Aunque  esto  es  cloro  y  terminante,  debemos 
anticiparnos  á  las  observaciones  que  se  nos  hagan,  porque  ya  el 
señor  Mesones  ha  apuntado  la  idea  de  que  en  el  caso  de  deser- 
<2ión  debe  distinguirse  la  acción  administrativa  ó  de  policía  co- 
rreccional, de  la  jurisdicción  del  país  sobre  delitos  y  crímenes. 
Se  dirá  que  el  mencionado  artículo  se  refiere  á  los  que  abando- 
nan el  buque,  y  que  el  pedirlos  á  la  autoridad  local  con  docu- 
mentos justificativos  importa  el  reconocimiento  de  la  jurisdicción 
del  país;  pero  es  miíy  fácil  responder  á  estas  observaciones.  La 
circunstancia  de  quedar  ei  delincuente  en  el  buque  después  del 
crimen,  no  puede  dar  jurisdicción  á  la  autoridad  local;  más  bien, 
el  abandonarlo,  el  mezclarse  con  los  habitantes  del  territorio  y 
quedar  b-ijo  la  inmediata  jurisUcción  de  las  autoridades,  podría 
<iarles  derecho  á  estas  para  conocer  de  los  crímenes  perpetrados 
Á  bordo,  teniendo  ya  á  la  vista  y  en  sus  manos  al  criminal;  pero, 
lejos  de  eso,  á  pesar  de  que  el  país  ve  al  criminU  y  lo  tiene  en 
sus  manos,  no  lo  puede  juzgar  y  lo  entrega  para  que  sea  juzga- 
do por  las  autoridades  del  país  á  que  pertenece  el  buque.  Lo 
que  tiene  que  saber  la  autoridad  local  es  si  realmente  el  incul- 
pado pertenece  á  la  tripulación,  y  defiere,  no  solo  á  los  papeles 
que  se  le  presentan,  sino  al  simple  extracto  que  !leva  la  firma  del 
Agente  consular.  Solo  en  el  caso  de  que  cometa  un  delito  en  tie- 
rra, se  aplaza  su  extradición  hasta  que  se  haya  resuelto  y  ejecu- 
tado lo   conveniente.  Este  es  el  derecho  público  de  las  grandes 
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iiacionee;  esto  es  lo  que  se  practica  en  los  pueblos  más  adelau- 
uulos.  ¿Y  se  podrá  concebir  que  abdiquen  su  soberanía  y  que  se 
IXíUgan  al  nivel  de  los  países  berberiscos,  la  Francia,  que  consagró 
el  principio  en  tiempo  de  Napoleón  primero,  y  laPrusia  que,  hoy 
mas  que  nunca,  tiene  la  profunda  conciencia  de  su  verdadera 
grandeza?  ¿Se  cometerán  debilidades  en  la  Francia?  Se  cometerán 
debilidades  bajo  el  imperio  de  Napoleón?  ¿Sera  débil  v  abyecta 
la  nación  de  Federico  segundo  y  del  conde  de  Bisraark? 

Pero  se  dirá:  esta  estipulación  no  existe  con  el  Perú,  y  no- 
sotroá  contestaremos:  si  no  existiera,  sería  preciso  inventarla; 
pero  ella  existe.  Los  términos  no  son  los  mismos,  porque  los 
pactos  no  son  los  mismos.  En  las  Convenciones  Consulares 
se  establecen  las  funciones  de  los  Cónsules,  dándose  ya  por 
fijados  los  princij>ios  fundamentales  en  los  tratados  de  co- 
mercio y  navegación.  Verdad  es  que  en  nuestro  Tratado  con 
Fr  lucia  se  ha  incluido  todo  lo  relativo  á  amistad,  comercio, 
navegación  y  Cónsules;  y  tal  vez  por  no  haberse  hecho  la  debi- 
da separación  de  materias,  se  han  cometido  en  aquel  acto  inter- 
nacional, cuyo  mérito  es,  por  otro  lado,  indisputable,  algunas 
omisiones;  pero  las  Convenciones  Consulares  se  redactan  supo- 
niéndose y  reconociéndose  la  existencia  de  ciertos  principios  fun- 
damentales. Esto  sucede  en  nuestra  Convención  con  Italia.  Si  el 
señor  Mesones  hubiese  pactado  en  ella,  pura  y  simplemente,  que 
los  buques  italianos  estaiían  enjetos  en  el  Perú  de  una  manera 
abiolula,  á  la  jurisdicción  del  país,  sin  más  excepción  que  la  de 
dar  á  los  Cónsules  e  1  conocimiento  de  las  meras  d'ferencias  de  íi 
bordo  y  el  de  las  fuestiones  de  salarios,  dejando  al  conocimiento 
de  las  autoridades  del  j>aís  los  delitos  que  tuviesen  lugar  á  bor- 
do, habría  hecho  una  mala  Convención  y  habría  escrito  un  justo 
artículo  de  periódico;  pero  creemos  lo  contrario,  y  el  autor  del 
escrito  que  se  ha  publicado  para  probar  que  el  Ministro  se  equi- 
vocó á  cada  momento,  le  permitirá  decir  al  que  escribe  estas  lí- 
neas que  no  está  de  acuerdo  con  él,  y  esto  para  tener  la  satisfac- 
ción de  hallarse  en  conformidad  con  el  distinguido  Plenipoten- 
ciario que  discutió  y  íiiinó  con  el  caballero  Negri  la  Convención 
Perú-Itálica.  El  artículo  17  de  esta  comienza  por  decir  lo  si- 
guiente: «En  todo  lo  que  coücierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á 
«la  (arga  délos  buques,  y  ii  la  condición  y  seguridad  de  las  mer- 

•  caderías  ó  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  ó  reglamen- 

•  tos  territoriales,  m  Así,  el  señor  Mesones  comenzó  por  determi- 
nar los  casos  en  que  los  buques  mercantes  italianos  están  sujetos 
á  las  leyes  del  Perú,  es  decir,  empez')  por  limitar  la  soberanía 
jurisdiccional  y  territorial.  En  seguida  dijo:  —  *<  Los  Cónsules  ge- 
« nerales,  Cónsules,  Vic^-cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Consu- 
••  lares  conocerán,  exdasivameníe,  del  orden  ó  policía  interior  de  los 
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«buques  mercantes  de  sus  respectivas  naciones.»    Es  decir,  le 
prohibió  á  las  autoridades  del  Perú  conocer  del  orden  y  de  la 
policía  interior  de  los  buques;  de  manera  que  si  el   orden  se  tur- 
ba de  cualquiera  manera,  bien  sea  por  faltas  ó  por  delitos,  las 
autoridades  del  país  no  pueden  conocer  de  ellos;  y  tampoco  pue- 
den conocer  de  la  policía,   lo  cual  es  indispensable  para  descu- 
brir y  castigar  los  delitos.  No  les  dio  el  señor  Mesones  A  los  Cón- 
sules la  facultad  de  resolver  todas  las  infracciones  del  orden  como 
no  lo  ha  hecho  el  Gobierno;  —  así,  el  señor  Mesones  agregó  — 
« y  resolverán  \ñs  controversias  ó  diferoncia^s  existentes  entre  los 
<f  capitanes,  oficiales  ó  marineros,  especialmente  cuando  se  reüe- 
«ren  á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios.»    Aún  cuando 
ya  esto  era  bastante  para  impedir  que  las  autoridades  locales  co- 
nociesen de  esas  infracciones  del  orden  que  se  dividen  en  foltasy 
en  delitos,  el  señor  Mesones  agregó:  — »  Las  autoridades  locales 
no  podrán  intervenir,  á  menos  quo  ocurran  á   bordo  de  los  men- 
cionados buques,  desórdenes  qve  perturben  la  tranquilidad  ó  el 
orden  público,  en  tierra  ó  en  el   puerto;  intervendrán   también 
cuando  se  haya  ingerido  en  aquellas  dimensiones altru na  persona 
del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á  la  tripulación.»»  Aún  cuando  por 
esta  estipulación  se  habían  determinado  los  ca.sos  en  que  las  au- 
toridades locales  no  podían  intervenir,   y  aun  aquellos  en  que 
podían  hacerlo,  podía  quedar  alguna  duda,  porqne  ei  primer  pe- 
ríodo, bajo  una  forma  negativa,  encierr.i  una  afirmación  y  tam- 
bién es  afirmativo  el  segundo  período.     Podían,   pues,   quedar 
otros  <^asos,  es  decir,  todos  los  que  no  e.staban  previstos,  Ias/a7/a5, 
los  delitos  y  aún  los  que  por  otras  legislaciones  se  llaman   críme- 
nes; para  tolos  estos  casos  estipuló  el  señor  Mí^sonf^s  lo  siguiente: 
—  En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitaran  á 
auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  estos  las  requie- 
ren, para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier  indi- 
viduo perteneciente^  á  la  tripulación.»    Nada  más  pueden  hacer 
las  autoridades  territoriales.  En  el  arlículo  18  j^actó  el  señor  Me- 
sones la  entrega  (te  los  desertores,  es  decir,  de  los  individuos  de 
la  tripulación  que  abandonasen  al  buque;  pero,  con  mucha  pre- 
visión agregó  lo  siguiente:  — «  No  obstante,  si  el  drsertor  Inibieso 
cometido  algún  otro  delito  en  el  mismo  territorio,  la  autoridad  lo- 
cal podrá  diferir  la  soltura  hasta  el  pronunciamiento  y  ejecución 
de  la  sentencia. »    Sólo,  pues,  en  el  caso  de  que  se  haya  cometi- 
do otro  delito,  se  puede  rehusar  al  individuo  de  la  tripulación 
quo  ha  abandonado  el  buque,  y  debe  ^Qvcnel  mismo  territorio. 
¿Pensó  el  señor  Mesones,  al  decir  el  mismo  territorio,   referirse  al 
buque?  No  nos  creemos  con  el  derecho  do  interpelar   á  nadie,  y 
no  le  diremos  que  se  equivocan  sino  únicamente  á  las  personas 
que  nos  supongan  un    mal  procedimiento,  y  esto  curndo  sea  in- 
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clispensuble  hacerlo.  Así,  uos  limitaremos  á  decir  que,  á  nuestro 
juicio,  no  se  [)ueíl0  rehusar  al  delincuente  sino  cuando  haya  co- 
metido o/ro  delito,  no  en  el  buque  á  que  pertenece,  sino  en  lo  que 
He  llama  tcrrüorio,  en  lo  que  es  propiedad  del  EsUido,  en  lo  que 
se  halla  bajo  de  su  jurisdicción  absoluta  y  completa,  en  lo  que 
se  encuentra  bajo  el  dominio  eminente  de  la  Republcia. 

El  señor  Mesones,  cuando  firmó  la  Convención  con  Italia,  fue 
invitado  á  dar  cuenta  de  la  negociación  y  a  exponer  los  princi- 
pios que  lo  habían  guiado  para  celebrarla.  Se  propuso  entonces 
el  señor  Ribeyro,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  contribuirá 
la  formación  de  una  verdadera  jurisprudencia  internacional  que 
explicase  el  sentido  genuino  de  las  estipulaciones  internaciona- 
les; pero  el  señor  Mesones  no  acompañó  los  protocolos  de  sus 
conferencias  con  el  caballero  Negri,  que  arrojarían  hoy  mucha 
luz  sobre  la  cueí^tión,  ni  dijo  otra  cosa,  en  resumen,  sino  que  ha- 
bía scguiílo  lo  estipulado  en  la  Convención  Consular  que  el  Go- 
bierno de  Turin  ajustó  con  el  Imperio  francés,  en  la  celebrada 
con  España  y  en  la  que  terminó  con  el  Brasil.  Ellas  son,  si  se 
quiere,  más  terminantes.  En  cuanto  á  la  última,  que  tenemos  á 
la  vista,  y  que  no  copiamos,  por  no  hacer  mas  largo  este  escrito, 
uo  manifiesta  sino  que  el  señor  Mesones  tuvo  tanta  razón  al  des- 
confiar de  su  memoria  respecto  de  ella,  como  fué  muy  poca  la 
que  tuvo  para  asegurar  des'[)u6s  ([ue  en  aquel  acto  se  hacían  jus- 
t¡cial>^e5  por  la  autoridad  del  país  los  delitos  comunes  perpetra- 
dos a  bordo.  La  Convención  con  el  Brasil  no  dice  eso.  Lo  que 
hay  de  cierto  es  que  el  señor  Mesones  aceptó  los  principios  que 
en  esta  materia  el  Gobierno  francés  va  propagando  y  estipulan- 
do por  todo  el  mundo  civilizado.  El  Gobierno  tiene  que  cumplir 
lealmente  los  tratado?,  actos  de  buena  fe  que  obligan,  no  sola- 
mente á  lo  que  se  halla  exi>resamento  estipulado,  sino  también 
á  to<lo  lo  que  })ucde  convenir  mejor  a  la  materia  del  contrato 
y  á  la  cómun  intención  de  las  partes  contratantes.  Este  es  un 
principio  admitido  generalmente,  conforme  con  la  razón  y  exi- 
gido por  la  lealtad  internacional. 

El  gobierno  del  Perü  y  el  autorizado  intérprete  del  gobier- 
no de  Italia  han  fijado  el  sentido  de  la  Convención.  El  señor 
Mesones  rechaza  la  opinión  de  ambos  6  interpela  al  gobierno  ita- 
liano. Si  este  desaprobase  la  conducta  del  II.  señar  Garrón,  la 
resolución  del  gobierno  peruano  desaparecería  sin  haber  produ- 
cido mal  alguno.  Si  el  gol)ierno  italiano  aprueba  la  conducta 
de  sa  representante,  no  creemos  que  el  señor  Mesones  rechace  la 
opinión  del  Gabinete  do  Florencia  con  la  misma  facilidad  con 
que  ha  impúgnalo  la  >Uí1  g)biv-íriio  de  su  patria,  si  el  gobierno 
francés  acepta,  como  no  puedo  dejar  de  aceptar,  sus  doctrinas  y 
lo  que  está  estipulado  con  muchos  países  y  con  el  Perú,  no  creemos 
que  el  señor  Ureta  pueda  decir  que  la  Francia   piensa   como  él. 
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Exposición  que  hace  el  mismo  Wheaton  de  la  legislación  y  de  la  jur'sprudcn- 
cia  francesas.  Ellas  están  conformes  con  la  resolución  del  Gobierno. 
Exposición  de  la  doctrina  que  encierra  los  mismos  p  jncipios  por  Hau- 
tcffeuille  Doctrina  de  Theodoro  Ortolan.  Opinión  de  Cauchj.  De 
Clerc,  Moreuil,  Cusy.  Solo  se  trata  en  las  lev^s,  casos  y  opiniones  ex- 
puestas de  países  cristianos.  Falsa  idea  emitida  por  el  señor  Mesones 
y  ac<)gidapor  algunos  de  la  opinión  que  el  Gobierno  francés  tiene  dt*!  Pe- 
rú. Prueba  de  fi mistad  y  de  consideración  dada  ni  Perü  por  el  Gobier- 
no imperial.  Alcance  de  .la  resolución  en  cuanto  al  en  so  del  "Emilio 
Rondanini".  Abstención  expresa  que  se  hace  en  este  escrito  de  la  cues- 
tión de  competencia.  Necesidad  de  la  resolución  que  se  ha  expedido. 
Resumen. 


Los  miis  distinguidas  tratadistas  de  dererho  marítimo  pro- 
fesan la  doctrina  pactada  y  mandada  cumplir  por  el  Gobierno 
peruano.  Ya  hemos  tenido  ocasión  de  hacer  notar  las  vaiiaa 
opiniones  de  Wheaton  sobre  la  materia;  pero  el  ilustre  dii>lomá- 
tico,  aunque  emitiendo  opiniones  distintas  á  la  política  de  su 
país,  ha  expresado  lealmente  las  ajenas  doctrinas.  He  aqaí  sus 
})alabras.(Droitinternational,  Troisiemme  edition,  1858,T  ,  1?,  p. 
129).  «La  jurisprudencia  marítima  reconocida  en  Francia  res- 
pecto de  los  buques  mercantes  extranjeros,  que  entran  á  los  puer- 
tos franceses,  no  parece  conformarse  con  los  principios  estableci- 
dos por  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos 
que  acábanos  de  citar,  ó,  para  hablar  mas  correctamente,  la  le- 
gislación frav  cesa  ^  exceptuancio  á  estos  biirjucs  del  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción del  palSf  les  acuerda  mayores  inmunidades  de  las  que 
exigen  los  principios  generales  del  derecho  internacional  »  Ya  se 
sabe  como  los  entiende  Wheaton:  pero  luego  agrega: — «La  juris- 
prudencia francesa  establece,  en  cuanto  á  los  hechos  que  pasan  á 
bordo  do  los  buques  mercantes  en  un  puerto  ó  en  una  rada  en 
pais  extranjero,  una  distinción:  1?  per  una  parte,  los  actos  de 
pura  disciplina  del  interior  del  buque,  y  aún  los  crimcnts  6  deli- 
tos cometidos  por  un  hombre  de  la  tripulación  contra  otro  hom- 
bre de  la  misma,  cuando  la  tranquilidad  del  puerto  no  se  ha 
comprometido;  y  2^,  por  otra  parte,  los  crímenes  ó  delitos  come- 
tidos aún  á  bordo  contra  personas  extrañas  á  la  tripulación,  ó 
por  cualíjuiera  otro  que  no  sea  de  ella,  ó  aún  por  los  que  se  ha- 
yan  cometido  entre  gentes   de   la    tripulación,    si  la   tranqui- 
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lidad  del  pilerto  se  ha  comprometido.  Respecto  de  los  hechos  de 
la  primei'a  clasCj  la  jurisprudcicia  francesa  declara  que  los  dere- 
chos del  (>oder  a  que  pertenece  el  buque,  deben  ser  respetados; 
que  la  autoridad  local,  por  consiguiente,  no  debe  ingerirse  en  es- 
tos hechos^  á  menos  que  se  reclame  su  auxilio.  Estos  hechos  que- 
dan bajo  la  policía  y  jurisílicciún  local  del  Estado  á  que  perte- 
nece el  buqit'^ Según    estos  principias  se  conducen  las  au- 

toridades  y  las  jurisdicciones  de  Francia,  respecto  de  los  buques 
mercantes  extranjeros  que  se  hallen  en  sus  aguas.»  Kn  seguida 
Wheaton,  después  de  referir  los  casos  del  «Newton»  y  «Sally»  co- 
pia la  reselución  imperial  de  1800,  base  de  la  legisUa-ión  y  de  la 
jurisprudencia  internacional  de  Francia  y  de  la  doctrina  de  los^ 
l)rincipales  tratadistas  del  imperio. 

Hauteffeuille,  a  quien  el  señor  Mesones  llama  el  más  dis- 
tinguido escritor  moderno  de  derecho  marítimo  internación'^^ 
en  la  misma  obra  citada  (Histoire  des  origines,  iles  progres  et 
des  variations  du  Droit  raaritime  international,  dice,  [uig.  59. — ) 
«El  derecho  de  hacer  justicia  es  un  atributo  esencial  de  h\  sobe- 
ranía; él  no  puede  ser  arrebatado  al  jefe  territoi"al  sin  herir  gra- 
vemente sus  derechos  v  su  autoridad.  Considerados  bajo  este 
punto  de  vista,  el  único  verdadero,  según  las  ¡nescrijK'iones  de 
la  ley  primitiva,  los  Cónsules,  establecidos  en  pais  exlranjiTO,  no 
pueden  tener  ninguna  especie  de  juri:jdicci6n  S')bre  h)s  súbflitos 
de  sus  soberanos  fijados  en  tierra,  ó  aún  enc«nitrándoso  allí  acci* 
dentalmente;  porque  estos  hombres  son  naturalmente  rei»utados 
como  subditos  del  soberano  del  lugar  en  que  se  hallan,  y  some- 
tidos a  sus  leyes;  pero  no  sucede  lo  mi.^mo  res[>ecto  de  los  hora- 
hve^  cue  habitan  un  huq^ie,  aunque  esfc  en  puerto  ixirraujero'.  cua- 
lesquiera que  sean  su  fuerza  y  su  maij^nitud,  e?  una  colonia  ái^. 
su  pais,  una  parte  flotante  de  su  territorio;  los  hombres  (|ue  lo 
habitan  no  han  dejado  el  suelo  de  la  patria;  han  quedado  .<«)nio- 
tidos  á  su  propio  soberano  y  no  pueden  reconocer  otra  juri.<dic- 
ción  que  la  suya,  á  lo  menos  por  todos  los  hechos  que,  excluci- 
vamente  relativos  al  buque  y  á  los  que  lo  tripulan,  no  tienen  re- 
lación directa  ni  indirecta  con  el  territorio  extranjero  en  el  cual 
flota  el  buque.  La  nación  á  que  jíertenece  un  buque,  puerle,  pues 
delegar  el  derecho  de  hacer  justicia  á  las  tripulaciones  y  aún  á 
los  pasajeros  de  sus  buques,  a  los  Cónsules  establecidos  por  ella 
en  paises  extranjeros,  pero  solo  por  los  hechos  que  acabo  de  es- 
pecificar.» 

Después  agrega,  página  64. — «Ei  buque,  sea  que  se  eii'-uen- 
tre  en  plena  mar  ó  en  un  puerto  extranjero,  no  cesa  de  hacer 
parte  del  territorio  de  su  soberano;  él  es,  por  consiguiente,  invio- 
lable. Nadie  puede,  sin  hacerse  culpable  de  atentado  contra  el 
territorio,  es  decir,  de  la  más   grave  ofensa  que  puede  hacerse  á- 
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una  nación,  atentar  contra  la  in^íependencia  del  buque.  En  ple- 
na mar,  esta  consecuencia  del  principio  es  absoluta.  El  buque  es 
tan  sagrado  conix)  el  territorio  continental.  En  los  puertos  ex- 
tranjeros, ella  es  modificada  por  las  condiciones  que  el  sobera- 
no local  ha  creído  que  debía  establecer  para  recibir  el  buque  en 
su  territorio  miu'íiimo.  Estas  condiciones  son  de  derecho  secun- 
dario;  en  general»  consisten  en  colocar  al  buque  bajo  la  jurisdic- 
ción del  país  á  que  pertenece  el  puerto,  para  todas  las  relaciones 
con  el  país  mismo  ó  los  que  lo  habitíin,.  indígenas  ó  extranjeros. 
Para  todos  los  hechos  quo  son  exclusivamente  relativos  al  buque 
y  a  los  que  él  conduce,  ó  a  otros  buques  de  la  misma  nación,  se 
conserva  la  jurisdicción  de  la  madre  patria;  el  buque  queila  t^-  •!  j 
rritorial.  En  la  página  293  agrega — »Hay  un  género  especial  de 
jurisdicción  que  la  Francia  ha  reclamado  siempre  para  s'is  Cón- 
sules en  el  extianjero  (y  esto  en  países  cristianos  como  se  colige 
por  lo  anterior)  y  que  ha  ofrecido  siempre  por  reciprocidad  á  las 
otras  naciones.  Ella  pretende,  y  con  razón,  á  mi  juicio,  que  t.'>do 
hecho,  todo  delito,  más  aún,  todo  crimen,  cometido  á  bordo  de  un 
buque  francés,  por  individuo  embarcado  hacia  elcapitán  ó  cual- 
quiera otía  persona  embarcada,  queda  sometido  á  la  ju  isdicción 
francesa,  y  que  solamente  el  Cónsul  tiene  el  derecho  de  practi- 
car los  prijueros  actos  de  instrucción  y  de  enviar  al  presunto  reo 
ante  los  tribunales  franceses  competentes.Esta  es  una  consecuencia 
del  principio  de  la  territorialidad  del  buque.  El  hecho  cometido 
á  bordo  por  un  francés  ú  otra  persona  embarcada,  fuera  do  toda 
relación  con  el  país  extranjero,  y  los  que  lo  habitan,  se  conside- 
ra cometido  sobre  una  porción  del  territorio  francés,  es  decir,  en 
Fiancia:  los  tribunales  franceses  son  los  únicos  competentes  p-^ra 
juzgar  al  culpable.  Vi\  acuerdo  del  Consejo  de  E¿tedo  de  ISOG 
ha  definido  perfectamente  esta  jurisdicción  especial,  que  ha  sido 
adoptada  por  la  ordenanza  de  1833;  pero  sólo  en  el  caso  de  que 
la  Nación  soberana  del  territorio  lo  permita,  La  ordenanza  re- 
comienda, en  efecto,  al  Cónsul  que  haga  todos  los  esfuerzos  posi- 
bles, i)ara  obtener  el  reconocimiento  de  este  derecho,  bajo  la  pro- 
mesa de  reprocidad.  Hoy  la  mayor  parte  délos  pueblos  han  ad- 
mitido este  principio,  respecto  de  la  Francia»  Después  de  diser- 
tar sobre  la  materia,  el  autor  agrega — «Todo  lo  que  acabo  de  de- 
cir se  aplica  á  los  Consulados  en  países  cristianos.» 

El  mismo  autor,  en  otra  obra  profunda  y  trascendental  (Des 
Droitset  des  devoirs  de^s  nations  neutres  en  tcmps  de  guerre  ma- 
rítime)  examina  detenidamente  la  cuestión  pendiente,  la  de  sa- 
ber si  lo  que  jíasa  en  el  interior  de  un  buque  mercante  extran- 
jero, se  halla  sujeto  á  la  jurisdicción  del  país  á  que  pertenece  el 
buque  ó  á  la  del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra  el  mismo  bu- 
que. Recomendamos  á  las  personas  qué  hayan  tenido  la  pacieri- 
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cia  de  llegar  hasta  aquí,  la  instructiva  y  agradable  lectura  del 
mencionado  escritor  (pág.  287,  tomo  primero.)  Después  de  tra- 
tar el  asunto  con  una  profundi  lad  y  una  lógica  iguales  á  la  mag* 
nificencia  del  estilo  y  á  la  elocuencia  del  lenguaje,  dice: — «rEl 
buque,  sea  de  guerra  ó  mercante,  aún  en  puerto  extranjero,  es, 
pues,  administrado,  gobernado,  protegido  por  las  mismas  ley^s, 
por  los  mismos  medios  que  el  territorio  continental,  leyes  y  me- 
dios que  no  son  aplicables  sino  al  territorio;  él  mismo  es,  pues, 
una  parte  de  este  territorio.»  Manifestando  lo  absurdo  de 'que  el 
buque,  en  cuanto  á  su  personalidad,  se  halle  sujeto  á  hi  jurisdic- 
ción del  país,  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  dice: — «  Todos  estos 
hechos  son  incontestables,  y  puedo  decir  aún  íncontestados;  to- 
dos los  pueblos,  en  todos  lf>s  tiempos,  los  han  reconocido,  á  lo 
raenos,,  tácitamente;  ellos  forman  una  de  esas  tradiciones  inter- 
nacionales que  hacen  parte  del  derecho  secundario  y  conducen 
á  esta  conclusión  necesaria,  forzosa: — El  buque  de  guerra  6  mer- 
cante, en  alta  mar  ó  en  ag\ias  extranjoras,  es  una  pane  del  terri- 
torio de  la  Nación,  cuyo  pabellón  enarbola Acabamos  de 

probar  que  el  buque,  aunque  sea  mercante,  en  un  puerto  extran- 
jero, queda  sometido  al  poder  civil,  administrativo  y  judicial,  es 
decir,  á  la  jurisdicción  del  país.»  Todos  los  escritos  de  este  dis- 
tinguido a|itor  encierran  las  mismas  ideas. 

Tbeodore  Ortolan,  que,  según  la  opinión  de  un  distinguido 
escritor,  reúne  á  la  ciencia  del  publicista,  la  exi>eriencia  del  ma- 
rino, ha  expuesto  esta  cuestión,  como  otras  muchas  de  derecho 
marítimo,  con  una  admirable  lucidez,  y  con  datos  abundantes 
justamente  apreciados.  (Regles  internationales  et  Diplomátie  de 
la  mer.)  Después  de  analizar  los  diferentes  casos  que  puedan 
ocurrir  en  los  buques  de  guerra  y  mercantes,  (véase ^  el  capítulo 
13,  libro  segundo,  tomo  primero;  Dice,  pagina  270.  «Hé  aquí 
como  en  Francia,  á  falta  de  Convención  especial,  se  entiende  y 
practica  la  regla  de  Derecho  Internacional  sobre  esta  materia. 
Nuestra  legislación  establece,  en  cuanto  á  los  hechos  que  i>asan 
á  bordo  de  los  buques  mercantes  en  un  puerto  ó  en  una  radu' 
en  país  extranjero,  una  distinción  entre:  1?,  por  una  parte,  los 
actos  de  pura  disciplina  interior  del  buque,  ó  aún  los  crimt^ies  6 
cUlitds  camuneSf  cometidos  por  un  hombre  de  la  tripulación,  con- 
tra otro  de  la  misma,  cuando  la  tranquilidad  del  puerto  no  ha 
sido  comprometida: — y  2?,  por  otra  parte,  los  crímenes  y  delitos 
cotnetidos,  aún  á  bordo  contra  personas  extrañas  á  la  tripula- 
ción, 6  por  cualquiera  que  no  sea  de  ella;  ó  aún  los  cometidos 
por  gente  de  la  tripulación  entre  sí,  si  la  tranquilidad  del  puer- 
to se  ha  comprometido.  Respecto  de  los  hechos  de  la  piimera  cla- 
se, nuestra  legislación  declara  que  los  derechos  del  poder  á  que 
pertenece  el  buque  deben  ser  respetados;  que  la  autoridad  local, 
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por  consiguiente,  no  debe  ingerirse  en  estos  hechos,  á  menos 
que  se  haya  reclamado  su  auxilio.  Estos  licchoSf  quedan,  pues, 
bajo  la  policía  y  bajo  la  jurisdicción  del  Estado  á  que  pertenece 
el  buque. 

Cauchy,  en  su  obra  de  Derecho  Marítimo  Internacional,  coro- 
nada por  la  Academia  de  Ciencias  morales  y  políticas  de  París, 
después  de  desenvolver  admirablemente  esta  materia,  dice: — 
(página  153,  tomo  segundo),  ocupándose  de  los  buques  mercan- 
tes.— «Si  se  ha  cometido  en  ellos  un  crimen,  el  juicio  de  él  que- 
dará reservado  á  los  tribunales  de  la  tierra  natal.» 

De  Clercq,  en  su  Guía  de  Consulados,  exponiendo  en  la  sec- 
ción tercera,  capítulo  quinto,  libro  séptimo  del  tomo  segundo,  la 
materia  de  que  se  trata,  concluye  por  decir  terminantemente  qu« 
los  delitos  ó  crímenes  cometidos  á  bordo  do  un  buque  mercante 
entre  gentes  de  la  tripulación,  sin  que  se  altere  la  tranquilidad 
del  puerto,  caen  exclusi vilmente  bajo  la  jurisdicción  del  país  á 
que  pertenece  el  buque  (página  136.)  Moreuil,  dice  lo  mismo. 
(Manual  de  los  Agentes  Consulares,  pág,  81.)  Lo  mismo  dice  Cu- 
»y  y  todos  los  autores  de  guías  y  manuales. 

Casi  nos  parece  inútil  agregar  que  todas  las  doctrinas  que  he- 
mos expuesto,  que  todos  los  tratados,  leyes  y  reglamentos  que  . 
hemos  citado  se  refieren  única  y  exclusivamente  á  los  paísee 
cristianos.  Las  personas  que  conocen  la  materia  y  las  que  quie- 
ran recorrer  los  libros  que  hemos  mencionado,  verán,  como  no- 
sotros, que  la  organización  de  los  Consulados  en  los  países  del 
lavante,  y  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  extranjera  en  esos 
lugares,  dependen  de  leyes  y  de  reglamentos  distintos.  Allí  las 
grandes  potencias  cristianas  administran  justicia  por  corapletu 
en  el  mar  como  en  tierra;  y  no  solamente  sobre  sus  nacionales, 
sino  aún  sobre  los  naturales  del  país  en  ciertos  y  determinados 
casos.  Si  se  ha  querido  hacer  un  llamamiento  á  las  pasiones  del 
país  dándole  á  entender  que  se  le  quiere  colocar  al  nivel  de  los 
pueblos  que  no  pertenecen  á  la  gran  comunidad  cristiana,  nada 
tenemos  que  contostar.  Las  aseveraciones  del  señor  Mesones  so- 
bro el  modo  como  el  Gabinete  de  las  Tullerías  trata  al  Perú,  son 
ofensivas  para  los  dos  países,  infundadas  y  perfectamente  ino- 
portunas. El  Gobierno  del  Emperador  acaba  de  de(!larar  que,  al 
nombrar  un  Ministro  Plenipotenciario  en  Lima,  no  sólo  había 
tenido  en  mira  los  intereses  de  sus  naciunaies,  sino  que  había 
querido  rendir  un  lioniniage  al  espíritu  de  progreso  que  domina-» 
ba  á  esta  Re]>ribli('a.  Este  progreso  no  puede  tuner  lugar  sni  se- 
guir los  piinci[)¡os  que  en  materia  de  Derecho  Internacional  ee 
profenan  en  todo  el  mundo  civilizado.  Por  otro  lado,  la  rodpro- 
ci<ia«i,  y  en  esto  el  señor  Mesones  ha  hecho  justicia  al  Gobierno, 
di'ja  á  salvo  el  lioiior  de  la  República.  Si  aquel  se  hubiese  equi- 
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vocado,  sus  esfuerzos  no  babríau  sido  sino  una  tentativa  gene- 
rosa para  contribuir  al  establecimiento  de  un  gran  «principio  li- 
beral  en  materia  de  Derecbo  Marítimo:  pero  no  es  así;  y  nos  pa- 
rece haberlo  demostrado.  Sin  embargo,  se  dice  que  la  reciproci- 
dad será  ilusoria,  que  no  tenemos  buques  mercantes  en  el  ex- 
tranjero que  aprovechen  del  privilegio  que  concedemos.  Nosotros 
contestaremos  que  el  Gobierno  no  ha  concedido  ningfm  favor, 
sino  que,  al  mismo  tiompo  que  ha  reconocido  un  principio  y 
cumplido  un  tratado,  se  ha  libertado  de  la  pesada  carga  de  per- 
seguir y  de  castigar  delitos  que  no  afectan  en  nada  su  seguridad 
ni  manchan  su  decoro.  Si  no  podemos  aprovechar  de  todo  lo 
que  concedemos  a  países  extranjeros,  poco  ó  nada  podríamos  en- 
tonces otorgar.  La  facultad  de  comerciar,  la  de  adquirir  bienes, 
la  de  navegar;  todos  los  derechos,  en  fin,  que  los  extranjeios  go- 
zan en  el  Perú  no  tienen  una  reciprocidad  material  para  noso- 
tros, jorque  poco  ó  nada  comerciamos,  compramos  ó  navegamos 
en  los  países  extranjeros  Así,  en  buena  lógica,  y  para  no  acep- 
tar lo  que  se  llama  reciprocidad  ilusoria,  deberíamos  aislarnos 
del  mundo  civilizado;  pero  entonces  vendríamos  á  caer  al  nivel 
de  esos  pueblos  de  Oriente  a  los  que  tanto  temor  tenemos  de  ase 
mejarnos.  Verdad  es  que  hay  otra  reciprocidad  más  elevada  y 
más  provechosa.  Precisamente,  cuando  el  señor  Mesones  presen- 
to su  OcmT0»ei¿a  con  Italia,  el  señor  Ribeyro,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores,  al  remitirla  al  Congreso,  suplía  el  silencio  del 
negociador  y  decía:  «Aunque  es  verdad  que  nuestras  sociedades, 
«  en  la  infancia  de  sus  adelantos  sociales  y  de  sira  especulaciones 
«  mercantiles,  no  pueden  encontrar  en  los  pactos  las  mismas 
«  ventajas  materiales  que  los  pueblos  con  quienes  trata,  en  cain-- 
« J)io  reciben  frutos  morales  do  civilización  y  de  bienestar  que 
«  reforjnan  totalmente  su  manera  de  existir,  y  los  lanza  en  una 
«  vía  ancha  de  progreso,  con  la  importación  de  hombres,  de  ca- 
«  pitales  y  de  luces.» 

Los  inconvenientes  que  se  apuntan  para  la  aplicación  de  lo 
resuelto  por  el  Gobierno,  no  podrían  ser  jamás  un  «mbarazo 
para  el  sincero  cumplimiento  de  los  tratados  y  de  los  usos  reci- 
bidos; pero  es  indudable  que  el  Gobierno  peruano  adoptará  las 
medidas  convenientes,  lo  mismo  que  los  demás  Gobiernos,  para 
realizar  lo  estipulado. 

No  hemos  querido  ocuparnos  del  alcance  que  para  el  caso  es- 
pecial de  la  irErailio  Rondanini»  pudiera  tener  la  reconsideración 
que  pido  el  señor  Fiscal.  A  pesar  de  las  cinco  puñaladas  por  la 
espalda,  que  con  tan  vivos  colores  se  describen  á  cada  momenlo, 
lus  Tribunales  habían  sobreseído  por  no  haberse  podido  descu- 
brir á  los  culpables;  de  manera  que  el  Gobierno  ni  ha  consagra- 
do la  impunidad  de  estus,  ni,  en  todo  rigor,  ha  impedido  de  he- 
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cho  que  se  administre  justicia.  Ha  acatado  sí  un  principio  y 
mandado  cuMiplir  un  tratado,  cuyo  verdadero  sentido  se  quiere 
desconoí  er.  Hoy  misrao  si  se  descubriese  que  el  asesinato  de 
Matea rens  se  había  coraetido,.  no. á  bordo  sino  en  aguas  perua- 
nas, el  Gobierno  reclamaría  á  los  asesinos  para  juzgarlos;  y  esta- 
mos seguros  de  que  el  H.- señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
no  los  reluisaría.  Tampoco  creemos  conveniente  oeuparnos  de  la 
demanda  de  competencia  entablada  por  los  señores  Fiscales  ante 
la  Excma.  Corte  Suprema,  desde  que  no  sabemos  que  haya  re- 
suelto nada  ese  alto  Tribunal;  pero  podemos  sí  d^ir  que  no 
acertamos  a  conciliar  la  demanda  de  competencia  con  la  deman- 
da de  reconsideración.  En  cuanto  á  la  declaración  general,  ella 
no  importa  sino  la  declaratoria  de  que  obraremos  respecto  de  los 
demús  pueblos  del  mismo  modo  que  ellos  obren  con  nosotros. 
¿Pretenden  acaso  los  señores  Ureta  y  Mesones,  que  el  Perú  esta- 
blezca un  trato  desigual  6  que  se  empeñe  en  mantener  princi- 
{)ios  contrarios  á  los  que  admiten  casi  todos  los  pueblos  y  profe- 
san los  mejores  tratadistas?  No  es  posible. 

Creemos  haber  probado:  1?  que  el  verdadero  sentido  de  la 
Convención  Perú  -Italiana,  os  el  que  consta  de  la  resolución  del 
(íobierno,  deducido  de  su  tenor  y  de  su  conformidad  con  las  le- 
ViS  y  reglamentos  vigentes  en  Francia  y  en  Italia;  2*  que  los  re- 
cientes tratados  de  las  más  grandes  potencias  encierran  el  mismo 
principio;  3*  que  la  jurisdicción  francesa  es  constante  en  la  ma- 
tt*r¡a  y  que  el  cuso  del  «iTempest»  no  se  puede  considerar  tampo- 
co como  una  excepción;  4?,  que  en  otros  países,  y  en  el  Perú 
ini«mo,  seha  aplici\do  la  doctrina  que  envuelve  la  resolución  del 
Gobierno;  o*  (juo  los  reglamentos  consulares  de  muchas  grandes 
naciones  se  hííllan  conformes  con  esos  tratados  y  con  esta  juris- 
{>rudencia;  O"?  que  esta  es,  también,  la  opinión  de  los  uíás  moder- 
nos y  más  acreditados  tratadistas  sobre  la  materia,  y  7?  que  esta 
es  la  doctrina  más  aplicable  y  más  conveniente.  Tauíbién  la 
creemos  confi»rnje  con  los  principios  y  con  la  marcha  progresiva 
del  Derecho  internacional. 
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VII 


Principio  j  desoí vimiento  de  la  cuestión.  D.»  la  propiedad.  Doi  mar.  Dife- 
rencia profunda  entre  el  modo  como  se  ejerce  el  dominio  en  la  t'erra  j 
en  el  mar.  Orígea  alcance  y  denominación  del  derecho  que  se  tiene  en 
el  mar.  Limitación  de  la  jnrisdicción  en  tierra.  Ella  está  mas  'imitada 
en  el  mar.  ¿Qué  es  un  buque?  Derechos  que  él  tiene  y  fenó;n23os  que 
pasan  en  él.  Alcance  de  la  jurisdicción  territorial.  Rc'.aeión  de  la  pre- 
sente cuestión  con  las  demás  que  se  refiírcn  á  la  inviolabilidad  de  la 
bandera  en  la  guerra  como  en  la  p%z.  Liberalism.)  de  Napo'eón  I.  en 
las  cuestiones  de  derecho  marítimo  por  opo?ición  á  la  Gran  Bretaña 
La  inconsecuencia  de  Napoleón  en  esos  principios  fué  la  verdadeni  cau- 
sa de  .su  caída.  Una  de  las  manifestaciones  del  liberaUsmo  francés  en 
materia  de  derecho  marítimo  fué  la  resolución  de  ISOG.  Marcha  de  este 
principio.  La  Inglaterra  entrando  en  la  via  del  liberalismp  marítimo 
en  el  Congreso  de  París  y  con  motivo  del  "Treat."  Inviolabilidad  de 
la  bandera.    Lentitud  de  loe  progresos  del  derecho  de  geates. 

La  cuestión  que  se  debate  es  una  de  las  consecuencias  de  otras 
cuestiones  de  orden  más  elevado.  Todos  los  principios  de  propie- 
dad nacional,  de  soberanía  y  de  jurisdicción  tienen  qno  ser  invo- 
CAdos.  La   marcha  de  la   humanidad,    acorde  a  veces  con  0II05, 
infringiéndolos  á  menudo,  pero  caminando  siempre  á  su  cumpli- 
miento, se  recuerda. involuntariamente.   El  interé-ii  qu3  ellos  ins- 
piran parece  ser  mns  grande  cuando  se  refieren  al  vasto  ÜLiéani. 
Casi  todos  los  pueblos  que  han  llegado  á  alcanzar  un  alto  polerío 
han  aspirado  á  dominar  en  el  mar;  pero  sí  la  liberda  1  nivsoluta 
del  Océano   es  hoy   un  principio   reconocido  univers límente,  e*i 
preciso  confesar  que  la  inflexible  lógica    vé  to  bivía  infraí'ciones 
de  este  principio  que,  p.>r  lejanas  que  sean,  sirven  de  obitAculo  á 
la  perfecta    realización  del    derecho.  Las  tentativas  para  ejercer, 
si  no  la  vasta   extensión  de   los  mares,    á  lo  menos  en  limitador 
espacios,  un  derecho  absoluto,    renacen  sin  cesar;  pero  él  mar  es 
libre  y  todos  los   mares  son  libres;   así  lo  ha  dispuesto  la  Provi- 
dencia misma;  porque    ni    todo  el  mar,  ni  una    parte  de  él  son 
susceptibles  de  una  verdadera  apropiación.    La  propiedad  impri- 
me, por  decirlo  así,  el  sello  déla  personalidad  humana.   El  hom- 
bre, ó  una  sociedad  de  hombres,  se  apodera  de  un  terreno,  lo  modi- 
fica, lo  transforma,  y,  dominándolo  casi  por  completo,  lo  convierta 
en  una  verdadera  propiedad,  sea  privada,  sea  pública,  ejerciendo 
dominio  particular,  ó   dominio   eminente;  pero   con    un    trozo 
de  mar,  esto  es  imposible.  ¿Cual  es  la  huella  que  el  hojubre  deja 
en  él?  Ni   la  navegación,  ni  lu   pczca  producen  esaviva  impre- 
sión de    la  actividad  y  de  la    personalidad  humanas,  esa  especie 
de  identificación  entre  la  cosa  y  el  hombro,  en  la  cual  éste  domi  - 
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na  y  se  convierte  en  propietario. — Nemo  nesdí  navem  per  niireyn 
transeuntem  rton  pUis  juris  quam  vestihUreliquere,  hadiclioGrocio; 
pensamiento  que  un  escritor  moderno,  ha  expresado  elocuen- 
teme'itefts':  «Si  los  baques  surcan  un  momento  las  ondas,  la  ola 
Tiene  á  borrar  al  momento  esta  ligera  señal  de  servidumbre  y 
el  mar  reaparece  tal  como  fué  el  dia  do  la  creación. »  La  nece- 
sidad de  procurar  la  seguridad  dobida  á  los  países  maríl irnos, 
^la  i»odido  únicamente  justificar  la  existencia  de  ciertos  derechos 
«obre  una  porción  reducida  del  Océano.  Esta  se  llama  mar  terri- 
torial. \j%  impropiedad  misma  de  los  términos  acredita  la  limi- 
ticióndol  poder.  La  imperfección  del  lenguaje  revela  la  imper- 
fección del  derecho.  El  dominio,  y  por  couáiguiento  la  jurisdic- 
ción, se  debilitan  desde  que  salvan  el  últimD  grano  de  arena  para 
ofjuvertirso  en  un  simple  jas-tUtores^  que,  por  no  h:\b3r  nacido 
de  un  dominio  perfecto  y  absoluto,  no  en:;Í3rra  tampoco  una  ju- 
risdicción tan  extensa  como  la  que  se  tiene  en  tierra.  Limitado? 
Si3  encuentran,  pues,  la  extensión  de  mar  que  se  puoda  llam  ir 
j)iopia.  y  los  derechos  que  sobre  esi  paquelt  p)r3ÍÓ!i  sa  ejercen. 

La  jurisdicción  mism  i  que  se  ejerc3  ei)  tierra  reciba  sus  limi- 
tiriotes,  porque  todos  los  dereclxis  de  las  naeiom:^,  comí  de  los 
i.idividuos,  so  limitan  ea  su  ejercicio  pira  ryalizarasí  el  dere^li) 
Ab5o'ut\  Deiquí  resultan  esos  c^nllicti.s  outro  las  leyo^,  d>  cava 
resolucáini  S3  ocupa  el  Deredio  Litera icionil  privad:).  Po'.' eso 
CTi  tolos  los  países  del  mundo  se  realiziu  verdaderos  aetoí  de  ju- 
ri^dicc  ón  de  país(>s  oxiratijüros;  y  solo  de  la  a!'in:)aía  entre  las  dis- 
tintas jurisdicciones  de  los  país>s  que  se  o  nanicau  entre  sí  pue- 
d)  resultar  la  ver  ladera  realiíaeión  del  derojh>,  así  c>:n-)  esta 
no  tiene  lugir  entre  I03  mi^iniinli  /v  la 0^.  >'in)  m  í  liante  la  üm'ti- 
cióu  recÍ4)roca  y  constante  desús  re[)3(ítivos  dereclies  particulares. 

Estas  CíU-sideíaciono-?,  (¡ue  no  entra  on  n  le^ir)  j)ropj.3Íto  de- 
jíen volver,  so  a}>Iican  con  mas  razón  al  ni  ir.  A!li  el  que  parece 
]v>soor  está  mas  liinitailo  ([ue  en  tierra  p)r  los  deaiis  pueblos  del 
iniin  lo.  Allí,  sobro  tolo,  so  realiza  u:i  f-Miótueno  que  no  tiene 
l'i;:;Ar  (511  tierra.  Ua  elifieio,  Uovatilo  en  sa  seno  una  seeiedAd 
n:ganiz:ida  confírin'^  á  las  loye.s  tío  su  [>  lí^,  se  lanza  ni  Oeéanoy 
Htí  a[>n>xiuia  a!  territorio  de  otro  pií.s;  allí  va  la  pUria  con  sus 
Ln'-'S  con  SU}  autoridades,  y  allí  va  !a  l.>ind,*ra,  símbolo  di  ix 
nar¡ou:4!Ídai]  y  en.Hali  del  Inn  or.  E^as  )ei<j.l.i  I,  sea  (pie  vaya  p)r 
cuontii  (lid  E>tad'),  «ea  que  v.vya  por  su  propia  caí)ita,  y  aún 
•*'.;i.in  lo  so  Jüille  dentro  de  lo  qu  "í  se  lia*ni  yn-ir  UrrU')r¡aJ^  conti- 
\\  \\x  r/;;^i.la  por  las  ley-s  de  sü  ¡)ií.>.  ^>i  so  ruiliza  cu  A\o^  un  he- 
cho })uniMe  ])or  las  leyes  de  su  patria,  pero  inocente  por  las  de 
la  tiei'ra  que  •^st;l  á  la  vi-ta,  él  será  cas-.i.Lpd);  sí,  al  contrario,  se 
j'er[)etra  lo  (pae  en  tierra  se  polría  llam  ir  uu  .delit)  y  por  las  le- 
yes d  )l  país  al  qu3  p)rlen3ce  el  bu  [le  ua   lieelí)  iuoeente,  nadie 
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lo  puede  castigar.  Los  testamentos  y  lodos  los  actos  del  estado  ci- 
vil tieneu  lugar  allí,  independientemente  de  la  tierra  que  se  vé, 
del  soberano  que  se  tiene  al  frerUe;  el  niño  que  nace  en  el  buque 
es  un  extranjero  para  el  país  que  se  contempla  desde  á  bordo.  La 
extradición,  que  difícilmente  se  otorga  en  tierra  y  que  siempre 
se  limita  á  ciertos  hechos,  se  concede  fácilmente  en  los  puertos- 
Si  el  bmque  es  de  guerra,  lus  fenómonos  (pie  se  realizan  son  to- 
davía más  singulares,  y  para  justificarlos  no  hay  necesidad  de 
recurrir  á  lo  que  se  llama  In  ficción  do  la  ierriforialidad  ó  de  la 
exterritorialidad;  porque  de  meras  palabras,  de  dudoso  significado, 
no  ee  pueden  deducir  j)rincipios  de  derecho.  Lo  cierto  es,  que 
aun  cuando  un  buque  de  i;uerra  no  vale  ciertamente  mas  que  la 
casa  de  un  Agente  Diplomático,  y  aún  cuando  sin  dada  alguna  el 
oficial  que  manda  un  buque  no  tiene  ni  para  su  país,  ni  para  el 
país  extranjero  la  alta  repiesontación  y  las  grandes  funciones  de 
un  Agente  Diplomático,  pasa  on  ci  biicpie  y  so  realiza  por  el  ca- 
pitán lo  que  no  puede  tener  lu;^ar  en  la  casa  do  un  Agc^^to  Di- 
plomático y  lo  que  este  níisri:io  no  jíucde  realizar.  Ante  todo,  un 
cuerpo  de  ejército  extranjero  no  entra  armado  al  territorio  sino  en 
casos  muy  excepcionales  y  eon  un  p.(^rniiso  esj)ecial;  pero  un  bu- 
que de  guerra  se  sitúa  erizado  do  Cíulone?  en  el  mar  territorial. 
Esa  fortaleza  no  se  podría  situar  en  tierra.  Si  dos  ejércitos  se  ba- 
ten en  el  extranjero,  ninguno  de  los  dos  puede  entrar  armado  al 
territorio  neutral,  para  volver  á  emprender  sus  operaciones;  pero 
dos  escuadras  se  baten;  cualcjuiera  de  ellas  entra  armada  al  mar 
territorial  del  Estado  neutral,  y  sale  después  para  continuar  la 
gr.trra.  Por  último,  en  un  buque  sf»  administra  ju-ticia,  y  en  pre- 
sencia del  soberano  territorial,  se  juzga,  se  sentencia  y  se  ejecuta. 
La  pena  misma  de  muerte  i)uede  ser  aplicada  allí  y  esto  no  podría 
tener  lugar  ciertamente  en  casa  de  un  Aírente  Diplomático.  Si,  por 
cortesía,  los  comandantes  de  buques  salen  del  puerto  para  apli- 
car la  pena  de  muerte,  es  únicamente  i)ara  no  Ihimar  la  atención 
pública;  poro  pueden  aplicarla  bajo  el  aleanee  del  cañón  terri- 
torial. 

Estas  diferencias  esenciales  entre  el  mar  y  la  tierra,  los  buques 
y  las  casas;  las  exigencias  del  comercio  y  de  la  navegación;  las 
justas  influencias  de  la  paz  como  las  legítimas  infhK.'neias  de  la 
guerra,  han  consagrado  la  ¡ndependencia  dvl  buque  y  l-i  invio- 
labilidad de  la  bandera.  Kstos  jjrincipios  no  son  ilimitados,  ni 
para  el  buque  de  guerra,  ni  para  el  buque  mereai^te;  al  eont  irio, 
ellos  reciben  la  limitación  respectiva  de  la  seguridad  y  de  los  in- 
tereses del  8ol)erano  territorial.  La  situación  (pie  resulta  no  es  de 
difícil  definición.  El  buque  de  guerra  es  períectainente  iudt'pen- 
diente  con  tal  de  que  no  atente  á  la  seguridad  ni  á  los  intereses 
del  soberano  territorial;  v,  aún  en  este  caso,  considera iidoscle  co- 
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Tiio  \fí  emanación  de  un  poder  púbico  extranjero,  no  se  le  po- 
dría reprimir  sino  conforme  con  las  leyes  de  la  guerra.  Un  bu- 
que mercante  no  es  así.  Dedicado  al  comercio,  no  representando 
al  poder  público  de  su  pafs,  aún  cuando  pueda  decii'se  que  re- 
presenta una  paite  de  su  teiritorio,  es  independiente  en  sí;  pero 
en  sus  relaciones  con  el  torritorio  extranjero,  queda  sujeto  á  la« 
leyes  y  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  de  éste. 

Si  en  tiempo  de  paz  estos  principios  no  son  reconocidos  y  apli» 
ca'o^  sin  dificultades  ni  con  trove ráias,  en  tiempo  de  guerra  son 
á  menudo  desconocidos, -ó  falsamente  interpretados;  pero  en  la 
güera,  como  en  la  paz,  los  principios  fundamentales  son  siempre 
los  mismos. 

En  un  tiempo  la'Gran  Bretaña,  llamada  por  su  poder,  por  las 
magníficas  cualidades  de  su  raza  y  por  su  situación  geográfica  ¿ 
llevar  á  otros  pueblos  su  actividad  y  sus  grandes  instituciones, 
dominó  los  mares.  El  hecho  pretendió  ser  transformado  en  un 
derocho;  y  el  gran  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  bandera 
filé  conipletamente  desconocido.  Nadie  tenía  mas  buques  y  na- 
die k»9  tenía  finas  poderosos  que  la  Gran  Bretaña.  En  teoría,  y 
admitiendo  sus  principios,  el  pabellón  británico  no  sería  inviola- 
ble; los  buques  británicos  podrían  sufrir  el  derecho  de  vidta;  los 
delitos  ó  crímenes  cometidos  en  ellos  podrían  ser  justiciables  por 
las  autoridades  de  los  puertos;  pero  ¿quien  podía  ejercer  estos 
derechos  respecto  de  la  Gran  Bretaña?  Eran  para  ella,  eran  para 
sus  puertos  esos  derechos,  esos  privilpgios.  Vino  la  revolución 
francesa,  y  su  prodigiosa  influencia  no  podía  menos  que  hacerse 
sentir  <>n  el  derecho  marítimo  internacional;  luogo  vino  Napo- 
león I  y  se  colocó  al  frente  de  la  Gran  Bretaña;  y  entre  esos  dos 
colo«5is  hubo  grandes  fenómenos  y  hub  >  grandes  resultados.  En- 
tre los  priinero«i,  figura  el  bloqueo  continental;  pero  si  Napoleón 
I,  qno  se  proponía  llevar  hasta  sus  últimas  co:isocuencias  el  prin- 
<*'p'o  de  la  libertad  de  los  mares,  como  medida  para  combatir  A 
]:\  •  íHiu  Bretaña,  no  hubiera  incurrido  en  el  ^ran  error  de  decre- 
tar él  mismo  el  bloqueo  universal,  haciendo  uso  de  armas  idén- 
ticas á  las  de  su  enemigo,  no  habría  levantado  contra  sí  todos 
los  interoses  europeos,  todos  los  gabinetes;  no  habría  declarado  la 
gucira  a  la  Rusia,  ni  preparado,  con  el  gran  desastre  de  Mos- 
cow,  la  abdicación  de  Fontainebleau  y  la  catástrofe  de  Waterloo. 
Kn  todo  rigor.  Napoleón  I  cayó  por  no  haber  sido  consecuente 
con  los  principios  de  libertad  comercial,  de  libertad  de  los  mares 
y  de  independencia  de  los  buques  mercantes;  pero,  al  fin,  una  de 
las  emanaciones  de  la  política  liberal  del  gobiorno  francés  obser- 
vada en  los  mares,  siquiera  para  conibatir  las  prt  tensiones  de  la* 
Gran  Bretaña,  fué  la  resolución  dol  Consejo  de  Estado  de  1806 
^u?  declaró,  en  resumen,  al  buque    mercante,  independiente  de 
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la  jurisdiccióndel  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  respecto  de 
lo  que  pasa  en  su  tripulación.  Era  un  paso  que  se  daba  para 
aproximarse  al  gran  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  bandera. 

Desaparecido  el  Imperio,  caída  la  rama  primogénita  en  Fran- 
cia y  levantado  el  trono  de  Luis  Felipe,  todo  el  mundo  sabe  que 
uno  de  los  motivos  que  prepararon  el  desprestigio  de  este  Mo- 
narca fué  su  condescendencia  en  cuanto  al  derecho  de  visita  im- 
puesto p.'^r  Inglaterra.  El  derecho  de  visita  es  una  parte  del  sis- 
tema que  consiste  en  no  respetar  la  invit^labilidad  del  buque  ex- 
tranjero, así  como  otra  parte  de  ese  sistema  es  la  persecución  y 
castigo  de  los  delitos  que  se  cometen  exclusivamente  entre  la  tri- 
pulación. 

No  pretendemos  hacer  la  historia  del  Dereclio  marítimo  inter- 
nacional; pero  si  haremos  notar  que  en  el  Congreso  Internacional 
de  París  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  de  los  laureles  reco- 
jidos.en  común  por  la  Francia  y  por  la  Inglaterra  resultaban  las 
cuatro  declaraciones  aceptadas  después  por  la  mayor  parte  de 
los  pueblos  civilizados,  y  que  tienden  todas  á  asegurar  la  inde- 
pendencia del  buque  y  la  inviolabilidad  de  hi  bxndera.  El  rosni- 
do no  fué  completo,  y  á  pesar  de  las  insinuaciones  do  Mr.  Marcy, 
no  se  llevó  más  lejos  el  respeto  debido  al  pabiMlón  extranjero. 
Más  tarde,  sin  embargo,  cuando  la  célebre  caostión  del  Trent 
llamaba  la  atención  del  mundo  civilizado  y  fortificíiba  la  impo- 
nente neutralidad  de  la  Gran  Bretaña,  rasgaba  osla  uno  de  lus 
girones  de  su  antigua  política  y  devolvía  (i  los  Estid  )5  U:vi  los 
un  gran  principio  liberal  que  estos  habían  so^t.Mii'lo  LMrilra  ella. 
Es  admirable,  sea  dicho  de  pa^J,  es?  cambio  laitm  de  cjii03sio- 
nes  liberales,  hecha  aún  en  el  seno  do  las  ontrov^^riias  entre  esos 
dos  grandes  pueblos,  cuyas  lecciones  debemos  aprovechar  los  qno 
hablamos  español. 

La  inviolabilidad  de  la  bandera  y  la  in  lep?n  lo:u;ia  do  los  ba- 
ques mercantes,  principio?  que  nóso  combaten  sino  por  los  [)arti- 
darios  de  una  política  retrógrada,  no  están  tolivía  asou^urado?; 
pero,  á  cada  paso,  bien  sea  de  la  guerra  y  s)bre  tolo  de  la  paz, 
de  los  tratados,  de  la  comunicación  frecuento  entro  las  nat-iones, 
tyer  de  una  lucha,  hoy  de  un  arreglo,  á  veee.s  do  u:ui  buena  vo-  • 
luntad,  otras  de  la  oposición  misma,  se  camina,  en  t^ran  le  ó  en 
pequeña  escala,  al  establecimiento  de  un  principio.  D.>  caialqaier 
modo  que  sea,  como  dice  Cauchy,  no  se  consuman  rop^^nti ñá- 
mente las  grandes  revoluciones  morales  en  el  seno  de  las  socie- 
dades humanas;  no  se  avanza  sino  lentamente  y  poco  á  poco 
hacia  el  bien.  Donde  el  error  ó  la  preocupación  dominan  tiráni- 
camente los  espíritus,  la  verdad  no  so  deja  entrevccr  al  principio 
sino  á  medias;  después  .se  la  descubre  mejor,  y  Itic-m  ct)mpleta- 
mente.  El  cristianismo,  á  pesar  de  su  virtud  divina,  no    lia  con- 
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vertido  al  mundo,  ni  en  un  día,  ni  en  un  siglo.  Un  hombre  tocado 
por  la  gracia  ó  convencido  por  la  fuerza  de  la  verdad,  confiesa 
su  error.  San  T^ablo  derribado  por  un  rayo  en  el  camino  de 
Damasco  se  levanta  cristiano;  pero  en  un  pueblo  cuyas  preocu- 
paciones é  intereses  se  ligan  entre  sí' contra  la  justicia  ó  la  verdad, 
no  se  desengaña  por  una  rápida  iluminación.  La  reforma  del  De- 
recho de  Gentes  será  más  difícil  y  más  lenta  aún,  que  la  de  las 
leyes  ó  de  los  usos  particulares  de  un  solo  pueblo.  Ella  será  la 
obra  paciente  y  común  del  tiempo,  de  la  discusión  y  de  los  he- 
chos. La  justicia  obtiene  un  progreso;  el  interés  aconseja  otro  y 
la  lógica  arranca  el  tercero.  Os  encontráis  estrechados  entre  in- 
consecuencias que  03  conducen  á  ensanchar  el  principio  que  antes 
era  insuficiente  y  estrecho.  Las  ligaduras  de  la  servidumbre,  una 
vez  aflojadas,  acaban  por  desatarse  ó  por  romperse. 

Lima,  Abrlil  9  de  18G9. 

J.    A.    B.\RRENKCHEA. 


llfüí  Ligación  de  Italia  en  el  Perú, 

Ijima^  4  de  Junio  do  18^)0. 

Excmo  Señor: 

En  notas  de  2  y  3  de  Marzo  último,  y  con  relación  á  otras  mías 
de  fecha  anterior,  V.  E.  me  hizo  el  honor  de  participarme  que, 
j)or  resolución  sujirema  del  28  de  Febrero,  S.  E.  el  Presidente  de 
la  líepública  había  dispuesto  que  los  marineros  que  se  encontra- 
ban on  la  cárcel,  ú  consecuencia  de  los  (hálitos  perpetrados á  bor- 
do de  los  buques  mercantes  italianos  (cEmilio  iiondanini»  y  «Em- 
man«,  permanecieran  ariestados  á  disposición  del  Vicc-r*ónsul 
italiano  en  el  Callao. 

El  Gobierno  del  Rey,  mi  Augusto  Soberano,  á  quien  ya  había 
comunicado  los  pormenores  del  caso,    ha   (juedado   sumamente 
complacido  de  esta  nueva  prueba  de  lealtad    con  que  el    Gobier- 
no del  Perú  observa  los  pactos  internacionales  y  los   hace  respe- 
•  tar.     A  mi,  pues,  que  no  hago  más  que  trasmitir  sus  nprociacio- 

nes,  me  es  altamente  satisfactorio  poder  corroborar,    que  su    mo- 
I  do  de  entender  el  sentido  del  artículo  17  de  la  Convención   Con- 

I  ^        sular  y  las  instrucciones  que  para  su  aplicación  ya  se  liabían  da- 

I  do  con  anterioridad  á  la  publicación  de   la   resolución  suprema 

¡  del  28  de  Febrero,  se  halla  en  en  perfecta  consonancia  con  la  de- 

'  cisión  del  gabinete  peruano. 
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Aunque  de  un  modo  indirecto,  pero  siempre  oficial,  esta  uni- 
furmidad  confirinn,  que  en  el  espíritu,  como  en  la  letra,  con  la 
eatipulaciun  de  aquel  artículo,  los  dos  gobiernos  se  propusieron 
establecer  el  principio  que:— en  los  desórdenes  que  ocurriesen  á 
bordo  de  los  buques  mercantes,  sin  exclusión  de  los  crímenes  y 
<lelitos,  la  jurisdicción  queda  reservada  á  la  ba  idera,  siempre 
que  no  resulte  comprometido  el  orden  publico  de  la  otra  nación 
y  que  no  se  halle  implicada  persona  extraña  4  la  tripulación. 

Es  grato  esperar  que  la  publicación  de  e^ta  conclusión  defini- 
tiva de  los  conflictos  suscitados  á  propósito-)  del  «Rondanini»  y  de 
la«Enimai»,  removiendo  toda  duda,  servirá  para  hacer  más  se- 
gura y  expedita  la  acción  de  los  que  tienen  ingerencia  en  mate- 
ria ríe  policía  marítima. 

Si  V.  E.  lo  juzga  oportuno,  le  suplico  me  permita  una  obser- 
vación retrospectiva,  que  hago,  con  dolor,  pero  juzgo  indispensa- 
ble. 

En  documentos  oRciales,  oficialmente  publicados,  y  á  los  que 
1:1^  firmas  que  llevan  dan  crédito  y  autoridad,  ampliándose  más 
<le  lo  que  permiten  la  reserva  y  el  respeto  debidos  á  la  posición 
^e  quien  es  solamente  acusarlo,  se  ha  dado  á  los  delitos  en  exa- 
men un  carácter  (le  vil  atrocidad  que  va  más  allá  de  la  reproba- 
ción (le  los  hechos  individuales. 

La  doci.^ión  que  ya  había  lomado  el  juez  del  crimen,  que  ha- 
l)ieü(lo  tenido  en  su  j)oder  los  presuntos  reos  del  «Rondanini» 
procedió  con  arreglo  á  las  leyes  peruanas,  hubiera  debido  evitar 
qnizas  *^sas  duras  imputaciones.  A.  mí,  que  he  examinado  cui- 
<ladosamentc  los  prorcflitnientos  informativos  que  después  .«esu-s- 
írinciarí«n  en  el  (oni^n^ndo  italiano  en  el  Callao,  de  conformidad 
con  la  Uígislaciói)  nacional,  me  toca  declarar  que  nada  absoluta- 
mente se  encuentra  en  ellos  que  pueda  ju£tifi(?arlas  ni  muy  re- 
motanienio. 

Fiícilnieníe  se  convencerá  cualquiera  de  ello,  con  solo  consi- 
«t  rar  que  el  homicidio  cometido  á  brrdo  del  <'Rondaninií»,  ocu- 
rrió en  el  momento  en  que  aqu(d  que  fue  la  víctima,  agarrado  á 
los  cahlcs  exterij)res  del  buque,  trataba  de  escapar  á  la  furia  de 
los  marineros  que  le  vieron  herir  mortalmente  al  oficial  de  ma- 
3or  graduación  que  se  hallaba  presente  á  bordo  y  que  en  tumul- 
U)  le  perseguían. 

]*ara  el  que  conoce  á  la  gente  de  mar  bastarían  estas  cir- 
cunstancias, para  explicarle  una  exasperación  que  no  para  hasta 
el  delito:  cualqu'cra  lo  comprenderá  con  solo  conocer  lo  que  es 
el  hombre,  sabiendo  que  el  muerto  era,  no  solo  el  subalterno  de 
aquel  contra  cuya  vida  atentó,  sino,  además,  de  nacionalidad,  de 
laza  y  de  color  distintos  al  re¿to  de  la  tripulación. 
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•  Tocante  al  marinero  de  1^.  «Emma»,  fallecido  en  el  liospital 
del  Callao,  y  cuyo  estado  conmovió  tanto  á  la  persona  que  lo  to- 
mó á  su  cargo,  á  expensas  del  buque,  no  tengo  mas  que  una 
circunstancia  que  hacer  presente,  y  es  que  el  procedimiento  de 
instrucción  que  hoy  es  público,  contiene  la  prueba  legal  y  abso- 
luta de  que  el  marinero  murió  de  una  afección  pulmonar  pre- 
existente, y  que  el  único  golpe  que  recibió  á  bordo  fué  dado  en 
circunstancias  en  que  el  Código  marítimo  no  solo  no  lo  castiga, 
sino  que  formalmente  lo  excusa. 

Tengo  el  honor  de  ofrecerme,  nuevamente,  con  la  mas  alta 
estima  y  distinguida  consideración,  de  V  ,E.  atento  y  obsecuen- 
te servidor. 

HiiMiio  Qarrou. 

Ál  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

Lima,    Junio   6   Je  1869. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  me  ha  dirigido 
US.H.  con  fecha  4  del  presente,  para  manifestarme  que  su  Go- 
bierno, á  quien  US.H.  había  comunicado  los  pormenores  relati- 
vos á  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  italianos 
(fEmma»y  «Emilio  Rondanini»,  ha  quedado  sumamente  compla- 
cido de  la  nueva  prueba  de  lealtad  que  ha  dado  el  Gobierno  del 
Perú,  observando  su  pacto  internacional/ y  haciéndolo  respetar. 
US.H.  agrega  que  no  hace  mas  que  trasmitirme  las  apreciacio- 
nes de  su  Gobierno,  y  que  le  es  altamente  sMtisfactoiio  poder  co- 
rroborar que  el  modo  como  él  entiende  el  artículo  17  de  la  Con- 
vención Consular  vigente  y  las  instrucciones  que  había  dado  á 
US.H.  se  halla  en  perfecta  conformidad  con  la  decisión  del  Go- 
bierno peruano. 

S.E.  el  Presidente  de  la  República,  á  quien  he  tenido  el  ho- 
nor de  leer  la  nota  de  US.  H.,  ha  experimentado  una  verdadera 
satisfacción  al  ver  que  su  resolución  de  28  de  Febrero  último, 
acorde  con  las  conclusiones  que  titve  el  honor  de  proponerlo,  se 
halla  en  conformidad  con  la  manera  de  apreciar  el  artículo  17 
de  la  Convención  Consular,  expresada  por  el  Gobierno  de  Su 
Majestad  el  Rey.     Este  acuerdo,  como  US.  H.  lo  dice  muy  bien 
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manifiesta  que  I03  dos  Gobiernos  quisieron  establecer  el  princi- 
pio (le  que,  en  los  desórdenes  ocurridos  á  bordo  de  los  buques 
mercantes,  sin  exclusión  de  los  delitos  y  de  los  crímenes,  la  ju- 
risJicción  está  reservada  á  la  bandera,  siempre  que  no  resulte 
comprometido  el  orden  público  de  la  otra  Nación  y  que  no  se 
halle  implicada  persona  extraña  á  la  tripulación. 

US.  II.  ha  querido  examinar  algunos  hechos  y  algunas  pu- 
blicaciones oficiales  que  sobre  ello3  han  tenido  lugar.  Comprendo 
muy  bien  que  US.  H.,  en  honor  de  sus  nacionales,  sea  sensible  á 
ciertas  apreciaciones  que  se  hayan  hecho  de  algunos  pormenores 
de  los  referidos  hechos;  pero  creo  que  esas  apreciaciones  no  pue- 
den haber  tenido  lugar,  si  no  por  que  tales  hayan  sido  los  infor- 
mes que  se  han  tenido  presentes  para  formarlas.  Ninguna  otra 
suposición  puedo  admitii*se,  porque  en  el  conjunto  y  en  el  resul- 
tado de  este  asunto,  se  han  revelado  la  justicia  y  la  lealtad  de  las 
autoridades  peruanas.  Y  no  podía  ser  de  otra  manera,  porque 
los  sentimientos  del  país  y  la  conducta  de  las  autoridades  se  ha- 
llan en  conformidad  con  la  política  del  Gobierno,  cuya  protec- 
ción constante  á  los  extranjeros  no  podría  desmayar  respecto  dt 
los  subditos  do  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  que,  debo  decirlo 
en  justicia,  se  han  hecho  siempre  dignos  de  la  estimación  de  la 
llepública  y  de  la  consideración  del  Gobierno. 

Volviendo  al  objeto  principal  de  la  nota  de  US.  H.  no  pue- 
do lüénos  quo  felicitarme  de  la  perfecta  conformidad  que  existe 
entre  el  Gobierno  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey,  respecto 
del  modo  como  debe  entenderse  el  artículo  17  de  la  Convención 
Consular  vigente. 

Tengo  el  honor  de  repetirme,  con  mi  más  distinguida  con- 
sideración, de  US.  11.  muy  atento  y  muy  obediente  servidor. 

J.  A.  Barrenechea, 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 
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GASO  DEL  PAQUETE  FRANGES  "AUNIS" 


Uno  de  los  deberes  más  importantes  del  soberano  es  la  elec- 
ción de  los  hombres  á  quienes  confía  funciones  (jue  por  su  natu- 
raleza pueden  interesarlas  relaciones  internacionales.  E^stás  rela- 
ciones son  siempre  muy  delicadas  y  muy  difíciles  de  mantener. 
Cada  pueblo  aspira  firmemente  y  con  razón  á  que  sean  respeta- 
dos todos  sus  derechos.  Las  cuestiones  de  independencia  recípro- 
ca, de  nacionalidad,  y,  sobre  todo,  de  respeto  á  los  agentes  diplo- 
máticos y  al  pabellón,  comprometen  siempre  el  amor  propio  na- 
cional, apasionan  á  los  pueblos  y  pueden,  si  no  son  tratados  con 
suma  delicadeza  y  un  perfecto  conocimiento  del  derecho,  com- 
prometer  la  paz  de  mundo.  Las  funciones  de  este  género  de- 
ben, pues,  confiarse  á  hombres  que  conozcan  muy  bien  las  leyes 
internacionales  generales  y  las  obligaciones  especiales  contraídas 
por  su  patria  para  con  las  demás  naciooalidaáeR  Además, 
es  necesario  separar  de  estas  difíciles  misiones  á  los  ciuda- 
danos muy  débiles  para  resistir  á  las  influencias  de  los  par- 
tidos políticos  ó  bastante  ambiciosos  para  buscar,  en  lo« 
excesos  de  un  celo  peligroso,  los  medios  do  procurarse  un 
adelantamiento  más  rápido.  Cuántas  complicaciones  políticas  y 
aún  guerras  no  han  tenido  otras  causas  que  la  ignorancia  ó  la  am- 
bición de  funcionarios  de  un  orden  inferior  ó  secundario!  Sin  du- 
da que  en  nuestros  días  hay  menos  que  temer  estas  graves  con- 
secuencias. La  rapidez  de  las  comunicaciones,  el  espíritu  mu- 
cho más  conciliador  de  los  Gobiernos,  permiten  remediar  pronta- 
mente actos  inconsultos  que,  un  siglo  antes,  habrían  podido  ame- 
nazar la  seguridad  de  los  pueblos.  Sin  embargo,  hace  apenas  al- 
gunos años,  el  celo  demasiado  fogoso  de  un  comodoro  americano 
estuvo  á  punto  de  hacer  estallar  la  guerra  entre  la  Gran  Breta- 
ña y  los  Estados  Unidos.  Mas  recientemente,  la  indolencia  de 
un  Ministro  inglés  en  el  Brasil  ha  hecho  romper  las  relaciones 
diplomáticas  entre  ambos  países.  El  10  de  Julio  de  1863,  un 
conflicto,  cuyo  origen  es,  simultáneamente,  el  celo  y  la  ignoran- 
cia de  agentes  secundarios,  se  ha  levantado  entre  dos  Naciones 
que,  por  su  inmediación  y,  sobre  todo,  por  los  deberes  de  recono- 
cimiento que  unen  á  una  de  ellas  con  su  poderosa  aliada,  pare- 
cen destinadas  á  vivir  no  solamente  en  pa^,  sino  en  las  mas 
íntimas  relaciones,  entre  la  Italia  y  la  Francia. 
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Antes  de  examinar  la  cne¿tión  suscitada  por  la  conducta  de 
las  autoridades  italianas,  expongamos  los  hechos.     Para  evitar 
todo  error  los  tomaremos  del  Moaitmr.     El  vapor-correo  francés 
iAunisj»,  perteneciente  á  la  compañía  de   las  Messageríes  impe- 
riales, hacía  su  viaje  de   regreso  á  Marsella.     El  servicio   postal 
de  que  está  encargada  hi  compañía  exige  muchas  escalas,  particu- 
larmenteen  OivitaVecchia,  en  Livurniey  en  Genova.  Entre  los  pa- 
sajeros tomados  por  el  «Aunis»  en  Civita-Vecchia  se   encontraban 
cinco  hombres  que  se  presentíiron  provistos  de  pasapo  rtesen  regla, 
visados  por  los  embajadores  de  Francia  y  de  España,  para  pasará 
Marsella  y  de  allí  á  Barcelona.  El  10  de  Julio  el  buque  entró  en  el 
puerto  de  Genova.  Apenas  atracado  al  muelle,  un  comisario  de  po- 
licía genovés,  acompañado  de  25  carabineros  armados,  sube  á 
bordo  y  pide  que  le  sean  entregados  los  cinco  pasejeros  embar- 
cados en  Civita-Vecchia.     El  capitán  había  bajado  á  tierra  para 
hacer  visar  sus  papeles  de   mar.     El  segundo   rehusa    obedecer 
esta  orden;   pero   la   fuerza  armada  se  apodera,  sobre  el  buque 
francés,  cuyo  pabellón   notaba   en   el  asta,   de   los   individuos 
'designados  por  el  comisario  de  policín,  y  los  conduce  á  las  caree- 
les  de  la  ciudad,  á  pesar  de  las  protestas  del  capitán,  (jue,  adver- 
tido del  incidente,  declaraba  no  consentir  en  entregará  tsos  hom- 
bres sino   por  orden  del   Cónsul  de  Francia.     La  invasión  del 
•Aunis»  tuvo  lugar  á  las  10  de  la  mañana;  y  solo  á  las  11  el  pre- 
fecto de  (íénova  hizo  conocer  al  Cónsul  general  de  Francia  su  in- 
tención de  apoderarse  de  esos  pasajeros.     La  resistencia   del  se- 
gundo y  la  del  capitán  habían  ocasionado  alguna   demora  en  la 
ejecución  de  esas  órdenes.     El  Cónsul  general   había  protestado 
contra  el  aviso  tardío  que  se  le  había  dado;  pero  cometió  la  falta 
de  autorizar  á  uno  de  los  empleados  de  su  consulado  para  recibir 
los  pasajeros  de  manos  de  los  oficiales  del  buque  y  la  de  no  man- 
tener su  protesta  contra  la  extracción  de  á  bordo.     Tales  son  los 
hechos,  que  han  excitado  vivamente  el  espíritu  público  en  Fran- 
cia: ellos  presentan  una  inmensa  gravedad  y  deben  ser  examina- 
dos á  la  vez  bajo  el  punto  de  vista  de  la  ley  internacional    gene- 
ral y  en  sus  relacioiTes  con  los  tratados   solemnes   vigentes  entro 
la  Francia  y  la  Italia.  En  cuanto  á  la  conducta  observada  por  h\ 
Cónsul  general  de  Francia  en  esta  ocasión,  no  tenemos  que  ocu- 
parnos de  ella,  pues  parece  haber  merecido  la  censura  de  nuestro 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros.  En  todo  caso,  su  intervención 
DO  quita  nada  á  la  responsabilidad  del  Gobierno   italiano   y    do 
sus  agentes;  él  pudo  inclinarse  ante  un  mal    consumado   por   no 
dar  ocasión  ó  otro  mayor. 

Por  mucho  que  desagrade  á  algunos  periodistas,  cuya  igno- 
rancia nunca  se  muestra  mayor  que  en  las  cuestiones  de  derecho 
internacional,  el  principio  general  que  rige  esta  materia  está  re- 
conocido y  adoptado  por  las  naciones  del  mundo.     Es  costumbre 
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formularlo  de  este  modo:  «El  buque  es  una  parte  del  territorio  de 
la  Nación  cuyo  pabellón  lleva  legítimamente.»  El  buque,  es, 
pues,  inviolable  como  el  territorio  de  que  forma  parte;  ninguna 
Nación  extranjera  puede  mezclarse  en  los  negocios  interiores  de 
esta  colonia  flotante;  nadie  puede  penetrar  en  ella  sin  el  consen- 
timiento de  aquel  que  representa  la  autoridad  soberana  de  8U 
país.  Este  principio  es  la  salva  guardia  más  positiva  de  la  liber- 
tad de  los  mares  y  por  consiguiente  de  la  independencia  de  los 
pueblos.  El  privilegio,  ó  más  bien,  el  derecho  del  buque,  su  te- 
rrüorialidad,  como  lo  hemos  llamado  en  otra  parte,  es  absoluto 
en  alta  mar;  pero  no  deja  de  existir  cuando  la  embarcación  entra 
en  los  mares,  radas  ó  puertos  sometidos  á  un  soberano  extranjero, 
cuando  este  soberano  es  amigo  del  país  á  que  él  pertenece.  Sin 
embargo,  está  modificado  por  el  mismo  contacto  establecido  en  la 
potencia  extranjera.  Así,  la  jurisdicción  territorial  no  se  extien- 
de ni  al  buque  ni  á  los  hombres  que  se  encuentran  á  bordo,  ma- 
rineros 6  pas:  jeros,  en  todos  los  actos  que  no  tienen  ninguna  re- 
lación con  el  territorio  del  puerto,  sea  marítimo  ó  bien  terrestre; 
pero  en  todos  los  actos  que,  por  el  contiario,  tienen  una  rela- 
ción real  con  las  cosas  ó  las  personas  exteriores,  la  jurisdicción 
local  es  la  única  competente,  porque,  para  consumarlos,  ha  sido 
preciso  dejar  la  fracción  territorial  de  la  ptitria,  y  entrar  en  el  te- 
rritorio extranjero.     [1] 

Este  principio,  de  derecho  primitivo,  ha  sido  sancionado  por 
un  gran  número  de  tratados  concluidos  entre  casi  todos  los  pue- 
blos de  navegantes,  y  recibe  cada  dia  sa  aplicación  en  todos 
los  puertos  del  mundo.  En  efecto,  que  una  falta  de  disciplina, 
un  delito,  ó  un  crimen,  se  cometa  á  bordo  de  un  buque  en  uña 
rada  ó  en  un  puerto  extranjero,  por  un  hombre  embarcado  en  el 
mismo  buque,  contra  otro  hombre  de  la  misma  tripulación,  con 
tal  que  el  orden  y  la  tranquilidad  pública  no  sean  turbados,  la 
autoridad  local  no  tiene  el  derecho  de  apropiarse  el  conocimien- 
to de  esos  heohos;  los  Cónsules,  los  oficiales  de  la  marina  de  gue- 
rra del  pueblo  propietario  del  buque,  ó,  el  capitán  mismo,  son  los 
únicos  competentes  para  ocuparse  de  ellos.  El  derecho  de  juris- 
dicción, derecho  esencialmente  de  regalía  nacional,  prueba  por 
completo  la  territorialidad  de  la  embarcación  aun  cuando  flote 
en  aguas  exlranjeras.  Aunque  la  extracción  de  los  cinco  pasa- 
jeros hubiese,  pues,  tenido  lugar  á  bordo  de  otro  buque  que  no 
fuera  un  buque-postal,  no  por  eso  habría  sido  menos  ilegal,  ni 
habría  dado  menor  motivo  á  una  reclamación  de  parte  del  Go- 
bierno francés;  y  los  pretendidos   publicistas  que  se  han  entrega- 


[1]  Para  el  desenvolvimiento  del  principio  y  de  .sus  conseucencias,  véase 
nuestro  "Tratado  de  los  derechos  y  de  los  deberes  de  las  naciones  neutrales, 
ctc:   tomo  primero.— segunda  edición*'. 
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do,  con  este  motivo,  á  distinciones  pueriles,  tienen  gran  necesi- 
dad de  ir  á  la  escuela.  Pero,  cómo  admirarse  de  esto,  cuando 
vem<^^  todo  un  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  Mr.  Vi?conti 
Venosta,  caer  en  en  el  uiisnio  error,  y  en  su  desparlio  de  19  de 
Julio,  fundar  toda  su  discusión  en  las  inmuni<ladfa  obtenidas  por 
las  embarcaciones  de  los  Messageries-iniperiales? 

Desde  hace  algunos  años,  muelias  Nacioiu-s,  la  Francia,  par- 
ticularmente, han  njustado  condiciones  especiales  para  arreglar 
los  derechos  y  los  deberes  de  sus  cónsules.  En  todos  esos  actos 
el  principio  de  la  territorialidad,  sin  ser  iDuibraJo,  está  aplicíido 
en  toda  su  extensión.  Nos  limitaremos  á  citar  el  <|U(í  ha  sido 
firmado,  hace  algunos  años,  entro  la  Francia  y  la  Italia,  porque 
él  debe  servir  para  resolver  la  misma  cuc^ílión  q::e  ifts  ocupa. 
(1)  El  artículo  12  d^ce:  «Los  funcionarios  dd  óiden  judicial  y 
los  oficiales  j' agentes  de  la  aduana  no  podrán  ni  ni ¡¡¡^ui  eso 
practicar  visitas  ni  informaciones  á  bonlo  do  lo.s  biuiucs  sin  ser 
acompañados  por  el  cónsul  ó  vice  cónsul  du  la  Nación  á  (^uo  esos 
buques  pertenecen.,...,»  Después  de  poner  á  cargo  de  los  cónsu- 
les la  policía  y  la  justicia  á  bordo  de  los  bu  pies  de  su  respectiva 
Nación,  el  artículo  13  agrega:  «Las  autoridades  no  podrán  inter- 
venir sino  cuando  los  desórdofies  ocurridos  á  bordo  de  los  bu- 
ques turben  la  tranquilidad  ó  el  orden  i)úb]ico  en  tierra  ó  en  el 

puerto »     Esta  reserva  es  conforme  con   el  mismo  principio; 

pues  desde  que  la  tranquilidad  del .  puerto  está  comprometida 
por  el  hecho  ocurrido  abordo,  ese  heclio  deja  de  ser  puramente 
interior  y  se  convierte  en  exterior,  pues  crea  una  relación  con  d 
territorio  extranjero. 

Las  leyes  interiores  do  muchos  países,  y,  en  particular,  las  de 
Francia,  han  adoptado  igualmente  esto  principio  tutelar.  (2)  Así, 
pues,  la  ley  general  y  la  ley  especial  que  arreglan  las  relaciones 
entre  la  Francia  y  la  Italia  están  acordes;  el  buque  mercante, 
aun  cuando  se  halle  en  un  puerto  extranjero,  queda  someti<lo 
exclusivamente  á  la  ley  y  á  la  jurisdicción  de  su  país;  continúa 
gozando  de  su  territorialidad  en  todos  los  hechos  que  no  tienen 
ninguna  relación  con  el  territorio  en  que  se  encuentra.  Aplique- 
mos esta  ley  internacional  al  hecho  ocurrido  en  el  puerto  de  Ge- 
nova el  10  de  julio  de  1863. 

El  buque  francés « Aunis»,  haciendo  su  travesía  de  costumbre  de 
Ñápeles  á  Marsella  con  las  distintas  escalas  que  le  están  impues- 
tas, tomó  pasajeros  en  Civita-Vecchia,  puerto  de  los  estados  ro- 
manos, y  por  consiguiente  extranjero  para  la  Francia  y  parala 

(1)  Vca^e  la  cotivcnsión  consular  entre  Francia  é  Italia,  de  26  de  julio  de 
1892. 

(2)  Véase;  1  ^  el  acuerdo  del  consejo  de  estado  de  1803  y  2^  la  ordenanza 
relativa  á  los  cónsules  franceses  ep  sus  relación. s  con  la  marina  mercante  de 
1S33. 

18 
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Italia,  pero  en  paz  con  ambos  países;  esos  pasajeros,  provisto^  dd 
pasaportes  reconocidos  en  regla   por  las  autoridades   francesas  y 
españolas  y  visados  poír  ellas,  se  trasladaban  á  Marsella,  puerto 
francés,  y  á  Barcelona,  puerto  español,  y,  por  consiguiente,  extran- 
jeros para  Italia.     La  embarcación  entró,  conforme  á  su  itinera- 
rio, al  puerto  de  Genova.     Los  pasajeros  de   que  se  trata  perma- 
necieron á  bordo,  y  no  hicieron  ninguna  tentativa  para  saltar  á 
tierra;  su  presencia  no  podía,  pues,  comprometer  de  ningún  mo- 
do el  orden  ó  la  tranquilidad  pública    de   Genova:  se  liallaban 
bajo  la  protección  del  pabellón  francés,   sobre  el   territorio  de  la 
Francia.     En  este  sagrado  asilo  es  donde  la  policía  genovesa  lia 
venido  <  tomarlos:   el  suelo  francés  ha  sido  violado  por  la  fuerza 
armada  italiana.     El  tratado  expreso  de  26  de  julio  de. 1862,  las 
estipiUaciones  formales  de   la  convención  postal  de  4   de  setiem- 
bre de  1860,   especialmente  ajustada   para  arreglar  el  servicio  de 
los  buques-correos   y  por  consiguiente  del  mismo  buque  «Auni?,» 
han  sido  pisoteados;  eu  fiu,   el  pabellón   francés  ha  recibido  un 
ultraje.     Sin  embargo,  es  imposible   creer  que   los   funcionarios 
italianos,  el  prefecto  de  Genova,  el  comisario  de   policía  y  sobre 
todo  el  Ministro  del  interior  del  Gobierno  italiano,  ó  su  reím-)la- 
zante,  si  se  hallaba  ausente,  hayan   podido  ignorar  la   existencia 
y  el  tenor  de  actos  tan   importantes  y  de  los  que  el  mas  antiguo 
apenas  contaba  tres  años.     En  cualquier  caso,   ellos  no  debían 
desconocer  los  principios  generales  de  derecho   internacional  que 
hemos  citado  más  arriba. 

Pero,  dícese,  que  los  cinco  pasajeros  de  que  se  trata,  son  súb* 
ditos  italianos  sindicados  de  salteadores  en  ( 1  territorio  napolita* 
no.  Este  hecho  puede  ser  cierto,  y  lo  admitiremos  como  probado) 
pero,  aun  en  ^ste  caso,  no  po  lían  ser  tomados  en  territorio  ex- 
tranjero. En  efecto,  ellos  se  hallaban  en  el  suelo  romano,  don- 
de la  justicia  de  Italia  no  tenía  derecho  ni  poder  para  capturar- 
los; dejaron  esc  país  para  entrar  en  un  buque  francés,  territorio 
igualmente  inviolable,  y  completamente  ajeno  á  la  jurisdicción 
italiana;  el  pabellón  imperial  debía  protegerlos  tan  eficazmente 
como  lo  hacía  antes  el  Gobierno  romano.  Si  esos  hombres  son 
grandes  delincuente?;  si  se  han  hecho  culpables  do  crímenes 
enormes,  extrañosa  la  política^  se  encuéntrate,  sin  duda  alginia,  eu 
uno  de  los  casos  previstos  por  los  tratados  de  extradición  exis- 
tentes entre  la  Francia  y  la  Itaüa:  pueden,  pues,  ser  reclamados 
por  su  soberano  y  pueslos  en  su  poder.  Pero,  en  este  caso,  el 
cónsul  general  de  Francia  no  tenía  el  derecho  de  entregarlos  á 
las  autoridades  genovcsas,  y  estás  últimay  mucho  menos  tenían 
facultad  para  apoderarse  de  ellos  á  viva  fuerza.  Para  conseguir 
la  extradición  era  preciso  emplear  la  vía  diplomática  y  llenar 
todas  las  formalidades  con   que  los  reglamentos   han  rodeado,  y 
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con  macha  razón,  los  actos  de  extradición,  esa  extradicióa  tan 
grave  hecha  en  el  derecho  primitivo  délas  naciones,  puesto  que 
se  trata.de  entregará  una  jurisdicción  extraña  el  hombre  (jue  se 
ha  refugiado  en  un  Estado  independiente.  No  es  ni  un  prefecto 
ri  un  comisario  de  policía,  ni  carabineros,  loi  que  pueleii,  sable 
en  mano,  invadir  el  suelo  libre  extmnjero  y  arrebatar  á  Jos  in- 
dividuos que  en  él  se  encuentran.  La  demanda  de  extradición 
debe  hacerse  por  el  mismo  Gobierno  al  Gobierno  extranjero,  que 
tiene  el  derecho  de  examinarla  y  discutirla  y  no  debe  coucelerla 
sino  en  el  caso  de  que  ella  sea  realmente  conformí  con  las  estipu- 
laciones de  los  tratados. 

La  conducta  observada  por  las  autoridades  y  la  fuerza  armada 
italianas,  la  invasión  del  buque  francés  «c.\unii»  constituyen,  pue=>, 
una  infracción  de  la  ley  internacional  y  de  los  tratados   vigente* 
entre  las  dos  naciones,  un  grave  atentíido  contra  el  pabellón  fran- 
cés. En  vano  algunos  periodistas  franceses  se  han   esforzado  por 
paliar  la  falta  y  por  demostrar  que  no  ha  habitlo  en  ella  un  ul- 
traje; con  esto  han  mostrado  cuidarse  poco  de  los  principios  y  de 
las  susceptibilidades    nacionales;  en  vano   los   diarios    italianos 
han  tratado  do'lescartar  al  Gabinete  de  Turin  v  de  echar  la  cul- 
pa  al  señor  Marques  de  Gualterio,  prefecto  de  Genova,  ex[>onien- 
do  que  éste  no  había  esperado  las  instrucciones  que   había    peiU- 
do  á  Turin  para  proceder  á  la  ir  vasión  del    ba<|ue    fnmce?;    no 
han  echado  de  ver  que  así  agravaban  la  res[)onsiibili  Lvl  <1  ^1  Minis- 
tro, que,  hallándose  preveni<lo,   debió  dar    imoliatamento    lii  or- 
den para  restituirlos    prisioneros  á   bordo/    No  h:U>ieíi<lo  tenido 
lugar  esta  expontánea  reparación,  el  Gobierno  del  Emperador  no 
podía  dispensarse  de  pedir   una  satisfacción  que  el    (íobierno  ita- 
liano se  ha  encontrado  en  la  imposibilida<l  de   rehusar.   Para  sor 
completa  esta  satisfacción,  debió  abrazar  dos  puntos  prinnii>alüs: 
debió  ser  material  y  moral. 

La  reparación  material  estaba  fuera  de  toda  discusión,  y  si  el 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Turin  creyó  que  debía  reu- 
nir su  Consejo  de  asuntos  contencioscs  para  ilustrarse  sobre  el 
particular,  por  su  parte  ha  sido  esa  una  formalidad  de  liij').  I^js 
cinco  pasajeros  ilogalmente  arrancados  del  territorio  francís,  de- 
bían ser  restituidos  por  las  autoridades  italianas,  sobre  i;;'ial  te- 
rritorio, sea  á  bordo  de  un  buque,  ó  bien  en  el  suelo  rnismo  del 
Imperio.  Además,  púdose  reclamar  indemnizaciones  para  com- 
pensar á  las  víctimas  de  este  atentado  por  la  interrupción  de  su 
viaje,  por  su  detención  y  por  todas  las  consecuencias  de  los  he- 
chos que  los  han  herido,  cuando  debían  creerse  en  s?;;aridad  ba- 
jo el  pabellón  de  una  Nación  soberana.  iSi  no  se  h  \n  reclama- 
do tales  indemnizaciones,  es  porque  el  gobierno  frain^L-.s  ha  (que- 
rido guardar  consideraciones  al  amor  propio  de  una  Nación  ami- 
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ga.  En  fin,  el  Gol)ierno  francés  podía  exigir  una  reparacimí 
moral  por  el  insulto  hecho  á  su  pabellón;  podía  exigir  la  desn- 
probación  y  aún  el  castigo  del  Prefecto  de  Genova  y  de  todos  los 
funcionarios  que  han  cooperado  al  insulto;  parece  que  se  ha  con- 
tado con  simples  explicaciones.  En  esto,  también,  ha  testifica- 
do su  mnp:nanimidad  y  su  benevolencia.  Sus  exigencias  han  si- 
do tanto  más  moderadas  cuanto  que  se  dirigía  á  una  Nación  re- 
cientemente emancipada  bajo  nuestro  patrocinio,  y  ha  manifes- 
tado por  ella  una  indulgencia  venlaileramente  paternal.  Remi- 
tidos á  la  frontera  del  Monte  Cenig,  los  cinco  pasajeros  fueron 
retenidos  en  Francia  á  cau^a  de  una  demanda  de  extradicción 
f)rmulada  por  el  Gobierno  italiano.  La  instructiva  que  se  le- 
vantó ha  debido  decidir  si  los  cinco  prisioneros  debían  ser  con- 
siderados como  criminales  ordinarios,  y,  en  este  caso,  entregados 
á  las  autoridades  italianas,  ó  bien,  si  los  cargos  suscitados  contra 
ellos  tenían  un  carácter  exclusivamente  político,  y  entonces  se- 
rían puestos  en  libertad  sin  que  el  (jíobierno  del  Emperador  se 
detuviera  ante  las  recriminaciones  que  este  acto  de  justicia  pu- 
diese hacerle  arrostrar,  pues  el  {)rimer  deber  del  Gobierno  es  ha- 
cer reconocer  a  todos  esta  verdad:  — que  donde  quiera  que  flote 
el  i>abellón  nacional,  allí  está  la  Francia. 

Se  conoce  claramente  que  la  Francia  se  ha  conducido  en  este 
asunto  con  todos  los  miramientos  i)osibles,  á  lin  de  ayudar  al  Mi- 
nistro italiano  á  salir  de  la  mala  [)oeición  en  que  se  había  colo- 
cndo,  y  que  aún  ha  oedido  en  sus  dt^reclios  ante  las  simpatías 
que  el  nuevo  reino  le  inspiraba;  pero  convenía,  en  medio  de  la 
confusión  de  ideas  que  ha  habido  con  este  motivo,  recordar  aquí 
L>.s  pvinnipioíí  y  restablecerlos  en  su  base.  (Cuestión  de  Derecho 
Marí'imo  Internacional  por  ITautelVeuille.  p.  303.  edición  de 
1868.) 
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GASO  DEL  BUQUE  AMERIGANO  "DEFFAINGE" 

Gobernación  de  la  Provincia  Litoral  del  Callao, 

Sdicmbre  30  de  1853. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el    Despacho  de  Relaciones   Exte- 
riores. 

S.  M. 

Según  verá  US.,  en  los  partes  que  en  copia  acompaño,  el  capi- 
tán del  buque  «Deffaince»  fué  lierido  ayer  tanle  por  la  tripula- 
ción que  se  sublevó  á  causa  de  que  el  capitán  y  el  piloto,  armados 
de  espadas  y  pistolas,  comenzaron  á  maltratar  á  varios  marine- 
ros que  estaban  presos.  Este  suceso  ha  pasado  al  juez  de  I*  instan- 
cia para  su  esclarecimiento,  a  cuyo  fin  le  he  remitido  los  partes 
originales  y  mandado  poner  en  casas-matas  a  la  tripulación  com- 
puesta de  veintitrés  individuos,  quedando  á  bordo  el  oficial  Var- 
gas, el  Piloto,  el  mayordomo  y  el  capitán  gravemente  herido, 
según  la  opinión  del  facultativo  que  le  asiste. 

Lo  que  pongo  en  conocimiento  de  l-S.  para  lo  que  haya  lugar- 
Dios  guarde  á  US. 

S.  M. 

-4.  Deuíitua, 


Fragata  Norte-Americana  «De/faince». 

Al  teniente  primero  de  la  armada,  capitán   accidental  de  este 
puerto. 

El  oficial  que  suscribe,  encargado  de  la  fragata  expresada,  po- 
ne en  conocimiento  de  U.  que  el  capi-án  de  este  buque  se  halla 
graveinente  herido  por  la  tripulación. 

Este  acontecimiento  tuvo  lugar  u  las  cinco  horaa  de  la  tarde 
de  hoy,  á  consecuencia  de  que   dicho  capitán  y  su  piloto  prime- 
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ro,  fueron  á  proa,  con  sable  en  mano,  á  pesar  de  mis  esfuerzos  pa- 
ra que  no  hiciesen  armas,  y  se  pusieron  h  maltratar  á  los  mari- 
neros, que  aún  se  hallaban  con  prisiones,  de  suerte  que  hasta 
uno  de  ellos  está  herido  por  el  piloto;  lo  que  violentó  á  todos  y 
trataron  de  defenderse. 

Todo  esto  en  circunstancias  que  acudí  á  poner  orden,  como  lo 
efectué  al  momento. 

Lo  que  pongo  en  su  conocimiento  para  los  fines  consiguientes. 

A  la  ancla,  Setiembre  29  de  1853. 

Dios  guarde  á  U. 

Mariano  Adrián  Vargas 


Cnpit'ynla  dal  l^ucrto  del  Calino, 

Callao j  Setiembre  29  de  1853. 
Beneiní'rito  señor  General  Comandante  General  de  Marina. 

!b.  \j,  vj, 

m 

Por  el  parte  que  tengo  el  honor  de  elevar  a  US.,  del  oficial 
que  custodia  la  fragata  «Deffaince»,  se  impondrá  US.  de  los  acon- 
tecimientos que  han  tenido  lugar  en  ella;  y  por  el  certificado 
del  cirujano  verá  US.  el  estatlo  de  gravedad  en  que  se  encuen- 
tra el  capitán  don  Guillermo  Mac  Cerran. 

Tan  luego  como  me  constituí  en  el  citado  bajel,  di  instruccio- 
nes al  otiL'ial  D.  Mariano  Adrián  Vargas,  para  contener  cual- 
quier desorden  que  pudiera  nuevamente  acaecer,  habiendo  pues- 
to en  prisión  á  todos  los  individuos,  hasta  que  US.  resuelva  lo 
convc))iente. 

El  capitán  Mac  Cerran  se  encuentra  en  estado  de  gravedad,  y 
es  por  esto  que  he  dispuesto  que  el  médico  de  sanidad  le  asista 
por  t>ia  noche,  hasta  que  pueda  conducírsele  á  tierra. 

Dios  guarde  US. 

B.  S.  C.  G. 

Antonio  A,  déla  Haza. 
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Lima,  Setiembre  30  de  1853. 

Atendiendo  á  que  el  delito  de  que  se  dá  cuenta  en  este  oficio 
hrfsido  cometido  en  un  buque  Americano  y  entre  Americanos  y 
sin  que  el  orden  público  haya  sido  turbiulo,  á  consecuencia  de 
él,  en  el  puerto  del  Callao;  pónganse  los  marineros  detenidos  á 
disposición  del  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos,  y  perma- 
nezcan en  la  detención  hasta  que  éste  determine  de  ellos,  siendo 
de  su  cargo  los  gastos  que  hicieren. 

Comuniqúese  al  Gobernador  del  Cíjllao,  previniéndole  que 
mande  sobreseer  al  juez  en  el  conocimiento  de  la  cansa,  si  es  que 
la  ha  iniciado. 

Rubrica  de  S.  E. 

Tirado. 


Lima,  Octubre  1?  de  1853. 

Tingo  el  honor  de  incluir  á  V.  E.  la  nota  del  Gobernador  del 
Callao,  en  que  me  avisa  que  habiendo  pasado  el  cafntán  Mac 
Cerran  á  bordo  de  la  «Deffaince»  fue  gravemente  herido  por  la 
tripulación  amotinada;  que  esta  se  halla  detenida  en  casas-ma- 
tas, y  que  se  había  sometido  el  juzgamiento  del  hecho  al  juez 
local  del  Callao. 

En  virtud  dé  estos  documentos,  y  atendiendo  á  que  el  delito  ha 
5Ído  cometido  en  un  bu(j[U0  americano  y  entre  americanos,  y  sin 
que  por  él  se  haya  turbado  el  orden  público  en  el  puerto  del 
Callao,  el  Presidente  ha  mandado  que  el  juez  susjunda  los  pro- 
<»edimientos  iniciados,  y  que  se  ponga  á  disposición  de  V.  E.  la 
tripulación  detenida  que  permanecerá  así  y  á  costa  de  los  Esta- 
dos Unidos,  hasta  que  V.  E.  tenga  á  bien  determinar  de  ella. 

Con  sentimientos  de  consideración  y  aprecio,  me  suscribo  de 
V.  E.  atento  servidor. 

José  Manuel  Tirado, 

Excmo.  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  los   Estados   Unidos. 
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Legación  de  los  Estados  Unidos. 

Limay  Octubre  3  de  1853. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  en  I?  del  co- 
rriente, en  que  me  participa  la  prisión  del  equipaje  del  buque 
«Deffaince»  por  un  niotin  en  que  ha  sido  herido  el  capitán  D. 
Mac.  Cerran,  y  meexi>one  que  habiéndose  perpetrado  el  delito  á 
bordo  del  buque  americano,  y  en  ciudadano  igualmente  ameri- 
3ano,  los  agresores  estaban  puestos  á  mi  disposición;  y  en  cuya 
respuesta  me  permito  suplicar  de  que  sea  detenida  en  la  cárcel 
la  citada  tripulación,  hasta  que  se  haya  determinado  si  se  man- 
dará á  los  Estados  Unidos  para  que  siga  el  competente  juicio 
por  el  Tribunal  mismo  de  su  país. 

Me  suscribo  con  la  seguridad  de  mi  alta  consideración,  siendo 
de  V.  E.  muy  obediente  servidor. 

J.  J\,  Glay. 

A.  S.  E.  D.  J.  M.  Tirado,  Ministro  de  Relaciones   Exteriores  <k. 


CallaOy  Octubre  1.**  de  1863. 

Recibido  con  el  parte  que  se  acompaña:  tómese  la  indagatoria 
al  atendido  y  la  instructiva  á  los  acabados:  praotíquese  el  recono- 
cimiento del  herido  por  el  Dr.  D.  Justo  del  Mar,  con  asistencia 
de  este  juzgado,  ratificando  el  Dr.  D.  Ricardo  Whittinghara  el 
certificado  de  fojas  1  vuelta,  y  previas  las  citaciones  do  ley,  le- 
vántese el  sumario.— 5tAero.  Ante  mí. —  Castro. 


Callao,  Octubre  3  de  1853. 


En  atención  á  lo  determinado  por  la  suprema  resolución  tras- 
crita, sobreséase  en  el  conocimiento  de  la  causa,  y  póngase  á  dis- 
posición del  Honorable  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  Esta- 
dos Unidos  á  los  marineros   de  la  fragata   norte-americana   «De- 
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ffáiDce»  que  se  hallan  detenidos,  lo  que  se  verificará  por  el  con- 
ducto del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  incluyéndose 
el  testimonio  de  lo  actuado  y  archivándose  el  original. — Sátiro, 
Ante  mí— Castro, 


Lima,  7  de  Octubre  de  1853. 

Tengo  el  honor  de  remitir  á  V.  E  ,  para  su  conociíuiento,  copia 
de  la  nota  que  me  ha  dirigido  el  Goberaador^e  la  Provincia  . 
Litoral  del  Callao,  en  la  que  me  participa  que  en  virtud  de  la 
resolución  que  expidió  el  Gobierno  en  1?  del  actual,  y  que  en  la 
misma  fecha  tuve  la  honra  de  comunicar  á  V.  E.,  el  juez  de  pri- 
mera instancia  de  dicha  provincia  ha  sobreseído  en  el  conoci- 
miento de  la  causa  que  seguía  contra  los  marineros  del  buque 
«Deffaiuce»  que  maltrataron  al  capitán  Mac  Cerran. 

Reitero  á  V.  E.,  con  este  motivC),  lo3  sentimieatos  de  mi  parti- 
cular consideración  y  apjecio  con  que  soy  su  atento  servidor. 

José  Manuel  Tirado. 

Excmo.  Señor  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos. 


GASO  DEL  BUQUE  AMERICANO  "JHÜN  GUMMING" 

Legación  de  loa  Estados  Unidos. 

Lima,  Junio  IG  de  1855. 

Habiéndose  arrogado  el  Gobierno  peruano  jiirislicción  en  la 
cuestión  E.  G.  Adams,  maestre  del  buque  americano  «Jhon  Cum- 
^ing*>  y  sometídole  á  juicio  en  el  Calhio,  acu^^utidolo  de  haber 
muerto  á  un  individuo  de  la  tripulación,  llamado  Juan  Sinith, 
en  6  de  Abril  último,  mientras  estaba  el  bnqu?  fondeado  en  las 
islas  de  Chincha;  el  infrascrito,  Enviado  Extraordinaiioy  Minis- 
tro Plenipotenciario,  re[)resentó  en  vano,  (n  varias  conferencias 
con  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriort-s,  que  los  Tribuna- 

19 


—  He- 
les del  Perú  no  debían   conocer  en  el  asunto,    por  las  razones  si- 
guientes: 

1?  Que  dicho  Juan  Smith  recibió  la  muerte,  cuando  estaba 
empeñado  con  otros  de  la  tripulación  el  «Jhon  Cumming»  en  re- 
belión abierta  y  armado  á  bordo  de  dicho  buque,  cuyo  motin  no 
solo  estaba  el  capitán  autorizado,  sino  que  debía  también  repri- 
mirlo. 

2^  Que  el  hecho  de  haber  caído  Juan  Smith  herido  y  muerto 
cuando  intentaba  escaparse  en  uno  de  los  botes  del  buque,  no 
altera  la  naturaleza  del  caso,  porque  el  bote  de  un  buque  es  idén- 
ticamente una  parte  del  buque;  y  el  intento  de  figurar  en  él  una 
continuación  del  motin,  lo  cual  el  capitán  estaba  igualmente  au- 
torizado y  obligado  íi  reprimir. 

3*  Que  como  el  lance  ocurrió  entre  individuos  ó  partes  exclu- 
sivamente p9rte;'«ecientes  al  buque,  el  delito  que  se  le  imputa  al 
capitán  Adams  es  de  la  incumbencia  de  los  Tribunales  de  los 
Estados  Unidos,  y  de  ninguna  manera  de  los  Juzgados  del  Perú. 

Como  no  obstante- estos  alegatos,  se  han  proseguido  los  proce- 
dimientos contra  el  capitán  Adams,  y  las  autoridades  del  Callao 
no  han  querido  dar  el  permiso  necesario  para  que  la  «Jhon  Cu- 
mming»  se  haga  á  la  vela  y  siga  su  viaje;  el  infrascrito  juzga  que 
su  deber  le  impono  protestar  contra  la»  marcha  seguida  por  el 
Gobierno  Peruano  de  someter  á  juicio  á  dicho  capitán  y  detener 
así  el  buque;  haciendo  responsable  al  Gobierno  por  todas  Isis 
pérdidas  y  dapos  que  resulten  al  ca[)itán,  el  buque  y  sus  dueños, 
á  consecuencia  de  dicha  caída  y  detención. 

Con  tal  oportunidad,  reitera  el  infrascrito  á  S.  E.  el  Mini»tro 
de  Relaciones  Exteriores  la  seguridad  de  su  mas  distinguida 
consideración. 

J.  lloidoJfo  Clay, 

A  P.  E.  el  Dr.  D.  Manuel  Toribio  Ureta,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Lima,  Junio  30  de  1855. 


He  presentado,  &  S.  E.  el  Libertador  Presidente,  el  oficio  con 
que,  en  16  del  actual,  se  ha  servido  S.  E.  protestar  contra  laa 
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providencias  adoptarlas,  á  consecuencia  del  homicidio  que  se 
atribuye  al  capitán  de  la  «Jhon  Ccmmig»,  en  las  aguas  de  Chin- 
cha, el  6  de  Abril  último;  y  he  recibido  orden  de  dar  á  V.  E.  la 
siguiente  contestación: 

V.  E.  no  puede  dejar  de  convenir  en  que  «toda  nación  sobera- 
na tiene  incuestionable  jurisdicción  para  el  juzgamiento  y  castigo 
de  los  delitos  que  se  cometan  en  su  territorio  ó  en  sus  aguas.» 
La  necegi^lad  de  proveer  á  los  capitanes  de  los  buques  mercan- 
tes de  la  autoridad  que  han  mcne-ter,  para  reprimir  con  pronti- 
tud los  desórdenes  de  los  individuos  de  la  tripulación,  que  tien- 
dan á  impedir  la  continuación  de  los  viajes  del  buque,  ó  pon- 
gan en  peligro  la  propiedad  ó  tal  vez  la  vida  de  los  emi)leados  y 
pasajeros;  puede  establecer  por  excepción  que  tales  desórdenes  á 
bordo  y  cuando  srlo  conciernan  á  la  disciplina  interna  de  la  em- 
barcación, se  consideren  luera  de  la  autoridad  de  los  Tribunales 
del  Estado,  en  cuyos  dominios  se  halla  el  buque. 

Pero  en  el  caso  de  la  wJhon  Cumming»,  todo  conflicto  había 
cesado  dentro  de  la  embarcación.  Eutie  esta  y  el  bote  que  ocu- 
paba Smith,  había  de  por  media  aguas  peruanas;  porque  Smith 
huía  y  estaba  para  tocar  la  i.'^]a,  cuyas  autoridades  habrían  he- 
cho justicia  al  capitán.  Tales  fueron,  según  el  hecho  imputado, 
las  circunstancias  en  que  Mr.  A<latns,  á  sangre  fría  ya,  y  sin  que 
se  le  ojaisiese  resistencia,  disparó  una  arma  de  fuego  sobre 
Smith,  y  lo  mató.  Las  auroridades  fueron  testigos  de  ese  hecho 
y  han  cumplido  un  deber,  tomando  á  su  autor  y  entregándolo  á 
la  justicia  nacional.  Cuakb^quiera  que  sean  las  razones  que  lo 
defiendan,  confío  que  V.  E  no  dudará  que  el  juez  de  Adams  las 
tendrá  todas  muy  en  cuenta. 

Por  lo  expuesto  al  principio  de  esta  comunicación,  no  extra- 
ñará V.  E.  que  me  sea  indispensable  consentir  en  que  gozaba  de 
exenciones  el  bote  de  la  «Jhon  Cununing»  ocupado  por  Smith, 
cuando  huía  y  fué  muerto. 

La  detención  del  buque  y  los  ])erjuicios  consiguientes,  han 
sido  una  necesidad  imprescindible  del  juicio,  quo  no  era  posiblo 
eviiar  y  de  que  el  Gobierno  nunca  puede  ser  responsable:  tocaba 
á  los  consignatarios  tomar  las  providencias  convenientes  para 
despachar  el  buque  á  cargo  de  otros  oficiales  de  mar;  y  harto  di. 
ligente  se  ha  manifestado  el  Gobierno,  llamando  expontánea- 
mente  la  atención  sobre  esta  necesidad,  por  medio  del  oficio  que 
dirigí  al  Ministro  de  Hacienda,  con  fecha  9  del  acctual. 

Tengo  la  honra  de  renovar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  alta 
y  distingida  consideración. 

Manuel  lorihio  Unta. 
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Consulado  de  los  Estados  Unidos, 

Junio  12  de  1856.. 

Señor  D.  Mariano  Paz-Soldán,  juez  de  1^  instancia— Callao. 

fe.  J. 

El  capitán  de  la  «Jhon  Cumming*  queda  detenido  en  esí^ 
Consulado  á  la  disposición  de  U.  hasta  que  concluya  la  caus» 
que  se  le  sigue  por  la  muerte  de  uno  de  sus  marineros  en  las  isr- 
las  de  Chincha. 

El  señor  General  Gobernador  de  esta  Provincia  está  acorde- 
con  esta  medida,  quedándome  responsable  por  la  presencia  de 
dicho  capitán,  cuando  U.  lo  necf  site. 

Con  el  debido  respeto  soy  de  U.  señor  juez. 

Guillermo  ifihs, 
Cónsul  (le  los  Estados  Unidos  en  el  Cíxlla*» 


Consulado  de  los  Estados  Unidos  en  el  Callao. 

Julio  14  de  1855. 

Señor: 

Tenffola  honra  de  acusar  recibo  de  la  nota  de  U.  de  12  del  ac^ 
tiial,  sobre  que,  conforme  á  mi  oficio  do  12  de  Junio  ultimo^ 
mantendré  á  disposición  del  juzgado  de  1'^  instancia  á  E.  G. 
AdamSy  capitán  de  la  fragata  «Jhon  Cumming». 

Debo  informar  á  U.  en  contestación  que,  habiéndoseme  nega- 
do formalmente  el  dicho  capitán  E.  G.  Adams  á  presentarse  él 
mismo  en  el  juzgado  de  U.  como  estaba  ordenado,  ruego  á  U. 
me  permita  eximirme,  desde  esta  fecha,  de  cualquier  ulterior 
responbabilidad  en  favor  del  expresado  capitán. 

Tengo  la  honra  de  ser  de  U.  muy  respetuosamente  su  oí>e- 
diente  servidor. 

G^iillcrmo  Miles, 

Cónsul  de  los  Estados  Unidos. 

Al  Sr.  D.  Santos  Peña,  juez  accidental   de  1^  instancia. — Callao^ 
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7U-;*ú'ni':>t  Pírunuí — Suf»pref'jdnia  t-  Intendencia  de  PoUc'a. 

Oilho,  Julio  IB  de  1S5Ó. 
Señor  Juez  de  Dereclio. 

*-u:;s:vucii:l*  al  [e^Jilo,]»?  T'S.  uri«::nú  que  el  teniente  do  sore- 
líoa  D.  Pe-ir.)  Vviis  {)ri>a.- •  á  b-íivlo  de  la  fiagat<^  Norte-Anieri- 
K'^itvi  '-Jhon  Cuín  mi  11  ir»  v  rt<*lanui-e  v  eonlmt^e  á  lien  a  al  car»:- 
tiin  D.  David  E.  G.  Adaii.s:  lo  practicó  y  tuvo  por  re^u'lMilo  im- 
pedirle airr.car  a!  cc^ta-la  de  tíi(ho  lni<]ue,  á  donde  encontró 
**uerza  armada  de  ¡a  naciJii  á  ijue  pertenece  el  l)ur|u»\ 

Lo  que  í?ngo  el  honur  de  decirle  en  contestación. 


Dios  euarde  á  US. 


C5 


Francisco  R^  y  na. 


I^'P'ili'cii  Ptn'nua — JuzoaJo  de  I^  in>f.'ticia  del  di^lrito. 

Callao,  Julio  17  de  1S55. 
'^*.-:lór  Mi  ni."  tro  de  E<íado  on  el  dv<paclio  de  Justicia. 

s.  ^í. 

Por  lo5  not^.-s  (jri^inalcs  que  R^^ompafio  a  TS.  se  instruirá  que 
K,  O.  Ailains,  capitán  de  la  frnt^ata  N^.rte  Americana  «Jhon 
-Cuínmin^ü,  somelido  ajuicio  por  el  homicidio  perpetrado  en  la 
p'  rsona  de  Jhon  Smith,  tn  la  l>a]n'a  de  las  Islas  de  Chincha,  no 
lia  poilido  ser  preso;  porque,  con  ha*^tante  asombio  y  contrarian- 
do tcxlos  lo5  pi  iiicipi  os  de  dtTccho  intrnacional,  se  ha  puesto 
laerza  armada  de  Norte  América  á  I  ordo  de  dicho  buque  mer- 
'«¡aiiie;  resistiéndose  á  obedecer  un  man^lato  de  autoridad  legal,  á 
':::nya  jurisdicción  se  sometió  voluntariamente  el  capitán  Adams, 
pArstando  sus  declaraciones  instructivas,  ante  los  jueces  del  Pe- 
rú, desde  el  momento  fpae  se  perpetró  el  homicidio,  porque  bien 
conocía  que  el  delito  se  cometió  en  territorio  peruano. 

Hay  mas:  el  Cónsul  Norte  America  no  de  este  puerto,  por  nota 
íJe  12  de  Junio,  se  obligó  á  entregar  la  persona  de  Adams  siera- 
¿.re  que  así  se  le  ordenase,  quedando  de  este  modo  responsable 
como  fiador  del  reo;  y  al  eximírsele  la  entrega  de  éste,  se  eludo 
<í!Oii  la  contestación  que  igualmente  acompaño. 
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Como  estos  hechos  atacan  directamente  á  todos  los  principios 
internacionales,  cuya  dilucidación  no  corresponde  á  este  juzgado, 
he  creído  de  mi  deber  ponerlo  en  conocimiento  de  US.  para  que 
llegando  á  noticia  de  S.  E.  resuelva  lo  que  fuere  conveniente, 
sin  perjuicio  de  la  prosecución  de  la  causa  contra  Adams  como 
reo  ausente. 

Dios  guarde  á  US.  S.  M. 

M,  Felipe  Paz-Soldán. 


(copia) 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Limüy  Julio  n  de  1855. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  Litoral  del  Callao. 

Ha  sabido  el  Gobierno  que,  con  motivo  de  irse  á  notificar  una 
providencia  judicial  al  capitán  de  la  (Jhon  Cumming»  á  bordo 
de  su  buque,  se  ha  mDvido  de  un  modo  muy  notable,  la  fragata 
de  guerra  Norte-Americana  que  se  halla  en  este  puerto. 

Sírvase  US.  informarme,  mañana  mismo,  cuanto  hiya  ocurri- 
do sobre  el  particular. 

Dios  guarde  á  US. 

Manuel  Toribio  Ureta, 


CrJlaOy  18  de  Julio  de  185 1. 

Informe  el  capitán  del  puerto,  en  el  día. 

Baygada, 


Benemérito  Señor  General  Gobernador. 

En   cumplimiento  del  anterior  decreto  de  US.,    debo  exponer 
que,  desde   principios  de  Junio  último,    en  que  mandé  notificar 
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al  capitán  de  la  fragata  Norte-Araericana  «Jhon  Cunaming*  para 
que  compareciese  ante  el  juzgado  de  primera  instancia  de  esta 
provincia,  en  virtud  del  sumario  que  so  le  signe,  no  ha  vuelto  á 
bordo  de  dicho  buque  individuo  alguno  de  mis  subordinados,  é 
ignoro  si  haya  vuelto  á  notificai'se  posteriormente.  Respecto  al 
movimiento  efectuado  por  la  fragata  de  guerra  Norte-Americana 
•Independencia»,  esta  Capitanía  ha  visto  que  el  mismo  día  de  su 
llegada  á  este  puerto,  vino  á  fondearse  hacia  la  aleta  de  popa  de 
babor  de  la  fragata  de  guerra  «(Amazonas»,  y  al  siguiente  día  un 
bote  de  la  expresada  fragata  «Independencia»  abordó  á  la  «Jhon 
Cumming»,  quién  la  llevó  a  fondear  hacia  la  popa  de  la  «Inde- 
pendencia». 

Es  cuanto  puedo  decir  á  US.  sobre  el  particular. 

Callao,  Julio  18  de  1855. 

José  María  Garda. 


CallaOy  Julio  18  de  1855. 

D>ívuélvase  al  Supremo  Gobierno,  por  conducto  del  Si'.  Minis- 
tro de  Gobierno,  con  la  nota  corrodpjiidiente. 

Raygada, 


PROTOCOLO 


Reunidos  el  Excmo  sctior  Ministro  de  Rolaci  )ne3  Exteriores, 
D.  Manfiel  Toribio  Ureta,  el  Excni).  Enviado  ExtraoMinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  loa  Esta'los  Unidos  D'.  Juan  Ran- 
dolfü  (Jlay,  y  el  señor  Comodoro  de  los  mismos  Estados,  Ü.  Gui- 
llermo Mervine,  animados  del  deseo  de  arreglar  las  diíi(!ultades 
que  han  nacido  de  la  situación  de  la  fragata  «Jhon  Cuinniing» 
en  el  Callao,  desde  el  15  del  presente  mes;  han  convoni<io  en  los 
artículos  siguientes:  » 

V  Se  retirará  de  á  bordo  de  la  fragata  «Jhon  Cuniniing»  la 
guardia  norte  americana: 

2^  La  fragata  de  guerra  norte  americana  «Independencia»,  se 
retirará  del  punto-en  que  está-anclada,  a  cualquiera  otro  <le  la 
bahía  dejando  á  la  «Jhon  Cumniing»  donde  se  halla: 
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o'?  Irá  un  escribano  á  bord^  de  la  «John  Cumming»  para  sa- 
ber qiio  no  está  allí  el  capitán  K.  G.  Adams: 

4*?  Los  consignat  rios  de  la  fragata  (Jhon  Cumming»  pedirán 
que  sea  despacliada  para  Estados  Unidos  con  su  cargamento  de 
guano: 

5?  Habiendo  el  Cónsul  norte  americano  William  Miles,  avi- 
sado oportunamente  á  las  autoridades  del  Callao  el  paradero  de 
E  ({.  Adams,  cesa  toíla  responsabilidad  contra  el  Cónsul,  por  la 
obligación  de  presentarlo,  que  tomó  á  su  cargo  en  nota  fecha  12 
del  pasado  Junio. 

6?  í}ste  arreglo  no  afecta  á  la  cuestión  diplomática  pendiente 
sobro  la  jurisdicción,  en  la  causa  por  la  muerte  de   Jhon   Smith. 

Para  su  constancia  acordaron  redactar  este  protocolo  por  du- 
plicado y  lo  firmaron,  en  Lima,  á  20  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  cinco. 

Manuel  lorihio  Urda  —Juan  Randolph  Clay — Williams  Mcrviiu, 


(copia.) 

En  la  causa  criminal  seguida  de  oficio  contra  Etlinger  G. 
Adams,  capitán  de  la  fragata  norte  americana  «Jhon  Cumming», 
I>or  el  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de  Jhon  Smith,  acusa- 
dor el  Agente  Fiscal  D.  Francisco  Javier  Mariátegui,  defensor 
D.  Jo«é  Boniüicio  Tello,  por  haber  fugado  el  reo  antes  de  pres- 
tar su  confesión;  Autos  y  vistos:  resulta  plenamente  comproba- 
do por  las  declaraciones  de  todos  los  testigos,  que  el  día  6  de 
Abril  último,  «Viernes  Santo»,  Etlinger  G.  Adams,  teniendo  an- 
clado su  buque  en  la  bahía  de  las  Islas  de  Chincha,  con  el  ob- 
jeto de  cíirgar  huano,  obligó  á  los  marineros  á  que  trabajaran,  y 
que  estos  hicieron  predente  que  por  ser  el  Viernes  Santo  un  día 
muy  sagrado  por  su  religión,  no  podían  trabajar:  que  enfurecido 
el  capitán  Adams,  por  la  resistencia  que  sólo  hicieron  de  pala- 
bra, se  armó  con  espada  y  una  pistola  de  varios  tiros,  y  acom- 
pañado del  piloto,  también  armado,  se  dirigieron  al  rancho  de 
proa,  amenazando  de  muerte  á  los  marineros:  que  dichos  mari- 
neros If^graron  desarmar  al  capitán  Adams  y  al  Piloto,  y  tan  le- 
jos de  ofenderlos,  como  pudieron  hacerlo,  al  verse  amenazados 
con  armag  ofensivas,  aprovecharon  del  momento  en  que  el  capi- 
tán bajó  á  la  cámara,  salieron  del  buque  y  se  embarcaron  en  el 
bote,  llevando  las  armas  que  quitaron  al   capitán   y   piloto,   to- 
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mando  la  dirección  en  que  se  hallaba  anclado  el  buque  en  que 
reside  la  autoridad  de  las  Islas  de  Chincha:  que  el  capitán 
Adams,  estanco  sobre  cubierta,  tomó  una  pistola  y  una  escope- 
la,  y  haciendo  puntería  do  un  modo  cartero,  disparó  sol)re  los 
marineros  que  lugabaíi,  y  de  los  dos  tiros  que  hizo  resaltó  heri- 
do el  contramaestre  Juan  Smih,  de  cuyas  resulti)s  falleció  á  las 
pocas  horas:  que  devueltos  los  marineros  á  su  buque,  por  el  au- 
xilio que  prestaron  los  caj)itanes  de  los  buípies  americanos,  fue- 
ron golpeados  y  azotadlos  cuielmente  varias  vcco^,  y  durante  la 
noche  se  les  puso  en  dura  prisión:  que  á  consecneucia  do  tan 
crueles  maltratos  enfermaron  gravemente  lo^  nuirincios  Sebas- 
tián Muñoz  y  Ivufino  Ferras,  á  quienes  se  les  aFÍ.^tió  en  el  hospi- 
tal de  la  Isla:  que  todos  estos  hechos  los  confesó  en  su  instructi- 
va el  reo  Adams  y  lo  comprueban  los  tosti^^os  presentados  por  él 
mismo  y  las  declaraciones  tomadas  de  olicio. 

Y  considerando: 

1^  Que  según  las  leyes  de  todas  las  naciones  y  las  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  en  particular,  la  autoridad  yuo  tione 
el  capitán  de  un  buque  mercante  para  infligir  castigos,  «debe 
«  ejercerla  con  prudencia  y  modei'ación,  como  un  {)adre  con  sus 
«  hijos  ó  un  maestro  con  sus  discípulos,  sin  excederse  do  los  lími- 
o  tes  muy  precisos,'  para  que  no  rayo  en  severi^Iad  inútih),  en  cu- 
yo caso  el  capitán  se  hace  culpable,  y  es  responsable  á  los  mari- 
neros por  los  daños,  (Curtis:  Derechos  y  obligaciones  de  los  ca- 
pitanes y  marineros  de  buques  mercantes  americanos;  parte  2* 
cap.  1?): 

2?  Que  en  el  caso  de  un  motin,  dice  el  mismo  estadista,  fun- 
dado en  varios  casos  y  decisiones,  que  el  capitán  de  buque  no 
debe  usar  de  armas,  ni  herir  ó  matar  á  los  sublevados,  no  siendo 
en  el  momento  de  la  lucha,  usando  en  este  momento  el  derecho 
que  todo  hombre  tiene  de  defenderse  contra  un  agresor  por 
guardar  su  propia  vida: 

3?  Que  estos  literales  principios  de  la  legislación  Norte-Ameri- 
cana son  conformes  con  nuestra  legislación,  por  ser  además  fun- 
dados en  el  derecho  natural; 

4?  Que  según  consta  probado,  el  capitán  Adams  no  estuvo,  ni 
por  un  momento,  amenazado  de  muerte,  y  ratuho  menos  en  ol 
instante  en  que  disparó  el  tiro: 

5?  Que  la  muerte  ó  herida  la  causó  Etlinger  G.  Adams  de  un 
modo  premeditado  y  alevoso,  cuando  los  marineros  estaban  hu- 
yendo del  buque,  para  quejarse  de  los  crueles  tormentos  que  les 
babía  hecho  sufrir,  sin  más  razón  que  no  haber  querido  trabajar 
en  un  día  de  religión: 

20 
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6?  Que  la  negativa  que  en  ese  día  hicieron  los  marineros,  uo 
puede  calificarse  de  motin  ni  de  un  mod«  agravante,  pues,  en 
ca^^o  contrario,  les  habría  sid;  fácil  matar  al  capitán  y  piloto  en 
el  momento  en  que  estos  fueron  desarmados: 

7v  Que  la  excepción  propuesta  por  el  reo  en  su  instructiva,  de 
haber  perpetrado  el  homicidio  porque  los  marineros  fugaban  lle- 
vándose el  bote,  no  era  motivo  para  que  los  ofendiera  de  muerte, 
ya  por  que  estando  en  la  misma  bahía,  no  es  posible  suponer 
que  se  robaran  el  bote,  y  porque  aparece  probado  q;  e  en  los  mo- 
mentos de  disparar  los  tiros,  el  bote  en  que  fugaban  los  marine- 
ros se  hallaba  circundado  de  los  botes  de  los  buques  americanos, 
por  haber  visto  la  bandera  de  auxilio  puesta  en  la  fragata  «Jhon 
Curaming»: 

8?  Que  según  las  leyes  l*y  2*,  tit.  21,  lib.  13  de  la  Novísima, 
todo  hombre  (jue  matare  á  otro  á  sabiendas,  ó  que  hiciere  muer- 
te segura,  debe  morir  por  ello;  y  toda  muerte  se  dice  segura,  sal- 
vo aquella  que  fuese  hecha  en  pelea  ó  en  guerra  ó  en  riña.  Por 
estos  fundamentos  y  los  aducidos  en  la  acusación  fiscal;  fallo,  que 
debo  condenar  y  condeno  al  reo  prófugo  Ettlinger  G.  Adaras  á 
la  pena  ordinaria  de  muerte,  la  que  no  se  ejecutara  sin  ser  dates 
oído,  conforme  al  artículo  42  de  la  sección  adicional  del  Regla- 
mento de  Tribunales.  Y  por  lo  que  respecta  á  la  acción  de  los 
marineros,  por  los  agravios  que  sufrieron,  se  les  deja  su  derecho 
á  salvo.  Y  por  esta  mi  sentencia,  definitivamente  juzgando,  así  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo. 

Hágase  saber,  y  consúltese,  si  no  fuere  apelada  en  tiemp'^. 

Callao,  Julio  18  de  1855. 

M.  Felipe  Paz- Soldán, 


Pronunciada  conforme  á  ley,  presentes  los  testigos  D.  José  Re- 
yes, D.  Julio  Ubner  y  D.  Daniel  Egoaguirro. 
Doy  fé. 

Callao,  Julio  18  de  1855. 

José  Manuel  Castro^  Escribano  de  Estado. 
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Es  conforme  con  la  sentencia  original  á  que  me  remito. 
Callao,  fecha  ut  supra. 

José  Manvel  Castro^  Escribano  de  Estado. 


Legación  de  los  Estados  Unidos. 

Lima^  Julio  5  de  1855. 

El  infrascrito,  ha  tenido  el  honor  de  recibir  ayer  la  nota  que 
S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  le  dirigió,  por  orden  d<í 
S.  E.  el  Libertador  Presidente,  resjiondiendo  á  la  protesta  que  en 
16  último  hizo  el  infrascrito  contra  la  detención  del  buque 
«Jhon  Cumming»  y  el  juicio  de  su  capitán,  ante  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  Callao. 

S.  E.  pretende  que  la  jurisdicción  local  le  corrosponle  en  e«te 
caso,  porque,  «toda  nación  soberana  tiene  una  incuestionable  ju- 
«risdicción  para  juzgar  y  castigar  los  actos  criminales  perpetra- 
«dos,  bien  sea  en  su  territorio  ó  en  sus  aguas». 

El  infrascrito  admite  que  este  princi{)io  es  aplicable  á  los  ca- 
sos en  que  el  delito  cometido  ha  turbado  la  tranquilidad  ó  td 
orden  del  país,  oque  tuvo  lugar  entre  partes  extrañas  entre  sí;  en 
donde  ha  habido  alguna  infracción  de  las  leyes  rentísticas,  la 
policía  del  puerto,  &. 

Por  otro  lado,  un  buque,  fondeado  en  una  bahía  abierto,  con- 
serva su  nacionalidad,  y  las  faltas  ó  delitos  cometidos  a  bordo 
entre  individuos  del  todo  pertenecientes  a  su  tripulación  ó  que 
estén  á  bordo  de  pasajeros,  son  de  la  competencia  de  los  juzgados 
de  la  nación,  cuya  bandera  enarbola  el  buque,  y  no  está  de  mo- 
do alguno  sujeto  á  la  jurisdicción  del  país^  en  cuyas  aguas  se  en- 
cuentra, á  menos  de  que  sea  invocada  la  ingerencia  de  las  auto- 
ridades locales. 

Además,  está  obligado  á  conservar  la  disciplina  de  su  buque, 
y  tiene  derecho  de  oponer  la  fuerza  contra  cualquier  insulto  que 
aje  su  autoridad.  El  tiene,  por  consiguiente,  un  derecho  indis- 
putable para  reprimir  un  motin  de  su  tripulación.  Los  que  fir- 
man contratos  y  se  embarcan  á  bordo,  tienen  un  pleno  conoci- 
miento de  esto,  y  de  que  están  sujetos  á  ser  castií^jados  por  euiíl- 
quier  abandono  ú  olvido  de  su  deber. 

Los  mejores  autores  convienen  en  que  se  conserve  la  juris  lie- 
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ción  nacional  en  loa  l)n([ues,  aún  on  los  mares  sujetos  á  un  -^lo- 
minio  extraño.  «81  se  conií.'to  un  homicidio  á  l)onlo  de  un  bu- 
«  quo  americano  por  un  individuo,  sobre  otro  do  la  misma  tri- 
ce pulaeión  sobre  un  pasojero,  6  por  un  pasajero  sobre  otro  de  la 
w  tripulación,  ú  otro  pnsaj^n'o,  mientras  está  fondeado  ese  buque 
«en  un  puerto,  dentro  do  la  jurisdicción  do  una  nación  extran- 
ff  jern,  6  solieranía  tal,  la  falta  es  do  Incompetencia  y  ese  deliro 
•  será  castigado  por  el  projjio  juzgado  de  los  Estado.5  Unidos,  del 
K  mismo  modo  que  si  se  luibiese  cometido  el  delito  on  alta  mar^». 
liste  es  el  princi{>io  sentado  ]ior  Mr.  AVeb?ter  en  el  caso  de  la 
«C'reolle»,  y  también  Lord  A'-Iiburton,  Ministro  de  la  (irán  Breta- 
ña, confesó  que  era  la  ley  de  In;^]aterra.  Bdlo  la  reconoce,  igual- 
mente por  ley,  en  sus  principios  de  Derecho  Internacional,  pág. 
5S,  citando  Pardessus,  y  ])or  De  Cussv:  título  ftNavire»pág.  4S9- 

Y  si,  tal  es  el  principio  establecido  en  caso  de  asesinato,  con 
mayor  razón  delxMÍa  aplicarse  á  losca^oá  de  un  homieidio  que 
jiucde  justificarse  en  que  un  capitán,  como  en  el  presento  ejem- 
¡)lo,  es  acusado  de  haber  dado  miutrie  á.  uno  de  su  tripulación, 
en  el  acto  de  cometer  un  delito  de  levan tamiento  armado. 

J-^n  185o,  esta  misma  doctrina  la  reconoció  el  Gobierno  Pe- 
ruano en  el  caso  del  buque  la  «Deílaincew.  E^le  bu(|ue  so  halla- 
ba en  el  puerto  del  Callao  al  cargo  de  un  oficial  y  soldados  pe- 
nianc.s,  y  cuando  el  capitán  fue  repuesto  en  el  mando  de  su  bu- 
qii(%  la  trij)ulac¡ón  lo  acometió  é  hirió  gravemente.  Los  suble- 
vados fueron  sacados  de  á  bordo  y  se  les  manió  formar  causa 
ante  los  Tribunales  del  país  por  el  Gobernador  del  CiOb^t^i  w^^^s 
í  •  presentando  el  infrascrit(>  que  el  niotin  había  acaecido  entre 
]>jr.sGnas  pertenecientes  al  buque,  el  Gobierno  Peruano  recono- 
ció que  no  tenía  jurisdicción  alguna  en  el  suceso,  y  ordenó  que 
los  delincuentes  fuesen  puestos  en  la  cárcel,  a  disposición  de  los 
Iv-tados  Unidos. 

Pare-ce  que  la  distinción  está  claramente  establecida;  que  don- 
de el  acto  ó  crimen  perpetrado  á  bordo  de  un  buque,  está  del 
{^)d.)  reducido  á  gente  puramente  de  su  dotación,  el  caso  no  es 
d'j  la  i:i)m{)etencia  de  los  juzgados  locales;  pero  á  donde  la  falta 
ó  rrí;;^'!!  ha  sido  cometido  sobre  i)ersona  extraña  did  buque,  aun 
sirtíí].)  cometido  á  bordo,  ó  donde  comprometo  en  alguna  mane- 
la  el  roposo  á  los  caudales  de  la  nación,  en  cuyas  íigur»s  un  bu- 
(juo  está  fondeado,  entonces  üene  su  lugar  la  jurisdicción  local. 

A'íijjit(í  S  K,  el  s(  ñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  según 
(  .;lÍMide  el  infrascrito,  que  si  el  contramaestre  Pmith  hubiese 
j'AÜñ'Io  lí  muerte  en  la  cubierta  del  «Jhon  Cumming",  de  mano 
uo  su  capitán,  los  Tribunales  del  Perú  no  habrían  conocido  en  el 
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negocio;  pero  que  la  jurisdicción  local  lo  hace  suyo,  porque 
Siuith  estaba  en  uno  de  los  botes  del  buque,  intentando  fupar, 
al  tiempo  que  recibió  la  muerto,  y  había  un  espacio  de  agua  en- 
tre el  buque  y  su  bote,  cuyo  trecho  de  a«;ua  desprende  la  juris- 
dicción en  el  caso  de  los  juzgados  de  los  Estados  Unidos,  y  lo  co- 
loca en  los  de  esta  República.  La  cuestión,  por  lo  tocante  íi  cuál 
nación  pertenece  la  jurisdicción  en  el  caso,  esta  reducida  á  esto: 
¿et  un  bote  una  parte  constituyente  de  su  buque?  El  iníVrt.-(T¡to 
es  de  opinión  que  un  bote  es  una  parte  integrante  y,  en  todo 
punto  de  vista  legal,  una  parte  inseparable  del  bunncá  que  per- 
tenece. 

Si  alguna  parte  de  la  tripulación  de  un  buque  fiKsc-  corri'ln  ha- 
ciendo el  contrabando,  ó  se  la  hallase  inlVingiendo  hi^hyes  linea- 
les del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  ó  contiaviniondo  á  la 
policía  del  puerto,  en  un  bote  perteneciente  al  buque,  étte  j-ale 
responsal)le  y  está  sujeto  á  ser  detenido.  Tauíbién  nn  buquesería 
responsable,  si  uno  de  sus  l)otos  q\icbrantasen  una  cuarentena,  y 
os  de  presumirse  que  un  buque  mercante,  ii  no  ser  confiscado,  se- 
ría cuando  menos  secuestiadí^,  siso  aprehendiese  auno  de  sus 
botos  violondo  positivíunonte  un  bloqueo  en  tiempo  de  guerrP. 

Si  gravita,  pues,  semejante  responsabilidad  sobre  un  buque 
perlas  faltas  de  sus  botes,  ninguna  separación  jniede  hacorsr^  en- 
tre ellos:  son  ante  la  ley  una  cosa  misma.  Lo."  (\uq  procuraban 
fugar  con  Smith  en  el  bote,  estaban  prosiguiendo  la  snb¡ova»'ión 
que  habían  comenzado  á  bordo  del  «Jhon  Cumming*),  y  el  capi- 
tán Adams  cedía  á  su  deber  y  estaba  autorizado  para  obrar  en 
contra  de  los  sublevados  en  el  bote,  lo  mismo  que  á  bordo  del 
ffjhon  Cumming)'.  También  es  evidente  que  cuando  el  ca|'itán 
Adams  hizo  fuego  sobre  Smith,  el  bote  debió  estar  muy  eerca  del 
buque;  de  lo  contrario  los  perdigones  con  que  estaba  cargada  la 
escopeta  no  podían  haber  inferido  una  herida  mortal. 

De  las  declaracií  i:c8  soiiiLlidas  al  infrascrito,  aparece  ({ue  tan 
luego  como  se  puso  en  \ñé  elcajútán,  después  de  haber  sido  he 
rido  y  derribado  al  suelo  por  la  tripulación,  bajó  á  la  cámara  y 
tomó  la  (-scop  ta,  fué  al  costado  del  buque  y  tiró,  des[)ué.s  do  ad- 
vertir á  los  revoltosos  á  bordo.  Este  hecho  no  eslá  exacUiínente 
enlazado  con  la  cuestión  de  jurisdicción;  pero  ([ue  el  iníVascrito 
menciona,  respondiendo  al  cargo  que  S.  E.  alega  en  su  nota— 
que  el  capitán  Adams  disparó  su  arma,  á  sangre  fría,  contra 
Sniilh. 

Por  todas  la^  circunstancias  esta  convencido  el  infrascrito,  que 
los  Tribunales  del  Perú  no  tienen  jurisdicción  alguna  en  el  pre- 
sente caso,  y  apesar  de  que  el  juez  especial  á  quien  el  Gobio-no 
ha  tenido  por  conveniente  encomendar  la  causa,  puede  estar  dis- 
puesto á  administrar  justicia  con  imparcialidad;  el  infrascrito  no 
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puede  retirar  la  protesta  que  hizo  en  16  último,  6  admitir  en  las 
autoridades  el  derecho  de  aprehender  al  capitá»  Adams,  «y  en- 
tregarlo además  á  la  justicia  de  la  nación». 

(>on  respecto  á  las  pérdidas  que  so  le  sigan  á  los  armadores 
d«l  buque,  el  infrascrito  se  toma  la  libertad  de  observar,  que 
opesar  de  que  S.  E.  asienta,  que  ellas  son  el  resultado  «de  la  in- 
ff  dispensablü  necesidad  de  un  juicio  que  no  era  posible  evitar;» 
sin  embargo,  como  las  autoridades  peruanas  se  han  arrogado,  en 
sentir  del  infrascrito,  una  jurisdicción  que  no  le  corresponde,  el 
Gobierno  es  responsable  de  todas  los  consecuencias,  puesto  que 
aprueba  y  fiívorece  la  usurpación.  Hay  más:  el  insfra^crito  no 
puede  convenir  en  que  «los  consignatarios  debían  haber  tomado 
«más  adecuadas  medidas  para  enviarlo  al  cargo  de  otros  oficia- 
« les  de  marina»;  porque  ni  los  consignatarios  de  un  buque,  ni  el 
Cónsul  de  la  nación  á  que  pertenece,  tienen  facultad  de  nombrar 
á  otra  persona  que  lo  mande,  cuando  el  capitán  está  presente,  es 
apto  y  está  dispuesto  á  cumplir  con  su  obligación.  Pero  aún  cuan- 
do los  consignatarios  hubierar,  tomad»)  sobre  sí  la  oficio-=5Ídad  de 
despachar  el  «Jhon  Comming«  la  demora  ó  estadía  y  otras  pér- 
didas, hubieran,  en  último  resultado,  sido  abi»nables  por  la  ha- 
cienda del  Perú;  pues  sus  consignatarios  los  señores  Barreda  y 
Hermano,  son  los  agentes  del  Gobierno,  y  ellos  fletaron  el  buque 
de  su  cuiiíta,  para  que  llevase  huano  á  los  Estados  Unidos. 

En  conclusión,  e'  infrascrito  quiere  que  S.  E.  entienda,  de  un 
modo  claro,  que  no  tiene  deseo  alguno  que  el  capitán  Adams  se 
librase  del  juicio  bajo  la  acusación  de  haber  dado  la  muerte  á 
Juan  Smith  en  las  Islas  de  Chincha  el  6  de  Abril  último;  lo  que 
él  sostitMie,  esqjie  la  investigación  debiera  tener  efecto  ante  un 
tribunal  comi)etente,  y  que  este  tribunal  competente  son  los  jue- 
ces uatnraUvs  del  acusado,  en  los  Estados  Unidos. 

El  infrascrito  renueva,  con  tal  ocasión,  á  S.  E.  el  señor  Ure- 
ta,  las  seguridades  de  su  más  distinguida  consideración.  . 

J.  /?.  Cknj. 

A  S.  E.  íA  «cnor  D.  M.  Toribio    Ureta,    Ministro   de   Relaciones 
Exteriores  del  Perú. 
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Minisierio  de  Relacioiies  Exlericyres, 


Lima^  Julio  30  de  185^. 


He  tenido  la  hoiita  de  recibir  la  réplica  de  V.  E.,  fecha  5  del 
actual,  con  motivo  de  mi  contestación  á  la  protesta  que  me  diri- 
gió V.  E.  en  16  del  próximo  pasado,  contra  la  detención  en  el 
Callao  de  la  fragata  norte-a!í:!ericana  Jhon  Cnmming»  y  el  juz- 
gamiento de  su  capitán  E.  G.  Adams  por  el  juez  de  primera  ins- 
tancia de  aquel  puerto. 

Ninguna  responsabilidad  {)uede  sobrevenir  al  Perú  de  la  de- 
tención de  la  «Jhon  Cumming^»,  ]>orque  ni  el  Gobierno  ni  funcio- 
nario alguno  en  su  nombre  la  ha  decretado  ni  la  ha  motivado. 
Al  contrario,  interesado  el  Perú  en  sn  pronta  Fali<la  para  que  el 
huano  de  Chincha  llegue  con  oportunidad  al  mercado  de  Esta- 
dos Unidos,  se  excitó- el  celo  de  V.  E.  y  el  de  los  consignatarios 
á  fin  de  que  la  despacharan.  V.  E  no  con.sideró  estar  en  sus  fa- 
cultades tomar  providencias  j^ara  lograrlo:  tampoco  lo  verifica- 
ron los  consignatarios;  y  el  buque  se  detuvo  porque  nadie  solici- 
tó su  salida,  más  no  por  que  se  le  hubiese  prohibido  zarpar  del 
Callao. 

Lejos  de  ser  responsable  el  Perú,  le  asiste  derecho  para  recla- 
mar Jos  perjuicios  que  resulten  de  no  llegar  á  tiempo  nuestro 
abono  al  mercado  de  Estados  Unidos. 

Sea  cual  fuere  la  juris<1icc¡ón  competente  al  delito  cometido 
por  el  capitán  Adams,  la  conducta  de  esto  ciudadano  de  los  Es- 
tados Unidos,  matando  al  marinero  Jhon  Smith,  hizo  necesario 
el  juzgamiento  y  creó  la  necesidad  de  examinar  cuando  menos 
la  competencia  de  la  jurisdicción;  y  si  la  detención  voluntaria 
del  buque  ha  provenido,  si  se  quiere,  del  enjuiciamiento  del  capi- 
tán, éste  solo  como  causa  es  responsable,  y  no  el  juicio  que  es 
consecuencia  natural  y  legal  de  tod(»  delito  y  en  to4os  los  países. 

Las  autoridades  peruanas  procedieron  á  enjuiciar  á  Adams, 
fK)rque  el  deber  de  juzgar,  común  á  todas  las  naciones,  se  desem- 
j)eña  en  el  acto  que  se  tiene  noticia  de  haberse  cometido  un  deli- 
to en  el  territorio  nacional,  sea  quien  fuere  el  reo,  sean  cuales 
fueran  las  circunstancias.  El  hecho  de  matar  á  un  hombre  es 
necesariamente  justiciable:  los  jueces  ordinarios  se  hallan  esta- 
blecidos para  juzgar;  ¿quién  pncde  privarles  de  esa  autoridad  en 
el  caso  de  Adams?  V.  E  ha  respondido— que  cesa  la  jurisdicción 
peruana,  y  subsiste  la  de  Estados  Unidos,  cuya  bandera  tiene  el 
buque,  porque  el  delito  se  cometió  á  bordo  entre  personas  de  su 
tripulación.  Se  vé,  pues,  que  V.  E.  indica  una  excepción  de  la  re- 
gla general  para  declinar  de  la  jurisdicción  peruana. 
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Para  que  tal  excepción  pudiera  tener  lugar  sería  preciso  que 
emanase  de  algún  origen  legal,  y  concurriese  con  todas  las  cir- 
cunstancias que  hacen  tolerable  su  admisión  en  favor  de  la  segu- 
ridad de  los  navegantes. 

Ligados  el  Perú  y  los  Estados  Unidos  por  el  tratado  de  36  de 
Julio  de  1851  esta  es  la  regla  preferente  á  que  debe  sujetarse. 
Por  el  artículo  1?  se  declara  el  derecho  recíproco  de  comerciar, 
navegar  y  viajar  én  todas  partes  del  territorio  de  la  otra  potencia, 
gozan. lo  de  la  misma  protección  y  seguridad  que  los  naturales 
del  país;  mas  esto  es  con  la  condición  expresa  de  someferae  á  las 
leycij  y  ordenanzas  que  en  él  se  observen,  .Las  leyes  del  Perú  pres- 
crib;jn  que  el  juez  competente  para  ju/gar  de  un  delito,  es  el  del 
lugar  donde  se  cometió;  y  las  aguas  du  las  islas  de  Chincha  son 
lugar  j)eruano. 

Con  favor  de  este  piincipio  universal  so  escribió,  sin  excepción 
alguna,  el  artículo  19  del  tratado,  concediendo  á  los  ciudadanos 
de  cada  potencia  en  causas  criminales,  la  garantía  de  no  poder 
ser  presos  sin  que  preceda  auto  do  ])risi6n  expedi  !o  por  autori- 
dad legal,  la  de  tomárseles  su  declaración  dentro  de  24  horas  des- 
pués del  arresto,  y  la  de  recobrar  su  libertad  si  pa-are  ese  térmi- 
no sin  habérseles  recibido  declaración  alguna.  Desde  que  en  el  tra- 
tado no  se  exceptúa  caso  alguno  de  la  jurisdicción  nacional  que 
se  reconoce  y  acata,  ni  se  exceptúa  d:*  la  prisión  otra  persona  que 
la  no  examinada  dentro  de  las  veinticuatro  horas  del  arresto,  no 
puede  el  capitán  Adams  acogerse  á  la  excepción  que  V.  E.  indi- 
ca, aun  cuando  fuera  universalmente  admitida  por  los  principios 
generales. 

Si  por  falta  de  un  tratado  en  que  se  deja.se  plenamente  expe- 
dita la  jurisdicción  nacional,  pudiera  aplicarse  hi  excepción  d© 
haberse  cometido  el  delito  á  bordo  y  entre  personas  de  la  tripu- 
lación de  la  (fJhon  Cummingi»,  su  capitán  Adams  no  resultaría 
tampoco  inmune  de  la  jurisdicción  peruana;  porque  el  mismo 
Bello,  citado  por  V.  15.,  requiere  que  las  infracciones  justiciables 
sean  de  la  disciplina  interior  del  buque;  por(|ue  Pardessus,  recor- 
dado también  por  V.  E.,  exige  que  ios  delitos  >>olo  conciernan  á 
la  disciplina  interior]  ponjue  de  Cussy,  al  que  también  se  refiere 
V.  E.,  advierte,  que  se  inhibe  la  autoridad  local  en  los  casos  de 
disciplina  interior,  cuando  no  se  compromete  la  tranquilidad 
del  puerto. — Y  en  el  homicidio  de  Smith,  ni  la  infracción  ha  si- 
do de  disciplina  interior,  ni  ha  sido  concerniente  á  ella,  ni  ha 
dejado  de  comprometerse,  y  grave  y  escan<lalosamente  la  tran- 
quilidad del  fondeadero  de  Chincha. 

Parece  que  V.  E.  en  las  necesidades  de  la  disciplina  interior 
de  un  buque,  incluye  la  de  matar;  de  otra  suerte,  no  se  empeña. 
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ría  en  sostener  la  incompetencia  de  la  jurisdicción  nacional.  Con- 
vieiie,  pues,  conocer  los  límites  do  esa  disciplina,  según  los   prin- 
cipios dominantes  de  los  FiStados  Unidos- — Com})ilando  exjtresa- 
mente  Cnrtis  los  dercclios  y  obligaciones  de  los   capitanes  y  ma- 
rinerías de  buques  mercantes  norte  americanos,  ha  fijado  dos  re- 
glas ciertas  pura  saber  cuál  es  la  esfera  de  esa  disciplina  interior 
con  relación  á  los  delitos  de  á  bordo:  empieza  la  facultad  de  cas- 
tigar, ejerciéndose  con  tal  mod^^-raí-ión  y  prudencia,  que   se    ase- 
meje el  capitán  á  un  padre  de  fmuilia  ó  á  un  maestro  corrigiendo 
á  sus  discípulos;  y  terminan  las  nee(\sidades  do    la    disciplina    y 
toda  potestad  de  los  capitanes,  en  los  límites  de  la  justicia  c   in- 
dispensable ilefc-nsa  d»»  su  propia  vida,  en  ol  eso    de  una   suble- 
vacióp.. — El  honiicidio  (pie  se  conuto   fuoi-a  de  esta  situación  ex- 
trcniji,  no  peiteneee  á  la   disciplina   interior,  según  derecho    de 
los  Ehíados  Unido?,  aún  cuando  por  un    monuMito  so  lo  suponga 
ent^-aiíiente  coníurme  con  ol  derecho  universal.  El  origen  de  la 
serie  de  sucesos  terminados  con  un  homicidio,  está  en  el  emj)eño 
con  '•jue  el  capitán  Adanis,  quiso   hacer  trabajar  á  maiinoros  ca- 
tóli'-os  en  el  día  mas  viiieraldc  que  santifican   los    cristianes:    el 
Viernes  Sarito.  Cuahpiiej'a  que  í'neK*  el  i)rooiv  so  do    la    resisten- 
cia de  los  marineros,  y  ¡a  potestad  del  capitán    Aílams,    dí'S!q)a- 
reció  todo  peügio,  cesó  íoda  riocesidad,   llegó  á  su  úUimo    límite 
la  esfera  de  lu  diseij)]¡na  interior,  d(  sde  que  Sinilh  desamparó  el 
buque  y  se  encaminó  háeia  el  de  la  gobernación  del  •puerto.  ¿Co- 
rrespondía á  la  disciplina  el  im[)odir  que,  un    marinero    buscase 
en  la  autoridad  del  puerto  justicia  contra  su   capitáii?    ;,C'oncier- 
ne  á  la  disciplina  matar  al  que,  separado  y  lejos   ya    de    un    tu- 
multo  de  marineros,  se  dirige  donde  está  la  autoridad  local? 

Cuando  en  mi  oficio  anterior  llamó  la  atención  de  V.  I'],  á  las 
notables  circunstancias  de  haber  sido  muerto  Smith  on  sitúa,  don 
de  estar  navcgauíb)  en  un  bot*'  hacia,  la  nobernaf  ion,  y  do  ha- 
berse  disparado  el  tiro  desale  la  «.Ilion  Cumming»  habiendo  entre 
el  in{itad(«r  y  la  víctima  aguas  del  dominio  i)eruano,  no  fué,  en 
verdad,  ni  pudo  ser  mi  objeto  adridlir  la  compeíencia  de  la  ju- 
risdicción norte  americana  si  el  delito  .se  Inibiese  consumado  á 
bordo  de  su  buque  meveante.  'l*\ié,  eoino  lo  es  ahora,  demostrar: 
que  aún  supuesta  la  teoría  de  los  tueros  de  d!seij>lin.a  interior, 
teoría  que  descansa  en  la  necesidad  que  tiene  la  marinado  aten- 
der instantáneamente  y  en  el  recinto  d(d  bu(pie  á  su  propia  se- 
guridad, no  era  diMUodo  alguno  a|)licrddo  al  [>resente  caso.  1? 
Porque  había  desiiparecddo  toda  correlación  con  la  disciplina  in- 
terior desde  qnc  no  había  peligro,  ni  urgencia  de  emidear  la 
fuer/.a  privada,  u]u\  vez  que  estiba  lejos  de  á  bordo  el  marinero 
Smith.  2?  Porque  se  había  comprometitlo    la    tranquilidad    del 
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puerto,  desde  que  atravesó  pública  y  escandalosamente  sobre  las 
aguas  peruanas  el  plorao  arrojado  cori  designios  de  perpetrar  un 
lioniicidio  á  la  vista  de  todos,  en  la  persona  que  con  justicia  ó 
sin  ella  iba  en  busca  de  protección  de  la  autoridad  contra  la  vio- 
lencia que  padecía.  El  homicidio,  es  siempre  una  infracción  de 
las  leyes  de  todos  los  países,  y  una  grave  perturbación  del  or- 
den, cuya  enormidad  crece  con  la  publicidad  que  se  ejecuta. 

Por  respetables  que  sean,  pues,  las  pnlabras  de  Mr.  Daniel 
Webster,  que  copia  V.  E  ,  no  me  parece  que  se  verán  general- 
mente corno  doctrina  incuestionable  en  la  materia. 

Loque  el  Gobierno  del  Períí  declaró  por  resolución  de  30  de 
Setiembre  de  1853,  en  el  caso  de  la  «Deffaince»,  á  que  V.  E.  ha 
aludido,  es  que,  rto  hahiáiffnse  tvrhqdo  el  orden  publico,  á  conse- 
cuencia del  delito  cometido  á  ])or(lo  de  dicho  buque,  en  un  acto 
de  insubordinación  y  resistencia  de  los  marineros  contra  el  capi- 
t'n,  sin  que  hubiese  muerte  de  ninguno,  debían  entregarse  los 
dclincuente.s  que  trastornaron  la  disciph'na  á  disposi'jiÓTi  do  V. 
E.  No  hay,  pue.-^,  c<uitradicci6n  entre  aquella  declaración  del  Go- 
bierno y  las  j)ro videncias  en'  virtud  de  UiS  ouales  se  juzga  al  ca- 
pitán de  la  ffJhon  '  umming". 

No  puedo  convenir  con  V.  E.  en  que  el  bote  de  un  buque 
meneante  deba  ser  siempre  considt  nido  como  el  bote  de  uu  bu- 
que de  guerra  que  goza  de  todas  las  exenciones  de  su  buque, 
porque  como  á  él  lo  cubre  su  banílorn  y  lo  defienden  las  fuerzas 
de  hu  nación.  Y  si  un  bucjue  re^i>oníle,  como  V.  E.  indica,  del 
contrabando  ó  de  la  v¡o!aí*iuii  de  un  l)]oquco  ó  de  una  cuarente- 
na en  que  se  sorprenda  á  un  buque  suyo,  no  es  por  la  razón  de 
que  el  bote  y  el  bu(jue  son  una  misma  cosa,  sino  por  quo  no 
puede  dejar  de  suj)onerse  que  el  capitán  del  buque  sea  el  verda- 
dero autor  ó  consentidor  de  los  mencioT^ados  excesos. 

Y  para  que  V.  E.  no  extrañe  mi  negativa  á  consentir  que  el 
b(íte  (13  la  «Jhon  Cuniming»  se  mire  como  parte  mkgrante  de  es- 
ta fragata,  séame  permitido  recordar  con  el  m^smo  Cassy,  citado 
por  V.  E.  (art.  Agres.")  que  los  Imfrsi  e>tán  expresamente  enume- 
rados entre  los  obietos  que  «no  son  paite  integrante  de  una  nave», 
aunque  forman  fiarte  del  aparejo  que  les  conviene  para  hallarse 
en  estado  de  navegar. 

Estando  expedita  la  jurisdicción  nacional  por  tan  incontesta- 
bles fundamentos,  ha  procedido  el  juez  del  Callad  á  sustanciar  y 
decidir  la  causa  criminal  contra  Adams  por  los  trámites  prescri- 
tos en  las  leyes:  su  autoridad  no  ha  emanado  de  una  comisión 
especial,  como  parece  haber  entendido  V.  E.;  ejerce  la  que  natu- 
ralmente tiene;  sus  atribuciones  son  las  ordinarias  de  su  cargo. 
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Me  aprovecho  de  esta  ocasión  para  renovar  á  V.  E.  las  consi- 
deraciones del  mas  alto  y  distinguido  aprecio. 

Manuel  Toribio  Urda, 


Lnnúón  de  los  Estados  Unidos. 


LimOy  A  godo  2o  de  1855. 


El  infrascrito  tiene  el  honor  de  acusar  recibo  do  la  nota  que, 
con  fecha  30  del  próximo  pasado,  lo  ha  <lirigido  S.  E.  el  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  en  la  cual  emite  las  razones  que  ha  te- 
nido el  Gobierno  Peruano  para  atribuirse  la  facultad  de  juzgar 
al  Maestre  del  buqu»^  «Jhon  Cumming»,  sometiéndolo  ante  el 
Juzgado  de  primera  Instancia  del  Callao. 

A'^tts  de  examinar  los  arcju montos  contenidos  en  la  referida 
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nota,  el  infrascrito  so  toma  la  libertad  de  observar  á  S.  E.  que 
nduciéndose  la  consabida  cuestión,  pura  y  simplemente,  á  escla- 
recer si  la  jurisdicción  en  ose  asunto  pertenece  á  los  juzí^ados  do 
los  Est-íidos  Unidos  ó  á  los  del  Perú,  los  únicos  hechos,  enlazados 
con  la  muerte  de  Juan  Smith  que,  con  proj)iedad,  pueden  adu- 
cirse por  S.  E.  ó  por  el  Infrascrito,  en  apoyo  de  sus  diferentes 
pareceres  en  este  j»articular,  son  el  sitio  ó  lugar  donde  fué  muer- 
to Juan  Smith,  y  quieiirs  estuvieron  empeñados  cuando  A  lams 
!e  disparó  su  arma. 

La  investigación  del  grado  de  culpabilidad  delcnpitíhi  Adams, 
si  tuvo  razón  en  tal  circunstancia  de  tirar  á  Smith,  ó  si  procedió 
11  la  sazón  cual  correspondía  al  Mnestre  de  un  buque,  y  tal  per- 
tenece al  Tribunal  compettnte  que  lo  ha  de  juzgar  y  no  puede 
ser  ahora  materia  de  discusión  entre  los  dos  gobiernos. 

Aquí  la  jurisdicción  y  no  la  falta  ó  el  mismo  delito  es  el  asun- 
to de  que  se  trata,  y  cualquiera  que  sea  el  valor  de  los  principios 
sentados  por  Curtis,  relativamente  á  los  derechos  y  obligaciones 
de  los  Maestres  de  buques  para  con  sus  tripulaciones,  cuando  una 
causa  ha  de  ser  investigada  ante  una  Corte  de  Justicia,  esta  no 
er.vuelve  en  la  cuestión,  en  concepto  del  infrascrito,  el  esclareci- 
miento de  la  parte  a  quien  corresponde  la  jurisdicción. 

No  obstante,  como  S.  E.  se  ha  referido  á  Curtis  como  autoridad 
competente  en  los  Estados  Unidos,  se  le  permitirá  al  infrascrito 
citar  las  palabras  de  ese  autor,  referentes  al  deber  y  obligaciones 
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de  los  Capitanes  de  buques  mercantes.  Dice  así:  Los  jnristiis 
«que  han  tratado  de  la  naturaleza  de  la  autoridad  de  un  Maes- 
«  tre,  se  han  inclinado  á  creer  que  tiene  analogía  con  la  autori- 
ce dad  paterna  para  con  el  hijo,  ó  la  de  un  maestro  con  su  apreu- 
«  diz  ó  discípulo.  Tal  es  la  comparación  hecha  por  I^rd  liUer- 
íf  den  que  la  corrobora  con  la  cita  de  Casare^/is,  con  quien  Valia 
«  había  contado  también  i>rimeraaiente  haciendo  igual  sugestión. 
»  Hasta  el  punto  en  que  la  analogía  ha  lutxar,  puedo  ser  de  útil 
«  consideración;  pero  es  ovio  que  es  entcrainontc  insuficiente  i)ara 
«  tener  una  aplicación  general.  Por  un  lado,  no  ocurren  semejan- 
«  tes  incidentes,  por  lo  regular,  eu  el  servicio  á  su  obligación  que 
«  de?'enq)oña  un  hijo  o  un  a[>rondiz,  con  la  frecuencia  que  suelen 
« subí-itarse  en  el  servicio  de  un  marino.  Por  otra  parte,  úuiea- 
(í  mente  en  asunto  do  .servicio  del  bufjue,  cuando  el  Maestro  jhk'- 
K  de  ejercer  su  autoridad,  á  lo  ihimk.s  l)ast.i  cl  extremo  del  ca>ti- 
«  go.  Por  lo  tanto,  me  parece  mucho  mns  exacto  y  científico  no 
«  confiar  en  tales  anal(«gías:  (Obligación  y  derct'hos  de  ]^  gtnte 
íf  de  mar  en  buques  mercantes,  «Curtis»  p.  p.  80.81.) 

Por  consiguiente,  parece  que  no  es  oporluiui  la  ciia  de    Cuilis 
.en  la  que  S.  E.  quería  fundar  su  oj^inión. 

Hay  ocasiones,  segiin  Curtís,  en  que  el  capitán  de  ui\  buque 
no  puede  obrar  como  un  padre  ó  un  ayo,  co?no,  por  ejemplo,  eu 
el  c:aso  de  un  motín  efectivo,  ó  cu¿»ndo  tiene  fundamento  para 
recelarlo:  y  el  capitán.  Adams  «e  liaüaluí  c-n  una  sitnnciÓJi  en 
que  tenía  que  hacer  uso  de  la  fuerza  para  reducir  al  orden  á  su 
rebelde  tripulación. 

Los  buques  están  fondeadí^s  en  las  Islas  de  Chincha  en  tina 
rada  abierta;  y  muchas  vc^es  estriba  la  .'•alvación  de  un  buque 
en  tener  á  bordo  toda  su  gente  cabal,  á  íin  de  j^rovecr  á  su  segu- 
ridad. Por  consiguiente,  cuando  una  parte  de  la  tri'[.ulación  del 
(tJhon  ('iimmingM  se  apoderó  de  su  lancha,  y  tomul)an  (sgtjn  de- 
claran el  capitán  y  otros)  la  dirección  de  la  alta  n)ar  y  no  de  Iüs 
Islas,  como  lo  supone  V.  E.,  esta)>an  (\ü\  en  motin  j)ermaneníe 
desafiando  la  autoridad  de  su  comandante,  cuyo  dfbor  era  rej)ri- 
mirlo.  Dejando,  por  lo  tanto,  á  tin  lado  esas  considrracion"s  co- 
mo inoportunas,  por  ahora,  el  insfrascrito  pasaiá  desde  luego  á 
examinar  las  razones  dadas  por  S.  E.  para  sostener  el  reclamo 
de  Juriádición  en  la  causa  del  capitán  Adams,  á  favor  de  las  au- 
toridadfs  peruanas,  y  castigarlo  por  el  hecho,  cometido  en  6  d*" 
Abril,  en  las  dichas  Islas.  En  apoyo  de  semejante  parecer,  S.  E. 
cita  el  segundo  artículo  del  Tratado  de  Amistad,  Comercio  y 
Navegación  entre  las  dos  Repúblicas  del  20  de  Julio  de  hSol,  y 
las  estipulaciones  de  recíproca  libertad  y  comercio  entre  sus  ciu- 
dadanos.y  territorios  y  de  navegación    conforme  á  sus  rcglamen- 
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toe  respectivos;  y  d'3  la  residencia  y  viajes  con  seguridad  y  pro- 
tección ,  con  tal  que  se  sujeten  los  ciudadanos  á  los  decretos  y 
loyes  vivientes  en  las  dos  naciones;  y  también  lo  dispuesto  en  el 
artículo  19,  dejando  expedita  la  entrada  de  los  tribunales  a  los 
ciudadanos  de  una  y  otra  nación  para  nombrar  libremente  á  su 
ahogarlo  desde  su  prisióií,  salvo  una  orden  dada  justamente  ]>or 
autoridad  judi-jial  y  el  dí^rcclio  de  tomarlos  declaración  dt.'nlL'o 
del  tí'Tínino  de  venlicuatro  horas  <lespues  del  arrresto. 

S.  E.  de<lu..c  de  esos  dos  artículo?,  que  á  «virtud  del  Tratido, 
« la  jurisdicción  nacional  es  reí'oíUK'ida  v  aplicable  a  to(h)S  los 
« ciiM^s  indiferentemente,  no  haciendo  otra  excej)ción  sino»  en  el 
cuso  de  personas  que  no  hubiesen  ffj)restado  su  declaración  den- 
«tio  de  24  horas.w 

S.  E.  deduce  que  el  Capitán  Adams  no  «podía  apidar  á  la  ex- 
tcejición  producida  por  el  infrascrito  (que  el  delito  de  que  se 
«?o  acusa  al  Capitán  fue  cometido  á  bordo  de  su  buque  entre  in- 
«dividuos  de  su  trii)\ilación,)  aún  cu.Audo  esto  se  admitiese  üni- 
'í  ve  realmente  como  j)rincipio  i;encral».  En  realidad,  H.  lí.  sostir^- 
nc,  so-ofúu  paryce,  <{ue  por  las  esii[»\ilaciunes  del  tra'ado,  todo 
c.iiJadano  de  los  Estados  Uni<lu.^ está  bajo  la  jurisdicción  del 
Teiú,  y  los  Tribunales  de  la  Utii  ública,  c«)r»ipletainonte  y  sin 
exc{-pcióiu  desde  el  inslante  debu  ÍJi;.;i\so  en  ids  pucrtor;,  lugares 
Y  territorios  del  Perú. 

Sin  eiübargo,  el  infrascrito  no  j)uede  convenir  en  cpie  la  esti- 
juilacióu  general  de  la  recíproca  liberUid  de  Comercio  y  Nave- 
jíación  entre  los  respectivos  territorios  y  cin  ládanos  de  los  Esta- 
4(1?  Unidos  y  del  Perú,  y  el  permiso  ])ani  que  ellos  y  sus  buques 
l'iicdan  frecuentar  ttKlas  sus  costas  puertt)sy  lugares,  donde  quie- 
ra está  permitido  el  comercio  exManJero,  se  convirtiese  jainás  en 
un  despojo  de  la  jurisdicción  de  cualquiera  de  las  altas  Partes 
<  ■ontratantes  tiene  sobie  sus  butiues,  ó  de  |)rivar  á  una  de  las 
partea  de  los  derechos  que  le  concede  el  derecho  de  Gentes. 

Hay,  además,  una  diferencia  muy  grande,  con  respecto  a  la 
jurisdicción  local,  entro  los  ciutladanos  ó  súlxlitos  de  una  nación 
íjue  entraran  á  un  puerto  extranjero,  dependientes  de  un  buque, 
y  aquellos  que  van  al  i)aís,  con  el  objeto  de  viaje  ó  de  residencia. 
Ks  un  [jrincipio  reconocido  de  U^y  interoaciunal  que  un  buque 
ebtá  bajo  la  jurisdicción  déla  Nación  cuya  bandera  lleva  aún  en 
un  puerto  extranjero,  y  esta  jurisdicción  se  exlie.ide  íi  t'.^das  las 
l^ersonas  pertenecientes  á  ese  buque  mientras  ellas  r.o  ir.fringen 
las  leyes  de  hacienda  ó  los  reglamentos  de  policía  del  i)Uerto  ex- 
tranjero. No  existe  conexión  aliniiui  entre  el  biKpie  y  el  país 
í'xlranjeros  hasta  quesean  violadi-.s  esasleyts  y  reglamentos,  son 
^'^•-as  distintas  y  separadas  tanto  relativamente  al  territorio  como 
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á  la  jurisdicción.  Para  que  venga  á  ser  completa  la  jurisdiccióa 
del  país  extranjero  sobre  un  buque,  es  preciso  que  sus  papelea 
sean  cancelados,  cambiada  su  bandera  y  transferido  el  buque  á 
uno  ó  más  ciudadanos  de  ese  país  extranjero. 

La  ley  está  sentada  con  mucha  claridad  en  la  resolución  que, 
en  20  de  Noviembre  de  1806,  dio  el  Consejo  de  Estado  de  Fran- 
cia; como  sigue: 

Considerando  que  un  buque  neutral  no  puede  respetarse  por 
lugar  neutral  indefinidamente,  y  que  la  protección  que  se  le  dá 
en  los  puertos  de  Francia  no  quita,  de  modo  alguno,  la  jurisdic- 
ción territorial  en  mateiia  que  jfectan  los  intereses  del  Estado. 

« Que  por  consiguiente  un  buque  neutral  admitido  en  un 
puerto  del  Estado,  por  derecho  perfecto  está  sujeto  á  los  regla- 
mentos de  policía  vigentes,  en  el  lugar  donde  se  le  ha  recibido. 
Que  la  tripulación  puede  ser  igualmente  juzgada  ante  los  tribu- 
nales del  país,  por  delitos  que  cometieren  aún  á  bordo  contra 
personas  que  no  pertenezcan  á  la  tripulación  del  buque,  y  tam- 
bién por  los  contratos  que  hicieren  con  ellas.  Pero  si  la  jurisdic- 
ción local  tiene  indudablemente  esta  amplitud,  no  es  así  con 
respecto  á  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  neutral  por 
uno  de  la  tripulación  contra  otra  persona  de  la  dotación  del  bu- 
que, que  en  tal  caso  el  derecho  de  la  potencia  neutral  sería  res- 
petado, porque  esta  es  una  cuestión  de  la  disciplina  interior  del 
buque,  en  la  cual  la  autoridad  local  ningún  derecho  tiene  para 
interponerse,  á  no  ser  que  se  requiera  su  asistencia,  ó  que  sea  tur- 
bada la  tranquilidad  del  puerto. 

El  Consejo  de  Estado  aplicó  esos- principios  á  los  casos  que  le 
fueron  sometidos,  del  modo  siguiente:  «Considerando  que  uno  de 
« los  casos  ha  dimanado  de  una  pelea  que  tuvo  lugar  á  bordo  de 
(f  una  lancha  del  buque  americano  «Neroton»  entre  dos  marine- 
« ros.  pertenecientes  al  mismo  buque;  y  que  el  otro  se  refería  a 
« una  herida  peligrosa,  inferida  por  el  segundo  oficial  de  la  ^Sa- 
«  lly»,  á  uno  de  sus  marineros,  por  haber  tomado  sin  orden  el  bo- 
« te».  Y  decretó  que  se  prohibiese  que  los  tribunales  franceses 
entendiesen  en  esos  asuntos. 

Leclereg.  Formulario^de  cancillerías  diplomáticas,  Vol.  2.  1. 
pág.  84.  85. 

Las  estipulaciones  del  artículo  2*?  del  Tratado  no  disminuye, 
en  lo  menor,  la  jurisdicción  que  ejercen  en  sus  buques  y  tripu- 
lantes de  los  Estados  Unidos. 

Las  disposiciones  de  ese  artículo  se  consideraron  convenientes 
para  la  protección  de  los  ciudadanos  de  una  de  las  altas  Partes 
Contratantes,  residentes  ó  transeúntes  en  los  dominios  de  la  otra. 

Semejantes  disposiciones  son   necesarias,    porque  un   Estado 
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pierde  mucha  parle  de  la  jurisdicción  que  tiene  sobre  sus  ciuda- 
danos que  van  á  residir  en  países  extranjeros. 

Verdad  es  que  un  Estado  puede,  en  ciertos  casos,  intervenir  á 
favor  de  sus  c¡udadano«,-  residentes  en  el  extranjero,  y  protegerlos 
cuando  estos  sufren  alguna  opresión  ó  denegación  positiva  de 
justicia,  mas  oo  puede  arrogarse  la  facultad  de  juzgar  á  tales  ciu- 
dadanos por  delitos  ó  faltas  que  hayan  cometido  en  país  extran- 
jero, ó  entregarlos  como  desertores  de  la  justicia.  El  eiiuludano 
residente  se  hace  res[)etable  ante  las  autoridades  locales  ])or  cual- 
quiera transgresión  de  ley;  «en  esos  casos,  el  juez  competente  es 
« el  juez  del  lugar,  donde  el  delito  ha  ^ido  cometido». 

Sin  embargo,  no  puede  exceder  sus  facultades,  conociendo  en 
asuntos  fuera  de  su  jurisdicción. 

Cuando  las  autoridades  locales  de  las  Islas  de  Chincha  remi- 
tieron el  asunto  del  capitán  Adams  para  que  se  investigase  por 
el  juez  de  1*  instancia  del  Callao,  antes  de  proceder,  debió  éste 
haber  examinado  si  eia  de  la  competencia  de  los  tribunales  del 
país;  no  sucedió  así,  pues  al  contrario,  llevó  adelante  el  juicio  y 
finalmente  lo  condenó  á  muerto,  por  homicidio  alevoso;  cuj^a 
sentencia  es,  en  concepto  del  infrascrito,  átoda  luz  injusta;  por- 
que según  está  comprobado  por  las  deeli;raciones  d'A  capitán  y 
pilotos,  ninguna  premeditación  hubo  por  j)arte  del  primero,  y 
porque  la  piaieba  prestada  en  contra  suya  es  la  de  los  ni'smos  re- 
voltosos. S.  E  observa  con  referencia  á  los  hechos  del  eupitán 
Adams,  « que  el  origen  del  suceso  que  terminó  con  la  muei  te  de 
«  Smith,  fué  la  obstinación  del  comandante  en  querer  que  unos 
«marineros  católicos  trabajasen  en  «Vi'.rnes  Santo»  el  día  más 
«venerado  y  santificado  de  los  crih-lianos». 

El  insfrascrito  presume  que  esta  observación  tiende  i  manifes- 
tar que  la  tripulación  del  «Jhon  Cumming»  se  había  propuesto 
no  trabajar  aquel  día  y  estaba  metida  en  la  rebelión  más  bien 
que  obrar  contra  su  conciencia. 

Pero  según  las  declaraciones,  prestadas  bajo  de  juramento,  del 
cajdtán  Adams  y  de  sus  pilotos,  parece  que  una  parte  de  la  tri- 
pulación fué  aquel  día  en  una  lancha  á  cargar  guano,  y  que  ha- 
biendo declarado  las  autoridades  que  no  se  podía  cargar  en  V^ier- 
nes  Santo,  la  gente  regresó  á  bordo  y  fue  a  su  trabajo  acostumbra- 
do hasta  la  hora  del  almuerzo.  Después  de  almorzar  fué  cuando  se 
amotinó  la  gente  y  no  quifio  ir  á  su  trabajo;  de  contado,  oto  no 
fué  un  todo  de  conciencia,  de  su  parte,  pues  hombres  que  están 
premeditando  un  crimen  en  tal  coyuntura,  deben  tener  una  idea 
muy  extraña  de  la  moralidad. 

Las  opiniones  religiosas  de  la  tripulación  y  el  hecho,  (si  es 
verdad)   de  que  el  capitán  no   se  descuidaba  de  ellos,  no   puede 
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e¿ílo  ufoctar  la  cuestión  principal,  de  saber  á  qué  Estado  pertene- 
ce la  juri:-ilicci6n  en  este  caso.  El  infrascrito  j'a  ha  sentado  sus 
razones  en  nota  anterior,  demandan  lo  que  ol  asunto  del  Capi- 
tán Adains  no  podía  examinarle  jíor  tribilnal  alguno  del  Peni, 
y  sólo  necesita  observar  a  continuación  que  el  espacio  de  aguas 
peruanas  interpuesto  entre  el  «Jhon  (.¡jiimming»  y-  su  lancha, 
cuando  Smitli  locibió  la  muerte,  es  en  lo  que  se  funda  S.  E.  se- 
gún parteo  para  cjuitar  á  los  Esiudos  Unidor  su  juris  licción,  no 
inforniar  en  sentir  del  infrascrito  la  cuestión  que  actualmente  se 
considera.  Pnedo  inferirse  que  el  Consejo  do  Estado  de  Francia 
en  el  asunto  que  ya  se  ha  aludido,  del  buíjue  «Nwtor*,  decidió 
que  un  bntpie  y  su  lancha,  eran  legalmente  una  ¿nisma  cosa. 

Siendo  oslo  así,  la  lancha  del  «Jhon  Cumaiing»  era  una  parte 
del  buque,  y  la  tripulación,  con  el  hecho  de  apoderarle  ilc  ella, 
continuaba  el  moLin  y  era  tan  delincuente  c^mo  si  hubiese  [)er- 
raanoridd  a  bordo. 

V.  E.  echaiá  do  ver,  que  el  Consejo  de  Estado  de  Francia,  al 
decidir  en  favor  de  la  jurisdicción  de  los  Es.tiidos  Unidos,  no  hi- 
zo investigación  al<;una  sobre  los  hechos  cjue  tenía  cctuexión  con 
ellos,  ó  <iue  no  so  apoyasen  dtsde  luego  sobre  la  cuestión  de  ju- 
risdicció]!. 

Coii  respecto  á  la  estadía  del  .íJohn  Cumniing-)  motivada  por 
los  procedimientos  contra  su  capitán,  ante  el  juez  de  primera 
instancia  del  Callao,  dice  S.  E.  que  el  (tobierno  Peruano  no  .-ale 
respousal)le  de  ellos,  porque  ni  el  Go\)\k  rno  ni  funcionario  ¿vidu- 
ño decretó  en  su  nombre  ó  causó  la  detención.  Que  en  voz  de 
eso,  interesado  el  Perú  en  su  pronta  salida,  excitó  el  celo  del  in- 
frascrito y  de  los  consignatarios  para  (pie  despachasen  el  bm[ue, 
y  que  no  habiéndolo  verificado  nadie,  el  buque  seguía  detenido 
porque  nadie  pedía  su  despacho,  y  no  porque  se  hubiese  prohibi- 
do su  salida  del  Callao. 

El  infrascrito  pasó  á  ver  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, con  el  objeto  de  inducirle  á  que  expidiese  la  orden  de 
sobreseer  en  los  procedimientos  contra  el  capitán  Adams,  y  tam- 
bién para  que  saliese  el  buque  del  Callao,  con  su  capitán  á  bor- 
do, lo  cual  fue  denegado. 

La  causa  de  la  detención  fué,  en  prinier  lugar  el  juez,  quien 
fué  aprobado  por  el  Gobierno;  éste,  pues,  se  ha  constituido  desde 
luego  responsable  de  todas  las  pérdidas  ocasionadas  por  la  de- 
tención del  buque. 

Esta  es  la  opinión  que  el  infrascrito  ha  expresado  en  las  notas 
que  ha  dirigido  anteriormente  á  S.  IC.  y  la  misma  fjue  ha  tras- 
mitido en  sus  comunicaciones  al  Gobierno  do  lt)S  Iv^tados  Uni-r 
dos,  pidiendo  instrucciones- sobre  este  asunto. 
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'El  infrascrito,  aprovecha  esta  ocasión  para  ofrecer  á  S.  E.    la 
seguridad  de  su  mas  alta  consideración. 

/.  Randolfo  Clay.     . 

A  S.  E.  el  Dr.  D.  Manuel  Toribio  Ureto^  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  <fe.  &.  &; 


Legación  del  Per(i. 

Washington,  Noviembre  30  de  1855. 

Señor  Ministro: 

Suplico  á  US.  que  se  sirva  presentarle  á  S.  E.  el  Libertador 
Presidente  las  adjuntas  copias  de  comunicaciones  cambiadas  en- 
tre esta  Legación  y  el  Departamento  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos,  con  motivo  de  los  acontecimientos  que  se  siguieron  del 
homicidio  cometido  por  el  capitán  del  buque  americano  «Jhon 
Gammingí  en  las  Islas  de  Chincha,  el  6  de  Abril  último. 

No  dudo  que  sea  muy  satisfactorio  para  S.  E.  el  resultado  d^ 
la  reclamación  que  por  tales  acontecimientos,  y  en  virtud  de  las 
instrucciones  que  reciba  del  digno  antecesor  de  US.,  presenté  a 
este  Gobierno,  y  que 'después  de  la  lectura  de  las  citadas  comu- 
nicaciones, quedará  convencido  S.  E.  de  que  después  de  las  cir- 
cunstancias del  caso,  no  me  era  posible  hacer  ni  esperar  más  en 
vindicación  de  los  derechos  de  la  República 

La  inmensa  gravedad  de  esta  cuestión  ha  sido  reconocida  den- 
tro y  íbera  del  Perú,  y  hoy  que  ha  dejado  de  ser  objeto  de  discu- 
siones diplomáticas  debe,  en  mi  opinión,  hacerse  tan  público  st\ 
resaltado  final,  como  lo  fué  su  origen  y  los  injustificables  actos 
que  le  siguieron.  Se  alcanzaría  así  la  desaparición  del  recelo  ó 
desconfianza  que  haya  creado  en  el  país,  respecto  á  la  política  de 
este  Gobierno  aquella  cuestión,  y  que  causara  en  el  ánimo  de  al- 
gunos ciertas  dudas  manifestadas  en  el  Parlamento  y  en  los  pa- 
peles públicos  y  que  han  servido,  por  la  falta  de  un  conocimien- 
to completo  de  la  materia,  de  fundamento  para  censurar  severa- 
mente al  Gobierno. 

8S 
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Por  tales  consideraciones,  me  tomo  la  libertad  de  rogar  á  US 
que,  si  lo  tiene  á  bien,  se  sirva  indicar  á  S.  E.  el  Presidente  la 
necesidad  de  publicar  las  notas  que,  adjuntas,  tengo  el  honor  de 
dirigirle  á  US. 

Dios  guarde  á  US. 

S.  M. 

Junn  L  de  Osmu. 


(copia) 

Legación  del  Perú, 

Wnshwgtonj  Novietubre  23  de  ISSo. 

El  infrascrito.  Encargado  de  Negocios  de  la  República  de! 
Perú,  en  cumplimiento  de  las  órdenes  de  su  Gobierno,  recibidas 
con  retardo  a  causa  de  su  extravío  de  la  correspondencia,  tiene 
el  honor  de  dirigirle  al  Sr.  Secretario  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos  la  siguiente  comunicación. 

El  6  de  Abril  último.  Viernes  Santo,  hallándose  en  las  lálas 
de  Chincha,  la  fragata  americana  crjlion  Cumming»,  quiso  su  ca- 
pitán, E.  G.  Adams,  que  los  marineros  trabajasen,  como  de  ordi- 
nario; y  negándose  estos  á  ejecutarlo,  con  motiv^o  de  la  solemni- 
dad del  día,  el  más  respetado  de  la  Iglesia  católica,  se  armó 
Adams  de  un  sable  y  una  pistola,  y  acoiíipañado  del  j>iloto,  tam- 
bién armado,  h>s  amenazó  de  muerte.  Los  marineros  lograron 
desarmarlo,  y  mientras  bajaba  á  su  cámara  en  busca  de  otras  ar- 
mas, huyeron  en  un  bote  del  buque,  dirigiéndose  á  la  residencia 
del  Gobernador  de  las  Islas  con  el  objeto,  según  parece,  de  pedir- 
te protección.  El' capitán  Adams  subió  á  la  cubierta  de  su  buque 
armado  con  una  pistola  y  una]escopeta,  gritó,  por  tres  veces,  á  los 
marineros,  intimándoles  que  regresasen,  y  no  haciéndolo  estos, 
les  disparó  dos  tiros,  uno  de  los  cuales  hirió  al  contramaestre 
Jhon  Smith  que  falleció,  en  consecuencia,  á  las  pocas  horas. 

Los  botes  de  los  buques  americanos,  avisados  por  la  señal  de 
auxilio  de  la  «Jhon  Curaming»,  rodearon  á  los  marineros  que 
huían,  los  prendieron  y  condujeron  á  su  buque,  en  donde  fueron 
cruelmente  maltratados  por  el  capitán;  de  tal  manera  que  alga- 
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]iü5  de  ellos  pasaron  gravemente   enfermos  al  hospital  de  la  isla 
j>ara  ser  medicinados. 

Llegada  al  Callao  la  fnigata  «rjhon  Cumraing»  al  mismo  tiom- 
po  que  el  sumario  levantado  4)or  las  autoridades  de  las  Islas  de 
Chincha,  el  Juez  de  1*  Instancia  que  lo  recibió  usó  de  su  juris- 
dicción ordinaria,  y  prosiguió  la  causa  contra  Adams.  El  Cónsul 
de  los  instados  Unidos  en  el  Callao,  en  tal  capacidad,  se  dirigió 
viiLónces  al  juez  por  medio  do  una  carta,  dicíóndole «que  el  ca|)i- 
« tan  Adams  quedaba  detenido  en  el  Consulado  hasta  la  conclu- 
«Fión  de  la  causa  que  por  homicidio  se  le  seguía,  y  que  ól  sé 
K  constituía  responsable  de  la  presentación  de  diclio  eajntán  cuan- 
«  do  el  juez  lo  necesitase». 

Al  mismo  tiempo  el  Sr.  Clay,  Ministro  de  los  Estados  Unidos 
en  Lima,  se  dirigió  al  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República, 
oponiéndose  al  juzgamiento  del  reo  p.r  los  Tribunales  del  Perú, 
fundándose  éu  que  siendo  el  caso  de  pura  diso¡j)liiia  (en  la  opi- 
nión del  Sr.  Clay)  se  conservaba  para  el  conociniieutodel  mismo 
la  jurisdicción  de  la  bandera  del  buque;  a  lo  que  contestó  cum- 
plidamente el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  sostenien- 
do la  incuestionable  competencia  de  la  jurisdicción  nacional. 

Continuada  la  causa,  y  requerido  por  el  Juez  el  Cónsul  de  los 
Estados  Unidos  en  el  Callao,  para  que  presentara  al  ciipitáij 
Adams,  contestó  «que  se  eximía  de  toda  responsabilidad,  ale<rnn- 
«do  que  Adams  rehusa  presentarse».  Esto  lo  liacía  ul  Cónsul  un 
!nes  después  de  haber  asumido  la  responsabilidad  de  presentar- 
lo, y  al  mismo  tiempo  que  el  juzgado  le  exigía  la  ()resentación, 
dando  así  el  primer  paso  de  los  que  han  tenido  por  resultado, 
que  aquel  burle  la  acción  de  los  tribunales  íle  justicia,  á  que  es- 
taba sometido  legalmente  por  el  crimen  de  homicidio. 

Dos  días  después  de  aquella  singular  contestación  del  Cúnsal, 
el  16  de  Julio,  al  irse  á  practicar  una  diligencia  judicial,  a  bordo 
de  la  «Jhon  Cumming»,  en  donde  con  fundamento  se  suponía 
que  estaba  su  capitán,  encontró  el  comisionado  un  guardia  de  la 
fragata  de  guerra  de  los  Estados  Unidos  «Independenco'  que 
impidió  la  ejecución  do  la  orden.  El  infrascrito  hari  aquí  un 
esfuerzo  para  no  detener  la  atención  del  señor  Secretario  de  Es- 
tado, expresaado  la  profunda  amargura,  que,  en  común  con  Lo- 
dos sus  compatriotas,  le  ha  causado  ese  paso  del  comandante  de 
la  «Independence»,  y  deja  gustoso  á  la  consideración  del  muy 
II.  señor  Marcy,  el  apreciar  la  enormidad  del  ultraje  hecho  a  la 
la  soberanía  del  Perú  por  el  jefe  de  las  fuerzas  marítimas  de  los 
Estados  Unidos  en  el  Callao;  pues  ultraje,  y  ultraje  enorme,  es 
el  haber  empleado  la  fuerza  armada,  de  que  dispone,  para  impe- 
dir la  acción  de  los  tribunales  de  justicia  del  Perú,  dentro  del 
territorio  y  jurisdicción  del  Perú;  en  estado  de  paz  y  en    medio 
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<le  la  mejor  armonía  y  de  relaciones  estrechas  entre   ambas  Re- 
públicas. 

Élite  atentado  obligó  al  G  ibierní  ilel  infrascrito  á  adoptar  cier- 
tas medidas  de  precaución  on  el  objeto  de  evitar  su  repetición, 
é  invitó  al  señor  Ministro  de  los  Estados  Unidos  á  algunas  con- 
ferencias sobre  la  materia.  De  estas  resultó  un  arreglo  por  el  cual 
se  convino  en  retirar  de  la  «Jhon  Cumming»  la  tropa  que  de  la 
«Independence»  la  guarnecÍH, — 'jue  regresase  á  su  fondeadero 
•<ie  donde  se  había  m  )vido,  al  parecer  con  miras  hostiles,  la  refe- 
rida fragata  «Indap3ndenc3»  —  lue  un  escribano  fuese  á  la  «Jhon 
Cumming*  para  saber  que  no  estaba  á  su  bordo  A  lams — que  los 
tjonsignatarios  del  mismo  buque  solicitasen  su  despacho  para  es- 
te país— que  se  exhonerase  de  responmbilidad  por  la  no  presen- 
tación de  Adams  al  C6*nul  am  )ricano  en  el  C  lUao,  y,  p)r  ultimo, 
que  nada  de  esto  afectaba  la  cuestión  diplom'itica  pro  uovidi  por 
el  señor  Clay,  con  motivo  de  la  causa  seguida  al  capitán  de  la 
K.Jhon  Cummingf. 

El  señor  Secretario  de  Estado  le  permitirá  al  insfrascrito  que 
le  haga  notar  cuales  fueron  las  circunstancias  que  colocaron  al 
Gobierno  pertiano  en  la  necesidad  de  repeler  la  fuerza  con  la 
fuerza,  ó  de  adoptar  el  único  medio  que,  cortando  la  crisis  pro- 
ducida por  la  conducta  seguida  en  el  caso  de  que  se  03upa,  por 
nn  oficial  de  la  marina  do  los  Estados  Unido?,  salvara  la  digni- 
dad níicional,  sin  interrumpir  por  ui  solo  m^minto  las  bujnis 
relaciones  de  ambos  pueblos;  dejando  para  las  vías  diplomáticas 
las  reclamaciones  que,  en  vindicación  de  sus  derechos  y  en  desa- 
gravio de  una  ofensa,  está  obligado  á  presentar. 

Suponiendo  el  infrascrito  que  el  Departamento  de  Estaod  rt 
llalla  correctamente  enterado  de  los  hechos  todos  relativos  al 
asesinato  cometido  por  el  capitán  Adams  en  las  Islas  de  Chin- 
día,  de  la  intervención  ejercida  en  su  favor  y  para  salvarlo  de 
la  autoridad  délos  tribunales  peruanos,  de  su  fuga  é  impunidad, 
pasará,  en  consecuencia,  sin  detenerse  mas  en  ellos,  á  hacerse 
cargo  de  las  razones  expuestas  por  el  digno  é  ilustrado  Ministro 
de  esta  nación  en  el  Perú,  como  fundamento  de  su  protesta 
eontra  la  competencia  de  la  jurisdicción  peruana  para  juzgará 
^quel. 

Según  comprende  el  infrascrito,  el  señor  Clay  ha  pasado  so 
intervención  en  este  asunto  considerando  «que  siendo  el  asesina- 
to de  Smith  un  caso  de  disciplina,  se  conserva  para  el  conoci- 
miento del  mismo  la  jurisdicción  del  Estado  cuya  bandera  lleva 
el  buque».  Se  supone  con  esto  quo  el  crimen  de  Adams  fué  per- 
petrado á  bordo  de  la  tjhon  Cumming»,  y  se  supone  igualmente, 
de  una  manera  implícita,   que  matar  es  un  acto  de  disciplina 


r 


•       -  173  — 

autorizado  en  los  buques  de  los  Estados  Unidos.  Que  el  asesina* 
to  deSmitb  no  fué  cometido  á  bordo  del  buque  á  que  pertenecía, 
es  un  hecho  ya  notorio  y  probado,  y  en  cuanto  al  po<ler  y  atri- 
buciones de  un  capitán  sobre  sus  marineros,  por  muy  latas  que 
quieran  considerarse,  no  cree  el  infrascrito  que  se  les  pueda  su- 
poner, como  incluyeiK-'o  la  facultad  de  quitar  la  vida.  El  capi- 
tán de  un  baque  (como  cualquier  otro  hombre)  jniede  matar 
de  una  manera  justificable,  en  propia  defensa,  cuando  amenaza- 
do y  de  no  hacerlo  quede  real  y  verdaderamente  en  inmediato 
peligro  su  existencia;  pero  el  capitán  Adams  no  se  ha  encontrado 
en  tal  caso  respecto  de  Smith  que,  lejos  de  amonazarlo,  huía  de 
él,  buscando  la  protección  de  la  autoridad  local  contra  las  vio- 
lencias de  su  capitán,  y  se  hallaba  fuera  del  buque,  único  lugar 
en  que  podía  aquel  tjercer  actos  de  disciplina,  sea  í-ual  fuere  el 
poder  que  ge  suponga,  para  la  conservación  de  ebtn,  conferido  lú 
capitán  de  un  buque  mercante. 

Que  el  conocimiento  délos  delitos  de  cualqniria  naturaleza 
cometidos  á  bordo  de  un  buque  mercante,  mientras  é>te  se  hallo 
en  las  nguas  y  jurisdicción  de  un  Estado  extranjero,  K.n  juí^ti- 
tialiles  s<>lo  por  los  tribunales  del  país  al  que  el  buque  poitenere. 
ts  e!  principio  que  al  parecer  ?e  ha  querido  s<ntar  en  el  cu^o  de 
Adams  f>f»r  el  señor  Minií-trí»  de  los  Estados  Unid<:s  en  <  1  Perú. 
Auiique  el  at^esinato  hubiera  sido  comelido  dentro  do  la  «Jlion 
í'uniujin»,  lo  que  no  es  el  caso,  le  i  avece  al  iníia^rití^  que  no 
íCTÍa  necesario  refutar  tal  dcctrina,  con  la  iiutoiidad  de  eminen- 
tes publicistas,  porque  no  híiy  motivo  pi\vi\  creer  que  el  (tol)ierMo 
'ie  los  Estados  Cnidos  esté  <]i«i>ueí?to  á  sc^stener,  <ii:e  loy  hucjues 
mtrc&ntts  de  una  nación  mientras  fe  hall<  n  dt  ntro  dtl  t*  nitorio 
de  otra,  están  exclu.siví)niente  sujetos  á  la  juiis<liíción  «leí  país  á 
'jue  pertenecen,  ó,  lo  que  es  lo  inicuo,  q\íe  por  lu>:  íietn.s  il«;gales 
y  crírnenes  de  toda  e>peeie,  'lue  cometan  á  bordo  de  ta!«s  buques 
i"»3  individuos  que  l('S  tripulen,  no  «on  e.sios  r(^polí-ílbl(s  á  las 
íPyes  l<»cales  que  violan  con  esomi^niTs  a(to<.  La  juriíi'li«eión  de 
fin  país  ucoinjíafiará  á  sus  bu([ues  menanUs  dei;tro  ile  los  lírni- 
tcs  de  otro,  en  lo  que  respecta  á  b.s  oldij^aciones  y  íI*  beres  recí- 
procos de  aquellas  peisunas  que  í'ornian  b\  trij-ulaeióíi,  e?-'(o  es, 
Hi  lo  que  hace  á  la  conservaeión  y  <lisei}»!ina  interi«5rdel  buípie; 
]»rro  no,  para  pretender  exterritoiialidad,  en  favor  de  :-u.s  capita- 
i.^,  marineros  Oc,  que  cometeti  crímenes  dentro  de  esos  líiíiitesy 
<n  viohición  de  las  leves  del  P^-tado. 

El  f>Oí]er  soberano  de  la  k'^i^Iación  naeional  se  exiiend«í  á  la 
regulación  de  los  dereclje>s  de  los  ciuda«laijOs  del  Estado,  y  A  to- 
das las  cosas  que  afecten  su  eondición  civil.  Se  extiende,  igual- 
mente, con  ciertas  excej>eiones,  á  la  suprema  autoridad,  sobre 
to<las  las  pensónos,  ciudadanos  ó  extranjeros,  dentro  del  territo- 
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rio,  y  á  los  críinenes  cometidos  por  ellos,  dentro  del  mismo.  Al- 
gunas de  esas  excepciones  nacen  de  las  leyes  internacionales  y 
otras  son  efectos  de  especiales  contratos.  (Huberus,  tomo  2,  lil>. 
mít.  ?>d-Conflict.  Ley.) 

Cada  (lobierno  tiene  exclusiva  jurisdicción  dentro  de  sus  pro- 
pios límites  territoriales  y  comunidad  d"^  jurisdicción  en  losaltos 
marcH.  Como  una  consoí  uencia,  cada  nación  tiene  el  derecho  <!»' 
darse  las  instituciones  i>olíticMS  y  sociales  que  quiera,  sin  que 
ninguna  otra  ten^a  autoridad  para  mezclarse  en  ello.  Incluítla 
en  esta  conse  uomia  está  el  derecho  de  cada  nación  para  estable- 
cer las  leyes  Mu!U(;i])ales  que  niejor  le  parezcan  en  el  ejercicn» 
de  su  soberana  voluntad,  cuyas  leyes  son  co-extensivas  en  ope- 
ración con  su  territorial  poder  y  soberanía.  Sin  esto  no  puede 
existir,  la  independencia  de  los  Estados.  (Altornez  General  of 
the  LJ.  S.  Opinión  in  the  case  of  tho  Peruvian  Bark  Eliza  18.')5). 

Por  las  leyes  do  Ini^laterra,  que  han  sido  en  este  respecto  adop- 
tadas en  los  Estados  Unidos,  ofensas  criminales  so  consideran 
eíiteramente  locahs  y  solo  justiciables  por  los  tribunales  de  jus- 
ticia dtl  país  don<le  se  cometen. 

Es  un  |)rinci|)io  estiblecrdo  de  ilerecho  int*3rnaci«na1,  que  los 
buquís  públici-s  y  particulares,  ó  de  guerra  y  mercanies  <Íe  cada 
nación,  en  los  alhjs  ntarcs  yffjera  de  Jos  lint ¡1-%"^  tni'llorial^s  de  círo 
L\fadf>,  e.-tán  sujetos  solamente  á  la  jurisdicción  del  pníñ  á  qu»; 
pt^rtenec-n.  Pero  los  buques  mercantes  de  un  Estado  oí]  los  puer- 
to^ de  otro,  no  c4áa  creídos  de  la  jurisdíceión  lomly  á  no  ser  ¡j^'f 
en nrcn  ios  t  sp  ^cia  Irs, 

K^ío  j)rinci})io  ha  sido  afirmado  en  la  Corte  Suprema  de  lo** 
Estad^)S  Unidos  on  el  caso  del  «Exclr'nge)).  Al  pronunciar  la 
seíítencia  do  la  Corle,  su  I^Thidente  (el  respetable  jurisconsulto 
Marslmll)  hizo  pre-ente  que  la  jurisdicción  <le  las  Cortes  de  Jus- 
tií'ia,  era  una  par'e  de  la  qjie  poseía  la  Nación  como  listado  in- 
dependiente V  soberano. 

La  juiisdi'ción  de  \ina. nación,  dcnitro  de  su  propio  territorio, 
es  exclusiva  y  absoluta,  no  susceptible  de  limitación  alguna, 
quo  no  se  ¡[U'ionga  ella  misma.  Cualquiera  r(.stric''ióa  sobre  e«a 
jurisdic(NÓn  (jue  provenga  de  un  origen  externo,  cíjuivaldría  á 
una  disminución  de  su  soberanía,  y  á  la  investidura  de  ella  en 
la  potencia  que  impusiese  tal  roslricción.  Toda  excepción,  p^r 
consiguiente,  al.  completo  ó  ilimitado  polerde  una  nación  dentro 
<lo  su  proi)io  territorio,  did>e  buscarse  en  el  consentimiento  de  la 
nación  mis:na — (días  no  pueden  tener  ningún  otro  origen  legí- 
timo— una  clara  distinción  ha  de  existir  entre  los  derechos  con- 
cedidos á  individuos  particulares  ó  buques  mercantes,  sus  oficia- 
les y  tripulación,  y  los  que  vse  concetlen  á  los  buques  de  guerra 
que  constituyen  parte  de  la  fuerza  militar  de  la  nación. 
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Cuando  individuos  parliculares  entran  en  el  territorio  de  un 
Estado  por  capricho  6  por  negocios,  mezclándose  indistintamente 
con  los  habitantes  de  éste,  ó  cuando  buques  mercantes  entran 
con  el  objeto  de  comerciar,  sería  altamente  inconveniente  y  pe- 
ligniso  á  la  sociedad  y  sují  taiía  á  hií*  leyes  á  constantes  infrac- 
ciones, si  tales  individuos  no  se  liallastn  sometidos  temporal 
mente  á  la  ley  Iccal  y  sujetos  á  la  juris<ticción  del  país.  Un  Es" 
tado  no  f»uede  lener  motivo  ¡  aia  desear   tales   exenciones.    Sus* 

í"  ciudadanos  quede  esta  manera  se  dirigen  á  países  extranjeros, 
no  están  empleados  por  él  ni  ocu(>ádos  en  negocios  nacionales. 
Hay,  por  consiguiente,  pí  iiero^os  motivos  ]  ara  i.o  exceftuar  á  se- 
mejantes personas  de  la  jiirisdicvión  del  país  donde  se  hallen  y 
ninguno  para  reciuerirlo.  (7.  ('ranc]j<  Ropoits  p.  114.) 

Sobre  ese  primijíio,  per  el  conseniiniienlo  iiuánimc  de  todas 
las  naciones,  un  extranjero  está  ¿«njt  lo  á  la  ley  local;  pero  en  la 
práctica,  las  naciones  no  han  rocUuiia«ío  aún  juiisdicción  sobre 
los  buques  de  guerra  de  un  soberano  Petarlo  extranjero  que  en- 
tren en  puertos  abiertos  á  .'^u  n  r-fiM-ión.  (Wln-aton.  Elements  of 
National  Law-on  ilie  righls  <;r(  i\i!  A:  rrin^inal  I.egislation.) 

Una  nación  que  ocupa  paríe  «Íel  innv  a<iyav*enie  tiene  la  sobe- 
ranía y  ej  dominio  de  ella  por  ias  leyes  dei  KMado,  y  tiene  por 
concluiente  el  derecho  «le  proljil>ir  cjueotra  nación  asuma  auto- 
ridaii,  ó  ejerza  acto  alguno  de  soh'-ianía  dentro  del  e-j>acio  sobre 
el  cual  se  extiende  su  imperio  y  forma  su  .jurisdicción  territo- 
rial, (Wolfins jus.  et  Gen.  Cap.  3. — (írotiiis  dejare  Beili  el  Pa- 
C¡8  Lib.  2.  Cap.  3.  AzAini,  Maritime  Lan-Í  hap.  :>.  Wattel  &.) 

E«tá  limitado  al  territorio  el  imperio  criminal,  ningún  acto  de 
su  autoridad  puede  ejercerse  en  paiVes  extrarijíMo^?,  sin  violación 
de  sus  derechos. — Por  consecuencia,  la  persecución  de  un  delin- 
cuente por  hombres  armados,  su  captura  ó  9xtra«i¡ción  por  fuer- 
za no  puede  tener  lugar  en  un  fjaís  extranjero  sin  permiso  del 
Soberano,  excepto  en  el  caso  de  que  se  haya  hecho  un  tratado 
que  lo  autorice.  (Marten  Lew  of  natir.ns  chap.  o.) 

l/a  ley  de  24  de  Sttiendire  de  ]7>>ÍW|ue    estableció    las   cortes 

*  de  justicia  de  los  Estados  Unidos  no  extiende   la  jurisdicción    de 

dichas  cortes  al  c*<mocimif^nto  de  los  crímenes  do  homicidio  ó  fe- 
lonía que  cometan  ciudjídanos  americanos  en  las  ai^ua.^  y  dentro 
de  la  jurisc  icción  territorial  die  algún  país  extranjero. — Esa  ley 
declara,  que  las  Cortes  de  los  E^tad.os  Unidos  juzgarán  todos  los 
crímenes  y  ofensas  que  se  cometan  en  ruh  i^r^p^'tiros  dl-^lritof*  6  en 
los  altos  mares,  cuyo  cont  cimiento  corresponde  á  la  autoridad  de 
los  Estados  Unidos.  (Unites  States  Siatute*^  at  Large  vol.  1*?  p. 
p.  76-79.) 

Por  los  tratados  antes  concluidos  entre  los  Estallos  Unidos  j 
la  República  del  Perú,  como  por  los  qiie  actualmente  existen  en- 
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tro  aQibos  pueblos,  no  aparece  que  el  Perú  jamás  haya  concedi- 
do á  esta  nación  el  derecho  de  conocer  judicialmente  en  ningún 
crimen  ú  ofensa  cometida  por  algún  ciudadano  americano  dentro 
del  territorio  peruano;  ui  la  entrega  de  tal  delincuente  ó  crimi- 
nal para  ser  juzgado  por  una  corte  de  I03  Estados  Unidos  6  por 
otra  cualquiera.  Lejos  de  eso,  por  el  tratado  vigente  de  Julio  de 
1851,  artículo  29,(1)  la  Repúbli<ia  del  Perú  concede  á  los  ciuda- 
danos de  los  Estados  Unidos  entera  libertad  para  comerciar  en 
cualquiera  parte  de  su  territorio,  en  t<ido  género  de  efectos,  merca-  | 

dería,  &,  «sometiéndose  á  las  mismas  leyes,  decretos  y  usos   esta-  ' 

«blecidos  para  los  ciudadanos  del  pais».  El  artículo  19  del  mismo 
tratado,  que  el  infrascrito  cree  muy  del  caso  copiar  aquí,  dice: 

«Las  altas  partes  contratantes  ofrecen  y  se  comprometen  á  dar 
la  más  cumplida  protección  á  las  personas  y  propiedades  de   los 
ciudadanos  de  una  újotra  parte,    de  todas   clases  y   ocupaciones    • 
que  puedan  estar  en  los  territorios  sujetos  á  su    respectiva  juris- 
dicción; ya  sean  transeúntes   ó  domiciliados;  dándoles  libre  acce- 
so ante  los  tribunales  de  justicia  para  sus  lecursos  judiciales  en 
los  mismos    términos  que   son  de  uso  y  costumbre  con  los  natu- 
rales ó  ciudadanos   de  los   países  en  donde  se  hallen,  para  cuyo 
efecto  podrán  emplear  en  defensa  de  sus  derechos  los   abogados, 
procuradores,  escribanos  y  agentes,  de  cualquiera  clase  qiie  crean 
conveniente.      Dichos  ciudadanos  ]ió  podrán  ser  presos  «sin  que 
«  preceda  un  auto  (le  {)risión  y  en  vista   de   una   orden    firmada 
«por  una  autoridad  legal,  excepto  en  lo^  casos  «ie  delito  infragan- 
« tis,  y  siempre  se  les  hará  compxrocer  ante   un  juez  ú  otra  auto- 
«ridad  legal,  para  tomarle  declaraciones  dMitrj  del  término   de 
veinticuatro  horas  de-ipués  del  arresto,  y  si  en  este  tiempo  no   se 
le  ha  tomado  declaracionos,  el   acusado   será   puesto   inmediata- 
mente en  libertad.  Cuando  se  detenp[a  á  los  susodichos   ciudada- 
nos, se  les  trataiá  con  humanidad  duianto   su    prisión    y    no   se 
empleará  con  ellos  ningún  rigor  innecesario». 

Lo  expuesto,  en  la  opinión  del  infraserito,  es  muy  suficiente 
para  dejar  probado  que  el  homicidio  cometido  por  el  capitán 
Adams,  del  buque  mercante  americano  «Jhon  Cumming»,  en  las 
Islas  de  Chincha,  el  6  de  Abril  del  presente  año,  era  exclusiva- 
mente justiciable  por  los  res}>ectiv()s  tribunales  del  Perú,  y  no 
por  rorte  alguna  ó  autoridad  de  los  Estados  Unidos;  y  que  la  in- 
tervención ejercida  para  sustraerlo  de  la  jurisdicción  peruana 
por  el  honorable  J.  R.  Clay,  Ministro  de  los  Estados  Unidos  en 
Linia,  }  muy  particularmente  la  injustificable  del  comandante 
Mervine  de  la  marina  de  la  mi^ma  nación,  ha  sido  una  violación 
de  la  ley  internacional,  derogatoria  de  los  derechos  y  dignidad 


[l]Véaa<;  esc  Tratado  ea  el  tomo  VII. 
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del  Perú  como  un  Estado  independíente  y  amigo,  y  por  el  cual 
tiene  sobrado  fundamtrnto  para  quejarse  y  esperar  reparación. 

Consideraciones  de  conveniencia  concurren  eon  los  mas  sanos 
principios  de  derecho  público  á  indicar  la  necesidad  de  abstener- 
se de  aplicar  á  las  líepúblicas  Hispano- Americanas  ninguna  re- 
gla de  derecho  público  cuya  aplicación  no  admitan  para  sí  los 
Estados  Unidos— que  se  consulte  el  bienestar  de  ellas  y  se  culti- 
ve su  amistad  con  una  adhesión  imparcial  á  h-s  principios  esta- 
blecidos de  jurÍ8j»rudencia  internacional  éntrelos  pueblos  cris- 
tianos— (attorney  gi  neral  ot.the  S.  U.,  ut  supra). 

Al  citar  nuevamente  la  mas  alta  autoridad  legal  de  los  Esta- 
dos Unidos,  no  ha  tenido  el  infrascrito  otro  objeto  que  manifes- 
tar lo  penetrado  que  se  halla  de  las  fraternales  disposiciones  que 
animan  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  para  estrechar  los 
lazos  de  unión  que  deben  existir  siempre  entre  las  grandes  y  las 
pequeñas  Repúblicas  de  este  Continente,  y  por  consecuencia  lo 
superfino  que  considera  suplicarle,  especialmente  al  honorable 
señor  Marcy,  que  so  (lÍ2:ne  conceder  al  objeto  de  esta  nota  su  par- 
ticular atención. 

El  infrascrito  tiene  el  honor  de  ofrecerle,  nuevamente  al  señor 
Secretario  de  E-slado,  !;is  seguridades  do  si:  nuis  alta  considera- 
ción. 

Jitan  I.  dr  O.^inn. 

Al  muy  II.  W.  L.   Marey   Sec  retarlo  de   Estado  de  los   Estados 
T 'nidos. 


(rói'iA) 

Departamento  de  Estado, 

Wc^hlugto)!^  Xovienihre  27  de  1«S?5. 

El  infrascrito,  Secretario  de  Estado  de  los  Eí^tados  Unidos, 
tiene  el  honor  de  su-usar  reeil)o  do  hi  noUx  del  scñur  Osnia,  En- 
cargado de  Negocio-- (K  i  Terii,  del  23  del  eori'iente,  relativa  al 
homicidio  que  se  le  alega  hah'  r  sido  cometido  en  las  Islas  de 
Chincha,  el  t)  de  Abrii  úilimo,  }>or  el  capitán  E.  (í.  Adams  del 
buque  americano  «Jlion  Cumrning». 
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Eli  contestación,  tiene  el  honor  el  infrascrito  de  hacer  saber  al 
señor  Osma  que  ha  leído  su  comunicación  con  toda  la  atención 
debida  á  la  importancia  de  la  materia,  y  la  que  la  hábil  y  clara 
manera  en  que  es  tratada  no  podía  dejar  de  exigir. 

Los  princii  ios  geneíales  de  derecho  internacional  aplicados  á 
este  caso,  aparecen  correctamente  expuestos  por  el  señor  Osma. 
Sin  embargo,  al  tratar  de  su  arreglo,  en  consecuencia  del  ajuste 
heclio  entre  el  señor  Clay  y  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Ptrú,  el  señor  Osma  omite*  mencionar  uno  de  los  mas 
importantes  puntos  de  aquel  ajuste,  á  saber:  un  compromiso  de 
la  parte  del  stñor  Clay  que  el  capitán  Adams  á  su  regreso  á  los 
Estados  Unidos  sería  diligentemente  encausado  por  el  crimen 
que  sé  le  imputa.—  El  infrascrito  tiene  el  honor  de  comunicarle 
al  señor  Osma  que  al  recibirse  en  este  Departamento  el  convenio 
referido,  no  se  perdió  tiempo  en  instruir  al  Fiscal  de  los  Estados 
Unidos  en  el  distrito  de  Virgini}^  para  que,  en  conformidad,  pro- 
cediera contra  el  capitán  Adams. 

El  infrascrito  tiene  el  honor  de  informarle  además  al  señor 
Osma,  que  tales  instrucciones  se  le  han  dirigido  sobre  este  ne- 
gocio al  mismo  señor  Clay,  que  se  espera  eviten  para  lo  futuro 
la  repetición  de  cualesquiera  incidente  que  haya  sida  contrario 
á  los  derechos,  ó  hayan  herido  la  justa  sensibilidad  del  Gobier- 
no y  pueblo  del  Perú;  incidentes  que  son  hondamente  sentidos 
por  el  Gobierno  de  de  los  Estados  Unidos. 

El  infravScrito,  a[«rovecha  do  esta  oportunida<l,  para  ofrecerle 
al  señor  Osma  las  seguridad»\s  de  su  muy  alta  consideración. 


W.  L.  Marcy, 


Al  señor  D.  Juan  I.  de  Osma,  &.  &. 


Mimüla'io  de  Relacione f^  luttriores. 


Lima^  Enero  25  de  1856. 


Señor  Ministro  Residente  del  Perú  en  en  los  Estados  Unidos. 

Por  el  último  vapor  contesté  á  US.  su  nota  de-23  de  Noviem- 
bre, cuyo  duplicado  he  recibido  ayer,  bajo  el  número  50, 

Con  los  números  51  y  55  me  han  llegado  también  at  mismo 
tiempo  la  nota  de  US.  de  30  de  dicho  mes  y  18  del  próximo  pa- 
sado y  las  copias  á  que  se  refieren  de  la  correspondencia  que  ha 
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ino.lÍH.lo  .ntre  US.  y  el  .oñor  Serelari.  .le  Esta.lo   de  la  Uniún- 

ol  i;  .le  Al.ril  uUi.r..MXT  E.  (í.    A.l.n,.,    capiUa    .le   ^^    t"^"'¿ 
ticia  ul  nu-.it..  .le  US-  en  I-.  ÍK.r.r.s...  !* '•^•''■V'^'^,^/     'Trí'.  ^ne 

ci.-.ñ  .:r.  e'.  c.-.  «¡e  '.a  ..li.on  Cti-.:-....-.i..^  .  y  en    t....  -^  •  >   S  ' e 
rraM  .;.  :a  -.r.i^n.a  ..af.i-.'.e.a:  y  W.-n  .a..-  I :..  'V^.  ...    '•  ^'^^W!^. 
,o  ,-.T.  .i.  =;<.r-v.-:-..  5..rsatu;\.:t.r;u~q-ie  parc/.-an    1...   s^^> 

n^K-.'-i-u-s  .1.- 13  --i-ii.le  que  l.ayau  loliio  íht  para  e    ,  n.. 
P.;  le  1...  E-.a  las  Uni '...  \o.  e.  a-a.la'  •-  -s  .n...k.nt.^.  .    n  ^.^.    a 
^.,...:....a  .1.1  .l.:u..  .l..A.a:n;.  -    'v:;^^:^;:^;:   í'- lo  Í- 

r,-l,..s  .le  nue--:ra  .  ..-la.r.a  >  n  .-..a  .......  •  ^^^  .-,,,   ,,^ 

n.ú=.  h.  vu.:to  á  !..r  .  .-.  .-m..  •:-  -vt:  u.  ■•  ^  I""-  ^  ;,  .,  ;^,    „,,,. 

.la...  .  )  I.  „i.i.   -■    <,-.r    Mir.-v    í>"'-e    «r:naK-.a::i-v:it5    .«- 

prom;-o  a  .,-.e  a.  ;  !•-•  v.    >rii  .r    .ua. ....  j 

A.lair.s  en  E-;a.;os  L"'.  :'i'S    «H  r-n  1- -i- 'o   'a 

tra..:r.iti.-,áN'.u-vaY..:k  el  pane   te..^u.:v:.   o.--   -y;! '_';:;;>:  ,„i 
ue  N..v:eu:l.re.   La  K..i.V.li<a  ent.-ra  .i-.-:ruta  .i.-  -a  t-a.-.j  .i- 

He  p..-a-lo  -A  >r.  M-  .-tro  ce  IIaeK-.;.ia  f    ;  ^•;.  '|,^^ ,  ,„  ^-.,1- 
,los  í- .iKrr^e  óc-<-  ú¿^rUi  en  el  Pacíne  ». 


l>*.  »5  L:".:inie  ú  I  ? 


Ft-'H-.c-'-co  Q'.íro.!f 


^  1      \  ca-'t:  c 


pr   •-  ••    »'^     <-*^  ^'*  P''-?-"' '  '•'^- 
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Legación  del  Perú. 


Washington f  Febrero  18  de  1856. 


8.  M. 


Por  la  muy  apreciada  comunicación  de  US.,  fecha  25  de  Enero^ 
veo,  con  sentimiento,  que  no  lia  dejado  satisfecho  á  S.  E.  el  Presi- 
dente la  contestación  que  dio  el  Secretario  de  Estado  de  los  Es- 
tados Unidos  á  mi  nota  de  23  de  Noviembre,  relativa  a  la  cues- 
tión de  jurisdicción  suscitada  por  el  Ministro  americano  en  esa 
<*on  motivo  del  juzgamiento  del  capitán  Adams. 

Me  permitirá  US.  hacerle  presente,  que  al  aceptar  como  satis- 
factoria la  referida  nota  del  Secretario  de  Estado,  lo  hice  única- 
mente en  vista  de  la  declaración  de  «que  los  principios  de  dere- 
cho internacional  aplicados  al  caso  de  Adams,  íí parecían  correc- 
tamente expuestos  en  mi  nota  del  23  de  Noviembre». 

Esta  declaración  me  pareció  entóneos,  y  me  parece  lr>y,  un 
reconocimiínto  muy  esplícito  de  nuestro  derecho,  pue^to  que  yo 
sostenía  aque  el  homicidio  cometido  por  aquel  en  las  Islas  de 
Cliincha,  era  exclusivamente  justiciable  i)or  los  respectivos  tri- 
bunales del  Perú,  y  no  por  corte  alguna  ó  autoridad  d^  !os  Es- 
tados Unidos». 

También  tengo  el  honor  de  hacerle  presente  á  US,  quecuanda 
recibí  la  nota  citada  del  Secretario  de  Estado,  tenía  va  conoci- 
miento  del  contenido  de  una  comunicación  que  en  31  de  Agosto 
se  le  dirigió  al  señor  Clay,  y  por  el  cual  su  Gobierno  le  manifesta- 
ba que  en  el  caso  do  Adams  era  incuestionable  la  jurisdicción  del 
Perú  para  juzgarlo  y  castigarlo.  De  ningún  modo  podía  decir 
otro  cosa  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  que,  como  sabe  el 
señor  Clay,  no  ha  cedido  hasta  el  día  su  derecho  para  juzgar  to- 
dos los  crímenes  que  so  cometan  en  buques  mercantes  extranje- 
ros, mientras  se  hallen  dentro  de  los  línMtes  de  su  territorio. 

Uy.  se  sirve  decirme,  que  no  existe  en  el  protocolo  de  20  de 
Julio  el  compromiso  á  que  alude  el  señor  Marcy  sobre  enjuicia- 
miento de  Adams  ásu  regreso  á  listados  Unidos.  (1) — Tampoco  se 
hace  referencia  de  tal  compromiso  en  ninguno  do  los  documen- 
tos que,  respecto  a  este  negocio,  he  recibido  de  ese  Ministerio; 
pero  conociendo  la  exactitud  y  reserva  con  que  se  redactan  en  el 
Departamento   de   Estado  las  comunicaciones    diplomáticas,  me 


[1]  Véase  esc  P.  otocolo  en  la  págioa  151. 
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yeo  forzado  á  creer  que  en  la  cópii  del  protocolo  remitido  por 
«1  señor  Clay,  tiene  su  origen  la  Aseveración  del  Secretario  de 
Estado. 

Dios  guarde  US. 

S.  \f . 

Juan  L  de  Osma, 

Seaor  Ministro  de  Estado  y  de  Relaciones  Exteriores. 


Rep&hlica  Peruafia. — Juzgado  de  1^  Instancia  de    la  provincia   del 
Callao. 

Julio  18  (fe  1855. 
Señor  Ministro  de  E-itado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

S.  M. 

Tengo  la  honra  de  acompañar  á  US.  testimonio  de  la  senten- 
<áa  pionunciada  en  esta  fecha  contra  Ettlinger  G.  Adams,  capi- 
tán de  la  fragata  americana  «Jhon  Cumming»  en  la  causa  crimi- 
nal que  se  le  sigue  por  delito  de  homicidio  en  la  persona  d« 
Jhon  Smith;  ad  virtiendo  á  US.  que  pasadas  seis  horas  se  remiti- 
rán los  autos  al  Superior  Tribunal  por  apelación  ó  consulla. 

Lo  que  se  servirá  US.  poner  en  conocimiento  de  S.  E  para  los 
fines  consiguientes. 

Dios  guarda  á  US.  S,  M. 

M.  Felipe  Paz-Soldír^.  (1) 


[i]  Véase  esa  sent  !ncta  en  la  página  15t 
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Legación  del  Perú, 


^Vashiusllon,  Abril  3  de  1850. 


S.  M. 


Adjuntas  encontrará  US.,  copias  de  notas  recieutciuente  cam 
biadas  entre  esta  Legación  y  el  Departamento  de  Estado  de  los 
Estados  Unidos,  relativas  al  caso  de  E.  G.  Adains,  capitán  del 
buque  americano  «Jhon  Cumming.» 

No  abrigo  duda  alguna  de  que  S.  E.  me  honrará  aprobando 
los  términos  y  el  objeto  de  la  nota,  que  sin  perder  momento  1a 
dirigí  al  Secretario  de  Estado  al  saber  la  llegada  y  arresto  de 
Adams.  Por  sensible  que  sea  la  impunidad  de  éste  por  el  homi- 
cidio que  cometió  en  las  Islas  de  Chincha,  los  derechos  y  la  dig- 
nidad del  Perú,  tan  comprometidos  en  su  caso,  no  me  permitían 
obrar  sino  de  la  manera  que  lo  he  hecho. 

Aunque  la  contestación  del  señor  Secretario  de  Estado  dá  lu- 
gar para  dirigirle  á  S.  E.  otra  comunicación,  con  el  objeto  de 
rectificar  parte  de  su  contenido,  he  juzgado  preferible,  habiendo 
obtenido  toda  la  satisfacción  y  justicia  que,  en  mi  opinión,  po- 
dían esperarse,  no  prolongar  una  discusión  ya  tan  pesada  sin  íiu 
alguno  de  importaiicia. 


Dios  ;:uar Je  á  US. 


o 


S  ^í 


Juan  L  de  Otsrna. 


Señor  Ministro  Je  Estado  y  de  Relaciones  Exteriores. 


((-opia) 


Ley.cióíi  del  Pira. 


^Vashijigtony  Marzo  25  de  1856. 


El  infrascrito,  Ministro  Residente  del  Peni,  le  trasmitió  á  su 
Gobierno  copia  d  •  la  nota  que  tuvo  el  honor  de  dirigirle  al  se- 
ñor Secretario  de  Estado  de.  los  Estados    Unido^con  fecha  23  de 
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líoviembre,  y  de  la  contestación  que  se  óigno  darle  S.  E.  relati- 
va á  la  cuestión  de  jurisdicción  suscitada  |>or  el  señor  Ministro 
de  los  Estadofc  L'nidos  en  Lima,  con  motivo  del  juzgamiento  del 
capitán  Adams,  acusado  de  haber  cometido  un  asesinato,  en  las 
Islas  de  Chincha,  en  el  mes  de  Abril  del  año  último. 

Tiene  ahora  el  honor  el  infrascrito  de  manifestar  al  p.mI  >r  Se- 
cretario de  Estado,  que  su  Gobierno,  ál  aj)robar  los  térnji'.'-s  de 
la  nota  del  23  de  Nt»viembre,  arriba  referida,  y  al  ajírt*.  .ar  la 
prontitu<l  con  que  (1  de  los  Esladoá  Unidos  se  apresuró  á  ius- 
truir  al  señor  Clay  para  que  evitase  en  lo  futuro  la  repetición  de 
casos  que,  como  la  intervención  ejercida  en  favor  del  capitán 
Adam--,  sean  atentatorios  á  los  derechos  del  Perú,  le  ha  onlena- 
do  rf'ctificar  un  error  que  se  advierte  en  la  comunicación  deS. 
E.  el  infrascrito,  feeha  27  del  mismo  mes.    (1) 

•  Suponiendo  el  señor  Secretario  de  Eí-tado  que  en  el  arregl(»  que 
puso  término  al  uso  de  la  fuerza  armada  de  los  Estados  Unidos 
para  salvar  á  Adams  de  la  acción  de  los  tribunales  peruanos,  se 
convino  que  dicho  capitán  sería  juzgado  á  su  rccfreso  á  este  {)aís, 
por  el  delito  que  se  alegaba  había  cometido  en  el  tiMritorio  del 
Perú,  se  sirvió  informarle  al  infrascrito,  que  en  con>e5uencia  se 
le  habían  dado  instrucciones  al  Fiscal  «lo  los  Estados  Unidos,  en 
el  distrito  Oriental  de  V^irgiiiia,  pira  que  [)roceMtra  contra 
Adams.  El  infrascrito  tiene  el  honor  de  asci^urarle  al  señor  Se- 
crelario  de  Estado,  que,  j)or  el  referido  arreglo,  del  que  a<]junto 
incluyo  una  coj)ia,  ni  de  modo  alguno  ha  convenido  tu  üobierncT 
en  que  se  juzgue  aquí  al  capitán  Adams,  i)or  el  crimen  cometi- 
do por  61  dentro  de  los  límites  y  jurisdicción  del  Perú. 

líl  capitán  Adams,  por  medio  de  la  intervención  de  los  agen- 
tos  oficiales  del  Gobierno  de  los  E-tados  Unidos,  y  por  un  acto 
sin  ejemplo  de  parte  del  Comandante  de  la  fragata  «Indepen- 
dence»,  logró  fugar  de  la  República  y,  por  consecuencia,  no  ha- 
biendo cedido  el  Perú  su  exclusiva  jurisdicción  en  el  caso,  es  an- 
te sus  tribunales  de  justicia  un  reo  prófugo,  juzgado  y  sentencia- 
do como  tal,  y  cuya  pena  se  le  aplicaría  en  cualquier  tiempo  que 
])udiera  ser  encontrado  ó  conducido  por  medios  legales,  dentro 
del  territorio  peruano. 

Informado  hoy  de  la  llegada  del  capitán  Adams,  se  apresura 
el  infrascrito  á  dirigirle  esta  nota  al  señor  Secretario  de  P>tado, 
con  el  objeto  de  evitar  que  se  proceda  contra  aquel  en  los  Esta- 
dos Unidos  por  un  delito  que,  conforme  á  derecho  ha  sido  juzga- 
do en  el  Perú  y  respecto  al  cual  no  ha  habido  cesión  de  juris- 
dicción. 


[1]  Página  177 
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Dígnese  V.  E.,  el  señor  Secretario  de  Estado,  aceptar  las  segu- 
ridades de  alto  respeto  y  muy  distinguida  consideración  del  iiv 
frascriío. 

Juan  L  de  Osma. 
Exorno,  señor  Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos. 


(copia.) 

Departamento  de  Estado. 

Washingtony  Marzo  27  de  1856. 

El  infrascrito,  Secretario  de  Estado  de  íos  Estados  Unidos,  tie- 
ne el  honor  de  acusar  recibo  del  oficio  del  señor  Osma,  Ministro 
Residente  de  la  República  del  Perú,  de  25  del  presente,  en  el 
asunto  de  E.  G.  Adams,  capitán  del  buque  «Jhon  Cumraing*. 

En  respuesta,  el  infrascrito  tiene  el  honor  de  informar  al  señor 
Osma,  que  aunque  el  artículo  5?  del  protocolo  de  20  de  Julio  últi- 
mo (1)  no  contiene  literalmente  en  sí  la  estipulación  de  que  el  ca- 
pitán Adams  fuese  puesto  en  libertad  con  la  condición  de  que  al 
llegar  á  este,  país  fuese  sometido  á  un  tribunal  de  los  Estados 
Unidos,  sin  embargo  dicho  artículo  supone,  por  sus  términos,  qne 
se  refiere  al  arreglo  celebrado  entre  el  cónsul  de  los  Estados  Uni- 
dos, en  Lima,  y  el  capitán  Adams  y  del  cual  se  acompaña  una 
copia. 

El  arreglo  mismo  fué,  en  consecuencia,  tomado  por  parte  del 
protocolo,  y  como  tal  se  interpretó  como  abandono  voluntarlo 
que  hacía  el  Perú  de  su  jurisdicción  en  este  caso  particular. 

Este  gobierno  ni  niega,  ni  quiere  negar,  el  derecho  general  de 
jurisdicción  de  aquel  Gobierno  en  casos  iguales;  pero  si  los  he- 
chos han  sido  exactamente  presentados  á  este  Departamento,  es 
difícil  inaugurar  un  caso  en  el  que^  suponiendo  que  el  Perú  ba- 
ya tenido  en  mira  únicamente  un  objeto  de  justicia,  le  hubiera 
sido  mas  conveniente  abandonar  su  derecho,  y  en  el  que,  por 
consiguiente,  se  hubiera  podido  dar  este  paso  sin  desdoro  de  su 
honor. 

El  infrascrito  edtá  bajo  la  impresión  de  que  al  condenar  la 
conducta  del  comandante  de  la  fragata  «Independence»  como  un 

(1)  iQsrrto  en  la  página  161 
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hecho  sin  precedente,  el  señor  Osma  exajera  la  importancia  de 
dicha  conducta.  Por  lo  que  sabe  este  Departamento,  lo  único 
que  hizo  este  oficial  fué  cumbiar  de  fondeadero  la  «Independen- 
cia» en  la  bahía  del  Callao,  y  poner  cuatro  marinos  á  bordo  del 
«Jhon  Cumming*  para  proteger  la  propiedad  á  bordo  de  éste  por- 
que estaba  sin  tripulación.  El  protocolo  inisnio  á  que  me  lie  re- 
ferido, contiene  estipulaciones  pan  que  se  retirasen  la  fragata  y 
loe  marinos,  y  como  tales  fines  se  aceptasen,  como  arreglo  de  la 
controversia,  el  infrascrito  siente  que  este  apunt  j  haya  dejado 
tan  desagradable  impresión  al  Gobierno  peruano. 

Respecto  á  la  solicitud  del  señor  Osma,  para  que  no  se  instau- 
ren procedimientos  contra  el  capitm  Adams  en  este  país,  el  in- 
frascrito le  avisa  que  se  empezaron  los  procedimientos  antes  de 
haber  sido  recibida  la  nota  del  señor  Osma.  Pero,  puesto  que,  se- 
gfún  dice  el  señor  Osma,  el  capitán  Adams  fué  juzgado  y  senten- 
ciado por  un  tribunal  del  Perú,  no  puede  legalmente  ser  juzgado 
por  el  mismo  delito  en  este  país.  Se  ha  ordenado,  en  consecuencia, 
al  Fiscal  de  los  Estados  Unidos,  para  que  el  distrito  oriental  de 
Virginia  suspenda  todo  procedimiento  ulterior  contra  él. 

El  infrascrito  aprovecha  de  esta  ocasión  <fe. 

W.  ü.  Marcy. 

Al  señor  don  J.  I.  de  Osma  &.  &. 


Minulerio  de  RelaciancM  Exteriores. 

ChorrilloSf  Mayo  12  de  1856. 
Señor  Ministro  Residente  del  Perú  en  Estados  Unidos. 

S.  E.  el  Presidente,  á  quien  he  tenido  la  honra  de  leer  el  apre- 
ciable  oficio  de  US.,  fecha  3  del  mes  próximo  pasado,  y  las  copias 
que  US.  me  acompaña,  de  la  correspondencia  seguida  entre 
US.  y  el  Secretario  de  Estado  dé  los  Estados  (luidos,  con 
motivo  de  la  llegada  á  Norte  América  y  del  arresto  del  capitán 
Adams;  se  ha  servido  aprobar,  en  todas  sus  partes,  la  conducta 
observada  por  US.  en  este  asunto,  y  se  ha  complacido  en  su  sa- 
tisfactoria conclusión,  debida  sin  duda,  no  solo  á   la   evidente 

Si 
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justicia  del  Perú  y  á  la  rectitud  del  Gabinete  de  Washing- 
ton, sino  á  la  celosa  inteligencia  con  que  ha  sabido  US.  sostener 
y  hacer  triunfar  en  materia  tan  grave  y  de  tan  delicada  trascen- 
dencia, la  soberanía  y  la  honra  de  su  patria. 

Al  comunicarlo  á  US.  me  es  grato  suscribirme  su  atento  y  obe- 
diente servidor. 

José  María  Stgun. 


CORRBPONDBNCIA  ENTRE  LA  COMISIÓN  PERMANENTE  DEL  CüKRPO  LE- 
GISLATIVO Y  EL  MINISTERIO  DR  RliLACIONRS  EXTERIORKS,  SOBRR 
LOS  SUCESOS  OCURRIDOS  Á  BORDO  DEL  BERGANTÍN  «EMILIO  RON- 
DANINI» — 1869. 

Comisión  Permanente  del  Cuerpo  Legislativo. 

Lima,  á  20  de  Julio  de  1869. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exterio- 
res. 

S.  M. 

En  sesión  del  13  de  este  mes,  la  Comisión  ha  aprobado  el  si- 
guiente dictamen: 

«Señor: — Con  motivo  de  los  sucesos  que,  al  anochecer  del  "23 
de  Agosto  último,  tuvieron  lugar  á  bordo  de  Ja  barca  italiana 
«Emilio  Rondanini»,  surta  en  las  aguas  de  Chincha,  y  de  los  que 
inmediatamente  después  ocurrieron  en  el  modo  y  forma  que  mas 
tarde  relataremos,  el  Gobernador  de  las  Islas  mandó  instruir  el 
respectivo  sumario;  y,  en  efecto,  lo  instruyó  el  juez  de  paz  de 
Pisco;  lo  que  dio  lugar  á  que  el  H.  Sr.  Encargado  de  Negocios 
de  It:»l¡a  ocurriese  oficialmente,  y  por  escrito,  a  nuestro  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  (l)solicitando,  que  éste  dictara  «ílas  dis- 
posiciones conducentes  á  que  las  autoridades  respectivas  (las  loca- 
les se  entiende)  reconozcan  la  autoridad  consular  italiana  como  la 
única  competente  para  juzgar  de  las  transgresiones  de  cualquiera 

[1]  Página  19. 
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Tiataralez;\  que  sean,  que  puedan  ocurrir  á  bonlo  '.t-  i»;!  ;  i-s  lUx- 
líanos»;  é  invocando,  en  a[»oTO  ile  su  demanda,    no  e''Au>nla  nin- 
guna de  los  dos  tratados  q.ie  nu^  li.:iii  con  Italia.  <\::í)  íÍ  »s  ;»r¡n- 
cipios  de  derecho  público,   (ju»?  reg  ;liin  la  di-cipli:».!    i'H-rÍL»¡  de 
los  b'iq  ic-3  y  la  juri«><l¡;ci '>:i   rc'-|»eríivH«.     líar-^uio-  n  »tar.  «In-.le 
ahora,  e^ta  cirjunstdneia,  p-'f-jue  e'li  aíTe  iita: — 1"*  tjue  á  juici» 
del  H.  í?r.  Garrón,  por  lo  infiichí  h;.-ta  e^-a  It-'-Iui,  n¡n;^'Uíio  du  los 
pactos  meiiciona  los,  ni  el  do  paz  y  .ui.i-Ut  1,  ni  ei  c  »:i-ular,  justi- 
ficaban ¿.:  pre>?nsi6i);  pues*')  que  a!  hubor  tenido   tal  coiivenc-i- 
inienío,  e:i  lugir  de  ap-.-lar  ú  doríri-  as  g^vi^^rale?,  5Ít.':ipre  di-^u- 
tibles,  hiibría  apelado  natural'n^^nte  á  la  letra  ó  a!  í^-píriiu  b!. ¿ribe- 
ra de  aig;:no  de  esos  co:u{;roiiiiso5,   do  fuerza  obliga  loria   i.id¡é- 
putable: — 2?  que  nuestro  Mi'ii-íro  *l^  R*^!:K¡*^»nes  Ext  tí  «res  ii..i 
ppoce<3ido,   \.h:)T  decirlo  así.  ulira-príita,   aband-jnaudo  el   único 
terrtruo  á  que  fué  provoca  i  o,  y  en  q'i^,  cíimo  !<i  pn»bare'n'»s  ni.'s 
adelan*.?.   i^^lo  le  favore^jía,  y  colo';ánd"se  expont'iuí^amctíto  tn 
otro,  pitra  dar,  sin  resistei.cia  aíjruT  ;i,  la  v:«.t  ria  á  q^nen.   t-  ii.o 
hemos   vi-:^,  <^e  había  dado*  i  i::j  lícita  me:  ite  j.'tr   vei.eidu  e:i  ti, 
desde  el  j»rinc:pio.  Hay  qi»^  hacer  i:otar  lod.ivj'a.  ':*j:i  t-^ív  iri  ::- 
TO,  que,  habiendo  preien  ü'lo  el  di[';o'n 'tioo  ÍMra:.o,  no  simple- 
mente i'i  le  sus   Cónsules   cono-^-ie.^::!    de  loi   delit  ^s  cjir.ctil  ¿  ú 
bordo  de  I*«s  buques   d^  su  nacijn   en  nu'  str-»?  ru.  rt"?,   pira  s - 
meter  dcs:»ué?  á  ios  deli:i''u».-!.t«:=  á  lo-  i':7^'i'lo=   t-  rrií'^ri'i'.»'-   d-.- 
SU   palrÍA,  sini  para  el  ef-rcto  d^  que  ell»j.<?  iivi  u   i  los  j  z^,..  •.  n, 
es  decir,  e'-rcienm.  en  tolo  r-1  r.j'-*r  d*.-  e-f'.í  j^'l^'^va   'ur:-  iivjiv'i 
criminaj,  el  rnismo  Sr.  M:n:*trr>.  qiie  re?--  :vi'«  s  1  r-  i-unt-,»  no  so- 
metido á  deliberación,   se  nc-c:''»  j*  deüb»  rar.   v  silirrA'i»'»,   l'nn  *r\e 
por  olvido  sin  duda,  una  exigencia.  q^:e  a<lín,:V    it-  -*  r  :»'  >ol-: Ci- 
mente iiiü'Cequible  y  de  ]»!ano  rechazable.   f*rt\  i./  ;ri  -i.   pu-.-i j 
que  te:. día  nada  menos,  que  á  i^nmlar  al  Perú  co:.  la  J*  -'    :'a  y 
las  otras  encalas  de  Orir-níe,  á  d-.nde  ú:.i?vi.^n:-  j  »za        •  O.- 
sales  de  tan  singular  prerrogativa- 
Hecha  e^ía  digresión,  á  q^ie  r^'s  l^tbía  c:.!'.: Mo  la  rj.'.r.uKi- 
dad  y  f  orrelación  que  entre  sí  tÍT..^n   las  ob=vrvr:  i-.n.-.T  a:-  :..i..- 
das,  co:.i:nuan.c»3  el  relato.    El  ?r.  MÍ!:i-iro  de  ííel  •cioí,..-s  Exte- 
riores c<  rrij  vista  al  Fiscal  de  ;m   Exc::.a.   O  iic  .t  j:  n.n.::.    ic  la 

M. 

reclarna::<.»n  referida:  v,  ex:  e  ::  ia  r.ue  f'.é,  :  1  tr^r  ^' '.  ui.a  -r*  'ita 
ex[>o¿ici¿:i.  1 2  <  en  qut  pr .  ci;r  '>  c'»'./:':tíir  i:.-  r¿;  '.■Le-  j-  .r  e^-  :...:.  i  »- 
narij  al-gadas  en  fav-jr  d^  la  j:ri- ::«"ci''.iU  :...*.•.•:. :il,  ye:,  q  :e 
concluyó  pr^r  frríror.^^r  a.  Ex'*:.,. .  >r-  P:—:j -:.■.•  I-,  .i  IC  ;  '.' '  .:íi 
la  ac*rTt.ic:ón  de  las  xtk^  decaiaiiontr";  -i^-iii-riite-:  •  .ue.  c  ^iif-rir.  í 
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al  artículo  17  de  la  Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  (1) 
las  autoridades  locales  no  son  competentes  para  conocer  de  los  de- 
litos que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  morcantes  italianos, 
entre  gentes  de  la  tripulación,  cuaíido  no  se  haya  alterado  la 
tranquilidad  del  puerto,  3-,  viceversa,  respecto  de  los  buques  pe- 
ruanos en  aguas  italianas:  2-  que  el  mismo  principio  debe  se- 
guirse con  los  demás  buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que 
las  naciones  á  que  pertenecen  lo  observen  con  el  Perú;  y  3?  que 
en  el  caso  de  la  barca  italiana  «Emilio  Rondanini»,  tratándose 
de  hechos  ocurridos  exclusivamente  entre  gentes  de  la  tripula- 
ción, y  no  habiéndose  alterado  la  tranquilidad  del  puerto,  las 
autoridades  nacionales  no  son  competentes  para  conocer  de  él;  y, 
por  consiguiente,  que  los  presos  deben  ser  puestos  á  disposición 
del  Consulado  general  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia».  Ellas  fueron 
aceptadas  por  el  Consejo  de  Ministros;  y,  con  el  objeto  de  que 
tuvieran  fuerza  legal  obligatoria,  se  expidió  el  supremo  decreto 
de  28  de  Febrero,  (2)  que  ha  motiv^ado  la  proposición  del  H.  Sr. 
Oviedo,  para  que  se  represente  al  Poder  Ejecutivo,  á  fin  de  que 
lo  enmiende  ó  revoque,  por  ser  sus  disposiciones  contrarias  á  la 
Constitución  y  á  las  leyes. 

¿Lo  son  en  efecto?  Hé  aquí  la  gravísima,  muy  trascendental 
cuestión  cuyo  estudio  se  nos  ha  confiado,  y  á  cuya  solución  uo 
hemos  vacilado  en  entalegarnos  con  tanta  consagración  como  con- 
ciencia, penetrados,  como  estamos,  de  que  el  deber  y  el  patriotis- 
mo, no  pueden  dejar  de  inspirar  fuerzas  á  nuestra  debilidad, 
cuando  se  trata  de  salvar  intereses  pAblicos,  nacionales  é  inter- 
nacionales, tan  preciosos  como  los  comprometidos  en  la  resolución 
mencionada. 


Pero,  antes  de  analizar  la  primera  de  las  conclusiones  del  Mi- 
nisterio, con  el  objeto  de  averiguar  si  fija  ella  el  verdadero  sen- 
tido de  la  cláusula  17  de  la  Convención  Consular,  ó  si  la  falsea, 
ocurre  naturalmente  preguntar:  ¿estaba  en  las  facultades  del  Mi- 
nistro interpretarla  por  sí  solo?  ¿Ddbía  hacerlo,  cuando  la  otra 
parte  contratante  no  ha  puesto  en  duda  su  sentido  literal?  ¿Cuan- 
do, por  el  contrario,  el  no  haberla  invocado  en  apoyo  de  su  pre- 
tensión, hacía  creer  que  no  le  daba  todo  el  alcance  que  le  atri- 
buye el  Sr.  Barrenechea?  ¿Es  digno  haber  pronunciado  un  fallo 
contra  la  jurisdicción  nacional,  que  es  parte  déla  soberanía,  que 
es  la  soberanía  misma,  sin  discusión  diplomática  y  sin  que  hubie- 
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ra  precedido  siquiera  una  fliraj^le  gestión  ad-hocl  ¿Es  político  ha- 
cer voluntariamente  una  declaratoria,  que,  por  justa,  que^por  con- 
veniente que  fuese,  iba  precisamente  á  lastimar  el  sentimiento 
nacional,  tan  susceptible  siempre  al  recuerdo  de  las  humillaciones 
que  alguna  vez  nos  impusieran  las  grandes  potencias,  como  está 
dignamente  excitado  ahora  con  el  brillante  ensayo,  que  de  nues- 
tras fuerzas  hicimos  ( 1  venturoso  2  de  Mayo? 

Mas,  como  de  todas  estas  cuestiones,  solo  la  primera  es  de 
nuestra  incumbencia  actual,  preguntaremos  de  nuevo:  ¿estaba  en 
las  facultades  del  Sr,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  pronun- 
ciar, no  ya  del  modo  como  lo  ha  hecho,  de  cualquier  otro  que 
fuera,  la  interpretación  de  la  Convenc'ón  consular  con  Italia? 
No,  sin  duda;  porque,  para  interpreta!  las  leyes,  se  requieren  lo* 
mismos  trámites  que  para  su  formación,  según  el  artículo  75  de 
la  Constitución;  y  porqut,  conforme  al  inciso  1?,  artículo  59  de 
la  misma,  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Congreso  dar  leyes, 
interpretarlas,  modificarlas  ó  derogarlas.  La  dificultad  no  podía 
salvarse  sino  sosteniendo,  6  bien  que  la  Convención  consular  y, 
en  general,  los  tratados  no  son  leyes,  ó  que  la  declaración  hecha 
por  el  H.  Sr.  Barrenechea  no  es  una  verdadera  y  positiva  inter- 
pretación. En  cuanto  á  lo  primero,  por  si  no  fuere  suficiente  ob- 
servar que  los  tratados  obligan  á  todos  los  individuos  de  la  na- 
ción, de  la  misma  manera  que  los  obligan  las  leyes  internas,  re- 
cordaremos que  el  artículo  últimamente  citado,  en  su  inciso  16, 
dá  únicamente  al  Congreso  el  derecho  de  sancionar  los  tratados 
de  paz,  concordatos  y  demás  convenciones  celebradas  con  los  go- 
biernos extranjeros;  reservando  al  Ejecutivo  (inciso  11,  artículo 
93)  la  atribución  de  celebrarlos,  pero  con  la  precisa  condición  de 
que  serán  sometidos  al  Congreso.  Y,  en  cuanto  á  lo  segando,  no 
puede  caber  duda  á  quién  rt-flexione,  que  interpretar  es  explicar 
el  sentido  de  una  cosa  dudo^a;  que  es  declarar,  tratándose  de  un 
pensamiento  escrito,  la  inteligencia  qup,  por  tales  ó  cuales  razo- 
nes, tiene,  ajuicio  del  que  lo  interpreta.  ¿Ha  hecho  algo  mas  que 
esto,  ú  otra  cosa  que  no  sea  esto,  el  II.  señor  Barrenecha? 

El  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  emitió,  oficial- 
mente, cierta  opinión  sobre  la  mente  de  la  cláusula  coiisular,  y 
esto,  á  solicitud  del  Mini>terio  de  Estado;  el  señor  Ministro  le 
atribuye,  por  su  parte,  mas  lato  significado.  ¿Quién  tiene  razón? 
Si  bien  merece  'nucho  respt-to  el  parecer  del  uno  por  la  autori- 
dad que  le  nlá  y  la  com[)'?tencia  ({ue  su[)one  el  (lesj)aelio  <le  la 
cartera  do  Relaciones  Exteriores,  no  menos  lo  merece  el  otro, 
desde  que,  por  la  naturaleza  del  elevado  cargo  que  desempeña, 
está  llamado  á  vigilar  el  exaeto  cumplimiento  de  las  leyes,  á  pe- 
dir su  estricta  aplicación,  y  dchxle  que,  para  mayor  abundamien- 
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to,  está  expresa  y  caai  exclusivamente  dostinado,-  por  muchas  y 
muy  diferentes  disposiciones  patrias,  á  defender  la  jurisdicción 
nacional.  ¿Qué  es,  pues,  lo  que  devió  hacerse,  en  vista  de  esta 
contradicción  de  pareceres?  Ya  que  se  desvió  la  cuestión  del  ca- 
mino que  le  trazara  el  propio  Agente  de  Italia,  ya  que  se  la  lle- 
vó á  un  terreno  eri/ado  de  dificultades,  y  en  el  que  el  Ejecutivo 
no  podía  fonstitucional mente  solucionarla  por  sí  solo,  debióse,  á 
nuestro  humilde  juic  o,  ó  bien  aplazarla  hasta  la  reunión  de  la 
Legislatura  ordinaria,  por  uno  do  los  muchos  temperamentos  de 
que,  SÍ!'  meniíua  de  nadie,  es  tan  fecunda  la  Diplomacia,  ó  bien 
convor-ar  extraordinariamente  al  Congreso,  si  las  circunstancias 
er«n  tan  apremiantes  que  así  lo  exigiesen.  Pero,  tratándose  de 
interj>retar,  de  ninguna  manera;  era  lícito  prescindir  del  Poder 
Legislativo,  del  único  poder  que,  por  haber  sancionado  la  Con- 
vención desj)ués  de  estudiarla  y  de  discutirla,  es  también  quien 
únicamente  tenía  toda  la  competencia  necesaria,  para  definir  y 
declarar,  á  nombre  del  Perú,  la  verdadera  mente  de  todos  y  de 
cada  uno  de  sus  artículos. 

Y  no  fuera  esta  la  primera  vez  que  tal  obligación  se  ejercita- 
ra, pueírto  que  ya  la  hemos  visto  puesta  en  práctica  por  nuestro 
miüino  ;^ol>ierno,  con  motivo  de  las  dudas  que  se  suscitaron  para 
la  inteligencia  de  una  concesión  hecha  á  los  Estados  Unidos  de 
Norte  Améiiea,  de  que  sus  buques  balleneros  pudieran  vender 
en  Tumbes  aceite  v  otras  merciulerías  hasta  la  cantidad  de  dos- 
cientos  pesus,  sin  juagar  derechos  de  ningún  género.  El  artículo 
12  del  trat'ulo  de  2*)  de  Julio  de  1852,  (jue  la  contieno,  hubo  de 
ser  interpretado,  pnra  determinar  á  que  especie  de  artículos  "se 
refiere  la  fníse  otro^i  ■ft}ercader¡as]  y  para  hacer  la  interpr:*tación, 
fué  necesario  nn  nuevo  tratado,  que  llegó  á  celebrarse,  en  4  de 
Julio  de  1^5^)7,  y  á  a{)robarse,  por  el  Congreso,  en  3  de  Octubre 
del  mismo  año.  (1) 

Panera  de  Cí^tC'  ejemr>lo  <lo  respett>  á  la  ley,  ya  cita<lo  jior  el  se* 
ñor  Fisí'al  Urcta,  hay  otro  no  menos  elocuente,  que,  por  su  es* 
trecha  annlí)gía  Cí^n  é!,  no  jjodrmos  menos  de  citar  también- 
Puesto  en  tjen.'ieio  el  tratado  postal  con  Inglaterra,  do  i  3  de 
Agosto  (le  1^51,  se  tro|M  zó  con  algunas  dificultades,  para  su 
])rovcchosa  ajílicaeión.  A  fin  de  ohviarhis,  y  no  obstante  que 
eran  jnituntes  los  l)enoricit)s  de  la  ref')rnia,  (pie,  en  i)iicto  adicio- 
nal, n()S  prometía  la  otra  j>ar''e  contratante,  no  se  cioyó  compe- 
tente el  (Jolíicrno.  Consultó,  entónces,[al  Cons(\jo  de  E.-tado;  y 
este  Cuerpo,  alagando  la  urgencia  de  la  reforma  y  su  evidente 
utilidad,  convino  en  que  se  pronuilgara  el    nuevo   pacto;   y,    en 

]l]   Téaec  esos  Tintados  en  el  toiuo  Vil. 


—  191  — 


«fecto,  se  promulgó,  el  7  (le  Octubre  de  1S53;  pero  impuso  la 
condición  expresa  y  siue-qua  non,  «le  someterlo  al  próximo  Con- 
greso, calidad  que  ni  siquiera  se  ha  reservado  en  el  supremo  de- 
creto de  28  de  Febrero  último.  (1) 

Vamos,  ahora,  á  la  cláusula  consular  interpretada.  Ella  dice: 
«En  todo  lo  que  concierne  á  la  policía  de  los  puertos  a  la  carga 
y  descarga  de  los  buques  v  á  la  conducción  y  segundad^  de  las 
mercaderías  6  efectos,  se  o"bservarán  l.xs  leyes,  estatutos  o  regla- 
mentos territoriales.» 

.  Los  Cónsules  generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  v  Delegados 
ó  Agentes  consulares,  conocerán  exclusivamente  del  orden  o  po- 
licía interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  respectivas  nacio- 
nea,  y  resolverán  las  controversias  ó  diicrencias  existentes  entre 
los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  especialmente  cuando  se  refieran 
A  #uí  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios.» 

«Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,^  á  menos  qu* 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desordenes  que  per- 
turben la  tranquilidad  ó  el  órdon  pi'iblico,  en  tieiTa  o  en  el  puer- 
to: intervenárán  también,  cuando  so  haya  ingerido  en  aquellas 
disensiones  alguna  persona  del  lugar,  ó  que  no  pertenezca  á  la 
tripulación,» 

«  En  los  demás  casos,  las  autoridades  se  limitarán  a  auxiliar 
eficazmente  á  los  agentes  consulares,  si  estos  h.s  requieren,  para 
hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier  individuo  per- 
teneciente á.  la  tripulación.» 

En  el  primero  de  estos  cuo.i  o  irA-.^afo^  ópe  .odo-,  fo  establece, 
que.  no  sólo  la  carg-i.la  descarga  y  custodia  de  hus  ine;  cadc-ias,  quc- 
San  sometidas  á  las  leyes  del  país,  sino  también  cuanto  acto  dei  bu- 
que y  de  sus  tripulantes  diga  relación  con  la  pohcia  del  i>uerto. 
Esto  uo  és  sino  el  reconocimiento  de  un  principio  universalmen- 
te  aceptado,  consecuencia,  en  especie,  ó  .lerivacu.n  de  otro  prin- 
cipio mucho  más  general:-el  imperio  y  dominio  que  toda  na- 
ción tiene  y  ejerce  en  toda  la  extensión  de  su  terrilono,  y,  por 
consiguiente,  en  sus  costas  y  aguas  territoriales,  que  asi  se  lia- 
man,  porque  también  forman  parte  de  su  territorio. 

Claro  es  que  este  imperio  y  dominio  serían  ilusorios  sin  tener 
la  facultad  de  conservar  el  orden  y  la  seguridad  en  to.los  los  lu- 
gares á  donde  se  extiende:  y  que  estos  mismos  beneficios  seriau 
imposibles  en  daño  de  los  propios  baques,  si  la  autoridad  local 
no  pudiera  reglamentar  la  policía,  y  hacerla  efectiva  respecto  de 
toda  aquella  TK)hlación  flotante  que  forman  las  embarciicioues. 
cuando  llegan  á  los  puertos.  Tan  absoluta  y  tan   indispensable 

[1]  Véate  esos  Pactos  en  el  tomo  VIII. 
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98  esta  r^gla^sobre  policía,  qúo  de  ella  uo  están  exentos,  en  lo 
esencial,  ni  aún  los  buques  de  ¿Uerra. 

El  segundo  párrafo  prescribe^  qu^  corresponde  al  exclusivo 
conocimiento  d(;  los  Cónsules,  ó  de  \^s  que  hagan  sus  veces,  la 
policía  interior  de  los  buques  de  su  nación,  y,  por   consecuencia 

.de  esta  reserva,  que  podrán  resolver  las  disputas  (puesto que  esta 
palabra  es  sinónima  de* controversias  ó  diferencias)  que  ocurran 
entre  las  gentes  de  la  tripulación,  especialmente  cuando  se  refie- 
ran á  sus  contratos  ó  pagos  de  salarios.  Como  se  vé,  esto  no  es  si- 
no una  limitación  del  principio  en  el  párrafo  anterior  sanciona- 
do; una  simple  excepción  de  él,  en  virtud  de  la  cual  queda  in- 
hibida la  autoridad  local  de  toda  aquella  parte  de  la  policía  del 

,  puerto  que  se  refiere  á  la  policía  interior  del  buque.  Las  embarca- 
ciones mercantes,  aunque  dedicadas  á  fines   personales  y  á   inte- 
reses privados,  y  aunque,  por  esta  razón,  no  disfrutan  de  los  mis- 
mos privilegios  que  las  embarcaciones  do   guerra,    destinadas  á 
fines  públicos  y  á  servicios  oficiales  y,   por  lo  tanto,   de   carácter 
internacional,  no  obstante  tan  notable  diferencia,  repetimos,    las 
primeras  llevan  dentro  de  sí  una  sociedad  especial, /ormada   ba- 
jo el  amparo  del  pabellón  que  enarbolan,  y  sujetas,  en  cuanto  al 
servicio  del  buque  y  en  cuanto  á  los  contratos  que  para  el    efecto 
celebren,  á  las  costumbres,  prácticas  y  leyes  del  país  que   dicho 
pabellón  indica.  De  donde  proviene  la   conveniencia  y  aún   ia 
necesidad  de  que  esas  leyes,   prácticas  y  costumbres  les  hean  apli- 
cadas en  todos  esos  casos  de  especialidad  á  que  ellos  se  refieren, 
y  que  lo  sean  por  el  único  que,  por  conocerhvs,  puede  aplicarlas; 
es  decir,  por  el  Cónsul,  que  es  la  sola   persona   oficialmente   au- 
tarizada  en   los    puertos    extranjeros   á   que  el    buque  arriba. 
.Y  como  la  excepr^ión  no  puede  tener  más  alcance  que   la   razón 
en  que  se  funda  ó  de  donde  se  deriva,  es  evidente,  que  solo  á  los 
casos  mencionados  so  puede  extenderla  autoridad  de  los  Cónsu- 
les; ó,  lo  que  es  lo  mismo,  á  los  de  policía  del  buque  y  á  los  con- 
tratos de  los  tripulantes  ó  entre  tripulantes. 

Viene  á  ser  esta  una  ej?pecie  de  jurisdicción  privativa  ó  más 
bien  de  fuero  privilegiado  que  se  les  concede  en  cuanto  á  estos 
dos  puntos,  como  la  que  tuvieran  los  jefes  de  batallón  para  el 
conocimiento  de  las  faltas  cometidas  dentro  de  los  cuarteles  en  ma- 
teria de  servicio,  de  policía  militar,  y  la  que  se  les  acordara  para 
fallar  sobre  las  controversias  ]ue  entre  los  capitanes,  oficiales  y 
soldados  ocurriesen,  principalmente  sobre  enganche,  prest  6 
cualquier  otro  contrato  de  carácter  militar  también.  De  estai 
atribuciones  y,  que  suponemos  concedidas,  y  quo  creemos  la  dis- 
frutan en  realidad  los  Comandantes  de  cuerpo,  al  menos,  indu- 
dablemente en  la  parte  que  se  refiere  á  la   policía   del    cuartel, 
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¿podría  deducirse,  Va  ^e  juzgur  ellos  mismos  y  la  de  juzgar  por 
las  Uyes  militares  los  delitos  comunes  cometidos  por  sus  subor- 
dinados? No  por  cierto,  líos  juzgarían  los  jueces  ordinarios  del 
distrito  judicial  y  territorial  en  que  el  cuartel  estuviese  situado; 
y,  no  con  arreglo  á  las  ordenan'¿as  del  ejército,  sino  á  l^s  dispo- 
siciones del  Có'ligo  penal  que  rige  en  la  República. 

Como  las  infracciones  de  policía  de  á  bordo  y.  las  diferencias 
entre  los  tripulantes  de  que  se  ha  hablado  en  los  dos  párrafos  ya 
copentados,  pudieran  tomar  tal  gravedad,  que  de  unas  ú  otraa 
se  originaran  desórdenes,  por  ejemplo,  injurias,  riña,  insubordi- 
nación, borrachera,  tropelías,  &,  era  necesario  definir  á  cual  de 
las  autoridades  citadas,  si  á  la  consular  ó  á  la  local,  correspondía 
conocer  de  ellos,  cuando,  tomando  nueva  faz  perdiesen  su  carác- 
ter primitivo,  para  convertirse  en  marcadas  alteraciones  del  or- 
den y  en  desórdenes  tales,  que,  propiamente  puedan  y  deban 
llamarse  crímenes.  Por  esta  razón,  porque  los  desórdenes  algu- 
nos pueden  ser  de  tal  naturaleza  que  perturben  la  tranquilidad 
solo  en  el  buque,  y  otros  que  la  perturben  en  el  puerto  y  aún  en 
tierra,  el  párrafo  tercero  hace  clara,  aunque  implícitamente,  es- 
ta trascendental  distinción,  en  el  hecho  de  facultar  á  las  autori- 
dades locales  para  que  intervengan  en  los  dos  últimos;  añadien- 
do, que  intervendrán,  además,  cuando  se  hayan  ingerido  en  aque- 
llas discusiones  personas  del  lugar  ó  que  no  pertenezcan  á  la  tri- 
pulación del  buque.  Y  decimos  que  tal  distinción  se  ha  hecho, 
clara  aunque  imfiJícitíiniento-,  porque,  desde  que  deja  estos  casos 
á  la  autoridad  local,  se  entiende  lógica  y  fatalmente,  que  perte- 
necen á  la  consular,  todos  los  hechos  que  no  sean  estos,  es  deeir, 
todos  aquellos  en  que  los  desórdenes  producidos  ó  nada  pertur- 
ben 6  solo  perturben  la  tranquilidad  del  buque. 

Conviene  notar,  que  la  palabra  intervenir^  por  la  naturaleza 
de  su  significado,  se  refiere  á  algo,  porque  no  se  puede  hablar  de 
intervenir  si  no  es  en  algo,  si  no  hay  cosa  en  la  cual  se  interven- 
ga. ¿Cuál  es  éste  algo  en  el  caso  que  nos  ocupa?  ¿A^  qué  cosa  se 
refiere  la  intervención  que,  aunque  en  redacción  negativa,  con- 
fiere éste  período  á  las  autoridados  locales?  O  no  se  refiere  á  na- 
da absolutamente,  ó  se  refiere  á  infracciones  de  poli cU  y  á  contro- 
versias ó  diferencias^  de  que  se  viene  hablando,  y  que  forman  el 
punto  cardinal  del  párrafo  precedente. 

La  oración  está  de  tal  modo  redactada,  que  atendiendo  á  su 
régimen,  á  su  colocación  y  á  su  contenido,  satisface  á  estas  pre- 
guntas y  se  presta  á  estas  contestaciones.  ¿Intervenir,  quiénes? 
¿Las  autoridades  locales?  ¿En  qué?  En  las  infracciones  de  poli- 
cía y  en  las  controversias  ó  diñ^rencias  que  ocurran  abordo. 
¿Cuándo?    Cuando  ocurran   desórdenes.    ¿De  qué  clase?     De  los 
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qno  perturban  el  orden  y  la  tranquilidad  publica.  ¿El 
orden  ó  la  tranquilidad  pública  de  donde  6  en  donde?  En  tierra 
6  en  el  puerto.  ¿En  algunos  otros  casos  mas  pueden  intervenir 
las  autoridades  locales?  Sí;  cuando  en  aquellas  disensiones  se 
hayan  ingerido  personas  del  buque  ó  que  no  pertenezcan  á  la 
tripulación.  í.as  circunstancias  mismas  de  emplearse  en  la  últi- 
ma oración  el  pronombre  demostrativo  aquellas  unido  al  sustan- 
tivo disetisioneSj  que  es,  por  otra  parte,  sinónimo  de  controversias 
6  diferencias,  está  palmariamente  demostrando  que  esa  estas  á  lo 
que  se  alude,  y  que  es  en  estas  en  lo  que  se  ha  de  ejercitar  la 
autoridad  acordada  á  los  funcionarios  locales;  v  si  nada  en  la  lo- 
cución  hace  referencia  á  policía  naval  interna  y,  por  consiguien- 
te, á  sus  infracciones,  es  porque,  por  razones  innegables,  que  no 
es  del  caso  exponer,  ese  género  de  policía  corresponde  á  la  auto- 
ridad de  á  bordo  y  á  la  consular  respectiva,  cualquiera  que  sea 
la  calidad  del  buque  y  la  nacionnlidad  de  las  personas  que  allí 
se  encuentran;  con  tal,  se  entiende,  de  (jue  tales  infracciones  no 
lleguen  hasta  trastornar  el  orden  público  en  tierra  6  en  el  puer- 
to, corno  mas  arriba  se  ha  demostrado. 

l"il  cuarto  acápite  no  hace  mus  que  confirmar  la  distinción 
arriba  consignada,  tanto  respecto  á  la  calidad  de  los  hechos  que 
puedan  ocurrir  á  bordo,  como  respecto  á  la  clase  de  autoridad 
respectiva  que  ha  de  tener  potestad  en  ellos.  Al  prescribir  q.ie 
los  funcionarios  territoriales,  sí3  limiten  á  auxijiar  á  los  consula- 
ras  en  los  demás  caaos  ó  en  los  otros  cnsnSy  según  el  texto  italiano, 
es  decir,  en  todos  lo.-s  no  esj)ecificndos  en  el  párrafo  anteri;»r,  táci- 
ta, pero  palpablemente,  les  concede  á  los  últimos  la  facultad  de 
conocer  de  aquellos  desórdenes  que,  teniendo  su  origen  en  in- 
fracciones de  policía  ó  en  disputas  de  los  tripulantes,  solo  tras- 
tornen el  reposo  del  buque,  ó  no  trastornen  absolutamente  repo- 
so de  ningún  genero. 

Resumamos:  el  primer  periodo  se  ocupa  de  la  policía  general 
y  de  la  autoiidad  local  á  quien  corresponde;  el  2?,  de  la  policía 
especial  del  buque,  de  las  couh'eíidíi^í  putre  la  tripulación,  y  de 
la  autoridad  consular  que  debe  entender,  tanto  en  aquella  como 
en  estas;  el  3?,  de  determinar  cuál(\s  de  estos  misinos  casos  y  por 
que  motivos  vuelven  á  la  autoridad  local;  y  el  4?,  á  trazar  la 
conducta  que  debe  observar  esta  en  los  casos  que,  por  fin,  que- 
dan reservados  al  conocimiento  de  los  Cónsules.  En  una  palabra: 
regla  general;  excepción  á  la  regla;  excepción  á  excepción  de  la 
regla,  y,  por  consiguiente,  reversión  á  la  regla  general;  5'  regla 
para  la  excepción  definitiva.  Hé  allí  toda  la  cláusula  17  de  la 
Convención  con  Italia. 

Se  habla  en  ella  de  policía,  no  de  jurisdicción;  de  funcionarios 
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locales  y  con.sulares,  no  de  jaeces;  de  simples  diferencias,  no  do 
litigios;  de  ocurrir,  no  de  cometer;  de  desórdenes,  mas  no  de  de- 
litoá.  Ninguno  de  estos  términos  es  sinónim ),  ni  de  posible  con- 
fusión con  los  oíro^.  Y,  aunque  e.s  verdad  que  los  d»-Iito3  consti- 
tuyen desórdenes,  también  I»  esquo  constituyen  pecados.  No  por 
cao  deberá  aplicarse  á  aquellos  lo  que  se  estatuya  sobre  estos;  ni 
habrá  quién  sostenga,  por  ejemplo,  que,  en  virtud  de  la  remota 
semejanza  que  entre  sí  tienen,  han  de  excluirse  los  delitos  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  seculares,  para  reservarlos  al  fue- 
ro interno  de  los  Tribunales  eclesiásticos.  ¿Cómo,  pues,  i)ucde 
pretender-^o  que  su  letra  contenga  principios  ó  reglas  sobre  juris- 
dicción, sobre  jueces  y  sobre  delitos?  Si  de  nada  do  esto  so  trata 
allí,  ¿cómo  ha  podido  declararse,  que,  en  mérito  y  por  virtud  del 
artículo,  quedan  exentos  déla  soberanía  del  Perú,  del  juzgamien- 
to de  sus  magistrados  y  del  castigo  de  sus  leyes,  los  crímenes  co- 
munes que  se  realicen  á  bordo  de  buques  mercantes,  anclados  en 
nuestros  puertos,  es  decir,  en  pleno  territorio  de  la  Repiibüca? 

Mas  no  es  esta  la  única  falta  cometida;  no  solo  se  ha  hecho 
una  errónea  interpretación,  no  solo  so  ha  restringido  la  órbita 
<le  la  jurisdicción  local,  poniendo  fuera  do  su  alcance  los  críme- 
nes que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  entre  gentes  de  la 
tripulación,  cuando  no  se  haya  alterado  materialmente  la  tran- 
quilidad del  puerto,  sino  que  también  se  ha  excluido  de  su  com- 
petencia el  conocimiento  de  aíjuellos,  en  que  tomen  {)arte,  aun 
como  tripulantes,  personas  del  lugar:  caso  especial mentfí  provis- 
to al  final  del  párrafo  3*?  del  artículo  comentado,  y  que  cuiílíjuie- 
ra  que  sea  el  modo  de  entenderlo,  el  nuestro  ó  el  del  II.  Sr.  Ba- 
rrenechea,  está  expresamente  reservado  al  conociinionto  do  la 
autoridad  local. 

Ni  nada  ora  inás  justo;  porqtie,  si  las  leyes  del  pnís  prt)t'^gen  y 
obligan  á  los  extranjeros,  con  ni{i3'or  rnzón  deben  prot.gv-ry  obli- 
gará los  nacionales;  y  porque,  si  el  artículo  citado  ¡)one  bajo  su 
imperio  á  los  que  hayan  alterado  solo  el  orden  (hl  buíjue,  si  no 
son  tripulantes,  aunque  sean  extranjeros,  con  me,or  motivo  ha- 
brá <le  ejercerse  réS[»ecto  do  las  {)ers()nas  del  lugar.  A  exC''pcio- 
nes  que,  aunque  odiosas,  al  fin  y  al  caV>o  tienen  su  ex[)licaeión 
en  un  error,  so  ha  añadido,  {)ucs,  una  más,  que  no  tiene  ex[>lica- 
ción  de  ningún  género,  que  es  absolutamente  irn^gular,  que  im- 
plica la  renuncia  voWint;iria,  por  ])arte  del  Perú,  ile  un  derecho 
tan  incuestionable  como  no  cuesiionfido,  y  que  nada  menos  supo- 
ne en  el  Ejecutivo,  que  lafaeulliidde  derogar  tratados,  sin  acuer- 
do de  la  otra  parte  contratante,  sin  conocimiento  ni  intervínición^ 
del  ('Ongreso,  y  violaudí\  {)or  consiguiente,  las  disposiciones  cons- 
titucionales ya  cita<las,  con  motivo  de  la  interpretación  de  trata- 
dos. 
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Expuesta  la  sencilla  inteligencia  &  qne,  por  sus  términos  gra- 
maticalmente tomados,  se  prestad  artículo  17,  preciso  se  hace 
para  confirmarse  en  ella  y  para  robustecerla,  estudiar  las  razone» 
en  virtud  de  las  cuales  se  ha  creído  el  H.  Sr.  Ministro  obligada 
á  prestarle  un  sentido  completamente  diverso. 

Todas  ellas,  si  se  recuerda  su. erudita  exposición  de  23  de  Fe- 
brero, son  sacadas  de  la  doctrina  francesa  no  siempre  bien  co- 
mentada, de  los  principios  que  dice  él  tiene  la  Francia  reconoci- 
dos, en  sus  ordenanzas,  en  sus  reglamentos  y  en  sus  tratados;  y 
alega  para  justificar  este  procedimiento,  el  hecho  indudable,  de^ 
que  esta  nación  es  quien  primeramente  ha  introducido  innova-* 
ciones  eael  particular,  y  en  que  Italia  ha  modelado,  en  la  Con- 
vención consular  que  con  ella  tiene,  la  que  recientemente  ha  ce- 
lebrado con  nosotros.  Pero  nada  habla  el  H,  Sr.  Barrenechea  de 
la  doctrina  del  Perú,  d^  las  leyes  del  Perú,  de  los  reglamento» 
del  Perú,  rii  de  los  Tratados  del  Perú:  olvidándose  así  de  que  la 
Convención  consular  que  nos  ocupa  es  un  contrato  bilateral,  en 
que  ha  intervenido,no  sólo  la  Italia,  sino  el  Perú;  de  que,  por  con- 
siguiente, había  que  buscar  no  solo  la  mente  de  Italia,  siiioladel 
Perú;de  que  los  motivos  de  interpretación  para  descubrir  esta  men- 
te, debían  encontrai-se,  no  solo  en  la  le^ishieión  do  Italia,  sino  en  la 
del  Perú;deque,para  precederse  con  lógica  y  con  la  lealtad  que  ella 
i  mpone  era  necesario  beber  en  ambas  fuentes,  en  cada  una  de  las  de 
Italia  y,  respectivamente,en  cada  una  de  las  del  Perú;  y  de  que,  si 
alguna  vez  fuera  lícita  la  inconsecuencia  y  para  alguno,  sería  pa- 
ra el  Representante  de  Italia  ciumdo  defendiese  los  intereses  de 
su  país,  y  para  el  del  Perú,  cuando  defendiese  los  interesas  de 
su  patria.  Vacío  es  este  que  vamos á  llenar  nosotros,  procurando 
la  concisión  y  la  brevedad,  en  cuanto  sea  compatible  con  la  hn- 
portancia  del  asunto. 

En  erfta  materia,  es  decir,  sobre  jurisdicción,  he  aquí  lo  que 
disponen  nuestros  Códigos.  kLíis  leyes  oMi^^nn  en  todo  el  territo- 
rio de  la  República))  dice  el  artículo  IV  del  título  preliminar  del 
Código  Civil.  No  contento  con  Cf-ta  d.cí*lanitorÍM,  y  ]>ara  no  dar 
lugar  á  dudas  ni  á  disputas,  dice  el  artículo  4'  del  mismo  título: 
«Las  leyes  de  policía  y  seguridad  ol)lig}in  á  todos  los  habitantes 
de  la  República.)»  Y,  para  que  la  luz  resplandez^-a  hasta  ofuscar, 
añade  el  inciso  7V  (fNingún  pacto  exime  de  la  observancia  de  la 
ley á  no  ser  que  sean  meramente  privados  y  que  no  intere- 
sen al  orden  público  ni  á  las  buenas  costumbres» 

El  Código  de  Enjuiciamiento,  en  mat(  ria  penal,  contiene  dis- 
*posiciones  más  concretas  y  de  más  eficaz  ajílicación  todavía.   To- 
do el  título  1?,  del  ¡)rimor  libn\  está  exclusivamente  consagrado 
á  consignar  los  principios  conforme  á  los  cuales  deben  resolverse 
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eu  el  Perú  cuantas  cuostioiies  ocurran  sobre  derecho  internacio- 
nal privado  en  materia  criminal.  A  este  número  pertenece  la 
que  se  ha  suscútadocon  ocasión  de  los  sucesos  ocurridos  á  bordo 
de  la  «Emilio  Roudanini»,  y,  por  consiguiente,  es  en  éste  título 
donde  ha  de  buscarse  la  solución  apeteci<la;  rechazándose,  desde 
luego,  como  desacertada  é  ilegal,  la  que  no  esté  peifectamcnte 
ajustada  ú  esos  principios  y  á  Uis  legítimas  consecuencias  que  de 
ellos  se  deriven. 

Según  el  artículo  2'',  están  sujetos  á  la  jurisdicción  nacional: 
l^«Los  peruanos  y  extranjeros  que  delincan  en  el  territorio  de  la 
República.»  Y,  como  no  hay  ley,  ni  pacto  ni  siquiera  práctica 
consentida,  que  autorice  la  exterritorialidad  en  el  Perú  de  bu- 
ques mercantes,  sino  que,  por  el  contrario,  son  aguas  territoriales 
y  del  dominio  del  P^rú,  aquellas  de  sus  puertos  en  que  los  bu- 
ques fondean  (no  solo  eu  virtud  de  una  posesión  tan  indisputa- 
ble c<^«mo  indisputada,  sino  en  mérito  también  de  un  principio 
internacional  convertido  en  axiomático,  á  fuerza  de  ser  univer- 
sal, y  que,  i)or  lo  mismo,  nos  exime  de  hacer  las  mil  citas  que 
podríamos  agolpar);  es  claro  que  están  sujetos  a  la  jurisilicción 
del  Perú  tanto  los  peruanos  como  los  extranjeros  qu**,  dentro  de 
nuestros  puertos,  delincan  abordo  de  los  buques  mercantes,  cual- 
quiera que  sea  la  nacionalidad  de  su  bandera. 

4?:  «Los  peruanos  y  extranjeros  que  á  bordo  de  buques  nacio- 
nales, delinean  en  aguas  de  la  República  6  en  alta  mar.»  Luego  la 
Kepública  tiene  aguas,  luego  hay  aguas  territoriales,  luego  la  pa- 
labra territorio  empleada  en  el  primer  inciso,  comprende  tam- 
bién las  aguas  que  lo  pertenecen,  y  que,  ó  no  son  ningunas,ó  tie- 
nen que  ser,  cuando  menos,  las  aguas  de  sus  puertos.  Mas  no  es 
esta  la  única  conclusión  á  que  se  presta  este  inciso.  Si  conforme 
á  él,  son  justiciables  por  nuestros  Tribunales  los  naciona- 
les y  extranjeros,  que,  a  bordo  de  buques  nacionales,  delincan 
eu  agoas  de  la  República  ó  en  alta  mar,  no  lo  son  por  nuestros 
Tribunales  y  sí  por  los  extranjeros,  que,  á  bordo  de  buques  na- 
cionales, delincan  fuera  de  his  aguas  de  la  República  ó  fuera  de 
alta  mar:  ó,  con  mas  claridad,  los  que  á  bordo  de  buques  nacio- 
nales delincan  en  puertos  extranjeros,  ya  que  estos  son  los  únicos 
que  constituyen  aguas,  que  no  son  ni  aguas  nacionales  ni  aguas 
de  altíi  mar.  Y,  como  el  precepto  es  absoluto,  y  como  no  es  po- 
sible que  la  Nación  desconozca  en  su  perjuicio  lo  que  reconoce  en 
favor  de  las  otras,  es  claro  que  están  sujetos  á  la  jurisdicción  de 
la  República,  tanto  los  peruanos  como  los  extranjeros,  que,  á 
lx)rdo  de  buques  extranjeros,  delincan  en  aguas  nacionales. 

2>  Los  ajentes  diplomáticos  y  consulares  que  en  el  ejercicio  de 
^U8  fancivnes  delincan  en  territorio  extranjero.» De  donde  se  dedu- 
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ct,  en  virtud  de  la  misma  regla  do  lógica  ya  aplicada  {incluno 
unios  €st  exclusio  aliei'ius)  (\uo  están  fuera  de  la  jurisdicción  na- 
cional, y,  por.consiguiente,  sujetos  á  la  extranjera,  esos  mismos 
funcionarios,  cuando  en  país  extranjero  delincan  de  otro  modo 
que  no  sea  en  el  desempeño  de  sns  empleos,  es  decir,  cuando  de- 
lincan con  delito  común.  Y,  si  la  ley  patria  es  tan  respetuosa  pa- 
ra con  la  soberanía  ajena,  que  se  niega  á  juzgar  á  sus  propios  re- 
presentantes cuando  so  encuentran  en  este  último  caso,  natural- 
mente ha  de  exigir,  y  con  mejor  razón,  igual  respeto  á  su  propia 
soberanía,  cuando,  no  ya  funcionarios  extranjeros,  sino  simples 
extranjeros  ó  extranjeros  particulares,  delincan  en  su  territorio, 
marítimo  ó  terrestre,  con  delito  común  también. 

Igual  espíritu  ha  diclado  el  artículo  5?  Desde  que  por  él  están 
sujetos  á  la  jurisdicción  nacional  «los  peruanos  y  extranjeros  que, 
á  bordo  de  buques  de  guerra  nacionales,  delincan  en   aguas   de 
otra  potencia  tn  el  ejercicio  de  sus  empleos  marUimoSf  están    fuera 
do  ella,  y,  de  cocsiguiente,  sometidos  a  la  jurisdicción  extranjera, 
los  dichos  empleados  del  Perú,  cuando  á  bordo  de  nuestros   bu- 
ques de  guerra  y  en  aguas  oxtranjei'as,  delincan   de  otro  modo, 
que   no  sea   en  el  ejercicio  de  su  cargo;  ó,  lo  que  es  lo    mismo, 
duando  delincan,  cometiendo  delitos  comunes.  Luego,  con  mayor 
motivo,  estarán  sujetos  a  la  juris'liccióil  extranjera,  los  marinos, 
no  y¿i  de  nuotitras  embarcaciones  de  guerra,  sino  de  nuestra   ma- 
rina mercante,  cuando  en  aguas  de  otra  Nación  incurran  en    de- 
lito de  carácter  común;  luego  en  aplicación  del  principio  de    re- 
ciprocidad, están  sujetos  á  la  juris(licción    peruana   los   marinos 
mercantes  ó  de  buques  mercantes  extranjeros,  cuando  en  aguas 
peruanas  delincan  con  el  mismo  género  de  delitos  comunes. 

He  allí  como  nuestras  leyes  entienden  y  á  que  dejan  reducida 
la  exterritorialidad  de  los  bnqups  extranjeros,  y  cómo  no  la  re- 
conocen absolutamente  en  materia  de  delitos  respecto  de  las  na- 
ves mercantes. 

Cualquiera  que  sea  la  fuerza  filosófica  de  la  doctrina  que  en 
contrario  se  alegue,  y, por  mucha  quesea  la  autoridad  de  los  tra- 
tadistas que  la  apoyen,  es  lo  cierto,  que,  ante  nuestro  Oódigo  pe- 
nal y  para  el  Perú,  la  exterritorialidad  ó  la  territorialidad,  como 
otros  la  llaman,  está  limitada  á  los  buques  de  guerra;  y  esto  solo 
en  cuanto  á  los  delitos  que  se  cometan  en  el  ejercicio  de  los  em- 
pleos marítimos.  De  otra  suerte,  no  hubiera  consentido  la  Nación 
ni  el  (lobierno,  como  en  1850  consintieron,  que  la  Inglaterra  juz- 
gara y  sentenciara  á  los  laarinos  peruanos  que  delinquieron  á 
bordo  de  nuestro  buque  de  guerra  «Arica»  durante  su  permanen- 
cia en  aguas  del  Tárae^is. 

El  Código  de  Comercio  que  nos  rige,  guarda  perfecta  armonía 
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con  los  principios  comentados  del  Código  de  Enjuiciamientos  pe- 
nal, y,  tanto  como  éste,  ha  debido  ser  consultado,  desde  que  se 
trat^iba  de  un  punto  relativo  á  jurisdicción  sobre  buques  mercan- 
leí?.  El  libro  3?,  exclusivamente  consagrado  á  personas,  cosas  y 
contratos  del  Comercio  marítimo,  contiene,  en  principio  y  en  su 
razón  do  ser,  todas  las  facultados  fjue,  en  protección  del  tráfico 
mercantil,  tienen  nK»esidad  de  ejoroer  los  cónsules,  para  llenar 
cumplidamente  los  finos  de  su  importante  misión.  Allí  se  encuen- 
tra el  origen  legal  de  las  conducentes  a  naufragios,  arribadas,  ave- 
rías |»asaportes,  certificados,  &.  Se  les  confiere  á  los  capitanes 
(artículo  f)08)  la  potestad  wde  imponer  penas  correccionales  con- 
tra los  que  turben  el  orden  del  buque,  cometan  falta  de  discipli- 
na ó  dt'jen  de  hacer  el  servicio  que  les  corresponde»;  se  les  da  el 
derecho  de  hacer  contratos  (artículo  682)  con  los  individuos  de 
la  tripulación,  con  la  precisa  calidad  de  que  ha  de  quedar  some- 
tida á  la  competencia  consular  la  decisión  de  las  dudas  y  con- 
troversias que  sobre  el  particular  ocurran  (decreto  supuMuo  de 
20  de  octubre  de  1840);  mas  no  se  encuentra  disposición  alguna, 
ni  una  palabra  siquiera,  qno  autorice  la  intervención,  ya  sea  de 
los  ca[)itanes  ya  de  los  cónsules,  en  materia  de  delitna  De  don- 
de r^^iiulta,  que  vsi,  conforme  á  nuestra  lei^islación  interna,  nos  ea 
lícito  conceder  á  las  otras  nacionesjurisdicción  especial,  on  cuan- 
to á  mera  policía  interna  de  sus  l)u<jues  y  en  cuanto  á  diferencias 
entre  tiipulantes  relativamente  á  sus  contratos,  no  po- 
poflomos,  sin  violar  esa  legislación,  sin  derogarla  de  hecho,  acor- 
dará los  extrañOvS  una  órbita  jurisdiccional  más  extensa. 

No  es  menos  contrario  al  decreto  de  28  de  febrero  el  reg:a:nen- 
to  consular  vigent»%  es  decir,  la  regla  e^pocial,  dentro  de  la  (íual 
dehen  precisamente  obrar  los  cónsiiles,  y  fuera  de  la  cual,  es  ile- 
gítimo todo  procedimiento  suyo.  Sacudido  el  dominio  de  la  Me- 
trópoli, bajo  el  imperio  de  cuyas  ordenanzas  marítimas  y  de  ci- 
yos  tratados  estábamos,  reconoció  el  ilustrado  Sr.  Ribe3'ro  la  ne- 
ce«iíJad  de  di<»tar  prescripcií»nos  fijas,  para  que  el  ser\  icio  de 
nu('^tros  consulaílos  corrcspondioNO  á  la  creciente  extensión  de 
nuestro  comercio.  Y,  co!no  en  esta  materia  no  es  fácil  inventar, 
ni  posible  quebrantar  las  [)ráclicas  e>tablecTdas  por  las  naciDues, 
sujetándose  á  ellas,  expi<iió  el  mencionado  reglamenta  d«  18  de 
diciembre  de  1863:  esto  es,  en  una  fecha  intermedia  ent:e  la 
celebración  de  la  Convención  con  Italia,  que  fue  en  3  de  líiayo 
de  18()3,  y  la  de  su  aprobnción  j)or  el  Congreso,  que  tuvo  lugar 
en  24  de  agosto  de  18G4.  Esta  circunstancia  la  consignamos  de 
proposito,  j)orque,  ni  el  Ministro,  por  su  parte,  podía  dar  un  re- 
glamento contrario  al  tratado  quo  se  había  hecho  bajo  sus  aus- 
picios, y  que,  por  ser  sin  duda  de  su  aprobaciór*,  lo  elevó  al  Con- 
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gres'ij  ni  éste,  por  la  suya,  prestar  su  sanción  á  nn  pactó  que  es- 
taba en  pugna  con  un  reglamento  tan  reciente,  nn  revocarlo  ex- 
prcsaniento,  sin  notar  siquiera  la  contrarieda  1,  ó  provocare  al 
menos  alguna  discusión  con  este  motivo.  •    i  oii|.l 

Pues  bien,  este  reglamento  en  sus  artículos  54  y  55  está  abso-  !  v.f^ 
lutamente  conforme  ron  el  sentido  genuino,  que  nosotros  le  he-  ;  rtii 
mos  dado  á  la  cláusula  17,  y  en  absoluta  contradicción  con  el 
que  le  atribuye  el  H.  Sr.  Barrenechea.  Dice  textualmente:  «Loa 
cónsules  intervendrán  en  cualesquiera  diferencias  que  se  susci- 
ten entre  individuos  de  la  tripulación,  entre  esta  y  sus  capitanes 
y  entre  los  capitanes  de  diversos  buques  de  la  marina  mercante 
de  la  República;  arreglarán  y  terminarán  dichas  diferencias  del 
mejor  modo  posible,  y  cuidarán  de  que  sean  cumplidas  laá  dis- 
posiciones del  decreto  de  20  de  Octubre  de  1840.»  «Interpondrán 
pu  autoridad  para  la  represión  de  las  faltas  de  policía  interior 
que  S6  cometieren  á  bordo  de  un  buque  peruano;  pero  si  su  au- 
toridad no  bíistase  y  las  faltas  cometidas  fueren  de  tal  naturaleza 
que  amenazaren  la  seguridad  del  buque  ó  la  vida  de  individuos 
de  su  tripulación,  solicitarán  el  auxilio  de  las  autoridades  loca- 
les, á  quienes  corresponde,  desde  entonces,  el  castigo  de  los  ofen- 
sores.» 

Como  se  acaba  de  leer,  desde  que  las  faltas  que  se  cometan  6, 
bordo  pasen  de  simples  infracciones  de  policía,  y  lleguen  en  mo- 
do alguno  á  lastimar  la  inviolabilidad  del  buque  ó  de  alguna  de 
las  personas  que  allí  se  encuentren,  desde  ese  momento  están 
nuestros  cónsules  obligados,  en  primer  lugar,  á  eximirse  de  ejer- 
cer autoridad  alguna  sobre  los  delincuentes,  y,  en  segundo,  á  po- 
nerlos á  disposición  de  los  funcionarios  del  lugar,  á  quienes,  se 
declara,  corresponde,  desde  entonces,  el  castigo;  y  esto,  no  obs- 
tante que  más  antes  se  les  confiere  potestad  legal  para  mantener 
la  policía  del  buque,  para  reprimir  las  faltas  contra  ella,  para 
inttrveliir  en  las  diferencias  de  los  tripulantes  entre  sí,  y  para 
íglarlas  á  su  arbitrio:  todo  en  perfecta  conformidad  con  el  Co- 
mentario que  hemos  hecho  del  artículo  17  y  con  el  Código  de 
Comercio. 

Conociendo  el  H.  Sr.  Ministre  la  fuerza  irresistible  de  los  car- 
gos que  de  aquí  brotan,  sostiene  que  «1  reglamento  no  está  en 
práctica,  tanto  por  que  no  llegaron  á  sancionarse  por  el  Congre- 
so varios  proyectos  de  ley,forraulados  para  complementar  la  legis- 
lación en  la  materia,  cuanto  porque  el  reglamento  emanó  simple- 
mente del  Poder  Ejecutivo,  sin  que  en  él  hubiera  tomado  parte 
alguna  el  Poder  Legislativo.  Al  primer  argumento  ha  contesta- 
do ya  el  Sr.  Mesones,  negociador  de  la  Convención,  haciendo  no- 
tar, que,  aunque  esos  proyectos  decían  relación  con  el  reglamen- 


rr- 


ii: 


—  201  — 


to,  en  nada  absolutamente  entraban  su  aplicación.  ¿Ni  queestor- 
bo  podían,  en  efecto,  presentar  disposiciones  sobre  carrera,  sobre 
sueldos  y  sobre  contabili.lud  consular,  para  la  ejecución  do  otras 
completamente  diversa^  sobre  exequatvr,  sobre  gerarquia  sobre 
protección  á  nacionales,  sobro  jogaliwció,!  sobre  cerihcados,  so- 
bre  informes  y  sobre  correspondencia  de  los  con-ules?  No  lo 
comprendamos;  y  monos  lo  comprenderá  to.la vía  quien  sepa, 
que,  con  frecuencia,  casi  día  por  día,  sé  cita  el  rogiumento  y  se 
le  invoca  por  el  Ministro  del  Ramo,  siempre  quo  tiene  ordenes 
que  impartir  á  los  cónsules  ó  que  absolverlas  consultan  que  ellos 


le  hacen. 


El  segundo  argumento  envuelve  una  cbocante  contradicción. 
El  mismo  señor  Ministro,  qne.estrecUacl  círculo  de  las  fuMciones 
gubernativas,  basta  el  punto  de  creerse  iMcompetent-  yara  ro^^ia- 
menUr  los  procedimientos  de  empleados  subalternos  dependien- 
tes de  él  y  BometidoB  á  su  despacho,  se  juzga  con  autoridad  bas- 
tante parí  interpretar  tratados,  para  hacorlo  con  menoscibo  de 
la  soberanía  nacional,  que  la  misma  nación  no  puede  renuncaar 
íart  2?  de  la  Constitución),  y  para  imponer  a  la  R.'pablica  obli- 
gaciones, no  solo  respecto  de  Italia,  sino  timbion  rcspec-to  de  Uy 
das  las  naciones  de  la  tierra;  y  esto,  no  por  ocho,  .liez  o  doce 
añoP,  que  es  el  mas  largo  tiempo  por  el  que  se  i.aclan  convencio- 
nes consulares,  sino  iu<l,-liu¡daineiiio  y  puivi  sicviipro. 

Aunque  no  fuera  cierto  que  está  en  las  atribuciones  del  Go- 
bierno, dar  decretos,  como  el  del  reglamento  con.su  ar,  lo  es  in- 
dudablemente, que  ellos  obligan,  cuando  menos  al  mismo  Go- 
bierno que  los  expide,  y  que,  por  expedirlos,  ha  declarado  su  vo- 
luntad de  someterse  á  ellos,  mientras  expresamente  no  losde^o- 
me-  y  es,  por  consiguiente,  indudable  también,  que  no  habiendo 
derogado  antes  el  H  señor  Barrenecl.ea  el  de  1«  de  D.c.emb-e 
de  1863,  no  pudo  ni  debió  prescindir  de  él,  y  mucho  menos  con- 
trariarlo abiertamente. 

Los  tratados  celebrados  con  otras  naciones,  .son  nat^'^-^'j-^i^^t^ 
á  falta  de  legislación  interna,  caso  de  no  haberla,  como  la  hay 
otras  de  las  fuentes  en  que  debió  haberse  buscado  la  regla  que  el 
C  ten?a  aceptada  en  esta  delicadísima  materia.    Ah-.a  bien 
en  la  mayor  parte  de  ellos,  en  cuanto  á  Cónsules  ya  fa;=ult^d;s 
oonilareB  todo  lo  que  se  ha  pactado  es  el  derecho  de  cstablecer- 
Ss^ií reamente  ^  la  obligación  de  concederles   Mas  as  a  n- 
bucion^  de  uso  internacional,  y  las  mismas  inmunida<le     prm- 
Wm  V  exenciones  que  á  los  de  la  nación  mas  favorecida.    C<)n 
&bia    en  22  de  Setiembre  de  1829,  art.  16  -Con   Bolivia 
^^n  de  Noviembre  de  1832,  art.  15.  y  on  11  de  D^c-mbre  de 
1848.  art.  17.-Con  Méjico,  en  16  de  Noviembre  de  1832^^  art. 
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16— Con  Chile,  en  20  de  Enero  de  1835,  art.  33— Con  Quateraa- 
la,  en  31  de  Enero  de  1857,  art.  29 — Con  Honduras,  en  el  mis- 
mo año,  art.  8 — Con  Nicaragua,  en  id.,  art.  9— Con  Salvador,  en 
id.,  art?  8  — Con  Estados  Unidos  de  America,  en  30  de  Noviem- 
bre do  1837,  art.  36  y  en  26  de  Julio  de  1851»  art.  35— Con  In- 
glaterra, en  5  de  Julio  de  1837,  art.  11  y  en  10  de  Abril  de 
1850,  art.  11— Con  Bélgica,  en  10  de  Mayo  de  1850,  art.  23— y 
con  el  Zolwcrein,  alemán,  en  29  de  Diciembre  de  18  '3,  art.  63. 
Solo  los  tratados  con  la  República  de  Costa-Rica  y  con  el  Im- 
perio francés  contienen  cl«ánsulas  especiales,  que,  por  su  analo- 
gía con  la  Convención  italiana,  vamos  á  examinar  aunque  lige- 
ramente. 

El  primero,  en  su  artículo  29,  dice  así:  «  Los  Cónsules  de  am- 
bas partes  contratantes  estarán  encargados  exclusivamente  de  la 
policía  interior  de  los  buques  de  su  nación;  y  las  autoridades  lo- 
cales no  podrán  intervenir  en  e^to,  mientras  los  desórdenea  so- 
brevenidos, no  sean  de  tal  naturaleza  que  perturben  la  tranqui- 
lidad pública,  ya  en  tierra,  ya  á  bordo  de  los  buques.  Poro,  en 
todo  lo  que  toque  á  la  policía  de  los  puertos,  caríi^a  y  descargada 
los  buques,  y  la  seguridad  de  las  mercaderías,  bienes  y  efectos, 
los  ciudadanos  de  ambos  Estados  estarán  respectivamente  sujetos 
á  las  leyes  y  estatutos  del  territorio.  »  Como  se  vé,  la  facultad 
acordada  aquí  a  los  Cónsules  es  simplemente  para  conocer  de  to- 
do aquello  que  diga  relación  con  la  p<:)licía  del  barco,  es  decir, 
con  su  orden  y  buena  administración,  la  prohibición  de  interve- 
nir que,  en  ciertos  casos,  se  impone  á  la  autoridad  local,  se  refie- 
re á  policía  de  un  modo  claro  con  la  alocución  en  esto;  pero,  si 
ocurren  hechos  que  eslén  fuera  de  ella,  si  sobrevienen  caracteri- 
zados desórdenes,  entonces  cesi  la  autoridad  consular  }'  comien- 
za la  competencia  de  la  local,  sea  que  esos  desórdenes  turben  la 
tranquilidad  del  puerto,  sea  que  la  turben  únicamente  en  la  ex- 
tensión del  buque.  De  modo  que,  aunque  la  palabra  desórdenes 
se  tomara  como. sinónima  de  delitos,  aún  en  este  falso  supuesto, 
todo  delito  cometido  á  bordo  quedaría  sujeto  á  la  jurisdicción 
territorial. 

La  clausula  34  del  tratado  con  Francia  está  concebida  en  tér- 
minos muy  parecidos.  «  En  todo  lo  que  se  refiera  á  la  carga  y 
descarga  de  los  buques,  a  la  policía  del  puerto,  al  trasporte  y  se- 
guridad de  las  mercaderías  y  efectos  pertenecientes  á  nacionales 
se  apliciirán  las  leyes  y  reglamentos  territoriales.  Pero  la  policía 
interior  de  los  buques  de  comercio  y  el  arreglo  de  las  diferencias 
sobrevenidas  entre  el  capitán  y  las  gentes  de  la  tripulación  res- 
pecto de  sus  compromisos  y  del  pago  de  sus  salarios,  son  de  la 
competencia  exclusiva  de  sus  respectivos  cónsules.    Sin  embargo 
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(lou  te  fois)  las  autoridades  locales  conocerán  de  los   desórdenes 
sobrevenidos   (siirvenus)  á  bordo  de  un  buque  francés   surto  en 
puerto  del  Perú,  6  á  bordo  de  un  buque  peruano  surto  en  puerto 
francés,  si  su  intervención  es  reclamada,  si  algún  individuo  del 
país  que    no    pertenezca  a  la    tripulación   ó  algún    pa.-agero  do 
cualquiera   otra  nación   ha  tomado    parte  en  estos  desórdunes,  ó 
si,  en  fin,  son  cié   tal  natural*  za  {soienf  de  natura  &  tronhler)    que 
puedan   turbar  ó  amenazar    la  tranquilidad  del  puerto.  »    En  el 
primer  período,   «o  declara   expedita    la  acción    local  en  todo  lo 
concerniente  al  buen  orden  del  i)uerto;  en  el  segundo,    so  extrae 
de  est-a  acción  lo  referente  á  la  disciplina  especial  del  buque  y  al 
arreglo  de  ciertius  diferencias  que  ocurran   entre  los  tri{»ulante?, 
para  pasarlo  á  la  competencia  de  los  cónsnles;   y,    en  el  tercero, 
se  limita  esta  competencia,  puesto  que  se  emplea  la   conjunción 
disyuntiva  y  de  sepítración  shi  embargo]  y  puesto  que  se  hace  la 
especificación  de   los  casos  en  que,  por  carecer   esos  funcionarios 
de  tal  competencia,  deben  disfrutarla  las  autoridades  del   lugar: 
á  3'iber,  entre  otros,  cuando  los  desórdenes  sobrevenidos,  sean  de 
género  tal,  que  de  ellos   pueda   nacer  amenaza,    al  meno^,    sino 
perturbación,  de  la  tranquilidad  del  puertc.  A  la  vista  está,  que 
no  se  habla  de  crímenes,  sino  de  desórdenes,  y  no  de  desórdenes 
cualesquiera,  sino  de  desórdenes  sobrevciiidos,  de  desórdenes  que 
vengan  de  algo  anterior,   que  sean,  como  lo  indica  la  partícula 
mbrt^  consecuencia  ó  efecto  de  hechos  precedentes,  resultado,  di- 
gámoslo de  una  vez,  de  las  faltas  de  policía  y  de  las   diferencias 
ocurridas  á  bordo,  que  es  aquello  de  que  se  acaba  de  tratar,  y  lo 
único  áque  puede  referirse.  Si  toda  la  palabra  tiene  una  impor- 
tancia especial    para  el  sentido  del  período  en  que  se  la  emplea, 
en  el  presente  caso  la  tienen  mucho  mas  especial  todavía  las  pa- 
labras sin  evíbargo  y  sobrevenidos,    por   razón  de  s^er  relativas  en 
su  significado,  y,  por  consiguiente,  mas   que  ningunas  otras,    in- 
dispensables para  definir   y   completar  el  sentido   de  las  «lemas. 
No  obstante,  el  H.  señor  Barrenechea,  al  citar,  en  su  exposición 
á  S.  E.,  esta  parte  del  artículo  34,  omitió  traducir  el  vocablo  Ton 
te  fois  del  texto  francés,  y  tradujo  surveiius  por  ocurridos,   que,  si 
bien   es  aplicable  por  la   semejanza,  no   es  extrictamente  igual. 
Notaremos  también  que  vertió  el  señor  Ministro,  en  su  referida 
exposición,  turben,  donde  el  texto  francés,   refiriéndose  á  los  de- 
sórdenes sujetos  á  la  autoridad  local,  dice,    qui  soimt  de  naiure  d 
troubler.  Circunstancia  es  esta  de  la  mas  grave  trascendenci;»,  por- 
que, sostituycndo  el  hecho  a  la  posibilidad,  el  acto  á  la  potencia, 
se  ha  restringido  la  jurisdicción  nacional  mas  todavía,  de  lo  que 
gramaticalmente   arroja  la  cláusula,  aún  danlole  la  interpreta- 
ción que  le  dá  el  decreto  de  Febrero.  Mientras  que  traduciéndo- 
la como  la  hemos  traducido  nosotros,  y  como  es  forzoso  traducir- 
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la,  queda  á  salvo  esa  jurisdicción,  aunque  se  aplique  á  crímenes 
lo  que  la  cláusula  dice  de  desórdenes  y  aunque  se  convenga  en 
dar  á  lo  pactado  aquella  equivocada  interpretación.  Y  la  razón 
es  clara;  porque,  desde  que  queden  se  metidos  á  las  leyes  del  país, 
los  crímenes  que  puedan  perturbar  ó  amenazar,  por  lo  menos,  la 
tranquilidad  del  puerto,  todos  les  pertenecen  en  sustancia;  ya 
que  no  se  encontrará  uno  solo  que  no  lleve  en  sí  esa  posibilidad 
ó  esa  amenaza.  Siendo  los  delitos,  infracciones,  tanto  de  la  ley, 
natural  como  de  la  social,  por  el  hecho  solo  de  efectuarse,  produ- 
cen trastorno,  no  solo  en  la  vasta  esfera  en  que  aquella  domina, 
sino  también  en  la  mas  relucida  en  que  esta  impera,  es  decir,  en 
lo  sociedad.  A  veces  no  se  hace  patente  este  desorden;  pero,  no 
por  eso  deja  de  realizarse  nunca,  y  de  traer,  por  consiguiente,  la 
necesidad  de  la  represión  y  del  casüigo,  descubierto  que  sea. 

Si  á  bordo  de  un  buque  francés  mercante,  fondeado  en  el  Ca- 
llao, se  refugiaran,  por  ejemplo,  dos  ó  más  caudillos  revolucio- 
narios de  loí*  muchos  que  suelen  aparecer  en  nuestro  país,  y  eu 
el  silencio  de  su  oculto  asilo  se  pusieran  tranquilamente  á  impri- 
mir, litografiar  ó  escribir  nombramientos  y  despachos  para  pro- 
vocar con  ellos  la  traición  y  avi^da  de  los  funcionarios  que  ob 
decenal  Gob'erno,  esos  candi)' >s  cometerían  indudablemente 
una  acción  punible,  aunque  la  entrega  de  los  tíLulus  y  giados 
no  llegara  á  tener  efecto  y  aunque,  por  cualquier  géneio  de  mo- 
tivo?, no  llegara  tampoco  á  poneise  por  obra  la  revolución  pro- 
yectada. Segiin  la  tiaducción  del  H.  señor  Ministio  y  la  doctri- 
na que  de  ella  deriva,  estO  hecho,  el  día  que  fuera  soi  di  elidido, 
na  sería  justiciable  por  las  autorida<les  del  Peiú;  'pue^úo  que  con 
él  no  se  había  alterado  de  un  modo  físico,  mal  y  ppíeniela  tran- 
quilidad del  puerto;  pero  si  ^eria  con/o^aie  á  nuesúia  verdión, 
por  que  el  hecho  en  bí  mismo  y  por  sí  solo  implicaba,  más  que 
una  probabilidad,  una  veidadera  amenaza  de  la  tianquilidad 
pública  y,  no  solo  del  puei'ío,  sino  de  la  República  en  general. 
Ved  ahí  las  consecuenc'ps  funosías  de  dar  al  írpúado  una  lati- 
tud que  no  tiene,  de  atxibiiirJes  á  los  Cónsules  facultades  que  él 
no  les  concede  y  que  no  esián  incluidas  in  genere  siquiera  en  la 
nomenclatura  que  de  todas  ellas  hace  un  ai  líenlo  anterior,  el 
31  del  mismo  tratado.  Este  les  confiere,  numerándolas,  solo  ocho: 
sobre  averías;  sobre  diferencias  del  Capitán  con  los  tripulantes  6 
de  estos  entre  sí:  sobre  policía  intenta  de  los  buques:  sobre  deser- 
tores: sobre  salvamento:  sobre  sucesión  ab-intestato:  sobre  arbi-' 
traje  en  negocios  de  comercio:  y  sobre  legalización,  ceitificados 
y  declaraciones;  pero  naia,  absolutamente  nada,  en  materia  de 
delitos. 

Fuera  de  la  analogía  de  la  comentada  cláusula  34  con  la  17 
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de  la  Convención  que  tenemos  con  Italia,  nos  ha  inducido  á  de- 
tenernos algo  en  ese  comentario,  la  consideración  de  que,  ha- 
biéndose hecho  tanto  mérito  en  la  discusión  de  este  asunto  de 
las  doctrinas  y  prácticas  francesas,  convenía  mucho  analizar  el 
espíritu  del  pacto  que  con  la  Francia  nos  liga;  tanto  mas  cuan« 
to  que  cláusulas  enteramente  iguales  á  la  referida  ha  consigna- 
do esta  nación  en  sus  tratados  con  otras  potencias,  inclusa  la  Ita- 
lia misma.  Con  Estados  Unidos,  en  23  de  Febrero  de  1853,  art. 
8. — Con  Austria,  en  11  de  Noviembre  de  1860,  art.  11. — Con  los 
Estados  Pontificios  en  21  de  Julio  de  1867,  art.  19. — Con  Espa- 
ña, en  7  de  Enero  de  1862,  art.  24.  — Con  Portugal,  en  11  de 
Julio  de  1866,  art.  12,  y  con  Italia,  en  13  de  Setiembre  de  1862, 
art.  13. 

Convengamos,  pues,  en  que  ninguno  de  los  tratados  del  Pe- 
rú, 6,  lo  que  es  lo  mismo,  en  que  la  legislación  externa  del  país 
es  desfavorable  al  H,  señor  Barrenechea,  como  le  es  adversa  la 
legislación  interna  de  que  arriba  nos  ocupamos. 

Pero  si  estas  fuente.s,  que  podemos  llamar  de  interpretación 
doctrinal,  no  abonan  la  primera  declaratoria  del  Ministerio,  me- 
nos la  abona  todavía  la  interpretación  auténtica,  á  que  era  obli- 
gatorio haber  ocurrido,  <le  preferencia,  desde  que  los  señores  Fis- 
cales de  la  Excma.  Corte  Suprema  manifestaron  una  opinión 
contraria  á  laque  abrigaba  el  señor  Ministro,  y  desde  que,  en 
fuerza  de  esta  oposición  de  pareceres,  el  jmnto  de  disidencia  de- 
bió ser  cor  siderado,  cuando  menos,  como  legítimamente  dudoso. 

No  hay  estudiante  de  jurisprudencia  que  no  sepa,  que,  para 
conocer  el  verdadero  espíritu  do  una  ley,  y  un  tratado  lo  es, 
se  ha  de  escudriñar,  ante  todo,  la  mente  del  legislador  que 
la  dictó.  ¿Cual  fué  la  del  Congreso  de  1864,  al  sancionar  la  Con- 
vención Consular  con  Italia?  Fácú  es  saberlo,  trayendo  á  la  vis- 
ta el  informe  de  la  Comisión  diplomática,  á  cuyo  dictamen  pre- 
vio se  acostumbra  someter  todos  los  tratados,  y,  en  virtud  de  la 
aprobación  del  cual,  se  aprobó  en  esta  vez  la  Convención  men- 
cionada. En  ese  dictamen,  que,  en  copia  acompañamos  ahora, 
entre  otras  cosas,  se  dice — «  esta  convención,  que  no  altera  sustan- 
tcialmente  la  que  antes  aprobasteis,  está  basada  sobre  los  prin-. 
t  cipios  más  absolutos  de  reciprocidad,  y  en  armonía  completa 
«con  los  del  derecho  de  gentes  y  con  los  generalmente  acepta- 
»dos  por  las  naciones  en  pactos  semejantes;  y  nía  en  la  parte 
•  qiíe  tiene  relación  con  niiestro  derecho  Cioíly  no  ofrece  antagonismo 
•f  ninguno  con  sus  disposicionf^. »  Puc-eto  que  la  Convención  no  se 
opone  á  las  leyes  internas,  que  tío  es  otra  cosa  lo  que  se  ha  que- 
rido decir  al  hablarse  de  derecho  civil,  en  contraposición  de  in- 
ternacional; puesto  que  no  se  opone,  repetirnos,  la  Convencióu  á 
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las  leyes  del  país,  es  por  demás  evidente,  que  no  puede  dársele 
interpretación  ninguna  de  la  cual  resulte  violación  é  incompati- 
bilidad siquiera  con  estas  leyes.  Y  como  la  tendría,  y  muy 
abierta,  y  muy  palpable,  con  los  artículos  citados  del  Código 
Civil,  Penal  y  de  Comercio  si  le  diéramos  el  sentido  que  le  atri- 
buye el  H.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  es  claro  que 
no  tiene  ni  puede  tener  tal  sentido.  Si  esta  conclusión  no  es  ló- 
gica, es  necesario  cerrar  los  ojos  á  la  luz  del  medio  día. 

A  la  verdad  que  duele  ver  de  un  lado  solo  al   señor   Barrene- 
chea,  y  del  otro  agrupados  en   perfecta   conformidad,    todos   los 
funcionarios  nacionales,  que,  por  algún  motivo,  han   tenido  que 
intervenir  en  este  asunto:  el  señor  Paz-Soldán,  que  como  Minis- 
tro del  Ramo  dio  las  instrucciones  para  el  tratado  y  que   ahora 
en  calidad  de  fiscal  ha  defendido  la  jurisdicción  patria;  el   señor 
doctor  Ureta,  que,  además  de  su  carácter  de   Fiscal,    ha   desem- 
peñado, en  otro   tiempo,  la  caitera  de  Relaciones  Exteriores  y 
defendido  entonces  la  competencia  de  nuestros  Tribunales  en  el 
caso  ocurrido  á  bordo  del  buque   norte  americano  «Jhon  Cum- 
ming»;  (J)  el  señor  M'^íones,  que,    como  negociador  de  la  Con- 
vención, no  puede  dejar  de  ser  escuchado  tratándose  de  interpre- 
tarla; el  señor  Ribeyro,  que  fué  el  Ministro  que  recibió  el  tratado, 
que  lo  elevó  al  Congreso,  que  lo  ratificó  y  á  quién  no  se  le  puede 
poner  en  contradicción  con  el   reglamento  consular  que  en  ese 
tiempo  acababa  de  expedir:  la  Comisión  del  Congreso,  que  infor- 
mó sobre  el  pacto:  y  el  Congreso  mismo,  que  lo  aprobó  en  los 
mismos   términos  que  lo  propuso  esta.    ¿Tendrá  razón  el  actual 
Ministro  contra  todos  los  que,  usando  de  su  derecho  y  en  el  legí- 
timo ejercicio  de  sus  funciones,  han  manifestado  opinión  contra- 
ria?   ¿Tendrá  justicia  contra  los  Ministros  anteriores,  contra  los 
Fisculfs,  contra  el  Congreso  mismo?    Dejamos  la  contestación  al 
simi)le  sentido  común. 

Aunque  como  custodios  de  las  leyes  del  país,  no  es  de  nuestro 
rigoroso  deber  escudrinar  la  mente  que  por  parte  de  Italia  se  tu- 
vo al  paclar  la  cláusula  17;  aunque  este  trabajo  á  primera  vista 
parece  inútil,  desde  que  el  H.  señor  Garrón,  en  oficio  del  4  del 
presente,  ha  manifestado  que  su  Gobierno  le  dá  una  inteligencia 
igual  á  la  que  declara  el  decreto  de  28  de  Febrero,  (2)  y  aunque 
nos  merece  completa  fé  la  autorizada  j)alabra  de  todo  Agente  di- 
plomático, no  creernos  fuera  del  lugar  hacer  algunas  brevísimas 
observaciunes,  no  j)recisamente  sobre  ese  oficio,  que  alguna  sumi- 
nistra, sino  sobre  el  modo  como  aquella  nación  entiende  y  aplica 


[1]    Véase  la  página  145 
[2]  Página  130 
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la  doctrina  sobre  jurisdicción  consular,  ó,  mejor  dicho,  sobre  fun- 
ciones consulares. 

El  reglamento  de  la  materia,  expedido  en  23  de  Julio  do  1835, 
al  designar,  especificándoli  s,  las  atribuciones  do  1  s  Cónsules, 
no  les  (;pnfiere  más  en  relación  al  punto  que  nos  ocupa  sino 
(art.  28  inciso  3^)  «velar  sobre  el  buen  orden  de  los  buques  na- 
cionales, así  como  sobre  el  mantoniraiento  de  la  policía  maríti- 
ma» y  (inciso  4?  del  mismo  art.)  «proteger  a  los  subditos  sardos 
domiciliados  en  sus  distritos  y  ojo-cer  sobre  ellos  una  jurisdic- 
ción más  ó  menos  extensa,  ¿egán  I  "^s  tratados  y  uffos  de  los  dife- 
rentes paUes,»  Por  donde  se  vé,  que  solo  el  conocimiento  de  la 
disciplina  ó  policía  de  los  buques,  es  considerado  como  esejicial 
al  ejercicio  de  las  funciones  consulares,  y  que  en  todo  lo  demás 
que  sea  salir  de  esta  esfera,  los  (Anisules  italianos  no  han  de  te- 
ner mas  reglas,  que  las  prácticas  del  país  en  (jue  residen  6  las 
estipulaciones  sobre  el  particular  celebradas.  Ni  nada  es  más 
justo;  porque  aparte  de  qno  h^s  Cónsules  por  tener  que  funcio- 
nar en  territorio  sometido  á  soberanía  airona,  no  pue<len  ha- 
cerlo sin  el  consentimiento  de  esta,  son  hasta  hoy  muy  pocos  los 
principios  sobre  atribuciones  consulares  en  que  están  de  acuerdo 
las  naciones;  y  porque  salvo  algunas  que  brotan  de  la  naturaleza 
misma  de  su  misión,  y  que  han  llegado  á  constituir  derecho  con- 
suetudinario, en  todo  lo  demás,  no  pueden  ser  sino  rcsul(a<lo  del 
consentimiento,  ó  bien  tácito  á  mérito  del  uso  y  posesión,  ó 
bien  expreso,  en  virtud  de  tnitados  especiales.  Entre  estos,  no 
conocemos  de  los  celebrados  por  Italin,  ninguno  que  confiera  de- 
recho á  los  Cónsules  para  prevenir  en  materia  de  delitos  á  bordo 
de  sus  buques  en  aguas  extranjeras,  aún  cuando  solo  sea  para 
someterlos  después  á  la  justicia  de  du  Soberano.  Contrayéndonos 
á  los  estipulados  en  estos  últimos  años,  y  recorriendo  los  archivos 
diplomáticos  que  tenemos  á  la,  mano,  no  encontramos  sino  los 
que  ha  ajustado  con  Bélgica,  (en  9  de  Abril  de  1803,  artículo 
25);  con  Rusia,  (en  28  de  Setiembre  de  1863,  artículo  20);  con 
Turquía,  (en  9  dé  Setiembre  de  Gl,  artículo  19);  co  i  los  Países 
Bajos,  (en  24  de  ííoviembre  de  1803,  artículo  5V);  con  Alemania 
del  Norte,  (en  14  de  Octubre  de  1808,  artículo  9?);  con  Dinamar- 
ca, (en  IV  de  Mayo  de  1804,  artículo  11);  con  la  República  del 
Salvador,  (en  14  de  Abril  de  1864,  artículo  27);  y  con  Francia, 
(en  ^3  de  Setiembre  de  1862,  artículo  13).  Las  respectivas  cláu- 
sulas de  los  cinco  primeros  son  generales,  por  cuanto  pactan  sim- 
S demente  recibirse  Agentes  Consulares  con  reciprocidad  y  conce- 
erles  las  mismas  inmunidades,  privilegios  y  exenciones  que  á  la 
nación  mas  favorecida.  En  nada  ilustran,  por  consiguiente,  y 
mucho  menos  confirman,  y  antes  bien  contradicen,  la  pretendida 
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atribución  que  combatimos.  Solo  lo8  tres  úlbímos  contienen  dis* 
posiciones  especiales  en  los  artículos  citados;  pero  como  son  idén- 
ticos entre  sí  é  idénticos  al  tratado  del  Perú  con  Francia,  qae 
hemos  analizado  ya,  resulta  que  ni  aún  estos  tratados  pueden  in- 
vocarse como  antecedentes  que  apoyen  la  interpretación  del  Mi- 
nisterio. 

Hacemos  sí  notar,  que  el  artículo  del  tratado  con  el  Salvador 
contiene  una  especialidad  en  su  redacción,  digna  de  ser  estudia- 
ba; pues  expresa  y  terminantemente  reconoce  en  la  autoridad 
local  el  derecho  de  intervenir  en  todo  género  de  desórdenes  que 
ocurran  á  bordo;  no  solo  en  los  que  sean  do  tal  naturaleza  que 
puedan  turbar  la  tranquilidad  en  tierra  ó  en  el  puerto,  sino  tam- 
bién en  los  que  pudieran  turbarla,  en  el  interior  de  los  buques, 
áfond  de  batimentSf  como  dice  el  texto  francés,  único  que  posee- 
mos. *Y  como  no  puede  suponerse,  que  un  mismo  contra  tanta, 
ajustando  cláusulas  iguales  en  su  esencia  y  en  su  espíritu,  haga 
distinciones  que  impliquen  diversidad  en  sus  miras  y  contrarie- 
dad en  su  política,  preciso  se  hace  buscar  una  esplicación,  que, 
haciendo  desaparecer  toda  aparente  veleidad,  corresponda  á  un 
pensamiento  común  y  dominante,  al  cual  deban  ajustarse  tanto 
en  su  interpretación  como  en  su  aplicación,  todas  las  convencio- 
nes consulares  de  Italia.  Este  pensamiento  no  puede  ser  otro,  si 
se  quiere  conciliar  con  las  demás,  la  Convención  del  Salvador, 
sino  el  de  que  las  autoridades  locales,  fuera  de  lo  que  es  meras 
faltas  de  policía  y  diferencias  sobre  contratos  marítimos,  en  lodo 
lo  demás  tienen  facultad  de  conocer;  v  con  mucha  mas  razón  de 
intervenir,  cuando  con  el  nombre  de  desórdenes,  de  infracciones, 
de  delitos  6  como  quiera  llamárseles,  se  realicen  á  bordo  hechos, 
con  los  cuales  se  violan  las  leyes  universales;  hechos  que  castigan 
todas  las  leyes  de  la  tierra,  y  que,  mas  que  nadie,  está  en  la  po* 
sibilidad  y  en  el  interés  de  castigar,  la  nación,  cuyo  imperio  y 
cuya  profección  se  han  violado  al  mismo  tiempo. 

La  prueba  más  perentoria  de  que  es  e.r<ta  la  doctrina  en  sus 
pactos  consignada,  y  de  que  conforme  á  su  espíritu  debemos  in- 
terpretar el  artículo  17,  vamos  á  darla  remitiéndonos  á  su  pro- 
pio testimonio  oficialmente  declarado.  Todos  saben  que  en  1863, 
cinco  bandidos  napolitanos  perseguidos  por  la  policía  italiana 
sacaron  en  Civita-Vechia  pasaportes  en  forma  para  Marsella,  y 
se  embarcaron  en  el  «Aunis»,  paquete  bot-correo,  perteneciente  á 
la  compañía  francesa  que  se  conoce  con  el  nombre  de  crMossa- 
geries  Imperiales.»  (1)  El  Prefecto  de  Genova  que  debió  tener  noti- 
cia anticipada  del  embarque,  luego  que  el  vapor  llegó  á  este 
puerto,  se  introdujo  á  bordo  y,  con  fuerza  armada,   extrajo  á  los 

[1]  Véase  lai  páginas  134  á  140 
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bandidos.  El  Cónsul  de  Francia  protestó  por  lo  pronto;  y  más 
tarde  su  Agente  diplomático  reclamó  del  procedimiento,  pidien- 
do, entre  otras  satisfacciones;  la  devolución  de  los  bandidos.  Tan 
grave  se  juzgó  esta  reclamación,  y  tanto  preocupó  la  opinión  pú- 
blica, que  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  lo  sometió  al 
Consejo  de  lo  contencioso  diplomático  del  reyno  de  Italia,  á  fin 
de  que  él  resolviera  la  cuestión  siguiente:  «¿La  Francia  puede, 
justa  y  legalmente,  pretender,  conforme  al  derecho  de  gentes  y  á 
los  tratados  en  vigor  con  ella^  que  se  le  restituyan  los  individuos  •; 
que  han  sido  capturados  á  bordo  del  «Aunis»  en  el  puerto  de  Ge- 
nova y  el  gobierno  del  rey  tiene  el  deber  de  restituii  lo^?»  El  fa- 
llo fué  afirmativo.  Las  razones  que  para  fundarla  se  alegaron, 
no  las  recordaremos  nosotros,  por  haberlas  comentado  ya  el  se- 
ñor Mesones  en  la  última  de  sus  exposiciones  que  ha  visto  la  luz 
pública;  (1)  pero  sí  citaremos  un  punto  que  este  caballero  ha  omi- 
tido y  que  es,  sin  embargo,  á  nuestro  juicio,  el  más  importante, 
porque  él  se  refiere  ala  inteligenciado!  art.  13  de  la  Convención 
Consular  entre  Francia  é  Italia-,  idéntico  en  la  sustancia  de  su 
contenido,  como  lo  hemos  hecho  notar,  al  34,  y  análogo  al  17,  de 
las  que  estas  dos  naciones  tienen  respectivamente  con  el  Perú. 
Después  de  recorrer  el  Consejo  todas  las  cláusulas  de  aquella 
Convención  Consular  y  las  del  tratado  postal,  de  4  de  Setiembre 
de  1860,  que  tuvieron  relación  con  el  punto  cuestionado,  alegó 
que  la  justicia  de  la  Francia  venía  de  haberse  violado  este  últi- 
mo pacto,  (el  de  postan)  en  su  art.  6?,  que  concede  á  los  vapores- 
correos,  los  mismos  privilegios  de  inviolabilidatl  que  á  los  bu- 
ques de  guerra,  mas  no  de  que  se  hubiera  inflingido  ni  citado 
art.  13;  porque  dice:  la  presencia  de  malhechores  notoriamente p^ r- 
seguidos  por  la  justicia  del  (  ais  c-mstitui/p.^  sobre  todo  en  el  estado 
actual  de  cosas,  un  hecho,  que  si  hubiera  Ib  gado  al  conocimiento 
del  público  antes  que  la  autoridad  se  hhbiera  ocupado  de  él,  hubie- 
ra muy  bien  podido  seivir  de  pretesio  para  algún  desorden.  (Archi- 
vos diplomáticos,  tomo  1°,  año  de  1864,  Pág.  395).  La  sola  po- 
sibilidad de  que  se  turbara  la  tranquilidad  pública,  legitimaba, 
pues,  á  juicio  del  Supremo  Consejo,  la  intervención  de  la  autori- 
dad territorial.  Si  la  mansión  meramente  momentánea  y  tran- 
sitoria de  hombres  que,  aunque  habían  delinquido.antes  no  de- 
Jinquieron  en  la  actualidad;  que  se  presentaban  en  actitud  pacífi- 
ca y  aún  medrosa,  puesto  que  huían  de  su  patria  para  marcharse 
al  extranjero,  era  estimada  como  suficiente  causal  de  perturba- 
ción; jcuán  vehemente,  cuan  próxima,  cuan  positiva,  no  debe 
estimarse  la  realización  actual  del  delito  mismo!  Si  hay  posibi- 
lidad en  un  caso,  lo  hay  en  el  otro,  y  mucho  más  palpitante   to- 

(1)  Véase  esa  ezposidóa  en  lai  pás^iras  06  á  92. 
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davía,  si  la  primera  abonaba  el  procedimiento  del  Preftcto  de 
Genova,  en  fuerza  de  la  misma  lógica,  hubiera  tenido  que  con- 
siderarse también  como  legítima  su  ingerencia  si  hubiera  tenido 
lugar  á  bordo  un  verdadero  atentado,  un' homicidio,  por  ejem- 
plo, cualquiera  que  hubiera  sido  el  ofensor  y  el  ofendido.  He 
aquí  una  declaratoria  pública,  solemne,  hecha  por  el  mismo  go- 
bierno de  Italia;  he  aquí  el  modo  como  ella  entiende  y  aplica  la 
cláusulíi  cuestionada,  y  he  aquí,  (omo  tomándola  de  la  propia 
manera  que  ella,  no  hay  delito  común  cometido  en  un  buque, 
surto  en  aguas  extranjeras,,  que  no  quede  sujeto  á  la  juris<licción 
local;  puesto  que  no  hay  ninguno,  que  ya  que  no  perturbe  real- 
mente, no  lleve,  al  menos,  la  posibilidad  de  perturbar  siempre  la 
tranquilidad  pública. 

II. 

Gomólas  razones  alegadas  por  el  señor  Ministro  par:i  justificar 
la  inteligencia  que  le  dá  al  art.  17,  son,  en  sustancia,  las  mismas 
en  que  funda  la  declaratoria  general  en  favor  de  todas  las  na- 
cioneá,  refutadas  como  han  sido  las  primeras,  quedan  de  hecho 
refutadas  las  segMndas. 

Hay,  sin  embargo,  entre  estas,  una,  de  que  no  nos  h?mo^  ocu- 
pado todavía,  y  de  que  no  podemos  prescindir,  por  la  inmensa 
gravedad  (jue  en  la  apariencia  tiene.  Queremos  hablar  de  la  ab- 
soluta territorialidad  (]ue  algunos  trattidistas  sostienen  respecto 
de  los  l)uques  mercantes  y  que  el  H.  señor  Barrenochea  procla- 
ma, fundándose  en  la  autoridad  deo^tos  escritores  y  en  las  conve- 
niencias internacionales  de  su  aplicación.  Y  decimos  que  es  d© 
suma  importancia,  porque  una  vez  aceptado  el  principio  do  quo 
las  embarcaciones  mercantes,  donde  (juiera  que  se  encuentren, 
no  son  sino  la  continuación  del  territorio  de  la  nación  cuya  ban- 
dera enarbolan,  quedarían  de  pleno  derecho  sujetos  á  la  juris- 
dicción de  esa  bandera  todos  los  actos  pasados  á  bordo,  y  por 
consiguiente  todos  los  crímenes  que  allí  s^  cometiesen. 

Sin  entrar  en  la  comparación  de  las  ventajas  y  de  los  incon* 
venientes  pnicticos  de  tan  lata  doctrina,  para  disipar  las  impre- 
siones favorables  que  pueda  haber  producido  en  el  aniño  de  los 
que  se  hayan  tomado  el  trabajo  de  estudiar  esta  cuestión,  nos 
bastará  hacer  las  [H)cas,  pero  decisivas  obaervaciones  siguientes: 
1*  que  si  hay  algunos  pocos  autores  que  la  patrocinan,  de  los  que 
nosotros  no  conocemos  sino  Hauteffeuille  y  Weiss,  tiene  en  su 
contra  la  generalidad  de  ellos,  y  de  los  que  merecen  mayor  rea- 
peto,  como  Qrocio,  Wolfs,  Jenkinson,  Asuni,  Lampredi,  Pinhei- 
ro,  Schmalz,  Wheaton,  &.  &;  2*  que  aquellos  mismos  no  la  ex- 
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ponen  como  teoría  uní  versal  mente  acontada  y  practicada  ya,  si- 
no como  digna  de  aceptarse  y  practicarse  por  las  razones  de  jus- 
ticia y  de  utilidad  que  ellos  alegan;  3?  que  por  justa  y  conve- 
niente que  sea,  no  puede  citarse,  ni  mucho  menos  imponerse  co- 
mo principio  de  derecho  du  gentes,  desde  que  no  la  reconocen 
todas  las  nacionesr,  ni  tiU'itamente,  por  el  consentimiento  univer- 
sal, ni  de  un  modo  definido,  expreso,  en  ninguno  de  esos  trata- 
dos; y  4^  que  (copiando  las  palal.»ras  de  Lord  Clarendon  en  el 
parlamento  ingles)  los  jurisconsultos  y  los  hombres  de  Estado 
deben  mirar  la  lev  internacional  como  (s  y  no  como  dele  s€i\ 

Lo  que  si  constituye  derecho  internacional  en  esta  materia,  es 
que  las  leyes  internas,  así  como  protegen,  así  mismo  obligan  á  to- 
dos los  que  pisan  el  territorio:  que  éste  no  solo  es  formado  por  la 
parte  continental  que  se  llama  tierra,  sino  también  por  las  aguas 
de  los  puertos,  radas,  mares  interiores  y  por  las  del  litoral  hasta 
el  alcance  del  mayor  tiro  de  cañón;  que  los  buques  mercantes, 
como  cosas  mutbles  que  son,  siguen  las  mismas  a)ndicioiíes  del 
territorio  en  <]ue  se  encuentran;  que,  por  regla  general,  (1  lugar 
del  hecho  decide  de  la  jurisdicción,  ó,  como  dicen  los  legista?, 
íocf/s  regií  actus]  y  que,  en  materia  de  extraterritorialidad,  ó  de 
lerritorialidad,  como  la  llaniau  otros,  no  hay  mas  excepciones  que 
respecto  de  los  soberanos  ó  de  sus  tro[>as,  cuando  transitan  por 
países  extranjerf»s,  (*e  los  agentes  diplomáticos  y  délos  bu(|uesde 
guerra.  Di^  donde  lógicamente  des[)rende  Bello  esta  conclusión: 
«que  los  delitos  cninotidos  á  bordo  de  cualquier  buque  mercante 
en  nuestra^  ag-^as,  delx  u  s-.r  privativamente  juzgados  y  castiga- 
dos j)or  nuestras  judicaturas.»  (Dere(ílio  de  Gentes,  pág.  5ü  de  la 
2*  edición)  y  se  desprende,  igualniente,  que  no  pudiendo  ser  juz- 
gados y  castigados  esos  delití»s  por  dos  diverjas  juiisdicciones,  la 
iniervención  de  la  autoridad  consular  es  en  ellos  tan  ilegítima 
como  result4i  innect^saria. 

Ahora,  si  (""e  ios  principios  i)a'5amo3  á  los  tratados  mismos,  á 
las  ordenanzas  y  reglamentos,  en  que  las  diferentes  naciones  han 
consignado  tanto  su  voluntad  como  su  sentir  st)brc  el  particular, 
ya  veremos  como  ca?i  to  las  ellas  lejos  de  reconocer,  mas  bien  re- 
chazan la  atribución  consular  cue-tionadir,  pudiendo  en  consecuen- 
cia, afirniarse,  con  sobrado  fundan: ento,  })ues  excepciones,  aun- 
que las  lisiya,  no  den^gan  la  regla,  (jue  en  esta  co:iuin  reproba- 
ción están  perfectamente  conformes,  tanto  la  legislación  interna 
como  la  que  Uamartmos  externa  de  los  pueblos  de  la  tierra:  tan- 
to el  derecho  internacional  doctrinario,  como  el  consuetudinario 
y  como  el  convencional  (I). 

(l)  Francia,  art.    12.   ordenanza  de  1681   y  19  de  la  de  1833.- Prusia,  art. 
5,  ordenauía  de  1796.-~Rusia,  art.   54,   reglamento  de  1820.— l'ortugal.  art. 
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No  terminaremos  este  punto  sin  estudiarlo  también  bajo  un 
nuevo  aspecto,  bajo  el  aspecto  constitucional.  ¿Ha  estado  en  su 
derecho  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  hacerla 
declaratoria  general,  que  en  su  segunda  pnrte  contiene  el  decreto 
supremo  de  28  de  Febrero  último?  ¿Estaba  en  las  facultades  que 
la  Constitución  otorga  al  Poder  Ejecutivo,  proclamar  como  prin- 
cipio, que  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  todo  buque  extranjero 
en  nueslros  puertos  pertenecen,  no  á  nuestra  jurisdicción,  sino  á 
la  jurisdicción  del  pabellón  que  llevan?  ¿lia  podido,  ha  debido 
legalmente  resolver  por  sí  solo  tan  trascendental  cuestión?  Fran- 
camente que  nó;  porque  los  Cónsules  por  el  heclio  de  ejercer  sus 
atribuciones  en  ageno  territorio,  limitan,  en  la  órbita  de  estas 
atribuciones,  la  potestad  ó  imperio  del  país  en  que  funcionan; 
l)orque  solo  hay  obligación  estricta  d©  permitirles  las  que  son  ab- 
solutamente indispensables  á  la  naturaleza  de  su  institución, 
aquellas,  que  por  este  motivo  les  conceden  y  tienen  sancionadas 
todas  las  naciones  cultas  del  globo;  porque  todas  las  que  traspa- 
sen este  estrecho  círculo  han  menester  un  consentimiento  expre- 
so, claro  y  especial;  porque  este  consentimiento  no  pu  de  otorgar- 
se sino,  ó  en  pactos  que  se  hí\yan  celebrado  con  las  naciones  á 
que  los  cónsules  pertenecen,  ó  en  las  leyes  que  se  haya  dado  la 
misma  nación  que  los  recibe;  porque  el  Perú  no  .ha  hecho  tales 
pactos  con  todas  las  potencias  do  la  tierra,  a  quienes  gratuitamen- 
te se  favorece  ahora,  ni  sus  leyes  autorizan  tal  cesión  de  jurisdic- 
ción; porque  lejos  de  autorizarla,  la  repudian,  tanto  sus  ti  atados, 
como  sus  leyes,  sus  códigos,  como  su  jurisprudencia  en  general; 
porque  las  estipulaciones  internacionales  del  mismo  modo  que  la 
legislación  interior,  no*pueden  ser  restringidas,  modificadas  óde- 

8,  ordenanza  de  1789.  -  Holanda,  artículos  4  y  9,  reglamento  de  1807  y  8  de 
1818. — Bélgica,  artículos  11  y  12,  reclameato  de  1831  — Dinamarca,  art.  9,  or- 
denanza de  1S24  — Cerdeña,  artículos  3  y  fi,  letras  patentes  de  1836  — Inglate- 
rra, ley  comercial  de  Chitti  — Austria,  e  :icto  de  1774. — Oldcniburgo,  artículos 
del  5  ai  9. — Mulemburgo,  instruccione  consulares  de  1818. — Estados  Unidos  de 
América,  art  36,  instrucciones  de  1833. — Brasil,  art.  41,  reglamento  de  1838. 

TRATADOS  DE  CCMEHCIO  Ó  NAVEGACIÓN 

Francia  con  Inglaterra  en  23  de  Enero  de  1860.--H.  con  Bélgica  en  2  de  .agos- 
to de  1^62.— »Id.  con  Uruguay  en  7  de  Julio  de  1863. — Id.  con  el  Paraguay  en 
9  de  Agosto  de  1862. — Id.  con  Suecia  y  Noruega  en  14  •  e  Febrero  de  1^65. — Id. 
con  Países  Bnjos  en  7  de  Julio  de  1865.— Inglate  ra  con  Bi'lgica  en  23  de  Julio 
de  1862.- Id.  con  Paraguay  en  2  de  Octubre  de  1853  —Id  con  Prusia  en  Í6  de 
Agosto  de  3 806.— Prusia  con  Bélgica  en  28  de  Agosto  de  1863. — Austria  con 
Rusia  en  14  de  Setiembre  de  IH.iO— Dinamarca  con  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca en  18  de  Setiembre  de  1865.— Bélgica  con  Méjico  en  24  ('e  Julio  de  1861.  -  Id. 
con  Suiza  en  11  de  Diciembre  de  1862.— Suiza  con  Holanda  en  11  de  Enero  de 
1863. -Estados  Unidos  de  América  con  Haití  en  3  de  Noviembre  de  1864  -  Pru- 
sia con  Bélgica  fn  28  de  Marzo  de  1863.  -  Austria  y  Holanda  en  26  de  Marzo 
de  1867.— Austria  y  Bélgica  en  27  de  Febrero  de  1567. 
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rogadas,  sino  por  el  Congreso  de  la  República;  porque  la  .declara- 
toria mencionada  confiere  derechos  é  impone  obligaciones  que  no 
pueden  conferirse  ni  imponerse  sino  por  la  potestad  legislativa; 
porque  esos  derechos  y  estas  oblip^aciones,  además  de  ser  arenera- 
íes  y  peipétnas.  <l¡latan  la  jurisdicción  estraña  y  nit^noscibín  la 
nuestra  *-:n  nuestro  propio  suelo;  porque  la  jurisdicción  es  parte 
de  la  soberanía  nacional,  es  la  soberanía  mismi  bajo  su  aspecto 
práctico,  que  es  el  esonjial;  p  )rque  la  Carta  fundamental  d'»l  Es- 
ta Is*  (artícalo  2')  prohibo  terminantemenLe,  y  no  solo  á  tolos  y 
cada  uno  de  los  poderes  públicos,  sino  hasta  la  nación  misma 
celebrar  pactos  que  afecten  de  algún  modo  sn  sohcranta\  y,  finalmen- 
te, porque  si  está  prohibido  afectarla  por  medio  de  pactos,  en  los 
que,  como  se  sabe,  intervienen  el  Congreso  y  el  Gobierno,  con 
mayor  razón,  está  prohibido  á  este  último  afectarla  espontánea- 
mente y  por  sí  solo. 

III 

E'i  la  tercera  parte  del  decreto,  declara  el  señor  Ministro  que 
las  autoridades  nacionales  no  son  competentes  para  conocer  del 
caso  de  la  «Rondanini,»  por  tratarse  de  hechos  ocurridos  exclusi- 
vamente entre  gentes  do  la  tripulación  y  por  no  haberse  altera- 
do la  tranquilidad  del  puerto;  y  ordena,  en  consecuencia,  que  los 
presos  sean  puestos  a  disposición  del  Consulado  general  de  S.  M. 
el  Rev  de  Italia 

Ba.sta  saber  que  estos  presos  lo  estaban  por  mandato  del  juezá 
mérito  de  un  j^iicio  en  actual  sustanciación,  para  venir  en  cono- 
cimiento del  ataque  inferido  a  la  inviolabilidad  de  la  administra- 
ción de  justicia.  Desde  que  había  un  proceso  en  curso,  ya  que  el 
Gobierno  tenía  por  incompetente  al  juez,  pudo  declinar  su  ju- 
risdicción, valiéndose  al  efecto  del  Agente  fiscal;  pudo  inducir  al 
Cónsul  italiano  á  interponer  declinatoria  por  sí  mismo  ó  por  uno 
de  los  interesados  directos;  mus  no,  en  nuestra  pobre  opinión,  re- 
solver á  priori  un  punto  litigioso,  y  mucho  menos  cortar  de  he- 
cho la  prosecución  de  los  autos;  arrogándose  así  atribuciones  de 
carácter  esencialmente  judicial,  hiriendo  la  independencia  de  es- 
te poder,  garantida  por  el  artículo  43  de  la  Constitución,  y  avo- 
cándose causa  pendiente  con  infracción  del  artículo  12¿l  de  la 
misma.  Fácil  sería  patentizar  las  funestas  consecuencias  que  de 
autorizar  este  procedimiento  resultarían,  la  subversión  completa 
del  orden  constitucional  y  el  anárquico  desquiciamiento  de  todas 
las  instituciones;  pero  aparte,  de  que  ese  trabajo  nos  llevaría  mas 
lejos  de  lo  que  permite  este  documento,  (ya  demasiado  extenso) 
estamos  eximidos  de  emprenderlo,  desde  que  con  tanto  lucimiea- 


—  214  — 

to  lo  ha  hecho  el  señor  Fiscal  de  la  Suprema,  en  el  recurso  de  15 
de  Marzo  último,  que  ya  conoce  la  co\iiisión  legislativa.  (1) 

No  obstante,  con  toda  voluntad  excusaríamos  la  conducta  del 
señor  Ministro;  alguna  justificación  le  encontraríamos,  si  estuvie- 
ran comprobados  los  hechos  en  que  se  funda.  ¿Pero  es  verdad 
que  los  atentados  del  23  de  Agosto,  todos  ellos  tuvieron  lugar 
solo  sobre  la  cubierta  de  la  «Rondanini»,  y  que  en  nada  turbaron 
el  reposo  de  la  rada  de  Chincha?  ¿Cómo  pudo  saberlo  olH.  señor 
Barrenechea,  cuando  no  ordenó  instruir  sumario  ninguno,  y  cuan- 
do, en  lugar  de  hacerlo  instruir,  ha  mandado  de  hecho  cortar  el 
único  que  de  nuestra  parte  se  estaba  instruyendo?  ¿Puesto  que  la 
jurisdicción,  local  ó  extranjera,  dependía,  según  su  opinión, déla 
condición  de  las  personas  complicadas,  del  sitio  y  del  modo  como 
se  habían  consumado  los  acontecimientos,  no  era  natural,  algo 
mas,  obliga tc'i..,  asegurarse  oficial  y  positivamente  de  la  verdad 
do  los  hechos?  ¿Y  si  no  se  aseguró  de  ellos  en  la  única  forma  que 
la  ley  y  la  práctica  u'.i  i  versal  reconocen  como  auténtica  (una  in- 
formación judicial),  con  qué  fundamento  hace  afirmaciones,  y 
afirmaciones  tales,  que  comprometen  la  jurisdicción,  la  soberanía, 
la  independencia  de  la  patria?  Tan  importante,  tan  indispensa- 
ble, tan  decisivo  hemos  creído,  por  lo  que  á  nosotros  hace,  el  su* 
niario,  que  nos  hemos  resistido  á  dictaminar  hasta  haberlo  teni- 
do á  la  vista,  á  cuyo  efecto  lo  solicitamos  reiteradas  veces,  y  aho- 
ra tenemos  la  honra  de  acompañarlo,  junto  con  el  luminoso  in- 
forme del  juez  que  lo  instruyó. 

Pues  bien;  en  ese  sumario  aparecen,  no  por  cierto  confirma- 
das, sin  mis  bien  desmentidas  l«s  aseveraciones  del  Ministerio. 
De  él  resulta,  que  los  nunca  bastantemente  deplorados  sucesos 
de  aquella  noche,  tuvieran  su  origen  en  la  embriaguez  de  uno 
de  los  marineros,  Rafael  Cotardo;  que  éste  reiteradas  veces  exi- 
gió al  piloto  Remigio  Torrello  que  le  diera  un  bote  para  ir  á 
tierra;  que  como  éste  se  ne<ja«o,  provocó  en  contra  de  él,  ese  in- 
dividuo, una  especie  de  sedición  entre  sus  compañeros;  que  para 
apaciguarla,  se  dirigió  el  piloto  de  su  camarote,  donde  había  es- 
tado, á  cubierta,  que  era  el  lugar  del  motin;  que  en  la  lucha  que 
este  incidente  provocó,  y  en  que  muchos  de  los  tripulantes  to- 
maron parte  en  favor  de  la  autoridad,  salió  herido  el  marinero 
Silva,  y  más  gravemente  lo  fué  el  dicho  piloto  por  otro  de  los 
marineros,  Jorge  Matcarens,  do  origen  malayo;  que  conociendo 
éste  la  enormidad  de  su  falta  y  la  gravedad  del  paligro  en  que 
estaba,  se  tiró  al  agua,  tanto  para  huir  de  la  persecución,  como 
para  buscar  amparo  en  la  isla;  que  entonces  se  aprestaron  y  fue- 
ron en  su  busca  varios  botes,  ya  de  la  «Rondanini,»  ya  de  otros 

[1]  Páginas  42  á  65. 
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buques  inmediato?;  que  habiéndolo  alcanzado,  le  infirieron,  sw 
saberse  quién  ó  quiénes,  cinco  puñaladas,  todas  mortales,  y  to- 
das j>or  detrás:  circunstancias  ambas  ya  bastantes  por  sí  solas, 
para  hacer  presumir  que  no  fué  herido  dentro  de  la  barca,  y  an- 
tes de  arrojarse  al  mar;  y  que  muerto  ya,  lo  Ueyaroii  á  honlo, 
de  donde  al  día  siguiente  lo  condujeron  á  tierra  paní  darle 
sepultura. 

No  hay  una  sola  de  las  ocho  declaraciones  que  conti*^ne  el  su- 
mario, que  acrediti.  haber  sido  Matcarens  muerto  ó  herido  si- 
quiera durante  el  motin  y  la  subsiguiente  riña;  es  decir,  en  el 
primero  de  los  dos  actos  en  que  naturalmente  estuvo  dividido 
ese  sangriento  drama;  mientras  que  el  hecho  de  haber  salido  in- 
cólume dftl  buque,  de  haber  sido  perseguido  en  su  fuga  por  di- 
ferentet  embarcaciones  menores,  de  habérsele  restituidti  á  la 
ííRondanini»,  ya  difunto,  y  de  haber  sido,  por  consiguiente,  apu- 
ñaleado y  muerto,  fuera  de  ella  ó  sea  dentro  del  mar,  lo  testifi- 
can, el  enjuiciado  Silva,  á  f .  6  vuelta,  el  testigo  presmcial  Mi- 
guel Micuchi,  á  f.  8  vuelta,  y  el  mismo  capitán  de  la  nave,  don 
Ángel  Pastor,  á  f .  12;  añadiendo  que  al  llegar  á  su  buque,  pues 
había  estado  ausente,  se  impuso  de  lo  ocurrido,  que  sometió  en- 
tonces al  orden  á  los  amotinados  y  que  viá»  larde  fué  todavía 
que,  trayendo  el  ca^laver  de  Matcarens,  llegó  u/io  (/«  í^m  botes  qa^ 
fueron  en  atixilio  del  alzamiento. 

La  verdad  de  esta  narración  está  confirmeda  con  dos  testimo- 
nios, tanto  más  irrecusables  cuanto  que  son  oficiales:  el  del  ca- 
pitán del  puerto  (nota  de  f  1)  que  se  constituyó  en  el  acto  en  el 
teatro  mismo  de  los  sucesos;  y  el  del  juez  de  la  causa  (informe 
á  la  lltma.  Corte  Superior  de  esta  Capital)  que  mas  que  nadie 
ha  tenido  ocasión  y  medios  para  sabor  lo  acontecido.  '     . 

La  indagación  judicial  arroja  también  las  notables  circuns- 
tancias siguientes:  que  habió  enemistad  Anterior  entre  el  piloto 
y  Matcarens;  que  hubo  dentro  del  buque  de  visita  personas  ex- 
trañas á  él;  que  tal  vez  tomaron  estas  parte  en  los  succsíO;!^  desde 
el  principio:  y  que  positivamente  la  tomaron  en  los  últimos,  sin 
sabersci  hasta  donde  alcanza  su  participación,  las  gentes  que  en 
botes  de  otros  buques  ocurrieron  á  lo  bulla. 

¿Y  en  presencia  de  estos  hechos,  que  no  están  por  cierto  ple- 
namente probados,  ni  que  podían  estarlo  por  haberse  peimitido 
la  marcha  de  la  «Rondanini»  desde  el  28  de  Setiembre,  pcij  que 
sí  reúnen  todos  los  caracteres  de  probabilidad  legal,  y  que  en 
todo  caso  no  están  contradichos  por  prueba  ninguna  en  contra- 
rio, será  dable  justificar  el  decreto  que  los  extrae  de  la  compe- 
tencia nacional,  para  someterlos  á  la  jurisdicció  n  italiana?  ¡Que! 
¿No  son  territorio  del  Perú  las  aguas  de  Chincha,  en  donde   in- 
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defeiiso  fué  asesinado  Matcarens?  ¿Es  lícito,  ea  digno,  es  huma- 
no siquiera,  abandonar  así,  al  que  huyendo  de  la  muerte,  ea 
arrancado  á  \i\  protección  de  nuestra  bandera,  por  la  alevosa  ma- 
no de  un  criminal?  ¡Que!  ¿Se  violan  nuestras  leyes,  se  ensan- 
grientan nuestras  aguas,  que  es  suelo  nuestro,  tan  sagrado  como 
el  continental  (jue  pisamos,  y  dejamos  el  castigo  á  la  tardía  ac- 
ción de  los  tribunales  extranjeros?  ¡Que!  ¿Se  mancilla  la  ma- 
jestad de  la  nación,  y  abandonamos  á  los  extraños  la  vindica- 
ción de  nuestra  honra?  ¡Que!  ¿Se  promueve  un  escándalo,  ae 
comete  un  atroz  asesinato,  lo  presencia  toda  una  numerosa  po- 
blación flotante,  se  sepulta  á  la  víctima  á  la  vista  de  un  pueblo 
entero,  y  se  sostiene,  sin  embargo,  que  no  han  sido  turbados  ni 
el  orden,  ni  la  tranquilidad  del  puerto?  ¡Que!  ¿Era  necesario  al- 
go más,  para  que  la  autoridad  lo^uil,  en  representación  do  la  vin- 
dicta pública,  hubiera  de  intervenir,  á  fin  de  restablecer  los  ho- 
llados fueros  de  la  justicia  nacional?  Al  simple  buen  sentido  de- 
jamos la  contestación. 

Mientras  tanto,  si  no  estamos  ofuscados,  creemos  haber  pro- 
bado hasta  la  evidencia,  que  aún  dándole  á  la  Convención  Con- 
sular con  Italia  la  equivocada  inteligencia  que  le  atribuye  el  H. 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  aun  en  este  supues- 
to, los  sucesos  de  la  «Emilio  Rondanini»,  al  a'iochecer  del  23  de 
Agosto  último,  i)ertenecen  de  derecho  a  la  jurisdicción  de^.  país; 
y  creemos  haber  probado  también  de  la  misma  manera,  <]ue  el 
supremo  decreto  de  28  de  Febrero  del  año  que  corre,  es,  en  sus 
tres  partes,  tan  opuesto  al  derecho  internacional  general  y  al  es- 
pecial del  Perú,  como  es  contrario  á  nuestra  Constitución,  á  nues- 
tros Códigos  y  á  nuestros  reglamentos;  en  una  palabra,  á  nuestra 
legislación  interna,  política  y  civil. 

De  t  ido  lo  cual  se  deduce,  que  estáis,  como  guardianes  de  la 
ley,  en  la  dura,  pero  vigorosa  obligación  de  aprobar  la  proposi- 
ción del  H.  señor  Oviedo,  y  de  dirigir,  en  consecuencia,  la  prime- 
ra representación  al  Poder  Ejecutivo,  á  fin  de  que  se  sirva  revo- 
car el  referido  decreto. — Lima,  Junio  19  de  1869. — Manvcl  B. 
Cimeros » 

Que  trascribo  á  US.  para  que  se  sirva  ponerlo  en  conocimiento 
de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. 

Dios  guarde  á  US. 

Ignacio  Garda. 
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lÁma,  7  de  Agosto  de  1869. 

Vista  en  Consejo  de  Ministros,  y  con  su  acuerdo,  contéstese  en 
los  términos  aprobados. 

Rúbrica  de  S    E. 

Barreticchea. 


Ministerio  de  Belaciones  Exteriores, 

Lima-y  Agosto  10  de  1869. 
Señor  Secretario  de  la  Honorable  Comisión  Permanente. 

He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  la  no- 
ta que  me  ha  dirigido  US.,  trascribiéndome  un  dictamen  aprobado 
por  esa  H.  Comisión,  en  el  cual  se  opina  porque  S.  E.  revoque  el 
decreto  que  dictó  el  28  de  Febrero  úUiíno,  con  motivo  del  cono- 
cido caso  del  «Emilio  Rondanini». 

S.  E,  el  Presidente,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  me 
ha  ordenado  que  conteste  á  US.  en  los  términos  siguientes: 

Antes  de  todo  debo  declarar  que  esta  nota  no  tiene  por  objeto 
renovar  una  discusión  que  ha  sido  ya  bastante  prolongada  y  que 
tendría  hoy,  entre  otros  defectos,  el  de  ser  inútil  y  tardía.  Ani- 
mado de  este  espíritu,  y  prescindiendo  de  los  términos  y  pormeno- 
res de  la  proposición  y  del  dictamen  ai)robado  por  la  H.  Comi- 
sión, me  ocuparé  sólo  de  lo  sustancial  que  encierra  la  rcvresenta- 
ción  de  la  Comisión  Permanente.  A  su  juicio,  el  decreto  yAe  28  de 
Febrero  es  infractoiio  de  la  Convención  Consular  vigente  entre  el 
Perú  é  Italia,  de  los  principios  del  Derecho  de  Gentes,  de  los  usos 
generalmente  recibidos  y  de  la  Constitución  y  leyes  de  la  Repú- 
blica. También  se  ha  hablado  de  la  independencia,  de  la  sobera- 
nía y  de  la  dignidad  de  la  República.  Nadie  aventajará  á  S.  E. 
el  Presidente  en  el  propósito  de  sostenerlos;  y,  sin  embargo,  él  se 
hallf  profundamente  convencido  de  la  justicia  y  de  la  convenien- 
cia del  decreto  de  28  de  Febrero,  porque,  lejos  de  afectar,  con- 
sulta la  dignidad  nacional. 

En  las  conclusiones  del  dictamen  se  apuntan  tres  infracciones, 
cuya  enmienda  se  pide  al   Poder   Ejecutivo.    La  violación  de  la 
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Oanvención  entre  el  Perú  é  Italia,  en  cuanto  á  la  inteligencia  de^ 
•rtícnlo  1 7:  la  violación  de  este  artículo  aun  comprendido  en  el 
•entido  que  le  han  dado  los  dos  Gobiernos  con  motivo  del  caso 
«pecial  del  «Emilio  Rondanini»;  y  la  infracción  general,  porque 
•1  Gobierno  ha  dicho  que  el  mismo  principio  debe  seguirse  con 
tos  demás  buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  Nacio- 
nes á  que  pertenecen  lo  observen  con  el  Perú. 

Los  tratados,  como  todo  lo  que  es  internacional,  giran  en  una 
esfera  distinta  y  mas  extensa  que  la  legislación  interna.  Cuales- 
quiera que  sean  las  citas  de  escritores  de  Derecho  de  Gentes  que 
se  hayan  hecho  en  la  representación,  cuyas  palabras  habría  sido 
de  desear  que  se  copiasen  íntegramente,  es  evidente,  para  el  Go- 
bierno, que  las  convenciones  y  los  tratados,  las  opiniones  de  los 
tratadistas  modernos  mas  autorizados,  los  usos  constantes  y  hasta 
las  resoluciones  y  decretos  de  los  pníses  mas  adelantados,  consa- 
gran el  principio  declarado  por  el  decreto  de  28  do  Febrero.  Su 
reconocimiento  constante  es  un  hecho  en  el  Perú.  Todos  los  días 
M  veriñca  en  nuestros  puertos;  y,  lejos  de  que  exista  nada  en 
eontrario,  el  único  acto  gubernativo,  la  única  resolución,  el  solo 
precedente  autorizado  que  se  encuentra  relativo  á  este  asunto,  es 
•1  supremo  decreto  dictado  en  1853  por  el  Presidente  constitucio- 
nal, señor  General  Echenique,  autorizado  por  el  señor  Ministro 
TirÍEulo,  en  el  cual  se  declaró  que  los  delitos  cometidos  á  bordo  de 
nn  buque  extranjero,  entre  extranjeros,  no  eran  justiciables  por 
las  autoridades  peruanas.  (1)  Lo  que  se  ha  hecho  por  el  decreto  de 
28  de  Febrero,  que  ha  merecido  la  representación  de  la  Honora- 
ble Comisión  Permanente,  es  restringir  ese  autorizado  precedente, 
lujefándolo  á  la  reciprocidad,  condición  de  justicia,  de  igualdad 
y  de  honor.  Lo  que  esa  declaratoria  importa,  es  decir — lo  que  ha 
tenido  lugar  en  el  Perú  con  los  extranjeros  en  cuestiones  de  De- 
recho marítimo,  no  se  hará  en  adelante  sino  con  la  condición  de 
que  se  observe  la  mismct  conducta  con  el  Perú.  Por  el  decreto  de 
28  de  Febrero  pe  ha  levantado  la  República  al  igual  de  las  glan- 
des Potencias  del  mundo,  en  materia  de  Derecho  marítimo.  (2)  Lo 
que  ha  hecho  S.  E.  el  Presidente  es,  decir:  la  bandera  peruana  es 
inviolable  y  en  donde  está  ella,  allí  están  el  honor  y  la  gloria  de 
la  República. 

Para  mantener  sus  derechos  el  Perú  debe  respetar  los  ajenos. 
La  reciprocidad  es  la  justicia,  la  igualdad  y,  por  decirlo  así,  la 
verdadera  democracia  entre  las  naciones.  Los  pueblos  que  no  ad- 
miten la  reciprocidad  en  materia  internacional,  ó  quieren  ser  su- 
periores, ó  se  confiesan  inferiores  á  los  demsls.  El  Perú  no  puede 
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aspirará  lo  primero  y,  ni  debe,  ni  quiere  aceptar  lo  segundo.  Exi- 
gir para  la  bandera  peruana  lo  que  el  Perú  ha  hecho  siempre  con 
las  banderas  extranjeras,  tal  es  el  sentido  que  debe  darse  al  de- 
creto de  28  <le  Febrero.  Claros  debieron  ser,  ajuicio  del  señor 
Encargado  de  Negocios  de  Italia,  los  principios  que  lo  dictaron, 
puesto  que  no  creyó  necesario  .  fundarse  en  el  artículo  17  de  la 
(Convención  consular  vigente  entre  el  Perú  é  Italia.  BI  Gobierno 
se  fundó  en  ella,  porque  debía  reconocer,  no  solo  un  principio 
sino  un  derecho  reconocido  por  el  mencionado  artículo  de  la  Con- 
vención vigente.  Su  inteligencia  no  puede  ser  mas  terminante. 
Las  autoridades  localeB  no  pueden  intervenir  sino  cuando  se  per- 
turbe la  tranquilidad  del  puerto,  cuando  se  hallen  implicadas 
personas  extra~Sas  a  la  tripulación  ó  cuando  se  invoque  el  auxilio 
de  la  autoridad  local. 

Cuando  S.  E.  el  Presidente  dictó  el  decreto  de  28  de  Febrero, 
con  motivo  del  caso  del  «Emilio  Ron^aninif  ee  pidió  por  un  se- 
ñor Fiscal  reconsideración;  (1)  se  entabló  por  los  dos  señores  Fisca- 
les competencia;  (2)  se  ilustró  la  cuestión  por  la  prensa,  escribién- 
dose en  varios  sentidos  por  muchas  personas  y  de  todos  los  modos 
posibles.  En  esta  lucha  de  opiniones,  el  Gobierno,  aunque  fuerte 
con  su  convicción  y  con  el  liberal  espíritu  de  su  conducta, 
debía  fijar  su  atención  en  la  Excelentísima  Corte  Suprema  y  en 
la  H.  Comisión  Permanente.  La  primera  llamada,  por  un  ladp,  á 
conocer  de  las  infracciones  del  Derecho  Internacional,  conforme 
al  artículo  16  del  Reglamento  de  Tribunales  y,  por  otro,  colocada 
en  la  cima  del  Poder  Judicial.  La  segunda  que  en  virtud  del 
artículo  107  de  la  Constitución  tiene  el  derecho  de  dirigir  repre- 
sentaciones al  Poder  Ejecutivo  cuando  cree  ver  en  algún  acto  de 
éste  una  infracción  de  las  leyes.  Nada  ha  dicho  el  primer  Tribu- 
nal de  la  República;  y  en  cuanto  á  la  H.  Comisión  Permanente, 
su  silencio  de  cinco  meses  autorizó  al  Presidente  para  creer  que 
ella  pensaba  como  él.  Es  cierto  que  la  Comisión  no  tiene  térmi- 
no fijo  para  dirigir  sus  representaciones;  pero  es  natural  que  las 
hag^  en  tiempo  oportuno  para  que  la  infracción  se  enmiende. 
Durante  los  cinco  meses  trascurridos  ha  habido  un  cambio  de 
comunicaciones  diplomáticas  que  manifiestan  hallarse  conformes 
los  dos  Gobiernos  en  el  sentido  que  debe  darse  al  artículo  17  de 
la  Convención  Consular  vigente,  para  cuyo  cumplimiento  está 
empeñado  el  honor  nacional.  En  la  proposición  que  ha  aproba- 
do la  Comisión  Permanente  se  dice  que  el  decreto  de  28  de  Fe- 
brero no  es  conforme  con  la  opinión  de  las  partes  contratantes; 
pero  las  partes  contratantes  son  los  Gobiernos  del  Perú  y   de 


[1]  PágiisM  4a  á  65. 

(2)  Se  íntertA  más  adelante  la  petidón  de  los  sefiores  Fiscales. 
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Italia;  y  estos  se  hallan  conformes  eu  cuanto  á  la   inteligencia 
del  mencionado  artículo. 

En  cuanto  al  caso  especial  del  «Emilio  Rondanini»,  su  estudio 
carece  de  utilidad  práctica,  desde  que  los  Jueces,  sin  interven- 
ción del  Gobierno,  sobreseyeron  en  su  conocimiento,  desde  que 
no  reclamaron  contra  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  y  mucho 
más  desde  que  la  Corte  Suprema  no  ha  formado  la  competencia 
pedida  por  los  señores  Fiscales.  Del  sumario  no  resulta  compro- 
bado que  el  asesinato  de  Matearen^  s«>  hubiese  cometido  fuera  del 
buque,  cualquiera  que  sea  la  opinión  emitida  por  el  Juez  des- 
pués de  haber  dietado  su  auto  de  sobreseimiento  aprobado  por  la 
Corte  Superior:  pero,  para  el  caso  de  qre  así  hubiese  sido,  debe- 
rían recordarse  las  siguientes  palabras  que  se  encuentran  en  un 
documento  que  lleva  mi  firma; — «H  )y  mismo,  si  ae  descubriese 
que  el  asesinato  de  Matcarons  se  había  cometido,  no  á  bordo  si- 
no en  aguas  peruanas,  el  Gobierno  reclamaría  á  los  asesinos  pa- 
ra juzgarlos;  y  estamos  seguros  de  que  el  Honorable  señor  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia  no  los  rehusaría».  Precisamente 
tengo  la  ^seguridad  de  que  los  entregaría. 

Así,  en  el  caso  especial  del  «Emilio  Rondanini»  no  hay  ya 
cuestión  alguna  ni  internacional,  ni  privada. 

En  cuanto  (x  la  inteligencia  del  artículo  17  de  la  Convencióa 
entre  el  Perú  6  Italia,  (1)  su  sentido,  que  antes  de  ahora  he  ana- 
lizado detenidamente,  es  claro  y  terminante,  tal  como  lo  han  ex- 
presado los  dos  Gobiernos. 

En  cuanto  á  la  declaratoria  que  ha  hecho  el  Presidente,  de 
que  el  mismo  principio  debe  observarse  con  los  Gobiernos  que  lo 
observ^en  con  el  Perú,  ella  es  conforme  con  los  principios  del 
Derecho  Internacional  y  no  se  opone  á  las  leyes  internas.  La 
Honorable  Comisión  cree  que  no  debe  observarse  ese  principio,  y. 
aun  se  invoca  para  ello  el  honor  nacional,  no  obstant3  que,  al 
contrario,  éste  q.ieda  perfectamente  salvado  con  dicha  declara- 
toria. El  Gobierno  declara  qae  este  principio  no  debe  observar- 
se sino  con  las  Naciones  quue  lo  observan  con  el  Perú.  La  Ho- 
norable Comisión  cree  que  no  debo  ser  así.  El  Congreso  fallará. 
El  Gobierno,  al  decir  que  debe  cumplirse  e.sa  regla,  no  se  halla 
ligado  por  ningún  compromiso.  Ese  principio  no  ha  recibido 
aún  aplicación;  y,  faltando  tan  poco  tiempo  para  que  se  reúna 
el  Congreso,  no  la  tendrá  hasta  que  éste  resuelva  lo  convenien- 
te, aunque  la  convicción  del  Presi<lente  y  de  su  Consejo  es  cada 
día  más  firme  respecto  de  la  justicia  y  de  la  conveniencia  de  esa 
declrtratoria,  a^í  como  de  que  se  ha  procurado  con  ella  levantar, 
alta,  la  dignidad  nacional. 

(1)  Pá^na  6 
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Sírvase  US.  poner  esta  nota  en  conocimiento  de  la  H.   Comi- 
sión Permanente. 

Dios  guarde  US. 

/.  A.  Barrenechea, 


Comisión  Permanente  del  Cuerpo  Legislativo, 

Limay  Agosto  13  de  1869. 
Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

He  dado  cuenta,  en  la  sesión  de  hoy,  del  oficio  de  US.,  de  10 
del  corriente,  en  el  cual  contesta  US.,  á  nombre  de  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República  y  del  Consejo  de  Ministros,  á  la  repre- 
sentación motivada  por  el  supremo  decreto  de  28  de  Febrero  ul- 
timo, expedida  con  ocasión  del  despacho  que  dirigió  á  US.  el  H. 
Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  negando  la  ju- 
risdicción nacional  en  el  conocido  caso  del   «Emilio  Rondanini». 

La  comisión  especial,  á  que  dicho  oficio  so  ha  pasado,  cree  in- 
dispensable, antes  de  otro  dictamon,  que  se  aclare  el  espíritu  que 
ha  precedido  á  la  redacción  de  ese  documento,  y  que  se  precise 
y  determine  su  sentido;  pues  aunque  la  impresión  que  haya  de- 
jado en  el  ánimo  de  todos  los  que  lo  han  leído,  sea  la  de  una 
completa  y  absoluta  insistencia  en  el  decreto  de  28  de  Febrero, 
la  afirmación  expresada,  en  el  final  del  último  acápite,  de  que 
no  tendrá  aplicación  la  parte  genérica  de  d'cho  decreto  hasta  la 
reunión  de  la  próxima  legislatura,  hace  nacer  la  sospecha  de  que 
se  ha  querido  insinuar  que  quedará  en  suspenso  hasta  entonces. 

Mas  como  allí  mismo  se  dá  por  causal  de  esa  no  aplicación,  el 
poco  tiempo  que  falta  para  que  la  cuestión  se  decida  de  un  modo 
definitivo  por  el  poder  competente,  el  sentido  recto,  obvio  y  ajus- 
tado á  his  leyes  del  idio!n*i.  es  el  de  la  in«lica(íión  de  una  pro- 
babilidad que  se  desea  presentar  como  mas  próxima  á  la  certi- 
dumbre; pero  no  el  de  una  denegatoria,  cuyas  formas,  por  otra 
parto,  se  echan  absolutamente  <le  monos  en  el  caso  actual,  pues 
la  comunicación  de  US.  no  di(*e  ni  deja  presumir  referencia  al- 
guna á  semejante  acto  2:ul>ernativo. 

En  medio  de  estas   dificultades,  y  JoscauJo  dar  una   muestra 
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*de  sus  delicadas  cousideraeioaes  al  Poder  Ejecutivo,  la  Comisióa 
Permanente  ha  acogido  el  pensamiento  de  la  especial  que  debe 
dictaminar  de  nuevo  en  este  grave  y  trascedental  asunto,  espe- 
rando que,  acaso  de  este  modo,  haya  una  más  cabal  inteligencia 
'entre  ambos  podares,  y  se  evite  una  nueva  discusión  sobre  ma- 
<teria  tan  ocasionada  á  excitar  los  mas  poderosos  sentimientos  do 
¿a  dignidad  nacional. 

Confiando  en  que  la  respuesta  de  US.  dejará  satisfechos  los 
laudables  deseos  de  la  Comisión,  me  es  honroso  suscribirme  8U 
íttento  y  S.  S. 

Ignacio  García. 


Minülerio  de  Relacionas  Exteriores. 

Limay  Agosto  31  ¿«1869. 
Señor  Secretario  dí)  la  H.  Comisión  Permanente. 

He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  la 
nota  que  me  ha  dirigid)  US.,  pidiéndome,  á  nombre  de  la  co- 
misión especial  que  dictaminó  en  el  caso  de  la  «Emilio  Ronda- 
nini,»  y  por  acuerdo  de  la  H.  Comisión  Permanenie,  una  expli- 
cación sobre  el  final  de  la  nota  qua  tuve  el  honor  de  dirigir  k 
US.  en  respuesta  á  hi  primera  representación  que  dirigió  al  Go- 
bierno ese  H.  Cuerpo. 

S.  E.  el  Presidente,  con  acurrdo  del  Consejo  de  de  Ministros, 
me  ha  ordenado  contestar  á  US.  en  los  términos  siguientes: 

A  juicio  del  Gobierno,  el  final  de  la  nota  que  dirigí  á  US.  es 
claro,  explícito  y  terminante;  y,  por  consiguiente,  no  necesita,  á 
su  juicio,  de  ninguna  aclaración.  En  su  alta  inteligencia  la  H. 
Comisión  Permanente  lo  apreciará  sin  duda  en  el  mismo  senti- 
do que  el  Gobierno;  pero  si  así  no  fuese  y  si  la  H.  Comisión  lo 
apreciase  de  una  manera  diversa  que  el  Presidente  y  su  Conse- 
jo, la  II  Comisión  puedo  obrar  de  la  manera  que  le  dicte  su  pa- 
triótico celo,  y  el  Gobierno  le  contestará  y  obrará  conforme  á 
sus  convicciones. 

Nada  más  difícil  ni  más  peligroso  que  dar  explicaciones  so- 
bre lo  que  se  cree  claro  y  explícito;  pero,  á  pesar  de  esto,  no  ha^ 
bría  embarazo  en  dar  lui.  explicaciones  pedidas  si  no  fuera  para 
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ello  necesario  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  lo  cual  no  pue- 
de tener  lagar  sino  volviendo  á  entrar  en  una  discusión  cuya 
oportunidad  no  presentaba  la  nota  de  US. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  en  contestación  á  su   citada 
nota. 

Dios  guarde  á  US. 

J,  A.  Barrenechea.  (1) 


PETICIÓN  DE  LOS  PI3CALKS  l>K  L\  COHTR  SUPREMA  PARA  QUE  E»T« 
SUPREMO  TRIBÜXAL  PROMUEVA  COMPETENCIA  AL  PODER  KJK- 
CÜTIVO. 

Ministerio  de  Jtisticia,  CaUo^  lastruocibn  y  Beneficencia, 

Lima,  6  de  harzo  de  1869. 

Señor  Presidente  de  la  Excina.  Corte  Suprema. 

El  señor  Ministro  de  Rjílacionos  Exteriores,  en  nota  de  2  del 
actual,  me  dice  lo  siguiente: 

«Con  motivo  de  una  reclamación  dul  señor  Eaoargudo  de  No- 
gocios  de  Italia,  ha  declarado  S.  E.  el  Presidente,  con  fecha 
23  de  Febrero  último,  que  no  se  halla  expedita  la  jurisdic- 
ción nacional  para  conocer  en  el  enjuiciamiento  de  los  marineros 
del  buque  «Emilio  Rondanini»  que,  á  consecuencia  de  un  asesi- 
nato coraetid.:)  contra  un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  ba- 
que en  las  islas  de  Chincha,  en  23  de  Agosto  del  año  pasado, 
fueron  remitidos  por  el  Gobernador  á  disposición  del  Juez  de  1* 
Instancia  de  lea.  » 

«Hecha  esta  declaración  que  fija  el  sentido  de  la  estipulación 
respectiva  de  nuestra  Convención  Consular  con  Italia,  solo  fal- 
ta realizar  la  petición  hecha  por  el  señor  Garrón,  para  que  los 
expresados  marineros  sean  remitidos  al  Callao  y  se  mantengan  de- 
tenidos allí  á  disposición  del  Vice-Cónsul  de  Italia,  quien  cuida- 

(1)  La  ComisiÓQ  Permanente  acordó  dirigir  al  Poder  Ejecativo  la  segunda 
representación. 

En  la  Legislatura  Ordinaria  de  1872,  se  discutió  y  rechazó,  en  la  H.  Cánuir 
ra  de  Diputados,  el  proyecto  de  acusación  formulada  contra  el  señor  Miniftn» 
de  RelacioQes  Extetiores,  doctor  d<ía  José  A.  Barrenechea,  eon  motivo  dd 
decreto  expedido  en  38  de  Febrero  de  1869. 
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rá  de  abonar  los  gastos  que  se  hagan  en  la  conducción  y  deten- 
ción de  los  prisioneros.  A  fin  de  lograr  ese  objeto,  suplico  á  US. 
que  se  sirva  librar  las  órdenes  necesarias  á  las  autoridades  quo 
deben  intervenir  en  el  cunoplimiento  de  esta  disposición. » 

Lo  que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  para  su  conocimien- 
to y  demás  fines. 

Dios  guarde  á  US. 

Teodoro  La-Rosa. 


Lima^  Marzo  10  de  1869. 

Póngase  este  oficio  en  conocimiento  de  los  señores  Fiscales. — 
Rubricas  de  los  señores  Mariátegui,  Gómez  Sánchez,  Cossio,  Ri- 
beyro  y  Muñoz. 

CabiellanoSy 

Secretario 


Excmo.  Señor: 

Por  acuerdo  de  V.  E.  se  ha  puesto  en  conocimiento  del  Fiscal 
el  oficio  del  señor  Ministro  de  Justicia,  en  que  trascribe  la  reso- 
lución expedida  por  el  de  Relaciones  Exteriores^,   por  consecuea- 
cía  de  una  reclamación  del  señor  Encargado  de  Negocios  de  Ita- 
lia, con  motivo  de  los  delitos  cometidos^* en  las  Islas  de  Chincha, 
por  los  marineros  del  buque  «Emilio  Rondanini»  y    del  juzga- 
miento  de  los  individuos  de  su  tripulación;  y  después  de  haber 
meditado  sobre  el  contenido  de  las  declaraciones  que  ha  hecho 
el  bupremo  Gobierno  en  tan  grave  y  delicado  asunto,  cree   un 
deber  suyo  representar  contra  ellas,  en  defensa  de  la  jurisdic- 
ción nacional,  de  la  independencia  de  los  Poderes   Públicos  y  de 
las  1-yes  de  la  República,  y  pedir  á  V.  E.    que  abra  la  respec- 
tiva  competencia  en  conformidad  de  los  artículos  66,   inciso  2?, 
y  107,  inciso  4?,  de  la  Constitución.   * 

Declarar  que  no  se  halla  expedita  la  jurisdicción  nacional  pa- 
ra conocer  del  enjuiciamiento  de  los  marineros  del  buque  «Emi. 
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lio  Rondanini»  por  el  asesinato  cometido  á  su  bordo,  importa 
tanto  como  renunciar  á  la  soberanía  nacional,  derogar  las  leyese 
positivas  y  avocarse  el  conocimiento  del  proceso  pendiente  ante 
los  juzgados  del  Perú. 

El  Código  Civil,  lo  mismo  que  el  Penal,  acordes  con  los  prin- 
cipios de  legislación  universal  y  del  Derecho  de  Gentes,  han  de- 
clarado: •  que  las  leyes  de  policía  obligan  á  todos  los  habitantes » 
«del  Pe rá;  que  la  facultad  de  administrar  justicia,  en  materia 
9  crimina  I j  corresponde  exclusivamente  á  los  juzgadoá  y  tribunales 
«establecidos  por  las  leyes;  y  que  están  sujetos  á  su  jurisdicción 
« los  peruanos  y  extranjeros  que  delinquen  en  el  territorio  de  la 
« Rei)ública.»  < 

Careciendo  el  Gobierno  de  facultad  para  derogar,  modificaré 
interpretar  las  leyes,  no  ha  podido  despojar  á  los  jueces  y  magis- 
trados de  las  atribuciones  jurisdiccionales  que  ellas  le  conceden, 
ni  arrancar  de  su  jurisdicción  á  los  criminales  sometidos  ya  á 
ella;  porque  sería  renunciar  el  Ejecutn'o  las  atribuciones  de  que 
están  encargados  los  tres  Poderes  Públicos.  Si  era  cuestionable  la 
jurisdicción  con  que  se  iniciaba  el  juicio,  debió  decidirse  por  los 
jueces  y  tribunales  designados  por  las  leyes  y  en  el  modo  y  for- 
ma que  ellas  prescriben;  pero  nunca  por  el  Gol  'e  no  que  debió 
suspender  su  acción  diplomática  mientras  fio  concluyese  la  ac- 
ción judicial.  Esta  absorción  de  las  facultades  propias  de  los 
jueces,  la  facilidad  con  que  ha  decidido  la  cuestión  sobre  jurisdic- 
ción, que  debió  someter  al  ju<'z  de  la  cauca,  siu  convertirse  el 
mismo  en  juez,  hacen  inevitable,  aunque  penosa,  la  promoción 
de  la  competencia;  que  el  Fiscal  pide  á  V.  E  que  promueva  al 
Supremo  Poder  Ejecutivo,  para  que  no  lleve  á  efecto  las  órdenes 
que  ha  librado  y  deje  al  Poder  Judicnal  en  la  posesión  de  ejer- 
cer, sobre  el  territorio  de  la  República,  la  jurisdicción  criminal 
que  las  lejes  le  conceden. 

El  Fiscal  se  abstiene  de  examinar  la  cuestión  bajo  su  aspecto 
diplomático,  porque  á  V.  E.  no  compete  su  resolución;  pero  no 
por  eso  dejará  de  indicar  que  el  artículo  4?  del  Tratado  del  Perú 
con  Italia  no  restringe  la  jurisdicción  nacional,  ni  prorroga  la 
criminal  á  los  Cónsules,  ni  á  sus  Gobiernos,  para  que  juzguen  á 
los  delincuentes.  (1)  Ese  Tratado  es  una  ley  del  Estado,  y  si  ofre- 
cía alguna  duda  en  su  aplicación  ó  en  su  sentido,  no  ha  debi- 
do interpretarse  ó  alterai*se  con  mengua,  daño  ó  pérdida  de  los 
derechos  mayestáticos  de  la  nación,  sin  haberse  observado  para 
ello  las  mismas  formalidades  que  concurrieran  para  celebrarlo — 
No  nace,  pues,  de  él  la  inhibición  de  los  jueces  locales  para  co- 
nocer de  los  delitos  cometidos  en  los  buques  mercantes,  surtos  en 


[1]  Ví'»ase  ese  Tratado  en  la  página  6. 
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los  puertos  peruanos,  ni  la  atribución  del  Gobierno  para  resol- 
jver  las  competencias   que  ocurrieren. 

Sírvase  V.  E.  tomar  en  consideración  la  presente  solicitud  y 
darle  el  curso  que  le  corresponda. 

Lima,  Mayo  11   de  1869. 

Paz-Soldán. 


Excmo.  Señor: 

El  Fiscal  que  suscribe,  manifestó  al  Gobierno,  en  su  dictamen 
del  22  de  Enero  último,  (1)  que  no  era  fundada  la  solicitud  que 
el  H.  Encargado  de  Negocios  de  Italia  dirigió  con  el  fin  de  que 
«  se  reconociese  al  Consulado  de  su  Reyno,  como  á  la  única  auto- 
«  ridad  competente  para  juzgar  de  las  trasgrusiones,  de  cualquiera 
«[naturaleza,  que  puedan  ocurrir  á  bordo  de  los  buques  italianos 
K  anclados  en  los  puertos  de  la  República  ».  Mas  el  Gobierno  ha- 
bía resuelto,  con  fecha  28  del  próximo  pasado  Febrero,  (2)  «egun 
se  ha  publicado  en  El  Peruano  de  o  del  presente,  «  que  las  auto- 
«  ridades  peruanas  no  son  competentes  para  conocer  de  los  delitos 
«  cometidos  entre  los  agentes  de  la  tripulación  »  y  declarado,  ade- 
más, (tque  los  enjuiciados  por  el  homicidio  calificado  que  se  per- 
«  petró  á  bordo  de  la  barca  «Emilio  lV)ndanini»,  dubieron  ser 
«puestos  á  disposición  de  aquel  Consulado  ».  El  Fiscal  ha  creído 
de  su  deber  reclamar  ante  el  mismo  Gobierno,  pidiendo  se  recon- 
sidere esa  resolución  contraria  á  la  jurisdie<:ión  nacional  y  á  la 
independencia  del  Poder  Judicial.  (3) 

Én  estas  circunstancias,  y  conforme  á  Ib  acordado,  antes  de 
ayer  por  V.  E.,  se  pone  en  conocimiento  de  los  Fiscales  el  oficio 
del  señor  Ministro  de  Justicia,  en  que  se  trascribe  el  que  ha  reci- 
bido del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  mandando  que 
sean  remitidos  al  Callao  y  se  mantengan  detenidos  allí,  á  dispo- 
sición del  Vice-Cónsul  de  Italia,  los  marineros  enjuiciados.  Coa 
este  conocimiento,  el  señor  Fiscal,  doctor  Paz-Soldán,  prescindien- 
diendo  de  la  cuestión  diplomática,  pide  que  se  promueva  compe- 

[1]  Páginas  20  á  30. 

[2]  Página  39 

[3]  Páginas  4íá  65 
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tencia  al  Gobierno;  y  el  que  suscribe  se  adhiere  á  esta  solicitud, 
8Ín  perjuicio  de  la  reconsideración  mencionada. 

Lima,  á  12  de  Marzo  de  1869. 

»  Ureta. 


ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA 

En  Lima,  á  los  siete  días  del  mes  de  Abril  del  afío  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  nueve,  reunida,  en  acuerdo,  la  Excma. 
Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  objeto  de  resolver  lo  conve- 
niente, acerca  de  la  petición  de  los  señores  Fiscales,  para  que  se 
abra  al  Supremo  Gobierno  la  competencia  á  que  dá  mérito  la 
resolución  de  veintiocho  de  Febrero  último,  en  que  se  ha  decla- 
rado que  no  está  expedita  la  jurisdicción  nacional  para  conocer 
del  enjuiciamiento  de  los  marineros  del  buque  italiano  «Emilio 
Roudanini»  que,  á  consecuencia  de  un  asesinato  cometido  contra 
un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  buque  en  las  Islas  de 
Chincha,  fueron  remitidos  por  el  Gobernador  á  disposición  del 
Juez  de  1*  Instancia  de  lea;  y,  después  de  una  detenida  discu- 
sión, en  que  opinaron  los  señores  Muñoz,  Ribeyro,  Alvarez, 
Cossio  y  Carpió,  porque  antes  de  adoptar  ninguna  resolución  de- 
cisiva se  pidiese  informe  a  la  Iltma.  Corte  Superior,  oyendo  al 
Juez  de  la  causa,  se. acordó  pedir  dicho  informe,  salvando  el  se- 
ñor Presidente  doctor  don  Francisco  J.  Mariátegui  su  voto,  que 
fué  porque,  desde  luego,  se  entablase  la  competencia,  protestan- 
do contra  la  supradieha  resolución. 

Y  para  constancia  se  extendió  la  presente  acta,  que  firmó  su 
señoría  el  señor  Presidente,  de  que  certifico.  (1) 

Mariátegui. 

Manuel  L,  Castellanos. 


[l]  Después  de  este  acuerdo,  no  se  encuentra  otro  lobre  esta  cuestión,  ni 
hay  dato  en  los  libros  de  la  (?orte  Superior  de  Lima;  pero  es  lo  cierto  que  la 
promoción  de  la  competencia  se  hizo  inútil,  porque  los  jueces  sobreseyeron  en 
el  conocimiento  de  la  causa. 
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DECLARA^CIÓN  DEL  GOBIERNO  DE  COLOMBrA,   CüX    MOTIVO  DEL  CASO 

DEL  «EMIÍIO  RONDANINr» 

Legación  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 

LimOy  Noviembre  15  de  1869. 

El  infrascrito,  Ministro  Residente  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  cree  conveniente  poner  en  conocimiento  de  S.  E.  el  se- 
ñor Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  lo  que  expresa  en  se- 
guida: 

Habiendo  el  Vice-cónsul  colombiano  en  Lima,  dado  cuenta 
al  Gobierno  de  Bogotá  del  incidente  de  la  barca  «Emilio  Ronda- 
nini,»  el  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores,  le  contestó  en 
estos  términos: 

«Respecto  de  la  consulta  que  U.  haco  sobre  cómo  debe  proce- 
cederse  si  en  un  buque  colombiano  ocurre  uu  caso  análogo  al 
que  tuvo  lugar  en  la  barca  italiana  «Emilio  Rondanini»,  le  ma- 
nifiesto que  U.  debe  abstenerse  de  solicitar  la  entrega  de  los  in- 
dividuos que  á  bordo  de  dicho  buque  liayan  cometido  algún  de- 
lito, dejando  que  ellos  sean  juzgados  por  la  competente  autori- 
dad local.» 

Esta  instrucción  manifiesta  la  inteligencia  que  da  el  Gobierno 
colombiano  al  inciso  3?  del  artículo  29  del  Tratado  vigente 
entre  Colombia  y  el  Perú.  (1) 

Con  esta  ocasión,  el  infrascrito,  renueva  á  S.  E.  el  señor  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores,  la  seguindad  de  su  consi  aera- 
ción más  distinguida. 

Teodoro  Valenziula. 

A  S.  E.  el  señor  Ministro   de   Relaciones  Exteriores  de  la  Repú- 
blica del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  del  PeriL 

Livia,  JNoviembre  25  de  IS69. 

lie  tenido  el  honor  de  recibir  la  apreciablo    nota  de  V.  E.,  fe- 
cha 15  del  que  rige,  en  la  que  se  ha   servido  V.  E.  poner  en  mi 

(1)  Véase  ese  Tratado  en  el  tomo  III 
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conocimiento  la  contestación  dada  por  el  señor  Secretario  de  Re- 
laciones Exteriores  de  Colombia,  al  Vice-Cónsul  de  esta  Nación 
en  esta  Capital,  absolviendo  una  consulta  liecha  por  éste  al  dar 
cuenta  á  su  Gobierno  del  incidente  de  la  barca  «Emilio  Ronda- 
nini»,  agregando  V.  E.  que  didia  contestación  manifiesta  la  in- 
teligencia que  el  Gobierno  de  Colombia  dá  al  inciso  3?  del  artí- 
culo 29  del  tratado  vigente  entre  ambos  países. 

Al  acusar  recibo  á  V.  E.  de  dicha  nota,  me  es  grato  reiterarle 
las  seguridades  de  la  mas  alta  y  distinguida  consideración  con 
que  tengo  el  honor  de  ser  de  V.  E.  atento  servidorr. 

Mariano  Dorado. 

Al  Excrao.  señor  Teodoro  Valenzuela,  Ministro  Residente  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia. 


TITULO  ASUMIDO  POR  S.  M.  VÍCTOR  MANUEL  II 

Tarín,  23  de  Marzo  de  1861. 
Excelencia: 

Tengo  el  honor  de  notific^ir  á  V.  E.  que  Su  Majestad  Victor 
Manuel  II,  mi  Augusto  Soberano,  con  el  general  aplauso  do  los 
pueblos  de  Itaüa  y  por  el  voto  unánime  del  Parlamento  Nacio- 
nal, ha  asumido,  para  Sí  y  sus  hiicesores,  el  título  de  Rey  de  Ita- 
lia. 

Así  nuestra  patria,  restaurada  r>or  la  unión  y  el  amor  que  ro- 
dea al  Trono,  inaugura  el  heclio  de  la  independencia  nacional, 
y  lleva  á  la  feliz  compafiía  <le  los  Estados  del  mundo,  un  nuevo 
elemento  de  orden,  de  equilibrio,  de  progreso  y  de  paz. 

Tengo  la  hala^^^üeña  certidumbre  de  que  V.  E.  y  los  pueblos 
de  aquella  Re{>úbliea  celebrarán,  vivamente,  la  restauración  de 
una  nación  amiga,  que  tiene  en  ella  una  feliz  y  antigua  alianza 
de  intereses  comerciales  y  el  vivo  anhelo  de  consolidarlas  y  acre- 
centarlas. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  aceptar  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

C  Cavour. 
A  S.  E.  el  Préndente  de  la  República  del  Perú. 


— ..  230  — 


Ministerio  de  ReUteione»  Exteriores, 

Limüf  Mayo  11  de  1861. 

Ha  sido  entregada  á  mi  despacho  una  nota  de  V.  E.,  datada, 
en  23  de  Marzo  del  presente  año  y  dirigida  á  S.  E,  el  Presidente 
de  esta  República  del  Perú,   con  el  fin  de  significario  el  nuevo 
título  que  ha  asumido  S.  M.  Víctor  Manuel  2^  Augusto  Sobera- 
no de  V.  E.  Por  apreciable  que  sea  este  despacho  oficial  de  V. 
E.,  ha  sido  de  mi  deber  no  presentarlo  á  S.  E.  el  Presidente;  por- 
que, como  me  complazco  en  creer,  V.  E.  encontrará  justo  y  arre- 
glado que  no  consienta  en  fijar  un   precedente  que  afectaría  en- 
gran  manera  la  dignidad  y  derechos  del  jefe  de  la  nación  perua- 
na, poniéndolo  en  correspondencia  directa  con  el   Secretario  de 
Estado  de  otra  Nación. 

Me  será  de  alto  honor  recibir  y  contestar  cualquier  despacha 
que  V.  E.  se  sirva  dirigirme  como  órgano  de  comunicación  de  mi 
gobierno. 

Espero  que  V.  E.  se  sirva  admitir  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

Jotí  Fabio  Melgar, 

Excmo.  83ñor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  S.  M.  el  Rey^ 
Víctor  Manuel  II. — Cerdeña. 


VÍCTOR  MANUEL  2? 

POR  LA  GRACIA  DE  DIOS  Y  POR  LA    VOLUNTAD   NACIONAL,    REY 

BB  ITALIA 

Al  Presidente  de  la  República  del   Perú,  nuestro  carísimo  y 
buen  amigo,  salud. 

Los  acontecimientos  que,  á  fines  del  año  1860,  se  preparaban 
en  la  Península  Italiana,  y  que  se  ejecutaron  por  la  expontánea 
y  firme  voluntad  de  los  pueblos,  nos  han  determinado  á  sancio- 
nar la  ley  decretada  por  el  Parlamento,  en  virtud  de  la  cual 
asumimos,  por  Nos  y  por  Nuestros  sucesores,  el  título  de  Rey  de 
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Italia.  Habiendo  sido  este  acto  solemnemente  consagrado,  pré- 
viamente  revestido  de  todas  las  formas  constitacionales,  veni- 
mos en  anunciarlo  á  voz,  Carísimo  y  buen  Amigo,  persuadidos 
de  que  en  el  hecho  de  reconocer  en  Nos  este  nuevo  título,  nos 
daréis,  desde  luego,  en  nombre  de  la  República  del  Peiti,  que 
merecidamente  presidís,  un  nuevo  testimonio  de  vuestro  afecto  á 
Kuestrn  persona  y  de  simpatía  á  la  Nación  Italiana. 

Con  esto  rogamos  á  Dios  que  os  haga,  señor  Presiden tt,  Nues- 
tro buen  Amigo,  en  Su  Santíx  y  digna  guarda. 

Dada  en  Turín,  á  los  5  días  de  Eneio  de  1862. 
VÍCTOR  MANUEL. 

RlCASOLI. 


RAMÓN  CASTILLA 

PBKSIDBNTB  CONSTITUCIONAL  DB  LA  REPÚBLICA  DBL  PERÚ 

A  S.  M.  Víctor  Manuel  2?,  Rey  de  Italia. 

Señor  y  buen  amigo: 

Los  acontecimientos  que  han  dado  á  V.  M.  el  título  de  Rey  de 
Italia,  imprimen  en  esa  Nación  magnánima  un  carácter  verda- 
deramente extraordinario  entre  todas  las  del  continente  euiopeo. 
Las  formas  constitucionales,  de  que  ha  sido  revestido  un  acto  tan 
solemne,  las  cualidades  personales  de  V.  M.,  Monarca  tan  acre- 
ditado por  la  adhesión  y  amor  á  su  pueblo,  y  el  influjo  de  las 
instituciones  tutelares  que  sostiene,  son  circunstancias  que  hacen 
esperar,  con  fundamento,  la  apertura  de  una  nueva  era  para  ese 
gran  Estado,  por  cuya  eólida  felicidad  hago  votos  muy  fervientes. 
Vuestras  letras,  muy  apreciable?,  daladas  en  Turín,  me  prestan 
ocasión  para  manifestar  á  V .  M.  cuánto  es  el  afecto  que  profeso 
á  su  persona,  cuántos  mis  deseos  sinceros  por  el  progreso  de  su 
patria  y  cuánto  mi  anhelo  por  cultivar  aquellas  amistosas  rela- 
ciones que  deben  reinar  siempre  entre  Gcbiernos  civilizados  y 
cultos. 

Aceptad,  señor  y  buen  amigo,  las  mas  fírmes  seguridades  de 
mi  alta  consideración. 
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Dada   en   Liroa,    á  los   7   días   del    mes   de   Abril    del   año 
1862. 

RAMÓN  CASTILLA. 

Juan  A.  Ribkybo. 


BANDERA  CON  QUE  LA  MARINA  DE  GUERRA  SEÑALARA  LA     PRESEN- 
CIA DE  LOS  REALES  PRÍNCIPES — 1868 

Real  Legación  de  Italia. 

Urna,  Abril  21  de  1868. 
Excrao.  Señor: 

El  Gobierno  italiano,  modificando  las  disposiciones  anteriorts, 
ha  determinado,  por  real  decreto  de  12  de  Enero  último,  la  ban- 
dera con  que  la  marina  de  guerra  señalará,  en  adelante,  la  pre- 
sencia de  los  Reales  Príncipes  y  de  los  Almirantes  á  bordo,  se- 
gún el  grado  de  los  oficiales  con  mando  de  las  Escuadras  y  bu- 
ques aislados. 

Estando  interesadas  las  marinas  extranjeras  en  conocer  dichas 
señales,  tengo  el  honor  de  incluir  copia  auténtica  de  dicho 
Real  decreto,  suplicando  á  V.  E.  que,  si  lo  cree  oportuno,  se  sir- 
va comunicarlo  á  las  autoridades  marítimas  del  Perú. 

Aprovecho,  con  satisfacción,  esta  nueva  ocasión,  para  renovar 
•1  testimonio  de  alta  estima  y  perfecta  consideración,  con  que  ten- 
go el  honor  de  suscribirme  de  V.  E.  afectísimo  y  obediente  ser- 
vidor. 


Hipólito  Garrou. 
A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Florencia,  Enero  12  de  1868. 

RKAL  D^:CRTO  SOP,RE  SEN  VLES  OrSTIXriVAS  DE  LA.  CASA  RBAL 

Y  DE   MANDO. 

VÍCTOR  MANUEL  11. 

KEY    DE    ITALIA. 

A  propuesta  de  nuestro  Ministro  de  E-jtado  y  de  Marina. 
Oído  el  parecer  del  Consejo  3apei'i')r  de  Marina. 
Hemos  decretado  y  decretamos: 

ARTICULO  L 

La  bandera  real  y  actualmente  establecida  en  uso  en  la  Mari- 
na real,  deberá  ser  cuadra  la  de  dÍTn?n>iones,  y  la  establecida  y 
actualmente  en  uso  oara  los  Príncipes  R.-ales,  será  du  forma  rec- 
tangular, para  que  en  circunstancias  dadas  no  se  confunda  con 
la  primera. 

• 

ARTICULO  II. 

La  bandera  distintiva  del  Ministro  do  Marina  será  la  nacional 
con  un  ancla  recamada  en  amarillo  sobre  el  campo  venle.  Cuan- 
do se  use  esta  bandera,  sj  izará  s¡em[)re  en  el  palo  muy  »r. 

ARTICULO  IlL 

La  bandera  distintiva  de  los  OficiaUs  Almiranti-s,  será  para 
un  Almirante  la  nacional  con  tres  estrellas  l)lancas,  de  seis  pun 
tas  cada  una  en  el  campo  verde,  cuya  bandera  se  enarbolará  en 
el  palo  mayor;  para  un  Vice-Almiíante,  será  la  mi^ma  bandera- 
con  dos  estrellas  y  se  izará  en  el  palo  trin([U('te;  j)ara  un  Contra 
Almirante,  será  la  misma  bandera  con  una  sola  estn-üa,  izada  en 
el  tope  del  palo  de  mesana. 

Las  mismas  banderas  se  izarán  en  la  proa  de  los  botes   según 

30 
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el  grado  del  Oficial  Almirante   que  se  encuentre  en  ellos,    en  el 
mismo  que  queda  dicho. 

ARTICULO  IV. 

Cuando  alguna  vez  se  encuentre  en  algún  bote,  que  no  esti 
destinado  de  remolque,  uno  o  más  oficiales  del  grado  de  Sub-te- 
niente  de  navio  ó  sus  ¡guales,  con  excepción  de  los  Oficiales  Al- 
mirantes ú  Oficiales  superiores  con  mando  de  fuera*i  naval,  se 
izará  en  la  proa  la  bandera  nacional  de  forma  análoga  á  la  pres- 
crita para  los  buques  de  guerra  y  que  tienen  izada  en  el  tope  del 
palo  maj'or;  esto  es,  mas  largo  que  ancha  y  con  el  escu  lo  de 
Saboya  en  el  campo  blanco. 

ARTICULO  V. 

En  la  bandera  nacional  cortada  en  forma  de  gallardete,  el  cim- 
po  rojo  terminado  en  dos  puntas  tendrá  anchura  doblo  del  verde 
y  del  blanco,  y  se  izari  en  el  tope  del  polo  mayor  com )  distinti- 
vo de  Capitán  de  Navio  al  mando  de  una  División  Naval. 

La  mi.sma  bandera  izada  en  el  palo  trinquete,  será  el  distintivo 
del  Capitán  de  Fragata  ó  Tenieate  de  Navio  al  mando  de  uní 
fuerzíi  naval. 


ARTICULO  VI. 

La  enseña  roja  con  cruz  blanca,  izada  en  el  palo  mayor,  será  el 
distintivo  del  Oficial  mas  antiguo  al  mando  de  un  buque  ancla- 
do en  un  puerto  ó  rada  donde  haya  otros  buques  en  los  cuales 
no  esté  enarbolada  ninguna  otra  bandera  de  mando. 

ARTICULO  VIL 

La  bandera  roja  rectangular,  cuyo  ancho  debe  ser  dos  tercios 
del  largo  con  cruz  blanca  rectangular  y  orla  azul  del  mismo  an- 
cho de  la  cruz  blanca,  queda  establecida  como  distintivo  del  Ofi- 
cial Almirante  ú  Oficial  Superior  al  maiido  de  una  Armada,  Es- 
cuadra ó  División  Naval  en  combate,  siempre  que  esté  desplega- 
da la  pequeña  gala  de  banderas. 

Dicha  bandera  se  izará  en  el  palo  á  que  corresponda  según  el 
grado  del  Almirante  á  quien  se  refiera. 

Ordenamos  que  el  presente  decreto,  sellado  con  el  sello  del 
Estado,  se  inserte  en  la  Colección  de  Leyes  y  Decretos  del  Reyno 
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de  Italin,  mandando  á  quienes  corresponda  observarlo  y  haceilo 
observar. 

VÍCTOR  MANUEL. 

A.  RiBOTY. 


ilin^sferio  d^  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Ahril  27  de  18G8. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Ck>n  el  apreciable  oficio  de  US.  H  ,  fecha  21  del  que  rige,  he 
tenido  el  honor  de  recibir  la  copia  auténtica  del  Real  decreto  de 
12  de  Enero  último,  que  determina  la  bandera  con  que  la  ma- 
rina de  guerra  señalará  en  adelante  la  presencia  de  los  Reales 
Príncipes  y  de  los  Almirantes  á  bordo,  según  el  grado  <le  los  ofi- 
ciales con  mando  de  las  Escuadras  y  buques  aislailos. 

Para  conocimiento  de  las.autoridades  marítimas  de  la  Repú- 
blica, he  pasado  al  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  la  traducción 
de  dicho  Real  decreto,  trascribiendo  el  oficio  de  US.  11.  á  que 
contesto. 

Me  es  grato  aprovechar  esta  oportunidad  para  reiterar  a  US. 
H.  las  seguridades  de  la  alta  estimí  y  distinguida  consid^^racion 
con  que  soy  de  US.  H.  obsecuente  servidor. 

Juan  M.  Polar. 

Al  Honorable  caballero  Hipólito  Gari-ou,  Encar¿a<lo  de  Negocios 
y  Cónsul  General  de  Italia    (1) 


(1 )  El  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  comunicó  el  citado  Real  decreto  á  la 
Comandancia  General  de  Marina,  previniéndole  lo  trascribiera  á  los  coman- 
plantes  de  los  buques  de  la  Escuadra  y  á  las  Capitanías  de  Puerto. 


¡I 
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IN'TKLKiEN'CIA  DE  LOS  ARTIOULOS   14  Y  15  I>E  LA  C0VK.>:C16n  CONSU- 
LAR DE  1803— 18G8. 

Intestado  del  subdito  italiano  don  Santiago  Sangxiinetti 

Limay  Marzo  10  de  1868. 

Visto  este  expediente,  y  teniendo  en  consideración:  qne  al  ini- 
ciarse el  juicio  sobre  el  intestado  <lel  subdito  italiano  Santiago 
SanguiíKítti,  seorlenó,  entre  otras  Cí)sas,  por  el  Juez  de  l'Mnstan- 
cia  de  Tacna,  se  diese  el  respectivo  aviso  al  Cónsul  italiano  para 
los  efectos  legales;  que,  en  consecuencia,  el  Vice-Cónsul  italiano, 
don  José  Ivertis,  intervino  en  la  facción  de  inventarios,  previ- 
niéndose, posteriormente,  por  el  juez  de  la  causa,  que  este  funcio- 
nario interviniese  también  en  la  venta  que  se  hiciese  de  los  efec- 
tos pertenecientes  á  dicha  testamentaría  que  pudiesen  detíjriorar- 
se  ó  corromperse;  que  habiendo  trascurrido  dos  añoi,  cuatro  me- 
s<  s  y  medio,  desde  el  fallecimiento  de  Sanguinetti,  sin  que  se 
hubiese  presentado  ningún  heredero  legal,  el  juez  de  la  <:au- 
s.i,  de  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Agente  Fis- 
cal, declaró  vacante  la  herencia,  adjudicándola,  por  consiguien- 
te, á  la  beneficencia  de  Tacna;  que  si  bien,  en  el  tiascurso  del 
juicio,  los  Agentes  Consularts  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  se  diri- 
gieron al  Ministerio  de  Relaciones  Exterioras,  llamando  su  aten- 
ción acíTv^a  dol  mencionado  asuiit  >,  el  Gobierno,  no  podía,  ni 
debía,  adoptar  ninguna  rredida  delinitiva  sobre  un  negocio  some- 
tido á  la  decisión  de  los  Tribunale?^,  mucho  miís  cuando  el  Juez 
de  1^  Instancia  cuidó,  en  su  o}>()rtunidad,  de  poner  en  conoci- 
miento del  N'ice-Cónsul,  residente  en  Arica,  que  se  había  inicia- 
do el  expediente  del  caso,  á  fin  de  (jue  éste  í'ancionario  hiciese 
u^o  de  su  derecho  como  vieie  con\enirle;  quj  aunque  el  artícu- 
lo 14  del  tratado  celebrado  con  el  Rey  de  Cerdeña,  en  las  cinco 
di.-i)Osiciones  que  contiene  (1)  autoriza  á  los  Cónsules  para  poder 
intervenir  en  los  juicios  de  sucebión  de  los  subditos  italianos,  tal 
]>ersonería  debe  curtir  sus  efectos  tan  solo  en  los  Tribunales,  tan- 
to por  un  principio  de  Dereeiio  común,  cuanto  ])or(|ue,  en  este 
mismo  artículo,  se  estipuló  que  los  Tribunales  del  Perú  decidi- 
rían las  desavenencias  ó  disputas  (|ue  se  suseitaren  onti'e  los  in- 
teresados; cjue  habiéndose  exi)í'dido  por  el  Juez  de  l'-^  Instancia 
de  Tacna  un  acto  interlocutorio,  con  fuerza  de  definitivo,  decla- 
rando vaeante  la  herencia,  no  j)uede  el  Gobierno  dictar  ninguna 

(1)  Véase  esc  Tratado  cu  el  tt)ino  III. 
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providencia  en  contrario  sin  destruir  el  principio  de  independen- 
cia de  uno  de  los  Poderes  del  Estado;  qne  si  tal  resolución  puede 
objetarse  de  nula,  como  lo  insinúa  el  Encargado  de  Negocios  de 
S.  M  el  Rey  de  Ttfília,  queda  expedito  el  dereclio  de  los  Agentes 
Ck>nsulares,  para  entablar  la  acción  que  crean  conveniente  en  el 
terreno  judicial  en  su  carácter  de  personeros  en  sucesiones  del 
carácter  de  la  presente. 

De  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Ministerio  Fiscal, 
se  resuelve:  que  el  Gobierno  Supremo  no  puede,  ni  debe,  dictar 
ninguna  providencia  en  el  sentido  de  anular  ó  suspender  los 
efectos  de  la  resolución  expedida  por  el  Juzgado  de  1*  Instancia 
de  Tacna;  dejándose  á  salvo  el  derecho  de  los  Agentes  Consula- 
res de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  para  que  lo  hagan  valer  en  la  vía 
y  forma  que  vieren  convenirles. 

Prevéngase  al  Prefecto  de  Tacna  descuente  de  la  herencia  de- 
jada por  Sanguinetti,  el  derecho  de  sucesión,  como  lo  solicita  el 
Ministerio  Fiscal. 

Diríjase  al  Ministerio  de  Justicia  la  nota  acordada,  y  comuni- 
qúese esta  resolución  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Polar. 


Minisitrio  de  lítlücionec.  Exteriores, 

Lima,  .VjrUSO  de  1808. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

El  señor  Encargado  do  Nc'2:ocios,  y  Cónsul  Generul  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia,  me  lia  dirigido  un  oüeio,  con  fecha  26  del  que 
espira,  manifestando  que  con  el  pro[)ósito  de  evitar  las  cuestiones 
que  pudieran  surgir,  c^n  motivo  del  fallecimiento  intestado  de 
algunos  subditos  italianos,  se  hace  indispensable  se  adopten,  por 
este  Ministerio,  las  medidas  conducentes  á  la  extrieta  observan- 
cia de  los  artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consular  celebrada 
con  Italia,  el  3  de  Marzo  de  18G3,  inserta  en  «El  Peruano»,  nú- 
mero 29,  tomo  47.  (J) 

[1]  Véase  esa  Convención  en  la  página    5. 
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Tomando  en  cuenta  esta  indicación,  llamada,  á  la  verdad,  d 
alejar  todo  pretexto  á  las  reclamaciones  mas  ó  menos  fundadas  y 
«asi  siempre  onerosas  á  los  interés  fiscales,  he  creído  de  mi  deber 
ocurrir  á  la  respetable  intervención  de  US.  á  fin  de  que  se  digna 
oficiar  á  las  autoridades  judiciales  de  la  República,  recomendan- 
do la  inexcusable  observancia  de  las  estipulaciones  que  dejo  in- 
dicadas, en  los  casos  del  fallecimiento  de  algún  subdito  italiano. 

Como  en  el  primero  de  los  artículos  citados,  se  impone  á  las 
autoridades  locales  el  deber  de  participar  á  los  Agentes  Consula- 
res el  fallecimientp  intestado  de  un  subdito  italiano,  y  puede 
ocurrir,  con  frecuencia,  que  esta  última  circunstancia,  tenga  lu- 
gar en  pueblos  donde  no  existan  Agentes  de  esta  naturaleza, 
juzgo  oportuno  que  US.  recomiende  que  toda  vez  que  un  Juez 
abra  un  juicio  de  intestado  de  un  subdito  italiano,  lo  comunique 
inmediatamente  á  la  Corte  Superior  del  distrito  judicial,  á  fin  de 
que  esta  lo  lleve  á  conocimiento  de  este  Despacho. 

Por  este  medio  se  logrará  que  el  Agente  Diplomático  ó  Consu- 
lar de  S.  M.  el  Rey  do  Italir,  residente  en  esta  capital,  impuesto 
de  lo  ocurrido,  adopte  el  partido  viue  juzgue  conveniente,    para 
que  se  lleven  á  debido  efecto   las  mencionadas  estipulaciones  en 
el  lugar  donde  el  juicio  se  hubiese  iniciado. 

El   deseo   de   evitar   en  lo  posible   los  disgustos  y  quebrantos 
consiguientes  á  las  reclamaciones  diplomáticas,  me  impone  la  ne- 
cesidad de  llamar  la  ocupada  atención  de  US.,  s;  bre  este  parti- 
cular que,  no  dudo,  será  acogido  p  )r   Uá.    con  la  eficacia  que  él 
merece. 

Dios  guarde  á  US. 

Juan  Manuel  Polar, 


Ministerio  de  Justicia^  Culto,  Instrucción  y  Beneficencia. 

Lima,  Mayo  6  de  1868. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el   Despaclio  de   Relaciones  Exte- 
riores. 

Para  los  fines  á  que   US.  se  contrae,   In  trascrito,  á  las  Cortes 
Superiores  de  la  República,  su  apreciable  oficio  de  30  del  pasa  lo- 
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relativo  á  los  procedimieatos  que  deben  observarse  en  el  caso  del 
fallecimiento  intestado  de  subditos  italianos.  (I) 

Tengo  el  honor  de  participarlo  á  US.   en  contestación  á  su  re- 
ferido ofício. 

Dios  guarde  á  US. 

B.  Muñoz. 


TESTIMONIO  DK  KRCONOCIMIKNTO  DSL  GC^BIlfiKXO  DB     ITAMA     A     LA 
COMPAÑÍA  DK  BOMBEROS  DB  BSA  NACIONALIDAD  RLSIDBNTB 

KN  UMA — 1809. 


é 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  Marzo  6  de  186^. 
Señor  Ministróla 

Para  sostener  el  entusiasmo  y  la  abnegación  de  que  los  bom- 
beros voluntarios  han  dado  tantas  pruebas,  aproveché  la  ocasión 
del  incendio  que  amenazó  la  existencia  del  ('allao  después  de  la 
catástrofe  del  13  de  Agosto  de  1868,  pitra  solicitcr  de  mi  Go- 
bierno algunas  distinciones  en  favor  de  los  bomberos  italianos 
de  Lima,  que  tomaron  una  parte  señalada  en  el  auxilio. 

Aceptando  mis  proposición e.«,  en  lo  relativo  a  las  concesiones 
indicadas,  el  Ministro  del  Interior  ha  decretado  59  «Menciones 
Honrosas^),  que  haré  distribuir,  dentro  de  algunos  días,  á  otros 
tantos  italianos  residentes  en  Lima.  Por  respeto,  sin  embargo,  k 
la  soberanía  territorial  del  Perú,  mi  Gobierno  no  ha  querido  con- 
ceder una  medalla  á  la  bandera  de  la  Compañía  antes  de  estar 
seguro  de  que  el  Gobierno  de  la  República  no  verá  en  este  acto 
un  indicio  que  pueda  ofender  su  autoridad,  y  dar  lugar  á  supo- 
ner que  el  Gobierno  italiano  considere  la  Compañía  de  Bomberos 
italianos  como  un  cuerpo  extraño  al  país  y  fuera  de  su  autoridad 
y  de  la  jurisdicción  peruana. 

La  duda  misma  prueba  de  qué  manera  considera  mi  Gobier- 
no una  institución  que  no  tiene  mas  ñn  que  preservar  la  propie- 
dad particular  de  los  peligros  del  incendio. — Entre  tanto,  como 

(1)  Véase  más  adelante  la  Convención  Consular  celebrada  en  1803. 
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S.  E.  el  Ministro  de  Negocios  Extranjero»  me  ha  encargado  que 
pregunte,  oficiosamente,  á  la  autoridad  territorial  y  le  comuni- 
que los  informes  adecuados,  para  decidir  acerca  de  mi  proposi- 
ción, ruego  á  V.  E.  tenga  a  bien  hacerme  saber  si  el  Gobierno 
Peruano  no  encuentra  inconveniente  en  que  la  bandera  de  los 
Bomberos  italianos  de  Lima,  sea  decorada  con  una  medalla  ita- 
liana, en  testimonio  del  reconocimiento  de  la  madre  patria,  por 
los  servicios  que  han  prestado  á  la  propiedad  sin  distinción  de 
nacionalidad. 

Yo  no  soy,  en  la  presente  ocasión,  mas  que  el  órgano  de  una 
delicadeza  que  el  Gobierno  de  la  República  no  dejará  de  apre- 
ciar, y  sería  feliz  si  su  decisión  fuere  conforme  á  los  sentimien- 
tos de  que  se  halla  animado  mi  Gobierno. 

En  todo  caso,  ruego  á  V.  E.  que  acepte  la  seguridad  del  pro-, 
fundo  respeto  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  señor  Ministr>,  su 
atento  y  obediente  servidor. 

^  Hipólito  Gairou, 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Lima,  Mar'¿o  ]8  de  1869. 


Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  dado  cuenca  al  Presidente  de  la  República  de  la  estimable 
nota  de  US.  II.,  fecha  O  del  presente,  en  la  que  US.  II.  solicita 
saber  si  el  Gobierno  del  Perú  tendría  inconveniente  en  que  el  de 
Italia  condecorase  con  una  medalla  la  bandera  de  los  bomberos 
italianos  de  Lima,  en  testimonio  del  reoouocimiento  de  su  país, 
por  los  servicios  que  han  prestado  á  la  propiedad  sin  distinción 
de  nacionalidad. 

S.  E.  \\ú  vé  en  ese  pensamiento  del  Gobierno  italiano  sino  su 
justo  deseo  de  recompensar  y  estimular  el  entusiasmo  de  los  dig- 
nos bomberos  italianos,  demostrado  tan  generoso  como  útil- 
mente en  cuantas  ocasiones  se  han  ofrecido  y,  por  lo  mismo,  será 
para  él  un  motivo  de  verdadera  complacencia  la  realización  de 
ese  pensamiento. 
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Puede  Ud.  H.  trasmitir  esta  coutestacióa  á  su  Gobierno,  acep- 
tando, al  mismo  tiempo,  las  seguridades  do  mi  muy  distinguida 
consideración.  . 

J.  A.  Barrenechea, 
Al  Honorable  caballero  Hipólito  Garrou,   Encargado  de  Nego- 
cios y  Cónsul  Geheral  de  Italia. 


MANl'EL  PARDO 

PRKSIDENTE  CONSTITUCIONAL  DE  LA  REPÚBLICA. 

Por  cuanto  entre  la  República  del  Perú  y  el  Reino  de  Italia 
se  celebró,  por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  la  siguiente 

CONVENCIÓN  DE  EXTRADICIÓN. 

Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  Su- 
Majestad  el  Rey  de  Italia; 

Deseando  asegurar  la  represión  de  los  delitos  cometidos  en  sus 
territorios  respectivos,  cuyos  autores  ó  cómplices  quisieran  eva- 
dirse del  rigor  de  las  leyes,  huyendo  de  un  país  al  otro,  han  re- 
suelto concluir  una  Convención  de  Extradición; 

Y  han  nombrado,  con  este  objeto,  por  Plenipotenciarios,  á  sa- 
ber: 

Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  al  doc- 
tor don  Mariano  Dorado,  ex-Ministro  do    Relaciones  Exteriores; 

y 

Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  al  caballero  Hipólito  Garrou,  Su 
Encargado  de  Negocios  y  Cónsul  General  en  Lima; 

Quienes,  después  de  haber  presentado  sus  plenos  poderes,  y 
encontrándolos  en  buena  y  debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

ARTICULO  I. 

« 

El  Gobierno  Peruano  y  el  Gobierno  Italiano  se  obligan  á  en- 
tregarse recíprocamente  los  individuos  que,  sea  como  autores  ó 
como  cómplices,  hayan  siilo  condenados  ó  enjuiciados  por  algu- 
no de  los  crímenes  ó  delitos   indicados   en  el  artículo  siguiente, 

81 
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cometido?  en  el  territorio  de  uno  de  los  dos  Estados  contratantes, 
y  se  hubiesen  refugiado  en  el  territorio  del  otro. 

ARTICUllo  II. 

La  extradición  solo  deberá  ser  concedida  por  ios  hechos  in- 
fractores de  las  leyes  penales  que  á  continuación  se  expresan: 

1?  Parricidio,  infanticidio,  asesinato,  envenena,aiiento,  y  todo 
homicidio  que,  con  arreglo  á  las  leyes  del  país  donde  se  cometió 
el  delito, -merezca  pena  de  muerte. 

2?  Bigamia,  rapto,  estupro  viole  to. 

3?  Sustracción,  ocultamiento,  robo  de  criaturas,  sustitución  de 
una  criatura  por  otra,  suposición  de  una  criatura  á  una  mujer 
que  no  ha  parido.^ 

4?  Incendio. 

5^  Asociación  de  nial-hechores,  robo,  hurto  caliñcado,  y  mal- 
tratos y  robos  en  las  vías  publicas,  sean  ó  nó  férreas. 

6?  Falsificación  ó  alteración  de  monedas,  introducción  ó  co- 
mercio fraudulento  de  falsa  moneda,  falsificación  de  certificados 
ú  obligaciones  del  Estado,  de  los  billetes  de  Banco  y  de  cuales- 
quiera otros  títulos  ó  documentos  de  crédito  páblico;  emisión  y 
uso  de  estos  títulos. 

Falsificaciones  de  los  sellos,  cuños,  estam[)illa8  de  correos  y 
timbres  de  contribución  del  Estado,  y  uso  de  estos  objetos  falsi- 
ficados. 

Falsificación  de  decretos,  do  escrituras  públicas,  de  documen- 
tos auténticos,  y  de  títulos  de  comercio  ó  de  Banco,  y  uso  de  esos 
documentos  ó  escrituras  falsificadas. 

7?  Falso  testimonio,  falsa  peri<'ia  y  acusación  calumniosa  judi- 
cialmente comprobada. 

8?  Defraudación  de  los  intereses  fiscales,  sustracción  ó  malver- 
sación cometidas  por  los  empleados  ó  depositarios  públicos. 

9?  Quiebra  fraudulenta  ó  participación  en  ella. 

10  Baratería  fraudulenta. 

11  Sedición  á  bordo  de  un  buque,  cuando  las  personas  qu« 
componen  la  tripulación  se  hubieren  apoderado  con  fraude  6 
violencia  del  buque  mismo  ó  lo  hubiesen  entregado  á  piratas. 

12  Daños  causados  voluntariamente  á  las  vías  férreas  ó  telé- 
grafos ó  por  explosión  de  mina  ó  máquina  de  vapor,  siempre 
que  con  arreglo  á  las  leyes  de  los  respectivos  países  los  autores 
de  esos  daños  merezcan  pena  corporal  aflictiva. 

13  Piratería. 
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ARTICULO  III. 

Xia  extradición  no  tondrá  nunca  lugar  por  delitos  políticos. 
El  individuo  que  sea  entregado  por  otra  iufracción  de  «las  leyes 
penales,  no  podrá  en  ningún  caso  ser  juzgado  ni  condenado  por 
crímenes  ó  delitos  políticos  cometidos  anteriormente,  ni  por  nin- 
gún hecho  relativo  á  crímenes  ó  delitos  de  esta  naturaleza. 

E)  mismo  individuo  no  podrá  ser  enjuiciado  ni  condenado 
por  cualquiera  otra  infracción  que  fuese  anterior  á  la  extradi- 
ción, aunque  sea  de  las  comprendidas  en  el  artículo  2?  de  la 
presente  Convención,  á  no  ser  que,  d^epués  de  haber  sid^o  casti- 
gado ó  absuelto  del  delito  que  motivó  su  extradición,  permanez- 
ca voluntariamente  en  el  mismo  país  por  más  de  tres  meees  ó 
<iue,  habiéndolo  abandonado  dentro  de  dicho  término,  vuelve  al 
país  por  su  voluntad. 

ARTICULO  IV. 

La  extradición  no  podrá  concederse,  si  se  ha  vencido  el  tér- 
mino de  la  prescripción  señalada  por  las  leyes  del  país  donde  se 
encuentre  el  refugiado  para  acusar  ó  para  ejecutar  la  sentencia. 

ARTICULO  V. 

En  ningún  caso,  y  por  ningún  motivo,  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes podrán  estar  obligadas  á  entregar  á  sus  propios  nacio- 
nales. 

Si  en  conformidad^  con  las  leyes  vigentes  del  Estado  al  cual 
X>ertenece  el  culpable,  debo  éste  ser  sometido  á  juicio  criminal 
por  infracción  cometida  en  el  otro  Estado,  el  Gobierno  de  este 
último  deberá  comunicar  el  sumario,  los  documentos  y  los  in- 
formes respectivos,  consignar  los  objetos  que  constituyen  el  cuer- 
po del  delito  y  procurar  todo  otro  esclarecimiento  y  género  de 
pruebas  que  sean  necesarias  para  la  pronta  expedición  del  jui- 
cio y  castigo  del  delincuente. 

ARTICULO  VL 

• 

Si  el  acusado  ó  sentenciado  fuera  extranjero  en  los  dos  Esta- 
caos Contratantes,  el  Gobierno  que  deba  conceder  la  extradición 
¿aformará  al  del  país  al  cual  pertenezca  el  culpable  de  la  de- 
aianda  interpuesta,  y  si  este  último  Gobierno  lo  reclamase  de  su 
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propia  cuenta  para  hacerlo  juzgar  porsu3  Tribunales,  aquel  á. 
quien  se  hubiere  hecho  h\  demanda  de  extradición  podrá,  á  su 
elección,  entregarlo  al  Estado  en  cuyo  territorio  se  cometió  el 
crimen,  ó  á  aquel  á  que  pertenece  el  reo. 

Si  el  enjuiciado  ó  sentenciado,  c  ya  extradi(  ion  se  pide  eix 
fuerza  de  la  presente  Convención  á  una  de  las  Partes  Contratan- 
tes, fuese  al  mismo  tiempo  reclamado  por  otros  Gobiernos  si- 
multáneamente, por  crímenes  ó  delitos  cometidos  en  sus  respee- 
tivos  territorios  por  el  mismo  individuo,  será  de  preferencia  en- 
tregado al  Gobierno  en  cuyo  territorio  fué  cometido  el  delito  mafs^ 
grave;  cuando  los  delitos  tuvieren  la  misma  gravedad,  á  aqueí 
cu5^a  demanda  fuese  de  fecha  anterior,  y  si  fuesen  iguales  las  fe- 
chas de  las  demandas,  tendrá  preferencia  la  de  la  Nación  á  que 
pertenezca  el  reo. 

ARTICULO  Vil. 

Si  el  individuo  reclamado  es  acusado  ó  condenado  en   el    país: 
donde  se  refugió  por  un  crimen  ó  delito,   cometido  en  el   raismO' 
país,  su  extradición  podrá  ser  retardada  hasta  que  haya  sido  at>- 
suelto  por  una  sentencia  definitiva,  ó  que  haya  cumplido  la  con- 
dena que  se  le  impuso  en  el  país  en  que  está  refugiado. 

ARTICULO  VIII. 

Los  compromisos  particulares  que  {)or  contratos  ú  otro  motiva 
pued¿i  tener  la  ¡jersona  contra  quien  se  pide  la  extradición,  no 
impedirán  en  ningún  caso  que  esta  se  ver¡fi([uo;  y  los  dercho^f 
que  cualquiera  tenga  que  ejercitar  contra  el  acusado,  quedar/.a  ík 
salvo  para  que  los  ejercite  ante  la  autoridad  judicial  que  corie^- 
ponda. 

ARTICULO  IX/ 

La  extradición  será  concedida  en  virtud  de  la  demanda  hoch;v 
por  uno  de  los  Gobiernos  al  otro  j>or  la  vía  (li|)loniática  y  con  eí 
envío  de  una  sentencia  condenatoiia,  un  mandato  do  captura  ó  de 
cualquier  otro  acto  e(inivaleñto  al  mandato,  en  el  que  se  deberá 
indicar  igualmente  la  naturaleza  y  la  gravedad  de  los  hecho» 
imputados,  y  las  disposiciones  de  las  leyes  penales  aplicables  ah 
caso. 

Los  documentos  con  que  se  acompañe  la  demanda  de-  extradi- 
ción, serán  remitidos  orií^inales  ó  i-n  copia  certific^ada,  debida- 
mente autorizada  por  el  Tribunal  ó  por  la  autoiidad  competente- 

Se  acompañarán  al  mismo  tiempo,  si  fuese  posible,  la  filiación  ;. 
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¿efiales  del  individuo  reclamudo  ó  cualquiera  otra  indicación  que 
conduzca  á  comprobar  su  identidad. 

•  ARTÍCULO  X. 

• 

En  cíisos  urgontos,  y  e.s[>orial monte  cuando  haya  peligro  de* 
ruga,  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos,  apoyado  en  la  sentencia  ó 
tnandato  de  captura,  podrá,  por  el  medio  ó  por  la  vía  mas  expe- 
<Jíta,  jícdir  y  obtener  el  arresto  del  sentenciado  ó  inculpado,  con 
la  condición  de  presentar,  en  el  más  breve  término  posible,  la  sen-* 
t-encia  ó  mandato  do  captura  anunciado.  Este  término  no  podrá 
'exceder  de  cuatro  meses. 

ARTICULO  XL 

Los  objetos  robados  y  los  demás  que  se  le  tomen  ó  secuestren 
,al  enjuiciado  ó  sentenciado,  los  instrumentos  ó  herramientas  de 
que  tuvo  que  servirse  para  cometer  el  crimen  ó  delito  y  todo  ele- 
uiento  de  prueba,  serán  enviados  al  tiempo  que  tenga  lugar  la 
entrega  del  individuo  arrestado;  y  lo  mismo  se  efectuará  cuando 
la  extradición  no  pueda    veriíicarse  por  nmerte  ó  fuga  del  reo. 

También  se  entregarán  tolos  los  objetos  de  la  misma  natura- 
ieza  que  el  inculpado  hubiese  escondido  ó  depositado  en  el  país 
donde  se  refugió  y  que  se  encontrasen  después  de  su  extradi- 
ción. 

Quedan  no  obstante  reservados  los  derechos  de  los  dueños  de 
ios  objetos  mencionados  mas  arriba,  y  estos  se  les  restituirán  li- 
bres de  todo  gasto,  cumplido  (jue  sea  el  procedimiento   criminal. 

ARTICULO  XIL 

Ivos  gastos  del  arresto,  do  la  mantención  y  del  trasporte  del 
individuo  á  quien  se  ha  convenido  entregar,  como  también  la 
oiisignación  de  los  objetos  quo,  sogun  el  artículo  precedente,  de- 
Ikíu  ser  envindos  y  dovuu^ltos,  corren  á  cargo  del  Estado  que  con- 
. ''*»dc  la  extradición  hasta  el  puerto  de  su  ])ropio  territorio  en  que 
T'Sta  se  verifique  y  que  podrá  designar  el  Estado  que  pide  la  ex- 
tradición. 

ARTICULO  X I IL 

Si  uno  de  los  dos  Gol>iernos  juzga    necesaria    para  la  instruc- 

'  'lón  do  un  asunto  de   la  competencia  de  la  legislación  penal,    la 

iep-osición    de    testigos   domiciliados  en   el  territorio  del  otro,  ó 
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cualquier  acto  de  instrucción  judicial,  se  dirigirán  al  efeí^to,  por 
la  vía  diplomática,  cartas  rogatorias  de  la  Corte  S.ipjrior  compe- 
tente de  la  República  del  Perú  á  la  Corte  de  Apelación  compe- 
tente del  Reino  de  Italia,  y  recíprocamente,  las  cuales  autorida'- 
dea  tendrán  obligación  de  darles  curso  conforme  á  las  leyes  vi- 
gentes en  el  país  donde  deban  recibirse  las  declaraciones  ó  prac- 
ticarse los  actos  judiciales  que  se  solicitan. 


ARTICULÓ  XÍV. 

* 

En  caso  de  que  fuera  necesaria  la  comparescencia  de  testigos, 
el  Gobierno  del  país  en  cuyo  territorio  residan,  procurará  corres- 
ponder á  la  invitación  que  hace  el  otro  G:)bierno. 

Si  los  testigos  consienten  en  partir^  se  les  proveerá  inmediata- 
mente de  los  pasaportes  necesarios.  Las  expensas  para  el  costo 
de  su  viaje  de  ida  y  regreso  y  su  decente  mintención  durante  el 
tiempo  de  su  permanencia  en  el  lugar  donde  se  solicite  su  testi- 
monio, correrán  de  cuenta  del  Gobierno  que  lo  ha  pedido',  con 
arreglo  al  convenio  que  por  parte  de  dicho  Gobierno  se  celebre 
previamente  con  los  mismos  testigos. 

En  ningún  caso  podrán  estos  testigos  ser  arrestados  ó  molesta- 
dos por  un  hecho   anterior  á  la   demand»  de  su  comparescencia, 
durante  su  residencia  obligatoria  en   el  lugar  donde  el  juez  jque 
debe  examinarlos  ejerce  sus  funciones,    ni  durante  su  viaje  tanto- 
de  ida  como  de  regreso. 


ARTICULO  XV. 

Si  con  motivo  de  un  sumario  criminal  en  uno  de  los  dos  Es^ 
tados  Contratantes,  fuese  necesario  proceder  al  careo  de  un  acu- 
sado con  otros  detenidos  ó  presos  en  el  otro  Estado,  ó  producir 
otros  elementos  de  prueba,  ó  documentos  judiciales  que  se  refie- 
ran á  aquel,  deberá  hacerse  la  petición  por  la  vía  diplomática, 
la  cual  será  siempre  concedida,  salvo  el  caso  en  que  considera» 
cienes  excepcionales  lo  impidan.  En  caso  de  accederse  á  la  pe- 
tición, las  personas,  los  documentos  y  demás  elementos  de  prue- 
ba que  hubiesen  sido  remitidos,  se  devolverán  en  el  más  corto 
tiempo  posible. 

Los  gastos  de  trasporte  de  un  Estado  al  otro  de  los  individuos 
y  objetos  antedichos,  serán  pagados  en  la  misma  forma  prescrita^ 
en  el  artículo  XII. 


—  247  — 


ARTICULO  XVL 

Los  dos  Gobiernos  se  obligan  á  comunicarse  recíprocamente 
las  sentencias  de  condena  por  crímenes  ó  delitos  de  toda  natu- 
raleza que  se  pronuncien  por  los  Tribunales  de  cada  uno  de  los 
dos  Estados  contra  los  subditos  ó  ciudadanos  del  otro.  Esta  co- 
municación se  hará  por  la  vía  diplomática,  remitiendo  el  Gobier- 
no de  quien  depende  el  reo  una  copia  autorizada  de  la  sentencia 
definitiva  que  haya  sido  pronunciada  para  depositarse  en  el  ar- 
chivo del  Tribunal  competente. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará,  con  ^síe  objeto,  las  ins- 
trucciones necesarias  á  las  autoridades  judiciales  correspondien- 
tes. 

ARTICULO  XVII. 

La  presente  Convención  durará  pnr  diez  años  á  contarlo  del 
día  en  que  se  hagn  el  canje  de  la  ratificación.  En  el  caso  da  que 
ninguno  de  los  dos  Gobiernos  hubiese  notificado  al  otro,  siiá  me- 
ses antes  de  la  torminanón  de  los  diez  años,  la  voluntad  de  hacer 
cesar  sus  efectos,  la  Convención  quedará  obligatoria  por  dos 
años  más  desde  el  día  en  que  se  haga  tal  notificación  por  uno  de 
ellos. 

ARTÍCULO  XVITI. 

• 

La  presente  Convención  será  ratificada  por  los  Gobiernos  res- 
pectivos, previa  la  aprobación  del  Cuerpo  Legislativo  y  las  rati- 
ficaciones serán  canjeadas,  en  Lima  ó  en  Florencia,  en  el  mas  bre- 
ve término  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  dos  Plenipotenciarios  la  hnn  firmado  en 
doble  ejemplar,  en  Español  é  Italiano,  y  la  han  sellado  con  sus 
respectivos  sellos. 

Hecha  en  Lima,  á  los  veintiún  días  del  mes  de  Agosto  del  año 
del  Señor  de  mil  ochocientos  setenta. 

Mariano  Dorado.  Hipólito  Garroü. 

(L.  S.)  (L.  S.) 

Por  tanto:  y  habiendo  el  Congreso  Nacional  aprobado  la  pre- 
inserta Convención  de  Extradición  el  31  de  Enero  del  presente 
año,  en  uso  de  las  facultades  que  la  Constitución  de  la   Repúblí- 


• 
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ca  me  coiieefle,  lie  venido  en  aceptarla,  aprobarla  y  ratificarla, 
teniéndola  como  ley  del  Estado  y  comprometiendo  para  su  ob- 
servancia el  honor  nacional.  . 

iUn  fé  (le  lo  cual,  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  las 
armas  de  la  República  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado  en 
el  Desp  icho  de  Relaciones  Exferiores,  en  Lima,  a  7  de  Marzo  de 
1873. 

MANUEL  PARDO. 

J.  DE  LA  RivA  Agüero. 


ACTA  DK  CANJE. 


Habiéndose  reunido  los  infrascritos  para  canjear  las  ratifica- 
ciones de  la  Convención  de  Extradición,  concluida  y  firmada  en 
Lima  en  21  de  Agosto  de  1870,  entre  el  Peni  e  Italia,  y  habién- 
dolas examinajo  debidamente  y  hallado  perfectamente  conformes, 
verificaron  el  canje,  como  es  uso  y  costumbre  en  tales  casos,  des- 
pués do  haber  convenido,  recíprocamente,  para  hacer  mas  clara  y 
segura  la  interpretación  de  la  citada  Convención,  que  se  consig- 
naría en  el  presente  protocolo  la  declaración  siguiente: 

1*  Los  casos  de  homicidio  con  pena  capital  que  so  expn^san  en 
el  inciso  1?  del  artículo  2?  (1)  se  entenderán  siempre  según  el  Có- 
digo Penal  Sardo  de  1859. 

2*  La  palabra  decretos  en  el  inciso  O?,  del  artículo  2?,  significa 
todos  los  actos  gubernativos,  y  la  locución  timbres  de  contribu- 
ción, usada  en  el  mismo  inciso,  indica  las  marcas  de  que  se 
sirven  los  res{)ectivos  Gobiernos  para  la  percepción  de  impuestos 
y  contribuciones.  ^ 

3^  Con  la  locución  intereses  fiscales  del  inciso  8?,  del  referido 
artículo  2?,  se  entienden  comprendidos  todos  los  títulos  de  crédi- 
to público,  tales  como  bonos  del  Tesoro,  cédulas  de  la  deuda  pú- 
blica y  cualesquiera  otras  obliiraciones  semejantes  de  los  dos  Es- 
tados. 

4*  El  acuerdo  entre  el  Gobierno  que  solicita  el  testimonio  de 
un  ciudadano  del  otro  Estarlo  y  dicho  ciudadano,  y  del  cual  se 
ocupa  el  artículo  4?    (2)  tendrá  lugar  de  una  manera  puramente 

(1)  Página  242 
[2]   Página  343 
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oíiciosa  por  medio  del  Gobierno  á  quien  pertenece  el  ciudadano 
requerido  como  testigo. 

En  íe  de  lo  cual  se  ha  extendido,  por  duplicado,  el  presente 
protocolo,  firmado  por  los  infrascritos,  en  Lima,  á  22  de  Marzo 
(]e  1873.  (1) 

Jv>3K  DE  LA   RiVA-AgUI£RO.  HipÓLITO    GaRROU. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


CORRESPONDENCIA  CON  LA  LEGA<;IOX  DE  ITALIA,  RELATIVA  Á  LA 
PROTESTA  FORMULADA  POR  LOS  CATÓLICOS  DE  LIMA  CONTRA 
LA  OCI'PACIÚN  DE  ROMA. 1S71.    (2) 


Jicnl  Legación  de  Italia. 


Lima,  }ifir'i.o  17  dt  1871 


Excmo  Sffiór: 


Después  de  cuanto  me  ha  torado  presírnciar  áltiuiamente  en 
esta  capital,  no  pue<3o  meni>3  de  congratularme  con  la  publica- 
ción que  contiene  uno  le  sus  diarios  de  ayer  por  la  noche. 

Sien* o  el  reií\rdo  que  de  los  hechos  se  desprende,  [>orque  sin 
tsto,  ya  desíle  anies  de  aliara  Ijabría  pr»dido  u^^ar  del  solo  medio 
de  comunicación  que  mi  r.':  iis  1  me  d^ja  exT^-^üto  para  llamar 
la  atención  del  Gobierno  á*A  P«?r'i  h  icia  la  incalifi^^able  agresión 
que,  no  ya  púbueament*?.  >:no  c^n  p^mj-a  inusitada,  se  ha  hecho 
en  estos  días  á  la  Xíición  q'ie  l^r.go  la  honra  de  represen  ar. 

[1]  Esta  Convtnc-ón  fjédes^h^ciaia  r^.r  el  Per6  el  31  '5c  ir.citTr.hrt  de  1^»* 

{2)  •'£!  día  20  ác  Setierr.'jrc  :.  1?70  á  a.*  »*t*  'ie  la  m'íüaaa,  dt:%yxkés  de 
na  cañoneo  de  hora  y  Ti>ei:a.  a'j:írta  y.a  '^rí-.ha  «t;  1/4  rryo»  de  Porrea.  p<K:o 
distante  de  la  Pnerta  Pío.  las  tror  a*  :ta''arr2«,  ?,;  macío  de'.  Gerj-ral  Ca':;or- 
na,  ocnpabac  la  Citsdad  Ettrrra,  n^cntra*  el  Pon*/rl:e.  eri^errado  es  el  Vaf.ca- 
no  con  toda  sa  C  .*rtc  j  c-^a  la  </a:.r  ^:a  N'  %.t:  y  h»  -^-s  i^  ..-^nza'A  *a  pr^jX^ft^, 
al  mondo  ectrro. 

Como  respuesta  á  «ns  e«rít'i*-  el  d:a  2  de  O^t-'  re  d*-!  "  Íít.o  ífño  e^den-fr, 
doce  días  dspaés  de  la  eitrad-i  Ct  .'a*  tropa*  en  la  Capital  4^  l'*s  íi»ta/i'>#  dif: 
la  Iglesia, se  Tcrif.i./'-a  c  :'£.:i-0- .»  f-.t-  -«..-f^  '.:;e  cor.finnó  la  e*: irada  en  K os'.-a 
de  lo*  er'.(»3  5.- 1  i '.  -:   5  i  ü  ia :: '  - 

Detraes  dd  F>!r'v:«.?:t>  e!  •j'/--'<»-^o  H'''"?-*"^'»  e'^.T-preedíó  'a  r>ec^dad  de 
adoptar  ana  polí::wa  '. -:e  CrK:  a'  Par/a-f  ^  la  'r-j^rtii  r,-íCt*anA  é  t^  Tr.a  '!ad 
é  independeficia,  i'z.y  t  -'i  ^  f-  í'^%a;.i^,/Ó:i  <í  a-::'.":;!!^  /-:*-r-*-v,  j,  á  e^te  eíec- 
to,  promidl^Ia  Le>'  c*  Oar^-zt-a*.  I^a  SatiiA  >e'ie  na  rt'f.  ^^&':o  tr^-^.j^re  eí 
reconocer  eBt%-  Lef" —  Ca^r-c.  v  Ca«a'-^re— Sr  rí:tár:o  d^  fs-r/'y-^aia.  '-^/íía 
Prictiea  del  Hi¡-¿^ti:  ■  Esp^.f.   L". 
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V.  E.  que,  como  yo  mismo,  ha  presenciado  los  hachos,  no  ha 
menester  de  que  se  los  precise  para  comprender  la  Síjrpresa  y  el 
disgusto  que  deben  inspirar  á  la  numerosa  colonia  italiana,  y, 
con  mayor  razón,  á  quién  tiene  á  su  cargo  la  defensa  de  su  dig- 
nidad é  intereses  nacionales.    • 

Aquella  no  podía  dar  prueba  mas  elocuente  de  la  sinceridad 
de  los  sentimientos  que  la  ligan  á  la  Nación  Peruana,  que  secun- 
dando la  moderación  de  quien  cual  yo,  á  precio  de  la  calumnia, 
me  he  esforzado  en  darle  un  ejemplo. 

Mas,  puesto  que  sabemos  hoy  que  el  Gobierno  de  la  República 
desconoce  y  reprueba  los  insultos  prodigados,  saliendo  de  la  re- 
serva que  las  apariencias  me  han  impuesto,  complázcome  en  en- 
contrar la  coyuntura  de  dar  á  conocer  el  origen  y  la  razón  de  mi 
nonducita. 

El  Gobierno  italiano,  que  reconoce  como  principio  fundamen- 
tal la  libertad  de  discusión  con  respecto  á  la  cuestión  de  Roma, 
respetándola  en  todas  partes,  ha  impuesto  este  deber  á  sus  repre- 
sentantes en  el  exterior. 

Nada,  pues,  habría  podido  yo  objetar  á  los  que  en  Lima,  como 
en  cualquier  otro  lugar,  hubieran  manifestado  pareceres  en  con- 
trario, y  hasta  hostiles;  pero,  la  decencia,  que  es  condición  indis- 
pensable de  toda  manifestación,  y  más  que  en  otro  aígún  asunto 
en  los  internacionales,  ha  sido  aquí  reemplazada  pot  las  mas  vul- 
gares invectivas;  y  cuando  se  ha  visto  que  la  larga  serie  de  ellas 
se  exhibió  en  una  publicación,  cuyas  primeras  firmas  eran  las  de 
la  mayoría  de  los  Ministros  de  Estado,  inclusive  la  de  aquel  por 
cuyo  medio  Italia  cultiva  sus  relaciones  con  el  Perú,  ninguna 
alternativa  me  quedaba  sino  encerrarme  en  la  más  absoluta  re- 
serva para  esperar  lo  que  sobreviniera. 

Compláceme  sobre  manera  encontrarme  en  actitud  de  poder 
decir  que  aquella  firma  no  expresaba  la  opinión  oficial  del  repre- 
sentante internacional  del  Perú;  que  debe  considerarse  como  ex- 
presión de  un  sentimiento  personal,  y  que  no  implica  participa- 
ción en  los  calificativos  allí  aplicados  al  Gobierno  y  al  pueblo 
italianos. 

Al  declararlo,  pública  y  expontáneamente,  comprueba  V.  E. 
que  estima  las  disposiciones  amistosas  con  que  Italia  y  los  italia- 
nos han  tralado  sin  cesar  al  Perú;  y  yo  quedaré  sinceramente 
complacido,  si  al  anunciar  á  mi  Gobierno  que  en  vista  de  tan  so- 
lemne declaración  me  he  apresurado  á  continuar  mis  relaciones 
oficiales,  y  si  al  hacerle  saber  los  groseros  insultos  que  se  nos  han 
hecho  públicamente,  pudiese  igualmente  darle  pruebas  de  que  la 
legislación  vigente  en  esta  República,  en  favor  de  la  dignidad  y 
el  decoro  de  los  pueblos    amigos, — legislación    que   categórica- 
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mente  ha  recordado  una  nota  ministerial  de  25  de  Julio  de  1870 
iil  Prefecto  de  Lirña — no  es  letra  muerta  cuando  se  la  invoca  á 
nombre  de  Italia 

Con  tales  esperanzas,  renuevo  las  seguridades  de  alta  estima- 
ción y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser  de  V.  E.  aten- 
to servidor. 

Eipólito  Garrou, 

A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Iielacio»^es  Exteriores. 


La  publicación  y  nota  rainiáterial  á  que  se  refiere  el  señor  En. 
cargado  de  Negocios  de  Italia,  son  las  siguientes: 

Lima,  Marzo  12  de  1871. 

Señor  Dr.  D.  Melchor  García,  Presidente  de  la  Sociedad  Católica. 

En  «La  Sociedad»  de  anoche  hemos  visto  publicado  el  texto  de 
la  protesta  elevada  por  los  católicos  de  Lima,  contra  la  ocupación 
de  Roma. 

Sinceros  y  decididos  hijos  de  la  Iglesia,  aceptamos  enteramen- 
te los  principios  proclamados  en  dicho  documento,  condenamos 
los  hechos  contra  los  qae  ha  sido  elevado,  y  nos  adherimos  á  los 
sentimiliítos  que  expresa;  pero  deploramos,  al  mismo  tiempo, 
que  se  haya  aplicado  en  él  calificativos  al  Gobierno  y  pueblo 
italiano,  que  no  estamos  en  el  caso  de  aceptar. 

U.  se  servirá  hacer  de  esta  declaración  el  uso  que  estime  con- 
veniente. 

Nos  es  grato  ofrecer  á  U.,  con  este  motivo,  nuestras  considera- 
ciones de  amistad. 

Nicolás  de  Piérola.-^Jose  /.  Loayza. — Manuel  Santa  María. 


\ 
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Miniderio  de  OobiernOj  Policía  y  Obras  Publicas. 

LimUy  Julio  25  de  1870. 

Señor  Prefecto  de  esto  Depaftamento:. 

El  Gobierno  ha  visto,  con  el  mas  i)rofunflo  disgusto,  el  repro- 
bado escrito  publicado  en  los  diarios  de  esta  ciudad,  bajo  el  nom- 
bre de  un  alto  emigrado  boliviano,  y  en  el  cual,  conculcando  loa 
mas  estrictos  deberes  de  la  hospitalidad  de  que  goza  su  autor,  y 
con  olvido  de  las  consideraciones  que,  en  todo  país  culto  se  tri- 
butan á  la  sociedad  para  no  Imcerle  escuchar  el  repugnante  de- 
sahogo de  las  pasiones,  se  insulte  y  provoque,  sin  reparo,  á  la 
sedición  contra  el  Gobierno  de  una  República  amiga.  Ese  escrito 
recibirá,  sin  duda  alguna,  la  severa  sanción  con-  que  la  sociedad 
reprime  estas  licencias. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  no  puede,  por  su  parte,  tolerarlos 
en  silencio,  ni  permitir  que  puedan  reproducirse  en  adelante. 
Obligado  á  mantener  la  mas  estricta  neutralidad  en  la  política 
interior  de  los  Estados  vecinos,  defendiéndolos  en  nuestro  territo- 
rio de  toda  maquinación  ó  agresión  contra  su  estabilidad  y  orden 
interior,  no  podría  consentir  jamás  en  el  impune  llamamiento 
á  la  sedición  ejecutada  en  la  extendida  tribuna  de  la  prensa.  Pro- 
ceder de  otra  manera  sería  consentir  y  autorizar  la  conspiración 
contra  los  pueblos  vecinos,  realizada  en  la  plaza  pública,  al  mis- 
mo tiempo  que  persigue  la  que  se  intenta  en  el  estrecho  espacio  y 
bajo  el  sagrado  velo  del  hogar  privado.  Esta  consideración  cobra 
doble  fuerza  cuando  se  trata  de  un  Estado  limítrofe  y  en  las  con- 
diciones territoriales  de  Bolivia  respecto  del  Perú. 

La  dignidad  y  el  decoro,  por  otra  parte,  de  los  pueblos  y  Go- 
biernos extraños,  está  confiada  en  nuestro  territorio  al  Gobierno 
del  Estado.  No  pudiendo  ejercerse  en  él  otra  acción  posible  que 
la  de  la  ley  y  autoridad  nacional,  permitir  atentados  de  la  espe- 
cie del  que  me  ocupo,  sería  extender  carta  de  inmunidad  en 
nuestro  suelo  á  crímenes  de  esta  especie,  con  grave  ofensa  de  la 
justicia,  de  la  moral  y  del  decoro  del  Perú. 

En  guarda  de  estos  altísimos  intereses;  penetrado  de  lo  que  se 
debe  á  los  pueblos  y  Gobiernos  amigos  y  aliados  del  Perú,  justa- 
mente ofendido  en  la  persona  del  Gobierno  de  Bolivia,  y  no  pu- 
diendo establecer,  por  su  parte,  el  que  los  intereses  y  el  honor  de 
la  Nación  puedan  ser  mancillados  en  suelo  extraño,  el  Gobierno 
hará  de  manera  que  no  se  repitan  desafueros  como  el  que  moti- 
va este  oficio. 
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El  delito  de  que  se  trata  no  es,  precisamente,  de  los  que  caon 
bajo. la  acción  de  nuestra  ley  de  imprenta;  su  silencio,  respecto  á 
él  y  las  consideraciones  que  acabo  de  apuntar,  le  señalan  otro 
carácter. 

En  su  consecuencia,  US,  procederá  inmediatamente  á  notificar 
á  los  gerentes  de  imprentas  y  periódicos,  para  que,  en  lo  sucesi- 
vo, se  abstengan  de  toda  publicación  que  tienda  á  subvertir  el 
orden  en  los  Estados  amigos  del  Perú  y  vilipendiar  á  sus  Gobier- 
nos, bajo  la  mas  estricta  responsabilidad,  que  el  Gobierno  hará 
efectiva  en  ejercicio  de  sus  atribuciones. 

Dios  guarde  US. 

Manuel  Sarita  María, 


Ministerio  de  Relacionn  Exteriores. 

m 

Liviaf  Mayo  24  de  1871. 
Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  el  oficio  que,  con  fecha  17  del 
corriente,  se  ha  servido  US.  H.  dirigirme,  á  consecuencia  de  la 
publicación  que  uno  de  los  diarios  de  esta  capital  hizo  el  día  an- 
terior, con  referencia  á  la  protesta  que  los  católicos  que  la  sus- 
criben formularon  contra  el  hecho  de  la  ocupación  de  Roma. 
Al  manifestar  US.  H.  su  complacencia  por  los  términos  en  que 
está  concebida  aquella  publicación,  se  felicita  de  encontrar  la 
coyuntura  de  dar  á  conocer  el  origen  y  la  razón  de  su  conducta; 
concluyendo  por  expresar  que  le  sería  muy  satisfactorio,  si  al 
dar  cuenta  á  su  Gobierno  de  la  continuación  de  sus  relaciones 
oficiales  con  el.  del  Perú,  pudiera  darle  pruebafl  de  que  la  Legisla- 
ción vigente  en  esta  República,  en  favor  de  la  dignidad  y  el  de- 
coro de  los  pueblos  amigos,  legislación  que,  según  las  palabras  de 
US.  H.  ha  recordado  categóricamente  una  nota  ministerial  de  25 
de  Julio  de  1870  al  Prefecto  de  Lima,  no  es  letra  muerta  cuan- 
do se  la  invoca  á  nombre  de  Italia. 

Me  congratulo,  señor  Encargado  de  Negocios,  de  que  apre- 
ciando US.  H.  este  asunto  en  su  verdadero  valor,  y  considerando 
las  ñrmas  de  los  señores  Piérola,  Santa   María  y  la  del  infrascri- 


—  254  — 

to,  como  la  expresión  de  un  sentimiento  personal,  no  hubiera 
pensado  en  traer  al  terreno  de  la  discusión  diplomática  una 
cuestión  de  carácter  priv^ado  ó  persónalísimo,  y  que  en  nada 
afectaba  las  buenas  y  amistosas  relaciones  que  felizmente  existen 
entre  el  Perú  y  la  Italia.  No  había,  piles,  razón  plausible  para 
la  interrupción  de  esas  relaciones,  desde  que  las  opiniones  parti- 
culares de  un  Ministro  de  Estado  no  están  sujetas  á  apreciación 
oficial,  y  que  solamente  los  actos  que  practique  en  sui  carácter 
de  alto  funcionario  público,  son  los  que  deben  estimarse  como  la 
expresión  de  la  política  del  Gobierno  del  que  forma  parte. 

Nunca  he  creído  que  se  alterase  la  buena  armonía  entre  los 
Gobiernos  del  Perú  y  de  Italia,  sin  otra  razón  que  no  ser  acepta- 
bles, para  éste  último  las  opiniones  que  algunos  Ministros,  y  con 
especialidad  el  de  Relaciones  Exteriores,  profesan,  como  católi- 
cos, respecto  de  la  cuestión  de  Roma.  Así  lo  ha  entendido  US.  H., 
cuya  ilustración  y  buen  criterio  lo  hacen  muy  digno  del  delica- 
do cargo  que  ejerce;  y  si  alguna  cosa  ha  podido  causar  á  US.  H. 
notable  desagrado,  no  ha  sido  por  cierto  el  hechp  de  que  esos  Mi- 
nistros, en  su  calidad  de  individuos  particulares,  firmaran  la 
mencionada  protesta,  sino  los  términos  en  que  está  concebido  ese 
documento  y  en  el  que  se  emplean,  respecto  de  S.  M.  el  Rey  de 
Italia  y  de  la  Nación  Italiana,  calificativo?,  que  mis  compañeros 
de  Gabinete  y  yo  hemos  estado  lejos  de  aceptar,  siendo  una  prue- 
ba elocuente  de  este  hecho,  la  carta  que,  de  una  manera  expontá- 
nea,  dirigimos  al  Presidente  de  la  Sociedad  Católica,  y  que  regis- 
tra el  diario  «La  Sociedad»  en  la  sección  editorial  del  número  co- 
rrespondiente al  día  16  del  presente  mes. 

Complacido  US.  H.  de  los  términos  de  esta  carta,  y  habiendo 
continuado  su  comunicación  oficial  con  este  Ministerio,  ha  reco- 
nocido perfectamente  la  distancia  que  hay  entre  los  actos  del  in- 
dividuo particular  y  los  de  los  funcionarios  públicos,  tributando 
así  á  la  libertad  de  opiniones  el  merecido  homenaje. 

El  Gobierno  del  Perú  deplora,  como  US.,  que  en  las  manifes- 
taciones que  por  la  prensa  se  hacen  contra  la  ocupación  de  ílo- 
ma,  se  empleen  frases  inconvenientes  y  ofensivas  á  la  dignidad 
del  Gobierno  y  pueblo  italiano;  pero,  no  está  en  la  órbita  de  sus 
atribuciones  legales  combatir  la  libertad  de  la  prensa  por  otros 
medios  que  los  que  señala  la  ley  del  caso,  siéndole,  por  lo  mismo, 
sensible  no  acceder  á  los  deseos  expresados  por  US.  H. 

No  es  exacto  que  la  legislación  peruana  autorice  al  Poder 
Ejecutivo  para  impedir  publicaciones  que  lastimen  el  decoro  de 
los  Gobiernos  de  Naciones  amigas,  ni  puede  invocarse,  como 
prueba  en  contrario,  la  nota  ministerial  de  25  de  Julio  de  1870  á 
que  US.  H.  se  refiere;  porque  en  el  caso  que  dio  origen   á  aquel 
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documento,  se  trataba  de  impedir  que  los  emigrados  de  una  na- 
ción limítrofe  abusaran  de  la  hospitalidad  piíra  conspirar  contra 
el  Gobierno  de  su  patria,  aprovechando  de  las  facilidades  que  les 
ofrecían  las  condiciones  geográficos  de  ambos  países,  circunstan- 
cias que  no  concurren  respecto  del  Perú  y  de  Italia;  y  por  que 
según  es  notorio,  y  consta  á  US.  H.,  el  Ministro  de  Gobierno  que 
suscribió  la  referida  nota  fué  llamado  por  la  H.  Cámara  de  Di- 
putados para  ser  interpelado  respecto  de  ese  documento  oficial 
que  se  miraba  como  una  amenaza  contra  la  libertad  de  imprenta. 
En  la  sesión  qne  tuvo  lugar,  con  ese  motivo,  y  á  la  que  concu- 
rrió todo  el  Gabinete,  hubo  un  acalorado  debate,  en  que  el  Minis- 
terio precisó  el  sentido  del  oficio  que  era  materia  de  la  discusión, 
expresando  que  la  mente  del  Gobierno  era  impedir  se  abusara  de 
la  hospitalidad  para  fraguar,  en  el  territorio  peruano,  conspira- 
ciones contra  el  Gobierno  de  la  vecina  República  de  Solivia, 
contándose,  para  ello,  con  la  impunidad  en  la  preparación  de  los 
medios  y  las  facilidades  que  ofrece  la  inmediación  entre  ambos 
países. 

Según  esta. ligera  exposición  sobre  la  realidad  de  los  hechos  y 
la'tíistinción  de  casos,  comprenderá  US.  H.  que  no  es  posible  al 
Gobierno  acceder  á  la  indicación  contenida  en  el  final  del  oficio 
de  US.  H.,  á  pesar  de  su  vehemente  deseo  de  acreditar,  una  vez 
mas,  al  Gobierno  de  Italia,  su  cordial  y  sincera  amistad. 

Solamente  en  el  caso  de  que  las  publicaciones  á  que  US.  H.  se 
refiere,  estuvieran  consignadas  en  un  periódico  sujeto  á  los  man- 
datos del  Gobierno,  podría  impedir  éste  la  continuación  de  tales 
publicaciones;  pero,  ellas  salen  á  luz  en  diarios  de  empresas  par- 
ticulares, cuya  responsabilidad  no  sp  extiende  mas  allá  de  los 
límites  de  la  ley  de  imprenta. 

Lo  que  hoy  sucede  en  esta  capital,  respecto  de  Italia,  se  ha  ve- 
rificado antes  de  ahora  en  diferentes  naciones  de  Europa  respecto 
del  Perú,  que  ha  sido  el  objeto  ae  las  diatribas  de  escritores  mal 
intencionados  y  el  blanco  de  las  mas  atroces  calumnias,  sin  que 
por  esto  se  hayan  alterado  las  relaciones  entre  los  respectivos 
Gobiernos  que  no  asumen  jamás  la  responsabilidad  de  publica- 
ción que  no  tiene  carácter  oficial. 

Al  dejar  contestado  el  oficio  de  US.  H.,  me  es  muy  satisfacto- 
rio reiterarle  las  protestas  de  distinguida  consideración  y  apre- 
cio, con  que  soy  de  US.  H.  obediente  servidor. 

losé  J.  Loaj/za. 

Honorable  caballero  Hipólito  Garrcu,    Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 
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CENSO  DE  LOS  SUBDITOS  ITALIANOS  RESIDENTES  BN  EL  PERÚ — 1871. 

Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  Diciembre  5  de  1871. 

Excmo.  Señor: 

La  población  del  Reyíio  de  Italia  se  recuenta,  cada  diez  año3, 
pOr  medio  de  un  censo  general  que,  á  una  hora  dada  y  simultá- 
j^eamente,  se  hace  en  todos  los  sitios  de  la  Nación. 

Deseando  tener  razón  de  aquella  parte  de  la  población  que  en 
el  instante  del  próximo  censo  se  encuentra  fuera  del  territorio 
nacional,  por  una  ley  se  ha  dispuesto  que  los  representantes 
de  Italia  hagan  formar  la  lista  nominal  de  sus  compatriotas  re- 
sidentes en  sus  respectivas  jurisdicciones:  y  por  cuanto  las  diver- 
S£is  organizaciones  han  puesto  de  bulto  las  dificultades  de  ,1a 
aplicación  práctica,  áfin  de  allanar  el  camino,  la  citada  ley  ha 
dispuesto  que,  ofreciendo  completa  reciprocidad,  los  jefes  de  mi- 
sión en  el  extranjero  soliciten  la  cooperación  de  los  Gobiernos 
ante  los  cuales  se  hallan  acreditados. 

En  tales  circunstancias,  y  para  facilitar  en  todos  los  puntos  de 
la  República  á  los  italianos  residentes  en  el  Perú,  el  conocimien- 
to de  las  obligaciones  que  les  impone  la  ley  patria,  con  respecto 
al  censo,  ruego  á  V.  E.  haga  insertar  en  el  Boletín  Oficial  las 
prevenciones  que  igualmente  dirijo  en  el  adjunto  aviso,  que,  con 
tal  fin,  he  hecho- traducir. 

Este  es  el  medio  más  eficoz  que  tengo  á  mi  disposición  para 
cumplir  las  órdenes  que  tengo  á  este  respecto,  y  por  tal  medio  se 
conseguirá  el  mejor  resultado  si,  defiriendo  á  la  súplica  que,  á 
nombre  de  mi  Gobierno  dirijo  al  de  V.  E.,  V.  E.  tiene  á  bien 
acompañar  la  publicación  con  la  recomendación  á  las  autorida- 
des políticas  de  la  República  de  favorecer  la  propagación  entre 
los  italianos  residentes  en  el  Perú,  facilitándose,  además,  cuando 
lo  exigan  las  circunstancias  locales,  el  modo  dj  hacer  llegar  rá- 
pidamente á  la  oficina  Consular,  ó  á  la  Junta  del  Censo  italiano 
más  inmediata,  sus  declaraciones  escritas. 

Conocedor  de  las  amigables  disposiciones  del  Gobierno  del 
Perú,  no  puedo  dudar  que  en  un  asunto  que  interesa  á  la  Italia 
y  á  la  ciencia,  V.  E.  se  dignará  concederme  la  eficacia  de  su 
apoyo,  y  con  tal  persuasión  renuevo  la  expresión  de  la  alta   esti- 
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ma  y  consideración  con  que  tengo  la  honra  de  e'^r,  do  V.  E.,  muy 
atento  servidor. 

Hipólito  Qarrou, 

m 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  Italia. 

(copia) 

En  cumplioiiento  de  lo  dispuesto  por  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1871,  N?  297,  para  el  censo  de  la  población  italiana  en  él  extran- 
jero, y  en  conformidad  al  reglamento  aprobado  por  Real  decreto 
de  1?  de  Octubre  de  1871,  N?  480,  para  la  ejecución  de  dicha  ley, 
8e  dispone  lo  siguiente: 

En  todos  los  Consulados  dependientes  de  esta  Legación,  siem- 
pre que  el  Oficial  Consular  lo  juzgue  conveniente,  se  nombrarán 
Juatas  de  Ceuso  y  Estadística,  •  compuestas  de  ciudadanos  italia- 
nos elegidos  por  los  respectivos  Cónsules,  y  conocidos  por  su  inte- 
ligencia y  patriotismo,  para  coadyuvar  á  la  formación  del  Censo 
de  la  población  italiana,  que  de  hecho  se  hallase  bajo  su  jurisdic- 
ción, á  la  media  noche  del  31  del  corriente  Diciembre. 

La  comisión  se  compondrá  de  ocho  miembros,  en  Lima,  y  to- 
mará el  nombre  de  Junta;  las  demás  se  titularán  Sub-Juntas,  y 
podrán  componerse  hasta  de  cuatro  miembros  en  las  residencias 
de  los  Vice-Cónsules,  y  de  dos  en  las  de  los  Agentes  Consulares. 

En  Lima,  la  Junta  será  compuesta  de  los  señores  Castagnini 
Domingo,  Vice-Presidente. — Figari  Manuel,  Secretario. — Larco 
Juan. — Ferreccio  José. — Figari  Luis.-  — Raineri  Guillermo.  — Gher- 
8Í  Domingo. — Corsi  R. 

Habrán  además  Sub-juntas,  compuestas — en  Cajamarca,  de  los 
señores  Pasta  Luis  y  Coltellini  Rafael. 

Cerro  de  Pasco,  señor  Mayhello  Genaro  y  Gandolini  Juan. 
Arequipa,  señor  Lertora  Juan  y  Guimosi  Pedro. 
L^i,  f»eñor  Picasso  José  y  Vercellone  Pabl^^. 
Chincha  Alta,  señor  Nater  Dr.  Francisco  y  Savini  Cesar. 
La  Paz  (Solivia),  señor  Parodi  Santiago  y  Larini  Domingo. 
Cochabamba,  señor  Palagiji  Ingso.  José  y  Marducci   ür.  José. 
Tarija,  señor  D.  Georgi  Francisco  y  Borgagrno  Kicolás. 
Santiago  (Chile),  Dr.  Vanzina  Alb.  y  Dr.  Bixio  Luis. 
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Si  fueran  necesarias  otras  Sub-Juntas  en  Chile,  so  nombrarán 
por  el  Real  Vice-Cónsul  de  Valparaíso. 

Las  Sub-Juntas  serán  convocadas,  ó  se  reunirán  por  sí  mismas* 
tan  luego  que  llegue  á  manos  de  sus  miembros  esta  ordenanza,  y 
bajo  la  presidencia  del  Oficial  Consular,  designarán  el  modo  y 
lugar  donde  funcionen. 

Cada  ciudadano  italiano  queda  obligado  á  presentarse  á  las 
Juntas,  y  declarar  verbal  mente: 

1°  Su  apellido  y  nombre  propio  y  del  padre. 

2?  Su  edad. 

.3?  Su  sexo. 

4?  Su  estado  civil  (es  decir,  si  es  soltero,  casado  6  viudo). 

5?  Lugar  del  nacimiento,  especificando  el  pueblo  y  la   pro- 
vincia. 

6?  La  profesión  y  ocupación  en  el  lugar  dé' origen. 

7?  Lugar  de  residencia  en  el  extranjero,   especificando   de- 
partamento y  provincia. 

8?  Su  ocupación  ó  profesión  actual  en  el  extranjero. 

9?  Instrucción,  es  decir,  si  sabe  leer  y  escribir. 

10  La  religión  que  profese. 

11.  El  idioma  que  habitualmente  hable. 

12.  Desde  qué  fecha  se  halla  en  el  extranjero. 

Los  italianos  que  residan  en  Itsgares  á  donde  no  hayan  jun- 
tas, podrán  declarar  por  cartas,  que  dirigirán  á  la  junta  mas 
próxima,  dándole  todos  los  datos  susodichos. 

Los  ciudadanos  italianos  que  omitan  el  hacerse  inscribir  en  el 
Censo,  en  los  términos  indicados,  á  más  de  otros  efectos  legales, 
incurren  en  una  multa  extensible  á  50  liras. 

Las  Juntas  inscribirán  las  declaraciones,  empezando  por  las 
de  sus  propios  miembros,  en  estados  especiales,  que  tendrán 
tantas  columnas  cuantos  sean  los  susodichos  datos  y  que 
progresivamente  serán  unidor*  á  continuación  unos  de  otros,  se- 
gún el  modelo  que  recibirán  de  la  Junta  de  Lima. 

Las  declaraciones  de  censo  se  recibirán  durante  el  próximo 
mes  de  Enero  de  1872,  y  los  estados  se  cerrarán  concluido  dicho 
mes,  con  la  fecha  y  especificación  del  número  de  los  inscritos  en 
todas  sus  letras  y  la  firma  de  los  componentes  de  cada  Junta. 
Así  reunidos  y  cerrados  los  estados,  las  Juntas,  bajo  su  respon- 
sabilidad, los  dirigirán  á  la  de  Lima  por  el  mismo  conducto  que 
reciben  esta  ordenanza. 

Las  Sub-Juntas  quedan  facultadas  á  prorrogar  el  plazo  para 
ferrar  el  rei^istro  de  las  inscripciones  á  todo  el  próximo  mes  dé 
Febrero  de  1872,  ai  por  circunstancias  locales  lo  creyeren  conve- 
niente; pero  en  eete  caso  lo  avisarán  á  la  Junta  de  Lima,  á  mas 
tardar,  antea  del  25  de  Enero. 
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La  inscripción  para  el  censo  es  enteramente  grataita  en  cual- 
quier lugar  que  se  verifique,  y  ninguno  de  lo«  declarantes  podrá 
ser  obligado  á  erogación  alguna. 

Los  gastos  que  pueda  ocasionar  á  la  Junta  y  Sub-Juntas  la 
formación  del  censo,  seráp  reembolsados  (K)r  cuenta  del  Estado 
por  las  oficinas  consulares  en.  vista  de  los  comprobantes. 

Los  italianos,  que,  á  la  media  noche  del  31  de  Diciembre  co- 
rriente, se  hallaren  en  el  mar,  sea  como  pasajeros,  sea  como  tripu- 
lantes á  bordo  de  buques  de  cualquiera  nación,  deben  prestar  su 
declaración  en  la  oficina  consular  del  primer  puerto  de  arribo,  y 
estas  declaraciones  serán  oportunamente  reunidas  en  estados  es- 
peciales que  se  suministrarán  de  oficio. 

Elsta  ordenanza  es  dada  en  Lima,  el  día  5  di*  Diciembre  de 
1871. 

(firmado) — Hipólüo  Oarrtm. 


Ministerio  de  Beladones  Exteriores. 

Lima^  Diciembre  14  Üe  1871. 

Sefior  Encargado  de  Negocios: 

Solo  ayer,  á  última  hora,  tuve  el  honor  de  recibir  la  importan- 
te comunicación  de  US.  H.,  en  la  que  se  sirve  solicitar  la  coope- 
ración del  Gobierno  para  que  los  Agentes  de  Italia  en  el  Perú 
puedan  realizar  el  censo  general  de  los  subditos  italianos  que,  por 
una  ley  especial  del  Reyno,  se  practica  cada  diez  años.  Traduci- 
do inmediatamente  dicho  oficio,  me  he  a))resurado  á  trascribirlo 
al  señor  Ministro  de  Gobierno,  para  que,  por  su  Despacho,  se  di- 
,  irijan  las  prevenciones  del  caso  á  las  autoridades  políticas  de  la 
Kepáblica,  recomendándole,  al  mismo  tiempo,  la  publicación  en 
el  Boletín  uficial  del  aviso  remitido  por  US.  H.  con  tal  objeto. 

Me  es  grato  aprovechar  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US. 
H.  la  protesta  de  mi  distinguida  consideración  y  particular  apre- 
cio. 

Jos¿  J,  hoayza. 

Al  Honorable  caballero  Hipólito  Garrón,  Encargado  de  Negocios 
y  Qónsul  General  de  Italia. 
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ifínisUrio  d^  Reladonea  Exteriores, 

Lima^  Diciembre  16  de  1871. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

El  señor  Ministro  de  Gobierno,  i  quien  trascribí  la  nota  de 
US.  H.,  de  fecha  5  del  que  rige,  relativa  al  Censo  que  debe  for- 
marse de  los  subditos  italianos  residentes  en  el  Perú,  ba  contes- 
tado, en  oficio  fecha  de  ayer,  que  ha  ordenado  se  publique  en 
«El  Peruano»  la  nota  y  ordenanza  remitida  por  este  Despacho,  y 
que  prevendrá  á  las  autoridades  políticas,  á  fin  de  que  presten  á 
los  comisionados,  nombrados  por  esa  Legación,  todo  el  apoyo 
que  sea  menester  para  que  llenen  su  cometido. 

Lo  que  me  es  altamente  honroso  comunicar  á  US.  H.,  reiterán- 
dole las  seguridades  de  mi  particular  aprecio. 

Joeé  J.  Ijoayza. 

Honorable  caballero  Hipólito  Qarrou,  Encargado   de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia.  ^ 

Lima,  Diciembre  17  de  1871. 
Excmo.  Señor: 

Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  apreciada  nota  del  16 
de  los  corrientes,  N?  29,  por  medio  de  la  cual  V.  E.  se  digna  po- 
nerme en  conocimiento  de  las  disposiciones  tomadas  por  el  señor 
Ministro  de  Gobierno,  relativamente  al  empadronamiento  de  los 
italianos. 

Dicha  resolución  que,  por  medio  de  (cEl  Peruano»,  hará  cono- 
cer, eu  todo  el  territorio  de  la  República,  las  obligaciones  que  la 
ley  de  su  patria  ha  impuesto  á  cada  italiano  á  este  respecto,  y  el 
apoyo  que  la  autoridad  política  prestará  al  cumplimiento  del  cen- 
so, aseguran  el  mejor  éxito  que  pueda  esperarse,  y  yu,  intérprete 
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« 

de  la  satisfacción  con  que  mi  Qobierno  recibirá  esta  noticia^  doj 
a  V.  E.  las  mas  rendidas  gracias  en  su  nombre. 

Ck)n  particular  placer  renuevo  á  V.  E.  las  seguridades  de  alto 
aprecio  y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  de  V.  E., 
muy  adicto  y  obediente  servidor.^ 

Hipólito  Garrón. 
A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


OORRKSPONDfiNCIA  RELATIVA  AL  TRATADO  DB  AMISTAD  OELBBRaDO 
KN  EL  Alio  DE  1869    ENTRE  EL  PKUÓ   ¿    ITALIA— 1871. 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  16.  Lima,  Mayo  6  de  1871. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Consta  á  esa  Legación  que  el  Tratado  de  Amistad,  Comercio  y 
Navegación,  celebrado  en  27  de  Julio  de  1869,  entre  US.  y  mi 
antecesor  el  doctor  Barrenechea,  fué  sometido,  en  tiempo  oportu- 
no, á  la  aprobación  de  las  Cámaras  Legislativas,  en  conformidad 
con  lo  que  prescribe  la  Constitución  del  Estado.  Cuestiones,  sino 
de  mas  alta  importancia,  de  un  interés  más  inmediato,  ocuparon 
preferentemente  la  atención  del  Congreso;  y  á  pesar  de  las  reite- 
radas instancias  del  Gobierno  para  que  se  examinaran  los  distin- 
tos pactos  internacionales  sometidos  á  las  Cámaras,  estas  cerraron 
sus  sesiones  sin  haberse  podido  ocupar  de  la  mayor  parte  de  ellos; 
estando  comprendidos,  en  ese  número,  los  estipulados  con  el  Rei- 
no de  Italia. 

Deseando  mi  Gobierno,  por  su  parte,  no  bacer  efímeras  las  mu- 
tuas ventajas  que  está  llamado  á  producir,  para  ambos  países,  el 
Tratado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación,  aprobado  ya  por 
Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  no  tendría  embarazo  en  prorrogar 
el  plazo  para  el  canje  de  las  ratificaciones  hasta  seis  meses  des- 
pués de  la  aprobación  por  parte,  del  Congreso  Nacional  que  de- 
berá reunirse  en  Julio  del  próximo  año  de  1872;  entendiéndose 
alterado,  en  este  sentido,  los  términos  del  artículo  XXV  del  ex- 
presado pacto.  Si,  con)o  es  de  esperarse,  el  Qobierno  de  Su  Majes- 


—  262  — 

tad  el  Rej  de  Italia  está  llano  á  aceptar  la  anterior  modificación, 
puede  considerarse  la  declaración  contenida  en  la  presente  nota 
«orno  parte  integrante  del  Tratado  en  cuestión. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  4  US.  H.  las  protes- 
tas de  mi  distinguida  consideraqaón  y  particular  aprecio. 

José  Jorge  hoayza. 

Honorable  caballero  Hipólito  Qarrou,    Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 


Utal  hegcición  dé  Italia.  ' 

Lima^  Mayo  12  de  1871. 
Excmo.  Señor: 

Consideradas  las  circunstancias  que  no  permitieron  al  Uobíer^ 
no  Peruano  ratificar,  en  el  tiempo  convenido,  el  Tratado  de 
Amistad,  Comercio  y  Navegación  que  estipuló  el  27  de  Julio  de 
1869  con  el  Gobierno  italiano,  V.  E.  me  manifiesta,  en  la  nota 
que  me  ha  hecho  el  honor  de  dirigirme  el  6  del  presente,  bajo  el 
número  16,  la  intención  de  prorrogar  la  época  fijada  en  el  artí- 
culo XXV  de  dicho  Tratado  hasta  seis  meses  después  de  la  apro- 
bación que  se  espera  del  Congreso  Peruano;  agregando  que  si 
el  Gobierno  italiano  acepta  dicha  modificación,  la  declaración 
contenida  en  la  precitada  nota  de  V.  E.  será  considerada  como 
parte  integrante  del  Tratado  en  cuestión. 

Como  tuve  el  honor  de  partiparlo  á  V.  E.,  en  mi  nota  de  23 
del  pasado  Enero,  no  solamente  el  Gobierno  y  el  Parlamento  ita- 
liano han  aprobado  y  sancionado,  hace  ya  mucho  tiempo,  dicho 
Tratado,  sino  que  desde  el  3  de  Abril  de  1870  Su  Majestad  el 
Rey  perfeccionó  las  ratificaciones,  haciéndomelo  prevenir  junto 
con  más  amplios  poderes  sobre  el  modo  de  canjearlo,  y  con  facul- 
tad empresa  de  prorrogar  el  término  de  las  ratificaciones  mismas. 

£!stoy,  pues,  en  posesión  de  responder  inmediatamente  á  la  úl- 
tima parte  de  la  nota  que  contesto,  y  lo  hago  declarando,  en 
nombre  del  Soberano  y  del  Gobierno  de  Italia,  que  está  aceptada 
la  propuesta  del  Gobierno  del  Perú,  y  que,  en  consecuencia,  qae- 
da  convenido  que  la  época  del  canje  de  laa  ratificaciones  del  Tra* 
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lado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación,  concluido  on  Lima  e! 
27  de  Julio  de  186{>^  entre  la  Italia  y,  el  Perá^  que  por  el  artícu- 
lo XXV'  se  6jó  eu  un  ano,  á  partir  de  la  feeha  del  Tratado  en 
cuestión,  queda  prorrogada  á  seis  meses^  contados  desde  la  apro- 
bación  del  Congreso  Nacional  del  Pera;  entendiéndose  ademfis 
que  la  declaración  contenida  en  la  nota  que  Vt  E.  me  ha  hecho 
el  honor  de  dirigirme  el  6  de  Mayo  de  1871,  b*ijo  el  numero  16^ 
lo  mismo  que  el  presente  acto  de  aceptación,  serán  considerados 
eomo  parte  integrante  del  mencionado  Tratado. 

Me  es  grato  aproTechar  esta  ocasión  para  reiterar  los  sentimien- 
tos de  alta  estima  y  c^msideraeión,  con  que  tengo  el  honor  de  ser, 
de  V.  E  ,  obediente  servidor. 

Hipólito  Garrou. 

A  3.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

•  Comunicadas  al  Gobierno  italiano  las  observaciones  que  me* 
recio  del  Congreso  anterior,  el  proyecto  de  Tratado  de  Amistad^ 
Comercio  y  Navegación,  ajustado  entre  mi  antecesor  el  señor  Ba- 
rrenfchea  y  el  caballero  Hii>ólito  Garrou,  recibió  éste  la  suficien- 
te autorización  para  estipular  uno  nuevo,  con  las  alteraciones 
exigidas  por  la  Legislatura  peiniana.. — Háse  celebrado  dicho  pac- 
to sobre  las  basen  indicadas,  y  aprobado  ya  por  parte  del  Gobier- 
no de  Italia,  no  es  de  dudante  que  lo  sea  por  la  nuestra,  á  fin  ds 
que  empiece  á  regir  en  provecho  de  ambos  paises,  unidos  por 
tantos  vínculos  de  simpatía  y  de  interés.»  (Memoria  del  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  al  Congreso  Ordinario  de  1874).  (1) 


a«CLA!tfACIOMB3  DB  LOS     DOCTORKS  KBOLI  T   BONK'rTl — 1872-1873. 

Minüíerio  de  Relacione*  Bkieriores. 

Lima,  Odvbre  8  de  1872. 

En  conformidad  con  lo  ofrecido  á  US.  H.,  en  nuestra  áltíma 
conferencia,  pedí  los  antecedente  que  existen  en  este  Despacho 
•on  relaciónalas  reclamaciones  de  los  subditos  italianos  dou  Jos& 


[11  Bse  pacto  fué  aprobado  por  el  Congreso  del  Pera  y  posteriormente 
fatincado  j  eanjea^lo.-^-^  publica  mas  adelante. 
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Eboli  y  don  Napoleón  B.  de  Bonetti,  y  después  de  haberlos  era- 
minado  detenidamente,  paso  á  expresar  á  US.  H.  la  opinión  que, 
en  justicia,  he  formado  de  tales  asuntos. 

Respecto  del  doctor  Eboli,  sólo  se  ha  encontrado  archivada  la 
correspondencia  diplomática,  cambiada  con  esa  Legación,  en  los 
años  de  69  y  70  sobre  el  particular.  De  ella  aparece  que  el  re- 
clamo del  doctor  Eboli,  originado  por  la  rescisión  del  contrato 
sobre  afinación  de  la  moneda  feble  boliviana,  fué  resuelto  por  el 
Gobierno  que  lo  declaró  infundado.  Lns  razones  que  apoyaban 
tal  declaración  fueron  consignadas  por  mi  antecesor,  el  doctor 
Loayza,  en  oficio  de  11  de  Julio  de  1870  á  esa  Legación.  En  ese 
despacho  se  expresaba  que  la  reclamación  del  docor  Eboli,  pre- 
sentada al  poder  judicial,  había  pasado  por  todos  los  trámites 
legales  y  sido  resuelta  conforme  á  las  leyes  de  la  República.  Se 
demostraba,  además,  que  el  Gobierno  n )  tenía  facultad  para  ha- 
cer revivir  un  juicio  fenecido;  que  no  podía  alterar,  en  lo  menor, 
una  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  que  no 
liabiendo  denegación  de  justicia,  se  veía  obligado,  conforme  á 
la  Constitución  del  país,  á  respetar  la  ejecutoria  que  dio  motivo 
á  la  reclamación  del  doctor  Eboli.  Tan  concluyentes  y  fundadas 
razones,  no  permiten  al  Gobierno,  en  ningán  tiempo,  volver  á 
abrir  discusión  sobre  un  asunto  completamente  fenecido.  Con  la 
misma  nota  de  11  de  Julio  fué  devuelto  á  esa  Lepación  el  expe- 
diente del  doctor  Eboli,  y  no  hay  constancia  alguna  de  que  ha- 
ya vuelto  á  ingresar  á  este  Ministerio. 

En  cuanto  al  reclamo  del  doctor  Bonetti,  originado  por  servi- 
cios prestados  por  éste  en  distintas  épocas  al  Gobierno  del  Perú, 
y  cuyo  expediente  fué  remitido  á  este  Despacho  con  oficio  de 
US.  H.  de  8  de  Abril  último,  que  tengo  á  la  vista,  aparece  de  él 
que  resuelto  administrativamente  por  decreto  supremo  de  12  de 
Febrero  de  1866,  fué  elevado,  con  posterioridad,  por  el  interesa- 
do ante  la  Representación  Nacional.  Careciendo  de  fuerza  eje- 
cutiva la  demanda  del  doctor  Bon^^tti,  pues  no  está  fundada  en 
un  contrato  expreso  que  produzca  obligación  perfec'a,  no  puede 
el  Gobierno,  por  meritorios  que  reconoce  los  servicios  prestados 
por  el  doctor  Bonetti,  no  puede,  repito,  comprometer  su  respon- 
sabilidad por  el  valor  de  tales  servicios,  y  es  solo  el  Congreso  el 
que  puede  decidir  acerca  de  su  remuneración.  Así  lo  entendió, 
sin  duda,  el  interesado  cuando,  aceptando  tácitamente  la  resolu- 
ción gubernativa  ya  citada,  ee  presentó  y  continuó  gestionando 
ante  la  Representación  Nacional;  }*  hoy  que  etta^  funciona,  nada 
parece  más  justo  que  dicho  expediente  vuelva  á  ser  sometido  á 
su  decisión,  que  solo  se  haya  aplazada  y  á  punto  de  expedirse  en 
vista  de  los  dictámenes  puestos  eu  él   por  las  respectivas  comí* 
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vsiones.  Cumplo,  pues,  con  devolver  á  US.  H.  dicho  í^xpedieiite, 
para  que,  ai  lo  tiene  á  bien,  se  sirva  darle  el  giro  indicado;  y  yo, 
por  mi  parte,  me  haré  un  deber  en  recomendar  su  pronto  despa- 
cho á  las  Cámaras  Legislativas,  llamando  la  atención  de  estas 
sobre  los  buenos  servicios  del  recurrente.  Si  el  Congreso,  como 
se  indica  en  uno  de  los  dictámenes  que  apoyan  la  solicitud  de 
Bonetti,  llegase  á  autorizar  al  Ejecutivo  para  arreglar  este  asun- 
to equitativamente,  tendría,  por  mi  parte,  la  mayor  complacen- 
cia en  contribuir  á  su  solución,  poniéndome  de  acuerdo  con 
US.  H, 

Por  último,  del  asunto  Petriconi,  sobre  el  cual  me  habló  tam- 
bién US.  H.  en  nuestra  entrevista,  solo  se  ha  podido  hallar  en 
este  Ministerio  un  acuse  de  recibo  á  la  nota  con  que  acompañó 
US.  H.  una  solicitud  de  aquel  ante  la  Legación.  En  ese  acuse 
de  recibo  le  manifestaba  á  US.  H.  la  conveniencia  de  que  se  pa- 
sase á  este  Üespacho  el  expediente  principal,  lo  que  no  llegó  á 
realizarse  por  razones  que  se  igneran. 

Dejando  así  contestada  la  nota,  sin  fecha,  que  US.  H.  dirigió 
á  mi  antecesor  sobre  estos  asuntos,  y  cuya  respuesta  he  demora- 
do por  el  deseo  de  conocerlos  antes  suficientemente,  tengo  el  ho- 
^  ñor  de  reiterar  á  US.  H.,  una  vez  más,  las  protestas  de  distin- 
guida consideración  y  particular  aprecio,  con  que  soy  de  US.  H. 
atento,  seguro  servidor. 

» 

/.  de  la  Riva  Agüero. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  .Encargado   de  Negocios 
de  Italia. 


Real  Legación  de  Ralia. 

m 

Limat  Junio  28  de  1873. 
f 

Excmo.  Señor: 

No  habiéndose  ocupado  el  Congreso  del  reclamo  del  Dr.  De 
Bonetti,  no  ha  podido  este  señor,  hasta, ahora,  gozar  de  las  bené- 
ficas disposiciones  que  le  preste  el  apoyo  de  V.  E. 

Piensa,  empero,  que  la  ley  votada  por  el  Congreso,  en  1?  de 
Mayo  último,  ha  hecho  variar  su  posición,  en  cuanto  que,  según 

34 
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ella,  pertenece  exclusivamente  al  Gobierno  Supremo  solucionar 
su  demanda. 

El  Dr.  De  Bonetti  expone,  en  la  memoria  que  me  ba  dirigido, 
en  10  del  presente,  los  argumentos  legales  sobre  los  cuales  se  fun- 
da; por  lo  que,  sin  repetirlos  yo,  los  recomiendo  á  la  consideración 
de  V.  É.  con  la  esperanza  de  que,  bailando  justificada  su  con- 
clusión, con  una  resolución  administrativa,  6  por  medio  de  una 
transacción  equitativa,  se  servirá  V.  E.  disponer,  á  un  tiempo,  la 
solución  de  tan  antiguo  asunto  y  la  cesación  del  reclamo. 

La  justicia  que  le  asiste,  fué  reiteradamente  reconocida,  tanto 
por  el  Poder  Ejecutivo,  como  por  la  Comisión  Legislativa.  De- 
seando también  el  recurrente  prevenir  cualquiera  objeción  res- 
pecto de  la  realidad  é  importancia  de  los  servicios  por  los  cuales 
solicita  la  remuneración,  á  solicitud  suya,  y  al  mismo  tiempo  que 
la  presente  nota,  bago  depositar  en  ese  Ministerio  el  voluminoso 
expediente  que  lo  pone  en  evidencia. 

Quédame,  pues,  la  esperanza  de  que,  considerándolo  V.  E. 
bondadosamente,  se  dignará  parliciparme,  á  su  tiempo,  la  reso- 
lución definitiva  que  anbelo. 

Mientras  tanto,  reitero  á  V.  E,  las  protestas  dedistingfuidacon 
sideración,  con  que  tengo  el  bonor  de  ser,  de  V.  E  ,  atento  y  se- 
guro servidor. 

Hipólito  Garrón. 

A  S.  E.  don  José  de  la  Riva  Agüero,  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 


Lvma^  Julio  1?  de  1873. 


Junto  con  la  muy  estimable  nota  recomendatoria  de  US.  H.,  de 
28  de  Junio  último,  se  ha  recibido  en  este  Despacho  la  solicitud 
que  presenta  el  doctor  Bonetti,  para  que,  en  conformidad  con  la 
ley  de  1?  de  Mayo  último,  que  el  interesado  juzga  aplicable  á  su 
favor,  se  le  abone  el  crédito  que  reclama  por  servicios  que,  en 
distintas  épocas,  prestó  al  Gobierno  del  Perú. 

Mucho  siente  este  Ministerio  que  estando  de  por  medio  la  reco- 
mendación de   US.  H.  no  le  sea,   sin  embargo,    permitido  al  Go- 
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bierno  disponer  el  pago  del  crédito  que  reclama  el  doctor  Bone- 
tti,  sometido  ya  al  Congreso,  y  que  solo  éste  puede  resolver,  por 
el  carácter  de  los  servicios  en  que  se  funda. 

La  ley  de  1?  de  Maj'o  último,  que  cita  el  reclamante,  no  com- 
prende sino  los  créditos  ya  reconocidos  por  el  Fisco  y  mandados 
pagar  por  resolución  Buprema,  y  la  recomendación  que  yo  hice  á 
las  Cámaras  en  favor  de  dicho  doctor,  y  que  éste  interpreta  tan 
latamente,  no  importa,  ni  puede  importar,  un  reconocimiento  for- 
mal, que  solo  poilría  fundarse  en  un  acto  gubernativo,  autoriza- 
do por  e!  Prccidonte  de  la  República. 

Creo,  por  lo  tanto,  que  solo  el  Congreso  puede  solucionar  este 
asunto,  sometido  ya  á  su  decisión,  y  que  es  ante  ese  Poder  donde 
únicamente  debe  ocurrir  el  demandante,  para  que  se  le  otorgue 
la  remuneración  á  que  tenga  derecho. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US.  H.  las  protes- 
tas de  distinguida  consideración  y  aprecio,  con  que  tengo  á  hon- 
ra suscribirme,  de  US.  H.,  atento  seguro  servidor. 

/  de  la  Ríva  Agüero. 

* 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


TESTIMONIO  DE  SATISFACCIÓN  DE  S.  M.  EL  REY  DE  ITALIA  CON  MOTI- 
VO DE  LOS  SERVICIOS  PRESTADOS  EN  EL  INCENDIO  DEL  BUQUE 
«DSLAIDB».-  —1873. 

Real  Legación  de  Italia. 

lÁma^  Diciembre  18  de  1873. 

Excmo.  Señor: 

Habiendo  sido  informado  S.  M.,  el  Bey  de  Italia,  que  el  pronto 
y  eficaz  concurso  de  la  marina  de  guerra  peruana  obró  poderosa- 
mente en  preservar  el  buque  italiano  «Delaidei»,  capitán  Mosto, 
del  incendio  que  se  declaró  á  su  bordo  mientras  estaba  en  la  rada 
del  Callao  el  25  de  Junio  último,  de  orden  de  S.  E.  el  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  y,  4  solicitud  del  de  la  Marina,  ruego 
á  Y.  E.  haga  saber  á  los  oñciales  de  la  Marina  de  la  República 
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que  dirigieron  los  auxilios  prestados  en  aquellas  circunstancias, 
los  testimonios  de  suma  satisfacción  del  Gobierno  de  S.  M. 

Al  cumplir  con  esas  ordenes  superiores,  me  es  grato  tener  oca- 
sión de  manifestar  mi  gratitud  personal  por  el  acto  generoso  de 
la  Marina  peruana,  y  de  expresar,  nuevamente,  los  sentimientos 
de  alta  estima  y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  de 
V.  E.,  atento  y  seguro  servidor. 

Hipólito  Garrcu. 

A  S.  E.  el  señor  don  José  de  la  Riva  Agüero,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 


Ministerio  de  Relacionee  Exteriores. 

Lima,  Diciembre  29  de  1873. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estimable  nota  de  US.  H.,  fe- 
cha  18  del  actual,  en  la  que  se  sirve  comunicarme,  de  orden  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Reyno  de  Italia  y  á 
solicitud  del  de  Marina,  el  testimonio  de  la  suma  satisfacción  que 
ha  merecido  del  Gobierno  de  S.  M.  la  conducta  de  los  oficiales 
de  la  Marina  peruana  que  contribuyeron  con  sus  auxilios  á  sal- 
var el  buque  italiano  «Delaide»  del  incendio  que  se  declaró  á  su 
bordo  en  la  bahía  del  Callao. 

Defiriendo  á  los  deseos  manifestados  por  US.  H.,  en  su  citada 
nota,  he  oficiado  al  señor  Ministro  de  Guerra  y  Marina  para  que, 
por  ese  Despacho,  llegue  á  conocimiento  de  los  oficiales  peruanos 
la  manifestación  de  agradecimiento  que  hacia  ellos  dirige  el  Go- 
bierno de  S.  M.,  la  que  estimarán,  en  mucho,  por  su  elevada  pro- 
cedencia; no  obstante  de  que  al  prestar  los  indicados  servicios,  so- 
lo han  creído  cumplir  con  un  deber  de  humanidad,  al  cual  se 
hallaban  especialmente  obligados,  por  hallarse  comprometidos 
en  el  incendio  la  vida  y  los  intereses  de  subditos  de  un  país  ami- 
go, que,  con  sus  simpatías  y  sus  esfuerzos,  han  acompañado  al 
Perú  en  su?  horas  de  prueba. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,  para  reiterar  á  US,  H.  las  se- 
guridades de  mi  distinguida  consideración  y  particular  aprecio. 

J  de  la  Riva  Agüero. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios  do 
Italia. 
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MARIANO  IGNACIO  PRADO. 

PKBSIDBNTB  DB  LA  REPÚBLICA  DBL  PBRU. 

Por  cuanto: 

t^nive  la  República  del  Perú  y  S  M.  el  Rey  de  Italia,  se  cele* 
bró,  por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  en  veintitrés  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  el  siguiente 

TRATADO  DE  AMISTAD,  COMERCIO  T 

Navegación. 

El  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  8u  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  deseando  establecer,  sobre  sólidas  bases  de  justicia  y  re- 
ciprocidady  sus  relaciones  de  amistad,  comercio  y  navegación, 
por  medio  de  un  Tratado,  han  nombrado,  por  sus  plenipotencia- 
ríos,  á  saber: 

El  Presidente  de  la  República  del  Perú,  á  José  de  la  Riva- 
Agüero,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  y  Su  Majestad  el 
Rey  de  Italia,  al  Caballero  Hipólito  Garrón,  su  Encargado  de 
Negocios  y  Cónsul  General  en  el  Perú,  los  cuales,  después  de  can- 
jear sus  plenos  poderes  y  encontrádolos  en  buena  y  debida  for- 
ma, han  convenido  en  los  artículos  siguientes: 

ARTICULO  I, 

La  paz  y  amistad  que  feliztamente  existen  entre  el  Perú  é 
Italia,  serán  perpetuamente  firmes  é  inviolables. 

ARTICULO  II. 

Las  dos  altas  partes  contratantes  establecen  la  más  amplia  li- 
bertad de  comercio  y  navegación  entre  sí;  en  consecuencia,  los 
ciudadanos  italianos  en  el  Perú  y  los  peruanos  en  Italia,  podrán 
entrar  y  residir  con  sus  naves  y  cargamentos  en  los  puertos  ha- 
bilitados, ó  que  en  adelante  se  habilitasen,  en  las  costas  y  terri- 
torios de  la  otra  parte,  y  hacer  en  ellos,  toda  especie  de  comer- 
cio permitido  á  los  naturales.  Se  exceptúa  el  comercio  de  cabo- 
taje, cu>  o  arreglo  especial  se  reservarán  los  Gobiernos  contratan- 
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tes.  Los  buques  de  guerra  de  las  dos  potencias  serán  tratados  en 
los  puertos  respectivos  como  los  de  la  Nación  más  favorecida. 

ARTICULO  in. 

Los  italianos  en  el  Perú  y  los  peruanos  en  Italia,  podrán  tran- 
sitar libremente  en  loe  respectivos  territorios,  ejercer  toda  clase 
de  industria  y  comercio  lícito,  realizar  por  sí,  ó  por  apoderado, 
las  transacciones  convenientes,  y  presentar  á  las  aduf  n'^s  sus  pro- 
pias declaraciones  ó  hacerse  representar  por  cualquiera  persona 
que  juzguen  conveniente  sin  quedar  sometidos  á  otros-  graváme- 
nes, contribuciones  6  impuestos,  que  los  que  pesan  sobre  los  na- 
cionales. 

ARTICULO  IV. 

Los  peruanos  en  Italia  y  los  italianos  en  el  Perú  gozarán 
constantemente  de  la  protección  que  las  leyes  acuerdan  ó  acor- 
dasen en  lo  sucesivo,  á  los  nacionales,  tanto  en  sus  personas,  co- 
mo en  sus  propiedades.  Estarán,  respectivamente,  exentos  de  to- 
do servicio  militar  en  el  Ejército,  Marina  y  en  las  Guardias  Na- 
cionales; de  contribuciones  extraordinarias,  empréstitos  forzosos 
y  requisiciones  militares;  y,  en  general,  de  todo  cargo  6  servicio 
público,  quedando  solo  sujetos  á  pagar  los  impuestos  ordinarios. 
Sus  naves,  tripulaciones  y  mercaderías  no  estarán  sujetas  á  em- 
bargo ó  expropiaciones  militares,  ni  para  ningún  otro  objeto  pú- 
blico ó  particular,  sin  conceder  á  los  interesados  la  justa  indem- 
nización que  en  cada  caso  se  convenga  y  pague  previamente. 

ARTICULO  V. 

Todas  las  producciones,  manufacturas  ó  artículos  de  comercio 
quo  en  cualquiera  tiempo  puedan  ser  legalmente  importados  en 
buques  nacionales  en  cualquiera  de  los  Estados  contratantes,  po- 
drán serlo  también  en  los  del  otro,  sin  diferencia  alguna  de  de- 
rechos. 

Todo  lo  que  legalmente  puede  ser  exportado  ó  reexportado  de 
una  de  las  dos  Potencias  en  sus  buques  propios  i)ara  el  extran- 
jero, podrá  también  exportarse  ó  reexportarse  en  buques  de  la 
otra,  sin  más  franquicias,  abonas,  premios,  derechos  y  descuen- 
tos  que  los  que  la  legislación  de  cada  país  tenga  establecidos  6 
establezca  en  adelante. 
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ARTICULO  VI. 

Ambas  partea  contratantes  se  obligan  á  no  conceder  en  su 
Estado  ningún  monopolio,  indemnización  ó  privilegio  propia- 
mente dicho,  con  daño  del  comercio  y  de  la  navegación  de  los 
ciudadanos  del  otro 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  se  extienden  á  los  privi- 
legios de  los  objetos  cuyo  comercio  pertenece  á  los  dos  Gobiernos 
respectivos,  ni  á  las  patentes  de  invención  por  introdución  y 
aplicación. 

ARTICULO  VIL 

Estarán  completamente  exentos  de  derechos  de  tonelaje  y  de 
despacho  en  los  puertos  respectivos: 

1?  Los  buques  que  entran  y  salen  en  lastre  cualquiera  que 
sea  su  procedencia. 

2?  Los  buques  que  pasando  de  un  puerto  de  uno  de  los  dos 
fletados  á  uno  ó  más  puertos  del  mismo,  ya  para  dejar  todo  ó 
parte  de  su  cargamento,  ya  para  tomarlo  ó  completarlo,  justifi- 
quen haber  pagado  los  derechos  mencionados. 

3?  Los  buques  que  entrando  con  un  cargamento  en  un  puer- 
to, sea  voluntariamente,  sea  por  arribada  forzosa,  salgan  de  él 
sin  haber  hecho  operaciones  de  comercio. 

En  caso  de  arribada  forzosa  no  se  considerarán  como  opera- 
ciones de  comercio  la  carga  y  des<arga  de  merca Jerías  para  la 
carrera  del  buque,  el  trasbordo  á  otro  en  caso  de  que  no  pueda 
navegar  el  primero,  los  gastos  necesarios  para  el  mantenimiento 
de  las  tripulaciones  y  la  venta  de  las  mercaderías  averiadas 
cuando  la  Administración  de  la  Aduana  haya  concedido  permi- 
so, siempre  que  no  se  destinen  al  consumo  interior. 

ARTICULO  VIII. 

Cuando  un  buque  de  una  de  las  dos  partes  contratantes  nau- 
frague, encalle  ó  sufra  avería  en  las  costas  ó  en  cualquier  lugar 
de  la  jurisdicción  de  la  otra  parte,  los  ciudadanos  respectivos  re- 
cibirán por  sí  para  sus  buques,  efectos  y  mercaderías  de  la  au- 
toridad local,  el  mismo  auxilio  que  se  concedería  á  los  habitan- 
tes del  país  donde  tiene  lugar  el  infortunio. 

Sin  embargo,  las  operaciones  relativas  al   salvamento,   serán 
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dirigidas  por  los  Agentes  Consulares  de  la  Nación  á  quien  perte- 
nezca el  buque  naufragado,  encallado  ó  averiado. 

Las  autoridades  locales  deberán  hacer  saber  lo  mas  pronto  po- 
sible á  dichos  Agentes  la  desgracia  de  que  se  trata  y  limitar  su 
intervención  al  cuidado  del  orden  y  de  los  intereses  de  los  que 
operen  el  salvamento  si  no  pertenecen  á  las  tripulaciones  naufra- 
gradas  y  asegurar  el .  cumplimiento  de  las  disposiciones  concer- 
liicntes  á  la  entrada  y  salida  de  las  mercaderías  salvadas. 

ARTICULO  IX. 

• 

En  todos  los  territorios  y  dominios  de  los  dos  Estados  se  con- 
cederá á  los  buques  del  otro  la  facultad  de  completar  su  tripula- 
ción para  poder  continuar  el  viaje  con  marineros  enganchados 
en  el  país,  siempre  que  se  conformen  á  las  leyes  locales  y  el  en- 
ganche sea  voluntario. 

Cuando  un  buque  de  una  de  las  partes  contratantes  quiera 
completar  en  los  puertos  del  país  su  tripulación  con  marineros 
subditos  de  la  otra  parte  contratante,  no  podrá  hacerlo  sino  en 
virtud  de  permiso  escrito  del  Agente  Consular  de  la  otra  Nación, 

ARTICULO  X. 

Los  buques,  mercaderías  y  efectos  pertenecientes  á  los  ciudada- 
nos de  una  de  las  partes  contratantes  que  hubiesen  sido  robados 
por  piratas,  sea  en  el  límite  de  la  respectiva  jurisdicción  ó  en  las 
aguas  territoriales  de  otro  Estado  ó  en  alta  mar,  y  fuesen  traspor- 
tados y  hallados  en  los  puertos,  ríos,  playas  ó  dominio  de  la  otra 
parte,  serán  consignados  á  sus  propietarios,  mediante  el  reembol- 
so de  los  gastos  hechos  por  la  recuperación. 

En  este  caso,  la  acción  de  reivindicación  deberá  promoverse  en 
el  término  de  dos  años  ante  los  Tribunales  de  las  partes  intere- 
sadas, las  que  podrán  con  tal  fin,  hacerse  representar  por  procu- 
radores ó  agentes  de  su  Nación. 

ARTICULO  XI. 

Como  complemento  de  los  principios  de  Derecho  Marítimo,  fi- 
jados en  la  declaración  del  Congreso  de  París  el  16  de  Abril  de 
1856j  los  cuales  se  aceptan  sin  reserva  por  las  dos  partes  en  sus 
mutuas   relaciones,   las  dos   Potencias  convienen  que  sucedien- 
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do  la  desgracia  de  una  guerra  entre  una  y  otra,  las  propiedades 
privadas  de  cualquiera  especie  pertenecientes  á  los  ciudadanos 
de  la  una,  serán  respetadas  por  la  otra,  al  igual  de  las  propieda- 
des do  los  neutrales,  y  esto  tanto  en  (-1  mar  como  en  tierra,  y 
del  mismo  m(»do  en  (Uta  mar  que  en  el  mar  territoriRly  en  cual- 
quier otro  lugar,  y  cualquiera  que  sea  la  bandera  bajo  la  cual 
vayan  los  buques  y  mercancías,  sin  más  limitación  que  Qn  los 
casos  de  ruptura  de  bloqueo  y  de  contrabando  de  guerra. 

Queda  vigente  el  derecho  rJe  impedir,  durante  la  guerra,  todo 
comercio  y  comunicación  pntre  todos  y  algunos  puntos  del  lito- 
ral del  territorio  propio  y  los  buques  mercantes  que  viajen  bajo 
la  bandera  enemiga,  como  también  aplicar  á  los  transgresoreS 
de  la  prohibiciÓTi  la  confiscación  y  otraspenas,  siempre  que  la  pro- 
hibición y  la  (>ena  se  determine  por  el  debido  manifiesto  publi- 
cado con  anterioridad. 


ARTICULO  XII. 

Los  buques  mercantes  de  una  y  otra  parte  contratantes  que 
hubiesen  entiadoá  un  puerto  asediado,  bloqueado  ú  ocupado  por 
uno  de  los  beligerantes,  podrán  salir  libremente  de  él  con  su  car- 
gamento, y  si  estos  mismos  buques  se  encontrasen  en  el  puerto 
después  de  la  rendición  de  la  plaza,  no  podrán,  bajo  ningún  pre- 
texto,^ser  capturados,  y,  tanto  los  buques,  como  las  mercaderías, 
serán  entregados  á  los  res|>ectivos  propietarios. 

No  será  susceptible  de  arresto,  detención  ni  confiscación  el 
buque  que,  al  eritrar  á  un  puerto  ó  rada  bloqueados,  no  lleve  en 
sus  documentos  de  nacionalidad  la  anota(;ión  puesta  por  las  fuer- 
sas  marítimas  encargadas  del  bloqueo,  por  la  que  conste  la  noti- 
ficación hecha  al  buque  de  hallarse  el  puerto  bloqueado. 

ARTICULO  XIIT. 

Serán  reputados  artículos  de  contrabando  de  guerra  los  cafio- 
nes,  fusiles,  carabinas,  revólveres,  pistolas,  sables  y  otras  armas 
de  cualquier  género,  las  nmniciones  (\v  ¿riierra,  los  arreos  milita- 
res de  cualquiera  especie,  con  tal  cjue  no  »ean  de!  uso  de  abordo 
6  jiersonal,  y,  generalmente,  todo  aquello  que,  sin  transformación, 
sirva  exclusivamente  al  inmediato  armamento  marítimo  ó  te- 
rrestre. 

Los  individuos  pertenecientes  á  uno  de  los  beligerantes,  no  po- 
drán nunca  ser  arrestados  á  bordo  de  un  buque»  salvo  el  caso  d# 

^^  86 
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que  estuviesen  enrolados  como  soldados  ó  como  voluntarios  á  sa 
servicio. 

ARTÍCULO  XIV. 

Si  una  de  las  partes  contratantes  se  encontrase  en  guerra  con 
una  tercera  potencia,  los  ciuda<lanos  de  la  otra  podrán  continuar 
su  navegación  y  comercio  con  los  Estados  del  enemigo  y  entre 
los  Estados  beligerantes,  salvo  el  caso  de  bloqueo  ó  de  contra- 
bando de  guerra,  conforme  se  han  definido  y  normalizado  en  loe 
tres  artículos  antecedentes,  como  también,  salvo  las  reglas  del 
Derecho  Internacional  Común,  respecto  al  derecho  de  visita. 

ARTICULO  XV. 

Serán  considerados  como  buques  italianos  en  el  Pera  y,  vice- 
Tersa,  como  peruanos  en  Italia,  los  que  navegan  bajo  U  respec* 
tiva  bandera  y  que  estén  provistos  de  los  papeles  de  á  bordo  y 
de  los  demás  documentos  exigidos  por  la  Legislación  de  los  Es- 
tados respectivos,  para  justificar  la  nacionalidad  de  los  buques 
mercantes. 

ARTICULO  XVL 

Los  ciudadanos  ^de  cada  una  de  las  dos  partes  serán  admitidos 
en  la  otra  al  goce  de  los  derechos  civiles. 

En  consecuencia,  se  reconoce,  por  ambas  partes  contratanteSi 
la  facultad  de  poseer  bienes  inmuebles  y  de  disponer  de  ellos  á 
voluntad  por  venta,  donación,  permuta  ó  de  cualquier  otro  mo« 
do  de  todas  las  propiedades  de  cualquiera  especie  que  posean.en 
los  territorios  respectivos.  También  gozarán,  igual  y  recíproca- 
mente, del  derecho  de  recibir  y  trasmitir,  por  herencia,  sea  ab- 
intestato,  sea  por  testamento,  según  las  leyes  vigentes  en  el  Esta- 
do á  que  pertenezcan,  sin  que  puedan  ser  sometidos  por  causa  de 
su  calidad  de  extranjero  á  ningún,  impuesto  ó  contribución  que 
no  pese  igualmente  sobre  los  nacionales. 

ARTICULO  XVII. 

Los  ciudadanos  de  una  y  otra  parte  tendrán  libre  acceso  á  loa 
Tribunales  de  Justicia  para  hacer  valer  6  defender  sus  derechos, 
sin  mas  condiciones,  restricciones  ó  impuestos  que  los  que  p#- 
sen  sobre  los  nacionales. 
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Tendrán,  adem&s,  la  facultad  de  elegir  libremente  sus  defenso* 
res  7  agentes  al  igual  de  los  nacionales  y  la  de  asistir  á  las  au- 
diencias, debates  y  sentencias  de  los  Tribimales,  en  las  cansas  en 
que  fuesen  interesados,  como  también  asistir  á  los  informes,  exá- 
menes y  deposiciones  de  testigos  que  puedan  ocurrir  con  motivo 
deles  mismos  juicios,  siempre  que  las  leyes  de  los  respectiyoe 
países  permitan  la  publicidad  de  semejantes  actos. 

ARTICULO  XVIII. 

Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial  ema- 
nodas  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  contratantes  y  de- 
bidamente legalizadas,  tendrán,  á  solicitud  de  los  Tribunales 
mismos,  en  los  listados  de  la  otra  parte,  la  misma  fuerza  que  las 
emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíprocamente  cum- 
plidas y  producirán  los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aque- 
llos bienes  sujetos  á  esta,  según  las  leyes  del  país  y  serán  obser- 
vadas las  disposiciones  de  las  mismas  leyes,  respecto  á  la  inscrip- 
ción y  á  las  otras  formalidades. 

Para  que  puedan  cumplirse  estas  sentencias  y  ordenanzas  de- 
berán ser  previamente  declaradas  ejecutoriadas  por  el  Tribunal 
Superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  deba  tener  lugar  la  eje- 
cución, mediante  un  juicio  de  deliberación  en  el  que,  oídas  las 
partes  en  la  f<»rma  sumaria,  se  examine: 

1  •     Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judi- 
cial competente: 

2?    Si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  partes: 

3?    Si  las  partes  han  sido  legalmente  representadas  6  legal- 
mente  contumaces. 

4^    Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contra  el  orden 
publico  ó  el  Derecho  Público  del  Estado. 

La  fuerza  ejecutoría  de  las  sentencias  podrá  ser  solicitada  por  la 
vía  diplomática  ó  directamente  por  la  parte  interesada.  Si  la  par- 
te interesada  no  ha  constituido  oportunamente  procurador,  le  se- 
rá éste  nombrado  de  oficio  por  el  Tribunal  que  debe  declarar 
ejecutoría  Id  sentencia.  ' 

La  parte  actora  d<>berá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  pago  de  ^cualquiera  obvención  legítima.  (1) 

ARTICULO   XIX. 
Los  actos  notariales  de  cualquiera  especie,  aunque  sean  estipu- 


(1)  Véate  más  adelante  "BJeouoión  de  •entenda*»  italiaiíat  ea  el  Perft  18SS. 
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* 

lados  antes  de  la  conclusión  del  presente  Tratado,  tendrán  res* 
pecti  va  mente,  exi  los  dos  países,  la  misma  fuerza  y  valor  que  ]oa 
emanados  y  recibidos  de  las  autoridades  locales  y  de  los  notarios 
que  ejejzan  en  el  lugar,  siempre  que  estén  arreglados  á  todas  leís 
formalidades  y  estén  pagados  los  derechos  relativos  en  losrespec* 
tívos  Estados* 

^  os  íictofí  notariales,  pin  embargo,  no  podrán,  tener  la  fuerza 
ejecutiva  que  la  ley  les  concede,  si  esta  no  fué  desde  luego  irn- 
paitida  por  el  Tribunal  del  distrito  en  que  se  quiere  hacer  h\ 
ejecución  después  del  suraano  judicial  en  que  se  cumplan  la» 
formalidades  establecidas  en  el  artículo  precedente,  en  cuanto  le 
sean  aplicables. 

ARTICULO  XX. 

Si  una  de  las  partes  contratantes  concediese  en  el  porvenir  á 
otro  Estado  algún  favor  particular  ó  franquicia  en  materia  de 
comercio,  de  navegación  ó  de  cualquiera  otro  objeto  referido  en 
la  presente  convención,  se  considerará  ipso  Jacto  y  de  pleno  dere* 
cho  concedido  á  la  otra  parte. 

ARTICULO  XXI. 

El  presente  Tratado  permanecerá  en  vigor  por  diez  afios,  qae 
se  contarán  desde  el  día  en  que  se  haga  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones; pero  si  un  año  antes  de  espirar  el  término,  ninguna  de 
las  partes  contratantes  le  hubiese  anunciado  á  la  otra  la  inten- 
ción de  hacer  cesar  sus  efectos,  continuará  en  vigor  para  ambas 
partes,  hasta  un  año  después  en  que  se  haga  la  mencionada  de- 
claración, cualquiera  que  sea  la  época  en  que  esta  tenga  lugar. 

ARTICULO  XXII. 

El  presente  Tratado  será  aprobado  v  ratificado  por  Su  Exoe- 
lencia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  por  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  según  la  Constitución  de  caia  uno  de  los  dos 
países,  y  las  ratificaciones  serán  canjeadas  en  Lima  ó  en  Roma 
en  el  término  de  diez  y  ocho  meses,  contados  desde  el  día  de  Ift 
firma  6  antes  si  fuere  posible. 

ARTICULO  ADICIONAL. 

El  Gobierno  peruano,  queriendo  reconocer  y  definir  un  estade 
de  cosas  ezbtente  hace  largo  tiempo,  y  sin  el  ánimo  de  conceder 
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iHieyo8  derechos  6  favores  á  los  residentes  italianos,  declara  re- 
conocer j  respetar,  como  costumbre  legitima,  el  uso  seguido  has- 
ta aquí  por  los  ciudadanos  italianos  en  el  Perú,  de  dedicarse  á 
)a  pesca  y  al  tráfico  de  botes,  lanchas,  &,  en  los  puertos  ó  radas, 
caletas,  ríos  ú  otros  tugares  de  la  jurisdicción  del  litado  pe- 
ruano. 

Y  como  es  intención  de  dicho  Gobierno  evitar  todo  motivo  d# 
confiicto-con  el  Gobierno  italiano,  respecto  á  esta  materia,  queda 
entendido,  de  una  vez  para  siempre,  entre  los  dos  Gobiernos,  que 
los  italianos  que  se  entregan  á  las  dichas  industrias,  en  las  aguas 
del  Pera,  quedan  sometidos  á  Iof  mismos  deberes  á  que  están 
sujetos  los  pescadores  y  lancheros  nacionales,  salvo  el  servicio  d# 
la  marina  militar  peruana.  ^ 

En  fé  de  lo  cual  los  respectivos  Ptenipotenci arios  han  firmad# 
y  sellado  el  presente  Tratado. 

Hecho  en  Lima,  el  23  de  Diciembre  de  1874. 

J.  DK  LA  RiVA  AoUttKO.  HlPOLITO  GaSKOCT» 

(L.  8.)  (L.  8  ) 


DBCLARACrÓN. 


Los  infrascritos  con  el  fin  de  prevenir  toda  equivocación  aoer-* 
ea  del  valor  de  la  locución  ircontri  bu  clones  extraordinarias»,  em^ 
pleada  en  el  artículo  cuarto  del  tratado  que  han  ajustado  en  esta 
fecha  &  nombre  de  sus  respectivos  Grobiemos,  declaran:  que  se  ea* 
tiende,  respectivamente  por  contribuciones  extraordinarias,  todo 
impuesto  de  cualquier  naturaleza  que  no  sea  sancionado  por 
ley  expedida  en  la  forma  legal  en  tos  respectivos  Estados,  y  cuya 
aplicación  no  sea  independiente  del  estado  y  nacionalidad  d« 
las  personas  ó  de  las  cosas. 

En  f&  de  lo  cual  firman  la  presente,  por  duplicado,  en  Lima, 
4  23  de  Diciembre  de  1874. 

J.  »B  LA  RivA  Agubbo.  Hipólito  Garroxf. 
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Pro  tanto:  y  habiendo  el  Congreso  Nacional  aprobado  el  pre- 
inserto Ti  atado;  en  uso  de  las  facultades  que  la  Constitución  de 
la  República  me  concede,  he  venido  eu  aceptarlo,  aprobarlo  y 
ratificarlo,  teniéndolo  como  ley  del  ESstado  y  comprometiendo  pa- 
ra su  observancia  el  honor  nacional. 

En  fé  de  lo  cual  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  las 
armas  de  la  República  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
«n  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Lima,  á  los  cuatro 
días  del  mes  de  Noviembre  del  año  d*^  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho. 

"*"        MARIANO  I,  PRADO. 

#  Manuel  Iríooyibn. 


ACTA  DB  CANJB. 

Habiéndose  reunido  los  infrascritos  en  el  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores,  con  el  objeto  d»  proceder  al  canje  de  las  rati- 
ficaciones de  Su  ISxcelencia  el  Presidente  de  la  República  del 
Peió  y  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  del  Tratado  celebrado  y 
oonclufdo  en  Lima,  el  día  vein.e  y  tres  lie  Diciembre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro,  por  los  plenipotenciarios  de  ambas 
naciones,  canje  que  según  el  artículo  veinte  y  dos  del  Tratado 
debió  verificarse  diez  y  ocho  meses  después  de  aquella  fecha,  pe- 
ro que  ha  sido  retardado  por  causas  independientes  de  la  volun- 
tad de  las  partes  contratantes,  convinieron  los  infrascritos,  en 
virtud  de  sus  plenos  poderes,  en  ampliar  el  término,  y  sefialaron 
al  efecto,  el  día  de  la  fecha  para  verificar  el  respectivo  canje. 
Acto  continuo  procedieron  á  confrontar  los  respectivos  ejempla- 
res de  dicho  Tratado,  y  habiéndolos  encontrado  en  buena  y  debi- 
da forma,  se  dio  por  concluido  el  acto. 

En  fi  de  lo  cual,  los  infrascritos  redactaron  esta  acta,  firmán- 
dola, por  duplicado,  con  sus  sellos  respectivos. 

Hecha  en  Lima,  el  día  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  ocho. 

Manujbl  Iriootbn.  o.  B.  Viviami. 

(L.  S.)  (L.  8.) 
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TIAJK  AL  PERÚ  DB  S.   A.  R.   BL    DUQUE    DE    OENOTA.  —1874. 

Real  Legaci&n  de  Balia^ 

Lima,  Odnbre  13  de  1874. 

•  Excmo.  Señor: 

Recooocido  4  las  demostraciones  de  cortés  simpatía  con  que?, 
S.  A.  R.  el  Duque  de  Genova,  fué  acogido  en  su  viaje  al   Pen'u. 
el  Gobierno  de  8.  M.  el  Rey  de  Italia,   me  confía   el   agradable 
encargo  de  manifestar  al  Gobierno  de  la  República,  la  expresióu 
de  su  mas  vivo  agradecí miedto. 

La  cordialidad  de  sentimientos  que  en  tan  plácida  oportani- 
dad  manifestaron  á  porfía,  tanto  el  Supremo  Representante  de 
la  Nación  Peruana,  como  la  población  nacional  y  la  colonia  ita- 
liana, no  se  refería  en  verdad  menos  directamente  á  la  persona 
del  joven  príncipe,  que  á  la  ugusta  dinastía  y  á  la  Nación  á 
qaienes  él  pertenece,  y  es,  por  lo  mismo,  tanto  más  aceptable  á 
S.  M.  el  Rey,  á  su  Gobierno  y  á  su  pueblo. 

Todos  en  aquel  acontecimiento  han  contemplado  la  ratifica- 
ción expontánea  de  la  referente  y  amistosa  estima,  que  por  su 
bien  se  profesan  los  dos  países,  y  si  en  toda  oportunidad  siempre 
me  ha  sido  grato  servir  de  órgano  á  sus  relaciones  prósperas,  p*>r 
cuanto  su  base  es  ¡a  lealtad,  en  ninguna  otra  he  tenido  bastante 
satisfacción,  como  en  esta  en  que,  por  mandato  expreso,  traigo  la 
palabra  del  Soberano  italiano,  para  suplicar  á  V.  E.  ponga  en 
conocimiento  del  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República  y  d^ 
todas  las  clases  de  la  Nación  Peruana,  la  ya  dicha  manifestar 
ción  amplia  del  agradecimiento  que  sienten  todas  las  clases  d% 
la  Nación  Italiana. 

Acrece  con  mucho  mi  júbilo  por  cuanto  circunstancia  tan  so- 
lemne me  es  propicia  para  poner  de  manifiesto  la  satisfacciófi 
con  que  el  pueblo  del  Reyno  de  Italia  y  su  Gobierno  han  sabido 
el  comportamiento  de  sus  conciudadanos,  eco  fiel  de  los  senti- 
mientos que  igualmente  k?s  anima  por  la  patria. 

Ruego  á  V.  E ,  acepte  los  testimonios  de  grande  aprecio  y 
•onaideración  con  que  tengo  la  honra  de  ser,  de  V.  E  ,  muy  o1j#. 
diente  servidor. 

Hipólito  Oarrou. 
Al  Excmo.  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 
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Minisi&rio  de  Relaemi^$  BkciericreM. 

ÍAnta,  Enero  12  de  1875. 

Con  verdadera  satisfacción  tengo  el  honor  de  contestar  á  la  no- 
ta de  U.  S.  H.,  de  13  de  Octubre  último,  en  la  que,  cumpliendo 
con  un  elevado  encargo,  se  sirve  US.  H.  trasmitir,  por  mi  órga- 
no, al  Gobierno  y  pueblo  peruanos,  los  agradecimientos  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia  y  de  toda  esa  culta  Nación,  por  las  -  atenciones 
que,  á  su  paso  por  Lima,  se  tributaron  á  S.  A.  R.  el  Duque  de 
Genova. 

Es  muy  halagüeño  para  el  pueblo  peruano  que  esas  manifes 
taciones  de  simpatía,  que  se  dispensaron  al  distinguido  bu/^ped 
con  tanta  expontaneidad,  hayan  contribuido  á  avivar  el  afecto 
de  Italia  por  el  Perú,  y  á  estrechar  más  y  más  los  vínculos  quj 
existen  entre  ambos  países. 

Mi  Gobierno  y  la  Sociedad  peruana,  que  se  honraron  en  llenar 
con  S.  A.  R.  los  elevados  deberes  de  hospitalidad,  hónranse  hoy, 
doblemente,  con  las  expresiones  que  US.  H.  ha  tenido  á  bien 
trasmitir  y  que  agradecen  con  toda  sinceridad. 

Al  acusar  recibo  á  US.  H.  de  tan  estimable  nota,  me  com- 
plazco en  asegurarle,  una  vez  más,  los  especiales  sentimientos 
de  cordialidad  y  aprecio  con  que  soy,  de  US.  JI.,  muy  atento  ser- 
vidor. 

J.  de  la  Riva  Agüero, 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,    Encargado  de   Negocios 
de  Italia. 


LOS   INMIORANTBB    ITALIANOS — 1875. 

Real  Legaeibn  de  Italia, 

Urna,  Abril  V  de  1875. 

Excmo.  Señor: 

Por  segunda  Vez  algunos  emigrados  italianos  que  se  dirigían 
hoy  á  esta  Legación,  han  sido  arrestados  y  conducidos  á  la  Pre- 
fectura. 
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Por  informes  personales  del  señor  Prefecto,  he  sabido  que  tal 
medida  se  ha  adoptado  en  virtud  de  los  Reglamentos  sobre  el 
orden  público,  y  como  aconteció  en  el  caso  anterior  á  que  he  alu- 
dido, oyendo  mi  súplica  el  señor  Prefecto,  tuvo  la  bondad  de  po- 
ner en  libertad  á  los  nuevamente  arrestados. 

Recorriendo  luego  la  escala  hasta  la  autoridad  superior,  he 
tenido  ocasión  de  convencerme  de  que  la  afluencia  de  inmigra- 
dos desocupados  en  la  Legación,  proviene  de  lo  n  suelto  por  el 
Gobierno  sobre  que  ceí^e  el  socorro  de  alojamiento  y  comida  que 
hasta  ahora  les  proporcionaba  la  Sociedad  de  Inmigración. 

La  dispi^sición  gubernativa  en  cuya  virtud  ha  venido  ya  al 
Perú  un  número  con^-iderable  de  italianos,  lia  establecido  entre 
ambas  partes  un  compromiso  importante  y  obligaciones  recípro- 
cas; y  si  hasta  cierto  punto  es  de  mi  deber  reconocer  que  el  Go- 
bierno de  la  República  lo  ha  cumplido  con  abundancia,  por  otra 
parte  un  deber  no  menos  imperioso  me  impone  la  obligación  de 
reclamar  toda  la  atención  de  V.  E.  hacia  la  posición  creada  por 
el  estado  actual  de  cosas. 

Sin  ánimo  de  remontarme  á  las  causas,  quien  como  yo  ha  se- 
guido, atenta  é  imparcialmente,  las  faces  de  la  presente  inmigra- 
ción, e»  fácil  reconocer  que  viendo  desvanecidas  las  exageradas 
ilusiones  con  que  en  su  patriase  alimentaron,  dolorosamente  im- 
presionados con  el  triste  estado  á  que  á  varios  los  han  reducido 
las  fiebres  adquiridas  en  alguna  localidad,  y  por  otra  de  sujestio- 
nes  poco  meditadas,  los  inmigrados  últimamente  venidos,  consi- 
deran al  país  como  absolutamente  mal  sano,  y  con  el  terror  que 
ú  entendimientos  incultos  inspira  la  perspectiva  de  la  muerte, 
con  obstinación  insisten  en  no  ver  otro  medio  de  escapar  sino  su 
inmediata  repatriación. 

Esto  lo  dicen  á  una  voz,  y  á  estos  se  agregan  no  pocos  á  quie- 
nes lo  relativamente  mal  sano  de  algunas  provincias  ha  determi- 
nado á  regresar  á  Lima.  Fuera  de  toda  duda  está  que  el  Gobier- 
no del  Perú  no  ha  asumido  tal  obligación;  pero  es  también  claro 
que  dt'sde  el  momento  en  que  los  inmigrados  se  niegan  en  lo  ab- 
soluto á  tomar  las  colocaciones  que  la  Sociedad,  de  Inmigración 
les  ofrece,  su  sola  presencia  dá  ocasión  á  trastornos  del  orden  pú- 
blico, siendo  por  necesidad  consecuencias  inevitables  ó  la  violen- 
cia que  ha  de  emplearse  para  obligarlos  al  trabajo  á  que  están 
destinados,  ó,  como  se  crea  necesaria,  la  cesación  del  socorro  que 
hasta  hoy  les  ha  prodigado  la  citada  sociedad. 

Con  tan  deplorable  alternativa  á  la  vista,  con  todos  los  recur- 
sos á  mi  alcance,  me  he  dado  á  buscar  asiduamente  el  camino  de 
una  solución.  Más,  tanto  porque  no  me  han  valido  las  represen- 
taciones que  directamente  y  por  medio  de  un  colega'  he  hecho  á 
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V.  E.,  y  ya  porque  la  declaración  que  hoy  me  ha  hecho  el  Mi- 
nistro de  Gobierno  ninguna  esperanza  me  dejan  de  temperamen- 
tos conciliatorios,  me  es  forzoso  descargarme  de  toda  responsabi- 
lidad. 

Sírvase  V.  E.  considerar  que  si  el  Gobierno  del  Perú  tiene  sus 
razones  para  rechazar  la  petición  de  repatriar  á  los  inmigrantes 
italianos,  el  Gobierno  italiano  no  puede  hacer  suyo  el  gravamen, 
cuando  pot  respetó  á  la  libertad  individual  no  les  ha  podido  evi- 
tar que  emigren;  ni  aún  cuando  por  culpa  suya  sea,  puede  per- 
mitir que  los  incautos  que  han  inmigrado  sean  abandonados  á 
tanta  distancia  de  la  patria,  en  brazos  de  la  miseria  ó  algo  tal 
vez  peor. 

En  su  nombre,  pues,  ya  que  no  me  es  dado  hacerlo  yo  antes 
de  tener  órdenes  en  el  particular,  dirigiéndome  formalmente  á 
V.  E.,  ruego  que  el  Gobierno  del  Perú  provea  con  equidad  á  la 
conservación  de  mis  compatriotos. 

Alguna  mejor  tolerancia  de  su  parte  haciéndoles  apreciar  me- 
jor las  ofertas  de  la  Sociedad  de  Inmigración  podrá  tal  vez  coad- 
yuvar á  la  solución  que  deseo.  En  todo  caso  buscaré  manera  de 
hallar  otra  compensación  que  evite  á  atenuar  las  consecuencias 
de  una  suerte  que  por  su  origen  es  de  ellos. 

Con  la  mayor  consideración  y  aprecio  tengo  el  honor  de  ser,  de 
V.  E..  muy  obediente  servidor. 

Hipólito  Oarrou. 

Al  Excmo.  sefíor  A.  V.  de  La  Torre,  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Belaciones  Exteriores. 

Lima,  Abril  3  de  1875. 

Señor: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  el  estimable  despacho  de  S.  S. 
H.,  fechado  el  1?  del  presente,  en  que  se  ocupa  de  la  situación 
de  los  inmigrantes  italianos  que,  expontáneamente  y  auxiliados 
por  la  Sociedad  de  Inmigración,  han  venido  al  Perú. 

Con  esta  fecha  lo  he  pasado  al  señor  Ministro  de  Gobierno,  y 
oportunamente  me  será  grato  comunicar  á  S.  S.  H.  lo  que  se 
acuerde  á  este  respecto. 
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Dígnese  US.  jH.  aceptar  las  consideraciones  de  aprecio  con  que 
me  repito. 
Atento  Y  seguro  servidor — 

Á.  V.  de  La  Torre. 

Al  Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia . 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Abril  21  de  1875. 
Señor: 

« 

Antes  de  contestar  el  despacho  que  tuvo  á  bien  dirigirme  S. 
S.  H.,  con  fecha  1?  del  presente  mes,  y  del  que  le  acusé  oportu- 
namente recibo,  creí  conveniente  oir  la  opinión  del  señor  Minis- 
tro de  Gobierno,  el  que,  á  su  vez,  pidió  informe  al  Presidente  de 
la  «Sociedad  de  Inmigración  Europea».  Hoy  tengo  el  honor  de 
acompañar,  en  copia  auténtica,  tanto  el  oficio  del  citado  señor 
Ministro,  como  el  informe  de  que  dejo  hecho  mención. 

Como  veráS.  S.  H.,  en  ambos  documentos  se  trata  extensamen- 
te del  asunto  que  se  ha  servido  traer  á  mi  despacho;  pero,  por 
mi  parte,  no  puedo  dejar  de  ocuparme  de  él  y  contestar  la  nota 
de  S.  S.  H.,  de  que  hice  referencia  al  principio. 

S.  S.  H.  conoce  la  razón  que  tuvieron  las  autoridades  locales 
para  proceder  al  arresto  de  los  italianos  que,  en  grupos  desorde- 
nados, trataban  de  penetrar  en  esa  Legación,  los  mismos  que,  á 
solicitud  de  S.  S.  H.,  fueron  puestos  en  libertad  por  la  Prefectura 
del  Departamedto.  Omito,  pues,  extenderme  más  sobre  este  inci- 
dente, en  el  que  se  ha  procedido  conforme  á  los  reglamentos  de 
Policía,  por  tener  8.  S.  H.  conocimiento  perfecto  de  los  antece- 
dentes. 

En  las  conferencias  verbales  á  que  S.  S.  H.  se  refiere,  en  la 
que  tuye  con  uno  de  sus  honorables  colegas,  así  como  en  la  nota 
que  contesto,  no  ha  podido  negarse  que  mi  Gobierno  no  está  obli- 
gado á  repatriar  á  los  inmigrantes  italianos.  Hay  más:  S.  S.  H. 
ha  reconocido  y  manifestado,  mas  de  una  vez,  que  no  solo  se  ha- 
bían cumplido  los  compromisos  contraídos  por  la  «Sociedad   de 
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Inmigración,»  sino  que  la  conducta  observada  con  los  inmigran- 
tos  no  podía  ser  más  benigna  y  generosa,  pues  se  les  atendía  por 
mas  tiempo  de  aquel  que  era  obligatorio,  conforme  al  Regla- 
mento. 

Y  ya  que  S.  S.  H.  ha  creído  oportuno  traer  á  la  n^emoria  las 
insinuaciones  verbales  y  directas  que  se  ha  servido  hacerme, 
bueno  será  recordar  que  no  fueron  contestadas  las  poderosas  ra- 
zónos en  que  fundé  mi  negativa,  manifestandí  (]ue  mi  Gobierno 
no  podía  repatriar  por  su  cuenta  á  los  pocos  inmigrantes  descon- 
tentos, y  que  S.  S.  II.,  reconociendo  la  justicia  de  ellas,  se  limitó 
á  indicarme  que  no  era  posible  convencer  con  raztnies  á  sus  con- 
nacionales, pues  se  les  había  impresionado  tan  fuertemente,  que 
consideraba  inútil  pretender  hacerse  escuchar  de  ellos,  en  esas 
circunstancias. 

S.  S.  H.  conoce  bien  la  favorable  acogida  que  los  extranjeros 
reciben  en  el  Perú.  Sabe  que  la  colonia  italiana  ha  sido  siempre 
objeto  de  muchas  simpatías,  y  no  ignora  que  gran  número  de 
sus  miembros  han  hecho  considerables  fortunas,  sin  haber  en- 
contrado inconvenientes  para  formarlas.  No  hay,  pues,  derecho 
para  quejarse  de  un  país  hospitalario  en  el  que  el  trabajo  tiene 
su  recompensa,  aunque  se  dé  principio  á  él  sin  mas  capital  que 
la  honradez  y  la  laboriosidad. 

Si  los  inmigrantes  que  han  llegado  po.-teriormente  á  las  pla- 
yas del  Perú,  no  se  hubiesen  negado  con  tanta  tenaciílad  á  ocii 
parse  del  trabajo  que  se  les  ha  proporcionado;  si  imitando  á  los 
que  antes  vinieron,  se  dedicaran  honradamente  a  buscar  la  sub- 
sistencia, fácil  les  sería  encontrarla  tan  cómoda,  como  pudieran 
haberla  deseado,  al  abandonar  espontánea  monte  su  patria;  pero, 
por  desgracia,  fueron  inútiles  los  esfuerzos  de  la  «Sociedad  de  In- 
migración,» pues  S.  S.  H.  sabe  que  se  les  ofreció  trabajo  desde  su 
arribo  al  Perú,  y  que  la  resistencia  de  sus  connacionales  no  ha 
podido  ser  mayor. 

Agregaré  algo  más. 

Aunque  una  gran  parte  de  ellos  no  reunían  los  requisitos  exi- 
gidos por  el  artículo  31  del  reglamento  administrativo  de  la  «So- 
ciedad de  Inmigración  Europea,»  se  les  concedió  manutención  y 
alojamiento  por  ocho  días,  conforme  al  artículo  30  del  mismo  re- 
glamento; y  ese  plazo  se  prolongó  por  dos  venes,  no  porque  falta- 
se trabajo  para  los  inmigrantes,  sino  con  el  objeto  de  ver  si  se 
les  convencía  de  la  necesidad  de  optar  por  alguna  de  las  coloca- 
ciones que  les  habían  sido  ofrecidas. 

Pero  semejante  situación  no  podía  prolongarse  por  mas  tiem- 
po, y  era  preciso  adoptar  una  resolución  que  le  pusiese  término, 
pues  mal  podían  haberse  empleado  capitales  en  la  inmigración, 
para  mantener  inútilmente  á  los  inmigrantes   que  se   negasen  k 
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trabajar,  fomentando  de  ese  modo  el  ocio  y  la  vagancia,  que  en 
todas  [virtes  procuran  los  gobiernos  extirpar.  Adoptóse,  pues,  la 
medida  á  que  S.  S.  H.  se  refiere,  ordenando  que  cesase  el  socorro 
de  manutención  y  alojamiento,  concedido  con  exceso  á  los  inmi- 
grantes. 

Elsa  resolución  que  trajo  por  resultado  el  que  se  ocuparan  la 
mayor  parte  de  ellos,  pues  solo  quedó  un  número  reducido  que 
no  quería  trabajar,  dio  origen  al  despacluí  «íe  que  me  ocupo. — 
S.  S.  H.,  reconociendo  que  mi  Gobierno  h:i  cumplido  todos  sus 
compromisos,  insinúa  de  nuevo  la  idea  de  la  repatriación  por 
cuenta  del  Perú;  pero,  como  no  hay  fundamento  alguno  en  que 
pueda  apoyarse  esa  pretensión,  termina  por  pedir  que  se*proceda 
con  equidad  á  la  consen-ación  de  sus  compatriotas, 

Al  mismo  tiempo  que  me  ocupo  de  la  idea  enunciada  por  S. 
S.  H.,  se  me  hace  preciso  manifestar  que  los  inmigrantes  no  han 
sufrido  engaño  alguno  al  abandonar  su  patria- 
Nadie  ignora  que  la  corriente  de  inmigración  europea  en  Amé- 
rica, aumenta  de  una  manera  notable,  y  no  es  un  secreto  el  pro- 
í^resivo  desarrollo  de  la  italiana. — S.  S.  II.  ha  podido  enterarse 
del  estado  en  que  se  encontraban  últimamente  los  italianos  in- 
migrantes en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  y,  por  mi 
parte,  pueio  indicarle  que  su  situación  no  era  por  cierto  favora- 
ble en  la  República  Argentina  y  el  Uruguay,  en  donde  repetidas 
veces  han  solicitado,  por  toda  gracia,  cerca  de  nuestros  Cónsules, 
que  se  les  dé  pasaje  para  el  Perú. — Ellos  han  salido  de  su  país, 
en  busca  de  mas  cómoda  subsistencia,  sin  auxilio  de  ningún  gé- 
nero; han  salido  expontáneamente  y  sin  sufrir  engaño  alguno. 
Sucede  lo  mismo  respecto  á  los  que  han  venido  al  Perú,  con  la 
notable  diferencia  de  habérseles  costeado  el  pasaje,  de  sostenerlos 
durante  algún  tiempo,  y  de  haberse  encargado,  por  mi  Gobierno, 
á  una  respetable  sociedad  de  vecinos  de  diversas  nacionalidades 
el  cuidado  de  recibirlos;  de  procurarles  colocaciones  lucrativas  á 
su  llegada,  y  de  advertir  á  sus  países  de  emigración  el  momento 
en  que  las  ocupaciones  escasean,  para  disminuirla  proporcional- 
raente:  todo  con  el  espíritu  de  protección  á  los  emigrantes  que  se 
dirigiesen  al  Perú. 

Habiendo  cumplido  la  «Sociedad  de  Inmigración»  la  promesa 
de  proporcionarles  trabajo  en  el  Perú,  única  que  les  ha  sido  he- 
cha, cuando  es  natural  creer  que  no  lo  consiguen  con  facilidad 
en  su  país;  viniendo  por  su  propia  voluntad  y  sin  hacer  gasto  al- 
guno de  traslación,  no  se  comprende  que  pudieran  alimentar 
las  exageradas  ilusiones  que  S.  S.  H.  insinúa;  así  comq  que  se 
impresionen  dolorosamente  porque  algunos  hayan  sufrido  en- 
fermedades que  no  dejan  de  experimentarse  en  todos  los  países 
del  mundo,  especialmente  entre  gentes   que   están   privadas   de 
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muchas  comodidades  indispensables  para  la  vida,  ó  que  carecen 
en  lo  absoluto  de  ellas.  No  es  de  creerse,  pues,  que  sean  esas  las 
causas  que  han  influido  en  los  inmigrantes  de  que  me  ocupo,  pa- 
ra negarse  al  trabajo  y  pedir  su  repatriación.  Son,  indudable- 
mente, otras  y  S.  S.  H.  no  ignora  las  principales.  Basta  obser- 
var que  hasta  au  llegada  á  los  puertos  del  Perú,  todos  tenían  la 
mejor  voluntad  para  dedicarse  al  trabajo  y  que  solo  después  de 
puestos  en  contacto  con  individúes  residentes  en  el  país,  co- 
menzaron las  resistencias.  De  todos  modos,  no  hay  en  qué  apo- 
yarse para  sostener  que  han  sida  engañados,  como  no  deben  ha- 
berlo sido  los  que  han  abandonado  su  patria,  dirigiéndose  á 
otras  pufitos  del  globo,  en  donde  su  situación  nada  tiene,  en  lo 
general,  de  favorable,  y  como  no  lo  fueron  los  que  habiendo  ve- 
nido al  Perú  en  épocas  anteriorcíj  y  posición  idéntica,  se  encuen- 
tran hoy  en  un  estado  próspeio,  al  que  tal  vez  no  les  hubiera 
sido  fácil  llegar  en  otra  parte;  ni  han  podido  tener  razón  para 
formarse  ilusiones,  puts  ninguna  ofert«  se  les  ha  hecho  que  pu- 
diera servirles  de  base  para  creerlas. 

En  conclusión,  debo  repetir  á  S.  S.  H.  lo  que  tuve  el  honor  de 
decirle  verbalmente — que  mi  Gobierno,  habiendo  la  «Sociedad 
de  Inmigración»  cumplido  con  exceso  sus  compromisos,  no  podía 
prestarse  á  repatriar  á  uno  solo  de  los  inmigrantes;  y  que  no 
abriga  temor  alguno  de  que  su  presencia  pueda  ocasionar  la  al- 
teración del  orden  público,  pues  cuenta  con  elementos  suficientes 
para  conservarlo  y  para  impedir  los  daños  que  se  pretenden  ha- 
cer á  la  Sociedad. 

Aprovecho  de  esta  ocasión  para  reiterar  á  S.  S.  H.  las  protes- 
tas de  mi  distinguida  consideración. 

A,  V,  deha  Torre. 

Al  Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Nego- 
cios de  Italia. 


(copia) 
Ministerio  de  OobiemOy  Policía  y  Obras  Públicas. 

Li//ia,  Abril  12  de  1875. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exterio- 
res. 

Para  llenar  el  objeto  del  estimable  oficio  de  US.,  de   3   de  los 
corrientes,  tuve  á  bien  pedir  informe  al  Presidente  de  la  «Socie- 
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dad  de  Inmigración  Europea»  quien  lo   ha  expedido  en    los   tér- 
minos que  aparecen  del  documento  adjunto. 

En  él  se  trata  de  la  cuestión  de  un  modo  tan  com]>Ieto,  que 
lue  bastaría  reproducirlo  en  todos  sus  términos;  pero,  en  presen- 
cia de  un  asunto  de  tanta  y  tan  vital  trascendencia,  creo  necesa- 
rio someter  á  US.  algunas  ligeras  consideraciones. 

Prescindiendo  de  tratar  la  cuestión  de  inmigración,  de  suyo 
iiarto  delicada,  me  limitaré  á  investigar  si,  en  el  caso  actual, 
grava  sobre  el  Gobierno  peruano  alguna  obligación  con  respecto 
á  los  inmigrantes  italianos.  El  mismo  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia  no  ba  podido  menos  de  dar,  con  una  recomen- 
dable sinceridad,  una  respuesta  negativa  á  esa  cuestión,  Des- 
pués de  declarar  que  el  Prefecto  de  Lima,  había  tenido  la  bon- 
dad de  poner  en  libertad  á  algunos  inmigrantes  italianos  que 
perturbaban  el  orden  público,  reconoce,  en  su  oficio  del  1*^  del  co- 
rriente, (1)  que  el  Gobierno  del  Perú  ha  cumplido  con  abundancia 
todos  sus  compromisos  y  todas  sus  obligaciones  para  con  los  in- 
migrantes, califica  de  exageradas  las  ilusiones  que  estos  conci- 
bieran en  su  patria;  asegura  que  está  fuera  de  todz  duda  que  el 
Gobierno  del  Pera  no  ha  asumido  la  obligación  de  repatriarlos; 
y  afirma,  en  fin,  que  el  Gobierno  tiene  razón  para  negar  la  re- 
patriación que  pudiera  pedirle. 

EiSas  declaraciones  son  altamente  importantes,  y  conviene  no 
perder  de  vista  su  grandísima  significación. 

Si,  pues,  el  Gobierno  del  Perú,  como  lo  dice  el  H.  señor  Ga- 
rrón, ha  llenado  con  abundancia  sus  promesas  ¿quemas  puede 
exigirse  de  él? 

Como  lo  ha  hecho  observar  el  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia,  en  su  ya  citado  oficio,  la  disposición  gubernativa  en 
virtud  de  la  cual  ha  venido  al  Perú  un  número  considerable  de 
italianos  ha  hecho  nacer,  entre  las  dos  partes,  obligaciones  recí- 
procas. El  mismo  señor  reconoce,  que  el  Gobierno  del  Perú  ha 
llenado  sus  compromisos:  resta  ver  si  los  inmigrantes  han  respe-, 
tado  los  suyos. 

La  respuesta  á  esta  cuestión,  se  encuentra  en  el  informe  del 
Presidente  de  la  «Sociedad  de  Inmigración  Europea^,  debiendo  te- 
nerse en  cuenta,  que  desempeña  ese  cargo,  una  persona  que^  por 
descender  inmediatamente  de  un  respetable  italiano,  por  largos 
años  residente  en  el  Perú,  no  puede  ser  sospechado  de  parciali- 
dad en  detrimento  de  individuos  á  quienes  en  virtud  de  sagra- 
dos vínculos,  puede  considerar  como  á  compatriotas.  En  ese  do- 
cumento se  dice:  que  á  pesar  de  las  dificultiides  de  la  situación, 
se  ha  podido  proporcionar  cómodamente  trabajo  á  los  inmigran- 

(1)  J'ágina  280. 
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tes;  pero  que,  seducidos  por  algunos  malos  consejeros,  desalenta- 
dos por  la  naturaleza  de  un  trabajo  áque  no  estaban  habitúalos  ' 
en  su  país  natal;  desanimados  por  la  pérdida  de  las  esperanzas  í-  ": 
ilusiones  que  ligeramente  abrigaran;  no  juzgándose  suficiente-  ' 
mente  remunerados  para  conseguir  en  corto  tiempo  una  fortuna, 
objelo  de  sus  ensueños;  espantados  por  las  enfermedades  que  son  ; 
la  consecuencia  ordinaria  de  toda  aclimatación;  descontentos  ceii  ' 
la  situación  presente,  y  desesperando  del  porvenir,  porque  la  rea- 
lidad no  había  correspondido  á  sus  deseos,  esos  inmigrantes   han 
rechazado  en  masa  los  trabajos  que  se  les  ofrecía,  se  han  traspor-  ■ 
tado  á  esta  capital,  han  exigido   continuados  socorros  y  su"  innu-  " 
diata  repatriación. 

Hé  aquí,  pues,  á  individuos  que,  comprometidos  por    un   co\i- 
trato  bilateral,  habiéndose  respetado   las   obligaciones  con    ellos 
contraídas,  quieren  arrogarse/  (obligaciones  con  ellos  contraídars) 
el  derecho  de  no  cumplir  con  lo  que  ellos  se   impusieron,  ó,  me-  ■ 
jor  dicho,  de  romper  ese  contrato   por  su  sola  voluntad,  y  esto  * 
porque  habiendo  llegado  el   momento  de  cumplirlo,   no    les  ha  ' 
parecido  ventajoso. 

¿Podían,  acaso,  ignorar  los  inmigrantes  que,  en  cambio  de  la 
ventaja  que  se  les  ofrecía,  se  les  debía  exigir  cierta  cantidad  de  < 
trabajo?  ¿Esperaban  quiiás,  ser  invitados  á  recoger  a  maíios  lle- 
nas una  fortuna  fácil  ai  un  nuevo.  El  Dorado?  ¿Es  culpa  del 
Gobierno  del  Perú,  que  esos  artesanos,  menestrales,  sirvientes,  ó 
quizás  esos  vagos  y  ociosos,  no  encontrando  en  su  patria  los  rae- 
dios  de  ganar  la  vida,  y  en  solicitud  de  una  fortuna  fácilmente 
adquirida,  se  hayan  creído  súbitamente  convertido  en  agriculto- 
res y  en  colonos,  y  que  no  hayan  reflexionado  que  el  cambio  de 
sus  hábitos  sedentarios,  bajo  un  clima  que  no  es  el  de  su  patria, 
podía  ser  para  ellos  una  fuente  de  descontento  y  de  sorpresas?  * 

Mucho  habría  que  decir  si  fuera  preciso  refutar  las  acusacio- 
nes formuladas  por  la  Sociedad  de  Beneficencia  Italiana  en  un 
factum  destinado  á  desalentar  la  inmigración.  Habría  quo  ob- 
servar, desde  luego,  que  esas  acusaciones  han  sido  lanzadas  poi 
sociedades  compuestas  por  individuos,  desde  largo  tiempo  esta- 
blecidos en  el  Perú,  que  se  han  enriquecido  aquí,  y  que  por  con- 
siguiente no  han  tenido  ni  tienen  motivos  para  quejarse  del 
país. 

Habría,  también,  que  probar,  con  el  testimonio  de  la  ciencia, 
que  bajo  el  punto  de  vista  fisiológico  y  climatérico,  la  salubridad 
del  Perú  es  superior  á  la  de  muchas  comarcas  europeas,  y  que 
para  no  citar  mas  que  un  ejemplo,  las  fiebres  intermitentes  ha- 
cen menos  estragos  en  el  territorio  peruano,  que  la  fiebre  tifoidea 
tn  París,  entre  los  obreros  recien  llegados;  pero,  esa  di8cusiói\ 
conduciría  á  puntos  extraños  al  objeto  comercial  de  este  oficio. 
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Es  tiempo  ya  de  que  la  Arnérica  del  Sur  deje  de  ser  un   cam- 
po de  explotación  para  los  hombres  vagos  ó  poco  laboriosos   del 
antiguo  continente;  es  tiempo  de  que  deje  perturbar  los  ánimos 
la  falda  creneia  que  la  hace  considerar  en  Europa,  como  una  mi- 
na en  constante  boya  para  los  perezosos.  La  América  latina  ofre- 
ce á  la  actividad  europea  fuentes  positivas  de  riqueza;  pero   las 
ofrece  á  la  asiduidad  y  al  trabajo,  y  no  á  la  ociosidad  y  á  la  va- 
gnncia.  En  el  Perú,  como  en  Europa,  y  como  en  todo  el  mundo, 
I    la  comodidad  y  la  opulencia  no  pueden  ser  sino  el  premio  do  la 
'   buena  conducta,  de  la  actividad  y  del  trabajo.    - 
•       Volviendo,  para  terminar,  al   objeto  principal    del    oficio   del 
!  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  el  Gobierno  del  Perú  ple- 
'   ñámente  satisfecho  de  su  fidelidad  en  haber  llenado  sus  compro- 
misoe,  no  puede  ni  debe  formular  ningún  juicio  sobre  la  conduc- 
í  ta  que  el  Gobierno  de  Italia  quiera  observar  con  sus  nacionales; 
pero,  no  puede  ni  debe  tampoco  imponerse  nuevas  obligaciones 
que  no  tuvo  *  intención   de  contraer  desde  el  principio.  Es  cierto 
que  la  situación  de  los  inmigrantes  italianos   se   ha   hecho,  por 
calpa  de  ellos  mismos,  dolorosa;  el  Gobierno  la  deplora;  pero   no 
le  es  posible  ir  más  allá. 

En  cuanto  á  los  temores  que  se  han  manifestado  relativamente 

(i  la  eventualidad  de  violencias  y  desórdenes,  ellos  no  pueden  ra- 

¡   cionalmente  contener  al  Gobierno  peruano,  desde  que  la    ley   de 

^   todo  país  civilizado  arma  á  los  poderes  legítimos  de  un  derecho 

:  de  policía  y  de  seguridad,  que  el  Gobierno   hará    valer   en   caso 

necesario  con  la  más  equitativa  severidad. 

Dios  guarde  á  US. 

Aurelio  Oarcía  y  Qarda. 


(copia) 
Sociedad  de  Inmigración  Europea, 

lAmüt  Abril  5  de  1875. 

Señor  Director  de  Gobierno. 

8.  D. 

El  contenido  de  la  nota  del  señor  Encargado   de   Negocios  de 
Italia  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  que  US.  se  sir- 
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ve  dirigirme  para  informe,  tiene  su  orfgen  en  la  conducta  obs<^r- 
vada  últimameute  por  doscientos  italianos,  menos  que  más,  in- 
gresados al  país  en  virtud  de  la  ley  sobre  «rlnmigración  Euro- 
pea.» 

La  sociedad  que  tengo  el  honor  de  representar,  llenando  los 
fines  de  su  institución,  facilitó  el  pa«>aje  al  Perú,  en  el  curáo  del 
año  pasado  y  del  presente,  á  muy  cerca  de  dos  mil  quinientos 
inmigrantes,  en  su  mayor  r.úmero  italianos. 

Apesar  de  la  disminución  del  trabajo,  principalmente  en  el 
litoral  de  la  República,  por  consecuencia  de  la  falta  de  capitales, 
resultó  tan  fácil  la  ocupación  de  los  nuevos  huéspedes,  que  se  di- 
seminaron en  varios  Departamentos,  sin  tropiezo  ni  dificultad 
grave,  muy  cerca  de  dos  mil  personas. 

Tres  causa=í  naturales,  previstas  é  inevitables,  aunque  de  pasa- 
jero efecto,  tenían  que  acontecer  al  introducirse  al  país  inmigran- 
tes europeos,  con  pasaje  pagado  por  cuenta  del  Gobierno  del 
Perú. 

Es  la  primera  que  las  cualidades  morales  de  esta  clase  de  in- 
migrantes siempre  deja  mucho  que  desear;  la  segunda,  que  el 
cambio  de  Zona  la  expone  4  sufrir  los  efectos  del  clima  del 
país  á  que  se  dirige  hasta  habituarse  á  él;  y  la  última,  ejípecial 
al  Perú,  pero  no  por  eso  menos  natural,  que  una  colonia  flore- 
ciente instintivamente  repele  todo  aquello  que  pueda  contribuir 
á  opacar  su  prosperidad. 

Sucede  en  el  caso  en  qne  nos  ocupa,  que  la  última  causa  que 
más  activa,  agitada  por  mal  entendida  suseptibilidad  nacional, 
pretestando  las  dos  primeras,  ha  originado  el  daño  para  el  que 
pide  remedio  el  señor  Ministro  de  Italia. 

Las  irreflexibles  insinuaciones  de  algunos  italianos,  residentes 
tiempo  atrás  en  el  Perú,  donde  han  adquirido  cierta  posición, 
que  les  permite,  con  marcado  efecto,  dirigirse  á  sus  compatriotas 
recien  llegados,  dieron  por  resultado  la  oix)8Íción  de  estos  á  dedi- 
carse á  los  trabajos  que  de  pronto  se  les  brindaron,  con  el  objeto 
de  facilitarles  provisorio  establecimiento,  sobre  cuya  segura  base 
pudieran,  en  relación  con  su  inteligencia  y  aptitudes,  conquistar 
aquella  holgura  que  les  desea  el  Gobierno  del  Perú  y  que  tan  se- 
guramente conquistaron  antes  que  ellos  sus  malos  consejeros. 

Muy  fácil  ha  sido  extender  la  propaganda  merced  á  unos 
cuantos  malos  sujetos  que  han  venido  entre  ellos,  verdaderos 
lobos  en  el  rebaño,  y  que  con  mucha  voluntad  y  gran  descaro 
son  los  cabecillas  que  los  dirigen  y  les  sugieren  los  tristes  proce- 
dimientos que,  con  sentimiento  de  esta  Sociedad,  se  han  visto  de- 
sarrollar. Auxiliados  por  la  evidencia  de  unos  cuantos  casos  de 
tercianas  y  fiebres  palúdicas  que  acometió  á  algunos  de  ellos  en 
loe  fuertes  calores,  les  fué  fácil  á  los  instigadores  de  los  inmigran- 
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tes  zarcir  argumentos  en  contra  de  la  salubridad  del  clima  del 
Pera  que  califican  de  mortífero,  y,  por  último,  no  encontrando  en 
Lima  como,  en  pocos  días,  reunir  lo  necesario  para  vivir  ellos 
holgadamente  y  hacer  remesas  á  sus  familias,  es  fundamental 
evidencia,  para  esos  descarriados,  que  la  República  carece  de  to- 
do elemento  de  prosperidad. 

La  consecuencia  natural  de  lo  expuesto,  señor  Director,  ha  si- 
do el  que  de  voz  «n  cuello  pidieran  los  doscientos  inmigrantes  á 
que  rae  he  referido  su  regreso  a  Italia,  rehusando  tenazmente  to- 
da propuesta  dé  subsistencia  por  sus  propio?»  esfuerzos,  aunque 
DO  se  negaban  á  aceptar  indeñnidamente  las  que  les  quisiere 
proporcionar  gratis  el  Gobierno. 

Como  no  era  posible  dejarse  dominar  por  la  ignorancia,  resuel- 
tamente se  les  ha  negado  el  pasaje  de  regreso;  per  »,  los  directo- 
res del  movimiento  no  se  han  dejado  desarmar  fácilmente  y  re- 
solvieron arrancar  por  presión  y  fastidio  lo  que  no  se  los  conce- 
día á  primera  petición. 

Se  les  ha  observado,  pues,  en  grandes  grupos  recorrer  las  ca- 
lles, invadir  la  casa  del  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
de  allí  dirigirse  á  la  del  Presidente  de  la  «Sociedad  de  Inmigra- 
ción», alegando  mil  calamidades  imaginarias,  ninguna  de  las  que 
creta7i  posibles  en  Italiu  donde  hasta  se  han  dejado  explotar  por  ve- 
nir al  Perú,  República  muy  conocida  en  aquel  Reino,  por  el  sin 
número  de  italianos  que  á  su  país  regresan  con  fortuna  más  6 
ráenos  cuantiosas. 

Nada  cunde  mas  que  el  mal,  y  por  consiguiente  se  ha  visto 
con  pena  hombres  y  aún  familias  de  buena  fé  complicadas  en 
este  torbellino,  que  en  verdad  conduce,  rectamente,  á  la  miseria, 
á  las  enfermedades  y  á  la  desesperación,  de  la  que  aún  están  res- 
guardados por  los  esfuerzos  de  esta  Sociedad. 

La  «Sociedad  de  Inmigración»,  por  medio  de  sus  miembros  y  em- 
pleados, trató  de  entenderse  con  grupos  de  los  inmigrantes  mal- 
contentos, discutió  con  ellos  aisladamente  sus  imaginarias  dolen- 
cias y  trató  de  desimpresionarlos  de  los  temores  que  se  les  habían 
inspirado,  concillando,  al  propio  tiempo,  en  cuanto  era  dable,  las 
exigencias  exageradas  de  aquellos  inmigrantes  con  las  disposicio- 
nes de  los  Reglamentos  vigentes. 

Si  hubiéramos  abrigado  duda  respecto  al  origen  del  mal  con- 
tento de  los  inmigrantes,  de  éste  íntimo  debate  surgió  la  necesa- 
ria luz  para  convencer  al  más  incrédulo.  Acababan  de  llegar 
por  el  vapor  «(5orcobado»  mas  de  cuarenta  inmigrantes,  que  en 
su  mayor  parte  aceptaron  colocaciones  que  al  día  siguiente  re- 
husaron resueltamente.  Pena,  cuando  no  hilaridad,  causaba 
oir  á  hombres  á  las  doce  horas  de  su  llegada,  hablar  de  la  cri- 
sis que  atravesaba  la  República,  del  pésimo   clima  que  los  iba  á 
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diezmar  en  pocos  días,  de  las  huestes  salvajes  del  Chanchamayo, 
cuya  ferocidad  les  espantaba,  del  desi>otisnao,  parsimoaia  y  cruel- 
dad de  todos  los  hacendados,  &. 

Aunque  merced  á  los  esfuerzos  empleados  logró  sustraerse  más 
de  sesenta  individuos  de  estas  malas  influencias,  qnedó  un  gru- 
po firme  en  su  pretensión  de  regresar  á  Italia,  grupo  que  au- 
mentaba diariamente  con  los  que  eran  inducidos  á  abandonar  su 
empleo  y  trabajo  por  la  lenidad  y  generosidad  de  fiue  hizo  lujo 
el  Gobierno,  dándoles  alimentos  gratis  durante  un  término  ex- 
traordinario. , 

Un  hecho  resaltaba  á  primera  vista:  mientras  se  siguiese  ali- 
mentando y  alejando  gratis  al  inmigrante,  éste  no  so  resolvería  á 
trabajar,  convirtiéndose  así  en  elemento  de  desorden. 

Sin  desatender,  pues,  á  los  reclamos  que  cada  cual  quisiera  in- 
terponer, se  colocó  á  los  rehacios  en  la  alternativa  de  abando- 
nar la  casa  de  asilo  6  aceptar  el  trabajo  que  se  les  ofrecía.  No 
pocos  resolvieron  en  buen  sentido;  pero  lo^  demás  persistieron  en 
su  sistema  de  presión  que  se  hizo  intolerable  para  los  que  tenían 
que  sufrirla  y  especialmente  para  el  público  que  molestaban  los 
tropeles  frecuentes  en  las  calles  y  plazas. 

Después  de  condescender  con  los  inmigrantes  hasta  el  punto 
v{ue  llevo  expuesto;  después  que  el  señor  Ministro  de  Gobierno 
bondadosamente  escuchó  á  una  comisión  de  los  cabecillas  que  le 
presentó  el  Presidente  de  la  Sociedad,  y  se  persuadió  de  sus  fúti- 
les quejas,  ya  no  quedaba  otro  remedio  que  apelar  á  la  acción  9e 
ja  policía. 

El  señor  Prefecto  comunica  á  esta  Sociedad,  que  no  consenti- 
ría que  los  inmigrantes,  en  tropel,  permaneciesen  todo  el  día  en 
la  calle,  ó  invadiesen  los  domicilios  del  señor  Ministro  de  Italia 
ó  de  los  miembros  de  la  Sociedad;  y  el  señor  Ministro  de  Go- 
bierno dispuso  el  cumplimiento  de  los  artículos  del  Reglamento 
que  regularizan  la  Inmigración. 

Los  efectos  de  esta  medida  dictada  por  la  autoridad,  son  los 
que  han  llamado  la  atención  del  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia,  quien,  con  el  sano  juicio  que  le  distingue,  reconoce  los 
justicieros  procedimientos  del  Gobierno,  aunque  considera  su  de- 
ber pedir  que,  ó  se  repatrien  ó  no,  se  abandone  á  sus  compa- 
triotas, «que  ilusos  ó  mal  aconsejados,  se  encuentran  víctimas  de 
su  ignorancia,  presa  de  la  miseria.» 

Aquí  pondría  punto  á  este  informe,  porque  con  el  relato  de 
los  hechos  causantes  de  la  nota  del  Ministro  de  Italia,  tal  vez  se 
ha  llenado  el  objeto  en  mira,  al  pedirlo;  pero,  promoviéndose  en 
las  altas  regiones  del  Gobierno  la  cuestión  sobre  el  bienestar  de 
la  Inmigración  Europea  en  el  Perú,  que   sirve  ya  de  tema  á  la 
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prensa  para  acalorados  debates,  creo  de  mi  deber  entrar  en  algu- 
nas apreciaciones  qne  espero  demostrarán  las  causas  .naturales 
que  imponen  mutuos  sacrificios,  tanto  á  los  inmigrantes  como  al 
país  que  los  recibe,  sin  que  por  ello  dr jen  de  resultar  las  tam- 
bién mutuas  ventajas  que  se  proponen  todos  los  Gobiernos  al 
at  aer  inmigrantes  de  los  países  exageradamente  poblados. 

La  gente  proletaria  que  abandona  el  país  de  su  naci^niento, 
sin  duda  alguna  sale,  bien  sea  movida  por  su  malestar  en  él,  ó 
por  el  natural  anhelo  de  mejorar  de  condición  en  la  tierra  4  la 
que  se  dirigen. 

Suponer  que  engaños,  ilusiones  6  abultados  relatos  muevan 
con  facilidad  á  los  hombres,  ó  sean  causa  permanente  de  la  emi- 
gración, es  ya  una  vulgaridad  que  solo  puede  encontrar  eco  en 
espíritus  incultos. 

En  toda  sociedad  el  malestar  es,  la  pobreza,  la  ignorancia  y  el 
vicio-  ¿Puede  sorprender  entonces  que  los  que  se  hallan  bajo  el 
dominio  de  estos  males  sean  los  primeros  que  se  aprovechan  de 
los  medios  que  le  permiten  entrever  un  cambio  en  su  modo  de 
ser?  Seguramente  que  no. 

Pretender  que  aquello  que  ha  sido  pobreza,  ignorancia  6  vi- 
cio, se  convierta,  por  el  mero  hecho  de  su  traslación  al  Pero,  en 
bienestar  initiediato,  es  el  colmo  de  la  insensatez,  como  lo  es, 
igualmente,  manifestar  sorpresa  de  ver  reproducidos  aquí  los  ori- 
ginales síntomas  del  malestar  en  que  hasta  entonces  vivieron. 
En  países  nuevos,  como  esta  República,  las  dos  poderosas  causas 
que  facilitan  adquirir  pronto  bienestar,  son: 

]?  El  abandono  y  aislamiento  del  inmigrado,  estímulos  acti- 
vos que  desarrollan  con  rapidez  sus  fuerzas  intelectuales  y  le 
tornan  apto  para  el  desempeño,  con  éxito,  de  trabajos  que  jamás 
hubiese  podido  emprender  en  su  país  natal;  y 

2?  La  gran  escasez  de  fuerzas  activas,  sea  de  inteligencia  ó  de 
brazos  en  la  República,  cuyos  recursos  numerosos  los  absorbe  to- 
dos y  les  dá  á  cada  uno  todo  el  mérito  que  impone  una  necesidad 
absoluta. 

Aquellos,  pues,  que  atribuyen  á  las  condiciones  físicas  de  la 
República,  lo  que  es  efecto  de  las  cualidades  morales  de  la  inmi- 
gración, aquellos  que  pretenden  ver  desaparecer  este  efecto  re- 
pentinamente por  la  acción  del  Gobierno,  aquellos  que  preten- 
den encontrarse  bien  establecidos  y  en  holgura  á  su  inmediata 
llegada,  á  hombres  que  se  encuentran  trasportados,  alimentados, 
y  alojados  sin  esfuerzo  de  parte  suya,  ni  han  reflexionado  en  lo 
que  propalan,  ni  tal  vez  son  capaces  de  comprenderlo. 

El  señor  Ministro  de  Italia  cumple  un  deber  sagrado  al  pedir 
al  Gobierno  del  Perú,  que  no  se  desatienda  de  sus  connacionales, 
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afligidos  por  el  momento,  porque  para  él,  la  sola,  cualidad  de  e.^ 
tos,  que  debe  tener  en  cuenta,  es  ser  italianos;  pero,  de  igual  mo- 
do es  de  exclusiva  incumbencia  del  Gobierno  del  Perú,  distri- 
buir sus  auxilios  con  mira  á  otras  cualidades  del  que  los  solicita, 
porque  si  por  un  lado  apoya  á  tiempo,  puede  redundar  en  prove- 
cho y  adelanto  de  un  hombre  honrado,  con  igual  facilidad  pue- 
de contribuir  al  fomento  de  un  holgazán  que  no  ha  cesado  de 
serlo  por  haber  cambiado  de  domicilio. 

Todas  estas  consideraciones  han  guiado  á  esta  Sociedad  al  dis- 
tribuir los  recursos  con  que  el  Gobierno  sabiamente  ha  dispuesto 
el  fomento  de  la  inmigración,  y  el  señor  Ministro  de  Italia  pue- 
de persuadirse  que  ningún  Cdfuerzo  se  omite  para  auxiliar  á  los 
hombres  de  buena  voluntad,  evitando  sí,  á  pesar  de  ellos,  que 
finquen  su  porvenir  en  un  apoyo  que  sería  realmente  grave  es- 
torbo para  el  desarrollo  de  aquellas  facultades  y  fuerzas  que  solo 
nacen,  como  ya  he  manifestado,  de  la  conciencia  de  carácter  con 
80  propio  eirfuerzo. 

A  esta  sociedad  do  sorprende  ni  inquieta  las  actuales  condi- 
ciones de  los  italianos  llegados  al  Perú,  porque  tiene  la  seguri- 
dad de  que  los  magníficos  elementos  que  encierra,  están  ya  en 
vía  de  progreso;  de  los  malos,  ya  que  no  es  posible  evitar  su  ve- 
nida, corresponde  á  la  policía  dar  cuenta. 

El  desenvolvimiento  hacia  el  bien  ó  hacia  el  mal  de  esos  ele" 
mentos  tiene  que  producir  conmociones  de  que  con  muchísima 
frecuencia  y  á  menudo  indebidamente  se  resiente  la  tranquili- 
dad del  representante  de  Italia,  como  se  resintiría  la  de  todo  re- 
presentante de  nación  qye  nos  enviase  inmigración  abundante; 
pero,  ello  aunque  en  extremo  sensible,  es  por  ahora  inevitable. 

La  estrechez  de  los  recursos  votados  por  el  Congreso,  ha  ol;)li- 
gado  á  esta  Sociedad  á  suspender,  por  un  tiempo,  la  venida  de  in- 
migrantes, aun  de  los  numerosos  llamados  por  sus  compatriotas  ya 
establecidos,  y  esta  causa  pone  por  ahora  un  paréntesis  á  la  fati- 
gosí  agitación  que  envuelve  para  el  señor  Ministro  de  Italia  y 
para  esta  Sociedad  la  recepción  de  huéspedes  de  tan  variado  ca- 
rácter moral  como  de  aptitudes  personales. 

Sin  este  hecho  convendría  solictar  del  señor  Ministro  de  Ita- 
lia que  diese  curso  á  las  quejas  y  reclamos  de  los  inmigrantes  de 
su  nación  separadamente,  por  persona,  por  que  de  esa  manera 
aunque  resultaría  quizás  un  mayor  recargo  material  de  trabajo, 
disminuiría  por  otro  lado  el  número  de  reclamantes,  pues  solo 
ie  atreverían  á  exponer  sus  quejas  los  que  pudieran  sustanciar- 
las y  se  le  proporcionaría  esta  á  Sociedad  el  medio  de  reparar  eus 
faltas,  y  al  Gobierno  para  castigar  abusos. 

Aunque  esta  Sociodad  no  ha  omitido  esfuerzo  para  impedir  lo 
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acontecido,  cree  que  ni  aquí  ni  en  ninguna  nación  del  mundo 
es  posible  atajar  I03  efectos  do  un  malcontento  parcial  que  nace, 
aán  en  inteligencias  cultas,  de  la  desigualdad  que  existe  entre 
lo  que  desoan  y  lo  que  consiguen. 

Dios  guarde  á  US. 

Aurelio  Dmegri, 


BU8TO    DE     CÍOION. — OBSSQUIO    DB     KÁ     COLONIA     ITALIANA     A 

MMA--1876. 

Rml  Ijegatión  de  Italia^ 

Lima^  28  de  Noviembre  de  1876. 
Excrao.  Señor: 

La  colonia  italiana  ha  obsequiado  el  busto  colosal  <^e  mármol 
de  Cristóbal  Colón,  obra  del  ilustre  escultor  italiano  Pietro  de  la 
Bedona,  que  figuró  en  la  exposición  de  1872,  con  el  ánimo  "de 
regalarla  á  la  capital  del  Perú,  en  testimonio  del  afecto  reveren- 
te que  profesa  á  este  nobilísimo  país  en  que  vive  y  prospera.  La 
colonia  italiana,  sin  dejar  de  ser  italiana,  se  ha  identificado  con 
el  Perú  de  tal  manera,  que  casi  llega  á  considerar  como  suyas 
la  felicidad  y  gloria  del  país. 

En  conformidad  con  este  sentimiento,  la  colonia  italiana  se 
ha  propuesto,  por  medio  de  una  comisión,  al  efecto  designada, 
presentar  á  la  sociedad  de  Lima  el  busto  del  descubridor  de 
América,  el  día  9  de  Diciembre,  aniversario  de  la  memorable 
batalja  de  Ayacucho  que,  sellando  la  independencia  de  esta  par- 
te del  mundo,  vino  á  completar  de  una  manera  expléndida  é 
inmortal,  la  obra  iniciada  por  Cristóbal  Colón. 

Convencida  de  que  la  capital  del  Perú  hará  á  la  colonia  ita- 
liana el  alto  honor  de  aceptar  el  don  que  se  propone  ofrecerle, 
ruego  á  US.  se  sirva  hacerme  conocer  la  manera  cómo  debe  pro- 
ceder la  eitpresada  comisión,  para  ponerse  en  relación  con  el 
honorable  señor  Síndico  de  Lima,  y  concertar  anticipadamen- 
te con  él  lo  necesario  al  efecto. 

Participando  de  todos  los  sentimientos  de  la  colonia   italiana. 
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cuyo  intérprete  me  glorío  de  ser,  tengo  la  honra,  señor  Ministro, 
de  renovar  á  V.  E.  el  testimonio  de  mi  más  alta  consideración. 

G.  B,  Viviani. 

Exorno,  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Minislerio  de  Relaciones  Exteriores,. 


lÁma^  Noviembre  30  de  1876. 
* 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estimable  comunicación  de 
US.  H.,  de  28  del  que  termina,  por  la  que  se  sirve  poner  en  co- 
nocimiento que  habiendo  adquirido  la  colonia  italiana  el  busto 
en  mármol  de  Cristóbal  Colón,  del  ilustre  escultor  Pietro  de  la 
Bedona  que  figuró  en  la  exposición  nacional  de  1872,  desea  ofre- 
cerlo, en  obsequio,  á  la  ciudad  de  Lima,  en  testimonio  del  afecto 
que  le  profesa  á  este  país,  en  cuyo  seno  vive  y  prospera. 

Al  mismo  tiempo,  se  sirve  US.  H.  anunciarme  que  ese  ofreci- 
miento tendrá  lugar  el  próximo  9  de  Diciembre,  aniversario  de 
la  batalla  de  Ayacucho,  con  cuyo  motivo  desea  US.  H.  que  le 
indique  la  manera  cómo  debe  proceder  la  comisión  nombrada, 
al  efecto,  por  la  colonia  italiana  y  que  debe  entenderse  con  el 
municipio  de  esta  capital. 

A  fin  de  que  en  este  asuixto  preceda  el  conveniente  acuerdo, 
he  trasmitido  el  citado  oficio  de  US.  H.  al  señor  Ministro  de  Go- 
bierno, para  que  llegue  á  conocimiento  del  Concejo  Provincial, 
indicando  á  esta  corporación  que  debe  entenderse  con  la  comi- 
sión nombrada  por  la  colonia  italiana  y  con  US.  H.,  como  su  re- 
presentante más  caracterizado.  *^ 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  no  ha  podido  dejar  de  aco- 
ger, con  la  más  viva  complacencia,  la  noble  manifestación  del 
sincero  y  delicado  afecto  que  vuestros  ciudadanos  que  forman  la 
colonia  italiana  en  el  Perú  se  sirven  tributar  al  pueblo  de  Lima,* 
realzada  ante  el  patriotismo  de  éste  por  el  glorioso  recuerdo  que, 
en  sus  anales  políticos,  representa  el  9  de  Diciembre,  designado 
para  la  presentación  de  tan  significativo  obsequio.  Mi  Gobierno, 
lleno  de  gratitud,  se  anticipa  en  aceptarlo,  señor  Encargad<j  de 
Negocios,  com.j  un  nuevo  poderoso  vínculo  que,  en  lo  venidero. 
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fortificará  la  cordial  unión  en  que  bajo  nuestro  suelo  viven,  para 
dicha  común,  los  hijos  de  la  Italia  y  del  Perú. 

Apreciando,  todo  el  valor  que  tiene,  la  participación  de  US.  H. 
en  los  generosos  sentimientos  de  aquellos  de  sus  compatriotas,  á 
que  sirve  de  órgano  tan  grato  como  aceptable,  aprovecho  esta 
nueva  oportunidad  para  reiterar  á  US.  H.  la  distinguida  consi- 
deración con  que  me  suscribo  su  atento  servidor. 

Jo%é  A.  García  y  Garda. 

Honorable  señor  6.  B.  Viviani,  Encargado  de   Negocios  de  Ita- 
lia. (1) 


El  9  de  Diciembre,  tuvo  lugar  la  entrega  del  busto  de  Colón. 

La  ceremonia  se  efectuó  en  el  gran  salón  de  la  Exposición. 

A  las  dos  de  la  tarde  estaban  allí  reunidos  los  miembros  del 
Concejo  Provincial  de  Lima,  una  comisión  compuesta  de  cinco 
miembros  del  Concejo  Departamental,  las  compañías  de  bombe- 
ros y  muchas  personas  notables  de  nuestra  sociedad. 

Pocos  momentos  después  llegó  la  comisión  encargada  de  en- 
tregar el  busto,  presidida  por  el  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 

Después  de  haber  ejecutado  la  bando  del  Regimiento  de  Arti- 
llería el  himno  nacional  y  la  ituliana  el  de  Italia,  el  señor  Vivia- 
ni descubrió  el  busto  y  pronunció  el  siguiente  discurso: 

Iltmo.  señor  Alcalde  Municipal: 

Señores  Concejales  de  Lima: 

La  colonia  italiana  tiene  el  honor  de  entregar,  por  nuestro 
conducto,  el  busto  de  Cristóbal  Colón,  con  el  que  obsequia  á  la 
liaste  capital  del  Perú,  como  prenda  de  su  afecto  hacia  este  no- 
ble país,  y  como  recuerdo  de  la  parte  que,  en  este  mismo  recin- 
to, la  Italia  tomó  en  1872. 


[1]  Una  comisión  de  cinco  personas  de  la  colonia  italiana,  presidida  por  el 
señor  Viviani,  Bncarerado  de  Negocios,  se  presentó  el  2  de  Diciembre  al  sefior 
Alcalde  del  Concejo  Provincial  con  el  objeto  de  entregarle  el  busto  de  Cristó- 
bal Colón.— ^e  acordó  que  fuese  éste  colocado  en  el  vestíbulo  del  Palacio  de 
la  Exposición  y  que  la  entrega  solemne  se  efectuase  el  9  del  citado  mes,  ani- 
ve^ario  de  la  batalla  de  A^acucho. 
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Conceded,  señores,  á  la  colonia  italiana,  el  honor  de  conside- 
rar, como  suyas,  las  alegrías,  las  desventuras,  las  glorias  de  esta 
su  segunda  patria,  inseparable  de  las  afecciones  de  la  patria  na- 
tiva. 

Concededle  también,  señores,  que  con  tal  objeto  elija,  para 
eetregar  á  Lima  su  obsequio,  el  día  en  que  se  conmemora  el 
acontecimiento  mas  solemne  de  vuestra  historia:  aquella  memo- 
rable batalla  en  que  vuestros  padres  sellaron,  con  su  propia  san- 
gre, en  los  campos  de  Ayacucho,  la  independencia  de  la  Améri- 
ca, complemento  inmortal  de  la  obra  de  Cristóbal  Colón. 

Que  este  busto  quede,  señores,  aquí  no  solo  como  testimonio 
perenne  de  nuestro  afecto  al  Perú,  sino  también  para  recordar 
el  vínculo  que  en  Cristóbal  Colón  quiso  la  Providencia  establecer 
entre  la  Italia  y  la  América. 

No  existe  tal  vez  palabia  humana  bastante  á  significar  digna- 
mente la  grandeza  de  Cristóbal  Colón,  como,  sin  duda,  no  hay 
gloria  mas  pura  que  la  suya.  Asociándola  á  la  de  Ayacucho,  la 
colonia  italiana  ha  querido  tributaros  el  mas  grande  honor  que, 
en  los  límites  de  lo  posible,  cabe. 

Que  Colón  y  Ayacudio  signifiquen  siempre  concordia,  afecto, 
emulación  de  laboriosidad  civil  (fuente  inagotable  de  bien  para 
todos)  entre  los  descendientes  del  descubridor  de  la  América  y  los 
hijos  de  aquellos  valientes,  que,  por  medio  de  la  independencia, 
llamándola  á.nueva  vida,  la  hicieron  capaz  de  representaren  el 
numdo  de  las  naciones  el  importante  papel  á  que  Dios  la  des- 
tinó. 

La  colonia  italiana  no  sabrá  agradecer  mejor  el  honor  que  se  le 
hace,  aceptando  su  obsequio,  que  terminando  con  la  expresión  de 
estos  votos  del  corazón  la  entrega  que  hace  del  busto  de  Cristóbal 
Colón  al  Municipio  de  la  capital  del  Perú. 

El  Alcalde  del  Concejo  Provincial,  señor  don  Manuel  Canda- 
mo,  le  contestó  en  estos   términos: 

Señor  Ministro: 

Señores: 

La  ciudad  de  Lima,  acepta,  agradecida,  el  hermoso  presente 
que  le  hace  la  respetable  colonia  italiana,  y  con  gran  complacen 
cia  vé  en  él  un  nuevo  testimonio  de  la  estimación  y  afecto  since- 
ro que  ha  alcanzado  de  tan  distinguidos  huéspedes. 

A  su  nombre,  señor   Ministro,  tengo  la  alta  honra  de  dar  á 
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vuestros  compatriotas  las  más  cumplidas  graciaa,  y  de  manifes- 
tarles también  su  reconocimiento  por  la  fina  atención  que  han 
tenido,  haciéndonos  tan  galante  agasajo  el  día  en  que  conmemo- 
ramos uno  de  los  hechos  más  importantes  de  nuestra  vida  pú- 
blica, recordando  y  at^ociando  así  los  dos  acontecimientos  funda- 
mentales de  la  historia  del  Perú:  su  ingreso  al  seno  de  la  civili- 
zación cristiana,  y  su  aparición  en  el  mundo  como  nación  inde- 
pendiente y  soberana. 

Si  á  todos  los  pueblos  y  á  todos  los  hombres  cumple  hon- 
rar la  memoria  sle  uno  de  los  más  grandes  bienhechores  de  la 
humanidad,  del  ilustre  descubridor  del  Nrevo  Mundo,  deber  sa- 
grado es  ese  para  vosotros,  italianos,  y  para  nosotros  america- 
nos. Así  lo  habéis  comprendido;  señores,  y,  bajo  ese  aspecto,  al 
ofrecernos  ese  bellísimo  objeto  de  arte,  os  ha  movido  un  elevado 
sentimiento  que  dá  á  esta  fraternal  ceremonia  una  gran  signifi- 
cación moral. 

También  la  tiene,  y  mucho,  por  los  benévolos  afectos  que 
en  ella  nos  manifestáis,  y  que  vos,  H.  Señor  Ministro,  habéis  ex- 
presado en  términos  tan  elocuentes  coVno  delicados. y  obsequio- 
sos. Un  país  que  se  hace  digno  de  la  estimación  y  aprecio  de 
los  extranjeros  que  recibe  en  su  seno,  dá  una  idea  ventajosa  de 
su  grado  de  cultura,  y  pues  hemos  llegado  á  merecer  esos  senti- 
mientos, natural  es  que  sea  para  nosotros  motivo  de  gratísima 
satisfacción  esta  ceremonia  en  que  así  lo  testificáis  de  un  modo 
tan  sublime  y  expontáneo. 

Uno  de  los  más  ;  oderosos  elementos  civilizadores  que  ha 
tenido  el  Perú  ha  sido  la  inmigración  europea;  á  ella  debe,  por 
mucho,  el  grado  de  desarrollo  y  prosperidad  á  que  ha  llegado; 
grato  me  es  reconocerlo  y  proclamarlo;  y  una  gran  parte  de  esa 
obra  corresponde  á  la  colonia  más  antigua  y  más  numerosa:  á 
la  simpática  colonia  italiana. 

A  mas  de  este  justo  motivo  de  nuestro  reconocimiento,  nos 
la  hacen  respetable  y  querida,  su  cariño  por  nuestro  país,  que 
considera  como  su  segunda  patria,  y  cuyas  glorias  y  adversida- 
des ha  compartido  siempre  con  nosotros.  El  noble  ejemplo  que 
ofrece  con  sus. hábitos  de  trabajo,  de  economía,  de  moralidad,  y 
con  el  ejercicio  de  todas  las  virtudes  del  hombre  y  del  ciudada- 
no; el  impulso  dado  al  estudio  de  las  ciencias  por  sus  eminentes 
sabios;  el  haber  vivido  entre  nosotros  al  amparo  de  nuestras  le- 
yes y  de  nuestro  afecto,  sin  que  jamás  la  más  pequeña  nube  ha- 
ya aparecido  en  nuestras  fraternales  relaciones,  y  el  haber  for- 
mado numerosas  y  dignas  familias  peruanas,  muchos  de  cuyos 
hijos  dan  lustre  al  suelo  en  que  nacieron  y  á  la  heroica  patria 
de  sus  padres. 
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Vínculos  tan  estrechos  y  sagrados  aseguran  una  eterna 
unión,  y  son  prenda  segura  de  que  se  realizarán  los  votos  de  que 
hacéis,  señor  Ministro,  por  la  concordia,  afecto  y  noble  emulación 
entre  los  peruanos  y  los  hijos  de  la  gloriosa  Italia,  patria  del  ge- 
nio y  cuna  de  la  civilización  moderna. 


A  la9  cuatro  de  la  tarde  terminó  la  ceremonia. 


CORRESPONDENCIA  RELATIVA  A  LAS   PRERROGATIVAS  DE  LOS 

CÓNSULES. — 1877. ' 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Agosto  24  de  1877. 
Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia,  <&. 

Ef  H.  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  me  dice,  con  esta  fe- 
cha, lo  que  sigue: 

«El  señor  doctor  don  Manuel  Olivares,  Juez  de  lí  Instancia  de 
esta  capital,  ha  dirigido  á  esta  Real  Legación  el  oficio  de  ayer, 
(que  tengo  el  honor  de  incluir  á  título  de  información),  para  sa- 
ber, á  solicitud  de  un  señor  J.  González,  si  esta  Legación  tiene 
en  depósito,  bienes  pertenecientes  á  la  sucesión  de  Basilio  Gerio. 

Para  hacer  llegar  á  conocimiento  de  quien  corresponda  la  no- 
ticia deseada,  no  puedo  escoger  vía  mejor  que  la  de  V.  E.,  de- 
clarando que  esta  Legación,  no  solo  no  es  depositaría  de  bienes 
pertenecientes  á  la  sucesión  de  Basilio  Gerio,  sino  que  no  ha 
conocido  á  ningún  italiano  de  ese  nombre.» 

Que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US  ,  para  que  se  sirva  pre- 
venir á  las  autoridades  judiciales,  (5[ue  cuando  los  señores  Cónsu- 
les invistan  al  mismo  tiempo  carácter  diplomático,  no  deberán 
dirigirse  á  ellos  sino  por  el  intermedio  de  este  Ministerio. 

Dios  guarde  á  US. 

/.  C,  Julio  Rospigliosi. 
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Corte  Superior  de  Justicia. 

LivuLf  Noviembre  14  de  1877. 
Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

En  un  oficio  que  dirigió  á  US.,  el  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  á  consecuencia  de  otro  que  había  recibido  del  señor 
Encargado  de  Negocios  de  Italia,  y  que  se  sirvió  US.  trascribir- 
me en  24  de  Agosto  último,  se  encuentra  la  siguiente  literal  pre- 
vención «que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  para  que  se  sirva 
prevenir  á  las  autoridades  judiciales,  que  cuando  los  señores  Cón- 
sules invistan  al  mi^mo  tiempo  carácter  diplomático,  no  deberán 
dirigirse  á  ellos-sino  por  el  intermedio  de  este  Ministerio.» 

No  estimando  el  Tribunal  de  evidente  exactitud  la  doctrina 
que  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  desea  introducir 
en  el  procedimiento  judicial,  creyó  conveniente  oir  á  su  Fiscal, 
quien  ha  expedido  el  dictamen  siguiente: 

alltmo.  Señor: 

El  fiscal  dice — que  los  Cónsules  no  gozan  de  las  prerrogativas 
é  inmunidades  que  el  Derecho  Internacional  concede  á  los  Mi- 
nistrQ|3  Diplomáticos  en  razón  del  carácter  que  estos  invisten  y 
de  las  funciones  que  ejercen. 

Los  Cónsules  no  están  exentos  de  la  Jurisdicción  Civil  del 
país  en  que  residen,  pues  If  jos  de  eso,  están  sujetos  al  juez  local 
en  lo  relativo  á  su  persona  y  bienes  tanto  en  lo  civil  como  en  lo 
criminal. 

La  naturaleza  misma  de  las  ñinciones,  la  protección  que  están 
obligados  á  prestar  á  sus  compatriotas,  y  los  diversos  actos  que 
en  beneficios  de  estos  deben  practicar,  hacen  necesaria  la  rela- 
ción inmediata  y  frecuente  entre  el  Cónsul   y  el  juez  del  lugar. 

En  estos  principios  de  uso  constante  entre  nosotros  se  funda  la 
intervención  que,  tanto  en  las  distnitas  convenciones  consulares 
celebradas  en  el  Perú,  cuanto  en  el  artículo  1,295  y  demás  del 
Código  de  Enjuiciamientos,  se  concede  á  los  Cónsules  en  aquellos 
juicios  en  que  se  ventilen  los  intereses  relativos  á  la  herencia  ó 
sucesión  de  los  subditos  de  la  nación  á  que  el  Cónsul  pertenezca. 

Si  éste  inviste  accidentalmente  carácter  diplomático,  conser- 
vando al  mismo  tiempo  el  de  Cónsul,  no  desaparece  la  razón  que 
le  obligó  á  sostener  comunicación  directa  é  inmediata  con  los 
Jueces  de  1*  Instancia  en  todo  aquello  que  se  relacione,   no  con 


—  302  — 

las  funciones  diplomáticas  que  ejerce  trausitoriaraente,  sino  con 
las  consulares  de  que  no  se  hubiese  desprendido. 

Sobre  todo,  si  la  comunicación  entre  los  Jueces  de  1^  Instan- 
cia y  los  Cónsules,  no  fuera  directa,  6  estuviera  sujeta  á  restric- 
ciones en  algunos  casos,  se  dificultaría  notablemente  la  pronta  y 
rec  Lci  administración  de  justicia,  sufrirían  detrimento  los  mis- 
mos intereses  que  los  Cónsules  están  llamados  á  proteger,  no 
menos  que  los  intereses  nacionales  que  se  rozasen  con  aquellos  y 
se  menoscabaría  el  crédito  del  país. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  y  de  los  graves  inconve- 
nientes, que,  á  juicio  del  que  suscribe,  traería  consigo  la  medida 
propuesta  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en  la 
parte  final  de  la  nota  trascrita  á  ese  Superior  Tribunal  por  el 
señor  Ministro  de  Justicia,  pide  este  Minis'erio:  que  US.  se  diri- 
ja a  dicho  señor  Ministro,  haciéndole  las  observaciones  que  juz- 
gue del  caso,  á  fin  de  que  se  declare  sin  efecto  la  prevención  re- 
lativa á  que  las  autoridades  judiciales  no  se  dirijan  á  los  señores 
Cónsules  sino  por  el  intermedio  del  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores cuando  estos  invistan  al  mismo  tiempo  carácter  diplo- 
mático, salvo  el  mas  ilustrado  acuerdo  de  US.  I. 

Gazman.»' 


Aceptando  el  Tribunal  las  conclusiones  de  este  dictamen,  ha 
acordado  se  dirija  á  US.  la  presente,  manifestándole,  además  de 
las  anteriores  razones,  que,  á  su  juicio,  el  carácter  de  un  Cónsul 
Encargado  á  la  vez  de  Negocios,  se  determina,  en  un  caso  dado, 
por  la  naturaleza  del  caso  en  que  interviene,  ó  de  la  función  que 
desempeña  en  sus  relaciones  con  el  poder  judicial. 

Por  manera  que  tratándose,  por  ejemplo,  de  una  diligencia  de 
asunto  civil  contencioso,  en  que  es  6  debe  ser  parte  el  Cónsul  re- 
presentando á  algunos  de  sus  nacionales,  la  autoridad  judicial 
que  lo  ordena,  no  se  entiende  con  el  Agente  Diplomático,  sino 
con  el  Agente  Consular,  que  es  el  llamado,  en  tal  caso,  á  estar  á 
derecho,  y  á  suscribir  á  todas  las  actuaciones  del  procedimiento 
común.  Una  vez  que  el  carácter  de  un  asunto  contencioso  re- 
quiere en  su  cargo  diversas  notificaciones  y  la  realización  de 
otros  actos  personales,  no  sería  posible  marcar  con  precisión  las 
citaciones  del  juicio,  ni  apreciar  con  exactitud  jurídica  cuándo 
principian  ni  cuándo  concluyen  los  términos  perentorios,  si  fue- 
ra preciso,  como  lo  desea  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, dirigirse  á  los  señores  Cónsules  por  el  intermedio  del  Mi- 
nisterio para  practicar  cada  una  de  las  expresadas  diligencias. 

Desde  que,  de  otro  lado,  la  investidura  del    Encargado  de  Ne- 
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gocios  no  protege  al  Cónsul  ni  lo  hace  compartícipe  de  sus 
prerrogativas  según  la  regla  generalmente  recibida,  y  desde  que, 
cuando  un  Agente  Diplomático  b^  presta  á  intervenir  en  juicio 
demandado  ó  defendiendo,  se  entiende  que  renuncia  tácitamente 
á  su  independencia  de  la  jurisdicción  territorial;  es  evidente  que 
la  prevención  citada,  tomada  en  el  sentido  absoluto  en  que  se 
hace,  no  reviste  la  precisión  que  requiere  las  decisiones  de  los 
altos  funcionarios  en  materia  de  «uyo  graves  y  delicadas.  Debo 
expresar,  por  lo  mismo,  que  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, en  cuyo  conocimiento  se  servirá  US.  poner  este  oficio, 
tendrá  á  bien  tomar  en  consideración  las  razones  expuestas  y 
suspeí  der  los  efectos  de  la  prevención  ya  citada,  á  fin  de  que  la 
jurisd'cción  nacional  no  sufra  menoscabo  ni  la  administración 
de  justicia  quede  expuesta  á  las  dificultades  que  habría  de  opo- 
ner naturalmente  su  intervención  como  Agente  intermediario, 
en  el  curso  de  los  asuntos  civiles  contenciosos  en  que  sean  parte 
los  Cónsules  en  representación  de  sus  nacionales. 

Dios  guarde  á  US. 

Mariano  Julio  Corzo, 


Ministerio  de  Justicia,  CultOy  Insírnccibn  y  Beneficencia. 

* 

Li^na^  Noviembre  15  de  1877. 

Pásese  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  que, 
por  ese  Despacho,  se  sirva  acordar  la  resolución  conveniente,  y 
avísese  en  contestación. 

Morales, 


Ministerio  de  Relacionen  Exteriores. 

Limaj  Diciembre  13  de  1877. 
Vistti  al  señor  Fiscal  de  la  Corte  Suprema. 

Rospiglioii, 
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I 

Las  consideraciones  propuestas  á  V.  E.  por  la  Iltma.  Corte 
Superior  de  Justicia  de  este  Departamento,  para  que  se  reconsi- 
dere la  suprema  disposición  que  previene  ¿  las  autoridades  judi- 
ciales, que  cuando  los  señores  Cónsules  invistan  al  mismo  tiem- 
po carácter  diplomático,  no  deberán  dirigirse  á  ellos  sino  por  el 
intermedio  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  si-  bien  se 
fundan  en  razones  de  ley  y  de  buen  sentido,  en  los  casos  ordi- 
narios de  nuestra  legislación  patria,  en  la  necesidad  de  hacer 
expedita  é  igual  la  administración  de  justicia  no  son  bastantes 
para  que  el  Gobierno  mande  suspender  los  efectos  de  la  citada 
resolución. 

Los  usos  establecidos  en  las  naciones,  convenidos  en  tratados  ó 
autorizados  por  la  costumbre,  son  obligatorios  y  exigibles  aún 
cuando  pugnen  aparentemente  con  la  razón  ó  con  las  convenien- 
cias de  un  orden  menos  importante  en  las  relaciones  de  los  Es- 
tados entre  sí,  en  los  cuales  es  preciso  sacrificar  algunas  veces 
consideraciones  ó  conveniencias  propias,  que  no  atañen,  por  otra 
parte,  á  la  soberanía  é  independencia,  y  má^  cuando  esas  consi- 
deraciones son  recíprocas,  y  tienen  por  objeto  la  conservación 
de  la  inmunidad  y  garantías  tan  necesarias  para  que  los  repre- 
sentantes de  otras  naciones,  desempeñen  con.  absoluta  libertad  y 
sin  trabas  la  misión  de  que  están  encargados  cerca  de  otras  po- 
tencias^ 

Esta  necesidad  de  los  Estados  ha  creado,  en  sus  relaciones,  el 
principio  de  inmunidad  de  los  Ministros  Diplomáticos  y  la  fic- 
ción de  Derecho  Internacional  que  hace  considerar  el  local  de  la 
residencia  de  estos  funcionarios,  en  territorio  ageno,  como  si  es- 
tuviese situado  en  el  de  la  nación  que  representan,  y  libres  de 
la  jurisdicción  del  país  donde  son  enviados.  El  Ministro  diplo- 
mático, cualquiera  que  sea  la  escala  en  que  esté  reconocido  por 
otro  Estado,  es  considerado,  pues,  como  residente  en  su  país  y  su- 
jeto á  su  jurisdicción.  Este  es  ya  un  principio  indiscutible  que 
la  Iltma.  Corte  reconoce.  Los  Cónsules  no  gozan  de  estas  exencio- 
nes: no  tienen  carácter  diplomático:  no  representan  á  su  Sobera- 
no: son  meros  protectores  del  comercio  de  su  país  y  de  sus  sub- 
ditos y  desempeñan,  con  más  ó  menos  extensión,  atribuciones 
propias  de  mandatarios  en  negocios  determinados,  que  pueden 
desempeñar  sin  contacto  inmediato  con  el  Gobierno  supremo,  6 
como  personeros  y  defensores  de  los  intereses  de  sus  compatrio- 
tas en  ciertos  y  determinados  casos.  Sus  relaciones  oficiales  se 
ejercen  directamente  con  las  autoridades  y  jueces  locales,  y  no 
tienen  mas  prerrogativas,  fuera  del  orden  á  que  están  sujetos  los 
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naturales^  sino  las  limitadas  que  se  les  acuerda  en  los  tratados  ó 
convenciones;  pero  no  gozan  de  la  inmunidad  y  exenciones  de 
los  Ministros  ó  Agentes  diplomáticos. 

Según  el  juicio  de  la  Iltma.  Corte,  desde  que  en  los  procedi- 
mientos judiciales  en  que  hay  necesidad  de  la  intervención  de 
un  Cónsul,  porque  así  conviene  á  los  mismos  intereses  ó  dere- 
chos de  sus  protegidos  ó  representados,  ó  para  cumplir  con  las 
estipulaciones  de  los  tratados,  hacen  precisar  su  interven- 
ción en  determinados  juicios;  es  evidente  que  su  condición  es 
igual  á  la  de  las  personas  que  litigan  ó  tienen  intereses  en  esos 
negocios,  porque  nuestra  legislación  no  reconoce  privilegios  en 
la  administración  de  justicia  y  porque  las  formas  y  ritualidades 
de  nuestros  juicios  requieren  la  intervención  directa,  y  sin  inter- 
medios de  los  que  figuren  en 'ellos,  como  partes  principales  ó  se- 
cundarias 6  accidentales.  Nadie  puede  dejar  de  convenir  en  que 
en  este  terreno  son  incontestables  las  obaervaciones  de  la  Iltma. 
Corte,  pues  se  hallan  basadas  en  nuestra  legislación,  en  las  con- 
venciones consulares  y  en  la  costumbre;  ni  el  ánimo  del  Gobier- 
no ha  sido  introducir  una  novedad  en  la'actuación  de  loá  juicios, 
ni  en  la  condición  en  que  se  encuentran  los  Cónsules  en  sus  re- 
laciones con  los  tribunales  y  jueces. 

La  resolución  comunicada  al  Tribunal,  solo  tiene  por  objeto 
la  conservación  de  las  inmunidades  y  exenciones  de  los  Minis- 
tros Diplomáticos,  privilegios  que  son  inseparables  de  su  perso- 
na, aún  cuando  accidentalmente  desempeñen  otro  cargo  que  de- 
biera suponer  su  sometimiento  á  una  condición  distinta. 

Cierto  que  es  verdaderamente  anómalo  que  se  reúnan  en  una 
misma  persona  funciones  que  desdicen,  en  ocasiones,  los  privile- 
gios y  derechos  inherentes  á  un  cargo  ante  las  obligaciones  de 
otro  cargo  de  inferior  categoría;  pero  en  este  conflicto  hay  que 
atender  al  principio  de  que  nadie  se  presirme  que  renuncia  sus 
privilegios  por  el  hecho  de  tratar  con  otro  que  no  los  tiene.  El 
que  no  goza  de  ellos  es  el  se  que  somete  á  los  inconvenientes  que 
los  privilegios  pueden  producir,  cuaído  se  trata  del  cumplimien- 
to de  las  obligaciones  que  emanan  del  contrato. 

Al  aceptar  un  Gobierno  á  un  Ministro  Diplomático,  contrae  la 
obligación,  sin  reserva,  de  reconocer  y  hacer  respetar  sus  privi- 
leg^ios  é  inmunidades;  si  á  pesar  de  este  hecho  permite  también 
que  ese  mismo  diplomático  desempeñe  un  consulado,  es  claro 
que  se  conforma  con  los  inconvenientes  que  surjan  de  esa  acep- 
tación. 

Habría  el  remedio  de  una  estipulación  ó  declaración  expresa 
pafft  qwe  ©1  Ministro  y  el  Soberano  que  lo  envía  procediesen  so- 
bre el  conocimiento  de  que  las  consideraciones  é  inmunidad  de 

3d 
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un  representante  se  sorprenderían,  cuando  desempeñase  las  fun- 
ciones de  Cónsul,  en  cuya  condición  la  acción  de  los  Tribunales 
y  autoridades  estaría  expedita  para  librar  las  providencias  ó 
apremios  personales  que  lo  obligaran  á  cumplir  los  mandatos 
judiciales  ó  administrativos  ctit-O  á  cualquier  nacional,  y  no  pue- 
de suponerse  que  haya  Gobierno  alguno  que  permitiera  9olocar 
en  esta  situación  á  su  representante  ante  las  autoridades  ó  Go- 
bierno de  la  Nación  donde  es  representado. 

No  es,  pues,  posible  dar  lugar  en  esta  materia  á  la  división  y 
separación  de  cargos  en  que  se  funda  la  Iltma.  Corte,  para  tra- 
tar á  un  Ministro  Diplomático,  considerándolo,  unas  veces  con  los 
privilegios  de  su  inmunidad,  y  otras  sin  ellos.  Sus  ilustmdos 
fundamentos  manifiestan  lo  ilógico  é  imprevisor  de  las  acepta- 
ciones y  nombramientos  Ae  funcionarios  anómalos  que  no  solo 
pueden  entrabar  la  expedita  .administración  de  justicia  y  obli- 
^  gar  á  que  los  procedimientos  judiciales  desdigan  la  igualdad  con 
que  deben  ser  tratados  los  litigantes,  partes  ó  interesados  en  el 
juicio;  sino  que  exponen  á  los  mismos  Ministros,  en  quienes  debe 
reflejar  la  alta  igualdad  de  los  comitentes,  á  que  puedan  ser 
conmiciados  y  apremiados  por  los  jueces  de  cualquiera  categoría 
cuando,  en  cumplimiento  de  sus  deberes,  tienen  que  hacer  efec- 
tivos sus  mandatos  ó  resoluciones  sin  el  intermedio  del  Gobierno. 

Si  la  inmunidad  de  los  Ministros  Diplomáticos  es  inseparable 
de  su  carácter;  si  éste  no  es  constituido  ni  determinado  por  el 
cargo  de  Cónsul  que,  como  inferior  y  de  diversa  escala,  no  puede 
prevalecer  sobre  el  mayor  que  constituye  su  representación  cer- 
ca del  Gobierno  á  quien  es  enviado;  si  el  derecho  internacional 
los  considera  como  residiendo  en  territorio  distinto  é  independien- 
te de  aquel  en  que  desenseña  su  misión;  hay  que  convenir  con 
la  consecuencia,  en  este  caso  extrictamente  lógica,  dé  que  las 
providencias  judiciales  que  deben  llegar  á  su  conocimiento,  de- 
ben de  ser  impartidas,  cuando  menos,  como  se  dirigen  á  una 
persona  ausente,  como  se  imparten  las  comunicaciones  del  Go- 
bierno representante  de  otro>Gobierno,  es  decir,  por  conducto  del 
Ministerio  que  sostiene  la  relación  de  un  Gobierno  con  otro  Go- 
bierno ó  su  representante. 

Inátil  sería  ocupar  la  atención  de  V.  E.  con  las  manifestacio- 
nes de  las  doctrinas  á  que  este  respecto  establecen  los  más  clási- 
cos publicistas,  que,  apoyados  en  el  Derecho  de  Gentes  Positivo 
y  en  la  costumbre,  consideran  la  inviolabilidad  é  inmunidad  de 
los  Ministros  Diplomáticos  tan  inseparables  de  su  carácter,  que 
para  ponerlos  á  cubierto  de  toda  relación  que  no  sea  con  el  Go- 
bierno ante  quien  es  enviado,  lo  considera  2omo  ausente  del  rms- 
mo  territorio  que  ocupan  desempeñando   funciones.    Bello,   que 
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ha  resumido  los  juicios  de  los  más  ilustrados  tratadistas,  estable- 
ce en  la  parte  3^,  capítulo  1?,  artículo  3°  de  sus  principios  de  De- 
recho de  Gentes,  que  «para  hacer  efectivas  las  acciones  ó  dere- 
chos civiles  contra  el  Ministro  Diplomático,  es  necesario  rc-currir 
á  su  Soberano,  y  aún  en  los  casos  en  que  por  una  renuncia  ex- 
plícita ópresuviay  se  halle  sujeto  á  la  jurisdicción  local,  solo  se 
puede  proceder  contra  él,  como  contra  una  persona  ausente.»  En 
efecto,  (continúa  el  mismo  autor),  «as  ya  un  principio  de  derecho 
consuetudinario  de  las  naciones  que  se  debe  considerar  al  Mi- 
nistro Público,  en  virtud  de  la  independencia  de  que  goza,  como 
si  no  hubiera  salido  del  territorio  de  su  Soberano  y  continuase 
viviendo  en  el  país  en  que  no  reside  realmente. 

La  extensión  de  esta  extraterritorialidad  depende  del  Derecho 
de  Gentes  Positivo^  es  decir,  que  puede  ser  modificado  por  la 
costumbre  ó  las  convenciones,  como  efectivamente  lo  ha  sido  en 
varios  Estados. 

El  Ministro  no  puede  extenderla  mas  allá  de  estos  límites,  ni 
renunciarla,  en  todo  ó  en  parte,  sin  el  conocimiento  expreso  del 
Soberano  á  quien  representa.» 

La  adopción  de  una  doctrina  que  hiciera   posible  y  efectiva  la 
separación  del  carácter  de  Ministro  Diplomático  del  de  Cónsul,  y 
al  contrario,  produciría  graves  complicaciones  en  las  relaciones 
del  funcionario  que  los  reuniese  con  las  mismas  autoridades  con 
quienes  debería  entenderse  en  desempeño  de  sus   diversos  debe- 
res. Como  inviolable,  solo  dependería  de  su  gobierno,   y   en   sus 
relaciones  diplomáticas  con  aquel  ante  quien  es  enviado;   como 
Cónsul  debería  entenderse  directamente  con  un  juez,   cualquiera 
que  fuera  su  grado,  no  habría  para  qué   tener  en   cuenta   nada 
que  tuviese  relación  con  su  inmunidad  y  privilegios:  su   digni- 
dad y  respetos  se  amenguarían,  y  habría  ocasiones  en  que  la  ju- 
risdicción de  su  soberano,  garantía  que  hace  libres  y  eficaces  sus 
altas  funciones,  no  debería   alcanzarle  para  sostener  el   decoro 
y  la  inmunidad  que  son  el  alma  de   las   misiones  diplomáticas. 
Ix)S  privilegios  y  excepciones  pugnan,  es  verdad,  con  la  igualdad 
cuando  se  trata  de  la  administración   de  justicia  y  de  la   obser- 
vación de  las  formas  que  se  han  establecido  en  cada   país,    para 
la  aplicación  de  la  ley  común,  obligatoria  para   cuando   ocurran 
¿  los  tribunales  á  obtener  la  solución  de  sus  diferencias;  pero  hay 
que  tener  presente  que  un  Estado,  por   democrático   que   sea  su 
gobierno  al  tratar  de  ponerse  en    relación  con   otros,   no   puede 
proponerse  el  sostenimiento  de  su  legislación  sobre  la  del  otro  y 
menos  sujetar  á  su  imperio  las   desavenencias  6  conflictos  que 
pudieran  sobrevenir  entre  los  contratantes.    Esto  es  imposible. 
Hay  que  tener  en  cuenta  que  las  leyes  de  cada  país  no  obligan 
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á  los  habitantes  de  otro,  raz6i>  por  la  cual  ha  sido  forzoso  supo- 
ner que  los  Ministros  Diplomáticos  siguen  residiendo  en  su  terri- 
torio propio  y  no  en  aquel  en  donde  realmente  habitan.  La  ne- 
cesidad de  prevenir  y  evitar  mayores  males  y  serias  y  graves 
complicaciones  entre  Estado's  amigos,  cuyas  relaciones  serían  di- 
fíciles sino  imposibles  de  otra  manera,  ha  producido  la  necesidad 
de  que  ceda  algo  de  la  soberanía  de  cada  contratante,  cuando  de 
su  ejercicio  sin  limitacjón  pudieran  surgir  los  inconvenientes 
controversias  y  aún  guerras  que  más  de  una  vez  han  desolado 
los  Estados  por  haber  pretendido  sujetar  á  sus  leyes  y  prácticas 
á  los  representantes  de  otras  naciones.  En  las  relaciones  diplo- 
máticas no  se  trata  principalmente  de  la  legislación  de  uno 
de  los  países  contratantes,  sino  de  conservar  la  armonía  y 
mutuos  oficios  de  amistad  sobre  bases  de  perfecta  igualdad  que 
hagan  menos  fáciles  los  desacuerdos;  y  si  para  esa  conservación 
se  ha  hecho  indispensable  la  limitación  de  la  propia  soberanía 
en  casos  dados,  nada  llenen  de  humillantes  estas  excepciones, 
desde  que  las  concesiones  son  recíprocas,  y  desde  que  no  pugnan 
con  su  independencia,  cuyo  reconocimiento  ha  creado  la  necesi- 
dad de  observar  determinadas  formas  para  consultar  el  decoro  é 
inmunidad  de  las  relacionas  diplomáticas. 

Sobre  todo,  entre  la  necesidad  y  conveniencia  de  asegurar  y 
fortalecer  las  relaciones  de  un  país  con  otro,  y  la  observancia  de 
formas  más  secundarias  que  se  han  establecido  por  el  uso  uni- 
versal para  poner  en  conocimiento  de  los  funcionarios  diplomá- 
ticos las  providencias  ó  resoluciones  de  que  deben  tener  conoci- 
miento ó  en  que  este  conocimiento  es  necesario;  y  entre  el  falta- 
miento  ó  prescindencia  de  esas  formas  que  pueden  dar  lugar  á 
reclamaciones  y  desacuerdos  internacionales,  cuyas  consecuen- 
cias pueden  ir  más  allá  de  lo  previsto;  nadie  puede  trepidar  eu 
la  elección.  Además,  la  resolución  de  que  reclama  la  Iltma.  Cor- 
te está  fundada  en  la  costumbre  y  en  el  uso  de  las  demás  nacio- 
nes, en  diversos  actos  del  Gobierno,  y  no  sería  prudente  introdu- 
cir innovaciones  que  desdijeran  las  prácticas  establecidas,  y  aún 
en  el  caso  á  que  la  Ilustrísima  Corte  se  refiere,  suponiéndose  du- 
dosa la  resolución  que  desea  alcanzar,  habría  que  expedirla  en  el 
sentido  en  que  V.  E.  lo  ha  hecho,  porque  ella  no  importa,  como  se 
ha  manifestado,  sino  el  reconocimiento  de  la  inmunidad  y  privi- 
legio de  los  Ministros  Diplomáticos.  Si  alguna  vez  ge  reúne  en 
un  Ministro  de  esta  clase  el  cargo  de  Cónsul,  este  hecho,  como 
se  ha  dicho,  no  hace  perder  al  Ministro  sus  inmunidades  y  pri- 
vilegios, que  según  el  juicio  de  los  tratadistas  de  mas  nota,  él 
mismo  no  puede  renunciar  sin  consentimiento  expreso  de  su  so- 
berano. 


"iiiist.rio  de  P.}    - 
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los  inconvenientes  que  resultan  de  la  cesación  de  los  efectos  de 
la  Cíonvención  Consular,  celebrada  entre  el  Terú  y  la  Italia,  el 
3  de  Mayo  de  1883;  y  teniendo  en  consideración  que  se  hallan 
actualmente  iniciadas  las  negociaciones  para  concluir  un  pacto 
de  la  misma  naturaleza,  han  convenido  eñ  que  mientras  se  ajus- 
ta dicho  pacto  y  hasta  el  dia  que  legal  mente  deba  entrar  en  vi- 
gor, sigan  surtiendo  sus  efectos  los  artículos  XIV  y  XV  de  la 
mencionada  Convención  de  3  de  Mayo  de  1863.     (1) 

En  fé  de  lo  cual  los  infrascritos  firman  y  sellan  la   presente 
declaración,  por  duplicado,  en  Lima,  á  8  de  Mayo  de  1878.     (2) 

J.  C.  Julio  C.  Rospigliosi  G.  B.  Viviani. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


MinisUrio  de  Relaciones  ExierioreB, 


Limay  Mayo  8  de  1878, 


Apruébase  la  declaración  contenida  en  el  acuerdo  que   pre- 
cede, del  que  se  dará  oportunamente  cuenta  al  Congreso. 
Comuniqúese,  regístrese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. — Rospiglioti. 


Real  Legación  de  Italia, 

Lima,  Octubre  12  de  1878. 

Excmo.  Señor: 

Tengo  la  honra  de  remitir,  incluso,  un  ejemplar  de  la  Gaceta 
Oficial  de  Italia,  en  la  que  se  publica  el  Real  Decreto  de  29  de 
Julio  próximo  pasado,  por  el  que  se  ordena,  en  Italia,    la   ejecu- 


[1]  Véase  esos  artículos  en  las  páarinas  10  7  11. 
121  - 


l2j  Esta  declaración  ftté  comunicada  al  Ministcrío  de  Justicia  para  qtie 
la  hiciera  conocer  6  los  Tribunales  de  la  Repáblica. 


f 
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ción,  plena  y  entera,  del  protocolo  de  8  de  Mayo  de  1878,  que  po- 
ne temporariamente  en  vigor  los  artículos  14  y  15  de  la  Con- 
vención Consular  de  3  de  Mayo  de  1863, 

Acepte  V.  E.,  señor  Ministro,  las  protestas  de  mi  más  alta  con- 
sideración. 

G.  B.  Viviani. 

Al  Excmo.  Señor  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de   Relaciones  Ex- 
teriores. 


UMBERTO   I 


POR  LA  (SRACIA  DE   DIOS  Y  T,A    VOLUNTAD  DE  liA  NACIOIÍ,  REY 

DE  ITALIA 

Visto  el  artículo  5  de  la  Constitución  fundamental  del  Reyno. 
Oido  el  Consejo  de  Ministros,  encargado  del  Ministerio  de  Ne- 
gocios Extranjeros; 

Hemos  decretado  y  decretamos  lo  siguiente: 

Artículo  único. — Daráse  plena  y  completa  ejecución  á  la  de 
claración  firmada  en  Lima,  el  8  de  Mayo  de  1878,  por  la 
cual  se  declara  temporariamente  en  vigor  los  artículos  14  y  15 
de  la  fenecida  Convención  Consular  entre  Italia  y  el  Perú,  ajus- 
tada en  Turín  el  3  de  Mayo  de  1863.  (1) 

Ordenamos  que  el  presente  decreto,  sellado  con  el  sello  del 
Estado,  se  inserte*  en  la  Colección  Oficial  de  leyes  y  decretos  del 
Reyno  de  Italia,  mandando  á  quien  competa  observarlo  y  hacer- 
lo c  bservar. 

Dado  en  Turín  á  29  de  Julio  de  1878. 

UMBERTO. 

B.  Cairoli. 


(1)  Véease  la  página  311. 
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Minitteño  de  Relacione»  Exteriore$. 

s 

Lima,  Octubre  14  de  1878. 

Al  acusar  á  US.  Tecibo  de  su  apreciable  coinuntcación  de  12 
del  presente,  me  es  grato  decirle  que  he  mandado  se  publique  en 
el  periódico  oficial,  del  que  tengo  la  honra  de^  remitir  un  ejem- 
plar, el  Real  Decreto,  expedido  por  S.  M.  el  Rey  de  Italia  Hum- 
beito  I.,  ordenando,  en  Italia,  la  ejecución  plena  del  protocolo 
de  8  de  Mayo  último,  que  pone  temporalmente  en  ejecución  los 
artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consular  celebrada  en  3  de 
Mayo  de  1863. 

,  Sírvase  US.  H.  aceptar  las  protestas  de  mi    mayor  considera- 
oión  y  respeto. 

Manuel  Irígoy^n. 

H.  Señor  Juan  B.  Biviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


"S. 


I/ima,  Noviembre  14  de  1878. 

Exorno.  Señor: 

El  Congreso,  en  ejercicio  de  la  atribución  16',  artículo  59  de 
la  Constitución,  ha  aprobado  el  Protocolo  firmado  por  el  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  y  el  Encargado  de 
Negocios  de  Italia,  en  8  de  Mayo  del  presente  año,  por  el  cual  se 
declaran  en  vigor  los  artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consu- 
lar, celebrada  entre  el  Perú  y  ese  Reyno,  en  3  de  Mayo  de  1863. 

Lo  comunicamos  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  demás  fi- 
nes. (1) 

Dios  guarde  V.  E. 
M.  Pardo,  Presidente  del  Congreso — Federico  Luna,  Secretario" 


[1]  Véase  ese  Protocolo  em  la  página  311. 
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del  Congreso — Manuel  María  del    Valle,  Secretario  dol  Congreso. 
Al  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República. 


Lima,  Noviembre  26  de  1878. 

Cúmplase,  comuniqúese,  regístrese  y  publíquese. 
Rúbrica  de  S.  E. — Irigoyen. 


ACUERDO  DB  LA  CORTB  SUPERIOR  DE  lAUK  SOBRE  EL  CUMPLIMrFN- 
TO  DEL  PRO'^OfJOLO  DE  8  MAYO  DE  1878,-  -RESOLUCIÓN  D?L  GO- 
BIERNO DEL  PERÚ . —  1 878. 

Corle  Superior  de  Justicia, 

Lima,  Mayo  28  d§  1878. 

— ■  » 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

S.  M. 

Este  Superior  Tribunal,  á  quien  presenté  el  estimable  oficio 
de  US.,  de  11  del  corriente,  en  que  se  sirve  trascribirme  el  que  le 
ha  pasado  el  peñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  acompa- 
ñándole copia  del  protocolo  que  había  firmado  con  el  señor  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia,  declarando  vigentes  los  artículo» 
XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  186S, 
ha  acordado  diga  á  US.,  en  contestación,  como  tengo  el  honor  de 
verificarlo,  que  dispondrá  el  cumplimiento  de  los  citados  artícu- 
los, tan  luego  que  el  Congreso  les  baya  otorgado  su  aprQbación. 

Dios  guarde  á  US. 

Mariano  Julio  Corzo^ 
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▲CUEBDO   DE  LA  CORTE  SUPERIOR  DE  LIMA. 

Manuel  Ezequiel  Chaves,  Abogado  de  los  Tribunales  del  Perú 
y  Secretario  de  Cámara  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  del  Dis- 
trito Judicial  de  Lima. 

Certifico:  que  en  el  libro  de  «Acuerdos»  de  este  Superior  Tri- 
bunal, y  á  fojas  quinientas,  se  encuentra  una  acta,  cuyo  tenor  lite- 
ral es  el  siguiente: 

«En  Lima,  Capital  de  la  República  Peruana,  á  loí  veinticinco 
días  del  mes  de  Mayo  del  año  del  Señor  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  ocho — Reunidos,  en  sala  plena,  los  señores  vocales  y  fis- 
cal, que  al  margen  se  designan,  bajo  la  presidencia  del  señor 
doctor  don  Mariano  J.  Corzo  se  dio  cuenta  de  un  oficio  del  señor 
Ministro  de  Justicia,  su  fecha  once  del  corriente,  én  que  trascribe 
el  que  le  ha  pasado  el  peñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
acompañándole  copia  del  protocolo  celebrado  con  el  señor  Encar- 
gado de  Negocios  de  Italia,  declarando  vigentes  los  artículos  XIV 
y  XV  de  la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  1863;  y  se  acor- 
dó contestar  que  el  Tribunal  dispondría  pu  cumplimiento  tan 
luego  que  el  Congreso  le  prestase  su  aprobación. — Con  lo  que 
concluyó  el  acto,  que  firmó  su  señoría  el  Presidente  y  los  seño- 
res Pérez,  Santistevan,  ChaCaltana,  Alvaiez,  Dorado,  Figueredo, 
Galindo,  Sanz,  Rospigliosi,  Guzmán  (Fiscal) — De  que  certifico — 
Chavez,  Secretario.» 

Es  copia  fiel  de  su  original  á  que  me  remito  en  caso  necesa- 
rio. (1) 

M.  Ezequiel  Chavez, 


Ministerio  de  Jriaticiaf  &. 

Lima,  Mayo  29  de  1878. 

Pásese  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  que 
por  ese  Despacho  se  sirva  acordar  lo  conveniente,  y  avísese  en 
contestación. 

Morales. 


(1)  La  Corte  de  La  Libertad  Contestó  en  el  mismo  sentido  que  la  de  Lima. 
Los  demás  Tribunales  guardaron  silencio  sobre  la  decisión  del  Gobierno. 
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Minitíei-io  de  Relaciones  Exteriores, 


lÁma^  Mayo  31  de  1878. 
Vista  al  señor  Fiseal  de  la  Excma.  Corte  Suprema. 

Ro9piglio9u 


Exeixio.  Señor: 

Comunicada  á  los  Tpibunales  de  la  República  la  suprema  reso- 
lución de  8  de  Mayo  último,  por  la  cual  aprobó  V.  E.  la  Conven- 
ción celebrada  entre  nuestro  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y 
la  Legación  del  Reyno  de  Italia,  para  que  conserven  su  vigencia 
los  artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular,  ya  desahu- 
ciada, de  3  de  Mayo  de  1863,  mientras  se  ajusta  un  pacto  de  la 
misma  naturaleza,  el  señor  Presidente  de  la  Ilustrísima  Corte 
Superior  de  Justicia  de  este  Distrito  Judicial  ha  contestado,  pre- 
vio acuerdo  del  Tribunal,  que  dispondrá  el  cumplimiento  de  los 
citados  artículos,  tan  luego  que  el  Congreso  haya  otorgado  su 
aprobación.  ' 

La  Ilustrisima  Corte  ha  podido  evitar  el  acuerdo  á  que  se  re- 
fiere la  nota  de  su  Presidente,  en  que  lo  comunica  á  V.  E.,  sin 
faltar  á  los  deberes  que  la  magistratura  le  impone,  y  sin  antici- 
par su  juicio  en  las  causas  en  que  se  trate  de  la  aplicación  de  los 
mencionados  artículos,  desde  que  sus  airibudones  judiciales  solo 
pueden  ejereHarse  aplicondo  las  leyes  y  las  resoluciones  del  Oobiei'- 
no  relacioiuidas  con  ellas,  en  la  causa  de  que  conoce,  en  cuya  sus- 
tanciaoión  y  terminación  debe  juzgar  si  la  ley  ó  decreto,  cuya 
Implicación  se  le  pide  ó  se  juzga  oportuna,  tiene  los  caracteres  que 
los  hagan  obligatorios.  Fuera  de  los  juicios  que  la  Constitución 
y  las  leyes  someten  á  su  conocimiento,  no  tiene  la  Ilustrísima 
Corte  la  atribución  de  representar  al  Legislador  ni  al  Gobierno, 
que  no  aplicará  las  leyes  ó  decretos,  si,  á  su  juicio,  son  inconstitu- 
cionales; porque  pudiera  ser  que  este  juicio  fuera  equivocado  y 
contrario  al  de  los  otros  Tribunales  ó  Juzgados  de  la  República. 
La  observación  respecto  de  las  leyes  ó  decretos  supremos  paia 
suspender  su  cumplimiento  por  considerarse  inconstitucionales, 
no  corresponde,  según  la  misma  Constitución,  sino  al  Gobierno, 
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respecto  del  Poder  Liegislativo,  de  una  manera  limitada,  hasta  la 
insistencia  de  éste;  y  respecto  de  los  decretos,    resoluciones  ó  me- 
didas del  Gobierno,  las  representaciones  competían  á  la  Comisión 
Permanente  del  Cuerpo  Legislativo,  aun  no  reemplázala.    Y  si 
esas  representaciones   no  pueden  dejar  de  ser  necesarias,  «n  los 
casos  á  que  se  refería  el  artículo  107  de  la  Constitución,  ellas  no 
deberían  ser  hechas  cuando  se  relacionasen  con  la  administra- 
ción de  justicia,  sino  por  la  Excma.  Corte  Suprema,  co.nj)  la  ei^ 
tidad  mas  genuina  y  elevada  del  Poder  Judicial,  cuya  jurisdic- 
aión  se  extiende  á  todos  loer  Tribunales  y  Juzgados  de  la  Repú- 
blica. Las  representaciones  oñciales  contra  los  actos  gubernativos 
aunque  tengan  relación  con'í^quel  poder,   no  podrían  ser  confor- 
mes con  nuestro  sistema  de  Gobierno,  si  se  reconociera  esta  facul- 
tad en  cualquier  Juez  6  Tribunal,   fuera  de  lín  juicio,   y  menos 
pueden  producir  el  efecto  de  que  se  suspendan  ó  se   den  por  no 
dictados  el  decreto  6  resolución  observados.    No  tiene,   pues,  la 
Ilustrísima  Corte  la  atribución  de  representar  al  Gobierno,  oficial- 
mente, sobre  la  jiaconstitucionalidad  de  la  resolución  mencionada^ 
en  el  sentido  de  que  la  representación  pro  luzca  la  susp.nisi.Hi  le 
aquella.  Si  a  su  juicio   fuera   inconstitucional   ó  contraria  á  las 
leyes,  no  la  aplicará  en  los  casos  íjue  ocurran;  y  concretan  lose  á 
ellos,  en  los  cuales  queda  álos  litigantes  el  recurso  de  nulidad,  en 
el  que  la  Excma.  Corte   declararía  lo  que  ella  considerase  justo 
sobre  ese  juicio.    Comunicada  la  misma   resolución  á  la    Excma. 
Corte  Suprema,  se  ha  limitado  á  mandarla  archivar.    Sin  embor- 
igo  de  ser  llamada  á  representar  al  Gobierno  en  cualquier  sentido, 
ha  reservado  su  juicio  de  juez  para  aplicarla  6  nó  cuando   llegue 
el  ceso  de  poner  en  ejercicio  su   ministerio.    Si  esa  resolución  es 
inconstitucional,  ó  no  ha  sido  expedida  conforme  á  las  atribucio- 
nes del  Ejecutivo,  como  parece  haberlo   entendido  la  Ilustrísima 
Corte,  quedaba  el  recurso  de  no  aplicarla,   cuando  se  tratase  de 
ella;  quedaba,  además,  el  de  acusar  ante  el  Congreso  si  se  ctmsi- 
dera  como  infractoria  de  la  Constitución. 

Pero  esa  resolución  no  la  quebranta.  Ella  no  importa  otra  co- 
sa que  la  declaración  del  modus  vivendi  hasUi  que  se  celebre  una 
nueva  Convención  Consular  con  el  Reyno  de  Italia,  de  que  estAn 
ocupados  sus  Representantes  y  el  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res de  la  República.  Desahuciada  la  anterior  Convención,  si  ee 
verdad  que  la  República  quedó  desligada  de  los  pactos  que  ella 
contuvo,  no  por  eso  dejó  de  estar  sujeta  á  los  princ¡[)ios,  obligra- 
ciones  y  doctrinas  que  la  costumbre,  independientemente  de  los 
Tratados  y  Convenciones,  han  consagrado  y  son  considerados  co- 
mo positivos  preceptos  del  derecho  consuetudinario,  que  son  obli- 
gatorios, sin  necesidad  de  pactos  ó  convenios  escritos. 
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Calvo,  reproduciendo  la  doctrina  de  notables  tratadistas,  esta-^ 
blece,  en  su  obra  de  Derecho  Internacional  teórico  y  práctico,  que 
son  atribuciones  inherentes  al  cargo  de  los  Cónsules,  entre  otras^ 
la  de  [>roceder  al  inventario  de  los  bienes  dejados  por  sus  nacio- 
nales que  mueren  en  el  lugar  donde  desempeñan  sus  funciones, 
administrar  y  liquidar  la  sucesión  conforme  á  las  capitulaciones 
internacionales,  ó  del  modo  determinado  por  las  leyes  territoria- 
les. Pero  sin  ocurrir  á  los  principios  y  reglas  que  el  uso  ha  san- 
cionado, bastará  examinar  nuestra  Legislación  y  nuestros  usos  en 
esta  materia,  para  persuadirse  que  sin  necesidad  de  la  Convención 
provisional,  el  pacto  que  contiene  no  importa  otra  cosa  que  faci- 
litar la  práctica  de  nuestro  derecho  civil  y  de  las  atribuciones 
quo  el  Gobierno  de  la  República  ha  conferido  á  sus  Cónsules,  so- 
bre la  base  de  que  ellas  no  están  en  oposición  con  el  derecho  con- 
suetudinario de  las  otras  naciones,  con  cuya  reciprocidad  se  cuen- 
ta; por  consiguiente  ni  con  nuestra  legislación  civil  y  menos  con 
la  soberanía  y  la  jurisdicción  nacional. 

El  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  dispone,  que 
cuando  un  extranjero  muera  intestado,  sin  tener  parientes  en  la 
República,  mandará  el  Juez  que  se  depositen  los  bienes  bajo  de 
inventario  y  tasación  en  el  tesoro  público;  que  se  anuncie  por  lo» 
periódicos,  y  que  se  haga  saber  al  diplomático  ó  consular  Je  la 
nación  á  que  pertenecía  el  finado,  para  que,  por  su  conducto,  8« 
avise  á  sus  herederos,  á  fin  de  que  ocurran  á  usar  de  sus  dere- 
chos. 

Los  artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención,  lejos  de  quebran- 
tar el  espíritu  y  objeto  de  este  aiiículo,  no  contienen  sino  dispo- 
siciones administrativas  para  hacer  mas  expedito  su  cumplimien- 
to, alejando  todo  motivo  en  que  pudieran  fundarse  ulteriores  re- 
clamaciones y  litigios,  ya  contra  los  procedimientos  que  son  in- 
dispensables para  inventariar,  tasar  y  asegurar  los  bienes  de  un 
intestado  sin  personero  que  represente  á  sus  herederos,  ya  contra 
los  depositarios  ó  administradores  de  esos  bienes,  por  descuido  ú 
otras  causas.  üiÁ  inventario,  tasación  y  depósito,  necesarios  según 
dicho  artículo,  suponen  la  intervención  de  un  personero  que  se 
presente  á  los  herederos,  y  la  Convención  llena  esta  exigencia  con 
el  Cónsul,  para  solo  el  efecto  de  asegurar  y  liquidar  los  bienes,  su- 
jetando estos  al  conociminto  y  jurisdicción  del  Juez  y  sin  que  el 
Cónsul  pueda  ejercer  acto  alguno  jurisdiccional.  Como  la  ley  s* 
ha  piopuésto  la  seguridad  de  los  bienes,  para  que  no  sufran  los 
derechos  de  los  herederos  ausentes,  nada  importa  que  el  inventa- 
rio y  tasación  se  practique  por  ante  solo  el  Juez  del  lugar,  ó  por 
ante  él  con  intervención  del  Cónsul,  como  personero  del  ausente. 
Una  vez  entregados  á  este  funcionario,   sólo  él  es  responsable  d% 
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su  administración  y  liquidación  cuando  no  hay  ínloresadoa  na* 
cionales.  Si  hay  esos  interesados,  sus  atribucioues  solo  son  las  de 
un  depositario  sujeto  á  la  jurisdicción  del  Juez.  Si  no  los  hay, 
los  herederos  se  entenderán  con  su  Cónsul  en  todo  lo  que  tenga 
relación  con  los  bienes  que  él  ha  recibido  para  custodiarlos. 

Bajo  el  aspecto  de  hacer  eñcaz  y  de  pronto  cumplimiento  el 
espíritu  y  objeto  del  citado  artículo,  no  puede  neg\rse  la  conve- 
niencia de  la  Convención,  ni  la  atribución  que  tiene  el  Gobierno 
de  dictar  reglamentos,  órdenes  y  disposiciones  para  el  mejor  cum- 
plimiento de  las  leyes. 

El  vacío  que  contiene  aquel  artículo  respecto  de  la  provisión 
de  un  personero  especial  que,  por  razón  de  oficio.,  represente  al 
ausente  en  casos  de  urgente  práctica,  como  son  los  de  inventa- 
rios, asegurar  y  liquidar  los  bienes  en  que  los  nar  ionales  no  tie- 
nen interés,  necesidad  á  que  se  ha  atendido  en  todos  los  pafses 
civilizados,  sea  por  tratados  ó  por  la  costumbre,  era  una  necesi- 
dad que  no  desapareció  con  el  desahucio  de  la  .Convención;  y  no 
puede  dejar  de  ser  constitucional  y  legal  seguirla,  por  la  misma 
razón  de  que  había  sido  antes  f  tendida  con  la  sanción  del  Con- 
greso. Si  con  esa  satisfacción  no  se  ataca  ó  menoscaba  la  sobe  ra- 
uía  y  jurisdicción  nacional,  así  por  el  contrario  se  facilita  y  hace 
eficaz  el  cumplimiento  del  citado  artículo  del  Código  de  Enjui- 
ciamientos; 8Í  la  reciprocidad  en  favor  de  nuestros  nacionales  es 
tin  verdadero  beneficio  que  se  habría  obtenido  mas  solemnemen- 
te por  medio  de  la  Convención,  en  el  caso  de  que  no  fuera  cierto 
que  los  artículos  declarados  vigentes  no  fueran  sino  la  mera  de- 
claración de  las  reglas  que  á  este  respecto  observan  las  naciones 
cultas;  no  podría  hacerse  un  cargo  al  Gobierno  por  haber  man- 
dado cumplirlas,  mediante  una  Convención,  y  no  por  medio  de 
un  decreto,  cuya  expedición  estaba  en  sus  atribuciones,  desde  que 
habría  tenido  por  objeto  el  mejor  cumplimiento  de  la  ley  y  la 
práctica  de  una  costumbre  reconocida  por  él. 

No  ha  procedido,  pues,  el  Gobierno  inconistitucionalmente  al 
aprobar  la  Convención  provisional  de  la  cual  no  puede  dejar  de 
dar  cuenta  al  Congreso.  El  inciso  11  del  artículo  94  de  la  Cons- 
titución le  encarga  la  dirección  de  las  negociaciones  diplomáticas 
y  la  celebración  de  tratados,  poniendo  en  ellos  la  condición  ex- 
presa de  que  sean  sometidos  al  Congreso  para  ios  efectos  de  la 
atribución  16,  artículo  69.  Verdad  es  que  conforme  á  este  artícu- 
lo, el  Congreso  debe  aprobar  ó  desaprobar  íos  tratados  de  piu, 
concordatos  y  demás  convenciones  con  los  gobiernos  extranjeros; 
pero  al  imponer  la  condición  referida,  en  el  artículo  94,  á  sólo 
los  tratados,  no  se  reservó  al  Congreso  respecto  de  las  Convencio- 
nes, sino  la  facultad  de  aprobarlas  ó  desaprobarlas,  como  aprueba 
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ó  desaprueba  los  decretos  ú  ordenes  del  Gobierno  que  pueden  ex- 
pedirse sin  esa  misma  condición.  No  dice  la  Constitución  que  no 
se  cumplan  las  Convenciones  mientras  no  sean  aprobadas;  y  el 
Gobierno  está  en  posesión  de  celebrarlas  y  cumplirlas  sin  esperar 
la  aprobación  del  Congreso,  cuando  es  evidente  la  necesidad  de 
ajustarías,  ó  cuando  tienen  por  objeto  la  reulización  de  garantías 
6  beneficios  para  el  Estado,  ó  el  carácter  meramente  reglamenta- 
rio para  satisfacer  necesidades  urgentes,  ó  fortalecer  las  relacio- 
nes, obligaciones  ó  derechos  contraídos  por  tratados  preexL^ften- 
tes.  En  negociados  de  mas  trascendencia,  y  con  el  carácter  de 
perpetuos  6  de  duración  indeterminada,  ha  pactado  el  Gobierno 
con  otros  Estados,  y  sus  Convenciones  han  quedado  firmes  y  se 
cumplen  sin  que  hubiese  antecedido  la  aprobación  del  Congreso, 
y  no  será  inoportuno  recordar,  á  este  respecto,  algunos  hechos. 

Por  Convención  celebrada  el  7  de  Julio  de  1857,  se  prestó  á  la 
República  de  Costa  Rica  S.  100,000,  que  so  entregaron  sin  previa 
aprobación  del  Congreso,  que  no  desaprobó  este  acto  del  Go- 
bierno. 

Por  supremo  decreto  de  10  de  Julio  de  1861,  y  sin  aprobación 
del  Congreso,  se  adhirió  el  Cíobierno  del  Perú  á  la  Convención 
celebrada  entre  Hanover  y  otros  Estados,  para  rescatar  el  peaje 
del  Elba;  y  por  resolución  de  20  de  Abril  de  18G3,  ordenó  á  la 
casa  consignataria  del  guano  de  la  Gran  Bretaña,  el  pago  de  la 
cuota  que  correspondía  á  la  República. 

Por  resolución  suprema  de  20  de  Abril  de  1803,  se  aceptó,  por 
parte  del  Perú,  el  reglamento  marítimo  propuesto  por  la  Ingla- 
terra y  Francia. 

Por  decreto  de  17  de  Setiembre  de  lSr>8,  declaró  el  Gobierno 
libre  para  todas  las  ban<leras  la  navegación  del  Amazonas. 

Por  Convenio  diplomático  celebrado  en  18G3,  en  el  Janeiro,  en- 
tre el  Ministro  peruano  y  el  de  Relaciones  Exteriores  del  Impe- 
rio, se  concedió  la  navegación  del  Amazonas  á  los  buques  de 
guerra  de  ambos  Estados. 

Por  igual  acuerdo  di})loraátieo,  provisional,  firmado  por  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  del  Perú  y  el  Plenipotenciario 
del  Brasil,  el  29  de  Setiembre  de  1876,  se  concedió  la  navegi\ción 
del  Putumayo  á  19a. 

Por  protocolo  firmado  en  Lima  el  29  de  Setiembre  da  1875,  se 
declaró  libre  de  derechos  de  importación  por  los  puertos  perua- 
nos, los  materiales  destinados  á  las  vías  férreas,  carretelas,  puen- 
tes, <&,  de  la  República  de  Bolivia. 

Por  igual  protocolo  de  2  de  Abril  del  presente  año,  celebrado 
entre  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú  y  el  Plenipo- 
tenciario de  Bolivia,  se  fijó  el  20  de  aquel  mes  como  término  del 
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Tratado  del  comercio  y  aduanas  de  23  de  Julio  de  1270,  sin  em- 
bargo de  que  oficialmente  se  había  fijado  antes  el  5  del  misma 
mes. 

El  Tratado  de  comercio  y  aduanas,  celebrado  entre  el  Perú  y 
Solivia  el  5  de  Setiembre  de  1864,  ratificado  por  el  Perú  el  23  de 
Noviembre  del  mismo  año,  y  canjeado  el  21  de  Enero  de  1865, 
debía  durar  veinte  meses  después  de  la  fecha  del  desahucio.  He- 
cha  esta  por  la  Legación  del  Perú  en  Bolivia,  el  10  de  Febrero 
de  1870,  dio  lugar  al  cambio  de  varias  comunicaciones  relativa- 
mente á  la  fetha  del  término.  Se  convino,  en  íin,  en  conferencia 
de  22  de  Marzo  de  1870  en  Lima,  en  que  el  Tratado  continuara 
efa  vigor  hasta  el  31  de  Diciembre  del  mismo  año.  El  15  de  Di- 
ciembre se  celebró  una  nueva  conferencia  y  se  acordó  que  el  Tra- 
tado quedaría  vigente  hasta  el  canje  de  las  ratificaciones  del  mis- 
me  Tratado  ó  hasta  nuevo  acuerdo. 

Estos  y  otros  negociados  diplomáticos  se  han  cumplido  sin  1& 
previa  aprobación  del  Congreso,  aunque  algunos  hayan  tenido  el 
carácter  de  perpetuos  ó  de  indeterminada  duración;  porque  ha 
sido  evidente  la  necesidad  ó  urgencia  de  realizarlos,  y  el  Congre- 
so, á  quien  se  le  ha  dado  cuenta,  en  las  respectivas  Memorias,  no 
los  ha  declarado  inconstitucionales. 

El  Reglamento  Consular  de  la  República,  que  reformó  el  de 
1863,  dá  á  nuestros  Cónsules  la  misma  representación  que  en  los 
artículos  de  la  Convención,  declarados  vigentes,  se  reconoce  en 
los  Cónsules  italianos  para  los  casos  á  que  esa  misma  Convención 
y  el  reglamento  se  refieran.  El  artículo  245  de  éste  establece  que 
en  el  caso  de  derechos  hereditarios  de  un  peruano  ausente,  si  estu- 
viesen también  ausentes  los  ejecutores  testamentarios,  correspon- 
de á  los  Cónsules  representar  al  heredero,  procurando  por  todos 
los  medios  la  seguridad  de  los  bienes  hereditarios,  á  cuyo  fin  cui- 
darán de  que  se  confíe  su  manejo  y  administración  á  personas  de 
toda  confianza.  La  administración  y  liquidación  de  la  herencia 
íl  la  venta  de  los  bienes  hereditarios,  si  hubiese  lugar  á  ella,  se 
hará  con  su  intervención. 

El  artículo  248  prescribe  que  siempre  que  en  el  distrito  en  qua 
funciona  un  Cónsul  acaeciese  el  fallecimiento  ab-intestato  de  un 
peruano,  sin  que  haya  en  el  lugar  herederos  conocidos  ó  algún 
otro  representante  legal  del  intestado,  es  obligación  del  Cónsul 
practicar,  sin  demora,  todos  los  actos  relativos  á  los  funerales  del 
difunto  y  á  la  conservación  y  seguridad  de  los  bienes,  en  favor 
de  los  que  tengan  interés  en  la  sucesión,  usando  de  la  extensión, 
de  facultades  que  le  corresponden  por  Tratados  y  Convenciones^ 
por  las  leyes  ó  prácticas  lócalos,  y  por  las  leyes  peruanas. 

Según  el  artículo  249,  los  Cónsules  procederán,    respecto  de  la 
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posesión  y  administración  de  los  bienes  del  intestado,  á  llenar  las 
atribuciones  y  deberes  que  se  determinan  en  los  siguientes  artí- 
culos, siempre  que  la  República  haya  estipulado  en  favor  de  sus 
Cónsules  tales  atribuciones  en  als^ún  Tratado  vigente  concluido 
con  el  Gobierno  de  la  Nación  en  que  reside,  ó  que,  en  dijecio  de 
eslipulicióu  expresa,  las  ley.  s  del  país  ó  las  prácticas  en  él  reci- 
bidas no  establezcan  otra  cosa. 

Una  vez  declaradas  las  atribuciones  que  nuestros  Cónsules  de- 
ben desempeñar,  como  inherentes  á  su  cargo,  ya  sea  que  existan 
Tratados  ó  Convenciones,  &  este  respecto,  ya  sea  cuando  las  leyes 
del  país  ó  las  prácticas  en  él  recibidas  no  establezcan  otra  cosa, 
es  evidente  que  sin  necesidad  de  una  estipulación  ad  hor,  no  po- 
día negarse  á  un  Gobierno  extranjero  el  reconocimiento  de  igua- 
les atribuciones  que  las  concedidas  á  un  Cónsul  peruano  no  tu- 
viese embarazo  para  desempeñarlas  en  el  país  á  que  pertenece  el 
Cónsul.  —Si  la  Legación  de  Italia,  sin  sujetarse  á  la  forma  de  una 
Convencitin  diplomática,  hubiese  solicitado  que  se  permitiese  á  sus 
Cónsules  el  ejercicio  dé  las  atribuciones  que  el  Reglamento  de  la 
República  concede  á  los  suyos,  fundando  su  solicitud  en  el  tenor 
de  los  artículos. trascritos,  ó  en  la  práctica  que,  cuando  menos  con 
respecto  á  los  Cónsules  italianos,  se  había  observado  en  la  Repú- 
blica y  en  la  que  se  observa  en  aquel  Reyno,  respecto  á  los  Cón- 
sules extranjero?,  en  cuya  virtud  los  Cónsules  peruanos  pueden 
ejercitar  sus  funciones  sin  necesidad  de  una  Convención  expresa, 
el  Gobierno  habría  accedido  á  esta  soligitud  por  medio  de  una 
mera  declaración,  en  forma  de  resolución  ó  decreto,  sin  que  se  le 
pudiese  afrontar  una  infracción  constituci  «nal,  pues  no  habría 
hecho  otra  cosa  que  ejecutar  sus  propias  disposiciones,  fundadas, 
no  en  Tratados  ó  en  Convenciones  existentes,  sino  en  principios 
y  doctrinas  del  derecho  consuetudinario  admitidos  y  reconocidos 
por  él. 

En  rigor  jurídico  y  diplomático  no  habrá,  pues,  necesidad  de 
una  Convención  que  los  Cónsules  italianos  desempeñen  en  el  Pe- 
TÚ  las  atr'buciones  que  los  Cónsules  de  la  República  puedan  ejer- 
cer en  Italia,  sujetándose  á  su  reglamento  y  ala  práctica  de  aquel 
Reyno. — La  forma  no  es  la  esencia  de  líi^  cosas  ó  derechos,  me- 
nos cuando  prescindiendo  de  ella,  pueden  ser  reclamadas  y  obte- 
nidas las  unas  y  ejercitarse  los  otros. 

La  observación  propuesta  por  el  Tribunal,  considerada  en  abs 
tracto,  puede  ser  sostenible  en  una  tesis  abstracta.  La  Constitu- 
ción exige  laa[>robación  legislativa  de  los  Tratados,  Concordatos 
y  Convenciones  que  celebre  el  Ejecutivo  con  los  Gobiernos  extran- 
jeros; luego  no  debe  ser  obedecida  la  que  se  ha  celebrado  hasta 
que  se  obtenga  su  aprobación.    Nada  habría  que  replicar  á  esta 
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ob=5ervdc¡óii,  sobre  la  base  de  que  guaríase  una  completa  unifor- 
midad con  los  incisos  11  del  artículo  94  y  16  del  59  de  la  Consti- 
tución. 

Pero  si  lo  que  la  Convención  tiene  por  objeto  es  el  reconoci- 
miento de  derechos  exigibles,  y  franqueado  por  1  is  leyes  6  los 
usos  de  la  República;  si  para  ellas  es  obligatoria  la  concesión,  no 
solo  por  esta  razón,  sino  por  que  es^á  perfectamente  obligada  á 
concederlo  á  cualquiera  nación  en  donde  sus  Cónsules  puedan 
ejercitarlas;  si  en  estos  casos  nada  de  nuevo  habría  que  someter  á 
la  aprobación  del  Congreso,  por  que  la  concesión  no  importaría 
mas  que  pl  curaplrmiento  del  Reglamento  que  rige  en  el  Perú,  y  que 
declara  implícitamente  que  reconocería  en  los  Cónsules  extranje- 
ros los  mismos  derechos  determinados  con  que  ha  investido  á  sus 
Cónsules  cuando  estos  no  tengan  inconveniente  para  ejercitarlos  en 
el  lugar  de  su  residencia,  entonces  lo  abstracto  del  punto  que  se 
discute  no  debe  ya  ocupar  el  lugar  de  la  realidad  de  los  hechos 
que  ha  debido  tenerse  presente,  así  cora  )  la  facultad  del  Gobierno 
para  convenir  con  la  Legación  de  Italia  en  que  sus  Cóii^ules  de- 
sempeñarán las  funciones  enumeradas  en  la  Convención,  mientras 
se  celebra  otra;  porqui  esas  funciones  son  inherentes  á  sus  pro- 
pios Cónsules,  y  era  oportuna,  sin  ser  necesaria,  esta  declaración 
una  vez  solicitada  por  ht^Legación,  sin  poder  ser  denegada,  sea 
cual  fuere  la  forma  en  que  la  reclamase  desde  que,  como  se  ha 
dicho,  la  prescribe  nuestro  Reglamento,  en  cuyo  caso  desaparece 
tola  abstracción,  así  como  la  necesidad  de  aguardar  la  aproba- 
ción del  Congreso  para  que  se  cumpla  una  disposición  que  en 
'nada  se  opone  a  la  jurilsdicción  y  soberanía  nacional  y  que,  por 
el  contrario,  tiene  por  objeto  sostener  y  hacer  respetar  estas  ga- 
rantías en  sus  relaciones  con  otros  Estados  y  con  benéfica  reci- 
procidad en  favor  de  los  peruanos. 

Por  lo  expuesto,  cree  el  Fiscal  que  V.  E.  puede  servirse  decla- 
rar— que  en  las  atribuciones  de  la  Ilustrísima  Corte  no  esta  la  de 
hacer  observaciones  á  la  citada  suprema  resolución  fuera  de  los 
juicios  que  está  llamada  á  conocer. 

Lima,  Junio  23  de  1878. 

ha-Hosa. 
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Zima,  Julio  18  de  1878. 

Visto  este  expediente,  y  de  conformidad  con  el  dictamen  fiscal 
que  precede,  se  declara  que  no  está  en  las  atribuciones  de  laCk)r- 
te  Superior  de  este  Departamento  la  facultad  de  hacer  observa- 
ciones á  la  suprema  resolución  de  8  de  Mayo  último,  aprobatoria 
del  protocolo  celebrado  entre  el  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res del  Perú  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  declarando 
vigente,  de  una  manera  provisional,  los  artículos  XIV  y  XV  de 
la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  1863.  (1) 

Comuniqúese,  con  copia  del  mencionado  dictamen  fiscal,  re- 
gístrese y  publíquese. 


Rúbrica  de  S.  R 


Irigoyeiu 


DICTAMEN   FISCAL  -  _    ^ 

Excmo.  Señor: 

El  señor  Presidente  de  la  Tltma.  Corte  Superior  de  Justicia, 
habría  excusado  toda  contestación  á  la  resolución  que  el  Gobier- 
no expidió,  declarando  que  en  las  facultades  del  Tribunal  Supe- 
rior no  estaba  la  de  hacer  observaciones  k  los  decretos  supremos, 
si  el  Fiscal  no  hubiese  establecido  doctrinas  trascendentales  y  for- 
mulado cargos  que,  ajuicio  del  Tribunal,  no  son  de  rigurosa 
•  exactitud.  Sin  esas  doctrinas  y  esos  cargos,  se  habría  conserva- 
do inalterable  la  justa  y  cumplida  deferencia  que  le  han  mere^ 
cido  siempre  Jos  actos  del  Supremo  Gobierno.  Sin  embargo,  esas 
doctrinas,  y  lo  que  el  señor  Presidente  califica  de  cargos,  no  se 
habrían  enunciado,  si  siempre  hubiese  sido  inalterable  la  deferen- 
cia del  Superior  Tribunal  cuando  se  le  comunicó  el  decreto  del 
Gobierno,  que  declaró  vigentes  los  artículos  XIV  y  XV  de  la 
Convención  Consular  con  el  Reyno  de  Italia. 

Porque  al  final  del  oficio  de  Síayo  se  dijo  que  se  comunicaba 
el  protxolo  á  la  Iltma.  Corto  para  los  efectos  consiguiente",  se 
vio  precisada,  según  su  digno  Presidente,  d  contestar  al  Gobierno 
que  cumpliría  con  lo  acordado  en  él,  cuando  fuera  aprobado  por 


(1)  Véase  las  pájnas  Sil  j  312. 
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«1  Congreso;  y  que  dio  esta  contestación,  porque  los  términos 
con  que  concluyó  el  oficio,  cualquiera  que  fuera  su  sentido,  que- 
daban satisfechos  con  ella.  Desgraciadamente,  el  Fiscal  no  vio 
en  esos  términos  el  alternativo  propósito  á  que  el  eeñpr  Presi- 
i3ente  los  sujeta.  No  pudo  creer,  y  ahora  mismo  no  cree,  que  el 
protocolo  hubiese  sido  trasmitido  al  Tribunal,  para  darle  simple- 
mente conocimiento  de  su  existencia;  y  si  tal  hubiese  sido  el 
concepto  de  la  Iltma.  Corte,  es  evidente  que  su  contestación  se 
habría  limitado  á  un  mero  acuse  de  recibo.  Ese  concepto,  pues, 
no  pudo  ser  otro  que  el  que  vio  el  Fiscal,  y  la  convicción  de  la 
Iltma.  Corte  aparece  tan  íntima  y  única  que  aseguró  que  cum- 
pliría la  Convención  cuando  fuese  aprobada  por  el  Congreso  ó,  lo 
que  es  igual,  que  no  la  cumpliría  hasta  entonces. 

Sobre  esta,  explícita  negativa  ,  se  pidió  dictamen  al  Fiscal,  y 
lo  emitió  con  la  sinceridad  y  franqueza  que  acostumbra,  opinan- 
do porque  la  Htma.  Corte  no  tonía  facultad  para  observar  las  re- 
soluciones ó  decretos  supremos,  con  el  fin  de  suspend-M*  su  ejecu- 
ción, y  adoptó  este  medio  por  tratar  de  tan  desagra'lable  inciden- 
te en  su  aspecto  menos  notable,  y  parque  bien  claro  so  vé  en  su 
dictamen  la  situación  en  que  se  encontró  entre  dos  i nr*on  venientes, 
délos  cuales  el  uno  podía  conducir  á  la  vacilación  del  eré  lito  del 
Gobierno  ante  el  de  la  nación  con  cuyo  representante  se  acordó 
el  protocolo  y  á  la  privación  de  los  medios  que  los  Estados  civi- 
lizados reconocen  en  los  Cónsules  de  ot  as  potencias  y  que  no 
pueden  negarse  en  el  Perú,  independientemente  de  toda  conven- 
ción, una  vez  que,  sin  ella,  se  le  concede  á  loí  nuestros;  y  el  otro, 
que  ofrecía  observaciones  más  ó  menos  fundadas,  qwe  el  Fiscal 
previo  que  se  aducirían  por  la  Iltma  Corte,  para  justificar  su  ne- 
gativa, y  se  anticipó  á  hacerse  cargo  de  ellas.  En  est.i  situación, 
se  decidió  por  lo  que  le  pareció  menos  expuesto  en  la  discusión 
á  la  dignidad  y  buen  crédito  del  Gobierno  en  sus  relaciones  in- 
ternacionales, á  las  mas  comunes  y  sanas  doctrinas  del  Derecho 
de  Gentes,  al  beneficio  de  nuestros  nacionales  y  a  la  eficacia,  en 
los  procedimientos  de  nuestros  juzgados  cuando  se  trata  de  bie- 
nes cuyos  interesados  no  son  peruanos  y  están  ausentes  de  la  re- 
pública, 

No  vio  el  Fiscal,  y  ahora  mismo  no  vé,  infracción  constitucio- 
nal en  el  hecho  de  mandar  cumplir  una  Convención  provisional, 
de  que  el  Gobierno  debía  dar  cuenta  al  Congreso,  en  que  se  con- 
cede derechos  que  pueden  exigirse  y  deben  declamarse,  sin  nece- 
sidad de  aquella  formalidad,  y  que  se  han  reconocido  y  recono- 
cen en  el  Perú  á  los  Onisules  de  los  Estados  con  quienes  culti- 
va relaciones  de  amistad. 

Acaba  de  morir  en  París  nuestro  compatriota  don  Felipe  Saa- 
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tiago  Gordillo,  y,  á  pesar  de  que  está  desahuciado  el  Tratado  de 
Amistad  y  Comercio  que  celebramos  con  la  Francia,  en  el  cual 
estaba  comprendida  la  declaración  fl^  aquellos  derechos,  nuestro 
Cónsul  en  París,  asociado  del  Juet  local,  ha  hecho  el  inventario 
y  depósito  de  los  bienes  de  Gordillo,  desempeñando  así,  sin  nece- 
sidad de  Convención,  las  mismas  atribuciones  que  se  reconoce  en 
la  celebrada  con  Italia.  Si  un  Cónsul  de  este  Reyno  hubiese  trata- 
do de  desempeñarlas  en  nuestro  territorio  antes  de  ajustar  el 
protocolo  provisional,  ni  el  Gobierno,  ni  los  tribunales  le  habrían 
negado,  con  razón,  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  nuestro 
Seglamento,  que  es  tan  obligatorio  como  una  ley  del  Estado,  con- 
cede á  nuestros  Cónsules,  para  que  las  ejerciten  en  otras  naciones 
que  sin  necesidad  de  Convención  se  les  reconoce. 

Además,  habiendo  el  Ejecutivo  aprobado  el  protocolo,  con  car- 
go de  dar  cuenta  al  Congreso,  procedimiento  autorizado  por  la 
costumbre  en  los  actos  del  Gobierno,  cuando  cree  practicarlos  por 
necesidad  ó  porque  lo  exige  el  bien  publico,  ningún  riesgo  había 
relativamente  á  la  responsabilidad  que  el  Presidente  asegura  ha- 
ber tenido  el  Tribunal;  porque  el  mismo  señor  Presidente  está 
persuadido  de  que  el  protccolo  obtendrá  la  sanción  legislativa,  y 
de  que  desaparecerá  si  no  la  obtiene. 

De  otro  laoo,  siendo  un  principio  generalmente  eslablecido  y 
observado  por  las  naciones  civilizadas,  el  reconocimiento  en  los 
Cónsules  de  las  facultades  á  que  se- refiere  el  protocolo,  y  que  se 
consideran  por  ellos  mismos  inherentes  á  este  cargo;  es  coiisi- 
guíente  que  el  Estado  donde  se  reconocen,  al  admitir  un  Cónsul, 
lo  admite  con  esas  facultades,  porque  está  seguro  de  la  recipro- 
cidad cuando  la  ley  de  la  Nación  que  manda  el  Cónsul  las  fran- 
quea,, como  sucede  en  el  Perú.  Así  se  ha  verificado  en  el  caso 
de  Gordillo,  y  así  se  verificará  en  nuestro  territorio,  si  en  él  se 
repitiese  el  caso  con  un  subdito  francés,  sin  que  liaya  necesidad 
de  una  Convención.  Entonces  ¿dónde  está  la  necesidad  de  cele- 
brarla y  de  que  sea  aprobada  por  el  Congreso,  cuando  no  se  tra- 
ta sino  de  cumplir  nuestra  propia  ley,  que  es  la  misma  que  la 
Francia  y  la  Italia  cumplen  con  el  Perú?  Por  esto  dijo  <1  Fiscal, 
que,  en  tesis  abstracta,  sería  sosteuible  una  discusión  sobre  este 
punto,  mirando  solo  nuestro  artículo  constitucional;  pero  que  los 
hechos  ya  establecidos,  la  naturaleza  y  materia  de  que  se  trata, 
la  hacían  innecesaria  á  este  respecto,  á  no  ser  que  se  quisiera  dis- 
cutir sobre  meras  formas. 

Cierto  es  que  el  Tribunal  no  ha  negado  al  Poder  Ejecutivo  su 
competencia  para  ajustar  Tratados  y  Convenciones,  ni  se  entreme- 
tió á  examinar  la  conveniencia  ó  inconveniencia  del  protocolo; 
pero  no  solo  negó  la  obediencia  á  la  suprema  resolución,  sino  que 
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no  la  comunicó  á  los  juzgados  de  primera  instancia;  y  esta  nega* 
tiva  no  puede  suponerse  sin  haber  discutido  sobre  la  competencia 
del  Ejecutivo  para  expedir  la'reaplución  de  Mayo,  y  sobre  la  con- 
veniencia ó  inconveniencia  del  protocolo,  pues  de  otro  modo  na 
se  hubiese  decidido  á  no  cumplirlo. 

Positivo  es  que,  según  el  Reglamento  de  Tribunales,  las  Cortea 
deben  reunirse  en  acuerdo  para  el  cumplimiento  de  las  ordene» 
que  el  Gobierno  y  la  Corte  Suprema  les  impartan  conforme  á  las 
leyes;  pero  de  esta  atribución  no  puede  deducirse  que,  cuando  una 
Corte  no  juzgue  constitucional  un  supremo  decreto  ó  resolución 
del  Ejecutivo,  no  sobre  un  caso  particular  y  determinado,  que 
solo  ella  debiera  cumplir,  sino  para  que  sirva  de  regla  en  toda  la 
República,  pueda  ser  no  cumplido.  Semejante  doctrina,  reforzada 
con  la  disposición  que  contiene  el  artículo  17  de  la  ley  de  17  de 
Enero  de  1857,  trae  por  tierra  la  autoridad  y  atribuciones  consti- 
tucionales del  Gobierno,  puesto  que  el  juicio  adverso  de  una  per* 
sona  ó  corporación,  fuera  bastante  para  impedir  el  cumplimiento 
de  los  decretos  ó  resoluciones  que  el  Ejecutivo  expida  con  el  ca- 
rácter de  generales.  La  autoridad,  en  este  caso,  se  trasladaría  al 
que  tiene  el  poder  de  suspenderlos. 

Y  ya  que  el  señor  Presidente  deduce  la  facultad  que  el  Gobier- 
no le  ha  negado  de  hacer  observaciones  que  tengan  por  objeto 
negar  el  cumplimiento  de  los  decretos  ó  resoluciones  supremas 
de  carácter  general,  necesario  sé  hace  ampliar  las  razones  que 
adujo  el  Fiscal  para  sostener  que  no  haj^  en  el  Superior  Tribunal 
aquella  facultad,  por  cuya  negativa  asegura  el  señor  Presidente 
que  se  ha  menoscabado  los  fueros  y  autoridad  de  la  Ilustrísima 
Corporación. 

El  inciso  18,  artículo  39  del  Reglamento,  que. ha  consultado  el 
señor  Presidente,  está  redactado  en  estos  términos:  «  las  Cortee  se 
«  reunirán  en  acuerdo  para  dar  cumplimiento  á  las  órdenes  que  el 
« Gobierno  y  la  Corte  Suprema  les  impartan  conforme  á  las 
« leyes.  » 

Ante  todo,  es  necesario  tener  presente  que  la  palabra  orden  en 
su  sentido  jurídico,  es  el  «mandato  de  una  autoridad  ó  de  otra  per- 
ir  sona  superior  que  debe  ser  obedecido,  oftscrvado  ó  ejecutado» 
(Diccionario).  Observar,  en  la  acepción  favorable  al  propósito  del 
señor  Presidente,  es  hacer  observaciones,  objeciones  ó  reparos,  y 
también  guardar  y  cumplir  religiosamente  lo  que  se  manda.  Con- 
cediendo, pues,  todo  lo  que  al  señor  Presidente  desea,  y  aún  redu- 
ciendo el  sentido  de  aquel  artículo  á  solo  el  primer  significado  de 
la  palabra  observar,  convenido  es  que,  según  él,  las  Cortes  pue- 
den observar  las  órdenes  que  el  Gobierno  y  la  Corte  Suprema  les 
impartan  conforme  á  las  leyes.  Pero  ¿se  trata  acaso  de  una  orden 
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« 

que  el  Gobierno  hubiera  impartido  á  la  Ilustrísima  Corte? — Lo 
que  se  le  comunicó  fué  un  decreto  supremo,  euando  menos  una 
resolución  ie  carácter  general,  sobre  lo  cual  no  cabe  observa- 
ciones que  nieguen  su  cumplimiento;  porque  resolver,  es  decidir, 
determinar  sobre  alguna  cosa;  y  si  las  órdenes  especiales  que  la 
Corte  Suprema -y  el  Gobierno  impartan,  pueden  ser  susceptibles  de 
observaciones,  sin  negar  su  cumplimiento,  antes  de  hacerlas,  los 
decretos  y  resoluciones  del  Gobierno  no  están  sujetos  al  veto  de  la 
Ilustrísima  Corte.  Sus  fueros  y  autoridades,  en  este  caso,  tienen 
amplia  libertad  cuando  llegue  la  vez  de  aplicar  6  no  aplicar  los 
decretos  ó  resoluciones  en  loa  juicios  de  que  conozca,  ó  para  acu- 
sar, como  cualquier  ciudadano,  á  la  autoridad  que  ha  infringido 
la  Constitución  ó  las  leyes. 

Tan  evidente  parece  lo  expuesto,  que  él  mismo  Reglamento  de 
Tribunales,  detallando  las  atribuciones  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, le  reconoce  la  de  reunirse  en  mía  plena  « para  imponerse 
«  de  las  leyes  que  lo  comunique  él  Ejecutivo  y  de  los  decretos  que 
ff  este  expidiere  para  el  mejor  cuii&plimiento  de  la  Constitución  y 
«de  las  leyes,»  (inciso  10,  artículo  23,  Reglamento  de  Tribuna- 
les). Aquí  no  se  habla  de  órdenes,  ni  se  concede,  por  consiguiente, 
la  facultad  de  hacer,  en  acuerdo,  observaciones  que  suspendan  ó 
nieguen  el  cumplimiento  de  los  decretos  supremos.  Y  nótese  que, 
en  estos  casos,  á  nada  más  reduce  el  Reglamento  de  Tribunales 
la  atribución  de  la  Excma.  Corte,  ni  se  habla  de  órdenes,  porque 
estas  solo  se  dirigen  por  el  superior  al  inferior  ó  por  los  Ministros 
de  Estado  á  cualquiera  oficina  ó  funcionario,  encargándole  que 
haga  tal  cosa.  La  Corte  Suprema  no  puede  recibir  oi  lenes;  por 
eso  no  se  mencionan  entre  sus  atribuciones.  Las  suj  oriores  sí 
pueden  recibirlas  de  la  Corte  Suprema  y  del  Gobiern<\  y  entón- 
eos tienen  la  facultad  de  observarlas;  pero  no  pueden  d  cir  no  las 
cumplo,omitiendo  las  observaciones.  Extraño  sería  quo  la  facul- 
tad de  observar,  que  el  señor  Presidente  ha  encentrado  en  la 
atribución  á  que  se  refiere,  no  hubiese  sido  concedida  á  la  Excma. 
Corte.  Esto  explica  la  razón  por  qué  el  Supremo  Tribunal,  al 
recibir  un  decreto,  se  limite  a  su  citada  atribución  10*,  artículo  23 
del  Reglamento  de  Tribunales. 

La  razón  es  obvia:  la  Constitución  reservó  para  la  Comisión 
Permanente  del  Cuerpo  Legislativo  la  facultad  de  observar  los 
decretos  y  resoluciones  generales  que  expidiese  el  Ejecutivo,  y 
esas  observaciones  no  producían  el  efecto  de  suspender  ó  negar  el 
cumplimiento  de  aquellos,  pues  se  cumplían  á  pesar  de  ellas, 
cuando  el  Gobierno  no  las  atendía.  Pero  el  señor  Presidente  ha 
llevado  los  fueros  y  autoridades  de  la  Ilustrísioia  Corte  mas  allá 
del  límite  que  les  fija  la  Constitución  y  las  leyes,   y  considera 

24 


—  830  — 

menoscabadas  sus  legítimas  prerrogativas,  por  que  el  Fiscal,  que 
las  respeta,  hizo  presente  ía  extralioiitación  que,  desgraciadamen- 
te para  él,  no  pudo  dejar  de  manifestar. 

La  Ilustrísiina  Corte  tampoco  hizo  las  observaciones  en  el  sen- 
tido que  anuncia  el  señor  Presidente,  en  su  nota  del  14,  para  que 
el  Gobierno  reconsiderase  su  resolución  de  Mayo.  Se  negó  á  cum- 
plirla. Si  las  hubiese  formulado,  sin  negar  su  cumplimiento,  el 
Gobierno,  que  no  debe  desear  sino  el  acierto,  habría  atendido,  aún 
en  este  caso,  á  su  mérito  y  reconsiderado  ó  nó  su  resolución.  Una 
negativa  perentoria,  no  es  una  observación  ó  la  solicitud  de  una 
reconsideración. 

EsaSxmismas  observaciones,  que  el  señor  Presidente  juzga  popa- 
prendidas  en  el  Reglamento  de  Tribunales  y  en  la  ley  de  funcio- 
narios políticos,  no  tienen  relación  con  la  atribución  5*  artículo 
M  de  la  Constitución,  de  la  cual  usó  el  Gobierno,  en  su  resolu- 
ción de  Mayo,  cuando  produzcan  el  efecto  de  suspender  el  cum- 
plimiento de  los  decretos  del  Ejecutivo.  Si  así  fuera,  al  arbitrio 
de  cualquiera  autoridad  ó  persona  estaría  impedir  la  acción  6 
autoridad  del  Gobierno.  Las  observaciones  que  se  proponen  reca- 
bar una  reconsicíeración,  son  las  que  se  refieren,  como  se  ha  di- 
cho, á  las  disposiciones  de  carácter  singular,  y  en  este  caso  no 
impiden  el  cumplimiento,  conforme  al  artículo  18  de  la  ley  de 
17  de  Enero,  salvo  el  -derecho  de  elevar  la  queja  á  quien  corres- 
ponda. 

El  Fiscal  ha  estado  muy  lejos  de  atacar  la  independencia  y 
autoridad  de  la  Ilustrísima  Corte,  cuya  ilustración  y  probidad 
jamás  ha  dejado  de  reconocer.  Ha  dicho  que,  si  á  su  juicio,  no 
consideró  constitucional  la  resolución  del  Gobierno,  tenía  la  fa- 
cultad de  no  aplicar  los  artículos  de  la  Convención  declarados 
vigentes,  porque,  en  tal  caso,  quedaba  á  los  interesados  en  su 
aplicación  el  remedio  de  ocurrir  á  la  Excma.  Corte  Suprema,  pa- 
ra que  declarase  lo  conveniente;  y  esto  no  es  imponer  al  Tribu- 
nal Superior  una  obediencia  pasiva,  ni  menoscabar  sus  fueros  y  au- 
toridad, sino  reconocerla  en  toda  su  plenitud.  El  Fiscal  no  acep- 
ta, pues,  el  cargo  que,  á  este  respecto,  le  hace  el  señor  Presidente, 
y  no  comprende  por  qué  la  circunspección  de  la  Ilustrísima  Cor- 
te haya  creído  menoscabados  sus  fueros,  porque  el  Fiscal  opinó 
que  el  Tribunal  Superior  se  había  extralimitado  de  sus  atribucio- 
nes, usando  de  una  que  no  tiene,  á  juicio  del  Fiscal,  cuyo  deber 
es  emitir  su  dictamen,  que  puede  ser  fundado,  con  la  misma  fa- 
cultad que  la  Ilustrísima  Corte  tiene  para  emitir  sus  juicios. 
Porque  el  Tribunal,  con  juicio  diverso,  haya  negado  al  Gobierno 
la  facultad  de  mandar  cumplir  el  protocolo  provisional  con  car- 
go de  dar  cuenta  al  Congreso,  no  cree  el  J^  iscal  menoscabados  los 


fueros  y  autoridades  del  Gobierno.  En  el  presente  caso  la  Ilustrí 
sima  Corte  expresa  su  juicio  y  el  Fiscal  dictamina.  Ni  aquella  ni 
éste  resuelven. 

El  señor  Presidente  asegura  que  desde  que  la  responsabilidad 
de  un  mandato  para  el  cumplimiento  de  una  orden  contraria  á 
las  leyes,  había  de  recaer  necesariamente  sobre  el  Tribunal,  y  no 
sobre  el  juzgado  obligado  á  obedecer,  deber  suyo  era  solicitar  la 
oportuna  reconsideración. 

Ojalá  hubiera  sido  este  el  procedimiento  de  la  Ilustrísima  Cor- 
te. Lejos  de  proponer  observaciones  ^para  convencer  á  la  autori- 
dad de  la  ilegalidad,  no  de  la  orden  sino  de  la  resolución;  ó  para 
convencerse  de  insuficiencia  ó  ineficacia  de  las  observaciones,  ne- 
gó el  cumplimiento:  no  observó,  dejando  á  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia  en  la  incertidumbre  entre  la  negativa  del  Tribu- 
nal y  el  deber  de  cumplir  las  leyes  y  decretos  ó  resoluciones  su- 
premas, desde  que  sean  insertadas  en  el  periódico  oficial. 

Tampoco  parece  fundado  el  temor  de  caer  en  recponsabilidad, 
IX)rque  se  hubiese  comunicado  la  resolución  á  las  juzgados  de 
primera  instancia.  Para  que  estos  cumplan  ó  se  sujeten  á  las  le- 
ves ó  alas  resoluciones  v  decretos  del  Gobierno,  no  tienen  necesi- 
dad  del  exequátur  do  ninguna  autoridad  superior,  ni  de  recibir- 
los por  determinado  conducto:  les  basta  verlos  publicados  en  el 
periódico  oficial  y  así  lo  disi)onen  repetidas  resoluciones  y  es  do 
inconclusa  práctica.  Tanijíooo  aplican  las  leyes  en  los  juicios  de 
que  conocen,  porque  así  se  les  ordene  por  las  Cortes,  sino  por  que 
sou  leyes,  ni  juzgan  seoón  las  opiniones  ó  mandatos  de  sus  supe- 
liores.  Ejercen  la  misma  jurisdicción  que  estos,  aunque  en  dis- 
tinto grado:  ji  zgan  con  plena  independencia  y  según  su  exclusi- 
vo juicio,  del  mivmo  modo  que  los  Tribunales  Superiores,  en  su 
respectiva  instancia,  y  por  eso  están  sujetos  á  la  responsabilidad 
de  sus  actos.  Era,  pues,  imposible  la  responsabilidad  á  que  el  se- 
ñor Presidente  se  refiere, ««lesde  que  Hs  jueces  tendrían  la  misma 
atribución  que  el  señor  Presidente  defiende,  si  la  ley  la  recono- 
ciera^ para  no  cumplir  las  resoluciones  que  considerasen  contra- 
rias á  la  Constitución,  sin  que  les  sirviera  de  excusa  haberlas  cum- 
plido, porque  así  lo  mandase  la  Ilustrísima  Corte.  Y  bien  se 
comprende  que  el  Fiscal  no  habla  de  loa  casos  de  apelación,  en 
los  cuales  el  juicio  del  Tribunal,  ejerciendo  la  jurisdicción  en  su 
respectiva  escala,  puede  ser  distinto  del  emitido  por  el  juez  de  1^ 
instancia,  pudiendo  suceder  que  así  sea  aún  cuando  el  de  iste 
fuese  el  acertado. 

El  señor  Presidér»te,  recordando  que  su  oficio  de  Mayo  no  con- 
tuvo las  observaciones  que  juzga  como  necesario  haberse  hecho  á 
la  nota  del  11,  afirma  que  el  Tribunal  consideró  el  protocolo  co- 
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mo  un  acto  incompleto,  que  necesitaba  perfeccionarse  por  medio 
déla  aprobación  del  Poder  Legislativo.  De  desear  habría  sido  que 
ae  atacase  el  fondo  de  la  resolución  del  Gobierno,  cuya  aproba- 
ción en  la  forma  que  el  señor  Presidente  quisiera  haber  visto, 
era  algo  mas  que  imposible,  desde  que  el  Congreso  no  había  apro- 
bado el  protocolo.  Para  el  Gobierno  ese  acto  fué  perfecto  y  aca- 
bado, y  por  serlo,  lo  comunicó  á  la  Iltma.  Corte,  no  como  una 
Convención  aprobada  por  el  Congreso,  sino  por  él;  y  afirmar  que 
este  acto  no  fué  obedecido  por  la  falta  de  la  aprobación  del  Con- 
greso, en  la  forma  en  que  alude  el  señor  Presidente,  no  es  otra  co- 
sa que  repetir^ia  contestación  que  dio  á  la  primera  nota,  es  decir, 
no  cumplo  por  la  falta  de  la  aprobación  del  Congreso.  Tan  ine- 
xacto como  extraordinario  habría  sido  que  el  Gobierno  dijese: 
€  Por  cuanto  el  Congreso  ha  aprobado...  mando  su  cumplimiento 
jf  como  ley  del  Estado»  cuando  no  es  eeta  la  forma  en  que  el  Go- 
bierno imparte  sus  propias  resoluciones. 

Porque  el  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  dispo- 
ne, que  cuando  el  extranjero  que  ha  muerto  sin  testamento  no 
tenga  parientes  en  la  República,  mande  el  juez  que  se  depositen 
los  bienes,  bajo  inventario  y  tasación,  en  el  tesoro  público,  y  que 
se  haga  saber  al  agente  diplomático  ó  consular  de  la  nación  á 
que  pertenecía  el  finado,  para  que,  por  su  conducto,  se  avise  á  los 
herederos,  á  fin  de  que  ocurran  á  usar  de  su  derecho,  y  porque 
en  los  artículos  de  la  Convención,  declarados  en  vigencia,  se  re- 
conocen en  los  Cónsules  de  Italia  las  mismas  atribuciones  que 
los  nuestros  pueden  ejercer  en  aquel  Reino;  cree  la  Ilustrísima 
Corte  que  aquellos  artículos  menoscaban  la  jurisdicción  de  nues- 
tros jue^-es,  porque  según  el  citado  artículo  1295  es  atribución 
del  juez  local  mandar  se  depositen  los  bienes  del  extranjero  que 
ha  muerto  intestado  y  sin  herederos  congcidos  etc.  Pero  en  estas 
diligencias  de  mera  })rec'aución  y  seguridad  que  dtbtn  pradicrrse 
con  iniervcnción  del  juez  local,  según  el  protocolo,  no  se  excluye, 
por  el  contrario,  se  reconoce  expresa  y  solemnemente  la  jurisdic- 
ción de  ese  juez,  y  debe  ser  ejercitada  á  solicitud  del  mismo  Cón- 
$ul  6  de  I  arte  interesada.  El  depósito  y  la  venta  de  los  bienes 
para  evitar  su  deterioro,  son  diligencias  de  una  administración 
que  en  nada  dañan  ni  menoscaban  la  jurisdicción  nacional,  que 
tampoco  está  excluida  aún  en  estos  actos  cuando,  conforme  á 
nuestras  leyes,  se  hiciera  necesaria  la  intervención  del  juez  local 
6  se  pidiera  su  intervención  por  cualquiera  que  se  creyera  con 
derecho  á  los  bienes.  Y  todas  estas  medidas  de  administración 
solo  pueden  ser  ejercitadas  sobre  bienes  en  que  no  tenga  interés 
el  Estado  ni  los  nacionales,  ni  los  extranjeros  residentes  en  él; 
porque  desde  que  aparezca  cualquiera,  alegando  derecho  á  ello?, 
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ceson  las  atribuciones  que  el  protocolo  reconoce  en  el  Cónsul,  el 
cual  queda  sujeto,  sin  reserva,  y  corno  mero  administrador  6  re- 
prescnianle  ó  defensor  de  los  herederos  extranjeros  que  se  hallan 
ausentes,  á  la  jurisdicción  del  juez  local  como  cualquiera  de 
imestrcs  nacionales. 

Verdad  es  que  el  protocolo  dá  a  los  Cónsules  de  Italia,  en  aque- 
llos casos,  una  intervención  que  no  se  enc'::entra  en  el  Código  de 
Enjuiciamientos;  pero  esa  intervención,  además  de  estar  recono- 
cida en  los  Cónsules  de  las  naciones  cuyos  tratados  se  hallan  vi- 
gentes, á  pesar  de  que  no  se  encuentra  en  el  Código; — no  es  es- 
triclaníente  jurisdiccional  y  menos  puede  tener  lugar  sobre  bienes 
ó  personas  de  la  familia  peruana. 

También  es  cierto  que  toda  innovación  que  tertga  relación  6 
contacto  con  las  disposiciones  de  nuestros  Códigos,  imponen  una 
ley  que  la  establezca:  pero  la  sagacidad  del  señor  Presidente  no 
se  ha  fijado  ó  no  le  pareció  conveniente  á  su  propósito,  en  la 
parte  esencial  del  dictamen  qae  combate,  y  que  sirvió  de  funda- 
mento para  deducir  las  conclusiones  á  que  se  contrae  el  oficio 
del  14.  Menos  se  ha  fijado  en  que  la  innovación  que  teme  se 
efectúe  en  nuestro  Código  por  haberse  declarado  en  vigencia  los 
artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención  con  Italia,  no  es  ya  para 
el  Perú  y  sus  Códigos  una  innovación  sino  un  hecho  consumado. 
Hace  muchos  años  que  el  artículo  1295  fué  innovado  é  innova- 
do estaba  ya  cuando  so  expidió  la  resolución  que  declaró  vigen- 
tes aquellos  artículos.  Tratados  vigentes,  de  antigua  data,  de  ac- 
tual vigencia,  y  que  son  leyes  para  la  República,  contienen  el 
reconocimiento  de  los  Cónsules  de  las  potencias  que  han  contra- 
tado con  el  PeiTÍ,  de  las  mismas  atribuciones  que  la  resolución 
reconoce,  con  reciprocidad,  á  los  Cónsules  de  Italia.  No  es,  pues, 
aquella  resolución  ni  el  protocolo  lo  que  ha  podido  innovar 
las  disposiciones  de  nuestros  Códigos. 

Hay  algo  más:  el  Reglamento  consular  del  Perú  inviste  á  sus 
Cónsules  de  las  mismas  Aicultades  reconocidas  en  el  protocolo  á 
los  C'ónsales  de  Italia.  Al  expedir  aquel  Reglamento  se  impuso 
el  Gobierno,  como  representante  de  la  Nación  en  sus  relacio- 
nes con/ los  otro  Estados,  la  obligación  de  reconocer  en  los  Cón- 
sules de  los  gobiernos  que  los  aceptase,  las  atribuciones  que  los 
nuestros  deben  ejercer  en  el  territorio  donde  son  enviados.  No 
puede  el  Gobierno  negar  lo  mismo  que  él  ha  resuelto  que  sus 
Cónsules  practiquen  en  otros  Estados.  Ese  Reglamento,  sin  em- 
bargo, no  ha  sido  dado  ni  aprobado  por  el  Congreso;  y  habién- 
dose expedido  en  ejercicio  de  la  atribución  6*  artículo  94  de  la 
Constitución,  tiene  la  misma  fuerza  obligatoria  que  cualquiera 
ley  ó  resolución  legislativa.  El  protocolo  no  contiene  en  sustan- 
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cia,  sino  la  declaración  do  que  I03  Cónsules  italianos,  con  cuya 
Nación  se  halla  el  Perú  en  perfecta  paz  y  amistad,  desempeñeti 
las  mismas  atribuciones  que  los  Cónsules  peruanos  pueden  de- 
sempeñar en  Italia.  Esta  declaración  no  produce,  como  se  ha  vis- 
to, alteración  alguna  en  nuestra  legislación  y  ha  podido  ser  dic- 
tada sin  necesidad  del  protocolo,  como  lo  fué  el  reglamento,  que 
lleva  en  sí  el  compromiso  de  reconocer  en  los  Cónsules  de  otros 
Estados  lo  mismo  que  queremos  que  ellos  reconozcan  cu  los 
nuestros.  No  pueden  ser  denegados  á  cualquier  Cónsul  extran- 
jero, que  hiciese  presente  que  nuestros  Cónsules  desempeñaban 
ó  pueden  desempeñar,  sin  embargo,  las  atribuciones  de  nuestro 
Reglamento.  Si  esta  es  la  verdad  ¿qué  es  lo  que  impugna  el  se- 
ñor Presidente  de  la  Iltma.  Corte? — ¿La  forma? — Pero  la  forma 
no  debe  sobreponerse  é  la  sustancia  y  realidad  de  las  cosas.  Cíon 
protocolo  ó  sin  él  hay  la  obligación  perfecta  do  reconocer  en  los 
otros  lo  mismo  que  nuestras  leyes  quieren  que  so  reconozca 
en  nuestros  Cónsules.  Si  se  trata  de  probar  que  no  hay  en  el  Pe- 
rú esa  obligación  y  que  es  legal  y  decoroso  para  la  República 
no  conceder  lo  que  á  ella  so  le  concede,  la  discusión  sería  conve- 
niente en  esta  materia.  Fuera  de  este  propósito  no  hay  para  qué 
sostenerla. 

Como  el  señor  Presidente,  sin  embargo  de  haber  principiado 
su  oficio  asegurando  que  había  vuelto  á  ocuparse  de  este  inci- 
dente por  refutar  las  inexactas  doctrinas  del  anterior  dictamen, 
parece,  no  obstante,  que  se  ha  propuesto  además  exponer  las  ra- 
zones  que  emitió  en  su  contestación  de  28  de  Ma^'o,  para  que  se 
reconsiderase  el  decreto  de  8  del  mismo;  puede  V.  E.  declarar, 
si  lo  encuentra  legal  y  conveniente,  que  esas  razones  no  son  bas- 
tantes para  reconsiderar  ni  una  ni  otra  resolución. 

Lima,  Agosto  23  de  1878. 

ÍM-Ro$a. 


lAma,  Setiembre  30  de  1878. 

Visto  el  oficio,  fecha  13  de  Agosto  último,  dirigido  por  el  Pre 
sidente  de  la  Corte  Superior  de  este  Departamento   al  Ministerio 
de  Justicia,  y  pasado  por  este  Despacho  al  de   Relaciones   Exte- 
riores, por  el  que  se  niega  aquel  Tribunal  á  dar  cumplimiento  á 
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las  resoluciones  de  8  de  Mayo  y  18  de  Julio  del  corriente  año, 
aprobatoria  la  primera  del  Protocolo  celebrado  con  el  Represen- 
tante del  Reyno  de  Italia,  declarando  vigentes  los  artículos  XIV 
y  XV  de  la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  1863,  y  dene- 
gatoria la  segunda  de  la  facultad  que  alegó  tener  dicha  Corto  pa- 
ra hacer  observaciones  á  la  anterior  resolución;  y  teniendo  en 
consideración:  que  las  atribuciones  judiciales  solo  pueden  ejerci- 
tarse, cuando  se  trata  pt^r  algán  Tribunal  ó  juez  de  aplicar  las 
leyes  6  resoluciones  del  Gobierno  en  las  causas  de  que  conocen: 
que  la  referida  Corte  Superior  ha  carecido,  por  tanto,  de  facultad 
para  negarse,  por  medio  de  un  acuerdo,  á  dar  cumplimiento 
á  los  citados  decretos:  que  esa  negativa  destruye  la  unidad  y  ar- 
monía que  debe  existir  en  los  procedimientos  del  Poder  Judi- 
cial, pues  ^a  Corte  Suprema  y  los  Tribunales  Superiores,  con 
excepción  del  de  La  Libertad,  han  aceptado,  sin  observación,  las 
mencionadns  resoluciones:  que  esa  misma  negativa  tiende  á  me- 
noscabar las  atribuciones  del  Gobierno  y  embarazar  la  marcha 
dé  la  Administración;  y,  por  último,  que  el  Congreso  es  el  poder 
llamado,  en  casos  como  el  presente,  á  decidir  si  el  Gobierno  so  ha 
extralimitado  ó  uó  de  sus  facultades  constitucionales;  do  confor- 
midad con  el  dictamen  fiscal  que  precede;  se  declara  sin  lugar 
la  reconsiíleración  solicitada  por  la  Corte  Superior  de  esto  Dis- 
trito Judicial. 

Comuniqúese,  con  copia  del  mencicnado   dictamen   fiscal,   re- 
gístrese Y  publíquese. 

Róbricade  S.  E. — Irigoycn. 


OBRAS  ENVIADAS  ?0R  EL  GOBIERNO   DE  ITALIA. — 1878. 

Beal  Legación  de  Italia, 

Lima,  Julio  2  de  1878. 

Señor  Ministro: 

El  predecesor  de  V.  E.  me  hizo  la  honra  de  manifestarme  el 

deseo  de  obtener,  para  la  biblioteca  de  ese  Ministerio,  la  colección 

de  los  Códigos  italianos,  y  el  Gobierno  del  Rey  me   ha   enviado, 

demás  de  ctte  pedido,  algunas  publicaciones  oficiales   relativas 
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á  las  reformas  en  nuestra  legislación,  con  orden  de  ofrecerlas  al 
jefe  del  despacho  que  tan  dignamente  desempeña  V.  E. 

En  cumplimiento  de  dicha  orden,  cábeme,  señor  Ministro,  la 
honra  de  remitir,  junto  con  la  presente,  un  paquete  que  contie- 
ne 22  volúmenes  constantes  de  la  lista  inclusa. 

Acepte  V.  E.  la  expresión  de  mi  más  alta  consideración. 

G.  B.  Viviani. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 


"    LISTA  DB  LOS  LIBROS  ENVIADOS. 

Código  Civil  del  Reyno  de  Italia 

»        de  Procedimiento  Civil 

»       de  Comercio. 

»        Penal. 

»         para  el  ejército. 

»        Penal,  Militar,  Marítimo, 

»       de  Procedimiento  Penal. 

»        de  la  Marina  Mercante. 
Proyecto  de  Código  de  procedimiento  Civil. 
Proyecto  de  Código  de  revisión  de  Procedimiento  Civil. 
Actas  de  comisión  especial  para  la  concordancia  del  Código  da 
Procedimiento  Civil  y  para  proponer  disposiciones  transitorias. 
Datos  sobre  ai  restos  personales  por  deudas  civiles  y   comercia- 
les en  Italia  durante  el  decenio  de  66  á  76,  bajo  los  auspicios  del 
Ministro  guarda  sellos  Mancini. 
Proyecto  de  reforma  del  Código  de  Comercio.  (5) 
Proyecto  de  refoima  del  Código  Penal.  (4) 


MÍ7mterio  de  Relaciones  Exteriores, 

Lima,  Julio  18  de  1878. 
Señor: 
Con  la  favorecida  de  US.,  fecha  de  ayer,  tuve  la  honra  de  re- 
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cibir  los  22  volúmenes  quo  el  Gobierno  del  Rey   se  ha   dignado 
enviar  para  la  biblioteca  de  este  Ministerio. 

Tanto  el  inapreciable  carácter  de  las  obrps  que  US.  me  remi- 
te, cuanto  el  alto  origen  de  su  procedencia,  rae  mueven  á  supli- 
car á  US.  dé  á  su  ilustrado  Gobierno  las  mas  expresivas  gracias 
por  tan  estimable  presente,  aceptando  US.,  por  la  benévola  in- 
tervención que  en  este  asunto  ha  tenido,  el  agradecimi'jnto  y  ex- 
presiones de  consideración  y  alta  estimación  con  que  soy  de 
V.  E.  obsecuente  servidor. 

hanuel  Irigoyen. 

A  Su  Señoría  G.  B.  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


EXTRADICIÓN  DK  RICCIIAKPl  —  l  878 

Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  Diciembre  7  de  1878. 
Excmo.  Señor: 

El  ciudadano  Italiano  Juan  Bautista  Ricchiardi,  comerciante 
de  mármoles,  residente  en  la  Pa/,  (Boliviu),  que  se  encontraba  do 
paso  en  esta  capital,  fué  arrestado,  de  orden  del  señor  Prefecto,  el 
25  de  Octubre  próximo  pasado,  habiéndosele  igualmente  eml)ar- 
gado,  al  propio  tiempo,  cuanto  llevaba  consigo. 

J.  B.  Ricchardi  del  Hotel  del  Globo,  en  donde  vivía,  fué  lle- 
vado á  la  cárcel  de  Guadalupe,  y  hace  cuarenta  días  que  en  ella 
está,  sin  que  hasta  ahora,  según  se  asegura,  se  haya  empezado  la 
instrucción  del  juicio  á  que  debe  sujotárseie. 

Llamando  la  atención  de  V.  E.  hacia  este  hecho,  permítome 
suplicarle,  señor  Ministro,  ge  sirva  informarme  de  ^i  es  cierto  que 
Ricchardi  ha  sido  arrestado  en  Lima  por  presunta  complicidad 
en  un  delito  cometido  fuera  del  territorio  de  la  República,  delito 
por  el  cual  el  tribunal  de  la  causa  en  el  lugar  declaró,  desde 
Abril  de  1878,  que  no  había  lugar  á  proceder  contra  Ricchardi. 

Convencido  de  que  las  voces  que  corren  sobre  este  asunto  ca- 
recen de  fundamento,  mucho  agradeceré  á  V.  E.  me  honre  par- 

43 
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ticipándome,  á  título  de  informe,  cuál  puede  ser  el   verdadera 
motivo  de  la  detención  de  J.  B.  Ricchardi. 

Acepte  V.  E.,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración y  respeto. 

G.  B,  Viviani. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores  del  Perú. 


INFORME  DE  LÁ  SUB-PREFECTURÁ  DE  ESTE  CERCADO. 

Señor  Cbronel  Prefecto: 

La  señora  Juana  Maxton  de  Bryson,  hermana  de  don  C.  Max- 
ton,  que  fue  asesinado  y  robado  en  la  Paz  (República  deBoíivia), 
hará  seis  meses  más  ó  menos,  dio  parte  de  que  el  individuo  nom- 
brado Juan  B.  Ricchardi,  vendía  en  esta  capital  alhajas  de  las 
que  habían  pertenecido  á  Maxton,  «uando  tuvo  lugar  aquel  cri- 
men. Inmediatamente,  y  en  cumplimiento  del  deber  de  la  poli- 
cía, dispuse,  que  se  siguieran  los  pasos  de  Ricchardi,  vigilándolo 
constantemente;  lo  que  dio  por  resultado  el  conocimiento  de  que 
era  evidente  la  venta  de  alhajas  que  hacía  de  un  modo  sigiloso. 

En  tal  virtud,  fué  capturado  Ricchardi  el  25  de  Octubre  últi- 
mo, encontrándose  en  su  poder  varias  alhajas,  dinero  y  otras  es- 
pecies que  se  inventariaron  escrupulosamente  en  presencia  de 
Ricchardi  y  de  varios  empleados  que  asistieron  á  ese  acto.  En 
seguida  fueron  llamados  los  señores  joyeros  de  esta  capital,  don 
Sigmundo  Jacoby,  Saúl  Dourié,  Guillermo  Ilarris,  Alfredo  Mo- 
rris, Salomón  líeflich  y  R.  Lindow,  a  quienes  se  ])resentaron  las 
alhajas  y  de<lararon  que  varias  de  ellas  las  reconocían  como  de 
propiedad  de  Maxton  y  que  eran  de  su  u^o,  existiendo  otras  perso- 
nas que  podían  certificar  esto  mismo.  Además,  el  señor  Jacoby, 
autos  de  ver -las  alhajas  inventariadas,  afirmó  que  el  reloj  de 
Maxton,  era  del  fabricante  James  lioddell  y  que  serla  sin  dud^ 
uno  de  los  dos  encentrados  á  Riccliardi;  afirmación,  que  resultó 
cierta,  á  f.csar  de  que  Iticchardi  había  hecho  inventariar  esta  alhoja 
como  obra  del  fahriccirde  Rcsc/cdl, 

Con  todos  estos  dato^  abrumadores  para  Ricchardi,   se   ordena 
que  este  individuo  luese   puesto  inmediatamente  á   disposición 
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del  señor  jupz  del  crimen  doctor  Manuel  Carmelino,  á  quien  ee 
entregaron  igualmente  las  alhajas,  dinero  y  especies  inventaria- 
das para  los  efectos  legales.  --'^  :-! 
Con  lo  expuesto,  dejo  evacuado  en  la  parte  que  me  correspon- 
de, el  informe  ordenado. 

Lima,  Diciembre  9  de  1878. 

S.  C.  P. 

Felipe  N.  llugiut 


Legación  de  Bolivia  en  el  Perú, 

Lima,  Diciembre  12  de  1878. 
Señor  Ministro: 

El  31  deEnero  último  tuvo  lugar  en  la  ciudad  de  la  Paz  uno 
de  esos  acontecimientos  que  i>roducen  una  profunda  conmoción 
íoeial— se  había  cometido  un  ciímen  horroroso,  el  primero  en 
nuestros  anales  de  nuestra  estadística  criminal  y  en  que  se  ha])ía 
hech'o  mas  alarde  de  sangre  fría  y  de  salvaje  ferocidad. — El  subdi- 
to británico  Chrigton  Maxton  había  sido  asesinado,  reducido  el 
cadáver  á  tantos  retacos  cuantas  articulaciones  contenía,  y  arro- 
jado en  seguida  al  río  en  un  saco  formado  del  mismo  vestido  de 
la  víctima. 

Era  un  hecho  que  á  la  ejecución  de  este  crimen,  liabía  concu- 
rrido más  de  una  persona,  y,  desde  luego,  todas  las  sospechas  re- 
cayeron sobre  Juan  B.  Ricchard  i,  Salomón  iilexander,  Alfredo 
Morice  v  otros. 

Sometidos  á  juicio,  fueron  sin  embargo  absueltos  de  la  instan- 
cia, porque  las  prifebas  que  pudieron  reunirse  no  eran  bastantes 
para  una  condenatoria  capital,  que  habría  sido  la  pena  corres- 
pondiente. 

Pero,  hallándose  interesada  la  moral  pública  en  la  represión 
de  tan  horrendo  crimen,  la  policía  judicial  ha  seguido  paso  á  pji- 
BO  y  con  laudable  perseverancia  sns  investigaciones,  hasta  haber 
encontrado  nuevos  comprobantes  que  acusan  la  delincuencia 
priucipal  de  Juan  B.  liicchardi;  descubrimiento  que   ha   coinci- 
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dido  con  el  que  liizo  la  policía  de  esta  capiCal  de  las  alhajas  de 
la  víctima  en  poder  del  mismo. 

A  consecuencia  de  ésto,  se  hizo  por  el  juez  competente,  y  con 
arreglo  á  ley,  la  consulta  del  auto  absolutorio  de  la  Instancia, 
ante  la  Corte  Superior  res[)ectiva;  la  cual  ha  declarado  proccden- 
-  te  el  recurso  y  reabierto,  por  consiguiente,  el  juicio  bajo  la  ba?o 
y  subsistencia  del  decreto  de  acasación  y  mandamiento  de  irri- 
sión, librados  por  ella  misma,  é  insertos  en  los  obrados  que  ten- 
go el  honor  de  acompañar  en  copia  legalizada. 

Llegado  el  juicio  á  tal  estación,  y  habiéndose  venido  el  reo 
principal  Juan  B.  Ricchardi,  á  residir  á  Limo,  bajo  la  garantía 
ilusoria  de  una  absolución  de  la  instancia  que  él  interpreta,  sin 
duda,  como  definitiva,  cumplo  con  el  penoso  d- ber  que  imponen 
el  carácter  que  invisto  y  las  órdenes  que  he  recibido  de  mi  Go- 
bierno, para  solicitar  del  Excmo.  Gobierno  de  V.  E.  la  entrega 
de  dicho  reo  para  ser  conducido  ante  los  tribunales  de  la  ciudad 
de  La  Paz,  á  cuya  jurisdiceióu  corresponde  el  conocimiento  de 
la  causa,  y  á  la  que  también  están  sometidos  en  la  actualidml 
los  demás  acusados  como  coautores  do  dicho  crimen. 

Esta  solicitud  fundada  en  los  principios  y  en  las  conveniencias 
internacionales,  se  halla  también  autorizada  por  la  legislación 
interior  de  cada  país  y  por  los  tratados  vigentes. 

En  efecto,  el  tratado  de  paz  y  amistad,  vigente  entre  Bolivia^ 
el  Perú,  establece,  en  su  artículo  12,  la  obligación  recíproca  d^' 
entregarse  a  los  asesinos  ahvosos:  y  aún  cuando  en  el  proyect 
del  tratado  se  exigía  para  ello  «una  sentencia  definitiva,  pronunj 
ciada  en  última  instancia  por  tribunal  compütente»,el  Congreso  de 
Perú  modificó  esta  condición  en  el  sentido  de  que  la  solicitud  d^ 
la  extradición, se  haría  según  las  leyes  penales  de  cada  una  d^ 
las  partes  contratantes;  modificación  que  se  aceptó  por  parte  d*^ 
Bolivia  y  se  consignó  en  el  acta  de  canje  que  tuvo  lugar  en  est*^ 
capital,  con  fecha  21  de  Enero  de  ISOo;  quedando  definitivamente 
convenido  que  «la  referida  extradición  de  reos  do  crímenes  atro- 
ces se  solicitara  y  concediera  respectivamente  por  el  Perú  y  Bo- 
livia, según  lo  que  disponen  ó  en  adelante  dispusieren  las  leyes 
de  cada  Estado»;  lo  cual  se  declaró  así,  á  mayor  abundamiento, 
por  medio  de  cartas  reversales  que  se  canjearon   oportunamente. 

Según  estos  antecedentes,  la  cuestión,  si  la  hubiera,  quedaría 
reducida  á  saber  si  las  leyes  positivas  de  uno  y  otro  país  autori- 
zan la  extradición  sin  sentencia  definitiva  y  solo  con  un  decreto 
de  acusación  y  mandamiento  de  prisión. 

Para  resolverla  en  un  sentido  afirmativo,  me  bastaría  llamar 
la  ilustrada  atención  de  V.  E.  sobre  el  artículo  83  del  Código  de 
Enjuiciamientos  en  materia  penal  del  Perú,   según  el  cual  se  au- 
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toriza  la  extradición,  sin  mas  requisito,  que  el  de  un  mandamien- 
to de  prisión. 

Consecuente  con  esta  ley,  y  con  la  jurisprudencia  uniforiñe  en 
esta  materia,  el  Excmo.  Gobierno  do  V.  E.  ha  establecido  el  mis- 
mo principio  en  los  tratados  de  extradición  que  ha  celebrado  con 
Bélgica  (art.  4),  con  Colombia  (art.  2),  con  los  Estados  Unidos 
de  Norte  América  (art  4),  con  Francia  (art.  3);  con  Italia  (art. 
9).  etc.,  etc.  (1) 

Bolivía  á  su  vez,  conformándose  con  los  mismos  principios  ge- 
nerales del  Derecho  Internacional,  ha  establecido  igual  requisito 
en  idénticos  tratados,  entre  los  que,  séame  permitido  citar  el  que 
tiene  en  vigencia  con  la  República  Argentina  (art.  6),  con  el 
Brasil  (art.  23),  con  Chile  (art.  3  y  2  del  protocolo  adicional)  y 
con  el  mismo  Perú  (art.  12)  y  acta  de  canje.  (2) 

Este  ligero  resumen  de  la  kgislación  pobitiva  de  ambos  países, 
unido  á  las  consideraciones  generales  que  se  deducen  de  los  prin- 
cipios y  de  las  conveniencias  ^internacionales,  tan  hábilmente 
compulsados  por  V.  E.  en  su  notable  oficio  de  22  de  Noviembre 
último,  pasado  a  los  señores  Secretarios  de  lo  Honorable  Cámara 
de  Diputados  con  motivo  de  otra  cuestión  práctica,  análogo  á  la 
jiresente,  aunque  muy  diferente  en  sus  condiciones,  me  hacen 
abrigar  la  íntima -pertuasión  de  que  V.  E.  no  hallará  dificultad 
alguna  para  acceder  á  mi  solicitud,  una  vez  que  dicho  reo  haya 
quedado  libre  de  la  acción  de  la  justicia  local  que  be  ejercita  so- 
bre él. 

Tambiea  espero  de  la  benevolencia  que  caracteriza  todos  loa 
actos  del  Excmo.  Gobierno  del  Perú  co>i  relación  al  mío,  que 
llegado  el  caso,  se  servirá  ordenar  la  custodia  del  reo  hasta  el 
puerto  boliviano  de  Chililaya,  en  el  lago  Tititicaca,  imputando  á 
e.^ta  Legación  ó  á  su  Gobierno  los  gastos  que  toda  esta  operación 
ocasione  al  de  V.  E. 

Reitero,  con  este  motivo,  al  Excmo.  señor  Irigoyen,  mis  senti- 
mientos de  distinguida  consideración  y  particular  aprecio. 

Z,  Flores, 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  M.  Irigoyen,   Ministro  de   llelacio- 
nes  Exteriores  del  Perú. 


(1)  Vécnsc  esos  tratados  en  los  tomos  II.  III  y  VII. 

(2)  \éjñc  el  tratado  celebrad*  con  Bolivia  en  el  tomo  II. 
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Ministerío  de  Relacione*  Exteriores. 

Limaj  Diciembre  13  de  1878. 

* 

El  informe  del  Subprefecto  é  Intendente  de  policía  de  la  pro- 
vincia que  reproduce  el  Prefecto  del  Departamento,  que  me  es 
grato  remitir  á  US.  en  copia,  instruirán  á  US.  de  las  causas  que 
motivaron  la  prisión  y  consiguiente  sometimiento  ajuicio  del 
subdito  italiano  J.  B.  Ricchardi,  á  que  se  refiere  la  estimable  co- 
municación de  US.  de  7  del  presente,  que  tengo  la  honra  de  con- 
testar. 

Debo  además  poner  en  conocimiento  de  US.  que  con  arreglo 
al  Tratado  de  amistad  vigente  entre  el  Perú  y  Solivia,  ha  solici- 
tado, con  fecha  de  ayer,  el  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  esa 
República,  la  extradición  de  Ricchardi,  en  virtud  de  haberse  rea- 
bierto el  juicio  que  se  le  seguía  ei^  La  Paz  por  el  crimen  de  qiift 
es  acusado,  y  de  existir  contra  él  mandamiento  de  prisión. 

Aprovecho  de  esta  ocasión  para  reiterar  á  US.  las  protestas  d« 
mi  aprecio  y  distinguida  consideración. 

Manuel  Ir '< gayen. 

Al  señor  Q.  B.  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


R§al  Legaeibn  de  Italia, 

Lima,  D¡cie7)ibre  16  de  1878. 
gv^-l^-r^l         Excmo.  Señor: 


-^ 


f  El  14  del  corriente  tuve  la  honra  de  recibir  la  nota,  fecha  del 
13,  en  la  qup,  contestando  V.  E.  á  mi  oficio  del  7  del  mismo  mos, 
tiene  la  bondad  de  participarme  que  el  súGdiío  italiano  Juan 
Bautista  Ricchardi  fué  arrestado  el  25  de  Octubre  próximo  pa- 
sado y  se  encuentra  sujeto  á  un  juicio  por  venta  de  objetos  que 
se  presumen  de  origen  furtivo. 

Agrega  V.  E.  que  el  12  del  corriente,  por  ol  Gobierno  de  Soli- 
via se  pidió  al  de  V.  E.  la  extradición  del  citado  individuo,  acu- 
sado de  participación  en  el  asesinato  de  un  señor  Maxton,  qui 
en  La  Paz  se  cometió  algunos  meses  hace. 


—  343  — 

El  caso  de  entregar  un  italiano  refugiado  en  el  Perú  á  una  ter** 
<»rA  potencia,  después  de  cometer  un  delito  en  el  territorio  de 
€(Bt9,  no  está  previsto  en  la  Convención  de  Extradición  vigente 
entre  Italia  y  el  Perú. 

Estoy,  por  lo  tanto,  convencido  de  que  la  extradición  solicitada 
por  Bolivia,"no  puede  verificarse  sin  previo  acuerdo  entre  Italia 
y  el  Perú:  acuerdo  al  cual  está  completamente  subordinada,  y 
esto  solo  podría  justificarla  y  hacerla  estrictamente  legal. 

Persuadido  de  que  esta  es  también  la  opinión  de  V.  E.  tengo 
la  honra  de  renovarle  etc. 

(7.  B,  Viviani. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores  del  Perú. 


DICTAMEN    FISCAL 

Excmo.  Señor: 

El  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia  solicita,  á  nom- 
bredesu  Gobierno,  la  extradición  del  roo  Juan  B.  Ricchardi,  sub- 
dito italiano,  acusado  de  haber  cometido  un  crimen  atroz  de 
aquellos  que  alarman  toda  Fociedad  civilizada,  interesando  los 
nobles  sentimientos  de  moralidad  y  justicia  aún  en  los  espíritus 
menos  cultos.  El  caso,  judicialmente  comprobado, escomo  sigue: 

Un  ciudadano  ingles,  Crytcn  Maxton,  que  ordinariamente  lle- 
vMá  al  cinto  algunas  alhojas,  estimadas  en  cosa  de  treinta  mil 
bolivianos,  y  las  estaba  jugando  en  un  grupo  de  conocidos  jugado- 
res, fué  alevosamente  asesinado,  s^gún  parece,  en  el  mismo  hotel 
en  que  se  entregaban  á  eso  reprobado  vicio;  el  cuerpo  de  la  víc- 
tima fué  destrozado  todo  en  \  equeñas  parto,  se  pusieron  en  un 
saco  hecho  con  el  mismo  vestido  que  tenía  aquella  y  así  fué  arro- 
jada al  río  que  atraviesa  la  ciudad  de  La  Paz.  Rcbo,  asesinato 
alevoso,  cruel,  cometido  á  mansalva  y  prefanación  horrorosa,  sal- 
vaje, del  cadáver  humano,  tales  son,  en  conjunto,  los  delitos  de 
que  están  acusados  varios  extranjeros,  entre  ellos  Ricchardi,  del 
grupQ  de  jugadores  en  que  rolaba  Maxton. 

Instruido  el  sumario  y  comprobado   el   cuerpo   del   delito   no 
arrojó  mérito  bastante  para  continuar  el  juicio   respecto   á   Ric- 
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chardi:  pero,  merced  4  la  actividad  y  celo  de  la  policía  y  de  la 
justicia  ordinaria,  se  adelantaron  las  pruebas  después  de  puesto 
aquel  en  libertad  y  refugiádose  en  el  Perú,  y  habiéndose  acota- 
do por  el  Fiscal  de  la  causa  (liez  y  ocho  indicios  de  criminalidad 
contra  Ricchardi,  la  Corte  Superior,  absolviendo  la  consulta  del 
juez,  ordenó  que  se  librase  mandamiento  de  prisión  en  forma 
contra  dicho  reo  y  que  continuase  el  juicio,  pasándose  al  plena- 
rio.  Entre  los  diez  y  ocho  indicios  merecen  mencionarse,  el  de 
haberse  encontrado  en  la  habitación  dé  Ricchardi,  el  día  mismo 
del  crimen,  unos  pañuelos  ensangrentados  y  el  de  que  su  propio 
vestido  estaba  por  algunas  partes  mojado,  como  si  se  acabara  de 
quitarse  algunas  manchas  lavándolas;  á  los  cuales  ha  venido  & 
agregarse  después  el  hecho  de  haberse  encontrado  en  poder  del 
mismo  reo,  ya  en  el  Perú,  algunas  alhajas  de  las  miomas  descrip- 
ciones de  las  robadas  á  Maxton. 

Por  el  artículo  XII  del.  tratado  de  amistad  y  comercio,  vi- 
gente entre  el  Perú  y  Bolivia,  está  estipulado  que  las  dos  altas 
partes  contratantes  se  obligan  á  entregarse  recíprocamente,  entre 
otros  reop,  los  asesinos  alevosos,  cuando  sean  reclamados  con  co- 
pia certificada  de  la  sentencia  definitiva  dada  en  última  instan- 
cia j)or  tribunal  competente,  sin  hacerse  ninguna  excepción  por 
razón  de  la  nacionalidad  del  reo:  quedando  sujetos  á  esta  dispo- 
sición, que  es  ley  de  la  República,  no  solu  todos  los  extranjeros 
estantes  y  habitantes  en  ella,  sino  hasta  los  mismos  peruanos, 
Al  canjearse  el  tratado  se  aceptó  por  ambas  partes  la  modifica- 
ción aprobada  por  el  Congreso  del  Perú,  sobre  la  extradición, 
estableciendo  que  se  efectuaría  según  lo  prescriben  las  leyes  pe- 
nales de  cada  una  de  las  partes  contratantes  y  disponiéndose  que 
esto  sería  declarado  así  por  cartas  reversales,  Fa\  varios  tratados 
celebrados  por  el  Perú  con  otros  Ebítados  se  tiene  estipulada  la 
extradición  para  casos  como  el  de  que  ahora  se  trata:  esos  trata- 
dos, como  todos  los  internacionale?,  son  leyes  peruanas  y  además, 
el  art.  83  del  Código  Penal  de  Enjuiciamientos  prescribe  tam- 
bién la  extradición  y  el  modo  de  proceder  para  alcanzarla.  Por 
parte  de  Bolivia,  que  también  tiene  tratados  de  extradición  con 
varios  otros  Estados,  sucede  lo  mismo.  Conforme  á  las  leyes  de 
uno  y  otro  país  es,  pue?»,  claro  é  incuestionable,  que  el  caso  Ric- 
chardi es  de  extradición,  es  decir,  que  la  obligación  del  Gobierno 
del  Perú  de  acceder  á  la  solicitud  del  de  Bolivia,  es  una  obligct- 
ci&n perfecfa,  ineludible  é  indisputable, 

^  Cumpliendo  un  deber  de  cortesía  y  práctica  diplomática,  qué 
tiene  su  razón  de  ser  en  el  derecho  preferente  del  Estado  á  que 
pertenece  el  reo,  para  pedir  también  su  extradición  cuando  este 
naya  cometido  antes  en  su  país  otro  crimen,  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  puso  en  conocimiento  del  agente  diploma- 
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tico  italiano  el  hecho  de  haberse  pedido  por  Bolivia  la  extradi- 
ción de  Juan  B.  Ricchardi  subdito,  de  S.  M.  el  Rey  Humberto;  y 
como  no  era  de  esperarse,  tratándose  de  un  horroroso  crimen,  sal- 
vaje, de  aquellos  respecto  de  los  cuales  las  naciones  cultas,  como 
la  noble  Italia,  ordinariamente  prestan  todo  su  apoyo  en  favor  de 
la  moral  y  la  justicia  ultrajadas,  el  Honorable  señor  Encargado 
de  Negocios  de  Italia  ha  entablado  oposición,  cuestionando  el  de- 
recho del  Perú  para  entregar  dicho  reo  á  Bolivia,  y  se  funda  en 
que  no  se  halia  comprendido  este  caso  en  la  Convención  de  Ex- 
tradición vigente  entre  el  Perú  é  Italia.  Habiendo  colocado  la 
cuestión  su  Señoría  Honorable  en  el  estrecho  campo  del  derecho 
escrito,  no  se  extenderá  el  Fiscal  hasta  penetrar  en  el  terreno  fi- 
losófico, en  el  cual,  tan  fácilmente  como  en  aquel,  puede  resol- 
verse la  cuestión  en  el  mismo  sentido,. 

En  la  Convención  de  Extradición  próximamente  citada  no  es- 
tá ciertamente  comprendido  el  caeo  de  que  una  tercera  l'oteucia 
pida  la  extradición  de  uno  de  los  nacionales  de  las  dos  altas  par- 
tes contratantes:  pero  la  consecuencia  que  de  la  omisión  se  dedu- 
ce es,  en  concepto  de  este  Ministerio,  precisamente  la  contraria  á  la 
sostenida  por  el  Señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia.  Que  no 
estén  comprendidos  en  la  regla  general  de  la  extradición  pacta- 
da en  la  Convención  los  casos  como  el  de  Ricchardi,  sería  una 
excepción  de  ese  Tratado,  que  es  ley  en  Italia  como  en  el  Perú: 
y  las  excepciones  de  la  ley  deben  estar  expresamente  contenidas 
en  ella;  de  modo  que  cuando  no  se  han  hecho,  nadie  tiene  derecho 
de  deducir  interpretativameiite  ni  de  hacerlas;  principio  jurídico 
universalmente  aceptado  como  regla  en  legislación.  Pero,  es  de 
observarse  que  en  la  Convención  sí  está  reconocido  el  negado 
principio  de  que  los  reos  extranjeros  de  los  dos  paísts  contratan- 
tes pueden  ser  entregados  á  una  tercera  potencia.  lié  aquí  los 
términos  en  que  está  concebida  la  primera  parte  del  «rt.  VI  de 
la  referida  Convención:  «Si  el  acusado  ó  sentenciado  fuese  ex- 
tranjero de  los  dos  Estados  contratantes,  el  Gobierno  que  deba 
conceder  la  extradición  informará  á  la  del  país  al  cual  pertenez- 
ca el  culpable  de  la  demanda  interpuesta,  y  si  este  último  Gobier- 
no lo  reclamase  de  su  propia  cuenta  para  hacerlo  juzgar  por  sui 
Tribunales,  aquel  á  quien  se  hubiese  hecho  la  demanda  de  ex- 
tradición podrá  á  su  elección  entregarlo  al  Estado  en  cuyo  terri- 
torio se  cometió  el  crimen  ó  aquel  á  que  pertenece  el  reo»;  y  en 
la  segunda  parte  del  mismo  artículo  se  ha  pactado,  que  el  reo 
extranjero  sea  entregado  al  Gobierno  en  cuyo  territorio  haya  si- 
do cometido  el  delito  mas  grave,  al  de  la  demanda  de  fecha  an- 
terior si  son  de  la  misma  gravedad  los  delitos,  y  si  fuesen  iguale» 
las  fechas   tendrá  la  preferencia   la  nación  á  que   pertenezca  el 
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rfio.  No  puede  desearse  términos  mas  explícitos  al  reconocimien- 
to del  principio  que,  acogiéndose  á  la  misma  Convención,  ha  si- 
do sin  embargo  negado, 

El  Tratado  de  Amistad  y  Comercio  del  Perú  con  el  Rej'no  d# 
Italia  contiene  también  artículos  que  deciden  también  la  «cues- 
tión: el  III,  el  IV,  el  XVI  y  el  XVII  establecen,  como  principia 
general,  común  en  todos  los  trabados  de  amistad,  la  misma  pro- 
tección, recíprocamente,  que  las  leyes  de  cada  país  acuerdan  pa- 
ra los  nacionales,  en  favor  de  los  de  la  otra  parte  contratante  y 
también,  en  general,  el  goce  de  los  mismos  dereclios  civilos  dis- 
frutados legalmente  por  aquellos.  Estos  artículos  comprenden 
dos  obligaciones  igualmente  recíprocas:  por  parlo  del  Perú,  la  de 
garantir  a  los  italianos  el  goce  de  los  mismos  derechos  civiles  y 
la  misma  protección  de  que  gozan  los  poraanos,  entendiéndose 
por  orden  civil  el  que  se  contrapone  al  político,  y  comprende  el 
orden  criminal,  también  civil;  y  por  parte  de  Italia,  la  obligación 
de  no  bxigir  [mra  sus  subditos  re-i  ¡cutes  on  el  Perú  ínás  protec- 
ción ni  más  derechos  que  los  disfrutados  apií  por  los  nacionales. 
Ahora  bien;  los  peruanos  viven  en  el  pa's  bajo  el  imperio  del 
tratado  peru-boliviano  que,  dicho  sea  una  vez  ma«/es  ley  de  la 
República  y  están  en  virtud  de  él  sujetos  á  la  extradición;  por 
consiguiente,  para  los  italianos  rige  también  esa  ley  y  su  gobier- 
no no  tiene  derecho  de  exigir  qu<^  respecto  de  ellos  so  suspenda 
su  cumplimiento.  De  otro  modo  resultaría  el  absurdo  injustifi- 
cable de  que  los  italianos  en  el  Perú  tenían  mejores  derechos  y 
mas  prolección  que  lo3  mi^^mos  peruanos  y  que  los  demás  extran- 
jeros, para  quienes  nadie  ha  reclamado  ni  reclamar  puede  tan. 
extraordinaria  como  in?ostenible  exención,  que  amenguaría  en 
mucho  la  soberanía  inalienable  de  la  Pepúblicr,  sobre  todo,  en 
casos  como  el  presente,  i)uesL0  que  impoitiría  imponerle  la  obli- 
gación de  darle  asilo  á  un  reo  acusado  de  un  crimen  atroz,  con- 
tribuyendo así  ú  que  quedasen  burladas  la  moral  y  la  justicia 
alevosamente  en  el  territorio  de  una  nación  amiga. 

Una  sencilla  hipótesis  bastará  para  hacer  resaltar  la  fuerza  de 
los  argumentos  legales   que  preceden    tanto  que    queden  satisfe- 
chas las  mas  escrupulosas   exigencias  en  el    sentido  de  la  duda. 
Supóngase  que  un  boliviano   hubiese  cometido  en    Italia  el  mis- 
mo crimen  de  que  se  acusa  á  Ricchardi  y  después  do  esto  se  hu- 
biera venido  á  asilar  en  el  Perú:  la  demanda  de  extradición  que 
entablase  el  gobierno  italiano,  de  ese  reo  extranjero   de   Italia  y 
del  Perú,  aprobándose  en  la  Convención  tantes  veces  citada,  ¿de- 
bería ser  satisfecha  por  el  Gobierno   del  Perú  como   una  obliga- 
ción perfecta?  Ciertamente  que  sí:  la  htra  del  derecho  escrito  no 
deja  al.solutamente  lugar  6  la  menor  duda,  como  tampoco  la  de- 
j  a  en  cuanto  al  prineipio  de  que  los  italianos  se  hallan  colocadoi 
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en  el  Perú  en  las  mismas  condiciones  civiles  que  los  peruanos,  y 
en  ningún  caso,  ni  por  tLotivo  alguno,  gozan  de  derechos  civiles 
ó  protección  por  parte  de  la  autoridad  que  las  leyes  no  acuerdan 
á  los  nacionales. 

Ni  de  suponerse  es  siquiera  que  dos  Gobiernos  ilustrados,  co- 
mo la  Italia  y  el  Perú,  hubiesen  pactado  secretamente  bajo  la  fé 
nacional  una  obligación  de  dudosa  moralidad,  por  decir  lo  me- 
nos, como  la  de  dar  asilo  en  su  territorio  á  reos  de  asesi^jato  ale- 
voso, para  convertirse  en  uíjontes  protectores  de  su  impunidad, 
-con  menoscabo  de  la  moral  y  la  justicia,  en  cuyo  triunfo  se  inle- 
resan  y  se  ayudan  recíprocamente  todas  las  naciones  cultas,  ora 
4ijustando  tratados  orf  hoc,  ora  invocando  los  principios  genera- 
les del  üereclio  de  Gentes.  En  el  terreno  en  que  el  señor  üjncar- 
gado  de  Negocios  ha  planteado  la  cuestión,  acogiéndose  á  la 
CJonvención  de  Extradición  Perá-Italiaua,  e?,  pues,  de  todo  punto 
ineostenible  su  pretensión,  corno  sería  fácil  demostrar  que  tam- 
bién loes  en  el  m;is  anclio  oanpo  del  derecho  ti lasóíico, sobre  cu- 
yos principios  descansan  esos  tratados  especiales. 

Gontlensando  las  ideas  expuestas,  el  Fiscal  formula  las  siguien- 
tes conclusiones:  que  en  fuorza  do  los  tratados  del  Perú,  leyes 
obligatorias  para  los  nacionah.'S  catantes  y  habitantes  en  nuestro 
territorio,  todos  los  extranjeros,  sin  distinción,  están  sujetos  á  la 
extradición  en  aquellos  prescrita;  que  los  italianos,  comprendi- 
dos como  se  hallan  en  la  regla  establecida,  no  han  sido  expresa- 
mente excepcionndos  on  los  tratados  que  particularmente  rigen 
ciítre  el  Perú  é  Italia;  que,  no  existiendo  en  estos  la  excepción 
expresa,  nadie  tiene  derecho  de  deducirla  interpretativamente: 
que,  por  el  contiario,  entre  los  tratados  vigentes  entre  la  Italia  y 
«1  Perú  está  reconocido  el  principio  negado  por  el  señor  Encar- 
gado de  Negocio^í  de  Italia,  en  protección  dtd  reo  Juan  B.  Pie- 
chanli;  y  que,  en  todo  casí>,  esa  exención  insostenible  afectará  la 
soberanía  nacional,  y  no  es  de  suponerse  siquiera  que  hubiera 
sido  objeto  de  un  pacto  expreso,  siendo  por  su  propia  naturaleza 
repugnante  bajo  el  aspecto  moral.  En  este  sentido  es  de  opinión 
el  Fiscal  que  puede  servirse  V.  10.  lesolvcT  cstePfcunto,  Falvoqu* 
en  su  elevada  ilustración  encuentre  mejor  modo  de  deliberar. 

Lima,  Enero  7  de  1879. 
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Jfinirierio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Enero  23  de  1879. 

Visto  este  expediente,  del  cual  resulta  i?  que  en  26  de  Octu- 
bre último  fué  capturado  en  (sta  capital  Juan  B.  Eicchardi,  en 
virtud  de  la  denuncia  hecha  ror  la  señora  Juana  Maxton  d« 
Bryson,  de  haber  estado  vendiendo  dicho  Ricchardi  alhajas  j 
especies  que  fueron  de  don  C.  Maxton,  asesinado  alevosamente  y 
robado  en  La  Paz  (Bolivia):  2"  que,  á  consecuencia  de  esta  de- 
nuncia y  de  haberse  encontrado  en  poder  de  Ricchardi  alhajaa 
y  especies  que  algunos  joyeros  de  esta  capital  reconocieron  ha- 
ber pertenecido  al  finado  Maxton,  la  autoridad  política  puso  al 
referido  Richardi  á  dispiisición  del  juez  del  crimen  doctor  don 
Manuel  Carmelino;  3^  que  en  (»ficio  de  12  de  Diciembre  último 
la  Legación  de  Bolivia  tolicitó  la  entrega  de  Ricchardi  para  ser 
conducido  á  los  tribunales  de  La  Paz,  donde  se  sigue  juicio  con 
tra  \os  autores  del  asesinato  de  Maxton,  fundándole  en  el  trata-, 
do  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia;  4?  que  la  Legación  de  Italia, 
á  quien  se  remitió  copia  Jel  informe  del  Subprefccto  del  Cerca- 
do y  se  le  comunicó  al  mismo  tiempo  la  solitritud  del  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia,  manifes- 
tó, en  16  del  mismo  mes,  que  el  caso  de  entregar  á  un  italiano 
refugiado  en  el  Perú  á  una  tercera  potencia,  ckspues  de  cometer 
un  delito  en  el  territorio  de  esta,  no  eetá  previ^^to  ^n  la  Conven- 
ción de  Extradición  vigente  entre  el  Perú  é  Italia;  y  que  en  su 
opinión  no  podía  verificarse  la  extradición  solicitada  por  Boli- 
via sin  previo  acuerdo  de  ambos  paites;  y  considerando: 

1?  Que  el  subdito  italiano  J.  B.  Ricchardi  estíi  actualraentt 
sometido  á  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  República,  donde  de- 
be llevarse  á  término  el  juicio  que  se  le  sigue: 

2?  Que  la  extradición  solicitada  por  el  Ministro  de  Bolivia, 
á  nombre  de  su  gcibierno,  «e  funda  en  el  artículo  J2  del  Tratado 
de  Paz  y  Amistad  celebrado  entre  el  Perú  y  Bolivia  en  5  de  No- 
viembre de  1863,  y  en  la  declaración  Lecha  j^or  cartas  rtverea- 
le8  de  la  modificación  introducida  i)Or  «1  Congreso  del  Perú  á 
dicho  artículo,  en  el  sentido  de  que  la  extradición  Ee  haría  según 
las  leyes  penales  de  una  de  las  partes  contratante»,  conforme  á 
la  acta  de  canje  firmada  en  esta  capital  en  21  de  Enero  de  1865; 

3?  Que  de  los  documentos  remitidos  por  la  Lec:ación  de  Bo- 
livia aparece,  que  ante  los  Tribunales  de  esa  República  se  sigue 
un  juicio  contra  los  autores  del  asesinato  de  Maxton  y  que  se  ha 
expedido  mandamiento  de  prisión  en  forma  contra  el  expresado 
Ricchardi,  aeusado  de  ser   uno  de  los  autores   principales  de  efe 
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asesinato;   circunstancia   que  lo  coloca  en  la  condición   prevista 
I>or  el  mencionado  Tratado  para  conceder  su  extradición; 

4?  Que  la  oposición  lieclia  por  la  Legación  dé  Italia  á  la 
extradición  solicitada  por  Bolivia  no  se  funda  a-bsolutaraente  en 
Tiinguiío  <le  los  artículos  de  la  Convención  de  Extradición  de  21 
do  Agosto  de  1870,  vi^^entc  entre  el  Perú  é  Italia; 

5?  Que  el  Tratado  que  liga  al  Perú  con  Bolivia  como  todos  los 
demás  pactos  que  tiene  celebrados  la  República,  es  una  ley  del 
Estado  y  obligatorio,  por  consiguiente,  para  todos  sus  habitantes, 
ya  sean  peruanos  ó  extranjeros,  sin  excepción  alguna; 

C:  Que  es  también  inaceptable,  en  principio,  la  oposición  de 
la  referida  Legación;  porque  la  excepción  que  pretende  estable- 
cer en  favor  de  los  subditos  italianos,  contra  lo  dispuesto  en  tra- 
tados vigentes,  re«lundaría  en  grave  daño  de  la  tolerancia  del 
país  y  de  la  moral  pública,  interesada  en  que  no  queden  impu- 
lses los  crímenes  ni  burlada  la  acción  de  la  justicia. 

En  virtud  de  las  razones  precedentes,  y  de  conformidad  con  el 
dictamen  del  Fiscal  de  la  Excma,  Corte  Suprema,  que  precede, 
80  resuelve: 

Cí>ncé<loso  la  extra-lición  solicitada  por  el  Ministro  Plenipoton- 
eiario  de  Bolivia  á  nombre  de  su  Gobierno,  del  reo  J.  B.  Ricchar- 
di,  la  cual  se  llevará  á  efecto  terminado  que  sea  el  juicio  que  se 
le  sigue  ante  los  Tribunales  de  la  República. 

Comuníijuese,  por  medio  de  las  respectivas  notas,  al  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia  y  al  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia;  trascríbase  para  su  oportuno  cum- 
plimiento al  Ministerio  de  Justicia,  y  regístrese. 


Rúbrica  de  S.  E. 


Irigoyeti. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima^  27  de  Enero  de  1879. 
Excmo.  Señor: 

El  25  del  corriente  tuve  el  honor  de  recibir  la  estimada  nota, 
fecha  del  23,  en  la  cual,   con  referencia  á  mi  oficio  d«  16  de  Di- 
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•iembre  de  1878,  V.  E.  se  digna  hacerme  saber  que  el  miírmo 
día  el  Gobierno  de  V.  E.  accede  a  la  solicitud  de  extradición  del 
subdito  italiano  J.  B.  Ricchardi,  hecha  por  BoHvia. 

La  entrega  está  además  subordinada  al  caso  de  que  Ricchardip 
actualmente  sujeto  en  esta  capital  á  un  juicio,  permanezca  bajo 
la  acción  de  los  Tribunales  locales. 

Al  participarme  esta  deliberación,  reconoce  V.  E  que  el  caso» 
de  la  entregii,  hecha  por  el  Peni,  de  un  italiano  á  una  tercera 
potencia,  no  se  halla  previsto  en  la  Convención  do  Extradicióa 
Tigente  entre  Italia  y  el  Perú. 

En  verdad,  ella  no  comprende  sino  la  recíproca  entrega  de  los 
subditos  de  las  partes  contratantes,  una  á  la  otra  y  no  á  las  do- 
mas; y  sucesivamente  hv  de  extranjeros  á  ambos  Estados,  con  su- 
bordinación á  las  restricciones,  claramente  determinadas. 

La  conc  sión  hecha  por  el  Gobierno  de  la  República  al  de 
Solivia,  no  es,  pues,  siiio  la  extensión  de  un  tratado  á  un  caso 
no  previsto  en  él;  y  efectuándose  dicha  extensión  sin  el  pre- 
vio acuerdo  de  las  partes  contratante.^,  se  debió,  en  rigor  de  los 
convenios,  inferir  que  el  Gobierno  de  la  República  reputa  que  la. 
extensión  de  un  acto  bilateral  más  allá  de  los  límites  estableci- 
dos, puede  tener  lugar  por  obra  de  una  sola  parte,  sin  el  concur- 
BO  de  la  otra. 

Semejante  doctrina  que  se  deduce  lógicamente  de  la  concesión 
hecha  por  el  Gobierno  de  la  Rejmbliea  al  de  Bolivia,  no  será 
ciertamente  aceptada  por  el  Gobierno  de  Su  Majestad,  cuya  opi- 
nión por  mí  expresamente  reservada  en  todos  sus  efectos  de  ra- 
zón, he  tenido,  por  otra  parto  desde  el  princi]>¡o,  el  honor  de  ha- 
cer conocer  á  V.  E. 

Permítame  V.  E.  concluir  observan. lo  que  la  eventual  entre- 
ga de  J.  B.  Ricchardi  no  está  tampoco  en  armonía  con  el  Trata- 
do en  que  se, funda  la  solicitud. 

El  artículo  12  del  Tratado  de  5  do  Noviembre  de  1803,  vigen- 
te entre  el  Perú  y  Bolivia,  subordina  la  entregado  Ion  «extra- 
dicionados»  á  la  presentación  de  una  sentencia  definitiva  dada 
en  última  instancia  por  tribunal  competente» — lo  cual  equivale 
á  decir  que  solo  á  los  reos  sujeta  á  la  extradición.  Ahora  bien  J. 
B.  Ricchardi  no  es  sino  un  acusado  y  la  extradición  no  le  puede 
ser,  j)or  consiguiente,  aplicada  por  falta  de  la  condición  cscencial 
á  que  debe  subordinarse. 

-^  No  ignoro  que  en  el  protocolo  de  canje  del  Tratado  de  5  d^ 
Noviembre  de  18^)3  se  convino  el  día  21  de  Enero  de  18(*5,  en 
introducir  modificaciones  substanciales  en  el  procedimiento  esta- 
blecido en  el  artículo  12  con  la  reserva  sin  embargo  de  la  apro- 
bación del  Congreso;  pero  la  colección  de  Io3  Tratados  del   Perú, 
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publicada  bajo  los  auspicios  de  ese  Ministerio  el  31  de  Diciembre 
de  1876,  no  trae  prueba  alguna  do  que  so  haya  dudo  dicha  apro- 
bación, y  se  debe  deducir  que  el  artículo  12  del  Tratado  de  5  de 
Noviembre  de  1863  se  halla  todavía  completamente  en  vigor; 
por  lo  cual  la  extradición  pedida  por  Bolivia  estaría  vedada  por 
•1  mismo  Tratado  que  se  alej^a  para  justificarla. 
Acepte  V.  E.  las  seguridades  etc. 

G.  B.  Viviani. 

* 

Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Felaciones  Exteriores, 

Lirtia^  Febrero  10  de  1S79. 
Señor: 

Tengo  la  honra  de  contestar  el  oficio  que,  con  fecha  27  de  Ene- 
ro último,  se  ha  servido  US.  dirigirme  ocupándose  de  mi  nota  d^l 
23,  signada  con  el  número  3,  en  que  comuniqué  á  US.  haber  re- 
suelto mi  Gobierno  acceder  á  la  solicitud  de  extradición  del  sub- 
dito italianc^Jt'an  B.  Ricchardi  hecha  por  la  Legación  de  Boli- 
via, en  el  caso  de  que  sea  absaelto  por  los  tribunales  de  la  Re- 
pública, á  cuya  jurisdicción  se  halla  sometido  en  la  actualidad. 

Respecto  de  las  ol)servaciones  que  se  sirve  US.  hacerme,  debo 
indicarle  que  siendo  evidente  que  no  está  previsto  el  caso  de  Ric- 
chardi en  la  Coiivención  fio  Extradición  entre  el  Perú  6  Italia, 
mi  Gobierno  ha  estado  y  esii'i  en  su  perfecto  derecho  para  acce- 
der á  la  extradición  solicitad. i  por  Bolivia,  en  cumplimiento  d* 
un  pacto  solemne  que  sobre  el  particular  lo  liga  con  esa  Repú- 
blica. 

Sabe  US,  perfectamente,  que  á  falta  de  estipulaciones  expre- 
sas, riíj;en  les  principios  geuí  rales  del  Derecho  Internacional  en 
las  relaciones  de  los  Estados  civilizados;  y  esta  consideración  bas- 
ta para  aseverar  que  no  existe  fundamento  alguno  para  que  mi 
Gobierno  hubiera  tenido  necesidad  de  proceder  de  acuerdo  con 
el  de  US.  en  el  aí?unto  Ricchardi. 

Por  lo  que  respecta  á  la  observación   que  hace  US.  de  no  h?.- 
berse    verificado  el  cambio  de  notas  reversales,   estipulado  en  el 
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acia  de  canje  del  Tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia,  per- 
mítame US.  manifestarle  que  ese  asunto  compete  oxclusivamentt 
á  ambo9pFÍses. 

Silos  hiin  creído  innecesario  llenar  esa  formalidad,  para  pres- 
tar su  acatamiento  á  las  prescripciones  contenidas  tanto  en  el 
Tratado  como  en  el  acta  aludida;  de  manera  que  este  sentimien- 
tt)  de  las  dos  paites  interesadas,  aleja  todo  fundamento  para  que 
se  puecfa  hacer  observación  alguna  sobre  el  particular. 

Espero  que  estas  nuevas  consideraciones  llevarán  al  ánimo  de 
US.J  el  convencimiento'de  que  en  el  asunto  Ricchardi,  mi  Gobierno 
ha  procedido  con  perfecto  derecho  y  en  ejercicio  de  su  soberanía 
y  sin  olvidar  los  pactos  que  los  unen  con  el  de  Italia,  ni  menos- 
cabar las  felices  relaciones  que  mantiene  el  Perú  con  esa  ilustra- 
da nación. 

Sírvase  US.  aceptar  las  protestas  de  mi  alta  consideración  y 
particular  aprecio. 

Mánnel  Irigoy^n. 

Señor  G,  B.  Vivíani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


ACUERDO  SOBRK  CANJE  DE  PAHTIDAS  DE  ESTADO  CIVIL 1889. 

PROTOCOLO.  • 

El  Gobierno  del  Pero  y  el  Gobierno  de  Italia,  deseando  tener 
conocimiento  exacto  del  Estado  Civil  y  relaciones  de  familia  de 
sus  respectivos  nacionales  que  se  trasladen  á  uno  ú  otro  país, 
convienen  en  el  presente  protocolo  en  cambiarse  cada  seis  meses, 
por  medio  de  las  respectivas  Legaciones  en  Lima  y  Roma,  las 
partidas  de  matrimonio  y  defunción  de  los  referidos  peruanos  é 
italianos  residentes  en  Italia  ó  el  Perú,  lo  mismo  que  las  de  na- 
cimiento de  sus  hijos. 

Por  lo  que  respecta  al  Perú,  esta  obligación  solo  de  refiere  á 
las  partidas  asentadas  en  los  registros  á  cargo  de  los  Concejos 
Provinciales  en  las  poblaciones  donde  existan  dichos  registros. 

Tal  otorgamiento  será  gratuito  y  en  la  forma  acostumbrada 
en  el  país. 

Por  la  entrega  á  que  se  refiere  este  acuerdo,  no  se  establece 
presunción  de  nacionalidad  distinta  de  la  que  determinan  la 
Constitución  y  leyes  del  Perú  é  Italia,  ni  tampoco  de  la  que  pu 


dieran  estatuir  los  tmlAflos  qwe  sombre  t4  particdítr  «a  celebr*5©i\ 
entre  \o%  dos  pn(se9. 

E!  presente  «ncuerdo  principiará  A  regir  desdo  ol  1?  do  Juíio  de 
1390  y  conünuará  ei\  Tig%m!ia  hasta  un  aiio  di^apué^  que  uno  de 
los  Gobiernos  manifiesto  la  resohrcrón  dj  ponerle  término. 

HeJio,  p  »r  duplicado,  en  Lírna,  á  lo^  eaatro  díiw  dol  méá  de 
Diciembre,  de  mi!  oebocieaftoa  ochenta  y  nueve,  y  su-:crito,  ea 
virtud  Jü  In  correspondiente  autorÍ7.aciv')n,  por  el  Miniátro  do  It*5- 
Iftciones  Exteriores  <lcl  Pera  y  el  Ministro  Residente  de  Su  Ma- 
jcstaii  el  Rey  de  Italia,  expresados  fvl  principio. 


M.  IriíCiOVK.v 


D.  Sr.aFiH. 


JJr^j,  A^wo^íW  de  18&0. 

Apruébase  el  presente  protocolo,  suscrito  en  ostii  ca[)ital,  el  i 
dcDic¡"^mbre  del  año  próximo  pasaílo,  cairo  el  Ministro  de  R^ 
laclónos  Bxteriores  del  Perú  y  el  Ministr.)  í{'>3Ídentj  do  Italia. 

Comuniqúese,  publíquese  y  regístrese. 

Rubrica  do  S.  E. 

I  n  no  lien.  (1) 


nEQÜlSIToS  TAIJA  KL  KXPEN'DtO  DK  ICSPiXlArjIDADHi  KH 

ITALIA— 1890. 


Iital  Legación  de  Italia. 


Lma,  OJ.ubre  14  de  1890, 


Señor  Ministro: 


El  Gobierno  del  Rey  me  ordena  que  advierta  á  los   producto- 


[1]  "Dicho  acuerdo  aprobado  por  ambos  Gobiernos,  ctimolo  ha  sido,  priii- 
oipiará  á  ejecutarse  desde  el  1^  de  EnerordeL  aüo  oróxiinav  poae  porhabexBe 
demorado  la  resolución  de(  Gobierno  italiano,  no  fué  posible  poneiio  en  TÍj^n- 
eiael  1^  deJuUo  último  como  8<)  estipuló.  [Memoria  del  señor  Ministro  de 
elaciones  exteriores   del  Pero  presentada  al  Conjrreso  Ordii^ario  en  Aa^osto 

de  1890.]'^ 
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res  y  negociantoaeiiespocialidades,  residentes  en  este  Estado.  'i:ie 
por  ley  de  22  do  Diciemhrc  de  1888,  en  bien  de  la  higiene  v  sa- 
lubridad páblica,  es  absolutamente  prohibido  en  el  líeyno  el 
expendio  do  eapecialidades  que  ciirezcan  de  los  requisitos  "«si- 
guientes: 

A.  Qae  la  composición,  en  cuanto  á  cali  l.il  y  e<»ntidad  de  Iji? 
sustancias  activas  que  contienen,  s«a  escrita  de  una  manera 
exacta  en  las  etiquetas  y  en  los  anuncios  públicos. 

B.  Que  no  se  lo^  atribuya  nin^juna  virtud  ó  mérito  terapé'Ui- 
co  especial  ni  en  las  etiquetas,  ni  en  los  anuncios  al  publico. 

C.  Que  sean  vondiihis  únicamente  por  el  farmacéutico  baj«>  la 
vigilancia  de  la  autoridad  y  con  presííripción  médica. 

En  razón  de  las  dificultades  inherentes  &  la  aplicación  de  u\n 
prudente  disposición  A  la  ley,  se  ha  di-^pucsto  que  la  reforma  en- 
tre en  vigor  el  1?  de  Jul'o  de  1890. 

Háse  concedido  otro  semestre  do  plaxo,  el  cumI  empero  cu;:- 
ci<Tne  d  la  venta  do  las  espocialidadef?,  que  no  íi  su  importación 
en  el  Reino,  á  fin  de  que  no  se  aamenten  allí  aquellas  prepara- 
ciones que  no  se  hallan  en  las  condiciones  iadicadjis.  • 

Mo  permito  participar  á  V.  K.  lo  referido,  para  quo,  5?¡  lo   t-'i 
ma  conveniente^  se  sirva  hacer  que  se  ponga  en  conocimicnt.>  ♦!'' 
loa  productores  y  negociantes  de  eapecialidades  residentes  on  -' 
Perú. 

Dígnese  V.  K.  aceptar  las  seguridades  <le  mi  i)ir*ip!il.>r  esti- 
mación. 

y*.  Sr.ore. 

A  a.  K.  el  Señor  Mini.Tftro  de  Rídneiones  Bxteri  uv-:,    do.'toi*   d  «íí 
Albevfo  Ehnore. 


M'iaihtii'io  (le  Htlaciowiii  Exícrior^é. 

Lhna,  Orlvbrc  lo  (Ir.  l-^íí^V 

Para  que  llegue  á  conocí mienUí  de  los  proluetoros  y  i]'i!:>- 
ciantes  de  osp^eialidades  á  (|ue  U"^.  IL  so  refieit^  en  suaíjnta 
comunicación,  fecha  de  ayer,  he  ordenado  que  se  publique  la 
citada  carta  en  el  periólico  oficial. 

Aprovecho,  etc. 

Alberto  Klmor'\ 
Al  Seflor  Ministro  Residente  de  S.  !Nf.  el  Rev  do  Italia. 
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Lcgacián  del  Perú, 

N*?  9,  Roma,  Marzo  5  de  1891. 

Señor  Ministro: 

Según  el  protocolo  suscrito  en  Limn,  el  8  de  Mayo  de  1878, 
entre  el  Ministro  de  Relacionos  del  Perú  y  el  Encargado 'de  Ne- 
p:ocii>3  de  Italia,  los  ariíc-ulos  XV  y  XIX  de  la  Convención  de 
Mayo  de  1863,  (1)  debían  seguir  surtiendo  ?U3  efectos  de  un  modo 
provisional,  hasta  qno  llegaran  á  una  eonclu>5Íón  las  negociacio- 
nes que  pnra  un  otro  pacto  de  idéntica  naturaleza  se  habían  ini- 
ciado en  esa  época. 

Así  han  permanecitlo  las  cosas  deslü  el  año  1878,  presentán- 
dose, eneí-te  lapso  do  tiempo,  algunos  inconveniente?,  como  re- 
íidtado  de  la  vigencia  de  dos  artículos  aislados,  que  no  forman 
un  cuerpo  completo  de  disposiciones,  ni  ofrecíui,  on  consecuen- 
cia, reglas  pnra  todos  los  :-as')^  que  se  presentan   en  la   práctica. 

Teniendo  en  cuenta  estas  cnnsi<leraciones,  el  soñor  Ministro  de 
Rfrlaciones  Exteriores  me  encarga  notificar  al  Gobierno  de  V.  E  , 
il  desahucio  del  referido  protocolo,  haciendo  presente  igualmen- 
te á  V.  E.  que  el  objeto  perseguido  es  consultar  la  uniformidad 
en  las  estipulaciones  que  el  Perú  fe  propone  celebrar  con  el  Rei- 
no de  Italia. 

Mi  Gobierno,  deseoso  de  poner  de  nianifiesto  la  deferencia  que 
lo  anima  hacia  al  de  V.  E  ,  ha  fijado  para  que  se  considere  ex- 
tinguida esta  estipulación,  un  año  después  de  la  fecha  de  la  pre- 
sente comí  nicación,  habiendo  tomado  por  baso  el  tiempo  seña- 
lado para  el  desahucio  de  la  Convención  de  1863  e\\  su  artículo 
XXII. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  renovar  á  V.  E.  las  se- 
guridades de  mi  más  alta  consideración. 

José  F.  Canevaro, 

Al  señor  Presidente  del  Consejo  y  Ministro  de  Negocios   Extran- 
geros.— Roma. 

jl]  l'áginaS. 


—  356-  — 

MinisUrio  de  Negocios  Extranjeros. 

Rema,  Abril  2  de  1891. 

Señor  Ministro: 

Con  el  tí^bimajble  ©fioio  de  5  de  Marzo  último,  N*?  9,  V.  E.  me 
participa  quo  el  Gobierno  del  Perú  denunciaba  la  declaracióa 
del  8  de  Mayo  do  1878,  en  la  cual  so  manteníala  en  vigor  lo^  ar- 
tículos XIV  y  W  (incxíictimente  indicados  en  la  nota  como 
XV  y  XIX)  de  h\  Convoncum  ('Onsular  estipulada  éntrelos  dos 
Gobierno-'  t\  3  do  Mayo  de  1S03,  y  cnj'os  efectos  habían  oeijaílo 
en  a'iuel  tiempo. 

Xo . habiendo  feido  c•*l^^^iderado  ew  (íse  jiacto  el  caso  de  la  de- 
nuncia, y  hal)ióndo^e  mus  bkni  estipulado  expresamente  que  e\ 
acuenlo  va  hiaarui  gHuUkiiMite  el  día  ea  que  entre  en  vigor  una 
nuova  Convención  Consiihir  quo  debía  conchiirsc entro  Jos  dos 
E^tad()5,  mi  Gobierno  so  inclinaría,  por  su  parte,  á  considerar  que 
no  entra  'mi  1'\3  faciltAdi^  de  ninguna  do  las  partes  contratantes 
el  híioer  rcf^nr  c^to  acuerdo  antes  del  término  expresamente  fijado 
(»n  el  pnra  f^u  du radón. 

Acrudi./íído,  sin  e?Tibiircí;o,  do  buena  voluntad,  al  deseo  expre- 
sado por  t'l  Qcbierno  ]>»'rnano,  de  llegar,  lo  mas  pronto  posible,  ¿i 
la  oslipMb\rión  de  hi  í.'oiivención  Coiisularque  en  el  citadoacuer- 
do  so  iiKli':a,  para  qnc  ri'gularice  de  un  iModo  mas  amplio  y  efi- 
c'z  las  roLu-iones  ^jiio  exi:*ten  entre  los  dos  Esüidoá  amigos:,  mi 
Gobic.nu),  Wn  tcrmiiHir  la  ouestion  que  queda  [tendiente  de  la 
eficacia  do  \i\  denuncia  ({ue  se  le  ha  notificado,  toma  nota  áe  la 
declaración,  quo  los  or(M:t<>s  del  acuerdo  durarán,  según  «I  Oo- 
bieriu)  píMíwano,  hasta  el  ñ  dd  Marao  d^  1892,  y  so  apresurará  á 
darlo  la^  in^ruccioucs  oportunas  á  su  Mini^stro  en  Lima,  pcira 
qufl  inicie  las  no^f<K:i:u¡niiLS  á  cAh^U)  de  concluir  la  uueva  Con- 
reiición  .Ct*u&nUr. 

Dignase  V.  iü  j  etc  ,  ote. 

Rudin\ 
Excino.  señor  J.  F.  Canevaro,  Ministro  del  Perú. —Roma. 
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Legación  del  Perú. 

Royna,  Ál)rili2  de  1891. 
Señor  Miniatro: 

Me  es  honroso  acusar  i'eeibo  a  V.  E.  do  la  comunicación  que 
se  ha  servido  dirigirme^  y  por  la  cual  me  da  conofM miento  de 
que  el  Gubierno  de  S.  M.  el  Rey  ha  tomado  nota  doi  oonU'nido 
de  la  mía,  fecha  5  de  Marzo  último,  en  virtud  de  la  cual,  y  si- 
g[UÍcndo  h\r\  3iistru«oionc3  da  mi  Gol^ienio,  iiotiílciiba  á  V.  E.  el 
(íesahucio  del  protocolo  firmad<>  en  Lima,  con  fecha  8  de  ^íayo 
de  1878.  Me  añade  V.  E.  que  se  apresurará  á  comunicar  las  ins- 
iTucciones  oportunas  al  Koprcscniante  de  Italia  en  el  Perú  Ti  íin 
Je  iniciar  cuanto  antea  las  ne<;<)C¡tiCÍonea  cncaminaíhis  á  la  con- 
clusión de  un  nut'vo  Tratado  Consular.  No  puedo  m^ncs  de  (o- 
inar  notn,  con  viva  satisfacciói),  de  estas  seguridades  que  respon- 
'Icn  á  los  dcíí'co.s  do  las  dos  naciones  y  de  ambo?^  Gobiernos,  igual- 
i.'icnte  que  á  loa  lazo:f  de  buena  amistad  que  lv>á  uuen. 

Cireunstfinciaá  especial íáimji.s,  como  fueron  las  dificultades  in- 
ternacionales que  surgieron  para  el  Perú  durante  la  m  lyor  par- 
tí» «leí  período  trascurrid'»  de<[>ue:í  «lo  la  firma  del  jm'oo'oIo  de 
1S78,  motivaron,  sin  duda,  el  que  so  sns])end¡  ran  las  nci>ojia- 
f^'oiies  entablada?»,  dando  así  motiw),  durante  vi  ¡ai\;o  (rusturbo 
43  lo  años,  a  que  c^ntinunsen  en  vii^or  los  artículos  XIV  y  XV 
<lel  Tratado  do  lS(j:í,  que  revesiínn  \\n  caráot^-r  [n-ovisionalísiino, 
^'omo  aparece  del  texto  mismo  del  protocolo  y  del  dt  cn-to  Real, 
que  con  fecha  2í)  de  Julio  do  1878  expidió  ol  Soberano  de  [talla, 
prestándole  ^*a  sonción. 

La  buena  voluntad  de  que  se  hallan  sinccramenlo  a;:imados 
l»r5  U03  (iobiernos,  ea  fc'cguní  garantía  de  que,  ganán<losc  el  tiem- 
po perdido,  so  llevará  en  breve  u  un  acuerdo  completo,  que  re- 
gule en  manera  amplia  y  eficaz  lae  relaciones  entre  ami)C)s  Esta- 
dos amigos,  llevando  a  foliz  termino  las  c^tij>ulac:o:ii^ó  de  una 
Conveneióu  Consular  ig\ialmen;.e  prorecliosa  pira  las  dos  na- 
(ionea. 

Esta  esperanza,  que  quiero  considerar  como  una  sj^ijurida  1, 
haría  casi  inútil,  por  parte  mía,  ocuparme  de  las  reservas  que  en 
su  amistosa  nota  hace  V.  E.  en  nombre  del  Gobierno  do  Italia, 
respecto  del  legítimo  derecho  que  asiste  al  Gobierno  de  mi  Pa- 
tria para  pedir  el  desahucio  de  los  artículos  XIV  y  X\^;  los  cua- 
les sólo  quedaron  vigente?,  en  forma  siempre  provisional,  según 
el  texto  del  protocolo  ó  declaración  de  8  de  Mayo  de   1878   t>ti 
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Lima,  si  no  creyese  de  mí  deber  jiiatifí car  la  perfecta  legitimi- 
dad, en  esta  parte,  de  las  declaraciones  del  Gobierno  del  Perl. 

Si  se  admitiese,  en  efecto,  el  principio  de  que  ó  el  texto  ó  el 
espíritu  de  dicho  protocolo  imponían  á  ambos  Gobiernos  y  países 
la  obligación  de  reconocer  eternamente  vigente  una  estipulación 
de  carácter  temporalísimo,  hasta  que  fuese  sustituida  por  otro  tm- 
tado,  se  daría  la  consecuencia  inadmisible  de  que  lo  que  lleva  un 
sello  enteramente  provisional,  tendría  mayor  estabilidad,  vigor 
y  vida  que  el  mismo  tratado  de  1863,  el  cual  no  era  obligatorio 
sino  durante  un  decenio,  después  del  cambio  de  las  ratiñcacio- 
nes,  pudiendo  denunciarse  con  un  año  de  anticipación.  Y  pon- 
dría ademasen  manos  de  cualquiera  de  los  plenipotenciarios  ó  re- 
presontantí  8  de  una  ú  otra  potencia,  Ja  facultad  de  prolongar  in- 
definidamente los  efectos  de  tal  pacto  transitorio,  con  sólo  opo- 
ner dificultades  insuperabled  á  la  conclusión  del  tratado  defini- 
tivo. Ahora  bien,  mi  Gobierno  ha  experimentado  los  inconve- 
nientes gravísimos  que  presenta  la  existencia  de  doH  artículos 
aislados  que  no  forman  un  cuerpo  completo  de  disposiciones  y 
de  reglas,  para  armonizar  las  relaciones  consulares  entre  la  Ita- 
lia y  el  Perú.  Inconvenientes  que  no  puede  menos  de  reconocer 
á  su  vez  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  y  que  hace  por 
lo  mismo  necesaria  la  estipulación  do  un  nuevo  tratado  qué  pro- 
teja todos  los  derechos  y  haga  frente  á  todas  las  necesidades. 
Pero  reservando  el  derecho,  en  esta  parto,  de  mi  Gobierno,  no  me 
extiendo  más  sobre  tales  consideraciones  desde  el  instante  de 
que  veo  animado  al  de  Italia  de  sinceros  deseos  para  el  pronto 
término  de  la  nueva  Convención  Consular. 

Una  vez  más  me  complazco  en  ser  ante  V.  E.  fiel  intérprete 
de  las  especiales  consideraciones  que  animan  a  mi  Gobierno  ha- 
cia la  Italia  y  sus  gobernantes,  y  uniendo  á  ellas  las  que  imrti- 
cularmente  profeso  hacia  V.  E.,  me  es  grato  repetirle  *as  segu- 
ridades de  mi  distinguido  aprecio  y  alta  consideración. 

José  F.  Canevaro, 

A  S-  E.  el  señor  Presidente  del  Consejo  y  Ministro   de    Negocios 
Extranjeros. — Roma. 
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Lega€Í6n  de  Italia  en  el  Perú. 

Lí/Zuí,  Noviembre  28  de  1891. 
Señor  Ministro: 

V.  R  no  ignora  cómo  desde  el  5  del  mos  de  Manso  próximo 
pflsadoj  la  Legación  del  Pera,  -eu  Roma,  denunciaba  la  declara- 
ción fecha  8  de  Mayo  de  1878,  eu  virtud  de  la  cual  quedan  en 
vigor  los  artículos  XIV  y  XV  de  Iti  fenecida  Convención  Consu- 
lar entre  Italia  y  el  Perú,  relativo:^'  ¿i  testamentarías;  y  que,  a 
consecuencia  de  tal  denuncia,  los  dos  Gobiernos  están  ahora  pro- 
cediendo á  las  negociaciones  para  estipular  una  nueva  Conven- 
ción Consular  entre  los  dos  países. 

Con  motivo  de  la  escasez  del  tiempo,  es  de  preveerse  que  por 
el  mes  de  Marzo  próximo  (época  en  que,  según  la  misma  denun- 
063,  los  dos  artículos  citados  dejarían  do  tener  vigor)  los  traba- 
jos para  estipular  la  nueva  Convención  no  estarían  concluidos,  y, 
eiü  el  supuesto  de  qr.e  se  concluyeran,  esta  no  podría  alcanzar  á 
ser  ratilicada  yor  el  Congreso  Peruano  sino  después  del  mes  de 
Julio  próximo. 

Por  esto  podrá  persuadirse  V.  E.  de  qihe  sería  conveniente  y 
ventajoso  para  las  buenas  relaciones  de  los  dos  países,  que  el 
plazo  en  que  dichos  artículos  dejarán  de  tener  vigor  fuera  pro- 
rrogado, para  tener  el  tiempo  de  poder  concluir  y  ratificar  la 
imeva  Convención.  Y  eso  aparece  tanto  mas  racional,  de^de  que 
la  declaración  del  8  de  Mayo  de  1S78  no  pudiera  rigurosamen- 
te considerare  posible  de  denunciar,  teniendo,  por  su  misma  ua- 
turaleaa  y  por  explícita  mención  que  on  ella  se  hizo,  que  cesar 
tun  solo  cuando  la  nueva  Convención  entre  los  dos  ISstados  esií* 
concluida. 

Confío,  pue.",  en  que  V.  E.  se  dignara  tomar  en  seria  conside- 
ración las  observaciones  que  preceden,  dándome  ocasión  de  p«- 
der  asegurar  á  mi  Gobierno  que  el  Perú  no  tendrá  alguna  difi- 
cultad para  que  los  artículos  citados  queden  vigentes  también 
después  de  la  fecha  arriba  indicada.  Es  además  de  mi  abono  el 
hecho  de  que  en  la  últinn  entrevista  que  tuve  el  honor  de  tener 
con  V.  B.,  en  la  que  hice  mención  de  tal  necesidad,  V.  E.  ha  de- 
mostrado la  mejor  buena  voluntad  para  secundar  esta   prórroga. 

Dígnese  aceptar,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta consideración. 

G.  M.  Lecca, 

A  S.  E  el  doctor  don  J.  F.  Elmore,  Ministro  de  Relaciones   Ex- 
teriores.—  Lima. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exleriores. 

Lima,  Diciembre  17  de  1891. 
Señor: 

He  tomado  en  consideración  la  propuesta  que  US.  se  sirve  ha- 
cer, en  su  nota  fecha  38  de  Noviembre  próximo  pasado,  para  que 
continúe  en  vigencia  la  declaración  de  8  de  Mayo  de  1878,  rela- 
tiva á  lo9  artfeulog  XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular  entre 
Italia  y  ol  PerA,  hasta  que  se  sancione  el  nuevo  convenio,  cuyo 
estadio  realkamf^d  achralmente. 

Alega  US. f  como  fundamentOj  que  sería  vcnUjoso  y  conve- 
niente, p)ara  las  buenas  relaciones  entre  ambos  países,  que  se  lle- 
gase á  un  acuerdo  afirmativo;  y,  k  mayor  abundamiento,  que  la 
referida  declaración  no  podría  rigurosamente  considerarse  sus- 
ceptible de  denuncia,  y  por  explícita  mención  que  en  ella  so  hi- 
T»  de  que  cesará  tan  solo  cuando  el  pacto  proyectado  estuviere 
concluido. 

Respecto  de  este  último  fundamento,  debo  referirme  ii  las  co- 
lütinicaciones  cambiadas  entre  el  señor  Marqués  de  Rudini  y  el 
señor  Canevaro,  en  las  cuales  se  han  discutido  las  razoiíos  que 
tuvo  el  Gobierno  peruano  para  no  aco[iíi\r  que  la  declaración  de 
H  de  Mayo  tuviese  una  vigencia  indefinida  y  para  aplicar  al 
desahucio  el  principio  pactado  en  la  Convención  de  18G3,  esto 
60,  que  cada  país  so  encontraba  autorizado  para  hacer  la  denun- 
cia y  que,  en  consecuencia,  los  artículos  i»rov¡sionalmento  en  vi- 
jvencia«  se  considerarían  abrogados  un  año  despué-^,  ó  sea  el  5  de 
Marro  de  1 892. 

Sin  embargo,  y  para  salvar  la  diferencia  de  interpretación  que 
eicistt^  entre  ambas  Cancillerías,  lo  cual  podría  traer  como  conse- 
cuencia discusiones  en  cada  caso  concreto,  propongo  a  US.,  para 
que  las  trasmita  al  Gobierno  de  8.  M.  el  Rey,  las  siguientes  con- 
cltMHones: 

!•  IjOs  referidos  artículos  XTV  y  XV  do  la  mencionada  Con- 
vención de  3  de  Mayo  de  1863  continuaran  en  vigor  hasta  el  31 
de  Diciembre  de  1892,  en  que  se  supone  estarán  ya  canjeadas 
las  ratificaciones  de  la  nueva  Convención,  cuyo  proyecto  ha  pre- 
sentado la  Legación  Italiana  en  Lima. 

2*  En  caso  de  que  ese  canje  no  se  haya  verificado  hasta  la  fe- 
cha indicada,  ambas  Cancillerías  pedirán  al  Representante  di- 
plona&tico  de  una  nación  amiga,  «a  Roma  ó  en  Lima,  que  resueU 
va,  «omo  arbitro,  si  la  declaración  de  8  de  Mayo  de  1878  ha  ca- 
ducado por  la  denuncia  hecha  por  el  Perú   en   5   de   Mar2o  de 
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1691^  ó  si  debe  continuar  subsistouie  hasta  el  día  en  que  legal- 
mente  deba  entrar  en  vigor  la  nu^ra  Ctmvcncióo,  cotiforme  lo 
:&ostioiie  la  Cancillerfa  Italiana  en  su  nota  de  2  de  Abril  del  mis* 
rao  año. 

Sírvase  US.  avisarme  oportunamente  si  estas  conclusiones  son 
«.cepiadas  por  el  Gobierno  de  Su  Mojestad. 

Reitero  á  US.  con  ejítc  motivo  las  seguridades  de  mi  distingui- 
da considerad  ón. 

Jf,  F,  Elmore. 

Señor  Julio  Lecco,  iineargada  de  Ntigocto»  del  lieifio  de   Italia. 


KKCLAMAilÓN  fiE<4UI — 1893» 

Lima,  17  de  Abril  de  189S. 

« 

Kxcitto.  señor  Eocargiulo  de  üli^gociw  de  S.  M.  ea  Liina. 

Éxcmo.  í?e5or: 

Emilio  Sequi,  subdito  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  residente   en 
cata  República  del  Perú  y  domiciliado  eu  Lima,  ex|'Ongo: 

Que  tengo  estab-oeida  en  esta  capital,  eu  la  calle  do  Bodego- 
nes, en  líi  casa  sigiutJa  con  (¿i  núiuero  24,  uua  impronta  en  !a 
cual  se  edita  un  ])oriü(Hco  de  mi  propiedad  *La  Voce  d'Italia,* 
que  desde  siete  años  siivc  á  los  intereses  do  la  colonia  italiana,  y 
<l\ie  además  la  misma  imprenta  sirve  como  ©slablecimiento  in- 
dustrial al  sustento  de  mi  familia  y  al  in-'-remento  de  mis  nego- 
eios,  como  l-o  pueden  a  reditar  las  muchísimas  ediciones  que  se 
han  hecho  en  ella  r  que  se  han  seguido  haciendo  hasta  los  mo- 
mentos en  que  violentameiítese  han  suspendido  mis  trabajos  en 
lu^r¿a  de  los  acontecimiontos  que  paso  á  relatar  en  seguida. 
Kjerciendo  mi  industria  al  amparo  de  las  leyes  de  este  país,  y  se- 
gún las  garontías  que  en  todo  país  civilizado  tieiTí;:  el  trabajo 
lionrado,  yo  cumplo  las  leyes  y  reglamentos  vigentes,  pago  con 
regularidad  las  patentes  industriales,  los  gravámenes  municipa- 
les, los  iíT.jxi^toá  tí*:cale«  y  to<ks  las  contribuciones  directas  é 
indircct^ts  que  la  ley  6  las  aufe>ridades  exigen. 

Entre  la»  publicacicoe»  que,  por  cuenta  de  otras  personas,  se 
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hacían  en  mi  establecimiento,  había  en  estos  últimos  tiempos  la 
publicación  de  un  semanario  político-satírico  que  se  titula  ^La 
Tunda*,  del  cual  mi  establecimiento  no  asumía  tampoco  la  res- 
ponsabilidad de  la  edición,  pues  tenía  su  editor  responsable,  inde- 
pendiente— que  lo  era  su  mismo  director — como  lo  comprueba 
la  licencia  respectiva  que  le  concediera  la  autoridad  política,  y 
cuya  publicación  se  ha  hecho  conforme  á  un  contrato  estipulaoo 
de  antemano  y  según  cuyas  condiciones  yo  no  podía  dejar  do 
hacer  dicha  publicación  mientras  se  mantuviese  en  los  términos 
de  las  leyes  peruanas. 

El  sábado  último  15  de  los  corrientes,  estando  yo  atendiendo 
á  la  publicación  del  periódico  vL%  Voce  d'Italia»,  quo  debía  sa- 
lir esa  misma  noche,  como  &  las  9^  de  la  noche,  un  grupo  de 
gente  armada,  y  haciendo  disparos  de  revólver,  invadió  la  im- 
prenta al  grito  de  «tViva  Cáceres»  y  «adelante  flanqueadores», 
golpeando  i  los  operarios,  hiriendo,  aunque  levemente,  al  señor 
Carlos  Conti,  cronista  de  «La  Voce  d'Italia»,  y  rcnpíendo  cuan- 
to encontraba  á  su  paso.  Todos  los  chivaletes  y  cajas  fueron  vol- 
teadas, y  los  tipos  enteramente  empastelados,  sin  que  se  salvara 
ni  una  forma  ni  una  columna  de  composición;  las  máquinas 
también  quedaron  dañadas,  y  una,  rota  enteramente.  A  mí  que 
me  presenté  á  la  puerta  desde  el  primer  momento*  del  tumulto, 
me  fueron  disparados  simultáneamente  varios  tiros  de  revólver, 
cuyas  huellas  se  pueden  ver  en  el  techo  y  en  las  paredos  de  la 
sala  de  trabajo,  y  fui  obligado  á  retirarme  con  mis  operarios  en 
los  escondites  más  arrinconados  de  la  casa,  á  donde  por  fortuna 
no  llegaron  i  penetrar  esos  forragidos  ocupados  en  el  destrozo 
de  los  talleres.  Esta  inyasión  duró  como  cosa  de  un  cuarto  de 
hora,  al  cobo  del  cual  se  retiraron  al  mismo  grito  do  «viva  Cace- 
res  y  el  club  flanqueadores»,  y  llamando  por  nombre  á  sus  jefes« 
la  mayor  parte  de  ellos  insigniados  coa  alguna  graduación  mili- 
tar superior  en  el  ejército  peruano. 

En  todo  este  tiempo,  á  pesar  de  que  la  imprenta  dista  poco 
más  de  media  cuadra  de  la  puerta  del  Palacio  de  Gobierno  y  una 
cuadra  de  la  Intendencia  de  policía,  ninguna  fuerza  se  presentó 
para  hacer  cesar  el  asalto  brutal.  Tengo  además  presunciones,- 
muy  fundadas,  de  la  connivencia,  si  no  del  Gobierno,  por  lo 
menos  de  las  autoridades  subalternas.  Aparte  de  que  el  ataque 
vino  directamente  de  un  club  organizado  y  que  favorece  las  as- 
piraciones de  un  partido  político,  que  algunas  de  las  personas 
que  tomaron  parte  en  el  asalto  tienen  relación  directa  con  algu- 
nas oficinas  públicas^  como  por  ejemplp  el  Comandante  Rodrí- 
guez y  el  titulado  Federico  Salmón,  tengo  hechos  aún  m&s  con- 
cretos que  me  autorizan  á  tener  esta  creencia  y  que  figurarán 
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oportunamente  en  el  juicio  criminal  que  se  sigue,  como,  por  ejem- 
plo, el  retiro  impreviso  de  la  guardia  que  yo  tenía  á  la  impren- 
ta, la  falta  de  policía  en  las  dos  esquinas  de  la  calle  de  Bodego- 
nes, la  absoluta  negativa  de  otro  guardia  de  la  esquina  de  San 
José  á  acudir,  pretextando  tener  orden  de  no  meterse,  etc.,  etc. 
Solamente  como  unos  diez  minutos  después  de  haber  concluido 
el  saqueo,  se  presentó,  en  compañía  de  un  empleado  de  la  Im- 
prenUt,  un  oficial  de  la  policía,  solo  y  sin  refuerzo  de  guardias, 
que  solamente  llegaron  más  tarde  y  llamadas  por  el  señor  In- 
tendente, que  llegó  pocos  momentos  después  del  Comandante 
Tapia;  y  es  de  advertir  que  el  empleado  de  la  Imprenta  que  por 
casualidad  se  encontraba  afuera  de  la  puerta,  fué  á  llamar  auxi- 
lio apenas  los  grupos  intentaron  entrar.  Estos  grupos,  que  for- 
marían en  todo  unos  60  hombres,  vinieron  en  filas  ordenadas  do 
dos  en  fondo,  desde  bajo  el  Puente,  no  disimulando  sus  intencio- 
nes,  y  así  también  se  retiraron  en  formación  sin  ser  menormente 
estorbados,  y  algunos  de  los  asaltantes  fueron  vistos  en  lugares 
públicos  haciendo  alarde  de  sus  hazañas. 

Sería  muy  largo  referir,  uno  por  uno,  todos  los  incidentes,  y  lo 
que  acabo  de  exponer  es  más  que  bastante  para  inducir  en  la 
Excelencia  vuestra,  que  mi  viua  ha  sido  amenazada,  escapando 
yo  por  milagro,  y  mi  propiedad  dañada,  estorbándome  en  el 
ejercicio  de  mi  industria,  y  que,  por  consiguiente,  á  pesar  de  ser 
obsecuente  á  las  leyes  del  país  y  respetuoso  subdito  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  no  puedo  contar  con  garantías  seguras  ni  para  mi 
vida,  ni  para  mis  haberes,  y  pido  por  eso  protección  eficaz  á  la 
K  V.  que,  como  representante  de  mi  noble  país,  en  el  cual  se 
saben  respetar  todos  los  derechos,  ejerza  toda  su  acción  para  pro- 
tegerme y  garantizarme. 

Por  consiguiente,  entablo  formalmente  ante  la  E.  V.  protesta 
contra  los  atentados  de  que  vengo  siendo  víctima,  y  reclamo  por 
los  daños  materiales,  perjuicios  pecuniarios  y  ofensas  que  se  me 
han  hecho  á  mi  y  á  mi  familia,  que  ha  pasado  horas  de  angus- 
tias, una  indeinnización  que  no  baje  de  (S.  10,000)  diez  mil  so- 
les. Esta  indemnización  no  ha  de  parecer  demasiada  si  se  consi- 
dera que  yo  tengo  pendientes  contratos  que  no  puedo  cumplir 
por  mucho  tiempo  y  que  por  consiguiente  caducarán  con  merma 
de  mis  intereses,  y  tengo  compromisos  en  plaza  y  en  loa  bancos 
que  no  podré  llenar,  con  perjuicio  de  mi  crédito  y  con  imposibi- 
lidad de  poder  ya  trabajar  con  fruto  en  el  porvenir. 

Es  cuanto  tengo  el  honor  de  exponer  á  la  E.  V.,  esperando  en 
su  alta  justificación,  en  su  ánimo  inspirado  en  nobles  sentimien- 
tos de  honorabilidad,  en  su  cumplimiento  del  deber  de  protec- 
ción que  la  E.  V.  debe  á  los  subditos  del  Rey  y  en  la  justicia 
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que  me  ¿isiste,  reconocida  por  toda  ia  ciudad,  que  ha  condenado 
el  brutal  atentado,  no  eugafíándoae  ni  sobre  sus  yerdaderas  cau- 
sas, ni  eobre  bus  verdaderos  auiorea. 

E-s  justicia,  etc. 

« 

Binilio  Seqvi, 


Lc(jiaei6^x  del  P4rú  4n  Italia. 

Paris,  Jinno  10  de  1893. 

Sefior  Mii'.istro: 

lie  tenido  la  honra  de  recibir  su  atento  üíÍcío  fecha  1?  dorco- 
rrie-nte,  en  que  V.  lí,  confirmándojno  lo  quo  ya  se  había  digna- 
do comunicarme  por  el  ob^-vado  ór^^ario  del  ]]xcelontísimo  señor 
Ivostmann,  me  expone  «n  manera  de  ver  en  lo  tocante  á  la  cues- 
tión Senui. 

Debo,  ante  todo,  prcsjntar  á  V.  E  la  expresión  dt-  mi  ma^  vivo 
a;;radcoi miento  por  los  finos  términos  do  dicha  comaniv'aciúu  y 
el  espíritu  de  ci)rdialiíl;id  y  franqueza  ea  que  eú-X  cv>iieebida. — 
En  vcrlad  no  c-pcr:iba  monos  del  elévalo  criterio  do  V.  E.  y  de 
la  bonévol-.i  a?vv^^i'la  que  le  merece  y  le  ha  m  'vecido  sijinpi.í  toT 
do  lo  one  ürf'c^n  ó  i'vVir:  :tainc:ile  C'V.itrib'ivíj  a  e.-l rochar  lo« 
í'rociuoso.s  vín^nloí:  ^'ue  ex  i -ten  entre  II  ;!ia  v  el  Purú. 

Nadi'»  <]ep!o!:i  ?n:'i.j  que  yo  lo.?  s'icesos  oenrridos  en  Lima  en  1u 
noche  del  lo  de  Abril  ultimo,  y  la  divergonria  de  opinión  á  que 
hí\n  dado  lugar  entre  el  H.  señor  Lecca  y  la  CanoilU-ría  {)erua- 
na — Felizmi.-nte,  espero  que  tal  contradicción  será  pas^ijera;  y 
puedo  asegurar  á  V.  E.  que,  ¡jor  mi  parte,  no  omitiré  medio  al- 
guno para  aleanzar,  mediante  su  valiosa  ec>operaei6n,  tan  apete- 
cible resuitad(». 

Corre?[)ondiendo  á  la  bondad  con  que  V.  E.  so  lia  dignado  co- 
municnrm'^,  confidencial  y  oficiosamente,  lo3  primeros  documen- 
tos relativos  al  asunto,  tengo  la  honra  de  incluirlo,  á  mi  vez,  loe 
que  yo  he  recibido  de  mi  Gobierno. 

Por  ellos  podrá  V.  E.  apreciar  las  razones  que  tiene  la  Canci- 
llería peruana  para  creer  que  la  reclamación  diplomática  del  se- 
ñor Lecca  entablada  cuarenta  y  ocho  horas  después  de  los  suce- 
soa^.y  cuando  antenas  había  habido  tienspo  material  para  qaa  se 
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praetícasea  las  primoraa  diIíg«iiciii»ju<Liciale9  del  ea^o,  era  por 
lo  nienoB  prematura. 

También  verá  V.  E.  qoe  «1  señar  S€q.uii  no  se  encontraba  en*la 
situación  de  un  extranjero  que  se  dedicaí  patííficaHient-e  á  las  la- 
bores de  una  ii>dusiríA  pirivada;  que  no  era  uno  d^  eso&  nume- 
rosos hijos  de  Italia  que  viven  en  el  Perú,  en  roeílio  de  la  simpa- 
tía general,  cofisagradosá  sn  trabajo  y  cuidando  do  nonio/xlarse 
¡•ara  nada  en  los  asuntos  públicos  del  país,  sino  un  hombre  de 
pluma,  un  periodista,  que,  por  su  prc-fcsion  y  su  espíritu  mili- 
tante, estaba  y  habia  estado  siempre  niúa  ó  nien(»s  en  contacto 
con  los  ]>artidos  políticos. 

Que  el  señor  Scqui  no  era,  en  efecto,  extraño  á  ellos,  y  que 
liasta  debía  compartir  sus  simpatías  y  .sus  pasiones,  lo  prueba 
el  hecho  solo  de  que  en  su  eslablecimiouio  tip  gráíico  consentía 
y  patrocinaba  en  cierto  modo  la  j)ublicaciün  de  un  periódico  sa- 
tírico, «La  Tunda,»  en  que,  con  singular  vehemeiuia  y  ultraje, 
se  atacaba  a  un  partido  político,  no  rcí^petando  ni  lo  que  hay 
tíe  míis  caro  y  más  sagrado  en  toda  sociedad  civili/.ada:  la  lion- 
ra  privada  y  el  hogar. 

Así  lo  verá  Y,  E.  por  los  periódicos  (|ne  ¡('  envío,  y  s<'  conven- 
ciera ro  que  en  Cha  injuriosa  campaña  ne  prciií-a.  ion;(  n(a<ia  di- 
rcclii  ó  indirectamente  por  el  señor  k^(([ui.  i.>  (n  donde  í-í.^  en- 
ciientia,  sin  duda  alguna,  la  explicación,  )•(  r  i\u  «u-cir  la  (xcii- 
su.  d*j  los  fciices(-s  (^í'l  15  do  Abril. —  \'eiii;.'!^  rnnu ':1  •  on  cual- 
qui- r  país  de  Eurc-pa,  como  á  nKiiU<l<>  Miculr,  nn  «  crioü^ta 
ojLtraujero  de  las  condiciones  del  sen (.-r  Scqoi,  babiíu  >id'.»  ex- 
pulsaílu  sin  ningún  miramiento. 

Pero  no  e-í  mi  intención  presentar  á  V.  K.  cii  (-ía  n-fM.  tndas 
y  cad.i  Hn:i  de  las  razones  (jue  justilican  ti  cnn-rplt'  h  í:!;\']o  por 
la  (nn -illería  IVn. olla  respecto  d»'  1h  (h  ;.!niariói.  <li|/-^''^^*'^^^^**^ 
del  se.lor  Lcccn,  ni  íam[.oco  discutir  con  \'.  V.  <l  n^iuiU)  on  el 
teñen.)  de  los  jri-iLcipios  y  del  derecbo. 

Sólo  qnicro  manifestar  á  V.  E.  que  alauvlo  (w  ol  convcnci- 
laiento  que  me  expresa  de  que  conviene  ti  .Jar  la  cu'.-.-iión  con 
criterio  equitativo  y  espíritu  de  mOtua  buicvolcncia.  y  tpic  en 
eáte  camino  e.-toy  dispuesto  á  unir  ¿iiiceíanicnte  mis  csí'uerzos  á 
los  do  V.  IC. 

Animado  de  estos  sinceros  de.^cí-s,  eelov  (b  kIc  lu<re  di'as  en  co- 
municación  telegráfica  con  mi  Gobierno  .*?('bie  la  nu\teria,  y  es- 
pero que,  mediante  mis  indicaciones,  pionto  entrará  el  asunto 
ea  la  vía  de  una  solución  práctica,  ya  sea  tratándose  en  Roma, 
ó  bien  negociándose  directamente  en  Lima. 

En  el  primer  caao^  me  trasladaré  oportotiameuie  á  esa  ciudad, 
y  así  tendré  nueva  ocasión  de  reiterar  á   Y.  E.   las  seguridades 


.  \ 
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de  los  muy  distingaidos  y  cordiales  sentimientos  que  personal- 
mente le  profeso. — En  el  segando  caso,  aunque  me  privaré  del 
placer  de  ver  y  saludar  á  V.  E.,  me  quedará  la  satisfacción  de 
•  haber  contribuido  á  evitar  toda  causa  de  desacuerdo  entre  el  Go- 
bierno de  Italia  y  el  del  Perú. 

Entietanto,  tengo  la  honra  de  suscribirme  de  V.  E.  muy  aten- 
to y  obsecuente  servidor. 

José  F.  CanmxxTQ. 
A  8.  E.  el  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros. — Roma. 


Mmitím*io  de  Relaciones  Exteriores. 

Lim&j  Junio  15  de  1893. 
Señor  Encargado  de  Negocios: 

Deseando  el  Gobierno  peruano  manifestar  su  deferencia  al  de 
S  M.  e\  Rey  de  Italia  y  expresar  á  los  conciudadanos  de  US. 
que  pone  el  mayor  empeño  en  examinar  y  resolver  las  reclama- 
ciones que  se  creen  obligados  á  interponer,  siempre  que  no  tras- 
pasen los  límites  de  la  equidad,  ni  comprometan  el  decoro  del  país 
donde  residen,  ha  resuelto  entregar  al  señor  don  Emilio  Sequi, 
para  arreglar  defínitivamente  la  gestíóti  que  US.  entabló  en  su 
favor  á  causa  del  ataque  á  la  imprenta  de  la  «rVoce  d'Italia,»  la 
suma  de  ],600  soles. 

No  entiende  el  que  suscribe  contradecir  con  esta  conceaión  loá 
fundamentos  que  adujo  el  señor  ühacaltana  y  que  este  Ministe- 
rio continúa  sosteniendo  en  principio. 

Agradezco  á  US.  los  amistosos  términos  que  ha  empleado  en 
nuestras  anteriores  conferencias  para  llegar  á  esta  solución  con- 
ciliadora, los  cuales  salvan  las  dificultades  que  surgieron  en  el 
primer  momento. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  XJS.  las  segarída' 
des  de  mi  distinguida  consideración. 

Joeé  M.  Jiménez. 

Al  señor  O.  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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Lcffaci&ii  de  Italia  at  el  Perú. 

Lima,  Jhnio  \i  de  1803. 

Señor  Ministro: 

E:*  en  mi  poder  la  atenta  nota  de  V.  P'.,  de  ayer,  N?  23,  cu   la 

cual  V.  E,  se  sirve   comunicarme   que,    como    consecuencia   de 

JX1Í3  representaciones  linchas  con  motivo  del  asalto  á  la  imprenta 

<le  la  «Vece  d^Italia,»  el  Gobierno  del  Perú   ha  determinado   en- 

tiegar,  al  señor  Emilio  Sequi,  la  suma  de  mil  quinientos  solee. 

El  señor  Sequi,  por  su  parte,  me  ha  manifestado  que,  en  ho- 
menaje á  his  consideraciones  expresadas  por  V.  E.  en  la  confe- 
rencia que  tuve  con  6!  al  res[>ecto,  y  deseoso  además,  on  confor- 
midad con  los  informes  recibidos  por  esta  Legación,  de  limitar 
el  importe  del  resarcimiento  de  los  perjuicios  por  (M  sufridos,  á 
hi  compensación  que  ú  juicio  del  Gobierno  de  V.  E.  parezca 
equitativa;  acepta  la  propuesta  que  V.  E.  lo  hace,  dejándole  á 
salvo  su  derecho  paia. proceder  en  la  vía  legal  contra»  los  auto- 
i-cs  del  atentado,  y  desistiéndose  en  consecuencia  de  todo  recla- 
mo ulterior  con  tro  el  Gobierno  del  Perú. 

Réstame  ahora  expresar  ante  V.  E.  mis  agradecimientos  por 
las  Dueñas  disposiciones  que  en  este  asunto  se  ha  dignado  de- 
mostrar, siéndome  muy  grato  que  la  solución  satisfactoria  qu* 
66  ba  obtenido,  sea  enteramente  debida  al  recto  senlimiento  de 
justicia  que  anima  á  V.  E.,  y  al  constante  deseo  de  estrechar  ai;  n 
más  los  vínculos  do  leal  amistad  que  ligan  u  nuestros  dos  países. 
Ten^yo  cL honor  de  reiterar  &  V.  E.  las  seguridadts  de  mi  más 
alta  consideración. 

(r.  M.  Lecca. 

A  S  E.  el  doctor  José  Mariano  Jiménez,  Ministro  de   Relaciones 
Exteriores, 


NICOLÁS  DE  PIEROLA, 

l'RBSIDBNTE  CONSTITtJCIONAL  DiS  LA.  RKPUBLICA  PBRÜANA 

Por  cuanto  entre  la  República  del  Perú  y  el  Reino   do  Italiíi, 
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se  celebró  en  Líinn,  el  venticiiMO  fle  PeWero  de  mil  ochocientos 
«OYenta  y  tre?,  I.i  siguioiit-o 


CONVENCIÓN  CONSTTLAB. 

Habiendo  rooonocido  S.  E.  el  Presidente  de  !a  Repáhlion  del 
Perú  y  Su  Mnje.stuíl  el  Rey  do  Italia,  la  nece8Ída<l  de  doterini- 
nar,  de  un  irur-lú  clnro  3'  pi^iús®,  las  atribuciones,  i)rerrogalivas  ♦? 
ininuni*1a'Jes  de  yuc  tlebeJí  gozar  loa  fuiíciouuriod  consulares  do 
(Míla  uno  de  los  d«H  Estados,  residcatas  eii  el  tejrdt  )rio  del  otro, 
han  ro.iiicUo  concluir  uiía  C(d3)vciic¡ÓQ  Coimilarj  y  nombrado  al 
efocto  por  sus  .PleiüjxjtfiueiíU'ixis: 

Su  TiXceleucia  el  Piaesidcnto  de  la  üepubli^ía  del  Perú,  al  se- 
ñor doctor  don  Raín^n  Jlibejro,  Mitt¿gti*o  de  llslacionc'í  Exlc- 
rioree. 

Su  Míyost:id  el  Uey  de  iLalia,  al  señor  Julio  ií.  L'3CC4i,  Encar- 
gado de  NegocLu.-í  en  Liitva. 

Los  cuales  dc^pufe  de  babejrse  coniunicado  sus  plenos  porleres, 
que  han  sido  halladoj?  om  hueiía  y  debida  fonna,  bau   convenido 

en  los  artículos  í^iguienles: 

• 

AJÍTICÜLO  L 

Cufla  nua  de  li»«?  Altas  P.irtos  OmlrainnUvíi  podra  establccor 
(•wisuies  (.^jr.erAle?,  (/-V.isüle-,  Vicecin^ileá  y  Agcntos  Goinu'.'.- 
n^^,  en  lo.-  jFn,^H.>5:.  cíula'lesy  dt^más  lugaiesdol  territorio  íle  la 
otra;  salvo  d  deiv.vh  ),  ('x  os-n  últinn,  de  ext\>ptuar  las  1'j'uiMa- 
de.-?  (ju-e  le  pai^'zcu  corivenieMÍo.  Mást^sta  reserya  no  poilrá  a|>l.- 
írar-?:'  a  nni  dt*  ía^  Altis  1'*  ir!3s  O  mlratmit.vs,  sin  «|'i»>  se  nln^^rvo 
iuru.ilir.cMilc  con  íu']a<i  ¡a-^  doniás  naoione.^. 

ARTICULO  lí. 

Di'.tjos  Ai^ent  \s  soráji  recíproca  rae  uto  admitidos  y  reconoci»l'>s 
á  la  pi'jKulaciún  do  la  Patente,  según  las  reglas  y  forniali^ladtí» 
pí^tabiriñda-  en  lo.-^  nrsjv.nñivos  Estad-.^?.  El  i.c*'.^]t}áínr  solicitadlo 
]>ara  el  libis-:  ( JL'i\-icio  d;^  su -5  foncioncp,  le.M  será  (>ton»ado  gráii-: 
y,  á  la  p^'.-cnlación  di-  <li«'ho  (XitjiK'únr,  la  ant^^ri^lad  comneteni»' 
del  ]U,u;.\r  d»»  <u  residtiiH.'ia,  dictará  inmediatamente  las  medi.iaá 
necesarias  i»ani  q-ie  piircítLin  «ctunplir  con  los  de!)eres  de  su  car- 
go y  j^ean  admiti(U)S  «1  goce  do  sus  respectivas  OKeneioní\«,  pre- 
rrogativúfi,  imviHuddatk-s,  laoiioresy  prÍFÍle«^3. 
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Cada  una  do  las  Altas  Vartes  Contratantes  se  reserva  el  derc- 
t-lio  de  revocar  el  crequiítvr  á  cualquiera  do  dichos  Agentes,  ú^m- 
pre  íjue  lo  juKguo  conveniente.  Convienen,  cmiiero,  en  que,  lle- 
gado eso  caso,  se  luanif.starán  las  cauírus  rjne  líubieren  motiva- 
do tal  medidla. 

ARTICULO   llí. 

Los  Agentes  Diploniáliov>s  ó  los  Cón?nle.'á  Generales  y  Cúnsu- 
les  que  estén  facultados  para  elio  por  las  Icyea  do  «u  pro-pia  Na- 
ción, podrán  nojnbrar  Vicecónsules  y  Agentes  Consulares  en  las 
ciudades,  pueitos  y  lnp:€ires  de  sn  rcsprclivo  distrito,  salvo  sieuj- 
pred  exef¡uá¿nr  del  Gobierno  territorial. 

Kstos  Agontes  podrán  ser  ciudadanos  do  cualquiera  de  las  dos 
Naciones  contraíante^  ó  extranjeroá.  Serán  provistas  do  una  Pa- 
tente expctlida  por  el  Ajámente  Di{)lomático,  6  por  el  Cónsul  que  los 
nombre,  bajo  cuyas  ónlf'ncs  ejercerán  sus  luncioucs  y  gc>zaran, 
eií  igualdad  de  cond¡ci'jn'v,^*5,  de  los  privilegios  estipuladas  en  la 
presento  C<uivc!ición  á  favor  de  los  Agentes  Coí^sulares  nouibra- 
<iod  \wyv  los  respectivos  Gobiernos. 

ARTÍCULO  IV. 

En  loá  casos  rio  iinpciliiuon'o,  ausencia  ó  muerte  do  los  Cón- 
sules Generales,  Cón.suleF,  Vicecónsules  y  Agei\(o?^  Consulares 
loscmplcíidos  ÍAíTi-'^larc',  '.V.ííciÜeros  y  S?c:'etario:3  que  li^iyan 
eldo  ya  \*iO!'vv\\c\^\j^  '•cnut  tal-s  á  hi  autsridad  respectiva,  .sciáii 
admitidos,  dii  pleno  di'P.'cho,  Sí.'i^nn  su  orden  ;.;er}1r(piie(),  ú  •'j«'r- 
ccr  interiauniente  ]\\y,  íi:n"i«>ríes  corsulare-í.  Ltis  aulcridades  lo- 
cales los  ))re:-tarún  ayuda  y  [>i'Om  eeión,  y  Kvs  iulmitirán,  durante 
el  doí^empcfio  d^-í  m;s  i''iii<-i*)nc'.s  inLorinns.  al  í^oeo  d."  todus  \i\< 
<*xenoiones.  prerroij^aliv;.-,  inmunidades  y  })rivileí4¡os  cslipuiudo.'- 
en  la  presento  C<í:u'cni:'v'»n  X  íavor  do  los  Aí;'en(e:í  Consular.'s  ti- 
tulares, baio  las  v;oní]i':¡t>:ies  v  reservas  ]»reserilas   vkww  o?.Uy<  nii'^- 

lilO^. 

luí  el  ea.^0  'le  r.iori:  un  A:4'enle  Cunsular  sin  d«'i:M'  un  s^.^.•litu- 
to  \i  otra  ¡r.-rs  )i>u  eue..i';4a  !:i  del  ar'jhiv),  la,  auloridiid  loc-il  eviu- 
petento  sollará  h.x  li'nros,  «'nrUis  y  docunienles  del  Con^nl.-ulo. 
al:«5teniendt:-*vt/ív.-  Ir^rlos  ó  de  examii^ar  los  panclr.>  y  apunlt-. 

Ksta  0|HTaL'ióíi  si:  j-rartieará  en  pre^^en-'-ia  de  tíos  eiudatianos 
del  K.stado  por  e!  <.'nal  ei  A^ironto  Consular  íue  no!nlu*ado   y,    en 

.)rr!l>.  d;  'i>í  f>jí'í)in  tiit.iblos  del  In^^ar,  dáiido^se  preíeren- 
^*    ^'mj'Jmm'.     !'  ).:$>.)»    .1  ras  amigas,  si  fuere  posible. 

nuevo    rancionario  consular, 

47 
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» 

se  levantarán  los  sellos  en  presencia  de  las   indicadas   personadi 
fti  aún  se  encontraren  en  el  lugar. 

ARTICULO  V. 

Los  Cónsules  Generales,  C-onsules,  Vicecónsules  y  Agentes  Con- 
sulares podrán  colocar,  sobro  la  puerta  exterior  del  Consulado, 
el  escudo  con  las  armas  de  su  Nación,  con  esta  inscripción:  iCon- 
sulado,  6  Viceconsulado,  ó  Agencia  Consular  de  la  República  del 
Terá  6  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia.» 

Podrán,  igualmente,  izar  la  bandera  de  su  Nación  en  la  casa 
consular,  en  los  lías  de  solemnidad  pública,  religiosa  ó  nacional 
y  en  otras  ocasiones  en  que  se  acostumbre  hacerlo. 

Queda,  sin  euibargo,  entendido,  que  estos  signos  exteriores  no 
significan  privilegio  de  exterritorialidad  6  derecho  de  asilo,  «ir- 
viendo  únicamente  para  designar  la  oficina  consular,  a  lo»  ma- 
rineros y  nacionales. 

Tendmn,  igualmente,  el  derecho  de  izar  su  bandera  nacional, 
on  las  embarcaciones  que  empleen  para  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones en  los  puertos  comprendidos  en  su  distrito  consular. 

ARTICULO  VI. 

Las  autoridades  territoriales  no  podrán,  en  ningún  caso,  y  ba- 
jo ningún  pretexto,  examinar  ó  secuestrar  el  conjunto  de  piezaa 
de  Cancillería  y  las  otras  relacionadas  con  el  servicio  que  con- 
tengan los  archivos  consulares,  las  cuales,  así  como  el  local  don- 
de  80  depositan,  son  inviolables. 

Los  Cónsules,  V^icecónsulos  ó  Agentes  Consulares  no  podnuí 
colocar,  en  dichos  archivos,  ningún  documento  ú  objeto  extraño 
al  fc-ervicio,  debiendo  el  local  destinado  á  dichos  documentos  ti 
obietos,  estar  completamente  separado  de  la  habiUición  particu- 
lar del  Cónsul,  y  no  servir  para  otros  usos. 

ARTICULO  VIL 

Cuando  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Agentes  Consulares 
y  Cancilleres,  enviados  por  su  Gobierno  deban  prestar  sus  docla- 
racioues  ante  los  Jueces  de  primera  Instancia,  serán  invitados 
por  estos,  con  designación  del  día  y  la  hora,  sin  que  x>uedan  ne- 
garse á  prestar  el  testimonio  requerido. 

Los  referidos  Jueces  se  constituirán,  al  efecto,  en  el  domicilio 
de  los  Cónsules  Generales,  los  cuales  podrán,  si  lo  prefieren,  en- 
viar sus  declaraciones  x>or  escrito. 
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En  cnanto  á  bs  declaraciones  de  los  Agentes  Cotisularee  de 
gndo  inleríon  los  jaeces  las  recibirán  en  sus  despachos,  donde 
80  jará  á  tales  fnncionarios  nu  asiento  de  preferencia. 

Todos  los  funcionarios  consulares,  sin  excepción,  concurrirán 
á  los  Tribonales  Superiores,  siendo,  igualmente,  invitados  y  dán- 
doseles también,  un  lugar  de  dietincióu  en  el   salón   de   audien- 


ARTICULO  VII r. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsuies,  Vicecónsules  y  Agenten 
Consolares,  no  están  sujetos  á  la  prisión  preventiva,  sino  en  cl 
caso  de' delitos  que  merezcan  la  pena  de  iiiterdicción  perpetua 
del  Btrvido  público  ó  la  p*lrdida  de  ra  libertad  por  un  tiem{M 
mayor  de  tres  años. 

ARTICULO  IX. 

Los  Qónsnles  Generales,  Cónsules,  Vicecónsules  y  Agentt-* 
Consalsres,  ciudadanos  del  Estado  que  los  hubiere  nombrado, 
«staiin  exceptuados  de  dar  alojamiento  i  militares  y  de  cual> 
qoicr  otro  cargo  ó  ¿ervicio  públic»),  sea  de  carácter  municipal  ó 
ds  otra  especie. 

Estarán,  igualmente,  exentos  de  pagar  contribuciones  mili- 
tares y  las  directas  impuestas  pr*r  el  Estado,  las  Provincias  y  )a^ 
Monictpalidades,  cuya  re:;audaci6n  se  efectúa  con  arreglo  á  un 
empsdrunamientij  nominal,  salvo  que  aquellas  sean  impuestas 
por  rasóii  de  la  fiose¿ióu  de  bienes  raíces  ubicadas  ó  sobre  los  in- 
tereses áñ  capitales  empleados  en  el  Estado,  en  el  cual  dichos 
agentes  ejerzsn  sus  funciones. 

Mis  esta  exención  no  será  aplicable  á  ios  Cónsules  Genérale"-', 
Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  Consulares  que  ejerzan  alguna 
profesión,  industria  o  comercio;  sino  que  e^tos  estarán  sujetos  al 
pago  de  las  contribuciones  que  graTsn  s^»bre  los  otros  extranje- 
ros que  estáu  en  idénticas  condicione^. 

ARTÍCULO  X. 

Los  Cónsules  Genérale*--,    Cónsules,    Vicecónsules   y   Agente» 
Consolares»  podrán  dirigirse  á  las  autoridades  de  su  distrito  para 
reclamar  contra  cualquiera  infracción  de  los  tratados  6  conTen- 
ciones  exisieotes  entre  los  dos  países,  y  contra  cualquisr  abuso 
de  qoe  se  quejaren  sos  com  patriotas. 

Si  sus  giestíones  no  fceren  acogidas  p^r  la  aut//rida4   del   'hnr 


—  372  — 

trito,  6  si  la  resolución  dictada  por  aquella  no  les  pareciere  sa- 
tisfactoria, podrán  entonces  recurrir,  á  falta  de  Agente  Diplomá- 
tico de  su  Nación,  al  Gobierno  del  país  donde  residen. 

ARTICULO  Xr. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vicccón.sules  y  Agentes  Con- 
sulares, podrán  enviar  un  Delegado  ó  constituirse  á  bordo  de  los 
buques  de  su  Nación  que  sean  admitidos  á  libro  plátic^a,  interro- 
gar al  Ca])itíin  y  á  los  marineros,  examinar  lus  )>aj>eles  del  bu- 
que, recibir  declaraciones  relativas  a!  viajo  y  a  los  incidentes  d% 
el.  certificar  los  manifieslos  y  facilitar  el  de&jia'lio  del  buque. 

Podrán,  igualmcnle,  acompañar  al  Gapit'^n  y  á  ios  tripulantes 
uulc  los  Tribu.ialc's  ú  oficinas  admini.-traiivas  del  distwto  donde 
residen,  para  s.^rvirles  de  auxiliares  f  inlurprolL-s  en  los  asuntos 
que  tengan  que  ventilar,  ó  en  las  pülicit)iies  que  tengan  que  pre- 
sentar. 

Ninguna  de  los  autoridades  locales  de  cualquiera  de  las  dos 
Parte-i  Coiitralantcs  podi-íi.  bccba  excepción  du  las  visitas  ordi- 
naririS  do  Adu;inn,  constituirse  á  bordo  no  r»3  buques  marcante? 
ue  la  otra  Píirlo,  c-ni  ol  ol)jolo  de  pr^ictioar  en  ciloi  investigacio- 
nes ú  otros  actos,  sin  dar  aviso  previo  ni  fune'op.ario  Conífular 
re^p  ¡'tivo,  pini  que  coiuurra  a  la  vi-ii:i,  si  ¡')  tÍL-no  á  bien,  de- 
]»ieU''«o  (Mi-*'n  ler?e  qu(-  !a  oblio^ación  <]e  t  \^  a  vi  ...>  iio  aut>i/.a  á 
diebo  fuM  •ií>n;;ri.>  con.^'.ilar,  para  eiii'>:'.rj7.vr  ii*  o;*"iu*rfc'e  á  la  ac- 
ción de  r.qiH^üa  autori-l.-Hl 

1>L' igurtí  modo,  daiAh  aviso  o.  •■'liuiu»  á  (i¡(¡i(.o  funcionarios 
ron-'5lí:r<  r  para  qno  jíre'-'^'^eieu  1.*  -  (]'-v\  we'-ii^c--  (j'ic  l;s  Cíi¡)ita- 
i:es  y  trij'iil-tcióu  teníi^'iv.i  (juc  piTM-n.  ¡jii'v  1".-  íri'.-'rri'ílcs  ó  auto- 
ritlíV!(-s  l'.i'.'le^,  a  íin  do  evitar  eiK.líyi' f:-.  o-j-.íÍví  v'üu'óu  que  pn- 
<b"(  re  jv.'ijvi'iii  íir  la  buena  adiuiíii- (r..í'i/-n  i\-  l.i  jr.^ii.-ia. 

Kn  In  it.vii'Ktión,  f^-  in-iieai'á  el  día  v  l.-av.,  v  >i  los  funciona- 
rios  cons  ilaiiS  (bjuren  de  asif^iir  in  nur-oii  t,  <>  de  bacers(^  repre- 
sentar por  v\n  delegado,  ee  procederá  ci  '•u  ar-encia. 

ARTICULO  XII. 

Los  funcionarios  consulares  de  los  p  u'^e-  respectivos,  tendrán 
derocbo,  en  conformidad  c  )n  las  It^yes  y  re^^laiaontos  do  su   país: 

]•  Para  tomar,  ya  sea  en  su  oficina  ó  casa  babitación»  en  el 
lugar  de  su  residencia,  ya  á  bordo  de  los  buques  de  su  Nación, 
las  declaraciones  de  los  capitanes  y  tripulaciones,  de  los  pasaje- 
ros que  estuviesen  á  bordo,  de  los  comerciantes  6  de  cualquiera 
otros  ciudadanos  do  su  país. 
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2^  Para  recibir  y  extender  actos  unilaterales,  testamentos  y 
codicilos  de  sus  nacionales,  y  toda  clase  de  contratos  concluidos 
entre  estos  y  los  ciudadano»?  ó  cualquiera  de  los  moradores  del 
país  en  que  residen. 

Si  estos  coiitratos  tienen  por  objeto  constituir  un  derecho  real 
ó  cualquiera  otra  especio  de  transacción  sobre  inmuebles  situa- 
dos en  el  país  donde  reside  el  Cónsul,  de'oorán  en  loncos  celebrar- 
se en  la  formn  y  según  las  d^^po-^ioionc^  e-^j^ocialos  requeridas  en 
este  mismo  país. 

3?  Para  autorizar  hn  contralor  entro  cn»ilpu¡en^  do  loá  hubi- 
tantes  del  país  en  que  rosidcU;  siempre  (jue  estos  contratos  se  re- 
fieran exclusivamente  {\  hionos  situa-Io.-  ó  á  no,:^^'KM()á  qn»-»  debar» 
realizarse  en  el  territorio  de  In  nación  á  que  prrtcnvoe  ti  (*ón=nl 
ó  Aíi^t^nte  Consular  ím^ío  el  cual  ?o  '«'•lebran  los  dichos  acto?. 

Todos  los  actos  releriílos  y  los  cf^rtifiendos  y  alostacioncs  do 
estos,  debidamente  Icfínl izados  por  (licli.')S  Aj^nutos  y  r*  vestidos 
dei  sello  oficial  del  (V)nsulado,  mon^oerán  fe  y  crédito  en  jui^/io 
y  fuí-ra  de  6!,  y  tendrán  valor  1«\í^;U,  la'to  en  el  IVrfi  como  ('U 
Italia,  siempre  que  .sean  conforin<s  con  las  l^yos  d(;l  paí-?  a!  cual 
pertenecen  los  Cón>'u!e^',  v  que.  í^'.*  h:yan  sati-;^<^'ho  1  )í  requisito-^ 
de  limlirc,  ro<j[i.s!ro  y  dianas  coicliridiif-^  requerida^  en  o!  p:\í«? 
donde  han  de  surtir  efc-to. 

También  usarán  de  fncr:ía  y  VMlV»r  lop^aleí  las  iradnccion-H, 
extrae' os  y  Ici^aliza.cion'í^  (tuc  \'^<=  Aí^  \i\<'s  Con? alaras  harán  <lc 
cualquier  documento  pn)vonicnl''  <]<»  los  funcionario^"  y  autorid  i- 
des  do  sus  nspt.clivos  ll.stadoc, 

(íuaunoso  <inrlar(Mlo  la  anie^'.íicií'ad  do  un  documento  publico 
registrado  en  la  Cancillería  (iO  uno  (K«  lo-?  Con-ulad(^H  rcsjv/cti- 
vos,  no  -^c  podrá  rcclrr/a.r  la  oo!n'ii)n^i''i ')n  con  el  do  mimi  v.ito  o-'í- 
ginal  á  la  pti.sona  intcr(\-a:ia  (pío  lo  h'')lií:itare,  pudicndo  c-ta 
asibtir  al  acu:)  cuando  h»  lcn:^^'i  por  C'>!iv:'nicnt<\ 

ARTICULO    X![[. 

En  caso  de  ftdlecimienfo  (]o^  un  .-''d>  lllo  (h?  una  di»  las  Tarte.^ 
Contratantes  en  el  territoi'io  lÍl'.  Íh  oira,  Jas  autoridades  locales 
darán  aviso  inmediatamente  al  funcionario  consular  cu  cuvodis- 
trito  hava-tenido  luf^ar  el  iall^'ciMiifnto.  Lo-5  funcionario.^  corií^u- 
lares,  ti  su  vez,  darán  aviso  a  las  autoridadc.»  locales,  si  ellos  han 
sido  informados  primero. 

Cuando  un  peruano  en  Italia,  ó  un  italiano  en  el  Perú,  mue- 
ra, ya  sea  con  testamento  ó  ab  inL'síaío,  bhi  dejar  herederos  lega- 
les en  el  país,  6  si  estos  fueren  menores  de  edad,  incapaces,  6  es- 
iovieren  ausentes,  y  no  hubiere  en  el  higar  representante   legai 
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de  la  sucesión  ai  ejecutor  testamentaríoi  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  Consulares  de  la  Nación  á  que 
pertenezca  el  difunto,  tendrán  el  derecho  de  proceder  sucesiva- 
mente ¿  las  operaciones  siguientes: 

1^  Poner  los  sellos,  ya  sea  de  ofício,  ya  á  solicitud  áe  los  inte- 
resados, en  todos  los  efectos,  muebles  y  papeles  del  difunto,  pre- 
vio  aviso  dado  á  las  autoridades  locales  competentes,  las  cuales 
podrán  Asistir  á  la  operación  y  poner  igualmente  sus  sellos. 

Estos  sellos,  así  como  los  del  Agente  Consular,  no  podrán  ser 
levantados  sin  que  la  autoridad  local  presencie  la  operación.  Sm 
embargo,  si  después  de  la  invitación  para  asistir  al  acto  de  le- 
vantar loa  dobles  sellos,  hecha  por  el  funcionario  consular,  la 
autoridad  local  no  se  presentare  dentro  del  término  de  cuarenta 
y  ocho  horas,  contado  desde  la  recepción  del  aviso,  el  funciona- 
rio consular  po^irá  proceder  solo  á  dicha  operación. 

2^  Formar  el  inventario  de  todos  los  bienes  y  efectos  del  di- 
funto, en  presencia  de  la  autoridad  local,  si  esta  ha  aceptado  la 
invitación  hecha  para  asistir  á  dicho  acto.  La  autoridad  local 
pondrá  su  firma  en  los  actos  que  se  verifiquen  en  su  presencia, 
pero  sin  exigir  derecho  alguno  por  su  intervención  en  dichos  ac- 
tos. 

3^  Ordenar  la  venta,  en  subasta  páblica,  de  todos  los  bienes 
muebles  de  la  sucesión  que  puedan  sufrir  deterioro,  y  de  aque 
líos  que  sean  de  difícil  conservación,  así  como  los  délas  cosechas 
y  de  los  efectos  para  cuya  venta  se  presentaren  circunstancias 
favorables. 

4*  Depositar,  en  lugar  seguro,  los  efectos  y  valores  inventaria- 
dos; guardar  el  monto  de  los  créditos  que  se  hicieren  efectivos  y 
el  producto  de  las  ventas  que  perciba,  bien  sea  en  la  oficina  con- 
sular, ó  en  poder  de  un  comerciante  que  preste  todas  las  garan- 
tías necesarias.  ICstos  depósitos  deberán  efectuarse  de  acuerdo 
con  la  autoridad  local  que  ha^'a  asistido  á  las  operaciones  ante- 
riores, para  el  caso  en  que,  á  consecuencia  de  la  convocación  de 
que  trata  el  párrafo  siguiente,  se  presenten  subditos  del  país  ó  de 
un  tercer  Estado,  como  interesados  eu  la  sucesión  ab  inteitüto  6 
testamentaría. 

5*  Anunciar  el  fallecimiento  y  convocar,  por  medio  de  la  pren- 
sa local  y  la  del  país  del  difunto,  á  los  acreedores  que  tengan  de- 
recho contra  la  sucesión,  á  fin  de  que  presenten  sus  títulos  res- 
pectivos de  crédito  debidamente  justificados,  en  el  término  fijado 
por  la  ley  de  cada  uno  de  los  dos  países. 

Si  se  presentaren  acreedores  contra  la  sucesión,  el  pago  de  stís 

créditos  deberá  efectuarse  dentro  de  los  quince  días  de  •  termina- 

po  el  inventario,  si  existiesen  fondos  para  ()oderlo   hacer;  y,  ea 
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caso  contrarío,  tan  luego  corao  so  realicen  los  fondos  necesarios 
del  modo  más  oportuno,  6,  en  fin,  dentro  del  término  fijado  de 
común  acuerdo  entre  el  Cónsul  y  la  müyoría  de  los  interesados. 
Si  los  Cónsules  respectivos  rehusaren  pogar  todo  6  parte  do  los 
créditos,  alegando  la  insuficiencia  de  los  valores  de'  la  sucesión, 
los  acreedores  tendrán  el  derecho  de  pedir  á  la  autoridad  compé- 
tente la  facultad  de  constituirse  en  concurso. 

Una  vez  obtenida  tal  declaración  por  la  vía  legal,  el  funciona- 
rio consular  entregará  inmediatamente  á  la  autoridad  judicial,  ó 
4  los  síndicos  de  la  testamentaría,  todos  los  documentos,  efectos 
ó  valores  pertenecientes  á  la  sucesión,  quedando  encargado  de 
representar  á  los  herederos  ausentes,  á  1o.=í  menores  y  á  los  inca- 
paces. 

En  ningún  caso  podriui  los  funcionarios  consulares  entregar 
la  sucesión  ó  el  producto  de  ella  á  los  herederos  legítimos  ó  á 
sus  apoderados,  antes  del  traseuiso  de  seis  meses,  contados  desde 
el  día  en  que  se  haya  publicado  en  los  periódicos  el  aviso  del  fa- 
llecimiento. 

Si  la  sucesión  resultare  vacante,  según  la  ley  nacional  del  di- 
funto, será  devuelta  al  Flaco  del  Estado  donde  la  muerte  ha 
acaecido. 

6í  Administrar  y  liquidar,  ellos  ú  otras  personas  por  ellos 
nombradas,  bajo  su  responsabilidad,  la  sucesión  testamentaria  ó 
ab  intestato,  sin  que  la  autoridad  local  tenga'  que  intervenir  en 
tal  operación,  á  menos  que  subditos  del  país  ó  de  una  tercera  po- 
tencia tengan  derechos  que  hacer  valer  contra  la  sucesión,  en  cu- 
yo caso,  si  sobrevinieren  dificultades,  los  funcionarios  consulares 
no  podrán  resolverlas,  sino  que  la  cuestión  se  someterá  á  los  tri- 
bunales locales.  Dichos  funcionarios  consulares  procederán  en- 
tonces como  representantes  de  la  sucesión,  es  decir,  conservando 
la  administración  y  el  derecho  de  liquidar  definitivamente  la 
sucesión,  á  vender  los  efectos  tn  la  forma  ya  indicada;  asimismo, 
cuidarán  de  los  intereses  de  los  herederos  V  tendrán  la  facultad 
de  nombrar  abogados  para  que  defiendan  los  derechos  de  aqué- 
llos ante  los  tribunalos.  Es  entendido  que  someterán  á  los  tribu- 
nales todos  los  documentos  y  comprobantes  que  sirvan  para  acla- 
rar la  controversia. 

Pronunciada  la  sentencia,  los  funcionarios  consulares  la  ejecu- 
tarán si  no  fuere  apelada,  y  continuarán  entonces  de  pleno  dere- 
ofao  la  liquidación  que  había  quedado  en  suspenso  durant-e  el  li- 
tigio. 

ARTICULO  XIV. 
Cuando  falleciere  un  peruano  en   Italia,  ó  un   italiano  en  el 
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Perú,  en  lugar  donde  no  hubiere  Agente  Consular  do  su  Nación, 
la  autofidAd  iorrttoráal  eompetente,  pri>eúderd,  oonforate  í  la  ie- 
gisl(H¿ón  dei  paíi^  al  inventario  de  Wa  bienes  del  fii2ai(ÍGi^  cou  la 
obligadiiu  4e  dar  cuenta  <lel  re«uUa4o  y.  á  la  i>revedad  iposible, 
á  la  Legacióu  respectiva,  ó  al  CoBfliilado  ó  VioeconsuUdo  más 
próximo  al  lugar  donde  se  hubioiv)  abierto  la  flnoesión. 

Mas,  t:in  lu(  go  coma  -el  Agente  Coi^sular  se  pi'^esenio  persoAftl- 
mente  ó  envíe  en  su  lugar  un  Delegado  siij*i,  la  a-a^oridad  locaf 
debei'á  confornuirfie  á  todo  lo  prescrito  en  el  artícuto  que  'pve- 
cede. 


ARTICULO  XV. 

Siempre  que  algún  subdito  de  una  de  las  Partes  Contratantes 
tenga  interés  en  una  sucesión  abierta  en  el  territorio  de  la  otra 
Partí?,  sea  tul  sucesión  de  un  connacional  suvo,  sen  de  tin  natural 
«.leí  país  de  residencia,  sea  de  un  subdito  de  tercera  potencia,  las 
antoriilados  locales  debonm  informar  á  la  consular  mRs  próxima, 
do  la  apertura  de  la  sucesión. 

ARTICULO  XVI. 


Los  C6iistÜ69  fíMerales,  CóusaleSi  Vioec  infles  y  Ag^tos  Con- 
sulares de  Jos  dos  Elstados,  co:iooerán  exclusivAtnonte  do  la  fac- 
ción de  inventarios  y  demás  operaciones  que  so  pr-actiqtion  c^m 
el  objeto  de  con^fvar  cual<?squit'r;i  bienes  horedittrios  dejados 
por  lo"?  marineros  dtí  su  Nación,  muertos  oa  tierra  ó  ulrirdo  de 
la-í  naves  de  su  paí^,  »sea  driiMulo  !a  travesía,  s(nv  <^n  e!  [HWírtO  d^^ 
llo<;"8<la. 

Li  jnvstínte  dispo.'^ición  se  apli<:ará  también  ú  los  bienes  liere- 
iiilariui  iivjadas  jxji*  pii.sajurua  d-¿  su  Nación,  sie:n[)rc  npie  estos 
luí  van  muerto  á  bordo  d*^  la  íiavo.  ó  on  (iorra,  duraut(r  el  curso 
de  la  navegación. 

artkh:lo  XVII. 

i^l  tolo  lo  conct.'rni«'rii,"  á  !a  p.);ioLi  d.^  lo»  p  ierto.s,  carga  y 
diísoaií^a  do  las  nav's  v  soíniri  ial  de  bs  mcrcailorías,  buiíics  o 
vi'evío'^,  9Q  observarán  las  Uyc.s,    cítatntu^  y  reglnmontos  del  ixxU. 

Los  Cónsub^s  (íoneralos,  Cónsules,  Vicecónsules  y  Agentes 
(.'onsulares,  estarán  exclusivamente  encargados  de  mantener  el 
orden  interno  á  bonlo  do  los  buques  mercantes  de  su  Nación,  y 
conocerán  sólo  ile  las  cuc'stiones  que  surgieren  entre  el  capitán  y 
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loft  oficí&ks  ó  maríneeoB,  Felsii^as  al  saeMo  6  m\  eñm\iümh¡nio 
áe  hm  i'vcipTOcos  cofiipromi serse  raiHraíclos  por  «Ikps. 

ARTICULO  XVIIÍ. 

Las  autoridades' locales  iiitervendrAii  siempre  que,  á  bordo  de 
los  buques  mercantes  del  otro  Estado,  sobrevengan  desórdenes, 
de  tal  naturaleza,  que  turben  la  tranquilidad  y  el  orden  piibl¡c<i 
on  tierra  o  en  el  puerto,  ó  cuando,  en  tales  desórdenes,  estuviere 
CQfnplicada  eualquiera  persona  d6í  país  ó  individuo  no  portene- 
^ieuie  ai  equipaje. 

En  todas  los  otros  casos,  las  autoi'idades  lócalos  se  limitarán  a 
prestar  fni  apoyo  á  los  Agentes  (Jíonsiilares  respectivos  que  así  lo 
aolicitea,  pora  arrestar  ó  conducir  á  bordo  á  loe  individuos  ins- 
critos en  el  rol  do  la  tripulación  y  contra  los  cuales  se  Juzgare 
conveniente  pedir  semejante  providencia. 

EU  aiT«sto  no  deberii  i)rolongar.so  mayor  tiempo  quo  el  pormi- 
tá4lo  por  las  disposiciones  constiuiciunales  ó  legales  del  país  don- 
do  fie  verifique. 

ARTÍCULO  XIX. 

Los  Cónsules  (leneial«^s,  Cónsuleí^,  Vi\'ccni'jpult3  y  Agente.^ 
(bnsulares,  podían  hacer  arresíar  y  conducir,  sea  abordo,  sea  a 
sax  país,  á  los  marineros  6  cualesquiera  oinis  persona.^  quo  for- 
men parto  del  equipaje  de  líis  navet^morcantes  6  de  ^^lerra  de  su 
Nación,  que  hubieren  de^'ertado  en  el  territorio  del  otro    Estado. 

Con  tal  objeto  so  dirigirán  {>or  escrito  á  la  autoridad  local 
eompctcnte;  y  justificarán,  mediante  la  exhibición  do  los  regis- 
tro» del  buque  ó  del  rol  del  equipaje,  ó,  en  su  defoctn,  si  el  bu- 
que hubiese  ya  partido,  mediante  copia  auténtica  6  extracto  de 
dichos  documentos,  que  las  personas  reclamadas  formaban  efec- 
tivamente parte  de  la  tripulación. 

Hecha  la  presentación  de  la  solicitud,  y  estando  esta  justifica- 
da, no  se  podrá  negar  la  entrega  do  los  desertores. 

Se  prestará,  por  otra  parte,  ¿dichos  Agentes  consulares  todo 
gdnero  de  «asistencia  y  cooperación  para  la  aprehensión  y  arresto 
d^  los  indicados  desertores,  que  serán  detenidos  y  custodiados  en 
las  cárceles  del  país  á  solicitud  y  expensas  del  Cónsul  ó  Vicecón- 
sal  hasta  que  so  haga  la  repatriación.  En  todo  caso,  el  arresto 
no  ptidrá  durar  más  de  tres  mese?,  trascurridos  los  cuales,  el  de- 
tenido será  puesto  en  libertad,  avisándose  al  funcionario  consu- 
lar con  tre«días  do  anticipación,  j  no  podrá  ser  aprisionado  otra 

ves  por  la  misma  causa. 

4a 
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En  caso  de  Imber  ol  ilesartor  cometido  cualquier  delito  en  tie- 
rra, la  autoriíla«l  local  apUzará  la  entrega  hasta  quo  los  Tribu- 
nales pronuncien  sentencia  y  liaya  tenido  esta  plena  y  completa 
ejecución. 

Las  disposiciones  del  presente  íirtículo  no  se  aplicarán  á  los 
individuos  quo  fueren  ciudadanos  del  país  en  quo  se  realice  la 
deserción. 

ARTICULO  XX. 

Cuando  entre  los  capitanes  y  arnia.iorcs  ó  aseguradores,  no 
hubioso  aciierdo  es[)ccial  sobre  las  averías  (jue  pudieren  sobreve- 
u'w  GL  las  embarcaciones  peruanas  é  italiana.^,  sea  en  alta  mar, 
si»ft  dirig'cndo-e  á  cualesquiera  puertos  de  los  dos  Estados,  los 
Cónsules  (loneraies,  Cónsules,  Vicecónsules,  Delegados  ó  Agen- 
tos  ('onsulnrcs,  c<)nv-)c».Tán  de  las  enuncia<las  averías  siempre  que 
iülerest  n  únicamente  á  sus  resjHcüyofl  nacionales. 

iSi  <'n  afiiiellns  averías  estuviesen  interesados  ciudadanos  ó 
subditos  del  Eiíií'.do  en  que  residen  lo3  funcionarios  con¿ulare?, 
eiu*ladai)os  ó  síil'ditus  do  una  tercera  Potencia,  conocerán  «le 
Cilas  ]i:S  autoriilades  ¡ocales,  procuiando  í]ue  todas  las  partes  se 
conviiigan  y  anegleu  amigiibloniente. 

ARTICULO  XXI. 

Kn  caso  do  naufragio  ó  varamiento  do  uiía  nave,  pertenecien- 
te al  Gobierno  ó  á  los  ciudadanos  6  subditos  de  las  AlUis  Partea 
oontratanti's,  en  1  \  costa  'le  la  otra,  lai  autoridades  deberán  co- 
íHunicaiio  íil  t'ón.snl  (irn^Tal,  Cónsul,  Vicecónsul  6  Agente  C;jI1- 
Milar  del  «Hslril),  ó,  en  su  dcíl-cto,  al  (Vi.i-ul  ^íMioral,  Cónsul, 
\'iceeóns\il  ó  A'^'jnte  (*jn-iihir  niá*3  rrónimo  al  luíjar   del    sinie^- 

i  VO. 

Todas  las  op.'r¿icif»!írs  n'Kulvas  al  >a¡vair:cn.>>  líe  las  naves  dv 
uno  de  los  dos  K-tado.<,  tpio  liubioron  nauíVagulo  ó  varado  en 
?i;jaias  tvJ'ritnrialos  dol  otro  iísta<lo,  coí  ívsü  >nierán  á  los  Cóiihü* 
les  Genérale?,  Cónsiules',  Vieecóiisul'  s  ó  AL;*enLes  Consulares  res- 
pectivos, en  conformidad  eon  las  leye¿  y  rf^dainentos  del  país. 

La  intervención  de  las  autorida'les  locales  tendrá  lugar  en  los 
i\'):i  paí-es,  únicamente  para  asistir  á  lus  Algentes  Consulares, 
mantener  el  orden  y  garantir  los  intcre.-t's  de  los  salvadores  ex- 
traños al  equipaje,  y  asegurar  la  ejecución  (Je  las  disposiciones 
quo  deban  observarse  para  la  entrada  y  salida  fio  las  mercade- 
rías salvadas. 

Durante  la  ausencia  y  hasta  el  arribo  de  los  Cónsufes  Genera- 
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les,  Cüonsules,  Vicecónsules  y  Agenten  Consulares,  6  de  las  perso- 
nas que,  con  tal  fin,  ellos  delegaren,  las  autoiidadea  locales  to- 
marán todas  las  providencias  necesarias  para  la  protección  do 
loa  individuos  y  conservación  de  los  efectos  que  fueren  salvados 
del  naufragio. 

La  intervención  de  las  autoridades  locales  en  todos  estos  casos 
no  dará  lugar  á  percepción  de  derechos  de  salida,  salvo  aque- 
llos á  que  estuvieren  sujetos,  en  caso3  parecidos,  los  buques  na- 
cionales, y  salvo  el  reembolso  de  los  gastos  ocasionados  por  las 
operaciones  de  salvamento  y  conservación  de  los  objetos  salva- 
dos. 

En  caso  de  duda  sobre  la  nacionalidad  del  buque  náufrago, 
las  providencias  mencionadas  en  el  presente  artículo  serán  dé  la 
exclusiva  competencia  de  la  autoridad  local. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen,  por  otra  parte,  en 
que  las  mercaderías  y  efectos  salvados  no  estarán  sujetos  á  pago 
alguno  de  derechos  de  aduana,  á  menos  que  vengan  destinados 
para  el  consumo  del  país. 

ARTICULO  XXIL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Viceeóu  ules  y  Agentes 
Consulares  respectivos,  así  como  los  Cancilleres,  Secretarios  y 
Agregados  de  los  Consulados,  gozarán,  en  los  dos  países,  de  las 
prerrogativas,  inmunidades  y  privilegios  actualmente  concedi- 
<los,  6  que  en  adelante  se  concedieren,  á  los  Agentes  do  igual 
grado  de  la  nación  más  favorecida,  siempre  que  tales  concesio- 
nes sean  recíprocas. 

Queda  bien  entendido  que,  fuera  de  aquellas,  los  funcionarios 
consulares  no  tienen,  en  ningún  caso,  prerrogativas  diplomáti- 
cas. 

ARTICULO  XXIII. 

Los  dos  Gobiernos  contratantes  convienen  en  que  las  contro- 
versias que  pudieran  surgir  en  cuanto  á  la  interpretación  ó  eje- 
cución de  la  presento  Convención,  ó  á  las  consecuencias  de  su 
violación,  deberán  sujetarse,  cuando  se  hubieren  agotado  los  me- 
dios de  arreglarlas  directamente  por  un  acuerdo  amigable,  á  las 
decisiones  de  comisiones  arbitrales;  y  en  que  el  resultado  de  tal 
^arbitraje  será  obligatorio  para  entrambos. 

Los  miembros  de  tales  comisiones  serán  elegidos  de  común 
acuerdo,  por  los  dos  Gobiernos;  en  defecto  de  acuerdo,  cade  una 
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de  las  Partes  uombiitrá  su  árbUro,  ó  ua  náoi^ro  igu&l  de  arbi- 
tros, y  los  arbitros  así  nombrados  elegirán  su  dirioi'^nte. 

Los  procedimientos  arbitrales  serán,  en  cada  caso,  deteroiiaa- 
dos  por  las  Partes  Contratantes;  y,  en  su  defecto,  el  tribunal  de 
arbitros  elegido  se  considera  autorizado  para  determinarloa  pre- 
viamente. 

ARTICULO  XXIV. 

Las  estipulaciones;  do  la  presente  Convención  comenzarán  á 
regir  desde  el  día  cu  que  se  haga  el  caiijo  de  ratificacionos. 

Diclia  Convención  durará  diex  años,  que  comenzarán  á  correr 
desde  la  íecluí  de  dicho  oanje. 

Si  ninguna  de  las  Alias  Partos  ContraUnfces  anunc'aro  oficia!- 
ineute  á  !a  otni,  un  año  antes  do  oxpiri?r  aquel  término,  su  in- 
tención (l<j  hacer  ces-ur  lo.^j  (ícelos  de  osla  Convención,  continua- 
rá en  vigor  hasta  un  año  despuí-Ti  de  hacerse  tai  declaración, 
cualquiera  quo  fuere  el  tionipo  c^i  quo  ella  tenga  lugar. 

ARTICULO  XXV. 

La  {íresenlc  Conyen-'ión  sorá  aprobA'I i  y  ratificada  por  las  Al- 
tas Pait^\s  Coiit?'atante>',  y  el  canjo  do  rviliüoaciones  se  voriíicará 
en  Lima  ó  en  Roma. 

En  fe  do  lo  cual,  los  r':^.s|)octivo3  Plenipotenciario^  la  han  fir- 
mado y  mareado  con  sus  ^^>!los  reH[)cotivo3,  en  Lima,  á  los  vciu- 
lieinco  d¡as  del  mes  de  l^Vbrero  de   189^). 

Iv.  KiniíY'uo.  (í.  M.  Lkcüa. 

(L.  S.)  (LSO 

Pt)r  tanto:  y  habiendo  el  Con-^re-o  N.icional  aprobado  la  pre- 
ieiitc  Convención  Consular,  en  veiaíieinco  de  Octubre  de  rail 
oühocientos  noventa  y  cinco,  en  u'^o  do  his  facultailes  que  la 
C  )nstitución  uie  confiere,  he  venido  en  aceptarla,  aprobarla  y 
ratiticarla,  teniéndola  co'no  ley  del  Estado  y  comprometiendo 
para  su  observancia  t-l  honor  naeionai. 

En  fé  de  lo  cual  fiiUio  la  presento  ratiíicae.ión,  soHada  con  las 
armas  de  la  Repúbliua  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Lima,  ¿  Im  onoe 
días  del  lues  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

N.  D«  PIEROLA. 

RlCAKDO  OrTIZ  DU  ZiCTALLOe. 
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ACTA  DE  CANJE. 

Eu  la  ciudad  do  Lima,  capital  de  la  liepública  Peruaua,  ú  los 
ouce  días  del  mes  d  j  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis, 
reunidos  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  los  infrascri- 
tos, doctor  don  Ricardo  Ortiz  de  Zevallos,  Ministro  de  dicho  Ra- 
mo, y  don  Oiulio  M.  Looca,  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  con  el  objeto  de  do  proceder  al  canje  de  las  rati- 
ficaciones do  la  Coiwenoión  Consular  celebrada,  en  Liuiii,  enti»' 
ambos  países,  el  veinticinco  do  Febrero  de  mil  ochocientos  uc 
venta  y  tre.v  después  de  haberse  nianifestiulo  sus  plenos  podere 
correspontlíente.-?,  proce-ÜMMu  a  la  lectura  y  confrontación  de  loa 
iustrnraentos  originales  do  dichas  ratificaciojies,  y,  habiéndolos 
hallado  exactos  y  en  ?)'írf'vt  i  c^rnodidal,  reali/^xroa  su  canje. 

En  fó  do  lo  cual,  los  infrascritos  han  redactado  la  presenU 
acta,  firniáudola  por  <lu:>!i,!i  lo  y  poniendo  en  ella  sus  correspon- 
diente sellfu.  (1) 

Ricardo  Oktí/.  dk  Zkval'Oí.  G.  M.  I.boüa. 

.     (L.  S.)  (U  S.) 


INTK-iano    íiE     ITALIAX'^S.  —  i-SOT. 

Rcai  IjCíjación  de  Il'ilia. 

W  0.  LiüHt,  20  de  Abril  de  1867. 

Señor  Minihtn»: 

Ha  sucedido  más  de  una  ve:í,  en  oslos  últimos  meses,  qme  la 
p#licía  local,  infornuula  de  la  muerte,  por  suicidio  ó  por  otra 
oausa,  de  un  subdito  italiano,  hfue  constituido  en  el  domicilia 
del  difunto,  para  el  reconocimiento  respectivo,  ordenado  la  tras- 
lación del  cadáver,  cerrad-i  la  casa  y  colocado  sus  sellos,  sin  dar 
aviso  do  todo  esto  á  la  cancillería  (ionsular  do  esta  Legación,  y 
sin  remitirle  las  llaves  del  domicilio  que,  en  uno  de  los  casos, 
no  me  fué  posible  obtener  sino  djspués  de  repetidas   instaucia^»; 


aiAw:4 


(1)  Esta  Convencióu  fué  desahuciada  por  el  Gobierao  del  Pcríi,   con  fecha 
18  de  Julio  de  1904  y  cesará  de  estar  eu  vigencia  el  11  de  Junio  de  100^. 
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y  eu  otro  caso  ocarrido  cuatro  días  há,  no  he  podido  hasta  hoy 
conseguirlas,  no  obstante  la  promesa  al  efecto  del  señor  Inten- 
dente.de  policía  al  Secretario  de  esta  Cancillería. 

No  siendo  esto  conformo  con  la  letra  }'  el  espíritu  de  nuestra 
Convención  Consular,  me  permito,  señor  Ministro,  dirigirme  á 
la  bien  conocida  bondad  de  V.  E.,  rogándole  se  sirva  hacer  po- 
ner en  conocimiento  de  quien  corresponda,  los  deseos  de  esta  Le* 
gación,  íx  efecto  de  que  en  todos  los  casos  de  este  género,  y,  ül 
menos  en  esta  capital,  donde  la  policía  dispune  de  varios  y  rápi- 
dos medios  de  comunicación,  le  sea  dado  aviso  inmediato,  sin  ne- 
cesidad de  nota,  como  se  haría  en  Roma,  á  la  Cancillería  de  es- 
tfl  Legación,  antes,  si  posible  fuere,  do  la  traslación  deP  cadáver 
de  la  casa  y  de  clausurarse  y  colocarse  los  sellos  en  esta,  á  fin  de 
que,  permitiéndolo  el  tiempo  y  la  oportunidad,  pueda  asistir,  por 
medio  de  una  persona  delegada,  á  la  identificación  del  cadáver 
y  clausura  y  sello  de  la  habitación,  agregar  á  los  sellos  de  la  au- 
toridad local  los  de  la  Legación,  y  recoger  en  seguida  las -llaves, 
como  es  de  su  derecho.  Que  si  faltase  la  asistencia  de  un  delega- 
do de  la  Cancillería  italiana,  las  llaves  sean,  sin  el  menor  retar- 
do y  í-in  necesidad  de  nota,  entregadas  en  cambio  de  un  simple 
recibo  á  la  Cancillería  de  esta  Legación  jior  el  fimcioTiario  ó 
agente  de  policía  que  ha  ViMÍficaíIo  la  clausura  del  local. 

En  la  es|)eranza  que  V.  K.  acogerá  favorablemente  esta  súpli- 
ca, que  tiende  á  asegurar,  con  el  mas  pronto  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  la  citada  Convención  Internacional,  las  derechos 
de  las  partes  interesadas,  y  prevenir  cualquiera  inconveniente 
l)osible,  me  es  honroso  reiterarle,  señor  Ministro,  los  sentimien- 
tos de  mi  más  alta  estima. 

Plelro  Qiételli. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don    Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Mi- 
riisiro  de  Relaciones  Exteriores. 

P.  S.- -Recibo  en  este  momento  déla  Intendencia  de  policía,  la 
llave  á  la  cual  acabo  de  hacer  referencia. 


—  383  — 

Minüterio  dt  Itelaciones  Exteriores, 

N?  10.    .  Lima^  o  de  Mano  de  1897. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  la  atenta  nota  de  U.  S.  H.  signada  con  el  nó.i.c- 
ro  6,  fecha  29  do  Abril  ultimo,  por  la  que  se  sirve  nianiffsUir- 
me,  que  no  siendo  conforme  con  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Cotí- 
vención  Consular  celebrada  entre  el  Perú  é  Italia,  el  proctrd;- 
niiento  empleado  por  las  autoridades  de  policía  de  esta  capital, 
de  omitir  el  nviso  inmediato  al  Consulado  del  Reino,  siempre 
que  ocurra  el  fallecimiento  de  algún  .subdito  italiano,  espera  U. 
8.  11.  que  mi  despacho  dicto  lus  me  lidas  neco-^arias,  á  fin  do  que 
en  todos  los  casos  de  este  género,  que  se  veriliquen  cu  Lima,  se 
cumpla  lo  preceptuado  en  la  mencionada  Convención. 

En  respuesta,  me  comjdazco  en  participar  á  U.  S.  ÍI.  que  iiio 
kie  dirigido  ai  Ministerio  de  Gobierno,  enrareciéndole  (pie  ordene 
á  dichas  autoridades,  den  extricto  ciuiiplimiento  al  artículo  Xlll 
de  aquel  pacto. 

Aproyecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  U.  S.  H,  la^j  íogii- 
ridades  de  mi  mas  distiiuniida  considuación. 

o 

K  <i    ¡a  R'ia  Agüero. 

Al  Honorable  señor  Comendador  Piouo  <'asS^:Ii,  Ministro    K-'^i- 
dente  de  lialia. 


Minit'eiio  de  líe'^K'onc^  Ex!  cr  i  ores. 

fJ?  lo.  Urna,  V  de  Junio  de  1897. 

Señor  Ministr.: 

Refiriéndome  á  la  atenta  comunicación  de  U.  S.  II.  tlcba  2) 
de  Abril  último,  número  O,  me  es  honro.^o  acompañerle,  en  co- 
pia certificada,  1  js  informes  expedidos  por  las  autoridades  poli- 
cas  de  Lima,  ^relativos  ai  extricto  cumplimiento  del  artículo 
Xni  de  la  Convención  Consular  vigente   entre  el  Perú  é   Italia. 


—  384  — 

Con  este  motivo,  tengo.el  ag-rado  cíe  reiterar  á  U.  S.  H  ,  las  se- 
guridades de  rai  distinguida  consideración. 

E.  de  1a  Riva  Agüm-o. 

Al  Honorable  seflor  Comendador  Pietro  Oastelli,  Ministro   líesi- 
-dente  de  It.AÜa. 


Subfncfedura  fj  Iniendcncia  de  Policía  dd  Ckrcado, 

Señor  Prefecto;  '  i 

I 

lOste  dfsi)acho  ha  tenido  siempre  especial  cuidado  en  dar   av¡- 
«o  escrito  á  la  persona  encargada  de  las  fnncioncs  consulares  do  \ 

italia,  de  los  fallecimientos  de  subditos  italianos  acaecidos  en  la 
provincia  de  mi  mando,  como  es  fácil  comprobar  por  los  libro» 
copiadores  de  osta  oficina  central  y  por  las  notas  archivadas  do 
aviso  de  recibo  á  mis  comunicaciones  sobre  el  particular.  ; 

ÍjU  demora  do  que  so  queja  el  señv">r  Ministro  Residente  á 
nuestra  CvineillenX  con  relación  á  ontrc.Q:a  do  llaves  do  los  do- 
micilios de  los  difuntos  italianos,  ha  provenido  de  la  evacua- 
oión  de  las  diligencias  que,  conforme  á  la  ley,  deben  practicar 
los  señores  jaecen  del  crimen  á  quionos  mo  a¡)rosuro  á  dar  cuen- 
tft,  en  cumplimiento  de  mi  deber,  de  los  suicidios,  muertes  ro-  •  J 
pentinas,  ele.  • 

»Siu  cm))rirú^o,  animado  de  los  mojor«;-s  deseo-,  para    facilitar  el 
sorvicio  público,  dispondré  que,  en  lo  ñ'ic:".s'vo,   cuando  c.curran 
oftsos  do  tal  naturalezí,  se  de  aviso  verbal  inmediato  al  Consula- 
do do  Italia,  para  que  pueda  entrar  de  lleno  en    el    ejercicio   de^ 
sus  funciones. 

lÁ\m,  11  de  Mayo  de  1897. 

8.  P. 

G.  Tirado. 
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Cf  sello  de  Jn  Prtfeetttra-dH  Drparüsrmenio. 

4    . 

Señor  Director: 

A  lo  ¡nfonij§i(lo  pv)r  el  señor  Sabprefecto  del  Cerca  h»,  o^rt* 
Preft^ctura  no  tiene  nada  que  agregar^  puesto  que  se  dá  uua  ex- 
plicación satisfactoria  respecto  del  f^lardo  con  que  se  envió  á  y* 
J.rgación  de  Italia  las  llaves  del  domicilio  del  subdito  italiano! 
que  hace  referencia  el  sefíor  ifinistro. 

En  lo  sucesivo,  la  Subprefedura  acelerará  los  iráinitf s  á  que 
se  hace  refeicncia,  y  se  esmerará  en  dar  estricto  cunjplimieuloá 
lo  estipulado  en  el  artículo  13  de  la  Convención  Consular  celo- 
hríwla  entre  él  Perú  é  Italiai 

I.ima,  23  de  Mayo  de  1897. 

F.  Bresani. 


PROTECCIÓN  Á  COLONOS  DE  UL  MQSnUkKA^ — 1897. 

Real  Legación  de  Italia. 

N?  7.  tdma,  29  de  AJbril  dt  1897. 

Señoi*  Miui^n»:. 

Hace  cosa  de  dos  meses  que*  tuve  el  honor  da  manifestar  i 
V.  E.  Uu  poca  s^iridod  {persona!  en.  qoe  s»  eneueniran  los  nu- 
merosos subditos  de  Su  Majestad/  rei^dentes  en  Chanchamayo  y 
el  Perene,  según  muchos  de  ellos  me  han  referido,  por  ser  insu- 
iiciente  la  fuerza  de  que  allí  dispone  el  Gobierno  para  defender- 
los  de  las  hostilidades  de  loa  indioa  veeinoB.  Y.  E.  me  aseguró 
que  el  Gobierno  adoptaría  las  medidas  eonyenientes*. 

Pero  no>  parece  que  las  medidas  hasta  hoy  adoptadas  por  este 
Ciobierno.seantales^  que  tranquilicen  á  aquello»  colono?,  sin« 
(jue  son  indispensables  otras  más  eficaces  para  garantir  la  vida  ir 
hr  propiedad  da  aquellos  residentes^  uacionalea  &  extranjerot^. 

AI-  pennitárme  llamar  nneyamenie  la  sería  atención  del  Go- 
bierno de  la  República  hacia  este  asunto,  ua^  puedo  menos  qoe 
hacer  presente  á  V.  E.^  el  alto  interés  que  tiene  el  Gobierno  en 
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asf^gurar,  do  un  ni«Jo  permanente  y  etícaz,  el  ór.lí-n  y  hi  tr<in- 
quilidad  de  aquellas  regiones,  si  verdaderamente  dosea,  eonio  en 
efecto  aí-pira,  á  atraer  siem[)re  uuevo.s  colonos  para  el  desenvol- 
vimiento de  ios  recursos  naturales  y  el  bien  general  de  la  Rv'>píi- 
blica.  Mientras  que,  de  lo  contrario,  los  colono-»  i(ue  hoy  se  en- 
cuentran allí  podrían  fácilmente  ser  inducidos,  a  pesar  de  los  sa- 
crificios cpio  han  hecho,  á  abandonar  aquellos  terMiorioscon  gra- 
V(í  oerjuicio  propio  y  del  Perú. 

'  Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle^  señor  Mlni-iro, 
las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

Pittro  Ciii^ldlL 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Ri^a  Agüero,   Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 


Mitúsíerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N^  9.  Linia,  4  de  Mayo  de  1897. 

Señor  Ministro: 

lio  recibido  la  atenta  nota  de  V.  S.  II.,  fecha  29  de  Abril  úUi- 
mo,  número  7,  por  la  que  se  se  sirve  manifestarme  qno  los  sub- 
ditos italianos  residentes  en  Chanchamayo  y  el  Perenó,  tendrían 
más  seguridíídes  contra  los  ataques  de  los  salvajes  que  amena- 
zan sus  exi.stencias  y  propiedades,  si  se  aumentase  la  guariución 
militar  establecida  en  dichos  valles. 

En  respuesta,  debo  exin-esar  a  V.  S.  II ,  que  vivamente  inte- 
resado el  Gobierna  en  la  tranquilida«l  y  progreso  de  las  colonias 
radicadas  en  la  región  mencionada,  ha  estacionado  una  fuerza 
de  treinta  hombres  en  í^an  Luis  de  Shuaro,  bajo  las  órdeiiJs  vl.j 
un  comisario,  (pie  tiene,  entre  sus  encargos,  el  muy  especial  de 
proteger  la  virla  6  interesas  <le  los  c«»Ionos  extranjeros. 

Con  este  número  de  soldados,  se  (•<)nsi<lera  suíicien teniente  r»*s- 
guanlailas  á  las  colonias  de  cuahiuiera  irivasión  que  los  salvajes 
j)udieran  intentar,  como  lo  comprueba  td  íicrho  de  que  la  for- 
mada p  )r  ciudadanos  peruano-í,  (juo  está  más  a<ielante,  inter- 
nada en  el  camino  del  «Pichis»,  no  ha  sufrido,  hasta  oliora,  con- 
tratiempo alguna  y  lleva  á  cabo,  en  perfecta  tranquilidad,  los 
trabajos  que  Im  emprendido. 


^  ^^ - - ^ 
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Por  lo  demás,  aunque  no  puedo  servir  de  base  á  alarmas  fnn- 
'l/(]¿ís,  el  lamentable  incidente  ocurrido  con  los  subditos  in^le- 
•'  s  Miíjgeley  y  Woley,  en  Enero  drl  corriente  afiOj  ¡mes  el  de- 
-nsivosQ  fin  que  tuvieron  f^o  debió  exclusivamente  a  ¿n  temenv 
lia  imprudencia,  be  tríiFcrit<i  al  Ministerio  <lo  0.>bicnio  la  nota 
'ie  V.  S.  H.  que  contesto,  á  fin  de  que  ad«)pío  la?  niodidiis  (¿ue 
jiizp^ue  convenientes,  para  la  n'cjor  garantía  de  los  colon<»s. 

Me  es  grato  reiterar  á  V.  S.  Ilor.orabl'.-,  en  esta  nueva  oijortu- 
¡  ::;nl,  las  prf»tistas  de  mi  más  d'-lingni'ía  con^i'lcración. 

/.'.  de  la   JUvc-Agvct'o, 

Ai  Honorable  sofior  Comenda(b)r  Tictro  Casí-.Iü,   Ministiu   IJesi- 
íJonte  de  Italia. 


IMPORTAClüxV  DE  GANAPír    Á    ITALIA. — 1897. 

l!i  'I  L'ffación  ve  Ifalia. 

XV  11.  ]Am(í,  19  de  Junio  de  1897. 

Señor  Ministro: 

D-á  conformidad  con  instrucciones  de  mi  Gobierno,  tengo  el 
■'.mor  de  informar  á  V.  E.,  que  es  permitida  en  Italia  la  impor- 
a  ion  del  Perú,  de  ganado  vacuno  y  lanar,  de  h>s  cueros  crudos, 
anas,  hviesos,  cuernos,  pezuñas  y  otros  rest<)s»de  dicbos  anima- 
'2:^,  á  condición  de  que,  tanto  los  animales  como  los  restos  cita- 
(»js,  sean  acompañados  de  un  certificado  sanitario  de  origen, 
torgado  por  las  autoridades  locales  competentes,  y  visado  por 
í  C^msul  ó  Agente  Consular  respv-x'tivo. 
Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  segurirlades  de  mi  altacon- 
«ieracióii. 

Pietro  Castelli. 

S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 
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Miiúnierio  de  Relacionen  Exíeriares. 

^'?  16.  Lima,  22  de  Junio  de  1897. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  agrado  de  recibir  la  atenta  uota  do  V.  S.  H.,  íe- 
elia  19  del  corriente,  número  11,  por  la  que  se  sirve  iiiforniar- 
ino,  en  virtud  de  instrucciones  que  le  ha  impartido  sii  Gobierno, 
oue  es  permitida  en  Italia  la  importación  de  ganado  vacuno  y 
lanar  del  Perú,  así  como  de  los  cueros  crudos,  lana?,  huenos,  etc., 
siempre  que  ella  se  verifique  en  virtud  de  un  certitica'io  saniia- 
vi )  expedido  por  nuestras  autoridades  locales  y  visado  f  or  el 
taitcionario  consular  respectivo. 

En  respuesta  tengo  la  honra  de  expresar  a  V.  S.  II.  que  lie 
trascrito  su  estimable  comunicación  al  Ministerio  de  l'^omento, 
cuyo  despacho  tomara  debida  nota  de  ella. 

Aproveclio  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  S.  H.  las  segu- 
liiladcs  de  mi  más  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rira-Agücro, 

Al  Honorable  señor  Comendador  Pietro  Castelli,   Ministro  líesi- 
dente  de  Italia. 


CANJE  DK  I.AS  TaRTIDAS    DEL  ESTADO  CIVIL. 1897. 

Utal  Legación  de  JUilia. 

NV  21.  Linia^  22  de  Seliembrc  de  1S07. 

Señor  Ministro: 

Con  nota  verbal  de  31  de  Diciembre  próximo  pasado,    me  pí-r 
mili  llamar  la  atención  de  V-  E.,  sobre  el  hecho  que  por  las  a\* 
toridades  peruaiia.s  no  había  sido  dada  práctica  ejecucióa  al  ooij- 
venio  estipulado  el  4  de  Diciembre  de  1S89,  entre   nuestrois    'V- 
ííobiornos,  para  el  canje  de  las  partidas  del  estado  civil     tooanít- 
á  los  respectivos  nacionales.  (1) 

[X]  Yéase  ese  Convenio  en  la  |>fi^iui352. 
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No  habiendo  cesado  las  razones  que  me  habían  inducido  4  ha- 
cer á  V.  E.,  esa  comunicación,  que no.  fué  seguida  por  ninguna 
de  parte  de  ese  Despacho,  me  tomo,  nuevamente,  la  Hbíxlad-ii<í 
Uafnar  la  atención  do  V.  E.  sobre  ese  asunto,  que,  además  de  in- 
teresar recíprocamente  fi  ambos  Qobienios,  interesa,  de  un  modo 
especial,  á  la  numerosa  colonia  italiana  residente  en  el  Porú,  y  ¿i 
Jas  familias  respectivas  residentes  cu  Italia,  así  como  toca  á  la 
regularidad  del  servicio  del  estado  civil  del  Keino,  lo  que  á  su 
vez  interesa  al  orden  público. 

En  la  confianza,  pues,  de  que  V.  E.  se  dignará  dictar  disitosi- 
ciones  prácticas  y  eficaces,  á  fin  de  que  el  mencionado  protocolo 
italü-peruano  reciba,  en  los  términos  pactados,  exaKo  cumj>li- 
injento,  por  parte  de  los  Concejos  IVovinciales  y  del  Goi)ienio 
Central  de  la  República,  pido  U  venia  do  ,V  E.  para  Sünieter  al 
esclarecido  juicio  del  Gobierno  del  Perú  los  dos  i)untos  siguieu- 
tes: 

1?  La  necesidad  de  que  i)or  los  señores  funcionarios  del  Rt- 
gistro  Civil  se  indique,  con  la  mayor  exactitud  que  les  sea  posi- 
ble, las  generalidades  do  las  j)ersonas,  y  el  i>ropio  lugar,  ó  sea  la 
comuna  del  nacimiento,  y  aún  inás,  cuando  se  trato  de  partidas 
de  defunción,  que  sin  eso  dato  se  tropieza  á  menudo  con  la  ini- 
l>osibilidad  de  conocer  á  cuál  de  las  8,2o0  eoniunas  del  Reino  >\£ 
tenj^a  que  remitir  la  partida,  para  su  trascripción  en  los  libros 
municipales  del  Estado  Civil;  al  paso  que  aetualmento  los  eni- 
])leados  peruanos  se  limitan,  común  mente,  á  designar  el  lugar 
del  nacimiento  del  finado  ó  de  las  partes,  con  la  mención  naiu- 
ral  dt  ItaliQj  lo  que  hacen  frecuentemente  aún  cuando  los  decla- 
rantes indican  la  comuna  de  origen. 

2?  Casamientos  de  italianos  con  pcruanns,  ó  i'¿cc-r^%s'a.  Para  la 
estabilidad  de  los  casamientos,  para  la  tranquilidad  de  las  fami- 
lias, es  de  interés  público  que  las  uniones  contraídas  en  el  territo- 
rio <1q  la  República  sean  reconocidas  también  fuera  de  ella,  cual- 
quiera que  sea  el  pueblo  en  donde  los  cónyuges  ó  uno  de  ellos  se 
traslade,  y  no  suceda,  por  consiguiente,  como  no  faltan  ejemplos, 
que  un  matrimonio  contraído  en  el  Perú  llegue  á  ser  anulado 
por  inobservancia  de  alguna  de  las  condiciones  prescritas  por  la 
ley  personal  del  extranjero.  La  ley  italiana  reconoce,  es  verdad, 
el  matrimonio  celebrado  en  el  Perú  en  la  Ibrma  vigente  on  el 
]>aís;  pero  exige  que  el  ciudadano  6  la  ciudadana  italiana  su  e^n- 
cüeiitren  en  las  coiidiciont^s  requeridas  por  su  i)roi»ia  ley  para  con- 
traer matrimonio  válido  (edad  de  IS  años  ó  15  respectivamente, 
estado  libre,  consentimiento  de  los  padres,  etc.)  y  prescribe,  ade- 
más, que  las  publicaciones  se  hagan  tamhien  en  el  Reino.  Aho- 
ra bien,  acontece  comunmente,  (¡ue'los  ministros  del  culto  a  qúie- 
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nes  o4án  encomendadas,  para  esos  actos,  las  funciones  de  oficia- 
les d(^l  estado  civil,  no  preocupándose  bastante  do  los  inconve- 
nienti^s  cpio  pueden  derivar  de  un  niatr¡n;ionio  en  cuya  cele- 
Ijwiwón  no  86  hayan  observado  sino  las  i)rescri pelones  del  esta- 
tuto personal  de  una  sola  de  las  partes,  no  tienen  en  cuenta  los 
requisitos  arriba  citados,  ó,  á  lo  menos,  por  lo  que  concierne  á 
ciudadanos  italianos,  aunque  desde  que  empezó  á  regir  el  actual 
Código  Civil  italiano  (1806),  yo  no  haya  dejado  de  llamar  la 
atfnción  del  (Jobierno  del  Perú  con  una  nota  dirigida  al  doctor 
Osorio,  uno  de  los  predecesores  de  V.  E.,  y  que  á  su  tiempo  fué 
publicada  por  el  Gobierno  de  la  República  en  el  diario  oficial  de 
aquella  época. 

No  dudo  que  V.  R,  animado  pcT  el  interés  de  las  familias  i>e- 
ruanas  y  por  la  conveniencia  de  i)romover  i)rovechosas  relacio- 
nes sociales  entro  los  miembros  de  ambas  naciones,  tanto  más 
hoy  que  desea  atraer  al  Perú  nu<«vas  corrientes  de  inmigración, 
se  dignará  tomar  en  consideración  lo  que  he  tenido  el  honor  de 
someter  á  su  preclaro  criterio,  y  tenerlo  ta»nbien  en  cuenta  en  la 
ocHsión  en  que  el  Congreso  está. precisamente  llamado  á  diciar 
providencias  legislativas  sobre  lus  casamientos  de  extranjeros  en 
la  Repúbli<*a. 

lieitóro'e,  señor  Ministro,  las  seguridades  do  mi  profundo  apre- 
cio. 

Castelli, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  do  la  Kiva-Agücro,    Miuis- 
tro  de  Relaciones  Exteriores. 


MínisteiHO  de  Relacionéis  Exteriores. 

N?  29.  IAn\a,  19  de  Octubre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto,  atentamente,  de  la  estimable  comunicacióa  de 
V.  8.  IL,  fecha  22  del  mes  próJLÍmo  pasado,  N?  21,  en  la  que, 
rememorando  su  nota  verbal  de  31  de  Diciembre  último,  relaii* 
va  á  la  conveniencia  de  dar  ejecucióa  al  Protocolo  estipulado 
entre  nuestros  dos  Gobiernos,  en  4  de  Diciembre  de  18S9,   para 
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el  canje  do  las  partidas  del  e-ta  lo  civil  pertinent-s  á  los  respec- 
tivo- nui'ioaales,  se  sirve  V.  S  H.  liauíar  la  atención  de  mi  Des- 
pacho, sobre  un  asunto  cjue  int^^resa  recí|>rocamentp   á   los   dos 

En  respuesta,  tengo  la  honra  de  participar  a  V.  S.  H  que  me 
he  dirigido  á  los  Ministerios  de  Gobierno  y  lo  Justicia,  «  ncare- 
<iéndiéndoles  dicten  las  más  oportuna*  medidas,  á  fin  de  que  los 
Concejos  Provinciales  y  las  autoridades  ecle^*iásticas  de  las  dife- 
rentes provincias  de  la  Repúbli«|^  den  exacto  cumpliraitnito  al 
referido  protocolo,  tenie.ido  especial  cuidado  do  indicar,  con  la 
líiayor  exactitud  pof^ible  los  Jatos  d  ^  que  hace  mención  V.  í^.  II 
'-n  la  nota  que  contísto. 

Aprovecho  esta  oportunidad  [)ara  renovar  á   V.   S.    H.  las  ?o- 
.^'uidades  de  mi  alta  deferencia. 

h\  de  la  liiva^Agiiero. 

\\  l[')ní>rable  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro   Rtsi- 
ti'íiíc  de  Italia. 


HKCrA:. ACIÓN  PIANTANIDA*-1897. 

;  ¿7.  Lhna^  Octubre   1  ¿«181^7. 

Señor  Ministro: 

Ifabíondorae  manifestado  el  ingeniero  don  Egidio  PianUnida, 
,e  no  es  su  ánimo  continuar  el  reclamo  que  tenía  presentado, 
5  Jo  un  principio,  directamente  al  Supremo   Gobierno,  y  poste- 
rnieiite,  por  conducto  de  esta  Legación,   pidiendo  el  pago  de 
,  iíi3  cjvie  se  le  adeudaban  por  trabajos  que  le  fueron  interina- 
nte eocomendados  por  el  Gobierno  del  Perú;  creo  convenien- 
ii/brniar  á  V.  E.'  de  tal  desistimiento,  en  consecuencia  del  cual 
*:s  ^rato  dar  por  terminada  la  intervención  y   el   patrocinio 
o5?¿ii.   Ijpgación  tenía  concodidos  al  egregio  y  benemérito  real 
]  i  lo. 
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Sírvaso  VE.  aceptar  la  expresión  cíe  mi  alta  conaíderacióii, 

CastellL 

A  S.  E.  el  seíjor  doctor  doa  Eiiriq^ue  de  la  Kiva-Ag;ü(íi?o,  MiaLs- 
tro  de  Relaciones  Exteripres. 


Ministerio  de  Belacionea  Exteriores. 

N9  30  Lima,  5^  ok  Ckb^ve  di?  1S97. 

SqQ^  ]y(il:lá3ta^): 

He  ti^iaMo  U  he^iiu  d^  recibir  U  uteuto  nobi  de  Y.  &  H.  fecli;i- 
da  el  día  de  ayer,  N?  27,  por  la  que  se  sirvo  participarme  que. 
habiendo  manifestado  el  ingeniero  don  Egidio  Piantanida,  que 
no  es  su  animo  continuar  la  reclamación  que  presentó  directa- 
mente á  mi  Gobierno,  y  posteriormente,  por  intermedio  de  esa 
Legación,  pidiendo  el  pago  de  ciertas  sumas  de  dinero,  cree  V.  S. 
H.  conveniente  informarme  de  tal  desistimiento,  siéndole  grate». 
con  este  motivo,  (ÍQ.r  por  terminado  el  patrocinio  que  dio  la  Lv 
gación  de  su  digw>  eargo  á  dfcho  asunto. 

Al  expresar  á  V.  S.  H.,  en  respuesta,  que  se  ha  tomado  debida 
nota  en  mi  Despacho  de  ía  estimable  coDikumcaoióii>  de  V8^  H.  ¿ 
que  contesto,  me  complazco  en  renovarle  el  testimonio  de  mi  al- 
ta ddfei^^i». 

E  de  hk  Riva  Agütro. 

Al  HioiK^rable  señor  Comendador  Pietro  Castelb,  Miniskto    Re<v 
dente^  ^le  Italia. 
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TE6TAMESTARÍA  RICCA-— 1897. 

Real  Ligación  de  Italia. 

N?  28.  Lima,  U  de  Octubre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

El  17  de  Mayo  último  falleció  eíi  Lima  el  subdito  italiano 
Cayetano  llicca,  previo  ti^sUimeiito  público  del  5  del  mismo  mes, 
otorgado  ante  el  notario  Prieto  de  esta  ciudad.  Dejó  por  herede- 
ros de  una  mitad  de  sus  bienes  á  su  hermano  lUienavenlura,  y  de 
la  otra,  á  sus  sobrinos,  liijos  de  Cristina  Ricca,  t<xlos  residentes 
en  Italia.  Dejó^l  hospital  italiano  un  legado  de  cien  libras  es- 
terlinas, y  nombró  albaoea  á  un  amigo  suyo,  José  Angeleri,  resi- 
dente en  Lima. 

Como  bienes  declaró  el  tejstador  los  siguientos: 

1? — 400  libras  esterlinas  on  la  casa  de  comercio  de  esta  capi- 
tal, Juan  Figari  e  hijos,  siendo  esto  todo  lo  que  dejó  on  el  Perú; 
pues  vivía  miserablemente  en  un  cuaTto,  sin  más  muebles  que  un 
pequeño  lecho  sin  valor. 

2?^-En  Italia:  un  crOditu  Jo  7,000  lii-as  italianas  contra  su  so- 
brino Felice  Ricca,  y  utro  do  9,000  liras  italianas  do  la  deuda 
pública  italiana  á  caigo  de  otro  sobrino  Francisco;  los  que  pro- 
ducen anualmente  unas  TOO  liras  de  intereses.  Ambos  créditos 
son  de  dudosa  cobranxn.  y  los  deben  una  parte  de  los  hei^ederos 
citados. 

3"^ — En  España:  otro  crédito  do  5,573  pesetas  es|)ariolas  con- 
tra otro  sobrino,  hijo  del  tinado  Julio  Ricca,  residente  en  Hu- 
cha todavía  de  más  dudosa  reiilización.  t 

Sobre  estas  partidiLS  li(]uidó  la.  Junta  Departamental  do  Lima 
los  derechos  de  alcabala  que  ascendieron  á  la  suma  de  S.  284.44; 
y  habiendo  pedido  el  albacea  los  pormenores  de  la  liquidación 
para  su  justificación  entre  los  herederos,  no  pudo  conseguirlos, 
á  pesar  de  la  oficiosa  intervención  de  esta  Legación. 

Considerando  indebida  aquella  negativa,  y,  por  otra  parte,  que 
los  derechos  impuestos  han  sido  calculados  sobre  los  bienes  exis- 
tentes fuera  del  territorio  peruano,  y  como  estos,  naturalmente 
esiártt  afect<58  al  pago  de  contribución  ú  favor  do  los  países  donde 
se  ^iicuefttrau  y,  por  consig\úente,  no  podrían  lógicamente  ser 
grabados  de  alcabala  á  tavov  del  departamento  de  Lima;  por  ta- 
les conBid^mcionos,  ol  señor  Angeleri  me  ha  presentado  la  ad- 
junto solicitud  que  considero  justa.  Debole  mi   apoyo  y   merece 
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ser  tomada  on  consideración  por  el  Gobierno  del  Perú.  En  su  re- 
curso pide  el  recurrente  que  se  digne  V.  E.  ordena/  á  esa  H. 
Junta  Dep¿irtamental,  que  indique  cuáles  son  Ids  bienes  qué 
croe  deber  tomar  como  base  para  el  cobro  del  impuesto;  y  dispo- 
ner que  de  aquellas  partidas  se  excluyan  las  que  representen 
bienes  muebles,  6  sean  créditos  existentes  fuera  del  Perú,  esto 
es,  en  Italia  y  en  Espnña. 

Pura  corroborar  mi  demanda,  sírvase  V.  E.  permitirme  que 
invoque  la  reciprocidad  de  lo  que  disponen  las  leyes  italianas,  y 
que  sería  aplicable  en  idéntico  caso  á  la  herencia  de  un  ciuda- 
dano pcrCiano  que  testare  y  falleciere  en  Italia.  El  artículo  12 
de  la  ley  vidente  sobre  el  pago  de  derechos  de  registro  de  escri- 
turas y  de  herencias,  de  13  de  Setiembre  de  1894,  dice  textual- 
mente lo  que  sigue:  «  No  están  sujetos  al  pago  de  impuesto  pro- 
ce  porcional:  los  bienes  inmuebles  situados  fuera  del  territorio  del 
(í  Reino,  y  los  bienes  muebles  cuando  no  están  en  el  liehio  y  se  tras- 
« fieren  j^cr  causa  de  muerte.» 

Adjunto  á  V.  E,  copia  del  certificado  do  pago  de  los  referidos 
derecho?;  y  ofrezco  a  V.  E.  para  maj^or  justificación  de  cuanto 
precede,  la  exhibición  del  testamento  de  que  se  trata,  ad  effectum 
rideiidi. 

Sírvase  V.  E.  aceptar,  intertanto,  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

Casttlli. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agiiero,    Ministro   de 
Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  33.  '  Lima,  20  de  Octubre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

En  respuesta  á  la  estimable  nota  do  V.  S.  II.,  fecha  14  del  mes 
en  cursi),  N*  28,  relativa  a  la  testamentaría  del  subdito  italiano 
Cayetano  Kicca,  tengo  la  honra  de  participarle  que  me  he  diri- 
gido á  la  Junta  Departamental  de  Lima,  encareciéndole  se  sirva 
informar  ánste  Despacho,  á  la  posible  brevedad,  sobre  los  |)Utt- 
íos  á  que  se  contrae  la  referida  comunicación  de  V,  S.  H. 
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Aprovecho  esta  oportunidaJ,  para  renovar  a  V.  S.  H.  !as  segu- 
ridades de  mi  más  distinguida  consijleracióp. 

E.  de  la  Riv>Agüti'o. 

m 

Al  H.  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro  Residiente  en 
Italia. 


MiniüiYxo  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  37.  Lima,  24  de  Noi  iemhre  de  1897. 

Señor  Minibtio: 

Refiriéndome  á  la  atenta  comunicación  de  V.  S.  11.,  fecha  14 
de  Octubre  último,  N?  28,  relativa  á  la  testamentaría  del  subdi- 
to italiano  Cayetano  Ricca,  tengo  el  honor  d«  acompañarle,  en 
copia  certificada,  el  informe  que  ha  elevado  á  esto  Ministerio  el 
Presidente  de  la  Junta  Departamental  do  Limo,  en  el  (^iie  mani- 
fiesta que  don  José  Angeleri,  albacea  de  Ricca,  omitió  observar 
la  liquidación  de  los  derechos  <le  alcabala,  y  los  abonó  sin  pro- 
mover la  revisión  do  los  actos  del  tesorero  de  dicha  Corporación. 

Por  dicho  informe,  verá  V.  S.  II.  que  no  es  pusiblo  formular 
cargo  alguno  contra  el  ¡)rocedimiento  observado  por  la  Junta 
Departamental,  la  que,  sin  embargo,  por  consideraciones  do  cor- 
J;esía  á  V.  S.  H.,  va  á  proceder  a  revisar  loliecho  por  la  tesorería, 
en  relación  con  la  testamentaría  de  Ricca,  y  al  hacerlo,  ante  un 
caso  completamente  nuevo,  establecerá  una  regla  general  estric- 
tamente conforme  con  las  prescripciones  legales  vigentes. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  renovar  á  V.  í^.  II.  los  senti- 
mientos de  m^más  distinguida  consideración 

A\  de  la  Ríija-Agüero. 

Al  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro   Residente  de  Ita- 
lia. 
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//.  Jaata  Dcparíaraenlal'^rreiiidcncia, 

Excmo.  Seüor: 

La  Junta  Doj>aiLauienlal  ha  iuiiiado  en  sória  eousuleraeión  el 
oficio  del  H.  señor  Castelli,  trascrito  á  este  Despacho,  con  fecha 
21  de  Octubre  último,  pidiéndose,  á  la  vez,  infoimo  sóbrelos  pun- 
tos á  que  ese  oficio  se  contrae, 

Hasta  antes  de  la  comunicación  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  la  Junta  no  tenía  conocmi^ento  oficial  del  caso  de  la 
testamentaría  del  subdito  italiano  Cayetano  Ricca;  pues  en  nues- 
tra or^^anización  administrativa  los  impuestos  departamentales, 
como  la  alcabala  de  herencias,  son  recaudados  por  el  tesorero  del 
departamento. 

Es  natural,  ciertamente,  que  al  hacerse  la  recaudación  ocu- 
rran, como  ahora,  divergencias  de  criterio  entro  la  tesorería  y  los 
contribuyentes,  y  también  que,  en  ocasiones,  por  error  de  apre- 
ciación, la  tesorería  verifique  cobr<»  que  loa  contribayentei  oon- 
sideran  indebi4o«. 

Peix),  en  situaciones  tales,  i^ueatras  leyes  y  reglamentos  atrir 
huyen  á  los  particulares  el  derecho  de  exigir  la  revisión  por  la 
Junta,  y  aún  la  intervención  salvadora  del  Poder  Judicial,  lla- 
mado u  ordenar,  en  ultima  instancia,  que  .«e  restituya  lo  que  se 
hubiere  cobrado  por  error. 

De  las  investigaciones  practicadas  por  la  Junta,  en  homenaje 
á  la  i'eprosentaoión  del  eeñor  Ministro  de  Italia,  resulta  que  el 
albacea  de  Ricca,  Josf^  Angeleri,  omitió  observar  la  liquidación 
de  los  derechas  de  alcal>ala,  y  que  realizó  el  pago  puntualmente, 
sin  promover  la  revisión  do  los  actos  del  tesorero. 

ICfl  indudable  que  Angeleri  debió  hacerlo,  urgido  por  la  nece* 
sidad  do  obtener  un  testimonio  del  testamento  de  Ricca;  pero,  de 
todos  modo?,  aún  después  del  pago,  su  derecho  y  su  convenien- 
cia le  dictaban  ocurrir  á  la  Junta  y  hacer  v:iler  su  protesta* 

Expuesto  lo  anterior,  como  una  exi»Iicaci(jn  que^  elimina  todo 
cargo  contra  la  institución  departamental,  debo  agregar  que  la 
Junta  ha  creído  que,  por  tener  hoy  noticia  oficial  de  la  queja  de 
Angeleri,  vá  á  proceder  á  revisar  la  conducta  de  la  tesorería  en 
relación  con  la  testamentaría  Ricca,  y  que,  al  hacerlo  en  pre- 
sencia de  un  caso  que,  por  primera  vez,  se  le  ofrece,  establecerá 
una  regla  general  de  la  más  estricta  conformidad  con  las  pres- 
cripciones legales. 

Como  V.  E.  apreciará,  no  puede  mi  Despacho   prejuzgar  en-el 
ondo  de  este  tisunto,  sometido  á  la  deliberación  de  la  Junta;  pe- 
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ro  sin  desconocer  que  el  nlbacca  Angeleri,  para  ser  oído,  ha  de- 
bido seguir  lii  vía  contencioso-administrativa,  la  Junta,  sólo  por 
considci  aciones  do  cortesía,  tendrá  presentes  las  razones  expresr*- 
das  p(.>i  el  11.  señor  Castelli,  y  resolverá  en  ley  sobre  los  proccí'.i- 
in lentos  de  su  tesorero. 

En  ciMuto  a^í  suceda,  me  sera  satísractorio  comunicar  ii  V.  E 
el  rebultado. 

Lim.i,  12  de  Noviembre  de  1897. 

L.  Ahamora. 


Ministerio  ih  Relacione$  EodterwreM. 

IS'?  2.  Uma^  20  de  Enero  de  1898. 

Señor  Minfetror 

Refiriéndome  á  la  estimable  comuDÍcación  de  V.  S.  lí  ,  fecha 
14  de  Octubre  úítíma,  número  28,  teugo  la  honra  de  acompa- 
ñarle, en  copia  certificada,  el  oficio  que  ha  dirigido  á  este  Mun's- 
terio  el  señor  Presidente  de  la  Junta  Departamental  de  Lim.», 
trascribiendo  el  acuerdo  adoptado  poi  ésta,  relativamente  al  ex- 
pediente sobre  cobro  de  alcabala  ú  la  testamentaría  de  don  Ca- 
yetano Rice». 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  renovar  a  V.  S.  II.  las  segu- 
ridades de  mi  mas  distingida  consideración. 

E.  de  la  Riva  Aguado. 

Al  Honorable  señor  Gomeudador  Pietro   Castelli,  Ministro    Iksl- 
dente  de  Italia. 
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11.  Junta  Depadamcntat. 

N?  2  Limo,  12  de  Eaen^o  de  1898. 

Señor  Oficial  Mayor  do  Relaciones  Exkniore?. 

La  II.  Junta,  cu  sesión  de  la  fecha,  ha  adoptado  el  acuerdo  si- 
guiente: 

(<  Visto  esto  expediente  sohre  cobro  de  alcabala  á  la  ttstanicii- 
taría  do  don  Cayetano  liicca,  de  la  cual  es  alhacea  don  Juan  Au- 
goleri,  vfíiido  pava  que  la  H.  Junta  revise  el  procedimiento  de 
la  te  orería;  y  atendiendo  á  que.  aunque  es  aceptable  la  «loctrina 
legal  establecida  por  el  ab-^í'^ado  en  su  informe  de  f.  6,  es  justo 
excluir,  en  el  présenlo  caso,  de!  inq^uesto  los  créd'tos  que  aparecen 
dejadlos  en  el  extranjero,  por  tentr  que  verificarse  fuera  del  país 
las  obligaciones  que  de  ellos  se  derivan;  se  acordó:  ordenar  á  la 
tesorería  que  rectifique  la  liquidación  de  la  alcabala  do  que  se 
trata  y  devuelva  al  albarea  la  parto  correspondiente  á  los  crédi- 
tos enumerados  en  las  cláusulas  4'-  y  5*  del  testamento.— Regís- 
trese, comuniqúese  y  pái^^^ese  nuevamente  á  dicha  oficina?^. 

Que  me  es  grato  trascribir  á  US.,  conforme  a  lo  que  expresé 
en  mi  informe  do  12  de  Noviembre  último  sobre  el  mismo  asun- 
to; desapare<'iendo  así  el  motive»  de  la  gestión  diplomática  inicia- 
íla  por  la  Legación  de  Italia. 

Dios  guardo  á  US. 

/..  Alzartiora, 


NACIONALIDAD  DK  Ja>S  HIJOS  IMÍ   ITALIANOS 

MiOMouANnrx — 180G. 
H.ml  Legación  de  liatia 

El  Encargado  de  Negocios  de  Italia  lia  recibido  la  rutiücación 
de  S.  M.  el  Rey  relativa  ú  la  Convención  Consular  ajustada  en 
Lima  el  23  de  Febrero  de  1893  y  ha  sido  autorizado  para  proce- 
der inmedial,::neute  á  su  canje  con  la  ratificación  del  Presidente 
de  la  República  Peruana,  tan  luego  como  lo  halle  por  conve- 
niente el  séfior  Ministro  de  Relaciones  Exteriorr s. 
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Debe  adverliríc  al  intento  que  el  (iobierno  italiano  ha  expre- 
sado t-1  «leseo  de  que  en  el  actt>i  do  cnnjo  de  las  ratificaciones,  se 
consigne  el  empeño  que  anima  á  ambos  (íobiernoe,  á  fin  de  pro- 
ceder i\  las  última»  ge>^tionfS  i\ue  han  de  definir  la  cuestión  de 
la  nacionalidad  correspondiente  á  los  hijos  de  italianos  nacidos 
en  el  Perú  y  á  la  de  hijos  de  peruanos  nacidos  en  Italia. 

El  presente  memorándum  presenta  algunos  esclarecimientos, 
necesarios  i)ara  la  mejor  inteligencia,  acerca  del  punto  indicadop 

Disde  luego,  en  el  proyecio  original  prcí^  ntado    por  el    soñoi 
Lecca,  pobre  el  artículo  li^,  referente  á  las  succí^iones,  figuraba  e^ 
inciso  siguiente:  «L«  s  cóni^ul^s  jio.lran  proveer,  cuando  se  re(iuie 
ra,  ft  I«  tutela  y  curac'uría,  de  conlnríuidad  con  las  leves    de   K» 
países  re-5jK'ctívüs.»     lis  dei.'ir,  que  si    ocurría    el  caso  de  fallece 
intestado  un  italiano  en  el  Pora,  dt^jando  hijos  menores,  la    tute" 
la  de  dicho'^  menores  habría  potlidu  ser  constituida  por  su  propio 
C.'ón.cul. 

El  (iobierno  peruano  se  negó  A  aceptar  este  inciso,  alegnndo 
í(ue  la  tutela  debía  estar  siempre  sujotn  á  las  autoridades  locales, 
(lesde  que  los  hijos  menores  debían  consitlerarse  como    peruanos. 

La  frase  del  proyecto  italiano:  «cuando  se  requiera»  en  nada 
comprometía  la  cuestión  de  nacionalidad,  pudiendo  ella  referir- 
se solamente  á  la  tutela  de  lo»  menorws  que  hubieren  nacido  en 
Italia.  Poro  el  Encargado  de  Negocios,  por  deferencia  al  Go- 
bierno dol  Perú  y  deseoso  de  ajusk\r  este  convenio,  iniciado  des- 
do muchos  años  atrás,  tomó  bajo,  su  responsabilidad  el  no  insis- 
tir en  la  inserción  del  citado  inciso,-que  fue  suprimido. 

No  quedó  satisfecho  el  Gobierno  italiano  en  vista  de  este  re- 
sultado, porque  habría  anlielado  definir  mejor  la  cuestión  relati- 
va á  la  nacionalidad  de  los  menores;  ó,  cuando  menos,  hubiera 
procurado  establecer  la  reglado  que  á  los  cónsules  no  se  les  des- 
pojara  totalmente  de  su  misión  protectora,  tratándose  de  ciuda^ 
danos  italianos  sometidos  á  la  tutela. 

Con  tal  motivo,  en  virtud  de  instrucciones  recibidas  de  Roma, 
ctsta  Legación  jíropuso,  que  se  esclareciese,  siquiera  mediante  un 
cambio  do  notas  y  en  los  términos  arriba  expresados,  el  alcance 
(jue  ol  Gobierno  italiano  tenía  la  monte  de  dar  á  esta  concesión. 

No  siendo  tampoco  aceptado  ol  cambio  de  notas,  la  Conven- 
ción fué  firmada  por  el  mérito  de  las  razones  preindicadas;  y  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  señor  Jiménez,  en  su  nota  de 
18  de  Julio  de  1893,  N.*^  27,  condescendió  en  declarar  que,  mos- 
j/ecto  de  la  nacionalidad  d©  los  hijos  do  italianos  nacidos  en  el 
Perú,  el  Gobierno  peruano  continuaría  observando  los  principios 
€|ue  regían  su  conducta  ant^s  de  iniciarse  las  negociaciones  para 
suscribir  el  convenio  en  el  cual  se  suprimió  el  párrafo  aludido. 
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Ciertamente  no  es  creíble  que  fuera  riesen  de'  la  Cancille- 
ría peruaua  dejar  eii  euspenso,  de  ¡iiua  niatifra  indeñiiida,  zin 
punto  de  palmaría  ^napcMriaaoia  de  la  lagislaoíéti  iuternacioual; 
puesto  que  no  pudiendo  llegarae  á  un  acuerdo  cc^ivejK^to,  su-bsisti- 
ríi  siempre  el  conftieío  entra  las  leüri^shieioues  de  lambos  países, 
j»nos  las  leyes  italiattas  continuanuí  eoiiftideramlo  italiano.^  a  los 
uijos  de  sus  connücianalest  nacidos  ea  el  Poiíi,  y  la8  leyes  perua- 
nas considerarán  á  loe  luistnos  hijos  de  itaRawo^  <2orno  peruiínoí. 

Está  en  el  interés  de  uno  y  otro  (»oV>iertt«  hallar  la  fórmula 
f;ue  f^aiiefaga  las  exigencias  de  las  dos  k'<j:islaí  iones  opuestas, 
M  iido  de  esj)eraiBe  que  hi  (aiKillería  }>cruar»a  i.o  esrpiivaiá  0{U- 
I  ñisc  de  csle  asunto,  6  iniciar  con  <^ta  Lo^^ación,  lat;  gestiones  cíni- 
thuT'n.'es  á  lijar  tal  c<.>ndición  de  iiaeionalidad  en  ^n  sentido  ya 
ex  pregado. 

Uno  délos  primeros  pasos  fuí^  dado  anlerioriuenle  por  e.stí  Mi- 
r.i-teno  fjuc,  en  1890,  «alvo  error  acerca  de  Ui  exactiiud  de  la 
í' clia,  nond)ró  una  comisión  pre.^idida  por  d  doctcM*  d*)n  Ranxin 
Kibeyro,  con  el  encargo  de  estudiar  la  cuestión  y  proponer  un 
proyecto  aceptable  para  los  dos  países. 

Fundadamente  se  puede  suponer  que  ningún  proyecto  se  ha 
I)rest.'ntado  hasta  el  dia  de  hoy;  sicuílo  desconocidas  1  is  razones 
<]ue  i>ara  ello  existirían. 

Pnraliora,  se  pide  si!n|dementí*,  que  el  Cc«>l)iorno  nor-iano  ex- 
]>r('se  su  .le.^eo  de  [>rosoguir  las  gestiones  con  la  Lejación  de  Ita- 
lia, t 'ndentes  á  resolver  esta  cuestión  de  un  ni)'la  eifíitativo  y 
bien  determinado. 

Bajo  el  punto  de  vista  jur-dieo/8'^giiH  l<»s  ju-in^-ipio-;  ab^f'^aeios 
ó  teu:*¡eos,  el  coníÜcto  entre  los  sistemas  de  los  e^tatni»ri  p'^r^aual 
y  re<il  n  >  pied3  constituir  uti  obstíiculo  insu|v.'ra'i)le.  .pues  ni"!j- 
c!io4  j  iri^,;  )n5al  to5,  ihistr^idos  de  esta  R'^púldiea,  -.•)<( ieut-u  la 
a  lop.'i  )n  d'3  la  i)rimcra  de  dichas  teorías,  el  estatiiío  i^ersonab  e-o- 
mi  mi-í  conformen  la  justicia  y  ni.is  en  iinuonía -enn  el.  rL'.-pelo 
tljbi  1)  á  la  pL^rsonalídad  humana.  K%  alemán,  satisfar-t-n-io  re- 
con^eer  que  la  doctrina  mencionada  se  enseña  tanibi^'n  en  la 
ilustro  Universidad  de  esta  capital. 

No  obstante,  en  la  práctica,  subsiste  el  contlicto  á  cíiusa  de  las 
di-;p)'iieiones  completamente  distiutíis  qu-e  se  ene;. entran  on  las 
doí  l'.'yes,  it-aliana  y  peruana.  E.i  efecto  el  artículo  4^  ^lol  jc*ó- 
d\¿o  civil  italiano  dice:  «Ks  ciud»ulaiio  el  hijo  de  padre  ciudadA- 
no«  y  el  artículo  34  de  la  Coustitucióu  }H?ruana  establece  q:ue: 
»son  peruanas  los  que  nacen  eu  el  teriitoiío  de  la  Kepública.» 

Ahora  bicj,  esta  contundente  disposición  de  la  carta  iunJaineai- 
tal  di\  Perú  parece  liiber  sido  sienipr<e  el  escollo  contra  el  cual  se       '. 
hvi  o>t.*ell.il>  Li3  eifaer¿)3  díi  los  negociad oreiL  8.iu  embargo,  es      j 
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necesario  observar  que  esta  regla  se  presta  a  una  diferente  inler- 
liretación:  en  primer  lugar,  porque  las  disiwsiciones  <le  la  le}%  en 
este  caso,  deberían  entenderse,  si  se  quiere,  como  un  beneficio 
otorgado  por  el!a,  en  vez  díí  una  obliga-cióu  impuesta  también  á 
quien  no  tuviese  i li tención  de  aprovecbar  de  él;  y,  en  segundo 
lugar,  j>í)r({uo  la  misnuí  Constitución  agrega,  en  el  mismo  artícu- 
lo, que  son  peruanos  los  hijo^  ile  [)adre  [)eruanó  ó  de  madre  pe- 
ruana nacidos  en  el  extranjero  y  cuyos  nombres  se  liayan  inscri- 
to en  el  registro  cívico,  por  voluntad  de  sus  padres,  durante  la 
minoría,. ó  por  !a  í^iiya  propia,  luego  que  bubiesen  UfL^ado  á  la 
nu\yor  i'dud  ó  hubi'.^sen  sido  emantipados. 

Deí'Stn  }>rói»ÍMa  d's])Osici*')n  clui'niíunite  so  dospreiule  ((Uo  la  in- 
tención dt'l  Icgi-^líMior  [ícruaiio  lia  sido  l;l  de  dejar  j)lena  facultad 
íil  eindailano  de  hacer  que  i^us  liijoR  irienores,  auri  cuando  hubie- 
ran nacido  en  el  extranjero,  puedo  i  considerarse  como  ciudada- 
nos j>cfiiaiuís  ó  extranjero?,  soíián  voluntad  del  pndre,  con  la  úni- 
ca <!oiídición  de  procurar,  en  el  pjiíner  caso,  de  liacerlos  inscribir 
en  el  registro  cívico. 

¿Y  sería  posible  a-linitiv  ([uc  el  mismo  legislador  no  debió  con- 
ceder, si(iniera  por  nn  principio  de  reciiM'ooidad,  saneionu'lo  en 
todas  la?  nacion(*s  [-or  el  dercclio  internacional,  la  n^isma  facul- 
Xoi\  á  un  extrnniero  i^n^  <q  trr-!ade  á  vi^'ir  en  el  Perú? 

La  controversin.  como  se  vé.  limita  exclubivaü'cnte  el  concepto 
jurídico  ú  la  naeionalidiid  de  los  nunoiT-s;  j^uesto  que,  tralúndo- 
se  de  personas  mayares  <ie  edail,  estas  pueden  siem|)re  optar  [)or 
la  íuieionali<lad  qiie  mejor  Ivs  coíivcnga:  ni  el  código  itaüaiio  so 
0{)oneúe¡io.  Ciuiudo  ijiuclio  .sería  cuestión  do  re^lameiúar  la 
forma  y  l'»s  nio  los,  tu  el  senti.lo  en  i\uv  la  lev  iluüana  ei'ir^ide- 
ra  como  ciudadanos  ú  Ukí  hijos  de  ila¡i:\iiO'  nacidos  en  el  extran- 
jero, sin  nece>ida<l  «le  «lue  (^'\lo^,  una  V(^z  ídcnn/^ida  la  n.ayor 
edad,  ha.L^an  c.-peeia!  tlvehuación;  niientr;is  <jue  !a  ¡(rv  |  emana 
los  consideraría  [.eruinKíS  hasta  el  Uiomenlo  en  (pie  estos  iiicie- 
ran  foruial  renuncia  de  su  jírimitiva  nacionalidad.  Kstc  punto 
podría  arreglarse  fácilmente,  tratándose  de  una  m(*ra  formalidad 

Lo  esencial  consisto  en  establecer  el  principio  y  evitar  así  el 
serio  inconveniente,  (pie  se  presenta  todos  los  días,  de  (pie  una  mis- 
ma pertona,  que  es  considerada  como  i)cruanu  en  el  Perú,  está 
considerada  en  Italia  como  italiana. 

La  Cancillería  peruana,  en  más  do  una  ocasión,  ha  sostenido 
esta  teoría.  Así  sucedió,  por  ejemplo,  cuando  se  trató  de  someter 
á  la  obligación  del  servicio  militar  á  los  hijos  de  italianos  nacido.s 
en  el  Perú  y  trasladados  á  Italia;  resultando   de  aquí  que  el  Go- 
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bienio  }>eriiano  .se  liubicra  negado  a   ceiicccícrlcs   la   protección 
(jue  aquellos  invocatón  en  nombre  des«  ciudadanía. 

Lima,  Marzo  20  de  189G. 


'}Mu}  Ínter  lo  de  Rcladonen  Exterioras. 

N^  12.  Limci^  15  de  Junio  de  180G. 

Señor  Encargado  de  Negocio^: 

En  la  conferencia  <iue  tuvo  US.  con  el  infrascrito,  el  <lía  en  que 
.•^e  procedió  al  canje  de  las  ratificaciones  de  la  Convención  Con- 
sular, me  indicó  US  la  conveniencia  de  que  este  Despacho  diese 
rcspucífta  al  memorándum  de  1-k>.  explicalorio  de  los  deseos  dul 
(íül)ie^no  que  TS.  dignamente  representa,  de  que  en  el  acta  de 
canje  de  las  referidíu  ratificaciones,  se  haga  notaf  el  empeño  que 
anima  á  nuestros  respectivos  Gobiernos  de  proceder  á  las 
últimas  gestiones  que  han  de  definir  la  nacionalidad  corres- 
])ondíente  á  los  hijos  de  italianos  nacidos  cu  el  Perú  y  a  los  de 
peruanos  nacidos  en  Italia. 

Muy  grato  sería  para  este  Ministerio,  en  homenaje  á  la  armo- 
nía y  cordialidad  que  siempre  haa  guiado  las  relaciones  oficia- 
les do  Italia  y  el  Perú,  dejar  terminado  el  [mnto  de  que  trato  oa 
la  forma  propuesta  por  US.;  pero  existiendo  vigente?,  y  en 
plena  observíiucia  prcscri|>ciones  terminantes  de  nuestra  carta 
fundamental  y  de  la  legislación  que  nos  rige,  que  especifican  con 
toda  claridad  la  condición  civil  de  los  nacidos  en  territorio  [)e- 
ruano,  no  podría  esta  Cancillería,  sin  hacer  caso  omiso  de  ellas, 
aceptar  las  proposiciones  que,  por  el  respetable  órgano  do  US... 
.Hí  ha  servido  insinuarle  la  del  Hobierno  italiano.  I*or  lo  demás, 
uie  es  satisfactorio  cxi)resar  a  US.  que  la  Legación  de  S.  M.  cü- 
contrará  siempre  en  este  Dei)artaniento  todo  género  de  facilida- 
des para  discutir  el  asunto  de  que  he  tenido  el  honor  de  ocupar- 
me y  arribar  á  un  resultado  que  concuerde  con  los  deseos  del 
(íobierno  de  US. 

Sírvase,  señor  Encargado  de  Negocios,  aceptar,  una  vez  más, 
las  seguridades  de  mi  distinguida  considerrción. 

Itkardo  (hii¿  de  Zevallai, 
Al  señor  Giulio  M.  Lecca,  Encargado  de'Ncgócios  de  Itaíia 


^ 
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KECÍ.A MAC  IONES    SANTAMiRÍA   Y  YALLK.  — 1800. 

Iteal  Legación  de  Italia. 

N9  12.  Llhw,  10  de  Junio  de  1890. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  mis  dos  notas  del  25  do  Abril  y  20  de  ]\íayo 
próxinu)  pasado,  me  es  honroro  remitir  á  Vuestra  Excelencia  los 
docuiiientos  adjur^tos,  con  los  cuolrí>  los  í-enoics  Ar»gcl  \'alle  y 
Francisio  Santamaría  dejsin  conhtiui'cia  del  pa^o  de  sus  resj>ecti- 
vas  reclaraacionfs  satisfechas  pur  el  Supremo  (íobierno. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,  para  ofrecerle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

O.  M,  Leccc^. 

Excmo.  señor  doctor  don  Sicardo  Oiliz  de  Zevallo?.  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Yo,  infrascrito,  Francisco  Santamaría,  ciudadano  italiano,  pro- 
pietario, residente  en  Chaiuhaníayo,  habiendo  presentado  desde 
el  año  de  18S8,  por  medio  de  la  Real  Lc^^acion  de  Italia,  un  re- 
clamo conducente  á  obtener  del  Gobierno  del  Perú  una  indem- 
nización en  dinero  por  iierjuicios  puejne  habían  ocasionado  ac- 
tos abusivos  de  las  autoridades  kcalrs,  declaro  <]uo  mi  exj'roado 
reclamo,  fijado  por  tansacción  en  la  í-uma  úníoffs  uní  (S.  1000) 
ha  sido  terminado  (i  mi  entera  satibfacción,  habiendo  rccibiiiode 
la  Real  Le¡n;ación  de  Italia  en  Lima  la  refeiida  suma. — Y  U'ien- 
tras  declaro  que  renuncio  á  cualiiuiera  otra  exigencia  ante  el 
Gobierno  del  Perú  en  cuanto  ee  relaciona  con  el  citado  reclamo, 
otorgo  el  presente  recibo  al  señor  Cónsul,  Julio  M.  Lecca,  R*  In- 
caricato  d'Afíari,  para  que  sirva  como  definitiva  cancelación. 

Chancbamayc ,  Junio  4  de  1896. 

frandhco  Santamaría. 
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Yo,  el  abajo  firmado,  Ángel  Valle,  subdito  italiano,  comer- 
ciante, residente  en  Tarnia,  declaro:  que  habiendo  presentado 
desde  el  año  18S4,  y  por  conducto  de  h.  Real  Legación  Italiana 
de  Lima,  un  reclamo  con  el  objeto  de  obtener  del  Supremo  Go- 
bierno del  Perú  h\  restitución  de  una  mesada  que  se  me  ha  exi- 
gido (\o<  vo'AS  ¡>í»r  mr  l¡v)  d'í  hi  iucr:::i  [>'''V  c!  c^Mitrati)  de  adjudi- 
cación del  cobro  de  míjonazgo  y  peaje  del  camino  de  Chf  ncha- 
mayo  y  \''íloe,  qiic  diclio  mi  reclamo  ha  .sido  atendido  ii  mi  en- 
tera satisfacción  y  que  he  recibido  de  la  líeal  Legación  Italia- 
na de  Lima  la  cantidad  de  un  mil  qumicntoH  soles  de  plata. 

Y  mientras  declaro  que  renuncio  á  toda  ulterior  pretcnsión 
contra  el  Supremo  Gobierno  del  Perú,  en  todo  lo  que  se  refiere 
al  reclamo  mismo,  otorgo  el  presente  recibo  al  señor  Cnv.  Julio 
M.  Lecca,  R.  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia, 
para  que  sirva  como  constancia  de  cancelación  definiti^ij. 

Tarma,  Mayo  11  de  180G. 

m 

Ángel  Valle. 


UIX'LAMACIÓN  DERCUI— 1894. 

Minülcrio  de  Relacioiics  Exítriores, 

N?  42.  LitfKi,  18  de  Oetubre.  de  1894. 

Señor  Minií^trft: 

Los  documentos  que  V.  S.  IL  se  sirvió  presentarme  en  nues- 
tra última  conferencia,  establecen  que  hay  motivos  para  creer 
exactos  los  hechos  relatados  por  Jacinto  Dt-rchi  en  la  reclama- 
ción para  el  pago  de  dos  lanchas  de  su  j)ropiedad  empleadas  por 
la  autoridad  militar  de  Pabellón  de  Pica  en  1879,  en  servicio  de 
las  fuerzas  de  su  mando. 

Según  los  diferentes  informes  que  hemos  tenido  á  la  vista,  esas 
lanclias  se  perdieron  antes  de  ser  devueltas  íi  su  dueño,  en  una 
braveza  de  mar  que  sobrevino  intempestivamente. 

Esta  circunstancia  roe  sirvió  de  fundamento  para  expresar  á 
V.S.  H.  que  no  era  el  caso  de  considerar  la  reclamación  en  el  te- 
rreno del  estricto  derecho,  sino  el  de  la  equidad,  y  propuse  á  V.f 
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H.  poner  It-rmino  fiaal  al  asunto  mediante  el  reconocimiento  y 
pí^go  ú  Derchi  de  la  suraa  de  S.  750,    moneda  peruana. 

Confiado  eu  q.ue  V.S.  II.,  encontrará  acoj)table  esta  solución, 
\*oy  á  piídir  al  Congre.su  que  incluja  la  ]»artidu  rOífpecliva  en  el 
prosupuesfeo  d^l  próximo  año. 

Reite-fo  á  ^^S.  II.  la>;  seguriua'Ud  dr  iiii  niá^á  diiítinguida  con- 
sideración. 

HL  Ir !g oyen» 
Al  H.  señor  David  í^egre,  Ministro  Residente  de  Italia. 


(confidencial) 

Lima  y  10  de  Octubre  de  1804. 

Señor  Ministro: 

Las  dimensiones  de  las  lanchas  Derclii,  según  declaración  del 
Capitán  del  puerto,  eran: 

1^  Eslora  38  pies  3  pulgadas. 
Manga  12    »    — 
Puntal    3     »    1 
2^  Eslora  29     »     — 
Manga  10     »     --- 
Puntal    4     »    1         » 
Con  sentimientos  de  alta  considoración,    de  U.    atento   seguro 
servidor  y  amigo. 

D.  Segrc. 


Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

N^  50,  Lima,  22  de  Octubre  de  1S94. 

« 

Señor  Miui&tro: 
En  su  estimable  nota,  fecha  19  del  que  rige,  hace   V.  E.   refe- 
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rencia  á  las  circunstancias  en  que  se  perdieron  las  lanchas  do 
don  Jacinto  Derchi,  y  piensa  que  sea  llegado  el  caso  de  conside- 
rar la  reclamación  bajo  el  punto  de  vista  de  la  equidad,  más 
bien  que  en  estiicto  derecho,  y  me  renueva  la  proposición  que 
verbalmente  me  hiciera  para  poner  término  á  este  incidente,  me- 
diante el  pago  de  la  cantidad  de  S.  750,  suma  que,  confiado  en 
mi  aceptación,  pedirá  al  Congreso  la  incluya  en  el  presupuesto 
para  el  próximo  año. 

No  obstante  que  el  señor  Derchi  Imce  ascender  su  reclama- 
ción d  $  1790  pesos  oro  (mil,  por  capital,  y  790,  por  intereses  des- 
de d  lo  de  Agosto  de  1879);  tomo,  sin  embargo,  sobre  mí  la  ñi- 
cultad  de  aceptar  la  transacción  propuesta  por  V.  E.,  en  la  inte- 
ligencia, que  no  habrá  otro  relardo  para  el  pago  que  ol  previsto 
en  la  nota  que  tengo  el  honor  de  contestar. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  se^ruridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

Z>.  Ser/re. 

A  8.  E.  el  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro   de   Relaciones 
Exteriores. 


M.ni>iff.rio  de  RclaóoucR  K.rleriorci^. 

N?  4.  L'iWt,  \{y  de  Marzo  de  1890. 

í^uñor  Encargada  de  Negocio.^: 

En  cumplimiento  del  convenio  celebrado  entre  esta  Cancille- 
ría y  esa  jA'gación  sobre  el  reclamo  del  subdito  italiau;)  Jacinto 
D.-rchi,  tongo  el  adrado  de  remitir  á  V.  S.  el  H!)ramiento  N?  008 
contra  el  Ministerio  de  Hacienda,  por  S.  750.  en  cancelación  de- 
ílnitiva  del  mencionado  reclamo. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  a  V.  S.  las  segurida- 
des de  mi  distinguida  eonsidcrn(.*ión. 

•     Ricardo  Ortiz  de  Zevallos. 

Al  señor  Giulio  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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RRCI.AXl ACIÓN  LEONARDr»  — 1893. 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N^  16.  Livia,  7  de  ÁgoBío  de  1890. 

Señor  ICncargndo  tle  Negocios: 

Me  os  grato  acompañar  á  la  presento  el  libramiento  N?  047, 
por  dos  mil  quinientos  soles  (S.  2,500)  importe  del  sajdo  pen- 
diente de  la  reclamación  Leonardi,  (1)  que  queda,  por  tanto, 
cancelada. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  u  \\S.  las  seí^uridades 
de  mi  particular  consideración. 

lücardo  Oriii  de  Zcvallos. 
Al  señor  Qiulio  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocio'a  íie  Itíilia, 


Real  Legación  de  Italia, 

X?  17.  Lima,  9  de  Áfjosto  de  1896. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  avisar  recibo  á  Vuestra  Excelencia  do  un 
libramiento  por  la  cantidad  de  soles  2,500  imparte  del  saldo 
pendiente  de  la  reclamación  Leonardi,  y  que  Vuestra  Excelen- 
cia tuvo  á  bien  remitirme  con  su  apreciada  nota  de  7  de  los  co- 
rrientes, N?  16. 

Aprovecho  de  la  oportunidad  para  dejar  constancia  de  la  ex- 
tinción total  de  esta  i'eclamación  y  pira  dar  las  gracias  á  Vues- 
tra Excelencia  por  la  condescendencia  6  interés  con  que  contri- 
l>uyó  á  la  definitiva  solución  del  asunto. 


(1)  Esta  reclamación,  reconocida  en  23  de  Octubre  de  1892.  ascendía  C 
S.  13,950  de  los  qae  S.  5,92-7  han  sido  pagados  después  del  20  de  Marzo  de 
189d. 
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Sírvase  aceptar,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi   más  al- 
ta consideración  y  aprecio. 

O,  M,  Lecca, 

Excmo.  señor  doct(M'  don  Ricardo  Ortiz  de  Zevallos,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriooes. 


TlI'.rLAMAClÓN  MOLFINO-  --ISOO. 

Adminislraclón  de  la  Aduana, 

Callao,  Setiembre  9  de  IS90. 

Apareciendo  del  informe  de  la  Dirección  de  Entradas  que  las 
niercaderías  que  se  encucntaan  anotadas  en  la  relación  que  so 
acompaña  y  cuya  entrega  reclama  la  casa  de  Mollino,  han  sido 
manifestadas  por  la  Agencia  do  Castaños,  siendo  ose  comprobante 
el  título  bastante  para  tsta  Ren'ía  de  la  propiedad  de  Castaños, 
respecto  de  las  referidas  mercaderías,  que  resj-.onden  al  pago  de 
la  cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  cuarenta  v  dos  soles  sesenta 
y  siete  centavos  que  adeuda,  por  cargos  pendientes;  se  declara  sin 
lugar  el  reclamo  de  la  ciua  Mollino  y  comi)añía  que  pido  la  sus- 
pensión de  la  detención  ordenada  por  este  Despacho  respecto  de 
las  mercaderías  indicadas,  v,  en  consecuencia,  llévese  adelante 
dicha  retención  y  nolifííjuesc  á  la  Agencia  de  Castaños  para  el 
pago  de  la  cantidad  que  adeuda  en  el  término  de  segundo  día, 
bajo  apercibimiento  de  remate  do  diclms  especies,  haciéndose  sa- 
ber por  el  escribano  <le  la  Renta. 

Eluf..'^, 


Ministerio  de  Hacienda  y  Comtixio. 

Lijia,  OetubirAS  delSdO. 
Vrsta  la  solicdtud  do  la  casa  coni^'cial  D.  Molñivo  y  C"'  por  la 
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.que  pide  revisión  de  la  resolución  de  9  de  Setiembre  último,  ex- 
pedida* por  ol*  Ad^ninistradbr  de  la  Aduana  del  Callao,  por  la 
que  declarar  sin  lugar  la  reclamación  hecha  por  la  casa  mencio- 
nada, pai^a  quje  se  suspenda  la  orden  de  retención  de  unas  mer- 
caderías dfe  su  propiedad]  y  considd^ando:  que  las  indicadas  mer- 
caderías fueron  manifestadas  por  el  Agente  Castaños  y  C-,  que 
es  deudor  á  Ife  Aduan««de  la  suma  de  S.  4,242.G7;  que  el  hecho 
de  haber  manifestado  Castaños  dichas  mercaderías  lo  constituye 
dueño,  como  lo  expresa  ol  párrafo  1?  del  artículo  38  del  Regla- 
mento db'Comercioj  por  Ib  que  han  sido  i'etenidas,  á  fin  de  satis- 
facer con  ellas  el  adeudo  referido;  y  que  además  Molfino  debe  á 
Castaños  la  sumando  S.  109.08;  apruvhasa  la  resolución  de  que  se 
reclama,  pudiendo  Imcasi^roourren te  liAoer  uso  de  su  derecho 
contra  el  Agente  citado  en  el  modo  y  forma  que  viere  conve- 
nirle. 

Comuniqúese,  regístrese  y  jjublíquese. 

Rúíbrica  de  S.  E. 

Quintana. 


Legaci67i  de  Italia  en  el  Perú, 

Lima,  Noviembre  3  de  1891. 
Señor  Ministro: 

La  casa  comercial  italiana  D.  Molfino  y  C^„  establecida  en  esta 
ciudad,  me  informa  haber  presentado,  en  Noviembre  último,  un 
recurso  al  señor  Ministro  d^  Hacienda,  pidiendo  la  devolución  de 
S.  4,300  con  sus  intereses  respectivos,  suma  que,  según  ellos  ase- 
guran, le  fué  injustamente  exigida  por  la*  Aduana  del  Callao. 

Los  hechos  expuestos  por  los  declarantes  son,  en  pocas  pala- 
bras, Jos  siguientes:. los  señores  Molfino  y  G\  hasta,  el*  año  pasa- 
do, tenían  por  sus  agentes  de  aduana,  á  los  señores  Castaños  y  C^ 
del  Callao;. pero  habiéndoles  desagradado  sus  servicios,  los  reem- 
plazaron- con  lo»  señores.  Lacharriéro  y  C*  en  circunstancias  en 
que  ten^an.depositadiafi.QU  dicha  Aduana  mercaderías  por  valor 
de  S.  30;000  treinta  mii  solbs  de  plata.  Los  señores  Molfino  y 
C^  dicen  que  inmediatamente  comunicaron  á  la  Aduana  la  sus- 
titución citada. 
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Poco  después  el  Adminiritríidor  ele  la  Aduana  del  Callao,  ex- 
pidió un  decreto  haciéndolos  res})onsablo8  de  la  suma  de  (S. 
l,2<32.07)  cuatro  mil  <l()c¡eiito.s  sesenta  y  dos  soles,  sesenta  y  siete 
centavos  plata,  por  dereclios  que  los  Cn.stañoa  debían  a  dicha 
Aduana  por  despachos  de  mercaderías  efectuados  por  ellos  y  por 
cuenta  de  varios  C'»inerciantes;  oponiéndose  dicho  Administrador 
•  á  entregarles  á  los  beñ  «res  M»>lfino  ¡as  mercaderías  que  tenían  en 
los  almacenes  de  la  Aduana,  [)or  lo  cual  pretirieron  pagar  bajo 
¡»ioi(^sta  la  suma  iiidicaíla. 

'  Agratleceré  á  V.  Vj.  se  sirva  tomar  en  fonsideracióu  este  recla- 
mo y  comunicarme  cuuhpiiera  providencia  que  al  respecto  liu- 
u¡o:'o  dictado  el  Ministt'rio  de  Hacienda. 

Aprovecho  esta  op)ortunida«l  para   ofrecer  á  V\  K.    las   segun- 
da les  do  mi  alt  i  y  distinguí  la  consideración. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Juan  Federico  Elmore,   Ministro   do 
Relaciones  Exteriores. 


Míriidnño  ih  Jí.irlcuda  y  Corae^xío,  ^ 

Linvf,  Abril  2j  de  1891. 
Viítaal  Fiscal  de  la  Exorna.  Corto  Suprema  do  Justicia. 

Qiilidaíio., 


Excmo.  ?^(  fnir: 

La  solicitud  de  Mollino  y  C?  nnra  que,  por  vía  de  restitución 
de  fago  indebidO;  so  le  devuelva  lo  que  so  cobró  á  Castaños  y 
( '.'  i  mt'rito  de  los  supremos  decretos  de  6  de  Octubre  y  11  de 
N<>viembiü  do  1890,  equivale  á  la  reconsideración  de  otra  que 
fué  ileclarada  sin  lugar,  y,  por  consiguiente,  es  do  todo  punto 
inadmisible  6  irregular. 
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Cuando  V.  K.  expiílió  el  supremo  decreto  del  18  de  Oclul)rc, 
c'onfirraundo  el  procedimiento  del  Administrador  de  la  Aduana 
que  hacía  efectivas  las  responsabilidades  de  Castaños  y  C^  con 
arrepjlo  al  párrafo  1?  del  artículo  38  del  lít\i;lanicnlo  de  Comer- 
cio, en  las  mercaderías  que  tenía  dcpi«sit<idas  en  la  Aduana,  lu- 
yo en  cuenta  la  reclamación  de  Molfino  y  C*  que,  á  título  de 
(hunos  de  las  mercaderías,  pretendían  que  no  estaban  af  ctos  al 
f.ago  de  lo  debido  por  los  Agentes  Caí?tailos  y  C",  y  V.  K  tuvo 
en  cuenta  también  los  mismos  argumentos  de  Molfino  y  ('*  cuan- 
do, |»or  el  decreto  de  11  de  Noviembre,  fc  declaro  sin  lugar  la 
reccíusideración  [ícdida  por  ellos. 

La  actual  pretensión  de  Molfino  y  C?  para  q.ue  se  les  devuel- 
va lo  que  Lacharriere  y»C*>  han  pagado  para  retirar  las  merca- 
derías ret=^nida8  por  esos  decretos,  para  hacerlos  ilusorios,  no  tie- 
u*\  pues,  fundamento  legal.  Lacharriere  y  C?  han  pagado  lo 
ípie  debían  Castaíios  y  C*  por  sustituirse  á  ellos  en  el  despacho 
de  his  mercaderías;  y  para  la  Renta,  el  pago  hecho  fo  entiende 
en  cancelación  de  la  deuda  comprobada  de  Castaños  y  C^  y  na- 
da hay  que  devolver.  Y  si  Molfino  y  Obtienen  algo  que  recla- 
mar deben  dirigir  su  acción  contra  ('astános  y  C^  ó  contra  quien 
viere  convenirles;  pero  no  contra  la  Renta,  y  V.  E.  puede  decla- 
rar sin  lugar  la  reconsideración  que  motiva  este  dictamen,  salvo 
mejor  acuerdo. 

Lima,  á  18  de  Muyo  de  1891. 

Gálcez. 


Lima,  Junio  15  de  1891. 

Visto  el  recurso  de  Molfino  y  C*,  pidiendo  la  devolución  de  la 
suma  que  la  Aduana  del  Callao  cobró  á  su  Agente  Lacharriere 
y  C^  para  que  pudiera  despachar  unas  mercaderías  manifestadas 
})or  Castaños  y  C?  y  retenidas  para  garantizar  el  adeu<Io  de  S. 
4,316.24  que  éste  tenía  á  la  indicada  Aduana;  y  atendiendo  á 
que  el  pago  hecho  ]>or  Lacharriere  fué  por  cuenta  del  adeudo  de 
Castaños  y  para  poder  sustituirse  á  éste  en  el  despacho  en  adua- 
na de  la  mercadería  citada;  y  á  que  los  fundamentos  alegados 
por  el  recurrente,  se  han  tenido  ya  en  consideración  al  expedir- 
se la  reconsideración  de  18  de  Octubre,  confirmatoria  de  la  que 
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-expidió  el  Adiniüifitmdor  de  la  Aduafta  sobre  este  mismo  asun- 
to; oon  los  fundumentos  del  diotáraeii  fiscal  q^ie  preceda;  se  de- 
ckra  sin  lug^r  losta  solicitud. 

Regístrese. 
Rábrica  de  S.  E. 

Quintana. 


Fiscalía  de  la  h.íxma.  Corte  Suprema. 

m 

Linij,  ^dierahrc  11  de  1S96. 

Al  señor  Ministro  de  Estado  ea  el  Dasixiclio  de  Uelacionea  Exte- 
riores. 

tí¿uor  Miiiiiiro: 

Vai  oficio,  fecha  12  del  corriente,  Uí^.  so  ha  dignado  expi\3sur- 
nie  ciue  el  (.Gobierno  desea  «onecer  Ui  paridad  que  exista  eutrc  I* 
rechxiiuición  de  Va  casa  Mollhio,  (¿iie  consta  del  expediento  adjun- 
to, y  h\  de  la  casa  Figari  é  hijos,  (jue  el  señor  V  scal  doctor  Gil- 
vez  ilustró  con  su  vista  de  25  de  Noviembre  del  año  último;  y 
que,  con  tal  fui,  solicita  US.  expida  el  informe  respectivo. 

Con  la  viva  aspiración  de  contribuir  al  servicio  del  Gobierno, 
que  sin  duda  al  pedir  al  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  el  informe 
aludidt,  tiene  por  objeto  ilustrar  su  opinión,  robustecer  sus  con- 
vicciones, para  defender  mejor  los  intereses  nacionales  rechazan- 
do reclamaciones  indebidas,  me  apresuro,  señor  Ministro,  á  pres- 
tar preferente  atención  al  asunto  indicado  y  emitir  el  informe 
pedido,  defiriendo  así  a  los  deseos  que  US.  ha  manifestado. 

No  existe  parida!  entre  la  reclamación  de  la  casa  Molfino  y  la 
de  Figari  é  hijos. 

En  el  caso  de  Molfino,  los  Agentes  Ciiátaños  y  C?,  como  olios 
mismos  lo  declaran  en  el  informe  que  corre  á  fojas  o  vuelta,  ma- 
nifestaron, bajo  su  proi)io  nombro,  his  mercaílerías  cuya  entrega 
ha  reclamado  después  el  indioadT)  Molfino.  Manifestadas  esas 
mercaderías  en  nombre  de  Castaños  y  C*í  ellos  eran  i^eputndos 
como  dueños,  y,  por  consiguiente,  aquellas  estaban  sujetas  de  he- 
cho y  de  derecho  íi  todíts  las  responsabilidades  que  pasaran  S'J- 
brc  estos.  Tan  evidente  es  esto,  que  esos  mismos  agentes  en  el 
informe  citado,  dic-u,  textualmente,  estas  palabras:   «Las  merca- 
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deríaa  de  los  señores  Molfiino  y  C?  que  están  manifestadas  bajo 
tiuesiro  nombi'e,  sirvoii  dd  garantía  ante  la  Aduana  como  ante 
nosotros.» 

En  el  caso  analizado,  la  Aduana  i-etuvo  esas  mercaderías,  ma- 
uifestadas  en  nombro  do  los  agentes  deudores,  hasta  que  fuera 
pagada  la  cantidad  de  S.  4,242.07  quo  aquellos  adeudaban;  esto 
es,  embargó  la  mercadería,  que  ante  la  ley  era  considerada  co- 
mo propiedad  del  deudor. 

La  reclamación  de  Figari  ó  hijos  era  enteramente  distinta:  las 
mercaderías  no  habían  sido  manifestadas  por  los  agentes  en  sm 
nombre,  ni  habían  sido  [íicsentadas  las  póliz¿\s  sino  eu  nombr  y 
por  cuenta  do  Figari  é  liijuí?. 

Por  este  motivo,  que  era  fundamental,  el  señor  doctor  Cíah  »*z 
en  el  69  aciipito  <le  su  «¡¡t:láinon  enjitió  cátcs  conceptos:  «la  recla- 
maciun  de  Figari  6  hij<»s  ts  fundada,  porque  han  [^robado  que 
Enrique  Nuñez  d(.4  Fiiido  é  hijos  (lo-^  agL-utes)  no  han  hecho  los 
iHanifiestos,  ni  presvutudo  las  póliza.-^  de  mercaderías  como  pro- 
pias sino  en  nombre  y  por  cuenta  de  Figari  é  hijos,  íogún  lo  de- 
muestran las  anteliriiíaís  y  \io>.t  íirnias  «P.  P.  de  Figari  é  hijos.» 

Los  casos  eran,  i^Uü^»,  enteramente  diversos:  cu  el  uno,  oí  agen- 
te manifestó  la  nier^ad«.'ría  conio  propia:  hizo  el  mani^ietto  fu  f-u 
nombre.  En  el  otro  la  mercadería  fue  manifestada  y  ped:  la  }?u 
despacho  como  ajena  por  euenta  del  comitente  ó  poderda    te. 

Lo  expuesto,  me  parece  <?s  suíiciente  para  .^atisíiicor  lo-  deseos 
del  Supremo  Gobieino. 

Dígnese  US.  aceptar  la  expresión  de  mi  más  distinguida  con- 
sideración. 


Dios  íruarde  á  US. 


,/.  A}xui'Jjar. 


Ministerio  de  Reluciónos  Exteriores, 


N?  55. 


lAiiHt^  20  Jr  Noinvnibrc  de  1895. 


Señor  Fn(;ai\L;adü  de  Negocios: 


Mi  Gobierno,  después  de  haber  examinado  atentamente  la  lo- 
claraación  de  la  casa  comercial  D.  Mollino  v  C^,  deliriendo  así  al 
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alto  patrocinio  de  la  Legación  du  Su  Majestacl,  lia  encontrado 
íj^ie  no  hay  nicrito  bastante  {>ara  que  so  devuelva  (i  dicha  casa 
la  suma  que  hizo  efectiva  la  Aduana  del  Callao  por  derechos  que 
adeudaban  los  agentes  Castaños  y  C^ 

El  rigor  de  los  trámites  administrativos  pbserva<lo3  con  oca- 
.-ión  de  las  varias  representaciones  de  la  casa  Molfino,  y  el  dic- 
tamen ilustrativo  y  uni(\>ri"ae  de  los  dos  Fiscales  de  la  Excma. 
("orte  Supnniia,  que  precedió  á  la  resolución  aprobatoria  de  los 
l>roc'í'diujientos  del  Administrador  de  la  Aduana  del  Callao,  ex- 
pedida por  el  Despacho  de  Haciendn,  dejaron  logalniente  feneci- 
do, en  forma  incontestable,  el  expediente  que  se  ha  hecho  revi- 
vir bajo  el  am{)aio  diplomático. 

Los  agentes  Castaños  y  t  ^  manifestaron,  bajo  su  propio  nom- 
bre en  la  Aduana,  cierta  cantidad  de  mercaderías  que,  por  deu- 
das (le  los  mismos  agentes,  resultó  afecta  al  pago  de  S.  4,242. G7 
cts.  ¿i  que  asccTidían  los  derechos  de  imi»ortación  no  pagados.^- 
El  Reglam-nto  de  Comercio  reputa  dueños,  para  el  efecto  de  cl^ 
brir  las  responsabilidades  que  establece,  d  los  manifestantes  de 
uiercaderías,  y,  apoyado  en  esta  disjH)SÍción,  el  Administrador  de 
la  Aduana  (bd  Callao  d  'claró  que  las  mercaderías,  manifestadas 
como  propias  por  Castaños  yC^,  eran  responsables  de  las  sumas 
que  estos  debían.  La  propiedad  alegada  por  la  Cíisa  Moltíno  y  C" 
no  pudo  entorpecer  la  ejecución,  porque  el  criterio  legal,  im- 
jaiesto  por  las  disposiciones  reglamentarias  á  que  me  he  refori- 
ílo,  declaraba  la  jiropiedad  á  Castaños. 

Estas  razoncB,  que  son  la  síntesis  de  las  alegadas  en  los  latos 
trámites  seguidos  con  el  expediente  respectivo,  han  obligado, 
con  sentimiento,  á  mi  Gobierno  á  no  deferir  á  la  reclamación  de 
que  me  ocupo.  Juzga,  ademáí,  que  la  acción  judicial  ofrece  una 
ancha  vía  reparadora  á  la  casa  Molfino  contra  sus  antiguos 
Agentes,  qun,  lejos  de  contradecir,  afirmaron  la  responsabilidad 
do  las  mercaderías  que  a  piella  reclamó  después  como  de  bu  pro- 
piedad. 

Dígnese  US.  aceptar  las  seguridades  de  mi  distinguida  conai- 
■  deración. 

M.  F.  Porras. 

« 

Al  soí?or  M.  Gulio  M.  Lecca,  Encargado  de  ^íegocios  de  Italia. 


■íFo  — 


UECLAMACIÓN  Di; VOTO.  — 18^'. 

Lcgaáón  de  Italia  en  el  Perú, 

W  31.  Lima,  Diritmhre  20  tic  lS9r>. 

Señor  Ministro: 

Teníjo  el  honor  (le  remitir  á  V.ÍO  el  incluso  doonmonto  He  c  ni 
eelación  otorgado  por  el  subdito  italiano  don  Franaisco    Devoto, 
quien  ha  recibido  la  suma  total  de  S.  5,020  que  ti  Supremo  Uo- 
bierno  se  ha  servido  hacerlo  entrei^ar  en  tarias  part  das  por  non- 
iludo  de  esta  Legación. 

Habiendo  dich)  señor  Devoto,  en  virtuil  de  la  trans.i<*ínóii 
propuesta  por  el  infrascrito,  consentido  en  redut-ir  á  la  «uit-t  I  el 
monto  de  su  crédito,  renun<*¡ando  además  á  los  intereséis  ve.'ni- 
dos;  queda,  por  consiguiente,  empelada,  (^ou  el  pig>  V'^i'  íi  '-i  1  •, 
la  reclamación  que  desde  el  vmís  Ií  Abril  de  18*^5  liabía  i?»ic¡a- 
do  contri  el  Gobierno  riel  Pero,  medijnitt?  la  cual  pedía  el  reco- 
nocimiento de  los  daños  y  perjuicios  (jue  le  ocaisionaron  las  ir  )- 
]fí\8  del  coronel  don  José  íraola,  (iuo  á  la  sazón  era  l^relVcto  do 
A  ncachs. 

Al  expresar  a  V.  E.,  con  esto  motivo,  mis  más  siricero'»  n-írndo- 
ciuiientos  por  la  solución  duda  por  ese  Ministerio  á  la  nclama- 
ción  en  cuestión,  ofrézcole,  señoi*  Ministro,  !o3  sentituit-ntos  d-? 
n^.i  más  alta  consideración. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Rijan)  »  Ortiz  de  ZevuUos,    Miui^lr  > 
do  Relaciones  Exteriores. 


Yo,  el  abííjo  suscrito,  Juan  Francií-co  Devino,  ciudadano  ilalia- 
no,  agricultor,  domiciliado  en  Casma  y  actualmente  residente  en 
Lima,  habiendo  presentado,  dus.U,'  Abiil  del  ano  18S5,  un  recla- 
mo, por  medio  de  la  Real  Legación  de  Imlia  y  dii*igi<lo  á  t'blo 
nerdel  Gobierno  del  Terú  la  indtnuiización  del  valor  de  41  ani- 
uiules,  entre  caballos  y  mnlns,  que  í'uerou  requisados  con  la  fuer- 
za por  las  tropas  del  entonces  Prefecto  tic  Ancach^í,  coronel  don 
José  Irada,  y  habiendo  más  tarde,  por  tía  de    transacción,    con- 
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sentido  en  reducir  la  sunia  por  mí  solicitada  originariamente  á 
cinco  mil  seiscientos  veinffi  soles  renunciando  á  los  intereses  ven- 
cidos, declaro  que  dicho  reclamo  ha  sklo  liquidarlo  a  mi  com- 
pleta satisfacción,  habiendo  recibido  de  la  R  Legación  de  Italia 
en  Lima,  la  íntegra  suma  de  S.  5,620,  entregádoine  en  diversas 
partidas,  en  la  forma  siguiente: 

1^?  partida— Setiembre   5  de  1893 S,  600 

2"^        ,.         Marzo          2  de  1894 „  2,860 

S'>        „         Agoato        2  de  1895 „  1,260- 

4.^        ,,         Xoviembra  2  de  189Ó ,»  500 

,     5"'-^        ,,         Diciembre  2  de  1895,....  .    „  400 

Total a.  5,620 

.  Y  declara  que  renuncio  á  todo  reclamo  posterior  coatra  el  Cio- 
bleroo  del  Perú,  por  cuauk)  s«  refiere  a  esto  asunto  mismo>  doy 
el  píDsente  al  señor  Julio  M.  Lecco,  R.  Encargado  de  Negocios,  á 
tin  de  que  sirva  como  final  cauceUciÓQ. 


0 


Lima,  17  de  Diciembre  de  189S- 

Juan  Frai^ciaca  DevoL)^ 


Minisiei'io  de  lielaciones  Exterioi^es, 

Lima,  Diciembre  23  de  1895. 

Con  la  estimable  nota  de  US.,  fecha  20  del  actual,  me  ha  sido 
grato  recibir  un  documento  otorgado  por  el  subdito  italiaao  don 
Francisco  Devoto,  en  cancelación  del  crédito  que  éste  reclamaba 
de  mi  Gobierno,  y  que  yn  le  ha  sido  abonado  en  diversas  parti- 
das, de  conformidad  con  lo  acordado  respecto  al  monto  de  dicho 
crédito. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  á  US.  las  seguridades 
de  mi  particular  consideración. 

Ja,  Oriiz  de  Zevallos, 

Al  señor  G.  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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EXOXERjLCIüX  PE  CARGOS  CONCAJILKS  ▲  LOS  BXTRANJBBOai — 1895- 


Legación  de  Italia  en  el  PerO. 


i.1  •   «^  1  • 


Lima,  18  de  Abril  «jb  1895- 


>Sefior  Ministro: 


En  el  pasado  iiies'de  Noviembre,  las  fuerzas  de  la  ctmlicifiR 
ocuparon  Tarnjn:  u  consf  cuencia  de  esto,  la  Junln  de  ÍCotables, 
\\\\\  constituida  como  Muninipalidad,  fiió  siK-:titnida  con  la  auti- 
pua  Municipalidad  del  año  1<S92,  do  la  cual  fueron  elegidos  con- 
cfja!e*  dos  ciudadanos  italianos,  los  señores  Fern)  y  Ferretto^ 

Ksto?  renunciaron  el  carro,  y  parece  que  tuvieron  tanta  ma- 
ví^r  razón  para  esto,  (oarantidos  por  los  principios  generales,  y 
])or  el  artículo  IV  del  tratado  de  amistad  y  conjercio  en  vigor  en- 
ire  el  rerú  é  Italia)  (1)  cuanto  que  las  dificulta<lesi>or  las  que  atra- 
vesaba el  país  debía  a.^egurarles  a  los  extranjeros  todos  los  me- 
dios posibles  para  evitar  se  les  lacliaso  de  faltíir  á  la  neulrn!i<lad 
en  los  acontecimientos  políticos.  La  renuncia  no  fue acept:ubi. 

Por  la  interrupcióií  de  lu  comunicación  no  pudo  aquel  Agente 
(.  ■ondular  de  Italia  someter  el  asunto  á  esta  Li^^cíóii  para  qne 
adoptase  las  medidas  del  Cíiso,  j>or  lo  que  se  creyó  autorizado  pa- 
ra tutelar  los  derecbos  de  losrecun-entes,  y,  con  tal  fin,  s<í  dirigió 
al  Alcalde,  por  carta,  que  le  fué  tlesdeñosiimente  -rechazada.  A 
una  segunda  carta,  resj)ondi6  de  manera  que  debería  yo  calificar 
severamente.  So  castigó  coa  ligeras  muU¿u$  á  los  señores  Ferro  y 
Fcrretto,  amenazándoles  con  la  imposición  de  mayor  mulla  y 
otras  medidas  de  rigor. 

lie  vi.«íto  con  satisfacción  que  no  figuran  en  la  nueva  Junta  de 
notables,  recientemente  elegida  por  Tarma,  los  nombres  de  mi» 
conciudadanos,  quienes  |>er8isten  en  el  pmpásitov  ya  manifesta- 
ílo,  de  no  desempeñar  el  cargo  de  concejal  por  más  hoDorífico 
rjúe  esce  sea. 

Réstame  sólo  el  deber  de  someter  a  la  alta  apreciacton  do  V.  E., 
.si  no  será  del  caso  darle  una  satisfacción  al  señor  Valle,  tanto 
j  fis-T  el  recbazo  de  su  primera  carta,  cuanta  por  las  frases  excesi- 
\'£Lmente  duras  que  figuran  en  los  oficú^s  del  señor  Alcalde,  fe- 
elias  22  de  Diciembre  del  94  y  5  de  Enero  del  año  eo  corso. 

A  fin  de  que  V.  E.  pueda  formarse  nn  concepto  exacto  de  los 
I  lachos  y  de  mi  presente  petición,  tengo  el   honor  do  adjuntar, 


(1)  Vécasc  ese  Tratado  en  la  página  289. 
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con  carg«  de  restitución,  los  documentos  originakts  en  los  cua- 
les me  fundo. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración.  ; 

D.  S^re.  j 

Al  Excmo,  señor  don  Manuel  Candamo,  Presidente  de  la  Junta 
de  Gobierno  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

i 


Ministerio  de  Relaciones  Extirioreé, 

N?  21 .  Lima,  Abril  24  de  1 895. 

Señor  Ministro: 

Por  la  atenta  nota  de  US.  H.,  de  18  del  actual,  me  he  impues- 
to del  accidente  ocurrido  en  Tarma  entre  el  Agente  Consular  de 
Italia  y  el  AlcaMe  Municipal,  con  motivo  de  la  excusa  formula- 
da i)or  los  señotcs  Ferro  y  Ferrelto,  para  formar  parte  del  Con- 
cejo rrovincial  que  se  instaló  en  el  mes  do  Noviembre  tlel  año 
últimt)  cuando  las  fuer/^as  coalicionistas  ocuparon  aquella  ciu- 
dad. 

Mi  Gobierno  estima  que  los  extranjeros  residentes  en  el  Peiú 
no  están  ubiigados  á  desempeñar  cargos  concejiles,  y  croe  que 
nuestras  leyes,  al  facultarlo-s  para  tomar  parte  cu  la  adininistra- 
ción  comunal,  sólo  ha  tenido  en  mira  los  sentimientos  de  cor- 
dialidad y  simpatía  de  que  los  supoiie  animados  en  favor  dtl 
país,  así  como  el  concureo  que  por  es[>eciales  circun^átaiírias  pu- 
dieran prestarle. 

Además,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  IV  del  trata<Io 
de  amistad,  comercio  y  navegación,  vigente  entre  el  Perú  é  ítn- 
lia,  los  subditos  de  Su  Majestad  esUin  exentos  en  el  territorio  na- 
cional de  todo  cargo  ó  servicio  público.  Eu  esta  convicción,  de- 
ploro lo  ocurrido  con  el  señor  Vallo,  y  desapruebí  la  cjuducta 
del  Alcalde  Alvariño,  que  sol©  puedo  explicarse  i>or  una  iiit«-r- 
pretación  errónea  de  nuestras  leyes. 

Al  mitmo  tiempo  que  davuelvo  á  US.  II.  las  comunicaciones 
originales,  cambiadas  sobre  el  particular  con  el  refarido  Alcalde, 
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le  ruego  que  acoptr  I  ts  soguriflado^  'lo  ini  más  distinguidii   con- 
sideración. 

M.  Cándamo. 

A)  Honorable  señor  David  Setrre,  Ministro    Residente  le   Italia 


FAIXECIMi     Mi»   OKL  MÍM-TKO    r  vSTKI.I  1.  — 189>. 

Real  Legación  de  Iti'l  a, 

N*  51.  Livw,  4  de  hauo  dr.  |S98. 

Señor  Ministro: 

Con  el  más  protun  1»*  üoIíh-,  ten^o  la  honra  do  participar  a 
V.  Fj.  que  el  L'oíiUMj.ijidor  .s^^ñor  Pietro  (ja.sU»lli,  Ministro  Resi- 
dente y  iVmsul  GeiiHiul  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  on  la  Repúbli- 
ca í*el  Porú,  ha  f^llt»  ido  hoy,  á  las  11  de  la  mañana,  después 
de  lar^i^a  y  p« nosii  ♦^ijíV-rmedad,  qne  le  bahía  postrado  en  cama 
desde  haoe  unos  20  días. 

En  c«»Mf(»rmidad  omí  l,is  iiistriiceiones  que  in«3  han  sido  romu- 
nícada.s,  <ln*ectamrnte,  f)'jr  e!  «i*ñor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  Italia,  ¿1  (pueii  n^dx»  do  tel«.';jfrafiai'  el  íidlecimiento 
di*l  .señor  Cavtel'i,  me  hulio  (MU'arg;ido  <le  la  gerencia  do  esta  Le- 
gación y  cumplí»  vi  ihA)'-v  tle  poiurme  á  lasónlenes  de  V.  E.,  pa- 
ra t<Klo  lo  que  ;^te'  reli^^rji  d  \o>  funerales  y  medidas  que  fuese  ne- 
cesíarií»  ado|'tnr,  con  nuítiv')  d^d  triste  atíonttMíi miento  á  que  me 
reffeiv». 

Af>níV<»»dio  esta  oportunitliid,  s:3ñor    Minisir),    para   reiterará 
V.   K.  til  lasliinonio  de  mi  más  ai  La  consideía'ión. 

Julio  de  Aallotio. 

A  S.   E.  el  soñor  doctor  don  P^uriquo  do  la  Ilivu   Agüero,    Minis- 
tro de  Reli.'í'iones  Exteriores. 
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Min'i^trÍ9  d.*i  Ildac^iones  Exteriores. 

W  5.  TÁina,  4  de  Marzo  de  1808. 

Stífior  ^íiuislro: 

Gm  |>n>fauio  seiitiittieuto  me  he  iiupuosto.  p;>r  la  atriiLi  iv^- 
tri  de  V-  VL  <!.*  cstii  fecha,  qiici  acabo  de  roalbir,  <lel  fcilleeiniiento 
del  H,  señor  (^inen<ia(Ior  Pictro  Castelli,  Ministra  iii'-identc  de 
S.  M-  el  Rey  de  Italia  en  cl  Perú,  acacci<!o  (^1  <lí:i  de  hoy,  ú  las 
1 1  a.  n». 

S.  E.  el  Jefeílel  Estado,  k  quien  ho  dado  noticia  do  ta:i  infaus- 
to acíMiteíñ miento,  me  encarga  manifestar  á  V.  Iv  el  {)esar  que 
exi>eritiieíita  |»;)r  \x  pérdida  <icl  ílístiiiíjnido  reproí^ontante  do  Ita- 
lia, cuyas  esüjnihle^  ciiilidadd's  le  granjearo:i  el  aiVvíto  de  la  so- 
eiedaci  y  el  apretíio  de!  Gobierno. 

LaraenliinJo  á  mi  vez,  sinceramente.  la  tlo^a;»  irición  <lel  II.  s»'- 
ñor  O.i^teJü,  tne  es  honroso  participará  V.  E  (jue  o«»ncarriri'  cnu 
e^a  íi-ígaeióu  ¿  tributará  sus  restos  los  últimos  iiomenajes. 

(¿x}>rei(aitdo  á  V.  E.  que  he  tima  lo  dei)i«ia  nota  «lo  que.  p  n* 
instniec.íaae>  directas  tle  la  Oaucillerí  i  Italiana,  S'>  ha  encarga- 
do del  <Ie5pacho  <Ie  esa  L-egación,  me  es  grato  ronov-arlo  las  so- 
giiridíwtes  de  nú  alta  y  especial  deferencia. 

» 

E.  de  h  Iliv  ^'Agüero. 

Al  Bxcjtto.  í^eitor  Julio  de  Arellano,  Kuviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  España  y  encargado  de  la  f-eíja- 
eión  de  Italia. 


Mifúsicri^  A".  Il^lacioiies  Plcierioret. 

(iTireular  al  Cuerpo  Diplomático    Extranjero) 

Lima,  4  de  Marzo  de  189S. 
Seiior; 

Tengo  el  ««nUmíenlo  de  participar  u  el  iallecimiento  <lel 
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HonorjLb!es3ñor  Cjm3nlAJor  Pietro  Castalli,  Ministro  Residen- 
te de  Italia  en  el  Períi,  acaecido  el  día  de  lr)y,  a  Ijis  Jl  ü.  m. 

Tan  pronto  como  se  arregle  el  ceremonial  qne  debe  observar- 
se en  la  inhumación  de  los  restos  del  mencionado  señor  Minis- 
tro, me  será  honroso  trasnü  tirio  íi a   fin    de   que   so   sirva 

acompañarme  á  tributar  los  últimos  homenajes  al  representante 
<le  una  nación  amiga,  que  supo  captarse,  por  sus  dist¡ngui<lap 
cualidades,  la  simpatía  de  la  sociedaJ  y  el  aprecio  del  Gobierno 
del  Perú. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á  el  testimo- 
nio de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Ricw-Agüero. 

Al  señor 


Ministerio  de  Rehxrionrs  Exteriores. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  sahid.i  atiniíamento  al 
y  llénela  honra  de  acompañarle  ol  ce- 
remonial que  se  observará  en  la  noche  de  mañana  y  el  lunes 
próximo,  7  del  corriente,  con  motivo  del  fallecimiento  del  hono- 
rable señor  Comendador  Pietro  CasteUi,  Ministro  líesidente  de 
8.  M.  el  Rey  de  Italia. 

Enrique  de  la  Riva-Agiiero  aprovecha  esta  oportunidad,  i>ara 

renovar  al  el  testimonio  de  su 

distinguida  consideración. 

Lima,  í>  de  Marzo  de  1898. 


Funerales  del  honorable  sjñor  Conicirladur  Pietro  Ca'itelli,  Mía.stro  de  Ita- 
liften  el  Períí.  —  Cerenioiifftl  c(nc  deberá  obTOrvar.«5e  en  la  traflación  de  los 
restos  de  lacaea  tziortuoria  á  iaiglesia  de  la  Merc;d  y  en  li'S  honras  fVi- 
iiebres  que  en  dicho  templo  se  etectiiarán. 

Traslación  del  cadáver  al  templo  de  la  Merced. — A  las  9  h.  p. 
ni.  del  Domingo  G  de  los  corrientes,  se  reunirán  en  ].\  casa  mor- 
tuoria, sita  en  la  calle  de  Valladolid,  uúm.   102,  un  Edecán   de 
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■  S.  E.  el  Presidente  dala  República,  lo?  sauores  Ministros  do  Es- 
tado, el  H.  Cuerpo  Diplotnítico  y  Consular,  loi  fiincioaarioa  pi- 
blicod,  las  instituciones  italianas  y  comisiones  de  las  diferentes 
compañías  de  bomberos. 

En  el  desfile  del  cortejo  se  observará  el  orden  siguiente: 

Miembros  de  las  compañías  de  bomberos  italianas,  con  hacho- 
nes encendidos. 

Guardia  de  honor. — Cadáver. — Guardia  de  honor. 

El  Excmo.  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  España,  que 
arrastrará  el  duelo.  - 

El  Consejo  de  Ministros. 

El  II.  Cuerpo  Diplomático. 

El  Cuerpo  Consular 

Los  funcionarios  públicos. 

Las  comisiones  de  las  instituciones  italianas. 

I^as  comisiones  de  las  conipañías  de  bomberos 

Un  batallón  de  infantería  con  banda  <le  música  á  la  sordina. 

Al  salir  de  la  casa  serán  tomadas  las  cintas  por  un  Edecán  de 
S.  E.,  en  representación  del  Jefe  d-i  Estado,  por  loa  Excmos.  se- 
ñores Ministros  Plenipotenciarios  de  Chile  y  Estados  Unidos  de 
América,  por  los  HH.  señores  Ministros  Residentes  de  Alemania 
y  Bolivia  y  por  el  señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  Britá- 
nica. 

El  cortejo  seguirá  por  la  calle  de  las  Mantas.  Merca  lereí  y 
'Espaderos. 

El  cadáver  será  conducido  en  hombros  p.)r  las  comnauías  de 
Uomberos. 


Honras  fúnebres  en  la  iglenadc  la  Merced. — A  las  10  h.  a.  m. 
del  lunes  7  de  los  corrientes,  se  efectuarán  en  la  iglesia  d  -  la 
Merced,  las  honras  del  H.  señor  Castelli.  ob-?orvándo.se  el  cere- 
monial siguiente: 

En  el  lado  de  la  Epístola,  y  hacia  la  parte  central  de  la  igle-. 
sin,  tomarán  asiento:  el  Edecán  de  S.  E.,  en  representación  del 
.1  efe  del  Estado,  el  Consejo  de  Ministros,  el  H.  CuoríM  Diplo- 
mático. 

En  el  lado  del  Evangelio:  el  Excino.  s«^»uor  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  España,«que  arrastrará  el  dn^lo,  lo?  presidentes  de 
las  diversas  instituciones  i tahanas,  el  Cuerpo  Consular. 

En  los  asientos  laterales  de  la  Epístola:  lus  funcionarios  pii- 
blicos  y  las  comisiones  de  las  instituciones  italiana-. 

En  los  del  Evangelio:  los  jefes  y  oficialoe  francos   que   concu- 
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rran  y  las  comisiones  de  las  diferentes  compaíiLas  de   bomberos. 
Al  salir  de  la  iglesia  tomarán  las  cintas:  el   Edecán  de  S.  E , 
el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,   el   Decano  del   ÍI. 
Cuerpo  Diplomático,  los  Excmos.  señores  Ministros*  Plenipoten- 
ciarios de  Francia,  del  Brasil  y  el  Decano  del  Cuerpo  Consular. 
En  el  (Jeraenterio. — El  señor  Ministro  de  Gobierno,  el   Presi- 
denta de  la  Sociedad  de  Beneficencia  italiana,  el  Presidente  de . 
la  Sociedad  iialiana  de  instrucción,  el  Agente  Consular  de  Ita- 
lia en  el  Callao,  los  Comandantes  de  las  bombas  «Roma»  6  »It-a- 
liai». 
El  orden  del  desfile  será  el  siguiente: 
Cuatro  batidores. 

Un  batallón  de  infantería  con  música  ú  la  sordina. 
^  Una  brigada  d«  artillería. 
Guardia  de  honor. — Cadáver. — Guardia  de  honor. 
Carruajes  de  (íobierno. 
Carruajes  particulares  y  de  plaza. 
Un  escuadrón  de  caballería. 

El  primer  carruaje  de  Gobierno  será  ocupado  por  el  Edecán 
<le  S.  El,  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  el  Decano 
del  II.  Cuerpo  Diplomático  y  el  Excmo.  señor  Ministro  Pleni- 
)X>tenciario  de  España. 

En  el  segundo  carruaje,  tomarán  asiento  los  señores  Ministros 
líe  Gobierno,  Justicia,  Guerra  y  el  ayudante  del  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores. 

En  el  tercer  carruaje,  los  señores  Ministros  de  Hacienda  y  Fo- 
mento, el  Decano  del  Cuerpo  Consular  y  el  Oficial  Mayor  de 
Kelaciones  Exteriores. 

í>f>s  carruajes  siguientes  serán  ocupados  por  el  H.  Cuerpo  Di- 
plomático y  Consular  y  los  miembros  de  las  demás  instituciones 
y  de  las  compañías  de  bomberos. 

El  H.  Cuerpo  Diplomático  concurrirá  en  traje  de  uniforme,  y 
los  funcionarios  públicos  y  los  miembros  de  las  instituciones  en 
^rflje  de  etiqueta. 

Eu  el  Cementerio  harán  uso  de  la  palabra  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  en  nombre  del  Gobierno  del  Perú,  y  el 
Decano  delll.  Cuerpo  Diplomático,  en  representación  de  éste. 

J.  Ftmando  Gazzani, 

Oftcial  Maror  de  Relaciones  Exteriores. 
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MvnMerio  (b  N%gocio^  Ejctranjeros, 

Roma,  10  de  Marzo  de  1898. 
Señor  Ministro: 

Como  V.  E.  lio  ignora,  el  4  de  los  corrientes  falleció  en  Lima 
el  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro  Residente  de  S.  M. 
ante  el  Gobierno  peruano. 

*  No  existiendo  en  Lima  otro  funcionario  diplomático  ó  consu- 
lar italiano,  he  encargado,  después  de  obtener  el  consentimionto 
del  Gobierno  español,  al  señor  Ar^llano,  Ministro  de  España  eu 
el  Perú,  de  la  regencia  de  la  Legación  vacante.  • 

Al  mismo  tiempo,  he  dispuesto  que  el  Vicecónsul  señor  Gia- 
como  Fara  Forni,  que  estaba  ya  nombrado  para  Lima,    partiese  . 
en  el  acto  con  destino  al  Perú,  lo  que  verificó,   embarcándose  el 
8  de  los  corrientes  en  Genova  con  dirección  á  Lima. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  poner  todo  en  conocimiento  de  su  Go- 
bierno, el  que,  espero,  permitirá  que  el  señor  Arellano  se  encar- 
gue momentáneamente  de  h\  regencia  de  la  Legación,  y  procede- 
rá á  dictar  las  medidas  precautorias  respecto  á  los  bienes  quo  de- 
ja cl  lamentado  señor  Ministro  Residente,  reconociendo,  en  se- 
guida, al  señor  Giacomo  Fara  Forni,  tan  luego  como  llegue  á 
Lima,  en  calidad  de  regente  ad  intenm  de  aquella  Legación. 

Al  participarme  el  señor  Arellanc,  por  telégrafo,  la  muerte 
del  señor  Comendador  Gastelli,  agrega:  «El  Gobierno  peruano 
encárgase  funeralesi». 

Le  quedaré  grato,  señor  Ministro,  si  se  sirviese   V.  E.    hacerse 
el  intérprete  ante  su  Gobierno  de  los  sentimientos  de  vivo  agra- 
decimiento de  parte  del  Gobierno  del  Rey,  por  las  nuevas  prue- 
bas de  simpatía  que  el  Gobierno  peruano  ha  demostrado  en  este 
doloroso  trance. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  considera- 
ción. 

Visconti''V€nosta, 

Iltrao.  señor  J.  F.  Canevaro,  Ministro  del  Perú  en  Roma. 


-   -  ■!* 
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Ministerio  de  Negocios  ExtranjeroB. 

nouia,  Marzo  22  efe  1898. 
Señor  Ministro: 

Agradezco  infinito  ía  comunicación  que,  con  nota  del  4  de  los 
corrientes,  K?  7,  me  lia  hecho  V.  E.,  y  los  sentimientos  que.  á 
nombre  de  su  Gobierno,  me  manifiesta  por  la  sentida  muerte  del 
señor  Comendador  Castelli. 

A  la  vez  que  experimento  el  dolor  que  su  perdida  me  ocasio- 
na, sírveme  de  gran  consuelo  saber  que  el  finado  se  supo  captar 
la  estimación  y  simpatías,  tanto  del  círculo  oficial,  como  de  la 
sociedad  de  Lima;  así  como  enterarme  de  las  honras  fúnebres 
que  han  sido  prodigadas  á  su  ifiemoria. 

Ruego  u  V.  B.  se  sirva  hacerse  el  interpreto,  ante  S.  K.  el  Pre- 
sidente de  la  República,  de  los  agredeciraientos  de  mi  Gobierno, 
y  aceptar,  con  esto  motivo,  los  sentimientos  de  mi  alta  coni-ide- 
ración. 

T  7.sco?í  i  ¿- 1  V?í  osla . 

lUmo.  señor  .1.  F.  C'^uovdro,  Ministro  del  Perú  eu  Romi. 


R^al  Legación  de  Italia.  • 

Lima,  IG  de  Abril  de  189S. 
Señor  Ministro: 

Tongo  la  honrra  de  poner  en  conocimiento  do  V.  E.  que  el  híc- 
ñor  Cav,  G.  Fara  Forni.  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey 
lie  It:il¡a.  ha  Uogcvlo  ol  día  de  hoy  á  esta  capital,  y  so  ha  hecho 
cargo  de  la  Legación  de  S.  M. 

Al  participar  á  V.  E.  que  he  hecho  entrega  al  señor  Cav.  Fara 
l^^orni  del  servicio  de  la  Ijcgación  que  me  estaba  interinamente 
encomendada,  le  ruego,  en  nombre  de  S.  M.,  tenga  á  bien  reco- 
nocerlo oficialmente  en  la  calidad  expresada,  y  que  acepte  el 
testimonio  de  mi   profundo   reconocimiento   por   las   especiales 
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n  tenciones  que  el  Gobierno  de  la  República  me  ha  prodigado, 
durante  el  desempeño  do  mis  funciones  interinas,  en  términos 
que  me  he  complacido  en  hacer  presente  al  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  de  Italia. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterará 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

Jiilio  de  Avellano. 

» 

Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  do  la  Riva-Agüero.    Miniátn> 
de  Relaciones  Exteriores. 


M.nistcrio  de  lielaciones  Exteriores. 

N?  4.  Lima,  Abril  19  de  1898. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E  ,  fechada 
el  16  del  presente,  en  la  que  se  sirve  comunicarma  la  llegada 
del  señor  Cav.  G.  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
quien,  ha  asumido  ya  la  gerencia  de  la  Legación,  por  entrega 
que  V.  E.  le  ha  hecho  de  ella. 

En  respuesta,  me  es  mu}'  grato  manifestar  á  V.  E.  que  .el  se- 
ñor Fara  Forni  queda  reconocido  en  su  carácter  diplomático. 

Al  propio  tiempo,  cumplo  el  gustoso  deber  de  hacer  constar 
hi  impresión  tan  lisonjera  que  V.  E.  ha  sabido  dejar  en  esta 
Cancillería,  durante  el  corto  tiempo  en  que,  por  el  lamentable 
ñiUecimiento  del  II.  señor  Castelli,  tuvo  á  su  cargo  la  Legación 
de  Italia. 

Dígnese,  señor  Ministro  aceptar,  una  vez  más.  las  seguridades 
de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Eiva-Agüero. 

Al  Excmo.  señor  don  Julio  de   Arellano,  Ministro   Plenipoten- 
ciario de  España  y  encargado  de  la  Legación  de  Itaiía. 
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Seal  Legación  de  Italia. 

■ 

Lima,  Junio  23  de  1898. 
Señor  Ministro: 

El  Gobierno  del  lley  me  ha  dado  la  grata  misión  de  manift^s- 
tar  al  Gobierno  de  la  llapCiblica  sus  sentimientos  do  viva  grati- 
tud, por  los  solemnes  honores  rendidos  á  su  lamentado'  i-epre- 
sentante,  señor  Comendador  Castelli;  agregando  ijue  le  ha  sido 
de  verdadera  satisfacción  y  consuelo,  enterarse  de  los  testimo- 
nios de  consideración  y  simpatías  tributados  ¿  la  memoria  del 
finado  Ministro. 

lluego  á  V.  E.,  tanto  en  nombre  del  Gobierno  del  liey,  como 
^n  el  de  la  familia  Castelli,  se  sirva  aceptar  sus  más  sinceros 
Agradecimientos,  por  haber  contribuido  tan  cumplidamente  á  so- 
lemnizar la  piadosa  ceremonia;  así  mismo,  supUcoIe  participe  al 
Jefe  del  Estado  la  expresión  de  sus  reconocidos  y  respetuosos 
sentimientos. 

Quiera  V.  E.  aceptar  la  expresión  de  mi  mas  alta  considera- 
ron. 

O.  Fara  Forni. 

A  Su  Excelencia  el  señor  doctor  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


MinMtjdo  d§  Ileladones  Erteriar^, 

N?  8.  Lima,  24  d$  Junio  de  1898. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  comunicación  de 
Vuestra  Señoría,  fecha  do  ayer,  en  la  que,  cumpliendo  el  encar- 
go recibido,  tanto  del  Gobierno  de  Su  Majestad,  como  de  la  fami- 
lia Castelli,  agradece  Vuestra  Señoría,  en  nombre  de  ambos,  los 
honores  fúnebres  que  so  tributaron  aquí  al  malogrado  jefe  de 
esoL  Lf»gac¡ó«,  Comendador  Pietro  Cr'"* 
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Me  será  grato  informar  á  S.  E.  el  Jefe  del  Estado  de  los  .senti- 
mientos que  ^'ucstra  Señoría  ha  sabido  interpretar  y  que  reavi- 
van la  simpatía  por  el  distinguido  diplomático  cuya  deifapari- 
ción  impresionó  tan  penosamente  á  mi  (.Gobierno. 

Dígn^e,  señor  Encargado  de  Negocio?,  aceptar,  una  vez  mus, 
las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

■J/.  F.  Perras, 

Al  señor  Giaconio  Kara  Forni,  Encargado  du  Negocios  de  Italia. 


KJECUCIUN  DE  SENTENCIAS   ITALIANAS  KX  EL    P£UU. 

lira  I  LtfjaciOn  c/g  líalia, 

MKMOUANDrM 

Kn  el  tratado  celebrado  entre  el  Tertí  6  Italia,  en  23  do  l>i- 
cioiiibro  do  187  1,  y  que  todavía  rige,  (1)  hay  una  disposición  (art. 
18)  en  la  que  se  estipuló  que  las  sentencias  {)ro»unciadas  en  unu 
de  los  dos  países,  en  las  materias  civiles  y  comerciales,  y  debida- 
mente legalizada!^,  tendrían  en  el  otro  país  la  misma  fuerza  de 
los  fallos  de  los  tribunales  del  lugar,  con  tal  que  el  tribunal  su- 
perior del  territorio  jurisdiccional  en  que  debe  tener  lugar  su 
ejecución,  las  declare  ejecutorias  mediante  un  Juicio  de  delibera- 
ción,  cuyo  objeto  está  tácitamente  determinado  en  dicho  artículo, 
aí^regándose  que  ese  juicio  debe  ser  ai'mnrioj  oídas  las  partes. 

En  Italia,  el  ju'ocedimiento  consiste  im  la  citación  do  las  par- 
{(^ri  para  que  comparezcan  ante  la  corte  de  apelaciones  del  distri- 
to, á  día  y  hora  lijos,  y  la  decisión  de  la  Corte  se  pronuncia,  ó 
inniediítamente  en  la  misma  audiencia,  ó  en  un  plazo  que  no 
exceda  de  ocho  días;  habiendo  habido  ca.^os  en  que  entre  la  so- 
licitud de  la  parte  demimdante  y  hi  dcchiratoria  do  ejecutorie- 
dacj,  lian  mediado  solo  cinco  días. 

Un  caso,  y  tal  vez  el  primero  de  ai>licación  de  la  mencionada 
di.-pusición  del  tratado  italo-peruaiio,  se  halhi  actualmente  some- 
tido á  la  lltma.  (>orte  Superior  do  esta  capital. 

El  subdito  italiano,  residente  en  Genova,  don  Domingo  Ansel- 
mo, director  de  una  sociedad  de  seguros,   se  ha  trasladado-do  di- 

U)  Véase  las  páginas  Í09  á  27í^. 
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cliu  eiiulad  á  Limo,  con  una  licencia  improrrogable  de  tres  me- 
í^t¿,  y  luí  solicitado  (hace  ya  más  de  un  mes)  do  diclia  Ilima- 
Corte  Siii>er¡or,  tanto  en  su  i>ropio  interés,  como  tn  reprusenta- 
cíón  de  los  interesados,  la  ejecución  de  una  sentenei^  del  Tribu- 
nal Civil  y  Comerciad  do  Savonn,  conGrmadii  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Genova,  contra  la  casa  de  comercio  italiana  A. 
V,  Ferraro  y  C-  de  Linm^  habiendo  sido  las  dos  seiitéDCÍ9s  pro- 
nunciadas en  contradictorio  de  las  dos  partes. 

El  Honoí  Anselmo,  en  vista  de  los  |>€rju¡ciap,  cada  día  más 
graves,  que  lo  cansa  su  prolongada  deniom  en  Liuui,  ha  ei:|«uee- 
to  á  la  Legación  de  Italio,  que  el  nnubo  que  ha  sido  dada  á  6U 
«lemanda,  ya  no  se  puede  llamar  sumario;  pues^  según  dice,  to- 
davía no  ha  entrado  la  Iltma.  Corte  Superior  en  el  examen  de 
lus  puntos  á  los  fiuc  tan  solo  del>8  cíontraerse,  segán  el  referido 
tratado,  el  juicio  de  (klihcraciófí^dispuHiiíúoso  entre  las  partc*s, 
cuál  c?.  en  el  caso,  el  tribunal  competente  paní  la  declaratoria 
de  ejeeutoriedad,  si  la  Corte  í>uj)er¡or  ó  la  Supiema. 

En  consecuoncJa.  (>[>inando  el  señor  Anselmo  que  el  juicio  que 
se  sigue  no  está  confornve  á  lo  estipulado  entre  Italia  y  el  Perú, 
ha  solicitado  los  buenos  oficios  de  la  Ijegacion,  fwini  que  se  sir- 
viera su:neter  este  punto  á  la  alta  atención  y  t^clarccida  apre- 
(¡ación  (hl  ( iol  ierno  del  Perú,  interesado,  á  la  fí\r  de!  de  Italia, 
en  e!  livl  emni>iÍ!ni<nto  de  los  tratados  existentts  entre  les  dos 
países. 

Lima,  Abril  10  de  ISi^T. 


Pi^C'l  L(f:i:i:éú}t  (¡r  Halla. 

El  Miiii^l¡'(>  Kesidonte  de  Italia  Siduda  á  S.  E-  el  Mini^slro  de 
Lelaciuncs  Lxíeiiorcs  del  i'erii,  y  refiriéndose  ;i  su  inetuormiiÍHa 
del  10  (le  !<  >  eoiricntís.  relativo  á  un  recurro  peudÚMite  ante  la 
CV-ríe  Olí}  o:  ¡í.r  de  Lima,  scbíe  la  «jccución  de  una  sentencia  ita- 
liana, ])n  iiuhriada  en  una  causa  coiui-rcial  ciitre  do»  eiudada- 
U06  italianos,  cri-e  deber  llaniar  nuevamente  su  a!la  atención  ha- 
cia el  curso  que  ha  tenido  el  recui-so  en  cuestión,  de.^ptu-a  de  la 
remi.siun  de  dicho  numoratidi'm;  recurso  que,  según  ha  siilo  con- 
venido entre  11^-5  dos  Gobiernos  de  Italia  y  del  l\-rú,  con  arreglo 
al  art.  LS  del  irah\do  de  J874,  ha  debido  seguirse  í^umariamen- 
te,  como  c^i  tales  juicios  debe  precederse. 

En  oste  juicio  que,  por  el  es|>íritu  de  lo  pactado,  y  j)or  su   na- 
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turaleza  raisma»  no  está  sometido  á  los  trámites  judiciales  ordi- 
narios, el  juez  llamado  á  darlo  la  fuerza  ejecutoriada  debida  á  la 
sentencia  extranjern,  debería  naturalmente  exigir  que  las  partes 
que  el  tratado  le  aconseja  de  oír,  le  expongan,  todas  de  una  vez, 
lo  que  creen  tener  en  pro  ó  en  contra  del  recurso  á  él  sometido; 
puesto  que  todo  retardo  no  podría  per  sino  perjudicial,  y,  además, 
daría  oportunidad  al  deudor  condenado,  para  proceder  de  mane- 
ra que  se  haga  ilusoria  la  ejecución  de  la  resolución  que,  á  su 
vez,  emitiese  el  tribunal  extranjero. 

El  Ministro  de  Italia  sabe  que  el  seQor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  del  Pera  no  ignora,  que  los  súbiitos  italianos,  en  con- 
tra de  quienes  es  el  recurso  de  que  se  trata,  han  puesto  en  movi- 
miento cielo  y  tieiTa,  para  turbar  el  éxito  de  la  causa  comercial, 
perdida  por  ellos  en  Italia;  y  sintiéndose  poco  seguros  á  causa  de 
la  rectitud  de  la  magistratura  peruana  en  el  terreno  legal  del 
juicio,  para  lograr  el  rechazo  de  la  demanda  de  contrario,  tra- 
tan {por  medio  lo  excepciones,  cuya  legalidad  no  es  del  caso 
examinar,  que  aducen  de  una  en  una,  con  el  mayor  intervalo 
posible)  de  postergar,  lo  más  que  loj  sea  dable,  el  niomenu)  en 
que  la  Corte  deba  poner  fin  al  juicio  con  su  decisión. 

Ante  esta  estudiada  leutitud,  el  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exterioiios  no  puede  dejar  de  ver  los  peligros  arriba  in  licados, 
en  perjuicio  de  la  parte  quo  revisto  un  título  auténtico  indiscu- 
tible, tanto  en  Italia  como  en  el  Perú,  y  que  para  ser  ejecutivo, 
tanto  aquí  eomo  e!>  Italia,  nofalta  más  que  la  formalidad  pre- 
vista por  dicho  artículo  do  nuestro  tratado. 

El  Ministro  llesidente  de  Italia,  que  profundamento  respeta 
las  atribuciones  de  cada  uno  d^  los  poJores  do  esta  República, 
anto  la  cual  tiene  el  honor  de  estar  acreditado,  entro  los  cuales 
memce  tanto  aquí,  como  en  todos  los  países  civilizados,  una  de- 
ferencia especial,  el  judicial,  por  las  funciones  casi  religiosas  que 
en  la  organización  de^os  Eitados'está" llamado  á  ejercer,  en  sal- 
vaguai*dia  de  los  derechos  de  todos,  protector  al  mismo  tiempo 
natural  é  iniparcial  de  los  intereses  lU  sus  conciudadano?  sin 
distinción;  no  puedo  y  no  pretende  iuHuir,  en  lo  menor,  cu  el 
ánimo  do  lot  hombres  ilustres  que  componen  la  Corte  á  que  es- 
tá encomendado,  en  el  caso  referido,  el  juicio  en  cuestión.  Más, 
por  el  riguroso  deber  que  tiene,  y  que  también  es  extensivo  á 
8.  Vj.  el  señor  Ministro  do  Relaciones  Exteriores,  de  vigilar  la 
íiel  observancia  de  los  tratados,  en  los  cuales  están  basadas  las 
relaciones  que  existen  entr*^  los  do3  países;  mientras  confía — pa- 
ra la  tutela  de  los  derechos  de  los  interesados,  en  la  sentencia  de 
quo  í»^  i  rata,  tanto  de  los  presentes  en  Lima,  cuanta  do  los  au- 
sculta un  Italia— en  el  sercno.  cscl»reci<lo  é  imparcial  ¿uicio  de 
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la  lltuia  Coite  Superior,  no  podría,  como  no  podría  S.  E.  el  se- 
fior  Ministro  de  líclftcioncs  Exteriores,  dejar  de  oimiierse  á  li>s 
xiiuiK^os  é  iiiHucncias  con  los  que  so  trata  de  perturbad,  do  cual- 
quier mndo,  si  fuese  posible,  lo  que  cierlaiuenlc  iio  es,  hi  sereni- 
iía<I  de  áiiiinu  y  la  imi>arciali  lad  do  los  señores  jueces  hasta  el 
j)Ui]to  de  querer  conseguir  dilaciones  indebidas  á  sus  justos  ia- 
Vlos;  j»or  consiguiente,  ^e  limita  a  iniorníar,  reservada  y  confiden- 
cialmente, al  señor  Ministro  de  lUlficionc.-  Extori(»res  el  estado 
de  las  cosas  y  sus  reservas  ojíortunas. 

Hay  rnás  aún:  de  lo<los  cíK  s  casos  podría  pro.-cindir  la  Lega- 
ción, si  las  rémoias  de  la  luitilud  de  los  procoíliniiontos  referi- 
dos, liubictícn  podido  salvarse,  merced  á  las  niodidas  precauto- 
rias que  la  ley  de  enjuiciamientos  otorga  á  ([uien  está  provisto 
de  un  título  auténtico  (jue,  si  bien  no  tiene  todavía  el  carácter 
ejecutivo,  enjendra  (n  el  juez  la  presunción  legítima  del  derecho 
de  la  parte. 

El  Comendador  Cast.lli,  aprovecha  esta  oportunidad,  para 
reiterar  al  Ecxmo.  señor  Enrique  de  la  liiva-Agüero  los  senti- 
mientos do  su  alta  consideración. 

Lima,  29  de  Abril  de  1897. 


lUülL  pación  de  Italia, 

NV  10.  LZ/./c.  1-J  Je  M'n.o  ih  1S07. 

■ 

Srnor  Mini>tro: 

L'ií  «!así».ic!í')  tvlo;:riUic'>,  (\\\v  aoabo  dt*  rocibir  de  S.  E.  el  Con- 
d*í  r>oin'i!,  .Siib>orníar:o  de  Estado,  en  el  Despacho  de  Negocios 
Extranjeros  de  Italia,  me  '|)rescribe  que  ayude  eficazmente  al 
subdito  italiano  Domingo  Anselmo,  á  fin  de  que  i)ueda  obtener, 
de  conformidad  con  el  tratado  de  amistad  y  comercio,  vigente 
entre  Italia  y  el  Perú,  la  ejecución  de  una  sentencia  de  la  pri- 
mera contra  la  casa  italiana  A.  F.  Ferraro. 

Estando  este  asunto,  desde  hace  dos  meses,  ante  la  Iltma.  Cor- 
te Superior  de  esta  cajdtal,  con  viso  de  prolongarse  aún  su  so- 
lución; mientras  que,  según  el  referido  tratado,  ha  debido  tra- 
tarse sumariamente,  liabiéndome  ocupado  del  caso  en  mi  memo- 
rándum (10  de  Abril  próximo  pasado),  y  en  una  nota  verbal,  (1) 

[1]  Página 4 2^  r  4l>9. 
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que  híee  preseuteá  V.  E.,  además  de  dos  conversaciones  que  tu- 
ve el  honor  de  tener  con  V.  E.  y  con  su  Iionorablc  colega  de 
Justicia,  sobre  el  particular;  no  m3  que  la  otro  recurso  que  rogar 
á  V.  E.  se  digne  hacer  nuevamente  ii>>)  de  los  buenos  y  eíl  úv^js 
oficios  ijucjuzgiie  del  c.i3:>,  ante  lii  aut.>ri  huí  cünipetente,  d  fin  de 
que  el  juicio  de  «íelibLM'aeion  en  cursví,  de  cuya  .sentencia  se  tr.Ua, 
sea  prietamente  llevado  ú  termino,  í5\í;á;i  ia  letra  y  el  espíritu 
del  mencionada  tratado.- 

Cíuiíirmando  cxpre.sariiente  el  contiiui  bj  d?  mi  preciía<la  nota 
verbal,  aproVecho  esta  oportunid.i  1  [\x\\i  rjit-:ar  1  V.  K.  !a¿  se- 
guridades de  mi  distinguida  consideía^iúu. 

CasUUi. 

A  S.  M  el  d>.;t>r  di>n  Enrique  dj  la  líi".M-A'4':.\'j,    Mini-íL")    dj 
Ilel a ciones  E  x le ritires. 


DICTAM'KV  DEL  FISCAL  1>Ü  L.V  CVíIirii:  .tU  rL'UiOi;. 


lUmo.  .Sóñor: 

Sesíin  el  artículo  IS  del  Tratado  de  AuiisUi  I,  Coinjrjio  v 
NavegacKm  cjlebra-'lo  el  23  <le  Diciembre  d»  1S74,  entre  v\  IVrá 
é  Italia,  y  ratificado  el  4  de  Novieíubre  de  bST-S,  l.is  .•^jni'.Mjias 
enianatbis  de  los  Tribunales  de  cada  una  d.»  las  parted  CKitra- 
tantea,  en  materia  civil  y  c<>merc¡a!,  ten  IiAn,  á  s;)I¡v:itu  1  <ie  ;;)3 
Tribunales  mismos,  cu  los  Estados  (b^  la  u:ra,  la  misma  í'.icr/.a 
que  las  emanadas  de  los  Tribunales  lv>ja!e^;  sioii  lo  n-.^Cí^^aria  ¡jj- 
*ni  que  S5  ejecíuten,  la  deel  iracióu  priVv'ia  vlj  (.-j '.s-ii loria  l:i-<,  <];iü 
ex[>edirii  ei  Tri'mnal  Üupcrtor  en  cuya  jiiri.s  lieciúii  ó  iM'ritorio  ' 
deba  tener  lugar  la  ejecución,  median  tí  un  juiei-)  en  A  <¿U'.', 
oídas  la^*  partes  en  la  forma  sumaria,  se  examiii  >:  1  .*  si  !a  ir  ¡i- 
teneia  ha  i-:?do  pronunciada  por  la  ant  )ri  !a  I  j'i  li/ial  co;ii[)üteri- 
te;  2' si  !>a  siilo  pronunciada  citadiis  I*^'íJ:ularmen*L'  las  ]>urt's;  0-' 
si  las  parles  han  silo  regulanncnto  r-jpres  'ni  ida?.  «>  legilmentj 
eontumaceJ^;  y  4'*  si  la  sentencia  canti»;ne  di-!)0.s¡cinne3  ojutra  ti 
orden  publico  6  el  Derecho  Público  del  Estado. 

Acogiéndose  al  antedicho  Tratado,  don  E.  Ausilmo  pide  á 
U"5.  I.,  en  el  oaerito  de  f  76,  que  se  abra  el  juicio  correspondien- 
te para  que  se  declare  ejecutoriado,  y  se   eje<:ule  en   scjrui  la,    en 
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^sfca  capital,  la  sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  de  prime- 
ara instancia  de  Havoiía  y  confirmada  por  la  Corte  de  Apelación 
do  (iénova,  condenando  á  A.  F.  Ferraro  al  pago  do  una  canti- 
dad de  dinero.  Ferraro  ha  deducido  la  cxce])ci6:i  de  incompe- 
tencia alendando  que  es  la  Oírte  Suprema,  y  no  la  Supi-ri-jr,  el 
Tribunal  ti  que  se  rcíiere  relativamente  .d  Terú  el  artículo  IS 
<íel  Tratado,  y  (j'^e  siendo  un  verdadero  juicio  el  (]uo  debe  prece- 
<ler  á  l;i  caiiíicación  v  (•iecaciún  de  la  sentencia  confirmada  del 
Inhnnal  do  S-ivon-i,  ]:\  acrión  d«'1)e  entab!;ir-e  conforme  á  nnc-s- 
trns  levos  !ii'»'r:».-'.-al<'.s  comunes  aiUc  el  Ju'/í'afio  de  T)r:m?r-i  in^- 
taU'-ia,  para  ventilarla  en  todos  los  graílos  del  cnjuiciamient-). 

Couio  se  ve,  la  excei)ciún  propuesta  se  funda  en    un    concepto 
inter])ret:ttivo  del  Convenio  coi\  Italia,  relativamente  á  la  dctfM'- 
minación  de  la  autoridad  iiulicial  oue,  á    ienor   do    la    cláusula 
anotada,  debo  entender  en  v.]  exaíii^n  de!  fallo  (aiya  ej''cución    í:.' 
preleade.    Do  suerte  que  u»  cu»: síión    qu'da   reducida  á    fijar    el 
verdadero  senti'lo  del  Trotocolo  en  el  pun*o  que   se   debat-*,    ya 
<jt:e  los  térmiiu)5«  <;eneraleá  en  que   está    concebido    ad'.'lecen    de 
cierta  a mbitrüetlad  que  no  permite  precisa.r   con    toda    certidum- 
bre la  idea  que  encierran,  í?iquiera  baya  do  oeurrir.se,    en  defecto 
<ic  la  interpretación  auténtica,  que  s^-ría  ina[)licable  para  el    pre- 
hoiitc  caso,  á  la  interpreta^-ión  doctrinal,  que  incumbo  á  los   Jue- 
ces, «e,L^ún  el  artículo  W  del  título  preliminar  del  Cólico  CiviL 

Nu'^'stra  Icí^íslaeión  ps  tan  de[ici*^p.t^'»  ?ol>re  e-te  j^arti-'U^ir,  nu.' 
no  e.-statuve  nada  acoiva  del  efecto  obliiiatorio  de  las  sentencias 
dictadas  por  Tribunales  ex  traineros.  Anonas  si  al  ocu[)ars')  del 
término  extrat'irritorial  [)íira  proluar  la  prueba  testimonial,  y 
1*0 liriéndos'^í  á  la  forma  en  cpi;»  debon  expedir.se  L)3  exboito?,  dis- 
|>one  que  debu  observa r.^-'j  de  preferencia  la  (pie  sr^  establezM  por 
Tratados  6  por  la  cosüimbre  entre  el  Pen'i  y  las  demás  naci<Ki "S, 
Hobr^'í  el  modo  tle  remitir  v  bacer  cumplir  en  la  una  la-  provi- 
<l(.Mici;'«  qne  ex[íidan  los  Jueces  do  la  otra.  (  Artículo  1M2  Código 
cié  ]'^r*iuic¡anuuntus  Civilj. 

Kes[>*'cto  á  convenios  internacionales,  se  lia  i'>lipulado  en  el 
artículo  4'.*  del  que  ííl'  celebró  on  Bolivin,  el  5  de  Noviem!)re  de 
iSíjij,  {()que  las  seütcncias  deliniiivas  en  materia  civil,  con  fuer- 
za í\oc'»^i  'n'vx't.d^í,  exi>jdidas  por  io-^  Trii)unales  de  uno  de  ^  )-^  K^- 
tndo^-i  3Ííi;iiatario^,  ^:n'\.\\\  ejeTtatlas  en  el  otro,  con  tal  d-/  qi<3  no 
<d  upon::an,  ni  en  cuanto  á  la.s  cosa-^,  ni  en  cuanto  á  las  p  ;r>onas, 
á  la  Con.slilución  y  á  las  leyes  tlel  país  ijue  d.>).xi  bae^n'  la  ejecu- 
ción. 

En  el  Tratado  de  Dciecbo  Internacional  Privado  ([uo    celebró 
•<Mi  Lima  el  Congreso  Americano  de  Jurisconsultos  el  ü    de    Ko- 
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viembrede  1S18,  se  ha  acordado  qao  las  sentencias,  en  materia 
íivil,  expedidas  en  las  Kepúblicas  si^^natarias,  se  cumplirán  por 
las  aiitorid.ides  nacionales,  solicitándose  su  ejecución  al  Juez  ó 
Tribunal  de  prinu-ra  instancia  del  lugar  en  que  lian  de  cuni- 
l>]irso,  (lue  la  decretará  en  reuniendo  ciertos  requisitos.  í/a  parte 
<]Uf:  se  considere  j^erjudicada  por  el  auto  del  Juez  del  lugar  de 
la  ejecución,  puede  interponerlos  recursos  que  la  ley  lo  p»-rmita; 
pero  será  prohibida  toda  controversia  que  no  se  refiera  á  los  re- 
quisitos [Huitualizados  (artículos  40  al  4.*>). 

Según  el  Tratado  de  Derecho  Procesa!,  '-ancionado  por  el  Con- 
greso Interiuu'ional  Sud-Arnericano  el  1 1  de  Enero  de  ISSÜ,  las 
sentcncins  dictadas  en  asuntos  civiles  y  comerciales  en  uno  «le 
los  Estados  signatarios,  tendrán  en  los  territorios  de  los  demás 
la  niisuvi  tuerza  (pie  en  el  país  en  que  se  han  pronunciado,  bajo 
ciertis  condiciones  que  s3  enumeran.  El  carácter  ejecutivo  ó  de 
a[>remio  de  has  sentencias,  y  el  juicio  á  (pie  su  cumplimiento  Jé 
lugar,  sí^ránlus  que  determinen  la  ley  de  procelimientos  del 
Estado  en  d^^nde  so  pide  la  ejecución  (artículos  3?  al  7?) 

Adviérias?  que  entre  los  Tratados  quo  se  mencionan,  el  único 
en  que  se  determina  de  una  manera  expresa  la  autoridad  ju- 
dicial ante  quien  d^ben  entablarse  las  demandas  de  ejecución  de 
los  faMoá  ex{>edidos  por  Tribunales  extranjeros,  es  cd  que  sancio- 
nó el  Congreso  Americano  de  Jurisconsultos.  Los  demás  pasan 
por  alto  esa  circunstancia,  consagrando  sirl  duda  con  su  silencio, 
respecto  al  Perú,  la  jurisdicción  de  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia pal  a  c(>noci»r  de  esas  deinand.is.  en  ejercicio  de  las  atribucio- 
nes generales  que  le  competen  coníbrme  á  nuestra  legislaeión. 

Si  en  \u<  eonvenios  internacionales  (ju'i  tiene  ajustado-j  el  IV- 
rú  sobro  [(>:<  electos  extraterritoriales  de  las  seJilencia^  en  mate- 
ria civil,  ha  e-tablecivlo  un  procedimiento  vario  para  reve-ílirlas 
como  acto  previcí  con  el  sello  de  la  jurisdicción  nacional  6  ini- 
]»riinir  la  í'ier/.a  ejecutoria  que  su  eum|)limientn  requiere:  si 
nuestra  legi>lación  no  ha  previsto  siíjuieía  la  necesidjid  (ie  eií- 
sjUK'har  en  esli'  orden  las  relación  -s  do  Dereeho  Internacional 
Privado,  fiiauíU.  á  ejemplo  de  h»-  Códigos  inol(M'no>,  princ  ipios 
ó  reglas  generalas  (jue  dirijan  y  uniíbrmeií  l')s  Tratados,  se  com- 
prende (pie  ha  de  proLTtlerse  en  distinta  forma,  Sv>fi;ún  los  casos 
<jue  ocurran  y  las  estipulaciones  diversas  que  á  cada  uno  seaai>H- 
cabie. 

I)e  aquí  «jue  no  quepa  juzgar  la  cuestión  que  motiva  este  dic- 
tamen, desde  el  punto  de  vi^ta  de  la  ley  general  de  procedimien- 
tos, j)ara  síMueter  la  caliücación  del  faUo,  cuyo  eumidimiento  se 
pide  al  Juez  de  primera  instancia,  como  pretende  la  parte  de- 
mandada, cuando  su  intervención  está  expresamente   excluida 
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por  ^\  Tratado  con  Italia,  que,  si  al  hablar  en  términos  gencri- 
coR  de  los  Tribunales  locales  en  la  primera  parte  de  la  cláusula 
18*  f^  ha  referido  á  los  Juzgados  inferiores,  no  cabe  lugar  á  du- 
da <jue  al  hacer  mención  del  Tribunal  Superior  en  otra  parte  de 
la  minma  cláusula,  confiriéndole  jurisdicción  para  conocer  en 
juicio  .sumario  de  la  calificacióp  de  las  sentencias  pronunciadas 
por  Magistrados  italianos,  no  ha  podido  comprender  bajo  esa  de- 
nominación específica,  que  arguye  un  orden  superior  en  la  je- 
rarquía judicial,  á  los  Jueces  de  primera  instancia  en  el  Perú. 

SiTn|>iifiiados  así  los  términos  del  problema,  la  dificultad  estri- 
ba únicamente  en  saber  sí  es  US.  I.,  6  la  Corte  Suprema,  el   Tri- 
buno 1  á  tjuien  compete  conocer  del  juicio  de  que  ee  trata.    Revi- 
sau'lo  p|  Fisiíiil  el  Código  de  Procedinrientos  de  Italia,  se  ha  da- 
do cuenta  de  que  la  cláusula  que  se  analiza  está  calcada  sobre  el 
artículo  941  de  dicho  Código,  según  el   cual   incumbe  declarar 
ejecutoriadas   las  sentencias  expedidas  por  Tribunales   extran- 
jeros, á  la  <)orte  de  Apelación  en  cuya  jurisdicción  deben  ejecu- 
taxs^f  previo  el  juicio  de  calificación  ó  de  ddiberazione  destinado 
&  hacer  constar  las  condiciones  que  se  requieren   para  la  ejec\i- 
ción,  y  son  las  mismas  que  reproduce  textualmente  el  Protocolo. 
Inspirado  el  convenio  en  h  ley  italiana,  en  cuanto  se  refiere  a 
la  ejecución  de  las  sentencias  extranjeras,  hasta  ser  la  cláusula 
18?  un  trasunto  de  una  de  sus  disposiciones,  á  ella  debe  ocurrir- 
se como  fuente  segura  de  interpreUición  para  descifrar  el  término 
dudoso  que  se  ofrece.  Si  según   el   Código  italiano  ^xnnpete   al 
Tribunal  de  segunda  instancia  entender  en  el  juicio  de  delibera- 
ción, la  mente  del  Tratado,  al  conferir  jurisdicción  para  ese   mis- 
mo juicio,  entre  los  Tribunales  de  cada   Estado  signatario,   al 
Tribunal  Superior,  no  pudo  ser  otra  que  designar  al  de  Apelacio- 
nes en  armonía  con  la  disposición   legal  que  al  respecto  lo  infor- 
isa.  A  haberse  propuesto  nombrar  á  la  Corte  Suprema  en  el  Pe- 
rú y  &  las^Cortos  de  Casación  en  Italia,  lo  habría  hecho  en  térmi- 
nos de  tal  manera  inequívocos,  que  fijasen,  ojn  toda  precisión,  es- 
te punto  diferencial,  para  prevenir  confusiones  derivadas  de  la 
analogía  entre  el  texto  del  Protocolo  y  el  del  Código;  diferencia 
que,  aán  cuando  se  estimase  sugerida  por  parte  del  Perú,  no   al- 
canzaría el  Fiscal  á  explicarla  con  razones  tan  poderosas  que  in- 
dujeran á  la  otra  parte  á  romper  con  la  unidad  de  su  legislación 
y  á  apartarse  de  la  norma  trazada  en  sus  Códigos. 

Por  lo  demás,  aun  cuando  el  Perú  estuviera  condenado  á  un 
régimen  legal  inaccesible  á  los  efectos  extraterritoriales  de  las 
sentencias  pronunciadas  en  materia  civil  por  Tribunales  extran- 
jeros, cuando  el  régim»»  ««ntrario  es  ya  un  principio  general  que 
consagra  el  Derec^  "  ivado,  con  algunas  varían- 
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tes  (le  aplicación,  entiende  este  Ministerio  que  no  cabría  tmtar 
la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  del  dictamen  do  fojas  88,  ix)r- 
que  la  resuelve  por  completo  el  Tratado  vigente  Perú-Italiano. 
En  nitrito  de  las  consideraciones  expuestas,  concluye  opinan- 
do el  Fiscal,  porque  US.  1.  es  competente  para  conocer  de  la  de- 
mand{^  de  fojas  76,  y  ponjuc,  en  consecuencia,  se  declare  sin  hi- 
^ar  la  excepción  de  jurisdicción  deducida  en  los  escritos  de  f>jas 
78  y  81.  , 

Lima,  8  de  Abril  de  1897. 

Carero. 


Lima,  AhrU  21  de  1S97. 

« 
Autos  y  vistos:  do  conformidad  con  lo  opinado    [»or  el  Sr.  Fis- 
cal Dr,  Cavero,  y  teniendo  en  consideración:  (]ub  1:\  lot.r.i  exprcíi 
del  artículo  18  del  Tratado  vi.í^ento  entre  v\  iVrú  6  Uuüa   dc'^:i<T. 
na  al  Tribunal  Superior,  como  compelen  te  para   conocer  cu    d 
juicio  de  deliberación  que  debe  declarar  ejecutoriadas  las  senten- 
cias oxpeíli'vlas  en  país  extranjero  y  que  lian  de    cumplirse    den- 
tro de  £u  jurisdicción  ó  territorio;  que  en  dicho   artículo    18    del 
referido  Tratado  se  establece  lo  cstriclaínent?  di.s|)ue'íto  en  el  ar- 
tículo Ull  del  Código  Civil  deProcodii^uientOá  del   Reino  de   Ita- 
lia,  que,  a  falta  de  levís  i)atr¡ -s  sobre  la  materia  deb.»  servir  pnra 
inteligencia  dL*  lo  [melado,  y  disponiéndose  en  el    memorado    nr- 
tíeulo  del  Codito  Italiano  íjue    la    eomneteneia    corresponde    en 
este  caso  a  la  Corte  de  Apelación  (Corte  d'  Apello)  en  el    re«i>oc!- 
tivo  t'-rritori»'  dr  su  jurisdicción,    siendo    las    Cortes    Ruperiore.-^ 
en  el  Pon'  las  Cortes  de  Apelación,  son   ellns  á  la   que  expresa- 
mente se  refiere  el  Tratado:  y  (|ue,  por  últin:o,  que  esta    es  la  in- 
terpretación reconocida  en  los   países   en    ({Wl'   existen    jmeta«l:i-- 
iguales  eíiti[>ulaeioncs  con    Italia,    e(iino    acontece    con    Ks()ann, 
donde  eorrespondiendo  á  la  tercera  Sala  del    l'ribunal    Supremo 
el  conocimiento  de  esta  clase  rio  asunto?,  st-  exceptúa    el   de    las 
sentencias  que  proceden  de  Italia  (|ue  es  el  de  la  competencia  «K 
la  Sala  Civil  de  las  audiencias,  en  cuyo  territorio  baya  de  dárse- 
les cumplimento  conforme  al  tratado  con  Cerdeña,   que    es    hoy 
el  vigente  entre  España  é  Italia:  por  estos  fundamentos:  declara- 
ron sin  lugar  el  artículo  de  competencia  deducido  por  A.  V.  Ke- 
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rraro  y  Compañía,  en  el  escrito  de  fojos  78,  y  maliciaron  quo  e?- 
tos  contesten  el  traslado  conferido  en  providencia  de  fojas  77 
vuelta;  hágase  saber  á  los  señores  Fiscales. 

Borgoño.-^  Várela. — Aria-'i. 


DICTACMKN  FISCAL 

llUistrísimo  Sfñor: 

De  las  piezas  de  la  ojectítoria  pronunciada  por  el  Tribuna!  de 
Sayona — de  Italia — con  que  so  apareja  la  |)resenle  dcnuuida  do 
c.:eqnaivLi\  se  desprenden  eetros  antecedentes  jurídicos  liabiendo 
fallecido  sin  testamento,  en  dieha  ciudad,  Constantino  Anselmo, 
cd  23  de  Abril  de  1891,  Ernesto,  Silvio  y  Domingo  An.solmo, 
hijos  suyos  y  herederos,  entablaron  demanda  el  10  do  Marzo  do 
lSl^2  ante  cd  Tribunal  Civil  de  Savona»  contra,  Juan  Bautista 
Anselmo,  hijo  tambicn  de  Constantino,  y  contra  Agustín  Fede- 
rico Ferrare,  en  su  carácter  de  so^-ios  de  la  disuclta  casi  coiner- 
<ial  de  G.  L>.  Anselmo  y  C*^  do  Lima,  reclamando  el  paf^o  do  la 
parte  proporcional  ([ue  les  correspondía  en  la  suma  de  172,0  11.45 
liras,  de  que  eran  deudores  solidarios  á  favor  del  finado,  como 
saldo  í\  su  cargo  de  la  cuenta  corriente  que  ó.stc  había  abierto  en 
í^avona  desde  el  año  1881  con  la  mencionada  casa.  Demandóse 
á  Ferran».  no  solo  como  socio  de  la  extint^^nida  casa,  sino  tam- 
bién como  representante?  do  la  mieva  A.  F.  Ferraro  y  ('*  rad ica- 
ria también  en  Lima,  ([uo  se  había  hecho  cargo  del  activo  y  pa- 
sivo de  aquella.  Personalmente  citado  Ferrari»  l>ajo  ese  doble 
<-arater,  en  Genova,  doiide  á  la  bAzón  se  encontraba,  coiiii)aroci6 
ante  el  Tribunal  y  dedujo  las  e.x'ccpeiones  de  nulidad  do  la  yita- 
eiúji  y  de  incompetencia  de  Huto,  protestando  ademas  no  tlobcT 
nada  ú  los  actores  pcn*  ninf^ún  título.  iNn^íobrio  intcr[;nst>,  por  su 
parte,  la  misma  cxec[K*ión  de  iii«'onip('t':nci;i.  alí\i;aMu''»  q';.-'  h^u'ía 
rniis  de  quince  anos  «s'j  hallaba  como  dom'ciliado  y  rcriidunlc  en 
Lima." 

Decidió  el  Tribunal  las  cuestiones  prejudiciales  líropucíítas,  por 
la  resolución  lecha  2i>  de  Octubre  de  1892,  declarando  su  com- 
petencia para  entender  en  la  causa  promovida  por  los  hermanos 
Auselmo. 

Interpuesta  la  alzada  por  los  demandados,  se  confirmó  ¡a   re- 
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solución  en  todos  sus  partes  por  la  Corte  de  Genova,  en  acuerdd 
de  27  de  Julio  de  1893.  Loe  fundamentos  que  motivan  eí  &IIo 
en  ambas  instancias  pueden  resumirse  en  estos  términos:  que 
aún  cuando  los  demandados  pretenden  declinar,  la  responsabili- 
lidad  del  crédito  que  se  reclama  en  la  casa  A.  F.   Ferraro  y  C?, 
que  representa  Agustín  Federico  Ferraro,  por  haberse  hecho  car- 
go del  activo  y  pasivo  do  la  extinguida  firma  G.  B.   Anselmo  y 
Cí,  de  la  cual  fueron  socios,  con  responsabilidad  solidaria,  el  mis- 
mo Ferrari  y  Juan  Bautista  Anselmo,  la  disolución  de  esta  últi- 
ma  sociedad,  si  obsta  para  que  se  entiendan  con  ella  los  herma- 
nos Anselmo  bajo  su  carácter  de  persona  moral,  no  ha  sido  par- 
te á  romper  los  vínculos  jurídicos  directos  que  establece  ese   he- 
cho entre  los  demandados  y  los  demandantes,   deduciéndose  de 
ahí  la  responsabilidad  mancomunada  que  trata  de  hacerse  efec- 
tiva demandándolos  personalmente,  y,   además,  á  Ferraro  en  re- 
presentación de  la  nueva  firma  social,  responsable  de  las  obli- 
gaciones pendientes  de  la  que  feneció;  que  la  cuenta  corriente  de 
donde  procede  el  crédito  que  se  demanda  so  abrió  en   Savoua, 
$hí  se  descontaron  las  letras  y  tomaron  las  mercaderías  á  cuenta 
de  la  casa  correntista,  y  ahí  debía  realizar  J.  B.  Anselmo  los  pa- 
gos de  las  obligaciones  contraídas  á  favor  de  Constantino  Ansel- 
mo, lo  que  determina  la  competencia  del  Tribunal  del  lugar  del 
contrato,  en  conformidad  al  artícnlo  91  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civil,  cumplido  el  requisito  que  para  ello  se  exige,  de  la 
citación  personal;  que. aunque  la  casa  de  A.    Ferraro  y.  C^  está 
radicada  en  Lima,  donde  ha  fijado  también  su  domicilio  y  real- 
Jo  Agustín  Federico  Forran»,  la  citación  d«  J.    B.   Anselmo   en 
Savona,  en  fjne  csíá  domicilintlo,  como  consta  do  comprobantes 
inconto3tabler4,  <*<tablece,  \)ov  ministro  de  la  ley,    hi  "ompetencia 
del  Tribuiiíil  rrs[>ccto  á  Ferraro,  por  la  conexión  do   título   quo 
media  entre  las  ri»sj)üns:ibili«lad«s  <lo  nmlxrs,  según  el  artículo  9S 
dcV  mismo  Código,  rjue  estatuye  que  cuando  la   acción  so  dirija 
oontra  pei-sonas  sonietiilas  ;i  díslintas  autoridades  judiciales,    po- 
drá ser  competente  la  del  tloinicilio  ó  residencia  de  cualquiera  de 
los  demandados  si  existiera  conexión  por  el  objeto  de  la  deman- 
da ó  por  el  «título»  ó  hecho  de  que  dependa.» 

Definida  así  la  competencia  del  Tiibunal  de  Savona,  falló  la 
causa  condonando  solidariamente  ¿  Ferram  y  J.  B.  Anselmo,  co- 
mo asociados  de  la  disuolta  e^sa  G.  lí.  Anselmo  y  C*,  y  9deni:lff, 
á  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C^,  residente  en  Savona,  a  «pagar»  d 
«ada  uno  délos  demandantes  como  cuota  hereditaria  de  la  sextii 
parte  del  cródito  demandado,  la  suma  de  21,758.20  liras  con  lo^ 
intereses  comerciales  dustU»  el  1^  lie  Enero  de  181)5  y  las  co3t4is 
del  juicio. 
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Esa  sentencia,  confirmada  por  la  Corte  de  Genova,   en  apela- 
ción interpuesta  por  el  Procurador  deFerraro,  es  la    que  Domin- 
go E,  Anselmo  ha  sometido  á  la  consideración  de  US.  I.,  pidien- 
do que  se  sirva  declarar  la  ejecutoria  para  que  sea   ej(>culada  en 
el  Períi,  donde  están  doniicilia<los   Agustín  Federico  Ferniro  y 
la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C**,  en  cum})limiento  de  la  cláusula    IS'-^ 
del  Tratado  con  Italia,  en  que  se  estipula  que  «las   sentencias   y 
ordenanzas  en  materia  civil  v  comercial  emanadas  de  los  Tribu- 
bales  de  una  do  las  partes  contratantes  y  debidamente  legaliza- 
das, tendrán,  á  solicitud  de  los  Tribunales  mismos,    en  los  Esta- 
dos de  la  otra  parte,  la  misma  í'uerza  que  las   emanadas   de   los 
Tribunales  locales,  y  serán  recíprocamente  cumplidas   y    produ- 
cirán los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aquellos  bienes   suje- 
tos á  esta,  segán  las  leyes  del  país,  y  serán   observadas  las  dispo- 
siciones de  las  mismas  leyes  respecto  á  la    inscripción   y   á   las 
otras  formalidades.  Para  que  puedan  cumplirse   estas  sentencias 
y  ordenanzas  deberán  ser  previamente   declaradas   ejecutoriadas 
por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdicción  ó   territorio  deba 
tenor  lugar  la  ejecución,  mediante  un  juicio  de  deliberación  en 
el  que,  oídas  las  partes  en  la  forma  sumaria,  se  examine: 

1?  Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  la  autoridad  judi- 
cial competente; 

2?  Si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  parles; 
3'?  Si  las  partes  han  sido  regularmente  representadas  ó  legal- 
mcnte  contumaces; 

4?  Si  la  sentencia  conliune  dispc»sicionos  contra  el  óriK^i  |)úbli- 
cu  Ó  Cil  Herecho  Público  did  Estado. ■> 

Y  habiéndose  ya  resuello  que  compete  á  l'S.  f.    ent.^nler  en 
el  juicio  promoviíio  de  deliberación  al  decidir   la   exc?pi'ió'i  du- 
clinatoria  interpuesti  por  Anselmo,  e:^  llega  lo  el   cxso  do    fallar 
la  instancia,  caliticando  la  ejecutoria  de  que  se  trata,  noen  cuan- 
ta á  su  mérito  intrínseco,  ó  al  fond  j  del  litigio  en  que  se  ha  pro- 
liunciado,  sino  desde  el  [lunto  d«  vista  de  las  condiciones  que  se 
"(•quieren  conforme  á  la  cláusula  pi'oinsorl:».   para   que    las   sen- 
tencias emanadas  de  lus  Tribuiíak'S  de  Italia  a[)aivjen  en  el    Pe- 
rú fuerza  ejecutoria,  condicion-^s  protectoras  de   li».s  fueros  de   la 
.soberanía  nacional  y  del  derecho  públiccí   íie  los  Kstados,  lo  mis- 
ino que  de  los  intereses  en  juicio  ile  los  extranjeros;   puesto    que 
ante  una  estipulación  vigente,  que  es  la  ley,  sería  ocioso  ocupar- 
le en  la  cuestión  que  actualm.-ntc  se  controvierte  en  el  camjío  de 
ía  doctrina  y  de  la  jurisprudencia,  sobre  la   eíicacia  extiatorrito- 
rial   de   los   fallas  judiciales,    en  el  cual  gana  tirrcno    el   espí- 
ritu liberal  en  su  tendencia  de  asimilación,   por  comunidad    de 
leyes  y  de  instituciones,  entre  io3  nacionales  y  los  extranjeros   en 
lo  que  atañe  á  la  vida  civil. 
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La  primera  y  primordial  condición  que  debe  satisfacer  la  eje- 
cutoria para  los  efectos  del  Tratado,  es  la  competencia  del  Tri- 
bunal sentenciador.  Pero  ¿por  que  criterio  ha  de  juzgarse  de  esa 
coni])Gtenciii?  El  Protocolo  ha  flauteado  la  cuesti-'jn:  más  no  la 
resuelve.  Es  preciso,  pues,  decidirla  ocurriendo  íi  otras  fuentes 
del  Derecho  Internacional,  puesto  que  no  se  trata  de  la  compe- 
íencia  líierainonte  territorial,  ó  del  orden  domestico  que  se  rige 
|)or  ]a:<  h'-yo^  de  cada  Estado,  í^ino  de  la  competencia  aplicada  al 
juzL^'iinirnto  do  relacion!\s  jurídicas  entre  personas  sometidas  ú 
so])er.7nín.s  dislintas,  sujetas  por  consiguiente  á  principios  dejna- 
yor  alcrinc''^,  que  conviene  lijar,  ya  que  ni  siquiera  se  establecen 
en  nuestros  Códigos,  sino  para  imponerlos,  por  lo  menos  para 
lijar  la  doctrina  legal  en  punto  de  tanta  trascendencia. 

No  están  de  acuerdo  los  tniladistas,  *ni  la  jurisi)rudencia,  sobre 
el  p'incipio  aplicah-e  á  la  eah'íieocion  do  la  com potencia  <lo  los 
Tribunales  ijnra  hv  clicávia  extraterritorial  de  sus  fallos.  Según 
lino??,  debi'n  ser  competentes  con  arreglo  á  las  leyes  dcd  país  don- 
Je  se  pronunció  la  sentencia  y  a  las  de  aquel  donde  deben  eje- 
cutarse. Según  otros,  basta  que  lo  sean  conforme  ú  la  legisla- 
erón  del  lugar  de  donde  procedo  el  fallo;  y  hay  quienes  procla- 
men, por  el  contrario,  la  del  lugar  do  la  ejecución.  Si  el  prime- 
Yñ  de  dichos  sistemas  peca  de  excesivo  rigorismo,  rindiendo  exa- 
gerado culto  al  principio  de  la  soberanía  nacional,  hasta  restrin- 
gir á  muy  eF^r-^'C'ho-;  líinit-js  el  cii-noo  do  ai>lie.ici'jn  extraterrito- 
rial de  las  sentencias  y,  por  consiguiente,  el  de  los  beneficios  que 
ella  aporta  íi  la  mancomunidad  de  intereses  de  la  vida  civil,  se 
resienten  los  últimos  de  la  tendencia  contraria,  en  pugna  ron  los 
derechos  inalienabl(í3  del  Estado,  que  no  so  compadecen  con  el 
<>xc!u.sivo  predominio  de  la  legislación  territorial  en  el  régimen 
de  las  relcicLones  inierna'^ioirile?.  «hx  cuestión  de  ¡urisdic- 
<-ión  con  arreglo  al  Derecho  lntern:\cional,  dice  Fiore,  no  puede 
re.-olvcrr-e  dv  conformidad  ro  i  la  ley  interior  de  un  Estado;  por- 
que no  [)udiendo  una  s)b*rain'a  fijar  y  [proclamar  con  sus  leyes 
los  princit)ios  del  Dereelio  Internacional,  no  |)aeíe  tampoco  es- 
tablíM'cr  las  i'cghis  de  jnrisdii-c.ión  correspondiente?.  Cuaml3  se 
trata  de  d'X*idir  si  la  /aríí/^7s  c^r/finyroidi  cf  (^cciflendl  C'jy'!^''tm  debe 
atrihuii">e  á  lo-;  Tribunales  italianos,  á  los  franccse?,  a  los  espa- 
ñoles ó  á  l'>-  de  otro  IC^tado,  e.-  es* a  unii  verdadera  cuestión  de 
D^r'-rho  Inteniaeioiial,  por<:ue  presapono  un  conflicto  entre  los 
tlerechos  c  >rrespondiente3  á  diversas  soberanías,  y  es  claro  que 
no  puede  ser  resuelta  en  virtud  do  una  ley  interior.»» 

Pugnan  contra  la  doctrina  (juo  con  tanto  acierto  sustenta  el 
notable  profesor  de  la  l'niversidad  de  Pisa,  así  Anselmo,  que  in- 
voca la  legislación  de  Italia  para  decidir  la  competencia  de   los 
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Tribunales  qoe  entendieron  en  el  litigio  de  que  se  trata,  como^ 
Ferrare  que  se  ncoge  al  Derecho  peniano,  situando  ambos  la 
coeslión  'dentro  de  térraiaos  de  tal  manen;  contrapuestos  y  anta- 
gónicos, que  resultaría  impotente  para  dirimir  el  conflicto  la  au- 
toridad del  Derecho  Internacional,  á  despecho  de  sus  cánones  y 
do  «w  fórmulas  do  justicia  y  equidad,  generalmente?  consagra- 
dos en  la  teoría  y  en  la  práctica  por  los  países  mas  aiielantado& 
en  el  camino  de  la  civilización,  en  cuyas  institucional  so  encar- 
na cada  vez  mas  hondamente  el  principio  de  la  comunidad  in- 
ternacional, que  proclama  como  una  <lo  las  más  elevadlas  misio- 
nes que  cumplen  á  los  Estados,  la  protección  del  deroclio  y  del 
orden  jurídico  en  las  mutuas  relaciones  do  los  pueblos,  dentro  de 
la  cual  so  impone,  en  principio,  el  re.«ípeto  á  los  fallos  judiciales 
considerados  como  fuente  de  derecho,  donde  (luiera  queso  hayan 
pnmunciado,  por  la  misma  razón  ((ue  el  respeto  debido  á  las  le- 
yes i'xtranjeras  y  á  los  íictos  funíladoí  en  las  mismas,  como  Iob 
matrimonios,  las  transacciones  comerciales,  etc.  ya  que  la  iden- 
tidad do  las  nociones  jurídicas  que  sirven  de  base  en  todas  par- 
tes á  las  leyes  civiles,  puede  decirse  que  ha  convertido  en  insti- 
tuciones de  carácter  internacional  los  derechos  fundamentales 
del  ciudadano,  como  el  de  faujilia,  el  do  propiedad,  atonto  el  pa- 
pel que  desemi^eñan  en  las  relaciones  generales. 

Los  conceptos  siguientes  son  de  uno  do  los  más  entusiastas  de- 
fensores de  esa  doctrina,  F.  de  Martens:  «La  comunida<l  inter- 
nacional es  el  único  terreno  verdadero  y  positivo  sobre  el  cual 
puede  el  Derecho  Internacional  Privado  desarrollar.-:e,  y  donde 
so  pueden  resolver  las  cuestiones  complicadas  y  arduas  relativa? 
a  la  aplicación  de  las  leyes  de  los  diversos  países. 

«Si  se  atiende  exclusivamente  á  la  soberanía  de  los  listados, 
no  es  posible  salir  del  laberinto  de  contradicciones  que  do  la  di- 
versidad de  legislaciones  resulta.  Mantener  rigurosamente  los 
derechos  de  esa  soberanía,  sería  tanto  como  paralizar  el  desarro- 
llo de  las  transacciones  particulares  entre  los  subditos  do  todos 
los  Estados. 

«Supongamos  que  un  Gobierno  prescriba  á  los  Tribunales  la 
exclusiva  aplicación  de  las  leyes  del  país,  sin  tener  en  cuenta 
para  nada  laá  leyes  extranjeras.  Las  consecuencias  do  disposición 
semejante  lesionarían  sobre  todo  á  los  particulares.  El  derecho 
de  propiedad  legalmente  adquirido  en  otro  país  perdería  su  ca- 
rácter-legal  en  dicho  Estado.  Toda  obligación  contraída  con 
an^lo  á  las  leyes  extranjeras,  carecería  de  la  protección  judi- 
cial en  el  lugar  del  cumplimiento,  siempre  que  dichas  leyes  di- 
firiesen de  las  territoriales.  Los  demás  Gobiernos,  acudiendo  a 
las  represalias,  seguirían  sin  duda  una  línea  de  conducta  análo- 
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ga  á  la  del  Estado  que  hemos  supuestx).  Las  sentencias  dictadas 
por  los  Tribunales  de  este  Estado  no  producirían  efecto  alguno 
Alera  de  las  fronteras  La  parte  que  hubiese  perdido  41  pleito, 
podría  comenzarlo  de  nuevo  en  otro  país,  sin  que  la  parte  con- 
traria pudiera  hacer  valer  la  resjudieaíay  dado  que  el  primer  fa- 
llo no  tendría  en  territorio  extranjero  el  valor  de  una  sentencia 
judicial. 

«La  aplicación  rigurosa  del  principio  de  soberanía  origina,  co- 
mo resultado^general,  la  destrucción  del  Derecho  y  la  más  com- 
pleta anarquía  en  la  esfera  de  las  relaciones  internacionales.  Se- 
mejante situación,  claro  es  que  no  sería  favorable  ni  á  los  ISeta* 
dos  «ni  á  los  eúbditos.9 

Pero  si  bien  se  considera,  es  más  aparente  que  real  el  conflicto 
^metido  al  fallo  de  US.  í.  Inspiradas  en  los  mismos  principios 
fundamentales  las  reglas  de  competencia  de  los  Tribunales  del 
Perú  y  de  Italia,  las  diferencias  de  detalle  no  han  debido  aca- 
rrear dificultades  que  úo  pudieran  zanjarse  armonizando  las  dis- 
posiciones varias  de  cada  legislación,  bajo  un  conoepto  acorde  coa 
,esos  principios.  Antes  de  intentar  la  solución  en  esta  vía,  es  pre- 
ciso deslindar  la  doble  representación  jurídica  con  que  Ferraro 
interviene  en  el  proceso  actuado  en  Italia,  como  socio  de  la  an- 
tigua casa  comercial  G.  B.  Anselmo  y  C^i  y  como  representante 
<ie  la  de  A.  F.  Ferraro  y  C^,  á  fin  de  apreciarla  separadamente» 
en  sí  misma,  y  en  sus  efectos  legales,  desde  el  punto  de  vista  que 
le  sea  peculiar. 

Como  consocio  de  Juan  Bautista  Anselmo  en  la  casa  G.  B. 
Anselm»  y  C^  hubo  de  resultarle  á  Ferraro  una  responsabilidad 
directa  y  solidaria  por  todas  las  obligaciones  de  la  sociedad  pen- 
quen tes  cuando  se  disolvió.  Estimándose  como  una  de  ellas  el 
m\do  deudor  da  la  cuenta  corriente  abierta  entre  Constantino 
Anselmo  y  la  casa,  fueron  demandados  ambos  socios  para  satis- 
facer la  deuda.  Que  esa  cuenta  se  abrió  en  Savona,  lugar  del  dt>- 
micilio  del  acreedor,  parece  que  es  indudable,  no  sólo  porque 
ninguno  de  los  demandados  puso  reparo  alguno  á  esa  hecho  que 
los  demandantes  adujeron  en  juicio,  en  apoyo  de  su  acción  enta- 
blada, sino  también  porque  esa  abstención  implica  un  asenti- 
miento tácito,  tanto  más  significativo,  cuanto  que  al  resolverse, 
desechándola,  la  excepción  de  incompetencia,  se  alegó  el  mismo 
hecho  como  uno  de  los  principales  fundamentos  del  auto. 

Esto  entendido,  si  el  acto  de  donde  deriva  la  obligación  de- 
mandada se  realizó  en  Savona,  resulta  incontestable  la  compe- 
tencia del  Tribunal  c{ue  falló  la  causa  en  primera  instancia;  por 
que  la  confiere  el  artículo  DI  del  Código  de  Procedimientos  Civil 
de  Italia,  prescribiendo  que  «e&  los  juicios  en  que  se  ejerciten  ac- 
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Clones  personales  ó  reales  sobre  bienes  muebles,  será  juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  se  contrajo  ó  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, siempre  que  el  demandado  fuere  allí  citado  personalmente.» 
Según  los  artículos  105  y  106  del  mismo  Código:  «los  extranje- 
ros no  residentes  en  Italia  podrán  ser  demandados  ante  los  jue- 
ces del  Reino,  aunque  no  se  encontraren  en  él,  tratándose  de 
obligaciones  derivadas  de  contratos  6  hechos  verifícados  ó  que 
deban  ejecutarse  en  Italia.  Podrán  además  ser  demandados  an- 
te las  misTnas  autoridades  por  obligaciones  contraídas  fuera  del 
Reino,  si  se  encontraren  en  él,  aunque  no  tuviesen  residencia, 
siempre  que  fueren  personalmente  citados^)» 

Si  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  peruanos  no  se  ejercita  en 
ana  esfera  tan  vasta  como  la  de  los  italianos,  eso  no  obstante, 
las  reglas  que  marcan  sus  límites,  justifican  ampliamente  la 
competencia  del  Tribunal  de  Savona  en  la  causa  promovida  con- 
tra los  socios  de  la  disuelta  casa  G.  B  Anselmo  y  C%  ya  porque 
según  los  artículos  132  y  81,  inciso  4?,  del  Código  de  Enjuicia- 
mientos Civil,  es  competente  el  Juez  del  lugar  donde  se  obligó  el 
demandado  ó  que  se  designó  para  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones; ya  porque  en  conformidad  al  artículo  38  del  Código  Ci- 
vil, «el  extranjero  que  se  halla  eti  elPerú,  aunque  no  sea  domi- 
ciliado, puede  ser  obligado  al  cumplimiento  de  los  contratos  ce- 
lebrados con  peruanos  aún  en  paíd  extranjero,»  con  tanta  mayor 
razón  si  todos  los  contratantes  fuesen  peruanos  y  mayor  todavía, 
si  cabe,  cuando  el  contrato  se  celebrase  en  el  Perú.  ¿Son  compe- 
tentes los  jueces  del  Perú  para  entender  en  las  relaciones  jurídi- 
cas provenientes  de  contratos  celebrados  en  el  Perú  entre  perua- 
nos, aún  ^cuando  la  parte  demandada,  que  hallándose  presente 
en  el  Perú,  fué  personalmente  citada,  haya  fijado  su  residencia 
ó  domicilio  en  Italia?  La  contestación  á  esta  pregunta,  que  no 
puede  dejar  de  ser  afirmativa  en  concepto  de  las  disposiciones  ci- 
tadas de  las  leyes  peruanas,  encierra  la  solución  del  conflicto  á 
favor  de  la  competencia  del  Tribunal  sentenciador,  justificada, 
á  la  par,  por  el  Derecho  Peruano  y  el  Italiano;  y  US.  I.  no  po- 
dría desconocerla  bajo  el  punto  de  vista  de  la  reputación  de  Fe- 
rrare, que  se  analiza,  sin  menoscabar  de  rechazo  la  autoridad  de 
la  legislación  patria  invocada  como  criterio  para  la  inteligencia 
y  efectos  de  una  de  las  ^tipulaciones  del  Tratado  con  Italia,  de- 
sestimando en  el  caso  que  ocurre  las  reglas  de  jurisdicción  que 
ella  misma  consagra. 

Ahora,  viniendo  á  la  otra  faz  del  conflicto,  cambia,  por  entero, 
la  situación  jurídica  de  Ferrare.  Ya  no  es  Ferraro  el  responsa- 
ble directo  y  mancomunado  de  las  obligaciones  pendientes  de  la 
extinguida  casa  G.  B.  Anselmo  y  C^,  ni  el  hecho  de  donde  deri- 
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va  la  obligación  que  se  imputa  á  la  sociedad  A.  F.  Ferrarp  y  C^, 
que  la  representa  actualmente,  se .  realizó  en  Italia,  para  que  le 
fuera  aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  91  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civil.  La  sociedad  A.  F.  Ferrara  y  C*  se  organizó  y 
constituyó  en  forma  legal,  por  la  escritura  pública  celebrada  en 
Lima,  cuyo  testimonio  corre  en  autos,  el  2 1  de  Junio  de  1892,  en 
una  de  cuyas  cláusulas  se  ^leclara  que  el  activo  y  pasivo  de  la  ca- 
sa G.  B.  Anselmo  y  C*,  de  la  cual  era  sucesora,  formjiba  parte 
del  capital  social.  De  aquí  que  la  obligación  que  se  trata  de  eje- 
cutar contra  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C^,  no  emane  de  la  cuenta 
corriente  abierta  en  Italia,  sino  del  contrato  celebrado  en  el  Pe- 
rú, que  no  contiene  ninguna  estipulación  relativamente  al  lugar 
del  pago.  Por  eso  la  misma  razón  fundamental  derivada  del  lo- 
ci  contractaüf  que  justifica  la  competencia  del  Tribunal  de  Savo- 
na  en  la  acción  promovida  directamente  contra  Agustín  Federico 
Ferraro,  demuestra  su  incompetencia  cuando  se  trata  de  la  casa 
A.  F.  Ferraro  y  Compañía,  aún  admitiéndose,  lo  que  no  pue- 
de admitirse  sino  como  hipótesis,  que  el  10  de  Marzo  de  1892, 
fecha  de  la  citación  á  Ferraro  para  estar  á  derecho  en  la 
demanda  de  los  hermanos  Anselmo,  ya  ejercía  éste  legítimamen- 
te la  representación  de  una  sociedad  que,  si  puede  decirse  tuvo 
desde  antes  existencia  comercial  ó  de  hecho,  á  juzgar  por  las  cir- 
culares y  demás  documentos  que  presenta  D.  F.  Anselmo,  anexos 
á  su  escrito  de  29  de  Mayo  último,  su  existencia  jurídica  ó  de 
derecho  no  data  sino  desde  que  se  constituyó  legabnente. 

Si,  como  lo  reconocen  con  llaneza  los  mismos  demandantes, 
la  sociedad  demandada  se  organizó  y  fijó  su  domicilio  en  el  Pe- 
rú, donde  se  encuentra  el  único  establecimiento  comercial  que 
administra;  si  el  contrato  en  cuya  virtud  asumió  el  activo  y  el 
pasivo  de  la  casa  disuelta  se  formalizó  en  él;  si  al  asumir  esa 
responsabilidad  no  se  comprometió  á  cumplir  en  Italia  las  obli- 
gaciones que  de  ella  le  resultasen;  si  el  lugar  del  domicilio  del 
deudor  determina  el  del  pago  cuando  no  se  ha  fijado  otro  dis- 
tinto por  ministerio  de  I9,  ley  ó  por  convenio  de  partes,  confor- 
me al  artículo  1249  del  Código  Civil  de  Italia,  que  concuerda 
con  el  artículo  2229  del  Código  Civil  del  Perú;  hay  que  con- 
cluir forzosamente  que  los  Tribunales  italianos  que  fallaron  la 
causa,  condenando  á  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C*,  procedieron  sin 
jurisdicción  ni  competencia  según  sus  propias  leyes,  y  las  del 
Tribunal  de  ejecución,  careciendo  por  consiguiente  de  jurisdic- 
ción conforme  á  los  principios  de  Derecho  de  Gentes,  y,  con 
ella,  del  título  necesario  para  imprimir  en  la  sentencia  el  sello 
de  ejecutoria  extraterritorial.    Al  respecto  dice  Fiore:  «Para  qua 
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■el  Juez  puedií  sor  considen  do  competonte  en  hts  relaciones  inler- 
iiíicíonale.?,  se  requieren  dos  condicione^,  a  saber:  primera,  que 
tenga  jurisdicción  con  arreglo  al  Derecho  Internacional;  segun- 
da <]ae  tenga  jurisdicción  y  competencia  con  arreglo  ú  la  ley  te- 
rritorial. Faltando  una  ú  otra  de  estas  condicione??,  la  sentencia 
pronunciada  deborá  considerarse  destituida  del  principal  requisi- 
to para  su  eücácia  extraterritorial,  esto  es,  el  de  la  ooinp'^tcntia 
del  Juez.» 

Esforzando  los  arojunientus  su  trata  todavía  de  .soste:ior  '  i  i  i- 
risiliceión  riel  Tribunal  sentenciador,  como  caí^o  de  con:¡>  í.'.muí  « 
por  ((Hiexió;),  que  ocurre  segan  el  artículo  US  dol  Codi'^o  <!3  Pr^ 
ceilimientoB Civil  Italiano,  cuando  la  acción  s^  dirija  contra  per- 
sonas sometidas  á  dii^tintas  atftond'idcsji'díciak'^,  ca«?o  on  el  cual 
podrá  ser  competentes  la  del  domicilio  ó  residencia  de  cual^rnc  i'a 
de  los  demandados,  si  existiera  conexión  por  el  objeto  do  la  de- 
manda ó  por  el  título  ó  hecho  de  que  dependa.  Dedúcese  de 
ahí  que  se  procedió  correctamente  demandando  á  la  c:».s:i  A.  F. 
Ferraro  y  C^  ante  oí  Tribunal  <Ie  Savona,  comjHítent'a  par  s.  •  el 
<lel  domicilio  del  otro  demandado,  Juan  Bautista  An^.-!m  »,  da- 
da la  conexióti  de  intereses  que  media  cutre  ellos  por  :\\v/f  •  i'^ 
título.  Pero  basta  hacor.se  cargo  de  que  la  citada  dis;»  «sic'a'j  »  'i  » 
aSe  refiere,  ni  lia  podido  rcierii-se  sino  á  hui  autoiidadt<  judiriaiO^ 
del  Reino,  más  no  á  las  <lo  otros  Estados,  porque  clK»  i:.ipli«;nría. 
nada  menos  que  un  sallanto  absurdo,  para  comprond'^r  <[•]  1 1 
competencia  por  conexión,  aplicable  á  los  que  por  resalencia  ó 
domicilio  están  sujetos  á  los  Tribunales  Italianos,  uo  alcan/.a  á 
los  que  por  idénticos  títulos  de  residencia  ó  domicilio  lepj  ..Iju 
do  los  Tribunales  de  la  República. 

El  afán  en  la  demostración  de  la  tesis  ha  Uogjdo  al  pun*..)  Ij 
afirmar,  que  los  Tribunales  dol  Reino  no  sólo  no  fueron  íik.)  n- 
petentcs,  sino  que  su  competencia  fué  exclusiva  para  conoj^n*  de 
la  litis,  por  cuanto  los  de  la  República  no  tendrían  jurisdicción 
sobre  ella  sino  coníbrme  al  artículo  43  del  Guligo  Civil,  csU>  es, 
á  mérito  del  expreso  sometimiento  de  las  partes,  tratándose  de  \\n 
contrato  celebrado  en  Italia,  entre  italiyr.os.  Cuando  aí^í  dis- 
curre, ha  puesto  en  olvido  el  demandante  lo  ([ue  el  mismo  ro.v)- 
noció,  ó  sea,  el  domicilio  de  la  ra7.ón  social  A.  F.  Ferraro  y  C* 
ea  el  Perú,  y  afecta  ignorar  que  también  en  el  Perú  so  celebró 
el  pacto  de  subrogación  de  dicha  casa  en.  las  responsabilidales 
(le  la  de  G.  1>.  Anselmo  y  C^;  pacto  y  domicilio  que  son  las  l>a- 
ses  fundamentales  que  determinan  el  fuero  competente,  así  en 
e!  orden  interno  como  on  la  esfera  internacional. 

Incurre  ¡)or  su  parte  en  exageración  parecida  la  casa  A.  F.  Fe- 
rraro y  C*,  cuando  sostiene  que  por  ser  competentes  losTribfina- 
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lea  tlcl  Perú  para  ejercer  su  autoridíid  en  un  caso  datlo,  tienen 
que  ser  incompetentes  ápriori^  p:>r  ese  solo  hecho,  los  Tribuna- 
les extranjeros.  Para  que  ese  principio  fuera  verdadero  sería  me- 
nester que  la  competencia  do  los  Tribunales  se  estableciera  bajo 
un  criterio  único,  ya  fuese  el  del  domicilio  6  residencia,  ó  *»l  del 
lugar  del  contiato  ó  el  de  la  situación  de  los  bienes,-  ii  .»tro  dis- 
tinto; de  tal  suerte  que  prohado  el  hecho  único  d»»  qu-  dt^prudía 
el  fuero,  no  podría  resultí^*  sino  un  Tribunal  cot\  justi»  líiui'.  de 
competencia.  Ello  no  sólo  resolvería  radical  y  sencilla  Uf'Mt-  \^>s 
conflictos  de  jurisdiccix'm  internacional,  sino  que  evnriían  |ue 
se  produjesen 

Pero  cuando  son  vanadas  y  múltiples  las  bases  que  1  rt.*-»-  ni- 
nan  en  ».'ada  legislación  el  fuero  competente,  se  comprende  y  se 
explica  la  (concurrencia  do  los  Tribunales  de  divtasoa  Est.i  las 
con  jurisdicción  ex|>t'd¡ta  paía  conocer  de  un  mis¡mo  asunto,  co- 
mo si  tratándose  de  acciones  personales,  un  italiano,  domicilia- 
do en  lísjiaña,  que  so  encuentra  accidentalmente  en  el  Perú,  hu- 
biera contratado  en  Ilulia  cí»n  peruano.  Estaría  sujoto  á  la  ju- 
risdicción de  Esiana  por  la  ¡ex  domici.Ui,  según  el  artículo .02  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Oivil  de  Es[)aña;  á  la  do  d taha  por  la 
Ifx  loe t-  co turad uü,  según  el  artículo  9 1  del  Código  de  Proce<li- 
mientos  Civil  de  Italia,  y  a  Ih  del  Perú,  por  razón  de  relaciones 
jurídicas  con  peruano,  pudiendo  hacerse  el  emplazamiento  per- 
sonal, según  el  artículo  38  'le!  Código  Civil  del  Perú. 

Que  mucho  que  ocurran  estas  complicaciones  en  la  esfera  del 
Derecho  Internacional,  .sujeta  al  influjo  de  sistemas  legales  di- 
versos, que,  aunque  calcados  sobre  nociones  fundamentales  mas 
ó  menos  análogas,  encierran  siempre  juintos  diferenciales  que 
dificultan  su  aplicación,  cuando  surgen  dentro  de  la  propia  eco- 
nomía de  la  jurisdicción  interna,  en  la  cual—para  no  referirnos 
sino  al  Perú — gozan  igualmente  de  comi)otcncia,  en  concepto 
del  artículo  102  del  Código  de  Enjuiciamientos  (Uvil,  para  co- 
nocer de  una  misma  acción:  el  Juez  í  quien  se  sometió  volunta- 
riamen  el  dennuidado;  c  ¡  del  hijear  donde  tiene  la  maj'pr  parte 
de  sus  bienes;  c!  dd  lugín-  donde  se  ol»l¡gó;  y,  por  último,  el  de 
su  domicilio.  Es  así  como  nacen  los  conflictos  sobro  la  aplica- 
ción extraterritorial  do  tas  ¡«.ves,  a  las  relaciones  de  la  vida  ci- 
vil  entre  ciudadanos  de  íl  i  versos  Estados.  Es  así  también  como 
se  comprend-e  la  nece.>i'iad  <|ue  tanto  viene  preocupando,  así  en 
la  teoría  como  un  la  )>iá<:tic;í.  de  lijar  reglas  generales  para  re- 
solver cuál  de  los  Trilvjnalc'^  de  distintas  nacionalidades  a  quie- 
nes incumbe  la  l'iicultas  ívfjno!<c(iid¡  ci  deadendi  causavu  debe  asu- 
mir  de  preferencia  la  jurisdicción;  necesidad  á  la  cual  responden 
los  etfuerzos  consagraucn  en  distintas  ípocaa  y  Tugares,   para   la 
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codificación  de  los  principios  del  Derecho  Iiiteruacional  Priva- 
do, en  que  se  inspiran  las  importantes  declaraciones-  del  Instüu- 
to  de  Derecho  Iníeruacional  y — para  no  salir  de  los  anales  diplo- 
máticos de  la  América  del  Sur— el  Tratado  que  celebró  en  Lima 
el  Congreso  Americano  de  Jurisconsultos  el  año  de  1878,  y  los 
que  sancionó  el  Congreso  Internacional  de  Montevideo  en    1889. 

Por  lo  demú.s,  tratada  la  cuestión  por  las  partes  en  extensas 
exposiciones,  con  acopio  de  citas  y  precedentes  aplicables  al  ca- 
so, se  cree  relevado  el  Fistuil  do  imprimir  mayor  desarrollo  á  avi. 
dictamen,  no  porque  la  materia  esté  agotada,  que  es  bien  vasta,  * 
«no  parque  el  punto  de  vista  en  que  se  ha  situado  para  apreciar 
el  mérito  de  la  demanda,  le  permite  acertar  con  la  clave  de  la 
resolución,  apelando  únicamente  á  las  fuentes  positivas  del  Tra- 
tado en  que  se  apoya  la  acción  deducida  ante  US.  I.. y  de  la  le- 
gislación civil  del  Pejú  y  de  Italia,  que  se  armonizan  justifican- 
do en  un  caso  la  competencia  de  los  Tribunales  italianos,  y  de- 
sautorizándola en  el  otro. 

Como  la  sentencia  sobre  que  versa  el  juicio  de  deliberación 
abarca  dos  acciones  que  pueden  considerarse  separadamente,  en 
sí  mismas  y  en  sus  efectos,  refiriéndose  á  responsabilidades  soli- 
darias é  independientes,  imputada  la  una  á  los  que  fueron  socios 
de  la  antigua  casa  O.  B.  Anselmo  y  (J'^,  y  la  otra  á  la  casa  A.  F. 
Ferraro  y  C*;  cabe  resolver  la  instancia  pendiente  bajo  criterios 
diversos  en  relación  con  cada  una  de  las  accionen  iutcrpM05l:i<<  y 
el  concepto  que  ante  el  Derecho  Interuticional  dotermiuu  Li  ju- 
risdicción italiana, en  uno  ú  otro  caso,  sin  <iuo  ello  importo  divi- 
dir la  continencia  de  la  causa,  como  nu  se  entiende  divi  li«la  [mu- 
exeluií-se  de  la  ejecución  á  Juan  1>.  Anselmo. 

Kn  esta  inteligencia,  y  resumiéndolo  expuesto,  creo  el  Fiscal 
que  la  sentencia  cuya  ejecución  solicita  D.  F.  Anselmo,  se  lia  pro- 
nunciado por  la  autoridad  judicial  competente,  y  rouno  las  «le- 
mas coniliciones  que  enumera  la  cláusula  18V  del  Tratado  con 
Italia,  en  cuanto  condciux  al  j)ago  del  crédito  que  se  demanda 
&  Agustín  Federico  Ferraro  como  socio  solidariamente  res[)on- 
sable  de  la  extinguida  casa  G.  B.  Anselmo  y  C*;  y  que  la  mis- 
ma sentencia  ha  sido  expedida  por  un  Tribunal  incompetente  en 
cuanto  condena  al  pago  de  dicho  crédito  á  la  sociedad  A.  F.  Fe- 
rraro y  C*;  lo  que  hace  innecesario  entrar  en  el  examen  de  los 
demás  requisitos  de  la  cláusula.  Por  eso  concluyo  opinando, 
porque  US.  I.  se  sirva  declarar  ejecutoriada  la  sentencia  bsjo  el 
primer  respecto,  para  los  efectos  de  la  estipulación  citada,  y  de- 
negarle el  exequátur  relativamente  al  segundo  punto;  naaudan- 
do  el  reintegro  del  papel. 

Lima,  Julio  7  de  1807. 

Ciivero, 
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FALLO. 

Linia^  9  de  Aposto  de  1897. 

Autos  y  vistos:  de  conforraidacl,  en  parte,  con  lo   dictaminado 
por  el  señor  Fiscal;  y  atendiendo:  ti  que  los  hermanos  Domingo, 
Ernesto  y  Silvio  Anselmo,  hijos  del    finado   Constantino  Ansel- 
mo, se  presentaron  ante  el  Tribunal  Civil  de  Savona,  en  el    Rei- 
no de  Italia,  demandando  á  la  casa  comercial  de    A.    Ferraro   y 
C^  residente  en  Lima  (Perú),  á  Aíjustín  Foflorico  Ferrare  por  fí. 
y  también  como  á  representante  do  esta  dicha   ca^^a,    y    á    Jiuní 
Uautistíi  Anselmo,  antiguo  socio  de  la  extinguida  casa  de   J.    Vi. 
Anselmo  y  C*  establecida  en  Lima  (Perú),  para  el  pago  de  can- 
tidad dg  liras  italianas,  por  un  .?áMo  quo  se  dice   proveniente  de 
una  cuenta  corriente  abiertí  á  favor  de  la  dicha  anticua  c^a.^a  de 
J.  B.  Anselmo  y  C*},  de  Lima,  p:>r  el  ya  difunto  Constantino  An- 
selmo, do  quien  los  demandantes  son  herederos;  á  que   con    mo- 
tivo de  esta  demanda  fueron  citados  ante  el    referido   Tribuna!, 
Agustín  F.  Ferraro,  on  Genova,  en  10  do  ]\Iar/o   do    1892,  *y   -J. 
B.  Anselmo,  en  Savona,  on  15  del  mismo  mes  y  ano;  á   que    los 
demandados  interpusieron,  como  artículo    previo,  la  excepción 
do  incompetencia  de  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia  pnra  en- 
tender en  dicho  juicio,  ale;>ando  que  Agu>tín  F.   Ferraro  no   po- 
día ser  citado  ante  dichos  Tribunales,  ni  como   representante  de 
la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C".\  de  Lima    (rerú),    ni    por  su   propia 
persona,  como  sucesor  en  el  activo  y  pasivo  de  la  disuelta  casa  de 
J.  B.  Anselmo  y  C"  de  Lima  (Perú),  ni  como  antiguo  socio  de  c«ta, 
por  cuanto  la  actual  casa  de  A.  F.  Ferraro  y  Cí  así  como  la  extin- 
guida de  J.  B.  Anselmo  y  C^,  gozan  del  fuero  de  domicilio,  para 
ser  demandadas  en  Lima  (Perú),  donde  ambas  han  tenido,  y  tie- 
nen actualmente  la  primera  fijada  su  único  establecimiento  y  resi- 
dencia, y  en  donde  es  vecino  y  se  haya  domiciliado  el  susodicho 
Ferraro,  por  lo  que  solo  los  Tribunales  de  la  República  del   Perú 
son  competentes  para  citarlo  en  este  juicio;  á  que  el  referido  Tri- 
bunal Civil  de  Savona,  fundándose  en  lo  dispuesto  en  los  artículos 
91  y  98  del  Código  de  Procedimientos  Civil  del  Reino   de  Italia, 
expidió  su  sentencia  de  24  y  26  de  Octubre  de  1892,   rechazando 
la  excepción  de  incompetencia,  y  asumiendo  el  conocimiento  de 
la  causa,  la  que  fue  confirmada  por  la  Corte  de  Apelación  de  Gé- 
líova  por  sentencia  de  22  y  27  de  Julio  de  1893;  a  que  en  tal  vir- 
tud, seguido  el  juicio  ante  el  memorado  Tribunal  de  Savona,  éste 
pronunció  sentencia  en  22  y  24  de  Abril  de  1896,  condenando  á 
Agustín  Federico  Ferraro  por  la  disuelta  casa  de  J.    B.   Ansel- 
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rao  y  (?  de  Lima,  y  ademas  á  la  casa  de   A.  F.   Ferraro  y   C*^  de 
Lwiia,  u  pagar  á  Doining<>  Atist-lmo  y  á  Angol  Pc^sano,  en  calidad 
de  Síndico  de  la  quiebra  de  Ernesto  Anselmo,  y  á  J.  B.  Costa,  en 
í-aliJad    de    rroenrador  General  do  los  herederos  del  difunto  Sil- 
vio Anselmo;    á    cada     uno  de  ellos  separadamente   la  cantidad 
de   veinticuatro  mil  setecientos  cincuenta  v    ocho  liras  v  voin- 
te  céntimos,  (L  24,758. 20)  con   sus  intercsos  comerciateí  de-de 
el  primero  de  Enero  de  1805  hasta  la    fecha  del  pago,    así  como 
larabién  al  pago  de  los  gastos  del  juicio,  cuya  sentencia  fué  con- 
firmada por  la  de  la  Cortt^  í^c  Apehicióii  de  (íenova   do  17  y  25 
de  Agosto  tle  lS\Hj;  á  que  Domingo  Anselmo   acom])ariundo   tes- 
timonio en  debida  fornux  de  estas  sentencias,    cou  su   corn  sj^on- 
diente  traducción,  se  ha  prcí-entado  en  8  do  Marzo   del   jjiesente 
año,  ante  esta  Iltma.  Corte  Superior,  solicitando  que,  en  virtud  de 
lo  estipulado  en  el  artículo  18  del  Tratado  de    Amistad,    ('(yuier- 
cio  y  Navegación  de  23  de  Diciembre  de  1874,  vigente  entio   el 
Perú  é  Italia,  se  declaren   ejecutoriadas,    para   darles  su  de])ido 
cumplimiento,  mediante  el  respectivo  juicio  de  deliln ración,  co- 
mo está  pactaílo;  á  que  en  mérito  de  obia   solicitud    se   corrió   el 
traslado  correspondiente,  y  la  parte  de   A.    F.    Ferraro   y    C^   y 
Agustín  F.  Ferraro  declinaron  de  jurisdicción,  objetándola  com- 
petencia de  este  Superior  Tribunal;  á  que  oidos  los   señores    Fia- 
cales,  y,  teniendo  en  consideración:  qtie  conforme  á  la   letra    ex- 
presa del  mencionado Trntado,  vigente  entre  el  Perú  e  Jtalia,   es 
á  esta  Iltma.  Corte  á  quien  corrf»s{X)nde  conocer  de   este   asunto; 
pues   la  jurisdicción  que  le  compete   emana  exclusivamente  de 
la  estipulación  contenida  en  dicho  Tratado,  lo  ha  declarado   así 
en  auto  de  21  de  Abril  de  este  mismo  año,  corriente  á  fojas  %;y, 
que,  oídíis  las  partes  en  el  juicio  de  deliberación,  ha   llegado   la 
o{>ortunidad  de  resolver  lo  pertinente  respecto  de  la  solicitud  que 
la  motiva. 


Considerando: 

Primero:  que  el  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad,  Comer- 
cio y  Navegación  de  23  de  Diciembre  de  1874,  vigente  entre  el 
Perii  é  Italia,  contiene  la  estipulación  de  que:  para  cum{)lirse  las 
sentencias  emanadas  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  con- 
tratantes en  el  territorio  de  la  otra,  deberán  ser  previamente  de- 
clarada ejecutoriadas  por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdic- 
ción 6  territorio  deba  tener  lugar  la  ejecución,  mediante  un  jui- 
cio de  deliberación,  en  el  que,  oídas  las  imiies  en  la  forma  bu- 
maria,  se  examine: 
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1?  si  la  sentencia  ha  sido  proimueiadu  pir  la  autoridad  juli- 
cial  competente; 

2°  si  ha  sido  proniineiu'la,  citadas  i-'^ga  I  anuente  las    artos;* 

3**  si  las  partes  han  sido  legalineiito  reprvrsentadas  ó  legalaien- 
te  contumaces;  y 

4?  si  la  sentencia  contiene  üiá;osicioneá  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  «derecho  público  dtd  Estado» 

Habiéndose  limitado  las  partes  .contratantos  á  fijar  estas  deti-r- 
minacionea  sin  señalar  las  base^  que  deban  de  sc^rvir  de  funJa- 
mentó  para  el  examen,  uiar.eria  del  inicio  de  delib^raüi«')n;  y,  \\^ 
encontrándose  tampoco  en  nuestra  legislcición  positiva  disposicio- 
nes especiales  dictadas  al  efo^'to,  para  ser  aplicailas  en  estos  cu- 
sos,  cumple  á  este  Superior  Tribunal  teíier  en  cuenta  todo  aque- 
llo que  nuestros  Ci^digos  contengan  aplicable  al  respecto,  y  pro- 
ceder conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  9"  del  título  prelimi- 
nar del  Código  Civil. 

Segundo:  que  el  primer  punto  de  los  (pie  deljen  ser  examina- 
dos es  el  de  si'la  sentencia  ha  sido  pronunjin  Ui  p)/  !a  autoridul 
judicial  competente,  por  ser  el  principal  y  de  mayor  trascenden- 
cia en  la  resolución  de  este  juicio,  tanto  por  su  propia  naturale- 
za, cnanto  porque  en  el  presente  caso  la  competencia  de  los  Tri- 
bunales del  Reino  de.  Italia  ha  sido  materia  de  controversia  an- 
te ellos  mismos  y  hoy  lo  es  en  este  juicio  de  deliberación. 

lercero:  que  habiendo  los  demandados  alci^^alo  la  inc)inp<Hen" 
cia  de  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia,  y  acjgídosj  al  ain[>aro 
do  las  leyes  de  la  República  del  Perú,  sostonicnilo  que,  Cs)nlbrine 
á  la  legislación  peruana,  ellos  no  han  po  lido   ser   ju/.^iilos   p  >r 
otros  Tribunales,  sino  por  los  dj  esta  IljpAbüca,  se   trata  do   un 
punto  que  se  relaciona  con  la  soberanía  del  listado,  si»^n  Lo   apli- 
cable la  autorizada  opinión  del  juriscoasuho  Pascual  Flore,,  con- 
signada en  su  obra  Droit  Litcru'Ui'jaal    Pric'},    e  lición    do    ISTó, 
lib.,  ÍI  cap.  IV,  en  donde  dice:  .(Sjudí  do  opinión  q:io  el  magis- 
trado al  cual  se  pide  declare  ejceutorio  un  fallo  extranjero    dr^ho 
examinar  atentamente,  no  s'»lo  el  interés  do  la  pirte  sino  el    i.i- 
terés  público;  debd  no  sólo  comprobar  la  antfj-nticidail  y  íi  lelid.id 
de  su  traducción,  sino,  sobre  todo,  si  contiene algiVn  principio  con- 
trario á  las  buenas  costumbres,  al  orden    público  y  á    la  sob^M-a- 
nía  del  Estado.»» 

Caarto:  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  116  y  118  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Civil  del  Perú:  «Toda  persona  tioiio 
derecho  para  no  ser  demandada  sino  ante  el  Juez  de  su  fuero;  y 
el  Juez  ordinario  del  lugar  donde  reside  el  demandado  es  el  com- 
petente para  las  causas  que  contra  él  se  promuevan;»  disfrutan- 
do los  extranjeros  en  el  Perú  la  protección  y  amparo   de  sus    Ij- 
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vifl.  (íonfornif»  á  lo  d¡spu«''^h)  vu  fl  artíenlo  'M  del  Código  Civil 
«jiiffpivsorilí'j  f|U<-:  «L')=;  oxtrírijoio?  ;j:oz:ni  í'U  i-l  IVrú  de  todos 
lt»<  «liTochos  concern iíijt.s  {\  ¡a  s'^nridíid  do  sn  pc:>ona  y  de  sus 
^i'-nos  \' á  la  libre  admi!i¡-trííci.'>fi  do  ('sto*;^  ]i;ilÍ:i!idose  al  misir.o 
t'.onipo  sujetos  {\  \n  dispuestv)  en  el  artículo  8Y  do  diciio  Cóii<yt) 
<|io  osíat'iy^^  q-jo  «irtiil)  l->s  {>'r.i:vi)^  e  )'n  ■>  lo?  extranjen)^  donii- 
C'liahíí  en  el  Perú,  doul-^  ([  liora  (jur»  so  Inlleii,  pii  ^deu  s^t  cita- 
'lo<  aute  l^s  Ti'ilíunnl^H  ;!•;  !:i  IÍ'.'ih'iMícm  para  el  íMuiplimiento  do 
lo>  coatratoí  qu,^  hal>Í!M.Mi  olebra  1  k  aüo  en  p  lí-?  extranjero,  so- 
J':e  materia  fpio  hn  K^yes  d  d  Perú  peruiitiu  eoutratar.»     ' 

Q'L'hto:  ([\w  el  artígalo  ío  del  m.?n.?ionado  Código  Civil  ex- 
]'ivt-a  que  «se  coiL^^tiiuyc  el  (k)in¡oil¡o  por  la  liahitación  en  un  lu- 
uu'  con  animo  de  permanecer  en  61,»  y  Ma-s6,  en  su  6\)ni  Le 
í>roH  ComDierticif  libro  III,  título  II.  capítulo  lí,  dice:  'Confof- 
nie  á  los  términos  d^^l  artículo  102  del  ('ódigo  Civil  francés,  el 
<iomicilio  real  de  todo  francés  es  el  lugar  donde  tiene  su  princi- 
pal establecimiento.»  Lo  que  el  Código  dice  de  todo  fra?u*»?s,  en 
general  es  a[>l¡cable  al  comerciante  en  particular.  So  sigue* de  es-^ 
tu  disposición  que  la  residencia  es  necesaria  para  establecer  el  do- 
micilio, puesto  que  no  se  concebiría  un  eí^tableci miento  })rinci- 
l'al  sin  una  residencia,  por  lo  m-'nos  momentánea:  pero  no  sien- 
do esta  necesaria  {>nra  conservarla,  en  el  rentido  que  se  puede  no 
n»sidir  siempre  en  e!  lut^ar  en  que  se  encuentra  el  principal  esta- 
blí^cimiento  <pie  determnm  el  domicilio.  Las  í^ociedades  que  es- 
tán constituidas  por  [>ersonas  morales  distintas  de.  las  de  los  aso- 
ciados, tienen  un  domicilio  diferente  que  puede  ser  extraño  del 
que  tienen  los  asociados.  Esle  domicilio,  lo  mismo  que  el  de 
cualquier  indivitluo,  es  el  del  lugar  en  (|ue  la  sociedad  tiene  su 
principal  establecimiento. 

Stxto:  que  el  caráet'*r  nacional  de  la>  sodedíules  mercantile.^, 
no  depende  de  la  nacional i<lad  d-'^  Ins  socio-:,  sino  de  las  condi- 
ciones de  su  fv)rmación  y  exi^ten^ia,  como  lo  declaró  el  (/ongreso 
Internacional  de  las  Sociedades  [>or  acciones,  reunidí^  en  París, 
en  1889,  cuya-;  dcterfninaciones  lian  sido  atloptadas  C0!ri0  reglas 
de  Derecho  Internacional,  y  su  rosutuin  puede  verse  en  Cnlvo, 
hroii  liiUrnaff oriol  ihñrr'Kjne  it  prarl^que,  y  es  el  siguiente:  «Toaa 
sociedad  tiene  una  nacionalidad  que  es  . i **t"r minada  por  la  ley 
del  lugar  donde  dii-lia  socicilad  lia  sido  courítituida  ó  habrá  fija- 
do su  asiento,  h^te  asionlo  no  puede  e-itar  sino  en  el  país  donde 
la  sociedad  ha  sido  constituida.  Las  cuestiones  relativas  á  la 
constitución  de  una  sociedad,  á  su  funcionamiento,  á  la  respon- 
sabilidad desús  agentes,  deben  ser  resueltas  según  la  ley  nacio- 
nal de  wta  sociedad.»  Decisión  que  se  halla  corrol>ora<]a  por  la 
regla  5*  de  ks  adoptadas  por  el  Instñuto  de  Derecho  Interuacio- 
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iMÜ  en  sil  scíiión  de  II  iiabur^o^oii  ISOl,  para  rei?olvei'  los  confli-: 
tos  (le  leyes  concernientea  ú  las   sociedades    por  aeoioiías,   regb 
que  difc  textual  mente:  «Debe  coii.siderarso  como  país  origiuarij 
4e  una  souetla<l  \m)v  acoioneí»,  el  país  en  el  que  ha  <i.lo  establc'-i- 
íh>,  sin  fraude,  el  asiento  social  l*ígal«;  siendo  asta  doctrina  eiiK- 
fiarla  [vjr  notables  trata«ii«^ti\s  eomo  Wtiss  en  su  obra  Dro'l  L\^f:- 
national  Pricf,  \k\';^.  1  i3,  en  doinde  dice:  «Kn  todos  l'>s   [países  eu- 
eontramíH  la  |>er.sonali  lad  civil  conferila  por  el   poder  público.'; 
ciertas  unidad«.':s  política.-»,  a<lmini^trativas  ó  religiosas,  á  cierto> 
estableciniient'ís  (•¡♦'iW.ííioá  ó  de  caridad.   Aciertan  isockda'fes  ro- 
mejr cíales.   V  en  to  las  j)artcí=  vomos  e."?las  difeixnte>   per:?onas  t<> 
-mar  la  n:i<;i<)nalila'l  do  la  del  legisladoi  donle  ellas  han    recibi- 
do la  exÍ5ten«*i:\:)  y  Fior'\  en  su  obra  ya  citada,  con  más  prpci^^ióii 
expresa  quu:  'Si  el  act  )  de  fundación  qae atribuya*  la  parsonaüda-l 
jurídica  á  la  institución,  eniaiia  do  la  soberanía  nacíonaf,  deb'*  di- 
cha institución  coiHÍucrar.-e  como  nacional,    aunque    los   miem 
brosseiin  lo  1  >s  exlranjoros;  p.)ro  si  cl   acto  tle    fundación  í^rnaní 
<le  una  so])eranía  extranjera,  y  la  institución   ei  adfníli  la  á  ^]^i 
cer  sus  ib  rechns  en  el  país,  la  institución  conserva  su  carácter  tb* 
extranjera,  ann<[Uc  por  la  sucesiva  abrogación  de  sus    miembro-- 
llegue  un  tiemjío  en  (pie  todos  sean  nacionales.* 

Séptimc:  que  el  artículo  10  del  Código  Civil  italiano  determi- 
na que  ^«d  domicilio  civil  de  una  persona  sera  el  del  lugar  on  que 
aquella  tenga  el  centro  priiicipal  de  sus  negocios  é  intereses.» 

Odato:  que  la  socieiLid  mercantil,  de  J.  B.  An^^elmo  y  <  )?8e  fun- 
dió e:i  Linia,  por  escritura  pública  celebrada  en  12  de  Ago.=ítí>  de 
1881.  ante  el  Notario  PúblLio  l''ranci.sco  Palacios,  y  se  consiguó 
en  dicha  estritura  la  cláusula  7*  que  dice  textualmente:  «la  ra 
zón:  social  bajo  la  cual  girará  la  compañía  es  la  de  J.  B.  Ansel- 
mo V  V>^'  V  t»Midrá  su  domicilio  en  Lima»  en  donde  en  efecto  tie- 
n»*  su  único  es-tableí^imieuto  y  centro  do  negocios.  otórgánd<»áe  en 
Lima  misn\o  la  escritura  ile  rescisión  de  dicha  compívñía,  en  1  :í  d»/. 
Pelaren)  de  I8U4,  ante  el  Notario  Público  y  de  Comercio  do.^tor 
Tarlos  Sotomavor,  habiéndose  rcijistratlo  ambas  escrituras  on  el 
Rerjfistro  Públio  y  de  Comercio  de  la  Re[>ública,  sujetándose  ú 
las  ley(?a  de  el 'a  eu  su  carácter  de  .sociedatl  nacional. 

y^veiio:  íjue  la  sociedad  mercantil  de  A.  F.  Ferraro  y  C^  se 
feíndó  a«í  mismo  en  Lima,  poi'  escritura  pública  celebrad»  eu  21 
de  Julio  de  IS02,  ante  el  Notiuúo  Públict)  Juan  Fgnacio  Boriiiii- 
¡5W)',  la  que  fde  regi«itró  igu-i\lmentc  en  el  Registro  Fúblico  y  Cío- 
ivecal  de  Comercio  de  la  República  del  Perú,  sometida  del  mis- 
mo modo  á  Ui-»  leye.s  de  esta,  en  su  idéntico  carácter  do  sociedad 
HftiMonaL  • 

Dtcívw:  íiue  Agustín  F.  í'erraro  es  antiguo  vecino  y   dotiiiol. 
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liíldo  e»  Lima,  A>nd0  roside  y  ticAo  el  centra  y  asiento  do  su>- 
negocio?,  lo  qne,  á  mayor  abundamienta,  se  haya  roconocido  por 
lo5 Tribunales  del  Remo  do  Italia  en  sus  sentencias,  quo  acep- 
tan qive,  tanto  el  susodicho  Agustín  F.  Ferraro,  como  la«  y  .- 
ciedades  mercantiles  do  J.  B.  Anselmo  y  C^  y  la  actual  de  A. 
F.  Ferraro  y  C-,  tienen  Lima  por  domicilio. 

Uñdí'ámo:  que  consta  en  las  mismas  sentencias  del  Tribuna, 
(.•ivil  d«  Savona  y  confirmatoria  de  la  Corto  de  Apelación  di* 
CJénova,  que  no  liay  pacto  expreso  respecto  do  las  condiciones 
relativas  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  en  li 
negociación  de  la  cuanta  corriente  abierta  por  Constantino  A:i- 
selnio,  á  favor  de  J.  13  Anselmo  y  C*  de  Lima,  y,  que  amL(>h 
Tribunales,  para  considerarse  competentes,  han  tenido  que  recu- 
rrir ú  inducciones  más  ó  menos  contestables  para  deducir  que  las 
obligaciones  de  la  casa  J.  B.  Anselmo  y  C'>  do  Linuí,  debieron 
de  cumplirse  en  el  Reino  de  Italia. 

Duodcciviu:  que  tratándose  de  competencia  de  los  Tribunaleí^. 
el  domicilio  es  la  regla  general  y  las  excepciones  son  las  ([ue  se 
apartan  de  ella;  por  lo  que  deben  ser  claras  y  expresas,  pues 
cuando  la  excepción  carece  de  estas  .condiciones  predomina  di- 
cha regla  general;  y,  en  el  presente  caso,  no  aparece  nada  pacta- 
Jo  ni  convenido  respecto  del  lugar  en  que  debe  efe  ctuarse  el  ]m- 
go  de  los  saldos  de  dicha  cuenta  corriente. 

Décimo  tercero:  (|ue,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artícuh» 
'2,22U  del  Código  Civil  del  Perú,  concordante  con  el  1,249  del  Có- 
digo (.'ivil  del  Reino  do  Italia,  el  i)ago  debe  hacerse  en  el  dcimi- 
cilio  del  deudor,  salvo  pacto  en  contrario,  y  constando  en  la  seu- 
leníMa:  que  siempre  fué  activa  para  Constantino  Anselmo  la 
cuenta  corriente  que  abrió  á  favor  de  J.  B.  Anselmo  y  O  de  Li- 
ma, y  no  constando,  como  se  ha  dicho,  las  estipulaciones  conveni- 
das para  el  pago,  deba  éste  exigirse  en  el  d^)micilio  del  deudor, 
confor'me  a  las  citadas  disposiciones. 

Décimo  cuarto:  que  siendo  los  Tribunales  de  la  República  del 
IVru  la  autoridad  competente,  conforme  á  sus  leyes,  para  cono- 
cer en  el  juicio  fallado  por  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia, 
cuyas  sentencias  pide  so  declare  con  fuerza  de  ejecutoria,  al  ha- 
cerlo áe  menoscabaría  la  jurisdicción  nacional,  coil  mengua  de 
la  soberanía  del  Estado. 

Drcimo  quinto:  ([ue  aún  en  caso  de  duda  respecto  do  la  legili- 
midud  entre  ambas  competencias,  debe  prevalecer  para  los 
Tribunales  do  la  República  del  Terú,  la  tiue  se  reiiere  á  la  juris- 
dicción nacional,  por  :íqv  esta  una  de  las  principales  manifesta- 
ciones de  la  soberanía  y  por  redundar  en  protección  de  los  ex- 
tranjeros que  residfrn  en  el  territorio,  viviendo  al  amparo  <lí 
nn«\'*tras  leveí^;  v 
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Décimo  Hezlo:'  que  no  aceptándose  la  competencia  de  los  Tribu- 
nales del  Reino  de  Italia  para  pronunciar  las  sentencias  \:a\\i 
ejecutoria  se  solicita,  es  inoficioso  ocuparse  de  los  oti-os  tres  \)\\Vr 
tí;.s  indicados  en  el  Tratado,  por  carecer  estas  del  requisito  [ul- 
mero  y  principal. 

Par  tales  funda ¡nento)^:  declararon  que,  conforme  el  Traiadc 
vigente,  no  se  halla  expedito  el  cxeqU'Qíar  para  la  ejecución  da  lu 
sentencia  del  Tribunal  Civil  de  Savona,  de  22  y  24  de  Abiil  d» 
189G,  pronunciada  en  el  juicio  de  los  hermanos  Domingo,  Er- 
nesto y  Silvio  Anselmo  contra  A.  F.  Ferraro  por  sí  y  en  rcpre- 
st-ntación  de  A.  F.  Ferraro  y  C*  de  Lima,  confirmada  [)or  la 
Cuite  de  Apelación  de  Genova  en  17  y  25  de  Agosto  del  nli^• 
nu)  ano,  reintegrándose  el  pa[)el. 


fíorgoño.—  l^arela, —  Arias. 


Plácido  Jiménez, 

Secretario. 


P'-'il  Lfgacióu  de  Tfnlin. 


L''(i,  Agohfo  21  de  1897 


Señor  Ministro: 


nn 


En  el  juicio  de  deliberación  por  la  "jioiüoriedad  de  una  ^^e 
teiicia  italiana,  á  que  so  Mivve  mi  nota  de  12  de  Mayo  próximo 
jmsado,  N?  10,  la  Corte  Superior  de  i-<U[  capital,  después  de  cin- 
co meses  desde  el  comienzo  del  juicio,  v  i  pesar  de  que  éste  de- 
bía ser  sumario,  dictó  el  9  de  los  con-'  i.to.^  su  fallo,  rehusnnd.) 
el  tyiequátuT. 

Contra  esta  sentencia,  ([uo  ha  sido  pul?licada  en  varios  perió- 
dicos de  esta  capital,  el  dcmandaníf'  don  í>onrnigc)  Anselmo,  {>oi 
sí  y  por  sus  cointeresad(»s,  so  pre^r iii/.  d  la  Iltnia.  Corte  ¿uin- 
rinr,  pidiendo  se  le  admitiese  el  reciir.sf»  de  nulidad  ante  h 
Fxcma.  Corte  Suprema;  |)ero  esto  no  ío  ív\í^  concedido  por  ia 
lltma.  Corte,  en  la  opinioi;  de  que,  so^.u)  el  mismo  tratado.  ;' 
cuya  virtud  había  sido  presentada  la  de^uanda  del  cxequátitr  i 
instituido  el  respectivo  juicio  de  deliberación,  su  fallo  tenía 
que  ser  definitivo,  y  el  aludido  recurso  jurídico  debía   desechar- 
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-^•S  por  no  estar  n)en<:ion:n1o  en  dicho  |)¿icto  iiiterxiacioiíal.  Y  cj- 
Hio  (sta  inter[>r?*tiU*ióii  .sñría  contraria,  según  el  señor  Anselmo  y 
^'•=ei^^sa  pareO'ítatnVnéiiáVsia  [vi'í^.icióa)  ala  misma  lei^i^laei-Mi  <U'I 

eru;  como  está,  efectivamente,  en  pugna  con  la  constante  iniei- 
pretación  que  por  la  jurisprudencia  italiana  se  ha  dado  al  a  tí  u- 
li)  \yi\  del  C'ódigo  de  ProocdimientoB  en  materia  Civil  «lol  ir-iiio 
<!e  q-i^t  i-s  lie]  Vt7pri.duc(*ióii  (d  artículo  iS  del  Tratado),  pur 
ii.iierse  siempre  adm¡ti<lo  en  Italia  el  recuráo  á  la  C)rte  de  <J:i- 
«acióii,  en  los  fallos  recaídos  en  los  juicios  de  deliberación,  <  1  s^.- 
T"'/  Aiisfdmo,  croyóndr.se  con  derecho  para  interponer  uua  <¡^\f}'i 
>'''  hrcho,  |)idiu  copia  de  .su  recurs»,)  y  de  la  denegatoria  de  la  (j  r- 
ij  í."^'jperi(.>r,  lo  que  h?  fué  t.inil>iín  rehusado. 

Dirigió*",  ])Ue>\,  dicho  ^^oñor  á  e.sla  Legacijn,  á  mérito  de  la 
(]>  h;'<;atnria  dt-í  juiíticia,  '\\u\  se^ún  él,  iratrañau  las  aludidas 
'í'nvjíicncia?  ^le  la  Iltma.  Corte  Superior,  sulicitando  la  comuui- 
'■•ició.i  á  Y.  E.  ílo  si^  p;-otoHtas  y  consiguientes  reservas  para  los 
•  i^'-ctos  <]e  deroí'ho;  al  pa^o  que  ha  presentado  á  la  Ecxma.  Corle 
•r.ijM'om.i  una  quorcüa  formal  ó  (jtujn  dr  h':r.ho,  en  la  esperanza 
«1'  ^i'ip  el  Tribunal  Supremo  se  digne  anular  la.s  resoluciones  de 
que  ?t*  queja. 

Tanto  el  inti-rt^s  particular  del  señor  An^elmo  y  de  sus  repre- 
-o'.it.nlo^,  cuanto  por  la  trascendencia  (jue  puede  tener  la  últl- 
iiia  palabra  de  la  magistratura  peruana,  en  este  primer  cairO  do 
!a  npliciición  en  el  rerti  del  citado  artículo  18  del  Tratado  ilj 
'871,  ere)  cí»nvcniont''  llevar  lo  ([uo  i»ro('edc  {\  conocimiento  de 
\'.  K,  y  me  p»'rmitoadjuntar  á  la  ]ne.scnte: 

!'•'  la  sentencia  (\<t  la  Corte  Superior,  negando  el  exequátur  á  la 
¿iludida  sentencia  italiana,  por  supuesta  falta  de  competencia  de 
!'"»  Tribunales  italianos  en  el  asunto. 

'1'-  copia  .sucesiva  de  lo?  escritos  do  Anselmo  y  de  los  respecti- 
v<53  decretos  dt^ncga torios. 

3?  copia  de  la  (jt^jafie  Jtecho  que  ha  sido  presentada  esta  ma- 
n ma  á  líí  ("íM-te  Suju^oma. 

Rogan<lo  á  V.  lí.  se  digne  avisarme  recibo  de  la  presente, 
aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  la?  se- 
i,niridados  de  mi  alta  consideración. 

CobUIU. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Earique  de  la  Riva-A  »ü©ro,  Minis* 
tro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  d^  Belaciones  Exteriores. 

N9^22.  Lima,  2G  do  Agosta  de  1897. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  hoaor  de  recibir  la  estimable  comuaicacióa  dtí 
VS.  H.,  lechada  el  21  del  corriente,  por  la  que  se  sirve  partici- 
paruic,  adjuntándome  copia  de  las  piezas  pertinentes,  las  últi- 
mas rasoluciones  que  ha  expedido  la  Iltma.  Corte  Superior  de 
este  Distrito  Judicial  en  el  juicio  que  sigue  el  señor  Ansel- 
mo, para  la  ejecución  de  una  sentencia  expedida  en  Italia.  Me 
manifiesta  VS.  H.  que  así  lo  hace  á  petición  del  interesado  v 
por  la  trascendencia  que  puede  tener  la  última  palabra  de  h 
magistratura  peruana  en  este  primer  caso  do  la  la  ejecución,  eu- 
tre  nosotros,  dele  estipulado  en  el  artículo  18  del  pacto  de  1874, 
vigente  con  Italia. 

En  respuesta,  cúmpleme  decir  á  VS.^I.  que,  tratándose  de  un 
litigio  entre  partes,  pendiente  de  la  discusión  de  nuestros  Tribu- 
nÉ^les,  en  cuya  justificación  y  luces  confía  el  Gobierno  peruano, 
para  no  temer  una  violación  de  ese  pacto,  ({ue  es  ley  de  la  Re 
pública,  no  le  es  posible  á  esta  Concillería  liae^r  otra  cosa,  por  el 
momento,  que  avisar  á  VS.  H.  i*ecibo  de  su  citada  comunic^i- 
ción  y  copias  anexas,  como  VS.  H.  mismo  se  ba  servido  insi- 
nuarlo. 

Renuevo  á  VS.  H.  las  seguridades  de  mi  distinguida  conside- 
raoión. 

E.  de  la  Riva  AgüéSfo. 

Al  Honorable  señor  Comendador  Pietro  Oastelli,  Ministro   Resi- 
dente de  Italia. 


INFORME    DE   LA    CORTE   SUJfERIOR 

Excmo.  Señor: 

La  deferencia  y  el  respeto  que  á  esa  Excma.  Corte  Suprema, 
debe  este  Superior  Tribunal,  le  determinan  á  hacer  este  informe, 
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jne  no  se  cree  obligado  a  absolver  en  conformidad  con  las  dis- 
posiciones legales;  pues  tratándose  do  un  asunto  que  es  do  su 
única  y  exclusiva  compotencia,  no  cabe  la  sustanciación  de  c  jta 
«jueja  de  hecho,  cuando  no  !ia  lugar  á  recurso  alguno  ordinario, 
ni  extraordinario. 

Tomo  V.  E.  sabe,  hasta  hace  muy  pocos  años,  en  materia  do 
•'un[)limientode  ejecutorias,  pronunciadas  en  país  extranjera),  (tíí 
{^•Oíícralniente  aceptóla  y  a'"!  >ptada  por  todas  las  naciones  cultas, 
\i'  ílootriiia  fhuK'! -a  '^e  IXjiv^clio  Internacional  l^rivado,  con-iq;. 
nada  en  la  [»rimcra  parte  del  artículo  121  de  la  Ordenanza  do 
15  de  Kupro  de  líí'^O  qno  textualmente  dice:  ''Las  ejecutorias, 
•íiitratos  y  oblieo ciónos  nVocoi lentes  do  los  i'einos  y  soberanías 
extranjeras,  cualquiera  ny^^  jí,or  su  objeto  no  causanln  hipoteca 
Inejecución  en  l'^rancia.''  Ha  sido  en  estos  iil  ti  ir.  os  tiempos  que 
bü  ha  introducido  en  silgunas  de  las  Legislíiciones  modernas, 
•iertos  principios  do  liberalidad  requeridos  por  la  frecuente  ó  ín- 
tima comunicación  de  los  diversos  pueblos;  y,  muy  especial meti- 
*e exigidos,  pura  la  mayor  íacilidady  desarrollo  desús  relaciones 
'.omerciales. 

Esto8  principios  quo  tienen  la  tendencia  de  conceder  autori- 
lad  extratt-rritorial  á  ciertas  leyes,  no  se  han  adoptado  ni  se 
adoptan  sino  con  la  debida  prudencia;  y,  al  aplicarlos,  se  observa 

♦  u  la  práctica  la  mayor  mesura  y  discreción  en  guarda  de  la  au- 
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clios  inherentes  á  la  .subci'anía. 

En  nuestra  Legislacdú)!  nacional  domina  la  antigua  dtK'trlna 
'U  toda  su  fuerza  y  vigor,  do  manera  (pac  en  nuestras  leves,  no 
'lay  una  s-jla  dispíxjiciun  ;iuo  siquiera  tralo  del  ouniplimif.Mifo  en 
nuestro  territorio  c!o.  las  sentencias  pronuneiiidas  en  pais  extrtin- 
jero.  Lo  único  (f.ie  o::i>'lo  á  este  respecto  es  la  estipulación  C(.)nt(3- 
nida  en  el  Tratado  do  Amistad,  Comercio  y  Navegación  de  2'^ 
le  Diciembre  do  1874,  vigente  entro  el  Perú  ó  Italia,  que  literal- 
::iente  dice:  ^^Vrtículo  IS.  has  sentencias  v  ordenanzas  en  mate- 
"rial  civil  y  comercial  em:madas  de  los  Tribunales  do  una  de 
•lus  partes  contrat  \nte-i  y  d"bidamento  legalizadas,  tendrán  á 
"solicitud  de  los  Tribunn'ie:}  mismos  en  los 'Estados  de   la   otra 

*  parte,  la  misma  fucr/.:i  que  las  emanadas  do  los  Tribunales  io- 
'•eales  y  serán  recí[)rocamenle  cumplidas  y  ])roduc¡riMi   los  mis- 

•inos  efectos  hipotecarios  sobro  aquellos  bienes  sujetos  á  ésta, 
'••^^•gún  las  leyes  del  país;  y  serán   observadas  las  disposiciones 
"de  las  mismas  leyes,    respecto  a  la  inscripción  y  á  las  otras  for- 
'jnalidades." 

•'Atra  qxie  piiedün  cumpUr^e  cdas  sHiütnóas  ¡/  ordenanzas  debe- 
"i'áíi  ser  préviahiente  dcclarQ<hs  y  ejecutoriadas  por  el  Tribunal  Sii- 
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^^^)ei'¿or  ni  anja  jurisdicción  6  terriforia  d^bn  tener  lugar  la  tjtci- 
"cimf,  utrdiaide  un  juicio  de  d.'liiitnr>'.n  r/».  el  quCy  oídas  los ¡xirtf: 
^'en  la  forma  snmarin,  se  examine: 

*'1V  Si  ia  S''ntc*n('iíi  luí  tfi-lo  pr.  riinv.'iiuia  por  auturidul  judi- 
**cial  comt't'tenlp: 

"2'.'  Si  h;i   :siil(>  |>n)nunciíula,   fibuljis  rr j.  iiianiiéntí' las  ¡mp*?^: 

**3*?  Si  las  partes  han  si^l»)  l-jgíiliip'i.to  repiv^enta^las  ó  !**í:ií!- 
*'in(»ntti  contumacias: 

**4V  tíi  la  sentencia  contiene  <lispi»3Írion(rf  conlr»  el  orden  pú- 
*'l)lict>  ó  el  Derecho  Público  del  Esta<lo. 

''La  fuer/a  ei^^catí)r¡a  de  his  senteii'-ias  j  odrá  fier  solicitada  per 
''ia  vía  diplomática  6  directamente  poi  la  paite  interefada.  Süa 
'•part.'^  interesada  no  ha  constituido  oportunamente  Prorurailor, 
"le  será  éste  nombrado  de  ofu-io  por  el  IMbvial  qnedrhe  dtrl'ivnr 
^^ejccuioria  la  ¡sentencia. 

**La  liarlo  activa  deberá  satisfacer  al  Procurador,  nombra^io 
"de  oficio,  el  i>ago  de  cuahjuiera  obvención  legítima.'* 

Esto  es  lo  estii)ulado;  y  no  puedo  habor-.e  expresado  en  térmi- 
nos mas  claros,  precisos  y  perentorio.'?,  por  lo  que  ni  hv.y  que 
ocurrir  á  interpretación  alguna,  pne^  óbta  solo  tiono  lugar  eu  lo 
queai>arece  oscuro,  ambiguo  ó  so  haya  sujeto  á  duda.  Lo  pacta- 
do entie  el  Perú  ó  Italia  en  su  tratado  violente,  encuóntj'ase  con- 
signado  en  el  citado  artíc^ilo  18  que  Cüniicne  explícitamente 
estos  tres  ])untos: 

1?  (Jue  las  ser.tcncias  v  ordenanzas  en  materia  civil  v  comer- 
cial  emanadas  rospectivamcjite  de  lr>s  Tribunales  del  Perú  é  Ita- 
lia, y  debidamente  legalizadas,  tendrán,  á  solicitud  de  los  mismo- 
Tribunales,  en  una  ú  otra  parte,  la  misma  fuerza  que  las  ema- 
nadas de  los  Tribunales  locales,  j'  serán  recíprocamente  cumpli- 
das, produciendo  los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aquello.-^ 
bienes  que  estén  sujetos  á  hipoteca,  según  las  leyes  do  cada  país, 
y  observándose  para  este  electo  esas  mismas  leyes. 

2?  Que  para  que  puedan  cumplirse  estas  flentencias»  y  orde- 
nanzas, deberán  ser  previamente  declarada»  ejecutoriadas  por  el 
Tribunal  Superior,  en  cuya  jurisdicción  6  territorio  deba  tener 
lugar  la  ejecución,  niediante  un  juicio  de  deliberación,  en  el  que, 
oídas  las  j)artes  en  la  orma  sumaria,  .so  examinen  los  cuatn» 
puntos  señalados,  para  que  sean  materia  de  este  examen;  y 

3?  Que  la  fuerza  ejecutoria  de  las  sentencias  podrá  ser  solici- 
tada por  la  vía  diplomática,  ó  directamente  por  la  parte  intere- 
sada; y  que  si  ésta  no  ha  constituido  oj^ortunamente  Procurador, 
le  será  nombrado  de  oíicio  ]»or  el  Tril)Uiial  que  debe  declarar 
ejecutoria  la  sentencia,  estando  obligada  la  parte  activa  á  satis- 
facer al  Procurador  nombrado  de  oficio  el  pago  de  cualquiera 
obvención  legítima. 
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He  aquí  todo  lo  pactado  sin  que  sea  lícito  ampliarlo  ó  restrin- 
girlo, sin  nueva  especulación,  entre  las  altas  partes  contratantes 
en  el  Tratado  correspondiente.  Esta  es  la  única  ley  en  la  mate- 
ria y  la  que  debe  solamente  ser  aplicada. 

Como  V.  E,  vé,  está  convenido  que  para  que  pueda  cumplirlo 
en  el  Perú  las  sentencias  y  ordenanzas  emanadas  de  los  Tribu- 
nales de  Italia,  deberán  ser  previamente  declaradas  ejecutoriii- 
(las  por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  juri.sdiccion  ó  lerriíoriu 
deba  tener  lugar  la  ejecución,  que  en  el  prcífente  caso  (s  (sia 
Ilustrí.-irna  Corte,  mediaiUo  un  juicio  de  deliberación  en  el  (|Uo, 
oídas  las  partes  en  la  foruva  sumaria,  se  examine  los  cuatro  pun- 
tos especificados  en  el  aitículo  que  se  ha  tra.-crito.  Ks  decir  q;ie 
sin  la  previa  declaración  de  ejeeuioriadaH  esas  Kontencias  ]>or  ♦! 
referido  Tribunal  Superior  \\o  pueden  cumplirse  en  nuestro  te- 
rritorio. Esta  es  unA  fti^^uHad  especial  concedida  por  el  Trulaflo 
'^n  vigencia  entre  el  Por'i  ó  Italia  á  las  CíM^tcs  Superior;  .s  de 
nuestra  República,  así  oino  Innibién  ú  los  Tribunales  de  Ajh> 
>ieion  del  Reino  de  It:i!i:i,  que  se  onouontran  en  j?aridad  do  je- 
rarquía judicial. 

No  hay  que  confundir  la  facultad  concedida,  con  el  medio  in- 
dicado para  ejercerla.  ICn  el  Tratado  se  dice:  que  para  que  la 
sentencia  pueda  cumpViVro,  deberá  ser  previamente  declarada 
ejecutoriada  por  o\  Tx\\)\\\\\\\  Superior  correspondiente.  Esta  es 
la  autoridad  designada  yavA  hacer  dicha  declara toriii.  ¿Cómo  la 
la  hará?  Se  ha  convenido  (pie  sea  mediante  uji  juicio  do  delibe- 
ración en  el  modo  y  forma  que  allí  se  determina:  este  es  el  wo- 
'lus  opercndl  del  Tribunal  quu  dtbe  declarar  ejecutoria  dicha 
sentencia. 

Solicicitar  que  la  decisión  del  Tribunal  Superior,  encargad^ 
<le  declarar  ejecutoriadas  dichas  sentencias,  sea  revisada  por  V.  E., 
importa  claramente  ir  contra  lo  expresamente  pactado;  pues  en- 
tonces seríala  Kxcclentir:inux  Corte  Suprema,  quien,  en  definiti- 
va, haría  esa  declaraloriíi,  violándo.-e  el  pacto  consignado  en  el 
memorado  artículo  .18  del  referid»*  Tratado.  Esa  facultad  no  po- 
<lría  tenerla  V.  K.  j»or  nuestras  leyes  i>atrias,  porque  en  nuestra 
L'.ígislación  no  so  admito  la  fuerza  eji'eutoria  en  nuestro  territo- 
rio de  las  sentencias  extranjeras;  y,  en  el  caso  actual,  que  es  el 
único*  en  <pio  respecto  de  Itnlia  S(»  ha  aceptado  el  principio  de 
extraterritorialidad  de  los  fallos  judiciales,  hay  que  estar  á 
¡os  términos  claros  v  pre^•isos  del  pacto,  v  éste  no  se  la  otorga 
á  V.  E. 

El  procediniiento  sumarísimo  designado  en  el  Tratado  con  el 
nombre  de  juicio  de  deliberación,  no  es  lo  que  propiamente  debe 
llamarse  juicio  en  el  lenguaje  jurídico.    En  todo  rigor  de  expre- 
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HÍ6n  es  un  éxíinien  de  determiníidos  puntos  referentes  lí  la  sen- 
tencia, cuyo  cumplimiento  í>e  pide,  el  que  se  encomienda  *1 
Tribunal  que  allí  se  sonaja,  con  la  facultad  de  declarar  «i  fco 
Jiallaó  no  expsdita  la  (jejuci6n  en  el  territorio  de  9ti  jurisdic- 
ción; y  el  hecho  mismo  do  haber  convenido  que  la  declaración 
de  ejecutoria  de  esta  clase  de  sentencias  puede  ser  solicitada  por 
la  vía  diplomática,  maniliesta  (pie  no  se  trata  de  un  juicio  en  el 
qncpuedaninterponer.se  contra  el  fallo  recursos  ord i nít ríos  ni 
extraordinarios. 

O^be  tenerse  en  cuenta,  asimismo,  que  eata  facultad  otorgada 
á  lo3  Tribunale$  Superiores  respectivos  de  ambos  países,  y  el 
juicio  de  deliberación  mediante  el  que  debsn  cjeicerJa,  no  hon 
sido  p:\ctadoi  e^píícralmenta  en  bsneficio  de  las  partes  interesa- 
das en  el  cumplimiento  de  la  sentencia  cuya  ejecución  se  solici- 
ta, sino  principalmente  en  guarda  de  la  juri^licción  y  do  la 
soberanía  del  Estado  á  donde  pretende  hacerse  efectiva  la  ejecu- 
ción de  un  fallo  extranjero;  por  lo  que  sólo  se  concedo  á  dichas* 
j«artes  el  ser  oídas,  para  que  el  Tribunal  delibere  con  má^  ilus- 
tración, sobre  punto  tan  delicado,  que  no  puede  ser  matwa  de 
un  litigio  entre  particulares. 

Invocar  en  el  Perú  la  fuerza  y  vigor  do  las  ley^  de  It«ali¿3i. 
como  lo  hace  en  sus  alegaciones  don  Domingo  Anseh/io,  quicíi 
ha  llevado  esta  queja  de  hecho  ante  V.  E.,  C3  ofensivo  a  la  digni- 
dad de  la  soberanía  nacional  y  al  respeto  que  se  debe  ú  Jiuestí'o? 
Tribunales;  porque  el  Tjatíido  vigente  entre  el  Pera  ó  Italia, 
oo'amente  ha  conc^editlo  autoridad  extraterritorial  A  las  sontei.i- 
cias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial,  eniauadas  de  los 
Tribunales  do  las  partos  contratantes,  para  que  reciproc^nante 
sean  cumplidas  en  el  territorio  correspondiente,  en  el  mx>do  y 
forma  convenidos;  y:ro  allí  no  s-  ha  pactudí».  \n  podía  pactarse 
(pie  los  Tribunales  del  Perú  cumpliesen  la  Legislación  del  Reino 
do  Italia,  como  si  tuviese  fuerza  ojeeutivM  cu  mieslra  líepáblica. 
Ofendería  ost^  Supeiior  Tribunal  hi  reconocida  sabiduría  y  noto- 
ria ilustración  de  V.  E..  si  so  detuviera  á  c^Misiderar  este  punto 
agrtígando  algo  mas  en  la  materia.  Y.  no  so  diga,  (|ue  por  el 
principio  de  reciproeida'l  del>3  a('eptur.s3  en  algunos  casos  laapii- 
oaeión  de  ciertas  di{!»pi)í:íici<)ne^  d  í  una  Ii?gislrtción  extranjera,  en 
lo  que  se  refiere  al  proeedimicnl);  j>or(pie  un  el  aclual,  deque 
se  trata,  hay  pacto  expreso  (pie  obliga  á  amb'»^  listados,  y  sólo  á 
falta  de  ésto  cabe  acngt  rsr  á  la  rceiproeidaíl. 

Aquí  debería  terminar  este  infornn*;   pero  cr.-íí  de  su  dignidad 
e-^te  Superior  Tribunal  el  fnanifesiar  que  en   e-^Lc  asunto  ha  pro 
cedido  con  el  suficiente   estudio,  demostrando  que  aun  prescin- 
diendo de  la  convención,  contenida  en  el    Tratado,  jio  os  cierto 
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que,  deconforinidaJ  con  las  diaposi (Monea  legales  vigentes  en  el 
Iteino  de  Italia,  9c^\  posible  la  revisión  del  fallo  cxpeiliilo  en  el 
juicio  do  deliberación. 

E!  Título  12.  tlel  Libro  3?,  riel  Cú  ligo  de  Procedimientos  Civil 
de  Italia,  trata  de  la  ejicución  de  bw  ^'sentencia.s  y  autos  de  las 
autoñdadcí*  extra rj jigras",  y  consta  de  die'/  artícu!<^s  comprendi- 
dos (le-íde  el  Olí  bnstgi  el  050  inolusive;  de  estos,  los  di«  prirae- 
ros  se  refieren  :'i  !a  fuerza  ejecutiva  (h*  las  sfutencias  detinitivas 
y  leoctuabnonte  dicetí:  '*ArtÍLulo  tMl.  —  La  fuer/a  ejecutiva  de 
las  sentencias  dii-ladas'por  las  autoridades  extranjeras  se  dará 
poiT  id  Tribunal  d<j  apelatiúu  en  cuya  jurisdicción  deban  ser  eje- 
LniÍHíías,  previo  un  juicio  de  deliberación  en  el  que  el  Tribnnal 
exnminará:" 

"IV  Si  la  senit-ncia  ba  sido  pronunciada  por  una  autoridad 
judicial  com|)etente;'* 

"2-  Si  ba  sido*  dictada  <les{)ués  de  citadas  legahuente  las 
partes-/' 

'*3®  »Si  estas  han  estado  legalmente  represen tadaí*  ó  lian  sido 
declaradas  en  rebeldía  con  arreglo  si  la  ley;" 

*'4^  Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contrarias  al  orden 
público  ó  al  Derecbo  Público  interior  del  Reino." 

"Artículo  942. — El  juicio  de  dvíliberación  serA  promovido  con 
citación  por  proce.limiento  sumario  do  los  interesados,  y  del)erá 
oirse  al  Ministerio  público." 

*'La  parte  que  lo  promueva  deberá  presentar  la  sentencia  ea 
forma  aiiténtica/' 

**Si  la  ejecución  de  uní  sentencia  sj  pidiese  [K)r  la  vía  dipio- 
ináiiea  y  la  parte  interesa  la  no  hubiere  designado  un  Pro^nira- 
dor  que  promueva  el  juicio  de  deliberación,  el  Tribunal  do  Apo- 
lación,  á  instancia  del  Ministerio  público,  nombrara  de  oficio  á 
la  misma  pArto  un  Procurador  que  lo  promueva  en  nombre  de 
aquella." 

Como  se  vi-,  e-slo  mism  >  í^í  1)  paotí  lo  euliv  el  Perú  é  Ttalia 
ron  ligerí\^  variun(»-s. 

Los  artículos 'Mniprendi'l)?  d'í-í  io  el  í)l:)  basta  el  í)49,  disf)!»- 
nen  lo  conveniente  io>j)^i''to  ú  la  ejecucióii  de  providencias  de 
'íccue.'ítro,  de  do-iunjnt  )-<  iiuténticos  foruializados  en  [^aís  extran- 
jero, de  sent'íucia-j  y  a'ilo;  relativos  á  examen  do  tesliíJ^o>í,  actos 
I^ericiab'S,  juraincnt  )-5.  Í!itorro<rativo«,  ú  otros  actos  de  instruc- 
ción ju<lic¡al,  y  á  l'.i  lelerente  á  ]',\h  «-itacioncs  .  para  comparecer 
ante  las  autoridad'>=  extranjeras,  ó,  á  simples  notificaciones  de 
actos  procedentes  de  otro  [);ií«;  encomendando  el  conocimiento  de 
estos  asuntos,  seuún  hu  importancia,  al  Tribunal  de  Ai>elacion 
ó  al  Tribunal  eivi!  de    [)rime:a   instancia   del    lugar  en  cuya  ju- 
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r¡^.liccióii  Jcbíii  prüJucir  .-íih  eloctoí,  'ó   al    .Miiii-terio  público, 
Mü  (jae  se  cuiiotsLi  arurso  al.^r,,,..)  ,,uo    permita  sea  revis-ila  sa 

V  ol  ariíoulo  OoO  lit,;ralui.>-its  -Ií.-í:    -!ai  .lisimicioii.'s  .lo  esto 
Uii.»  estarán  í^ul.or.lina.laa  á  las  .lo   los    oo:ivciiios  ¡¡itiTuacioiía- 
l'.-i  y  loyfs  c>).,>cit)l(S.''       \ 

■  lí  T  ?  ■'^' '^V'^'-^'    Or^rAiii.a  Ja.iicial  .lel  líeino  .le  Italia,  .lie*-: 
M   Iribunal  Jo    casíicióii    coiu-cer.'.:     1?   Kii  inatoria  civil  v  co- 

iiHTCia  ,  (I()  los  re.-ur.<..á  piíra  a;iii!ar  la^  sciiunoias  i>roumi<.M\das         i 
eri  aiK'lan.m,'    .lisj,osi,-ió¡i    .•oiicui.j  nito  con    la  ooiitc-nida  en  el  : 

,  anieulo  .>li  d,^i  Cu  li-o  .k-   I'ro.v.limi.  llto^  Civil  df!  mismo  ims 
■l'it'  «),()  coiíjv  1>.  rocursu    <lo    c.i.sir¡ó:i  ciiíni  t..  hi  «.ntencia  Jic- 
la._la  (■a  g.a.lj  >!..■   ai-elacióii;  y,   v\    fallo  ou  ol  ¡aieio  «le  ilelibüm- 
.•■..uno,.,  .,,.t:„l„   e.,   .1!.-!k.   í^ra.jo.  "  A.K.:;.:;s;r.,uf..r;a.3  á  lo  ed- 
t:Uui,l..  ni  losailiVui.M   .-.11    y    .-.17    .1,.¡    moifi  .rul.    Cú.iigo,  la 
^ei>,.,'ii  'n  ,{:-'  r.K-.vuní  tr.K' 1  ía  >;  mi  >  ci;;,-!  j  ii.ir.,.<:u-i  .   ,.;  nüíiitir  .-1 
'■■'",'■■"■,'■'''    i- •.■■'•..•  as.inl.^á  ..ira  aut  .;i  1  ti    jn  licii!    ig.ul   fii 
-•'•^'.'  •'"■■!  !•    !:•■'.  li    s':i  ..:,-i,i  .-aMli.  x'  .[  i  •  s.-  in!'.?  .ni-!  iu- 
!"","'";';  '•";'  r.iy.,  |,r.,  •.],,:, .;.,-,    ¡..,-ri.rít    uu    a.r  i  ;  >  uia  ..-I 
ii  I.C.4.S  a,:,  .  1    ¡;;,,,iai    .[  i-    .¡u......    v    c  .[  ■:!  1    .i'i-.  .¡  li.ja  .].•  h 

lvKav,.i  e,',-.-U.i.-i  I  á  !.-ij  s  at,-i!  •,  ,s  <  ^  ,.;  'l^-:!,.,-'  i,  1  ■  \  ..-l-i -i-'.'i 
(ni>a.y..j:in.i::,v:.-,  ,  .1  !.  i  ■<;■,•  ..j,.  •,;.,  ¡  .;  v,  |,  ..•  I,i  >..:iu- ..'i-i' i,-! 
Ini.aa  U  a-"  i'a-^i.^  m  s -i  í  »  1,1  pri:,  i-,  ,|  ,|,.  ,,:  ■,  Jn,';.],  ...iV,  -I 
<1.";.' •Jj'.'^:.'na  ii.-:.a  lan;;:,  j  l-.l.rn-v.-  a.-v¡..  .;,  :,,ar.,M  h  ■■ 
••'^'•"l''«^^'i'iv;-a^;  |.u-|im1  T,'.!,.r,,!  .|..  i '  i, ,  i.',  ..  u¡  p,..-! 
!'r'n-,-;...KM.,i.,  u.rni.i-,.,  ni    |...r    .-.s,,    ,..,,.,•!,;    ,.a.' .;,i  m  la  U)  p-n' 

■  as  ley.'--,  a|iir.-,'.-  aaí-.n/.il..  paiM  ivvi-'ar  1  .,-■  üll,^  vV.k-.HJí.s  oa 
(I  piK'i..  do  .k-U:.  raci.'.a.  P. . o  i  111  parí  i  (jn  .  na  >  .pi  >  o!,-.,  j-iris- 
<'"as,dU)  lUli.ül  .  ..MÍii..  ,..1    .p|.;sL'ría  .;■)  ivcai.-ll!.'    di-'ii    r.-viáii'.a- 

pao<  i¡(.  .so  !.aa  .k'  |..  .p.io  •!..!,  i  .-01-,  si  1  .  .1,-  !„  ,^■^■■  ;.=. 

_  A-í.ui-ai...  pir  vía  d.'  ila-fi-a.-i'.u.  uaniiít as,.,  ias  t;-Mr  ,•:»  (^4.. 
iid.H'ni.,  1.,  disin-1.  :.,r  li  I.  ...i.;  i  •: ',  i  vi:^..^,.  ,-..,-i.ii.  .,  n  -s 
'i'"-/a  la -iiK-c-.a  in'i--  .•¡.■irj  la  I  s;  .■■í;>;-...-:a  r-j^a  ■■'.  >  d.;  !.i  ejva- 
ci.ai  de  .s'.-n'..au-¡a.s  (•xiian¡<a',,,s  '.  '  .  j 

f/i  S.MH-i.V,  L>.',  dcd  Tdiil  .VIH.  d,.|  íal.n.  C-'  d.-  ¡a  í.<v  d(.  En- 
,•  i!ci'.>ai,.at..s  <'!vil,rcr..:Mul,i.  d,-!  ¡l'v.i ,  .[.■  K-.  i.n,  •:  .ai.i.-aü  !.)< 
itrtíoiil.is  :*i<>uicid.t'.-: 

••0.)!.  f,  H  ^■.;llt.'a.•i  is  liivü  •*  1,1-  ,111;,. -i  ,.¡a^  ,■  1  país:-.-  t  x(ianip- 
IMS  (•.•!i  Irán  n,  K^pafii  !a  !.|'',/..i  .|  1.'  v^ia!d...í.Mii  i.)s  T..ita.Í..s 
re.«p('cfivo.s. 

'  !).3J.  .Si  uo  Iml.i..a'e  Tra'i  |.n  ..sp■.•i,l^..  •,,;,  la  N.u  :,',;,  vn  -imo 
.so  hayan  i.roaaihda  la,  t.-a  1,'ia  li  n\U  u  i  t'a.T.'.i  .,!i,.  <ii  püa  m^ 
diere  á  la--  •;  .ntoria.s  promitu-iadns  c.i  Kspafii. 

"i)53.   ,Si  iu  tjecaitoria  proccliorc-  d*;   una    Naci.'.n    (-¡i    <pu'  par 
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jnrisjjnidonfia  \]0  «o  <'U'  cnmi^li'rii'rT.to  a  las  dictadas  por  los  i'ri- 

"l''">!.  S*  1^)  f-^lu vi. •:'*"•  en  i.iiitnv"  >  <!•-  1»-  (\\/^).<  do  (j^ic  1:ablnn 
1  '-  t'vs  Hi'íí^"i!(>-  '[ii'»  Hiit'v-'  i  'li.  líí-  (•j-u'it'^rias  tor.dr.in  fuerza 
vn  r.-i^.-ifia  si  i'-air..';i  la-'  ''!:\-'.'í;  '.t?;v-'i,,-i  -irnii.^-íit''^: 

''."'   <^:  '  la  í'iv(a'i(f)-ia    ^ava  .'••■1  >    di.la'la    {\    con-.h"ieri('Ía   dtd 

td'   l'rlv:''')    di:'    r;|i:i    a'C'íon      [h- : -');i;t'. 

*'.'>•  ^^1:0  ;.-i  'ddi*?:;i.-inii  :»ara  i'uyn  (';ini[,]iiui<Mito  s?  liaya  pro- 
i'f'lida  ^♦•íi  !f*lía  til  I''^-|':;na. 

*[-^'-  ^i""*''  5'^  raria  <  i»-(a^t-')ria  r/una  ios  rí^jui^itus  iHMa*«arií.)S  en 
Ja  Nar'i.^n  r-.i  qi.p  s*.*  haya,  dic-íM'l)  [>ara  ser  r-'iiFJdprada  como  au- 
ifütii'a.  y  !»>  •'•lie  las  ]o\f<  cs¡ari'"::..s  r^rjuicran  para  qnp  liagti  f<* 
c-n  Ksrnfi:'. 

"íí'").'.  I  i\  ojr..H]ció:i  dto  !:!s  -^^níria-i;*»:^  j»n>TrtiiM*ií<da3  en  Nació- 
nos- rxlranj'Taa.  se  p<'<lirá  ante  li  Ti-iniinal  Sn[)erior. 

*"Sn  i.Xi  ki'tO  V  F':l  caso  v:n  «m::,  PKf;nx  i/)S  tiiatado^,  corkks- 
roNDi:  sr  coxocimi;  nto  a  otuo-.  -i'm  iunai.ks. 

'*05G.  rivvi.i  la  tradnci-ión  d.>  la  oj.'cnloi'ift  hecha  cóii  ariv/;io 
á  iloreclio,  y  drsjairs  de  oir  pr¡r  Iriniino  d(»  nuíve  djas  a  !a  j)arle 
contra  quien  sci  dirige  y  al    I'i.wii],    1,1.   TiMPa-XAL  nrcí  aiiará  si 

T>KnKÓ  so  DARí'E  CUMl'MM  JKNTO  Á    MCIIA  K.I  K(  ÍTíjRJA. 
"'CüNTRA   KSTK  ATTO  \(í  JlAniíA    rí^TKIMoU    íi  F.CU  RÍO." 

En  efecto,  no  puede  con-?ignarse  con  mi\^  (daridjid  y  ]>récisíión 
la  doctrinajurídiea  en  la  niat"i'ia,  ni  darst^  una  id.'^a  m\s  exacta 
del  procedimiento  corro-pondiont  \ 

T/is  pridíTo.^aFJ  razon'^'5  expuoí^tas  producen  en  este  Superior 
Trihinial  el  prohm-i'»  c«)n'»/i'ni^ait  )  do  r?u  e  )inp -teiKiia  f^-oíM^'al  y 
inii''a  en  t-N^  a-nnto:  por  < -n  ha  díMugfitlo  (d  r«viirs()  dv  p.nli  la  1 
í'»it:-i!»::.*;  -.p(.r  <¡nn  P«»inin^o  Anselnso,  y  lo  ha  ne;:^ado,  avSÍini-^.- 
i"o.  !,M-  r*  ]';iN  i^wr  j;a  s>!ic¡!aíio  ])ara  ocairrir  ante  V.  E.  ))or  vía 
ílenn'/.»:  |  •  (s  .vccpiar,  en  enalquieía  forma,  la  sustanciaeión  «io 
vtcuiM»  ai^nno  contra  ?u  íall(\  serio  dev«]>(>jarse  de  sus  fafaiUadis 
jurisdiccionale*-;  ]>onjue  (n  el  caFo  in^prohahle  de  no  perle  reco- 
nocidas p-or  \^  E.  la  co ir- pet en cij  queso  suí^citase,  solo  el  Senado 
jíodría  rcíclverla,  cí  lifcan'C  r.  lo  dií^pnesío  en  el  inciso  2^?  del  ar- 
tículo íif)  (]o  miesíra  Con-^tiíneión  Política. 

Al  conídnir  e.^ic-  informe  no  puede  menos  de  manifestar  esto 
Superior  Trihurial  la  extnnloza  que  le  ha  ]>roducidoel  irregular 
}>rocedimicnto  en  la  defensa  *\t'í  Anselmo;  y  por  eso  ha  01  denado 
í«e  ní^-ret^ucn  laíí  adjuidas  copias,  qnesu})lica  á  V,  E.  so  digne  leer- 
Ifl?,  tijflndo  .su  atención  en  las  gi'aves  contradicciones  en  que  in- 
curre. El  mismo  defensor  de  Anselmo  (pie  en  su  recurso  do  que- 
ja de  liocho,  dice  a  V.  K.  que  este  Superior  Tribunal  ha  incurrido 
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en.;4rctvc*  onor  cuan  lo  le  h.\  (L.^holíji  lo  el  vejursi  ^lo  iiuli  LiJ  •j-i-- 
.   .híiiiitriy-ivcito,.  luí  soátci.idv)  'auto  esta  IfLiua.  Curte,  c'.i  el  recar-u' 
q'ie  f.i  c»iíia  va    a,t;iv^a  lo,    eoii   gi'*iH    taurza  -icj  u.'gu.ii.ul.vá  y 
^  uhui.'iaücia  ilj  rilan,  qao  tu. el    juicio  '1-i    dcli'>ora'jió]j  u*  v-xis*  • 
iii  luiy  lugai' á  dicho  recuix»;    lo   f[UO   le   colvca  ileníro   (Kíot'.i, 
.     faiiil  vii^vuuliva:  ó  el  ílciVii.-;v>r  uo  AnsuliriO  (.rcv  qu-  ,  '*:i  vj-.tc  <\u.\ 
JU-'  ti  .u'  <j1  ruju,.v./  d'j  nali'.iad  y  ha    [•:'■.  c  a  iVflj  iüa  .'.  "r  /i  t.'.r-r  á 
t'hia  .iltiiJiL  Cuite    li-i:!cn(l()    en    mira    ulteriores   Cí:.veniei¡'-::i>, 
ci.Mj.lu  í'iju- tila  f.a  :-<:-te:.i»;o  cu  láulo  tuij  cf  >   !«»   «i-iU::'. :!''•;  '•■ 
t-ul«'ncí'.s  prócídi''  d;  ÍjUli::i  í'c   Y  h«_»y,    .sin    el   ii¡  Muv  n.sjJt'.o  .'»  1- 
ver  ¡a-.l  do  sus  couv  iv.v;iun;:."j,  la3    sava'ifica  al   canrii.ho  do  u^<"«.  «1»- 
feUvSi  tt^meraria.   ^  Jut'.laai  r -ctj  criteriu  v  eleva'!.)  iaieio  d  j  V..l^. 
apreciar  esta  coiiíhiela.  • 

Eál3  Superior  'rr¡4Hiaal  ere.^  obraren  el  e>tri^:L'j  cumpliinieur' 
de  '>aá  deberes,  aju^tando  sus    fíivjoediniieiitos   á   !o^ 'precisos  tér- 
mino,^ dcd  j)ac-to  i'itcrn  U!Í;)naI,  sodtenieado  eu  cUv'stióu  tan  seria 
y  d-licada  la  jurís  licci  j  \  na;io:iil,  tarjltil   e3.^ncialíiini  i  h  la 
soberanía  del  Kstado. 

Lima,  Setiembre  -1  de  1S97. 

Kxcnio.  Señor: 


P'^h'j  J.  ij  ji'/j.ij.-^i^'<'Af¿)r  ^^tr^LL  <j  V  i  .:. 


—  i  í.  ;  t 


L  •'  1. 


VL^TA     i'I.SC.»f.. 


Excnio.   Señor: 


■^'i'i  i.).»inin;;0  ['].  An^-^iiU)  ii  i  o'Uii'id')  v-n  vía.  d-j  q  i  ,i  -a  il;- 
\'  ]..  á  <'a'i.-a  <lo  hai)erle  dene;rado  Ki  lUnli'iVi'oa  í.'0..a'.  Si.mm'iot 
de  <'r[\  iJi^Uiio,  el  recar^jí)  exLMordina: :  )  <ht  nui:-!  id  (jU  •  jo  t- 
pu<'>  e  )nlra  hi  resolución  p:)r  la  (juí  sí  lia  dt)*J. irado  íju.;,  «-ou- 
ionne  al  Tra!a<lj  vidente  entro  el  l'eni  c  Italia,  n  >  s*.»  halla 
e\[í'-  uto  (1  c.L'j'f'iidiíi'  para  la  ejecuci.'>u  íI-j  la  .s«Miten.:ia  d  o  Trih'i- 
civu  vi'.'  Savona,  pronunciada  eu  el  juicu  d-^  lo3  herma  ñus  \n- 
.seiüio  Cv)a  A:  F.  Ferraro  y  Cjninañía  du^  Linia,  s^hre  pago  de 
ca;:'.ilad  d;^  libras  esterlina.-,  y  conlirinaJa  por  la  C ira  de  Ape- 
lación lie  íJénüva. 

Fn  el  iníbrnic  que,  por  disposición  de  V.  E.,  ha  emitido  el  Tri- 
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buivil  Superior,  e^stá    jíerfectamonle  Jem(o(ra.li>    (¡a  .»    al    :.  )in:ir 
•r  Mi'^ciini'jnto  del  asuní».)  ])ro  •'.'di/)  v^u    cj'jreicia    de  jurL^  liv'oióij.  • 
♦  "tdu.sivii.  eiiíaniida  do  ]:i  t.st!|'u!a*:i«Vi    <iue    ai   r''.-;;',\  í.o  coy^iielie 
' '.  a:'j'cal)  18  dtd  Trátalo  ^Ic  Ar.ji.-^iad,  CV-nu-r'-io    y    N:iV('u-u«.:i''n  . 
^'i--'  23  do  Dicioínbro  de  1871,  vigente  entreoí  líeino  do   Italia  y 
J  IVí'i',  f.-.stipula(íi6ii  C'nf.i'inj  ú  ]i\  cual  ik>  caIj"  ro 'ar.-^o  rdii;:;imo 
•  r.j -.:''•  iii-'-v:t"a'>:*  linar:::)  /.•.:'.:'/ "^  >  :':;/;, !:o    i\i    --i  ni  r  h'i.i  [)jr 
M'di  ^  Tribunal  Su  pe 'i  o  v. 

N-'«  t- .'■;:, -n  lo,  p:!.---,  na  1  i    (p^'í   a  :"•  .•;-!  *  ¿1   la^    r.io'i.'i   l  i    .iuj 

..  '"i  .i  i  '1    rt-Arido   infornn.    u'l    F;s  :al  las  reprodii-T,    y  m^íÍ.m: 

:  ;»    -^  '^■"va   V.  E.  d-'olarar   i.i  y.ept  íJ:!'.-    ht  (¡u  íja;    <aiv  )  :n  jar 

^ .    1^        •  í       * 


iJni.i.  í:í-LÍeinl)re'  O  do  1^07. 


Ar¡niKfi. 


KKsora^caox    ni-:  n\  (outi:  .-ri'::KMA. 


I  int.   (h-f,  órr-  K.»  ur  18'a7. 


\'irt's:  d»'^  r-'-idnrfri'lad  con  lo  opi;n; 'o  |.or  (■•  M^ñ^r  Fiscal;  y 
v-pi*Mid'>  nd='Pi.'i-"  r-!i  <••■'. n-«i  ^''ra-'^ion:  ".n.í  !i  í'u^írí^iin  i  (JtM't-?  Sa- 
:»jrior  luí  p"-)'\''..l:'1o  {\  sn-t"\nciar  Hiav':r;-"n''nt.'^  el  JMÍ<'i'")  fie  doli- 
f>vra?i.')n  ^'  ha  e\:''t''li  !o  rr^  »la.*^'«n  (  ;i  í^,  •''  a\a»-n  !•>  ]\  'ririydi'í- 
riún  voluntaria  i¡ae  le  «Dn^l.a'e  el  arM'eult)  18  «ic!  Tratado  rl* 
Aniiítad  v  (';''!n''aNM'>,  eelchrndí^  r'^.t!-  '.•!  r^vd  y  el  Rvino  de  ítalai 
.  a  Pi.á.".:.;aat  Jo  1S7I,  y  ^\\\:  (::')-\[i'^  e  a  re-.dn..'i>ai  na  c<d).^,  aten- 
dido hu  orítK'u,  r  "»''nr<  j  alí;iii"io,  oi'd'  i  '^-^io  ni  extraordinario:  (bnda- 
raron  /.'/'"/./'■/,>^/'./<*  la  piej  i  int»jrj?'>>-ia  n<>r  A.  .^n^».'j¡no  y  ('»)inpa- 
uía,  y  niaiídaron  se  Ira^^  'v\h[\  o-í;»  r-  >l;:vi('.n  á  la  llustrí-'inia  Oorte 
Sa]>eíior.  —  L'xtav.a. —  Vricv... — /:'  .».■  /o/a. —  ^'nr//). — Jniwnrz.-  -Su- 

« 

(.•er'iiíi'-o:  'pi.^  el  vo'o  jiartienlar  del  ^^efior  K-pino-a  es  el  si- 
g^iiontc:  Con  lo  expuesto  par  el  soñor  Fiseal,  y  consiileran  lo:  que 
ei  artículo  18  del  Tratado  Ctdebrado  entre  el  Perú  ('•  Italia  ou  2o 
de  Dicieinbr(*^de  1874  oslableee,  (í<ai  el  nonil.)ro  do  juieio  de  deli- 
beración, el  ijrocedimiento  que  deba  observarse  para  declarar  si 
{>ueden  sor  «j<»cutada«  en  el  territorio  de  cada  una  de   bis  partea 
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( «^ntra[;inh'>'  1:i«í  .^'Mitoin*i;is  rxpodidas  |'0r  1í)s  TribunaK-.s  fie  Iji 
«'tj'H:  q.;e  ('-'-^  i.ii-ii'.n  nríí'-nln  ofílona    (tuo    <•?    ¡roriM];!  ?uiv.aviu- 

\-i  rr.]\\wi\]cy.[\  ]\:rí  W'i)  tiV{'  icdn    !a    i  rtM.-n    1<  v   (]o    <u  cvom-W':): 

!  >  <li<[»iit'f^(í  rn  C'  nitfrüi.i  1  .T.'-T^  d^o!  (\'.dÍL;>^  de  Ejij'Ucian^ientí'S 
<'ivil  V  oí  inr'is-  V-  <]iA  nHí.iílo  2Vdo  la  l^v  df  2-1  Knero  do  is^n; 
(Mió  ((iMforri.c  M  li!  ]»'V   rdíiinini-ieMte   citada,    fd    rrcuix»  oxtraor- 

;;nv.-o,  >i  el  (.'«'.diLO.  fi  lí«\L:!:iiiirr.to  do  l'ril.'ininlcF  6  rd/^nna  loy 
i  -¡'('cinl  lo  ¡»5(!rd  (^  ('.\  iír<  -ato..'n((».  "I.)  ciiiil  i>c«  sr.ocdo  <  n  ("sieine-(\ 
I  ro's  (1  cifaii.í  «vlíor.i  >  :N  dol  Tra^.í^d(\  iinicn  Irv  que  (xisle  ivla- 
liva  al  juicio  do  •:ililMta<*!.':i.  iío  |.r..|iil"-  •.j\ie  so  adiniía  el  recuivo 
i\o.  ludi.lan;  [Uo  ¡  i  :ií;'i;i'i'-'>  do  ju!  i^l:o?i.'»i5,  o.s  t;iínV)ióii  adinisililo 
ol  ox])r»-ad<»  rrour^i'  C';:¡!V.!-!iV"  id  iiviso  t!'*  d*:*  la  lov  del  OG  va 
•  iíada,  y  á  !a'do(  liiiip.  '/:«^i)»!'"!  d.o  d'-.'^-mm  le;'j-l}ición;  que  aún 
o:i  i^íx'^n  do  (^^^  >ird)if;''-  rinda.  tra';nidr,<i'  d-l  oum  1^)1  i  miento  de 
un  oontrat'^  iutí-ii.-icjuníii,  ,,'10  ». -^r  j.riínry.i  vez  va  á  ejecutarse 
owl  IN  rn.  ea  noo'.'-ari  >  y  «•  .-uvc^iioii^'-  (jii"  se  establezca  \>or  el 
Tribunal  Sni>rónr:>  do  l'i  Nroíotí  la  ^lr,f*tr:ua  ^u.o  dobo  ob5;ervar-o 
i  n  !():>  driní-!  ea^'í-i  qu-*  pUí» dan  oourvjr:  jm).*  o-jias  o(.>n-íideracio- 
jif^Q  )í//  ,v;/o  rs'  pnvfpi^'  sf'f!''rh?r*  /"■/;?  -''i'''?  /'/  qii-'Ja  interpuesta  [xu* 
dítn  l>!):nin,i>''>  AiHóIrn'-»  o\\  •  !  jui'-i-.'  quii  ?:;j:u«^  con  F.  A.  I^'erraro, 

^  •l>'r''!i!u;)liíi  !  ::í«»   d'   u  1  ii  ?  !;'' 'T"^!  \  ?xtvm]  Ida  por  ol  Trlbuiuil 

I  ^  ■  ' 

('     Sav«»;'a  en  i-!  IN-'ü'!  d--  ít'.di:}:  -N:  -j-;  •  rri'tiíioo. 


IxPol  Legacihn  (h    K'iH'í, 

NV  32.  Lime,  IS  (h  Ocfnhrc  <í-  IS'^7. 

Sefiv''  Minian*'): 

Fí  .•ln'!'''n  loai »  ai  juioio  d^^  d.dib  •r.i'*i')n  ¡*obre  la  ejoíva;"'ión  <k^ 
un  i  Poi'dohída  It.-íÜana  oxp'' ¡id  »  á  UJVcr  do  un  señor  Any(dnio, 
contra  bi  rasa  iiaii:\na  dr  lama,  A.  F.  I'erraro  y  ('•',  terminado 
liace  sieto  mese.-*  d.-^íavoralibanento  r^ara  el  reeurrMit(^;  he  tenido 
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varias  veces  ocasión  Je  conversar  con  V,  K.  sobre  o!  particular, 
íiuejiuulonic  de  habcrselo  dado  conetant(;?nenle  al  procedimiento 
relativo,  un  cur<o  que  no  era  contonne  a  la  letra  ni  al  ertj>íritu 
<lel  artículo  18  d<-l  Tratado -de  1S71,  vigt'ute  entre    nuestros    dus 

Denepfada,  conjo  j-a  maniío^tó  á  V.  II.  i*n  mi  nota  del  21  d  ^' 
Aj;o.-to  último,  pvr  la  í.'orle-  yn[>eriur  ile  i-<U\  capital,  la"ejccuci<V) 
de  la  sentencia  italiana,  v  li:\í)i..'ndci  el  señor  Anselmo  apelado*^ 
:a  forte  Suprema,  í\stt),  al  c*i1h»  de  dos  mt-i^i\s,  ha  rrrliuzado  la 
nptlación,  fnndíí ndo.se,  conu)  !ó  Íí¡/,o  el  magistrado  inferior,  en 
íjue,  s' gún  lo¿  térniinus  do  diiiiu  Tratado,  no  ¿feria  admitido 
ningún  rccnnoín  tales  juivi^s,  c^tntia  la  de^'inón  de  la  Coitt^' 
r^u¡»erior. 

Ahora  bien;  sin  que  .-ca  n.i  [>i«[ó.s:ii>  disiulir  y  refutar  tal 
Uifíxiina  de  pi<»cid"n5Í*''nt<\  crin  dcl-ei'  >Mn{dcnicnte  hacer  ri(i>;tr 
do<  puntos  de  hu-ho: 

IV  Que,  en  realidad,  el  artículo  IS  de  ditho  Tratado  nada  dice  al 
rov^pccto  (vifcto,  lau.-í,  su  silencio  en  este  particular,  debería,  me 
parece,  aplicarse  ( n  el  presente  caso  el  ]»rincipio  general  estable- 
«ido  en  v]  artíci'.lo  l»jC4  del  C6<hVo  do  Piocediniientos  Civil  dtl 
Perú,  que  literaln:ente  'l.Vo:  "Todo  litigante  tiene  derecho  para 
•'apelar  aníe  el  n-spoctivo  Ti  ¡bunal  ó  .Inr>:  í^uptrior  p^r  los  h^vh- 
*'vios  que  el  inferior  le  ha  c>i'Hado  v\\  >u  auto  ó  Fentt*ncia,  á  íiu 
^'de  que  .se  reparen  6  se  ♦•njiu»  ndeii.") 

2*?  Que,  como  tuve  e!  honor  <le  decir  Á  V.  K,  en  jo  i  cilada  i^>- 
ta,  la  jurisprudencia  de  ¡a  ;m'^isí.ríttnia  .^nf»r<'ma  italiarja,  nniy 
lejos  de  hallar  en  el  tc'ii(;r  d(  I  arlíml)  iS  lirl  Tratado,  un  (ib>- 
túeulo  para  recurrirá  la  <'\>aci''>n  trnitra  las  decisiones  pro- 
nunciadas en  los  juicios  de  (h^!ií;eiM(iv'>n.  ha  estado  siempre  en 
favor  de  la^náxima  ccnti-ui.-i,  es  dírii*,  <)ue  aquelhia  sentcncin.s 
pueden  llevarle  ante  ti  '!' 'i^a'iía!  «h-  (  n-arión. 

Kesullii,  [)ue>»,  de  est»,  y  c 'oo  .jM"  d<-i>  >  h!.iCfndo  constar  aquí, 
para  los  efectos  d<d  easo,  (j  "ie  hí  ri'vipr'>i.-idad,  o|)nrtunamente  í-o- 
liciiada  j)or  Aurselm.)  an''.-  ¡r-s  Tnhuíi:i!r.-  del  Porú,  no  ha  si^lo 
admitida. 

De  t')dos  modo?,  y  n.'sp.  tai.  I  »,  p«'r-vn;iliiunt(^,  corro  ea  mi  de- 
ber, el  juicio  que  ha  emi!id\)  la  aut.oridad  judicial  de  este  país, 
respecto  á  la  ejtcuciún  tj>  «.i  iVjú  de  la  sentencia  italiana,  crc<» 
que  una  cosa  rf.-uUa  inf^,;ic.i«a,  « sto  l-s,  ccuno  ya  dije  a  1  princ- 
pió,  la  inobservancia  alvsVi'dií,  ct)mplet:!,  por  parto  de  la  citada 
autoridad  judicial,  del  pinn»  rontcnido  en  el  i>or  varias  veces  ci- 
tado artículo  IS  del  Trauíi*»,  sfjiíni  el  cual  los  juicios  de  delibe- 
ración de  cuya  senleniia  s<'  pide  la  ejecución,  deben  ventila: -c 
del  modo  niih  pro  uto  i/  ít:{:^Hvri.o. 
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IjU  consocuenciii  iniíiediatii  Jia  .sido  una  gravísima  j»6rd¡Já  de 
lienijjo  para  cd  roeuneiite  Douiin^i^ü  Aasolniü,  expresamente  re- 
ñido de  Italia  con  tal  fin,  oblio^ado  á  permanecer  aquí-  más  de 
.^ietc  me.--e>,  incurriendo  ei\  fuertes  gast'>6,  cual-e^  3011  loa  de  via- 
ic,  penn:\nencia  y  costas  del  juicio;  todo  lo  cual  redunda,  no  ró- 
i  o  en  perjuicio  suyo,  .sino  en  el  ílc  sus  repre.seiitados,  entre  los 
cuales  hay  nienoits  v  otras  pcr-^onas  interosadas. 

Haciendo  rCvServa  del  juicio  ([Ue  pueda  formar  mi  Gobienio  y 
SU3  jnrjscbnsulios  sobre  lo  que  precede,  y  confirmando,  ad<i!uáF, 
las  rt. servas  que  ya  he  hecho  á  pedido  del  señor  Anselmo,  tanto á 
su  favor  como  al  do  los  demás  intercsadi)!s,  ruego  á  V.  E.  «©  sir- 
va a V isa nnc  recibo  de  la  presente,  y  aceptar,  iniertanto,  I03  sen- 
timientos de  mi  alta  consideración. 

« 

Castelli. 

Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la   Üiva-Agüero,    Ministro 
de  Kelacinnes  Exteriores. 


Ministerio  de  nehtclones  Exleriores. 

Ni  38.  Lima,  31  de  Diciembre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

Oportunamente  tuvo  el  honor  de  recibir  la  atenta  nota  de 
-VS.  ÍI.  fechada  el  18  de  Octubre  úUino,  por  la  que,  refiriéndose 
al  juicio  di'  tlelih^Mción  que  s.*  seguía  aattí  nuestro»  Tribunales 
para  ojecntar  cu  el  Wvd  una  feínk^ncia  expididii  en  Italia  a  fa- 
vor del  scñnr  l)oining«)  Anschno,  asunto  .sobre  el  que  ya  había 
llamado  mi  au-nción.  hace  ^^S.  II.  reservas  de!  concepto  que  pm- 
de  forniar-c  '•u  ííobierno  con  motivo  de  haber  aquellos  denega- 
ilo  la  cxccjK'inn  solicitada. 

Con  e^lí'  motivo,  y  á  pesar  de  no  tener  \'S.  1 1,  el  ¡propósito  de 
discutir  la  interpretación  (juc  la  Excmíi.  Curte  Suj)rt'ma  ha  da- 
do al  artículo  is  íM  1'ratado  de  IST^l,  cree  de  su  deber  hacer- 
me notar  determinados  puntí-s  «le  hoclio. 

No  enlmndo  VS.  11.  eadisen>inn,  del)ería.  en  ri^or,  limitarme 
á  avisar  n-^iho  de  su  citada  nota,  conn^  lo  insinúa  en  ella:  ]>ero 
la  insistencia  de  VS.  II.  en  los  hechas  (|c.('  estai)lece,    me   obliga 
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ya  a  desvanecerlos,  ligoriuneiite.  como  conaidero  poder  hacerlo 
con  lo3  datos  que  he  lomado,  cuya  adtiuisición  ]ia  retardado  al- 
go Ja  respuesta  de  esta  Cancillería. 

('ree  VS.  U.,  en  prijner  lugar,  que  no  disj)on¡eudo  ol  artículo 
18  del  pacto  citado,  (¡uo  algún  otro  Tribunal  pueda  reformar  el 
fallo  lie  la  Corte  Suj>erior  rusp^ctiva  en  los  juicios  de  arlihera- 
ei6n,  debería,  antee!  silenci'»  <í<*  aquel,  aplicarse  lo  estabUcido  en 
el  artículo  JG()4  do  nuestro  CVnii^o  de  Enjuiciamitínlos  Civil,  el 
cual  permite  ú  todo  litigante  ocurrir  en  vía  de  apelación,  al  su- 
j)erior  respectivo,  por  los  agravios  que  el  inferior  le  ha  causado 
en  su  auto  6  sentencia,  ú  fin  de  que  se  rei)aren  ó  enmienden. 

iSobre  la  base  del  Iieclio  que  VS.  II.  mismo  reconoce,  de  que 
el  Ti'atado  nada  e.^tablf ce  á  eate  respecto,  y  sin  entrar  tampoco, 
por  mi  parte,  en  una  di.scu£^ión  detenida  de  la  materia,  me  ¡>cr- 
mitirí',  8¡n  embaigo,  hacerle  inesente  que,  sin  duda,  la  Excebn- 
tí$ima  (  orle  Suprema  ba  tenido  en  cuenta  que  no  estaba  en  sus 
facultades  suplir  el  silencio  del  pacto  que,  de  estimársele  como 
un  va(ío,  debería  en  todo  caso  ser  subsanado  por  las  altas  par- 
tf»3  contratantes  y  no  i>or  Ion  Tril'un«les  simplemente  encarga- 
dí^  d^  darle  cumjílimiento. 

Ta)ito  niás  fundada  es  esta  manera  de  apreciar  lo  resuelto  por 
aquelhi  Corte,  cuonto  que  cí?  evidente  que  si  pudiera  reformar  el 
fallo  del  Tril>unal  Superior  en  lñ.s  juicios  de  deliberación,  sería 
ella  en  definitiva  (juien  declaraste  ejecutoriadas  las  sentencias  á 
que  el  Tratado  so  refiere,  y  no  ya  el  Tribunal  Superior  respecti- 
vo conio  el  indicado  pacto  establece. 

ÍJl  art.  1061  de  nuestro  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  qu^ 
VS.  lí.  ba  invocado,  me  permitiré  hacerle  notar  que  no  es  per- 
tinente al  caso,  "pues  se  refiere  á  la  apelación  y  no  al  recurso  de 
nulidad,  cuva  denegación  es  el  objeto  de  las  observaciones  de 
VS.  IJ. 

Por  !o  que  iesi)eeta  á  la  i)roce<lencia  de  tal  recurso  en  estos 
juicio?,  conviene  que  le  haga  presento  dos  circunstancias,  quo, 
sin  duda,  modificarán  ol  coneei)to  que  VS.  i  I.  se  ha  formado,  las 
cuales  son:  1°  que  nuestra  legislación  no  admite  como  principio 
general  la  fuerza  ejecutoria,  tn  el  territorio  i)eruano,  do- las  sen- 
tencias extranjeras,  siendo  el  caso  actual  el  único  en  cjue,  res- 
l»ecto  de  Italia,  se  ha  acejítado  hi  extraterritorialidad  de  los  fa- 
llos judiciales;  circimstancia  que  natualmente  obliga  a  los  Tri- 
bunales {{  atenerse  á  los  términos  naturales  del  pacto  sin  darle 
interpretación- extensiva;  y  2*Njuo,  conforme  ú  nuestra  organi- 
zucióii  judicial,  solo  se  ad.nito  el  recurso  de  nulidad  contra  los 
fallo.s  pronunciados  en  grado  de  apelación;  y  no  son  expeditos 
en  <liclio  grado  los  que,  conforme  al  |)acto  con  Italia,  pronun- 
cian los  Tribunales  Superiores  en  los  juicios  de  deliberación. 
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Asienta  VS.  II ,  en  segando  lugar,  que,  como  ya  ha  tenido 
ocasión  de  hacérmelo  presente,  la  jurisprudencia  de  la  magis- 
tratura suprema  italiana,  lojos  do  hallar  en  el  tenor  del  artículo 
18  del  Tratado,  un  obstáculo  para  que  se  recurra  á  la  Casación,  en 
los  juicios  que  me  ocupan,  tiene  establecido  que  las  sentencias  en 
ellas  expedidas  por  los  Tribunales ''Su[»eriores,  pueden  llevarse 
ante  el  Tribunal  de  Casación,  de  ío  que  deduce  VS.  11.  que  la 
reciprocidad,  oportunamente  so]i<'itada  por  Anselmo,  ante  los 
Tribunales  del  Perú,  no  lia  bido  admitida. 

Naturalmente,  no  puf^lo  preciarme  de  conocer,  y  en  ningún 
caso  como  VS.  H.,  la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  Ita- 
lia; pero  ante  algunas  dií-poc^ieionos  de  este  país,  que  he  registra- 
do, no  puedo  menos  que  tornarme  la  libertad  de  manifestar  á 
VS.  II.  que,  sin  duda,  hay  alguna  equivocación  en  el  hecho  que 
ha  afirmado. 

El  artículo  12:]  de  la  le}  orginicín  judicial  del  Reino  de  Italia, 
dice,  en  efecto,  que  el  Tribunal  do  Casación  conocerá  en  materia 
civil  y  comercial  de  los  recursos  para  anular  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  apelación,  proce[)to  concordante  con  el  contenido  en  el 
artículo  r)")!?  del  Código  de  Procedimientos  Civil  del  mismo  país, 
que  solo  concede  igual  recurso  contra  las  sentencias  dictadas  en 
grado  de  apelación,  carácter  que,  como  ya  he  dicho,  no  tienen 
las  que  se  expiden  en  los  juicios  de  deliberación. 

Además,  conforme  lo  establecido  en  !o?  artículos  514  y  547 
del  mismo  Código,  la  sentencia  de  Casación  traería  como  efqcto 
necesario  remitir  el  conocimiento  del  a- unto  á  otra  autoridad  ju- 
dicial, igual  en  grado  á  la  que  d!ctó  la  sentencia  casada  y  que  se 
halle  más  inmediata;  con  cuyo  procedimiento,  de  admitirse,  co- 
mo VS.  H.  afirma,  a(|  lel  recurso,  result;  ría  una  antinomia  ma- 
nifiesta en  1 1  legislación  italiana,  pues  ella  onlena  que  quien  dé 
la  fuerza  ejecutiva  á  la  sentencia  extranjera  s^^a  el  Tribunal  de 
Alzada  en  cuya  jurislicoión  debí  «er  ejecutada,  y  por  la  senten- 
cia de  la  Corte  de  Casación  vendría  á  ser  el  Tribunal  de  otra  ju- 
risdicción el  que  ejerciera  dicha  autoridad, 

Como  antecederte  digno  «le  recordarse,  i^ohro  esta  materia,  de- 
bo también  llamar  la  atención  de  VS.  M.  al  Tratado  entre  Ita- 
lia y  España  celebrado  en  1801,  ya  que  en  él  existe  una  cláusu- 
la sobre  la  ejecución  de  sentencias,  literalmente  igual  á  la  parte 
pertinente  <)i\  Tratado  entre  Italia  y  el  Perú. 

Hago  á  VS.  IT  esta  cita,  porciue,  según  datos  que  tengo,  el 
Tribunal  »Supcri)í  d*  España  ha  interpretado  esa  cláusula  en  el 
mismo  sentido  que  Uu.fc«Mt''a  Corte  Suprema,  estableciendo  en  sen- 
tencias que  ha  expedido,  }  -9,  contra  lo  resuelto  por  el  Tribunal 
Superior  en  los  juicios  de  deliberación,  no  se  da  el  recurso  de 
Casación. 
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Declarando  VS.  II.  que,  en  todo  caso,  respeta  personalmente 
el  fallo  que  han  emitido  nuestros  Tribunales  en  el  caso  de  An- 
selmo, afirma,  sin  embargo,  en  tt^ver  luj^ar,  que  es  incurstiona- 
ble  la  absoluta  inobser\^aneia  de  ¡»ario  de  elus  del  Truta<í'>  de 
1874,  So\i»;úa  el  cual  los  juicios  de  drlib^n'acióii  debj'i  Vr;!K-iiar-:e 
del  modo  más  breve  y  .sumario,  cargo  <iue  \'S.  II.  furnia  <*n  el 
tiempo  que  han  empleado  para  resolv^M*  <l.iinitivami^nte  la  ac- 
ción de  Anselmo,  á  quien  la  demora  ha  ca\:«uJo  p.'rja;ei('3  con- 
siderables. 

•El  juicio  que  me  ocupa  comejizó  el  8  de  Marzo  del  ])resonte 
afío,  y,  en  buena  cuenta,  quedó  definitivflmente  terminíulo  el  9 
de  Agosto,  fecha  de  la  resolución  expedida  ¡  or  la  Corte  Supe- 
rior. 

La  demora  posterior  á  esta  última  fecl)»,  ó  sea,  los  dos  meses 
trascurridos  hasta  el  IG  de  Octubre,  en  íjuc  la  iifXcma.  Corte  Su- 
prema declaró  infundada  la  queja  de  Anselmo,  se  debe  á  motivos 
que  no  serían  impulables,  en  justicia,  sino  al  mismo  demandan- 
te que  no  so  conformó  con  el  fallo  pronunci^ido,  sino  quo  inten- 
tó hacer  uso  de  recursos  persiguiendo  s\\  reforma. 

La  duración  del  asunto,  según   esto,  ha   sido   únicamente   de 
cinco  meses,  tiempo  quo,  por  cierto,  no  puede  considerarse  exce- 
sivo, sobre  todo  .si  se  tiene  on  cuenta  las  circunstancias    <]ue   voy 
á  apuntar:   1*,  que  antes  de  ahora  no  se  había  presentado  ningún 
caso  análoü^o,  ai  cual    fueran    a[)licab!es    las   estipulaciones   del 
Tratado  con  Italia,  razón  por  la  que  no  0AÍslía  sobre  la  verdade- 
ra interpreÍH(M'''ín  d'.»  esa-^  es! ipnUi.'io!;e.-,  jurisprudiMicia    o^table- 
oida;  2*,  que  <Kd>ido  á  esí-a  misma  causa,  se  promovió  una  .ouo.-<- 
tióir  re!iUi\í¿>  á  sab^T  cuál  era  el  Ti'il>:inal  {[Wv  debía  ente]i  b.-r  en 
el  asunto;  3*,  que  l«s   demandaíios   eran,    por    una    parl^,   don 
Agustín  F.  Ferraro  en  nombro  propio,  y  {»or  otro  la  car>a    comer- 
cial de  A.  F.  Ferraro  y  C^  y  que  el  juicio  tuvo  que  seguirse,  por 
lo  mismo,  con  doble  audiencia  á  los  interesados;  y  4'\    que   últi- 
mamente el  pleito  era  por  su  naturaleza   de   im[»ortancia   y    re- 
quería, por  consiguiente,  extenso  y  nuiduro  examen. 

Por  )o  demás,  el  órdr«n  del  procedimientí)  no  ha  dejado  de  ser 
el  sumario  quo  el  Trata<lo  establece,  pues  Ioí  únicos  trámites  ob- 
servados han  sido  la  citación  á  los  demamlado?  y  el  .dictamen 
de  los  señores  Fiscales  dictamen  indispensable  tratándv^e  de 
una  materia  relacionada  con  la  jurisdicción  nacional. 

En  cuanto  á  los^perjuicios  que  asegura  Vtí.  II.  hacufrilo  con 
la  demora  don  Domingo  Anselmo,  debo  hacerlo  riotor  que  éste 
no  tenía  por  que  hacer  viaje  especial  al  Perú,  ni  sufrir  la  j.ér-li- 
da  do  tiempo  consiguiente,  para  poder  iniciar  y  proseguir  su  de- 
manda; jniesto  que  el  Tratado  eon  Italia   indica   que   ]^  fuerza 
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f^jecutoria'la  <lo  las  sentencias  p'iO'lci  ;5er  S')licitada,  ó  clir-íoU^nen- 
to  por  la  ¡)í\rte  iutererfada,  ó  por  la  vía  diplomtitica 

I)ej;\ndo  íi«i  contestada  la  apn-'i.-iblo  notíi    do    VS.    H.,  á  ^i'n 
:iie  he  iv-l'^t'ido,  me  eá  grat»)  riMiv/arln,  las   sogandade3  d.-%  mi  dh- 
.  tinglada  consideración. 

E.  de  la  /?/va-.ígiu?v\ 

Al  n'ñ-'u'  rv-^in;  luhidor  Piotro  í'-j.-toUi,  Ministn)    Ro^idi^nte  do  Ita- 
lia. 


R'al  Le<j.u:¡6n  de  Italia, 

N9  21.  Lima,  29  de  Didetnbrc  de  1898, 

Señor  Ministro: 
Kl  (íobiorno  del  Key,  al  cnal   e<ta    Leg?ición   lia   cornunioado 

Ministro,  Comendador  Castelü,  y  ese  Ministerio  de  Ridai*iones 
ilxteriurc.s,  referente  íi  la  denegada  c^jeeneión  de  la  sentt'n«*ia  ílel 
Tril^nnii!  de  Savcnii,  <.n  la  causa  Aní^elrno-Ferraro,  me  ha  dinlo 
:n¿t:'i^f'ci'^i»es  para  n:iUlife^tar  a!  (íuhierno  de  hi  Rojráh'i;-)  (^ne 
::o  j"".i';d(í  convenir  con  la  inU  ri>r('iaeión  que  hv  Ccru-  í:4í!'(í  iur 
do  <..{.a  capital  ha  darlo  al  artículo  18  del  Tratr.ilo  Tt'.ilo- u.  rua- 
no del  28  de  Diciembre  de  1S74. 

rermítame  V^.  E.  que  lo  exponga  los  motivos  cjuo  han  intluci- 
<lo  al  (ioinerno  del  Roy,  dcspucs  <lo  oír  las  opiLÜonr-s  to;:nula- 
das  Mobic  la  materia  por  el  Ministerio  ác  (íracia  y  Ju-itieia,  y 
p.u'  el  Consejo  Diplomático  del  Reino  en  lo  coiüencioso,  á  for- 
mar.^sc  rl  convencimiento  do  que  la  Corte  Superior  do  Lima,  C(Mi 
su  sentencia  del  7  do  Airosto  do  IS07,  se  extralimitó  en  las  fa- 
^jultades  (pie  le  confiere  la  precitada  convención. 

El  Clobierno  del  Rey  estima,  ant'í  todo,  (tue  en  las  roclamacio- 
r.es entre  Estado  y  Estado,  referentes  á  las  controversias  entre  ciu- 
dadanos de  ambos  Estados,  las  leyes  que  deben  observarse  son 
las  convenciones  internaciona!o.=í  para  los  asuntos  Ti  que  aquellas 
se  contraen.  Por  consiguiente,  ron  respecto  a  la  ejecución  do  las 
sentencias  italianas  y  peruanas  en  el  Perú  y  en  Italia,  respectiva- 
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méate,,  U  iiorma  que  debe  seguirse  es  la  indicada  en  la  conven- 
ción internacioilal  celebrada  entre  los  dos  Estados  el  23  <1o  di- 
ciembre de  1874. 

Derívase  de  esto,  en  primer  lugar,  que,  como  el  artículo  IS  do 
Mquella  convención  expresamente  dispone  que  debe  precoder  á 
la  concesión  del  exeq^nátiir  un  juicio  de  delibemción,  y  establece 
ciuiles  yon  las  normas  que  deben  seguirse  para  tal  juicio;  no  pue- 
de ser  obstáculo  el  hecho  de  que  en  la  legislación  interna  del  Pe- 
rú no  se  hable  de  juicio  de  deliberación.  Esto  quiere  decir  que, 
en  <-'!  Peni  no  podrán  apelar  á  esta  forma  do  juicio  ni  lo<  porua- 
nos  ni  los  italianos  que  recurran  á  los  tribunales  peruano?,  para- 
coupoguir  la  decisión  de  una  controversia.  Pero  cuando  se  tra- 
tí\  (le  uno  de  los  dos  Estados,  debe,  en  el  otro  Botado,  hacerse  pre- 
ceder á  la  concesión  ó  no  de  la  ejecución  de  tal  sentencia,  un  jui- 
cio de  deliberación,  porque  así  está  convenido  entre  los  doí  Esta- 
dos y  no  puede  oponerse  la  falta  de  una  ley  de  proc^»di miento 
interno  al  respecto,  porque  la  ley  entre  los  dos  países,  e?  la  con- 
vención internacional  de  1874,  y  por  que  esta  misma  convención 
oetablece  la  norma  precisa  para  fal  juicio  cuando  dice  que  el 
Trihunal  Superior  debe  examinar: 

1)  si  la  sentencia  ñié  pronunciada  por  una  autoridad   judi- 
cial competente; 

2)  si  las  partes  han  sido  citada»  legalmente,  si  han    compa- 
recid »,  ó  si  han  sido  declaradas  legalmente  contumaces; 

3)  si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contrarias  al  orden 
público,  á  su  Estado  6  á  su  derecho  público. 

Sentado  esto,  hay  que  advertir,  ante  todo,  que  la  Corte  Supe- 
rior do  Lima  no  se  ocupa  en  su  sentencia,  del  segundo  ni  del  ter- 
cero de  los  puntos  que  se  acaban  de  indicar,  sino  que  so  limita 
al  solo  examen  del  primer  punto  de  la  cuestión,  es  decir,  si  las 
sentencias  de  Savona  y  Genova  han  sido  pronunciadas  por  una 
autoridad  judicial  competente. 

Luego,  con  re8[>ecto  á  esta  cuestión,  queda  comprobado  en  de- 
recho, que  el  artículo  18  de  la  convención  italo-peruana,  al  ha- 
blar del  examen  deliberativo  de  parte  de  uno  de  los  dos  Estados 
contratantes,  respecto  de  la  competencia  de  los  jueces  que  pro- 
nunciaron una  sentencia  en  el  otro,  no  quiso  ciertamente  recono- 
cer á  las  tribunales  de  cada  uno  de  los  dos  Estados  el  derecho  de 
decidir  si  es  competente  para  juzgar  en  el  fondo  de  la  materia  la 
autoridad  judicial  del  uno  6  del  otro;  sino  que  quiso  evidente- 
mente establecer  que  se  debía  examinar  solamente  si  el  tribunal 
del  Estado  que  juzgó  fué  competente  para  fallar  en  la  causa  some< 
tida  á  su  decisión,  con  arreglo  á  las  leyes  del  mismo  Estado;  es 
decir,  si  debía  examinar  solameate  la  competencia  coa  relaciói^ 
á  los  mismos  tribunalea  del.  £atado  en  el  cual  la  se^itencia  fue 
{«onunciacbL 
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Esto  se  (lesnrende  del  texto  literal  del  citndo  artículo  18,  el 
(  ual  dice:  que  las  sentencias  emanadas  do  los  Tribunales  de  una 
de  las  partes  contratantes  tendrían  la  misma  fuerza  que  las  ema- 
nadas un  les  l'ribnnales  locales,  y  el  Tribunal  Superior  en  cuya 
jurisdicvji^'^n  debe  efectuarse  la  ejecución,  deberá  solamente  exa- 
minar   hí  la  sentencia  ha   sido  pronunciada  por   una  autoridad 

jadicinl  cuiiiptte/ite,  N;;  se  trata,  pues,  dejuzf];ar  el  fondo  de  la 
cuestióii;  iiátase  d,e  dar  ejecución  á  la  sentencia  ya  pronunciada, 
en  el  otro  Estado  por  un  Tribunal  competente.  Es,  pues,  con  rela- 
ción ú  los  diversos  Tribunales  del  Estado  en  el  cual  fué  pronun- 
ciada la  sentencia,  y  á  las  reglas  reguladoras  de  la  competencia 
en  aquül  Estado^  que  debe,  segiín  la  convección  italo-peruana, 
examinarse  la  cuestión  (le  com{)etencia. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  causa,  ya  el  Estado  extranjero  ha 
pronunciado  su  fallo;  trátase  únicamente  de  ver  si  el  procedi- 
miento ha  sido  regular,  para  considerarla  verdaderamente  como 
cosa  juzgada  y  que,  por  lo  tanto,  tenga  eñcacia  en  el  otro  Estado. 

Si,  no  obstante  la  sentencia /extranjera,  se  puediese  (so  pretexto 
de  competencia  exclusiva  do  los  Tribunales  (leí  Estado)  iniciar  de 
nuevo  el  juicio  en  el  Estado  en  el  cual  aquella  sentencia  debe 
ejecutar: e,  en'tonces  sería  inútil  la  estipulación  de  un  trakido  pa- 
ra darlo  fuerza  ejecutiva  á  las  soYiteiiciasde  un  Estado  en  el  terri- 
torio del  otro'. 

La  Corte  Superior  de  Lima,  empero,  al  querer  deducir  que  los 
jueces  comj)etentes  eran  exclusivamente  los  peruanos,  sobrepasó, 
los  límites  (leí  tratado,  segtin  el  cual  debía  únicamente  exami- 
nar si  el  Tribunal  ilaliano  que  juzgó  fué,  ejitre  los  Tribunales  ita- 
lianos, í'l  competente  para  juzgar  según  las  leyes  de  Italia. 

Por  v\  !i(í-!i'>  do  declarar  la  Corte  de  Lima,  como  únicamente 
co.n)K:  ütt^  á  la  nutoriílad  judicial  peruana  en  el  asunto,  se 
avocó  á  sí  o!  derecho  de  juzgar  nuevamente  del  fondo  de  una 
cuestión  ya  juzgada  en  Italia,  como  si  entre  italia  y  el  Perú,  no 
existiese  el  tratado  de  1874,  en  el  cual  reconoce,  (siempre  que 
concurran  las  tres  condiciones  de  que  habla  el  artículo  18)  por 
otra  i)arte,  sin  más  trámites,  como  cosa  juzgada  y  con  fuerza  eje- 
cutiva en  cada  uno  de  los  dos  Estados  contratantes,  las  sentencias 
-pronunciadas  en  el  otro  Estado  por  los  tribunales  competentes  se- 
gún sus  leyes. 

Es,  pues,  evidente,  que  en  el  caso  actual  el  tribunal  competen- 
te seí;ún  las  le^'cs  italianas,  según  las  mismas  leyes  peruanas,  era 
el  de  Savona:  rctione  materia,  por  que  se  trataba  del  cumplimien- 
to de  una  obligación  comercial;  ratione  loci,  ]>orque  en  Savona  se 
contrajo  la  obligación,  y  en  Savona  debía  cumplirse. 

En  efecto,  el  artículo  91  del  código  de  procedimiento  civil  ita- 
liano dispone  que:  «la  acción  personal  y  la  acción  real  sobre  bie- 
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iH.«  nm(l)lt:s  (iiu-  ¡'tuMlfü  íi>lnl>i;ii-'  ¡iii'.f'  In  fi'.if-irid.ir!  iniici;»!  fif^l 

materia  coimimtÍ'-,!  í  ;-!mS  a«'«.'iniif  <  j.  ;i  <lt>-.  íninl'i.  ;i  .«-(.'i-  s.iii.'-iMiw 
ú  la  r;\i{'.ri<la'l  ju'litiMl  <]i:\  lucrar  m»  *  1  tímI  .--i-  I¡'/.íi  In  jn'oiiji  -;i  •'> 
¡aintri-^xa  (le  la  cesa.  6  on  oi  r;;;tí  ilii".»  ci^íiiíai-e  li' ol>!ÍLía*.ión 
í-i  bicíi  ol     (loniíiii'iml'    no  hn  si^lo  ;  Tí  í-íIímIo  iK-i.^onólininti-." 

V  i!  código  <j(.  |'h'«'''íliiíiic!il<.?^  civi!  íl'l  l*(*iú  íl!S[wMic  en  '•!  ár- 
lenlo 182  r^no:  "«>]  H"tor  piiod*  n'ii.l  ivii  (j.  ¡¡(i'  -i!  acción  d'-ndc 
ha  cr>ii traído  la  ol>!Í;^acinn  » 

Vu(\  \n\r<,  en  (1  pre.-ent»-  Ci»-').  en  Savci.M.  ih>;n!i*  ]a    nblii^a- 
oi<'»n  l\:ó  C'oniraiMa  y  dondi»  d- bía   (H»nj)lii>c. 

Con  Cito.  <*a(*  el  ai-tnimeiito  íjno  la  ( 'm  tcSn¡»cri'''J'  do  LÍ!na,  cre- 
yó píidcr  deducir  d.cl  princij'io  de  ene  n;;di(^  [»nede  bcr  .«uslraúlo 
á  sus  jiuce.s  naturales,  para  conclnii-  (jue  h'.-  ¡'crnanní,  no  pindén 
nunca  ser  juxírad<«^  «-ino  porl'p  "l'ril'nhjdts  ]»•  runní.'^.  l'iics!<)  Cjue 
dt'sde  el  nion-enlo  en  qu»^  por  ía  (envcneit'»n  ilalo  piMiiana,  s<.-  tr:Ua 
S('lo  de  ver,  en  (•!  ca.^n  do  peruano^  Juzgados  en  Italia,  si  el  tribu- 
nal (]Ur  loí?  ju/;^^'»  úi'^  entre  los  Irilamales  italiano-,  el  i.*oni pétente 
para  filo,  y  rpic.  eu  el  n^unto  prineipal,  el  tiilaiifT«l  de  Savóna 
por  el  cual  fueron  juz«^ados  IVrraro  y  Ansclitio,  era  el  eonipeten- 
te  para  liaoerlo,  trae  por  or.uf-ceufneia  fpie  (dada  la  circunstancia 
del  hecho  inherente  á  la  obligación  í^obre  rpio  trató  el  juici*)  b».- 
jueces  de  Savona,  jurídicamente  hablando,  eran  también  los  jue- 
(es  naturales  de  los  jtcruanos  que  a'^uolla  obligación  liabían 
conl  raído. 

E'^tc  argumento  de>truyo  el  principio  sentado  onun.ode  l'»s 
í't»nsiderando«!  déla  r\>rle  8nperi^M'  de  Lima,  scbre  que  el  solo  he 
cbo  do  una  sentencia  extranjera  respecto  de  un  habitante  del  Pe- 
i!],  pueda  l)astar  j  ara  constituir  una  violación  de  la  soberanía 
lie  este  Kstatlo. 

Esto  equivaldría,  )»ues,  fi  sostener,  que  nt)  se  podría  esti{>ular 
I  iitre  dos  (U)biern(>s  un  tratado  regnladoi*  de  la  eficacia  de  la- 
>t-ntoncias  r<gularmeiite  pronunciadas  p(>r  l'^s  TrÜMinales  de  unn 
<i«'  los  dos  Estado--,  en  el  territorio^del  i)tro. 

Por  consiguient(\  el  Gobierno  del  Pey  considera  la  sentencia 
de  la  Ciarte  Superior  íle  Lima  como  un  j^eto  rpie  no  corresponde- 
(on  las  dis[>osicion(s  de  la  convención  italo-|»eruana  d(d  2o  de  di 
ciembre  de  1S7L  y  sostiene  ípio  no  obstante  aquella  sentencia, 
tiene  derfcho  para  ¡ndir  al  (ícbierno  del  Perú  que  la  demanda 
de  ejecución  de  la  sentencia  de  Savona  y  de  (iénova  sea  reccai- 
.siderada,  tomando  en  cuenta  bis  consideraciones  siguienüs: 

Ante  todo,  hay  que  tener  présenle  (jue,  antes    de  la    sentencia 

<b*  la  CVnte  superior  de  Lima,  existía  ya  la  cosa  juzgada    pc^r  K)s 

Tribunales  Italianos,  cuyo  mérito  la  Corte  de  Lima  debía  resi>e- 

tar  y  no  ha  respetado.  Esto  solo  bastaría  j>ara   concluir,  que    no 

]>udieDdo  haber  dos  cosas  juzgadas  sobro  una  misma  cuestión, 1  a 


—  176  — 

sentencia  de  la  Coiic  «lo  Lima  por  cuanto  acoedió  al  simple 
juicio  de  deliberación,    no  puede  tener  ningún  valor  jurídico. 

En  segundo  lugar  hay  que  tener  en  c^^usidcraciun  quo  una 
cosa  es  aplicar  una  ley  iníorna  del  listado  á  las  relaciones  jurídi- 
cas entre  ciudadanos  del  mismo  Estado,  u  do  otros  Estados,  y  otra 
cosa  es  juzgar  sobre  el  valor  y  alcance  de  un  tratado  internacio- 
nal que  forma  ley  entre  dos  Estados. 

En  el  primer  cas(»,  son  competentes  los  tribunales  del  Estado 
ante  el  cual  se  somete  una  controversia  con  arreglo  ;i  sus  leyes, 
y  agotados  todos  los  trámites  legales  la  sentencia  de  dichos  Tribu- 
nales tiene  para  las  partas  fuerza  de  cosa  juzgada. 

Eli  el  segundo  caso,  por  id  contrario,  cuando  hubiere  duda  so- 
bre si  un  tratado  internacional,  ha  sido  ó  no  observado,  puesto 
que  los  Estados  son  independientes  jurídicamente  iguales  como 
Jiasta  hoy,  no  Lay  tribunales  internatdonales  superiores  á  ellos; 
la  fola  autoridad  competente  para  resolver  la  duda  son  las  par- 
tes que  lo  estipularon,  es  dí  cir.  !o.s  (Gobiernos  <ie  los  dos  Estados. 

Sentado  e.^to,  resulta  como  consecuencia  legítima,  que  uno  do 
los  ílos  Estados  contratantes  no  [aadc  considerarse  obligado  á  re- 
conocer sentencias  de  los  Tribunales  del  otro  Est-ado,  que  sean 
contrarias  á  la  convención  estipulada  entre  los  dos  Estados,  y 
<{ue  por  consiguientetc  tales  sentencias  no  pueden  tener,  por  lo 
que  á  él  se  refiere,  fuerza  de  cosa  juzgada. 

Y  esto  principalmente  i)orque: 

1)  de  otro  modo  se  memjscabaría  la  independencia  y  la 
igualdad  jurídica  de  uno  de  los  dos  Estados: 

2)  sería  inútil  haber  estipulado  un  tnit  ilo  pira  asegurar 
la  eficacia  do  las  sentencias  fie  v\n  Estado  ^il  el  otro,  mientras  los 
Tribunales  do  cada  uno  de  los  dos  lOstadus,  en  lugar  de  limitarse 
á  indagar  si  aquellas  han  sido  ¡ironunciadas  pt)r  el  Tribunal  coni- 
potentc  seguidlas  leyes  (kd  Estado  á  que  aquel  pürten«*ce,  fuesen  li- 
bres por  ju'/gar  sobre  su  propia  com[>etencia  6  iniciar  asían  nue- 
vo juicio  sobre  la  cuestión  n-Ti  juzgada,  ni  más  ni  menos  como  si 
el  tratado  no  exivstiera,  y  pudieran,  por  consigniente,  eludirse 
completamente  las  dispo.siciones  y  el  objeto  de  él; 

J).  resultaría  el  absurdo  de  que  un  acreedor  reconocide  como 
tal  [)0r  los  Tribunales  competentes,  pudiese,  en  muchos  casos,  no 
ob8tant<3  los  Tratados,  hallarse  en  la  impo?ibili  l;id  do  obtentor 
en  el  listado  extranjero  el  pago  de  su  crédito; 

4)  en  el  presente  caso,  la  cosa  juzgada  existe  ya  en  las  senten- 
cias de  Savona  y  de  (fénova.  y  no  puede  someterse  más,  eu 
cuanto  al  fondo,  á  nuevo  exafKUíii  i>or  parte  d©  losr  Tribunales 
del  Perú.  Trátase  sólo  de  liacorla  ejecutar  aquí,  previo  única- 
mente el  examen  deliberativo,  para  ver  si,  en  su  forma  intríAfse- 
ca*,  es  regular  según  las  leyes  de  Italia,  donde   fué  pmtttmeindo. 
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y  sí  no  menoscaba  el  or»lon  y  el  doreclio  público  del    Perú,    don- 
de debe  ejecutarse. 

Por  todas  estas  razono?,  consMerando  el  (urbieruo  dol  R'?y  la 
Sv^ntencia  de  la  C'^H't.e. Superior  de  Lima  como  un  acto  que  no 
eácoufonne  con  las  diapo.siciones  de  la  convenüiun,  por  la  cual 
cada  uno  d^.  Iós  dos  Gobiernos  <lche  reí^ponder  al  otro,  sin  que  le 
sea  lícito  oponer  un  ÍíjIIo  de  sus  magistradofs;  invita  por  mi  ór- 
jj^anoal  (lobierno  de  la  República  (x  que  ha^a  cu!n¡>lir  las  disp.^ 
dciones  de  la  Convención,  y  que  por  su  trasgresion  no  sulVai. 
perjuicio  los  ciudadanos  italiaiu).^,  cuyos  <lereclios  (reconocid'^ 
i>or  un  juicio  rf'gulnr)  tuvo  en  mira  tutelar  aquel  tratado,  á  i.: 
par  con  los  peruano 


Confía,  por  tivnto,  en  las  buonis  disp  )3Íciono^  de  (jue  no  pue- 
<le  menos  de  e::ítar  animado  el  <i  )l>iorno  do  la  R>pública,  á  íín 
de  que  se  pong.i  un  remedio  á  las  consecuencias  de  la  resolución 
<le  la  Corle  Su[)rc'nia,  y  se  liaKe  el  modo  de  hacer  ejecutar  en  es- 
te l'^ta  ío  l.i  soni'jrv^iíi  ita'i.ma  varias  reces  citada,  que  no  ostú 
tachada  por  ninguna  da  las  exeopciones  consigna«las  en  el  ar- 
ticule 18  de  la  Convención  l(;iio-i)ernana. 

En  la  esporanza  do  re-.-inir,  Iva  lue^^o  romo  sea  pasible,  \:\  \\*>- 
puesta  que  V.  E.  se  sirva  darme,  tciui^í»  el  honor  do  reileru'lf. 
sttñoL*  Miniíilro,  la  expresión  do  mi  alta  consideración ^ 

(r.  Fcvi'a  Forni. 

« 

A  Su  Excelencia  el- señur  doctor  Molitón  F.  Porras,  Ministro  de 
Relacioncíí  Exlerioros. 


¡íimaLorío  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  3.  "  Lima,  ü  de  Ftbrm^o  de  1899. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  estudiarlo  detenidamente  la  estimable  nota  de  V.  S.  !n*?  21, 
de  fecha  29"  do  Diciembrc  último,  en  la  que  manilicsta  (pie  <  1 
GébieiTio  del  Rir'y  le  ha  enviado  instniccionoa  par»  ex[»resar  qu«- 
no  puede  convenir  un  lorintiTpretaci»')!!  que  la  Corto  Superior  df 
esta  capital  ha  dado  al  artículo  IS  del  Tratado  Ítalo-peruano 
del  23  de  Diciembre  de  1874,  en  la    causa    Angelmo-Fcn-aro.    y 
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l»i'le  qnc  se  ponga  un  remedio  á  la  re>C'liui»'»n  de  la  Caerte,  bus- 
ciiudo  el  modo  de  hacer  eieeniar  en  ecjt?  Estiulu  la  sentencia  ita- 
liana  pronunciada  por  el  Tribunal  de  Savona  fjuc,  según  afirnuí 
\'.  8.,  no  está  tachada  por  nin^^iina  do  ias  oxv'0[)í'ióiies  consigna- 
(l.'S  en  el  artículo  pertinente  del  Tratado  del  74. 

Para  llegar  á  e^^te  resultado,  disortí^  \'.  8  ,  exíen.samento  sobre 
los  motivos  que  ha  tcnitlo  el  (iohierno  italiano  al  iniciar  la  gcs- 
\\ón  de  que  V.  S.  está  encariñado. 

Debo  declarar  á  V.  ^.,  dcáde  luego,  que  mi  Gobierno  no  en- 
cuentra justificación  alguna  en  los  motivos  alegado?,  y  que  sien- 
t-  muysinceramente  no  poder  acceder  á  la  petición  formulada. 
pr>rquo  aunque  estima,  como  V.  S.,  que  son  los  (Gobiernos  b>s 
(¡ue  deben  responder  á  los  (íobieraos  ikd  ciimolimiento  de  los 
Tratados  que  paiten,  no  se  trata  en  esto  caso  especial  de  p.icto  ni 
(!<•  estipulación  alguna  que  haya    si<lo   olvidada  ó  desdeñada. 

Origina  la  reclamación  del  Cíobicrno  de  V.  S  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  Superior  de  esta  capital  el  i)  de  Agosto  d'- 
ls07.  (1)  contraria  á  la  pí^tición  (]>}  los  señores  Anselmo,  para  qutí 
se  ejecutara  el  fallo  dictado  por  el  Tribunal  de  Savona  en  24  i]v 
Abril  de  1S90,  coníirmado  por  el  Tribunal  de  Apelacióii  de  (íc- 
U'^va  en  2.*)  de  Ago>to  dil  mismo  año.  Afirma  \\  S  ,  en  resumen, 
(pie  la  sentencia  en  cuestión  es  violatoria  del  Tratado,  puesi'» 
ípio  era  de  rigor  C()íi''evb'r  el  ccrtpniinr  (\  una  sentencia  italiana 
(|iie  reúne  tod:is  U\<  cofidi''ion''s  exigidas  en  61. 

B  isla  comunicar  e-^la  ri'olam  ición  y  hacerse  cargo  del  conteni- 
d  )  del  artículo  18  d:l  n-lori  lo  pACl.o,  pir.i  considerar  ina'lmisib:e 
la  gestión  de  V.  S..  })U<'S  es  evidente  que  se  trata  de  un  hecho 
consumado,  y  consumado  en  conformidad  con  las  prescrii>cione3 
mism.is  del  doeunv-nb.)  internacional  que  V.  S.  invoca. 

Jíl  Tratado  del  71  e>  un  pacto  de  Am'stid,  Comen;io  y  Nav»*- 
g.i.rióü,  (pi)  en  uu.)  de  s  H  artículos  \v\  consignado,  de  un  mol" 
expreso,  la  subsistmcia  (bd  hecho  de  cortesía  relativo  á  la  ejecu- 
ci'Sn  de  sentencias  eii  ¡'ais  extranjero,  e.-:lo  es,  estableciendo  v\\ 
Ibinui  obligatoria  la  concesión  del  fstqnálnr  en  los  mismos  ca?o-í 
en  que  hubiera  siílo  otorgado  sin  dicho  artículo  |  or  razón  dt- 
simple  deferencia  ó  por  conveniencia  internacional. 

Es  útil  notar  que,  ('«»:no  '.o  se  trataba  el  año  74  de  un  parlo 
cspocijil  de  í\jecuci«'>:i  d"  -"ntencia*^,  no  pudo  determinarse  los 
('.<s(>s  que  pudieran  o-urrir  ^.'on  los  d<lalles  necesarios  para  salvar 
ó  aclarar  las  dudas  s;)br<  competencia.  Limitáronse,  pues,  la> 
partes  interesadas  á  dcclaiiir  ti  [)rincipio,  estableciendo  las  con- 
<iiciones  que  debían  lleiiarií^  [)ara  que  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia italiana  fuera  exii;ibie  en  el  í^eríi  v  viceversa:   convínien- 


(1)  Véase  la  págmaNUS, 
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'1".  al  mismo  t.itímpo,  <\\\e  '^i.^rid  ol  Tribunal  superior  del  lugar 
i '  ia  ejí^tmrión  quií-n  n  solvería  si  esas  condiciones  se  habían 
iu-'iado,  ó,  en  otros  términos,  si  había  ó  no  lii^ar  al  exequátur. 

PuaM  bien,  en  conformidad  con  lo  estipulado,  la  Corte  de  Lima 
«"  reunió  i)ara  examinar  la  petición  du  Anselmo;  entró  á  averi- 
L''iar  ai  la  sentencia  italiana  reunía  las  cuatro  condiciones  exigí- 
d'is,  y  encontró  al  aplicar  la  primera  de  ellas,  que  carecía  de 
dicho  requisito. 

Y  al  estudiar  el  a-Aintoy  resolverlo,  ha  procedido  cou  entera 
aliena  f(^  y  cabal  concepto  de  la  inteligencia  del  Tratado,  con  esa 
i'Uena  fe  y  cabal  cunct^pto  que  ainbos  listados  han  prc  umido  de 
.  auteiufino  al  entret^ar  á  la.s  Cortus  judiciales  de  a[)elación  de  ám- 
l>03  países  la  facultad  de  conceder  ó  negar  ol  ex(q'd<Uiii\  y  sin 
n|>artarse  un  punto  de  la  norma  regular  de  un  juicio  de  ilelibe- 
ración,  pues  ha  sido  en  realidad  un  juicio  «le  ee^ta  naturaleza  el 
que  termipó  en  Lima,  el  9  de  Agosto  de  1897,  y  no  un  juicio  de 
revisión,  ni  mucho  menos  uno  en  que  se  hubiese  entrado  á  exa- 
minar el  frmdo  del  proceso  fenecido  en  Italia. 

Al  dechirar  este  hecho,  c^ntirmado  por  el  tenor  de  la  de<.isióu 
misma  de  la  C3rte  Superior  de  e.sta  capital  y  pv)r  btis  antecrden- 
t»^?,  cábeme  la  oportunidad  <le  desconocer  la  fuerza  del  arrumen- 
t>  aleL^ado  por  V.  8.  ni  indi'-'aríjuo  1:\  elenoiiiil  )íia  <le  la  ejecucióu 
de  la  sentencia,  importa  el  liicho  de  avonise  el  conocim'ent  > 
de  una  causa 'fenecida,  ponpie  ad^nitirsMmí-'iHnt-"»  c-mcln^ión  Huiría 
admitir  que  no  pu<^(b^.  eo  nioii^rin  caso,  ne^rars»»  e!  cctquátur^  y 
que  el  juicio  de  lielibera^-ión,  así  como  I.ls  condiciones  vseñaladas 
por  los  Tratados  y  muy  en  esp'X'ial  la  r.-jiaiiva  á  la  competencia, 
son  pura  fórmula. 

Si,  [íues,  el  Tribunal  de  Lima,  que  ha  si«io  de-i¿;nado  por  lo** 
dos  p;.íse9  para  resolver  si  una  s^-ntoncia  italiana,  (pie  necesita 
sir  ejecuta  la  ou  Liui  i,  reúne  los  rejui-jíLo?  n.^cu^i:  i;)-;  [>ara  ello, 
pronunció,  en  virtiul  de  esta  atribución,  í:U  fallo,  hay  ([ue  ac^q)- 
íar  qu*3  esto  fallo  es  deíiniuvü  y  que  Uv)  hiy  in-^tancia  po-iblo 
contra  él.  Sí  loa  Gobiernos  pudiera u  rjvojar  los  fallos  de  sus 
Cortes  Ju  licialos  en  juicios  d^jlibjrativos  serían  ello-,  en  definiti- 
va, quienes  decidirían  sobre  el  ext qiuitar,  v^uciiaudosin  aplica^  ion 
la  tramitación  establecida  comunmente  [K\ra  nacionalizar  sen- 
tencias extranjeras. 

No  presoatáudose  ahora  ni  siquiera  el  cas>  du  un  fallo  noio- 
riamentc  arbitrario,  no  se  ejtplica,  á  primera  vista,  que  el  (io- 
bierno  iti^liano  prctcmla  euq>i;rioáa  mente  quv*  «1  di  Perú  haga 
ejecutiir,  X  p.sar  de  todo.  !a  sentencia  del  Tribunal  de  Savona. 

Esto  no  ¿o  explica  ciertamente  sino  por  l<i  creon<t¡a  que  abriga 
el  Gobierno  de  V.  S.  de   que  el    Tribunal  peruano,  al  pplicar  el 
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artículo  18  del  Tratado,  ba  incurrido  ou  un  error  grave  de  in- 
terf)rtjt}i'!Íüu;  pues  «la  autoridud  judicial  competente,»  á  (juo  S'j 
refiíTo  la  primera  condición  antes  citada,  es  la  autoridad  judi- 
cial, .so^ún  las  le^'Gñ  judiciales  del  ¡>aís  donde  so  ha  seguido  e! 
proceso,  es  decir,  según  las  leyes  italianas  en  el  caso  actual. 

Pero  si  el  Gobierno  de  V.  S.  cree  que  os  éste  el  sentido  de  la 
cláuHu la,  y  fué  tul  su  concepto  al  convenir  en  la  estipulaciuii 
correspondiente,  mi  Gobierno,  á  su  ve/,  entiende  que  la  conipL- 
teiu'ia  señalada  os  la  competencia  internacional,  aprecioda  cou- 
fo!!ne  íi  las  leyes  del  país  á  (juien  t=e  pide  el  €yiiU)'Ui{'ti\  y  lia  >'u^^ 
tíiinhien  éste  el  conce[)to  que  le  guió  al  aceptar  la  referida  chui- 
sala. 

En  el  supuesto  de  duda,  ó,  mejor  dicho,  en  la  eventualidad  de 
interpi-^'taciones  distintas  posibles,  hay  que  convenir  que  «lebc 
prjv:il<'í\T  la  interpretación  de  quien  la  hace  ó  de  quien  es  ti 
lia  ':j'1o  h  aplicar  la  e.sti[)ulaciói],  fuera  de  que  es  incuestionable 
qu",  I) TI  un  país  dudo,  el  principio  de  la  jurisdicción  nacional 
deb'  ser  la  regla  y  no  la  excepcióny 

P  ro  aquí  no  ha  habido  siquiera  duda,  porque  el  Tribunal  no 
ba  lu clu»  sino  inclinarse  ante  la  doctrina  y  los  hechos,  sentando 
una  consecuencia  legítima,  con  una  persuasión  igual  á  la  que  el 
Gobierno  de  la  República  abriga  al  respecto. 

Ti'^s  condiciones  del  Tratado  nojson  nuevas  ni  excepcionales  en 
la  historia  de  la  diplomacia  moderna:  son  sustancialmente  las 
inl-uias  que  señalan  los  tratadistas  y  las  que  acostumbran  fijar 
prácticamente  los  países  que,  no  teniendo  Tratados  sobre  ejecu- 
ción de  sentencias,  admiten,  sin  embargo,  la  conveniencia  de 
prestar*su  asentimiento. 

V.  S.  sabe  que  la  antoiidad  de  cosa  juzgada  pierde  su  fuerz^i 
al  salir  de  las  fronteras  del  país  donde  ha  terminado  el  juicio. 
La  independencia  misma  de  los  Estados  trae,  por  consecuencia  el 
principio  de  que  la  ejecución  de  un  fallo  extranjero,  no  es  siuvj 
concesión  cortés,  y  de  ninguna  manera  una  obligación.  Esta 
concesión  excepcional,  dada  por  la  conveniencia  de  la  reciproci- 
dad, estipulada  6  nó,  se  otorga  siempre  previo  examen,  destina- 
do á  averiguar  si  el  fallo  se  ha  pronunciado  regularmente,* si  no 
se  opone  á  los  principios  constitutivos  del-  país,  á  sus  costumbres 
ú  orden  social,  y,  por  último,  á  la  jurisdicción  propia.  En  esta 
virtud,  la  competencia  figura  expresamente  como  condición 
esencial  en  los  pactos,  en  las  prácticas  internacionales  y  en  las 
opiniones  de  los  tratadistas;  y  al  hablar  de  competencia,  se  refie- 
ren todoá,  no  á  la  competencia  de  carácter  interno,  es  decir,  no 
á  saber  si  el  Tribunal  que  ha  fallado  es  el  competente  entre  los 
Tribunales  del  mismo  país,  sino  el  competente  en  la  esfera  inter- 
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nacional.  Igoales  tralicioiies^  hecliM  y  opinioa^s*  casi  unifor- 
mes, sostienen  que  esa  compatencia  inoernaoional  debe  ser  juz- 
gada con  criterio  propio  y  no  con  criterio  agen),  en  conformidad 
con  las  leyes  del  país  que  la  aprecia,  y  no  en  conformidad  coa 
los  del  país  que  la  pretende.  /  La  práctica  italiana  es,  segura- 
ir.ente,  la  única  eJccepeión  sobre  el  particular. 

Y  es  justo  concluir  que.  en  la  oportunidad  presente,  como  en 
cualquiera  otra  semejante,  mi  Gobiern-j  no  paede  ni  deb?  recu- 
rrir íi  ese  criterio,  olvidando  las  reglas  generales  de  soberanía  y 
jurisdicción  y  el  concepto  que  le  guiara  á  estipular  el  artículo  18 
del  Tratado,  concepto  que  ha  mantenido  siem{)re  que  ha  inter- 
venido en  actos  internacionales  relativos  á  la  materia. 

Es  notorio.  además,'que  hay  países  que  no  admiten,  en  ninguna 
forma,  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras:  que  hay  otroi  que 
la  admiten  revisando  el  proceso  ó  aceptand*^  el  primitivo  como 
medio  probatorio;  y  que  los  más  liberales  al  respecto,  que  son 
los  menos,  conceden  la  ejecución  mediando  el  cumplimiento  de 
condiciones  que  pongan  á  salvo,  com  •  antes  hemos  insinuado, 
Ko  solo  la  respeta  bil  i  da  1  del  proceso,  sino  también  lo-s  derechos 
jurisdiccionales  y  el  orden  social  propio;  lo  que  manifiesta  que 
aúu  los  m{\s  avanzados  en  el  alto  propósito  de  borrar  fixmteTas, 
se  detienen  ante  conaideracionea  íntimamente  ligadas  al  princi- 
pio de  soberanía,  y  que,  por  lo  tanto,  no  podían  ser  renunciadas 
sino  d«  una  manera  expresa  y  terminante. 

¿Existe  esta  renuncia  en  el  tantas  veces  citado  artículo  13? 
Ciertamente  que  no  hay  en  él  una  sola  palabra  que  la  establez- 
ca, y,  siendo  así,  debemos  atenernos  al  principio  general  y  no  á 
1a  interpretación  que  el  Gobierno  de  V.  S.  quiere  hacer,  en  el 
concepto  equivocado  de  que  hemos  admitido  prácticas  excepcio- 
nale3  que  en  realidad  no  hemos  sancionad )  y  que  no  podríaní  )s 
sancionar  sino  de  una  manera  expresa,  clara  y  terminante. 

Mi  Gobierno  ti-ene,  {X)r  consiguiente,  derecho  perfecto  para 
apreciar  la  competencia  en  el  sentido  expuesto,  que  es  el  sentido 
gener.ilmente  aceptado,  y  para  estimar  que  sus  Tribunales  han 
procedido  correctamente  al  negar  el  exequátur  a  la  sentencia  de 
los  Tribunales  italianos. 

Deplora,  por  lo  tanto,  que  no  le  sea  dable  acceder  á  la  peti- 
ción formulada  por  el  digno  órgano  de  V.  S.,  con  tanto  mayor 
motivo,  cuanto,  como  he  dicho  al  principio,  no  se  trata  de  un 
caso  de  divergencia  ó  de  duda,  sino  de  un  heclio  consumado  y 
definitivamente  concluido,  de  un  fallo  en  un  juicio  de  delibera- 
ción, pronunciado  por  la  autoridad  designada  de'  común  acuer- 
do en  el  pacto  que  lleva  la  finna  del  ilustrado  Gobierno  de  V.  S. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para   reiterarle,   señar   Eacar- 
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gado  de  Negocios,  las  seguridades  d»?  mi    distinguida   considera- 
ción. 

3/.  F,  Porras. 

m 

Al  señor  GiácomD  Fara  Forni,  Eioargado  de   N3gocio3   de    Ita- 
lia. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  28.  Lima,  2  de  Stiitmhrt  de  1899. 

* 

Señor  Ministro: 

Fué  oportunamente  comunicada  al  Real  Ministerio  de  Nego- 
cios Extranjeros  la  nota  que  V.,  E.  dirigió  al  señor  Fara  Forni, 
con  fecha  6  de  Febrero  del  año  en  curso,  N?  3,  exponiendo  las 
consideraciones  que  el  Gobierno  de  la  República  había  creído  de- 
ber oponer  á  las  aducidas  por  el  Gobierno  de  S.  M  ,  respecto  de  la 
interpretación  que,  (\  su  juicio,  debe  darse  al  artículo  18  del  Tra- 
tado ítalo-peruano  de  187J,  y  no  admitida  por  las  autoridades 
P'.Tuanas,  en  ocasión  de  la  deman<la  de  ojocu  úón  de  la  senten- 
cia del  Tribunal  de  Savona,  en  la  causa  AnselmoFerraro. 

Prescindiendo  del  hecho  espacial  que  ha  dado  lugar  á  la  pre- 
sente divergencia,  y  del  cual  no  es  llegado  el  caso  do  ocuparse, 
hasta  que  los  dos  Gobiernos  no  se  hayan  puesto  de  acuerdo  res- 
pecto del  modo  como  aquel  artículo  debe  ser  interpretado;  la  opi* 
nión  de  mi  Gobierno  es  que  las  razones  aducidas  por  el  de  la  Re- 
pública, en  apo3'o  de  su  tesis,  no  son  tales  que  puedan  mo- 
dificar nuestro  modo  de  ver  la  cuestión,  según  ya  lo  hemos  ex- 
l>uesto  en  la  prece<lente  correspondencia;  cuestión  que,  además, 
ha  sido  ai)reciada  por  el  Consejo  Diplomático  de  lalia,  en  lo  con- 
tencioso. 

No  se  sabe,  en  efecto,  cuanto  sea  admisible  aducir  que,  con 
aquel  artículo  hayase  querido  dar,  solamente,  forma  obligato- 
ria á  cuanto,  á  falta  de  convenio,  se  habría  liecho  por  pura  de- 
ferencia, 6  por  conveniencia  internacional.  En  principio,  no  es 
jamás  adraitiila  la  ejecución  de  una  senteu'^ia  extranjera;  ni  p<')r 
deferencia,  ni?igún  Estado  está  dispuesto  á  menoscabar  las  dis- 
posiciones de  sus  propias  leyes,  dictadas  en  guard  i  do  los  dere- 
chos de  sus  ciudadanos 
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Las  coavenciones  son,  por  el  contrario,  una  excepción  de  la 
iuáxiiiia  general  de  dereclio;  excepciones  en  las  cuales  los  Cn>- 
biernoa  contratantes  convienen,  en  vista  de  otras  vent  ijas  ó  fa- 
cilidades, que  esas  convenciones  useguran  en  provecho  de  la? 
partes.  No  puede,  por  consiguiente,  mi  Gobierno,  consentir  en  la 
apreciación  manifestada  por  el  de  la  República,  respecto  del  va- 
lor de  la  estijmlación  en  cuestión,  como  sí,  por  ser  la  misma 
cumi^rendida  en  un  tratado  de  amistad,  más  bien  que  en  una 
convención  esi)ecial  |)ara  la  ejecución  de  sentencias,  tuviera  ella 
ui!  alcance  menor,  ó  debiera  ser  limitadamente  interpretada. 

De  esta  apreciación  que,  según  nuestro  parecer,  no  es  sosten í- 
ble,  se  deriva,  como  consecuencia  natural,  la  interpretación  dada 
\KY  el  Gobierno  peruano  á  cada  una  de  las  cláusulas  del  artícu- 
lo: interpretación  que  hacía  enteramente  inútil  la  estipulación 
celebrada,  puesto  que,  cuando  se  quiera  sostener  que  esto  no  e:? 
más  que  la  expresión  escrita  de  cuanto,  á  falta  de  convención, 
se  podría  hacer,  es  lógico  que  la  competencia  del  Tribunal  que 
ha  formulado  la  sentencia,  no  pueda  apreciarse  sino  con  arreglo 
á  las  leyes  del  Estado  donde  se  pide  la  ejecución  del  fallo;  y  sien- 
do esto  así,  no  deberá  admitirse  ninguna  ejecución,  porque  el 
[.ermitirlo  será  siempre  una  excepción  del  derecho  público  in- 
terno, y  de  la  competencia  de  los  Tribunales  locales. 

Ahora  bien,  para  que  la  estipulación  en  cuestión  tenga  valor, 
es  indispensable  que  la  competencia  del  Tribunal  que  senten- 
cia, deba  apreciarse  según  las  leyes  del  Estado  en  que  la  senten- 
cia fué  pronunciada;  y,  á  este  respecto,  compete  al  magistrado 
local  cerciorarse  de  que,  en  el  juicio  de  deliberación  (por  el  cual 
se  entiende  un  examen  aianarioj  hecho  por  parte  de  la  autoridad 
competente,  y  no  un  juicio  contradictorio,  como  sucedió  en  el  ca- 
so Auselifio  Ferraro),  dada  la  naturaleza  de  la  coi\troversia,  tal 
competencia  ha  existido,  y  que  las  partes  han  sido  regularmen- 
te citadas;  mientras  que  la  verificación  de  que  la  sentencia  no  es 
contraria  al  orden  público  del  Estado  y  á  su  derecho  público,  se 
refiere  á  la  paate  d/í7)o.9/7/í  a  de  dicha  sentencia,  y  nunca  á  la 
competencia  del  Tribunal  que  juzga,  lo  que  constituye  un  exa- 
men aparte. 

Y  lo  que  se  dice  respecto  de  la  competencia,  debería  rei»etirse 
en  cuanto  á  las  citaciones  de  las  partes;  la  cual  tampoco  podrá 
ser  nunca  regular,  si  se  parte  del  concepto  que  lo  dispuesto  en  el 
artículo  18  no  constituye  una  excepción  de  derecho  público  de 
Jos  dos  países. 

Pero,  según  el  estado  de  las  cosas,  es  superfino  insistii  en  este 
argumento,  ó  repetir  cuanto  ha  sido  ya  dicho;  mas,  como  con- 
viene que  la  cuestión  sea  resuelta,   y   como,    probablemente,    el 
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(Gobierno  de  la  República  no  estará  dicpuesfc«3  á  conformarse  oon 
nuestro  parecer  al  respecto,  el  marqués  Visct^nti  Venosta  me  ha 
ílado  instrucciones  para  que  proponga  á  V.  E.,  esperanasado.  en 
que  la  proposición  será  aceptada,  dejar.la  cuestión  Anselmo  tal 
como  se  encuentra,  y  someter  la  de  principio,  ó  sea  la  interpre- 
tación del  artículo  18,  á  un  fallo  arbitral,  al  cual  las  dos  parte» 
Bometerán  los  argumentos  que  croan  deber  aducir  en  ap<:»yo  de 
su  tesis  respectiva. 

En  cumplimiento  de  tales  instruccione?,  ten^^o,  pues,  el  ho- 
nor de  hacer  á  V.  E.  la  presente  comunicación,  rogándole  se 
sirva  paríicipirme  la  respuesta  que    he  de  dar   al    (Tobierno  de 

R.  M. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  segurida  ies  de  mi  alta  con- 
sideración. 

G.  íHrrone, 

A  S.  E.  el  sen  )r  do3tor  don  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de   Ro- 
Relaciones  Exteriores. 


Miniffferio  d*i  Rdacíones  Exteriores. 

N^  31.  Urna,  29  de  Noviembre  de  1899. 

HeñoT  Ministro: 

Me  es  grato  corresponder  á  la  nota  de  V.  E.  do  2  de  Setiem- 
bre, relativa  á  la  interpretación  que  debe  darse  al  artículo  18 
del  Tratado  de  Amista<l  entre  el  Perú  é  Italia,  de  23  de  Diciem- 
bre de  IS74,  con  motivo  de  la  ejecución  de  una  sentencia  leí 
Tribunal  de  Savona  en  la  causa  Anselmo-Ferraro. 

Las  extensas  consideraciones  con  que  V.  EL  sostiene  que  la 
(Jorte  Superior  de  Lima  se  ha  extralimitado  de  los  términos  del 
Tratado,  al  negar  el  exequátur  a  dicha  sentencia,  no  modifican, 
como  V.  E.  se  ha  servido  preverlo,  el  concepto  que  tiene  el  Go- 
bierno de  esta  República,  de  que  aquella  sentencia  es  inconmo- 
vible, tanto  en  el  orden  legal,  como  á  la  luz  de  los  principios  y 
doctrinas  del  derecho  internacional,  que,  sin  oponei'se  á  lo  qu« 
V.  E.  me  expresa,  norman  invariablemente  los  pactos  ó  compro- 
misos de  este  orden. 
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Serla,  pues,  inconducente  renorar  eñ  e«ta  ocasión  un  debate 
ya  mtiy  prolongado,  para  no  avanzar  má«  en  ei  fondo  del  asunto 
Ansclmo-Ferraro.  asunto  qu^,  para  el  Gobierno  peruano,  está 
definitiva  é  irrevocablemente  resuelto. 

Pero  cotno  no  sucede  lo  inisroo  respecto  de  la  interpretación 
del.  Tratado,  á  fin  de  evitaren  adelante  divergencias  de  esta  clase, 
ei  Gobierno  peruano  no  en-cuenlra  inconveniente  para  acceder  á 
la  insinuación  que  contiene  la  nota  de  V.  K.  de  someter  dicha 
interpretación,  para  lo  fiíturo,  á  un  arbitraje,  del  que  estaiía  ab- 
solutamente alejado  el  caso  en  cuestión. 

He  recibido,  pues,  el  encargo  de  expresar  á  V.  E.  que  el  Perú 
está  llano,  por  su  parte,  á  la  ejecución  de  ese  arbitraje  así  defi- 
nido. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  reiterar  á  V.  E.  las  sf  guri- 
<la/les  de  mi  alta  y  distinguida  con'sid^acióñ. 

M.  J/.  (iálitz. 

Al  Excmo.  señor  Giuseppe   Pirroive,    Enviado   Extraordinario  y 
Ministro -Plenipotenciario  de  Italia. 


JRedl  Leg^eibn  de  Itñliix. 

Lima,  3  de  Diciembre  de  1899. 
Señor  Ministro:- 

Refiriéndome  á  la  conversación  que  tuve  con  V.  E.  tan  luego 
como  hube  recibido  su  estimable  oficio  de  29  de  Noviembre  próxi- 
mo pasado,  número  31,  referente  á  la  cuestión  Anselmo-Ferraro, 
me  hallo,  ante  todo,  en  la  necesidad  de  confirma  cuanto  tuve  el 
honor  de  exponer  verbalmente,  es  decir,  que  el  Cíobierno  de 
S.  M.,  al  proponer  al  de  la  Repúblú:a  someter  á  un  juicio  arbitral 
la  cuestión  de  fondo,  concerniente  á  la  interpretación  que  debe 
darse  al  artículo  18  del  Tratado  de  Paz  y  Amistad,  exist^ite  en- 
tre los  dos  países,  no  tenía,  y  no  podía  tejver  otra  significación 
que  la  de  establecer  una  norma  obligatorÍA  para  ambos,  la  cual 
.únicamente  debiese  servir  para  la  definición  de  la  cuestión  con- 
creta surgida  entre  los  dos  Gobiernos. 

No  es,  pues,  de  ningún  modo  posible   admitir   que   el   asunto 
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Anselmo  sea  considerado  como  definitiva  é  irrevocablemente  re- 
suelto, del  modo  como  lo  entiende  el  Gobierno  de  la  República, 
y  que  la  sentencia  arbitral,  cualquiera  que  sea  su  comprensión, 
deba  únicamente  valer  para  lo  sucesivo. 

Oreo,  intertanto,  superfino  resumir  los  argumentos  que  expu- 
se á  V.  E.  de  viva  voz,  en  apoyo  de  la  opinión  sostenida  con  to- 
da justicia  por  mi  Gobierno;  me  es,  empero,  grato  anunciarle  que 
habiéndome  apresurado  á  participar  á  S.  E.  el  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros  del  Reino,  el  deseo  emitido  por  V.  E.,  ante:* 
de  darme  una  respuesta  definitiva,  de  que  se  comprenda  tam- 
bién en  la  demanda  de  arbitraje  el  caso  Anselmo-Ferraro;  el 
marqués  Visconti  Venosta  me  ha  telegrafiado,  autorizándome 
para  que  declare,  que  no  hay  inconveniente  para  aplicar  igual- 
mente el  arbitraje  a  la  cuestión  concreta  de  que  se  trata. 

Confío  en  que  esta  prueba  evidente  de  deferencia  manifestada 
por  el  Gobierno  del  Rey  hacia  el  de  la  República,  servirá  para 
hacer  aceptar  nuestra  proposición,  la  cual  proporciona  el  mejor 
v  más  conveniente  modo  de  solucionar  una  cuestión  hasta  hoy 
larga  é  inútilmente  debatida. 

Sírvase  aceptar,  señor  Ministro,  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

G.  Pir-vue. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Manuel    María   Galvez,    Presidente 
del  Consejo  de  Mhiisítros  y  Ministro   de  Relaciones  E^rteriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  3  de  Febrero  de  1900. 

m 

"  Señor  Ministro: 

Como  intérprete  de  los  vivos  deseos  de  mi  Gobierno,  ruego  ú 
V.  E.  se  sirva  favorecerme  con  la  respuesta  á  la  nota  que  tuve  el 
honor  de  dirigir  á  su  honorable  predecesor,  con  fecha  3  de  Di- 
ciembre último,  concerniente  á  la  demanda  de  arbitraje  en  la 
cuestión  Anselmo-Ferraro. 

V.  E.  no  ignora  qi:e,  desde  el  2  de  Setiembre  del  año  próximo 
pasado,  época  en  que  fué  iniciada  dicha  demanda,  han  trascurrí- 
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Jo  cinco  meses,  y  ya  desde  Noviembre,  el  Gobierno  de  Su  Majes- 
tad rae  ordenó,  por  telégrafo,  que  solicitase  una  respuesta  del  de 
la  República. 

Es  cierto  que,  desde  los  primeros  días  de  Diciembre  último, 
la  cuestión  ha  tomado  uueva  faz,  á  consecuencia  de  la  proposi- 
ción del  doctor  Gálvez,  á  la  cual  S.  E.  el  mirqués  Visconti  Ve- 
:iosta  se  ha  apresurado  á  deferir;  pero  habiendo,  desde  entonces, 
trascurrido  otros  dos  meses,  no  pufido  menos  que  insistir  ante 
V.  E.,  rogáudole  me  favorezca  con  una  respuesta,  que  mi  Go- 
l»ierno  espera  con  legítima  ansiedad. 

Me  es,  entretanto,  grato  aprovechar  de  esta  oportunidad,  para 
n.iiovarle,  señor  Ministro,  mi  alta  consideración. 

G.  Phrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  M'nistro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 


M'taiBierlo  de  RelactO/v:s  Exteriores, 

X.'  7.  Limx,  31  de  Mari7  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  atenta  comunicación  de  V.  E. 

Irl  i)  de  Febrero  último,  por  la  que  solicita   do  e.sta  Cancillería 

viiui  respuesta  definitiva  sobre  las  gestiones  hechas  por  V.  E.  para 

>oineter  á  arbitraje  la  interpretación  del  artículo  18  del  Tratado 

•!♦*  7  de  Noviembre  de  1878,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

Como  resultado  del  cambio  de  ideas  que  hemos  tenido  en 
mierttras  últimas  conferencias,  en  las  que,  con  el  mejor  espíritu, 
liem  )s  procurado  elimhiar  las  dificultades  que  este  asunto  nos 
ofrecía,  nv?,  es  satisfactorio  decir  á  V.  E.  que  mi  Gobierno  no  tiene 
inconveniente  para  que  se  decida  por  arbitraje  el  verdadero  sen- 
tido del  indicado  artículo  18  de  aquel  tratado,  esto  es,  para  que, 
en  principio,  se  resuelva  si  la  competencia  del  Juzgado  ó  Tribu- 
nal peruano  ó  italiano,  que  expida  las  sentencias  cuya  ejecución 
se  solicita  en  el  otro  Estado,  deberá  ser  apreciada  por  los  Tribu- 
nales llamados  á  dar  el  exeqnáturf  únicamente  con  arreglo  á  la 
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ley  mtétiot  del  píiís  donde  aqaellas  se  expidierofi,  ó  si  dicha 
Coínpotencia  pUfedé  sev  tachadti,  alegándose  también  la  jurisdic- 
ción de  otros  Tribunales  extranjeros  ó  la  propia  de  lossolicitadoí 
J)ara  el  exequátur. 

No  habiendo  logrado  convencer  a  V.  E.  de  la  exactitud  jurí- 
dica de  los  priAcipios  sustentador  á  este  respjcto  pot  la  Caticille- 
ría,  no  puede  ella,  como  es  natural,  negarse  á  aceptar  el  arbitraje 
para  la  resolución  de  ese  punto  de  doctrina,  puesto  que  él  se  im- 
pone, como  único  recurso  recíprocamente  decoroso,  en  nuestra 
actual  oposición  de  miras. 

Facilita  este  medio  de  solución  el  acuerdo  á  que  hemos  llega- 
do, de  eliminar  absolutamente  del  ai'bitraje  el  caso  concreto  An- 
selmo-Ferraro.  cuya  discusión  queda  aplazada. 

Grato  me  es,  señor  Ministro,  renovarle,  con  este  motivo,  hit 
seguridades  de  mi  alta  consideración. 

E,  dts  la  Rivti' Agüero. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuáeppc-    Pirrone,'  Enviado  Ex. 
traordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Real  hfgatiSn  át  Italia. 

N?  2  Lhm,  aO  de  Jvnio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

S.  E.  el  marqués  Visconti  Venosta,  á  quien  comuniqué  opor- 
tunamente la  nota  que  V.  E.  me  hizo  el  honor  de  dirigirme  co:i 
fecha  31  de  Marzo  último,  número  7,  referente  al  asunto  Ansel 
mo-Ferraro,  me  ha  informado  recientemente  que  el  Gobierno  dt! 
Rey  ha  tomado  nota,  con  agrado,  de  la  declaración  del  de  la  Re- 
pública, de  aceptar  el  arbitraje  sobre  la  cuestión  de  fondo,  que 
dando  en  suspenso  el  caso  concreto  Anselmo-Ferraro. 

No  faltando  ahora  más  que  establecer  la  manera  del  arbitra- 
je, S.  E.  el  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  propone  qu» 
el  punto  en  cuesftión  so  someta  al  fallo  de  un" solo  arbitro,  y  qu-. 
este  sea  un  jurisconsulto  de  reconocida  competencia,  magistrad 
órpfofesor,  y  que  la  designación  del  áilíitro  sea  deférrida  á  Si: 
Majestad  la  ífteina  do  los  Países  Bajos,  6  al  Presidente  de  la  Con 
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federación  Suiza,  coixio  al  Gobierno  de  la  República  mejor  Te 
parezca. 

El  punto  sobre  el  cual  q1  arbitro  haya  <}e  ptonunciar  su  lau- 
do, según  el  parecer  dej  Real  Gobierno,  debería  Sfr  así  formula- 
do: 

H  Si  el  cumplimiento  de  la  condición  estipulada  en  el  artículo 
«18  del  Tratado  ítalo-peruano  de  Comercio  y  Navegación,  del 
«  23  de  Diciembre  de  1874,  significa  que  la  sentencia,  para  que 
K  quede  ejecutoriada,  debe  estar  pronunciada  por  aut<fridad  ju- 
«  dicial  competente  y,  fundada  en  la  ley  del  país  donde  se  pro- 
«  nuncie,  ó  con  arreglo  a  la  ley  del  país  donde  se  pide  la  ejecu- 
«  ción  de  ella.» 

Al  referir  esta  propuesta  íi  V.  E.,  ruégole  se  sirva  hacerme  sa- 
ber si  conviene  en  el  punto  indicado  que  ha  de  ser  sometido  al 
arbitro,  respecto  del  cual  el  Gobierno  del  Rey  confía  en  que  el 
de  la  República  no  tendrá  inconyeniente  en  aceptar  en  todas 
sus  partes;  y  á  cuál  de  los  dos  Jefes  de  Estado  arriba  indicados 
prefiere  que  sea  dirigida  la  súplica  de  designar  el  arbitro,  á  ftn 
de  jpoder  yo  participarlo,  por  telégrafo,  al  Real  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros, para  las  comunicaciones  correspondientes  qu©^ 
l>or  nuestra  parte,  debemos  dirigir  al  Jefe  del  Estado  elegido,  pa- 
ra que  acoja  favorablemente  la  petición  de  nombrar  el   arbitro . 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E,  el  doctor  don  Enrique  le  la  Riva-Agaero,    Ministro    de 
Relaciones  Exteriopes. 


JH'h)isi€rio  de  Rdacionis  E-vlcr lores. 

N^  26.  Lirna,  25  de  Junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  es  honroso  contestar  la  nota  V.  E.  de  20  de  los  corrien- 
tes, en  la  cual  se  sirve  comunicarme  que  su  Gobierno  f»c  ha  im- 
puesto, con  agrado,  de  la  declaración  hecha  por  el  de  esta  Repú- 
blica, aceptando  el  arbitraje  acerca  de  la  cuestión   de  derecho  á 

02 


—  490  — 

que  ha  dado  origen  la  ejecución  del  Tratado  italo-peruano  de  23 
de  diciembre  de  1874. 

Por  lo  que  respecta  á  la  forma  del  arbitraje,  esta  Cancillería 
se  halla  de  acuerdo  con  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Negocio? 
Extranjeros  de  Italia  sobre  la  designación  de  una  sola  personu 
como  arbitro,  y  también  sobre  las  condiciones  que  garanticen  su 
capacidad  y  competencia. 

Pero,  como  el  Perú  no  tiene  en  los  Países  Bajos  representación 
ade^íuada  para  entender  en  cuanto  se  relacione  con  el  arbitraje,  y 
puede  contar  en  Berna  con  los  servicios  de  una  de  todo  punto 
competente,  cúmpleme  expresar  á  V.  E.  que  mi  Gobierno  prefie- 
re que  se  pida  la  designación  del  arbitro  al  Presidente  de  la 
Confederación  Suiza. 

Después  de  haber  leído  atentamente  la  fórmula  redactada  ¡xr 
V.  E.  para  precisar  el  punto  sobre  el  cual  se  trata  que  recaiga  el 
respectivo  laudo,  he  juzgado  posible  expresar  con  mas  clarida^l 
la  causa  de  la  divergencia  de  opiniones  entre  V.  E.  y  esta  Can- 
cillería. 

Me  1  ermito,  pues,  proponer  á  V.  E,  la  siguiente  fórmula,  e?- 
perando  que  la  encuentre  ajustada  á  los  propósitos  en  cuya  eje- 
cución hemos  convenido: 

ftSi,  en  cumplimiento  del  Tratado  de  23  de  Diciembre  de  1874, 
«  entre  el  Perú  é  Italia,  están  obligados  sus  respectivos  Tribuna- 
« les  á  conceder  el  exequálur  á  las  sentencias  pronunciadas  i>or 
«  autoridad  judicial  competente,  según  las  leyes  del  Eetado  en 
«  que  se  siguió  el  juicio,  aún  en  el  caso  de  que,  al  examinar  el 
F  proceso,  descubran  que  debió  seguirse  aijte  ellos,  es  decir,  que 
V  ellos  mismos  son  los  competentes  según  las  leyes  nacionales,» 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

E.  de  la  Riva-Agixero, 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Guiseppe   Pirione,  Enviado  Ex- 
,    traordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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Beal  Légacifm  dé  Italia. 

Lima,  26  de  Junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisar  el  recibo  de  la  nota  quo  se  sirvió 
V.  E.  dirigirme  con  fecha  de  ayer,  número  26,  referente  al  juicio 
arbitral  para  la  interpretación  del  artículo  18  del  Tratado  vigen- 
te de  comercio  y  navegación  italo-peruano,  y  me  apresuro  ú  par- 
ticipar á  V.  E.  que  ya  he  telegrafiado  a  mi  Gobierno,  informán- 
dole que,  en  cuanto  á  la  designación  del  arbitro,  el  de  la  Repú- 
blica prefiere  al  Presidente  de  la  Confederación  Suiza. 

Con  el  próximo  correo,  no  dejaré  de  trasmitir  al  real  Ministerio 
de  Negocios  Extranjeros,  copia  de  la  citada  nota  de  V.  E.,  á  íin 
de  que  el  Real  Gobierno  conozca  la  nueva  fórmula  allí  propuesta 
para  el  punto  en  cuestión,  que  debe  ser  sometido  al  arbitro. 

Con  la  reserva  de  participar  íi  V.  E.  la  intención  definitiva 
del  real  Gobierno  al  respecto,  aprovecho  la  oportunidad  para 
reiterarle  las  segurida<lG3  de  mi  alta  consideración. 

G.  Pirronc. 

A  S.  E.,  el  señor  doctor  don  Enrique  ele  la   Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


PROTOCOLO 

El  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  (íobierno  de  S;i 
Majestad  el  Rey  de  Italia,  deseando  resolver  amigablemente  una 
controversia  surgida  entre  ellos,  sobre  la  interpretación  del  ar- 
tículo 18  del  Tratado  do  Amista<l  y  Comercio  de  23  de  Diciem- 
bre de  1874,  vigeiite  entre  ambos  países,  (1)  establecieron  de  co- 
mún acuerdo,  someter  la  decisión  á  un  arbitraje  internacional, 
para  cuyo  fin  los  infrascrito^,  á  nombre  de  sus  respectivos  Go- 
biernos, han  convenido  en  lo  sii^iiente: 

(1 )  Véease  ese  Tratadlo  en  las  páginas  2*i9  {\  27S. 
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Las  altas  partes  contratantes  se  obligan  á  someter  al  fallo  de 
un  arbitro  la  solución  del  punto  en  cuestión  siguiente: 

«  Si,  según  los  términos  del  Tratado  de  23  de  Diciembre  d© 
« 1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  judiciales  respecti- 
«  vas  pueden  negar  el  exeqiiáéur  á  las  sentencias  pronunciadas 
(í  por  una  autoridad  judicial,  o^mpetent^  cmi  arreglo  á  las  leyee 
(f  del  Estado^a  ti  cual  se  ventila  ol  juicio;  siempre  que?  según  las 
<r  leyes  del  ÍI«fcado  ^n  el  cual  el  exequátur  ha  sido  solicitado,  resul- . 
« te  que  las  autoridades  judiciales  de  e?ts  Estado  son  competentes 
«para  conocer  de  la  causa.  • 

ARTICULO  n. 

Las  altas  partes  suplicarán,  dentro  del  término  de  tres  mese^ 
de  firmado  el  presente  acto,  al  Presidente  de  la  Confederación 
Helvética,  que  nombre  la  i)ersoua  que  debe  desempeñar  el  cargo 
do  arbitro.  El  arbitro  no  dob,}rii  ser  subdito  de  ninguno  de  los 
dos  Estados,  ni  tener  domicilio  6  residencia  en  su  territorio,  ni 
interés  personal  ninguno  en  la  cuestión  que  debe  ser  muteria  de 
su  fallo. 

Si  el  arbitro  no  pudiese,  por  cualquier  motivo,  asumir  ó  de- 
sempeñar el  cargo  á  que  ha  sido  nombrado,  se  procederá  á  su 
sustitución  con  el  mismo  procedimiento  adoptado  para  su  nom- 
bramiento. 

ARTICULO  111. 

Las  partes  se  comprometen  á  i)resentar  al  arbitro,  en  el  plazo 
de  seis  meses,  contados  desde  la  fecha  de  su  designación,  una 
exposición  del  asunto,  tal  como  cada  una  lo  entiende.  Esas  ale- 
gaciones serán  comunicadas-,  reá{)eetivamonte,  por  el  arbitro  á 
las  partes,  y  con  la  réplica  de  r¿tas,  (jue  deberá  presentarse  den- 
tro de  los  cuatro  meses  [losterioreí:  al  traslado  de  los  alegatos,  el 
arbitro  pn.lrá  jíronunciar  su  ?ienteneia,  [>udiei)do  eohcitar,  si 
le  creo  conveniente,  nuí^vos  datos  y  estudios,  y  resolver  cualquie- 
ra dificultad  que  con  relación  al  juicio  arbitral  pudiera  presen- 
tarse. 

Las  partes  so  obligan  a  p.)ner  á  su  <liápüíiciüu  todos  los  me- 
dios de  ilustiaeióa  (jue  d-.»  ellas  dependan,  y  poirin  nombrar  un 
mandatario  que  las  represente  en  todo  aquello  que  ticae  rela- 
ción con  el  juicio  arbitral. 

Para  los  actos  relativos  al  procedimiento  arbltal,  se  hará  uso 
de  la  lengua  francesa. 
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ARTICULO  IV 


ÍM  sentencia  deberá  sor  redactada  en  doble  original,  y  notifi- 
cada á  cada  uaa  d«  las  partes,  directamente  ó  por  medio  de  los 
representantes  de  que  trata  el  artículo  3" 

ARTICULO  V. 

La  sentencia  decidirá  inapelablemente  la  controveivla  entre 
las  partes,  quienes  renuncian  á  cualquiera  excei>ci6n  de  nulidad 
ó  demanda  de  revisión  por  cualquier  causa  que  fuere.     . 

ARTICULO  VL 

C-ada  una  de  las  partes  SDportará  los  s;.i3to3  i)ropios  y  la  mi- 
tad de  los  gastos  generales  del  juicio. 

En  fe  de  lo  cual,  los  infrascritos.  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores del  Perú  V  Enviado  Extraordinario  v  Ministro  Pleni- 
potenciario  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  firman  el  i»resente 
acuerdo,  en  doble  ejemplar,  en  Lima,  á  los  veintidós  días  del 
mes  de  Noviembre  del  año  de  mil  novecientojí. 

Felt'pf  de  Osma.  G.  Pirron^. 


MinisUrio  de  Relacione s^  Exterúji-e-^. 

N'^  7J.  Lima,  2^  de  Picinnhre  de  VMX). 

Sefinr  EncargíKio  dt*  Neg<)Clo^: 

Me  es  grato  comunicar  ii  V.  S.  que,  por  resolución  íruprema  de 
1?  del  actual,  se  ha  aprobado  el  Protocolo  suscrito  por  el  Jefe  de 
esta  Cancilíería  v  el  Excelentísimo  señor  Enviado  Extraordina- 
rio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  (nuse)»pe  Pirrone,  en 
22  de  Noviembre  último,  para  someter  á  la  decisión  d<.-  un  ar- 
bitro desigiuulo  por  el  Presidente  de  la  0)])íí.deración  Siiiz-i,  la 
interpretación  del  artículo  l'S  del  Tratado  de  Amistad  y  Comer- 
cio entre  el  Perú  é  Italia,  do  2;)  de  Diciembre  de  1874,  en  la 
forma  allí  señalada. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Encarg.ulo  de 
Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  señor  Ruffilo  Agnoli,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia, 

N?  522.  Lima,  12  de  Abril  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  telegrama  de  ayer,  S.  E.  el  Ministro  de  Negocios  Extran- 
jeros me  ha  informado  de  haber  llegado  á  oonocimionto  del  Go- 
bierno de  S.  M.,  que  el  de  la  República  no  presonU)  al  Presiden- 
te de  la  Confederación  Suiza,  dentro  del  término  pactado  en  el 
artículo  1?  del  Protocolo  firmado  el  22  de  Noviembre  último,  es 
decir,  antes  del  22  de  Febrero  del  año  en  curso,  el  pedido  para 
que  se  designe  el  arbitro  que  debe  decidir  sobre  la  interpreta- 
ción que  ha  de  darse  al  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  y 
Comercio  ítalo-peruano  vigente. 

S.  E.  el  conde  Prinetti  me  ha  encargado,  con  tal  motivo,  que 
invite  á  V.  E.  á  que  so  sirva  dignarse  dirigir,  lo  más  pronto  po- 
sible, la  solicitud  de  que  se  trata;  dándome,  á  la  vez,  instruccio- 
nes para  que  formule  las  reservas  correspondientes  por  las  even- 
tuales consecuencias  que  i)uedan  resultar  del  retardo  que  ha  ha- 
bido en  llenar  aquel  requisito. 

Dejando  así  cumplido  el  encargo  que  tengo  de  mi  Gobierno, 
:"» provecho  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las 
^e^uri«lades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone, 

A  8.  E.  el  .señor  doctor  don  Felipe  de  <)sma  y  Pardo,    Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 
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Mhiht<rno  de  Relaciones  Exteriores. 


NV  SO 


■Lima,  10  de  Abril  de  1901 


Señor  Mililitro: 

He  tenido  la  lionra  de  recibir  la  nota  de  \'.  E.,  número  522, 
fccLa  12  del  ims  en  curtio.  referente  á  la  involuntaria  demora 
cle(*ta  Cancillería  j»ara  pedir  al  Presidente  de  la  Confederación 
Suiza  que  designe  el  arbitro  de  (¡ue  trata  el  protocolo  firmado 
€-n  22  d^  Xovienibre  último. 

Deploiando  que  las  múlti[)les  atenciones  de  este  Despacho  ha- 
yan cuukkIo  la  indicada  denjora  hasta  después  de  vencido  el 
jdazo  que  üe  íijó  en  dicho  pacto,  he  impartido  instrucciones,  [^or 
ciihlc,  al  Minifctio  de  la  República  ante  el  Gobierno  de  la  Confe- 
dcKición,  pa-a  que  formule  la  solicitud  á  que  me  refiero,  la  cual 
lia  ^ido  acogida  con  benei>h'iCÍto  en  vista  del  interés  cranún  que 
en' tal  sentido  manifiestan  las  Cancillerías  del  Perú  y  de  Italia. 

Ajírovecho  la  oportunida<l  para  reiterarle,  señor    Ministro,  las 
st  puridades  de  mi  alta  v  distin<:uida  consideración. 

Felipe  de  Osina. 


JLcnnción  del  l'erú  en  Si.  izo 


K'  20, 


Benw,   13  de  Abril  de  1901. 


yeñor  Ministro  de  Estado   en  el  el  despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Lima. 

Señor  Ministro: 


Me  es  honroso  avisar  á  V.  S.  recibo  del  cablegrama  que  tuvo 
á  bien  dirigirme  con  fecha  1,5  de  los  corrientes,  y  que  dice  conn» 

«El  22  de  Noviembre  último  firmado  acuerdo  con  Italia  so- 
metiendo arbitraje  cuestión  siguiente:  si,  según  los  términos  del 
tratado  de  23  de  Diciembre  de  1874   entre  el    Perú  é  Italia,  las 
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antoridados  judiciales  ro^^pcctivas  pueden  negar  el  ejcquat'j^r  á  las 
sentencia?  pronunciadas  por  una  autoridad  judicial,  conipetento 
con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  en  el  cual  se  ventile  el  juicio; 
siempre  que  se^ún  las  leyes  del  Estado  en  el  cual  el  exequátur  ha 
sido  solicitado,  las  autoridades  judiciales  s?an  competentes  para 
conocer  tic  la  causn.  Cuestión  debe  S3r  resuelta  pjr  perdona  (pie 
nombre  presidente  (!♦»  la  Confederación  Suiza.  En  consecuencia, 
inmediatamente  reciba  este  cablegrama  marclic  Suiza  y  puse  ofi- 
cio pidiendo  Presidente  se  sirva  nonibrar  el  arbitro.  Italia  debe 
liaberlo  pedido  ya.  >> 

Cumpliendo  las  ir.^truccioncs  de  V.  S.,  nuj  tra^sla'lé  inme<liata- 


gustoso  el  ser  nombrado  para  la  elección  de  un  arbitro,  obser- 
vándome que,  según  el  artículo  2  del  acuerdo  firniado  el  Z2  de 
Noviembre  últim(\  (1)  entre  V.  S.  y  el  Ministro  de  Italia,  señor  Pi- 
rrone,  se  liabía  convenido  que  el  arbitro  sería  ped'do  por  ambas 
parte?  antes  del  *22  di  Febrero  iiltini'»,  plaz:)  qm.so  liabía  vo:i:ido 
para  el  Peni,  pues  el  señor  Ministro  de  Italia  en  ésta  había  pre- 
sentado su  solicitud  en  el  curso  de  Febrero. 

El  señor  (íraíTma  me  manifestó,  adema?,  que  para  remediar 
este  olvido  invol'vintn'io,  lo  mas  conveniente  y  acertado  sería  pe- 
dir en  el  acto  una  prórroga  del  artículo  2  ya  citado,  asegurándome 
que  V.  S.  la  podría  fácilmente  conseguir,  salvo  instrucciones  con- 
trarias que  últimam..-]Ue  hubiese  recibido  el  señor  Ministro  de 
liali.n  en  esta. 

Creí  j>ruilente  acudir  á  u.-e  señor,  y  vn  la  visita  (jue  le  hice,  el 
señor  Ministro  me  manifustó  la  mejor  voluntad  para  que  ter- 
mináramos este  asunto,  conviniendo  en  que,  tanto  él  como  el 
infrascrito,  telegratiaríamos  á  nuestros  resi)cctivos  Cíobierno?,  j)!- 
diendo  prórroga  (b'l  artículo  2,  del  protocolo  firmado  en  Lima  el 
22  de  Noviembre  úhimo,  prórroga  <|Ue  sólo  con?5Í¿te  en  horas,  ha- 
llándome al  corriente  <le  la  situación. 

Con  e-te  motivo,  te!eí>ratié  á  V.  ¡^.  el  10  »le  los  corrientes: 

«  Establo.— Lima. —  rrcaidente  acepta  ?iombrar  arbitro,  fM>sei- 
vándomo  plazo  acordado  ven^jió  voinlidós  Febrero;  cree  íácil  usía 
consiga  prórrogí;  Italia  presentó  nota  Fcl)rL'ro  último;  Ministro 
italiano  pide  italia  conceda  i)rórrogii.    Espero  órdenes. — Sanz.>» 

En  contestación,  tuve  el  agrado  de  recibir  do  V.  S.  el  telegra- 
ma siguiente: 
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«  Ministro  peruano  Sanz.  —  Berna.  —  Italia  conBrma  á  pesar 
plazo  vencido;  así  declara  Ministro  aquí,  y  Gobierno  italiano  co- 
municará directamente  á  Presidente  Confederación, — Osma.  » 

Con  este  motivo,  me  dirigí  al  Departamento  Político,  y  el  señor 
Graflfina  me  manifestó  que,  con  la  nota  que  le  pasaba,  todo  que- 
daba allanado  por  mi  parte,  faltando  sólo  la  decisión  del  señor 
Mini&tro  de  Italia  en  ésta. 

Acabo  de  ver  á  este  señor,  el  que  me  ha  prometido  visitar  ma- 
ligna al  señor  Graffina,  esperando  que  todo  quedará  arreglado, 
ya  que  de  parte  del  señor  Ministro  de  Italia  en  Lima  hay  las  me- 
jores facilidades. 

Lo  que  me  es  honroso  poner  en  conocimiento  de  US.  esperan- 
<lo  que  mi  proceder  merezca  su  alta  aprobación. 

Dios  guarde  a  US;,  señor  Ministro, 

Torilno  Sanz. 


Legación  del  Perú  en  Suiza. 

W  2o.  Lima,  10  de  Mayo  de  1901. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el    Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Lima. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  informar  íi  V.  S.  que  el  Consejo  Federal  do 
Berna  ha  autorizado  al  Presidente  de  la  Confederación  Helvética 
para  que  acepte  el  arbitraje  que  le  ha  sido  sometido  por  mi  Go- 
bierno y  el  de  Italia,  con  motivo  del  incidente  relativo  á  la  inter- 
pretación del  artículo  18  del  Tratado  de  Comercio,  firmado  en 
Lima  el  23  de  Diciembre  de  1874. 

Dios  guarde  á  US.,  señor  Ministro. 

Torihio  Sanz. 
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El  Presidaite  de  la  Lov federación  Si' iza. 

Berna,  Moyo  20  de  1901. 
Señor  Mini^^tro: 

Tengo  el  lionor  de  participará  V.  E.  que  al  ace{>tar  el  come- 
tido que  me  ha  sido  ofrecido,  he  designado  hoy  al  señor  Win- 
kler,  Presidente  del  Tribuiuil  Fedend  en  Lausana,  como  arbitro, 
quien  se  encargará  de  rrsolver  la  controversia  actualmente  exis- 
tente entre  el  Perú  é  Italia,  con  respecto  á  la  interpretación  que 
debe  darse  al  artículo  18  del  Tratado  do  Amistad  v  Comercio, 
celebrado,  entre  ambos  Estados,  el  23  de  Diciembre  de  1S74. 

El  señor  Winkler  queda  informado  de  su  nombramiento  al 
mismo  tiempo  que  V.  E.;  en  tal  virtud,  suplicóle  tenga  presente 
que  el  plazo  de  seis  meses  prescrito  en  el  artículo  3  del  compro- 
miso de  arbitraje  para  la  presentación,  por  ambas  partes,  de  su 
exposición  de  hechos,  expira  el  20  de  Noviembre  próximo  en- 
trante. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

El  Presidente  de  la  Confederación, 

Brei}ne}\ 

A  S.  E.  don  Toribio  Sauz.  Enviado    Extraordinario   y    Minidti'o 
Plenipotenciario  del  Perú. 


Ai.KGATO     rtIllVANO. 

Excmo.  Señor: 

El  infrascrito,  representante  del  Gobicra .»  del  Peni,  en  el  ar- 
bitraje concertado  con  el  de  Su  Majeslad  el  Rey  de  Ilíilia,  [»ov  k.A 
acuerdo  dijdomático  de  22  de  Noviembre  de  1900,  ( 1 )  para  decidir 
S'jhve  la  interpretación  del  artículo  XVIII  del  Tratado  de  Amis- 
tad y  Comercio,  vigente  entre  ambos  paíse?,    tiene    el    lionor   de 

[1]  Píigina  401. 
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presentar  ala  consideración  de  V.  E.  los  motivos  en  que  se  ha 
apoyado,  en  divergencia  con  la  cancillería  del  Reino  de  Italia, 
para  sostener  como  buena  y  fundada  la  decisión  expedida  por  la 
Corte  Superior,  en  9  de  Agosto  do  1897,  (1)  que  negó  la  ejecución 
<le  la  sentencia  expedida  por  el  Tribunal  Civil  de  Savona,  con- 
firmada por  la  Corte  de  Apelación  de  Genova,  en  el  juicio  segui- 
do por  los  hermanos  Anselmo  contra  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C*; 
y  para  creer  igualmente  que  el  sentido  de  la  decisión,  en  el  jui- 
cio de  deliberación,  es  el  que  se  deriva  de  la  letra  y  espíritu  del 
íirtícnlo  XVI [I  del  pacto  ya  mencionado,  con  arreglo  á  princi- 
pios de  universal  aceptación,  confirmados  por  precedentes  de  sig- 
nificativa y^  particular  autoridarl  para  las  partes  que  intervie- 
nen en  este  arbitraje. 

I. 

Antes  de  entrar  en  la  discusión  de  los  principios  quo  dominan 
el  sentido  y  la  aplicación  del  artículo  XVIII  del  Tratado  de 
Amistad  y  Comercio  que  rige  entre  el  Perú  é  Italia,  desde  el  23 
íle  Diciembre  de  1874,  conviene  tomar  en  cuenta  los  anteceden- 
tes do  la  decisión  jutliciul  expodida  por  la  Corte  Superior  de  Li- 
ma, denegando  el  pareafis  á  una  sentencia  de  los  Tribunales  do 
Italip. 

Los  hermanos  Domingo,  Ernesto  y  Silvio  Anselmo,  doman  la- 
roa  ante  Tribunal  Civil  de  Savona,  en  Italia,  á  la  sociedad  co- 
mercial A.  F.  Ferraro  y  C*,  constituida  y  domiciliada  eM  Lima, 
v'apital  del  Períi,  á  don  Agustín  Federico  Ferraro,  por  sí  y  como 
representante  de  esa  sociedad;  y  a  don  Juan  Bautista  Ansel- 
mo, socio  de  la  extinguida  firma  J.  B.  Anselmo,  que  tuvo  tam- 
bién su  domicilio  en  Limo. 

El  objeto  de  la  demanda  fué  el  pago  de  un  saldo  derivado  de 
una  cuenta  corriente,  que  se  dijo  haber  abierto  don  Constantino 
Anselmo,  residente  en  Italia,  á  favor  de  la  antigua  casa  J.  B.  An- 
.selmo,  y  C^  de  Lima,  y  cuyo  activo  y  pasivo  reasumió  la  nue- 
va sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C^,  croada  spgún  las  leyes  del  Perú 
y  domiciliada  en  éste. 

Don  Agustín  F.  Ferraro  fué  citado  en  (íénova,  en  10  de  Mar- 
zo (!o  1892,  V  don  J.  B.  Anselmo  en  Savona,  el  15  de  los  mismos 
mesy  año;  ventilándo>»o,  con  tal  motivo,  una  excepción  de  in- 
competencia deducida  por  los  demandados,  que  fué  resuelta  de 
un  modo  desfavorable  para  éstos,  por  decisión  del  Tribunal  de 
Savona,  de  24  y  2G  de  Octubre  de  1892,  confirmada  por  la  C'^r- 
te  de  Apelación  de  Genova,  en  22  y  27  de  Julio  de  1803. 

[1]  Página  4-48. 
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Eu  consecuencia,  v  habiendo  asumido  los  tribunales  de  Italia, 
por  decisióu  especial,  jurisdicción  en  el  pleito,  fué  fallado  éste 
por  dea tencia  definitiva  de  22-24  de  Abril  de  181)6,  expedida 
I)Or  el  Tribunal  de  Savona,  que  fué  confirmada  por  la  Corte  d^ 
Apelación  de  Genova,  eu  17-2o  de  Agosto  de  1896.. 

En  esa  sentencia,  se  coudeuó  á  Agustín  F,  Ferraro,  i»or  la 
extinguida  sociedad  de  J.  B.  ^nselm^  y  C-  de  Lima,  y  al  mismr> 
í^errato  por  la  casa  de  Á,  F,  Ferraro  y  C,  también  de  Lima,  á 
pagíir  24,758  lints  20  céntimas  con  iuí,erese3  pomercUIes  de5<le 
el  V  de  Enero  de  1395  hasta  la  fecha  de  la  cancelaeión  efectiva, 
a  cada  uno  de  los  liennanoo  wlaselmo  ó  sus  representantes. 

Tal  fuó  el  fallo  que»  j^iim  su  ejecución,  se  presentó  en  copia 
autéíUicu  á  la  Corte  *Su(>er¡or  de  Lima,  en  8  de  Marzo  de  1897, 
y  que,  previo  el  juicio  sumario  de  deliberación,  a  que'se  refiere 
el  Tratado  de  1874,  se  declaró  no  ser  ejecutable  en  el  Perú. 

Puede,  pues,  dejarse  establecido  que,  en  cuanto  á  los  hechos 
citnlinales  en  que  se  fundó  la  excepción  de  incompetencia,  dedu- 
cida aüte  los  Tribuníiles  de  Italia,  reproducida  en  el  Perú  cuando 
se  trató  de  ejecntar  la  í^entencin,  no  exista  duda  ni  hubo  nunca 
coiitrovcrsia. 

Em«s  liei'lios  M>n: 

que  !a  obligación  directa,  por  saldo  de  cuenta  corriente,  sup<»- 
niÍMdt-^lo  ef<.i-tivo  v  viixenti',  <»ra  de  hi  sociedad  va  extinguida  ea 
la  fecha  de  la  demanda  (J.  B.  Anselmo  y  compañía);  * 

que  ia  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  romjtañía  reasnunió  la  situa- 
ción comercial  de  la  anterior,  haciéndose  cargo  de  su  activo  y 
pasivo: 

que  ambas  sociedades  se  constituyeron  en  Lima  (Perú)  y  allí 
tuvieron  su  domicilio. 

IKl>e  agregarse,  {)arft  la  cal>al  y  justa  apreciación  del  falio  de 
la  Corte  de  Lima,  que  la  sentencia  de  los  Tribunales  de  Italia 
íjue  rí^vMk-nal>a  á  la  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  compañía  c(ini- 
]>rendiii  á  <lon  Agustín  Fed?-rico  Ferraro  por  la  extinguida  tirina 
J.  1^  An^ehno  v  Compunía,  cnvos  derechos  v  acciones  asumió  la 
de  A.  F.  Ferraro  y  Comjxiñía  al  constiluivse  en  Lima,  y.  p^^r  U» 
tanto,  i>f>mo  sociedad  peruana. 

n. 

El  punto  sometido  á  la  dclibcraci>jn  de  V.  E  ,  c  .>ni?igaai<"'  en 
el  artículo  IV  d^-l  acuerdo  diplomático  de!  Perú  e  Italia  de  22  de 
Noviembre  de  1ÍM>0,  es  el  si^ruiente: 

«Si,  según  los  términos  del  Tratado  de  23  do  DiciíMnbre  de 
1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  judiciales  respectivas. 
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pueden  negar  el  exequátur  á  los  sentencias  pronunciadas  por  una 
autoridad  judicial,  cwwpetenle  con  arreglo  á  las  leyes  del  Tetado 
en  el  cual  se  ventila  el  juicio,  siempre  que,  según  las  leyes  del 
[Estado  en  el  cnal  el  táequatur  ha  eido  aoliciiado,  resuUe  que  las 
auioridades  judiciales  de  eete  Estado  son  conipeíentes  para  cono- 
cer de  la  eaim. » 

Coneidem  el  infrascrito,  represeirtaiifte  del  Perú,  que  plantear 
la  cueetión  en  tales  ténninos  es  resolrerk  en  mentido  favorable  á 
la  iésis  seetenida  por«u  Gobierno,-  en  conformidad  á  las  reo^las 
«le  Derecho  Internacionnl  y  á  las  que  resguardan  cada  soberanía 
ou  el  ejercicio  de  ?uí;  pwleres  inherentes;  y  que  de  esas  reglas  íut*- 
iritéprctc  fiel  la  Corte  Bu{>erior  do  Lima  al  negar  el  fxequatur  ú  \w 
sentencia  de  los  Tribunales  de  Italia,  en  el  proceso  iV.nsehno-F€- 
rrcrro  (I). 

Axioma  jurídico  es -el  que  la  autoridad  de  los  Jueces  y  Tribu- 
nales de  cada  nación  se  deriva  de  la  potestad  soberana  de  la  mis- 
ma nación,  en  virtud  del  nombramiento  de  lo3  mao-istralos  v  d»» 
la  atribución  de  poderes  que  ese  nombramiento  les  confiere:  nc» 
sollámente  para  someter  á  su  fallo  á  las  partos,  aún  coíUm  su  vo- 
luüUid.  sino  tambitMi  para  decidir  sobre  la  extensión  de  sus  p) 
íleres  judiciales.  De  manera  que,  en  rigor  de  derecho,  las  senten- 
cias expedidas  por  los  jueces  de  una  Nación  no  pueden  tener 
efecto  raíis  allá  deísus  fronteras.  Tal  es  ej  principio  que  Merlin 
ccildensa  de  la  siguiente  manera:  «La  autoridad  de  la  cosa  juz- 
gada no  procede  del  derecho  de  gentes;  ella  no  saca  su  fuerza  sino 
<lel  derecho  civil  de  cada  nación.  Pero  el  derecho  civil  no  tras- 
mite sus  efectos  de  una  nación  á  otra;  y  como  la  autoridad  pública 
de  que  está  investido  todo  soberano,  no  se  extiende  más  allá  de 
su  territorio,  la  de  los  magistrados  que  61  instituye  está  necesa- 
riamente eneeiTada  dentro  de  los  mismos  límites,  y,  por  consi- 
guiente, los  actos  emanados  de  esos  oficiales  deben  perder  en  la 
frontera  toda  «u  fuerza  civil.  Por  e^to  es  que  la  autorida<l  de  la 
cosa  juzgada  no  pviedo  invocarse  en  un  Estmlo  respecto  de  las 
sentencias  pronunciadas  por  los  Tribunales  de  un  E"?tado  extran- 
jero.— (Qur^Uons  de  íhait,  y  Jugeníent). 

Este  es  el  rigor  del  principio;  {)ero.  aún  atenuándolo  conforme 
ai  espíritu  que  informa  la  teoría  moderna  del  Derecho  Interna- 
cional privado,  según  el  cual  sus  reglas  se  derivan,  ante  todo,  do 
la  consideración  que  merece  el  derecho  humano  en  todas  parte.- 
jiara  reconocerlo  y  j)rotogerlo,  sieni[)re  quesea  le.i^ítimamente  ad- 
quiridi»,  nunca  resultará  que  el  favor  jn*csta<lo  al  extranjero,  ani- 
]»arándolo  en  la  situación  do  derecho  que  para  él  ha  sido  consti- 
tuida por  las   autoridades    y    según   las  leyes  de  su  país,  pueda 


[1]  Véast  la  página  448. 
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llegar  hasta  el  menoscabo  de  la  soberauía  ó  agravio  de  las  leyes 
de  otra  nación. 

•t  En  ningún  Estado  de  Europa,  dice  Foélix,  se  ejecutará  una 
sentencia  que,  con  violación  de  las  leyes  de  competencia  de  los 
Tribunales,  vigentes  en  el  mismo  Estado,  haya  distraído  á  un 
regnícola  de  la  jurisdicción  de  su  soberano;  y'  este  principio  de- 
berá ser  aplicado  igualmente  en  el  caso  en  que  el  regnícola  de- 
mandado haya  litigado  voluntariamente  ante  Tribunales  ex- 
tranjeros, porque  no  le  era  permitido  renunciar  á  la  jurisdicción 
de  su  soberano,  sometiéndose  á  una  jurisdicción  extranjera.» — 
{Droit  International  privéj  tomo  2?,  número  321,  página  40). 

Para  el  examen  de  estas  y  otras  cuestiones,  que  pueden  y 
deben  considerarse  por  el  país  en  que  se  ha  de  ejecutar  una 
sentencia  pronunciada  por  ain  Tribunal  extranjero,  y,  sobre 
todo,  porque  la  ejecución  forzada  no  puede  realizarse  sino  4  nom- 
bre de  la  soberanía  territorial,  su  consentimiento  es  necesario 
para  la  ejecución,  ya  sea  voluntario,  por  el  cómitas  gentimn^  ya 
sea  obligatorio,  en  virtud  de  un  pacto  preexistente. 

Cualquiera  que  sea  la  doctrina  y  la  liberalidad  de  las  reglas 
trazadas  por  la  costumbre  ó  por  los  compromisos  internaciona- 
les, resulta  de  una  verdad  indiscutible: 

1.  que  la  ejecución  de  una  sentencia  debe  ser  precedida  de  un 
juicio  de  deliberación; 

2.  que  la  necesidad  de  ese  examen  previo  para  despachar  A 
^x^^aaíitr  implica  el  poder  de  rehusarlo; 

3.  que  los  puntos  de  examen  ])ara  declarar  el  panalis  se  refie- 
ren, reduciéndolos  á  lo  más  rigoroso,  á  la  competencia  de  los 
jueces  que  decidieron  la  que  se  trata  de  ejecutar;  á  la  observan- 
cia de  las  formas  y  garantías  de  derecho  natural  para  la  defen- 
sa; á  la  posibilidad  de  ejecutar  la  sentencia  sin  agravio  del  or- 
den público  del  país  en  que  se  pide  la  ejecución,  y  sin  infrao- 
ción  de  su  derecho  público. 

No  hay  ejemplo  de  que  ningún  Estado  haya  consentido  la 
ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  su  territorio  sino  por  el 
ministerio  de  sus  propios  jueces  y  autoridades;  y  con  el  examen 
l»révio,  con  más  ó  menos  amplitud,  de  las  circunstancias  ante- 
ílichas,  para  decidir  si  debe  conceder  ó  negar  el  exequátur. 

Sentado  esto,  (jue  debe  reputarse  preliminar  indispensable  pa- 
ra abordar  la  cuestión  concreta,  materia  del  fallo  arbitral,  es  lle- 
gado el  caso  de  examinar  in  specie  la  cuestión  de  competencia, 
exigida  también  por  el  Tratado  del  Perú  con  Italia,  para  dar 
ejecución,  en  cada  uno  de  los  Estados  contratantes,  á  las  senten- 
eias  pronunciadas  por  los  Tribunales  del  otro. 
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III. 

•El  artículo  18  del  Tratado  que  se  acaba  de  mencionar,  contie- 
ne esas  condiciones  fundamentales,  que  deben  ser  examinadas 
en  el  juicio  de  deliberación  que  precede  al  exequátur,  y  que  lite- 
ralmente son  las  que  siguen: 

1*  si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judicial 
competente; 

2*  si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  parte.-; 

3*  si  las  partes  han  sido  legalmente  representadas  ó  legal- 
inente  contumaces; 

4*  si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  derecho  público  del  Estado. 

El  primero  y  el  cuarto  de  los  números  acotados  son  los  únicos 
que  comprende  la  cuestión  debatida,  y  á  ellos  debe  contraerse  la 
exposición. 

Desde  luego,  hay  que  distinguir  entre  la  competencia  bajo  su 
punto  de  vista  interno  y  en  su  alcance  exterior,  esto  es,  en  cuan- 
to puede  hallarse  eri  conflicto  el  poder  jurisdiccional  de  los  jue- 
ces que  fallaron  el  pleito  con  el  de  lo3  que  son  solicitados  para 
ejecutar  ese  fallo. 

Los  princi[)ios  ó  reglas  que  rigen  en  cada  país  la  competencia 
respectiva  de  los  jueces  y  tribunales,  ratione  personi^e  6  rntione 
rei,  no  tienen  el  poder  de  ligar  sino  a  sus  propios  mftgistrados, 
ni  producen  otros  efectos  que  los  que  pueden  obtenerse  dentro 
del  territorio. 

La  trascendencia  de  los  act>á  jurisdiccionales  expira  en  las 
fronteras  del  país  que  dio  autoridad  á  los  jueces  que  los  realiza- 
ron, sobre  todo  si  sus  actos  se  encuentran  en  oposición  con  las 
reglas  de  competencia  trazadas  por  las  leyes  del  país  en  que  se 
trata  de  hacerlos  valer. 

Esto  e3  de  todo  punto  indiscutible,  como  que  es  una  de  las 
aplicaciones  más  evidentes  del  principio  de  la  independencia  re- 
cíproca de  las  naciones.  En  virtud  de  él,  ninguna  puede  ser 
obligada  á  dar  curso  á  los  actos  de  una  autoridad  extranjera  que 
contradice  sus  leyes  y  menoscaba  los  joderes  de  las  autoridades 
que  ha  constituido. 

Por  esta  razón,  sin  duda,  el  tecnicismo  científc:)  y  aún  ciertos 
actos  internacionales,  al  referirse  á  la  condicióu  de  competencia 
exigida  en  los  jueces  cuya  sentencia  se  trata  de  ejecutar,  estable- 
cen que  esa  competencia  debe  apreciarse  en  la  esfera  internacio- 
nal. 

De  otra  manera,  carecería  de  objeto,  y  aún  de  sentido,  la  esti- 
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pulación  ó  la  simple  regla  técnica  que  exige  que  los  jueces  que 
pronunciaron  la  sentencia  que  se  tratíi  de  ejecutar  en  país  ex- 
tranjero hayan  sido  competentes. 

£1  examen  de  e9te  punto  ea  él  juicix)  de  delibaracáón  sería  ia? 
difereute  para  los  jueces  extranjeras,  si  no  pudiera  presentarse 
el  caso  de  que  la  potestad  de  los  jueces  que  feJlarou  se  halle  en 
contradicción  y  ceda  en  menoscabo  de  la  autoridad  de  los  que 
son  requerido6  para  ejeeutar  k  sentencia. 

La  cuestión  de  competencia  para  el  régimen  jurisdiccional  de 
un  país  determinado,  puede  considerarle  bajo  dos  aspectos  dife- 
rentes: en  cuanto  el  poier  soberano  de  eie  país  la  ha  distribuido 
en  razón  del  territorio,  de  las  cosas  y  de  la  gerarqtiía;  y  en  cnaiv 
to  al  beneficio  que  reconooe  ó  nó  al  demandado  para  no  ser  cita- 
do sino  ante  el  juez  de  su  fuero. 

Lo  primero,  es  de  interés  y  trascendencia  exclusiva  para  el  ré- 
gimen y  orden  legal  del  país  mismo  y  no  está  sujeto  á  la  crítica 
y  apreciación  de  las  autoridades  extranjeras,  como  no  lo  está  el 
título  oficial  de  los  jueces  qué  están  en  posesión  ostensible  de  la 
autoridad  que  desempeñan. 

Lo  segundo,  como  derivación  de  lo  primero,  recibe  la  misma 
solución;  y,  en  iodo  caso,  entraría  en  la  categoría  de  una  irregu- 
laridad accidental,  que  no  haría  ni  más  ni  menos  justa  la  senten- 
cia que  el  ejecutor  extranjero,  en  principio  general,  uo  puede 
revisar  en  el  fondo,  cumplidas  las  exigencias  de  la  justicia  natu- 
ral, relativas  á  la  citación  y  á  la  defensa. 

Concluyese,  pues,  que  si  el  examen  acerca  de  la  competencia 
de  los  jaeces  que  fallaron,  debiera  limitarse  á  lo  que  prescriben 
las  leyes  de  donde  derivan  su  autoridad,  toda  eslipalación  y  re- 
gla en  ese  orden  serán  fútiles.  Cumplidas  las  condiciones  gene- 
rales que  comunmente  forman  el  objeto  del  juicio  deliberativo, 
el  ejecutot  extranjero  concede  el  exequátur^  reputando  justa  la 
sent«encia,  como  reputa  con  poder  suficiente  á  los  jueces  que  la 
pronunciaron,  en  cuanto  obran  dentro  de  las  reglas  trabadas  por 
íu  propia  legislación. 

Si,  en  el  caso  presente,  Agustín  Federico  Ferraro  hubiera  «ido 
personalmente  obligado,  domiciliado  en  Ñapóles  y  citado  por  el 
Tribunal  Civil  de  Savona,  contra  la  regla  trazada  por  el  Código 
de  Procedimientos  Civil  del  Reino  de  Italia,  presentada  en  el 
Perú  la  solicitud  de  exequátur  de  la  sentencia  que  lo  condenaba, 
el  Tribunal  requerido  no  habría  tal  vez  objetado  !a  competencia 
del  Tribunal  de  Savona;  porque  un  Tril^unal  extranjero  carece 
d  e  interés  para  examinar  y  decidir  sobre  la  manera  como  esos 
j  ueces  entendieron  y  aplicaron  los  principios  de  jurisdicción  que 
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rigen  en  Italia,  asunto  de  su  exclusivo  resorte  y  de  régimen  legal 
interno. 

Pero  si  resalta  del  caso  (¿ue  I05  juecv?  de-  It^ha  i?e  avocaron  ©1 
conocimiento  de  un  asunto  que  correfspondía  por  las  leyes  del 
Pera  á  I03  Tfibunaleá  pemanos,  llego  la  ocasión  de  decidir,  ccín. 
arreglo  á  todo  principio  y  á  las  estipulaciones  mismas  del  Trata- 
do, que  esa  sentencia  no  podí^i  ejecutarse;  porque,  según  las  leyes 
peruanfts,  sn  jnris<licción  era  la  llamada  a  resolver  el  pleito  que 
tallaron  los  Tribatialeí*  del  Keino  de  Italia;  lo  que  importa  decir 
que  éstos  carecían  de  jurisdicción  en  la  esfera  internacional. 

Al  Períi  le  era  indiferente  que  los  jueces  de  IU\Ua  se  conside- 
rasen y  declarasen  competentes  en  el  juicio  Anselmo-Ferraro, 
con  6  9in  snjíeoión  ív  las  leyes  de  Italia;  peio  sus  magistrados  no 
poaían  decretí^r,  á  nombre  de  la  nación,  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia dictada  cou  violación  de  las  leyes  del  país  bajo  cuya  auto- 
ridad procedían,  sin  un  contrasentido)  y  una  abdicación. 

Así  entienden  la  obligación  que  les  impone  el  Tratado  en  con- 
formidad al  peusamisnto  que  presidió  á  la  celebración  de  éste; 
porque  es  sobreentendido,  al  celebrarse  un  pacto  internacional, 
que  ninguna  de  las  partes  renuncia,  en  beneficio  de  la  otra,  aún 
cuando  la  concesión  »ea  recíproca,  al  ejercicio  de  alguno  de  los 
l>oderes  inherentes  á  la  soberanía,  cercenando  la  jurisdicción  de 
sus  Tribunales,  sobre  lo  que  es  privativo  de  sus  atribuciones  ju- 
risdiccionales y  de  imperie. 

ff  ¿Sobre  quó  se  funda  la  necesidad  de  un  exequaUíf]  —Según  lo 
que  hemos  dicho,  á  la  vez  sobre  los  derechos  del  soberano,  en 
teoría,  y  sobre  la  duda  de  que  la  justicia  extranjera  sea  bueno, 
bajo  el  punto  de  vista  práctico.  En  conseouencia,  el  exequátur 
debe  darse  en  condiciones  tales  que  aseguren  el  respeto  á  los  de- 
rechos del  soberano  y  que  comprueben  que  los  Tribunales  extran- 
jeros han  juzgado  bien. »  (Moreau,  Eífcts  intamadonditx  des  jupe- 
meyíts,  pág.  263,  N?  266). 

Eliminando  lo  que  se  refiere  á  la  necesidad  de  la  revisión  en 
el  fondo  y  á  la  extensión  y  carácter  de  ella,  no  puede  dudarse  de 
que  el  sentido  general  de  toda  opinión  científica,  en  lo  relativo  á 
la  competencia  de  los  jueces  sentenciadores,  es  que  ella  no  se  en- 
cuentre en  conflicto  con  la  de  los  jueces  del  país  en  que  se  pide 
la  ejecución;  esto  es,  que  los  jueces  extranjeros  no  hayan  conoci- 
do y  fallado  en  un  pleito  que,  rafione  personae  ó  ratione  rei,  era 
de  la  competencia  y  potestad  de  los  Tribunales  del  país  requeri- 
do para  dar  su  exequátur, 

« ¿El  Tribunal  extranjero  que  ha  pronunciado  la  sentencia  cu- 
yo €X€qu<itur  se  persigue,  debe  ser  competente,  no  solamente  se- 
gún la  ley  nacional,  debe  serlo  también  según  la  ley  francesa? 
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ff  La  jurisprudencia  se  ha  pronunciado  con  bastante  clari'lai 
en  el  sentido  de  la  doble  competencia.  Ej  difícil,  en  efecto,  ad- 
mitir que  un  Tribunal  pueda  autorizar  la  ejecución  de  un  fallo 
que,  según  él,  ha  sido  incompetentemente  pronunciado.» —  La- 
chan et  Daguín.  (De  V  e^ecutions  des  jugements  élrangers,  pág. 
49.) 

E'i  el  mismo  sentido  discurre  Weiss,  á  lo  menos  refiriéndose  á 
jurisprudencia  establecida  por  los  Tribunales  de  Francia. — {Droit 
internnüonal  privé,  pág.  823.) 

Cualquiera  que  sea  el  ¡concepto  en  que  se  tome  la  locución 
competencia  en  la  esfera  internacional,  una  cosa  resulta  evidente: 
y  es  que  los  ju^^ces  llamados  á  dar  el  exequátur  deben  examinar 
si  el  Tribunal  que  pronunció  el  fallo  era  competente,  no  sola- 
mente según  su  propia  ley,  sino  también  con  arreglo  á  la  del 
país  en  que  se  pide  la  ejecución. 

Con  mayor  claridad  se  percibe,  sin  embargo,  que  ese  examen 
<lj  la  competencia  del  Tribu.ial  sentenciador  deba  dirigirse  espe- 
uialmoute  a  comprobar  si  el  cas  j  resuelto  por  elTribunal  extran- 
jero era,  privativo  do  la  jurisdicción  nacional;  porque  no  se  com- 
l>ren<le  que  la  concesión  hecha,  aún  por  Tratados  y  en  términoo 
.generales,  para  ejecutar  fallos  extranjeros,  afecte  losxpoderes  so 
beranos  y  las  atribuciones  de  las  autoridades  constituidas. 

Los  tratados  públicos  que-  han  estipulada  la  ejecución  de  la 
.•sentencia  de  los  tribunales  de  los  contratantes  respectivos,  inclu- 
yio  el  del  Perú  con  Italia,  al  consignar  la  condición  relativa  á  la 
conipeteacia,  no  han  especificado  cómo  debe  apreciarse  ésta;  de 
]ii;in('ra  que,  aparte  de  los  principios  doctrinarios,'  ya  expuestos 
80¡nera:Muntp,  en  lo  que  concierne  á  los  respetos  debidos  a  la  so 
l>era:iía  del  [)aís  reí|ueri  lo  para  el  e}íeq>Lafii/r  de  una  sentencia 
extr.inJ^iM,  ([vn  jamás  pac  leu  co  isiderarse  renunuiados,  h\brá 
n  .v>.s  M  lili  rovi-urrir  á  lo  q  le  la  legislaciH  y  la  jurisprudencia 
de  los  diversos  Estados  han  establecido,  para  decidir  el  sentido 
del  Tratado  Ítalo-peruano  que  se  trata  de  interpretar. 

Debe  hacerse  constar,  sin  embargo,  que  el  tratado  de  derecho 
j)rocesal,  ajustado  como  resultado  de  las  deliberaciones  del  Con- 
greso Su  1-americano  de  Montevideo,  de  11  de  Enero  de  1889,  al 
íjue  concurrieron  la  República  Argentina,  Chile,  Bolivia,  Brasil, 
l^araguay,  Perú  y  Uruguay,  c  )nsignó  entre  sus  estipulaciones  la 
siguiente: 

«Las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  dictados  en  asuntos  civiles 
y  comerciales  en  uno  de  los  Esta  ios  signatarios,  tendrán  en  los 
territorios  de  los  demás  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
se  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes: 


—  507  — 

a)  que  la  sentencia  6  fallo  haya  sido  expedido  por  Tribunal 
coaapetente  en  la  esfera  internacional.» 

Esta  es  la  regla  entre  los  Estados  de  Sud-Auít-rica,  li<;ad»;s  por 
aquel  pacto,  derivado  dol  concepto  en  que  deb(  apreciarle  la 
coin[ietencia  del  tribunal  cuya  sentencia  se  ha  dt-  ejecuUir  c  . 
rtiM  territorio. 


IV. 

li'i  legislación  de  la  mayor  parte  de  los  Estados  no  contiene 
l'ieceptos  relativos  á  los  casos  y  muñera  de  ejecución  de  las  seu- 
t'/iicias  extranjeras;  y  en  las  (pie  lian  previsto  ei^a  necesidad,  la 
liiayor  )>arte  han  dejado  incierto  el  {)nnto  relativo  á  la  base  ó 
criterio  según  el  cual  del)e  a[>reeiarse  la  jurisdicción  del  Tribu- 
nal extranjero  cuya  decisión  es  nnUefia  de  una  solicitud  de 
eiíeqnatur. 

El  Código  de  Procedimientos  C-ivil  de  Badén  y  la  ordenanza  <le 
Hesse,  de  25  de  Abril  de  1826,  negaban  el  prnedi^  cuando,  se- 
gún las  reglas  de  jurisdicción  admitidas  en  est  s  Estados,  la  co:u- 
]  etencia  del  Tribunal  extranjero  no  aparece  fundada. 

Igual  y  más  explícita  disposición  es  la  de  la  ley  de  Dinamar- 
ca, según  la  cual,  la  competencia  de  los  jueces  que  pronuncia- 
ron el  fallo  debe  ser  aprecia^^a  según  la  ley  danesa,  y  no  según 
la  de  los  jueces  sentenciadores. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  de  Alemania  estatuye  una 
regla  idéntica  en  su  artículo  60 1.  «No  podrá  dictarse  la  senten- 
cia de  ejecución:  3)  si,  con  arreglo   al    derecho   vi 

tiente  en  el  Tribunal  Alemán,  que  debe  f\\llar  sobre  si  se  admit»- 
Ui  ejecución  forzosa,  no  hubiesen  sido  competentes  los  Tribuna- 
leí  del  E^jtado  al  cual  pertenezca  el  Tribunal  extranjero  senteu- 
ciador.'» 

La  previsión  y  exigencia  de  la  ley  danesa  y  la  alemana,  de 
Hcuerdo  con  la  doctrina  más  común,  establecen,  pues,  para  la 
c-.iicesión  del  exequátur^  la  revisión  de  la  sentencia  del  Tribunal 
extranjero,  en  cuanta  implícita  ó  explícitamente  ha  decidido  S(i- 
))re  su  propia  competencia;  y  esto  para  adoptar  como  criterio  las» 
disposiciones  legales  de  esos  Estados  en  materia  de  jurisdicción. 

Y,  en  verdad,  no  se  concibe  que  las   cosas   puedan   pasar   d»^ 
otra  manera.  El  examen  de  la  competencia  del  Tribunal  senten 
ciador,  como  condición  del  exequatni*,  sería  superfino  y  sin   obje- 
so,  si  hubiera  de  hacerse  solamente  según  el   criterio   de   la   ley 
bajo  cuya  autoridad  se  pronunció  el  fallo.  El  Gobierno  del  Perú 
cree  que  esa  regla  se  deriva  llanamente  del  principio  de   sobera- 
nea territorial,  de  la  cual  es  una  excepción   condicional  y  limita- 
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da  el  reconocimiento  y  ejecución  de  (lecisiouefc;  expedidas  por 
lae  autoridades  de  otro  Elsrtado-  AforUori  se  dedAa-ce,  que  la  com- 
petencia no  s^á  reconocida  cuando  ella  sea.  en  agravio  de  la  que 
corresponde  á.  los  jueces  territoriales  del  país;  ó  sea^  sobre  perso- 
nas ó  cosas  sometidas  privativamente  á  su  jurisdicción. 

Para  persuadirse  hasta  qué  punto  es  fundada  esta  conclusión, 
importa  considerar  lo  qué  prácticamente  sucede  en  los  Estados 
que,  reconociendo  por  sus  leyes  la  ejecución  de  sentencias  ex- 
tranjeras, no  han  tijado  el  criterio  bajo  el  cvial  debe  apreciarse  la 
competencia  de  los  jueces  sentenciadores. 

Sobre  el  particular,  nada  nn'is  adecuado  para  formar  opinión 
que  lo  que  acontece  en  Italia. 

El  artículo  911  de  su  Código  de  Pro3edimientos  Civil  concede 
fuerza  ejecutiva  á  las  sentencias  dictadas  por  autoridades  extran- 
jeras, previo  un  juicio  <lc  deliberación,  en  que  se  examina  en 
primer  término: 

«Si  la  sentencia  ha  sido  pronun^^iada  por  una  autoridad  judi- 
'ial  competente.» 

Pero  ¿bajo  qué  regla  se  apreciará  la  competencia  de  esa  auto- 
ridad judicial  extranjera? 

Como'  la  ley  no  lo  dice,  no  hay  otro  ine«lio  de  averiguarlo  que 
ocurrir  á  la  enseñanza  suministrada  perla  jurisprudencia  de^sus 
Tribunales. 

El  silencio  de  la  ley,  sobre  la  manera  de  apreciar  la  compe- 
tencia del  Tribunal  extranjero,  parecía  indicar  que  ella  debería 
ser  juzgada  con  íirreglo  á  la  ley  del  juez  que  expidió  el  fallo. 

Pero,  en  realidad,  no  es  eí?e  el  caso. 

Desde  luego,  los  Tribunales  de  Italia  rechazan  invariable- 
mente la  competencia  excepcional  que  el  artículo  14  del  Código 
Civil  de  Francia  atribuye  ásus  magistrados;  y  de  ello  dan  testi- 
monio las  decisiones  de  los  siguientes  Tribunales:* 

Lucca,  de  26  de  Abril  de  18^)7. — de  Brescia,  de  14  de  Setiembic 
de  187o. — Catania,  de  22  de  Marzo  1879. — Messina,  de  5  de  Se- 
tiembre  de  1881.— Ñapóles,  do  30  de  Diciembre  de  1883.— Tu- 
rín,  do  30  de  Agosto  dí>  18S7.  — Ancona,  de  13' de  Junio  de 
1889.  .  ^ 

La  misjua  repulsa  ha  encontra«lo  en  esos  Tribunales  toda  de- 
manda de  ejecución  de  sentencia  extranjera  que  importe  usurpa- 
ción de  la  competencia  normal  de  los  Tribunales  italianos. — 
.  (Véase  el  caso  resuelto  por  la  Corte  de  Palerrao,  en  2S  de  Marzo 
de  1851,  citado  \)0v  Marean  en  la  obra  ya  roenciouada.) 

Con  referencia  al  caso  resuelto  por  el  Tribunal  de  Casación  de 
Turín,  expone  Clunet  que  la  Jurisprudencia  italiana  se  ha  fijado 
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<)eñnitivamente  en  ese  sentido.  Sus  decisiouas  eeiángoneralmenU' 
funcladfts  en  el  artículo  941  del  Códiífo  do  Procedí mienitw  Civil 
<jue  dispone,  que  la  sentencia  extranjera  no  puede  recibir  el  «xe- 
qnatitr  sino  en  tanto  que  ella  no  sea  contraria  al  orden  público  6 
al  derecho  público  interno.  Como  se  vé,  veúnense  aquí  la  primo- 
ra  V  la  cuarta  condición  del  artículo  18  del  Tratado  del  Perú  con 
Italia,  que  st)n  literalmente,  como  todas  las  demás,  las  que  con- 
«iíjna  el  artículo  041  del  Có<ligo  ilaliano  ya  citado. 

El  señor  Ministro  tle  Italia,  al  sustentar  la  roclamaoióp.  pu>- 
cedente  del  caso  Anselmo- Ferraro,  en  que  los  Tribunales  ilí! 
Perú  negaron  el  parcntis,  ha  invocado  como  regla  única  de  ct»;.- 
petencia,  la  del  país  del  juez  sentenciador,  en  abierta  oposición  á 
la  uniforme  jurispnidencia  establéenla  por  los  Tribunales  do  Ita- 
lia en  casos  idénticos. 

Los  Tribunales  de  eso  Reino  han  rosuolto  siempre  que  no  b"i<- 
ta  que  el  Tribunal  extranjerc^  sea  competente,  conforme  á  sus 
propias  leye?,  sino  que  c^i  preciso  también  que  no  sea  incompe- 
tente con  arreglo  a  las  leyes  de  Italia,  si  allí  se  pide  el  cx^ffí^ct- 
tur. 

La  razón  de  estose  encuentra,  no  sólo  en  el  princijúo  téc:i!co 
que  consagra  toda  legislación,  como*  regla  de  orden  y  de  <ían.nt'a 
para  el  demandado,  en  los  estatutos  «obre  jurisdicción  conip^ítcn* 
te,  sino,  lo  que  es  más  importante,  en  que  puede  suceder  y  su- 
cede, como  en  el  caso  de  A.  K.  Ferraro  y  compañía,  que  iot  jue- 
ces extranjeros  hayan  invadido  atribuciones  pix)!>ias  de  \m  Tri- 
bunales del  país  en  que  se  pide  la  ejecución.  iSe  presentaría  de 
otro  modo  la  abeiTación  de  que  una  autoridad  judicial  fue^e  re- 
querida para  cumplir  un  fallo  pronunciado  en  el  extranjero, 
desconociendo  sus  podei^es  jurisdiccionales;  ó,  en  otros  términos, 
que  legitimara  por  su  propia  decisión,  en  nombre  del  Estado,  la 
usurpación  que  se  hubiese  hecho  de  los  poderes  de  éste. 

Como  jamas  so  encontró  razonable  en  Italia  esta  abdicación 
íle  facultades,  su  jurisprudencia  interpretó  rect¿imente  el  inciso 
1.^,  artículo  041  de  su  Código  de  Procedimientos,  de  la  manom 
que  se  ha  visto;  y  como  el  Gobierno  de  Su  Majestad  no  puedo 
tener  otro  criterio,  ni  es  el  llamado  á  fijar  el  sentido  jurídico  y 
práctico  de  las  leyes  civiles,  sino  los  Tribunales  de  Italia,  el  ar- 
tículo 18  del  Tratado  sobre  el  punto  discutido,  está  de  antemano 
interpretado  por  sus  propias  y  competentes  autoridades  judicia- 
les. 

No  es  de  suponerse  que  lo  que  Italia  rechaza,  sin  excej-ción, 
como  ofensivo  á  los  fueros  soberanos  de  la  nación,  lo  exija  como 
obligatorio  para  otro  Estado,  sin  una  desigualdad  inexplicable, 
que  el  Gobierno  del  Perú  se  apresura  á  desconocer  y  repudiar. 
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No  es  solamente  en  Italia  donde  tal  regla  domina,  es.eu  todas 
partes,  sin  excepción,  en  cuanto  ella  ¡mporUi  la  tutela  de  la  ju- 
risdicción nacional  y  la  observancia  de  los  principios  en  que  ella 
descansa. 

Para  no  entrar  en  más  dilatada  exposición  de  los  precedeuteí* 
que  ponen  fuera  de  cuestión  el  punto  debatido,  pueden  citarst- 
dos  en  conclusión. 

El  Tribunal  Civil  de  Ginebra,  por  decisión  de  31  de  Marzo  do 
1888.  desechóla  donuinda  de  ejecución  intentada  por  Garavotti 
contra  Sauvaire  y  Chalier,  'do  una  sentencia  pronunciada  por 
Tribunales  italianos,  en  consideración  á  ter  éstos  incompetentes 
según  la  ley  suiza. 

Idéntica  solución  tuvo  el  caso  fallado  por  el  Tribunal  Superior 
de  Praga,  (Austria)  que  quedó  firme  por  la  decisión  del  Tribu- 
i.al  Suprema  de  Viena,  de  8  de  Enero  de  1891.  Y,  á  la  verdad, 
serii  difícil  encontrar  un  ejemplo  de  que  se  haya  consentido  por 
país  alguno  la  ejecución  de  una  sentencia  extianjera  con  menos- 
cabo de  la  jurisdicción  territorial.  En  todo  caso,  s'erían  excepcivi- 
nes  que  nada  arguyen  contra  la  verdad  del  principio. 

V. 

La  fuerza  de  los  razonamientos  y  precedentes  invocados,  con- 
duce rectamente  a  una  sola  conclusión;  esa  conclusión  es.  ne  ro- 
rietvr,  que  la  generalidad  de  la  regla  que  establece  el  Tratado, 
acerca  del  examen  de  la  competencia  del  juez  sentenciatlor,  no 
]»ermite  interpretarla  sino  como  lo  hicieron  los  Tribunales  del 
Perú,  esto  es,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  pide  la  eje- 
cución. 

Esto  es  particularmente  cierto  en  el  caso  del  Tratado  con  Ita- 
lia, aunque  no  fuera  más  que  por  la  regla  de  interpretación  que 
Vattel  formula  así:  *'en  toda  ocasión  en  que  alguno  ha  [)odido  y 
debido  manifestar  su  intención,  se  toma  por  verdadero  contra  él 
lo  que  ha  declarado  suñcienteraente.*' 

Las  decisiones  uniformes  de  los  Tribunales  de  Italia  sobre  ca- 
sos análogos,  citados  en  el  párrafo  anterior,  demuestran  que  en 
ese  Reino  no  se  ha  dado  curso  á  sentencias  pronunciadas  por  Tri- 
bunales extranjeros  en  agravio  de  la  comi)etencia  de  sus  propios 
Tribunales,  según  las  leyes  de  Italia. 

Para  ello,  no  ha  sido  obstáculo  la  existencia  de  Tratados  en 
que  se  prometiera  la  ejecución  de  los  fallos  denlos  Tribunales  del 
otro  contratante. 

Según  la  Convención  franco-sarda  de  1760,  confirmada  y  com- 
pletada por  la  declaración  de  1?  de  Setiembre  de  1860,  debe  atri- 


—  511  — 

h  lirse  fuerza  ejecativa,  sii  rovisija  p^r  la?  Cjrles  d)  Apelación 
'li'  los  Estarlos  contratantes,  á  las  decisiones  que  se  les  trasmitan 
I »or  cartas  rogatorias  emanajixs  de  los  Tribunales  del  otro  Es- 
tablo. 

Ese  pacto  reconoce  que  al  exequátur  debe  preceder  el  examen 
*le  si  el  Tribunal  extranjero  era  competente  para  expedir  el  fallo, 
sogün  sus  propias  leyes. 

Si  los  Tribunales  todos  de  Italia  han  resuelto  en  sentido 
opuesto,  sujetando  su  criterio  sobre  la  competencia  á  sus  propias 
Ivves,  completando  el  sentido  de  la  Convención  con  Francia,  el 
<  Jobierno  de  Italia  no  puede  exigir  que  rija  un  principio  diferen- 
te, como  sentido  oculto  ó  no  declarado  del  artículo  18  del  Trata- 
do con  el  Perú,  sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  que  éste  habla  de 
competencia  en  términos  generales,  y  la  teoría  más  recibida  y 
•común  es  que  ella  debe  apreciarse  en  la  esfera  internacional. 

No  cabe  aplicar  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  Italia 
solo  por  lo  exhorbitante  del  principio  establecido  en  el  artículo 
14  del  Código  Civil  de  Francia,  por  dos  consideraciones  que  son 
decisivas. 

En  primer  lugar,  las  decisiones  de  las  Cortes  italianas  h\n  re- 
C-iMo,  no  solamente  sobre  los  casos  en  que  el  artículo  14  del  Có- 
<Hgo  Civil  Francés  hace  excepción  al  derecho  común  sobre  com- 
]>etencia,  .sino  también,  en  general,  sobre  aquellos  en  que  el 
Tribvri:il  extranjero  resultaba  incompetente  se<íún  las  leyes  de 
Italia.  La  jurisprudencia  italiana,  ó  sea  el  Reino  de  Italia,  lia 
adopt-.ido,  pues,  el  principio  de  que  la  competencia  debe  apre- 
«riarse  en  el  orden  internncional. 

En  segundo  lugar,  exhorbitante  ó  no,  e!  artículo  14  del 
('«Vligo  Civil  de  Francia  es  un  estatuto  jurisdiccional  de  ese  paí.s, 
«|iie  tenía  el  dereclio  de  establecer  y  que  conserva,  como  purd-u 
«stableeer  y  han  sancionado  los  dem'is  Estados,  reíalas  difei  entes, 
]>ero  siempre  algunas,  relativas  á  la  esfera  jurisdiccional  de  sus 
Tribunales.  La  existencia  de  un  Tratado  no  limita  el  ejercicio  de 
ese  poder  soberano,  ni  se  conoce  ninguno  que  le  haya  puesto 
taxativa. 

Así  tampoco  entró  en  la  mente  del  Gobierno  del  Perú,  al  ajus- 
tar  el  Tratado  de  1874  con  Italia,  el  renunciar  á  lo-  fuoros  -^e  la 
jurisdicción  territorial,  ni  menoscabar  la  competencia  desús  Tri- 
bunales; y  la  regla  que  él  ha  entendido  aceptar  fué  la  que 
sus  plenipotenciarios  en  el  Congreso  de  Montevideo  adoptaron 
como  principio  de  observancia  común  con  todos  l(\s  demás  E-^ta- 
♦lo^  do  Bu  1  América  que  concurrieron  á  esa  asamblea  internacio- 
nal. 

Se  vé  así  declarado  por  la  jurisprudencia  italaia,  antes  y  des- 
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pues  del  Tratado  de  1874,  cuál  os  el  seutido  de  la  estipulación 
que  96  refiere  al  examen  de  la  competencia  del  Tribunal  extran- 
jero cuya  aeiitencia  se  trata  de  ejecutar  en  otro  territorio. 

Así  también  ha  acontecido  en  el  Perú  cada  vez  que  hubo  oai- 
sión  deque  sus  representantes  se  pronunciaran  sobre  el  misoio 
principio,  pues  aparte  de  lo  que  sus  plenipotenciarios  concerta- 
ron, como  resultado  de  las  deliberaciones  del  Congreso  deMoute- 
yideo,  ya  de  antemano,  en  el  Congreso  de  juristas  reunido  en 
Lima,  en  1879,  se  adopto  la  misma  regla,  según  la  exposición 
de  motivos  que  hizo  el  plenipotenciario  señor  doctor  don  Antonio 
Arenas,  que,  en  la  parte  pertinente,  dice:  *'pero  si  so  pretende 
que  tengan  un  valor  extraterritorial,  (las  sentencias)  es  menester 
que  las  autoridades  del  lugar  en  donde  son  presentada»,  ordenen 
su  ejecución;  y  esas  autoridades  no  deben  hacerlo  sino  poniendo 
á  salvo  los  derecho^  é  intereses  de  su  patria." 

No  hay  necesidad  de  otro  comentario  para  demostrar  cou 
cuanto  rigor  y  exactitud  es  aplicable  el  caso  de  la  regla  de  inter- 
pretación enunciada  por  Vattel. 

¿En  qué  se  apoyaría,  pues,  una  solución  diferente  al  definir  el 
sentido  del  artículo  18  del  Tratado  1874» 

¿Acaso  en  los  principios  puros?  Pero  es  un  hecho  que,  confor- 
me á  estos,  los  actos  de  una  autoridad  no  se  extienden  más  allá 
del  territorio;  y  que  cuando  se  les  concede  efecto  en  otro,  es  y  se 
entiende  con  la  reser\*a  de  que  no  envuelven  usurpación  de  la 
soberanía  del  concedente,  ni  sean  contrarios  á  su  derecho  pú- 
blico. 

¿O  será  preciso  buscarla  en  la  inteligencia  práctica  que  la  re- 
gla de  competencia  ha  tenido  para  los  Estados  en  disidencia? — 
En  este  orden,  se  ha  visto  también  que  la  jurisprudencia  italia- 
na y  las  declaraciones  del  Perú  han  estado  conformes  siempre  en 
un  principio  que  es  la  refutación  anticipada  de  la  reclamación 
del  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rev  de  Italia,  origen  dé  este  ar- 
bi  traje. 

VI. 

Siendo  la  solución  práctica  para  el  caso  Ansehno-Ferraro  ixu 
efecto,  aunque  implícito,  al  parecer  necesario,  de  la  que  se  dé  ú 
la  cuestión  de  principio,  importa  siempre  demostrar  con  cuanto 
fundamento  la  Corte  de  Lima  negó  el  exequátur  a  la  sentencia 
confirmada  del  Tribunal  Civil  de  Savona,  según  los  hechos  de  la 
causa  y  el  imperio  de  las  leyes  poruauas  á  que  ese  Tribunal  es- 
taba y  está  sujeto. 

En  la  exposición  preliminar  se  ha  hecho  constar  que  el  origen 
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del  juicio  seguido  y  fallado  en  Italia,  fué  un  saldo  de  la  cuenta 
corriente  que  abrió  Constantino  Anaeltno  á  la  casa  comem&l  de 
J.  B.  Ansel'Tio  de  Lima,  casa  que  fué  subrogada  posteriormente 
en  sus  derechos  y  obligaciones  por  la  sociedad  A.  F»  Ferrare»  y 
compañía,  también  constituida  y  domiciliada  en  la  capital  del 
Perú. 

Como  sociedad,  cualquiera  que  sea  su  clase,  la  de  Anselmo  6 
la  de  Ferniro,  era  una  personali<lad  jurídica  que,  por  ser  consti- 
tuida y  domiciliada  en  el  Perú,  sólo  estaba  íujeta  á  la?  leyes  pe- 
ruanas y  bajo  la  jurisdicción  de  los  jueces  territoriales,  para  ias 
cuestiones  emergentes  entre  los  socios,  ó  en  caso  de  ser  persegui- 
da por  terceroe,  en  razón  deuda  ó  cualquiera  otra  obligación. 

Debe  partirse  del  princi_pio  le  que  la  individualidad  jurídica 
de  la  sociedad  es  distinta  de  la  de  los  socios;  la  ley  le  da  existen- 
cia precisamente  para  distinguir  entre  una  y  otras;  j^  en  conse- 
cuencia, el  status  ó  siije»  ió  personal  es  también,  ó  puede  ser, 
diferente. 

En  una  sociedai,  e^  'n  entidad  ínoral'de  esta  la  que  posee,  ad- 
(juiere,  contrata  y  o  'Mtf-ao  obligaciones,  que  no  recaen  sobre  los 
socios  sino  por  deriv  ..-i  ,n.y  sut»sidariamente,  y  aún  eso,  con  ex- 
cepción de  las  soco»!  •  íf^  anó'nmas  y  do  la  comandita;  siendo 
esto  particularmeuu     -■■    tn  "  i  las  sociedades  comerciales. 

Efcte  es  el  conce|»*'>  ,/«  •  skí  rra  toda  legislación  modernasobre 
eociedad,  en  el  con.nni'»  d'  sus  preceptos  y  que  la  ley  belga  de 
1873  declara  ex  prfff.no  de  U!i  modo  explícito. 

Toda  sociedad  tiene,  pue^,  un  estado;  y,  por  lo  tanto,  un  fuero 
jurisdiccional  á  que  pertenece  por  sujeción  jurídica  originaria, 
sin  perjuicio  que  puede  también  quedar  sujeta  a  otra  competen- 
cia por  incorporación  en  un  estado  diferente  del  de  su  origen,  vi- 
niendo a  ser  ese  acto  lo  que'  la  constitución  de  domicilio  en  la 
[>ersona  natural. 

Pero  ese  acto  de  sumisión  voluntaria,  ó  mejor  dicho  de  incor- 
j»oracíón,  de  las  sociedades  J.  B.  Anselmo  y  compañía  y  A.  F. 
Ferraro  y  compañía,  no  se  hizo  nunca  en  Italia:  de  manera  que 
esas  personalidades  jurídicas  eran  extrañas  á  la  jurisdicción  del 
Reino  por  sus  propias  leyes  procesales. 

En  efecto,  según  el  artículo  90  del  Código  de  Procedimientos 
Civil  de  Itklia,  el  juez  competente  por  acciones  personales  ó  rea- 
les sobre  muebles,  cuando  fuese  una  sociedad  la  demandada,  es 
el  del  lugar  en  que  resida  la  administración  ó  se  encuentre  uno 
de  los  establecimientos  sociales  con  un  representante  de  la  socie- 
dad. 

Si  las  dos  compañías  indicadas  se  formaron  en  el  Perú,  y  en 
eate  país  tenían  su  domicilio  y  la  totalidad  de  sus  bienes  y  nego- 
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cios,  lo3  Tribuualeá  de  Italia  carecían  de  competencia  para  cono- 
cer, se^úii  sus  propias  leyes,  de  una  demanda  por  acción  personal 
contra  una  compañía  constituida  y  radicada  en  el  extranjero  y 
sin  establecimiento  ninguno  en  Italia. 

No  sirven  de  excepción  en  el  caso  contemplado  las  disposicio- 
nes del  artículo  91  del  mismo  Código  Italiano;  porque  un  saldo 
de  cuenta  corriente»,  como  título  de  acción  personal,  no  demues- 
tra por  sí  solo  que  la  obligación  se  contrajo  en  Italia,  tratándose 
de  una  sociedad  que  se  tormo  y  siempre  estuvo  en  el  extranjero. 
Por  el  contrario,  ese  saldo,  como  compromiso  antecedente  y  even- 
tual del  que  resulta  deudor,  como  reconocimiento  explícito  de  vi. 
no  pudo  aceptarse  verosímilmente  sino  en  Lima,  clomicilio  de  h\ 
sociedad,  sin  que  se  haya  presentado  prueba  ante  el  Tribunal  dt* 
Savona  que  acredite  que  fué  en  Italia. 

Tanto  más  evidente  resulta  esto,  cuanto  que  el  litigio  scguiJ) 
en  Italia  no  fue  una  simple  ( jecuoión  por  deuda  líquida  y  reco- 
nocida, sino,  por  el  contrario,  tuvo  por  pbjeto  la  liquidación  de 
una  cuenta  corriente  y  el  reconocimiento  de  la  entidad  delsalJ^ 
exigiblcí  ú  la  sociedad  demandada.  Mal  purJo,  pue?»,  decirse  qu-r' 
se  trataba  de  una  obligación  contraída  en  Italia,  cuando  preci^-a- 
mente  los  Tribunales  de  ese  país  fueron  los  que  reconocieron  y 
declararon  ese  saldo,  constituyendo  la  obÜgación;  lo  cual  impor- 
ta una  verdadera  implicancia. 

La  ciroanstaiieia  <1'^  tener  su  domicilio  en  Savona  don  J.  l> 
AiHelin.\  ((lie  dio  riw  nombre  á  la  primitiva  y  extinguida  socie- 
dad, y  de  hallarse  de  tránsito  don  A.  F.  Ferraro,  representante 
de  la-sociedad  A.  F.  Ferraro  y  cotupafua  que  soBtituyóá  aquoib. 
no  hizo  competente  la  Jurisdicción  italiana,  á  tenor  d^íl  artíon!» 
91,  ya  cítalo,  del  CVligo  de  Procodniiontos  Civil. 

La  razón  de  esto  se  encuentra  en  que,  tanto  J.  B.  Anselni«\ 
como  A.  F.  Ferraro,  citados  con  la  demanda,  el  primero  en  Si- 
vona  y  el  segundo  en  Genova,  no  fueron  emplazados  e:i  su  e.ip> 
cidad  personal,  sino  como  re[u-esentantes  de  las  compañías  ii  qnr» 
dieron  ?;ns  nombres.  Li  demostración  palatlina  de  ellopuel'^ 
verseen  el  fallo  con  lenatorio  pronunciad j  por  el  Triba.uil  1  ^ 
Savona,  en  que  Ferraro  fué  condenado  á  pagar  la  suma  recono- 
cida en  la  sentencia  por  la  casa  J.  B.  Anselmo  y  compañía  y  con- 
juntamente la  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  compañía.     " 

Resultan  así,  en  definitiva,  condenadas  dos  sociedades^  en  una 
sentencia  que  se  expidió  por  un  Tribunal  que  no  tuvo  atribución 
ni  poder  para  citarlas,  en  razón  de  haberse  constituido  y  tener  su 
domicilio  y  único  establecimiento  en  el  extranjero,  en  oposición 
á  las  reglas  de  competencia  trazadas  por  los  artículos  90  y  91  dol 
Código  de  Procedimientos  de  Italia. 
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Si,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  ley  italiana,  procedieron  los 
Tribunales  de  ese  país  en  manifiesta  pugna  con  los  principios 
que  reglan  su  poder  jurisdiccional,  el  agravio  que  resultaba  para 
los  demandados,  distrayéndolo  así  de  sus  jueces  naturales,  no  es 
menos  evidente,  porque  se  les  privó,  con  esa  irregularidad  origi- 
naria, de  todos  los  medios  y  recursos  de  defensa,  que  sólo  poiían 
tener  en  el  lugar  de  su  constitución  y  en  el  asiento  de  sus  nego- 
cios, conforme  á  las  leyes  peruanas,  únicas  á  que  estaban  sujetos 
¿-x  causa  y  exjurisdiciione,  ^ 

Por  el  contrario,  la  ley  del  Perú,  donde  se  pidió  la  ejecución 
de  la  sentencia,  establece  la  competencia  de  sus  Tribunales  para 
el  caso  juzgado,  según  lo  estatuyen  los  artículos  116  y  118  de  su 
Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  civil. 

Ciertamente  que  si  la  sentencia  del  Tribunal  Civil  de  Savoua, 
se  hubiera  ejecutado  en  otra  parte,  que  no  fuera  el  Perú,  éste  no 
habría  tenido  ni  el  poder  ni  interés  alguno  en  estorbarlo.  Pero  si 
la  ejecución  se  solicitó  ante  los  Tribunales  peruanos,  el  examen 
de  la  competencia  de  losjueces  sentenciadores  era  obligatoria  para 
deliberar  sobre  el  exequátur^  según  la  doctrina,  la  jurisprudencia 
universal  y  el  Tratado  mismo  con  Italia. 

Habría  bastado  que,  según  el  sistema  adoptado  por  las  leve?  {)e- 
ruanas,  fueran  incompetentes  los  Tribunales  de  Italia  para  cono- 
cer en  el  pleito  Anselmo-Ferraro,  aunque  el  demandado  no  hu- 
biese estado  sujeto  á  la  jurisdicción  del  Perú,  para  que  negase  rec- 
tamente la  ejecución:  pero  sucediendo  lo  contrario,  esto  es,  que  el 
demandado  depende  exclusivamente  de  la  potestad  de  los  jueces 
del  Perú,  éstos  no  podían  consentir  en  el  exequátur^  c«)ntra  su 
propia  autoridad  y  el  derecho  público  peruano,  en  cuanto  deter- 
minan la  jurisdicción  de  sus  Jueces  y  Tribunales. 

Conclusión  necesaria  de  lo  expuesto  es  que,  a  la  luz  de  los 
principios  y  de  los  antecedentes  invocados,  conforme  {\  \o  estable- 
cido sobre  la  materia  por  los  Tribunales  do  Italia,  y  si  han  de 
observarse  las-reglas  de  interpretación  lógica  y  doctrinal,  el  artí- 
culo 18  del  Tratado  del  Perú  con  Italia,  de  1874,  en  cuanto  se 
refiere  al  examen  de  la  competejicia  de  losjueces  cuya  senteucia 
se  trata  de  ejecutar  en  el  territorio  de  la  otra  parte,  no  pUede  en- 
tenderse ni  aplicarse  sino  en  el  sentido  de  que  la  jurisdición  del 
Tribunal  a  quo,  tiene  que  apreciarse  conforme  á  las  leyes  del  país 
en  que  el  exquaiur  se  demanda;  y,  en  todo  caso,  que  éste  podrá 
3'  deberá  negarse  cuando  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  (jue  impli- 
ca la  sentencia,  resulta  en  agravio  de  la  soberanía  territorial. 
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fjf\  L*  jaUMVoi'siu  >:'):i\'jti.lck  al  alto  fallo  arbitral  ilsl  Preslilente 
del  Tribunal  te<kral  holvrtico,  proviene  de  un  desacuerdo  entre 
parLicnliues  <iu«.\  lia<'}  al^iunos  años,  so  ventiló  ante  las  autorida- 
des judicial(\s  du  Itdii'i  y  el  IVrú.  En  aquella  ocusión,  se  suscií.» 
una  diveri^Hiria  de  oi»iuioní^.s  entre  ambos  Gobiernos,  respecta 
de  la  ina'5  pr<.*Uiiinn  que  debía  darse  á  una  clausula  del  Trata«l> 
de  Amistad  y  Conitivio  del  23  de  Diciembre  de  1874;  (I)  diver- 
gencia que  no  se  cr<  y<>  posible  resolver  de  otra  manera  que  pr 
unaibitiaje  iuttMiuieioual.  Con  tal  fin,  se  estipuló  el  conipromi?' 
de  22  df  Noviembre  de  1000.  (2) 

El  (i  bicrno  del  Rey,  resuello  á  exponer,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 3  de  v6Íii  (Jonveneión,  su  manera  de  ver  la  cuestión  que  del  í 
resolverse,  cree  deber  abstenerse  de  toda  consideración  relativa 
al  asunto  que  lia  originado  la  controversia  actual,  y  so  limitará 
únicamente  á  la  cuesiión  do  principio,  como  parece  conveniente, 
dado  el  carácter  y  los  términos  del  convenio  arbitral.  El  Gobier- 
jio  real  se  considera  obligado  á  ello  por  los  acuerdos  que  han 
acompañado  a  la  estipulación  del  22  de  Noviembre  de  1900,  ' 
fin  <le  que  la  solución  de  la  controversia  diplomática  no  pueb 
influir  en  nada  sobre  la  decisión  del  acuerdo  particular  que  !:v 
originó. 

El  primer  artículo  del  compromiso  plantea  la  cuestión  en  e-- 
tos  términos: 

« Si,  según  el  Tratado  del  23  de  Diciembre  de  1874,  entre   lu\ 
a  lia  y  el  Perú,  las  autoríilades  judiciales  respectivas  pueden  ne- 
sgar el  (xeqnatiir  a  las  sentencias  pronunciadas  por  una   autor: 
*dad  judicial,  competente  según  las  leyes  del  Estado  en   que   I 
<rS€nt4?ncia  ha  sido  pronunciada,  cuando  resulte  que,   según   la? 
« leyes  del  Estado  donde  el  exequátur  se  solicita,  las  autoridades 
«judiciales  de  este  mismo  Estado  serían  competentes  para  cono- 
«  cer  del  asunto.»  Esta  cuestión  trae  consigo   otra   más   general, 
que  podríamos  formular  así:  ¿acaso  la  competencia  de   las  auto- 
ridí\(les  que  han  prouuivciado  la  sentencia  que  lia  de   ejecubrse, 
debe,  según  el  artículo    18   del   Tratado   ítalo-peruano,  ser  cxa- 
mina«lo  cju  arreglo  á  las  leyes  del  país   donde    la   sentencia  lia 
sido  pronunciada,  ó  según  las  del  Estado  donde  la  ejecución  «lo- 
be  realizarse? 
El  Gobierno  del  Rey  se  reserva  el   exponer   á   su   tiempo   la« 


(1)  Véase  ese  Tratado  en  las  páginas  269  á  278. 
[2]  IMgiiia491 
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consideraciones  particulares  que  afectan  la  ctrestión,  en  los  tér- 
minos en  que  fué  planteada  de  común  acuerde  con  Jas  partes 
contratantes;  pero  juzga  necesario  examinarla  primeramente  ba- 
jo este  punto  de  vista  miis  general,  para  el  desenvolvimiento  cla- 
ro y  completo  de  la  controversia. 

El  artículo  18  del  Tratado,  que  determina  los  puntos  que  de 
be  examinar  el  Tribunal  que  entiende  de  una  demanda  de  exc- 
quatm%  declara  que  este  Tribunal  examinará  primeramente:  <rsi 
la  sentencia  Im  sido  pronunciada  por  una  autoridad  judicial 
competente.»  La  cláusula  que  se  trata  de  interpretar  no  contie- 
ne, pues,  una  solución  explícita  de  la  controversia  de  derecho 
internacional,  largamente  debatida  al  respecto.  Los  unos  pien- 
san que  el  Tribunal  llamado  á  dar  fuerza  ejecutiva  a  und^  sen- 
tencia extranjera,  dt-be  ex:üniinar,  según  las  leyes  territoriales,  ei 
los  jueces  que  !a  pronunciaron  eran  competentes  para  entender  de 
la  causa.  Esta  manera  de  ver,  aunque  aceptada  por  algunos  es- 
critores y  magistraílc^  autorizados,  no  parece  compatible  con  los 
principios  sobre  que  se  ba.'fa,  en  general,  el  reglamento  de  las 
relaciones  judiciales  internacionales,  ni,  sobre  todo,  con  la  exis- 
tencia de  leyes  y  convenciones  tendentes  á  rpconocer  alguna  eíi- 
cacia  á  las  sentencias  extrnn  eras.  No  hay  duda  que  las  leyes  de 
un  Estado  no  pueden  jamás  prescribir  á  las  autoridades  judicia- 
les de  otro  país  una  competencia  cualquiera,  y  que  estas  auto- 
ridades no  pueden  tomar  de  una  ley  extranjera  la  medida  y  lí- 
mites de  su  jurisdicción.  ¡La  doctrina  que  precede  descansa,  sin 
embargo,  en  tales  supuestos  lógicos! 

Además, 'todo  efecto  concedido  á  las  sentencias  extranjeras, 
bajo  cualquiera  condición  que  sea,  lleva  en  sí  cierta  inoiííación  de 
parte  del  Estado  de  la  soberanía  exclusiva  de  sus  leyes  y  Tribu- 
nales en  el  territorio  nacional,  en  favor  de  autoridades  extranje- 
ras que  ejercen,  según  leyes  distintas,  sus  facultades  jurisdiccio- 
nales. El  punto  de  partida  de  este  ejercicio  de  su  parte,  es  la 
contestación  de  su  propia  competencia,  determinada  naturalmen- 
te, por  las  mismas  reglas  (jue  esas  autoridades  están  llamadas  á 
aplicar.  ¿Cómo  se  podría  conciliar  esta  abdicación  y  la  confianza 
que  la  justifica,  en  la  organ¡;5ación  judicial  extranjera,  con  esta 
reserva  que  subordinarían  las  disposiciones  de  las  leyes  territo- 
riales la  autoridad  de  la  sent-encia  que  debe  ejecutarse,  en  cuan- 
to á  lo  que  constituye  la  condición  previa  de  la  sentencia? 


Estas  consideraciones  tienen  más  peso  aún,   cuando   la   ejecu- 
ción de  las  sentencias   extranjeras  y  sus  modalidade*  e^tán   re- 
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gladas,  como  en  nuestro  caso,  por  un  Tratado  que,  por  su  natu- 
raleza, implica  una  disminución  convencional  recíproca  de  los 
derechos  de  soberanía  respectivos,  y  un  mayor  reconocimiento 
mfituo  de  las  leyes  y  actos  de  cada  una  de  las  partee  contratan- 
í^s,  para  la  mojor  r3glamentación  Je  las  relaciones  existentes  en- 
tre las  autoridad'35  y  entre  los  ciudad  in os  de  ambos  países. 

La  salvaguardia  de  la  S3b3ranía  y  de  las  leyes  territoriales,  en 
las  convenciones  de  este  género  (como  en  los  códigos  según  los 
cuales  más  á  menudo  se  rigen)  está  sancionada  por  la  costumbre 
en  la  cláusula  que  prescribe  al  juez  del  lugar  donde  se  pide  la 
ejecución,  el  deber  de  examinar  «si  la  sentencia  extranjera  no 
contiene  disposiciones  contrarias  al  orden  público  del  Estado  ó  á 
su  derecho  público»  (artículo  IS,  N?  4,  del  Tratado  ítalo-perua- 
no.) 

Esta  fórmula  concierne  evidentemente  á  lo  que  constituye  el 
objeto  inmediato  de  la  resolución  judicial;  ella  se  refiere  al  dere- 
cho material  declarado  por  la  sentencia  que  se  habría  de  ejecu- 
tar, aún  por  medios  coercitivos,  y  no  por  presuposiciones  forma- 
les; esta  fórmula  contiene  la  reserva  y  la  autoridad  del  derecho 
local  ante  la  sentencia  que  haya  de  ejecutarse. 

Los  otros  puntos  que  son  ordinariamente  materia  do  un  jui- 
cio de  deliberación  (números  1,  2  y  3  del  mismo  artículo)  sou 
una  especie  de  revisión  sumaria  de  la  sentencia  extranjera,  rela- 
tiva á  las  exigencias  fundamentales  de  todo  procedimienjto  regu- 
lar. 

El  magistrado  competente,  para  estatuir  sobre  una  demanda 
de  exequátur,  deberá  comprobar  únicamente  si  las  reglas  que  sir- 
ven de  norma  para  el  funcionamiento  legítimo  de  la  autoridad 
judicial,  han  sido  respetadas,  puesto  que  en  esto  se  basa  la  con- 
fianza de  la  verdad  y  justicia  del  acto  á  que  se  quiere  dar  fuerza 
coercitiva.  Y  como  según  las  leyes  de  procedimiento  en  vigoren 
el  lugar  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada,  os  que  debe 
examinarse  si  las  partes  han  estado  en  aptitud  de  hacer  valer 
sus  medios  de  defensa  ante  los  Tribunales;  si  han  sido  «citadas 
con  regularidad,  y  legalmente  representadas,  ó  legalmente  decla- 
radas contumaces»,  (artículo  18,  números  2  y  3;)  es  también,  se- 
gún las  mismas  leyes  que  deberá  inquirirse  si  la  sentencia  ema- 
na de  una  autoridad  que  tenía  legalmente  derecho  de  pronun- 
ciarla, («rsi ha  sido  dada  por  una  autoridad  judicial  compe- 
tente* u?  1.) 

Las  reglas  relativas  á  la  competencia,  como  todas  las  leyes  re- 
lativas al  procedimiento,  tienen,  es  verdad,  un  carácter  territo- 
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rial;  pero  esto  confirma  nuestra  tesis,  lejos  de  eontradeciila,  por- 
que no  se  trata  de  aplicar  en  un  país  ^as  reglas  en  vigor  en  otro, 
sino  de  verificar  la  aplicación  que  han  hecho  de  ella  las  autori- 
dades del  lugar  donde  están  en  vigor.  No  creemos  necesario  lia- 
cer  largas  citas  de  jurisprudencia  y  de  doctrina,  en  apoyo  de  estos 
principios  qu?,  á  nuestro  modo  de  ver,  contionen  la  solución  r.vAs 
exacta  de  la  cuestión  que  debe  examinarse. 

El  Gobierno  del  Rey  no  ignora  que  se  ha  aceptado  opniión  «H- 
ferente  de  las  qiie  hemos  tratado  hasta  aquí.  Autores  de  grande 
reputación  piensan  que  es  conforme  á  las  leyes  del  lugar  donde 
el  juicio  se  lia  ventilado,  que  conviene  averiguar  si  la  autorula  1 
«jue  ha  sentenciado  ha  sido  competente  para  entender  del  asun- 
to, con  preferencia  á  las  demás  autoridades  del  mismo  país;  [x.ro 
íigregan,  que,  consideraciones  de  otra  naturaleza,  piovcnientcs 
de  los  principios  del  derecho  internacional,  deben  guiarnos  para 
examinar  si,  en  genera!,  k;s  autoridades  de  aquel  país  tienen  ju- 
risdicción en  el  caso  de  que  se  trata,  ó,  en  otros  términos,  si  con- 
vendría juzgar,  según  leyes  y  principios  diferente?,  de  la  compe- 
tencia interior  y  de  la  competencia  internacional. 

Este  memorávdura  revistiiía  un  carácter  excesivamente  doctri- 
nal, si  nos  detuviésemos  á  discutir  detenidamente  este  sistema 
para  desarrollar  bien  todas  las  consideraciones  á  que  dá  lugar. 
Sin  perder  de  vista  los  términos  déla  naturaleza  de  nuestra  con- 
troversia, nos  contentaremos  con  hacer  notar,  en  primer  lugar, 
que  las  disposiciones  del  artículo  18,  número  ],  del  Tratado  ita- 
lo-peruano,  no  parece  que  se  prestan,  en  manera  alguna,  á  seme- 
jante distinción  de  objetos  y  de  criterios  directivos,  en  lo  relativo 
al  primer  punto  en  que  el  juicio  do  deliberación  deba  fundarse: 
tal  distinción,  por  lo  demás,  no  parece  ni  siquiera  compatible 
con  las  leyes  »jue  rigen,  en  los  distintos  paíst  s,  la  competencia 
<le  las  autoridades  judiciales.  No  siendo,  pues,  la  jurisdicción 
más  que  el  conjunto  de  diversas  competencias  de  todas  las  auto- 
ridades de  la  misma  especie,  nos  parece  imposible  separar  un 
concepto  del  otro,  tratándose  del  arreglo  de  los  cases  particula- 
res que  han  dado  lugar  á  la  aplicación  correcta  de  estas  re- 
glas. 

Conviene,  en  segundo  lugar,  hacer  notar  que  estos  mismos 
principios,  según  los  cuales  el  Tribunal  que  entiende  de  unauc- 
n)nnda  de  exequátur  debe  pronunciar  su  sentencia,  deberían  ue- 
ccsariamente  deducirse  (siempre  que  no  sean  formulados  por 
acuerdos  internacionales)  de  las  leyes  positiva?,  ó  del  sistema  ge- 
neral de  derecho,  ó  de  las  doctrinas  aceptadas  en  uno  ú  otro  do 
los  dos  Estados.  La  cuestión  se  presenta,  entonces,  en  términos 
idénticols  á  aquellos  bajo  las  cuales  ya  la  hemos  planteado.  Ten- 
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drí«moa  que  ioaistir,  para  demostrar  Quevaoaeute  qoe^  aun  desde 
esie  punto  de  vista,  deberá  ser  examinada  con  arreglo  á  los  príu* 
cipios  admitidos  en  el  lugar  donde  los  debates  se  desarrollan»  y 
no  cou  arreglo  á  los  admitidos  en  el  país  donde  la  ejecación  se 
pide.  Estos  principios  forman  igualmente  parte  integrante  de 
todo  el  sistema  de  reglas  con  ayuda  de  las  cuales  los  jueces  de  la 
causa  debieron  primero  establecer  la  medida  de  su  propia  com- 
}>etenoia  en  el  cas^>  sometido  á  su  decisión;  con  ayuda  de  las  cua- 
les el  Tribunal  que  entiende  de  la  demaivda  de  cxequatarj  debe 
rá,  en  seguida,  comprobar  aquella  decisión  sobre  este  punto  pre- 
liminar. 


Desde  otro  punto  de  vista,  las  reglas  de  que  se  trata  tienen 
una  importancia  j>articular  para  nuestra  controversia.  Los  prin- 
cipios acef)tados  en  la  legislación  positiva  de  las  partes  contra- 
tantes, en  materia  de  derecho  jurídico  internacional,  puede  aer- 
virnos  de  guía  segura  para  averiguar  el  propósito  de  los  dos  Go- 
biernos relativamente  á  la  interpretación  que  debe  darse  á  la 
cláusula  formulada  en  eí  numero  1  del  artículo  18.  Para  la  da- 
rá inteligencia  de  esta  fórmula,  y  para  la  solución  de  la  cuestión 
que  es  el  tema  de  la  sentencia  arbitral,  no  es  demás  c(Hiocer  la 
manera  como  el  problema  ha  sido  considerado  y  resuelto,  natu- 
ralmente en  términos  mucho  más  generales,  por  las  leyes  italia- 
nas 6  peruanas. 

El  articulo  10  de  las  disposiciones  preliminares  de  nuestro  Có- 
digo Civil,  que  contienen  los  principios  de  derecho  internacional 
privado  en  vigor  en  el  Reino,  declara:  *'la  competencia  y  las 
formas  de  los  procedimientos  están  regidos  por  la  ley  del  lugar 
déla  sentencia."  Es,  pues,  la  sanción  positiva  del  principio  que 
hemos  sostenido  hasta  aquí.  Es  preciso  confesar  que  han  tratado 
algunas  veces  de  limitar  el  alcance  de  esta  disposición  según  el 
sistema  arriba  citado,  interpretando,  en  sentido  restrictivo,  la  com- 
petencia á  la  cual  la  ley  se  refiere;  han  tratado  de  co3isiderar  co- 
mo excluida  la  jurisdicción  ó  competencia  internacional,, sin 
hacei"  caso  de  la  significación  lata  y  genérica  que  este  término 
habitualmente  tiene  en  nuestros  Códigos,  y  que,  en  este  caso,  le 
confieren  el  lugar  y  el  objeto  de  la  máxima  legislativa. 

Creemos  que  no  sería  difícil  demostrar  que  semejante  interpre- 
tación de  este  artículo  depende,  bien  sea  de  consideraciones  sis- 
temáticas y  de  preferencias  doctrinales,  poco  conformes  á  la  letra 
y  al  espíritu  de  nuestro  derecho  positivo,  ó  bien  de  la  preocupa- 
ción exagerada  de  lea  peligroe  que  pudiesen  haber  corrido  (llega- 
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do  el  caso)  con  un  remedio  de  otro  género.  Haremo»  presente, 
además,  que  la  interpretación  más  lata,  y  á  la  vez,  la  más  simple, 
ha  sido  acogida  y  sostenida  ron  un  gran  acopio  de  argumento» 
l)or  nuestros  autores  de  derecho  judiciario  más  autorizados  (Ma- 
ttirolo,  Dir ato  giudizi ario,  volumen  VI,  artículo  1,246  y  siguien- 
te), y  que  los  más  recientos  comentadores  de  nuestras  leyes  se 
han  adherido  á  su  doctrina.  Esta  es  la  interpretación  que  ha 
prevalecido  en  la  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales,  y  que 
ha  inspirado  la  apreciación  que  algunos  autores  extranjeros  han 
tenido  ocasión  de  hacer  del  sistema  que  aquí  seguimos  en  esta 
materia.  (CalvOf  Derecho  Internacional,  II,  página  370 — 3Ioreau, 
Effets  internationanx  des  ju;^ements,  número  205.) 

Que  se  considere  como  casa  establecida,  que  siempre  que,  se- 
gún el  artículo  941,  número  1,  de  nuestro  Código  de  Procedi- 
mientos Civil,  las  Cortes  de  Apelación  del  Reino  tienen  que  cono- 
cer de  la  competencia  de  una  autoridad  judicial  extranjera,  su 
examen  debe  basarse  exclusivamente,  con  arreglo  al  artículo  10 
de  las  disposiciones  preliminares  del  Código  Civil,  sol)re  lasWes 
del  lugar  donde  la  sentencia  en  cuestión  ha  sido  pronunciada^ 

Esta  regla  no  podía  ser  ignorada  por  los  negociadores  italia- 
nos del  Tratado  do  1874,  cuando  formularon  este  cirtículo  18 
qne,  alestablecer  el  objeto  del  juicio  de  deliberación,  reproduce 
casi  á  la  letra  las  disposiciones  de  nuestro  artículo  041.  No  ha 
debido  ser  ignorada  tampoco  délos  negociadores  peruanos,  que 
han  debido  suponerse  dispuestos  á  aceptar  el  mismo  principio  en 
cuanto  á  la  interpretación  de  la  fórmula  de  que  se  trata:  nada 
en  todo  caso  iK)día  inducirlos  á  rechazarlo,  puesto  que  las  leyes, 
la  jurisprudencia  y  la  doctrina  de  su  país  no  les  ofrecían,  á  nues- 
tro entender,  otro  en  su  lugar. 

Los  documentos  relativos  á  la  estipulación  del  Tratado  no 
contienen  nada  que  se  refiera  expresamente  al  punto  en  cuestión; 
ninguna  huella  de  divergencia  de  opiniones  se  manifestó  al  res- 
pecto entre  los  dos  Cíubiernos,  durante  el  curso  de  las  negociacio- 
nes diplomáticas.  No  hay,  por  consiguiente,  otro  medio  de  Te- 
constituir  el  propósito  de  las  partes  contratantes  sobre  el  particular, 
quepenetrase  de  su  modo  do  ver  respectivo,  tal  como  se  puede 
deducir  de  diversas  fuentes;  esto  es  justamente  lo  que  hemos 
tratado  de  hacer. 


En  resumen,  creemos  que,  según  el  artículo  18,  número  1  del 
Tratado  italo-peruano,  interpretado  según  las  rtglas  mas  rofciona- 
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leíi  de  derecho  y  según  los  propósitos  mas  probables  de  las  altas  par- 
tes contratantes,  el  Tribunal  que  entienda  de  una  demanda  de 
exequátur  debe  cerciorarse  de  la  competencia  de  los  jueces  oxtraii- 
joros,  basándose  únicamente  en  las  leyts  del  país  á  que  pertenecen, 
?/  acordará  la  ejecución  de  las  sentencias  (siempre  que  las  otras  con- 
diciones prescritas  en  los  números  2,  3,  cuatro  de  dicho  núme- 
ro se  hayan  cumplido)  si  halla  que  su  competencia  se  fundaba  en 
csfas  leyes. 


La  cuestión  sería  así  resuelta. 

La  manera  como  ha  sido  formulada  en  el  primer  artículo  del 
compromiso  nos  induce,  sin  embargo,  á  entrar  en  otras  conside- 
raciones  ultericres.  Supónese  que  se  trata,  á  la  vez,  de  un  asunto 
do  la  competencia  de  las  autoridades  que  han  pronunciado  la 
sentenicia,  y  de  las  del  país  donde  la  ejecución  de  esta  sentencia 
Sé  pide,  según  las  leyes  del  Estado  al  que  unas  y  otras,  respecti- 
vamente, pertenecen.  ¿Podrá  la  jurisdicción  de  éstas  impedir  el 
reconocimiento  de  la  jurisdicción  de  aquellas  con  respecto  á  los 
efectos  del  artículo  18  del  Tratado  de  1874?  De  ninguna  mane- 
ra, según  nuestra  opinión,  por  la  razón  previa  de  que  no  hay 
que  tomar  en  consideración  las  leyes  en  vigor  en  el  país  donde 
la  ejeííución  va  á  efectuarse,  por  lo  que  respecta  á  la  competencia 
del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia. 

Con  todo,  aun  aquellos  que  no  opinan  de  la  misma  manera. 
lio  encontrarán,  en  el  caso  de  que  se  trata,  motivos  suficientes 
pura  justificar  la  negativa  del  exequátur, 

Vn  motivo  plausible  para  la  negativa  no  podría,  en  efecto, 
fundarse  sino  en  la  incompatibilidad  existente  entre  la  jurisdic- 
ción ejercida  por  las  autoridades  extranjeras,  y  las  reglas  en  vi- 
gor, en  materia  de  competencia,  en  el  país  de  la  ejecución.  Esta 
ir  compatibilidad  debería,  á  su  vez,  resultar,  6  de  la  atribución 
de  una  competencia  exclusiva  á  las  autoridades  judiciales  nacio- 
nales relativamente  á  la  causa,  ó  de  que  las  circunstancias  y  las 
reglas,  según  las  cuales  los  jueces  extranjeros  han  establecido  su 
jurisdicción  en  la  materia,  no  responden  á  ninguna  de  las  reglas 
seguidas  en  el  otro  país  en  materia  de  competencia. 

En  ambos  casos,  sería  cuestión  de  hacer  un  examen  puramen- 
te negativo,  fundándose  en  las  leyes  nacionales  respecto  de  la 
competencia  de  las  autoridades  extranjeras.  Citaremos  en  apoyo 
de  esto  el  párrafo  G61  del  Código  de  Procedimientos  Civil  ale- 
mán que  contiene^la  sanción  legislativa  más  remarcable  delprin- 
e  ipio  que  hemos  rechazado:  según  este  artículo,  se  negará  toJa 
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fuerza  ejecutiva  á  las  sentencias  extranjeras. 

« 3?  si,  según  las  leyes  del  Tribunal  alem¿wi   que   debe 

decidir  la  ejecución,  las  autoridades  judiciales  del  Estado  de  que 
depende  el  Tribunal  que  ha  sentenciado  no  eran  competentes.» 

Claro  es  que  esta  condición  (tachada  por  von  Bar,  Theorie 
und  Praxis  des  internationales  Privatrechts,  vol.  II,  página  426, 
N,  31,  á  causa  de  la  influencia  que  ella  concede,  y  que  él  recha- 
za, á  la  ley  del  lugar  de  ejecución)  difiere  en  la  esencia  de  ¡a 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromiso:  t^si  con  arreglo 
á  las  leyes  del  Estado  donde  el  exeqriatur  ha  sido  pedido,  las  au- 
antoridades  judiciales  de  este  mismo  Estado  eran  competentes 
cara  entender  del  asunto.» 

Para  que  las  condiciones  de  que  acabamos  de  liabiar  se  cum- 
plan en  el  presente  caso,  sería  necesario    que  la  competencia  de 
las  autoridades  locales  sea  siempre  incompatible  con  la  de  las  au- 
toridades exfranjeras,  es  decir,   que  tuviese  siempre,  por  disposi- 
ción exprosa  ó  implícita  de  la  ley,  un  carácter  exclusivo  absoluto. 
Una  disposición  de  esta  clase,  aunque  desconocida  del  Código  de 
Procedimientos  Civil  del  Reino,  desconocida  igualmente  (así  lo  su- 
ponemos) del  Código  peruano,  estaría  en  opoiición  con  losprinci- 
pioi  eUmentalcs  que  reglamentan  las  competencias  judiciales,  ya 
sea  en  las  relaciones  interiores  del  Estado,  ya  sea  en  las  internacio- 
nales. Basta  tener  presente  las  reglas  que  se  refieren  á  las  leyes,  á 
la  jurisprudencia  y  á  la  doctrinado  cada  país;  la  pluralidad  de  las 
jurisdicciones,  y  la  variedad  de  las  competencias  sobre  un  mismo 
punto;  el  concurso  de  las  acciones;  la  prevención,  la  excepción  de 
litispcndencia,  y  las  controversias  que  todas  estas  materias  susci- 
tan en  el  derecho  judicial  internacional.    Una  disposición  seme- 
jante estaría,  sobre  todo,  en  contradicción   con   la   existencia  de 
un  acuerdo  que,  al  conceder  en  ciertos  casos  fuerza  ejecutiva  en 
el  territorio  de  un  país,  á  las  sentencias  pronunciadas  por  auto- 
ridades extranjeras,  supone,  hasta  cierto  punto,  el  reconocimient  i 
solemne  de  su  jurisdicción  conjuntamente  con  la  de  las  autorida- 
des nacionales.    El  valor  del   Tratado  sufriría  un  grave  menos- 
cabo,   y   sus  disposiciones   se  desviarían  de  su  propósito  si  tal 
reconocimiento  hubiese  de  ser  subordinado,    prácticamente,  no  é 
la  verificación  positiva  de  la  competencia  del  juez   extranjíTO, 
sino  á  la  verificación  negativa  de  la  competencia  de  los  jueces  lo- 
cales. 


¿Subsiste  quizás,  este  carácter  exclusivo,  en  el  caso  particular 
sobre  que  recae  la  sentencia  de  que  se  trata?  He  ahí  una  nuev  a 
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liipótesis  quo  exigiría  una  determinación  especial,  distinta  de  la 
cr.estión  materia  de  la  actual  divergencia.  No  podríamos  prepo- 
nerla y  discutirla  sin  salir  de  los  límites  que  las  altas  partes  han 
liiado  de  antemano  á  la  deci€¡ón  arbitral.  No  tei^drfamos  difi- 
cultad [)ara  llevar  la  discusión  ti  ese  terreno;  }>ero  eson«5  obliga- 
ría á  liablar  del  asunto  que  ha  provocado  la  controver.^ia  diplu- 
liiáti'  a,  de  lo  que  debemos  abstenernos  como  lo  liemos  declarado 
d(*=^c  el  principio. 

Pur  los  mismos  motivos,  no  creemos  tíimi>oeo  del>er  preocupa-r- 
lios  do  otra  hipótesis  posible,  á  saber:  que  la  comi>et^neia  de  las 
autoridades  extranjeras  descansen  sobre  tales  reglas  que,  «egím 
los  principios  en  vigor  en  el  lugar  de  ejecución,  no  puedan  me- 
recer, aun  cuando  sean  admitidas  en  algunos  cas(»s  por  las  leyee 
Vocales,  una  autoridad  v  un  líeconocimient»  extraterritoriales. 
Un  motivo  de  esta  clase  ha  inducido  á'h'S  Tribunales  de  Apela- 
ción del  Reino  á  declarar  no  admisibles,  á  pesar  de  losconvenitíS 
existentes  entre  Italia  y  la  Francia,  las  sc-nteiicias  pronunckáa* 
por  juecc.s  franceses,  en  virtud  del  artículo  14  del  Código  Na{>o- 
león.  Sin  detenernos  más  en  este  punto,  l>aBta  hacer  notar  aquí 
que  aun  esta  hipótesis  difiere  esencialmente  de  la  que  lia  sido 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromisso:  la  coineidéncÍA 
eventual  de  una  y  otra  no  podría  ser  afirmada  ó  negada,  sin  el 
examen  de  circunstancias  especiales,  com¡»lotamente  extrañas  al 
ol)j(4o  (le  la  sentencia  arbitral. 


Los  términos  de  la  cue5?lión  no  justifican,  pues,  una  ^solución 
distinta  de  la  reclamada,  según  nuestra  oj>inión,  por  los  princi- 
l»ius  arriba  relacionados;  v  aun  cuando  :.ul>iese  de  tomarse  en 
concriJeración  las  leyes  en  vi<^^or  en  el  país  donde  el  creqaatur  h¡\ 
sitio  pedido,  á  íin  de  verificar  la  comi)etLiic¡a  de  las  autoridades 
que  lian  pronunciado  la  sentencia,  no  ha.itarh  jurra  rechazar  la 
(U-manda,  demostrar  que  ¡as  auloridadíS  de  Me  pmi<  habriav  ieiúdo 
I  <T  Jaculo  id  de  conocer  de  la  cavsa. 

Claro  t'S  (|ue  la  cuestión  sería  muy  diferente  si  esas  autorida- 
des hulíieseii  ejercido  ya  ku  juiisdiccióii.  ó  hubiesen  sido  simple- 
mente llani-idas  (\  ejercerla  en  el  mismo  difurendo,  antes  que  so 
les  hubiese  pedido  (¡ue  diesen  fuerza  ejecutiva  á  la  sentencia  ex- 
tranjera. Kn  nuestro  caso,  esta  sentencia  y  la  demanda  de  ext- 
i^iatiir  se  encuentra  frente  á  la  siinple  j)osibilidad  de  una  senten- 
cia análoga,  la  (ual  nadie  ha  solicitado.  Trátase  de  una  especie 
de  prevención  ejercida  (en  las  formas  regulares  de  procedimien- 
to establecidas  en  el  luo[ar  donde  la  sentencia  ha  sido  pronuncia 
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dñ)  por  las  autor¡dade.*í:  judiciales  de  un  país  respecto  de  las  au- 
toridades del  otro.'  Nada  hay,  pues,  de  extraño,  en  que  Jas  cir- 
cunstancias de  hecho  diversas  y  complejas  que  pueden  cons'i- 
tuir  los  elementos  de  una  relación  jurídica,  se  realicen  en  el  te- 
rritorio de  distintos  Estados,  y  produzcan  en  cada  uno  do  ellos 
la  jurisdicción  do  las  magistraturas  locales  respecto  de  la  misma 
relación.  Esto  es  precisamente  lo  que  nuestra  cuestión  presupo- 
ne. El  pleno  efecto  que  el  ejercicio  legítimo  de  la  jurisdicción  de 
un  Tribunal  obtendría  en  circunstancias  análogas,  en  el  lerrito- 
rio  de  un  país,  según  los  principios  de  derecho  judicial  nacional; 
ose  pleno  efecto  le  pertenecerá  normalmente,  según  los  princi- 
pios de  derecho  internacional,  en  las  relaciones  entro  diferentes 
países;  con  tal  que  cierta  unión  y  solidaridad  jurídica  subsista 
entre  las  Estados  de  que  se  trata  y  que  no  t?e  uj:oiigan  a  ello  por 
circunstancias  partícula  es,  limitando,  en  ciertos  casos,  la  exten- 
sión de    esa  comunión  jurídica  internacional. 

El  artículo  18  del  Tratado  líalo-peruano  de  1874  declara  que 
las  sentencias  y  decretos  en  materia  civil  y  comercial  dada  por 
ios  Tribunales  de  una  de  las  partes  contratantes ten- 
drán ...  ..  en  el  otro  Estado,  la  itüsma  fuerza  que  hiS  dadas  por 
los  Tribunales  locaha,  ¡f  producirán  los  mismos  efectos  hipoteca- 
rios  • 

Una  perfecta  igualdad  de  ideas  reina,  pue.^s,  cu  general,  en  las 
sentencias  pronunciadas  por  los  Tribunales  de  ambos  países  en 
sus  respectivos  territorios.  La  aplicación  concreta  de  este  princi- 
pio está  subordinada,  según  las  reglas  y  los  usos  del  Derecho  de 
Tientes,  á  la  existencia  de  ciertas  condiciones  que  deben  compro- 
Lar  las  autoridades  del  [>uís  donde  ha  de  tener  lugar  la  ejecu- 
ción: éstas  no  tienen  más  que  hacer,  que  cerciorarse  si  algún  im- 
padimento  se  opone,  bajo  ciertas  circunstancias,  á  la  autoridad 
de  la  sentencia  sometida  previamente  á  su  examen;  si  no  resul- 
la claramente  que  semejante  obstáculo  subsiste,  no  les  (picda 
más  que  aplicar  la  regla  general  al  caso  l^arti^UJar  de  (jue  se 
trata. 

Hemos  procurado  dcinostrar  (pie  los  términos  de  la  cuestión 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromiso  de  2-  de  No- 
viembre de  lOOO,  no  contienen  ningún  impedimento  de  este  gé- 
::ero.  El  Tribunal  que  entiende-  de  una  demanda  de  eyiCf¡«otur, 
cx)n  arreglo  al  artículo  18  del  Tratado  de  1874,  faltará,  según 
Jiuestra  opinión,  á  la  aplicación  rigurosa  de  estas  reglas,  ail  re- 
chazar la  demanda  por  un  motivo  tal  como  el  indicado  en  la 
cuestión  que  motiva  el  juicio  arbitral. 
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Tille?  son  las  coní^ideraciones  que  el  Gobierno  del  Rey  tiene  el 

lior.or  fTe  someter  n  la  tílta  apreciación  del  arbitro. 


REPLICA  DKL  GOBIERNO    ITALIANO. 


El  Cíobiorno  uel  Roy  era  de  ()|)inión  que  las  circunstancias  es- 
peciales del  asunto,  <[ue  son  las  (pie  han  producido  la  actual  di^^- 
cusiún,  habían  podido  fpiedar  excluidas  del  arbitraje.  Más,  puest:» 
que  el  Gobierno  píMuano  ha  creído  conveniente  ocufvarse  de  la 
materia,  no  tiene  ningún  motivo  para  no  seguirlo  en  ese  terreno, 
y  rgrega,  en  cuanto á  esto,  algunos  datos,  a.  fin  deque  la  cuestióa 
aparezca  claramente,  aún  mirada  bajo  este  punto  de  vista. 

El  cicdito  de  l<'»s  hermanos  Anselmo,  reconocido  por  una  sen- 
teiií-ia  arbitral  rjue  el  Tribunal  de  Savona  y  el  de  Apelaciones  do 
Oénovu  declararon  ejecutoria  en  1806,  proviene,  como  se  maLi- 
íiesta  en  el  memorial  peruano,  de  una  cuenta  corriente  abierta 
por  el  tinado  Constantino  Anselmo,  piopietario  en  Savona,  á  favor 
de  la  razón  social  Anselmo  y  C*,  formada  por  su  hijo  Juan  Bau- 
tista, con  el  señor  Agustín  IA3rraro,  en  Lima.  La  nueva  razón 
-o.jal,  A.  Ferraro  y  C^,  se  hizo  cargo  de  todas  las  obligaciones  de 
la  sociedad;  los  sucesores  del  señor  Constantino  Anselmo  se  pre- 
sentaron en  juicio,  ú  eftcto  de  hacer  efectivo  aquel  antiguo  crétii- 
to;  asimismo,  su  hermano  Juan  Bautista,  coheredero  del  finado, 
y  el  señor  Ferraro,  seo  en  su  nombre,  como  antiguo  miembro  do 
la  sociedad  disuelta,  sea  en  nombre  de  la  razón  social  subrogada 
en  sus  obligaciones  y  derechos,  de  los  q\ie  él  era  titular  y  repre- 

[1]  Páginas  498  á  515. 

[2]  Página  491. 

[3]  Páginas  516  ¿'5-25 
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sentante.  El  Tribuiuil  de  Savonn,  nnte  el  cual  se  llevó  el  asunto, 
rechaz«jla  excepción  do  incompetencia  aducida  por  .los  demanda- 
dlos, basándose:  en  cnanto  al  señor  Anselmo,  ei^  que  éste  había 
conservado  su  domicilio  en  su  país  de  oiígen;  en  cuanto  al  señor 
Ferraro^en  la  coiicxi^^ad  de  la  demanda  (art.  US  del  Código  de 
Enjuiciamientos  Civil  del  Reino),  y  suhre  el  Lecho  de  hallarse 
ou  el  lleir.oencl  momento  de  su  ciíaciúr.  (ivA.  10o.  106);  en  cuan- 
to al  uno  y  al  otro,  en  la  regla  sancionada  por  el  artículo  91  del 
mismo  Código,  rpie  permite  a!  deniandaníe  llevar  su  acción,  en 
materia  personal  y  mobiliaria,  avíte  el  juez  del  lugar  donde  la 
C'Mi^^ación  tuvo  su  origen,  ó  donde  debe  cumplirse. 

Kl  Tribunal  uo  creyó  necesario  examinar  el  carácter  de  las  dos 
sociedades  Anselmo  Ferraro,  ni  su  condición  jurídica  con  respec- 
ta á  las  leyes  del  Reino,  crmo  el  Tribunal  de  Apelaciones  d*» 
Lnnaensu  seritcncia  de  9  de  Agosto  delSÍ^T,  (i  )y  el  representante 
perunno  (]nv¿.  27  de  su  memorial)  creyeron  deber  hacerlo:  bastó 
al  Tribunal  asegurarse  que  la  cuenta  cuyo  saldo  se  reclamaba 
luibía  sido  abierta  en  Savona;  que  los  adelantos  de  dinero,  y  la 
lemcsa  de  mercaderías  que  justificaban  la  demanda,  se  habían 
ei'octuado*  en  Italia.  Los  demandados  no  luu'ccen  haber  contesta- 
CÍO  jt^miis  estas  circunstancias  de  hecho. 

lío  aquí  ahora  las  objeciones  contenidas  al  respecto  en  el  me- 
morial peruano.  Declara  primeramente  (pág.  28),  que  los  com- 
]'romisos  de  que  se  trata  no  podían  ser  aceptados  por  la  sociedad 
•Icmandadfl,  sino  en  su  domicilio  en  Lima,  olvi  laudóse,  según 
parece,  de  las  circunstancias  aludidas,  así  como  de  las  reglas  de 
diCreclio  que  .se  refieren  al  lu.i^ar  de  las  obligaciones  comerciales: 
f-ree  robustecer  su  ttsis  agregando  que  es  el  Tiibunal  el  que  ha 
constituido  la  c»bligación  por  su  sentencia  de  lifjuidacion  de  la 
<  nenta  (!o  cyie  parece  dcj-cot^.ocer,  de  la  manera  más  extraña,  (1 
pa])el  que  desempeñan  las  autoridades  judiciales  y  el  objeto  de 
>^us  fal:<.4i!)  En  fin,  el  Tribunal  de  Savona  había  declarado  que, 
^-egún  lf)s  documentos  ))resentados,  el  l>ago  de  las  smnas  en  cues- 
tión debió  haberse  verificado  igualmente  en  Italia,  en  el  domici- 
li(»  del  acreedor.  La  Corte  de  Apelaciones  peruana  no  admite 
esto. 

Podría  discutirse  si  las  autoridades  judiciales  que  enfeuden 
do  una  demanda  de  exequátur^  con  arreglo  a  las  disposiciones  de 
un  Tratado  que  prohibe  toda  revisión  del  fondo  mismo  del  pro- 
ceso, puedan  soraeter  á  su  examen  los  antecedentes  y  las  circuns- 
tancits  del  asunto,  en  lugar  de  controlar  8Ím})lemente  las  deci- 
siones del  Tribunal  extranjero,  en  lo  concerniente  a  su  compe- 
tencia Y  á  las  formas  elementales  del    procedimiento  basadas  en 

[1]  Página  44"^. 
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les  heclios  comprobados  i>or  ese  Tribunal.  Escritores  autorizado?, 
tales  corao  Flor*  (Effetti  iiiternazionali  dello  sentenze  o  degli 
atti,  vol  I,  pág.  149),  y  Lammasch  (v.  Handbucli  des  Yolkse- 
rreclits  de  Holtzeiulorff,  vol  III,  §  102)  lian  emitido  su  opinión 
sobre  este  particular,  de  una  manera  compleíatnentó  nega- 
tivo. 

Toda  discusión  ulterior  sobre 'el  particular,  }*a  sea  bajo  el  punto 
de  vista  de  las  reglas  jurídicas  que  deban  observarse,  ya  bajo  el 
de  las  circunstancias  concretasen  litigio,  nos  parece,  además,  en- 
teramente inútil:  presuponiendo,  t^n  efecto,  la  cuefetión  soiretida 
al  juicio  arbitral,  que  la  sentencia  cuya  ejecución  se  persigue  lia- 
ya  sido  pronunciada  por  las  autoridades  ''comjíetenles"  con  arre- 
glo á  las  leyes  del  Estado  donde  se  ha  pronunciado  la  sentencio. 
Sólo  agregaremos)  que  el  Ministerio  público  del  Tribunal  Su]>ericr 
de  Lima,  en  sus  considerandos  del  7  tle  Julio  de  1807,  emiiió  su 
opinión  favorable  en  cuanto  á  la  concesión  del  exequátur^  con  ret?- 
pecto  al  señor  Ferraro,  como  deudor  personal;  sin  embargo,  la 
Corto  rechazó,  algunas  semanas  después,  la  demanda. 


No  creemos  igualmente  inútil  delenerno?^  en  las  consideracio- 
nes generales  aducidas  en  el  scí^undo  capítulo  del  memorial  p*:- 
ruano  (pág.  5-8),  sobre  los  principios  de  derecho  que  rigen  la 
ejecución  de  las  sentenciasen  un  territciii.»  extranjero. 

Los  razonamientos  conteniólos  en  ese  memorial  que  rnás  direc- 
tamente se  refieren  á  la  cuestión  actual,  pueden  reducirse,  según 
nos  piirece  á  estos  puntos  esenciales: 

■  1)  <|ue  el  fallo  d*3  las  aiitjri  lides  lócale^  enccirgada?,  de 
examinar  si  la  sentencia  cuya  ejeoución  bc  i)?rsÍLrao  lia  sido 
pronunciada  j)or  un  Tribunal  eoi,i¡>etent<^,  debe  tener  exclu- 
sivamente j)0r  objeto  \(ijuri.<iHi\ión,  es  decir,  la  competencia  in- 
ternarional  de  los  Tribunales  extranjera?;  estas  autoridades  *no 
teu'Jiían  ningún  interés  en  examinar  la  n^.ancra  cómo  esta  juris- 
dicción está  dividida  {>or  las  leyes  territoriales,  entrt?  las  autori- 
dades del  país,  así  como  la  manera  cómo  estas  leyes  han  sido 
aplicadas  por  el  Tribunal  en  cuesti<;n; 

2)  (¡ue  el  examen  de  la  competencia  internacional  es,  al  con- 
trario, exigido  por  los  principios  del  derecho  natural  y  del  posi- 
tivo en  pro  de  la  soberanía  nacional,  que  iK>dría  sufrir  menosca- 
bo por  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  un  asunto  ue 
la  incumbencia  do  las  autoridades  judiciales  territoriales  según 
las  leyes  á  que  obedecen;  es,  por  consiguiente,  con  arreglo  á  las 
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!i;yes  del  país  donde  la  ejecución  se  .pide,    que   el   examen  debe 
efictuarse; 

3)  aunque  el  artículo  18  del  Tratado  entre  Italia  y  el  Perú  no 
contieno  ninguna  declaración  expresa  sobre  el  particular,  el  pro- 
pósito de  las  altas  partes  contratantes  resulta  claramente  on  tal 
sentido,  de  las  kyes,  de  los  actos,  y  do  la  jurisprudeniia  íle  los 
<]os  Estados;  el  memorial  peruano  cita  en  apoyo,  por  una  iMite,  el 
texto  de  una  convención  estipulada  en  1889,  entro  el  Tviú  y  va- 
nos Estados  de  la  América  latina;  por  otra  parte,  vavi.is  stiiten- 
cias  de  Cortes  de  /Vpelación  italianas,  hsí  como  las  d  ^  ->  -ic  iones 
legislativas  y  la  jurisprudencia  de  oín>>  países  de  Eup'ia; 

4)  La  cuestión  Anselmo-Ferraro,  era,  según  las  1  y.  h  i'tTua- 
nas,  exclusivamente  do  la  competencia  do  las  autoriíi  •  I»,  s  judi- 
ciales de  Lima,  puesto  que  las  dos  socií^lades  respon.shiii  -  í1«»  los 
compromisos  de  que  se  trata,  tenían  su  asiento  legal  c-^  <  v  i  ciu- 
dad; la  sentencia  pronunciada  en  su  contra  por  un  rji-  «nal 
italiano  no  podía,  por  consiguiente,  st»gún  las  coum  i<^'.i«  ^)aes 
aludidas,  tener  ningún  efecto  en  el  territorio  peruano. 


Las  consideraciones  que  acabamos  de  aducir  en  resamon,  ron- 
tienen,  según  nuestro  modo  de  ver,  una  limitación  arbitraria  del 
objetof*sobre  el  cual  debe  recaer  el  juicio  de  deliberación,  según 
el  primer  número  del  artículo  18  del  Tratado  ítalo-peruano, 
y  las  disposiciones  análogas  de  las  leyes  y  de  los  acuenlos  vigen- 
tes entre  la  itiayor  parte  de  los  Estados.  La  competencia  de  los 
jueces  es  seguramente  una  de  las  condiciones  esencialos  de  toda 
buena  sentencia;  asi  como  la  aplicación  exacta  de  las  r.^;^l  is  per- 
tint  ntes  á  la  partición  y  los-  limites  de  las  distintas  competencias 
judiciales,  os  la  suprema  garantía  de  toda  buena  justicia.  Por 
consiguiente,  si  una  sentencia  no  puede  tener  efecto  on  el  extran- 
jero (según  los  principios  de  Derecho  Internacional  actual)  sin 
que  las  autoridades  del  país  donde  ese  efecto  debe  verificarse  ha- 
yan omprobado  la  existencia  de  estas  condiciones  y  garantía?, 
resulta  necesariamente  que  deben  examinar,  ante  todo,  si  las  re- 
referidas  reglas  han  sido  exactamente  aplicadas,  la  mane- 
ra cómo  el  Tribunal  extranjero  puede  haber  aplicado  las  leyes 
de  su  país  al  respecto  no  es  del  todo  ^^indiferente"  para  las  auto- 
ridades del  otro,  puesto  que  de  eso  es  que  depende  la  legalidad 
del  proceso.  El  "título  oficial  de  los  jueces"  que  ejercen  con  re- 
gularidad sus  poderes  no  está,  indudablemente,  sujeto  á  revisión 
do  su  parte  (página  10  del  memorial  peruano);  aquellas  deben, 
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sin  embargo,  asegurarse,  ante  todo,  (según  la  enseñanza  elencien- 
tal  do  la  doctrina)  si  la  sentencia  en  cuestión  emana  efectiva- 
mente de  una  autoridad  investida  de  poderes  judiciales  conforme 
{\  las  leyes  constitucionales  del  país  donde  lia  sido  pronunciada; 
deben  comprobar,  en  seguida,  si  esa  autoridad  era  verdadera- 
mente competente,  según  la  organización  judicial  local,  para  avo- 
oar>e  el  litis  en  cuestión.  (Cour  d'ai)pel  de  Paris,  22  de  Abril  de 
1870,  Dalloz,  1872,  II,  15, —  Vincent  ct  Penaud,  Dictionaire  de 
(ie  droit  international  privé:  jugement  étranger,  núm.   164.) 

El  alcance  de  este  examen  no  está  absolutamente  limitado  al 
i(%imen  territorial  de  la  competencia.  La  distinción  entre  la 
juris«lifx-ión  civil  y  la  comercial  ba  sido  muchas  veces  materia 
(io  controversias  durante  el  curso  de  un  juicio  de  deliberación; 
muy  graves  dificultades  podrían  igualmente  suscitarse  respecto 
de  la  jurisdicción  administrativa  y  de  las  jurisdicciones  especia- 
les existentt'S  en  los  distintos  Estados.  La  regla  sancionada  en 
el  primer  número  del  artículo  18  esta,  pues,  lejos  de  ser  ^'inútil" 
ó  *'sin  sentido"  ([>ágina  10  del  memorial);  aun  respecto  de  la 
competencia  interna  del  Tribunal  extranjero,  y  según  las  leyes 
de  8U  país,  las  únicas  que  tendría  éste  el  derecho  y  el  deber  de 
aj)licar  en  el  presente  caso. 

Este  examen  agota  al  contrario,  á  nuestro  juicio,  la  tarea  de 
las  autoridades  que  entienden  de  una  demanda  de  exé^ua^ur,  por 
1  )  que  respecta  a  la  compet^^ncia  del  Tribunal  que  ha  pronun- 
( iado  la  sentencia;  toda  limitación  ó  distinción,  en  cuanto  al  al- 
cance y  carácter  del  exainen,  sería  sin  valor  mientras  que  aque- 
llas no  lean  a<loptada^  expresamente  por  ley  ó  formuladas  p')r 
acuerdos  internacionales. 

No  liemos  debatido  en  nuestro  mcmorandam  que  una  distin- 
ción y  una  limilación  de  e-te  géi-ero  lian  sido  sostenidas  por  es- 
(  riíores  de  gran  reputación,  bajo  el  punto  de  vi.<ta,  bob]v  todo, 
(le  la  íloctrina  del  Derecho  Civil  Internacional;  vamos  a  ver  que 
han  si^lo  efc'cíi  vami'Mite  aceptridos  j)or  algunos  Estados  en  sus  re- 
laciones mútuaís.  Pero  no  hay  necesidad  hoy  de  exponer  opi- 
niones abstractas  sobre  el  particular:  basta  comproWr  en  pro  de 
la  cuestión  actual  (como  va  lo  hemos  bcf^ho  en  nuestro  memo- 
rnn(hun),  que  I  ajo  el  punto  de  vista  de  la  legislación  positiva, 
así  como  de  las  rehiciones  internacionales  de  la  mayor  paite  de 
los  países,  esta  distinción  no  es  dA  caso.  «Fundada  en  la  teoría, 
desaparece  en  la  practlcav  (Norsa,  en  la  Revue  dtj  Droit  Int.  et 
de  Leg.  compara'* ^  1876,  p.  ü  12):  no  sería,  según  la  expresión 
m¿is  enérgica  de  otro  escritor,  «ni  exacta  bajo  el  punto  de  vista 
teórico,  ni  admisible  mirada  prácticamente»  (Journal  du  Dr. 
Int.  Privé,  188 J,  p.  539.) 
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Aquello  sería,  sin  embargo,  según  el  Representante  peruano, 
el  punto  de  partída  y  la  base  de  la  salvaguardia  de  los  intere- 
ses de  la  soberanía  nacional  respecto  de  las  sentencias  extranje- 
ras! 

Veamos  ahora  de  qué  manera  hallan  estos  intereses  su  salva- 
guardia en  las  prescripciones  del  artículo  18  del  «Tratado  de 
1874.  Pero,  ante  todo,  responderemos  á  las  afirmaciones  de  la 
contraria  sobre  el  modo  como  estas  controveVsias  han  sido  consi- 
deradas por  la  doctrina,  así  como  por  la  Jurisprudencia  del 
Reino. 


Estas  afirmaciones  nos  parecen  enteramente  inexacta?.  Nos 
sobraría  material,  si  se  tratase  de  probar  con  alegaciones  de  Ju- 
risprudencia de  doctrina,  que  la  competencia  de  los  Tribnnale» 
extranjeros  debe  ser  examinada,  por  regla  general,  con  arreglo  & 
las  leyes  del  país  á  que  pertenecen  esos  Tribunales;  que,  en  otros 
término?,  es  preciso  comprobar  ante  todo  «si  la  sentencia  emana 
de  Jueces  competentes,  con  arreglo  á  la  leu  fori^  Esto  es,  según 
Weiss  (Manual  de  Droit  Int.  Privé,  1899,  p.  688),  uno  de  los 
puntos  «en  los  cuales  no  es  posible  que  haya  parecer  distinto.» 
Entre  nuestros  escritores  de  Derecho  Judicial  citai'omos  li  Gar- 
zinlo  (Tratato  di  Procedura  Civile,  V.  II,  p.  851),  Borsari  (Co- 
mentario al  Codici  di  Proce.  Civ.,  art.  941),  Mattirolo  (citado  ya 
en  nuestro  memorayiditm),  Cuzzeri  (Comentario,  etc.  911,  n.  10), 
Pateri  (Pr(.cedimenti  speciali,  p.  5i)8),  todos  los  cuales,  sin  excep- 
ción alguna,  son  de  este  modo  de  ver;  el  cual  ha  sido  muchas 
veces  adoptado  expresamente  por  nuestras  autoridades  judicia- 
les: véai^se  las  sentencias  de  las  Cortes  de  Casación  de  Ñapóles, 
6  Diciembre  186G;  do  Turín,  i)  Octubre  1872,  y  do  la  Corte  <U 
Apelaciones  de  Bre^cia,  1?  Abril  1873,  citadas  por  Fiore  f  Foro 
it,  1896,  I,  092);  de  las  de  Genova,  27  Diciembre,  18S8  (Au- 
nalli,  1889,^.137).  y  de  Palermo,  29  Enero,  1896  (Foro  it, 
1896,  I,  631).  Nos  parece  bastante  para  poder  declarar  con 
franqueza  que  el  Representante  peruano  está  completamente 
equivocado  al  suponer  que  todos  nuestros  Tribunales  hayan 
adoptado  sin  «excepción»  por  «resoluciones  uniformes»  (págs.  20 
á  22  del  memorial),  la  tesis  que  él  sostiene. 

Muy  distinta  es  la  opinión  «generalmente  adoptada  en  Italia») 
(Journal  du  Dr.  I.  p.  536:  cfr.  Esperson.  ib.  1184,  p.  205,  Norsn, 
1.  c.  p.  613).  **E1  principio  de  que  la  competencia  obedece  á  la 
"  ley  del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia,  nos  pare^ío 
"  que  debe  sei  absoluto,  con  arreglo  á  la  ley  italiana:  c?,  ademas, 
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"el  más  razonable  en  teoría,  y  el  más  fácil  para  ser  aplicado;  y, 
*'  aún  á  menucio,  el  único  posible."  (('onsiant,  sobre  la  ejecucivii 
de  las  sentencias  extranjeras,  p.  104).  Véase  también  el  informe 
del  señor  As»er,  en  la  sesión  del  Instituto  de  Derecho  Interna- 
cional de  la  Haya  (Revue  de  Dr.  Int.,  1875,  p.  386)  en  lo  cen- 
cerniente  al  [>rincipiü  adoptado  al  re9j)ecto  en  ifts  legislaeiones 
j positivas.  El  art.  10  de  las  disposiciones  preliminares  del  Códi- 
go Civil  del  Re'no,  cuyo  texto  hemos  citado  en  otro  memoi'andnm^ 
''sería  un  verdadero  lazo  armado  contra  la  buena  f6  del  lector'* 
(Journal,  1381,  p.  540),  si  el  examen  de  la  competencia  se  hicie- 
se con  arreglo  á  las  leyes  italianas,  cada  vez  que  se  traíase  de 
darle  ejecución,  en  el  Reino,  á  las  sentencias  de  un  Tribunal  ex- 
tranjero. 


El  Representante  peruano  citó  (p.  18)  varias  sentencias  italia- 
nas en  apoyo  de  su  té'.sis;  habría  podiclo  prolongar  su  lista  con 
otras  sentencias  análo^X^s  que  ha  olvidado.  Pero  todos  aquellos 
fallos  (con  cxcr[)ción  de  dos),  contrariainente  á  lo  que  se  expone 
en  el  memoria!  de  la  parte. ..(p.  23),  se  refieren  al  casode senten- 
cias pronunciii«ia.«  en  PVancia,  por  un  Tribunal  competente  con 
arreglo  al  art.  14  del  Código  Napoleón.  De  los  dos  artículos  que  se 
excepeionan,  el  uno  es  concerniente  á  la  sentencia  de  un  Tribu- 
nal helénico,  que  fundó  su  competencia  en  el  art.  28  del  Código 
Civil  de  su  país,  que  contieno  una  disposición  idéntica  á  la  del 
art.  14  del  Código  Civil  francés  (Corte  de  Apelaciones  de  Anco- 
na,  de  l'>  de  Junio  1888);  el  otro  (Corte  de  Apelaciones  de  Pa- 
lermo,  28  Mayo,  1881)  que  es  el  único  que  parece  haber*  consi- 
derado la  cuestión  de  una  manera  más  general,  creo  iieceeario 
averiguar  *'si  el  hecho,  objeto  de  la  demanda,  es  ó  nó  reservado 
á  los  Ti'ibunalcf?  del  Reino."  Más  adelante  examinaremos  lo  que 
debe  deducirse  de  aquellos  artículos  y  de  esa  fórmula.  í'onviene 
advertir  desde  ahora:  1?  que  varios  autores,  y  vatios  tribunales 
(cuyos  fallos  dejan»os  citados),  al  interpretar  de  una  manera  más 
rigurosa  los  principios  en  vigor  en  el  Reino,  han  reconocido  ex- 
presamente ¡a  com])etencia  de  los  Tribunales  extranjeros,  aún 
basándose,  como  entonces  sucedió,  en  las  disposiciones  tales  co- 
mo las  del  art.  14  del  Código  Civil  francés.  Puede  aún  afirmar- 
se, que  era  la  opinión  preponderante  al  respecto,  cuando  se  esti- 
puló el  Tratado  entre  Italia  y  el  Perú;  puesto  que  dos  Cortes  Su- 
j>remas  del  Reino  so  habían  pronunciado  en  ese  sentido,  !a  opi- 
nión contraria  prevaleció  en  seguida,  y  no  dejó  de  ser  criticada 
por  la  doctrina  (v.  Journal  etc.,  1895,  p.  1347).    La   misma   di- 
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TeKÍdad  de  opiniones  so  advierte  en  la  Jurisprudencia  francesa^ 
á  propósito  de  esta  controversia  respecto  del  art.  105,  N^3,denue5-* 
tro  Código  de  Enjuiciamientos  Civil,  que  presenta  pontos  de  reci- 
procidad con  <}\  contenido  del  art  14  del  cóviígo  francés.  Puede  verse 
eu  prueba  de  la  conijietencia  de  nuestros  Tribunales,  los  fallos  de 
las  Cortes  de  Apelaciones  de  Aix,  13  Mavo  187^1,  Journal,  1875, 
p.  lS8--de  París,  13  Febrero  1887,  id.  1883  p.  2í?7-de  Chani- 
bery.  IS  Agosto  1901»,  id.  15>01  p.  150.  2?  que  las  mismas  sen- 
tencias que  negaban  en  el  citado  caso  el  exequátur  íi  las  senten- 
cias pronunciadas  por  Tribunales  competentes  según  la  lex  fori, 
contienen  li  menudo  la  declaración  de  la  regla  que  }>rescribe  lae 
atribuciones  de  e¿ta  ley:  bien  sea  que  la  competencia  debe,  en 
principio,  ser  examinada  con  arreglo  í\  las  leyes  del   país   donde 

hi  sentencia  ha  sido  pronunciada,  lo  cual  deja  de  ser  cuando 

...'*  (Corte  ]e  Apelaciones  de  Catania,  22  Marzo  1870,  Journal 
1S81,  p.  512.)  Tratándose  de  estas  declarociones  y  fallos,  es  que 
un  escritor  extranjero  ba  creído  poder  resumir  y  juzgar  con  las 
jalabras  siguientes  nuestra  Jurisprudencia  en  la  materia:  *'Sin 
desconocer  abiertamente  este  principio,  algunos  Tribunales  ita- 
lianos lo  han  sometido  á  veces  á  restricciones  que  juzgamos  cen- 
surables" (Constant,  I.  c  ) 

¿Que  se  debe  pensar  <le  las  opiniones  dominantes  en  el  Forú, 
en  vista  de  n(|uella  Convención  de  Montevideo  á  que  ci  Kepre- 
senlante  peruano  lince  referencia?  Somos  de  opinión  que  ella  no 
puede  sernos  de  ningún  }>roveclio  respecto  de  la  cuestión  de  que 
hoy  nos  ocupamos.  La  disposición  trascrita  en  el  memorial  de 
l.A. contraria  (psig.  IT»)  no  es  más  que  e!  extracto  del  art.  5*?  de 
una  de  las  cuatro  convenciones  que  los  (Gobiernos  de  la  América 
Meridional  han  íirmado  en  Míjntevideo,  en  1889,  para  regular, 
mediante  un  acuerdo  comíni,  las  relacioiifs  jurídicas  internacio- 
nales de  los  países  resj>eclivos.  Después  de  haber  estnbl^ido 
ciertos  principios  en  materia  de  competencia,  los  Estados  contra- 
tantes s\í  \ít^\\  limitado  A  exigir,  á  este  respecto,  que  las  senten- 
cias respectivas  sean  pronunciadas  "por  un  Tribunal  competen- 
te en  la  esfeía  internacional/'  Al  hacer  la  comparación  de  estas 
disposiciones,  que  pertenecen  á  una  serie  de  reglas  simultánea- 
mente tijada«,  parece  deducirse  dtí  aquí,  que  estas  sentencias  pro- 
ducirán los  mismos  efectos  en  el  territorio  de  todos  los  Estados 
c'untratantes,  con  tal  que  las  reglas  en  vigor  entre  estos  Estados, 
en  nuiteria  de  competencia,  al  formar  parte  en  adelante  de  la 
legislación  de  cada  uno,  hayan  sido  debidamente  res|>etadas. 

Sobre  la  base  de  estas  reglas  comunes,  el  examen  del  punto 
d©  competencia  satisface  al  mismo  tiempo  las  exigencias  de  una 
reA'isión  sumaria  de  la  sentencia  extranjera,  ya  sea   pospecto  de 
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Ja  lex  foriy  ya  reepecto  de  la  ley  del  país  donde  ee  pide  la  ejecu- 
ción. Es  mas  ó  menos  el  mismo  principio  recientemente  sancio- 
nado por  la  Convención  de  8  de  Julio,  1899  (art.  11)  entre  Fran- 
cia y  Bélgica.  Créase  así  para  los  Estados  de  que  se  trata,  una 
organización  sistemática  do  relaciones  internacronales  muy  dis- 
tinta de  la  existente  entre  Italia  y  el  Perú.  Esta  organización  re- 
vela, ¿  su  vez,  una  afinidad  de  disposiciones  legislativas  má« 
marcada,  y  una  comunidad  jurídica  internacional  más  desarro- 
llada, como  no  podían  existir  entre  estos  dos  países  en  1874,  y 
que  hoy  mismo  no  existen  entre  la  mayor  parte  de  los  Eatadoe. 
No  creemos,  pues,  que  semejantes  estipulaciones  que  regulan 
estas  cuestiones  de  una  manera  precisa  y  formal  entre  cierto» 
países,  pueden  ser  tomadas  como  base  para  la  solución  de  la?  <li- 
ficultades  que  se  suscitan  entre  los  distintos  Estados. 


Lo  que  acabamos  de  exponer  nos  permite  rectificar  algunas 
aserciones  de  la  contraria.  Así,  pues,  creemos  poder  debatir  que 
'jon  arreglo  á  las  disposiciones  que  rigen  las  relaciones  jurídicas 
de  Italia  y  del  Perú,  y  según  los  principios  reconocidos  en  el 
Reino,  la  coiii{)eteneia  de  ios  Tribunales  extranjeros  debe  ser 
examinada  solamente  bajo  el  punto  de  vista  internacional,  y  con 
arreglo  í\  las  leyes  territoriales.  Si  en  ciertos  casos  se  ha  juzgado 
nfrcesario  seguir  las  disposiciones  de  estas  lej^e?,  aquello  ha  sido 
considerado,  al  menus  entro  nosotros,  como  una  derogación  de 
la  regla  conforme  á  lu  cual  basta  que  la  comf  etencia  sea  funda-. 
da  con  arreglo  á  la  Uxjori. 

La  misma  distinción  se^ún  la  cual  algunos  de  nuestros  escri- 
tores han  creído  poder  inteiprefar  el  artículo  10  de  nuestras  dis- 
posiciones preliminares,  se  reduce  á  una  simple  excepción  de  lit 
regla  general.  Si  se  le  quiere  reconccer  un  valor  práctico,  y  sus- 
traerla á  las  objeciones  formuladcis  sobre  el  particular  en  nuestro 
memorándum^  no  [»uede  verse  en  ello  mas  que  una  preeminencia 
debida  a  oi(rtas  reglas  de  derecho  jurídico  internacional,  acepta- 
das por  la  legislación  territorial,  sobre  ciertas  disposiciones  de 
las  levos  extranjeras  en  mj>ti-ria  de  competencia.  El  carácter 
excepcioiicil  de  esta  distinción  resulta  de  una  manera  más  acen- 
tuada aún,  si  se  admito  {FasinaiOj  Escezione  delle  sentence  este- 
re, p.  88)  que  la  negativa  del  cyicquainr  es  posible  únicamente 
cuando  la  sentencia  extranjera  recaiga  sobre  un  asunto  de  la  in- 
cumbencia de  las  autoridades  nacionales. 

Trátase,  en  suma,  de  aplicar  al  examen  do  la  competencia,  lae 
mismas  reservas  prescritas  respecto  del  derecho  público  territo- 
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rial,  relativamente  al  dispositivo  de  la  sentencia  extranjera;  de 
coordinar  el  n?  1  y  el  n°  4  del  art.  941  de  nuestro  Código  de  En- 
juiciamientos Civil,  así  como  los  mismos  números  del  artículo 
18  del  Tratado  ítalo-peruano.  La  parte  contraria  no  ha  dejado, 
desde  el  principio,  de  plantear  la  cuestión  en  esos  tórminos.  Es 
según  ellos  que  esta  ha  sido  considerada  y  resuelta  por  la  juris- 
risprudencia;  y  las  distintas  fórmulas  adoptadas  al  respecto  por 
la  doctrina,  pueden  fácilmente  referirse  á  e:^to  principio  general, 
ya  sea  que  se  quiera  uno  precaver  contra  la  extensión  exhorbi- 
tante  de  ciertas  competencias  extranjeras,  fundadas  en  leyes  *'con- 
trarias  al  derecho  común  de  las  naciones  civilizadas,*'  (Constant, 
].  c.)  procedentes  de  un  espíritu  **de  descofianza,  ó  del  deseo  de 
''protección  que  colocan  á  los  ciudadanos  de  un  Estado  cu  una 
^situación  de  inferioridad  respecto  del  ciudadano  del  otro.'' 
(Drouyon,  Journal,  1901,  p.  978);  yaque  se  trate  de  reghis  quu 
*'ponen  en  jaque  las  disposiciones  expresas  dj  hi  ley,  reserviuido- 
•^'les  la  competencia  á  los  Tribunales  del  país."  (Vicent  et  Pe- 
iiaud,  I,  c,  n.  16G.)  He  aquí  el  caso  de  la  competencia  exclusiva 
de  que  nos  hemos  ocupado  en  nuestro  memorandura.y  que  varios 
Estados  han  aceptado  en  favor  de  las  autoridales  judiciales  na- 
cionales, para  las  cuestiones,  referentes  por  ejemplo,  al  estado 
p3rsona!,  á  los  derechos  de  familia,  á  la  propiedad  de  bienes  raí- 
ces, etc.  Una  reserva  de  esle  género  parece  que  es  sancionada 
por  el  artículo  59  de  la  Cjnátitución  suiza,  trat'tn'l>3>  de  d  ni  lo- 
res solventes  domiciliados  en  el  territorio  fe<lc»ral.  La  senfeicia 
del  Tribunal  de  Ginebra,  de  31  de  Marzo,  isss.  citada  en  el  me- 
morial peruano,  estaba  justamente  fundada  en  esta  disposición, 
así  como  la  pronunciada  en  un  caso  par.-cido  por  el  Tribunal 
federal,  con  fecha  7  de  Febrero,  1899. 

.  Parece  que  el  representante  peruano  es  completamente  de  esta 
opinión,  al  hablar  de  '"conflicto"  entre  la  facultad  de  los  jueces 
de  dos  Estados;  de  sentencias  extranjeras  -en  contradicción"  con 
las  leyes  del  país,  que  "menoscaban"  las  facultades  de  las  auto- 
ridades locales.  **usurpando"  sus  atribuciones  soberanas  (págs.  9, 
13,  14,  17,  19,  20  y  25.) 


•»     * 


¿Constituye  la  sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  de  Savo- 
na,  en  el  caso  Anselmo- Ferraro,  un  atentado,  una  usurpación  de 
ese  género?  No  creíamos  necesario  responder  á  esta  pregunta  en 
nuestro  memorandun;  nos  es  satisfactorio  de  que  el  memorial  de 
la  contraria  noy  autorice  á  hacerlo  hov. 
Recordemos  que  el  motivo  principal  que  el  Tribunal  de  Savona 
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tuvo  para  fundar  su  competencia  í  nte  los  demandadoís  consiste 
en  que  la  demanda  tuvo  por  objeto  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación contraída  en  el  Reino.  El  Tribunal  de  Savona  era,  en 
otros  términos,  el  forxim  contraduB  de  las  partes,  según  el  artículo 
91  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  italiano.  La  Corte  de 
Apelaciones  de  Lima  y  el  Gobierno  del  Pera  afirman  que  el 
asunto  era  de  la  competencia  de  las  autoridades  judiciales  nacio- 
nales, según  el  artículo  IIG  y  118  del  Código  de  Enjuiciamientos 
peruano,  que  tratan  'del  forinn  domicili.  Esle  Código  admite, 
sin  embargo,  que  la  demanda  puede  sor  llevada  ante  los  jueces 
del  lugar  "en  el  cual  está  ubicada  Ja  mayor  parte  de  los  bienes 
''del  deiuundíulo,  ó  en  el  que  éste  ha  contraído  la  obligación.'" 
(art.  1;»2).  Tanto  la  legislación  peruana  como  la  italiana  colo- 
can, pres,  según  las  reglas  más  racionales  do  la  doctrina  y  del 
derecho  positivo,  el  forvm  del  contrato  al  lado  del/o7ním  del  do- 
micilio; reconocen  igualmente  al /oríím  del  contrato  un  carácter 
alternativo  y  no  únicamente  subsidiario.  Puede,  si  se  ciñiere, 
consi.lerársele  como  una  excepción  de  la  regla  representada  por 
elfornm  del  domicilio  y  de  la  residencia;  pero  como  la  ley  de 
ambos  Estados  les  confiere  la  misma  autoridad,  merecen  también 
el  mismo  respeto  en  las  relaciones  internacionales  entre  los  dos 
países. 

Después  d«  haber  hablado,  en  general,  do  las  reglas  de  com- 
petencia que  deben  ser  respectivamente  observadas  entre  Italia 
y  FraJicií),  cuya  identidad  de  miras  sobre  el  particular  no  difiere 
de  las  existentes  entre  Italia  y  el  Perú;  el  señor  Drouyon  termi- 
naba su  nota  ya  citada  con  esta  observación,  que  viene  muy  á 
pelo  en  el  presente  caso:  "Coloqúense  al  lado  de  este  principio 
^\ador  sequiinr  JoTum  re/)  las  derogaciones  que,  para  ciertos  ca- 
nsos las  dos  legislaciones  hubiesen  introducido  en  idénticos  térmi- 
**nos;  siendo  así  que  para  los  asuntos  comerciales,  el  artículo  420 
**de  nuestro  Código  de  Enjuiciamientos,  y  el  91  de  igual  clase 
'*del  italiano  contienen  disposiciones  exactamente  iguales:  tales 
^'disposiciones  deberán  pues,  ser  respetadas  de  una  parte  y  otra, 
•'puesto  que  colocan  ú  los  enjuiciados  de  ambos  países  bajo  el  pió 
'•de  perfecta  igualdad."  Las  autoridades  judiciales  del  Reino 
no  niegan,  en  efecto,  el  exequátur  á  las  sentencias  extranjeras 
fundadas  en  tales  disposiciones;  sentencias  (jue,  a  su  juicio,  no 
afectan  en  nada  la  soberanía  nacional  (Corte  de  Apelaciones  de 
Turín,  30  de  Marzo,  1883,  Journal,  1885,  pág.  467.) 

El  art.  2  del  acuerdo  de  8  de  Julio,  1899,  entre  Francia  y 
Bélgica,  reconoce  el  fortüii  contractus  como  bastante  para  legiti- 
mar la  competencia  de  los  Tribunales  respectivos.  El  primero  de 
los  Tratados  de  Montevideo  declara  igualmente,  si  bien  se  refie- 
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rea  otro  asunto,  que  'las  cuestiones  personales  deben  ser  sometí- 
'•das  ante  loa  jueces  del  país,  á  cuyas  leyes  obedece  la  acción  ju- 
"rídica  á  que  aquellas  stj  contraen.  Ellas  podrán  igualmente 
*'ser  sometidas  ante  los  jueces  del  domicilio  del  demandado/' 
(art.  56). 

El  derecho  á  una  perfecta  igualdad  de  respeto  internacional 
ha  sido,  por  último,  reconocido  en  los  dos  forums  por  la  doctrina 
(v.  Bar.  Theor  n.  Pr.  des.  int.  Privat-Rechts,  11,  p.  412:  *'so 
'*sQÍrd  y  B.  áaafonnn  dorniciA  desBeklagten  mit  dem /ornm  con- 
^^racíus  gleiche  internationale  Ancrkemung  beansprüchen  dür- 
fan. ) 

I4D6  jueces  de  Lima  y  el  representante  peruano  no  mencionan 
cJ  artículo  132  de  su  Código  de  Enjuiciamientoá  Civilj  sin  embar- 
go, haa  reconocido  implícitamente  su  valor,  desde  que  trataron 
da  contestar  las  circunstancias  de  hecho  en  las  que  se  basa  la  ju- 
risdicción del  Tribunal  de  Savona,  según  el  artículo  91  de  nuestro 
Código*  Así,  pues»  desde  el  principio  de  eate  memorial  hemos 
advertidx).  aus  propósitos;  y  lioy  nos  hallamos  en  aptitud  de  com- 
probar que  las  aserciones  del  memorial  peruano  son  aún  inexac- 
taSt  pues  afírmase  de  allí  que  -'el  demandante  dependía  exclusi- 
*'vamente  de  las  autoridades  judiciales  del  Perú,"  y  que  esas 
autoridades  eran  la»  xaiicas  competentes,  ^'según  las  leyes  perua- 
nas," para  pronunciar  la  sentencia  dada  por  el  Tribunal  italiano 
(p4gs,  12  y  30.) 

ik  Corte  de  Lima  ha  declarado  en  el  penúltimo  de  sus  consi- 
derandos, que  *^si  hubiese  alguna  duda  respecto  de  la  legitimi- 
dad de  las  dos  jurisdicciones,  la  de  las  autoridades  nacionales 
debería,  en  lodo  caso,  ser  i»referida  por  los  Tribunales  perua- 
nos  " 

Parece,  pues,  que  la  Coi  te  no  so  ha  cuidado  lo  bastante  de  la 
igualdad  de  procedimientos  que  el  Tratado  en  cuestión  sobre  la 
interpretación  del  texto  asegura,  bajo  ciertas  reservas,  11  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  de  arabos  países. 

Estamos  perfectamonte  de  acuerdo  con  el  Congreso  de  juristas 
que  en  ese  mismo  año,  1870,  se  reunió  en  Lima,  respecto  de  lo 
que  dice,  (según  el  informe  del  doctor  Arenas,  citado  por  el  re- 
presentante peruano)  de  que  las  autoridades  que  ordenen  la  eje- 
cución do  una  sentencia  extranjera  '*no  deberán  hacerlo  sino  cau- 
telando los  derechos  ó  intereses  de  su  patria.*'  Sin  embargo,  no 
deben  olvidar  la  existencia  de  los  pactos  que  el  Gobierno  de  su 
I  ais  ha  tenido  por  conveniente  celebrar  sobre  el  particular,  li- 
mitando mediante  concesiones  mutuas  (sobre  este  particular  no 
nos  adheriríamos  á  las  declaraciones  contenida»  en    el  memorial 

08 
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'le  la  contraria,  p.  12),  el  ejercicio  absoluto  do  lajurisdicoióa  res- 
pectiva, en  pro  de  la  comunidad  jurídica  internacional.  ¿No  pa- 
rece que  estos  límites  han  sido  traspasados  por  el  Tribunal  de 
Lima,  al  negar  el  exequátur  á  la  sentencia  de  uno  de  nuestros 
Tribunales  por  un  motivo  tal  como  el  arriba  citado? 

La  ^'ikula''  supuesta  por  el  Tribunal  peruano  no  es  en  realidad 
más  que  el  concurso  de  competencias  existentes,  en  el  presente 
caso,  entre  las  autoridades  judiciales  de  ambos  países.  La  prefe- 
rencia dada,  en  semejantes  circunstancias,  á  la  jurisdicción  de 
las  autoridades  locales,  hasta  el  punto  de  negar  el  exequátur  á  las 
sentencias  italianas,  sin  que  el  ejercicio  de  esa  jurisdicción  haya 
sido  provocado  en  el  asunto,  equivale  á  negarles  á  dichas  sen- 
tencias todo  efecto  en  el  Perú,  desde  que  el  litigio  pudo  haber 
sido  llevado  ante  los  Tribunales  peruanos;  ó,  en  otros  términos, 
los  Tribunales  de  un  país  serían  considerados  competentes,  mien- 
tras que  los  del  otro  no.  Como  las  circunstancias  de  hecho  que 
permiten  perseguir  la  ejecución  de  la  sentencia  en  el  otro  país 
liabrían,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  permitido  que  las  auto- 
ridades locales  se  hubiesen  ocupado  del  asunto  desde  el  principio 
del  juicio,  tal  ejecución  sería  casi  siempre  imposible,  y  el  artícu- 
lo IS  del  Tratado  ya  no  tendría  casi  razón  de  existir. 

Creemos  poder  afirmar  que  semejante  opinión  no  ha  sido  nun- 
ca aceptada  por  la  jurisprudencia,  ni  por  la  doctrina.  Ninguna 
de  las  leyes  citadas  en  el  memorial  peruano  ha  sido  formulada 
ni  podn'a  per  interpretada  de  tal  manera.  Además,  hemos  hecho 
palpable  en  nuestro  memorándum  la  diferencia  que  existe  en  este 
p:irt¡cular  entre  las  leyes  extranjeras  invocadas  por  la  contraria, 
y  la  manera  como  la  presente  cuestión  debería  ser  considerada, 
según  la  opinión  del  Gobierno  peruano. 


Las  opiniones  de  los  dos  Gobiernos  sobre  la  cuestión  sometida 
íi  arbitraje  pueden  resumirse  así: 

El  Cíobierno  peruano  afirma  que  **el  art.  18  del  Tratado  de 
1874  entre  Italia  y  el  Perú,  en  cuanto  al  examen  de  la  compe- 
tencia de  los  Jueces  que  hayan  de  ejecutar  la  sentencia  en  el  tc- 
rrit' rio  de  la  otra  parte,  no  puede  ser  aplicado  ni  interpretado 
sino  en  el  sentido  de  la  jurisdicción  del  Tribunal  a  quo^*^  y  que 
esta  jurisdicción  debe  ser  examinada  *^con  arreglo  a  las  leyes  del 
país  donde  se  pide  el  exequátur'  (P^g.  30.)  El  Gobierno  Real 
cree  haber  probado  la  inexactitud  de  esos  principios. 

El  Gobierno  ))eruano  agrega  ''que  en  todo  caso  el  exequátur 
*^  podrá  y  deberá  ser  rehusado,  siempre  que  el  ejercicio   de  la  ju- 
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*^  risdicción  que  la  sentencia  implica  es  perjudicial  a   la   sobera- 
*'  nía  del  territorio."  (pág.  31.) 

El  Gobierno  del  Rey  prueba  que,  no  obstante  aceptar  el  prin- 
cipio, y  cualesquiera  que  sean  en  abstnioto  los  molivoá  (\\h^.  po- 
drían, en  cuanto  á  esto,  justificar  una  negativa  de  exequátur*,  eii 
efecto,  tales  motivos  no  existían  en  el  asunto  origen  del  litigio; 
estos  motivo?,  por  lo  demás,  no  han  sido  considerados  en  la 
cuestión  sometida  á  arbitraje,  ta!  como  fué  planteada  en  el  ar- 
tículo primero  del  compromiso. 

Roma,  Junio  de  1902. 


KKí^I.hA. 


El  infgascrito,  antes  de  entrar  en  materia,  como  Representan- 
te del  Gobierno  del,  Perú,  se  permite  hacer  dos  observaciones 
preliminares,  á  saber: 

19  que  el  memorial  presentado  por  S.  E.  el  Ministro  del  Go- 
bierno de  S.  M.  el  rey  de  Italia  no  puede  ser  considerado  como 
arreglado  á  justicia;  (1)  y  que,  en  oposición  á  las  declaraciones  y 
alegatos  allí  aducidos,  la  primera  exposición  del  Perú  debe,  de 
todo  punto,  sostenerse  en  todas  sus  partes. 

2?  la  sentencia  arbitral  debo,  naturalmente,  apoyarse  en  el 
proceso  origen  del  arbitraje. 


En  cuanto  al  asunto  mismo,  el  infrascrito  tiene  el  honor  de 
presentar  la  réplica  siguiente: 

I. 

El  Tratado  en  cuestión  no  resuelve  c-xplícitamante  la  cuestión 
íle  saber  si  los  dos  Estados  han  tenido  el  propósito  de  estatuir 
que  la  competencia  debe  depender  exclusivamente  de  las  leyes 
del  Tribunal  que  ha  f>ronunciado  la  sentencia.  El  Tratado  no 
dice  una  palabra  al  respecto,  y  de  ese  silencio  se  deduce  que  no 
lia  querido  resolver  la  cuestión.  Además,   existen   motiyos  pre- 

[1]  Páginas  516  á  523. 
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dominantes  que,  áegún  los  propósitos  de  los  contraUntes,  ^n  ca- 
da cauíííi  i>afticular,  hacen  ínevitablte  una  infoa'macióu:,  ii  ñn  <le 
conve!i<2orsc  si  la  competencia  de  los  Tribunales  del  lugar  de 
ejeciiciúii  e*(á  igualmente  establecida.  La  cuestión,  planteada  en 
la  Convonriún  de  arbitraje  debe,  por  tal  razón,  ser  resuelta  en' 
favor  il<^l  IViú. 

Por  !í»  llamas,  os  de  gran  importancia  jurídica  comprobar  (jue 
el  Triluma!  ile  Lima,  al  apoj\ai'so  en  las  leyes  del  Perú,  ha  ne- 
gado iguíilinonte  la  competencia  de  los  Tribunales  italianos  co- 
locáuflosp  i>ara  esto  en  el  terreno  de  las  leves  italianas. 

]V  Kl  Tnitado  tntr«  Italia  y  el  Perú,  do  187*1  (nueva  ooleo- 
ción  p^'iK  T'il  de  tratados  y  otros  actos  relativos  á  asuntos  de  de- 
recho internacional,  segunda  serie  VI,  pag.  ü(30-G«].j,  imiiresa 
¡)or  Zianzann.  El  extranjero  en  el  derecho  civil  italiano,  voL  I, 
parto  I  ir,  núm.  15(3,  pág.  329),  no  puede  ser  presentado  como 
un  rno<lelo  de  tratado  mientras  no  contenga  el  modo  de  reglar 
la  ejecución  de  las  sentencias.  Si  ho^  so  trata  do  determinar  la 
verdadera  vcduutad  do  ambos  controtante^?,  es  necesario,  en  ]>ri- 
mer  lugar,  hacer  notar  una  cosa,  y  r.>',  fjnr  no  exiate  teoría  gtiitViil 
sobre  In  cHentlOa  de  srrher  cimndo  deheii  fjfrnfífrse  las  srnteiKias  civi- 
les (xtr  mi  jeras.  • 

Las  leyes  de  los  distintos  Esta/d«?>s  diticren  en  esto,  y  los  dife- 
rentes Tratados  colebmdos  emanan  do  motivos  completamente 
opuestos,  ó  contienen  definiciones  muy  (Mferent-ef:.  En  otras  pa- 
labras, trátase  aquí  pnecisenKínte  de  uiia  parte  del  dominio  'leí 
Derecho  Internacional  priv«do  que  presenta  las  mayores  diver- 
gencias, tanto  en  la  teoría  como  en  ííi  practica. 

Existen,  en  efecto,  distintos  sistenuii  íjoIm'c  los  cuales  se  basan 
las  leyes: 

a)  la  sentencia  extranjera  no  será  aceptada  sin  ser  antes  re- 
visada á  fondo.  (Francia,  Holanda,  Dinamarca,  Estados  Unidos 
de  América); 

b)  la  sentencia  extranjera  no  será  aeeptuxla  sin  ser  ant«s  re- 
visada á  fondo;  pero  únicamente  bajo  ciertas  condiciones,  coojo, 
sobre  todo,  aquella  de  que  exista  reciprocidad  completa.  (Alema- 
nia, Austria,  España,  JRuma^nia); 

c)  acéptase  la  sentencia  extranjera  ann  sin  garantía  de  reci- 
procidad, bajo- ciertas  condicionee  eslablec¿lus  una  vez  por  today, 
pero  sin  revisión  tt  fonílo.  (Italia,  art,  941042-Código  <le  Proco 
dimi««tes  civil); 

d)  I^a  sentencia  e<xtitmjera  seivi  ejeaitjada  contra  exlian- 
jerog,  sin  revisión  afondo,  pero  no  contra  hijos  del  jaaís.  (Gre- 
cia.) 

En  cuanto  á  lo  que  al  P«rú  especialmente   respecta,   de  lo  ex- 
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puesto  se  desprende  que  la  existencia  de  una  sentencia  extranje- 
ra no  es  más  que  un  hecho  (^res  fado»). 

Véase: 

Pradiei-Foderó:  De  la  condición  legal  de  loi  extranjeros  en 
-el  Pero,  en  el  diario  de  Derecho  Internacional,   VI,   1879,  pág. 

Una  sentencia  definitiva  pronunciada  por  un  Tribunal  extran- 
jero y  tlebidaniente  legalizada,  produciría  sus  efectos  en  el  Perú, 
comoo  instrumento  j>úblico,  y  al  ser  presentado  como  pruebp, 
servirUi  ¡Kiva  comprobor  el  lucho.  Pam  que  una  sentencia  defini- 
tiva sea  ejecutada,  sería  necesaria,  en  general,  que  hubiese  um 
Tratado  que  autorizase  su  (jocución.   y    designase   todas  lasci»- 

cunstancjas  que  debiin  acompañar  á  dicha  ejecución En  U»;!»- 

caso,  para  que  una  resolución  dictada  por  un  Tribunal  extran- 
jero sea  ejecutada  en  el  Perú,  sería  necesario  que  no  fuese  con- 
traria á  los  ¿uincipios  del  derecho  público  y  privado  del  país;  y 
aun  así  no  poilría  ser  ejecutada  cu  virtud  do  su  propia  fuerza, 
sino  en  virtud  de  un  (xc(¡iuiivr  «cordado  por  las  leyes  nacio- 
nales. 

La  diferencia  de  sistemas  que  acabatíios  de  descril»ir  hrove- 
mcnto  esta  en  perfecta  unión  con  el  desacuerdo  que  se  presoi.Ui 
<le  sabor  con  arreglo  á  qué  derecho  debe  ser  juzgada  la  cn!^q»i'- 
tencia  del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia.  Esta  vues- 
tión  no  puede  tampoco  ser  discutida  con  arreglo  á  los  principios 
generales  de  Derecho,  j)ortpie  en  cada  Estado  es  distihti^.  Ihxy 
<iue  agregar,  además^,  que  ca<la  Tratado  requiere  ser  exaníinado 
por  separado.  lie  aquí  por  qué  nos  encontramos  hoy  ante  el  Iip- 
<fho  de  que  nnos  Tmtados,  tan  pronto  dicen  de  una  manera  caU^- 
górica  que  la  competencia  del  Tribunal  que  pronuncia  la  senten- 
cia delíe  ser  establecida  según  sus  leyes,  como  tan  pronto  alegan 
que  la  competencia  del  Estado  donde  la  ejecución  se  efectúa  debe 
existir  con  arreglo  á  sus  leyes;  á  vece»,  en  fin,  no  dicen  nada 
sobre  el  partieular.  Por  lo  que  respecta  á  las  leyeí»,  hay  varias 
<iue  exigen  dos  cosas  á  la  vez,  es  decir,  la  prueba  de  que  existe 
la  competencia  con  arreglo  a  la  ley  del  Tribunal  que  ha  senten- 
ciado, y,  también,  con  arreglo  á  la  del  Estado  donde  se  verifica 
la  ejecuci/^n. 

Véase  sobre  este  punto: 

.4s«cr,  en  la  Revue  de  droit  internntional  I  (186&)  pAg.  412  y 
413. 

Ksle  jurista  hace  primero  la  disertación  de  las  diferentes  leyes 
positivas,  y  acaba  deduciendo  que  hay  algunas  de  éstns  que  exi- 
gen la  cor»peteDCÍa  del  Tribunal  que  ha  sentenciado,  aú  eovio  la 
-existencia  de  tal  comi)etencia  de  parte  del  Estado   que  deb^  eje- 
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ctitar  la  Bentencia.  Él  célebre  jurista  que  acabo  de  citar  continúa 
su  exposición  de  la  manera  siguiente: 

*'Si  rae  preguntasen  cuál  de  los  dos  sistemas  rae  parece  que  de- 
be adoptarse  como  base  de  las  convenciones  internacionales  so- 
bre este  particular,  contestaría: 

** — Ninguno  de  los  dos. 

*'Es  preciso  que  el  Tribunal  que  pronuncia  la  sentencia  que 
debe  ejecutarse  en  otro  país,  sea  competente,  no  solamente  cou 
arreglo  á  las  le3'es  del  país  á  que  pertenece  (puesto  que  las  leyes 
sobre  la  competencia  »son  esencialmente  ¿^ri<o?'iaícs),  sino  tam- 
bién con  arreglo  á  la  ley  del  país  de  la  ejecución;  puesto  que  el 
legislador  de  tal  país  no  puede  conceder  esté  favor  sino  á  las  sen- 
tencias pronunciadas  por  Tribunales  que  él  mismo  reconoce  co- 
mo competentes.  En  efecto,  ¿cuál  es  la  base  del  sistema  que 
hace  conceder  el  pareatis  á  las  sentencias  extranjeras  sin  revi- 
sión? Es  que,  en  cuanto  á  esto,  el  Estado  abdica  sus  derechos  de 
soberanía,  y  lo  sustituye  con  una  ficción  que,  á  esto-respecto,  ha- 
ce se  considere  como  que  no  formasen  más  quo  un  solo  territo- 
fio,  los  países  á  los  cuales  se^acuerda  el  favor  de  la  ejecución  in- 
ternacional (con  excepción  de  la  formalidad  del  parcaHs,  á  nom- 
bre del  Soberano  del  país  de  la  ejecución  )  Es  claro  que  esta  fic- 
ción sobreentiende  la  aplicación  de  reglas  uniformes,  en  cuanto 
á  la  competencia.  Habría  una  contradicción  flagrante  al  aceptar 
que  un  E-^^tado  no  considerase  como  competente,  que  el  Tribunal 
A  deba  prestar  su  apoyo  á  la  ejecución  de  una  sentencia  pro- 
nunciada por  el  Tribunal  B.  Para  él,  tal  sentencia  no  existe;  ea, 
s>i  se  quiere  una  consulta,  una  opinión  emitida  sobre  la  cuestión; 
])ero  no  es  la  opinión  de  aquel  que  el  Estado  considera  como  que 
tiene  derecho  de  decidir  la  cuestión,  es  decir  del  juez  compe- 
tente." 

Esta  opinión  que  el  gran  internacionalista  ha  explicado  ha  si- 
do adoptada  en  1883,  por  el  Tribunal  Supremo  de  Austria. 

Véase: 

E.  Jetteh  Ilandbuch  desinternationalen  Privat  und  Strafruhts 
mit  mit  Kücksicht  auf  die  Gesetzgobungen  Oesterreicks,  Unga- 
rus,  Croatiens  und  Bosniens — 1893 — pág.  170. 

El  Austria  celebró,  pues,  en  1881,  un  Tratado'con  la  Servia, 
en  el  cual  se  estipula,  art.  9: 

Die  Zwangsvollstreckun;;  auf  Grund  eines  gerícht  liche  Er- 
kenntuisses  findet  nur  statt: 

2.  Weun  die  Znstíidigkeit  Mes  Gericgtes  welches  das  Erkenn- 
tnis  gefíillt  hat,  nackdenür  das  efsuehte  Gericht  geltenden  Nors- 
chriften  begrüdet  ist. 

Véase  Lammarsch:  Handbuch  des  Vólkerruhts  von  Holzen- 
dorfflll,  S.  418. 
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También  el  Tribunal  federal  declara  en  una  sentencia  (A.  E. 
XXV — lere.  parte,  p.  97)  que,  en  justicia,  la  opinión  que  basta- 
ría para  aceptar  la  competencia  del  Tribunal  sentenciador  debe 
ser  rechazada,  siempre  q«e  se  base  en  su  propia  ley.  El  l*ribunal 
federal  cita,  en  apoyo  de  esta  apreciación,  los  juristas  von 
Bar  et  Laramarsch.  Y,  en  efecto,  exigir  que  el  Tribunal  que 
pronuncia  la  sentencia  sea  competente,  tanto  con  arreglo  á  sus 
leyes,  como  con  arreglo  á  las  del  Estado  donde  la  ejecución  debe 
efectuarse,  no  tiene  nada  de  anormal:  esta  tjoría  ha  sido  muchas 
veces  puesta  en  práctica,  y,  adfemás  de  estas  autoridades,  la  doc- 
trina jurídica  la  representa  en  algunos  países  como  la  única  de- 
bidamente au'or'.zada. 

La  jurisprudencia  francesa  admite  este  razonamiento.  Véase: 

Lachaud  &  Daguin:  De  la  ejecución  de  las  sentencias  extran- 
j'jras  Qon  arreglo  á  la  jurisprudencia  francesa,  con  el  texto  de  los 
principales  fallos  y  sentencias.— París,  1189,  p.  49; 

La  jurisprudencia  ha  manifestado  claramente  su  opinión  cot\ 
respecto  á  la  doble  competencia;  en  efecto,  es  difícil  admitir  que 
un  Tribunal  pueda  autorizar  la  ejecución  de  una  decisión  que, 
según  él,  ha -«ido  incompetentemente  pronunciada. 

Este  mismo  parecer  ha  sido  igualmente  admitido  en  alganas 
legislaciones  suizas.  Véase  por  ejemplo: 

Zürich. — Process  ges  §  752,  y 

Blamer — 3íorel —  Handbuch  des  Bur.ilesstaatarechets.  III.  S. 
539. 

Esta  manera  de  ver  existe  igualmente  en  Dinamarca.  Allí  s?tí 
exige,  sobre  todo,  que  el  Tribunal  extranjero  haya  sido  recono- 
cido competente,  esto  también  con  arreglo  á  las  reglas  de  com- 
petencia del  Eátado  que  debe  ejecutar  la  sertencia.  Lo  misin> 
sucede  en  Alemania  (§  328  du  Uód.  de  procd.  civil) 

En  presencia  de  estos  hechos,  habría  sido  necesario  detern  inor 
expresa.mente  en  el 'Tratado  entre  Italia  y  el  Peni,  en  riue  terre- 
no del  Derecho  Internacional  los  Estados  contratantes  querían 
colocarse.  Ellos  no  lo  han  dicho  formalmente  y,  en  vista  de  este 
silencio,  hay  que  ocurrir  al  a/i/mu.^,  ó  sea,  su  voluntad  intrín- 
seca. 

En  todo  caso,  no  existen  pruebas  por  las  que  conste  que  las 
dos  partes  contratantes  hayan  tenido  la  idea  respectiva  deque  el 
Pero  renunciase  á  tan  gran  parte  de  su  soberanía  en  favor  do 
Italia.  Tampoco  debe  olvidarse,  que,  mediante  el  Tratado,  el 
Perú  acordó  á  Italia  una  ventaja  real,  al  concederle  en  principio 
la  ejectición  de  las  sentencias  en  su  territorio. 
•  Silenciándose  en  el  presente  Tratado  la  cuestión  decisiva,  pue- 
da justificarse  con  razones    convincentes  la  tesis  de  que  el  Tribu- 
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nal  llamado  á  la  ejecución  debe  ser  autorizado  para  examinar 
si  la  competencia  del  Tribunal  que  pronunció  la  sentencia  fué 
basada: 

a)  en  las  leyes  del  país  donde  la  sentencia  debe  ejecutarse; 

b)  en  las  leyes  del  país  de  la  ejecución  y  en  las  del  Tribunal 
que  pronunció  la  sentencia,  bien  sea  que  se  exiga  una  identidad 
completa,  ó  bien  eventual  en  todos  los  incidentes. 

El  artículo  18  del  Tratado  no  resuelve  absolutamente  la  cues- 
tión suscitada,  según  la  misma  Italia  conviene  en  su  memorial. 
Conviene,  pues,  aquí  citar  el  art.  JS  textualmente: 

Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial, 
emanada  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  contratantes  y 
debidamente  legalizadas,  tendrán  á  solicitud  de  los  Tribunales 
mismos  en  los  Estados  de  la  otra  parte,  idéntica  fuerza  que  las 
emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíprocamente  cum- 
plidas y  producirán  los  mismos  efectos  hi[)obecarios  sobre  aque- 
llos bienes  sujetos  á  éstos,  según  las  leyes  del  país,  y  serán  obser- 
vadas las  disposiciones  de  las  mismas  leyes  re.s|)^cto  á  la  inscrip- 
ción y  á  otras  formalidades. 

Para  que  puedan  cumplirse  estas  sentencias  y  ordenanzas, 
deberán  sar  previamente  dt  claradas  ejecutoriadas  por  el  Tribu- 
nal Superior  en  cuja  jurisdicción  ó  territ<»rio  deba  tener  lugar 
la  ejecución,  mediante  un  juicio  de  deliberación  en  el  que,  oídas 
las  partes  en  la  forma  sumaria,  se  examine: 

1?  Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  ítutoridad  judicial 
competente. 

2?  Si  ba  sido  pronunciada,  citadas  regularmente  las  partes. 

3?  Si  ¡as  partes  han  sido  legal  mente  representadas  ó  legal- 
mente  contumaces. 

4?  Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  derecho  público  del  Estado. 

La  fuerza  ejecutoria  de  las  sentencias  podrá  ser  solicitada  por 
la  vía  diplomática  ódire<^tamente  por  la  parte  interesada.  Si  la 
parte  interesada  no  ¡la  constituido  oportunamente  procurador, 
le  será  éste  nombrado  de  oficio  porjel  Tribunal  que  debe  decla- 
rar ejecutoriada  la   sentencia. 

La  i)arte  actora  deberá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  pago  de  cualquiera  obvención  legítima: 

2. — Si  ahora  se  pregunta  uno  si  hay  razones  materiales  que 
demuestren  que  los  dos  contratantes  hayan  abrigado  los  mismo? 
propósitos  que  sostiene  hoy  Italia,  hay  que  responder  negativa- 
mente. 

Italia  admite  en  su  memorial  que  no  hay  nada  en  los  docu- 
mentos relativos  á  la  estipulación  del  tratado  que  pueda  haceríle 
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valer  en  tavor  de  una  ú  otra  de  las  interpretaciones.  Es,  pues, 
necesario  recurrir  á  otros  elementos.  ¿Dónde  están? 

Es  necesario,  primeramente,  tomar  en  consideración  que  la 
mayor  importancia  del  Tratado  se  reüere  al  comercio  y  al  tráfi- 
co, y  que,  con  tal  motivo,  regula  de  una  manera  bien  accidental 
la  cuestión  de  la  ejecución  de  las  sentencias 

En  particular,  el  Tratado  no  ha  determinado  los  foros  de  una 
manera  detallada,  y,  por  esta  razón,  se  compren<le  muy  bien  que 
en  ambos  Estados  se  haya  llegado  a  una  interpretación  distinta. 
A  fin  de  conocer  exactamente  los  propósitos  de  los  contrattintes, 
conviene  examinar  los  casos  análogos  de  la  vida  del  derecho  in- 
ternacional; basándose  en  esto,  pueden  llenarse  los  vacíos  del 
Tratado. 

Háse,  á  menudo,  notado,  con  respecto  á  los  Tratados  entre  Esta- 
dos, que  han  sido  poco  precisos,  incompletos,  insuticientes. 

Si  se  toma  en  cuenta  esta  circunstancia,  al  coasiJorar  con  aten- 
ción los  hechos,  resulta  lo  que  sigue: 

No  puede  admitirse  que  la-  República  del  Perú  Imya  garantido 
de  antemano  y  sin  reservas  la  ejecución  de  las  s  uuncias  italia- 
nas para  el  caso  en  que  las  tales  proviniesen  da  Tribunales  italia- 
nos, únicamente  competentes  con  arreglo  á  las  leyes  de  dicho  Esta- 
do.^Semejante  renuncia  de  derechos  suberanos  de  parto  del  Perú, 
en  favor  de  Italia,  no  puede  admitirse  sin  motivos  muy  serios. 
Tal  consecuencia  no  se  desprende  de  los  puntos  siguientes: 

a)  del  texto  del  Tratado:  éste  no  dice  nada  sobro  el  particu- 
lar. No  se  puede  pensar  en  intercalar  en  el  Tratado  una  renun- 
cia de  derechos  de  soberanía,  cuando  el  documento  nuda  dice  al 
respecto. 

b)  del  espíritu  del  Tratado:  éste  regla,  sobre  todo,  cuestiones 
de  comercio  y  de  navegación,  y  la  ejecución  de  las  sentencia  no 
figura  allí  sino  como  'josa  accesoria  y  secundaria. 

c)  circunstancias  que  la  acompañan:  en  cuanto  á  esto  no 
hay  nada  preciso. 

En  presencia  de  los  argumentos  aducidos,  es  preciso  recouoce- 
que  el  Tratado  debe  ser  interpretado  de  la  manera  siguiente: 

Tanto  el  Perú  como  Italia  han  c  jnservado,  con  arreglo  al  Tra- 
tado, la  plena  libertad  de  examinar  la  cuestión,  de  saber,  si  la 
competencia  del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia  está 
establecida  según  la  ley  dA  [)aís  donde  debe  ser  ejecutada  ó,  tam- 
bién, según  esta  misma  ley.  Esto  es,  en  todo  caso,  la  explicar 
ción  más  leal  del  Tratado,  y  la  que  más  verosímilmente  repre- 
senta los  propósitos  de  las  partes. 

3 — Si  la  Italia,  cuya  legislación,  según  el  memorial  del  Go 
bierno  italiano,  sirvió  de  modelo  al  Tratado  hubiese  que 
rido  hacer  prevalecer  esta  pretensión  exhorbitaute  ante  la  Repú 
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blica  del  Perú,  era  de  su  deber  declararlo  de  una  manera  ciar* 
y  precisa. 

Es  evidente  que  Italia  no  tiene  el  derecho  de  quejarse  de  qu« 
el  Perú  no  de  al  Trátalo  mis  signi-í  m  íión  e  iin-)  >rtancia  da  lo 
que  el  texto  indica.   Véase  sohr<^,  esto  la  opinión  de: 

Livier:  Principes  du  droit  dos  í^cns  II.  pág.  123.  Con  razón 
este  jurista  sienta  so!)i-e  la  ¡uterpAít.ijión  do  l')á  Tratad  iá,  el  prin- 
cipio .siguiente: 

P]á  de  prcsu;nir  qne  se  comnro'n-^ta  uno  de  la  ramera  manos 
onoroija,  y  n^niiicie  lo  ru-Mios  quo  s^a  posiW'.í. 

4 — Li  teoi'ía  y  la  práctica  del  D'ivh'Iio  Privado  Internacional 
tal  como  existía  en  la  época  de  la  colebración  r>l  Tratado,  de- 
muestran, hasta  la  evidiMicia,  qu  ;  t;l  con(;epto  in«licado  en  el  me- 
morial italiano  no  es  exacto;  mas  afielante  se  darán  detalles  al 
respecto. 

5 — Con  esto  motivo,  conviene,  ademá«f,  p>uer  de  raanifiobto  uíi 
hecho  importante. 

Es  el  caso  que  la  Corte  Superior  de  Lima,  con  su  deci-^ióu  do 
9  de  Agosto,  18^^"^  negó  también  fornialmonte  la  existencia  déla 
competencia  de  i  Tribunales  italiau)?,  p)rquo  califica  de  ilu- 
sorias las  lacones  .  lichos  Tribuiialus,  por  basarse  en  argumen- 
tos d-i  lo  os.   (Véa-i'      s  coiisi  lerand  )s  N?  11).  (1) 

Como  consocuenL'!  \  \e  estas  circunstancias,  la  sentencia  de 
Lima  (pieda  justiditao  .  aún  cuandi)  so  mterpretase  el  Tratado 
en  el  sentiilo  que  Italia  pido  sea  interpretado.  Porque  si  es  ver- 
dad i|ue  la  (/orte  do  Lima,  en  su  oalidad  de  Tribunal  encargado 
de  la  ejecución,  tuvic^se  que  examinar  la  competencia  de  los  Tri- 
bunales italianos  con  arreglo  al  derecho  italiano,  estaba  en  su 
derecího  legal  atirmirlo  ó  negarlo.  —  La  competencia  faó  ne- 
gada. 

M.itirolo,  Trattatn  di  diritto  giu<l¡zirtrio  italiano  VI.  4?  éd., 
isas,  N?  J24o.  p    y.lí. 

Este  autor  df-muestra  que  la  Corte  de  Apelaciones  italiana, 
para  «lo  giudizio  di  delihazionci)  relativo  al  examen  de  ¡a  com- 
petencia <le  los  Tribunulcs  extranjeros,  os  completamente  libre 
en  cuanto  á  su  apreciación  dul  «lerecho  extranjero: 

La  noUra  Corte  de  Ap[)ello  non  solo  potra  ma  (/o ítcí  cssa mina- 
re il  tato  do  la  causa  e  proce  lere  luopo  a  nuova  istru/ione,  fare 
lungo  á  provo  novello,  in  quost'  istruzionc;  quo:-ti  prove  apparis- 
caiio  necí^ssarie  per  desumerne  le  norme  di  competenza  que  sune 
ad  aplica rsi. 

Aun  cuando  se  rigiese  uno  por  las  leyes  italia-as,  es  fuera  de 
tola  (Ui  la,  que  la  Corte  Superior  de  Lima  procj  lió  con    períVclo 

( 1 )    Vcí i  se  1  :\  íi  pií  gi  n as  4. 1 8  á  -1 5  Ir. 
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derecho  al  examinar  la  competencia  de  los  Tribunale*  italianos- 
con  arreglo  al  derecho  italiano.  Al  negarla,  ha  procedido  de  con- 
furmidad  con  el  derecho  que  el  Tratado  le  ha  conceJido. 


11. 


Aun  cuando  se  aceptado  que  el  Trátalo  en  cuestiíSu  invlicn,  cla- 
ro y  tlistintamente,  que  la  corapetaicia  (\A  Tribunal  que  ha  prv> 
iiuiK-iado  la  sentencio,  debería  ser  coiisideradu,  en  priiuer  lugar^ 
si'-T^ún  su  propia  legislación,  no  por  esto  drjíuá  el  Tratado  de  ser 
iiüLTp  re  tildo  como  coiioccdor  de  ia  sitoacióii  de  hi  causa  y  ex  ho- 
VI  Jlih,  con  arreglo  á  los  ojomplos  de  rasos  análogos  <}e  la  vida 
<l(.l  ílerecho  inlernacioiuii,  y,  inús  es|u.''v.'ia luiente,  con  a"»rcgl()  á  la 
tiforíii  y  la  prAcli-.-a  «l^í  '.¡ich  »  (Lto^'Ijo  {k\  tnatcria  do  prov-edimien- 
to  civil  en  vigor  en  Italia,  y  que  el  Tribunal  dA  \n\ís  donde  d-j- 
V'o  tjecutarse  la  sentencia  ten  »  el  (l(U''.M'ho  y  el  d^^b^.r  de  examinar 
?i  el  Tribunal  n;ie  s'Mitenció  ro  eía  o  >r  !o  maio-5,  la  co:iu>etencvia 
jiin'ilicü  con  arreg'o  al  derecho  inte.riiaeional. 

De  lo  que  precerle  n^sulta  claiamrnte,  que,  en  sentido  interna- 
(ional,  los  Tril)unal<\s  italianos  no  eran  competentes,  pero  sí  lo 
eran  los  del  Perr, 

Por  estos  molivis,  la  resolución  arbitral  no  podrá  dejar  de  ser 
desfavorable  á  la  Italia. 

1.  Cada  Ei^tado  g''%a,  ante  todo,  del  derecho  de  determinar  la 
competencia  de  s\]s  Tribnnalc?,  como  le  convenga.  E.-%  por  esto, 
que  el  Juez  que  sentencia  no  está  obligado,  prescindiendo  de 
tratados,  á  ^ener  en  cor;sideraeión  las  reglas  de  competencia  ex- 
tranjera?. Tauipo'o  flebe  dejarse  guiar  por  la  cuestión  de  sab»  r  ú 
el  otro  Estado a^lmitirá  «u  sentencia.  En  fin,  es  compb-tamente  ir.- 
ditVrente  que  la  reíala  jiositiví^^ do  competencia  sea  falsa  bajo  el 
punto  de  vista  teóiieo,  ó  que  el  Estado  exiienda  demasiado  la 
competencia  de  sus!  r  buna^es. 

Lo  que  precede  no  ha  eido  uiodifieado  en  lo  menor,  por  el  he- 
cho de  que,  en  general,  un  tratado  (estatuyo  sobre  el  jjrincipio  de 
^  la  ejecución  do  las  sentencias  del  otrí)  Estado;  salvo  que  los  foros 
s<an  especialmente  reglados  en  tal  stnlide».  Si  tal  no  es  el  cas  >, 
h»s  contratantes  rí.si;(.ctivos  tienen  el  derecho  de  invocar  los  prin- 
cipi(.s  desenvueltMS  por  el  derecho  de  ])n.'eodimiento  internacio- 
nal, tan  luego  con*o  se  pre.-entela  ejecución  de  una  sentencia  ex- 
tra n;  era. 

l'^ste  punto  fe  deri\a  lógicamente  del  lieeho  de  (  ue  una  obli- 
gr.<  ii'n  Kspeetiva  de  'os  E^tadc  s,  no  es  a  •épta<!a  iii.o  allí  don  le 
ha  sido  realmente  manifestada.   Véase: 
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Bhimer-Morel:  Handbuck  dea  Bundefsta  atsreilits,  III,  S. 
637. 

2.  Para  demostrar  la  doctrina  y  la  práctica  de  esta  parte  del 
derecho  que  hemos  mencionado,  hay  que  recurrir  especialmente 
á  la  ciencia  jurídica  italiana;  y  el  juez  arbitro,  al  resolver  en  fa- 
vor del  Perú,  rendirá  al  mis'uo  tiempo  homenaje  á  los  juriscon- 
sultos y  á  los  sabios  de  la  ltali»i. 

En  efecto,  son  los  jurir-'coiKSultos  italianos  los  que  insisten  rigu- 
rosamente en  observar  ¡a  diferencia  entre: 
a)  la  competencia;  y 
1>)  la  jurisdicción  ó  la  competencia  internacional. 

En  primer  lug.ir,  nos  referimos  en  cuanto  á  ésto,  al  memorial 
italiano.  Es  cierto  que  podría  uno  suponer,  al  leer  este 
pasuje.,  que  dicha  distincjón  no  ha  tenido  lugar  sino  algunas  ve- 
ces; más  esto  no  significa  nada.  Al  contrario,  es  necesario  de- 
mostrar aquí,  de  una  manera  especial,  que,  según  la  concepción 
casi  unánime  de  lt)S  jurisconsultí^s  italianos,  y  según  la  jurispru- 
dencia constante  de  los  Tribunales  italianos,  la  competencia  está 
estrictamente  separada  de  la  jurisdicción,  y  que,  por  consiguiente, 
las  sentencips  pronunciadas  por  Tribunales  extranjeros  no  son 
ejecutables  en  Italia,  aun  cuando  se  hubiese  celebrado  un  Trata- 
do con  los  Editados  que  las  han  pronunciado. 

Hace  mucho  tiempo  que  se  estableció  á  este  respecto  una  juris- 
prudencia apoyada,  sobre  todo,  en  el  Tratado  con  Francia  y  que, 
naturalmente,  se  ha  ocupado  del  famoso  artículo  14  del  Código 
Civil  francés. 

Esta  úitima  disposición  legislativa  figura  también  en  las  reso- 
luciones recientes  del  Tribunal  Federal  (A.  E.  XXV,  lérie.  parlie, 
j).  93)  relativajnente  á  la  interpretación  del  Tratado  franco-suizo, 
y  al  art.  59  de  la  Constitución  Federal. 

En  cuanto  á  lo  que  acaba  de  aducirse,  hay  que  consultar  los 
juristas  siguientes: 

G.  Norsa,  en  Revue  de  Droit  International  IX,  1877,  p.  213 
(N?  256). 

Es  preciso  distinguir,  como  último  análisis,  el  hecho  de  saber 
•i  el  Tribunal  extranjero  tiene  jurisdicción  para  saber  si  es  com- 
petente, con  arreglo  á  la  ley  extranjera  No  hacer  esta  dis- 
tinción entre  la  jurisdicción  y  la  competencia,  sería  exponerse  á 
graves  inconvenientes  y  confundir  cuestiones  de  derecho  público 
internacional  con  cuestiones  de  derecho  público  interno. 

El  mismo  jurista  expone  lo  que  sigue,  p.  203  y  209. 
La  instancia  de  excqiKatiiVf  al  ser  establecida  con  el  fin  de  favo- 
iX'cer  la  administríición  de  la  justicia,  tiene  también  por   objeto 
cautelar  la  soberanía  nacional  é  impedir  que  luá -derechos   acor- 
dados á  las  partes  por  una  sentencia  extranjera,  no  estén  en  con- 
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tra(3¡cci6n  con  las  leyes  de  orden  público  6  con  el  derecho  públi- 
co del  Reino. 

En  efecto,  podría  sufrir  detrimento  el  sistema  de  juristliocióri 
de  las  autoridades  nacionales,  y  el  Derecho  Público  interno  del 
Beino,  si  el  ciudadano  italiano  fuese  citado  ante  un  Tribunal 
extranjero,  en  virtud  de  alguna  disposición^excepcional,  contra- 
ria á  las  reglas  universalmente  aceptadas  sobre  la  competencia. 
Tal  es,  por  ejemplo,  el  artículo  14  del  Código  Civil  Francos  que 
permite  citar  al  extranjero,  aun  cuando  no  resida  en  Francia,  an 
te  los  Tribunales  franceses,  para  la  ejecución  de  obligaciones 
contraídas  en  país  extranjero,  a  favor  de  un /ranees.  Esta  dispo- 
sición es  complolamente  contraria  á  las  reglas  generales,  según 
las  cuales,  el  Tribunal  competente  es  el  del  domicilio  del  deudor, 
ó  el  del  lugar  fijado  por  los  contratantes  para  la  ejecución  de  las 
obligacionc5»,  ó  el  en  qiie  se  encuentra  el  objeto  en  litigio. 

Norsa  termina,  su  sabia  disertación,  con  las  palabras  siguien- 
tes (p.  209): 

«f  tíi  resulta,  pues,  del  examen  de  los  Tribunales  italiano?,  que 
la  sentencia  del  Tribunal  extranjero  afecta  las  reglas  normales 
de  jurisdicción  y,  por  consiguiente,  el  orden  público  interno,  tie- 
nen plena  libertad  para  no  reconocerla  como  competentemente 
pronunciada,  3'  negarle  la  ejecución.  » 

G.  Fu.sinato. — L'essenzione  del  le  sentonzo  straniere  in  materia 
civile  e  comerciale,  1884. —  K.ste  jurisconsulto  termina  su  Siíbia 
disertación,  j).  ^7,  como  ¿igvie: 

Kisultadunque  chiaríí=?im()  che  la  difrtribuzione  dolía  ghirisdi- 
zione  fra  i  (llílurenti  Stüti  equindi  la  riscrca  se  nolla  specio  la  giu- 
rifdizione  com^.eta  aquella  deterniinata  suvranitá,  líon  é  qnc^tio- 
ne  che  posso  venire  ri&^oluta  sí^Vondo  hi  Ici^g-o  pnrticolare  <iei  luo^^o 
dove  la  se:ítenzít  vfHíne  pronunziata;  ben  í^i  s^'Condo  le  rególe  del 
dirito  internazicnale. 

Y  en  las  páginas  131  y  132,  esta  autoridad  en  materia  de  Poro- 
che  luteruacií'nal,  resume  lo?  piincipios,  scin'in  los  maleóla  ejecu- 
ción de  jí»s  srniencias  extranjeras  dobe  ser  denogada.  Por  lo  que 
al  presente  diferendo  respecta,  conviene  citar  un  pasaje  do  (|í»nde 
resulta  que  la  ejeoución  no  dtlie  sir  concedida:  quando  in  con- 
formitá  dclla  Icgge  nation'd,  overo,  nolla  nianoanza  ui  dií^pr»of. 
cicni  espres^o  di  qresta,  in  contorniitá  doi  principii  dtd  Diritto 
Internazionahí  la  giuriso^zione  \>i^v  zindioare  di  quolla  caiijsa  fos- 
se  ri'ervata  ai  Tribunali  dello  Stato  <love  si  ogita  il  giudizit)  di 
delihazione. 

Fr.  Ricci.  Commonto  al  Hodice  di  Procodura  italiano  7  í>íL 
Tirengi,  i8U5,  vol  III.  n"  610,  p.  (>G7  e  GGS. 

E^te  autor  se  funda,  en  primer  lugar,  en  la  consideración  de 
que  Ja  competencia  de  los  Tribunales  extjanjeros  debe  doj  onder 
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del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia.  Pero,  agrega  in- 
lYiediatamenie  después,  una  restricción  de  principio  que  dice 
ttóí: 

Questo  principio  sofre  ocoezioae  nel  caso  in  cui  le  vonne  sulla 
competenza  dei  gnidici  stranieri  constifcuiscoiio  uúa  violazione 
•del  nostro  dirito  publico  interno. 

Y  en  apoyo  de  esta  conclu -ion,  Rioci  dice  (p.  668). 

L^  leggi  di  ciasouna  Nazione  non  possono  permitere  che  i  ci- 
ttadini  siano  abanaonati  totalmente  alia  discrezione  dei  majii^- 
gistrati  di  altra  nuzione,  anclie  cuando  la  gcienza,  la  prattioa  «^ 
gli  usi  civile  notí  cousentano  che  i  niagist^ati  d'uno  Stato  pos-i- 
no  giudicare  la  causa  «Vuna  straniero.  Ogni  qualvoltae  dunqne 
la  norme  sulla  competenza  d^'i  TrihnnRli  stranieri  violano  i!  nos- 
tro diritto  publico  ii  t*  rno,  con  lo  stabiüre  a  riguardo  dei  cuitt  li- 
iii  dello  stato  una  compettnze  cccezionale  ó  odiosa,  non  pió  la 
sentenza  fstera,  chequelle  norme  ha  aplioato,  esrere  dichiarata 
csecutiva  nel  ic?no. » 

Un  solo  jurista  italiano  es  de  opinión  contraria,  y  os  el  úni^.o 
citado  en  el  memorial  de  Italin.  Véase: 

L.  Mattirolo:  Tratatto  di  diiitto  giudiziario  civile  VI,  Is?  1214 
;y  1245,  p.  953,  90'4. 

Este  jurisconsulto  rechaza,  o«  cierto,  la  diferencia  estab^eci  la. 
pero  admite  que  la  dv^ctrina   y  la  práctica  no  son  ^e  su  opiniú  »: 

IjV;pinione  che  abbiano  or  orí?  rspresa  si  puó  diro  é  i-espin'a 
dalla  qua^i  coneorde  giurisprud^nza  e  dalla  previUente  doltrina, 
perquanto  si  riferise  alia  quei?tion3  di  giurislizione. 

Con  r€sj)eoto  á  las  observaeionís  kM  memorial  ilnliano,  no.«í4'n 
-estas  completamente  clarar?.  Lg  (loctrit)a  y  la  práctica  son  cjui 
unánimes  en  Italia,  en  el  sentido  indiíaioy»y  Matürolo  es  el  úni- 
*co  que  se  opone  á  ellis,  pero  admito  también  ser  61  el  únioo  de 
Aal  opinión  como  acabamos  de  niMuifestar. 

La  observación  contenida  en  el  mismo  memorial  italiano, 
de  que  Calvo,  Derecho  Internacional  If,  p.  3G1);70,  inspirado  por 
ol  italiano  Mattirc)lo,  haya  admitido  su  manera  do  ver,  es  comi- 
})letaínente  inconipren-;iÍ)le.  Calvo  no  dice  una  pahíbra  de  tod.i 
osta  controversia.  Adem  \s,  es  inoíicioáo  el  comprobar  que  el  me- 
morial italian  )  se  apoya  en  el  jurisconsulto  franeés  Mon  aü. 
A'ease  á  este  respeto: 

r.  Monau:  nffets  internniionaux  des  jugemen's  eu  matiéiv 
civil- (18S1)  p.  210,  N.'20r): 

ir>y  (MI  hi  It  lila  nüillc  idi,  l.\  m  iteria  o^tá  r\ii;id\  por  lo^  ar- 
tículos OH  V  ^ia:.l:(Mtv*•?  d  »I  í'V)  liir  )  de  Piv>.*e  li'ni:.'.:it)  Civil 
..IS''.."),  repro  lu'/i'-iido  el  Có  ii^»  sar  lo  tío  183".*  v  o  >r  los  artí'vil 
]0  á  12  d'  las  di  ^j>)'^i.?i  xie-í  pi' *l¡'nin:ne-'  d  ;!  (';>ÍÍlí)  Civil.  E-i  ♦: 
tcxtoá  h,\n  lijciio  dos:ip:ireeer    la   necesidad    de    reciprocida  1;  .  1 


•  \ 
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^exequátur  será  acordado  mediante  la  reunión  de  las  condiciones 
siguientes: 

1*  que  la  sentencia  haya  sido  pronnnciada  por  un  Tribunal 
comf>€tente:  en  prircipio,  la  competencia  debe  ser  apreciada  se- 
gún la  ley  del  país  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada;  pero 
se  rechaza  la  competencia  excepcional  del  art.  14,  Código  Civil 
francés  y,  en  general,  toda  regla  que  afecte  la  competencia  nor- 
mal de  los  Tribunales  italianos. 

De  esta  citación  resulta,  que  el  memorial  se  apoya  sin  razón  en 
Moreau.  Este  jurista  se  declara  enérgicamente  opuesto  á  la  opi- 
nión que  sostiene  la  Italia. 

3.  Para  aprecior  el  alcance  del  heqho  que  la  doctrina  y  la 
práctica  en  Italia  niegan  la  ejecución  de  las  sentencias  francesas 
cuya  competencia  eslu  basoda  en  el  artículo  14  del  Código  Civil, 
es  preciso  advertir  que  entre  estos  dos  Estados  existe  un  Tratado 
que  determina  especialmente  la  cuestión  de  la  ejecución  de  las 
sentencias.  Este  Tratado  es  el  franco-sardo  de  1700,  perfecciona- 
do por  la  declaración  de  V'  de  }-:etiumbre  de  1860. 

A.  Weiss,  en  su  obra  «Traite  elémentaire  du  Droit  internatio- 
«al  privé;  2e.  ép.  1890,  p.  G3S/3Í)'>,  so  expresa,  al  respecto,  de  la 
manera  siguiente: 

La  Cofte  á  quien  se  ha  podido  el  cyieqaátiir  está  en  el  caso  de 
inhibirse  de  la  revisión  de  las  seíitencia  extranjeras;  su  examen 
no  debe  extenderle  más  que  á  tres  puntos: 

1)  Si  el  Tribunal  extranjero  era  competente   para   pronun- 
ciarla con  arreglo  á  las  leyes  del  país  á  que  pertenece; 

2)  Si  el  demandado  ha  sido  debul.imente  citado,  y  si  ha 
-comparecido,  ó,  por  lo  menos,  si  si  rebeldía, se  ha  hecho  constar 
en  debida  fornia; 

3)  Si  el  orden  público  no  se  viere  afectado  por  la   sentencia 
-extranjera. 

En  cnanto  á  la  primera  suposición  (n?  1),  W^iss  hace  notaren 
la  observación  4^  a'S'xw  embürg),  los  Tribunales  italianos  se  nie- 
gan a  reconi)cor  la  competencia  excepcional  organizada  en  pro 
de  lui estros  nacionales  por  el  art.  14.» 

Véase  lo  que  dice  Giaüz^ina:  Lo  straniero  nel  diritto  civile  ita- 
liano vol.  I,  parte  III,  nV  114,  p.  77. 

Este  jurista  dice,  con  rcspc^eto  al  art.  44  del  Código  Civil 
Francés: 

II  nosiri  magistrati  italiani  al  fixri  degli  scritori  francesi,  han- 
no  liconoHciuto  sempre  (piesto  articolo  como  esorbitantc  ad  ogni 
principio,  cui  devonsi  iniormari  i  rapj)orti  ira  i  popoli  civili. 

Partiendo  de  este  punto  de  vista,  y  durante  los  últimos  diez 
años,  no  se  ha  reconocido  en  Italia  ninguna   sentencia   pronun- 


—  552  — 

ciada  por  Tribunales  franceses,   siempre   que  estos  Tribunales 
han  basado  su  competencia  en  el  famoso  art.  14  ja,  citado. 
Ricci  cita  (p.  668  y  669)  toda  una  serio  de  sentencias: 

1)  Corte  de  Apelaciones — Lucca,  27  Abril,  1869  (annali  1. 2^ 

287) 

2)  j»  y^  Florencia,  7  Abril  1869  (anali  IV^ 

2,98) 

3)  »  i>  Turín,  30   Octubre,    1874  (Race. 

XXII  2   112^ 

4)  »  i»  Génova/4  Abríl,  1881  (XXXIIT, 

2,  246)  y   14   de   Julio,    1882 
(XXXIV,  2,  482) 

5)  *  »  Mesina;  5  Setbre.  1881   XXXIV, 

2,16) 

6)  »  »  Turín,  16  Junio  1886  (XXXVIIT, 

2,    604)    y    30    Agosto    1887 
(XXXIX,  1,  1683) 

Estos  h^xhos  prujehin  de  u*ia  ¡nii'ira  irrefutable,  que  la  celebra- 
$ión  de  ua  tratado  no  trae  nccssnriam'^nfe  consigo  el  recoyiocimi^iito 
general  y  recíproco  de  todos  losfueros^  s^ino^  al  contrarió,  la  denega- 
cien  d^í  los  fueros  excepcionales. 

He  aquí  !o  tjnico  que  muy  espxíialm  íute  está  conforme  con  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia  de  [ralia. 

4. — Las  explicacione??  que  acaban  d?^  hacerse  se  relacionan 
muy  de  cerca  con  los  proyectos  de  tratad  )í  do  los  distintos  esta- 
dos de  Sud- América,  en  materia  de  dcTcviio  iiiiernacional. 

Es  preciso  tomar  en  corisi'lor  ición: 

a)  Art.  42  del  proyecte»  d'd  tnitalo entre  el  Perú,  la  Argenti- 
na, Chilo,  Bolivia,  el  Ecuador,  Vene/AioU  y  Costa  Rica  de  1878^ 
y  citado  en  la  obra  de: 

Meite:  die  kodificntion  de.s  intornatioíiíileii  civil  und  Han- 
delsrochts.  Eine  Materialei — streoh'iiig  dor  urteile  und  anderer 
jurisdiktinnellpr  akte.) 

Der  ersuchte  Richter  komruL  dcni  Ersuchen  nach  unter  Be- 
abrichtung  der  Verschrifteu  in  ar.  54. 

Y  el  art.  51  á  que  se  hace  reforcncia  aquí,  dice  lo   que  sigue: 

Gesetze,  Urteile,  Vertíígo  und  juristií-lv^  Aktf>,  welche  ihren- 
Ursprung  im  Auslanden  hatton,  werdeii  iiu  Inlande  nur  beach- 
tet,  soweit  sic  nícht  mit  der  polisliohen  verfasung,  den  gesech- 
zender  ófFentliclien  Ordnuncr  od'dv  den  í.»  irten  Sitten  unvertrá- 
glich  s?ind. 

b)  art.  5  del  proyecto  de  tratado  de  Montevideo  en  materia  de 
procedimiento  (1888),  impreso  por  Seg  >via.  El  derecho  interna- 
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cioD al  privado  y  el  Congreso  Sud-Americano  (1889)  p.  244-250. 
Se  expresa  de  esta  mane  ra: 

Las  sentencias  v  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civiles  y 
comerciales  en  uno  de  los  estados  signatarios,  tendrán  en  los 
territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  on  el  país  en  que 
le  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  sio;uÍ6nt«s: 

a)  que  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido  por  tribunal 
competente  eu  la  esfera  internacional  A.  Prince:  El  Congreso  de 
las  Américfts,  1889-1890  (Parii  1891)  p.  720. 

La  ex¡)r€sión  tren  la  esfera  internacional»  es  en  extremo  imporinu" 
ie  y  está  perfectameíite  de  acuerdo  con  la  distinción  de  la  competen' 
cía  y  d$  lajarisdíccióyi  adoptada  por  la  doctrina  bañada  en  los  pru- 
dentes de  la  ciencia  y  de  la  práítica  italianas.  Queda  también  es- 
tablecido según  los  tratados  de  la  América  del  Sur,  que  el  tri- 
bunal del  lugar  de  ejecnción  tiene  el  derecho  de  hacer,  de  motv, 
propio,  el  examen. de  la  cuestión  de  saber,  si  el  tribunal  que  ha 
pronunciado  la  sentencia  tenía  la  juiisdicción  qu«  requiere  el 
derecho  internacional. 

El  acuerdo  sobre  la  interpretación  habida  entre  Italia  y  el 
Perú,  en  1874,  manifestnban  plenamente  la  opinión  de  ser  am- 
bos, á  pesar  del  trata<lo,  recíprocamente  libres  bajo  el  punto  de 
vista  déla  salvaguardia  de  los  priiicipios  de  derecho  internacio- 
nal en  materia  civil.  Sobre  esto,  es  inútil  indiciar  el  hoc'io  de 
que  en  literatura,  se  da  inutha  iin[X)rtancia  á  los  pr  )Yectos  de 
los  tratador  <le  la  América  del  Sur.  Véanse  p.  ej.: 

Meile.  Das  internationalr  civil  und  Handelsrecht.  Ein  Han- 
dbuch  1202  I,  S.  18  n.  182. 

La  expresión  precisa  contenida  en  lo.=?  tratado?  de  los  estados 
de  la  América  del  Sur  se  rc[)roduce  en  el  coligo  de  jiri^cclimieii- 
to  de  Venezuela  (1897),  el  cual,  en  su  art.  714,  sohiv  la  cui\st.ión 
de  conceder  el  exequátur  á  una  sentencia  extranjera,  dice  que  es 
necesario  examinar  así: 

Ha  sido  pronunciada  for  una  autoridad  judicial  conip-^tonte 
•nía  esfera  internacional  y  que  no  ?o  haya  arrebátalo  á  Wnc- 
zuela  la  jurisdicción  qoo  ],•  corres] >ondiera  para  con -cer  <lol  ne- 
gocio según  sus  leyes  ó  /•»•}  prect'ptos  del  derecho  intcm^rionaL 

Esta  citación  es  sacad;»  de  la  obra  "de  Mattirolo,  i\',  p.  95G. 
Anotación. 

5 — En  el  presente  caso,  los  tribunales  italianos  se  apoyan  en 
una  competencia  que  no  existe  en  el  sentido  internad onul^  sino 
en  la  de  los  tribunales  peruanos. 

Véase  sobre  esto: 

a)  la  sentencia  de  la  Corte  Superior  de  Lima  del  9  Agosto 
1897. 

b)  la  resolución  del  Código  de  Procedimiento  civil  del   Perú 

70 
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(Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  Civi  )  de  1853 — art.  1 16. 

«Toda  persona  tiene  derecho  para  no  ser  demandada  sino  ante 
el  juez  de  su  fuero.» 

Por  lo  que  respecta  al  objeto  de  la  causa  sentenciada  en  Ita- 
talia,  el  domicilio  (f»l  asiento)  solo  do  la  sociedad  era  competente. 

Esto  ha  sido  demostrado  de  una  manera  evidente  y  decisiva 
por  la  sentencia  de  la  Corte  de  Lima.  Véase  también: 

Gianzana:  Lo  stranieri  nel  diritto  civile  italiano,  vol.  I  par- 
te III,  n9  134,  p.  88. 

Anche  nel  Perú,  la  regola,  é,  che  Tttore  debba  seguiré  il  foro 
del  conven  uto. 


IIL 

«Según  la  doctrina  del  derecho  do  procedimiento  civil  inter- 
«  nacional,  es  preciso  interpretar  el  tratado  entro  Italia  y  el  Pe- 
«rú  en  el  sentido  deque  ninguno  de  los  dos  estados  está  obligada 
«reconocer  un  íuero excepcional  del  «lerecho  interno,  ni  á  ejecu- 
«tar  las  sentencias  pronunciadas  sobre  esta  base.» 

Por  esta  razón  más,  la  cuestión  suscitada  por  la  convención 
arbitral  debe  ser  zanjada  á  favor  del  Perú. 

1 — Hay  que  tomar  en  consideración  una  oi)inión  á  la  que  s« 
atribuye  un  gran  valor  en  materia  de  derecho  internacional  pri- 
vado, porque  es  fruto  de  estudios  provenientes  de  diferentes  in- 
ternacionalistas. 

El  instituto  de  derecho  internacional  ha  dictado  conclusiones 
referentes  á  la  competencia  délos  tribunales  que  dicen  lo  qu* 
«gue: 

(Anuario  L  1877,  p.  125) 

Las  reglas  uniformes  concernientes  a  la  competencia  de  lt>« 
Tribunales;  regla  cuya  utilidad  ha  sido  reconocida  por  el  institu- 
to en  la  sesión  de  Ginebra,  deberían  tener  por  base  los  princi- 
pios siguientes: 

a)  El  domicilio  (y,  subsidiariamente,  la  residencia)  del  deman- 
dado, en  las  acciones  personales  ó  q  ic  se  rt^íieren  á  bienes  mue- 
bles y  íi  la  situación  de  los  bienes,  la--  acciones  realeí  que  so  re- 
fieran á  los  inmuebles  deben,  por  lo  recular,  determinar  la  com- 
petencia del  juez,  pal  vo  la  adopción  ti  t-  fueros  excepcionales  con 
respecto  á- cierta  categoría  de  litigantes. 

b)  en  cuanto  á  la  regla  que  precede,  su  efect©  será,  que  el  jueE 
«ompctente  que  resuelva  ua  proceso  no  pertenecerá  sien)j)re  al 
país  cuyas  leyes  rijan  ios  informes  de  derecho  materia  del  pre- 
sente proceso.     Sin  embargo,  la  adopción  de  los  fueros  excepcio- 
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nales  (mencionados  en  letra  a)  deberá,  sobre  todo,  reducirse  á 
hacer  resolver,  hasta  donde  sea  posible,  por  los  jueces  del  i)aís 
cuyas  lej'es  rigen,  un  informe  de  derecho,  los  procesos  concer- 
nientes á  ese  informe;  por  ejemplo,  los  procesos  cuyo  objeto  prin- 
cipal es,  hacer  que  se  resuelvan  las  cuestiones  de  listado  ó  de  ca- 
rácter personal  por  los  Tribupales  del  país  cuyas  leyes  rigen  lo» 
estíi tutos  personales,  etc. 

Según  el  parecer  del  ¡Hstituto,  es  preciso  examinar  en  cada  ca- 
so particular,  si  la  competencia  de  los  Tribunales  está  basada  en 
el  terreno  del  Deiecho  Internacional.  Esta  interpretación  es 
también  la  de: 

Menger:  System  des  ostcvreiclnVchen  civil  prozessrechts  in 
rechtsvergleichender  Darstellung.  Wien,  187G,  I.  S,  180  m.  181. 
Esto  jurisconsulto  se  expresa  de  esta  manera:  üie  richtige  An- 
siclit  ist,  dass  jene  frage  ais  eine  internationale  RecliLsTrage  za 
betrachten  stanten,  sondern  nucli  aügemeinen  volkerrichtlichen 
prinzipi<>n  zu  benetelen  ist. 

De  esta  manera,  Meu'^er  no  reconoce  de  Derecho  Internacio- 
nal, sino  los  íu^ros  siguientes: 

a)  el  cU'l  domicilií^; 

b)  el  de  la  cosa  ubicada  (rci  sitao). 

Agrega  Meiíger  (p.  184)  que  las  demás  jurisdicciones  designa- 
das por  algunos  autores  cuno  internacionales  (la  jurisdicción  del 
fallo,  del  contrato  y  de  la  gerencia),  son  más  bien  de  carácter  lo- 
cal, y  por  ista  razón  no  son  gener») mente  reconocidas: 

«Sie  k<)i  nen  daher  auch  nicht  die  internationale  Kompetenz 
des  auswíirtigen  G  richts  begründen,  insofeín  sie  nicht  im  Ver- 
haltniss  zu  cinzelnen  Staatc  u  durch  besondere  Recutsvorschrift 
zu  diesem  Zwecke  für  genügend  erkiart  worden  slnd.  » 

Menger  llama  también  la  atenci''»n,  con  justicia,  al  hecho  de 
que  un  Estado  no  yuude  contentarse  con  la  existencia  de  lacom- 
]>etfncia  de  un  Tribunal  extranjero. 

Véai-e  Mci;gor:  a.  a.  o.  S.  178-179. 

Menger  a<;r(  ga,  con  razón,  que  debe  rechazarse  cualquier  otra 
opinión,  |-.or«}ue,  al  aceptarla,  Ims  disposiciones  de  competencia 
del  deí'eclio  extranjero  scíji  á  !nf»nudo  en  extremo  iiijusUis  y  ve- 
jat:irias,  y,  por  consiguiente,  in;i»lraisibles  para  la  viila  interna- 
cional. 

2.  Ademán,  es  preciso  in^i-lir  a<)uí  en  que  el  foriui  contractii8, 
y  especia! mon tí  el  creado  p  >i*  los  Ti'ibuiiales  italianos,  equivale 
á  uiwi  p'.ira  ílcrión  omc  dtho.  [xvíV-vóo  en  parangón  con  el  art.  14 
del  Código  Civil   hiiiU'í'S. 

Tero  prcH-isíunentH  así  corno  los  Tribunales  italianos  no  han 
ojecutadü  hts  ^-oiitoncias  íVniírc-i^íis  contra  italiano^,  no  obstante  el 
Trat.a<lj  y  el  artfoulo  11  del  Có^iigo  Civil,  las  sentencias   italia- 
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mas  pronunciadas  contra  peruanos  n#  «leben  tampoco  ser  ejecü' 
tadas  en  el  Perú,  si  se  acepta  mediante  una  ficción,  de  que  lo» 
peruanos  habitant€s  del  Perú,  6  una  sociedad  peruana  co»  asitn- 
to  legal  en  el  Perú,  pueden  ser  juzgados  en  Italia,  art.  105,  níim. 
2,  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil:  no  puede  ser  rtconocido 
en  materia  internacional. 

3.  Un  imternacionalista  tan  etninente  c#mo  el  señor  v.  Bar 
demostraba  que  se  podría  designar  el  forum  contractas  como  /o- 
rum  de  la  chicana  internacional.  Véase  v.  Bar: 

Theorie  und  Praxis  des  internationalen  Privatrechta  II,  S. 
444. 

En  efecto,  no  se  debe  «suponer  que  el  Tratado  celebrado  entr» 
Italia  y  el  Perú  haya  sido  con  el  objeto  de  sancionar  e-:eforwit 
de  la  chicana  internacional. 

4.  En  aquellas  partes  donde  los  contratantes  han  querido  re- 
nunciar á  todo  examen  do  la  conijietencia  del  país  de  ejecución, 
lo  han  hecho  erprcsisvcrbis.  Y  aun,  en  tal  caso,  no  han  dejada 
de  agregar  algunas  reservas. 

E^  preciso  comparar  al  respecto  la  convención  entre  el  Gobier- 
no del  Gran  Ducado  de  Badon,  con  el  imperio  de  Austria,  sobre 
la  ejecución  de  las  sf-ntencias  prommciadas  en  materia  de  Dere- 
cjio  Civil;  convención  celebrada  cu  183S,  modificada  en  ISoG. 

Hállase  insnrta  en  la  obra  do: 

Kah:  Die  Ftíiatsvertiigo  ve.  Vereinb.irungen  des  deutschen 
Reichs  es  d -s  í  r'o>herz()i;tum^  Biilen  nnit  ausiandischcn  Staaten, 
]889 — S.  6-")~f>i),  (lomle  se  dice; 

Ruhtsknifíivj;'  L'rteilo  welche  vou  den  competcnton  k  k.  ees- 
terreichisrlirn  (l.-richteu  in  Civürulit-^fallen  geíallb  w-urden;  sind 
auf  Ansuclu^n  des  urtcMlenden  Richtcrs  von  (U^n  Gra.sáli  Gerich- 
ten  in  Val!/u.o  zu  srtzen. 

Die  Fra^^c  el)  das  k.  k.  oe?t.('rreicliisch  Goriht,  dossen  Anteii 
Vullzaí^  ovhriK'lit  wcnlen  solí,  zur  Entsclieiduug  komi»ctent  war,. 
ist  nací  I  (!»'"  k.  k.  oesterrcicliis^heu  G.sftzijjebMng  zu  beurU'ilcí^ 
u.  in  drr  iv-m-l  keincr  noclunals'^eu  Prüf'unp:  zu  unlerzichen, 
sonderu  í1¡<  ICklaruncj,  wolrlio  das  requirió -ích  Gcricht  in  die-' 
ser  Y>e'/Á\.^  ur-j;  ausdrüiklich  oder  stillschweií::eiid  gegeben  hat,. 
ais  nias-"g.  ix  ;h1  anzuschen. 

Sóllioi)  sicli  jodoch  geg(Mi  diese  Ei'klürung,  erhobliche  Zweifet 
anfdriugen  uiUu*  von  der  Partei,  zwischen  wehdie  da.s  urteil  zum 
Vallzug  komen  solí,  vorgcbraclit  W(Tden,  so  sin  ohne  anordnung 
einer  Parteinerhandlung,  die  z\vcif(?l  dera  k.  k  Geriehte,  welchts- 
um  die  Vallstreekung  ersucht  hat,  bekannt  zu  machen. 

AVenn  die  Aufklarung,  welche  das  letztere  erteilt  ais  genegend 
^rscheint  so  ist  die  Vallstreekung  zn  verfügen,    im    entgegenge- 
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setztcn  Fall  aber,   &ind   die   Bedekea   diesseitigen   Miiiistcrinni 
vorzatragen  u.  dessen  Verfügung  abzuwarteii. 


CONCLUSIONES 


El  Gobionio  do  la  República  del  Perú  abriga  la  plena  espe- 
raii/.a  de  qia  la  scatcMicia  arbitral  será  pronunciada  á  su  favor. 
Por  la  resolución  en  este  sentido,  el  Tratado  será  racionalmente 
inter{)rctado,  aún  cuando  la  causa  concreta  del  altercado  requie- 
ra una  reforma  del  derecho  tal  como  existe,  y,  es  de  esperarse 
que  la  sentencia  arbitral  á  favor  del  Perú  producirá  el  mejora- 
miento del  Tratado. 

Rheinfeldcn,  Junio  23  de  1902. 

Toribio  Sanz. 


SEGUNDA  RÉPLICA  DEL  GOBIERNO  ITALIANO 

Aprovechando  de  la  facultad  que  el  arbitro  ha  acordado  á  las 
jíartes  por  su  decreto  de  ü  do  Febrero,  y  por  sus  notas  de  12  de 
Abril  y  26  de  Mayo  últimos;  el  Gobierno  italiano  tiene  el  honor 
de  compendiar,  mediante  las  observaciones  siguientes,  algunos 
puntos  del  debate  que  sirvieron  de  materia  á  sus  dos  memoria- 
les anteriores.  Absolverá,  al  mismo  tiempo,  las  nuevas  objecio- 
nes contenidas  en  la  réplica  de  la  parte  contraria. 


El  Gobierno  peruano  insiste,  ante  todo,  en  la  relación  que, 
á  su  modo  de  ver,  debe  existir  entre  la  sentencia  arbitral 
futura  y  el  proceso  que  ha  motivado  el  arbitraje. 

El  Gobierne  del  Rey  cree  deber,  á  su  vez,  insistir  en  el  carác- 
ter general  de  la  cuestión  sometida  al  examen   del    arbitro    Ha- 
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mado  á  resolver,  en  interés  público  permaaente  (el  de  las  reía- 
ciones  jurídicas  entre  las  autoridades  y  ciudadanos  de  ambos 
países)  una  controversia  surgida  entre  los  dos  poderes  sobera- 
nos. Tal  es  el  fin  y  objeto  del  compromiso  que  debe  servir  de 
base  para  la  sentencia  arbitral. 

Corresponde,  además,  al  arbitro,  interpretar  el  carácter  y  I03 
términos  del  compromiso,  á  íin  de  penetrarse  de  la  extensión  de 
la  jurisdicción  que  se  le  confiere,  y  del  contenido  del  laudo  que 
se  le  pide. 


Las  consideraciones  (le>'ari'o!!a*las  en  la  primera  parte  de  la  ré- 
plica de  la  contraria  pueden  rt\su:nirso  así: 

Desde  que  el  artículo  18  del  tratado  de  187-1  no  zanja  la  eues- 
ttión  respecto  de  la  ley  srgún  la  cual  debe  establecerse  la  compe- 
tencia del  tribunal  que  ha  pronunciatlo  la  sentencia  que  debe 
ejecutarse,  las  autoridades  judiciales  do  los  dos  países  encarga- 
das de  una  demanda  de  exequátur  son  perfecta  mente  libres  para 
seguir  el  examen  de  esta  cuestión,  ya  sea  según  sus  propias  le- 
yes nacionales,  ya  según  estas  leyes  y  las  del  estado  donde  la 
sentencia  ha  sido  dictada.  E^te  sería  el  medio  de  hacer  menos 
oneroso  el  compromiso  de  que  se  trata  y,  por  consi^i^uiente, 
sería  «la  explicación  más  fiel»  del  silencio  del  tratado  de  1874, 
en  atención  á  los  principios  que  rigenla  interpretación  de  los 
tratados. 

Semejante  aplicación  al  art.  18  del  tratado  i  talo-peruano,  de  una 
regla  cuyo  valor  abstracto  no  admite  discusión,  desconoce,  se- 
gún nuestra  opinión,  el  carácter  y  la  estructura  lógica  de  las  dis- 
posiciones que  este  artículo  contiene.  El  descansa,  en  efecto,  en 
el  propósito  que  tuvieron  las  altas  partes  contratantes  de  esta- 
blecer en  el  terreno  jurídico,  y  en  pro  del  interés  común  de  am- 
bos países,  una  unión  más  íntima  y  más  segura  que  la  que  re- 
sulta de  recurrir  simplemente  á  las  leyes  nacionales  respectivas. 
La  renuncia  de  los  dereclios  soberanos  que  el  representan- 
te peruano  cree  ver  en  toda  ejecución  acordada  á  las  sentencias 
de  un  tribunal  extranjero,  no  Cií,  en  el  fondo,  sino  la  aidicacion 
del  principio  de  la  comunidad  jurídica  internacional,  en  favor 
del  país  á  que  este  tribunal  pertenece;  ella  reabría  la  amistad  y 
la  confianza  solemnemente  {)aetad  is  entre  los  dos  estados  por  «I 
tratado  que  la  sanc'ona;  ella  es,  á  la  vez,  la  contraparte  r4CÍ[)ro- 
ca  de  las  ventajas  niút'.i<Ms,  asegúralas  en  esto  j)articular,  por  el 
tratado  á  los  ciudadanos  respectiv  )S.    St)n,  pue?,  estas  ventajas, 
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esta  confianza  y  esta  solidaridad  las   que  se  limitarían  al  limi- 
tarse la  aplicación  del  acuerdo  de  que  se  trata. 

El  principio  que  á  ese  respecto  constituye,  en  adelante,  la  re» 
gla  y  el  fundamento  común  de  derecho  entre  los  dos  estado?,  es- 
tá claramente  formulado  en  la  primera  parte  del  artículo  18. 
Los  párrafos  siguientes  no  hacen  más  que  restringir,  nnediante 
algunas  reservas,  su  extensión.  Estas  reservas  y  no  esta  regla  (al 
revés  de  lo  que  resulta  de  los  razonamientos  desarrollados  por 
la  parte  contraria)  encierran  por  consiguiente,  y  precisamente 
porque  no  son  sino  reservas,    una   mterpretacwn   restrictiva. 


La  tesis  del  Gobierno  peruano  contrarrestaría,  pues,  así  los 
fines  que  his  altas  partes  tuvieron  en  mira  en  las  estipulaciones 
de  1874.  Ella  haría  aún  más:  privaría  de  todo  valor  las  dispo- 
siciones de  que  se  trata,  al  reducir  la  fórmula  del  artículo  18,  á 
no  tenor  contenido  sus-aneial.  En  efecto,  si  realmente  «no  se  ha 
querido  resolver  la  ouestióii»  esta  frase:  «Se  examinara:  1?,  si  la 
senleacia  ha  sido  pronunciada  por  una  autoridad  jndicial  compe- 
tente» no  teii-'rííi  ninguna  significación,  porque  los  dos  Gobier- 
nos habrían  ignorado  ío  que  debería  comprenderse  por  «autorida- 
des com[)etentes.» 

Séanos  permitido  rechazar  semejante  suposición!  Solamente 
como  el  texto  del  tratido  y  los  documentos  de  la  negociación  no 
declaran  expre«amen*e,  en  cuanto  á  esto,  la  manera  común  de 
ver  do  las  altas  partes  contratantes,  es  necesario  buscar  en  otra 
parto  la  ind'cación  correspondiente.  Como  las  leyes  y  usos  en 
vigor  en  el  Perú  no  proporcionan  a  este  respecto  «reglas  unifor- 
mes, ni  principios  ciertos»  {Prady'er-Fo'fere. — De  la  condición  le- 
gal de  los  extranjeros  en  el  Perú,  en  el  diario  de  derecho  interna^  \ 
cional  privado,  J879,  pág.  267.  Véase  también:  C\  Zegarra^  eje- 
cuiíon  de  los sntfcncfas  extranjeras  en  el  Perú,  en  la  Revista  de  los 
triOvmahSj  Madiid^  18.8,  pág.  74f>);  como  el  derecho  positivo 
conqmrado  no  nos  presenta  tampoco  principios  constantes  y  uni- 
versales aplicables  á  e.^ta  cuestión,  como  se  ha  advertido  en  la 
réplica  de  la  contraria):  como,  además,  el  texto  del  art.  IS 
del  trata-lo  ifalo-pprnano  es  conforme,  sobre  este  punto,  con 
el  ait.  911  del  CóJigo  de  Enjuiciamientos  Civil  del  Reino  (así 
como  las  disposiciones  an  ilogas  de  varios  acuerdos  internacio- 
nales estipuladas  por  Italia);  así,  pues,  á  falta  de  toda  otra  fuen- 
te autorizada,  el  Gobierno  italiano  estaba  plenamente  autoriza- 
do para  sacar  de  la  legislación,  de  la  doctrina  y  de  la  jurisdic- 
ción nacional  la  indicación  que  necesitaba. 
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No  será,  sin  embargo,  demás  detenernos  ada  en  los  dos  pua- 
tgs  de  que  uos  acabamos  de  ocupar. 

Conviene  hacer  notar,  en  efecto,  que  la  concesión  estipulada 
en  el  tratado  de  1874,  de  la  cual  el  representante  peruano 
atribuye  un  mérito  especial  al  Perú,  con  respecto  á  Italia 
á  fin  de  mejor  justificar  su  interpretación  restrictiva;  entra- 
ba, al  contrario,  en  el  numero  do  la  disposiciones  legislati- 
vas del  país  (cod.  enjuic.  civil,  art.  942);  ella  no  hacía  más 
que  confirmar  y  ensanchar,  al  adaptarla  á  las  nuevas  disposicio- 
nes en  vigor  en  Italia  sobre  este  particular,  una  antigua  conven- 
ción entre  el  Perú  y  Cerdeña  (tratado  de  14  de  Junio,  1853,  art. 
11).  El  Gobierno  peruana  acababa  ile  hacer  otro  tanto,  pero  en 
mayor  escala,  en  favor  de  Solivia,  por  un  acuerdo  de  5  Noviem- 
bre, 1863;  ponía  bajo  el  mismo  pié  sus  relaciones  jurídicas  coa 
España  por  el  art.  4  del  tratado  de  14  Agosto,  187U,  y  con  el 
Brasil  por  una  cenvención  de  29  Setiembre  del  mismo  año.  Es 
de  la  época  en  que  aquellas  convenciones  fueron  celebradas  que 
datan  las  primeras  gestiones  xjntre  el  Perú  y  varios  estados  de  la 
America  meridional,  con  el  fin  de  establecer  entre  sí  una  verda* 
dera  comunidad  de  derecho  en  este  sentido,  como,  en  efecto,  se 
coubiguió  algunos  años  más  tarde,  ^en  ^^1888,  por  el  tratiido  de 
Montevideo, 

Al  presentar  al  Congreso  Nacional  la  convención  con  Solivia 
de  5  de  Noviembre,  1863,  el  mismo  Gobierno  peruano  manifestó 
en  eátos  términos  los  principios  alusivos  al  punto^que  nos  interesa, 
en  el  derecho  internacional  positivo yen  la  doctrina  europea: 
«Que  el  tribunal  haya  sido  competeide^  sea  según  la  naturaleza,  sea 
en  i  irlvd  de  convendoaes  expresas  ó  tácitas»  (Zegarra,  1.  c.  pág. 
749).  La  fórmula  no  es,  quizá,  muy  clara,  paro  no  contiene  nin- 
guna alusión  á  las  leyes  del  Estado  donde  se  pide  la  ejecución. 

En  cuanto  á  los  sistemas  adoptados  en  las  legislaciones  positi- 
vistas, puede  afirmarse  que,  según  la  práctica  generalmente 
adoptada,  por  lo  menos  en  la  época  del  Tratado  i  talo-peruano, 
el  examen  de  la  competencia  de  un  Tribunal  extranjero,  con 
respecto  á  la  ejecución  de  sus  sentencias,  debía  verificarse  coa 
arreglo  á  la  ley  de  tal  Tribunal.  Esto  se  advierte  claramente  da 
la  relación  presentada  por  Asser  al  instituto  de  Derecho  Inter- 
nacional, en  1874;  después  de  haber  examinado  los  diferentes 
sistemas  en  vigor,  declara,  refiriéndose  al  examen,  que  « no  e$ 
siempre »  según  la  ley  del  país  donde  la  sentencia  ha  sido  pro- 
nunciada que  ff  se  juzga  de  la  competencia»,  y  cita  las  leyes  da- 
nesas como  excepción  á  la  regla  general  (Revue  de  droit  íní., 
1869,  pág.  412,  y  1875,  pág.  386).  Esto  resulta  igualmente  de 
la  exposición  de  derecho  positivo  comparado,  hecha  por  Calvo, 
en  el  segundo  tomo  de  su  obra. 
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El  representante  peruano  parece  no  haber  examinado,  con  la 
atención  debida,  la  citación  de  aquel  autor  contenida  en  nuestro 
memorándum;  de  lo  contrario,  no  se  habría  permitido  declarar- 
la «completamente  incomprensible,  al  agregar:  «Calvo no  dice  una 
Mola  palabra  de  toda  esta  controversia»  He  aquí,  empero,  las  mis- 
mas expresiones  del  eminente  jurista,  al  hablar,  en  general,  de  loa 
tres  sistemas  adoptados  por  los  distintos  estado ifaiirma  que  la  eje- 
cución de  las  sentencias  extranjeras  eitá  admitida  según  uno  de 
estos  sistemas,  «baja  ciertas  condiciones  de  las  cuales  6stas  son  las 
principales:  es  necesario  que  la  sentencia  haya  sido  pronunciada 
por  un  tribunal  competente  con  arreglo  á  las  leyes  del  estado  á  que 
pertenece,  para  juzgar  el  litigio  sometido  á  su  decisión»  (Le  droit 
internatioual  théorique  et  pratique,  4  edic.  1888,  vol.  II,  page 
359);  y  al  eitar  las  disposiciones  contenidas  en  la  las  leyei  italia- 
nas dice:  «Los  únicos  puntos  que  la  Coree  tenga  que  examinar 
•onsisten  en  saber:  si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  una 
autoridad  judicial  competente  ....  «La  competencia  y  las  formas 
de  procedimiento  son  regladas  por  la  ley  del  lugar  donde  se 
ventila  el  pleito;  las  vías  de  ejecución  de  los  actos  y  de  las  sen- 
tencias, lo  son  por  la  ley  del  lugar  donde  se  procede  á  la  ejecu- 
ción.» (page  370) 

Las  objeciones  del  representante  peruano  *no  parc<*en  mejor 
fundadas  al  tacharnos  de  que  nos  «apoyamos  sin  razón  en  Moreau.» 
Léase  el  pasaje  de  su  libro  reproducido  en  esta  réplica:  (din  prin- 
cipio, la  competencia  debe  apreciarse  según  la  ley  del  país  donde 
la  sentencia  ha  sido  pronunciada.»  Moreiu  agreda,  es  cierto,  más 
sin  dar  su  opinión,  que  varias  reservas  han  sido  hechas  respecto 
de  algunas  competencias  excepcionales:  ya  sobre  esto  particular 
hemos  hablado  extensamente  en  nuestro  memore": ndum;  pero  esto 
no  basta  para  afirmar  que  aquel  jurista  se  declara  enérgicamente 
opuesto  á  la  opinión  que  sostiene  Italia. 

Puesto  que  hase  querido  combatir  de  esta  manera  nuestras 
aserciones  respecto  de  la  manera  como  las  disposiciones  en  vigor 
en  Italia  han  sido  interpretadas  por  la  doctrina  internacional; 
séanos  aún  permitido  invocar  la  autoridad  de  otro  eminente  ju- 
rista austriaco  von  Carnstein    «Wenn  das  betreffende  Aus- 

c  land  (i.  b.  Italien)  auslándische  Urtheile  anch  dann  ezequirt 
«  wenn  sie  nur  nach  dem  kuhte  des  betreffenden  auslandes  (alio 
cOesterríchs)  ven  einem  competenten  Richter  geñillt  warden...» 
(Lehrlach  des  cester.  civil,  progesruchts,  II,  §  43,  pág.  538). 
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El  representante  del  Perú  cree  nque  uu  soZo  jurista  italiano...»- 
el  único  es  cierto,  que  está  citado  en  la  memoria  de  Italia,  Matti- 
rolo,  ha  sustentado  nuestra  opinión  de  una  manera  absoluta.  Ea 
nuestra  primera  ré[)lica,  empero,  encontrará  otros:  podemos  aún 
agregar  los  nombres  de  Martenuici  (Gazzeta  légale,  1882,  pág. 
294),  magistrado,  y  de  un  joven  escritor,  I^a  Loggia,  autor  de  la 
íltima  obra  que  ha  sido  puV»licada  aquí  sobro  la  materia,  quien 
declanf  ser  completamente  de  la  misma  opinión  (La  esecusiona- 
delle  sentenze  straniere,  1902,  n.  92Ü-230,  pag.  30 1  y  siguien- 
tes). Este  parecer  constituye,  por  lo  tanto,  la  opinión  domiliante 
en  la  doctrina  italiana  contemporánea.  [1] 

La  jurisprudencia  y  la  doctrina  del  reino,  no  siempre,  es  ver- 
dad, han  estado  exentas  de  restricciones  y  reservas  de  varias  es- 
pecie?,  en  cuanto  á  este  modo  de  ver  la  cuestión.  Pero  el  repre- 
sentante peruano  no  ha  estado  en  actitud  de  indicarnos  entre 
nuestros  escritores,  ó  entre  los  fallos  de  nuestras  Cortes  judicia- 
les, un  solo  caso  enteramente  favorable  á  la  opinión  que  él  sos- 
sostiene;  á  saber,  que  la  competencia  del  Tribunal  extranjero 
debe  ser  examina  ¡.i  con  arreglo  á  las  leves  del  país  donde  se  pi- 
de la  ejecución;  ó  l'i  n  con  arreglo  á  esas  leyes  y  á  las  del  Tri- 
bunal que  ha  setcucjudo.  En  cuanto  á  esta  última  tesis,  que  pa- 
rece ser  la  preterida  por  la  Corte  de  Lima,  y  por  el  Gobierna 
peruano,  he  aquí  los  tór.ainos  en  que  ha  sido  rechazada,  en  vis- 
ta de  nuestro  sistema  legislativo  por  el  Journal  de  Clunet  (1881, 
pág.  539):  (( Exigir  a  la  vez  la  competencia  con  arreglo  á  las 
dos  leyes,  es  un  princi|)io  poco  razonable  para  que  se  le  pueda 
atribuir  á  un  legislador  que,  en  materia  de  Derecho  Internacio- 
nal, se  ha  mostrado  tan  esclarecido  y  progresista  como  el  legis- 
lador italiano.  Esto  equivale,  en  efecto,  á  subordinar,  la  auto- 
ridad de  las  sentencias  de  un  país  en  el  otro  á  circunstancias  pu- 
ramente fortuitas,  en  lugar  de  reglar  un  punto  tan  importante 
por  principios  de  razón  y  de  justicia.  » 

El  representante  del  Perú,  al  desviarse  de  las  razónos  que  adu- 
ce cu  la  primera  parte  de  su  réplica,  invoca  en  la  segunda,  el 
derecho  y  la  coynpttencia  iiifer nacional.  Con  tal  motivo,  cita  los 
nouibres  de  Fusinalo,  Fr.  Kicci  y  Gianzana.  Quizá  habría  sido 
mejor  (¡ue,  en  lugar  de  éstos,  hubiese  citado,  por  ejemplo,  Fiore 
y  Scialoja,  quienes,  en  efecto,  han  sostenido  con  Fuiinato,    que 

(1)  Hemo  s  citado  en  luicstia  priiuera  rt^|»lica,  apovaclos  cu  la  autoiidad  de 
Fioie,  •<)>  í'íllos  fie  las  cortífs  supremas  de  NáiK)la,s  (O  h¡c.  1S6'))  y  de  Tarín 
(6  Oct  ,  187'3;,  coui  íavoríibles  ¿í  esta  nianer.i  de  ver.  Crtiemos  deber  decla- 
rar aquí  que  «¡os  habríann'S  abstenido  de  hacerlo,  si  haI)i<íranios  examinado 
cié  ant-^Mnaílo  ei  mismos  Uxio  de  estos  fallos.  Hl  de  la  corte  de  apelación  de 
Kreí^cia.  á  fjue  fc.-imbiéii  n  )s  linm^s  r  fcri  io.J'cva  of!ctivanientc  la  fef^ha  del 
I*'  (!c  Agust.í  ce  iy7l  (Anuali,  1371,  11,  675;,  en  hi-  ir  d-  U  úe  1''  de  .Voril, 
187J. 


[ 
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el  examen  de  que  se  trata  debería  recaer  solamente  sobre  \aj\ir 
risdiccion  de  los  magistrados  extranjeros,  bajo  el  punto  de  vist» 
de  los  principios  generalmente  admitidos  por  la  doctrina  y  por 
el  derecho  positivo  internacional  (foro  italiano,  1882,  1888  L 
643). 

Ya  hemos  indicado  algunas  objeciones  que  podrían  suscitarse 
contra  esta  manera  de  ver.  Citaremos  aquí  un  pasaje  de  Men- 
ger,-r-uno  de  sus  adhercnles,  citado  [xf/r  hi  parte  contraria, — res- 
I>ecto  de  la  opinión  de  los  quo  querían  hactr  depender  e^to  exár 
mcn  exclusivamente  de  las  leyes  donde  la  sentencia  ha  sido  pri>» 
Dunciada!  «Ais  zwecknuissig  kann  dicvSo  looms  der  trng«-  niir 
«  zwischschen  solchen  Stautoii  bvítraclitL-t  wjnlen,  wolche  iii  ei- 
«  nem  gegonseitigen  veiirauvnsverljiíUnií-.se  stlieu,  und  wu  dis- 
«shalb  ein  missbrauch  dvv  deni  auí>w;irligen  Siaaie  dadurch  ein- 
«  geriiumte  macht  nicht  zu  be¿orgcn  i:.t»  (System  der  üe&tr.  civil 
pr.,  1,  pág.  178,  nota  22). 

¿Es  acaso  el  Gobierno  peruano  el  que  teme  semejante   atit5« 

de  poder  de  parte  de  Italia,*  en  la  sanción  de   sus   leyes  y   en  (A 

ejercicio  de  las  funciones  judiciales  de  sus  autoridadc?,  cuando  el 

Gobierno  italiano  no  da  motivo  para  que  el  Perú  abrigue  seme 

jante  temor? 


El  tratado  de  Montevideo,  del  quo  el  representante  peruano 
nos  reproduce  esta  vez  el  texto  original,  rei)rcsonta,  como  ya  lo 
hemos  hecho  notar,  una  fase  ulterior  de  desenvolvimiento  del 
Derecho  Internacional  positivo.  E¿lanio3  aún  dispuestos  a  ver 
en  esto  la  realización  del  fin  hacia  el  cual  es  de  desear  que  todos 
los  Estados  se  encaminen  en  esta  materia.  Un  acuerdo  tal  como 
el  existente  entro  Italia  y  el  Perú,  no  es  nuls  que  un  paso  más 
dado  en  la  misma  dirección;  basta,  sin  embaí  go,  para  establecer 
entre  los  dos  dos  países  contratante?,  las  rclaciunes  de  confianza 
mutua  á  que  se  refiere  el  paisaje  de  Menger  que   hemos  citado. 

Entre  los  acuerdos  de  esta  natura!e/:a,  Iü>:  hay  que  resuelven 
expresamente  la  cuestión  de  que  se  trata  en  favor  de  la  ley  dei 
Eitado  á  que  pertenece  el  Tribunal  extranjeio,  an  como  el  de 
18üG  entre  Austria  y  Badén.  Los  hay  también  que  se  atienen. 
al  contrario,  á  la  ley  del  país  de  hi  ejecución.  La  mayor  i)artt 
Cbtún  mudos  en  cu.aUo  á  i.síu  ¿no  e^,  pues,  |.or consiguiente',  más 
COI. forme  con  el  dc.senvolvim!(  ntu  |»n;gresivo  de  las  nlai  iones 
jurídicas  internacionales,  intc'prel.n-  su  silencio  en  el  primer 
sentido,  más  bien  que  en  el  s.  gundu? 
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Podría  decirse  otro  tanto  de  las  disposiciones  legislativas  que 

%cigen  esta  materia  en  los  distintos  países.     Es  del  caso,   sin  eni- 

ihavgo,  tener   en   seria  consideración   la   manera  como    han  si- 

-  do  formuladas.     Hemos  hablado  del  Código  de   Enjuiciamiento 

^^ivil  alemán;  el  decreto  austríaco   de  1826  contiene  una  disposi- 

-ción  casi  parecida  (§  80,  ni.)     El  Código  de  Enjuiciamiento   de 

los  grifones  exige  (§  305)  que  se  examine  «si  los  jueces  del  c^- 

ttrario  no  tenían  ellos  (udcamente  competencia  para  dar  una^deci- 

;sién  de  esa  clase»:  trátale  aquí  de   la  jurisdicción   exclmiva,   de 

'  que  nos  ocupamos  en  otra  primera  replica,  y  en  que  se   apoyaba 

.'Zegarra  a  fin  de  justificar  la  delegación  de  ejecución  en  el  Perú, 

de  una  sentencia  extranjera  en   materia   de   bienes   inmuebles: 

Puesto  que  las  leyes  peruanas  son  las  únicas  que  ea  iodo  casopué- 

.  den  afectar  esos  bienes. »  (1.  c.   pág.  747.)    La  ley  belga  de  25  «le 

Marzo,  1^876,  exige  que  se  examine  «si  el  Tribunal  extranjero  no 

^3s  únicamente  competente  á  causa  de  la   nacionalidad  del  de- 

«nandinte*  (art.  10,  n.  5). 


Supongamos,  ahora,  que  las  reservas  de  esta  clase,  que  n^ies- 
•^scritores  y  otios  Tribunales  han  hecho  valer  á  menudo  en  la 
--aplicación  del  principio  que  nos  parece  el  más  exacto,  sean  jus- 
.tificndas:  esto  no  cambia  en  nada  la  cuestión  de  que  se  trata. 

Dichas  reservas  se  refieren,  según   las  mismas  expresiones  ci- 
■.ta'las  en  la  réplica  de  la  contraria,  a  ciertas  compUncias  alusivaSf 
.-:<contrarias  á  las  reglas  universal  méate  aceptadas   que   constitu- 
yen una  violación  de  nuestro  derecho  público*.   ¿Pertenecen  a' a- 
£o  áesta  categoría  las  disposiciones  adoptadas  por  elTribunal.de 
riSavona,  y  por  la  Corte  de  Genova  para  declarar  su   competencia 
¿en  el  asunto  Anselmo-Forraro?     Hemos  contestado  ya  negativa- 
oriente  á  esta  pregunta,  justificando  nuestra  opinión  al    respecto. 
El  representante  peruano  afirmaba,   al  mismo  tiempo,  lo  contra- 
tólo. Sólo  nos  falta  examinar  y  refutar  sus  argumentos. 

Nos  adherimos  enteramente  á  las  preposiciones  adoptadas  al 
a-especto  por  el  instituto  de  Derecho  Internacional,  que  la  réplica 
-de  la  contraria  nos  proporciona;  tanto  más,  cuanto  que  nuestra 
.téiis  está  perfectamente  de  acuerdo  con  ellas.  El  Tribunal  de 
Savona  constituía,  justamente,  une  de  esos/orj  excepcionattSj  cu- 
3'a  adopción  nos  recomienda  el  ilustre  Colegio,  entre  las  reglas 
Piniformes  de  Derecho  Jurídico  Internacional,  á  fin  «de  que  se 
íiaga  resolver,  hasta  donde  sea  posible,  por  los  jueces  del  país 
^uyas  leyes  rigen  los  informes  de  Derecho,  los  juicios  á  que  ta- 
■les  informes  conciernen.» 
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El  representante  peruano  hace  presente  que  L.  v.  Bar  ha  cIq- 
signado  el  foruvi  contradus  comp  «el  fuero  de  la  chicana  interna- 
cional*; pero  olvida  advertirnos  que  esta  expresión  del  eminente- 
jurista  concierne  solamente  á  «la  extensión    (die   Ausdehnung)* 
que  á  isílforum  podría  darse  en  la   legislación  interior  d«  ciertos- 
países  (theorie  u.  praxis  des  int  privatrechts,  11,  pág.  444.)  Dee-- 
pues  de  haber  indicado  las  condiciones  con  que  la   ley  debía  ra- 
zonablemente revestirlo,  v.  Bar  había  ya  anteriormente   declara- 
do: «Innerhalb  dieser  Gránzen  aber,   entepricht   die   allgeraein^ 
if  Anerkennung  des  foms  contractvs   den   Bedárfnissen  des    Ver- 
•r  kfhrs,  und  heusler  hat  mit  Recht   die   Nachtheile   geschilder^;. 
tx  welche  sich  in  der  Schweiz,  iro  dieser  Gerichtsstandt  gegen  die> 
m  solventen  Schuldner  nicht  gilt,  ausder  dann   erfolgenden  Ver-- 
«  weisung  der  Glaubigers  vor  ein  entferntes  domicilgers'eht   <?§§*- 
«  Scbuldners  ergeben  »  (il.  p.  443);    Entre  las  referidas  condicio-  - 
lU'S,  e!  jurista  alemán  menciona  la  entrega   personal  del  anta  de 
notificación  en  el  país  donde  el  proceso  va  á   ser  ventilado,  á  fin 
de  que  el  demandado  essté  en  actitud  de  poder  defender   sus  de- 
rechos.    Los  artículos  91, 105  y  siguientes  de  nuestro  Código  de^ 
Enjuiciamientos  Civil,  así  como  las   demás   disposiciones   de  su*^- 
clase,  en  vigor  en  la  maydr  parte  de   los  Fstados,    no   lo   exigerv. 
Bierapre.     El  Tribunal  de  Savona  ha  tenido,    sin  embargo,  cui- 
dado de  hacer  notar  que  el  señor  Ferraro  se  encontraba  en  Italia»:- 
cuando  fué  notificado;  el  demandado  no  dejó,  pues,  de  presentar- 
se en  juicio. 

La  réplica  de  la  contraria,  coloca,  en  fin,  bajo  el  mismo  piolíii'. 
compotencia  que  los  Tribunales  italianos  pueden  atribuirse  «sir- 
viéndose de  una  ficción»,  scg  art.  105,  n.  2  del  Código  de  Enjui.-- 
ciamientos  civil  del  Keino,  con  respecto  á  los  peruanos  residen  tes- 
en el  Perú,  y  la  regla  del  art.  14  del  Código  de- Napoleón,  cuyo-» 
valor  las  autoridades  judiciales  italianas  se  han  negado  á  menu- 
do á  rcí  onecer  bajo  el  punto  de  vista  internficional.  Aquí  hay; 
evidentemente  una  confusión  que  basta  haber  notado  entre  el  i\^- 
2  y  el  n?  3  de  nuestro  art.  10o,  entre  la  1^  y  la  2"  parte  del  art... 
14  del  Código  Kíij-ohón.  Kuesítros  Tribunales  judiciales  han*, 
distinguido  muy  bien  estas  diferentes  disposiciones  desde  que  s«>" 
presentó  el  caso.  (1) 


[1]  Véase  p.  c.  lo8  fallos  de  la  corte  de  apelación  de  Catani»,  22  de  Marzo  " 
1879,  [Foro  it.  1279.  1,  714]  ,1c  Messina  5  sct.  1881  [Ib.  1882,  l.SMO]  de  Geno'" 
va,  15  Oct  ,  1*^96  [Bettini.  3805,  7841.  de  Frani,  7  Marzo,  18f»6  [Uycs,  ISOí;- 
11,125]  etc.  A  las  Fentencias  francesas  citadas  en  nuestra  prlimra  répli" 
ra  que  ac<í)d?mos  el  ««exí  quc'í'lur»  á  una  fcntcneia  italiaia  brsada  ei.  e  T* 
art.  i05  n  3  de  nuestro  código  de  f  njuiciaiuientop  civil,  podemos np^ regar  aur;- 
tsna  de  reciente  df<ta  de  la  ccrie  de  apelación  de  Taris,  12  ag.,  1Í)12  [Journu  'Si 
du  tír.  int.  pr  ,  1903,  pág.  169]. 
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Si  después  de  todo  esto,  fuese  necesario  insistir  aún  sobre  el 
earácter  internaciorial  generalmente  reconocido  al /orum  contrae- 
'^3,  podríamos  invocar  la  autoridad  de  Asssar  (Revue  du  droit 
que  menciona  «el  lugar  del  contrato»  entre  los  fundameiitos  de 
lo  que  podría  llamarse  la  competencia  nati/rah;  las  consideracio- 
nes de  Pif?anelli,  quien  en  su  reseña  histórica  pone  con  mucha 
Tazón,  en  relieve  «el  concepto  mondialc»  sobre  las  relaciones  consi- 
deradas por  este  fuero  (commentano  del  cod.  di  pro,  civile  sardo^ 
Yol.  1  delta  competpnza,  pág.  381));  las  exposiciones  de  Calvo  (o  c. 
11,  §  875,  pág.  356)  y  de  muchas  otras  autoridades. 

Podríamos  también, — si  las  disposiciones  del  cód  go  de  enjui- 
ciamientos civil  peruano,  cuyo  texto  hemos  reproducido  en  nues- 
tra réplica,  no  bastaren  para  instruirnos  do  los  principios  adop- 
tados en  el  Perú  sobre  este  j)a4rti«ular — invocar  la  autori<lad  del 
Consejo  de  Estado  de  Lima,  que,  con  motivo  de  una  divergencia 
relativa  á  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  1844,  de- 
claró que  consideraba  como  jueces  naturales  del  demandado, 
bien  sea  los  de  su  domicilio,  bien  los  de  los  países  donde  el  con- 
trato fué  estipulado.  (Zegarra,  1.  c.  pág.  747). 

Si,  además,  nos  pareciese  necesario  demostrar,  contras  las 
objeciones  de  la  Corte  de  Limn,  lo  bien  fundado  de  la  sentencia 
pronunciada  sobre  este  punto  por  los  jueces  ce  Savona  y  Geno- 
va (del  cual  acaba  de  darse  copia  al  arbitro  á  pedido  8uj''o)  no 
tendríamos  más  que  revisar  to  las  las  circunstancias  d^l  caso  del 
principio  que  acabamos  de  exponer,  así  c  mo  las  reglas  relativas 
«1  origen  de  las  obliga'^ionc^,  en  general;  el  contrato  de  apertura 
fie  crédito  en  cuenta  corriente,  en  particular,  en  lo  referente  al 
del  derecho  interna'ional.  Así  nos  sería  fácil  probar  que  el  lu- 
gar donde  el  contrato  ha  sido  celebrado,  establece  m^jor  que 
fualquier  otro,  el  asiento  do  las  obligaciones  que  de  él  eraanin, 
determina  la  ley  q'ie  los  rige  y  la  competencia  de  los  jueces  lla- 
ma lot  á  resolver  la  cuis.i  (Diona,  trattnt>  di  dir.  commeroiala 
int^rnaoionalo  int.,    1900,  I,  p.'ig.  íí()0  y  siguiontes,  II,  pág.  186). 

El  locns  co)itractus  estaba,  en  el  prestante  caso,  en  Savona;  era 
pues  allí,  donde  ílobía  verifiearáo  el  pago  del  sallo  roolamalo 
por  el  ieñor  Anselmo,  con  arreglo  á'las  circunstancias  de  hecho 
establecidas  por  nuestras  autorididas  judiciales.  Bástenos  refe- 
rirnos, sobre  esto  particular,  al  c<)ntonido  de  sus  fallos,  y  á  lo 
que  hemos  aducido  en  nuestra  primera  réplica. 


A  fin  do  abreviar  nnestia  íM>inión  sobro  el  ol>¡otr»  de  e^ta  con- 
trovorsia,  creemos,  al  terminar  estas  notas,  dcbor  insistir  una  vfii 
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más  en  la  fórmula  misma  del  arbitraje;  ella  se  refiere  á  una  sen- 
tencia pronunciada  por  «autoridades  competentes»  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  donde  fué  dictada,  en  un  asunto  que  entra 
también  en  la  competencia  <le  las  auU)riJades  de!  país  donde  se 
pide  su  ejecución,  con  arreglo  á  las  leyes  de  este  último.  Ha- 
biéndose puesto  de  manifiesto  la  com[)etencia  de  los  unos  y  de 
los  otros,  trátase  do  íaber  si  en  esta  controversia  hay  motivo  su- 
ficiente, según  el  art.  18  del  tratado  de  1874,  para  negar  el 
^txequátur. 

Entre  los  juristas  que  manifiestan  en  sus  obras  la  posibilidad 
normal  de  la  existencia  de  xnvlosfors,  aun  bajo  el  punto  de  vis- 
ta del  derecho  internacional,  ertemos  oportuno  citar  el  pasaje 
«guieiite  de  Wach,  uno  de  los  más  eminentes  escritores  de  dere- 
cho jurídico  en  Alemania,  cuando  habla  de  la  regla  contenida 
en  el  código  de  ejuictamienío  civil  del  imperio  (que  el  represen- 
tante peruano  citaba  en  apoyo  de  su  tesis),  dice  así:  «Dabei 
<rnimmt  der  inlándische  Staat  nicht  die  position  ein  dass  ensere 
«f  inláiidischon,  konkret  vorhingchenden  Geriohtsstádde  exclusir 
«wirken;  vielmehr  worden  dieselben,  wennan  und  fürsich  nicht 
« ausschliealicher  natur.  in  elektiver  Konkurrenz  zu  den  im 
«Ansland  befindlichen  Gerichts^tánde  gestsllt.  Ist  also  Eoppel- 
«wohnsitz  oder  Aunf(«thaltsort,  o:iér  Gerichtsstand  der  en 
«füUuns  order  der  unerlássenen  Handlung,  ira  Inland  und 
«Ansland,  ist  allgem'nnen  iTorichtsstand  hier,  besonderer  dort, 
-toder  umgekehrt,  so  hat  der  KUiger,  nach  O.  P.  B.  §  35,  zwis- 
«chen  Gericht  stand  wahlou.  Oh  überhaupt  in  Inland  ein  G«- 
«ridiisstaud  vorhanden  ist,  ist  unwesentU<h  für  die  Anwendbar- 

«keit  des  §  661,  n.   3 »    (Handbuch  des   deutschen   civil 

Prozessrichts,  ^  19,  pág.  2:)2), 

La  ejecución,  en  «1  territorio  do  un  país,  de  la  sentencia  pro- 
nunciad>\  en  e4í\<  círounstancias  por  un  tribunal  extranjero,  no 
es,  en  efecto,  sino  la  consoruencia  natural  y  necesaria  de  esta 
elección  de /f)rit/n  (U  parte  del  demandante.  Tal  consecuencia  se 
impondrá  tanto  más  cuanto  que  se  basa,  en  disposiciones  de  de- 
recho comercial,  mucho  mis  eficaces  que  las  que  formaban  el 
punto  do  partida  de  las  obaervacion-^s  de  Wach. 


El  fallo  que  el  arbitro  va  á  emitir,  inspirado, — el  gobierno 
italiano  está  plenamente  convencido  de  ello — en  las  considera- 
ciones que  hemos  tenido  el  honor  de  someterle,  tendrá,  sin  duda, 
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un  alcance  mayor  que  la  simple  solución  de  la  divergencia  que 
forma  el  objeto  inmediato  de  ella,  al  zanjar  mediante  la  autori- 
dad que  el  compromiso  arbitral  le  confiere  ante  las  altas  parte» 
contratantes,  una  cuestión  tan  á  menudo  discutida  en  el  terreno 
dtl  derecho  jurídico  internacional;  contribuirá  en  este  sentido^ 
con  una  solución  sabia  y  solemne  en  pro  del  progreso,  de  la  doc- 
trina y  del  derecho  positivo. 

Roma,  Junio  de  1903. 


«KNTFNCrA  ARBITRAL  SOBRE  LA  INTERPRETACIÓN  DEL  ART.  18  DKL 
TRATADO  DE  AMISTAD  Y  COMERCIO  CELEBRADO  ENTRE  ITALIA  T 
BL  FBRU,  EL  23  DE  DICIEMBRE  DE  1874. 


I. — EXPOSICTÓiN  SUMARIA  DE  LOS    HECHOS. 


Los  hechos  que  han  motivado  el  presente  arbitraje  son,  .en  re- 
sumen, los  siguientes: 

En  1881,  Constantino  Anselmo,  do  Sayona,  abrió  un  crédito 
de  cuenta  corriente  á  la  sociedad  en  nombre  colectivo  G.  B.  An- 
selmo y  C*  de  Lima,  la  cual  se  con:iponía  de  Agustín  Federica 
Ferraro,  y  Juan  Bautista  Anselmo,  hijo  éste  del  citado  C.  A.;  to- 
do lo  cual  ha  sido  comprobado  por  los  tribunales  italianos  que 
han  entendido  en  la  causa,  lo  quo,  por  otra  parte  no  ha  sido  ne- 
gado. 

Constantino  Anselmo  murió  en  1891.  Posteriormente,  el  1^ 
de  Marzo  de  1892,  la  ©asa  A.  F.  Ferraro  y  C*,  de  Lima,  hizs  sa- 
ber por  circular,  que  la  sociedad  G.  B.  Anselmo  y  C*  se  había 
disuelto;  que  J.  B.  Anselmo  se  retiraba  de  los  negocios,  y  quo 
una  nueva  sociedad  se  había  formado  en  su  lugar,  cuyo  jefe  era 
A.  F.  Ferraro  y  su  comanditario  Esteban  Ferrando,  en  el  Ca- 
llao, y  que  bajo  la  razón  social  do  A.  F.  Ferraro  y  C*,  de  Lima, 
continuaba  las  operaciones  de  la  anti^^ua  sociedad  G.  B.  Ansel- 
mo y  C?,  cuyo  activo  y  pasivo  había  asumido.  Gomólo  ha  ma- 
nifestado en  sus  considerandos  8  y  9,  el  fallo  de  la  Corte  Supe- 
rior de  Lima  de  que  se  hablará  más  adelante,  la  sociedad  A.  F. 
Ferraro  y  C*  fué  inscrita  en  el  registro  del  comercio  de  Lima,  el 
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21  de  Junio  de  1892,  mientras  que  la  casa  G.  B.  Anselmo  y  C" 
no  fué  ni  disuelta  por  escritura  ante  notario,  ni  tampoco  supri- 
mida hasta  el  13  de  Febrero  de  1894. 

Los  hermanos  Anselmo,  Domingo,  Ernesto,  (representado  por 
la  masa  de  su  quiebra)  y  Silvio  (por  quien,  después  de  su  muer- 
te, procedieron  sus  herederos),  en  su  calidad  do  hijos  y  lierede- 
ros  de  Constantino  Anselmo,  en  Marzo  de  1892  entablaron  una 
demanda,  pidiendo  la  entrega  de  sus  partes  respectivas  del  saldo 
adeudado  á  su  finado  pudre,  en  virtud  de  la  cuenta  corriente 
arriba  citada,  contra  A.  F.  Ferraro,  como  representante  de  la 
sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C*,  y  socio  de  h\  antigua  casa  G.  B. 
Ans-^lmo  y  C*  así  como  también  contra  J.  B.  Anselmo,  socio  de 
de  esta  casa,  originándise,  además,  otra  reclamación  personal 
contra  éste,  de  parte  de  los  referidos  demandantes.  Entablóse  esta 
demanda  ante  el  tribunal  de  Pavona. 

La  citación  fup  hecha  personalmente  á  Ferraro,  el  10  de  Mar- 
zo de  1892,  y  á  Anselmo,  el  15  del  mismo  mes  en  las  ciudades 
de  Genova  v  Savona,  donde  los  demandados   residían    entonces. 

Ferraro  y  Anselmo  desconocieron  la  competencin  de!  juez  ante 
quién  había  sido  interpuesta  la  demanda,  alegando  que,  tanto 
la  antigua  como  la  nueva  sociedad,  habían  sido  cojistituidas  en 
Lima,  donde  ellos  tenínn  su  doínicilio  legal,  y  que  encontrándo- 
se k  la  sazón  personalmente  domicihados  en  diclia  ciudad,  no 
podían,  por  lo  tanto,  ser  demandados  sino  en  Lima. 

El  tribunal  dé  Savona  rechazó  esta  excepiMÓn  de  incompeten- 
cia por  auto  de  24  de  Octubre  de  1892,  auto  fjue  fué  conlirmado 
por  la  Corte  de  Apelación  de  Genova,  en  22  de  JuIíd  do  1S93. 
Estas  decisiones  se  hmdan,  en  cuanto  á  Ansehno,  en  el  lieclio  de 
que  su  domicilio  nunca  fué  otro  que  Savona,  lugar  que  él  mis- 
mo eligió;  y,  en  cuanto  á  Ferraro,  en  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 105  y  106  del  código  le  enjuiciamiento  civil  it.iliano,  por 
cuanto  siendo  Ferrapo  extranjero,  la  citación  j'íodía  serle  hecha 
en  el  territorio  del  Reino  de  Italia.  Pere  las  autoridades  judicia- 
les arriba  citadas  se  apo3'nn,  respecto  de  los  dos  demandad.)?,  en 
primer  lugar,  en  el  art  21  do  dicho  código,  que  admito,  tratán- 
dose de  las  amones  personales,  además  del  fuoTO  del  doínicilio 
del  demandado,  el  de  la  form.ición  d^d  contrato  ó  el  do  la  ejtxai- 
ción  de  la  obligación.  La  c.)rte  de  apelación  de  Genova  ha  reco- 
nocido por  los  hechos  que  han  motivado  el  litigio,  y  q-ie  se  ori- 
ginaron en  Savona,  que  fué  aquí  donde  C.  Anselmo  alario  el  cré- 
dito en  cuenta  corriente  á  la  razón  social  G.  B.  Anselmo  y  C?, 
que  fué  alli  donde  fueron  negociadas  las  letras,  emtregadas  las 
mercaderías,  y  verificados  los  pagos,  que,  por  consiguiraite,  el 
tribunal  <ie  Savona  era  complétente  con  arreglo  al  tenor  del  art. 
91  precitado.  Resuelto  este  incidente,  el  juicio  siguió  su   curso 
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ordinario,  y  despuéi  del  examen  de  las  pruebas  escritas,  espe- 
cialmente los  libros  de  C.  Anselmo,  por  un  arbitro  conciliador, 
el  tribunal  de  Savona  sentenció  con  fechu  22  abril  de  1896,  con- 
denando á  los  demandados  solidariamente  á  pagarles,  á  cada  uao 
de  los  tres  demandantes,  la  suma  do  24,758  liras  y  20  eéntimot, 
con  iutereses  al  tipo  de  comercio,  desde  el  V  de  Enero  d©  1895; 
Juan  Bautista  Anselmo  fué,  además,  condenado  personalmente  á 
pagar  ácada  demandante  la  suma  de  6,715  liras  y  10  céntimos, 
de  las  que  se  deducirían  4,515  liras  con  los  miá'mos  intereses,  des- 
de el  1?  de  Enero  de  1895;  siendo  las  costas  del  juicio  á  cargo  de 
los 'demandados.. 

La  corte  de  apelaciones  de  Genova  confirmó  pura  y  simple- 
mente la  primera  sentencia  con  su  fallo  de  17  de  Agosto  de 
1896. 

Hay  que  tener  presente  que,  tanto  los  demandantes  como  lo« 
demandados,  han  sido  representados  por  abvigados  de  su  elección, 
tanto  para  el  incidente  de  declinatoria,  como  para  el  fondo  de  Ifc 
«uestión. 


B. 

Con  fecha  8  de  Marzo  de  1897  don  Dominga  Anselmo  presen 
tó  un  recurso  á  la  Corte  Superior  de  Ivimo,  pidiendo  la  ejecución 
del  fallo  de  la  corte  de  apelación  dií  Genova,  del  17  de  Agosto 
de  189(5.  A.  F.  Ferraro  se  opuso  á  osta  petición,  tanto  en  nom- 
bre propio,  como  en  el  de  la  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C*  Ahora 
bien,  por  decreto  de  9  de  Agosto  (h)  181»7,  la  Corte  de  Lima  re- 
husó el  exequátur  pedido:  pero  el  dis¡)Ositivo  de  este  decreto  no 
concierne  más  que  á  P.  Ferraro  perí^onalmente,  y  en  su  calidad 
de  representante  de  dicha  sociedad;  no  haco  mención  de  J.  B. 
Anselmo.  í  a  negativa  del  exequátur  provieno  de  que,  en  virtud 
de  ia  regla  que  hace  prevalecer  el  fiíeio  del  domitiilio,  que  está 
en  vigor  en  el  Perú,  los  tribunales  de  este  país  eran  competente» 
para  entender  en  la  demanda  de  los  h  rniunos  Anselmo:  mien- 
tras que  los  tribunales  italianos  no  lo  eran;  ([ue,  además,  en  ca- 
so de  divergencia,  habría  que  admitir  la  compi'tencia  de  los  jue- 
ces peruanos. 


C. 

A  consecuencia  de  la  intervención   del    gobierno    italiano    en 
favor  do  los  hermanos  Anselmo,  cuya  doiuanda  de  ejecución  fué 
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denegada,  coleUróse  entre  este  gobierno  y  el  de  la  república  del 
Perú  un  compromiso  redactado  en   italiano  y  en   español,   cuya 
traducción  en  francés  es  del  tenor  siguiente: 
Compromiso,  (1) 


D. 


El  presidente  de  la  Confederación,  A  la  sazón,  señor  Brenner- 
<iue  fué  solicitado  por  los  gobiernos  italiano  y  pornanoparanom* 
brar  un  arbitro,  y  facultado  para  ello  por  decreto  del  consejo  fe- 
deral de  7  Mayo  de  1901,  procevlio  á  hacer  dicho  nombramiento 
el  10  del  mismo  mes,  designando  como  arbitro  al  que  suscribe, 
entonces  presidente  del  tribunal  federal  suizo. 

En  el  curso  del  mes  de  Febrero  de  1902,  los  dos  (gobiernos  in- 
teresados, procediendo  por  intermedio  de  sus  enviíidos  extraor- 
dinarios y  ministros  plenipotenciarios  en  Suiza,  presentaron  sus 
primeros  memoriales;  y  antes  de  terminar  el  mes  de  Junio  del 
mismo  año  sus  réplicas. 

Por  decisión  de  9  de  Febrero  de  1903,  el  arbitro  fué  autoriza- 
do para  acordar  á  las  partes  la  facultad  de  pre  entar  una  segun- 
da réplica.  C(mi  tal  motivo,  el  representante  del  gobierno  italia- 
no presentó  un  segundo  memorial  de  réplica  con  feeha  20  de  Ju- 
nio de  190.*>;  mientras  que  el  repres<^n tanto  del  gobierno  perua- 
no, con  misiva  de  la  misma  fecha,  declaró  que  renunciaba  á  la 
presentación  de  tal  memí  rial. 

Durante  el  curso  de  los  procedimientos,  fueron  presentados  los 
actos  siguient'^s: 

Por  el  representante  del  Perú: 

1?— el  fallo  de  la  Corte  Superior  do  Lima,  de  9  de  Agosto  de 
1897,  dcnec^íindo  el  fxcrpiáfur  solicitado,  y 

2?-— un  vcíl'Mnen  conbv  niendo  el  Código  de  Enjuiciamiento  Ci» 
vil  pen^'ino. 

Por  el  representante  de  Ttaüa: 

1? — la  sonUincia  del  tribunal  de  Savona,  do  24  de  Octubre  de 
1S92; 

2? — el  fallo  de  la  corle  do  apelación  de  Genova,  de  22  de  Ju- 
lio de  ]80:V, 

3? — l;i  soiíteu'ia  del  tribunal  de  Savona,  de  22  de  Abril  de 
lS9f>,  y 


[l]   Véase  el  j)r(»t:)C-)lo  i'e  la  página  491. 


—  572  — 

4^ — el  fallo  de  la  corte  ^e  apelación  de  Genova  de  17  de  Julio 
de  18^6. 


E. 


En  cuanto  al  tratado  de  amistad  y  comercio  de  23  de  Diciea- 
¥re  de  1874,  contestando  las  partos  á  una  pregunta  del  arbitro 
respecto  de  ese  acto  diplomático,  manifestaron  que  reconocían 
como  exacto  el  texto  contenido  en  el  (cNou7cau  Recueil  general 
de  traites  et  autres  actas  relatifs  au  droit  internationaU,  por  lo 
m«uos  aquello  que  se  refería  á  la  causa. 

El  artículo  18  de  aquel  Tratado  dice  así: 
Árt.  18.  Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  co- 
mercial emanadas  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  contra- 
tantes y  debidamente  lefjalizadas,  tendrán,  á  solicitud  de  los  Tri- 
bunalts  mismos,  en  los  Estados  de  la  otra  parte,  la  misma  fuerza 
que  las  emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíproci- 
mente  cumplidas  y  jíroducirán  los  mismos  efectos  hipotecarios 
sobre  aquellos  bienes  sujetos  á  éstíl,  según  las  leyes  del  país  y  se- 
rán observadas  las  disposiciones  do  las  mismas  leyes  respecto  á 
la  inscripción  y  á  otras  formalida-les. 

Para  que  puc<hin  cumplirse  estas  sentencias  y  ordenanzas,  de- 
berárf  ser  prcviamí'nte  declaradas  ejecutoriadas  por  el  Tribunal 
auperior  en  cava  jurisdicción  ó  territorio  deba  tener  lugar  la  e  e- 
cución,  raedi:int('  nn  juicio  de  deliberación,  en  el  que,  oídas  las 
partes,  en  la  forma  sumaria,  so  examine: 

1?  ti  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judicial 
competente; 

2?  si  ha  sido  pronunciada   citadas  regularmente  las  partes; 

3?  si  las  partes  han  sido  legalmente  representados  ó  legalmeii- 
te  con  tu  maco?; 

4?  si  las  s  iiíoncíias  ontienen  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  (1(M-  fvi  »  públi''0  del  Estado. 

La  fuerzí  ojo/utoria  de  las  sentencian  podrá  ser  solicitada  por 
la  vía  dipliimUica  ó  directamente  por  la  parte  interesada.  Si  la 
parte  int»rosa  la  no  ha  constituido  oportunam'^nto  procarador,  le 
•era  ésto  nombrad-^  de  ofic'o  piv  el  Titbana-  que  debe  declarar 
ejecutoria  la  sentencia. 

La  parte  actora  deberá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  pago  de  cualquiera  obvención  ilegítima. 
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F. 


En  sus  memoriales,  el  sañor  representante  del  Perú  se  expresa 
coíno  sigue:  La  competencia  de  que  habla  el  art.  18,  §  V  del 
Tratadu  de  1874,  debe  af»reciar3e  «en  la  esfera  internacional»,  y, 
deí^de  luego,  cuando  la  ejecución  de  una  sentencia  pronunciada 
en  uno  dalos  Kstados  contratantes  es  pedida  en  el  otro,  las  auto- 
ridades solicitadas  deberán  examinarla  si,  en  principio,  algún 
derecho  de  jurisdicción  competía  al  Estado  donde  la  sentencia 
ha  sido  pronunciadla.  Para  que  la  ejecución  de  una  sentencia 
extranjera  sea  admisible,  es  necesario  que  el  Tribunal  que  la  ha 
pronunciado  haya  sido  igualmente  competente  según  la  ley  del 
Estado  solicitado  (doble  competencia).  En  cuanto  á  esto,  Italia 
no  tenía  ninguna  competencia,  visto  que  el  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  peruano  estipula,  en  sus  artículos  116  y  118,  la  re- 
gla del  fuero  de  domicili"),  y  que,  en  todo  caso,  cualquiera  dere- 
cho de  jurisdicción  faltaba  á  Italia,  respecto  de  la  Sociedad  A.  P. 
Ferraro  y  C*,  6  sea  de  A.  F.  Ferraro  personalmente.  La  cuestión 
de  saber  si  el  juez  que  pronunció  la  sentencia  era  competente  con 
arreglo  al  tenor  de  su  propia  ley,  podría,  en  rigor,  quedar  sin  re- 
«ol verse,  no  interesándole  al  juez  solicitado  saber  de  qué  manera 
el  juez  que  ha  sentenciado  comprende  é  interpreta  las  disposi- 
ciones de  la  ley  de  su  país  sobre  la  competencia.  Cuando  el  Tra- 
tado no  dice  nada  al  respecto,  es  preciso,  en  caso  de  duda,  admi- 
tir do  cada  uno  de  los  contratantes  la  obligación  menos  exten- 
sa, sobre  todo,  si  se  trata  de  renuncia  de  derechos  de  sobera- 
nía. 

Los  memoriales  de  Italia  sostienen  la  tesis  con  arreglo  al  sen- 
tido del  art.  18  del  Tratado,  el  juez  ante  quien  se  ventila  la 
demanda  de  ejecución  debe,  para  examinar  la  competencia  de  la 
autoridad  judicial  que  ha  sentenciado,  tomar  únicamente  en  con- 
sideración la  ley  del  Estado  á  qien  pertenece  esta  autoridad;  que 
en  el  presente  caso,  los  Tribunales  que  dictaminaron  en  la  causa 
de  los  hermanos  Anselmo  eran  indiídablemente  competentes  res- 
pecto de  la  legislación  italiana;  que,  en  consecuencia,  su  senten- 
cia debe  recibir  ejecución  en  Lima,  tanto  más  cuanto  el  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  peruano,  en  su  art.  132,  admite  el  fuero 
del  contrato. 

En  su  primer  memorial,  el  señor  representante  de  Italia  creyó 
deber  tratar  la  cuestión  litigiosa  como  está  planteada  en  el  mis- 
mo compromiso,  es  decir,  solamente  de  una  manera  abstraeta 
y  siti  tomar  en  consideración  el  proceso  Anselmo-Ferraro.  Pero 
habiendo  el  primer  memorial  del  Perú  relatado  loa  hechos  prín* 
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«ipalesde  este  incidente,  el  representante  de  Italia  siguió  el  ejem- 
plo de  su  primera  réplica,  y  declaró  en  su  segunda  réplica  que, 
«n  lo  concerniente  á  la  relación  que  podía  existir  entre  el  proce- 
so  que  dio  lugar  al  arbitraje  y  la  sentencia  arbitral  consiguiente, 
correspondía  al  arbitro  interpretar  el  compromiso  para  deter- 
minar la  extensión  de  su  jurisdicción  y  los  límites  de  su  senten- 
cia. 

Las  partes  reconocen  en  sus  alegatos,  que  el  Tratado  no  define 
la  competencia  exigida  en  el  artículo  18,  y  que  los  Estados  rela- 
tivos a  dicha  convención,  no  ofrecen  nada  que  aclare  este  punto. 
Es  por  esto  que  sus  arguinentos  son  sucados  de  la  doctrina,  de  la 
legislación  y  de  la  juri^[>radencia  de  diferentes  países,  en  cuya*> 
citas  abundan  los  raemorialeá.  No  parece  á  propósito  ni  necesa- 
rio reproducir  aquí  esas  citas  y  comentarios,  algunos  de  cuyos 
puntos,  sin  embargo,  serán  mencionados  en  los  considerandos 
que  siguen: 


II.  —  DISCUSIÓN    DK  DERKCHO, 


A, — £71  general. 


1?  En  doctrina,  la  competencia  del  juez  extranjero  que  pro- 
nuncia la  sentencia  es  considerada  como  la  primera  y  la  más  im- 
portante de  las  condiciones  para  que  dicha  sentencia  pueda  ser 
reconocida  y  ejecutada.  Así  es  como  se  expresa  von  Bar  en  su 
estudio  del  Derecho  Internacional  privado  de  Holtzendorff,  preci- 
flamente  aún  más  «la  competencia  del  juez  extranjero»  y  definién- 
la:  «jurisdicción  en  principio,  del  poder  judicial  del  Estado  extran- 
jero». Bajo  el  punto  de  vista  doctrinal,  von  Bar,  sin  rechazar,  bien 
entendido,  la  competencia  voluntariamente  aceptada,  sienta  como 
regla,  que  es  necesario  reconocer  competentes  los  Tribunales  del 
Estado  cuya  ley  rige  en  el  fondo  la  parte  de  derecho  que  coueti- 
tuye  el  objeto  directo  del  litigio.  Esta  manera  de  ver  había  sido 
ya  adoptada  en  principio  por  las  resoluciones  del  instituto  de 
Derecho  Internacional  reproducidas  en  la  réplica  del  Perú.  En 
cuanto  á  saber  qué  ley  es  la  aplicable  en  el  fondo,  en  un  caso 
dado,  es  necesario,  según  von  Bar,  buscar  el  fin  legislativo  que 
implica  la  regla  de  derecho  que  concierne  al  oaso,  y  ver  si  ese  fin 
exige  la  aplicación  de  la  ky  niieionai  ó  de  una  disposición  de  la 
ley  extranjera.  «No  se  admitirá  fácilmente,  agrega  este  autor, 
que  el  legislador  ha  quorido  someter  á  los  interesados  á  una  IfV 
cuya  aplicación  no  pudieron  haber  previsto  en   manera  alguna.* 
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Sstas  proposiciones,  que  coiicuerdan  en  su  esencia  con  las  ideas 
ya  emitidas  por  von  Bar  en  su  obra  «Theorie  und  Praxis  des  in- 
ternationalen  Privatreclits»,  participan  de  la  teoría  de  Savigny, 
según  la  cual  es  preciso  buscar  sobre  cada  hecho  jurídico  que  ley 
lo  ri¿,e. 

De  este  modo  de  ver  es  también  la  proposición  de  Róguin  re- 
lativa al  Derecho  Internacional  de  obligaciones  y  citado  por  Mei- 
li  en  su  obra,  «Das  Internationale  zivil  und  Ilandelsracht».  En 
efecto,  el  art.  6?  de  esta  proposición  dice  textualmente: 

«Siempre  que  no  sea  en  contradicción  con  ninguna  disposición 
«imperativa  ni  prohibitiva,  el  fondo  del  contrate^  está  sometido 4* 
•í  la  ley  escogida  expresa  ó  implícitamente  por  los   contratantes. 

«  Si  los  contratantes  no  han  demostrado  de  ninguna  manera 
«rcuál  era  su  voluntad  al  respecto,  el  juez,  al  examinar  todas  las 
«circunstancias  del  caso,  se  informará  á  qué  legislación  se  ha- 
«  brían  probablemente  referido,  si  su  atención  se  hubiese  dirigido 
«  hacia  este  punto. 

«  El  juez  examinará  cuál  ha  sido  el  lugar  de  la  celebración 
«del  contrato,  y  cuál  es  el  de  su  ejecución.  » 

En  lo  que  respecta  especialmente  al  derecho  aplicable  á  las 
obligaciones  convencionales,  von  Bar  dice  que,  según  la  opinión 
aun  dominante  en  principio  en  los  demás  países  fuera  de  la  Ale- 
mania, donde  está  masó  menos  abandonuda,  es  la  ley  del  lugar 
donde  el  contrato  se  celebró  la  que  determina;  mientras  que  en 
Alemania  se  aplica,  siguienlo  á  Savigny,  la  ley  del  lugar  de  la 
ejecución,  que  es  la  comunmente  aceptada  por  el  Tribunal  del 
Imperio.  Peráonal mente,  von  Bar  se  pronuncia  por  el  sistema 
que  se  basa  esencialmente  sobre  la  ley  del  domicilio  del  deudor, 
sin  por  esto  dejar  de  reconocer  que  pueden  presentarse  numero- 
sas é  importantes  excepciones.  «  Es  así,  prosigue  este  autor,  que 
muchas  disposiciones  del  derecho  comercial  obedecen  á  conside- 
raciones de  orden  puram-'nte  local;  en  cuyo  caso,  no  deben  some- 
terse á  ía  lev  del  domicilio  los- asuntos  celebrados  en  el  extran- 
jero  y  que  deben  realizarse  en  otro  lugar;  por  otra  parte,  la  buena 
fé,  tan  importante  en  las  relaciones  del  comercio  internacional, 
puede  exigir  para  actos  jurídicos  que  se  cumplen  solamente  en 
el  extranjero,  la  aplicación  de  otra  ley  que  la  del  domicilio  del 
deudor,  eic.» 

Por  lo  que  respecta  (x  las  relaciones  por  contrato  que  han  exis- 
ti<]o  entre  Anselmo  y  Feíraro,  debe  considerarse  á  Savona,  en 
Italia,  como  el  lugar  dondu  se  celebró  el  contrato  y  el  de  la  eje- 
cución. Efito  es  lo  que  los  Tribunales  italianos  han  establecido, 
y  lo  que,  además,  es  conforme  con  la  naturaleza  de  las  cosas. 

La  casa  G.  B.  Anselmo  y  C?  se  estableció  en  Lima,  en  1881,  y 
en  el  curso  del  üiiduio  año,  se  hizo  abrir   una   cuenta   corriente 


I 
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en  Savona,  lo  que  nunca  ha  sido  debatido.  J.  B.  Anselmo,  an-  ttiI  í 
tes  de  partir  de  Savona  para  Lima,  obtuvo,  sin  duda,  el  conseii-  a  i 
timiento  de  su  padre  Constantino  para  que  se  abriese  el  crédito.  - 
Los  pagos,  sobre  todo  los  de  las  letras  de  cambio,  debían  efe«-  pw 
tuarse  en  Savona,  con  arreglo  á  las  relaciones  existentes  entre  ler.i 
las  partes.  Más  aún,  J.  B.  Anselmo,  en  su  carta  escrita  de  Niza,  \ 
fecha  19  de  Enero  de  1890,  dio  á  su  padre  la  seguridad  formal  t?  c 
de  ir  á  Savona  para  dejar  todo  arreglado  antes  de  su  próxima  *  íu- 
partida  para  Lima.  Las  operaciones  se  hacían  en  moneda  ita-  ;•  i 
Ijana,  en  liras.  La  reclamación  de  los  hermanos  Anselmo  habla  (Civ 
de  liras,  lo  mismo  la  sentencia;  y,  según  resulta  de  los  autos,  loa  \v) 
demandados  nunca  objetaron  que  debió  adoptarse  otra  moneda,  i.^n 
Por  últhno,  hay  que  tener  presente  que  el  compromiso,  según  el  ¡^1  í 
tenor  mismo  de  sus  términos,  presupone  que  los  Tribunales  ita-  jíí  >: 
líanos  eran  competentes  según  la  legislación  de  Italia.  Ahora  .fi 
bien,  habiendo  estos  Tribunales  fundado  su  competencia  esen- 
cialmente en  el  artículo  91  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
italiano,  que  reconoce  el  fuero  del  contrato  y  de  la  ejecución  po- 
dría admitirse  que,  por  los  términos  del  compromiso  ha  sido  in-  i\ 
directamente  reconocido  que  el  juez  italiano  era,  en  realidad, 
competente,  según  la  ley  italiana,  como  juez  del  fuero  del  con-  4 
trato  y  de  la  ejecución.  El  Perú  no  critica  sino  de  una  manera  ]\]\ 
poco  clara  y  poco  precisa  la  opinión  de  que  el  lugar  de  la  cele-  P^ 
bración  del  contrato  ha  sido  Italia,  y  la  argumentación  en  qu#  tf 
se  basa  su  sistema  en  la  controversia  actual,  tiende,  sobre  todo,  á  íi 
demostrar,  que  el  fuero  del  contrato  y  de  la  ejecución  no  podría,  tí, 
en  el  asunto  internacional  de  que  se  trata,  prevalecer  contra  el  ái 
fuero  peruano  del  domicilio.  y 

No  cabe  duda  que  las  mismas  partes  í Anselmo  y  Ferraro)  han        ^^ 
creído  que  su  contrato  estaba  subordinado  al  derecho  italiano,  ó,         ^' 
por  lo  menos,  que  ellas  se   habrían  pronunciado   por  este  de- 
recho si  hubiesen  sido  llamadas  á  decidirse  por  una   ú  otra  ley.       I  c 

Además,  si  los  deudores,  durante  sus  relaciones  con  el  aeree-  ]  1 
dor,  hubiesen  exigido  la  aplicación  del  derecho  peruano,  en  lu- 
gar del  italiano,  segán  las  necesidades  creadas  por  la  cuenta  00- 
rríente;  tal  pretensión  habría  sido  poco  compatible  con  la  buena 
fé  que,  según  von  Bar,  debe  hacer  un  papel  tan  importante  en 
las  relaciones  del  comercio  internacional,  como  en  tolos  los  de- 
má^  aauntos. 

De  los  razonamientos  que  preceden,  resulta,  por  lo  manos,  qae, 
eon  arreglo  á  los  principios  generales  adoptados  por  la  doctrina 
j  la  jurisprudencia,  existen  motivos  muy  serios  para  admitir,  en 
•1  presente  caso,  más  bien  la  competencia  de  los  Tribunales  ita- 
lianos, visto  que,  como  dice  ron  Bar,  la  competencia   más  nata- 


ral  es  la  de  los  Tribunales  del  Bstnrlo  cuya  ley  rije  en  el   foridn 
la  infoiTuación  de  derecho  en  litigio:  tal  Estado  es  la  lUlia. 
.     2 — Las  (J I spo9Íci (ni fs  legales  ó  rutinarias  que  rigen  aolnalmente 
eu    los   distintos   Estados   la   ejecución  de  las  eenteíícias  e^ftran- 
jeras,  ofrecen  un  cuadro  extre«a<laniente  variado. 

Varios  Estados  conceden  á  las  sent-encias  extranjerus,  median- 
te ciertas  condiciones  do  forma,  la  mis?na  fuerza  ejecutoria  qiie  á 
las  sentencias  pronunciadas  por  jueces  nacionale*^:  Itali«,  por 
ejemplo,  en  virtud  del  art.  941  de  m\  Código  de  Eiijniciamionto 
Civil,  combinado  con  el  art.  10  d-íl  título  preliminar  de  íh  (^ódi- 
go  Civil.  Otros  países  exigen  como  principal  condición  del  f2^ 
guaíur,  la  reciprocidad.  Así  sucede  en- el  Imperio  tUraan,  tegün 
el  art.  328,  §  5  de  su  Enjuiciamiento  Civil;  además,  en  dicho  ar- 
tículo §  1  eo  exige,  que  el  Tribunal  extranjero  sea  tmmí>ién  eom- 
pet-enle  con  arreglo  á  las  leycf^  alemimas.  También  en  otroi  jiaí- 
aes,  donde  no  existen  convencionc?^  internacionales,  so  mega  la 
ejecución  en  principio  á  las  sentencias  que,  ru  embargo,  sfni  allí 
reconocidas  como  derechos  públicos;  en  este  caso  se  encuentra  el 
Perú. 

En  cuanto  aLcaso  que  nosocnpa,  conviene  hacer  notar  el  art. 
941  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano,  cuyo  tenor  es  el 
niismo  que  el  del  art.  18  del  tratado  celebrado  entre  Italia  y  el 
Perú;  en  efecto,  bajo  el  número  1,  se  exige,  también,  que  la  «an- 
tencia  extninjera  haya  sido  pronunciada  por  una  autoridad  ju- 
dicial comjH'tente,  sin  indicar,  empero,  Fognn  qué  r(»gUts  debe 
determir.^rsc'  esta  competencia.  En  los  memoriales  del  PeKi,  le 
alega  á  este  respecto,  que  los  tribunales  italianos  negaron  siem- 
-prc  la  ejecución  de  las  sentencias  extranjeras  cuando  la  compe- 
tencia del  juez  que  las  pronunciaba  no  eraftindada  con  ai  reglo  á 
la  ley  italkina;  que  esta  jurisprudencia  es,  además,  oonfarme  coa 
la  opinión  fie  la  gran  mayoría  de  los  autores  ilalianos,  de  los 
cuales  uno  solo  (Matirolo)  es  de  opinión  contraria;  que,  íl-esde 
luego,  si  Italia,  al  invocar  una  disposición  legal  i>areí.*ida  á  la 
del  art.  11  del  tratado,  exige  como  condición  del  exequátur  la 
competencia  según  su  propio  deredio,  debe  también  re?<mocer 
que  esta  condición  es  de  regla*  en  sn»  relaciancs  con  el  Per6. 

Contra  esta  argumentación,  los  mfmwrialcs  de  Italia  rechaaan 
que  las  decisicwves  de  los  tribunales  italianos  nieguen  el  exequ£- 
twr  á  las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  franceses  (cmi 
excepción  de  una)  en  cumplimiento  del  art.  14  del  código  cítíI 
fraiK'é?,  y  afiramn  qoie  aun  sentcncras  parecida»  hau  •ido'  áeda- 
Tadas  ejíecuterime  per  algUTwe  tribunales  italianos.  HI  primero #b 
estos  alegatos,  es  decir,  el  que  indica  á  qué  sentencias  ertranjem 
1K>  concede  ftaiia  el  exe^fuáíiBr,  no  ha  sido  debatido  por  el  PeiC, 
j  más  bten  1m  recoBociéo  en  exactitad. 
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3 — La  ejecueióii  de  las  lentencias  extranjeras  ha  sido,  en  ma- 
chos Estados,  (entre  los  cuales  no  figura  ni  Inglaterra  ni  el  Im- 
perio alemán)  objeto  de  tratados  internacionales,  que,  hasta  cier- 
to punto,  han  modifi^^ado  la  legislación  interna  do  esos  países. 
Meili  hace  una  relación  de  esas  convenciones  y  distingue: 

a)  los  Tratados  que  eápoclfican  los  fueros,  y  entre  los  cuales 
hay  que   mencionar   la  convención   de    1869  entre    Francia  y 

Suiza. 

b)  loa  Tratados  que  establecen  algunos  fueros  (convención 
de  ISíO  entre  Francia  y  el  gran  ducado  de  Badén). 

c)  los  Tratados  que,  sin  lijar  í\ior.^,  «seguran  sin  embargo 
la  ejecución  de  las  sentencias. 

A  esto  último  grupo  pertenece  el  Tratado  de  17Ü0  entre  Fran- 
cia y  Cerdefia,  interpretado  por  la  íloclaración  .ct* lebrada  entre 
Francia  é  Italia  en  18G0,  así  (M)ino  el  Tratado  entrv^  Italia  y  el 
Perú,  «bjeto  del  presente  litigio. 

Estas  tres  categorías  do  convención  *3  señalan  el  •)roced ¡miento 
que  debe  adoptarse  para  obtenor  el  r.("q'kaii(,':  pero  excluyen  to- 
da revisión  d^i  fondo. 

d)  el  TriUlo  de  18.3S,  modifica  lo  en  1856,  entre  Austria  v 
el  gran  ducal  >  de  Bal  ni,  no  cstableoo  ningú:i  fuer),  y  ostipula 
que  las  senten  uas  pronancia'las  en  uno  do  los  do^  Esbadoi  serán 
ejecutadas  sin  condición  alguna  en  el  otro. 

e)  los  tratados  que  exigon  únicamtjnte  la  rocii)roe¡di  1. 

Si  ahora  pasamo3  á  ititerpr.tar  el  Tfitado  celebi-ido  entre  Ita- 
lia y  el  Perú,  llegamos  á  la  m  sma  conclusión  í[Uo  !a  qm  noslia 
parecido  desprondorse  del  examen  d  ;  la  doctr¡n?i.   En  efecto: 

El  art.  18  <lo  esta  convención  eslipila  que  las  sontencias  civi- 
leide  ios  Tribunales  de  uno  de  los  dos  Est\'lo3  contratantos  se- 
rán ejecutadas  en  el  otro  como  las  pronunciadas  po?*  loi?  jueces 
naoioaales.  El  Tribunal  que  «ntiende  de  la  demanda  de  ejecu- 
oión  no  debe  examinar  más  que  cuatro  puntos,  siendo  el  priiuero 
flaber  si  la  sentencia  emana  de  una  autoridad  judicial  competen- 
te. ¿Con  arreglo  á  la  ley  de  qué  Estado  debe  ser  competente  el 
Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia?  Es,  pues,  esencial- 
mente respecto  de  esta  pregunta  que  se  ha  originado  el  diferen- 
do.  AI  no  tener  en  consideración  más  que  el  simple  texto  del 
Art.  18,  no  parece  que  pueda  existir  duda  al  respecto.  Al  leerla 
parte  núm.  1  de  ose  artículo,  de  que  la  sentencia  debe  haber  sido 

{)ronunciada  por  una  autoridad  judicial  competente,  á  nadie  se 
•  ocurriri  pensar  en  otra  competencia  que  en  la  de  esta  autori- 
dady  tal  como  determina  la  legislación  por  la  que  &•  rige  dicb» 
autoridad.  Esto  es  lo  que  el  mismo  redactor  dice  en  el  primer 
memorial  peruano.  fEl  silencio  de  la  ley  ea  lo  referente  á  apre- 
ciar la  competeDcia  del  Tribunal  extranjero,   parecería  indicar 
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que  debería  cousidorarse   de   conformidHd    con  la  ley  áv\  jiies 
quo  ha  proíiunciado  lasentenriii:. 

Eii  efecto,  ciuhi  Estado  regula  en  su  ley  de  jToeedinientos 
las  competencias  de  sus  propios  Triburvile^í,  y,  desd»*  luego,  al 
giirr^ír  una  cuestión  relativa  á  la  e)mp  itenci.'t  d.'  un  TriViunal,  no 
liay  por  <}uó  bnse,ir  In  H;ílu'^i')n  d-^  el!:í  en  la  lev  de  un  país  ex- 
t;-\i>jtíro.  I'wr  otra  pai*t*í,  así  c  )ino  la  dirjx^s'cinn  del  núni.  1  del 
artículo  precitado  se  refiere  a  la  conij)eteuei:L  las  de  los  núnis.  2 
y  3,  cuyo  objeto  es  la  citación  y  repreytntaeióu  del  dmijinclado, 
conciernen  á  la  autoridad  judicial  que  pronuiicin  la  s-iit'  neia,  y 
son  regidas  por  la  le}^  de  esta  autoridad.  De  «Ion. le  r<s;i!ta  que 
la  interpretación,  tanto  gramatical  como  1-»l^í  'a  «Id  arl.  18»  Tjúin. 
18,  núm.  1,  del  Tratado,  hac?  cre?r  que  e-ta  íl!sT)o:ición  exige 
que  la  autoridad  judicial  sea  competoiitf^  con  arreglo  á  m  propia 

4 — En  los  memoriales  <lel  Perú,  ha^e  ale;;ado,  es  verdad,  que 
la  doctrina  había  reconocido,  con  rc^pe  lo  á  la  ej''.ueión  de  las 
sentencias  extranjeras  y  d"  las  cuestione.^  de  cump'^tenvia  refe- 
rentes á  las  mismas,  (pie  la  competencia  debía  e.-t uñarse  «en  la 
Cáfera  internacional»,  os  decir,  que  la  coninet-^ncia  dcbfn  exi-tir 
t¡uni)ién  para  la  ley  del  L^stfido  qne  entiende  dí-l  rxr-j  "Ahir.  Más 
es  evidente  que  semejante  teorín  qiie,  además,  no  e.">  ^^'lU'r.ihni'Mte 
adoptada,  y  que  está  sujeta  á  controversia,  no  j) odiía  tí-ner  la 
prefenaicia  sobro  la  regla  de  un  Tratado  in.erna'-ional  t.ui  p)?»!- 
tivo  como  lo  es  el  convenio  italo  ;)cruano  de  1S7  í. 

La  noción  de  la  competencia,  y  los  términos  de  «tiibn  lal  com- 
pi  tentf»  ^'on  generalmente»  conov'i'.lis,  y  su  :-?\lirlo  (•--  u"'f'r:nina- 
do.  Alioi'a  bien,  la  com/)'Y'?í^-r.  e"' !a  única  que  :^  •  ifüía  eomo 
conüición  en  el  artííuilo  1  S,  ni'im.  1,  dc^l  Trata»!.).  Si  fc  liiiljiera 
querido  exigir  más,  como  da  coíu'/et  ii'Ma  en  la  e.-íe'a  i'ííetna- 
cional",  etc.  habría  habido  necí^^idad  de  (Lntirlo.  Así  lo  lian  he- 
cho el -Código  de  Kujuiciami»'nto  Civil  alemán,  la  lev'  danesa  y 
las  antiguas  leyes  del  gran  ducvlo  de  Bid^n  y  de  TIessí-;  y  así 
se  procedió  en  el  Tratado  de  18S1  entre  Austria  y  Servia,  y  tam- 
bién en  el  Tratado  celebrado  en  18S9,  en  Montevideo,  ent.ro  los 
Estados  do  América  del  Sur.  Pero  nada  semejante  se  manifiesta 
en  el  Tratado  entre  Italip  y  el  Pern,  y  no  es  posible  agre;^ar  ásu 
texto  semejante  disposición,  con  tanta  menos  razón  cuanto  que 
la  tendencia  fundamental  de  este  convenio  es  favorecer,  y  no  im- 
pedir, la  ejecución  de  las  sentencias  de  uno  de  los  Estadí.'S  en  el 
otro.  Habría  que  atenerse  á  los  términos  del  Tratado,  aun  cuan- 
do se  demostrase  («ue  la  aplicación  del  artículo  941,  núm.  1  del 
Código  do  Eojuiciaraiento  Civil  italiano,  cuyo  tenor  es  parecido 
al  de  este  convenio,  los  Tribunales  de  Italia  niegan  ordinaria- 
mente la  ejecución  en  el  caso  en  que  el  juez  extranjero  no  fuese 
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tan  competeote  según  el  derecho  italiano;  semejante  jurispruden- 
eia  DO  sería,  en  efect©,  conforme  á  la  l-ey  italiana^  y>  además,  no 
fon.  los  Tribunales  italianos  los  que  han  celebrado  el  Tratado. 
Mas,  como  no  se  ha  citado  la  prireba  de  que  semejante  ])ráctica 
sea  adoptada  en  Itnlia,  resulta  que  el  principio,  como  lo  dicen  no 
solamente  Maltirolo  sino  Norsa,  de  que  la  corapotencia  obedect 
á  la  ley  del  Tribunal  que  pronuncia  la  sentencia,  es  absoluto  se- 
gún el  derecho  italiano. 

Por  otra  pxirlc,  el  hecho  de  saber  si  el  Tribunal  que  lia  pro- 
«uuciado  la  senti^ncia  era  sompjtente  según  su  propia  lej',  no  es 
abaolutamento  iiuUil,  pufsde  tener  alguna  importancia;  asto  es 
isn  evidente  que  sería  supóríiuo  el  demcs-rarlo. 

5 — Pero,  en  los  memoriales  dd  Perv'i,  se  pretende  que,  según 
la  legielación  de  ese  país,  los  Tribunales  peruanos  son  exclusiva- 
mente coini)et entes  para  fallar  los  procesos  como  los  del  caso  Án- 
gel mo- Fe  rt-an-^,  y  sí,  n-'^  obstante  e.sío,  el  Peni  quisiese  ejecutar  la 
sentencia  pronunciada  en  esta  causa  por  la  autoridad  judicial 
italiana,  no  podi'ía  hacerlo  sin  renunciar  i  uno  do  sus  derechos 
de  soberanía:  esfe  Eí-;tado  invoca,  en  aí>cyo  de  su  manera  de  ver, 
«n  fallo  del  Tribnnal  federal  suizo,  pronunciado  el  9  de  Febrero 
de  1829,  en  la  causa  Espanct  contra  Sive. 

En   cnanto   á  este    fallo  hay  que  hacer  la  aclaración  siguiente: 

El  tribunal  federal  tenía  que  resolver  la  demanda  de  ejecu- 
ción de  nna  sentencia  francesa  en  Suiza,  presentada  á  tenor  del 
artículo  16  del  tratado  do  1869  entre  Suiza  y  Francia.  El  pro- 
ceso en  el  fontlo  había  sido  seguido  contra  un  francés  en  Suijia. 
El  tribunal  (de  comercio  de  Marsella)  que  pronunció  la  senten- 
cia se  bahía  declarado  competente  en  virtud  del  arL  15  del  códi- 
go civil  franc  6'^,  sen;ún  el  cual  un  francos  puede  ser  citado  ante 
un  tribunal  de  l'^rancin,  por  ol)ligaciona3  que  hubiese  contraído 
en  un  país  extranjero.  Por  otra  parte,  el  art.  17  do  dicho  trata- 
do exige,  para  la  admisibilidad  de  la  ejecncion,  exactamente  las 
mismas  con(licií)iU3S  que  el  art.  18  del  tratado- i  talo-peruano. 
Ahora  bien,  el  tribnnal  federal  ha  reconocido  en  su  fallo  que  la 
convención  franco-suiza  no  contiene  disposiciones  obligatorias 
^ue  indiíjuen  s.>^án  qué  reglas  do  derecho  debe  examinarae  la 
competencia  del  tribunal  que  ha  pronunciado  la  leiitoncia,  cuan- 
do la  ejecución  do  una  sentencia  pronunciada  en  uno  de  los  esta- 
dos se  sigue  en  el  otro  con  arreglo  a  este  tratado;  el  tribunal  fe- 
deral agrega  es  cierto:  «Siendo  esto  así,  no  podría  impedirse  i 
las  autoridades  suizas  de  examinar  la  cuestión  de  competencia 
según  los  principioj  admitidos  en  au  país  en  materia  de  jurisdic- 
ción y  do  fuero,  y  de  rehusar  la  ejecución  de  una  sentencia  fran- 
cesa  en  el  caso  en  que,  según  el  derecho  público  suizo,  el  asunto 
era  de  la  competencia  exclusiva  de  los  tribunales  suizos.»     En 
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«feeto,  segOn  las  dnpoetctones  del  art  59  áe  la  constiluciÓD  fede- 
ra) suiza,  el  deador  sobretite  no  puede  aer  notiñeado  vino  en  el 
lugar  de  su  domicilio^  y  las  sentencias  pronunciadas  en  opoai- 
ci6n  A  esta  disposición  no  son  ejecutorias  en  Saiza,  aun  euanao 
la  ejecución  de  una  sentencia  pronunciada  en  un  cantón,  se  per- 
siga en  otro.  Además,  el  fallo  indica  que  la  disposición  del  ari. 
59  de  ]i\  constitución  fcfleral  no  t^  solamente  una  regla  de  dere- 
cho objetivo  que  establéele  un  fuero,  sino  que  confiere  á  los  ciu- 
dada'^üs  un  dereolio  subjetivo  constitucionul  que,  corat)  tal,  de- 
pende del  derecho  público. 

Ahora  bien,  si  semejante  principio  fuese  admitido  por  el  de- 
recho público  del  Perú,  no  hay  duda  que  se  i)odría  exigir  de  es- 
te estado  la  ejecución  d#  la  sentencia  pronunciada  en  Italia  en  el 
litigio  Anselmo-Ferraro,  porque  en  esta  hipótesis,  habría  que 
exf>erinientur8e  la  nej^ativa  basada  en  el  art.  18,  núm.  4  del  tra- 
tado. Pero,  según  las  actas,  el  derecho  público  peruano  no  con- 
tiene el  princij)io  en  cuestión. 

6 — Al  contrario,  según  el  art.  132  del  código  de  enjuicia- 
mento  civil  peruano,  el  demandante  tiene  la  facultad  de  enta- 
blar su  acción,  bien  sea  anlo  el  juez  donde  el  demandado  posee 
la  mayor  {>arte  de  sus  bienes,  ó  bien  ante  el  juez  del  lugar  don- 
de contrajo  la  obligación.  Esto  es  lo  que  ha  sido  alegado 
en  la  primera  réplica  itali:ina,  y  no  habiendo  sido  debatido 
este  alegato  por  el  representante  del  Perú,  -  quien  pudo  ha- 
berlo hecíio,  supónese  por  esto  que  aceptó  su  exactitud.  Ade- 
más, en  el  código  que  presentó  este  representante,  el  art,  132  es 
del  tenor  in-liíado  en  el  memorial  italiano,  y  como  está  impreso 
en  caracteres  ordinarios,  debe  estar  en  vigor,  ecgún  una  nota  que 
figura  al  principio  del  código.  Ya  hoy  no  es  debatible,  ni  se  de- 
bate, que  hi  el  tribunal  de  Lima  hubiese  entendido  del  asunto 
Anselmo,  habría  sido  igualmente  competente  para  resolverlo; 
nsiás  el  fuero  de  aquella  autoridad  no  habría  tenido  un  carácter 
emclusicoy  porque  el  tribunal  que  pronunció  la  sentencia  era  tam- 
bién comjKítente,  aun  respecto  del  derecho  peruano;  habría,  pues, 
resaltado  doblo  competencia  ó  competencia  concurrente. 

Ks  el  caso  de  hacer  aquí  presente  el  hecho'de  que  en  el  fa- 
llo expedido  por  la  corte  superior  de  Lima,  de  9  de  agosto  de 
1897,  no  se  tomó  en  consideración  el  art.  132. 


ñ. — Examen  de  algimoB  puntos  parlicidares. 

1 — La   celebmción   del   tratado  de   1874,  tal  cual  esti  inter- 
pretado aquí,  no  implica,  de  parte  de  lo»  eetadoa  coutratanfcea. 
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unA  renuncia  inadmisible  y  no  obligatoria  de  sus  derechos  de  so- 
b«ranía.  Otros  países,  que  jamás  renunciaron  un  átomo  de  su 
soberanía,  han  celebrado  conrenios  de  este  género. 

Las  restricciones  á  la»  cuales  el  estado  se  somete,  aceptando 
un  tratado  tal,  están  compensadas  por  #1  efecto  acordado  á  los 
actos  de  sus  órganos  con  respecto  á  los  ciudadanos  del  otro  paí?». 
El  tribunal  federal  suizo,  en  su  fallo  precitado,  ha  reconooi»lo 
que  es  admisible  sentar  restricciones  medianbs  convenios  inter- 
nacionales, aun  respecto  del  principio  c^^nstitucioual  proclama- 
do por  el  artículo  59. 

Las  soguri<lades  recíprocas  que  se  dan  dos  estados,  de  ejecu- 
tar en  sus  territorÍQS  resj>ectivos  las  sentencias  pronunciadas  por 
tril)unales  del  país  contratante,  no  han  sido  nunca  consideradas 
como  meno3C:il)0  de  la  soberanía  de  osos  estados,  sino  más  bien 
como  la  manera  de  poner  en  práctica  la  cortesía  internacional. 
{comitüs  geii ti u m ) 

2 — (km  arreglo  al  arb.  14  del  código  civil  fuancos,  el  extran- 
jero, aun  «uando  no  resida  en  Francia,  puede  ser  citado  ante  los 
tribunales  iraneescs  para  la  ejecución  de  la^  obligaciones  contraí- 
das por  61  hacia  un  francés.  La  competencia  establecida  por  es- 
ta disposición  parece  haber  sido  acoplada  en  todas  partes,  hasta 
fuera  de  Francia,  tanto  pnr  la  doctrina  orno  por  la  jurispruder- 
cia,  aun  en  lo>  países  que  han  (^j!í.4)ra(]í)  con  F»ancia  trala-l^vs 
semejantes  al  aji:s!ado  entro  lialia  y  el  Perú.  Los  autí>res  mis- 
mos han  critieadi)  con  nnieha  severidad  el  fuero  en  cuestión;  así, 
por  ej^Mnplo,  von  li.ir  (Theorie  nnd  Pnixi.^  des  International  en 
Privaireclils,  ]).  425,  nota  20),  Riei,  cuya  oj^inión  ha  sido  repro- 
duci<ht  por  Meiii  (en  sn  e.:^lu'lio  «lu  ílcvioned  etc.»,  p.  30,  nota  2), 
lo  misnjo  (|ne  (íaisonnel.  (jue  e:i  sn  «Traite  ihcorique  et  practi- 
que de  prorédeurc",  dice  t^'xiualn-ieiii'*  (vol.  I.  par.  (LXXV): 
«fEl  artículo  1^  del  códio-.)  civ'il,  (jue.'joíUi.iH^  una  nueva  excep- 
ción á  los  principios  generales  de  la  eínn[»etencit%  es  una  dispo- 
sición justamente  criticada:  es  contraria  á  la  antigua  jurispru- 
dencia, á  los  principios  del  derecho  internacional  privado  y  á  la 
mayor  parte  de  las  leyes  europeas»  (véase  además  Vincent  et  P4- 
naud,  Dictionnaire  du  droit  international  privé,  p.  234)»  La 
competencia  que  el  art.  14  ya  referido  confiere  á  los  tribunales 
franceses  es  ciertamente  excesiva.  El  subdito  de  un  estado  qu« 
ha  celebrado  contrato  fuera  de  Francia  con  un  francés,  puede 
muy  bien  haber  ignorado  la  nacionalidad  de  éste  último,  a«í  co- 
mo la  existencia  del  art.  14  del  código  civil  francés,  y  debería, 
sia  más,  ser  citado  ante  un  tribunal  de  Francia.  Tal  procedi- 
miento sería  contrario  á  todos  los  principios  admitidos  en  el  de- 
recho internacional  privado;  y  puede  decirse  de  mna  manera  ge- 
neral, que  debe  negarse  la  sanción  internacional  á  todo  fuero  que 
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no  es  fundado  en  un  hecho  exterior  cualquiera  que  haga  presu- 
mir la  sumisión  del  demandado  á  hi  legislación  y  á  la  jurisdic- 
ción del  estado  que  ha  establecido  tal  6  cual  competencia  Este 
elemento  falta  completamente  al  fuero  del  art.  14,  mientras  qu© 
existe  bajo  una  u  otrn  forma  para  los  demás  fueros  que  se  pre- 
sentan en  las  relaciones  internacionales,  especialmente  para  el 
fuero  de  la  formación  del  contrato  y  del  lugar  de  la»  ejecución. 
Que  se  apli(jue  en  Francia  el  art.  iJ  en  tal  sentido,  ne  hay  nada 
que  objetar  en  contra;  esto  es  inherente  á  la  administración  judi- 
cial de  ese  país.  Pero  tratándose  de  subditos  de  otros  estados,  la 
aplicación  de  este  artículo  constituiría  un  acto  arbitrario,  que, 
desde  luego,  causaría  detrimento  al  derecho  público,  al  que  se 
polía  presentar  oposición,  apoyiuvlo^o  on  los  tratados  internacio- 
nales. Además,  no  se  ve  que  las  autorirlades  francesas  hayan 
exigido  de  otros  [)aíses  el  reconocimiento  del  fuero  establecido 
por  el  art.  14.  En  todo  caso,  contestando  á  un  argumento  de  la 
réplica  peruana,  no  podría  aV)solutamonte  ponerse  en  la  mis- 
ma línea  la  pretensión  octual  de  Italia,  y  la  de  hacer  ejecu- 
tar fuera  de  Francia  la  sentencia  do  un  tribunal  francés  que 
80  hubiese  declaiado  competente  en  virtud  de  la  referida  dispo- 
sición. 

3 — La   réplica   del    Perú   sigue  sosteniendo    que   los  tribuna- 
lea    italianos    eran   incompetentes    en  la  materia,   aun   según 
sus  propias  leyes.     Además,  la  manera  de  ver   del    Perú  no  es 
fundada;  invoca,  en  apoyo  de  su  razonamiento,  el    inciso  3?  del 
art.  90  del  coligo  de  enjuiciamiento   civil  italiano,  que  dice  que 
la  acción  dirigida  contra  una  sociedad  será  interpuesta  en  el 
asiento  de  la  administración  ó  de  una  sucursal  do  ésta.    Pero  tal 
di-spoaición  determina  únicamente   el  fuero  del  domicilio  le  las 
sociedade.^,  siendo  de  la  incumbencia  del  art.    90  donde  aquella 
se  encuentra,  reglar  el  fuero  del  domicilio  en  todos  sus. detalles. 
Ahora  bien,  en  este  caso  particular,  no  se  trata  del  fuero  del  do- 
micilio, sino  del  fuero  del  contrato  previsto  por  el  art.  91,  que  no 
hace  distinción  entre  lai  sociedades  y  los  simples  particulares. 
Tanto  unos  como  otros  están  igualmente  sometidos  al   fuero  del 
contrato,  siempre  que  las  condiciones  de  su  admisibilidad  se  ha- 
llen reunidas:  tal  es  el  caso  respecto  de  las  sociedades  cuando  han 
contraído  compromisos  serios.     Que  en  el  presente  caso  la  socie- 
G.  B.  Anselmo  y  0^  haya  podido  considerarse  obligada  por  los 
actos  de  J.  B.  Anselmo,  esto  nunca  ha  sido  debatido. 

4 — En  su  estudio,  ya  varias  veces  citado,  von  Bar  indica^  ba- 
jo el  punto  de  vista  doetrinal,  como  segunda  condición  eseaeíal 
de  la  admisibilidad  de  la  ejecución,  la  confianza  que  merece  la 
Justicia  del  país  extranjero.  No  hay  necesidad  de  iniistir  sobre 
este  panto  en  el  caso  en  que  nos  encontramosi  tratándose  de  un 
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venio  implica  una  conñanea  rocíproca  de  parte  de  los  estados 
contratantes.  Así,  pues,  las  sentencias  ^pronunciadas  en  el  asun- 
to  Anselmo-Ferraro  producen  la  firme  convicción  de  qae  la  ma- 
teria del  proceso  ha  sido  debidamente  examiiíada,  y  la  sentencia 
prenunciada  con  todo  el  eemero  necesario. 

6 — El  art.  91  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano  no 
reconoce  el  fuero  del  contrato  ó  del  lugar  de  la  ejecución,  sino  á 
condición  que  el  demandado  liaj'a  sido  notificado  en  persona  en 
el  l'jgar  donde  se  encuentra  el  fuero,  salvo  en  los  apuntos  eoraor- 
ciales  para  los  cuales  no  se  requiere  esta  formalidad.  Aliora  bien 
los  tribunales  italianos  han  admitido  qi>e  la  causa  Anselmo-Fe- 
rraro era  de  carácíer  comercial.  Además,  esto  importa  poco  en 
cuanto  á  la  aplicación  del  art.  91  en  el  presente  caso,  porque  jkm: 
lo  que  respecta  á  la  formalidad  que  prescribe  para  los  aí^untos 
comerciales,  y  á  la  cual  von  Bar  atribuye  tanta  importancia,  ha 
sido  debidamente  observada  con  respecto  á  J,  B.  Anselmo  y  A. 
F.  Ferrare,  los  que  fueron  personalmente  citados.  Por  otra  par- 
te, se  hicieron  representar  en  todü  forma  ante  los  tribunales  ita- 
lianos. Vese,  pues,  que  4aie  han  cumplido  las  condiciones  previs- 
tas en  los  números  2  y  3  del  art.  18  del  tratado  de  1874,  lo  que, 
por  lo  demás,  no  se  debate. 

6 — En  cuanto  á  la  proposición  del  representante  del  Perú,  so- 
bre que  el  altercado,  en  caso  de  duda,  aea  zanjado  en  el  sentido 
de  que  la  obligación  sea  lo  menos  extensa,  no  es  aceptada  por 
creer  el  arbitro  que  no  hay  lugar  á  duda  ^a  el  particular. 

7 — Para  terminar,  haremos  presente  que  el  ñieio  del  contrato 
admitido  por  la  legislación  de  muchos  estaios,  principalmente 
por  la  de  Italia  y  el  Perú,  es  considerado  eu  la  doctrina  como  el 
que  más  satisface  á  las  exigencias  de  las  relaciones  comerciales, 
ton  tal  qye  corresponda  á  los  supuestos  propósitos  de  las  partea, 
oondición  que  iwulta  plenamente  idealizada  en  et  caso  actual. 
Baste  leer  el  estudio  de  von  Bar  del  fuero  del  contrato  en  sa 
obra;  Theorie  und  Praxis  des  internatíonalen  Privatrechts-  Este 
autor  dice  partítulaxmenie  en  pág.  438:  «Si  una  obligación  ba 
de  ser  ejecutada  #n  el  mismo  lugar  donde  fu6  contraída,  el  fuero 
del  contrato  se  fundará  también  allí^  donde  todo  el  asunto  debe> 
rá  ventilarse». 


O. — iZeiwinen  de  fo  (trjfwrnerUacién, 


Las  consideraciones  que  anteceden   puedan  compendiarse  ea 
1m  términos  aifuientea: 
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1 — Según  la  sana  interpretación  del  tratado  ítalo-peruano,  la 
competencia  debe  ser  examinada  y  existir  en  principio  respecto 
de  la  ley  del  estado  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada. 

2 — El  tribunal  italiano  se  declaro  competente  en  virtud  del 
ari.  91  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano,  por  ler  el  fue- 
ro de  la  formación  del  contrato. 

3 — El  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  aaí  eomo  el  de  la 
ejecución,  fué  en  Italia. 

4 — E'í  tribunal  que  pronunció  la  sentencia  tuvo,  pues,  la  com* 
peleucia  exigirla  por  el  art.  IS,  núm.  1,  del  trata<lo. 

5 — Las  condiciones  formulíidíis  en  el  art.  18,  bajo  los  números 
2  y  3,  han  sido  cumplidas,  lo  que  no  ba  sido  debatido. 

6 — El  reconocimiento  del  fuero  del  contrato  por  parte  del  tri- 
bunal italiano  no  implica  ningún  menescabo  de  orden  ni  de  de- 
recho público  para  el  Perú. 

7 — Al  contrario,  el  fuero  del  contraío  es  también  reconocido 
por  la  ley  de  enjuiciamientos  del  Perú. 

8 — Dedúcese  de  esto,  que,  habiendo  sido  pronunciada  la  sen- 
tencia italiana  en  vista  de  todas  las  (ondiciones  establecidas  en 
el  tratado,  debe  verificarse  su  ejecución  en  el  Perú. 


III.    DISPOSITIVO 


A, — Observación  prexia. 

El  «arbitro,  al  formular  la  parte  dispositiva  de  su  laudo,  cree 
deber  atenerse  estrictamente  á  la  cuestión  litigiosa  concebida  d© 
una  manera  abstracta;  pero  pronuncia  su  fallo  teniendo  especial- 
mente en  consideración  el  caso  concreto,  á  la  ve«  que  reconoce 
que  las  autoridades  judiciales  dol  estado  donde  se  ha  pedido  el 
e.reqy/ítvr  serían  if/iialmcníc  comj)etontos  (véase  el  final  de  la 
cur?*tión),  que,  sin  embargo,  esta  competencia  no  es  excJusiva,  y 
que,  en  todo  caso,  el  Ihh'Iio  de  reconocer  la  compett^noia  del  tri- 
bunal dnl  estado  donde  la  sontencia  ht  sido  pronuncia<ln,  no  im- 
plica Uíula  en  contrario  al  dcnn^ho  público  ó  constitucional  del 
Per').  Si,  {)or  hi[)ól0S¡.s,  el  fuero  del  domicilio  tuvioseen  este  país 
un  carácter  exclusivo,  no  como  en  Suiza,  coa  arreglo  á  la  consti- 
tución, sino  simplemente  con  arreglo  á  los  términos  de  la  ley  de 
enjuiciamientos,  no  sería  en  tul  caso  probablemente  posible,  ha- 
cer reconocer  en  el  Perú,  ea  virtud  del  tratado,  el  fuero  italiano 
del  domicilio,  visto  que  la  ley  de  enjuiciamientos  forma  parte 
del  derecho  público.  Pero  no  es  necesario  resolver  aquí  esa  cuestión* 
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B. — Parte  düpoaiHva, 


Refiriéndose  el  arbitro  á  lo  que  precede,  zanja  como  sigue  la 
cuestión  litigiosa  sometida  á  su  decisión  por  los  Gobiernos  del 
reino  de  Italia  y  de  la  República  del  Perú,  á  saber: 

Con  arreglo  á  los  términos  del  tratado  de  23  de  diciembre  de 
1874,  celebrado  entre  Italia  y  el  Perú,  las  autoridades  respecti- 
vas de  los  dos  países  no  puedan  negar  el  exequátur  íí  las  sentencias 
pronunciadas  por  una  autoridad  judicial,  competente  según  la« 
lej'es  del  estado  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada,  siem- 
pre que,  según  las  leyes  del  estado  al  que  se  pide  el  exequátur^ 
las  autoridades  judiciales  de  este  mismo  estado  serían  competen- 
tes para  conocer  de  la  causa. 


Dado  en  Berna,  á  19  de  setiembre  de  1903. 


El  Arbitrio, 
•  WiNKLER. 


Real  Legación  de  llalla, 

N9  1351.  Livia,  30  de  Diciembre  de  1903. 

Señor  Ministro: 

Con  oficio  que  recibí  por  el  último  vapor,  S.  E.  el  señor  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  me  ha  confirmado  la  noticia,  que 
ya  me  había  sido  comunicada  por  telégrafo,  es  decir,  que  el  ar- 
bitro suizo  llamado  á  decidir  la  ii^terpretación  que  debe  darse  al 
art.  18  del  tratado  de  amistad  y  camercio  italo-peruano  vigente, 
ha  pronunciado,  el  19  de  Setiembre  último,  su  laudo  en  sentido 
favorable  u  nosotros. 

Al  mismo  tiempo,  me  encarga  el  e^lor  Ministro  que  manifies- 
te al  Gobierno  de  la  República,  que  k  1  del  Rey  ha  tomado  nota 
de  dicha  sentencia,  la  cual  resuelve  do  una  manera  inapelable, 
con  arreglo  al  compromiso  de  22  de  Noviembre  de  1900,  (1)  la 
cuestión  formulada  en  el  primer  artículo  del  mismo,  y,  por  oonsi- 


(1)  Página  191. 
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guíente,  fija  la  iuterpretacióii  del  referido  tratado  en  •!  punto 
controvertido. 

Al  cumplir  con  este  encargo,  espero  que  V.  E.  se  servirá  ma- 
nifestarme análoga  declaración,  á  fin  de  poder  comunicarla  á  mi 
Gobierno,  reservaiido  cualquiera  ulterior  comunicación  respecto 
de  los  liedlos  que  provocaron  el  arbitríijo. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  do.i  Jooó  Pardo,  Ministro  de   Relaciones 
Exteriores. 


Real  fj^gxciófi  d$  íialia. 

N?  437.  Lima,    Ahril  14  de  1904. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  ú  los  íircrumentos  que  en  una  conferencia  parti- 
cular con  V.  E.  tuve  el  hoüor  do  exponerle,  on  Marzo  próximo 
pasado,  respe  to  de  la  aplicación  dt'l  laudo  arbitral,  pronunciado 
por  el  S'íñor  Winkl^^*,  en  el  incidente  Anselmo- Ferrare,  y  en  la 
fundada  Piij^osición,  que  una  voz  terminados  los  trabajos  parla- 
mentarios C'»n  la  clau-ura  del  tercer  Congnso  extraordinario, 
V.  E.,  peo^ún  me  manifestó,  bal)rá  tenido  o[)ortuni(lad  de  dedi- 
carse al  examen  de  la  importante  cuestión,  que  aún  no  ennocía 
en  sus  poririenor^T^;  perniítan-e,  abora,  en  cumplimiento,  do  ins- 
traceioih'S  expresas  de  mi  (Jobierno,  trasmitir  á  V.  E.  recomen- 
dándola á  su  favorable  acooida,  la  inclusa  copia  de  la  solicitud 
presenta  !a  en  26  de  Noviembre  de  1903  por  los  señores  Ansel- 
mo, al  Ministerio  de  Relaeiones  Exteriores,  con  el  objeto  de  ob- 
tener del  Gobierno  peruano  la  aplicación  de  la  sentencia  arbitral 
pronunciada  por  el  señor  Winkler  en  su  cuestión  contra  Ferra- 
ro,  á  fiai  de  conseguir  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
que  han  sufrido  por  la  falta  del  cumplimiento  del  art.  18  del 
Tratado  le  Amistad  y  Comercio  de  23  de  Diciembre  de  1874  en- 
tre Italia  y  el  Perú.  V.  E.  tendrá  ya  conocimiento  de  las  gestio- 
nes que  precedieron  á  la  estipulación  del  compromiso  d«  '23  de 
Noriembre  de  1900,  respecto  del  alcance  y  eficacia  de  la  genten- 
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cia  arbitral  sobre  la  controversia  particular  que  di6  origen  al  in- 
cidente entre  los  dos  países.  Al  declararse  que'  dicha  cujcstióa 
debía  aer  aplazada  (nota  del  Ministerio  de^JRelaciones  Exteriores 
á  esta  Legación,  de  31  de  Marzo  de  1900,  nám.  7)  ambas  partM 
convinieron  en  que  quedase  abierta  á  insoluta. 

No  se  puede,  por  otra  parle,  volver  A  la  controversia  en  cne»- 
tión  sin  tomar  en  consideración  la  sentencia  arbitral.  De  esta 
sentencia  (llenamente  conforme  con  la  opinión  de!  Gobierno  ita- 
liano, ya  sea  en  «uanto  al  problema  de  máxima,  ya  al  caso  espe- 
cial que  la  produjo)  aparece  que  la  Corte  de  Lima  no  cumplió 
oon  los  señorea  Anselmo  lo  cstii)ulado  en  el  artículo  18  del  tra- 
tado de  1874;  si  la  fórmula  del  dispositivo  está  redar-.iada  como 
la  cuestión  que  so  trata  de  resolver  en  térmitios  generales  y  abi 
tractos  en  la  observación  que  le  precede,  dicho  arbitro  declara 
haber  emitido  su  decisión  «teniendo  especialmente  en  mira  el 
caso  concreto»  y,  resumiendo  poco  antes  los  argumentos  que  le 
indujeron  á  pronunciarla,  afirma,  del  modo  más  expl.'cito,  que  la 
sentencia  italiana,  concurriendo  todas  las  condicione»  prescrita» 
en  «I  tratado,  debía  ser  ejecutada   en  el  Perú. 

Todo  esto  demuestra  quiíás  que  no  fué  posible  leparar  la  •ues- 
tión  de  máxima  del  caso  espi^cial,  y  resolver  aquella  prescindien- 
do enteramente  de  éste. 

Sea  de  ( sto  lo  que  fuese,  basta  comprobar  qn#,  por  decisión 
inapelable  del  ár])i(ro,  con  arreglo  al  art.  18  d«l  iratado  de  1874, 
no  pueda  ser  negado  el  e.cefjiiátnr  en  el  territorio  de  una  de  las 
dos  partes  á  las  sentencia«  pronunciadas  por  la  autoridad  judi- 
cial de  la  otra,  por  los  motivos  que  la  Cofte  de  Liraa  lo  negó  ¿ 
lastiitencia  de  la  Corte  de  Genova. 

Esta  decÍFÍón  que,  sin  dudíi,  tien»  el  oarácter  de  una  interpi-e- 
tación  autentica  del  tratado  (y  un  valor  idéntico  á  esto  respecto 
para  la  autoridad  y  para  los  ciudadanos  de  ambos  países),  tiene, 
por  consiguiente,  según  los  principios  elementales  de  derecho, 
eficacia  retroactiva;  prescindiendo,  sin  embargo,  de  las  declara- 
ciodes  ex]>lícitas  contenidas  en  el  texto  de  la  sentencia  arbitral^ 
fila  imí)lica  el  reconotimienfo  de  la  inobicrvancia  del  tratado, 
cometida  por  las  autoridades  peruaníis. 

Mi  Gobierno  está,  por  con«igiiient«\  en  el  derecho  de  redamar 
dtl  Gobierno  del  Perú,  á  quien  correspondo  responder,  con  arre- 
glo á  las  relaciones  internacionales,  do  la  exacta  observancia  de 
los  pactos  de  este  género  y  de  la  reparación  do  los  perjuicios  su- 
fridos por  lo.s  ciudadanos  italianos,  víctimas  dd  esa  falta  de  eje- 
cu  oión. 

Más,  la  controversia  Anselmo  Ferraro  no  puede,  como  queda 
dioko,  considerarse  como  terminada;  mi  Gobierno  tíene,  puee, 
también  el  derecho  de  pedir  que  el  fallo  arbitral  se   aplique,    se- 


—  589  — 

{6n  «sos  principios  generales,  á  la  solución  definitiva  dal  asunto 
pendiente. 

El  Gobierno  peruano  que  reconoció  al  de  S.  M.  el  derecho  de 
oponerse  á  la  sentensia  de  Lima  en  salvagtiardia  de  la  integri- 
dad de  los  convenios  vigentes,  consintiendo  en  qno  la  cucatión 
d©  máxima,  resuelta  por  aquella,  fuese  sometida  á  la  sentencia 
de  un  arbitro;  que  consintió  en  diferir  la  discusión -ulltirior  del 
caso  Anselmo,  no  querrá,  sin  duda,  sustrac'i*se  hoy  á  las  conse- 
cnencias  de  8U3  actos  en  vista  de  la  decisión  del  árbitn;  puesto 
que  la  negativa  de  atoger  las  deniaridas  del  st^uor  Anselmo,  im- 
portaría hoy  la  confirmación  voluntaria  de  un  error. 

No  es  incumbencia  del  Gobierno  del  Rey  averiguar  el  modo 
oorao  las  leyes  y  principios  ele  derecho  aquí  vigf^ntes  ¡>réSv-ribeii 
al  Gobierno  peruano  cumplir  sus  olíiigaciones;  mas,  pide  que  «o 
kaga  justicia  á  la  adjunta  demanda  que  tengo  el  honor  de  pro- 
sentar. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

Franotsco  3Mici, 

A  Su 'Excelencia  el  señor  doctor  don  José  Pardo,  Presidente  del 
Consejo  de  Minislroa  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


COPIA. 

iíihhu  No¥Íevihrr  IG  (h  1903. 
Exc<-lencin. 

Con  fecha  8  do  Marzo  de  1807,  uno  de  los  infrascritos,  Do- 
mingo  Anselmo,  presentaba  á  la  Corte  Superior  de  Lima,  (Perú) 
una  petición  para  que  íuosl  acordada  la  ejecución  en  one  país  de 
la  sentencia  de  17  de  Agoslo  de  189(1,  do  la  Corte  do  A])elaci(V 
nc3  de  Genova,  pronunciada  contra  A.  F.  Kerram,  en  rt^presonta- 
ción  de  la  sociedad  A.  F,  Ferraro  y  C'.\  y  contra  Cí.  I>.  Aiir^olmo, 
como  socio  de  la  antigua  casa  G.  1>.  Anselmo  y  C^,  residentes  ea 
el  Perú. 

La  Corte  de  Lima,  bajo  la  acción  de  influencias  interesada^ 
acogió  la  oposición  de  Ferraro;  y  violando  abiertamente  el  tra- 
tado de  amistad  y  comercio  de  23  de  Diciembre  de  1874,  negi 
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con  especioso?  motivos,  la  ejecución  en  el  Perú  d«   la  sentencia 
de  la  Corte  italiana. 

En  vista  de  este  fallo,  que  constituía  violación  grarísima  del 
tratado,  el  gobierno  iíjiliano  hizo  los  reclamos  necesarios,  lo»  cua- 
les litigaron  á  hacer  someter  á  un  juicio  arbitral  la  interpretación 
del  artíealo  18  del  tratiulo,  que  contenía,  precisamente,  las  dis- 
posiciones violadas. 

Con  feeluí  10  de  Sollembi'e  de  1903,  el  arbitro  elegido  por  el 
Presid(Mite  d.e  ¡a  Confodcración  Helvética  exniíiió  f-xi  falló,  que 
constituye  la  c.uni)!ota  roiviudiccieión  de  ios  derechos  de  nuestro 
país  y  la  más  iil)rumadora  refutación  de  las  pretensiones  del 
Perú. 

En  vista  do  esta  sentencia,  los  infrascritos  han  vuelto  á  pedir 
la  ejcfuci'Hi  do  la  s.;nlen<jia  do  la  Corte  de  Genova,  pre.?entanclo 
la  petición  á  V.  Iv  {)aia  (juo  dicha  ejecutoria  sea  pcdidn,  romo 
da  derecho  el  ponúltiiijo  párrafo  del  artículo  18  del  tratado  en 
TÍA  diplomática. 

Aun»juo  si,  como  no  a  posible  dudar  nuVs,  la  ejecución  sea 
acordada,  el  rechazo  de  la  instancia  hecho  precedeut<Mn''nte  por 
•1  Peni  ha  alcanzado  el  objeto  que  se  propusieron  las  ilícitas  in- 
fluencias empleadas  para  obtenerlo. 

Los  (haxdoreí,  en  los  retardos  del  juicio  do  deliberación-  y  del 
juicio  arbitral,  tan])ión  se  han  precavido  para  sustraer  toda  exis- 
tencia á  la  inevitable  ejecución,  como  se  prueba  detalladamente 
en  la  ndjunla  memoria  (alegato  N?  4)  ya  producida  ante  el  áiv 
bitro,  y  romo  claramente  lo  prueba  la  adjunta  acta  de  disolu- 
ción, en  foi-ma  aut6  iti ja,  dj  la  so.Moda  I  A.  F.  Ferr¿\ro  y  C*  d« 
Lima,  de  18  de  Mirz)  rio  !■'>')'.),  acia  en  la  cual  t*stá  probado  que 
en  l'^U7,  6p')ea  di  jui  íio  d:' dolió  n-i/ióii,  la  ca^a  Ferraro  e.^taba 
en  tales  <'0!i  lijiun-M  íiuan.Mor.is  «[U?  hril;;ora  ^v  ^.Mj  y  •l.W  I  •  r.i- 
tisf-cr  im.'^tr)  eré  lito.  v\>  í  a'!j:inta  t:i'iibiéii,  á  mayor  abunda- 
mi^. ¡uJ,  el  t'v-timímio  de  sív-iel  1 1,  en  fv)rina  autúnti'W,  de  la  ra- 
zón E  r-ial  \.  F.  Fjr.-ai'o  y  O'  (alej[at>s  nu;ns.  5  y  G). 

El  :v:-uh:i(lo  0-^  qna,  do^viói  de  machos  anos  de  saeriíicios  y 
luelij;^,  I'.)."?  rcG-arronteo  hallan  su  buen  derecho  reconocido  plena- 
mente y  bajo  to  lo  aípjc'ü);  p-íTo  tiinbió  i  1)  eiouentran  frustrado 
y  burlado. 

Sin  embargo,  o'i  -to  q\i..'  A  Pon')  t-^taba  contractual  úñente  obli- 
gado, en  virtud  del  Trabado  d.»  23  d^  Diciembro  do  1374,  á  dar 
ejecución  á  las  sentonoias  italia'ia^,  tal  como  está  conven'do  en 
•I  Tratado  mismo,  y  á  tal  cosa  se  ha  roljusado,  se  ha  puesto,  res- 
pecto á  Italia,  en  la  condición  Me  incum])limiento  y  de  cuyas 
dañosas^consecuencias  está  en  el  estrecho  debi3r  de  responder. 

Por  tanto,  con  plena  confianza  de  hacer  valer  las  acciones  que 
á  los  recurrentes  competen  contra  el  Gobierno  del   Perú,  con  el 
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presente  documento  se  pide  al  Gobierno  italiano,  por  medio  de 
V.  E.,  que  quiera  obtenerles  la*  reparación  de  los  daños  sufridos 
por  la  negada  ejecución  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Genova,  de  17  de  Agosto  de  189G,  daños  que  se  resumen 
en  los  siguientes  títulos:  se  suman  en  las  cifras  resjTfectiramente 
indicadas: 

Importe  de  nuestro  crédito  originario,  inte- 
reses y  ga.stos  liquidados  por  el  Tribunal 
¿0  Savona  y  por  la  Corte  de  Apelaciones 

do  Gónova 117, 153. 3^5  liras 

Gastos  ordinarios,  abobados,  canjeas  diver- 
jas, gasto."^.  en  general  contra  la  ca.^a  Fcrra- 
ro  y  que  iluran  hace  casi  diez  ííHos,  com- 
prendi  los  los  g:i:sto3  i^or  el  j  licio  <le  di^li- 

beracióii  en  Lima,  en   18^7,  ca.>i 12,000...        >• 

Gast'j.-i  do  viaje  y  re.;idoncia  en  Lima  do 
Doiningo  Anselmo  en  1 8Í)7,  limación  on- 
ce mescj' 10,000..         >» 

^^  >  » 

Daños  sufridos  por  Domingo  Anstlnio  du- 
rante íru  permanencia  en  Lima,  habien- 
do •  cuido  que  abandonar  sus  propios  ne- 
gocios en  Italia  20,000...        » 

Dallos  morales  y  materiales  su  tridos  f)or 
los  herederos  de  Anselmo  á  causa  de  la 
duración  del  juicio  de  deliberaeión  y  de 
la  justicia  deaegaJa  50,000...       >* 


Estos  dañoi  d^beu  indemnizarse  completamente  porque  de- 
pend3n  de  uua  violación  del  Trafí^tio,  de  la  cual  derivan  direc- 
tamente; y  plenamente  pr^^vistoí;  desde  la  estipulación  del  trata- 
do, como  consecuencia  do  la:=  violaeiones  que  del  artículo  18 
fueren  heeli<is  por  cualquiera  de  lasab.as  {)artes  contratantes. 

í))'H^/?/^r')  .4  í«  /.'/r>   {(\ivzn  Venez'a,  P2-Milnno) 
Pesiii'io  A>v;*h->  fS..\-ona,  P¡;-z;/a'Garil'aldi  o) 
G.   r.  Costa  n^iaz/a.  P.ileucapa,  0-Havona) 

A  »u  Excelencia  el  Ministro  de  Negocio^  Extranjeros.— rKoma. 

Vi.sto,  traducción  -/rigina!,  conforme. 

Encargado  de  Negocios. 
Lima,  14  de  Abril  de  1904. 


~  fit»  — 


MHniBéfrio  ék  Reiaeionef  EMeriorei, 


Lima,  Junio  23  dr  1904. 


"^Con  referencia  á  las  notas  de  esa  Legación,  fechadas  el  30  de 
Diciembre  do  1903  y  el  14  de  Abril  del  presente  año,  relativas 
al  Jando  pronunciado  sobre  interpretación  del  artículo  18  del 
tratado  de  amistad,  italo  peruano  vigente,  y  sobre  las  consecuen- 
cias que  esa  resolución  debo  producir  en  el  incidente  Anselmo 
Ferraro,  en  el  cual  se  cuestionó  la  aplicación  de  ese  artículo  al 
cumplimiento,  en  el  Perú,  de  una  sentencia  .diclada  en  Italia, 
me  eá  giato  expresará  US.  las  ideas  do  mi  Gobierno. 

Debo,  an^e  todo,  presentar  mis  excusas  por  la  demora  ocurri- 
da. Los  ciiinbioá  no  solo  de  Ministario,  sino  de  Gobierno,  en  cir- 
cunstancias que  entorpecieran  la  administración  pública  y  la 
concurro  a  v.*i:i  «le  graves  cuestiones  que  amenaxaron  la  paz  inter- 
nacional, qutí  al  fln  cree  haber  asegurado  mi  Gobierno;  y,  á  su 
vez,  la  crisis  p:)lítica  que  aún  atraviesa  el  pnía,  han  sido  moti- 
vos fuñíalos  «jiie  liin  impelido  á  los  nuevos  Ministros  de  este 
Despacho  estudiar  la  cuestión  Anselmo -Ferraro  con  ía  celeridad 
deséala  y  á  quj  US.  hi»o  justicia  cuando  se  lo  expusiera  yerbal- 
mente. 

Pronunciado  el  19  de  Setiembre  de  1903  el  laudo  sobre  inter- 
pretación de  la  citada  c^vasulade  aquel  tratado,  por  el  arbitro 
4U0  nombró  el  Presidente  de  la  Confederación  Helvética,  s^gún 
proto.-olo  de  22  de  Noviembre  de  1900,  el  Gobierno  del  Perú 
acepta  por  su  parte  esa  resolución  y  la  divergencia  que  sobrees- 
té punto  Ihibía  ¡surgiólo  entre  los  Gobitrnoa  respectivos,  y,  por  lo 
mismo,  fiel,  Cv)mo  siempre  á  sus  compromisos,  acepta  esa  reso- 
lución. 

Bn  cuanto  n  los  efectos  de  é^ta  y  á  la  manera  de  proceder  cou 
el  objrto  do  íjue  enx  interpretación  sea  obligatoria  para  los  Trl- 
buiííilcs  de  la  República  y  tenga  la  (alidad  do  auténtica  Respec- 
to do  un  tratado  sancionarlo  por  el  Poder  Lígislulivo,  me  permi- 
to proponer  que  se  trate  el  asunto  en  conferencia  con  US.  en  la 
oportuni  lad  que  Uá.  la  considere  conveniente. 

EsfKM'ando  que  este  procerlimiento  conduzca  á  un  acuerdo  mita 
rápido  y  á  wna  solución  más  equitativa  del  asunto,  así-coimo  que 
US.  no  teoga  inconveniente  en  aoc[)tarlo,  me  es    grato  reiterarle, 
señor  Encar'^ado  de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida 
consideración. 

Alberto  Elmofe. 
Señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia  en  el  Perú. 


—  sea 

Minidmé  dé  BelastíonéS  EsU^igrti. 


N?44 


Lima,  19  de  Agosto  de  190^. 


S^ñor  Socargado  de  Negocios: 

Coa  refereacift  á  la  entrerista  que  tuve  con  US.  el  3  del  pre- 
seate  mes,  me  es  gralo  formular,  por  escrito,  las  observacioaes 
que  hice  respecto  del  reclamo  Anselmo- Ferrare. 

El  laudo  pronunciado  importa  declaratoria  de  error  en  la  re- 
•ol lición  de  la  Corte  de  Liiua  qre  denegó  el  exeq^iatnr  al  fallo 
del  Tribunal  de  Savana;  pero  no  significa  imputación  de  res- 
ponsabilidad contra  el  Gobierno  del  Perú,  á  causa  de  osa  deci- 
sión de  sus  jueces. 

Perteneciendo  eatoi  funcionarios  al  organismo  propio  de  un 
poder  independiente  del  Ejecutivo,  j  actuando  en  completa  li- 
bertad, dentro  ie  la  esfera  ^ue  el  Código  Fundamental  de  cada 
nación  les  señala,  los  tratadistas  de  Derecho  Inkn'uacional  se 
hallan  acordes  en  dsdarar  que  de  los  actos  que  practican  en 
ejercicio  de  las  atribucione?  que  por  su  naturalea*  l(*s  correspon- 
de, no  pueden  ser  rcsponiablei  los  raápectivos  Gobiernos. 

De  otra  suerte,  resultará  en  extremo  embaraio¿a  #  im|)08Íble 
la  misión  social  de  las  autoridades  gubernativas,  abrumada  por 
el  cúmulo  de  reolaniaciones  de  nacionales  y  extranjeros  que  es- 
timasen injustamente  lesivas  á  sus  intereses  las  decisiones  ju- 
diciales. 

Por  otra  parte,  en  el  caso  especial  de  las  sentonci  :s  ai'bitrales 
que  declaran  errónea  la  interpretación  de  pactos  delenninados, 
hecha  en  fallos  judiciales  que  afecten  intereses  de  extranjeros,  se 
haría  privilegiada  la  condición  de  estos,  mediante  Kt  extensión 
del  alcance  del  fallo  interpretativo,  hasta  el  punto  de  derivar  de 
él  el  derecho  de  pedir  inleinnización  al  Gobierno  del  país 
cuyos  tribunales  hubieien  incurrido  en  tal  error. 

La^diferente  manera  de  interpretar  un  tratado  no  prueba  ac- 
titud malieio.sa  de  parte  de  una  ú  otra  entidad  ciue  lo  interpreta, 
sino  simplemente  obscuridad  de  sus  cláusuhis,  (jue  de  ordinario 
no  ílebe  crear  en  la  práctica  re-^ponsabilidades  [)Mra  ninguna  de 
ellas;  y  si  es  justo  evitar  la  observancia  de  una  int-^rpritaeióu 
errónea,  no  lo  es  que  se  pretenda  indemnización  do  un  Gt^bierno 
porque  el  respectivo  Poder  Judicial  independiente  baya  en^n- 
dido  do  modo  inexacto  el  texto  controvertido. 

Pero  aún  en  el  supuesto  de  que  el  laudo  que  motiva  esta  nota 
impusiera  á  mi  Gobierno  la  obligación  de  indemnizar  los  daños 
6  perjuicios  sufridos  por  la  casa  Anselmo,  por  efecto  de  la  dene- 
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gación  del  exequátur^  la  responsabilidad  no  puede  consistir  en 
toJü  el  valor  del  «rédito  reconocido  a  esa  casa  más  los  intereses 
y  otros  perjuicios. 

Esa  casa  conserva  su  crédito  contra  Ferraro  y  puede  haeerlo 
valer  anto  los  tribunales  peruanos,  con  arreglo  á  aquella  resolu- 
ción de  la  Corte  de  Lima;  el  expresado  crédito  tiene  un  valor 
J  2al  para  su  dueño;  y,  por  lo  mismo,  la  indemnización  que  el 
acreedor  podría  pretender  no  iberia  justo  que  pudiera  extenderse 
sino  á  lo  siguiente: 

1"?  A  los  perjuicios  sufridos    j>or   la   demora,  ño  imputable  al- 
iíoreodor,  en  cuanto  aquellos  no  querían   cubiertos  con  los  intere- 
ses que  debe  percibir  el  acreedor  si-gún  las  leyes  peruanas; 

2^  A  los  justos  gustos  del  litigio  (pie  dt4)e  seguir  el  acreedor 
])ara  hacer  efeftivo  su  crédito  eu  el  [»aís; 

3?  A  la  parte  del  crédito  reconocido  judicialmente  por  la  jus- 
iieift  peruana  de  que  no  {)udiera  reembolsarse  el  acreedor,  si 
laUíisea  bienes  del  doudor  á  consecuencia  de  la  demora. 

Con  el  i>ropósito  de  aclarar  la  re.-Tolución  de  las  cuestiones 
propuestis  en  esía  notn,  e^•ta  Cancillería  está  pronta  á  admitir 
el  arbitraje  que  so  oruanizará  de  oomíín  acuerdo. 

Kenuévole,  soíior  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de 
lili  distinguida  C')n-^^i  de  ración. 

Alherlo  Klmore. 

Al   señor   Marqués   Francisoo  Mediei  de  Marignnno,  Enr^arijado 
de  N^íoroeios  de  Italia. 


Real  L^gaclba  de  Pedia,  ' 

N.'  468  Lhn^^  M  jo  2?  Je  l^^'O:», 

^  En  la  estimabi.;  ncf  i  de  19  «b^  .v  .co^v^l  d,.  \\)[)\^  Nv  i  {^  el 
ICK-mo.  sHlor  Alberto  iOimon?,  qr.-  á  ]  i  sazón  di>igía  r.^o  Minis:- 
terio  de  Relacione-  E^wler¡ore8,  en  CvMiesiacir.n  á  otra  d.^  esta 
L^^gación,  do  o  d»  1  minino  mes,  <  initió  &¡u  jjari -vr  S!)])rc  ¡a  de- 
manda de  indemnización  i)r¡>sent;iila  por  los  sefiores  An-tlmo, 
«obre  resarcimiento  de  <',iño.s  y  pjrjaitio.s  .-ufridos,  pt^r  liA';er  la 
Illma.  Corte  Superior  d>  Limí  rebu'^-ilo  el  cx-quatn,-  a  ¡a  sen- 
tencia  pronunciada,  en  la  causa  Anselmo- Ferraro,  por  el  tribu- 
nal civil  de  Suvona,  y  confirmada  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Genova,  con  fecha  17  de  Agosto  de  1896. 


—  695  — 

La  opiniÓQ  del  honorable  predecesor  de  V.E.  se  puede  reasu- 
mir en  los  dos  puntos  siguientes: 

1)  El  gobierno  peruano  no  estii  obligado  á  resarcir  á  los  seño- 
res Anselmo  los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  la  denegada  eje- 
cución de  la  sentencia; 

2)  Dado  el  caso  que  tal  fuero  la  obligación  del  gobierno  pe- 
ruano, éste  no  snría  responsable  mas  que  de  aquellos  daños  y 
p?rjuicios,  cuyo  resarciraientj  la  ca«a  Anselmo  no  pudiese  hacer 
efectivo,  haciüiido  valer  anto  \o^  tribunales  neruaiu)3  el  crédito, 
qie  Gonaerva  íntegro,  contra  Ferraro. 

Los  argumentes  que  aduce  el  señor  Elmore,  para  sustentar 
estíis  dos  toáis  los  h  Ulará  V.E.  en  la  citada  nota  de  19  de  Agos- 
to de  1001. 

En  cuanto  a  rní,  sioato  no  poder  asentir  ni  en  la  una,  ni  en  la 
otra  tÓ3Í9,  y  cií.'r>  «  r))!tuno  exponer  a  V.E.  los  motivos  de  mi  di- 
sentimiento. 

Dv)s  hechos,  mo  pnrece,  ante  todo,  que  deben  ser  puestos  fuera 
de  oontentaciórí. 

1)  Qa«  la  ca^a  Auáolmo  ha  sufrido  daños  y  perjuicios  do  na- 
turaleza varia  por  no  haber  po  lido  cjt^cutar  la  sentencia  pronun- 
ciada en  su  favor  por  los  tribunales  italianos. 

2)  Qa*í  habien  lo  rr->ir*!*o  el  arbitro,  soñor  Whinkler,  que,  en 
ooníormi'L^.  1  coa  los  l'^'-runos  d-l  IrataJo  iLalo-peruai\o  do  23 
de  Diciembre  de  1374,  la  autoridad  resiiectiva  de  los  dos  paíse«5 
no  pao'lv^  uegir  el  exequátur  á  la  .senfe;}neia  pronunciada  por  una 
aul'>ridad  iudicial  conipoírínte  se'nia  la^  leves  del  país  donde  la 
senteneia  ha  sido  nronun'Mada,  ^ie;n])rc  (pi^,  soí^ún  las  loyos  del 
Estado  dv)nle  S'3  pido  el  exeíjuátar,  las  autínádade.s  judiciales  d« 
•ste  íni^-nio  Ks^ado  ;^ean  eoin|)v4.i.'ntes  para  conoeer  de  la  causa;  la 
lu.ina.  Oorte  i'inj)erior  do  Lima  ha  inter[)retaílo  eri'óneainente  el 
artículo  18  dA  trata  1),  cuaiido,  pí)r  los  motivos  iiidiea(los  en  su 
decisión  de  O  do  AG:o,st()  de  1897,  rehusó  el  exequátur  í  la  sen- 
tencia emanada  de  los  tribunales  italianos  en  la  controversia 
Anselmo-Ferraro. 

Sentador  estos  dos  punto?,. la  consecuencia  que  de  (líos  se 
desprendo  es,  que  aquel  de  los  dos  Estados  cuya  autoridíul  co- 
metiese un  ©rror  que  produjesa  daños  y  perjuicios  á  los  aúbilitos 
del  otro  Estado  contratante,  está  obligado  á  resarcir  dichos  dafies 
y  perjuicios. 

A  mi  modo  de  T«r  no  vale  objetar  la  independencia  del  podtr 
judicial  que  couaetió  el  error;  porque  si  esta  consideración  pulie- 
se eliminar  ó  disminuir  la  responsabilidad  de  uno  de  los  Estados 
contratantes  por  la  inobservancia  del  tratado,  resultaría  perfec- 
tamente inútil   celebrar   tratados.    Es  evidente  que  el   Gobierno 
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italiano  ik>  tiene,  en  el  caso  de  qae  se  trata,  por  que  preocapars© 
íe  averiguar  si  la  inobservancia  del  tratado  de  2o  do  Dickmte* 
ée  1874  deba  imputarse  á  una  Corte,  á  un  Tribunal,  a  un  Pre- 
fecto ó  á  cualquier  otro  ftinciooíirío  dol  orden  athninistnvlivo  ó 
judicial.  La  independencia  de  la  magistratura  judicial  es  cues- 
tión de  orden  interno  que  no  interesa  al  otit)  Estado  contratanta. 
Es  máxima,  «generalmente  adiniti-la,  qae  ningún  Ei>tad(»  pueda 
alegar  un  motivo  de  orden  y  de  derecho  interno  paia  declinar 
responsabilidades  provenientes  de  una  oblri^^aciun  internacional. 
Admitir  una  máxinia  contraria,  hacer  una  excepción  por  loa 
«rrores  Cúinetido'r  j/or  el  j^xler  ju.licial,  invocando  ¡bU  indepen- 
dencia del  poder  ejecutivo,  haría  vana  é  ir  útil,  como  ya  he  nia- 
nifeslaiio,  la  celebración  du  toda  cJnse  de  tralado.s.  Lo  mas  qne 
resulta  de  la  objr-'ió^i  qu^»  se  liaee,  al  aU-^'ar  la  indei-endencia  del 
poder  judici.-il,  Si  rá,  d'.ino.sirar  qu '.  el  pr»der  ejc-cutivo  no  tuvo 
pf»rte  en  el  error  cometido  [)or  aquel;  mas  esto  no  lo  exime  á  és- 
to de  la  oisli^'acií'n  de  resarcir  los  daños  y  perjuielfis  que  de  ese 
hecho  se  derivan. 

Aun  en  derecho  privado,  «e  admite  que  el  individuo  es  obliga- 
do, no  soIq  {X)r  el  daño  que  ocasior.aii  sus  propios  activ?,  sino 
también  por  el  ocasionado  me  liante  los  de  personas  de  quienes 
él  es  responsable;  con  mayor  razón  tlebe  aplioar.-e  riguroí?amen- 
te  e?íte  prineipio  dfl  derecho  intern  \cional,  visto  que  el  Estado, 
entidad  colteciva,  no  puede  evidentemente  inferir  daño  á  nadie 
aino  por  los  aotos  do  aquellos  á  quienes  confía  el  ejercicio  de  fun- 
ciones que  Ir  incumben. 

No  creo,  pues,  que  cabe  duda  de  que  el  Gobierno  peruano  está 
obligado  á  resarcir  á  los  señores  Anselmo  loe  daños  y  perjuicios 
provenientes  de  la  decisión  do  la  Iltma.  Corte  Superior  de  Lima 
de  9  de  Agosto  de  ISüT. 

En  cuanto  á  la  tesis  subsidiaria  expuesta  en  la  citada  nota  de 
19  de  Agoito,  debo  posponer  que,  ]')or  ahora,  no  estoy  autoriza- 
do para  (ü.-^cnLir  la  forma  y  la  entidad  del  resarcimiento  pedidos 
por  los  s^)ñ  >re3  Anselmo.  Mas,  en  cuanto  al  principio  enunciado, 
esto  es,  qne  en  cualquier  caso,  la  respon^iabilidad  del  Gobierno 
peruano  se  limitaría  á  la  parte  de  djulos  y  perjuicios  cuyo  resar- 
cimiento no  pudie.«o  conseguir  la  ca«a  Anselmo,  haciendo  va- 
ler los  dr-rfehos  qne  conserva  contra  Ferraro,  ante  los  tribunales 
peruanos;  esta  tc^ie,  cuando  se  enuncia  conio  principio  general 
puede  parecer  justa;  pero  deja  de  serlo  cuando  se  desciende  de 
lo  general  á  lo  particular,  y  se  somete  a  exáruen  el  caso  í  que  se 
quiera  aplicar.  En  efecto,  el  aconsejar,  como  parece  que  se  hace, 
i  la  casa  Anselmo,  á  hacer  valer  sus  derechos  ante  los  tribuna- 
les peruanos,  significa  el  completo  desconocimiento  de  la  deci- 
sión arbitral.  La  Iltma.  Corte  Superior  do  Lima  ha    negado   el 
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mfeqwúur  á  la  sentencia  del  magistrado  italiaao  y  a&nuado  la. 
oompet^icia  exclusiva,  en  la  materia  délos  tribunales  peruanos. 

El  arbitro  decide,  por  el  contrario,  que  la  Corte  Superior  de^ 
Lítna  no  tonín  derecho  de  negar  el  ex'qvkoUir,  y,  por  consigLuea- 
te,  de  afirmar  la  exclusiva  competencia  de  lo3  tribunales  perua- 
nos. Hoy  se  quiero  sostener  la  errónea  decisión  de  la  Corte  de 
Lima,  y  obüi^ar  á  los  suñores  Anselmo  á  dirigiive  á  los  tribuna- 
les poruanoí!,  juntaincuto  como  debieran  lial>orlo  lioi^ho  si  la  sen- 
tencia arbitral  dij'^se  todo  lo  contrario  de  lo  que  dí.tc.  Adornas 
es  obvio  que  lo  íjuc  se  aconseje  hoy  á  los^  señores  Aní*elmo  de  ha- 
cer, pudier.>n  olloá  haber  hecho  perfectamente  el  día  í^i^iiiente 
déla  sentenríia  pi')iunieiada  par  la  Corte  Superior  dü  Lima;  y 
cuando  so  d»'hi'\^o  arribar  á  esta  solución,  no  Sf  coiopri-iidí*  por 
qué  \oi  dos  (J  j!)iei'íios  consintieron  en  cpie,  mientras  so  c.q>L*raba 
el  f'jcitodi.d  juicio  arbitral  sobre  h\  cuestión  de  }>rinci[-'i'.),  el  apun- 
to An*?clíno-FtM'raro  permaneciere  aplazado,  como  se  maiiiíiesta 
mi  la  no^a  do  e^e  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  del  31  de 
Marzo  de  1900,  N?  7. 

En  un  sólo  caso  me  parece  que,  en  conformidad  con  la  seuten^ 
eia  arbitral,  podría  el  Gobierno  peruano  limitar  su  responsabili* 
dad  en  los  términos  eiuinciado.-,  esto  es,  si  la  Iltma.  Corte  Supe- 
rior de  Lima  pudiese  reconsiderar  su  resolución,  acordando  el 
exeqwUtir  á  la  sentencia  de  los  tribunales  italiano^;  en  tal  easo^ 
los  An-^elmo,  despuós  de  haber  ejercido  sus  derechos  contra  fe- 
rrare, no  podían  pedirlo  al  Gobierno  peruano  otra  cosa  que  ser 
resarcidos  do  aquellos  danos  y  perjuicios  é  intereses  que  no  hu- 
bieran podido  onsot^uir  de  Ferraro,  ya  sea  |>)ri[ue  ¿sle  no  estu- 
viese obligado  á  resarcir  ciertos  «laños  que  no  le  i>udien)n  ser  im- 
putados, ya  pvirquo  su  estado  de  fortuna  p.ir  los  cam!)i')s  sobre- 
venidos eu  el  curso  de  oclio  años  no  se  lo  permitiese.  8i  la  lltma. 
Corte  Sap3rior  de  Lim  i  pudiese  hoy  concedar  el  cyir-.q^at^ir  re- 
husado, es  problema  éste  que  no  me  atrevo  á  abjr.lar.  Cierto  es 
que  los  señores  Anoalin"),  después  de  emitido  el  juicio  arbitral, 
no  pueden  recurrir  á  los  tribunales  peruanos,  mientras  que  la 
cosa  juzíífada  existe  va  en  las  sentencias  de  H  ivona  v  <le  Genova, 
y  no  tuodc  ya  ser  sometida  ii  nuevo  ex  imon  de  parte  de  los  Tri- 
bunales del   Perú. 

Colocados  los  señores  Anselmo,  por  el  IiocIk^  del  ivdnisamiento 
del  exnqnahiv,  en  una  situación  que  no  les  pormitu  ya  liacer  va- 
ler sus  derechos  contra  el  señor  Ferraro;  \ó\\:io  en  ia  necesidad 
de  dirigirse  al  Gobierno  peruano  para  sjr  in  lerjinizidos  <le  todas 
las  consecuoncias  desastrosas  de  ciuo  han  sido  víctimas  á  conse- 
cuencia de  la  inobservancia  del  tratado  itído-peruano  por  parte 
de  la  lltma.  Corte  Superior  de  Lima.  Eu  la  citada  nota  de  ese^ 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  se  dice  que,  con  el  propÓ3Íto- 
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do  apresurar  la  solacion  Jo  la  controversia,  el  Gobierno  peruano 
está  pronto  á  someterlo  al  jaicio  arbitral.  No  tendría  yo  otra  ob- 
jeeiÓQ  que  hacer  á  tal  propuesta  sino  que  el  juicio  arbitral  no 
me  parece  que  emite  sus  soluciones  tan  pronto  como  sería  de 
desear,  y,  con  maj'or  razón,  tratándose  de  una  controveráia  co- 
mo la  presento  que  dura  ya  años.  Reservando,  pues,  el  arbi- 
traje como  último  medio  á  que  recurrir,  no  desespero  aún  de 
que  se  pueda,  mediante  gestiones  directas,  inspirándose  en  aque- 
llos sentimientos  de  cordial  amistad  que  siempre  han  existido 
entre  los  dos  Gobiernos,  arribar  á  una  solución  pronta  y  s  atis- 
factoria. 

No  habiendo  V.  E.  tenido  parte  en  las  precedentes  faces  de  la 
controversia,  puede,  ex-oiovo,  y  con  perfecta  serenidad,  justipre- 
ciar las  razones  que  militan  en  favor  de  la  demanda  presentada 
por  los  señores  Anselmo,  y  yo  le  agradeceré  sobre  manera  se  sir- 
va, á  la  brevedad  que  le  sea  posible,  hacerme  saber  su  opinión 
sabré  el  particular. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más 
distinLTviida  consideración. 


31  CaakUL 


Señor  Miirstro  de  Rolaciones  Extoriore-^. 


Lima  y  3  '^e  Jvino  de  1905. 
Vi.-íu  a!  Fi-^i.'al   1)  la  ií.^cfni.  Corte  oanroma  de  Ju-^tieia. 

forado  >j    Ugartiche. 


DICTAMEN    FISCAf.. 


Excrao.  señor: 
El  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  y  Comercio  del  23  á% 
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Diciembre  do  1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  estipula  que  los  fallos 
de  los  Tribunales  de  ambas  naciones  serán  recíprocamente  cum- 
plidos en  cada  una  de  ellas,  siempre  que,  previo  un  juicio  sumario 
de  deliberación  para  el  examen  de  puntos  determinados — les  re- 
conozca carácter  de  ejecutoria  el  Tribunal  Superior  en  cuya  ju- 
risdicción se  lea  haya  de  dar  cumplimirnto. 

Invocando  ese  pacto,  don  Domingo  Anselmo,  por  sí  y  ©n  re- 
presentación de  sus  hermanos,  exhibió,  ante  la  Iltma.  Corte  Su- 
perior de  Lima,  la  copia  legalizada  de  una  sentencia  de  la  Corte 
de  Apekción  do  Genova  en  su  litigio  con  la  casa  A.  F.  Forraro 
y  C*  y  otras  personas  establecidas  en  ei'ta  capital,  y  ]>idió  que  de- 
clarase ejecuioriada  dicha  sontenv-ia,  a  íiu  do  hac-^r  eíoctivo  el  pa- 
go de  la  cantidad  de  liras  qu(í  ella  rtj(;oTK>C(í  asa  fivor. 

Resolvió  el  Tribunal  limeño  que  no  sl^  hallaba  expedito  ej 
exerprntar. 

El  Agente  Diplomático  do  Italia  on  el  Perú  n.amifcsló  enton- 
ces que  su  Gobierno  rechazaba  la  inti^rpretaeión  dada  al  artículo 
18  del  convenio  internacional;  y  arjcptada,  previa  discusión,  su 
propuesta  sobre  sometimiento  del  punto  controverti  lo  al  fallo  ar- 
bitral, se  formalizó  con  tal  objeto  por  la  Cancillería  el  protocolo 
de  22  de  Noviembre  de  1900. 

Nombrado  Arbitro  el  señor  Winkler,  Presidente  del  Tribunal 
Federal  en  Lausana,  laudó  que  con  arr^'glo  al  Tratado,  «las  autori- 
dades respectivas  de  los  dos  países  no  puedan  negar  el  exfqiíalur 
á  las  sentencias  pronunciadas  poruña  autoritlad  judi<'-¡al,  compe- 
tente según  las  leyes  del  E-.tado  donde  la  seuteneia  ha  sido  pro- 
nunciada, si**rapre  que,  según  las  leyes  del  Estado  al  qur^  se  pide 
el  exeqnaturj  las  autoridades  judicialo?  de  e<te  mismo  Ebta  lo  se- 
rían competentes  para  conocer  de  Ui  cau-a.» 

Conforme  á  tal  interpretación,  la  Corte  de  Lima  sufrió  error  al 
no  reconocer  bu  carácter  de  ejecutoria  a  la  sentencia  italiana  en 
el  asunto  Anselmo-Ferraro. 

Por  tal  causa,  el  Fiscal  cree  que  V.  E.  debe  trascribir  el  laud^ 
á  la  mencionada  Corte  Sui)erior  para  los  finos  res|iectivos. 

Lima,  á  2  de  Agosto  de  1905. 

Seoane, 

El  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  remitió  á  la  Corte  Su- 
perior de  Lima,  por  conducto  del  Ministerio  do  Justicia,  copia 
del  anterior  dictamen  y  otros  documento^  relativos  al  laudo  ar- 
bitral 


Jtetil  Legaeián  d9  liatia 

Lítíw,^  23  flfe  héü>miihT€  i$  1905. 

Señor  Ministro: 

Cuando  ayer  Vuestra  Excelencia,  manifestó  el  deseo  de  pos- 
tergar para  otro  día  la  conferencia  (jue  debía  tener  lugar  hoy  re- 
lativamente al  asunto  Anselmo- Forra ro,  y  se  dignó  informarme 
que  había  nombrado  una  comisión  que  estudie  el  asunto  y  sobre 
él  dictamine,  no  pude,  estando  presentes  los  señores  oficiales  di 
la  Real  Nave  ** Umbría",  detenerme  respecto  á  dicho  argumento, 
y  me  limité  á  suplicarle  se  sirviera  hacerme  conocer,  lo  más  pron- 
to posible,  qué  día  Vuestra  Excelencia  estaría  dispuesto  á  confe- 
renciar conmigo,  a  fin  de  llegar  á  alguna  solución — Vuestra  Ex- 
celencia me  contestó,  con  su  acostumbrada  amabilidad,  quesería 
lo  más  pronto. 

Apesar  de  esto,  y  con  el  objeto  de  que  Vuestra  Excelencia  se 
sirva  excusar  mis  repetidas  insistencias^  creo  conveniente, 
hacerle  presente  una  vez  más,  las  razones  por  las  que  tendría 
tanto  interés  en  llegar  á  un  tolícito  arreglo  del  caso  Anselmo- 
Ferraro. 

Además  de  haberme  dado  mi  Gobierno  instruccionoi  de  pDuer  la 
mayor  diligencia  en  definir  esta  añosi  cuestióa,  los  señorea  An- 
selmo, que  desfle  hace  tanto  tiempo  esperan  ser  indemnizados  de 
los  daños  que  les  ocasionó  la  conocida  sentencia  de  la  Excma. 
Corto  Suprema,  insisten  vivamente  por  saber  si  se  lia  llegado  á 
alguna  conclusión. 

Hasta  la  fecha  he  podido  calmar  su  legítima  espera,  teniendo' 
los  al  corriente  de  las  diversas   faces  d(d  las    prácticas  hechas,  es 
decir,  comuuicáudoles  como  desL*  unp;incipio  Vuestra  Excelen- 
cia licibiía  creído  oportuno  conocer  la  opinión  dol  si:?uor  Fist-al  de 
la  Cort'j  Siiproina;  como  después  Vuestra  Excelencia  había  deci- 
dido c-^UiJiar  i)íjr  sí  mismo,  y  á  fon  lo  la   cuestión;    y  como  máa 
tardt  para  el  12  del  presente  del>ía   tenor  lugar  una   conferencia 
decisiva  al  re.sp^'to,  \)¿\^:^  que,   á  causa  de  un    deseo  do    Vuestra 
Bxcoloncin,    había    sido    postergada   hasta  el  22 — Ahora  vcome 
obligado  ú  comunicar  a  los  intert^sivdos,    con    el    jíróximo  correo, 
que,  hasta  la  fecha,  nada  se  ha  podido  decidir,  y  que  se  ha  nombra- 
do una  comisión  para  que  estudie  el  asunto  é  informe  á  Vuestra 
Excelencia  —Estoy  seguro  de  que  esta  noticia  causará   en  los  in- 
teresados una  nuera  y  grave  desilusión,  tanto  más  cuanto  que  el 
nombramiento  do  una  comisión  l«s  hará  entrever  la  posibilidaid 


de  un  eodnéeraWe  Teterdo  en  la  defiuiciám  da  la  eaosa. — ^Por  m> 
parte,  no  cree  qiie  cosa  suceck,  porque  también  si  después  de  to- 
das estas  tardanzas  «e  debiera  acallar  par  recurrir  al  arbitraje» 
los  interesados  podrían  pensar,  y  no  sin  razón  aparente,  que  ya 
les  había  hecho  ¡)erder  un  tiempo  precioso  insistiendo  eii  tratar 
directamente  en  higar  da  proponer  el  arbitraje.   . 

No  puedo  menos  de  agradecer  á  V.  E.  que  ai  extremado  y  espo* 
cial  cuidado  que  pone  enel  estudio  de  esta  asunto,  de  lo  que  tam- 
bién es  prueba au  reciente  decisión;  pero  es  evidente  qua  cada  día 
que  pasa  aumenta  mi  responsabilidad  moral  ante  los  interesados: 
por  tanto,  suplico  áV.  E.,  cuya  exquisita  cortesía  conozco  por  ha- 
berla ya  experimentado  tantas  veces  durante  el  aun  corto  tiempo 
de  mi  residencia  en  este  país,  se  digne  evitar  el  celo  do  la  co- 
misión nombrada  al  efecto;  á  fin  de  que,  con  la  mayor  solicitud 
dé  cumplimiento  á  su  mandato.  El  expediente  respectivo  no  es 
voluminoso;  la  parte  esceneial  se  reduce  á  las  sentencia»  de  los 
Tribunales  italianos,  (\  la  decisión  de  la  Excma.  Corte  Suprema 
que  rehusaba  el  exequátur  y  á  la  sentencia  arbitral  sobro  la  inter- 
pretación que  debe  darse  al  artículo  18  del  Tratado  ítalo-Perua- 
no de  23  de  Diciembre  de  1871;  de  modo  que  en  una  ó  dos  se- 
siones creo  que  la  comisión  estaría  en  situación  de  emitir  su 
informe,  y  así,  dentro  de  pocos  días  más,  posiblemente  liácia  al 
fin  del  presente  mes,  podría  yo  tener  el  honor  de  acordar  coft. 
Vuestra  Exceleucia  el  curso  ulterior  del  asuúto. 

Quedaría  muy  agradecido  si  Vuestra  Excelencia  se  dignars 
hacerme  sabor  que  puedo  asegurar  4  los  interesados  que  el  nom- 
bramiento de  la  mencionada  comisión  no  aportará  sino  un  leve 
retardo  en  la  conclusión  del  asunto,  y  al  anticiparle  las  gracias^ 
le  presento,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  oou^ 
sideración  y  personal  deferencia. 

T.  CarkUi. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  J.  Prado  y  Ugarteche,  Ministro,  do 
Relaciones  Exteriores. 


MinUierío  de  Rtla€Í(me9  Exieriarm. 

Lima,  Setiembre  28  d$  1905. 
Señor  Ministro: 

^  Ayer  he  tenido  el  honor  de  recibir  su  apreciable  comunicación^ 
ée  fecha  23  del  actual. 
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Vuestra  Excelencia  sabe  el  riro  interés  con  que  yo  he  atendi- 
no  la  gestión  do  V.  E.  respecto  al  asunta  A^nselmo-Perraro;  pero 
dada  la  naturaleza  de  esta  cuestión  y  refiriéndose  ella  á  actos  del 
Poder  Judicial,  me  he  considerado  obligado  á  pedir,  primero,  dic- 
tamen al  Fiscil  lie  la  Excma.  Corte  Suprema,  y  luago,  p¿isar  el 
asunto  á  eouociuiienio  de  la  Iltma.  Corte  Superior  de  Lima,  que 
fué  la  que  i)ronunció  el  fallo  en  dicha  cu.^stión. 

La  Corto  Superior,  a  su  vez,  se  halla  estudiando  el  asunto,  ou- 
ya  preferente  atención  lo  ha  encarecido  solícitamente.  Tan  pronto 
como  fe  nio  comunique  el  acuerdo  de  la  Iltma.  Corte  Superior  al 
respacto,  im  tíorX  muy  grato  apresurarme  A  dar  á  V.  E.  la  con- 
testación definitiva  de  esta  Cancillería  á  la  gestión  del  señor  An- 
selmo (jue  se  ha  servido  V.  E.  patrocinar. 

Renuévolo,  señor  Ministro,  con  este  motivo,  las  seguridades  de 
mi  alia  y  distinguida  consideración. 

J,  Prado  y  ügar teche. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.        *  , 

w 

El  Ministra)  de  Relaciones  Exteriores  saluda  atentwnente  al 
ExcMio.  señor  p]nviudo  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario d»i  Italia,  y  le  suplica  que  so  sirva  venir  mañana  M.irtes  á 
las  3  de  la  tanle,  con  el  objeto  de  tratar  la  cuestión  An-^elmo. 

J.  Prado  y  Ugarteche,  aprovecha  de  la  oportunidad  para  rei- 
terar al  señor  Cav.  Tomm;mo  Carletti  las  seguridades  de  su  al- 
ta y  di.>tin.íj^uida  consideración. 

Lima,  Octubre  30  de  1905. 


Miniderio  de  JiAsti$iay  Instrucción  y  Oalio. 

Lima^  W  de  Noviembre  dé  1905. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  el  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

El  presidente  de  la  Ciorte  Superior  de  este  Distrito  Judicial, 
con  fecha  27  del  mes  próximo  pasado,  dice  4  este  Despaeho. 


L 
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ffOon  fecha  2^  del  presente,  Mfco  Superior  Tribuail   ha  «eU- 
brado  el  siguiente  acuerdo: 

Visto  en  Sala  plena  el  oficio  del  señor  Ministro  de  Justicia,  de 
fecha  12  de  Agosto  último,  en  el  que  remite  á  esta   Iltiria.  Cort«¡ 
para  los  efectos  correspondientes:  i*  un  ejemplar  del  Boletfn  dt 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,    en  el  cual  se  inserta  el  lau- 
do expedido  por  el  arbitro  suizo  señor    Winkler  sobre  la  cuestión 
Anselmo-Ferraro;    2?  copia  del  oficio  del  señor   Encargado  d« 
Negocios  de  Italia  en  que  afirma  la  responsabilidad    del   Gobier- 
no del  Pera  por  los  perjuicios  que  dice  sufridos  por  Anselmo  por 
rsLYMÓn  del  fallo  de  esta  Corte,  así  como  del  que  el   señor  Ministro 
do  Relaciones  Exteriores  dirigió  á  su  vez  en  respuesta  á  a(juel;  y 
3?,  eopia  del  dictámen¿del  eeñor  Fiscal  do  la  Excma.  Cortt^  Supre- 
ma Or.  Seoane,  en  que  opina  porque  kabienrlo  sufrido  error  esta 
C!orte,  conforme  á  la  interpretación  arbitral,    al   no  reconocer  ca- 
rácter de  ejecutoria  á  la  sentencia  italiana,  se  trascriba  el  laudo  á 
esta  Corte  para  los  fines  respectivos;   y  atendiendo:   á    que,    sea 
que  proceda  ó  no  la  reapertura  d^l  juicio  do  deliberación,  ó  la  nue- 
va consideración  sobre  otorgamiento  del  exequátur  á   la   referida 
sentencia  del  Tribunal  deSavona,  teniendo  en  cuenla    la   inteli- 
gencia que  el  fallo  arbitral  dá  al  artículo    18    del    Tratado  de 
Amistad  y  Comercio  vigente  entro  el  Pcnj  ó  Italia,  no  se  lia  apro- 
bado por  el  Congreso  del  Perú  el  Protocolo  en  que  se  acordó  so- 
meter á  arbitraje  la  interpretación  de  dicho  artículo,  ni  se  ha  so- 
licitado nuevamente  en  ninguna  de  las  formas  preceptuadas  por 
éste,  la  fuerza  ejecutoria  de    aquella  sentencia:  de   conformidad, 
en  parte,  con  lo  opinado  j)or  los  señores  Fiscales  de    esta    Corte; 
acordaron  manifestar  al  señor  Ministro  de  Justicia,  en  respuesta 
á  su  citado  oficio,  que  no  ha    llegado  la   oportunidad  de  que  el 
Tribunal  ejerza,  en  esto  asunto,  ninguna  de  sus  atribuciones;  con 
trascripción  de  este  acuerdo  y  de  los  dictámenes  de  su  referencia. 
Lo  que  me  es  honroso  trascribir  á  US.  en    contestación  á  sus  ofi- 
cios de  12  de  Agosto  último  y  1?  del  actual,  acompañando,  á  la 
vez,  copia  certificada  del  dictamen  de  los  señores  Fiscales.  » 
Que  trascribo  k  US.  para  su  conocimiento  y  demás  fines. 

Dios  guarde  á  US. 

Jorge  Polar. 
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(copia) 

dictamen £a  fiscales. 

El  Secretario  de  Cámara  que  suscribo,  certifica:  Que  ea  el  ex- 
pediente seguido  c^u  motivo  de  un  oficio  del  sefior  Ministro  de 
de  Justicia,  de  fecha  12  de  Agosto  del  presente  año,  remitiendo 
-el  Boletín,  número  2,  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y 
copia  de  algunos  otros  documentos  relativos  á  la  cuestión  Anseí- 
mo-Ferraro,  se  hallan  dos  dictámenes  suscritos  por  los  señores 
Fiscales  de  esta  Iltma  Corte,  cuyo  tenor  es  como  sigue: 

« Tltmo.  señor: 

Con  m')tiv>  d¿"  la  resolución  do  IN-nloría  I lustrííima,  relati- 
va al  cu  U[)liuii'^nt:)  de  la  aent^n^ia,  expelida  [))r  los  Tribunales 
•de  Italiív,  en  e!  juicio  seguido  entre  Ans-íhno  y  A.  F.  Fer.*aro  y  C-, 
sobre  liqui-laeióri  de  cuentas,  se  so:netió  :i  arbitrije  la  interpreta- 
ción del  Trata  lo  eutro  el  Perú  é  Italia,  ea  caaitoal  alcance  del 
artículo  refer.'uie  i\  la  manera  cómo  debm  ejecutarse  las  sen- 
tencias en  los  ro-?[)\!tivoi  país?.^;  y  el  1  lu  lo  expedido  por  el 
presidente  de  la  Corte  Federal  do  Suizi,  junto  con  k)8  oficios  á 
^1  pe-rtia^julcs,  a^í  como  el  dictáuiju  dji  seu>r  Fiscal  de  la  Ex- 
celentísima Corte  Su[)rema,  doctor  S.^oaue,  han  sido  remitidosá 
Useñoría  Ilu-írísima,  para  los  fines  respectivo?*,  acordando  el 
Tribunal  oír  a   o-^te  Ministerio  antes  de  resolver. 

No  es  ll'.-gado  el  memento  de  prouunriarse  en  cuanto  á  la  for- 
ma cómo  d'.'bj  cumplirse  el  laudo;  pur-,'  on  oucopto  de  los  Fis- 
cales hay  trúiuitoá  que  llenar  para  que  osa  resolución  arbitral 
sea  valedera  y  tenga  la  fueraa  obligatoria  que  demandan  ios 
pactos  internacionales  para  su  cumplimiento.  —  Reconocido  *»stá 
por  tod.)S  los  j)ub!icistas  de  Derecho  IntA'rnaclona-,  que  los  Tra- 
tados deben  interpretarse,  moditícarse,  a!n[)liars':',  aclararse  ó  res- 
tringirse, en  la  misma  forma  y  por  las  mismas  autori  lades  que 
los  celebraron;  de  modo  que,  faltando  el  eumplimient>  do  algu- 
na d«  esos  requisitos,  no  pueden  surtir  efecto,  ni  ser  obligatorios  ' 
parft  las  naciones  los  cambios  que  so  hicieren  en  los  pactos  inter- 
nacionales. 

Ahora  bien,  exigiendo  nuestra  Carta  Fundamental  la  inter- 
Tcmción  del  Poder  Lei;islativo  en  los  Tratados  y  Convenciones 
<jue  el  Gobierno  del  Perú  celebre  (inciso  dieciseis,  artículo  cia- 
cnenta  y  nueve  de  la  Constitución),  no  [)arece  conforme  á  ella 
que  se  prescinda  de  ese  requisito  en  la  interpretación  ó  aclara- 
ción que  embebe  el  laudo  expedido  por  el  señor  Presidente  de 
la  Corte  Federal  de  Suiza,  y  menos  tratándose  de  jurisdicción  vo- 
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luntaria,  concedida  en  un  Tratado  cuyo  desconodmwnko  pue- 
do afecUr  la  sobaranírt,  á  la  par  que  loa  fueros  del  Poder  Judi- 
<^ial,  fMi^s  su  inapelable  fiillo  ha  sido  materia  de  arbitraje  ante 
autoridades  distintos  do  las  nacionales,  ejerciendo  así,  un  poder 
oxtraño,  revir?ión  de  actos  practicado»  por  una  do  liis  Cortes  Su- 
periores (le  la  Ropúülioa. — Acrece  la  fuerza  del  argumento,  si  se 
considera  q:jc*  la  aprob.ioión  dül  Poder  Legislativo  di  íi  los  Tra- 
tados el  cará«*tí3r  <l3  leyes;  las  caalos  W)  {)aed)n  ser  interpretadas, 
ni  inodifivM  las,  >¡nt>  por  el  PoIíp  ramillado  para  dictarlas,  que 
©sel  LogislaLivo,  scgán  la  ConsLitiioivV.)  dol  Estulj.  (Atribución 
prira-^ra,' artículo  ciiicuent.i  y  nuevo  do  la  Constitución). 

Consta,  adenns,  que  la  Excol'vüití-ini'i  0.)r  j  S.iprjiui  declaro 
inadmisible  el  rr.M^-irs'i  da  nnli  la  1  mt  -rp.i-'^sto  co  itra  ol  fallo  de- 
negatorio del  e.rofjnit^ir]  y  si  el  Supveino  Tril)un:il  dj  lu  Il-^píí- 
blica  no  se  creyó  fi\':Hltado  para  revis?irlo,  mal  pu  ^de  hacerlo 
una  autoridiul  extranjera,  aun  cuando  í-e  trataba  do  un.  Tribu- 
nal, y  no  tan  solo  de  la  respotai)lo  oiiinión  do  su  Prosid-Mite,  Sr. 
Winkler,  d•^-^i;4'na•]o  co:no  arbitro  i>-n'  (í1  Prtsidentj  dj  la  Confe- 
deración Hvlvoticn. 

Por  otra  parte,  ini[).-)rta  quesn  calilirpie  ol  laúd);  puos  dcpandc 
de  esa  oaliíifa^ión  el  aban-'e  <{'ie  pu^il  to*v>r  r35;í?vao  al  fallo 
expedido  por  nRenv)ría  ilustrísima,  en  la  sumaria  s)br«  delibe- 
ración, que  pn^c.^dió  al  arbitraje,  í^i  tiivio-o  carácter  intcrpre- 
▼ativo,  prolncirá  determinado^  ef<;c*0';y  ?«eráu  distintos  si  su  al- 
cance es  tun  solo  (]e  m()d¡iii*a«'.ión,  ani^Mación  ó  arlaración  del 
Tratado  vií^onte  cnh'e  el  Perú  é  Itali^í;  ¡^ne^  el  arbitro  sj  ha  li- 
mitado á  de<*idir  el  punto  en  ab-tra  Ho  (f  «jas  ciento  treinta  y  cua- 
trín del  Li")]*'!!'/!),  sin  a[»]ioai'lo  al  c\a^o  ou-.Tcto,  Ansjlm)  Ferrare», 
^\\G  fué  exprosamcnte  excluido,  s<*g'n  os  (lo  vi\^s.^  de  tojas  treinta 

y  una  vuelta,  :i  fo^ls  cu  uv-n^a  y  d  )s  ^W,  W  il.'tín,  ninuj.o  dos,  del 
Ministerio  -l^  íl>l  i^ion-í-^  Ex^ tío^-os  a'nmoiüado,  v  cuva  eñoa- 
da  ó  fuerza  rt-troactiva  fue  ^-íücita-la  j»  )r '.d  Iloj^ro-entant.'  delta- 
lia  (fojas  ciento  treinta  y  s.'ms),  sin  que  constj  que  ^\  riobiarn^ 
hubiese  n  cced  ido  á  d á  i'se la. 

No  hallánilo'ñ  timprj^o  la  anro]>a?i.'*n  dol  C)n,:^;'o^)  o:itre  loí 
tlocu»nento3  r-initi  1  )s.  este  M'-nis'jrio  j-  le  s{»ntir:  q-i»  ->,'  s  )lici- 
te  del  Suprcno  Gibiorno,  y  on  ím^  d  \  no  hab3rla  ss  l'j  couHil- 
-te  sobre  la  necesidad  <lo  tíbtenerla  pira  (pío  pucvla  dar-i3  fuer- 
za obligatoria  y  estimar  el  alcancíí  d:3l  ('ambio  hecho  cu  •!  artí- 
culo dieciocho  del  Trata  lo  do  Amistad  y  Comercio  del  veinti- 
trés de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  entre  el 
Perú  é  Italia,  salvo  siempre  el  más  ilu^írado  acuerdo  le  useñoría 
ilustrísima. 

Lima,  Octubre  13  de  mil  novecientos  cinco.  (Firmado). — Qar- 
cía  Calderón, 
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Ilustrísimo  Señor: 

ICate  Ministerio  reproduce  ^1  dictamen  que  precede  del  •efíor 
Fiíical  doctor  García  Calderón. 

Lima,  üctubro  catorce  do  lüil  novecientos  cinco. 

*    (Firmado)     Tejcda. 

Es  copia  fiel  de  los  ^lictámenes  originales  do  su  reforeneia,  ex- 
pedida por  orden  del  Tribunal  y  á  que  me  remito  en  caso  nece- 
sario. 

Lima,  Octubre  veintisiete  de  mil  novecientos  cinco. 

J.    Granda. 
Ilustrírima  Corte  Superior. — Secretaría. — Primera  Sala. 


PROTOCOLO. 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  lieUicionos  Exteriores  los  infras 
rritos,  d<>ctor  don  Javier  Prado  y  Ugaríev.'lH%  Ministro  del  Ramo 
y  Cav.  Tominaso  Carletti,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  Italia  en  el  Perú,  con  el  objeto  de  poner  tér- 
mino á  la  nclamación  del  subdito  italiano  Domingo  Anselmo  y 
c*:)iuteresados,  ^^urgi<la  á  coiisecuencia  de  la  acción  que,  fundán- 
dose en  el  artículo  18  del  Tratado  de  Ami-tral  y  Comercio  de  23 
de  Diciembre  de  1874,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  interpusie- 
ron los  mencionados  Domingo  Anselmo  y  cointeresados,  pidien- 
do el  cumplimiento  de  la  sentencia  de  17  y  25  de  Agosto  de 
1896,  pronunciadas  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Genova  con- 
tra A.  Ferraro  y  C^,  acordaron  hacer  coT>star  en  el  presente  pro- 
tocolo que  habiendo  declarado  la  Iltma.  Corte  Superior  de  Lima^ 
que  no  procedía,  según  el  referido  tratado,  la  ejecución  en  el' 
P«rá  d«  la  mencionada  sentencia,  sobrevino  una  controversia  en- 
tre el  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  y  el  Gobierno 
del  Ptrú  sobre  el  pago  del  expresado  crédito,  y  sobre  la  inter- 
pretación del  artículo  18  del  tratado  i  talo- peruano  de  Amistad 
j  Oomercio;  que  deseando  arabos  Gobiernos  resolrerla  amistosa- 
mente, iometieron,  por  protocolo  de  22  de  Noviembre  de  1900,  (1) 

(1)  Página  491. 
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al  fallo -arbitral  de  la  persona  que  designase  el  Presidente  do  l;i 
Confederación  Helyéáca  la  interprekaoLÓn  de  dicho  artííiulo  del 
tratado  vigente,  y  q^ue  el  arbitro  señor  Winkler,  Presidente  del 
Tribu 'í;il  Federal  de  L^u^inA,  sentenció  que  «coa  arreglo  á  los 
tér.niuos  del  tratado  de  23  <le  Diciembre  de  1874,  celebra  lo  ta- 
ire  líi'lx  y  el  Para,  loi  aiifeoridí  le-j  respíiítiva'i  de  loí  d  )3  p.iises 
u>  f)  li  loa  nígir  el  «xv/'ci^tr  íi  U  seiUjnoia  de  un\  aiitorilal 
jadioi:il,  competente  so^úii  hu  leyes  dol  Estado  donde  ha  aid) 
pr.^muioiadií,  siempre  que,  s;^;yún  las  leye^del  Kstalo  íil  qne  «o 
p'do  e!  exequátur^  las  auoriila  l'S  judiciale3  de  este  mismo  Eitiulo 
sean  eo-n[»etenti:a  para  conocer  de  la  causa.» 

En  vista  de  tales  antecedentes,  loi  infrascritos  han  coavenido 
en  lo  que  sigue: 

1?  El  Gobi^nnio  peruano  entregara  í  la  Real  Legicióii  de  Ita- 
lia en  Lima  la  suma  total  de  cienio  veintisois  mil  se^.jnta  lira? 
itaü.uias.  e([uivalentc,  al  canibií)  d«l  día,  á  4,940  libras  perua- 
nas'20  milésimos,  que  ha  declarado  se  debe  á  Di>mingo  Aii-elmo 
y  cointeresados  la  sentencia  úA  Ti'ibunal  Civil  do  Savona  do  22 
y  21  de  Abril  do  180'),  confinn  ida  p  )r  la  sentencia  do  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Genova  de  17  y  25  de  Agosto  de  1896. 

2?  Dicha  entrt'ga  á  la  Lc^üción  de  Italia  en  Lima  se  hará  tn 
cuatro  dividendos  igualefl,  y  en  las  siguicíUtos  íeehas:  31  de  Ene- 
^^  SO  de  Abril,  31  do  Julio  y  ;>0  d)  Ai^osto  do  1900. 

Li  LJoal  Legación  de  Italia  d^i^ara  quí  co:i  el  pai^o  do  e-M^ 
cii  itr<>  divivlondos  dá  por  conrjluida  y  can?*dada  la  reclamación 
que  liabía  formulado  ante  el  Go!)ienn>  del  Perú  por  el  crédito  tle 
Doniíigo  Ansolmo  y  coiMt^n-^jido-,  y  asumo  plena  rc-ponsabili- 
d  1 1  en  QSÍ9  anvíjlo  por  la  faculhaddo  Cvihrar  v.i\  lugar  de  í)t)mingo 
A  nscl.no  y  cointeresados,  y  de  remitir  y  repartir  entre  los  mi-^mos 
dichas  sumas. 

3'-^  A  nombre  de  los  señores  Domingo  Anselmo  y  cointeresa- 
dos, el  señor  Ministro  de  Italia  en  el  Pera  ac<:»pta  el  precedente 
compromiso,  y  da  formal  seguridad  de  que  ellos  harán  cesión  al 
Gobierno  peruano  de  su  expresado  crMito  contra  A.  F.  Ferraro, 
por  8Í  y  como  representante  de  dicha  ca^a,  sin  reservarse  derecho 
ni  acción  alguna  por  razón  de  dicho  crédito,  ni  por  daños  y  per- 
juicios, pero  sin  asumir  tampoco  ninguna  responsabilidad  acer- 
ca de  la  solvencia  del  deudor  j  del  pago  del  crédito. 

4?  Las  entregas  de  las  referidas  sumas  por  el  Qobiei  no  del 
Pera  sólo  comeniarán  cuando  se  haya  realizada  la  cesión;  pero 
teniendo  en  cuenta  la  distancia  entre  Italia  j  el  Perú,  á  causa 
de  la  cual  no  parece  probable  que  el  documento  de  cesión  llegue 
á  Lima  antes  del  31  del  presente  mee,  y  por  acto  de  cortesía  á  la 
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Legación  de  Italia,  el  Gobierno  pemano  consirlerarS  «afíciente, 
imra  paj^r  el  prfmer  dividendo,  que  corresponde  á  esra  fec  ha, 
que  cHcha  Legación  le  asegure  oficialmente  que  la  cesión  ha  te- 
nido lugar. 

En  caso  de  que  la  Legación  no  pudiera  dar  tal  seguridad  an- 
tes del  31  del  mes  en  curso,  el  primer  dividendo  se  entregará 
cuando  el  representante  de  Italia  en  el  Pero  pueda  otorgarla, 
continuando  la  entrega  de  los  otroís  dindendos  en  las  fechas  se- 
ñaladas en  la  cláusula  2^;  á  no  ser  que  no  se  haya  efectuado  de- 
bidamente la  cesión  antes  de  la  entrega  del  s^undo  dividendo, 
en  cuyo  caso  se  suspenderán  las  demás  entregas,  y  la  Legación 
de  Itatra  develverá  lo  que  hubiera  recibido  á  cuenk»  de  dicha 
cesión.  Verificada  definitivamente  la  cesión,  continuará  la  en- 
trega trÍKiestral  de  loe  dividendos  estipulados. 

Els^^ñor  Ministro  de  Italia  aprovecha,  con  placer,  de  esta  opor- 
tunidad, para  manifestar  su  profundo  agradecimiento  por  las  dis- 
posiciones coir^iliadoras  que  ha  encontrado  siempre  en  el  señor 
Ministro  de  Relaciouea  Exteriores  durante  las  negociaciones  rela- 
tivas á  este  asunto. 

En  fé  de  lo  -^ual  firman  y  sellan  el  presente  protocolo,  por  da- 
plieado,  aii  Lima,  á  los  Veintiséis  días  del  mee  de  Enero  de  1906. 

J.  Prado  t  Ugartechk.  T.  CAaLEm. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Coniulado  del  Perú  en  Milán. 

En  este  consulado  del  Perú  en  Milán,  á  los  leis  días  del  mei 
de  Febrero  de  mil  novecientos  seis,  ante  el  Cónsul,  se  presenta- 
ron los  señores: 

Anselmo  Domenico,  del  ñnado  Constantino. 

Cav.  Bandini  Emanuele,  en  su  calidad  de  conoordatario  de 
la  quiebra  Anselmo  Ernesto,  del  fíiuidó  Constantino. 

Costa  Giovanni  Battista,  del  finado  Cristoforo,  en  fuerza  del 
poder  general  fecha  14  de  Junio  de  1893,  de  la  señora  Bello  Ro- 

viuda  Anselmo  y  del  hijo  Conitantino,  del  finado  Silvio. 

En  presencia  da  los  testigos  señores: 

Silvio  Sala. 
Luigi  Riva. 
Fietco  Salecani. 


p 
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Ciudadanos  italianos,  mayores  de  edad,  residentes  en  Milán, 
hicieron  las  siguientes  declaraciones: 

Señor  Cónsul  del  Perú  en  Milán:  sírvase  usted  extender  en  su  ! 

registro  de  Escrituras  Publicas,  una  en  que  conste  que  nosotros, 
valiéndonos  de  nuestros  derechos  de  acreedores  hacia  la  Casa  Co- 
mercial A.  F.  Ferraro  y  Cia.  de  Lima,  en  fuerza  de  la  sentencia 
del  Tribunal  Italiano  de  Savona,  fecha  22  de  Abril  de  1896  y 
confirmada  por  la  Corte  Superior  de  Genova,  con  fecha  25  de 
Agosto  1896,  en  base  al  protocolo  firmado  en  el  mes  de  Enero 
del  corriente  aro,  entre  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú  y  S.  E.  el  Ministro  de  S.  M.  el  Reyjde  Italia,  acre- 
ditado cerca  del  Supremo  Gobierno  del  Perú  en  Lima. 

Declaran: 

Que  hacen  amplia  y  completa  cesión  de  todos  los  créditos  y 
derechos  que  les  competen  en  fuerza  de  las  mencionadas  senten- 
cias judiciales,  contra  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  Cia.,  á  favor  del 
Supremo  Gobierno  del  Perú. 

En  mi  calidad  de  Cónsul  del  Perú  en  Milán  y  por  autoriza- 
ción telegráfica  de  S.  E.  e^  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del 
Perú,  fecha  23  do  Enero  del  corriente  año,  acepto  la  completa 
cesión  que  hacen  los  mencionados  señores  de  los  susodichos  cré- 
ditos y  derechos  á  favor  del  Supremo  Gobierno  del  Perú. 

En  testimonio  de  lo  cual,  se  ha  extendido   el  presente  instru- 
mento en  original  con  cuatro  copias,  de  las   cuales   una   será  re- 
mitida á  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones   Exteriores  del   Perú  y 
las  demás  á  cada  una  de  los  interesados,  señores: 
Anselmo  Domenico. 
Cav.  Batidini  Emanuele. 
Costa  Giovanni  Battista; 
quienes  después  d^  haber  leído  y  ratificado  su  coriteiiido   lo  fir- 
man conmigo  y  los  tres  mencionados  testigos.  (Firmado)  Dome- 
nico Anselmo. — (Firmado)  Emanuele  Bandini. — (Firmado)  Q.  B. 
Costa. — (Firmado)  Luigi  Riva. — (Firmado)  Silvio  Sala.  —  (Fir- 
mBdo)  Pietro  Salerani. — El  Cónsul,  Generoso  Galimberti. 

Número  de  orden  3.^— Tarifa  11. — Derecho,  francos  20. 
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Limaj  Enero  26  de  1906. 

Visto  el  protocolo,  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  y  el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  Italia,  para  el  arreglo  de  la  reclamación  Ansel- 
mo, entablada  diplomáticamente  por  el  Gobierno  de  ese  Reino 
ante  el  del  I*erú;  y  teniendo  en  consideración  los  antecedentes  del 
caso;  con  el  voto  consultivo  del  Consejo  de  Ministros:  apruébase 
dicho  protocolo  y  gírese,  en  su  oportunidad,  por  las  cantidades 
necesarias  para  el  pago  de  las  armadas  convenidas,  hasta  la  su- 
ma de  cuatro  mil  novecientas  cuarentiseis  libras,  veintinueve  mi- 
lésimos (£  4,940  0/29),  que  se  imputará  al  crédito  especial,  que, 
con  tal  objeto,  abrirá  la  Dirección  del  Tesoro. 

Y  por  cuanto,  en  virtud  de  dicho  protocolo,  el  Gobierno  se  ha 
sustituido  á  Anselmo  y  con  partea  en  el  crédito  que  éstos  tienen 
contra  F.  Ferraro  y  C*,  oñciese  al  Ministerio  de  Hacienda,  para 
que  dicte  las  medidas  que  correspondan,  á  fin  de  hacerlo  efec- 
tivo. 

Regístrese  y  comuniqúese. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Prado  y  Ugarteche.  (1) 


ARBITRAJE  DK  RECLAXTACIOXICS  ITALrA>íAS,  PKOVEN^IENTKS    DE   DA 
Sos  CAUSADOS  KN  LA  ÚLTIMA  GUERRA  CIVIL. 1899. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  9  ^     Lima,  Mayo  8  de  1899. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

En  las  diversas  conferencias  que  he  celebrado  con  U.S.  con 
el  objeto  de  llegar  á  un  acuerdo  acerca  de  cada  una  de  las  re- 
clamaciones presentadas  por  esa   Legación,   por   daños  sufridos 

(1)  El  27  de  Enero  de  1906,  se  trascribió  esta  resolución  suprema  al  Minis- 
terio de  Hacienda,  para  los  efectos  correspondientes. 
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durante  la  ultimí  guerra  civil,  ha  qa3la'lo  comprobada,  como  á 
V.  S,  consta,  lá  imposibilidad  de  obtenerla. 

No  obstante  hi  buena  volunta  i  y  elevados  propósitos  demos- 
trados por  V.  S ,  se  explica  perfectamente  este  resultado,,  por  el 
gran  número  de  las  reclamaciones  italianas,  circunstancia  qu# 
no  ha  existido  en  las  qu3  han  patroci^iado  las  demás  legaciones 
acreditadas  en  esta  capital. 

Na  habiendo  aceptada  el  Gobierno  de  V.  E.  la  idea  insinuada 
por  mí,  bajo  formas  distintas,  de  un  arreglo  directo  que  com- 
prendiera en  conjunto  todas  las  reclamaciones,  no  queda  otro  re- 
curso que  el  de  recurrir  a  la  solución  arbitral,  instituyendo  un 
tribunal  ó  comisión  m^xta  que  estudie  y  resuelva  cada  una  de 
ellas. 

Espero,  pues,  fundadamente  que  el  Gobierno  de  V.  S.  no  ten- 
drá inconveniente  en  aceptar  esta  idea,  desde  que  ofrece,  dadas 
las  dificultades  ocurridas,  el  medio  más  rápido  y  seguro  do  ter- 
minarlas. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Encargado 
de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

«  M,  F,  Porras. 

Al  señor  Giácomo  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  I  .alia 


i 


Real  Legación  de  Italia, 

N?  11.  Lima,  9  de  Mayo  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisar  recibo  de  la  apreciable  nota  de  8  de 
los  corrientes,  en  la  cual  V.  E ,  por  lo3  motivos  allí  anotados, 
propone  someter  á  un  tribunal  de  arbitros  6  comisión  mixta  ar- 
bitral la  resolución  de  las  reclamaciones  de  los  subditos  reales, 
por  los  daños  sufridos  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Me  apresuraré  á  comunicar  al  Gobierno  del  Rey,  por  el  próxi- 
mo correo,  la  propuesta  de  V.  E.,  haciendo  presente  las  razones  ^ 
que  me  inducen  á  concurrir  en  la  opinión  de   V.  E.  de   ser   éste 
el  medio  más  rápido  y  conveniente  para  definir  dichas    reclama- 
ciones. 


I 
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Aceptad,  señor  Miaistro,  la  constancia  de  mi  mis   alta   consi- 
deración. 

O,  Fara  Fomi. 

« 

*\ 
A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  26.  Lima,  18  de  Agosto  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  participarle  que  el  Gobierno  de  Su  Majes- 
tad, al  cual  fe  comunicó,  oportunamente,  la  nota  que  V.  E.  diri- 
gió al  seño  Fara  Forni,  con  fecha  8  de  Mayo  último,  número  {\ 
proponiéndole  l.i  solución  de  las  reclamaciones  de  los  ciudada- 
nos italianos,  provenientes  de  los  daños  sufridos  durante  la  últi- 
ma guerra  civil,  mediante  un  fallo  arbitral,  me  ha  autorizado, 
recientemente,  para  que  declare  que  acepta  la  proposición,  dán- 
dome, al  mismo  tiempo,  facultad  para  acordar  con  V.  E.  la  for- 
ma de  arbitraje  que  deba  aceptarse. 

Al  comunicar  á  V.  E.  tal  aceptación,  y  refiriénílome  al  cam- 
bio de  ideas  habido  sobre  este  punto,  permítome  insinuar  á  V. 
E.  la  conveniencia  de  confiar  el  estudio  y  liquidación  do  las  re- 
clamaciones italianas,  á  un  solo  arbitro,  y  no  á  una  corte  arbi- 
tral, como  parece  que  ha  sido  el  propósito  del  Gobierno  de  la 
República.  Este  medio,  por  ser  más  expeditivo,  creo  que  produ- 
ciría un  resultado  más  ventajoso,  tanto  para  ambos  Gobiernos, 
como  para  los  interesados. 

Al  rogar  á  V.  E.  se  sirva  hacerme  saber  su  parecer  al  respec- 
to, aprovecho  la  ocasión  para  reiterarlo,  señor  Ministro,  los  sen- 
timientos  de  mi  alta  consideración. 

O.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Melitón  P.  Porras,   Ministro  de  Rslacio- 
nee  Exteriores. 
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N?  23  Urna,  19  de  Agosto  de  1899. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  apreciable  comunicación  de 
V.  E.  defecha  de  ayer,  la  que  ha  sido  llevada  á  conocimiento  de  S. 
E.  el  Presidente  de  la  República,  para  que  tuviese  noticia  de  la 
propuesta  de  V.  E.,  relativa  al  arreglo  definitivo  de  las  reclama- 
ciones que  los  subditos  italianos  presentaron  por  daños  sufridos 
en  la  última  guerra  civil. 

En  contestación,  cúmpleme  expresar  á  V..  E.,  que  he  tomado 
nota  d'e  su  aceptación  á  la  idea  de  someter  á  arbitraje  las  reela- 
ciones italianas  pendientes;  no  teniendo,  por  su  parte,  mi  Go- 
bierno, inconveniente  alguno  para  deferir  á  la  pi  opuesta  de  V. 
E.,  do  que  sea  un  solo  arbitro,  y  no  una  comisión  arbitral,  el 
llamado  á  resolver  el  asunto.  . 

Me  complazco  en  aprovechar  de  esta  oportunidad  paira  reno- 
varle, señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración.  , 

3L  F.  Porras. 

Al  Excmo.  señor  Giuseppe    Pirroni,   Enviado    Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Beal  Legación  de  Italia, 

Limay  \1  de  Noviembre  de  3899. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que  su  digno  antecesor  se  sirvió  diri- 
girme con  fecha  19  de  Agosto  último,  número  23,  informándo- 
me que  el  Gobierno  peruano  aceptaba  la  idea  de  someter  á  u  a 
solo  arbitro,  en  lugar  de  una  comisión  arbitral,  el  examen  y  la 
resolución  de  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  la  gue- 
rra civil  de  1894-95;  vengo  ahorac,  debidamente  autorizado  por 
el  Gobierno  del  Rey,  á  proponer  á  V.  E.   que  revista,  con  el  ca- 
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rácter  de  arbitro,  para  la  definicióu  de  dichas  reclamaciones,  á 
S.  E.  el  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  ante  el  Gobierno 
de  esta  República. 

Las  eminentes  prendas  personales  de  este  egregio  representan- 
te extranjero,  su  preclara  inteligencia,  y,  ante  todo,  los  elevados 
ftentiraientos  de  justicia  de  que  está  animado,  me  hacen  abrigar 
el  convi^ncimienlo  de  que  V.  F.  se  servirá  acojer  favorablemente 
mi  propuesta. 

Quif-ra,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta"  con- 
sideración. 

G.  rirrone, 

A  S.  E.  el  doctor  don  Manuel  María  Galvez,  Presidente  del  Con- 
sejo de  ¡Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

m 

N?  30.  Lima,  13  de  Noviembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

En  respuesta  á  la  apreciable  comunicación  de  V.  E.,  de  fecha 
11  del  mes  que  rige,  me  es  grato  expresarle,  que  el  Gobierno  del 
Perú  acepta  la  pro{)uesta  que  hace  V.  E.,  en  nombre  de  Italia, 
de  la  persona  del  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Mi- 
nistro íle  España,  para  que  ejerza  las  funciones  de  arbitro  en  las 
reclamaciones  italianas  pendientes,  acuerdo  que  fué  materia  de 
nuestra  última  entrevista. 

El  Gobierno  de  ííspaña,  de  quien  se  ha  solicitado  autorización 
para  que  el  señor  Uribarri  pueda  ejercer  el  cargo,  ha  consentido 
en  ello,  según  he  tenido  noticia  por  cable;  y,  en  consecuencia, 
próximamente  anunciaré  á  V.  E.  el  día  en  que  debamos  reunir- 
nos  para  ñrmar  el  protocolo  en  que  conste  el  referido  acuerdo. 

Renuevo  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi  alta 
y  distinguida  consideración. 

3Í.  M.  Galvez. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,    Enviado   Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenpiotenciario  de  Italia. 
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ACUERDO  DIPLOMÁTICO 

PARA  KL  ARREGLO  DB  LAS    RECLAMACIONES  ITALIANAS. 

Reunidos  los  señores  doctor  don  Manuel  M.  Gálvez,  Ministro 
de  Relaciones  Exterieres  del  Perú,  y  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  para  tra- 
tar nuevamente  de  las  reclamaciones  de  los  subditos  italianos  re- 
sidentes en  el  Perú,  por  daños  ocasionados  en  laúltima  guerra  ci- 
vil de  1894-95,  y  no  habiendo  sido  posible  llegar  a  ninguna  inte- 
ligencia respecto  del  modo  de  transigirías  direotanlente,  han  con- 
venido en  dar  forma  al  acuerdo  á  que  se  refieren  las  notas  cam- 
biadas entre  ambos,  para  someter  al  arbitraje  del  Representante 
de  España  en  este  país  la  solución  definitiva  de  las  H>enciona- 
das  reclamaciones,  y  han  fijado  las  bases  siguientes: 

Artículo  1? — El  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  España  en  este  país,  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri, 
qi;eda  ampliamente  facultado  para  fallar  ó  tiansigir  como  arbitro, 
en  coníormidad  con  la  cláusula  2*  de  este  acuerdo,  todas  las  rt- 
clamaciones  que,  presentadas  al  Ministerio  do  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú,  por  la  Real  Legación  de  Italia,  dentro  del  plazo 
fijado  en  el  decreto  peruano  de  21  de  Marzo  de  1890,  y  patroci- 
nadas por  ella,  tienen  por  causa  los  daños  y  perjuicios  ocasiona- 
dos á  las  subditos  italianos  residentes  en  el  Perú,  durante  la  gue- 
rra civil  de  1894-95. 

Artículo  29—  El  señor  Ministro  de  España  juzgará  y  resolverá 
los  reclamos  citados: 

a) — Con  arreglo  al  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  á 
los  principios  del  derecho  internacional  y  á  las  prácticas  y  juris- 
prudencia establecidas; 

b) — En  vista  y  en  mérito  de  los  expedientes  ya  organizados 
y  que  existen  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y  que 
éste  le  entregará  desde  luego; 

p) — Tomando  en  consideración  las  alegaciones,  simplemen- 
te expositivas,  que  las  partes  deberán  presentarle;  y 

d) — Solicitando  las  demás  pruebas  y  referencias  que  estime 
necesarias. 

El  arbitro  exigirá,  previamente,  la  comprobación  de  la  nacio- 
nalidad y  carácter  neutral  del  reclamante,  y  cuando  éste  actúe 
como  mandatario,  la  justificación  de  su  personería. 

Es  entendido  que  no  existe,  para  los  reclamantes,  el   derecho 

de  presentar  imevos  expedientes  ó   pruebas,   sino  cuando  ellas 

fuesen  solicitadas  por  el  arbitro  para  aclarar  ó  ilustrar  su  juicio. 

Artícuto  3? — El  Gobierno  del   Perú  se  reserva  el  derecho  de 
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nombrar  un  personero,  representante,  abogado  ó  agente,  que 
atienda  á  la  defensa,  .ante  el  arbitro,  de  sus  intereses,  en  todas  6 
cada  una  de  las  reclamaciones  citadas.  La  Real  Legaoión  de  Su 
Majestad,  ó  los  respectivos  reclamantes,  conservan  igual  dere- 
cho. 

Artículo  4? — El  señor  Ministro  de  [España  queda  en  libertad 
de  emplear,  en  el  desempeño  de  su  encargo,  en  calidad  de  secre- 
tario ó  empleado,  á  la  persona  ó  personas  que  estime  precisas. 

Artículo  5^— Queda  reservado  al  arbitro  el  derecho  de  juzgar 
y  fallar  las  reclamaciones,  simultáneamente,  6  de  resolverlas  á 
medida  que  lo  estime  conveniente. 

Articulo  6? — Los  fallos  del  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  España,  serán  inapelables;  y  tanto  el  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  del  Perú,  como  el  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  declaran,  que 
tales  decisiones  se  respetaran  de  un  .modo  absoluto,  fonecietudo 
con  ellas  las  reclamaciones  de  que  se  trata. 

Artículo  7? — Los  gastos  que  este  compromiso  ocasione  se  abo- 
narán preferentemente  délas  cantidades  juzgadas  en  favor  de 
los  respectivos  reclamantes,  en  la  proporción  que  el  arbitro  fije. 

No  se  considera  entre  esos  gastos  el  pago  de  honorarios  á  los 
defensores  ó  agentes,  que  el  Gobierno  del  Períi  y  los  reclamantes, 
sufragarán  por  su  cuenta. 

Articulo  8? — El  total  de  las  sumas  que  pudiera  resultar  reco- 
nocido en  favor  de  uno  ó  más  reclamantes,  se  abonará  por  el 
Gobierno  del  Perú  á  la  Real  Legación  de  Italia:,  en  tres  dividen- 
dos anuales  consecutivos,  comenzando  desde  el  año  próximo,  y 
quedando  la  Real  Legación  facultada  para  preferir  en  el  pago  6 
aplicación  de  esos  dividendos,  á  los  reclamantes  más  menestero- 
sos. 

Artículo  9^ — El  arbitro  tendrá,  para  evacuar  su  encargo,  el 
plazo  de  seis  meses,  que  se  prorrogará,  p>r  grave  motivo,  ajuicio 
del  mismo. 

En  fé  de  lo  cual,  firman  este  acuerdo,  por  duplicado,  y  lo  se- 
llan con  sus  sellos  respactivos,  en  Lima,  á  los  veinticinco  días 
del  mes  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

(L.  S.)  M.  M.  GÁLVKZ.  (L.  S.)   G.  Pirronk, 
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Limay  1°  de  Diciembre  de  1899. 

Apruébase  eí  anterior  acuerdo  de  Cancillería,  celebrad»  entre 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y  el  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  en  virtud  del  cual  se 
somete  al  arbitraje  del  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  España  en  el  Perú,  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri, 
el  arreglo  de  las  reclamaciones  amparadlas  por  la  Real  Legación 
italiana,  y  provenientes  de  los  daños  causados  en  la  última  gue- 
rra civil. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Gal  vez. 


Ministerio  de  Relaciones  ExleHores, 

0 

N9  24.  Lima,  6  de  Diciembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Da  conformidad  con  el  acuerdo  de  Cancilleria,  celebrado  con 
el  Excmo.  señor  Ministro  de  Italia,  en  que  sometemos  al  arbi- 
traje de  V.  E.  lá  solución  de  las  reclamaciones  que,  por  daños 
sufridos  en  la  contienda  civil  de  1894-95,  han  presentado  va- 
rios subditos  italianos,"  tengo  el  honor  de  remitir  a  V.  E.  los  ex- 
pedientes referentes  á  dichas  reclamaciones,  do  los  que  próxima- 
mente se  le  enviará  una  lista  debidamente  numerada,  y  en  la 
que  se  indicará  el  número  de  fojas  útiles  de  cada  uno  de  ellos. 

Aprovecho  esta  nueva  oportunidad,  para  reiterar  á  V.  E.  las 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

M.  M,  Galvez. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


s.    .*^  -. » :  • 


78 


—  618 


y 


Legación  de  Espai^.a. 

I 

Lima^  6  de  Diciembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  participar  á  V.  E.  que,  con  su  aten- 
ta nota  de  esta  fecha,  acabo  de  recibir,  bajo  paquete  sella- 
do y  lacrado,  los  setenta  y  dos  expedientes  que,  en  la  tarde  de 
hoy,  hemos  revisado  en  ese  Ministerio  de  su  digno  cargo,  con  el 
señor  Oficial  Mayor  y  uno  de  los  señores  secretarios,  el  Excmo. 
señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
Italia  y  el  señor  de  Iturralde  y  yo,  relativos  á  las  reclamaciones 
italianas  que,  con  arreglo  á  lo  pactado  entre  V.  E.  y  el  referido 
señor  Ministro  de  Italia,  se  han  dignado  los  Gobiernos  de  ambos 
países  hacerme  el  alto  honor  de  someter  á  mi  fallo,  en  calidad 
de  arbitro. 

Al  entrar  así  en  el  desempeño  de  las  funciones  que  me  hau 
sido  confiadas,  aprovecho  gustoso  la  oportunidad  para  reiterar  á 
V.  E  ,  señe r  Ministro,  las  seguridades  de  mi, más  alta  considera- 
ción. 

i?.  G.  de  JJribarri. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  María  Gálvez,  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
etc.,  etc.,  etc. 


Legación  de  España. 

Lima,  n  de  Enero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Del  examen  de  las  reclamaciones  italianas  que  el  Gobierno 
del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  me  han  hecho  el  alto 
honor  de  someter  á  mi  arbitraje,  resulta,  eu  primer  término,  que 
algunos  de  los  interesados,  al  elevar  al  Excmo.  señor  Minis 
tro  de   Italia  sus  respectivas  exposiciones  de   daños   sufridos, 


—  619  — 

las  que  remitidas  oportunamente  á  ese  Ministerio  del  digno  car- 
go de  V.  R,  constituyen  la  base  de  los  expedientes  que  me  fue- 
ron entregados  en  6  de  Diciembre  último,  se  limitaron  á  produ- 
cir en  apoyo  de  sus  asertos,  una  declaración  simple,  firmada  por 
tres,  cinco  6  más  testigos. 

Considerando  necesario,  en  mi  calidad  de  arbitro,  el  revestir 
dichas  declaraciones  de  la  mayor  solemnidad  posible,  dándoles 
la  fuerza  legal  de  que  carecen:  habiendo  adquirido  el  convenci- 
miento de  que  algunos  de  los  preindicados  reclamantes  creyeron 
suficiente  aquella  manifestación;  y  de  que  otros  no  contaron,  en 
cl  momento,  con  facilidades  para  comparecer  ante  autoridad  com- 
petente: fundándome,  por  otra  parte,  en  las  cláusulas  6  y  d  y  en 
el  último  párrafo  del  artículo  II.  del  protocolo  de  Cancillería,  fir- 
mado á  25  de  Noviembre  de  1899,  entre  el  digno  predecesor  de 
V.  E.  y  el  actual  sefíor  Ministro  de  Italia:  teniendo  en  cuenta 
que,  según  el  artículo  IX  de  dicho  protocolo,  se  limita  á  seis  me- 
ses el  plazo  dentro  del  cual  habré  de  pronunciar  mi  fallo;  y  sien- 
do así  que,  con  arreglo  á  lo  establecidoren  el  país,  y  según  prác- 
tica universal,  acaban  de  entrar  los  Tribunales  de  Justicia  en  tu 
período  anual  de  clausura,  por  espacio  de  dos  meses,  considero  un 
deber  de  mi  parte  solicitar  de^V.  E.,  que,  si,  como  espero,  encuen- 
tra atendibles  las  razones  que  tengo  la  honra  de  exponer,  se  sirva 
adoptar  las  disposiciones  que  estime  oportunas,  á  fin  de  que  se 
faculte  á  los  señores  jueces  de  lí  instancia  de  vacaciones,  y,  en 
su  defecto,  á  los  de  paz  ó  autoridades  competentes,  en  el  país,  pa- 
ra que,  cqp  la  brevedad  que  el  caso  requiere  y  previa  instancia 
de  la  parte  interesada,  admitan  los  mismos  testigos  que  los  re- 
clamantes italianos  de  que  se  trata  mencionaron  en  sus  precita- 
das •xposiciones,  á  prestar  la  declaración  consiguiente,  con  suje- 
ción i  las  prescripciones  legales. 

Aprovecho  de  esta  ocasión,  señor  Ministro,   para   reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

Jt.  G.  de  üribarri. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, etc.,  etc. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores: 

N?  2.  Lima,  9  de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro; 

Eucontranilo  fundadas  las  consideraciones  que   V.    E.    ex.Aír 
en  su  atenta  nota  da  fecha  17  d^  Enero  último,   para  pedir  '..••• 
los  jueces  d^  primera  instancia  y  de  paz  fueran  autorizados  p'ri 
recibir,  durante  la  clausura  de  los  Tribunales,   las   declaraci":.  ■ 
que  ante  ellos  solicitasen  los  reclamantes  italianos,  á  fin  de  lej> 
lizar  las  pruebas  acompañadas  á  sus  expedientes,  que  V.  E  «I''- 
resolver  con  el  car¿icter  de  arbitro,  solicité   oportunamente  de  ..l 
honorable  colega  el  señor  Ministro  de  Justicia  qóe  dictase  lu.-  < 
denes  respectivas. 

En  respuesta,  he  recibido  el  oficio  que,  en  copia,  tengo  la  1j  . 
ra  de  acompañar,  informándome  de  haber  sido  j'a expedidas  i-: 
órdenes  a  las  Cortes  Superiores  de  Piura,  Ancachs  y  Lima,  . 
cual  me  apresuro  á  poner  en  conocimiento  de  V.  E. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reit-rai 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rivn  Agüero, 

m 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,    Enviado    E^ir. 
ordinario  y  Ministro,  Plenipotenciario  de  España. 


(copja) 

Ministerio  de  Jmílcia,  Culto  c  Instracciua, 

L'imay  9  de  Febrero*  de  lOOn. 

Señoi  Ministro  de  Estado  en  el   Despacho  de   Relaciones   Ext 
r  i  ores. 

En  respuesta  al  oficio  de    US.,  de  20  de  línero   últim*),  rn?-; 
honroso  manifestarle,  que  ha  sido  trascrito  á  las    Cortes  Superi 
res  de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  á  fin  de  que  disponga  lo  coave 
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lite,  para  recibir  las  declaraciones  délos  testigos  comprendidos 
las  listas  adjuntas  al  indicado  oficio,  referentes  á'las  reclama- 
iies  interpuestas  por  subditos  italianos  que  se  dicen  damnifica- 
¡  en  los  días  del  17  y  18  de  Marzo  de  1895. 

Dios  guarde  á  US. 

E.  Romero. 


O. 


in.iferio  de  Relaciones  Exiei^iores. 

Lima^  \^de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

üelí riéndome  a  mi  nota  fecha  9  del  actual,  tengo  el  agrado  de 
j.tir  á  V.  E.  copia  de  la  comunicación  que  me  ha  dirigido  mi 
.nuble  colega  el  Ministro  de  Justicia,  ampliando  los  datos  que 
.•  hasmitió  respecto  á  las  órdenes  impartidas  á  las  Cortes  Supe - 
•r« .-  de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  para  que,  en  los  Juzgados  com- 
^,!ite9,  se  reciban  las  declaraciones  que   deben  prestarse  en 
rtc  de  prueba  de  algunas  de  las  reclamaciones  italianas  que 
E.  dtbe  fallar  con  el  carácter  de  arbitro. 
Sf  gún  verá  V.  E.,  no  se  circunscriben  las  declaraciones  á  los 
fios  sufridos  por  subditos  italianos  en  los  días  17,  18  y   19  de 
nzo  do  1895,  sino  á  todos  los  provenientes  de  la   guerra  civil 
l.S94-9o,  sin  limitación  de  lugar. 
Aprovecho  de  esta  oportunidad,  para  reiterar  á  V.  E.  las  segu- 
lades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero, 

Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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(copia) 

Ministerio  de  Justicia^  Instrucción  y  Culto. 

Lima^  n  de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones   Exte- 
riores. 

Con  referencia  á  mi  oficio  de  9  de  los  corrientes,  acusando  re- 
cibo del  que  dirigió  ese  despacho  en  20  de  Enero  último,  me  e< 
grato  ampliarlo,  manifestando  á  US.  que  al  trascribirlo  á  las 
Cortes  Superiores  de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  no  se  ha  indicado 
que  las  reclamaciones  de  los  subditos' italianos,  sobre  los  cuales 
debe  fallar  el  arbitro,  según  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  úl- 
timo, se  refieran  únicamente  á  los  perjuicios  sufridos  por  efecto 
de  la  guerra  civil  en  los  días  17  y  18  de  Marzo  de  1895,  sino  á 
todos  los  que  tuvieron  lugar  durante  dicha  contienda. 

En  esta  virtud,  dichos  Tribunales  no  tendrán  inconveniente 
en  ordenar  se  reciban  las  declaraciones  de  los  testigos  que  cons- 
tan de  las  listas  acompañadas  por  US.  á  su  citado  oficio,  cual- 
quiera que  haya  sido  la  época  en  que  se  realizaron  los  daño?, 
materia  de  las  reclamaciones  antes  indicadas. 

Dios  guarde  á  US. 

E.  Romero. 


Legació^i  de  España, 

Lima,  20  de  Febrei^o  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  á  V.  E.  recibo  de  su  atenta,  nota  dú- 
ro  3,  fecha  de  ayer,  anexa  á  la  cual  se  ha  servido  remitirme  co- 
pia de  la  comunicación  que,  en  17  del  corriente,  le  dirigió  el 
Excmo.  señor  Ministro  de  Justicia,  participándole  haber  amplia- 
do las  instrucciones  que  tuvo  á  bien  trasmitir  á  las  Cortes  Sup^ 
riorea  de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  á  fiú  de  que,   en  los  Juzgados 
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correspondientes  se  tomen  las  declaraciones  de  los  testigos  pre- 
sentados por  los  reclamantes  italianos,  á  que  sa  refería  la  nota 
que,  en^mi  calidad  de  arbitro,  tuve  la  honra  de  dirigirá  V.  E.  el 
17  de  Enero  último,  no  sólo  re3p3cto  de  lo3  acontecimientos  á 
ellos  concernientes,  qu6  tuvieron  lugar  en  los  días  17  y  18  de 
Marzo  de  1895,  sino  durante  la  contienda  civil  de  1894-96. 

Agradeciendo  á  V.  E.,  y  á  su  honorable  colega  el  señor  Minis- 
tro de  Justicia,  esta  nueva  disposición,  me  complazco,  señor  Mi- 
nistro, en  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consi- 
deración. 

R,   G,  de  Uribarri. 

Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriore,  etc.,  etc.  4 


Legación  de  España. 

Lima,  21  de  Febrero  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Al  revisar  la  lista  de  los  testigos  que  han  de  ratificar,  ante  las 
autoridades  competentes  de  la  República,  sus  declaraciones  res- 
pecto de  las  reclamaciones  italianas  que  han  sido  sometidas  á  mi 
arbitraje,  encuentro  que  se  ha  omitido  incluir  las  siguientes: 

Número  10. — Señor  J.  B.  Sena,  por  incendio  de  la  casa  que 
ocupaba  en  Lima. —Testigos:  señores  Camilo  Mabel,  Lorenzo  Bar- 
bera, F,  T.  Riende,  Fausto  Bertini  y  Gregorio  Cánepa. 

Número  12. — Francisco  Barabino,  por  sustracción  en  su  casa- 
habitación  de  Lima,  calle  de  Piura,  número  388,  de  unas,  alha- 
jas y  algunos  efectos  y  dinero,  por  tropas  del  general  Cáceres.— 
Teptigos:  Ismael  Faura  y  Nicasio  M.  Falcón,  que  vivían,  á  la  sa- 
zón, en  la  misma  callo,  números  377  y  374,  respectivamente. 

Número  61. — Juan  Péndola,  comerciante  establecido  en  Hua- 
llanca,  departamento  de  Huánuco,  por  prisión  y  cupo  do  S.  500, 
en  Huánuco. — Testigos:  señor  Figueroa,  exprefecto  de  aquel  de- 
partamento; señores  Víctor  Repetto,  Juan  Rabaza,  Santiago  De- 
barbieri,  Simón  Lambrusquini  é  Isaac  Barrenechea. 

El  mismo. — Prisión  y  cupo  de  otros  S.  500,  en   Huallanca,  y 
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sustracción  de  varios  efectos  de  su  casa.— Testigos:  Roberto  Sche- 
reiber,  Estenio  J.  Pinzas,  Apolinario  Julia,  Víctor  Agüero,  Ole- 
mente  Sanseriche  y  Manuel  T.  Ortiz. 

Señores  J.  Picón,  M.  A.  Picón,  José  H.  Garc&,  J.  Martel,  M. 
Márquez  y  E.  J.  Pingas. — Huallanca. 

Señores  Isaac  Stagnaro  y  Julio  Stagnaro,  de  Lima,  sobre  el  cu- 
po y  prisión  en  Huánuco. 

Número  65. — Carlos  Yon,  (ya  difunto)  domiciliado  y  residen- 
te en  Pi?cobamba,  por  saqueo  en  su  casa,  llevado  á  efecto  por 
fuerzas  del  suhprefecto  del  general  Cáceres,  don  Manuel  Durand, 
y  por  destruccin  de  la  casa,  respecto  de  cuyo  incidente  le  fué  re- 
cusada, por  el  Juzrado,  la  demanda  de  reconocimiento  y  tasa- 
ción pericial;  por  lo  que,  hizo  él  mismo,  que  se  practicaran  di- 
chas diligencias,  particularmente,  el  9  de  Noviembre  de  1897. 
— Los  peritos  y  testigos:  Señores  José  Sifuentes,  Lupe  Ocaña, 
Juan  Lostaunau,  José  A.  Lostaunau  y  Pedro  Ignacio  Salcedo.  -'^ 

Y  iiúmero  73. — Luis  Arata,  residente  en  Lunahuaná  (San  Je- 
rónimo). Imposición  de  un  cupo  y  requisición  de  un  caballo, 
por  el  coronel  Oré. — Testigos:  Francisco  Novello,  Antonio  Arata, 
l>onifacio  Martinez  y  Manuel  Sánchez. 

Lo  que  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  trasladar  al  Excmo, 
señor  Ministro  de  Justicia,  á  los  mismos  efectos  á  que  se  refería 
mi  nota  de  17  de  Enero  último. 

Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

11,  G.  de  Uri'am. 


Ministerio  ele  Relaciones  Exteriores. 

N?  4.  Lima,  24  de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E„  fecha 
21  del  actual,  en  que  me  expresa,  que,  al  revisar  la  lista  de  los 
testigos  que  han  de  ratificar,  ante  las  autoridades  competentes 
del  país,  sus  declaraciones  respecto  de  las  reclamaciones  italia- 
naa  que  han  sido  sometidcks  al  arbitraje  do  V.  E.,  ha  encontrado 
algunas  omisiones  cuyo  detalle  consigna. 
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Defiriendo  á  la  indicación  de  V,  E.,  trascribo  hoy  al  señor 
Ministro  de  Justicia  la  refer¡<la  comunicación. 

Reitero  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración  . 

/?.  de  la  Hi  va- A  güero. 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  G.  de  Uribarri,  Enviado   Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  7.  Lima,  22  de  Marzo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  comunicar  á  V.  E.,  que,  por  decreto  supre- 
mo de  20  de  Febrera  último,  se  ha  nombrado  defensor  de  los  de- 
rechos del  Perú,  ante  V.  E.,  en  su  calidad  de  arbitro,  que  debe 
fallar  acerca  de  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  nues- 
tra última  guerra  civil,  al  doctor  don  Ramón  Ribeiro. 

Entiendo  que  las  prendas  intelectuales  y  de  carácter  de 
este  notable  jurisconsulto  peruano,  le  harán  persona  grata  para 
V.  E.,  asegurando  aquellas  deferentes  atenciones  recíprocas  que 
tanto  contribuj'en  al  buen  éxito  de  encargos  oficiales,  como  el  que 
ahora  se  estima  acertado  confiarle. 

Reitero  a  V.  E.  las  protestas  de  mi  alta  y  distinguida  conside- 
ración. 

E.  de  la  Riva  Agüeito. 

Al    Exorno,   señor  don  R  uniro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


\ ' 
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Minisieria  de  Relacio^H»  Exteriores. 

N?  fi.  Lima,  22  de  Mirzo  de- 1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  lioara  de  c^jiniiaicar  4  V,  K,  qae^  pyr  ílacxeto  au- 
prenio  de  20  de  Febrero  último,  se  ha  nombrado  defensor  de  los 
derechos  del  Perú,  ante  el  arbitro  qne  debe  fallar  acerca  de  las 
reclamRciones  italianas  provenientes  de  nuestra  última  guerra  ci- 
vil, al  doctor  don  Ramón  Rib3Íro. 

Al  participar  4  V.  E.  que,  en  esta  misma  fecha,  he  tra^^crito  la 
rdsolución  antedicha,  al  referido  arbitro,  Excmo.  señcxr  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  EspaSa,  ruégole 
acepte,  una  vez  mSs,  la?  seguridades  de  mi  alt^i  y  distinguida 
consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero, 

Al  Excmo.  señor  comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Ex- 
traordinario  y  Ministro  Plcn!p3tenciario  de  Italia. 


L§ffüciórk  de  Empana  cu  Lima. 

Lima,  26  de  Mcvrzo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

En  el  día  de  ayer,  tuve  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de 
Y.  E.,  de  22  del  aetual,  por  la  que  se  sirve  participarme  que,  por 
decreto  supremo  de  20  de  Febrero  próximo  pasado,  fué  nombra- 
do defensor  de  los  derechos  del  Perú,  acerca  de  las  reclaraaciones 
italianas,  que  me  han  sido  sometidas  en  calidad  de  arbitro,  el  se- 
ñor doctor  doctor  don  Kamón  Ribeiro. 

Siendo  notorias  las  cualidades  y  aptitudes  que  á  dicho  señor 
distinguen,  aun  cuando  no  tengo  la  honra  de  conocerlo  perso- 
nalmente, me  complazco  en  manifestar  á  V.  E.  que  recibo,  con 
el  mayor  agrado,  la  noticia  uncial  de  su  nombramiento. 

Al  asegurar  á  V.  £.,  que  estudiaré  con  la  debida  atención  los 
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aUgato»  que  el  aciBar  Ribei^o  me  preaeute,  á  tonw  'de  lo  eskipti- 
^oo  en  el  protoc<>}í>  de  25  áo  Noviembre  úlfciiuo,  firmacro  por  el 
oigao  predecesor  de  V.  E.  y  por  el  lixomo.  seíor  Ministao  de 
lUüa,  cúmpleme  liaoerle  jflreaente,  una  vez  más^  que  uo  omitiré 
eafoefzo  alguno^  pora  eí  jiiejot-  desempeño  de  mi  bonroea  mi- 

EsperaaidoBosiiva  V.  R  desigDardía  y  bora  para  concunrir  á 
ese  Miaisterio  de  su  digno  cargo,  á  fin  d^  entrar  eu  relaciones 
directas  con  el  señor  Hibeiro  todo  lo  míiáí  pronto  posible,  siendo 
aaí  que,  en  aíencióji  al  tiempo  trascurrido,  se  hoce  preciso  pro- 
ceder con  la  m«yor  activi'lad,  pam  que  pueda  j*o  dar  cumpli- 
mienio  á  ia  alta  misión  quo  me  ha  sido  confiada,  dentro  del  pla- 
zo fijado  en  el  precitado  protocolo,  plaaoque  expira  el  6  de  Janio 
prójíímo,  he  de  añadir  que,  personalmente,  guardaré  al  se&w 
Ríbeiro  todaa  las  aten<»'mes  á  que  es  acreedor,  por  sus  propios 
xaérito^  y  eotfBo  ^eprei^nUiiite  del  Gobierno  del  Pero,  que  tantos 
títulod  tien^  para  mi  rnáa  alto  aprecio  y  profundo  respeto. 

Aprovecho  gustoso  esta  ocasión,  señor  .\íiuistro,  para  reiterar 
á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  considaración. 

R,  G.  éé  Ihihwri. 

Exento,  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  PresideRte 
dei  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relacione»  Exteriores, 
etc.,  etc. 


Legnción  de  Eyaña. 

Lima.  2  de  Abfil  cfo  1900. 

Señor  Miuisü^o: 

Con  esta  fecha,  digo  al  Eicemo.  señor  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  de  9u  Majestad  el  Rey  do  Italia  en 
esta  capital,  lo  que  sigue:  ^^i^S^^S 

*  Nombrado  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  de- 
«  fensor  del  Perú,  con  fecha  20  de  Febrero  último,  según  me  lo 
«ha  comunicado  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
«  rieres,  por  nota  fecha  22  de  Marzo  próximo  pasado,  respecto  de 
«  las  reclamaciones  italianas  que  han  sido  sometidas  á  mi  fallo 
«  arbitral,  á  tenor  de  lo  convenido  en   el  protocolo  de  2o  de  No- 
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«  viembre  último,  firmado  por  V.  E.  y  por  el  Exciuo.  señor  doc- 
«  tor  don  Manuel  M.  Gálvez,  á  la  sazón  Ministro  de  Relaciones 
«  Exteriores  del  Perá^.  ha  llegado  el  momento  de  cumplir  con  lo 
ff  estipulado  en  el  artículo  S"  del  precitado  protocolo;  y  para  ello, 
« y  siendo  así  que  la  demanda  de  cada  uno  de  los  reclamantes 
«  está  formulada  por  las  respectivas  instancias  que  oportunamen- 
«te  presentaron  á  esa  Legación,  hoy  del  digno  cargo  de  V.  E., 
«  tengo  la  honra  de  poner  en  su  conocimiento  que  he  resuelto 
«  hacer  entrega,  en  primer  término,  de  cada  uno  de  los  expe- 
«  dientes  que  me  fueron  remitidos  el  6  de  Diciembre  último  por 
«el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al  representante  del 
« Gobierno  del  Perú,  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  juntamente 
«  con  los  documentos  de  que  constan  dichos  expedientes,  y  los 
« que,  en  algunos  de  ellos,  me  han  sido  entregados  después,  ya 
ff  por  V.  E.,  ya  por  los  intsresados,  á  ñn  de  que  proceda  al  estu- 
«  dio  de  las  reclamaciones,  y  formule  su  alegato  expositivo,  pa- 
« sándolos  luego  al  abogado  ó  representante  de  los  interesados^ 
« con  objeto  de  que  puedan  hacer  las  observaciones  que  estimen 
«  oportunas,  si  á  ello  hubiere  lugar. 

« Si  en  algunos  casos  fuera  preciso,  admitiré  la  réplica  y  dú- 
«  plica  consiguientes. 

•  He  de  advertir  á  V.  E.  que,  para  ganar  tiempo,  hago,  desde 
«  luego,  entrega  al  precita  lo  repiesentante  del  Gobierno  del  Pe- 
«  rfi  de  los  expedientes  que  considero  expeditos:  esto  es,  de  los 
«r  que  no  necesitan  confirmación  de  prueba  testimonial;  reser- 
«  validóme  el  remitirle  los  que  se  hallan  sometidos  á  tal  proce- 
«  dimiento  ante  lo^  señores  Jueces  do  1*  instancia  de  la  Repóbli- 
«  oa,  tan  pronto  como  se  me  comunique  haberse  llenado  dicho 
•f  requisito.» 

Loque  tengo  la  honra  de  trasladará  V.  E.  para  su  debida 
conocimiento. 

Aprovecho  gustoso  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  rei- 
terar á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y 
personal  aprecio. 

R,  G.  de  Uríbarri, 
Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Ri va- Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministro  y  Ministros  de  Relaciones  Exterio- 
res, etc.,  etc. 
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MinisUrio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  8.  JLiwa,  3  it  AhríX  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  á  V.  E.  recibo  de  su  apreciable  nota 
de  ayer,  destinada  á  trascrioirme  la  que  ba  dirigido  al  Excmo. 
«eflor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su 
Majestad  el  Rey  de  Italia,  instruyéndole  del  procedimiento  que 
V.  E.  se  ha  servido  fijar  para  cumplir  con  lo  estipulado  en  el  ar- 
tículo 3?  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  último,  sobre  arbitra- 
je de  las  reclamaciones  italianas  por  daños  en  la  guerra  civil  de 
1894-95. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  seguri- 
dades de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  don*  Ramiro  Gil  deUrílmrri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  KnpaAa, 

Limay  3  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.,  que,  segíin 
me  participa  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Italia,  en  nota  de  esta 
ft  cha,  no  se  dá  cumplimiento  a  lo  que,  de  acuerdo  con  lo  resuel- 
to por  V.  E.,  á  consecujncia  de  mi  nota  de  17  de  Enero  último 
dispuso  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Justicia,  respecto  de  las  de- 
claraciones que  deben  prestar  los  testigos  que  algunos  subditos 
italianos,  cuyas  reclamaciones  han  sido  sometidas  á  mi  fallo  ar- 
bitral, presentaron  en  apoyo  de  las  mismas,  en  atención  á  que, 
según  parece,  termina  la  circular  que  el  referido  señor  Ministro 
de  Justicia  pasó  a  los  señores  jueces  de  1*  instancia  de  la  Repú- 
blica, manifestando  que  el  señor  Agente  Fiscal  deberá  hallarse 
presente  en  el  acto  de  prestarse  las  declaraciones  á   que  yo  alu- 
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día  en  mi  precitada  nota  ds  17  de  Enero,   para   hacer  las  pre- 
guntas y  respuestas  que  crea  necesarias  en.  defensa  del  fisco. 

Como,  á  lo  que  tengo  entendido,  no  haya  asistido  el  señor 
Agente  Fiscal,  en  Lima  cuando  menos,  á  la  citación  de  los  seño- 
res jueces,  resulta  que,  apesar  de  las  excelentes  condiciones  que 
animan  á  V.  E.  para  el  más  pronto  cumplimiento  de  cuanto  al 
efecto  tuvo  á  bien  acordar,  nada  se  ha  hecho  hasta  el  presente, 
irrogándose,  con  tal  motivo,  un  perjuicio  á  varios  testigos  qiie, 
por  asuntos  propios,  necesitan  ausentarse  de  Lima,  y,  lo  que  es 
más  sensible,  paralizándose  la  gestión  que  me  está  confiada,  y 
que,  á  tenor  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  último,  por  el 
queso  me  hizo  la  alta  honra  de  designarme  como  arbitro  parala 
solución  de  los  asuntos  que  lo  determinaron,  debo  concluir  en  el 
término  de  6  meses,  que  vence  el  G  de  Junio  próximo. 

En  vista  de  lo  expuesto,  y  ya  que,  sin  duda,  por  un  error  de 
decisión,  se  han  perdido  dos  meses,  me  permito  rogar  a  V.  fi. 
tenga  la  bondad  de  dictar  nuevas  órdenes  que  eviten  cualquier 
entorpecimiento  para  la  admisión  do  las  declaraciones,  y  i'eco- 
mendar  se  proceda  con  la  mayor  urgencia,  tanto  en  Lima  como 
en  provincias,  á  fin  de  habilitarme  para  el  desempeño  mi  alta 
misiói),  dentro  del  plazo  que  se  me  ha  señalado. 

Aprovecho  gustoso  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar 
á  V.  E.  las  seguridades  do  mi  más  alta  consideración. 

i?.  G.  itc  ííibarri. 

Excmo.  señor  doctor  don  Earlquo  de  la  Riva-Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministro3  y  Ministro  de  Relaciones  ExteriO'^ 
res,  etc.,  etc.,  etc. 


Aímisterio  dé  Relaciones  Extmores. 

N?  4.  Lima,  4  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  \'.  E.  recibo  do  ¿u  apreciable  co- 
municación, fecha  de  ayer,  en  la  que  se  sirve  llamar  la  atención 
de  esta  Cancillería,  hacia  la  ausencia  de  los  señores  Agentes  Fis- 
cales al  prestarse  las  declaraciones  de  los  testigos  en  las  reclama* 
cienes  italianas  sometidas  al  fallo  arbitral  de  V.  E. 
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En  contestación,  cúraplenme  expresar  á  V.  E.  que  he  trascrito 
dicha  nota  al  señor  Ministro  de  Justicia,  á  fín  de  que  so  digne 
impartir  nuevas  órdenes  á  las  Cortes  Superiores  de  la  R&púr 
btica. 

Me  es  grato,  con  este  motivo,  renovar  á  V.  E.  las  6eguríd«deB 
de  mi  aitu  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  17  de  Marzo  de  lifOO. 
Señor  Ministro: 

Habiendo  S.  E.  el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  á  quien 
trasmití,  oportunamente,  el  original  del  protocolo  sobre  el  arbi- 
traje de  las  reclamaciones  italianas,  firmado  por  mí  y  por  el  ho- 
norable predecesor  de  V.  E„  doctor  don  Manuel  María  Gálvex, 
aprobado  las  dáuisulas  allí  estipuladas,  me  ha  manifestado  piirc- 
oerle  necesario  que,  en  cumplimiento  de  cuanto  ha  sido  a)nvení- 
do,  V.  E.,  tome,  á  nombro  del  Gobierno  peruano,  formal  empefio 
pam  que,  en  el  curso  de  esto  año,  sea  votada  por  el  Congreso 
Nacional  la  partida  necesaria  para  el  pago  de  la  indemnización 
que  el  arbitro  asigne  á  los  recTamantes  italianos.  Abriéndose  el 
Congreso  a  fines  de  Julio,  y  debiendo  es^ar  terminados  en  aqria- 
11a  época  los  trabajos  del  arbitro,  no  habría  razón  para  que  \n 
aprobación  legislativa  no  se  efectuase  dentro  del  año  en  airso. 

El  Marqués  Visconti  Venosta  desea,  además,  q\ie  desde  aliora 
sea  explícitamente  convenido,  mediante  un  cambio  do  nota;<  en- 
tre esta  Legación  y  V.  E ,  que  el  pago  de  las  indemnizacionesse- 
rá  hecho  en  moneda  corriente  peruana.  Aunque  esta  uhserva- 
c¡6n  pueda  parecer  superfina,  por  el  hecho  de  que  la  única  mo- 
neda hoy  en  curso  en  el  Perú  es  el  sol  de  plata;  sin  embargo, se- 
ría bien  no  correr  el  riesgo,  otras  veces  experimentado,  de  que  el 
Congreso  resuelva  esta  vez  satisfacer  sus  obligaciones  con  títuloa 
de  la  deuda  interna. 

Confío  en  que  hallando  V.  E.  plenamente  justificadas  las  do 
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demandas  de  que  me  ocupo,  no  hallará  dificultad  para  acogerlas 
farorablemen^e,  y,  por  lo  tanto,  me  permito  suplicarle  se  sirva 
ponerme  en  aptitud  de  poderle  comunicar  á  mi  Gobierno  el  re- 
sultado que  espero. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

G.  Pirrone, 

A  8.  E.  el  seior  doctor  don  Enrique  de  !a  Riva-Agüero,  Presi- 
dente'del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Relacionsh  Ejcterlorts. 

N?  10.  Lima,  18  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  la  comunicación  de  V.  E.,  fecha  17  de  Marzo  úl- 
timo, relativa  á  la  manera  de  efectuar  el  pago  de  las  sumas  que, 
en  virtud  de  los  fallos  del  arbitro,  á  que  se  reñere  el  protocolo 
de  25  de  Noviembre  último,  hayan  de  aboñai*se  á  los  reclaman- 
tes italianos  que  tengan  derecho  á  ellas. 

Me  es  grato  expresar  á  V.  E.,  en  contestación  á  su  menciona- 
da nota,  que,  con  el  propósito  de  dar  fiel  cumplimiento  á  las  es- 
tipulaciones de  dicho  protocolo,  firmado  por  mi  honorable  pre- 
decesor, doctor  don  Manuel  María  Gálvez,  y  por  V.  E ,  el  Go- 
bierno incluirá  en  el  proyecto  de  presupuesto  que  debe  presen- 
tar al  Congreso  para  el  año  próximo,  la  partida  correspondiente 
al  segundo  dividendo  que  tenga  que  abonar  á  los  reclamantes 
italianos. 

Por  lo  que  respecta  al  primer  dividendo,  que,  según  el  artícu- 
lo 8?  del  mismo  a(nierdo  de  Cancillería,  debe  entregarse  en  el 
presente  año,  este  Ministerio  cumplirá  lo  pactado,  haciendo  opor- 
tunamente ante  el  Congreso  la  gestión  necesaria,  si  no  encuen- 
tra facilidad  para  aplicarlo  á  una  partida  del  presupuesto  en  ac- 
tual vigencia. 

La  otra  indicación  del  jefe  de  la  Cancillería  italiana  acerca  de 
la  moneda  en  que  ha  de  realizarse  el  pago,  parece  perder  todo 
fundamento  si  se  advierte  que  dicha  moneda  no  puede  ser  otra 
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que  la  expresada  en  I03  laudos  del  arbitro,  ó,  lo  que  es  lo  mi:3ino, 
la  corriente  en  el  Perú  al  tiempo  de  expedirse  esos  laudos. 

Estimando  que,  con  lo  expuesto,  quedarán  desvanecidas  his 
dudas  que  sobre  este  asunto  se  ha  servido  manifestar  V.  £.,  apro- 
vecho la  oportunidad  para  reiterarle  las  protestas  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración, 

E.  de  la  Jiiva- Agüero. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,   Enviado   Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  do  Italia. 


MinisUrio  de  litlucimits  ExUriorei^ 

N?ll.  Lima,  Mayo  n  de  L900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  lionra  de  remitir  á  V.  E.  copia  auténtica  de  la  nota 
que,  con  techa  9  del  mes  en  curso,  he  dirigido  al  seflor  Ministro 
de  Justicia,  con  el  objeto  de  fijar  el  verdero  sentido  que  debe 
presidir  en  las  declaraciones  que  figuran  en  los  expedientes  pre- 
sentados por  las  subditos  italianos,  cuyas  reclamaciones  están 
sometidas  á  la  decisión  arbitral  de  V.  E. 

Renuévole,  con  este  motivo,  señor  Ministro,  las  seguridades  de 
mi  mils.alta  y  disciiiguida  consideración. 

i3.  de  ia  Riva- Agüero. 

Al  Exorno,  señor  don  R.imiro  Gil  de  Üríbarri,  Enviado  Extr.ior- 
ninario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  líspaña. 
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(copia) 

MinisUrio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  51.  Lima,  9  de  Mayo  de  1900. 

Señor  Ministro  de  VjÚíx  !<»  en  el    Despacito  de   Justicia,  Culto  é 
Instruccióa. 

Me  Im  sido  liouroso  i\;ci1>ir  el  oficio  de  PS.,  de  4  de'"este  mes, 
trascribiendo  el  que  le  ha  dirigido  el  Presidente  de  la  Corte  Su- 
perior de  Ancaohs  al  elevar  los  ar  luadoí»  relativos  á  lu  reclama- 
ción del  subdito  italiaro  Leopoldo  AsU%  sometida  á  la  decisión 
arbitral  del  Enviado  Extrucrdinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
de  Evspaña.  El  sí  ñor  Tresidente  manifiesta  les  inconvenientes 
que  se  han  presentado  ¡«ara  la  j-ronta  sustanciación  de  laa  decla- 
raciones de  los  tesligos  «¡re  figiiraii  (U  !a  lista  renL.itida  al  efec- 
to á  ese  Superior  Tribunal,  y  ofrece  mandar  más  tarde  los  actua- 
dos en  esa  circunscrii)cinn  judicial  con  m-otivo  de  las  otras  recla- 
uiationes. 

Al  examinar  los  cua-dernos  de  declaraciones  de  Aste,  que  US. 
me  acompaña,  noto  quo  el  procedimiento  seguido  por  el  Juzga- 
do de  I*  ínst^ncifi  «fe  romabambfl,  Fe  «[>arta  complejamente  del 
propósito  pers;  í^ii  .  ^  y  de  las  prescripciones  enunciadas  en  la 
nota  de  este  Miuit?it-rio  al  de  U8  ,  de  fecha  20  de  Enero  del  aRo 
en  curso,  relativa  á  las  mismas  reclamaciones  italianas,  materia 
del  juicio  arbitra!  ante  el  «eñor  Ministro  de  España. 

El  objeto  de  la  circular  solicitada  íi  los  tribunales  y  jnCces  de 
1*  Instancia,  fué  únicamente  el  de  valoriza»  y  dar  carácter  legal 
A  las  declaraciones  que  figuran  en  los  expedientes  presentados 
por  los  subditos  italiancís,  mediante  la  ratificación  juramentada 
de  ollas  y  el  reconocimiento  de  las  respectivas  firmas,  debiendo 
citarse,  al  efecto,  k  los  promotores  y  agentes  fiscales,  á  fin  deque 
cuidaran  do  que  dichas  diligencias  correspondieran  al  objeto 
propuesto,  y  fijaran  el  verdadero  valor  de  las  declaraciones  me- 
diante las  acciones  legal(?3  corrospoa  lientos.  Ni  el  soüor  Minis- 
tro de  España  al  solicitarlo,  ni  esta  Cancillería,  tuvieron  jaoiás 
en  mira  la  idea  de  que  esos  declaraciones  se  ampliaran  y  exten- 
dieran á  otras  personas,  como  parece  haber  sucedido  en  el  caso 
de  Aste,  pues  ello  habría  sido  violatorio  del  compromiso  arbi- 
tral que  daba  mérito  á  las  diligencias  citadas,  cuyo  artículo  2^, 
en  su  inciso  C,  establece  que  ei  arbitro  solo  fallará  en  -  vista   de 
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loa  expedientas  ya  formados  y  existentes  oh  el  Ministerio  de  Re- 
1  aciones  Exteriores. 

De  otro  lado,  la  naturaleza  del  juicio  exigía  que  las  diligen- 
cias de  que  me  ocupo,  se  efectuarán  por  gostión  ó  á  iniciativa  de 
los  reclamantes  interesados,  y  en  manera  alguna  por  el  Gobier- 
no. Así  lo  solicitó  tanabien  el  señor  Ministro  de  España,  y  afií  k> 
indicó  el  Gobierno  en  la  comuidoación  antes  toencioiaada,  en  la 
cual  pidió  que  se  autorizara  simplemente  á  los  jueces  respective», 
para  que,  «previa  instancia  de  parte,»  admitieran  los  mismos  tes* 
tigos  mencionados  en  las  precitadas  reclamaciones.  De  allí  que 
los  procedimientos  del  juez  de  1*  Instancia  de  Pomabamba,  prac- 
tieahdo  de  oficio  dichas  diligencias,  no  se  ajusten  al  propósito 
del  Gobierno,  ni  á  los  términos  del  compromiso  arbitral. 

A  fin  de  que,  tanto  ese  juez  como  los  otros  llamados  á  inter- 
venir en  el  cumplimiento  de  las  circulares  de  ese  Despacho  so- 
bre esta  materia,  no  incurran  en  lo  futuro  en  iguales  errores, 
ruego  á  US.  se  digne  hacerlo  las  prevenciones  del  caso,  á  las  cua- 
les sería  quizás  oportuno  acompañar  el  protocolo  firmado  en  25 
de  Noviembre  con  el  señor  Ministro  de  Italia,  y  notas  referentes; 
de  cuyos  documentos  me  es  grato  enviar  á  US.  el  número  sufi- 
ciente de  ejemplares  impresos. 

Dios  guarde  á  tJS. 

E.  de  la  Riva-Agüero. 


íegaclijn  de  España.  • 

Lima,  23  de  Mayo  de  1900. 
S^or  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  á  V.  E.  rf?cibo  de  su  atenta  nota  de 
ayer,  anexa  á  la  cual  se  ha  servido  remitirme  copia  de  la  que, 
con  fecha  9  del  corriente,  dirigió  al  señor  Ministro  de  Justida 
respecto  d^l  procedimiento  que  fleben  seguir  los  señores  jueces 
de  1*  instancia  acerca  de  la  ratificación  de  las  d-eclaratíiones  de 
i60fcigC99  en  las  rectamaciones  italianas  que  se  hallan  sometidas  & 
mi  arbitraje. 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  dicha  comunicación,   me  com- 
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plazco  en  reiterarle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

R.  G.  Uríbarri. 

Excrao.,  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res, .etc.,  etc.,  etc. 


Ltgacibn  de  Espays.a: 

Lima,  26  de  Mayo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Retíriéndome  al  artículo  9?  del  protocolo.de  Cancillería  ñrma 
do  por  ol  digno  predecesor  de  V.  E.  y  por  S.  E.  el  señor  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  á  25  de  Noviembre  último,  fijando  en  seis  me- 
ses el  plazo,  al  hacerme  la  alta  honra  de  designarme  como  arbi- 
tro, para  fallar  respecto  de  las  reclamaciones  pendientes  de  so- 
lución por  dañoi  ocasiónalos  á  subditos  italianos,  residentes  en 
esta  República,  durante  la  guerra  civil  de  lSyi-95,  y  en  cuyo 
artículo  se  consigna  quo  dicho  plazo  «se  prorrogará  por  grave 
mstivo»,  ajuicio  del  arbitro,  tengo  el  honor  de  poner  en  conoci- 
miento de  V.  E.  que,  venciéndose  el  6  de  Junio  próximo,  á  con- 
tar del  G  d<í  Diciembre  de  1899  en  que,  con  asistencia  del  refe- 
rido señor  Ministro  de  Italia,  se  me  Inzo  formal  entrega,  en  ese 
Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.,  do  los  expedientes  que  en  él 
existían,  relativos  a  las  reclamaciones  de  que  sá  trata;  y  siendo  así 
que,  tanto  por  la  lentitud  con  que  los  señores  jueces  de  1*  ins- 
tancia de  lo  República  vienen  actuando  en  .la  ratificación  de. las 
declaraciones  de  testigos  á  <jue  s^e  referían  las  notas  que,  previo 
personal  acuerdo  con  V.  H,  tuve  la  honra  de  dirigirle  el  17  de 
Enero,  21  de  Febrero  y  3  de  Abril  del  corriente  año,  y  tenían 
jjor  objeto  aprovechar  los  meses  de  vacaciones  do  los  Tribuuales, 
como  por  haber  entrado,  con  fecha  relativamente  reciente,  en  sus 
funciones  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  defensor 
del  Gobierno  del  Perú  en  los  asuntos  de  que  es  cuestión,  ni  se 
ha  dado  fin  todavía  á  la  ratificación  de  las  declaraciones,  ni  se 
ha  terminado  la  presentación  ante,  ni  de  los  alegatos  de  los  se- 
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ñores  abogados  á  que  se  refiere  el  artículo  2"^,  letra  C.  del  preci- 
tada protocolo,  rúe  encuentro  en  la  imposibilidad  absoluta,  inde- 
pendientemente de  mi  voluntad,  de  pronunciar  el  laudo  consi- 
guiente, para  la  fecha  antes  mencionada  del  G  de  Junio'  próxi- 
mo. 

En  consecuencia,  y  necesitando  yo  un  término  mínimo  de  cua- 
renta días  para  fallar,  contados  á  partir  de  la  fecha  en  que  ha- 
yan concluido  los  señores  abogados  del  Gobierno  del  Perú  y  de 
los  reclamantes,  sus  alegatos,  y  se  hayan  diligenciado  las  prue- 
bas que,  á  ser  preciso,  haya  de  solicitar  en  una  ó  más  reclama- 
ciones, á  tenor  de  lo  estipulado  en  el  último  párrafo  del  artículo 
2^  del  protocolo,  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  ponerse  de 
acuerdo  con  el  señor  Ministro  de  Italia,  á  quien  dirijo  con  esta 
fecha  una  nota  idéntica,  para  la  fijación  del  nuevo  plazo,  tenien- 
do, como  digo,  en  cuenta,  que,  una  vez  terminadas  todas  las  ac- 
tuaciones entre  las  partes,  necesito  un  término  mínimo  de  cua- 
rentas días  para  pronunciar  el  laudo. 

En  la  seguridad  de  que  V.  E.  encontrará  fuandado/  cuant^ 
tengo  la  honra  de  exponerle,  aprovecho  esta  ocasión,  señor  Mi- 
nistro, para  reiterar  el  testimonio  de  mi  más  alta  consideración 
y  personal  aprecio. 

i?.  G.  Vríbarri, 

Kxcmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Prosidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
etc.,  etc.;  etc. 


Miniéterio  de  Relacionei  Exteriores, 

N?  12.  Lima,  5  de  Junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

« 

Me  fué  honroso  recibir  oportunamente  la  apreciable  nota  de  V.  E. 
de  26  de  Mayo  último,  en  que,  detallando  los  inconvenientes  que 
se  han  presentado  para  llevar  con  mayor  celeridad  los  procedi- 
mientos del  arbitraje  sobre  reclamaciones  italianas,  de  que  trata  el 
protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899,  encuentra  V.  E.  absolu-^ 
tamente  imposible  pronunciar  el  laudo  correspondiente  dentro 
del  plazo  acordado  en   aquel  protocolo,  y  solicita  qu9,  poniendo- 
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me  de  acuerdo  con  S,  E.  el  señor  Ministro  de  Italia,,  ealablezca 
una  prórroga  de  dicho  plazo,  teniendo  en  cuenta,  la  circunsUncia 
especial,  de  que  V.  E*  necesita,  una  vez  terminadas  [todas  las  ac- 
tuaciones, un  término  mínimo  de  cuarenta  días  para  pronun- 
ciar el  laudo. 

Eu  respuesta,  me  es  grato  manifestar  é  V.  R,  que  coincidien- 
do el  Exorno,  señor  Ministro  de  Italia  con  el  mismo  deseo^.  como 
lo  acredita  la  comunicación,  cuya  copia  axjompaño  á  V.  E,  llevé 
amh¿is  solicitudes  al  conocimiento  de  S.  E.  el  señor  Presidente 
de  la  República,  quien  deferente  á  las  justas  raísones  que  V.  EL 
invoca,  y  deseoso  de  que  se  facilite,  por  todos  los  medios,  laeí^e 
cucióa  de  su  importante  y  elevado  encargo^  acojo  gustoso  la  in- 
sinuación de  V.  E.  y  acepta  que  el  plazo  señalado  por  el  artículo 
9?  del  protocolo  antes  mencionado,  se  prorrogue  cl  término  pro- 
puesto por  cl  Excmo.  señor  Pirrone,  de  manera  que  el  arbitro 
quedará  en  libertad  de  expedir  su  laudo  hasta  el  6  de  Octubre 
del  presente  año. 

Ruego  á  V.  E.  se  digne  tomar  nota  do  esta  resoluriión  y  del 
acuerdo  que  de  ella  se  deriua  con  la  Real  Legación  de  italiana, 
de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  mismo  axtfculo  noveno  del 
protocolo  do  1899;  para  cuyo  efecto,  me  es  igualmente  grato, 
acompañar  la  copia  autorizada  de  las  notas  cambiadas  sobre  el 
particular  con  el  Excmo.  señor  Pirrone. 

Apiovfecho  esta  oportunidad,  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las 
protestáis  de  rai  alta  y  distingjuid'a  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excnio.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotonciarío  de  España. 


Legación  dt  España  en  Lima, 

Lima,  7  de  Junio  de  190Q. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honrando  acusar  á  V.  E.  recibo  de  su  atenta  nota  fe- 
cha. 5  del  actual,  por  la  que,  en  respuesta  k  la  que  hube  de  diri^ 
gixle  el  2G  de  Mayo  último^  explicando  las  causan  á  virtud  de 
las  cuales  me  ha  sido  imposible  pronunciar  el  laudo  relativo   al 
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arbitraje  cutre  el  Perú  é  Ilalia,  por  roolamsicioiies  pendientes  de 

subditos  italianos,  dentro  del  plazo  señalado  en  el  protocolo  de 
1Í5  de  No^'iembre  de  1899,  se  sirve  V.  E.  iniuiiÍQstaTDae,  que  ha- 
biendo dado  cuGmia  de  ello  al  Exorno,  señar  Presidente  de  la  Re- 
pública, así  como  de  lo  que  al  respeeto  le  lia  expresado  el  señor 
Ministro  de  Italia,  <Mt  nota  de  4  del  actual,  de  la  qae  tieoe  á  bien 
remitirme uHft  copin.  deferentes.  E.  á  las  raxones  poor  mí  invoca* 
das,  T  deseoso  de  que  se  iacilite  por  todos  lo<  medios,  la  ejecución 
del  elevado  encargo  que  se  me  ha  htjebo  \i\  honra  de  confiarme, 
ba  aceptado  qns  el  pTazo  sefialado  par  el  aírenlo  noveno  del 
protocolo,  se  projTogue  on  el  léi-m.ino  jiropuesio  por  el  Excma 
sefíer  Ministro  de  Italia,  't  sea  hasta  el  G  dü  Oc  ibre  del  presente 
año. 

Al  tomar  nota  de  e&ta  resolución,  y  en  j;i  esperauía  de  que  to- 
das las  actuaciones  quedarán  terminadas  dentro  de  dicho  nuevo 
plazo,  de  modo  que  me  (ju^iK^.n  librea  lo-  cuarenta  días  que, 
cuando  menos  he  de  necesitar  par.i  pvuiiunciar  el  laudo,  creo  es- 
tar en  el  deber  de  hacer  constar  que,  en  el  caso  en  que  las  actúa 
cienes  que  sea  necesaiio  practicar  sufrieran  algún  retraso,  me 
reservo  siempre,  como  tuve  la  honra  de  manifestarlo  á  V.  E.  en 
mi  nota  de  26  io  Mayo  último,  el  término  mínimo  de  cuarenta 
días,  á  contar  de  la  fecha  en  que  hayan  concluido  todas  1  .s  ac- 
tuaciones, lo  que,  á  su  debido  tiempo,  (juidaró  do  notificar  á 
V.  E..  crej'endo  á  la  vex,  debrr  dejar  consignado  que  si  se  sobre- 
entiende que  el  nuevo  plazo  á  que  so  refioic  la  prccHa^ía  nota  de 
V.  E.  de  o  del  actual,  no  sea  yur  prorrogab'e,  habré  do  dar  por 
terminadas  las  actuaciones  en  la  fecha  del  í3  de  Octubre  pr.'iximo 
para  contar,  desde  dicha  fecha,  los  cuarema  días  de  término  mí- 
nimo que  he  de  necesitar  para  cumplir  m]  cometido. 

Aprovecho  de  esta  ocíision,  señar  Ministro,  para  reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  rníis  altn  fonyideraci  '»n  y  particular  apre- 
cio. 

i2.  G.  de  Ui'íbarru 

Eacmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Eiva- Agüero,  Presidente 
del  Consejo  do  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
etc.,  etc.,  etc. 
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Legación  de  B^aña  eík  Lima. 

El  Ministro  de  España  saluda  atentamente  al  Exorno,  señor 
Presidente  del  (/onsejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  y  tiene  la  honra  de  remitirle  adjunta  copia  de  la  no- 
ta que,  con  fecha  25  del  actual,  le  ha  dirigido  el  Exmo.  señor  Mi- 
nistro de  Italia,  con  motivo  de  la  nota  de  S.  E.,  de  23  del  corriente, 
trascribiéndole  la  que  le  pasó  el  9  del  mismo  mes  al  Excmo.  se- 
ñor Ministro  de  Justicia,  sobre  el  arbitraje. 

R.  G.  de  Uribarri  aprovecha  esta  opürtunidad,  para  reiterar  al 
Excmo.  señor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero  las  seguridadesde 
su  más  distinguida  consideración. 

Lima,  30  de  Mayo  de  1900. 


Real  L*)gación  de  Italia, 

Limay  30  de  Mayo  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  aciisará  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se  sir- 
vió dirigirme,  con  fecha  25  de  los  corrientes,  trasmitiéndome  co- 
pia de  una  comunicación  que  hizo  á  V.  E.  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  el  día  22,  junto  con  30  ejemplares  de 
otra  nota  que  S.  E.  el  doctor  de  la  Riva-Agüero  dirigió  á  su  co- 
lega de  Justicia,  respecto  á  la  ratiñcación  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  presentados  por  los  reclamantes  italianos  en  apoyo  de 
sus  derechos. 

Así  como  yo  he  remitido  á  mi  Gobierno  los  documentos  que 
V.  E.  se  sirvió  mandarme  con  su  anterior  nota  de  5  de  Abril  úl- 
timo, abí  también  me  apresuraré  á  trasmitirle,  por  el  próximo  co- 
rreo, lo9  que  me  ha  hecho  V.  E.  el  honor  de  enviarme  reciente- 
mente, á  fín  de  que  pueda  constar  la  buena  voluntad  que  de- 
muestra el  Gobierno  de  la  República  para  asegurar  el  curso  re- 
gular del  arbitraje  confiado  á  V.  E. 

Sírvase  V.  £.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

O.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  dé  España. 
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Minisíe^rio  de  Rel^icioues  EKleríores. 

El  Miaistro  It^  R*)laciíMies  Esteriores  ha  tenido  la  h:>iira  de 
recibir,  coa  la  at'^iita  nota  verbal  del  Exrao.  señor  Miiií-tro  Es- 
paña, t'«ti'haila  e'i  :jO  de  Mayo  último  copia  de  la  comunicación 
que  It^  ha  rlirigí  i  »  3.  E.  ol  Sí3Uor  Ministro  de  Italia,  con  motivo 
de  la  qae  le  p  i^'»  en  2o  del  m  s  no  inna,  trascribiendo  otra  defe- 
cha H.  lil  Despacho  di*  JupticMH,  í^<)bre  el  arbitraje. 

ÉniMi{  lí^  de  la  íliva  Agüero  i|)rovocha  la  oportunilad  para 
reiti-rar  al  señ<»r  «lun  Hamiro  Gii  de  Uríbarri  las  6eguri<iaJes  de 
su  coiHld»*racióti  tnis  distinguida. 

Lima,  f)  de  Junio  de  1900. 


lieal  Legicióii  d-    l-iHi. 


Limoj  4  de  Junio  de  1900. 


Señor  Ministro: 


Con  nota  de  i-'»  «i  -  M;iyo  próx "no  pasado,  S.  E.  el  Envin<loKx- 
traoidiníuio  y  Min -m»  Ploiiii."''  nciario  de  España  en  Lirta, 
hizo  pivs»  lite  íi  »-'u  i  r'jMcion  <n.>  » stando  para  ex¡)irar  el  j>lazo 
que,  H'i^íín  el  artí  iiln  IX  dc^I  j  nít>i'olo  de  25  de  Noviciiíijre  úl- 
timo, sh  le  h«  íii.if!»  p;H':í  proitt  ücJar  sn  serrtencia  en  las  recla- 
macinutvs  I  talla  na-  í-ciiiftidus  á  -n  aibitr«je,  y  no  hallándose  aun 
terminadas  Uls  j.-.horis  prcparat.  »  «s  para  el  exánien  «iríhiitivo 
do  diiliH  n claiJKK  i'.n,.  por  los  ¡z  ;:i  i^s  niolivos que ennnu:rH;  pide 
se  le  i'onreMJrt  una  prórroga,  h  .  i  •  do  notar  que  necesita  un  pe- 
tíckIo  d<*  4o*(líns  p.ira  j>roiiuini  i  r  u  sentencia,  á  partir  r^il  día 
que,  tanto  el  uU>u;i.lu  dt  ft*n>or  del  Perú,  como  loe  reclatiiahtefl, 
hayan  pivsent>.<l"  mis  m legal» 'J^  <leí'nitivo8.  El  señor  Uril*.trri  nae 
ha  niímir»\sta(lo,  ípl.^.nás,  que  li     o  ri^uio  á  V.  E. -idéuliea    nota. 

EiK'onirando  pjsfo  U»  que  expon»-  v\  señor  Ministro  de  í^fxañA 
y,  por  lo  lauto,  p^^'f^/titmenie  ftintitnlu  gu  demanda,  por  ser  con- 
forme á  l«»  d¡.sp'ie>to  v\\  el  artc'  lo  IX  del  referido  protocolo  ¡  teii- 
go  el  lt4MK)r  de  tuo¡H>i>er  á  V\  E,  satvo  su  ineíor  aeuerdo,  que  66 
j)roh»n^ae  á  cnatM>  ine.sis  el  pla/.o  (X)n(«dído  al  arbitro  para  la 
publio^eión  del  ÍMinl<»,  quedan<lf>  hs^í  defiuitivatneiite  iijadf>  Si* 
cbo  pU7x>  para  e]  G  ile  Octubre  ¿til  año  en  curso.    AgnidtN^eré  A 

ai 


/ 
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V.  E.  se  sirva  haccrino  saber  su  parecer  al  respectg,  para  las  ul- 
teriores comunicaciones  que  debo  yo  hacer,  tanta  al  arbitro, 
cuanto  al  Gobierno  de  S.  M. 

En  caso  de  que  el  Gobierno  de  la  República  convenga  en  mi 
actual  propuesta,  no  creo  que,  por  esto,  se  modifique  en  nada  la 
promesa  hecha  con  nota  de  18  de  Abril  última,  de  hacer  que,  en 
el  presupuesto  del  año  entrante,  vote  el  Congreso  la  parti  la  co- 
rrespondiente al  segundo  dividendo  que  deberá  pagarse  á  los  re- 
clamantes italianos;  quedando  entendido  que  el  pago  dd  divi- 
dondo  correspondiente  al  presente  año,  se  verificará  de  la  mane- 
ra indicada  por  V.  E. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridalos  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E,  el  señor  doctor  don  Enrique  ^le  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Rí^laciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  19.  L¿?/ia,  5  dejiuiio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Pocos  días  antes  que  la  apreciable  nota  de  V.  E.  del  4  del 
mes  en  curso,  relativa  al  arbitraje  de  las  reclamaciones  italianas, 
encomendado  á  S.  El  el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  España,  me  fué  grato  recibir  otra  comunicación 
del  mismo  Señor  Ministro,  destinada  á  exponer  ampliamente  las 
razones  que,  á  su  juicio,  hacían  necesario  prorrogar  de  conformi- 
dad cou  lo  previsto  en  el  artículo  9?  del  protocolo,  de  25  de  jio- 
viembre  de  1899,  el  plazo  fijado  al  arbitro  para  expedir  el  laii« 
do  ó  laud')s  correspondientes  á  aquel  arbitraje. 

Habiendo  elevado  ambas  comunicaciones  al  conocimiento  de 
8.  B.  el  Señor  Presidente  de  la  República,  ha  encontrado  éste  per- 
fectamente  atendibles  las  consideraciones  alegadas  por  el  Excmo. 
•eflor  Ministro  de  España;  y  animado  no  sólo  del  deseo  de  que 
se  presten  á  dicho  señor  Ministro  las   facilidades   á  que  es  aeree- 
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<ior,  sino  del  interés  de  que  la  Cancillería  marche  siempre  de 
acuerdo  con  la  Legación  de  V.  E.  en  éste,  como  en  otros  asun- 
tos, se  ha  servido  aceptar  á  su  vez  la  insinuación  del  Excmo.  se- 
ñor Uríbarri,  acordando  que  el  plazo  que  le  está  señalado  por 
el  ya  citado  artíaulo  del  protocolo  de  25  noviembre,  se  amplíe 
hasta  el  6  de  octubre  del  presente  año. 

En  consecuencia,  me  es  honroso  poner  esta  resolución  en  cono- 
miento  de  V.  E.,  como  lo  hago  también  en  la  fecha  con  el  Excmo. 
señor  Ministro  de  España. 

En  lo  que  respecta  al  último  párrafo  de  la  comunicación  que 
contesto,  V.  E.  puede  abrigar  la  seguridad  de  que  nada  altera, 
en  la  prórroga  que  se  ha  establecido,  las  promesas  contenidas 
en  mi  nota  de  18  de  abril  últiir.n,  sobre  la  forma  de  pago  de  las 
cantidades  que  el  arbitro  pudiera  reconocer  en  tavor  de  los  re- 
clamantes italianos. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterarle,  Señor  Minis- 
tro, las  protestas  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo,  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.  " 

N?  14.  -  Lima,  27  de  junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  ha  sido  honroso  recibir  la  comunicación  de  V.  E.  de  7  del 
actual,  en  que  sirve  expresarme  que  ha  tomado  nota  de  la  reso- 
lución do  mi  Gobierno  relativa  á  la  prórroga  hasta  el  6  de  octu- 
bre ^e  este  año,  del  plazo  señalado  por  el  artículo  9?  del  protoco- 
lo para  el  arreglo  de  las  reclamaciones  italianas. 

Contestando  á  las  observaciones  y  reservas  que  contiene  dicha 
comunicación,  debo  expresar  á  V.  E.  que  siendo  propósito  inva- 
riable de  mi  Gobierno  el  de  dar  á  V.  E.  toda  clase  de  facilida-  I 
des  para  el  ejercicio  délas  atribuciones  que  le  competen,  como 
arbitro  se  hallará  siempre  dispuesto  á  prorrogar  el  plazo  que  ex- 
pira el  6  de  octubre  del  año  en  curso,  si  resultase  insuficiente. 

Entiendo  que  sobre  el  particular  ha  manifestado  á  V.  E.  idén- 
tica disposición  de  ánimo  el  señor  Ministro  de  Italia.    ^ 
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Apiov«dK>  clsta  oportunidad,  para  reiterar   &  V.  E.  las  seguri- 
dadeBile  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

É.  de  la  kiva  Agüero. 

Al  texcmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,   Enviado-  £¡xtm- 
ordinarío  j  Miniatro  Pl^nipotenetario  da  España. 


Legación  de  Eí^aíia  en  Lima. 


Livia,  2  de  octubre  de  1900. 


Séfior  Miüifitío: 


Tengo  la  honra  de  pon^  en  conocimiento   de   V.  E.   que  ha- 
llándose todavía  pendiente  ante  los   señores  jueces  de  Primera 
Instancia  de  la  República,  el  dé^acho  de  la  prueba  testifksal  6 
que  se  refería  mi  nota  de  17  de  enero  último,  t^^dU)  de  la  ma- 
yor parte  de  los  treinta  y  dos   expedientes  de   reclamaciones  ita- 
lianas que,  á  mi  juicio,  requieren  el   cumplimiento   de  aquella 
formalidad,  entre  las  que  se  hallan  sometidas  al  arbitraje  que  se 
me  ha  hecho  el  alto  honor  de  confiarme,  entre  el   Perú  é   Italia, 
me  encuentro  en  la  imposibilidad  de  pronunciar  él   laudo  can- 
siguiente  dentro  del  plazo  últimamente   fijado,   que   termina  el 
6  del  corriente,  por  lo  cual  y  A  tenor  del   articule  IX  del   proto- 
colo de  25  de  noviembre  de  1899,  ruego  á  V.   E.   tenga  la  bon- 
dad de  ponerse  de  acuerdo  con  el  Excmo.  seflot  Enviado   Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario   de  S.  M.  el  Rey  de  Italia, 
para  la  fijadón  de  una  segunda  prórroga,  advittiendo  que  pata 
el  caso  en  que  se  hiciera  necesario,  como  lo  expliqué  en  mi  note 
de  26  de  mayo  próximo  pasado,  me  teseíVo  sieíñpt^  ri  término 
mínimun  de  4Ó  días,  á  contar  de  la  fecha  en   qtie  «e  c(m«luyati 
todaslas  actuaciones,   para  pronunciar  el  laudo  relativo  á  loa 
asuntos  de  qiié  sé  trata. 

Al  propio  tiempo  Considero  estar  en  el  deber  de  hacer  constar 
que  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  defensor  dal 
Gobierno  del  í^efú,  en  el  arbitraje  que  nos  ocupa,  limpie  puft* 
lualmente  au  cometido,  despachando  ^n  la  isay^t  diliganota  h» 
expedientes  que,  pam  la  emisión  de  alegatod,  le  idtivfo  aucenift'- 
mente. 


'  _  64a  — 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  segu** 
Tidadea  de  mi  más  alta  consideíación. 

R.  G.  de  Uríboifri, 

£xcmo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y   Fardo^   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores.  - 


MioiiM^io  d^  ^daciones  Exteriores, 

Jí?  52;  Lima^  11  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  dirigir  á  V.  E.  la  presente  nota  con  el  ob" 
jeto  de  dejar  constancia  ofi«inl  de  lo  convenido  en  nuestra  últi' 
ma  entrevista,  respecto  de  la  prórroga  del  plazo  fijado  para  pro- 
nunciar el  laudo  arbitral  correspondiente  á  las  reclamaciones 
italianas,  por  daños  provenientes  de  la  guerra  civil  peruana  1894 
-95. 

En  di^ha  entrevista  expresé  á  V.  E.  que,  por  nota  de  2  del ' 
actual,  el  Excmo.  señor  Ministro  de  España  rae  había  manifes- 
tado la  imposibilidad  de  expedir  el  referido  laudo  dentro  del 
plazo  que  determinó  el  día  6  del  presente  met;  por  lo  cual,  y  d* 
conformidad  con  el  artículo  IX  del  protocolo  de  25  de  noviem- 
bre de  1899,  me  suplicaba  qu«  acordase  con  V.  E.  una  segunda 
prórroga  de  dicho  plazo. 

Estimando  justa  la  indicación,  V.  E.  convino  en  que  el  térmi- 
no antedicho,  se  extendiese  hasta  el  31  de  diciembre  del  año  en 
curso,  con  el  carácter  de  improrrogable,  entendiéndose  que  el 
señor  Ministro  de  España,  se  reserva  siempre  cuarenta  días, 
contados  desde  aquel  en  que  se  concluyan  todas  las  actuaciones 
para  expedir  el  laudo  relativo  á  las  reclamaciones  italianas  en 
quQ  1©  cumple  fallar  como  arbitro. 

Aprovecho  la  oportunidad,  señor  Ministro,  para  renovarle  las 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  c^nsideraeió». 

Felipe  dé  Omia. 

Al  Bxcmo.  eeflo?  Comen^Jador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  E^tra^ 
wéinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Itali/i. 
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Iteal  Legación  de  Italia 

N9  1126.  Lima,  13  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  la    nota  que  me  hizo  el   honor 
de  dirigirme  con  fecha  8   de  los  corrientes,    número  52,    concer- 
niente á  la  nueva  prórroga  que  debe  concederse  al   señor  Minis- 
tro de  España,  para  que   pronuncie  su  fallo  en  el  arbitraje  que 
se  le  ha  encomendado  para  la  solución  de  las   reclamaciones  ita- 
lianas, provenientes  de  la  guerra   civil  de  1894  95;  me  apresuro 
í  participarle  que,  con  esta  misma  fecha,  dirijo  una  nota  á  S.E. 
el  señor  Ramiro  de  Uríbarri,  haciéndole   presente  que  esta  lega- 
ción está  de  acuerdo  con  el  Gobierno  del  Perú  para  prorrogar  el 
plazo   fijado  en   el   artículo   9  del  protocolo,  desde  el  25  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado,  hasta  el  31  de  diciembre  próxi- 
mo entrante,  salvo  los  cuarenta  días  que   el  arbitro  se   ha   reser- 
vado paro  pronunciar  su  falto,  á  partir  de  la  fecha  en  que  hayan 
terminado  todas  las  diligencias  relativas  al  arbitraje,  con  la  ex- 
presa declaración  de  que  el  nuevo  plazo  es  improrrogable. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Felipe  de  Osma   y    Pardo,    Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  RelcLciones  Exteriores. 

N?  30.    *  Lima,  11  ./^  octuLrc  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  ha  sido  honroso  recibir  la  nota  de  ^^  E.  de  2  del  actual,  en 
que  se  sirve  expresarme  que,  hallándose  ttdavía  pendientes  ante 
los  iueces  de  primera  instancia  de  ¡a  república  la  prueba  testimo- 
nial de  la  mayor  parte  de  los  ex  pediente^  de  reclamaciones  ita- 
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lianas  que,  ajuicio  de  V.  E.,  requieren  dicha  formalidad,  solicita 
que  me  ponga  de  acuerdo  con  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Ita- 
lia á  fin  de  prorrogar,  por  segunda  vez,  el  plazo  en  que  debe 
pronunciarse  el  laudo  correspondiente. 

Defiiriendo  á  esa  indicación  de  V.  E.  he  convenido  con  el 
Excmo.  señor  Plrrone,  en  que  el  mencionada  plazo  se  extienda 
hasta  el  31  de  diciembre  próximo,  dándole  el  carácter  de  impro- 
rrogable después  dü  esa  fecha,  y  entendiendo  que  V.  E.  se  reser- 
va siempre  el  término  mínimo  de  cuarenta  días,  contados  desde 
aquel  en  que  concluyan  las  iictuíicioncs,  para  pronunciar  el  lau- 
do arbitral 

Al  poner  este  acuerdo  en  conocimiento  de  V.  E.  me  es  grato 
reiterarle  las  seguridades  de  mi  alta  y  distingui  da  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excmo.  señor  don  Kamiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  rienipotcr.ciario  de  España. 


LcgaciOn  de  España, 

Lhíta,  IG  de  octubre  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusará  V.  E.  recibo  de  una  atenta  nota 
fecha  11  del  corriente,  por  la  que,  en  respuesta  de  la  que  hube 
de  dirigirle  el  día  2,  se  sirve  manifestarme  que,  de  acuerdo  con 
el  Excmo.  señor  En.viado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  S.M.  el  Hey  de  Italia,  queda  prorrogado  el  plazo  en  que 
debo  pronunciar  el  Í:iudo  relativo  al  arbitraje  italo-peruano,  has- 
ta el  31  de  didembir  próximc»,  entendiéndose  que  dicho  plazo 
es  improrrogíible,  si  bien  se  me  conce'len  cuarenta  días  más, 
c<  rno  término  niíniííio,  á  contar  de  la  U-cha  en  quue  hayan  con- 
cluido todas  Lis  actii aciones. 

Enterado  i!e  e^tn  res^olucióji  fijada  por  V.  E.  y  por  el  señor 
Ministro  de  Italia,  sien«lo  yu  perentorio  el  plazo,  y  dado  su  ca- 
rácter de  improrrogable,  se  hace  mas  necesario  todavía  que  ge 
me  ponga  en  condiciones  de  cumplir  mi  cometido  dentro  de  di- 
cho plaza.  Y  como  jmra  ello  es  indispensable,  en  primer  térmi- 
no, que  pueda  yo  cursar  los  expedientes  d»  todas  las  reclamacio- 
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Dee  para  la  eruíiíón  de  los  alegatos,  tanto  de  parte  del  sefior  don 
Bam6n  Ríbeíro,  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú  respec- 
to de  dichas  reclatnaciones,  corao  de  loa  reclamantes,  por  sí  mis- 
mos ó  por  quien  los  represento;  y  de  tales  expedientes,  \u\y  32 
sometidos  á  ratificación  de  prueba  testifical,  con  arreglo  á  lo  de- 
cretado por  el  gobierno  del  Perú  á  consecuencia  de  cuanto  eu  mi 
nota  de  17  de  enero  próximo  pasado  expuse;  resultando  que  has- 
ta el  presente  solo  se  rae  ha  presentado  constancia  de  haberse  ra- 
tificado dicha  prueba  testifical  <^n  reducidísimo  numero  de  dichos 
expedientes,  y  habiéndoseme  manifestado  que  los  señores  jue- 
ces de  Primera  Instancia  ante  quienes  la  ratificación  de  que  se 
trata  debe  verificarse,  no  dan  cuenta  de  ello,  ni  tramitan  dicha 
actuación,  por  entender  que  deben  esperar  á  que  todas  se  ter- 
minen para  tramitarlas  juntas,  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bondad 
de  dis[)oner  se  pregante  á  dichos  señores  jueces  si,  en  electo,  esto 
es  cierto,  y  cjue  ordene  que,  en  tal  caso,  tramiten  sin  «lemora  lo 
ya  actuadí»,  á  fin  de  que  llegando  á  mi  poder,  pueda  pasiirlas, 
con  sus  expedientes  respectivos,  al  señor  abogado  defensor  del 
gobierno  del  Perú  y  á  los  reclamantes  des^pués,  habilitándome 
así  para  ultimarlas. 

Al  propio  tiempo  agradeceré  á  V.  E.  se  sirva  solicitar  de  los 
señores  jueces  preindieados,  una  lista  nominal  de  los  reclaman- 
tes á  quienes  los  treinta  y  dos  espedientes  mencionadas  se  refie- 
ren, que  hayan  bolicitado  la  ratificación  testifical  de  hiíTdeclara- 
ciones  que  [jresentaron  en  sus  respectivos  expedientes,  siéndome 
necesario  saber  cpiienes  se  han  presentado,  á  fin  de  proceder  á  lo 
que  liayu  lugar  respecto  do  los  demás. 

No  ocultánvlose  á  V,  E.  el  apremio  con  que  es  preciso  proceder, 
■iendo  así  que  se  halla  paralizado  el  arbitraje  por  falta  de  ratifica- 
ción de  prueba  testifical  que,  previo  acuerdo  con  el  entonces  mi- 
nistix)  de  relaciones  exterioix3s,  señor  de  la  Ríva-Agüero,  solicité 
en  1  7  de  enero  de  este  año  .-egúu  queda  dicho,  me  permito  rogar 
¿  V*  E.  se  sirva  dictar  las  órdenes  que  juzgue  ojKjrtunas  para 
quej  con  toda  la  urgejicia  que  el  caso  reciuiere,  se  dé  fin  á  esta 
par^'e  esencial  de  los  trabajos  rola  ú vos  al  arbitraje,  que  ya  eñ 
breve  pla^o  he  de  terminar,  lo  que  también  me  es  urgente  por 
exigirlo  así  atenciones  del  servicio  de  la  legación  que  tengo  á 
mi  cargo. 

Aprovecho  de  esta  ocasión,  señor  Ministro  para  *  reiterar  á 
V.  E.  las  saguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

i?,  G.  de  UríharH. 

Bxcmo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Oima  y  Pardo,  ministro  de 
rel'icioaes  exterioras. 
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N?  32.  Lima,  25  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  de  16  de  los 
corrientes,  relativa  á  la  prolongación  hasta  el  31  de  diciembre 
próximo,  del  plazo  en  que  debe  pronunciar  el  laudo  sobre  his  re- 
clamaciones italianas,  por  daños  causados  en  la  guerra  civil  de 
1894-95,  y  á  la  necesidad  de  que  se  activen  las  diligencias  de  tra- 
mitación de  los  treinta  y  dos  expedientes  sujetos  á  la  ratificación 
de  la  prueba  testifical. 

Con  fecha  de  hoy  me  dirijo  al  señor  miwistro  de  justicia,  á  fin 
de  que  ¡08  señoreíí  jueces  de  primera  instancia  tramiten  dichos 
expedientes,  de  suerte  que  puedan  pasar  en  breve  al  abogado  de» 
fensor  del  gobierno,  y  remitan  una  nómina  de  los  reclamantes 
que  hayan  solicita(Ío  la  mencionada  ratificación  testifical. 

Renuévole,  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Felipe  de  Osma, 

Al  Excmo.  señor  don  lUmiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


JUinieterio  de  Reladoves  Eoctenora*. 

N?  34.  JJmo,  5  de  Noviembre^  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Con  fecha  2  del  mes  en  curso,  el  señor  Ministro  de  Justicia 
me  manifiesta  que  se  ha  trascrito  á  las  Cortes  Superiores  de  este 
distrito  judicial,  y  á  las  de  Ancachs  y  Piura,  el  oficio  que  le  diri- 
gí, en  25  de  Octubre  último,  comunicándole  que,  por  «acuerdo  en- 
tre V.  E.,  el  representante  diplomático  de  Italia  y  este  Ministerio, 
se  ha  prorrogado,  hasta  el  31  de  Diciembre  próximo,  el  plazo  para 
pronunciar  el  laudo  relativo  á  las  reclamaciones  italianas,  por 
daños  sufridos  durante  la  guerra  civil  peruana  de  1894-95. 

88 
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Agrega  el  señor  Villanueva,  que  ha  recooienclado  a  las  roferi- 
das  Cortes  que  remitan,  á  la  brevedad  posible,  a  su  Despacho,  los 
expedientes  que  sobre  dichas  reclamaciones  giran  ante  ellas. 

Al  poner  estos  hechos  en  conocimiento  de  V.  E.,  me  es  grato 
reiterarle  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excelentísimo  señor  don   Ramiro  Gil  de    (Iríbarri,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Lcfjación  de  España. 

Limay  10  de  Noviembre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Según  me  manifiestu  el  seaor  Ministro  de  Italia,  con  referen- 
cia al  abogado  consultor  de  su  legación,  s^efiur  doctor  don  Matías 
León,  los  testigo?  quo  i»rp?ei)oinron  h^s  hechos  consiprnados  en  la 
reclamación  del  subdito  italiano  Jacinto  Gadino,  señalada  con  el 
muneio  20,  no  pueden  comparecerá  confirmarlos,  unos  por  haber 
muerto,  y  por  hallarbo  otroí?  ausentes,  con  paradero  ignorado. 

Con  este  jnotivo,  y  siendo  así,  por  cuanto  ae  me  ha  referido, 
que  los  mismos  testigos  han  declarado  ante  el  señor  juez  del  cri- 
men, doctor  Villagareía,  y  actuario  don  Federico  Vivanco,  en  un 
juicio  que,  al  parecer,  se  siguió  de  olicio  contra  Reinaldo  Agui- 
rre,  Arturo  Machado  y  Pedro  Garrido,  por  delitos  de  que  fueron 
víctimas  Jaci'nto  Gadino  y  otros,  ruego  á  V.  E.  que,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  2^,  letra  1),  del  protocolo  de  arbit!aje 
de  25  de  Noviembre  fie  1899,  v  si  en  ello  i^)  liav  ineonvenien- 
te,  tenga  la  bondad  de  disponer  que.  á  ¡a  mayor  l>reve<iad,  se  me 
facilite  el  exi)edieiite,  ó  sumario  en  cue^tióur  i>aia  la  d'^bidu  con- 
sulta, á  fin  de  ver  si  del  mismo  nsulta  suíieieneia  que  pueda  su- 
plir la  formalidad  por  im  requ^^rida,  ei»  mi  nota  de  J7  de  Enero 
último. 

Aprovecho  esta  oport  unida  1,  para  reiterará  \'.  K.  Ims   s-iifuri- 
dfKles  de  mi  más  alta  eoiisideraeión. 

/;.    f/'.  de  Irihorri. 

Excelentísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 
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Legación  de  España  en  Lima. 


LimCy  3  de  Diciembre  de  1900. 


Señor  Ministro: 


Refiriéndome  á  mi  nota  de  16  de  Octubre  último,  por 
la  que  solicité  de  V/  E.  tuviera  á  bien  facilitarme  las  infor- 
macioní'zS  testificales  que,  en  mi  calidad  de  arbitro  entre  el  Perú 
c  Italia,  y  previo  acuerdo  con  el  digno  predecesor  de  V.  E.,  ma- 
nifesté, por  nota  fecha  17  de  Enero  del  año  en  curso,  ser  necesa- 
rias, respecto  de  algunas  de  las  reclamaciones  comprendidas  en 
el  arbitraje  que  se  me  ha  hecho  la  alta  honra  de  confiarme;  y 
siendo  así  que,  por  virtud  del  último  acuerdo  celebrado  entre 
V.  E.  y  el  señor  Ministro  de  Italia,  se  me  ha  fijado,  como  plazo 
improrrogable  para  la  terminación  del  arbitraje,  la  fecha  del  31 
de  Diciembre  actual,  me  veo  en  la  necesidad  de  rogar  nueva- 
mente á  V.  E.,  tenga  la  bondad  de  hacer  cuanto  de  su  parte  esté, 
á  fin  de  que,  sin  más  demora,  se  me  remitan  las  informaciones 
en  cuestión,  así  como  la  lista  de  los  reclamantes  que  se  hayan 
presentado  en  los  juzgados  do  1*^  instancia  a  cumplir  con  aquel 
requisito,  lo  que  me  es  urgente  conocer  para  adoptar,  respecto 
de  los  que  no  lo  hubieran  cumplido,  las  disposiciones  que  consi- 
dere procedentes. 

Aun  cuando  á  V.  E.  le  constan,  por  mis  notas  oficiales  y  por 
cuanto  verbalmente  he  tenido  la  honra  de  referirle,  las  causas, 
independiííntes  de  mi  voluntad  y  de  mi  acción,  que  han  dado 
lugar  á  que  no  se  haya  terminado  ya  este  arbitraje;  y  previendo, 
que,  á  la  fecha  en  que  nos  encontramos,  será  de  todo  punto  im- 
posible concluirlo  para  el  31  del  corriente  mes,  desde  el  momen- 
to en  que  todavía  no  se  me  han  facilitado  las  informaciones  tes- 
tificales precitadas,  solicitadas  en  17  de  Enero,  y  que  es  indis- 
pensable unir  á  los  expedientes  resi)ect¡vos,  para  cursarlos  y  des- 
pacharlos, tramitación  que  requiere  tiempo:  estoy  en  el  deber  de 
manifestarlo  á  V.  E.,  salvando  en  absoluto  todo  género  de  res- 
IM)n8abilidades  por  mi  parte,  siendo  así  que,  con  la  mayor  dedica- 
ción, vengo  ocupándome  de  cuanto  al  arbitraje  se  refiere,  desde  el 
momento  en  que  de  él  me  hice  cargo. 

Al  reiterar  á  V.  E.,  en  esta  ocasión,  que  el  señor  doctor  don 
Ramón  Ribeiro,  cumple  con  asiduidad  las  funciones  inherentes 
á  su  cargo  de  abogado  defensor  tlel  Gobierno  del  Perú,  en  este 
arbitraje,  despachando  con  prontitud  los  expedientes  que  le  re- 
mito; y  dejando  así  también  á  salvo  toda   responsabilidad  que 
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pudiera  incumbirlo,  aprovecho  la  oportunidad,  seflor  Ministro» 
para  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  aitit  considera* 
<;i6n. 

R.  G.  de    Uribarri. 

Excmo  s'jñor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Ministro  de 
Bel»A^ÍQna^3  Exteriores,  ete.,  ete,,  etc. 


Ikinisterio  de  Relacione9  E^einores. 

Tai""  39.  Lima,  12  de  Diciembre  de  1900. 

Señor  Miiústro: 

Me  es  honroso  remitir  á  V.  E.,  con  la  presente  nota,  copia  au- 
téntica del  oficio  que  me  ha  dirigido,  con  fecha  §  del  corriente, 
«eJ  señor  Ministro  de  Justicia,  trascrihiendo  el  de  19  de  Noviem* 
bre  último  del  Presidente  de  lu  Corte  Superior  de  Ancachs,  sobre 
la  tramitación  de  algunos  expedientes  de  reclamaciones  de  sub- 
ditos italianos. 

Este  Ministerio  oficia  hoy,  directamente,  al  Jue^de  lí  instancia 
accicíental  del  Dos  de  Mayo,  para  que  active  la  actuación  relati- 
Ta  á  los  reclamos  de  Juan  Péndola,  mencionados  en  la  comuni- 
cación de]  Presidente  de  la  referida  Corte  Superior. 

Aprove^ího  la  oportunidad  paia  reiterarle,  s^ñor  Ministro,  lüs 
«guridades  de  mi  alta  y  distinguida  considLeración. 

Felipe  de  0$ma. 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbjsrri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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Legación  de  íkpaña  en  Lima. 

LimQf  21  de  Diciembre  de  l')OD, 
Señ4>r  Ministro: 

Tefigo  la  honra  de  acusar  ¿i  V.  K.  recibo  de  su  atañía  nota,  fe- 
cha 12  del  actual,  y  de  la  copia  que  ia  acompaña  dol  ofí  do  d^l 
sefiof  Mii>i4tro  de  Justicia,  manifestando  habtsrse  actuado  opor- 
tunamente por  los  señores  jueces  del  departamento  de  Ancacht» 
lae  ioforraaciones  tesitificíiles  corresjioíidientes  á  cinco  reclarnacia- 
nes  italianas,  quedando  pendiente  tan  tólo  la  del  señor  Juaa 
Péndola,  cuyo  curaplimi*'nto  se  exi^^ió  por  exhorto  libr»»do  al  se- 
ñor jueK  del  Dos  de  Mayo,  al  que  V.  E.  me  participa  haber  ofi- 
ciado directamente,  encareciéndole  la  urgencia  en  el  deí^pacho 
de  áiíñío  aeanto. 

Apforecho  la  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  segurida- 
des de  nú  más  alta  consideración. 

ii.  Q.  de  Uríbarri, 

Eiceleutísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tra de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  España, 

Lima,  6  de  Febrero  de  1901. 
Señor  Ministro: 

llefiriéndorae  á  mi  nota  de  5  de  Diciembre  último  y  á  cuanto 
después  he  manifestado  verbalmente  á  V.  E.,  acerca  del  arbitra* 
je  que  se  me  ha  hecho  el  alto  honor  le  confiarme  entre  los  Go- 
biernos del  Perú  y  de  Italia,  tengo  la  honra  de  manifestarle  nue- 
Vamente  la  imposibilidad  en  que  me  hallo  de  terminarlo,  en^ 
atención  á  que  no  se  me  ha  entregado  todavía  un  buen  número» 
de  informaciones  testificales  que  solicité  por  mi  nota  fecha  17  de^ 
Enero  de  1900. 

Entiendo  que  dichas  pruebas  han  debido  actuarse  ante  los  se- 
ñores jueces,  designados,  al  efecto,  en  Lima,  Callao,  Piura  y  Hua-^ 
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raz,  y  siendo  imprenscindibleraente  necesario  que  vengan  á  mi 
poder  para  unirlas  á  los  expedientes  respectivos,  pasar  éstos  en- 
tonces al  abogado  defensor  del  Gobierno  ilel  Perú,  y  después  á 
los  interesados,  volviendo  de  nuevo  al  primero,  á  fin  de  que  emi- 
tan sus  alegatos  de  duplica  y  réplica,  sin  cuya  tramitación,  á  te- 
nor de  lo  estipulado  en  el  protocolo  de  2^  de  Noviembre  de  1899, 
no  puedo  pronunciar  el  laudo  á  que  haya  lugar,  rae  veo  en  la 
necesidad  de  manifestar  á  V.  E.  que  se  hace  indispensable  reite- 
rar las  ordenes,  ya  dadas,  á  los  señores  jueces  preindicados  para 
que,  sin  demora,  envíen  a  ese  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  fi. 
todas  las  informaciones  de  que  so  traía,  manifestando,  á  la  vez, 
cada  uno  de  dichos  señores  jueces,  si  han  acudido  ante  ellos  todos 
l©s  reclamantes  comprendidos  en  las  listas  respectivas  que  se  les 
pasaron,  señalando  los  testigos  que  debían  presentar;  pues  con- 
viene saber  si  todos  los  reclamantes  en  cuestión  han  cumplido 
con  lo  ({ue  al  efecto  les  concierne,  á  fin  de  resolver  le  que  proce- 
cediera  en  el  caso  en  que  alguno  de  ellos  no  lo  hubiera  hecho. 

Resultando  de  todo  lo  expuesto,  que  á  pesar  de  haberse  fijado 
un  plazo,  con  carácter  improrrogable,  que  terminaba  el  31  de 
Diombre  último,  según  acuerdo  entre  V.  E.  y  el  Excmo.  señor 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  el 
Rey  do  Italia,  para  la  conclusión  del  arbitraje,  estaríamos  fuera 
del  término  mínimura,  a  contar  de  la  fecha  en  que  pudiera  dar 
por  terminadas  todas  las  actuaciones,  me  creo  en  el  deber  de 
llamar  sobre  ello  la  atención  de  de  V.  E.  por  si  considera  opor- 
tuno celebrar  al  efecto  una  conferencia  ©on  dicho  señor  Ministro, 
rogándole  que,  en  tal  caso,  se  sirvan  comunicarme  lo  que  resuel- 
van. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  alta  consideración  y  personal  apre- 
cio. 

R,  G,  de  üi'íbarri. 

Excelentísimo  señor  don  Felipe  de  Osma  y    Pardo,    Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 
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JUiniderio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  G.  Lima,  8  de  Febrero  de  1901 . 

Señor  Ministro: 

Conforme  á  la  indicación  contenida  en  la  última  parte  de  la 
nota  de  V.  E.,  de  fecha  6  del  presente  mes,  relativa  al  arbitraje 
4110  los  Gobiernos  del  Perú  y  de  Italia  han  confiado  á  la  justifi- 
cación de  V,  E.,  cúmpleme  expresarle  que,  en  reciente  conferen- 
cia (jue  he  celebrado  con  el  señor  Pirrone,  Ministro  de  Italia, 
hemos  convenido,  en  vista  de  las  razones  expuestas  por  V.  E., 
en  ampliar  el  término  fijado  en  el  convenio  arbitral  {)ara  dar 
concluidas  todas  las  actuaciones,  hasta  el  2  de  Marzo  próximo, 
fecha  desde  la  cual  principiará  á  fontaree  el  plazo  de  los  cua- 
renta días  señalado  para  el  pronunciamiento  del  laudo. 

También  en  armonía  con  lo  expresado  en  su  referida  nota,  me 
dirijo,  en  la  fecha,  al  señor  Ministro  de  Justicia,  para  que  reitere 
las  órdenes  expedidas  a  los  jueces  designados  en  Lima,  Callao, 
Piura  y  Huaráz,  á  fin  de  que,  en  el  m3nor  tiempo  posible,  en- 
víen á  este  Despacho  las  informaciones  que  V.  E.  necesita,  y  ex- 
presen si  han  acudido  ante  ellos  todos  los  reclamantes  compren- 
didos en  las  respectivas  listiis. 

Tenido  el  honor  de  renovar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  con- 
si  leración  más  alta  y  distinguida. 

Felipe  de  Osma. 

Al  excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarn, Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Leagción  de  España, 

Lima^  25  de  Febrero  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Acabo  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E.,  fecha  8  del  'actual, 
por  la  que,  en  respuesta  a  la  que  tuve  la  honra  de  dirigirle  el 
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día  .6,  nianifastándole  que  por  no  liaberme  remitido  la  mayDr 
part^-  áe  las  pruebos  testificales  que  respecto  de  32  reclamacio- 
nes,— de  las  73  de  subditos  italianas  que  han  sido  sometidas  á 
mi  fallo  arbitral, — solicité  se  practicaran,  por  mi  nota  de  17  de 
Enero  de  1900,  no  me  era  posible  [»ronunciar  el  laudo  en  cues- 
tión tlentro  del  plazo  fija<lo,  según  la  unta  de  V.  E.,  fecha  11  de 
Octubre  último,  por  acuerdo  entre  V.  E.  y  el  Excelentísimo  se- 
ñor Enviado  Extraordinario  y  Miniístro  Plenipotenciario  de  S^ 
M.  el  Rey  de  Italia  en  esta  capit  4I,  so  sirve  V.  E.  participarme 
que  vn  reciente  conferencia  que  ba  celebrado  non  el  referido  se- 
ñor Ministro,  y  en  vista  de  \nA  ra/.ones  (expuestas  en  mi  precita- 
da nota  de  tí  del  CíaTientj,  han  convcni<h>  en  ampliar  el  término 
íyudo,  para  dar  por  concluidlas  lo  h\s  las  ac^tuaciones  hasta  el  2 
de  Marzo  próximo,  fecha  íhs'le  la  oual  Imbríí  de  principiar  á 
contar  el  plazo  de  los  cuarenta  días  señalado  para  pronunciar 
el  laudo. 

Si3  -irv^*  también  V.  E.  informarme  que,  en  la  misma  fecha  de 
8  de  F«*brero  actual  se  diri^^ió  al  señor  Ministro  de  Justicia,  con 
objeto  lie  (jue  reitere  las  ór»len(*s  ex}>(?didas  á  los  sí*ñores  jueces 
que  ()p«»riunanuM)to  fueron  rit  si^iuidos  en  Lima,  Callao,  Piura  y 
Huará/,,  á  fin  á-i  que,  en  el  m^nor  tiempo  posible,  envíen  á  ese 
Min¡>l»rio  íiel  digno  carjX'>  de  V^.  E.  las  precitadas  pruebas  testi- 
fica* las  y  expresen,  a«leniá«,  si  han  acudido  atite  ellos  todos  los 
reclamos  coiiipren<li'lo3  imi  las  rospe<'tivas  listas. 

I  nti  mainel  ib»  rd  ieioiiu<K)s  entre  sí  estos  dos  puntos;  y  siendo 
el  |»íimeí«#  a  <  onseeuencifi  «híl  segundo,  entiendo  que  cumple  á 
mis  ilth  n-s  .1  árliitix)  el  solieitar  una  explicación  que  fije  y  de- 
teriiine  le'iia  manera  ciara  y  f)reeisa,  la  mavclia  que  he  de  se- 
guir en  I  »  ijue  resia  Je  los  tiahajos  que  este  arbitrHJí>  req  iiere, 
hasia  su  cnn.lnsión,  á  fin  de  salvar  toda  res}>onsabilidad  de  mi 
parte. 

Para  esta^i"Ctr  biei  la^  c  .sas,  cual  en  este  caso  corresponde, 
he  de  rpr^nr  :iH  al  pr  lo^-olo  de  canciUería  de  2o  de  Noviembre 
de  18^»'.»,  |H»i  eiaiiio  d- tTniina  r-'^las  fijas  que  me  imponen  la 
obli^ueión  iriehidihle  de  sujetarme  á  lo  por' las  mi-^mas  estable- 
cida,»; pues  si  bien,  á  tenor  del  artículo  I?  quedo  ampliamente  fa- 
cultado [)ara  fallar  ó  transiíjir.  como  árbitio,  ha  de  ser,  como  el 
nii'^m»»  artie  io  h>  expresa,  de  conformidad  con  la  cláusula  ó  ar- 
tículti  ¿'-'f  y  éste,  en  \\  Ktra  C,  dice:  «tomando  en  consirleraMon 
las  al  ij:  ci  M  s  sim|>|.iiiM||tj.  expositivas  que  las  partes  deberán 
pre.*enurnieM  v.  s.*  aña  1  •,  en  la  letra  D,  «solicitando  las  demás 
pruebas  y  referencias  que  estime  necesarias.» 

El  artículo  -V'  establece  qne  el  Gobierno  del  Perti  y  la  Lega- 
ción de  Italia  ó  h)8  reclani.uoes,  tienen  el  derecho  de  nombrar 
un  iH3rtíon*-i-t).  representante,  abogado  6  agente  que  Httenda  á  la 
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defensa,  anta  el  arbitro,  de  sus  intereses, ^n  todas  6  cada  una  do 
las  reclamaciones. 

De  las  notas  que  lie  tenido  la  hoin-ade  cambiar  con  el  Minis- 
terio del  digno  cargo  de  V.  E.  y  con  la  Legación  de  Italia,  cons- 
ta í^ue,  í=es;ún  acuerdo,  al  efecto  pnsaría  yo  en  primer  termino 
los  expodientes  que  consideraba  ew  buen  orden  al  abogado  de- 
fensor del  Gobierno  del  Perú,  scuor  doctor  ^don  Ramón  Ribeiro, 
para  que  emitiese  su  alegato  y,  después,  la  réplica  ó  alegato  del 
reclamante  ó  de  quien  por  él  actuara,  para  la  duplica;  quedan- 
do en  proceder  del  mismo  modo  respecto  de  los  expedientes  cu- 
ya prueba  testifical  solicité,  —como  antes  lo  recuerdo,  en  17  de 
Enero  de  1900, — tan  pronto  como  ('.stas  rne   fueran   entregadas. 

Dicbo  acuerdo,  celebrado  por  mi,  con  el  señor  doctor  Ribeiro, 
está  en  consonancia  con  el  artículo  3?  á  que  vengo  refiriéndome; 
constituye,  en  realidad,  al  procedimiento  en  el  arbitraje  mismo, 
viene  subsecuentemente  á  formar  parte  del  protocolo,  y  entien- 
do que  no  me  es  dado  alterarlo  sin  que  V.  E.  y  el  señor  Ministro 
de  Italia  se  sirvan  manifestarme  que  así  lo  resuelven  y  á  ello 
me  autorizan.  De  otro  modo,  asumiría  yo  una  responsabilidad 
que  no  me  incumbe  y  que,  por  lo  mismo,  no  debo  asumir. 

Eu  otros  términos  y  conc.:>ncretando  el  puüto. 

El  arbitraje  se  halla  virtualniente  dividido  en  dos  parless:  ex- 
pedientes que,  á  mi  juicio,  no  requerían  comprobación  legal  de 
prueba  6  declaración  testifical,  y  expedientes  que  la  necesitaban, 
como  lo  expliqué  en  mi  nota,  ya  citada,  de  17  de  Enero  de  1900, 
que  fué  seguida  de  la  formación  de  una  lista  nominal,  comuni- 
cada igualmente  al  señor  Miiiislro  de  Italia,  quien  so  apresuró  á 
informar  á  los  reclamantes,  6  quienes  concomía,  que  di^bían  acu- 
dir sin  demora  á  los  juzga  ! os  roípeetivos,  con  sus  testigos  para 
la  actuación  consiguiento,  así  como  del  Ministerio  d(d  digiío  car- 
go de  V.  E.  emanó  la  orden  necesaria,  li{)bi!iíando  a  los  señores 
jueces  para  actuar. 

Algunos  de  estos  reclamantes  me  han  entregado  una  copia  de 
las  pruebas  requeridas,  que  incorporadas  á  sus  expedientes,  hizo 
que  éstos  pasaran  á  formar  parte  de  los  comprendidos  en  la  pri- 
mera categoría,  pudiendo  cursarlos  para  la  emisión  de  los  indis- 
pensables alegatos.  Pero  como  la  miiyor  parte  de  dichos  recla- 
mantes no  lo  ht\n  hecho  así,  no  obstante  el  interés  que  <lebían 
demostrar  por  activar  cuanto  á  sus  asuntos  se  refiere,  ni  se  me 
han  remitido  de  oficio,  á  p'ísar  de  las  gestiones  practicadas,  la» 
pruebas  de  que  se  trata,resulta  que  estoy  en  el  deb3r  de  aguardar 
á  que  se  me  remiten,  á  fin  do  unirlas  á  los  respectivos  expedien 
tes  para  someterlos,  como  los  demás,  al  mismo  procedimiento  de 
alegatos. 
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Ahora  bien:  V.  E.  se  sirve  manifestarme,  por  su  precitatia  no- 
ta de  6  del  actual,  que  ha  convenido   con  el  señor  Ministro  de 
Ilialia  en  ñjar  la  fecha  del  2  de  Mar/o  próxfmo  para  dar  por  ter- 
rsinadas  todas  las  actuaciones;  y  surge   aquí,    en    mi   concepto, 
¡  íma  dificultad  de  procedimiento  que  me  obliga  á  molestar  la 

;  ocupada  atención  de  V.  E.  con  la   presente  nota,    rochándole  se 

sirva  decirme  si  entienden  V.  E.  y  el  referido  señor  Ministro  de 
Italia,  que  solain*  nte  hasta  la  fecha  del  2  do  Marzo  próximo  de- 
beré cursar  los  expedientes  en  cuestión,  para  la  emisión  do  los 
alegatos,  y  si  á  partir  de  esa  misma  fecha  deberé  también  pri'S* 
cindir  de  solicitar  las  pruebas  y  referencias  que  estime  necesa- 
rias. 

En  tal  caso,  resultaría  una  disi)ar¡dad  de  procedimiento,  entre 
unos  y  otros  expedientes,  que  rompería  la  annonía  en  el  arbi- 
traje, que  no  rcí^pondería  en  modo  alguno  á  lo  que  fija  el  artío 
lo  2'.'  del  [>rutocolo  en  la  letra  C:  y  si  esto  puede  inteiesar  al  Go- 
bierno íh.'l  PíTií  interesa  no  menos  á  los  reclamanfce.-í,  á  la  voz  que 
al  Gobierno  del  Perú  podría  interesar  también,  que  no  se  oponga 
limitación  á  la  facultad  que  rae  concede  la  letra  D  del  mibino  ar- 
tículo 2^  del  protocolo  del  arbitraje,  puesto  que,  si  se  '  me  prohi- 
be que  después  del  2  de  Marzo  próximo  solicite  pruebas  y  refe- 
rencias, i)uede  bieu  ocurrir  que,  p>r  defecto  de  las  mismas,  reíiil- 
ten  perjuíliaiilos  los  rcclainaut'.o  ó  el  Cu)bierno  del  Perú,  ya  que 
la  sentencia  arbitral  correepondiento  liiibría  de  resentirse  déla 
carencia  de  lo^  cltMnoiitos  que  el  protocolo  me  faculta  para  soli- 
citar, sin  !i nutación  de  fecha. 

Es,  como  V.  E.  ve,  de  importancia  suma  para  mí,  el  saber  á 
qué  atenei  111x5  ro^pocto  de  cuanto  á  estos  dos  conceptos  se  reSere. 
Des  le  lneii:o,  entiendo  que  la  limitación  del  2  de  Marzo  próximo, 
ha  de  rcfcrirst}  únicamente  á  las  actuaciones  relativas  á  la  prue- 
ba tostilioal  tpie  res^.oclo  de  varias  reclamaciones  solicité  en  17 
de  Enero  de  1000:  es  decir;  que  se  prescinda  ya  de  obtener  tal 
prueba  si  a1ti,óii  reclamante  no  se  ha  presentado  á  fv»rmalizana, 
y  que  si  el  2  de  Marzo  próximo  no  me  hallo  en  posesión  de  la^ 
que  hayan  si'lo  despachadas  en  los  juzgado=í,  curse,  sin  ellas,  los 
expedientes  correspondientes  para  la  emisión  de  los  alegatos, 
condición  é.-ta  de  la  que  yo  no  estoy  facultado  en  manera  ningu- 
na para  t>re-c¡ndi»*,  antes  al  contrario,  tengo  ineludible  deber, 
que  mo  impone  el  protocolo,  por  la  letra  C.  del  artículo  2^,  do 
recabar  dichos  alegatos  para  tomarlos  en  consideración,  como 
una  part-í  csi'ncial  de  los  fundamentos  en  ({ue,  si  lo  considero 
procedente,  haya  de  apoyar  la  sentencia  ó  laudo'  arbitral. 

Al  elevado  criterio  y  reconocidos  sentimientos  de  rectitud  y 
justificación  de  V.  J5 ,  no  escapa  cieitamente  la  necesidad  en  que 
me  veo  de  hacer  esta  consulta,  que,  d  la  vez,  dirijo  también  al  Ex- 
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crieDitísimo  señoc  Enviado  Extraordioario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  rogándoles  á  ambos  tengan 
á»  bien  coci'Unicarme  lo  qiw  eu  definitiva  resuelvan. 

Al  hacerlo  aeí,  e»  mi  pnopósito  dar  nueva  prueba  del  firme 
deseo  que  me  anima,  ahora,  como  desde  el  principio,  de  proceder 
eu  todo,  cuanto  á  este  arbitraje  se  refiere-,  con  la  eserupalosidiid 
que  los  asuntos  que  lo  constituyen  exige,  y  á  que-  estoy  obligado, 
inspirándome  siempre  en  los  más  severos  principios  de  justicia  y 
de  igualdad  para  con  dos  Gobiernos  que  se  han  dignado  confiar- 
me tan  honroso  encargo. 

Lamentable  es,  á  no  dudarlo,  que  hayan  surgi<lo  demoras  en 
el  curso  del  arbitraje;  pero  estas  reconocen  por  causa  primordial 
que  los  32  expedientes  que  han  requerido  prueba  testifical,  están, 
con  alguna  excepción  mal  fundados,  y  fueron  cursados  sin  co- 
rregirse lo  que  en  aquel  entonces,  á  raiz  de  I03  acontecimientos, 
hubiera  sido  tauto  más  fácil  de  obviar  cuanto  ahora  viene  ,á  re- 
sultar difícil. 

Por  lo  que  hace  al  término  de  cuarenta  días  que  habría  de 
conti'irso  desde  el  2  do  marzo  próximo  para  que  pronuncie  el  lau- 
do arbitral,  me  permito  recordar  que  al  señalarlo  yo  en  mis  no- 
tas de  26  de  Mayo,  de  7  do  Junio  y  2  de  Octubre  de  1900  y  d'e 
6  de  Febrero  actual,  no  lo  hice  como  termino  fijo,  sino  mlniraun. 
— Ademas,  creo  que,  en  todo  caso,  y  dejándome  siempre  y  hasta 
el  último  momento  eu  libertad  de  solicitar  las  pruebas  y  referen- 
cias que  e¿tiine  que  me  sean  necesarias  para  juzgar  con  justicia, 
no  deberá  comenzar  á  contarse  dicho  plazo,  siempre  como  térmi- 
no mínimun,  hasta  que  haya  concluido  el  caml3Ío  de  alegatos 
entre  las  partes,  lo  que  requiere  un  tiempo  que  no  puedo  preci- 
sarse con  fijeza  absoluta;  pero  que  si,  en  cuanto  al  señor  doctor 
Kibeiro  respecta,  me  permite  asegurar  que  será  todo  lo  breve  po- 
sible, porque  la  diligencia  con  que  hasta  el  presente  ha  procedi- 
do, rae  faculta  para  dar  esta  srgur'dad. 

No  me  permiten,  por  otra  parto,  las  múltiples  ocupaciones  que 
sobre  mí  pesan,  con  tres  legaciones  á  mi  cargo,  adquirir  el  com- 
promiá(fde  terminar  el  arbitraje,  dalo  el  estado  en  que  se  en- 
cuentra, en  un  plazo  marcado  de  fecliarija  tan  prÓMÍma  como  se- 
ría la  del  12   de  Abril. 

La  tarea  es  ardua,  muy  delicada,  de  gravo  responsabilidad;  y 
á  pesar  del  estudio  detenido  que  veu'^o  haciendo,  sin  coar  y  con 
toda  contracción,  de  tollos  estos  asuntos,  en  cuya  labor  rae  ayu- 
dan mis  compañeros  de  esta  legación,  el  solo  hecho  de  revisarlo 
todo  para  proceder  en  conciencia,  exige  tiempo  material  que  so- 
lo prudenciahnanta  puede  limitarse;  pero  no  fijándolo  auna  fecha 
determinada,  inmediata. 
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Permítame  V.  E.  hacer  la  siguiente  aclaración  que  considero 
pertinente  al  caso. 

Son  23  los  expedientes  que  todavía  han  de  sustanciarse.  Y 
aun  cuando  solamente  empleé  20  días  en  despacharlos  al 
señor  doctor  Ribeiro,  y  cursándolos  yo  á  medida  que  me  los  re- 
mita con  su  primer  alegato  á  los  reclamantes,  forzoso  es  presu- 
mr  que  los  últimos  tarden  diez  días  más  en  serme  devueltos  por 
los  interesados,  lo  que  daría  ya  un  número  de  30  días,  sobre  lo» 
cuales  hay  que  añadir  otros  20,  cuando  menos,  para  que  el  señor 
doctor  Ribeiro  termine  su  cometido  con  las  duplicas. 

Y  si  A  este  tiempo  se  añade  el  término  mínimo  de  40  diasque 
yo  he  di)  necesitar  después  de  concluido  el  cambio  de  alegatos, 
resulta  que,  si  ha  de  empezar  á  contarse  desde  el  2  de  Marzo 
próximo,  porque  sea  esa  la  fecha-límite  que  se  señala  definitiva- 
mente para  poner  en  trámite  los  23  expedientes  que  no  lo  están, 
aunque  el  2  de  Marzo  no  se  me  hayan  entregado  las  pruebas  tes- 
tificales solicitadas  de  los  señores  jueces,  tendremos  un  total  de 
noventa  días  que  nos  llevaría  al  2  de  Junio,  para  la  tramitación 
obligada  según  el  protocolo.  Más  como  es  posible  prever  entor- 
pecimientos que  pueden  surgir  en  el  curso  de  la  tramitación,  ló- 
gico me  parece  ampliar  el  término  indicado  y  señalar  el  30  de 
dicho  mes  de  Junio  como  fecha  dentro  de  la  cual  podría  ya  fina- 
lizar y  entn  gar  el  laudo  sobre  esle  laborioso  arbitraje,  que  á  m! 
mismo  hasta  por  razón  natural  y  por  la  necesidad  y  obligación 
en  (jue  estoy  do  ir  á  La  Paz  y  á  Quito,  lo  que  por  atención  de 
estos  traba joe  no  lio  podido  realizar  todavía,  me  conviene  termi- 
nar cuanto  antes. 

Tor  lo  demás,  ninguna  observación  podría  hacerse  con  justicia 
por  demoras  de  que  no  tenemos  culpa;  porque  si  nadie  pueie  du- 
dar del  celo  con  que  el  señor  Pirrone  patrocina  los  intereses  de 
•US  connacionales?,  el  mismo  señor  Ministro,  gual  en  una  ocasión 
me  lo  dijo  de  oficio  y  á  V.  E.  cuidó  de  comunicarlo,  informó  el 
Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  hallarse  complacido  de  la  se- 
riedad y  buena  fé  con  que  en  esta  ocasión,  como  siempre  y  en 
todo  lo  acostumbra,  y  todos  lo  reconocemos,  viene  procediendo 
el  Gobierno  del  Perú. 

Reiterando  á  V.  E.  mis  excusas  por  distraer  con  tan  extensa 
nota  8u  ocupada  atención,  y  la  seguridad  de  los  mejores  y  más 
justos  deseos  que  me  animan  respecto  de  los  dos  Gobiernos,  me 
ei  muy  grato  aprovechar  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reno- 
varle el  testimonio  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración  y 
aprecio. 

R.  G.  de   üríbani. 
Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osraa  y  Pardo,  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores. 

i 
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Minüttrio  di  Relacimies  Exteriores, 

Núm.  10.  "     Lhna,  9  de  abril  de  1901 

Señor  Ministro: 

Refiriéndoine  á  la  nota  de  esa  legación  de  25  de  febrero  úl-^ 
timo  y  á  las  ;deas  cambiadas  en  posteriores  entrevistas  con  V.  E. 
y  el  señor  ministro  de  Italia,  tengo  el  agrado  de  precisar,  en  las 
siguientes  líneas,  los  puntos  relativos  al  plazo  fijado  para  pronun- 
ciar el  laudo  arbitral  sobre  las  reclamaciones  italianas,  acerca  de 
las  cuales  hemos  llegado  verbal  mente  á  un  acuerdo. 

Al  fijar  el  2  de  marzo  último,  como  fecha  en  que  debía  dar- 
se por  concluida  toda  la  tramitación  y  principiarse  á  contar  loa 
cuarenta  días  señalados  para  pronunciar  el  laudo,  hubo  el  pro- 
pósito de  limitar  solamente  el  período  de  tiempo  dentro  del  cual 
debían  efectuarse  las  actuaciones  referentes  á  la  prueba  testifical 
que  solicitó,  respecto  de  varias  reclamaciones,  esa  legación  en  17 
de  enero  de  1901. 

Como  lo  expresa  V.  E.,  en  su  mencionada  nota  de  25  de  febre- 
ro, tuvo  esta  Cancillería  en  mira,  al  acordar  ese  plazo,  la  necesi- 
dad de  que  no  se  demorase  indefinidamente  el  juicio  arbitral,  y 
que  V.  E.  pudiera  dareurso  á  los  respectivos  expedientes  para  la 
emisión  de  los  alegatos. 

Recenocieudo,  por  lo  demás,  esta  Cancillería  que,  al  señalar 
V.  E.  el  término  de  cuarenta  días,  contados  desde  el  2  de  marzo, 
para  emitir  el  laudo  arbitral,  no  lo  hizo  como  término  fijo,  sino 
mmimot  acepta  la  indicación  hecha  en  su  nota  de  í¿5  de  febrero 
del  año  en  curso  en  el  sentido  de  que  se  amplíe  hasta  el  30  de 
junio  próximo  el  plazo  fijado  para  finalizar  el  curso  del  arbitraje 
que  viene  imponiendo  á  V.E.  labores  cuyas  naturales  dificultades 
avaloran  la  buena  voluntad  con  que  V.  E.  tuvo  la  deferente  aten- 
ción de  aceptarlo. 

Dejando  aquí  constancia  de  que  la  fijación  de  la  expresada 
fecha  de  30  de  junio  del  corriente  año,  se  ha  hecho,  con  conoci- 
miento y  aprobación  del  señor  ministro  de  Italia,  aprovecho  la 
oportunidad  para  renovar  á  V.  E.  los  seguridades  dé  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Núm.  26.  Lima,  29  de  abril  de  1901, 

Señor  Ministro: 

Remito  adjunta  á  V.  E.  copia  auténtica  de  la  nota  pasada 
por  esta  Cancillería  al  señor  Ministro  de  España,  <5on  fecha  9  del 
actual,  para  dejar  constancia  escrita  del  acuerdo  á  que  llegamos 
verbalmente  con  dicho  agente  diplomálioo,  acerca  de  la  amplia- 
ción, hasta  el  30  de  junio  próximo,  del  plazo  dentro  del  cual  dé- 
be  finalizar  el  curso  del  arbitraje  sobre  las  reclamaciones  italianas. 

Renuévolc,  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

FeKpe  de  0»tna, 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia.' 


Legación  de  Espanta  en  Lima. 

LimOy  26  de  junio  de  1901.- 

Señor  Ministro: 

El  IG  de  abril  tuve  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de 
V.  E.,  del  día  9,  por  la  que  se  sirvió  responder  la  mía  de  25  de  fe- 
brero último,  relativa  al  arbitraje  italo-peruano. 

En  mi  referida  nota  expuse  la  situación:  el  estado  en  que  s* 
encontraba  el  arbitraje,  y  la  imposibilidad  de  continuar  los  tra" 
bajos  al  mismo  inherentes  mientras  no  se  me  remitieran  las  prue* 
bas  testificales  que  solicité  en  17  de  enero  de  1900,  respecto  de 
32  reclamaciones  que  las  necesitaban  por  'hallarse  mal  fundadas. 
Decía  también,  en  cuanto  á  la  fecha  del  2  de  marzo,  que  era  pre- 
ciso que  V.E.  y  el  excelentísimo  señor  ministro  de  Italia,  á  quien 
dirigí  una  nota  idéntica  él  mismo  día  25  de  febrero,  tuvieran  la 
bondad  de  ponerse  de  acuerdo,  SlsS  eoxno  acerca  de  otros  puntos 
altamente  importantes  que  cuidé  de  expoiier  con  toda  precisión 


_  (563  — 

y  claridad  en  aquella  nota,  y  que  me  hicieron  el  honor  de  res- 
ponderme, comunicándome  lo  que  resolvieran.  Añadía  yo,  en  la 
misma  nota,  después  de  un  cómputo  minucioso,  ajustado  á  la  tra- 
mitación impuesta  por  el  protocolo,  que,  empezando  el  2  de  mar- 
zo, podría  terminarse  el  arbitraje  el  30  de  junio. 

Para  continuar  las  aotiiaciones,  esto  es,  para  poner  en  curso 
los  32  expedientes  de  las  reclamaciones  que  ¡mr  defecto  de  prue- 
ba estaban  esperando  la  sumaiia  información  actuada  en  los  juz- 
gadosj'necesitaba  3^0  saber  loque  V.E,  y  el  s.^fiír  miniotro  de  Ita- 
lia hubieran  resuelto. 

Por  la  atenta  precitada  nota  de  V.  E.,  mo  impuse  de  ello  el 
16  de  abril,  el  mismo  día  en  que  recibí,  con  otra  nota  do  V.  E., 
los  cuatro  cuadernos  de  las  pruebas  testificales  actuadnsen  Piura, 
Huaraz,  Callao  y  Lima. 

No  puede,  por  lo  tanto,  empezarse  a  contar  el  tiempo  desde 
la  fecha  del  2  de  marzo,  sino  desde  el  1 7  de  abril,  puesto  que, 
careciendo  yo  do  toda  respuesta  á  mi  nota  de  25  de  febrero;  igno- 
rando lo  que  V.  E.  y  el  señor  ministro  de  Italia  hubieran  acorda- 
do, y  no  teniendo  en  mi  poder  las  j^ruebas  testificales,  nada  po- 
día arbitrar  por  mi  patte. — Ileeiln  respuesta  de  V.  E.,  el  16  de 
Abril,  y  cu  seguida  empece  á  dar  curso  á  las  reelanuiciones  que 
yacían  en  suspenso.  Hay,  pues,  por  de  pronto  un  retraso  de  mes 
y  medio,  que  ya  transporta  la  fecha  del  30  de  junio,  indicada  por 
mí  el  25  de  febrero,  al  16  de  agosto. 

No  quiere  decir  esto,  sin  embargo,  que  el  16  de  a^^osto  pueda 
estar  concluido  el  arbitraje.  Una  razón  poderosa  lo  impide:  y  e3 
que,  en  vez  de  tomar  por  orden  de  reclamaciones  bis  doclaracio* 
nos  de  testigos  hoclias  en  el  juzi^ido  de  Lima,  .se  han  recibido  al- 
ternativamente, y  S!3ha  formado  un  cuaderno  de  ciento  siete  fo- 
lios, cosido,  que  no  puede  de>'glosarse  por  la  razón  sencilla  de  la 
corar)licnción  que  se  ha  producido,  involucran«lo  las  declaracio- 
nes eií  folios  alternos,  y  hasta  dándose  el  caso  de  (pie  en  una  pá- 
gina termina  la  declaración  de  un  testigo  en  una  reclau:iaciün,  y 
se  da  comienzo  á  la  de  otro  testigo  en  otra  reelama-MÓn.  Por  ma- 
nera que,  no  siendo  posible  deseoserel  cuaderno,  y  formar  y  unir 
cada  grupo  de  declaraciones  al  expediente  resj)eeiivo  de  cada  re- 
clamante, surge  la  grave  dificultad  de  que  se  entori)eeo  conside- 
rablemente la  marcha  del  arbitraje  en  esta  segunda  parte  de  los 
trabajos.  Es  decir  que,  mientras,  ya  el  abogado  defensor  del  go- 
bierno del  Perú,  ytx  el  de  uno  de  los  reclamantes,  tiene  en  su  po- 
der un  solo  expediente,  par»i  emitir  su  alegato,  tiene  también  el 
cuaderno  con  las  declaraciones  de  todos  los  testigos  en  todas  las 
reclamaciones,  y  son  machas  las  que  comprende  el  cuaderno  del 
juzgado  de  Lima.  NI  cabe  el  recurso  de  enviar,  des[)ués  de  emi- 
tido el  primer  alegato  del  abogado  del  gobierjio  del  Perú,  en  seis 
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reclamaciones,  por  ejemplo,  cada  una  de  estas  al  reclamante  co- 
rrespondiente, porque  como  cada  reclamación  tiene  forzosamente 
que  ir  acompañada  de  la  prueba  testifical  actuada,  y  e^tin  todas 
involucradas,  como  queda  dicho,  tiene  que  enviarse  una  sola  re- 
clamación, y  con  ella  el  cuaderno;  y  cuando  el  reclamante  lo  de- 
vuelva, con  su  réplica — alegato  y  el  cuaderno  en  cuestión,  surge 
esta  duda:  ¿á  quién  se  envía  el  cualernu?  Parece  lógico  enviarlo 
á  otro  reclamante,  con  su  reclamación,  y  pasar  el  expediente  con 
el  alejnrato  ya  respondid)  al  abogado  del  gobierno  del  Períi,  en  la 
esperanza  de  que  como  ya  examinó  las  declaraciones,  no  necesite 
el  cuaderno  para  la  duplica.     Esta  esperanza  refirnlta  vana,  como 
acaba  de  ocurrir. 

Me  devolvió  el  señor  Dr.  Matías  León  unos  expedientes  con  su 
alegato — réplica. — Los  pasé  al  señor  doctor  Ribelro;  y  para  ga- 
nar tiempo  envié  una  reclamación  al  señor  doctor  Sequi,  y  con 
ésta  el  cuaderno -Al  día  siguiente,  recibí  una  nota  verbal  del 
señor  doctor  Ribeiro.  pidiéndome  el  cua\lerno  que  necesitaba  pa- 
ra responder  la  réplica  á  sus  primeros  alegatos,  y,  como  es  uaiu- 
ral,  tuve  que  responderle  diciéndole  por  qué  no  podía  enviárselo. 
Vi  sin  demora  al  señor  doctor  Sequi,  quien  tuvo  la  amabilidad 
de  ofrecerme  sacar  copia  de  las  declaraciones  que  concernían  á 
la  reclamación  que  le  estaba  confiada;  y  me  devolvió  el  cuader- 
no.— Pero  ¿cuándo? — al  cabo  de  ocho  días,  sin  que  en  esto  haya 
culpa  suy«,  de  manera  ninguna,  porque  no  es  un  trabajo  que 
pueda  confiarse  á  nadie,  sino  que  ha  de  hacerlo  uno  mismo,  y  el 
señor  doctor  Sequi  tiene,  como  todos,  sus  asuntos,  qu©  nadie  aban- 
dona por  servir  á  un  tercero. 

Hecha  esta  explicación,  necesaria  sin  duda  para  que  «onste 
que  es  imposible  ir  de  prisa,  y  que  no  se  puede  inculpar  por  el 
retraso  consiguiente  á  ninguno  de  los  que  tenemos  que  iatcrvc:::: 
y  actuar  en  este  laborioso  arbitraje,  me  resta  tan  sólo  añadir  que, 
de  igual  manera,  es  también  imposible  d«  todo  punto  fijar  una 
fecha  determinada  para  su  conclusión  definitiva.  Prudencialmen- 
te,  sí,  puede  calcularse  que  se  neoesita  un  par  de  meses;  pero  co- 
mo pueden  surgir  retrasos  que  no  está  en  mí  el  proveerlos  ni  el 
evitarlos,  no  puedo  yo  asumir  la  responsabilidad  de  prefijar  una' 
fecha,  ni  puedo  comprometerme  á  que,  si  se  señala  por  vuestras 
excelencias  un  límite,  quede  concluido  y  entregado  el  afbitrt?je 
dentro  de  ese  límite. 

Podrá  concluirse  en  todo  el  mes  de  agosto,  como  puede  ocu- 
rrir que  no  se  termine  hasta  mitad  ó  fines  de  setiembre. 

Es  odioso,  sin  duda,  el  decirlo;  pero  se  impone  que  lo  diga: 
no  rae  es  posible  dedicar  más  horas  de  las  muchas  que  cada  día 
dedico  al  arbitraje.  Tengo]  empeño  en  concluirlo  para  atender  á 
otros  deberes  de  mi  cargo,  que  no  puado  'menos  de  descuidar  por 
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consagrarme  con  seriedad  al  arbitraje,  y  también  necesito  ocupar- 
Tñe  de  asuntos  míos  importantes,  y  descansar  de  mi  ardua  tarea. 

Puede  tener  V.  E.  la  seguridad  más  absoluta  de  que  todo 
cuanto  de  mi  parte  esté,  lo  haré  con  el  mayor  empeño,  para  con- 
cluir todo  lo  más  pronto  que  humanamente  eea  posible,  en  mi 
afán  de  responder,  bajo  este  concepto  también,  y  dentro  de  mis 
modestas  facultades  y  alcances,  á  la  alta  distinción  con  que  el  go- 
T)ieruo  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  han  tenido  la  bon- 
dad de  honrarme  aj  confiarme  la  solucixin  de  los  asuntos  de  quo 
se  trata. 

Aprovecho  esta  ocasión,  señor  ministro,  para  reiterar  &  V.  E, 
las  seguridades  de  mi  más  alta  cousideración. 

R  G,  de  üríbarri. 

Excelentísimo  soñor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores,  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Núm.  44  Limaj  30  de  Junio  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  dirigir  á  V.  E.  la  presente  nota,  con  el  objeto  de 
dejar  constancia  escrita  del  acuerdo  á  que  hemos  llegado  íiltima- 
mento  en  cuanto  al  plazo  dentro  del  cual  debe  expedirse  el  laudo 
relativo  á  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  la  guerra 
r]\n\  de  ]. ^04-95. 

En  virtud  de  dicho  acuerdo,»  el  referido  plazo  queda  prorro- 
gado hasta  el  30  de  setiembre  del  año  eu  curso. 

Me  dirijo,  con  fecha  de  hoy,  al  señor  ministro  de  España, 
expresándole  en  los  n:ismos  términos  de  la  presente,  lo  conveni- 
do á  cerca  de  dicha  prórroga. 

Mi  gobierno  pedirá  oportunamente  al  Congreso,  en  esta  legis- 
latura, que  vote  las  sumas  necesarias  para  el  pago  de  las  mencio- 
nadas reclamaciones. 

Renuévole.  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excelentísimo*  señor  comendador  Cíiuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 

84* 
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Legadón  de  E^aña.  "  \ 

LimOy  31  de  Ago^o  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Estando  ya  muy  adelantados  los  trabajos  relativo:^  al  arbitraje 
q«e  se  me  lia  Lecho  la  alta  honra  de  confiarme  entre  el  Perú  é 
Italia,  ha  llegado  el  mc»mento  en  que  me.  son  necesarios  los  in- 
formes que,  respecto  de  las  reclamaciones  italianas,  materia  del 
arbitraje,  emitió  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  su- 
premo decreto  de  8  de  junio  de  1895,  los  que,  á  tenor  de  lo  esti- 
pulado en  el  artículo  II  letra  D,  del  protocolo  de  25  de  noviem- 
bre de  1^99,  agradeceré  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  remitirme  á 
la  mayor  brevedad  posible  á  título  de  referencias  que,  para  el 
mejor  desempeñó  de  mi  cometido,  considero  conveniente  conocer. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  ministro,  para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

II,   G.  de  Uríharri. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,   Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  lUlacioncs  Exteriores. 

Lima^  18  de  Setiembre  de  1901 
Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto  atentamente  del  contenido  de  la  nota  que  se 
sirvió  V.  E.  dirigir  á  mi  antecesor  en  este  des]")acho,  con  fecha 
de  31  de  agosto  último,  con  el  objeto  de  solicitar  que  se  le  remi- 
tan los  informes  que,  respeto  de  las  reclamaciones  italianas  so- 
metidas al  arbitraje  de  V.  E.  emitió  la  comisión  oficial  peruana 
nombrada  por  supremo  decreto  de   8  de  junio  de  1895. 

En  respuesta,  debo  expresar  á  V.  E.  que  los  referidos  informa 
son  piezas  ilustrativas,  de  carácter  reservado,  destinadas  á  escla- 
recer el  juicio  que  se  formase  esta  Cancillería  acerca  de  las  men- 
cionadas reclamaciones;  y  por  lo  -que  toca  á  los'  elementos  pari^ 
la  defensa  del  Perú  que  ellos  contienen,  ooníia   mi   gobierno  en 
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que  la  competencia  del  abogado,  señor  Ribeiro,  hará  que  los  in- 
tereses  nacionales  estén,  en  todo  caso,  debidamente  resguar- 
dados. 

Entiende,  por  otra  parte,  este  Ministerio,  que  con  el  estudia  de 
los  expedientes  y  lo  que  sobre  ellos  exponga  dicho  abogado  de- 
fensor, podrá  formar  concepto  cabal  y  exacto  del  derecikO  que 
asiste  á  los  respectivos  reclamantes,  la  notoria  sagacidad  de  V.E. 

Renuévole,  sefíor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo  Chacaltana, 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  línviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  España  en  Lima. 

Lima,  30  de  sdiembrc  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Terminado,  en  el  día  de  hoy,  el  arbitraje  que  se  me  hizo  la 
muy  alta  honra,  de  confiarme,  según  acuerdo  diplomático  y  no- 
tas al  efecto,  de  25  de  noviembre  de  1899,  entre  el  gobierno  de 
la  república  del  Perú,  y  el  de  su  majestad  el  rey  de  Italia,  res- 
pecto de  sotentitres  reclamaciones  de  subditos  itíiliano?,  dam- 
nificados durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  tengo  el  ho- 
nor de  remitir  á  V.  E.  por  manos  del  señor  don  Julio  Ltal 
prinst-r  secretario  de  embajada  en  esta  legación  y  secretario  en  el 
arbitraje,  desde  su  llegada  á  Lima,  el  14  de  seticiubre  de  1000, 
dos  ejemplares  firmados  y  sellados  del  cuadro  goneral  que  com- 
prende un  somero  resumen,  con  indicación  de  las  cantiilades  re- 
clamadas, del  fallo  recaído  en  cada  reclamación  y  cantidad  reco- 
nocida en  las  que,  á  mi  juicio  corresponde  abonar. 

llago  también  mención  de  las  que  quedan  denegadas  y  de  las 
que  han  sido' retiradas  por  los  reclamantes:  siendo  de  notar  que 
algunas  de  estas  no  designaban  cantidad. 

Resulta  que  se  reclamó  en  conjunto  la  suma 
de  cuatrocientos  treinta  y  dos  mil  ochocientos 
veintinueve  soles  y  diecinueve   centavos S¡.     432,829,19 

A  la  que  hay  que  añadir,  por  mil  soles   men- 
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suales  qne  reclaman  los  señores  Cañe  varo,  segúp 
el  expediente  número  33,  desde  el  3  de  setiem- 
bre de  1894  hasta  el  dia  del  pago  que  podría 
fijarse  en  el  do  hoy,  ó  día  de  fallo,  ochen- 
ta y  cuatro  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  so- 
les n  \eata  y  un  centavos S/.     '  84,999,91 

foimindo  un  total  dequientos   diecisiete  mil  se- 

tecitntcs  diecinueve  soles  y  diez   centavos „     517,729*10 

más  setecientos  cuarenta  y  un  peso    febles „  741 

y  libras  oro  setecientas  dos,  nueve  chelines  diez 

peniques.. £,        702-910 

El  valor  designado  de  las  reclamaciones  retira- 
das importa  veintisiete  mil  setecientos  soles S/.      '  27,700 

Las  denegadas  importan,  contando  el  adita- 
mento de  la  número  33,  .soles  doscientos  noven- 
ta y  cinco  mil,  doscientos  sesenta  y  siete  solea 
veinticinco   centavos „     295,267*25 

La  suma  total  reconocida  por  mi  fallo  arbitral 
es  de  soles  de  plata  ochenta  y   tres  mil   ochenta 

soles  un  centavo ,,        83,080,01 

y  pesos  febles  .setecientos  cuarenta  y  uno F  741 

Laborioso,  en  extretno,  como  lo  ha  sido  este  complicada  arbitra- 
je, me  ocupará  todavía  un  mes  sef^un  cálculo  aproximado,  la 
revisión  de  la  larga  d^x^n mentación  do  qne  consta,  el  ordenarla 
y  clasificarla,  con  las  re^p-'etivah;  sonteüciaa  ó  laudos  arbitrales 
que  hoy  he  firmado  y  s^ílLilo,  todo  !(»  cual  y  la  memoria  que  ha 
(le  acompañar  el  arbitraje,  remiúrC-  á  V.  E.  tan  pronto  como  tan 
magna   obra  quede  terminada. 

Hoy  me  ümilo  á  verificar  la  entrega  del  cuadro  ^^[eneral  del 
arbitraje  no  sólo  para  cl  debido  conocimiento  de  V.  E.,  sino  tam- 
bién para  que  conste  que,  niodiauto  supremo  esfuer/o  y  la  asi- 
dua valiosísima  cooperación  de  los  dos  secretarios  señores  Leal  é 
Iturralde,  he  cumf)lido  mi  lionro:^o  cual  difícil  encargo  en  el  pla- 
zo últimamente  tijado. 

El  señor  don  Joquin  de  Iturralde,  cónsul  de  España  en  esta 
capital,  y  secretario  en  el  arbitraje  desde  un  principio,  es,  á  su 
vez,  portador  de  una  nota  idéntica  á  la  presente,  y  de  otros  dos 
ejemplares  del  cuadro  general,  que  al  poca  tiempo  entregará  al 
excelentísimo  señor  comendador  G.  Pirrone,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  el  rey  de  Italia 
en  esta  capital. 
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Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para   reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y  personal  aprecio. 

i?.  G,  de  UribarrL 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Cliacaltana,    Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

Liviay  14  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  fecha  30  de  se- 
tiembre último,  por  la  cual  se  sirve  participarme  la  terminación 
del  arbitraje  relativo  á  las  reclamaciones  italianas,  provenientes 
de  la  guerra  civil  de  1894-95,  confiado  á  la  alta  justificación  de 
V.  E.  en  virtud  del  acuerdo  diplomático  de  ?5  de  noviembre  de 
1899  entre  mi  Gobierno  y  el  de  su  Majestad  el  rey  de  Italia. 

El  señor  Leal,  primer  secretario  do  embajada  en  esa  Legación, 
ha  hecho  entrega  en  esta  cancillería,  de  dos  ejemplares  firmados 
y  sellados  del  cuadro  general  que  contiene  el  pormenor  de  las 
cantidades  reclamadas,  una  suscinta  indicación  de  los  fallos  res- 
pectivos, y  la  expresión  de  la  cantidad  reconocida  en  las  recla- 
maciones que  no  han  sido  retiradas  ni  denegadas. 

V.  E.  hace  constar  que,  ascendiendo  el  valor  total  de  las  su- 
mas reclamadas,  á  S.  517.720-10,  más  741  pesos  febles  y  702  li- 
bras OK),  9  chelines  y  10  peniques,  el  reconocido  por  el  fallo  ar- 
bitral importa  S.  83.080-01  y  741.  pesos  febles. 

En  la  fecha  me  dirijo  al  señor  Ministro  de  Hacienda,  con  el 
objete  de  que  se  dé  estricto  cumplimiento  á  dicho  fallo. 

Espero  recibir,  en  breve,  como  se  sirve  anunciármelo  V.  E.,  la 
documentación,  referente  al  arbitraje,  las  respectivas  sentencias 
6  lÉiudos,  y  la  memoria  expositiva  de  los  trabajos  sobre  el  parti- 
cular á  que  felizmente  ha  dado  cima  V.  E.  mediante  los  más 
empeñosos  esfuerzos. 

Conocedor  de  las  dificultades  con  que  ha  tenido  naturalmente 
que  luchar  esa  legación  para  el  acertado  cumplimiento  de  un 
encargo,  cuya  naturaleza  complicada  y  vasta  extensión  han  im- 
puesto á  V.  E.  labor  asidua  de  muchos  meses,  mi  Gobierno  cum- 
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pie  gustoso  el  deber  de  expresarle,  por  mi  órgano,  que  se  consi- 
dera permanentemente  obligado  hacia  V.  E.  por  la  buena  ovlun- 
tad,  la  incansable  persevancia  y  el  alto  espíritu  de  justificacióa 
de  que  ha  dado  pruebas  en  su  desempeño. 

Hago  extensiva  esta  manifestación  á  los  muy  distinguidos  y 
competentes  cooperadores  de  V.  E.  en  el  arbitraje,  don  Julio 
Leal  y  don  Joaquín  de  Iturralde,  que,  en  su  calidad  de  secretarios, 
han  rivalizado  en  noble  celo  para  llevar  a  pronto  término  la 
parte  de  labor  que  les  encomendara  V.  E. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideraciún. 

Cesáreo  ChacaUa-na. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  iMinistro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  K-^paha, 

Lima,  30  de  Setiembre  de  1901.  • 
Señor  Ministro: 

Terminado  el  arbitraje  que  se  n:io  liizo  el  alto  honor  de  con- 
fiarme, ont.i*e  el  gobierno  de  la  Ke]>ril)l¡('a  del  IVrú  y  el  de  Su 
Majestad  el  Rey  de  Italia,  para  resolver  definitivamente  las  recla- 
maciones pendientes  de  setentitres  subditos  italianos,  damniíiea- 
dos  durante  la  guerra  civil,  aeaeci»la  en  el  el  Perú  cm  ISUi-ÜS, 
tengo  la  honra  de  remitir  á  V.  E.,  encuadernados  en  él  pro-ente 
y  siguiente  tonio,  un  detallado  exacto  de  cada  uno  de  ios  expe- 
dientes de  ilichas  reclamaciones  y  de  los  alegatos,  réplicas  y  du- 
plicas que  me  han  presentado  el  abogado  defensor  del  gobierno 
del  Perú,  Sr.  Dr.  D.  Ramón  Ribeiro,  y  los  abogados  de  los  recla- 
mantes ó  estos  mismos;  así  como  in  c.rten^o  los  laudos  arbitrales 
fundamentados,  que  inspirándome  en  los  sentimientos  de  la  mas 
estricta  justicia,  he  pronunciado  y  firmado  en  el  >lía  de  hoy,  con 
sujeción  á  lo  preceptuado  en  el  acuenh>  diplomátioo  de  2ó  de  no- 
vienjbre  de  1899,  cuya  copia  abre  el  primero  de  los  dos  pi asentes 
tomos,  á  los  que  aconq^aña  un  tercer  tomo  que  solo  contiene 
los  laudos,  estando  unidos  en  un  cjartotomo  las  copias  de  las  no- 
tas canjbiadas  y  la  memoria  que  he  redactado  <obre  este  arbitra- 
je, cuyo  resumen  aparece  en   el  cuadro  genera!  separado. 


I 


—  671  — 

Al  rogar  ú  V.  E.  se  sirva  elevar  al  Ex.uno.  señor  Presidente 
de  la  República  la  nueva  expresión  de  mi  agradecimiento  por  el 
especial  honor  que  so  me  dignó  hacerme  al  confiarme  tau  deli- 
cado encargo,  aprovecho  la  ocasión  para  reiterar  á  V.  E.,  señor 
ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y  perso- 
nal aprecio. 

i?.  (?.  de  Lribarri. 

Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
etc.,  etc.,  etc. 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación   ?fí  1  ¡presentada  por  don 

Tallio    Turcld 


Don  Tullio  Turchi,  subdito  italiano,  natural  de  Eímini,  ins- 
crito en  el  registro  de  la  Real  Legación  de  Itnlia  on  o?ta  capital, 
según  resulta  del  comprobante  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  suma  de  once  rail  ocliocieutos  soles  y  cuarentidos  centavos 
(SL  11.800,42),  valor  de  los  enseres,  utensilios  y  meicaderíasque 
existían  en  la  cantina  del  club  de  la  Unión  y  que  dice  eran 
de  su  propiedad  y  fueron  destruidos  «por  los  soldados  del  coro- 
nel- Powler»,  en  los  días  17y  IS  de  marzo  de  IS05,  rochuna  tam- 
bién diez  mil  soles  á  título  do  indemnizixción  ]^")r  daños  indirec- 
tos ó  soa  un  total  de  vriniiini  viH  ohocientos  íí'jIc.-í    ruarentidos  cts. 

Vibto  el  expediente;  el  alegato  del  abo;:^ado  (IcfensT  del  ^c- 
bierno  del  Perú;  la  réplica  del  representante  h.'Cijal  <lel  interesado, 
doctor  don  Emilio  Sequi;  y  la  duplica  de  aqu<jl; 

Considerando: 

1?  que  el  expediento  entregado  al  arbitro  en  G  ue  diciembre 
de  1899,  per  el  excmo  tenor  ministro  de  r.'^laeiones  exteriores, 
previo  examen  y  confonniilad  del  excmo.  señor  enviado  extraor- 
dinario y  ministro  plenipotenciario  de  su  majestad  el  re)'  de  Ita- 
lia, consta  de  la  instancia  del  reclamante,  de  dos  balances  de  la 
cantinn,  firmados  por  el  balanceador  dop  Zacarías  Boteri,  á  2  de 
enero,  y  23  de  marzo  de  1895,  respectivamente,  y  de  catorce  fac- 
turas, unas  á  nombre  del  club  de  la  Unión  y  otras  al  de  Tullio 
Turchi  y  compaííía,  mas  unas  copias  de  cartas  absolutamente 
borradas  é  ilegibles. 
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2?  que  el  primer  balance,  en  el  que  se  incluye  la  vajilla,  crista- 
lería, lencería,  plaqué,  menaje  y  enseres  de  cocina,  vinos,  conser- 
vas y  cigarros,  importa  la  suma  de  trece  mil  trescientofi  noventinue- 
ve  soles  y  veintidós  centavos  (S/.  13.  399-22)  y  el  segundo  la  suma 
de  mil  quinientos  ocho  soles  y  ochenta  centavos  (1.508.80),  que,  de- 
ducida de  la  anterior,  por  representar  el  valor  de  lo  que  queda- 
so  en  el  club  después  de  la  destrucción  aludida  dá  una  diferen- 
cia de  soles  once  mil  ochocientos  noventa  y  cuarentidos  ce^Uavos  y  no 
lii  (le  S/.  11.800-12  que  establece   y  reclama  Turchi. 

3.  que  las  facturas  de  folios  5,  6,  7,  8,  9,  10, 1 1,  21,  23  y  24  y 
25,  únicas  que  aparecen  á  nombre  de  Tullio  Turchi,  y  compañía^ 
importan  la  suma  de  mil  quinientos  cincuentiocho  soles  yd^ez  cen- 
tavos Bj,  (155810). 

4?  que  las  cinco  primeras  de  dichas  facturas  corresponden  á  los 
meses  de  enero  y  febrero  de  1895  y  la  de  folio  11  importante  S/. 
30  al  9  de  marzo. 

5^  que  las  facturas  de  folios  23,  24  y  25,  que  juntas  importan 
S  .  632-85,  representan  valor  de  mercaderías  que,  según  notas  de  f. 
12  y  22,  presentadas  por  el  mismo  Tullio  Turchi,  llegaron  al 
puerto  del  Callao  el  14  de  marzo  de  1895,  lo  que  induce  á  tener 
por  indudable  que,  dada  la  situación  política  del  país,  y  el  he- 
cho de  hallaree  la  capital  amenazada  de  graves  é  inminentes 
trastornos  no  se  trajeran  del  Callao  á  Lima  dichas  mercaderías, 
la  víspera  precisamente  del  conflicto. 

G°  que  deducida  la  suma  importe  de  tales  facturas,  ó  sean  S/. 
G.32-85  de  la  de  S;.1558-10,  importe  total  de  las  que  Turchi  pre- 
senta á  su  nombre  v  compañía,  resultarían  á  su  favor  tan  solo 
S.  925-25. 

7®  que  de  la  mercaderías  enumeradas  habría    que   deducir  el  , 
consumo  hecho  pc^r  los  socios  del  club  hasta  el  16  de  marzo  in- 
clusive. 

8?  que  sería,  igualmente,  necesario  deducirla  parte  que  corres- 
pondiera, comprendida  en  la  suma  de  S/.  1,508-80  que,  según  el 
balance  de  23  de  marzo,  representa  las  existencias  en  aquella  fe- 
cha, ó  sea  el  valor  do  lo  que  quedó  después  de  la  destrucción 
llevada  á  cabo  el  17  y  18  del  mismo  mes  de  marzo. 

9^  que,  en  todo  caso  y  aún  admitiendo  que  las  mercaderías 
llegadas  al  Callao  el  14  de  marzo  hubieran  sido  trasportiidas  in- 
mediatamente á  Lima,  representarían,  en  conjunto,  como  queda 
demostrado,  un  valor  máximo  de  S/.  1558-10  de  mercaderías  en- 
viadas 6  vendidas  á  Tullio  Turchi  y  compañía,  sin  que  resulte 
ningún  otro  valor  como  propiedad,  ni  á  nombre  suyo. 

10.  que  habiendo  manifestado  el  reclamante  señor  Turchi, 
cuando  se  presentó  al  arbitro,  que  no  podía  producir  más  pruebas 
en  apoyo  de  su  reclamación  que  las  que  obraban  en.  el  expedien- 
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te,  y  d«  las  que  queda  kecho  mérito^  remitió  después  el  contra!» 
simple  que  va  unido  al  mismo  expediente. 

11.  que  dicho  contrato,  de  carácter  prÍYado,  firmado  «a  Lima  i 
26  de  noviembre  de  1890,  por  dos  socios  del  club  de  la  Unión,  A 
nombre  del  club,  y  por  don  Ignacio  Novelli  y  don  Tullio  Tureiri 
para  la  administración  y  explotación,  por  parte  de  éstos  dos  úl- 
timos, de  la  cantina  y  del  restaurant  deliclub,  si  bien  dice  en  la 
cláusula  quinta  '*que  los  contratantes  tendrán  el  comedor  y  la 
cocina  bien  provistos  del  servicio  ne'esario  para  la  comodidad  y 
decencia  del  establecimiento,  cuidando  de  que  las  viandas  sean 
de  buena  calidad,  etc/'  no  detei'mina  esto  que  el  servicio  aludid© 
fuese  propiedad  de  los'contratistiis. 

12.  que  el  último  acápite  de  la  cláusula  sexta  dice  textual- 
mente **que  los  contratistas  no  pagarán  al  club  pensión  alguna 
por  arrendamiento  de  casa,  uso  de  muebles  y  consumo  de  gas  y 
agua",  lo  que  excluye  la  idea  de  que  los  contratistas  tuvieren  na- 
da de  su  propiedad  en  el  club. 

13.  que  el  último  acápite  de  la  cláusula  séptima  del  contrato 
dice  textualmente:  "por  ningún  motivo  ni  bajo  pretexto  alguno, 
se  sacará  fuera  del  locol  del  club  ningún  artículo  de  menaje  ó 
servicio  de  su  pertenencia  sin  la  autorización  especial  del  vocal 
de  turno,'*  Jo  cual  prueba  claramente  que  los  tales  efectos  de  rao^ 
naje  y  servicio  eran  propiedad  del  club  y  no  de  los  contratistas 
señores  Novelli  y  Turchi. 

14.  que  ninguna  de  las  nueve  cláusulas  de  quo  conata  el  con- 
trato, dice  que  el  reclamante  Tullio  Turchi  ni  el  señor  Novelli, 
ni  ambos  juntos,  fuesen  dueños  de  nada  de  lo  que  el  club  tuvie- 

\  6  en  él  86  hallara. 
15  que  don  Tullio  Turchi  no  xia  presentado,  ni  en  el  expift- 
diente,  ni  después  de  comenzado  el  arbitraje,  ningún  documento 
ni  referencia  que  probase  que  tenía  capital  alguno,  ni  que  la  va- 
jilla, cristalería,  lencería,  plaqué  y  menaje  y  enseres  de  oociua, 
fuesen  de  propiedad  suya,  ni  de  la  de  don  Igpacio  Novelli,  ai  do 
ambos  juntos.    ' 

16.  que  de  lo  expuesto  resulta  que  solo  podría  consideraiM 
como  propiedad  del  reclamante  la  parte  que  le  correspondiera 
del  valor  de  las  mercaderías  especiñoadaa  en  los  consideraadas  6 
á  9,  desde  que  no  le  ha  sido  posible  producir  más  pruebiaa. 

17.  que  no  resultando  del  contrato  hecho  por  al  reclaotai^  j 
con  el  señor  Novelli  con  el  dub,  que  fuesen  dueñoa  de  los  eaw- 
res,  servicio^  menaje  etc.^  y  represen t&udo  todo  ]^es¿o,  i  tdaor  dal 
balance  de  2  de  enero  de  1895,  un  valor  de  S/.*  4,69040  que  A^- 
ducido  de  S/.  13,399-22,  da  una  diferencia  de  S/.  8.'l38-82,  qut 
constituye  el  valor  de  las  existencias  de  viiiosr,  lioores,  conservas 
e^gankm  mineíales  y  cigaxsoe  en  la  expvesada  fácfaa  del  2  de  enovo 

85 
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de  1895,  que,  como  se  ha  demostrado,  no  ha  podido  probar  el  re- 
clamante que  fuesen  de  su  propiedad. 

18.  que  tomando  por  base  la  existencia  de  vinos,  conservas, 
etc.,  por  el  valor  de  S.  8,438.82,  el  2  de  enero  de  1895,  y  supo- 
niendo que  no  se  hiciera  en  el  club  un  consumo  mayor  de  S.  100 
á  120  diarios,  y  aún  limitándolo  á  S.  100  se  habría  agotado,  de 
aquellas  mercaderías  ea  73  días,  desde  el  2  de  enero  al  16  de 
marzo  de  1895,  un  valor  mínimum  de  8.  7,300. 

19.  que  del  total  del  balance  de  23  marzo,  ó  sean  S.  1,508.80, 
habría  que  deducir  S.  368.52,  importe  del  cristal,  etc.,  que  no 
resulta  probado  que  fuera  de  propiedad  del  reclamante,  y  redu- 
ciría el  valor  de  la  existencia  en  vinos,  etc.,  á  S.  1,140,27,  lo  cual 
vendría  á  demostrar  qne  no  Imbo  el  perjuicio  quo  se  pretende, 
puesto  que  dicha  suma  coincidiría  con  la  diferencia  que  resalta 
del  supuesto  consumo  mínimo  de  S.  7,300  en  73  días*  al  total  d^ 
S.  8,438.82  de  provisiones  habidas  el  2  de  em-ro,  ó  sean,  S. 
1,131.82,  según  el  considerando  anterior. 

20.  que  no  resulta  probado  que  el  reclamante  hubiera  hecho 
provisiones  extraordinarias,  como  en  su  instancia  lo  dice,  por 
valor  de  S.  4,016.50,  al  principio  del  año,  siendo  así  que  las  fac- 
turas que  acompaña  enumeradas  en  el  considerando  3,  dan  sólo 
un  valor  conjtiuto  de  S.  1,558. 10,  incluyendo  los  S.  632.85  de  las 
mercaderías  ¡logadas' al  Callao  el  14  de  marzo,  quo  podría  dar?^^ 
por  hecho  que  no  las  haría  traer  el  reclamante  á  Lima  el  día  1(5, 
y  cuyo  importe  reduciría  la  primera  cantidad  L  S.  925.25  como 
se  dijo  en  el  considerando  6,  siendo  de  notar  que  de  las  14  fac- 
turas que  incluye  en  la  lista  de  folios  37,  hay  cinco  á  nombre 
del  club,  y  que  la  última,  por  valor  de  S.  204  lleva  la  fecha  de 
26  de  marzo  de  1895,  por  lo  que  su  importe  debe  ser  deducido 
del  total. 

21.  que  estableciendo  la  proporción  consiguiento  por  oonsirao 
sobre  la  suma  de  S.  1,558  con  relación  á  la  que  existí?,  en  2  de 
enero  y  que  sería  pí-óximamente  la  de  un  19  poj  ciento,  queda- 
ría disminuida  en  S.  216.37,  de  donde  resultaría  que  el  recla- 
mante habría  sufrido  tan  sólo  un  quebranto  aproximado  de  S. 
1,341.73  sobre  la  de  S.  1,558.10,  única  que  ha  probado  ser  de  su 
pertenencia;  quebranto  que  se  reduciría  á  S.  708.88  si  no  trajo  á 
Lima  al  16  de  marzo  las  mercaderías  llegadas  al  Callao  el  14,  y 
de  cualquiera  de  cuyas  dos  sumas  habría  que  rebajar  la  mitad, 
filando  así  que  el  contrato  con  el  club  corría  á  nombre  de  Jío- 
velli  y  de  Turchi  y  que  sólo  se  ha  presentado  á  reclamar  el  se* 
gundo  da  dichos  señores. 

OoBsiderando: 

Por  otra  parte,  que  el  contrato  da  los  sañores  Ignacio  NaTalli 
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y  TuUio  Turchi  con  el  club  de  la  Unión,  es  un  contrato  privado 
con  un  centro  social  de  nacionalidad  peruana,  y  como  tal  some- 
tido á  las  leyes  del  país;  que  el  ataque  perpetrado  por  tropas  del 
gobierno  en  los  días  17  y  18  de  marzo  de  1995,  motivo  de  la 
reclamación  del  señor  Turchi,  se  hizo  contra  el  club  por  razones 
ix)líticas  y  no  contra  los  señores  Novelli  y  Turchi;  que  dichos 
señores  no  se  hallaban  inscritos  ni  podían  ser  considerados  como 
comerciantes,  ni  pagaban  patente,  ni  contribución  alguna  por 
este,  ni  por  ningún  otro  concepto. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está  obli- 
gado  á   pagar  cantidad   ninguna  al  señor  TuUio  Turchi  por  su 
reclamación. 
#Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno 

Ramiro  OH  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado,  'rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  presente  lau- 
do arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Se- 
tiembre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Ituiralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  m  la  reelarmcidn  número  9,  pres^tada  por  dan 

Luis  Chiessa. 


Don  Luis  Chiessa,  subdito  italiano,  natural  de  Ruta  (Gamo] 
gil)  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  comprobante  unido 
á  au  expediente  de  reclamación,  pide  la  cantidad  de  un  mil  cien- 
to noventa  y  nueve  solé  (S.  1,999),  valor  de  todos  los  muebles  y 
mercaderías  que  tenía  en  su  casa  y  bodega,  sita  en  la  calle  de  Ju- 
nio, números  554  y  577  de  esta  capital,  que  fueron  saqueadas 
por  las  fuerzas  del  general  Cáceres,  del  regimiento  Húsares  de 
Junín  W  1  y  del  batallón  Victoria  N?  7,  el  18  de  Marzo  de  1895, 
á  las  9  de  la  noche. 

Vistos  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Perú, 
oponiéndose;  la  réplica  del  doctor  J.  Matías  León,  á  nombre  del 
interesado,  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1  que  los  daños  causados  en  la  bodega  y  casa  del  reclamante 
fueron  hechos  por  tropas  del  Gobierno,  pertenecientes  á  cuerpos 
de  Ejercito  determinados  con  exactitud,  así  en  la  instancia  pre- 
sentada por  el  reclamante,  como  en  la  infonnación  testifical  ac- 
tuada ante  la  autoridad  judicial, 

1.  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecho  de  que  el 
jnez  no  citase  expresamente,  al  actuarla,  al  Agente  Fiscal,  quien, 
sin  embargo,  aparece  <;itado,  aunque  una  sola  vez,  á  fojas  8  del 
ouíaderno,  y  de  las  fojas  2  y  6  resulta  que  se  le  notificó  la  lista 
general  de  los  testigos  que  debían  declamr,  ni  puede  imputarse 
responsabilidad  al  reclamante  por  cualquier  vicio  de  forma  de 
pue  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  sufrir  las  consecuen- 
cias por  faltas  que  la  autoridad  judicial  que  la  presidió  no  haya 
creído  conveniente  ó  necesario  evitar  ó  subsanar  en  el  procedi- 
miento judicial  seguido  y  que  no  atacan  al  fondo  de  la  cuestión, 
bí  por  lo  tanto  invalidan  el  contenido  de  veracidad  que  de  la 
^j)rueba  actuada  se  deduce. 

2.  que  es  un  principio  de  derecho  internacional,  universal- 
mente  reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violacio- 
nes al  derecho  de  gentes,  <K>metid€^  por  sus  agentes,  cuando  no 
se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los 
intereses  de  los  subditos  extranjeros,  neutrales  en  la  contienda 
civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 
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3:  qae  lo»  balances  presentados  por  Lab  Chieasa»  si  bien  no 
JQstifiean  la  existencia  de  las  mercaderías  en  la  bodega  del  re- 
clamante en  todo  su  valor,  compraeban  la  propiedad  que  éste 
tenia  en  dicho  establecimiento,  en  la  feoha  de  los  sucesos  políií- 
eos  que  motivaron  esta  reclamación; 

Definitivamente  fallando: 

Declare  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
¿  don  Luis  Chiessa,  la  cantidad  de  cuatrocientos  ochenta  solesi 
en  las  condiciones  que  establece  el  artículo  8  del  acuerdo  diplo- 
mático de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  ürlbarrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje^  damos  fé:  que  el 
Excmo  señor  don  Ramiro  de  Gil  de  Urribarri,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica 
en  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majes- 
tad el  Rey  de  Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  No- 
viembre de  1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de 
sus  propias  armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de 
Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  Iturraldc. 

(L.  S.)  (L,  S.) 


Lmido  arbitral  en  la  reclamación  iV^  5,  presentada  por  don  Jer&ni" 

mo  Sessareffo. 

Don  Jerónimo  Sessarego»  subdito  italiano,  inscrito  en  el  regis- 
tro de  nacionales  de  la  Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital, 
según  consta  del  certiíieado  unido  á  su  expediente,  reclama  la 
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cantidad  de  tres  mil  ochenta  soles  y  cincuenta  y  ocho  centavos 
(S/.  3,080  58J  por  el  volor  de  las  mercaderías  sustraídas  á  viva 
fuerza  el  17  áe  Marzo  de  1895,  de  su  pulpería  sita  en  la  calle  de 
Santo  Tomas,  N?  200,  de  esta  capital,  por  tropas  del  Gobierno 
del  General  Cáceres. 

Vistos:  el  expediente  é  información  judicial,  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose  la  réplica 
del  abogado  doctor  don  J.  Matíaz  León,  formulada  á  nombre 
del  reclamante,  y  la  duplica  de  aquel: 

Considerando: 

1?  que  la  sustracción  de  las  mercaderías  de  la  pulpería  del 
reclamante  y  daños  causados  para  evitar  el  cierre  de  dicho  esta- 
blecimiento fueron  hechos  por  tropas  regulares  que  obedecían  al 
Gobierno  del  general  Cáceres;  y  que  es  principio  de  Derecho  in- 
ternacional, universal  mente  reconocido,  que  el  Estado  es  respon- 
sable de  las  violaciones  al  Derecho  de  Gentes  cometidas  por  sus 
agentes,  cuando  no  se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  intereses  de  los  subditos  [extranjeros,  neutra- 
les en  la  contienda  civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y 
oficiales. 

2?  que  de  la  información  testifical,  actuada  ante  el  señor  juez 
de  1*  Instancia  de  esta  capital,  resulta  comprobado  el  hecho  de 
que  tropas  regulares  del  Gobierno  asaltaron  el  establecimiento: 
3?  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecho  de  que 
el  juez  no  hubiera  citado  expresamente,  el  actuar  dicha  prueba^ 
al  Agente  Fiscal,  quien,  sin  embargo  aparece  citado  aunque  una 
sola  vez,  fojas  8  del  cuaderno  7,  y  de  fojas  2  y  6  resulta  que  Be 
le  notificó  la  lista  general  de  los  testigos  que  debían  declarar,  ni 
puede  imputarse   responsabilidad  al  reclamante  por  cualquier- 
faltB  de  forma  deque  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  su 
frir  las  consecuencias  por  falta  que  la  autoridad  judicial  que  la 
presidió  no  haya  creído  conveniente  ó  necesario   evitar  ó  rsubsa- 
nar,  en  el  procedimiento  judicial  seguido  y  qne  no  atacan  al  fon- 
do de  la  cuestión,  ni,  por  to  tanto,   invalidan    el  contenido  de 
veracidad  que  de  la  prueba  actuada  se  doduce. 

4?  que  si  bien  el  balance  presentado  por  el  señor  Sessarego  no 
ee  título  suficiente  para  acreditar  la  cuantía  y  valor  de  las  mer- 
caderías existentes  en  su  pulpería  en  la  ficha  de  los  sucesos  po- 
líticos que  han  motivado  esta  reclamación,  no  es  cieitamente  pa- 
ra probar  su  propiedad  sobre  las  mismas. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
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á  don  Jerónimo  Sessarego  la  cantidad  de  seiscientos  noventa  so- 
les (S/.  690),  en  las  condiciones  al  efecto  establecidas  por  el  pro- 
tocolo de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  é  treinta  de  Setiembre  do  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  UrlbarrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excino.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  L^nviíiclo  Extraordi- 
nario y  Minis-tro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Boliviíi  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  ha  firniíido,  rubricado  y  sellado 
con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  laudo]  arbitra),  en 
la  ciudad  de  Liran,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil 
novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor: 

x'ulio  Leal.  J,  de  liurraldc. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en    ta  reclavuacibn  número  4»  presentada  for  don 

Agustín  Arata, 


Don  Agustín  Arata,  súbditv)  italianr,  aaturnl  de  San  Quirico 
(Kapallo)  inscrito  eu  el  registro  de  nacionalidad  do  la  real  Le- 
gación de  Italia  en  esta  capitíil,  según  consta  del  certificado  uni- 
do a  su  expediente,  reclama  hi  cantidad  de  tus  mil .  quinientos 
soles  (S.  3,500)  por  las  provis'oncs  (|Ue  las  fuerzas  organizadas 
por  uno  de  lus  partiilos  beligerantes  le  tomaron  y  por  los  daños 
que  le  causaron  en  las  haciendas  6  huertas  de  Rcnidon  y  Pellejo, 
cuyos  frutos  y  productos  pertenecían  ^n  propiedad  al  reclaman- 
te, durante  los  días  17  al  21  de  Marzo  de  1895,  en  que  perma- 
necieron allí  acampados  más  de  cuatrocientos  hombres  de  las  ex- 
presadas fuerzas. 
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Visto  el  expediente,  al  que  se  han  acompañado  las  partidas 
é»  matrimonio  y  de  defunción  del  reclamante;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,oponiéndose;la  réplica  qoe 
i  nombre  de  la  viuda  doña  Manuela  Izaguirre,  representante  de 
BUS  hijos  legítimos  heredero  del  reclamaute,  úa  presentado  el 
abogado  doctor  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  formulada  por 
dicho  señor  representante  del  Perú. 

Considerando: 

1°  que  el  hecho  de  haber  fallecido  don  Agustín  Arata  el  9  de 
Enero  de  1898,  y  no  haberse  separado  esta  reclamación  ni  nin- 
guna de  las  similares  de  las  que  fueron  objeto  del  protocolo  cele- 
brado por  las  altas  partes  contratantes  y  que,  previo  examen  en- 
tre ambas,  se  sometió  al  fallo  arbitral,  es  prueba  evidente  de  la 
Yoluntad  de  las  mismas,  de  dar  facultad  al  arbitro  para  decidir 
sobre  el  fondo  de  diclia  reclamación. 

2?  que  por  este  mismo  hecho  y  comprobada  como  está  la  per- 
sonería jurídica  de  la  viuda  y  la  legitimidad  de  los  hijos  según 
consta  del  certificado  al  efecto  expedido  por  la  real  legación  de 
Italia  y  que  se  ha  agregado  al  expediente,  quedan  reconocidos  4 
Jos  causa-habientes  los  derechos  que  al  finado  debieron  correspon- 
der, resultando,  además,  según  certificado  que  también  se  acom- 
paña, que  don  Agustín  Arata  murió  sin  hacer  testamento. 

3?  que  si  bien  es  cierto  que  existe  oposición  manifiesta .  entre 
el  Código  Civil  peruano,  que  declara  peruana  la  viuda  de  un 
extranjero  nacida  en  el  Perú,  y  el  Código  Civil  italiano,  que  con- 
sidera italiana,  aunque  enviude,  la  extranjera  casada  con  italia- 
na; como  doña  Manuela  Izaguirre  no  aparece  en  estos  autos  re- 
clamando por  sus  bienes  ni  dere(-hos,  sino  en  virtud  del  que  la 
ley  le  confiere  para  defender  los  intereses  de  sus  hijos  legítimos, 
reteniendo,  las  acciones  que  á  ellos  como  subditos  italianos  co- 
rresponden, y  son  las  mismas  que  correspondían  á  su  finado  es- 
poso don  Agustín  Arata,  y,  por  tanto,  lo  que  procede  decidir  no 
es  la  nacionalidad  de  la  viuda  sino  la  de  sus  hijos  legítimos  ea 
el  momento  en  que  nacieron. 

4?  que  si  bien  cuando  surge  una  cuestión  de  competencia  por 
atribuir  á  un  mismo  individuo  distinta  ciudadanía  las  leyes  de 
dos  Estados,  los  Tribunales  de  cada  uno  de  ellos  aplicarían  su 
propia  ley,  no  acontecería  lo  mismo  si  interviniera  en  la  cues- 
tión un  Tribunal  arbitral,  el  cual  la  decidiría  con  sujeción  á  los 
principios  del  Derecho  Internacional;  y  siendo  entre  éstos  los 
más  universal  mente  admitidos  el  que  el  hijo  legítimo  adquiera 
con  el  nacimiento  la  ciudadanía  del  padre  en  aquel  momento;  y 
encontrándose  en  esto  caso  los  hijos  legítimos  de   don    Agustín 
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Arata  y  siendo  mi  fallo  de  carácter  arbiiral,  sin  otra  regla  que 
la  sefialada  en  el  artículo  2  del  protocolo  de  25  de  Noyiembre  de 
•1899,  declaro  que  los  hijos  de  don  Agustín  Arata,  como  herede- 
deros  de  éste;  y  como  italianos  y  por  ser  menores,  tienen  derecho 
A  ser  representados  por  su  madre  en  este  arbitraje. 

6?  que  la  información  testifical  actuada  ante  el  señor  jues 
de  1-  instancia  de  Lima,  don  Aurelio  Pedraza,  resultan  compro* 
hados  los  daños  motivo  de  esta  reclamación,  no  siendo  imputa- 
bles al  reclamante  los  efectos  de  que  aquella  pueda  adolecer. 

6?  que  según  consta  del  oficio  que  en  respuesta  al  del  arbitro, 
basado  en  el  artículo  2  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  inciso  d,  le,  dirigió  con  fecha  2  del  presente  mes  de  Setiem- 
bre, el  señor  sargento^mayor  don  Teobaldo  Silva,  actiíalmente  ofi- 
cial de  partes  del  Estado  Mayor  del  Ejército  peruano,  y  edecán  que 
ha  sido  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de  la  República,  resulta  com- 
probada la  autenticidad  del  documento  de  folio  4,  por  el  cual  el 
expresado  jefe  del  Ejército,  el  sargento  Mayor  don  M.  Hurtado  y 
los  oficiales  señores  Darío  Garcés  Moncayo  y  Arístide^  Pazos,  de- 
elararon  haber  tomado  provisiones  en  las  huertas  Rondón  y  Pe- 
llejo al  subdito  italiano  don  Agustín  Arata  para  la  subsistencia 
de  las  fuerzas  de  su  mando  y  haber  ocupado  aquellos  lugares  del 
17  al  21  de  Marzo. 

7^  que  si  bien  el  expresado  señor  sargento  mayor  dice  en  su 
oficio  que  no  puede  precisar  á  cuanto  ascenderían  los  daños,  hay 
datos  bastantes  para  calcularlos  y  existe  la  base  do  que  se  toma- 
ron provisiones  para  más  de  cuatrocientos  hombres  del  17  al  21 
de  Marzo. 

89  que  el  mismo  señor  sargento  mayor  manifestó  ser  cierto 
que  en  aquellos  lugares  se  libraron  combates  y  que  allí  perma- 
necieron por  haberse  aceptado  por  ambos  beligerantes  la  propo- 
sición del  cuerpo  diplomático  de  que  se  retiraran  de  la  capital. 

Definitivamente  fallando. 
Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pa-- 
gar  á  doña  Manuela  Izaguirre,  viuda  del  subdito  italiano  don 
Agustín  Arata,  la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  soles  en  las 
condiciones  estipuladas  en  el  pro.tocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 
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Loa  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenij)otenciar¡o  de  Su  Vajestad  Católica  en  el* 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uuo,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal,  J.  de  ItuiTalde. 

(K  S.;  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  li  rcclamacióa  N-  5.  presentada  por  don  Juari 

B,  íangninetti. 


Don  Juan  B.  Sanguiaelti,  subdito  italiano,  natural  do  Cliiá- 
vari,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  comprobante  unilo  a  su  exi>e- 
diente,  reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  soles 
(S/.  4,200)  por  el  saqueo  y  robo  que  el  día  17  de  Marzo  de  1895, 
consumaron  en  su  pulpería,  sita  en  la  calle  de  la  Pampa  de  La 
ra,  N^  3899,  de  esta  capital,  fuerzas  del  batallón  de  Ilúzares  N 
2  y  de  la  Artillería,  que  pertenecían  á  las  tropas  del  General 
Cáceres. 

Vistos  el  expediente  y  la  información  judicial;  el  alegato  del 
•  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombra  del  reclamante  ha  formulado  el  (l(;etor  don  J.  Ma- 
tías León  y  la  duplica  de  aquel: 


TO 


Considerando: 

1?  que  los  dañes  causados  en  la  pulí  cría  del  reclamante  fue- 
ron hechos  por  tropas  militare?,  dcpeií-lientes  de  aut".»ridndes  y 
de  cuerpos  de  ejército  (ioterniinados  con  exactilud,  así  en  la  ins- 
tancia del  reclamante  víonio  en  la  información  (estiñcal  actuada 
ante  la  autoridad  judicial;  y  que  es  principio  de  dei.ocho  inter- 
nacional, universalmente  reconocido,  que  el  Estado  es  responsa- 
ble de  las  violaciones   al  Lerecho  de  Gentes  cometidas  por  sus 
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agentes,  cuando  no  se'íia  puerto  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  interés  de  los  extranjeros  neutrales  en  la 
contienda  civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

2?  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecbo  de  que 
él  juez  no  citase  expresamente,  al  actuar  la  información  testifical, 
al  agente  fiscal,  quien,  sin  embargo,  aparece  citado  aunque  una 
sola  vez,  á  fojas  8  del  cuaderco,  y  de  fojas  2  y  6  resulta  que  se 
le  notificó  la  lista  general  de  los  testigos  que  debían  declarar,  ni 
puede  imputarse  al  reclamante  responsabilidad  por  cualquier  vi- 
sio  de  forma  de  que  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  sufrir 
las  consecuencias  por  faltas  que  la  autoridad  judicial  que  la  pre- 
sidió no  haya  creído  conveniente  ó  necesario  evitar  ó  subsanar 
en  el  procedimisnto  judicial  seguido  y  que  no  atacan  el  fondo  de 
la  cuostión,  ni,  por  lo  tanto,  invalidan  el  contenido  de  veracidad 
que  de  la  prueba  actuada  se  deduce. 

3?  quo  las  pruebas  y  balance  presentado^  por  el  señor  Sangui- 
netti  no  s#n  lo  suficientes  para  probar  que*  su  pulpería  tuviera 
la  cantidad  de  mercaderías  que  asegura: 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Juan  B.  Sanguinetti  la  cantidad  de  ochocientos  soles 
(S/.  800)  en  las  condiciones  que  establece  el  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  O.  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribari,  Euviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Qatólica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  él  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  do  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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JLaudo  arbitral  en  la  reclamación  número  6,  preseníada  por  don 

Bartolomé   Costa.' 


Don  Bartolomé  Costa,  subdito  italiano,  natural  de  Santa.  Mac- 
¿herita,  Liguria,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
Eeal  Legación  de  Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certifi- 
cado unido  á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  doscientos 
cincuenta  y  seis  soles  (S.  256)  por  los  daños  que  ocasionaron  fuer- 
lao  del  batallón  Callao  número  4,  el  17  de  Marzo  de  1895,  en  su 
pulpería  de  la  calle  de  la  Huaquilla,  número  311  de  esta  ca- 
pital. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
Abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú^  oponiéndose;  la  réplica 
foimulada  por  la  esposa  del  reclamante,  y  la  duplica  de  aquél; 

Considerando: 

19  Jque  doña  Carmela  Costa  no  ha  justificado  su  personería  pa- 
ra reprsentar  á  su  esposo  ausente,  en  conformidad  con  lo  dispues- 
to por  el  artículo  11  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  de*  1899, 
ley  primordial  de  este  arbitraje.  \ 

2?  que  resulta  contradicción  manifiesta  entre  la  instancia  de 
fojos  3  del  expediente,'dirigida  por  el  reclamante,  don  Bartolomé 
Costa,  en  27  de  Marzo  de  1895,  al  señor  Ministro  de  Italia,  re- 
clamando tan  solo  S.  256  por  daños  que  le  ocasionaron  las  fuer- 
zas que  dice  atacó  su  establecimiento,  y  el  interrogatorio  de  to- 
llos dos,  de  la  copia  unida  de  la  información  testifical,  formulado 
por  la  esposa  del  reclamante,  doña  Carmela  Costa,  fijando  los  da* 
ños  en  la  cantidad  «que  no  baja  de  quinientos  soles  (S.  500). 

3?  que  el  testigo  Manrique  declara  en  su  primera  respuesta  de 
folios  4  vuelta,  que  ignora  si  las  iiopas  del  Gobierna  saquearon 
la  pulpería  del  reclamante,  á  pesar  de  bisbér  firmado  al  pié  de  la 
mencionado  instaneia,  de  éste,  que  fué  testigo  presencial  y  le 
constaba  que  se  hicieron  daños  por  valor  de  S.  256,  y  en  la  se- 
gunda respuesta  dice  que,  por  lo  expuesto  en  la  primera,  cree 
que  la  reclamante  sufrió  graves  peijuicios,  resultando  incoheren- 
cia en  dichas  dos  respuestas;  y  aseverando  por  la  tercera,  que  fir- 
mó la  mencionada  instancia  por  la  que,  es  de  repetirse,  que  se 
fijaban  los  daños  en  S.  256,  responde  afirmativamente  la  cuarta 
pregunta,  del  interrogatorio  formulado  por  la  esposa  del  recla- 
mante, haciendo  subir  los  daños  á  una  cantidad   no  menor  de 
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quÍHÍ^ntos  sol^s,  todo  lo  cual  invalida  la  declaración  de  dicho 
testigo. 

4?  que  á  pesar  de  que  el  artículo  II  del  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899,  en  su  último  acápite,  diapone  que  los  recla- 
mantes no  tienen  derecho  d€  presentar  nuevas  pruebas,  la  espo- 
sa del  reclamante,  por  escrito  de  fojas  5  de  la  ya  referida  copia 
de  la  información  actuada  ante  el  señor  juez  de  1^  instancia  de 
esta  capital,  don  Aurelio  Pedrazo,  pide  se  admita  á  declarar  á 
don  Crisanto  Arias,  en  lugar  de  don  Bernardo  Glemen,  por  ha^ 
liarse  ésle  ausente. 

5?  que  por  ser  contrario  á  la  preindicada  disposición  del  pro- 
tocolo de  arbitraje,  no  puede  tomarse  en  cuenta  la  declaración 
prestad'a  á  folio  seis  por  don  Crisanto  Arias,  que  así  resulta  nula 
y  sin  lugar. 

6.  que  la  declaración  de  folios  diez  y  once,  prestada  por  don 
A.  Holguín,  asevera  que  hubo  saqueo  y  que  los  daños  causados 
al  reclamante  pueden  ascender  á  la  suma  indicada  por  el  inte- 
rrogatorio, ó  sean  quinientos  soles,  incurriendo  en  cuanto  á  esta 
en  contradicción  n  con  lo  expuesto  en  la  instancia  que  firmó,  y 
siendo  de  notar  [que  el  teclamante  no  habla  de  saqueo  en  su 
instancia. 

7.  que  la  nota  de  folio  cuatro  del  expediente,  presentada  y  fir- 
mada por  el  reclamante,  enumera  los  daños,  causados  todos  por 
balazos,  así  en  la  puerta,  mostrador  y  vidriera,  como  en  dos  ba- 
rriles de  vino  y  uno  de  mistrac,  lo  que  excluye  toda  idea  do  sa- 
queo y  por  lo  tanto  de  daño  directo  que  determine  responsabili- 
dad imputable  al  Gobierno. 

8.  que  por  cuanto  queda  expuesto,  se  ha  desvirtuado  la  recia- 
mación,  presentando,  contra  lo  dispuesto  en  el  protocolo  de  arbi- 
traje  una  nueva,*  en  la  forma  que  habla  de  saqueo,  y,  en  el  fon- 
do, en  cuanto  se  duplica  la  suma  en  un  principio  reclamada,  lo 
cual,  á  pesar  de  la  buena  fé  que  se  desprende  del  alegato-riplica 
presentado  presencado  por  doña  Carmela  Costa,  invalida  la  pri- 
mitiva reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está 
obligado  4  pagar  cantidad  alguna  á  don  Bartolomé  Costa  por  su 
reclamación. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  una 

Ramiro  'Oil  de  htíharrí. 
(L.  S.) 
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Los  infrascritos,  secretarios  en  el  ^arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Eouador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejeúiplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal,  J,  de  liurralde, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lando.,  arbitral  eti  la  reclamación  número  7,  presentada  por  don 

Pablo  Vercelli. 


",,  Don  Pablo  Vercelli,  subdito  italiano,  natural  de  Alassio,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  Legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  ochenta  soles 
(S.  5,180)  por  el  saqueo  y  robo  efectuados  en  sus  pulperías  y 
carnicerííis  de  la  calle  de  los  Naranjos  y  Cocharcas,  en  esta  capi- 
tal, y  en  su  casa-habitación  en  los  días  17  y  18  de  Marzo  de 
1895,  por  fuerzas  del  regimiento  Húsares  de  Junín  número  1, 
que  al  verificar  el  saqueo  le  hirieron  en  la  ceja  y  hombro  dere- 
cli'^,  con  pronóstico  reservado,  según  dictamen  facultativo  que 
acompaña  ásu  reclamación. 

Visto  el  expediente:  los  informes  facultativos  del  doctor  Du- 
ran; las  declaraciones  del  coronel  Tafur,  á  la  sazón  intendente 
de  policía;  del  sargento  mayor  Julio  Stagnaro;  del  comandante 
Amoretti  y  del  teniente  coronel  Ber mudez. 

Visto  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú, 
oponiéndose;  la  r^,plica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formu- 
lado el  abogado  doctor  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  de  aquel, 
así  como  la  información  testifical  ante  el  juez  correspondiente  de 
Lima. 

Considerando: 
1.  que  los  daños  causados  en  las  pulperías  y  casa-habitacióii 
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reclamante,  así  como  las  heridas  recibidas  por  el  mismo  fueron 
perpetradas  por  tropas  perteneciente^á  uno  de  los  partidos  beli- 
gerantes, determinadas  con  exactitud;  y  que  es  principio  de  De- 
recho inte'-nacional,  universalmente  reconocido,  que  el  Estado  es 
responsable  de  las  violaciones  al  derecno  de  gentes,  cometidas 
por  sus  agentes,  cuando  no  se  ha  puesto  todas  las  diligencias 
que  exige  la  salvaguardia  de  los  intereses  de  los  subditos  extran- 
jeros en  la  contienda  civil  y  a  que  estaban  obligados  los  jefes  y 
oficiales  de  dichas  fuerzas. 

2,  que  las  pruebas  presentadas  por  don  Pablo  Vercelli  acredi- 
tan suficientemente  x[ue  los  daños  causados  en  su  comercio  y  el 
atropello  sufrido  en  su  persona,  no  pueden  estimarse  menores  de 
lo  que  él  mismo  ha  estipulado. 

Definitivamente  fallando: 

Dv'claro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Pablo  Verselli  la  suma  de  cinco  mil  ciento  ochenta  soles 
(S.  5,180)  en  las  condiciones  al  efecto  estipuladas  por  el  protoco- 
lo de  ?5  de  Noviembre  de  1899. 

D.ilo  en  Lima,  á  Irointa  de  Setiembre  do  1901. 

Ramiro.  G.  de  Vríbarn, 
(L.  S.) 


L  >i  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
E^cjlontíaimo  soñor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  ?lenip'jLenciario  dj  Su  Majestad  Católi- 
ca, en  el  Perú,"  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  acuerdo  di[>iomático  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  ha  firmado,  rubricado  y  aellado  con  el  sello  de  sus  propias 
.armas  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día 
de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  misma  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  reclmnación  número  <S,  prenniada  per  loé 

Queirolo   hei^manos. 

9 

Queirolo  hermanos,  naturales  de  Santa  Margherita,  (Liguria)^, 
subditos  italianos,  inscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certifi- 
cado unido  á  su  expediento,  reclaman  la  cantidad  ^de  once  mil 
doscientos  soles  (S/.  11,200)  por  la  destrucción  que  de  todas  las 
viñas  de  la  hacienda  Vicentelo,  sita  en  los  suburbios  de  esta  ca- 
pital, hicieran  las  fuerzas  mandadas  por  el  coronel  Parra,  duran- 
te los  cinco  días  que  dicen  la  ocuparon. 

Visto  el  expediente  y  la  ^información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  derCobiorno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  de  los  reclamantes  ha  formulado  el  abogado  doc- 
tor don  J.  Matías  León;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  la  información  testifical  'prueba  la  existencia  de  los 
daños  causados  por  las  fuerzas  del  coronel  Parra  en  la  hacienda 
Vicentelo,  aunque  no  expresa  la  cuantía  é  importancia  de  los 
mismos. 

2°  Que  es  principio  de  derecho  internacional  que  el  Estado  es 
responsable  de  las  violaciones  al  derecho  de  gentes  cometidas  por 
BUS  agentes  ó  los  de  uno  de  los  partidos  beligerantes,  en  una  lu- 
cha civil,  cuando  no  se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  intereses  neutrales,  representados  por  los  ex- 
tranjeros en  sus  personas  y  bienes,  y  á  que  están  obligados  los 
jefes  y  oficiales. 

8?  que  de  la  carta  que  del  coronel  don  D.  J.  Parra,  une  á  la  du- 
plica el  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  se  deduce  que 
durante  tres  días  recibieron  rancho  en  el  fundo  Vioentelo  los  187 
hombres  que  mandaba,  tomando,  además,  algunas  resee  y  forra- 
je para  sus  cabalgaduras. 

Definitivamente  fallando: 

» 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Per6  debe  pagar 
á  los  señores  Queirolo  hermanos  la  cantidad  de  un  mil  doscien- 
tos soles  (S/.  1,200)  en  las  condiciones  al  efecto  establecidas  en  el 
protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  ano« 

Ramiro  G.  dé  Uribarri. 
(L.  S.) 


.  ' 
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Loá  infrascritos,  .secretarios  eu  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  do  rríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  íK:-ignado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  lieptíblica  del  Vqv(i  y  el  de  su  Majestad  el  rey  de 
Itíili-.»,  í-egnn  acuerdo  (li})]oniáíi''o  uo  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  lirmado,  rubricado  y  h.:llii.!(>  con  el  sello  do  sus  propias  ar- 
mas, el  prc.-onte  lau'lo  arbitra!,  en  la  ciudad  de  Línia,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Selieuibre  de  mil  u.r/t'cientos  uno,  en  bieiü  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

(L.  8.)  (L.  S.) 


/.    ./  V>  í/    'i''    '\ 't    ''   r, :       .    •    ' ',      ""\'\  f)-\  ,^^,ií  étl'i,  /;o,-    ¡'jii   Li^-'inZO 


n    1  T/)r  '.i!')  I'  >'';•'■>.      '   '  ;■•       "<     •,  .:.'.ii/  ¡     1'    \';irii:.i  :-; 
,/  ..-•i.'i;.    I  '  [ I  ¡r.i  i'ii  (^ ''  \  <• ;    ■     '.'■*;   ;i  '"  ■-  ■ ' 'i  ■  d:)    . •  I     o  a  ni  c  \ 
í^:'    <').'»;   .^j,  |.  iV  !()-'  (I  <ri>>-'  V     :\    >.''l-''    'Insl-'-!    nv"' •     h'!'--H    y    be- 

riauíit  ii'uLS  (b.  T"!  >i  .íw|  '■  "  *■»  '  i  i  !.h  y  '■'•-.';  «i-'  >mi 
tic.  .1  ;,  íii.»  en  1a  p' •:.  :i  ■'  1  '  ^  •■  ';  .I..-  !  i  Un:-''.!,  cu  ¡:i  í'i:íi' 
ib'  li  »K  ;:"<iier",  .'i  '  o'.i  i-  '  .'.-i'.  •  i  ¡V  :••  NT  ir/ ;  <ic  :  ^^^").  p  ^i*  bi^ 
furr/.i-'  c;iM'i'iMa^  (í'.U'  p^iw.^i  i  -  -i-.i  s  b*:bi'an  s.i  j:  a  !«>  ».'l  nivii- 
ci'Hu.'K)  ("bib.— Ujc-lam-s  :i.b--ii:'s.  Ir.  -  mil  ..ob..'  (  ^  .  :],rd\\))  por 
dano^  in<lirccto>:  ó  lu^nv)  C'-.n  .\  ó  se'.,  e:i  cr)njunt<\  la  suma  total 
de  nueve  mil  stiscicniMi  «H  z  ^"k>  |S  .  U,^)10). 

Visto  e;  cx}.  •.li-ntí-:  (íl  iiK- ;at  >  'I-!  nbo.^'ido  dcf.  n  or  del  (ru- 
bierno  del  Terú,  (^ponicndis/;  la  r('[)!ica  que  á  r.ombve  de!  recla- 
mante lia  formulado  al  .^bopido  d'K*t'>r  don  J.  Matí  .s  Li-ón,  y  la 
duplica  de  aquel. 

Considerando: 

1?  que  el  saqueo  de  la  relojería  del  reclamante  y  la  sustrac- 
ción de  todas  su.s  mercaderías  rfc  hizo  por  las  fuerzas  beligeran- 
tes caceristas  (lue  penetraron  en  el  Club  de  la  Unión  y  siendo  pú- 

O  I 
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btico  y  notorio  que  el  jefe  de  las  uiismaa  era  el  coronel  Fowler^ 
resulla  que  pertenecían  á  cuerpo  de  ej.ército  determinado  con 
exactitud. 

2?  q.ue  es  principio  de  derecho  internacional,  universalmente 
reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violaciones  al 
derecho  de  gentes.comotidas  por  sus  agentes,  cuando  no  se  ha 
puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los  inte^ 
rfses  de  los  subditos  extranjeros  neutrales  en  la  contienda  civil, 
i  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

3^  quf  la  comisión  organizada  en  8  d3  Junio  de  1895,  por  el 
Gobierno  de  la  República  del  Perú,  prra  resolver  sobre  la  juati- 
cia  y  reconocimiento  de  las  indemnizaciones  debidas  por  daños 
sufridos  durante  dicha  guerra  civil,  lia  reconocido  á  don  Loren- 
zo Roggrero,  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  noventa  y  dos  soles 
(S/.  5,Í92). 

4?  que  no  procede  en  esta  cUvso  do  reclamacionos,  ante  un  Tri- 
bunal arbitral,  el  abono  de  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
A  don  Lorenzo  Roggviro,  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  noventa 
y  doí5  soles  (3.  5.192)  en  las  condiciones  al  efecto  estiibleoidaé 
por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899; 

Ramiro  Gil  de  ¡Jríbarti. 
(L.  S.) 


->  Él  1        >'    fl 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  do  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Perú, 
Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entro  el  G(»biérho  dé 
la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  sa- 
gún  acuerilo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firma-* 
do,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  pre- 
sente laudo  arbiiral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.' de  Ilurraídé. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


—  6^1  — 

Laudo  arbüral  ea  la  reclarnad6.nürne>-o  10,  presmtadapor  don 

Juan  P'  oerra, 

Don  Juaa  B.  Serra,  sábditoitalin- 
crito  en  el  recrí»^-*  ^ 

I  l*v/,  uaiural  de  Genova,  ins- 

.Q.««*v/  ae  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia 
•en  esta  capital,  según  consta  en  el  certificado  unido  ásu  expodien- 
te, reclama  la  cantidrid  de  cinco  rail  seiscientos  cincuenta  y  ocho 
soles,  valor  de  los  muebles,  biblioteca  y  enseres  que  tenía  on  esta 
capital  en  su  casa-habitación,  colindante  por  el  cotítado  do  la  sa- 
cristía de  San  Marcelo  con  la  que  ocupaba  el  coronel  Muiiiz,  á  la 
sazón  prefecto  de  Lima,  y  la  cual,  el  18  de  Marzo  do  1S05,  fué  in- 
cendiada por  el  pueblo,  extendiéndose  dicho  incendio  á  la  que 
habitaba  el  reclamante,  causándole  este  hecho  los  daños  mencio- 
nados. 

I.  Visto  el  expediente  y  la  información  judicial;  el  aío.i^ato  de-^ 
abogado  defensor  del  Gobierno  .del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  el  representante  log  il  del  reclamante  doctor  don  Emilio  Se- 
qui  ha  formulado;  y  la  duplica  de  aquél,  ampliando  su  oposi- 
ción, 
I 

Considerandoí 

1?  que  los  daños  causados  al  reclamante  no  fueron  consecuen- 
cia do  un  ataque  directo  ni  á  sus  bienes,  ni  al  lugar  donde  estos 
se  encontraban,  sino  consecuencia  desgraciada  e  inevitable  de  un 
incendio  «provocado  por  el  pueblo»  según  el  mismo  reclamante 
lo  declara  en  su  instancia  de  fojas  2,  contra  uno  de  los  caudillos 
de  uno  de  los  partidos  beligerantes. 

2.  que  no  han  sido  realizados  estos  hechos  desgraciados  por 
fuerzas  ni  personas  determinadas  con  la  exactitud  necesaria  pa- 
ra precisar  su  responsabilidad 

,  3.  que  los  daños  que  el  reclamante  ha  tenido  con  dicho  íucch- 
dio  de  la  casa  contigua  á  la  que  el  habitaba,  deben  ser  conside- 
rados como  daños  ó  perjuicios  indirectos,  de  los  cuales  el  derecho 
internacional  no  reconoce  responsable  á  los  beligerantes. 

4.  que  lavS  mismas  corúpañías  de  seguros  pontra  incendios  de- 
claran en  las  pólizas  correspondientes  que  no  pagarán  indemni- 
zación alguna  en  caso  de  incendio  por  motín,  etc.,  etc. 

.  ...  •        , 

Definitivamente  fallando: 
Declaro  que  el  Gobierno  de  la  líepública  del  Perú  no  debe  p ; 
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gar  al  señor  don  J.  B.  Serra  cantidad  ninguna  por  su   reclama. 


Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 


uno. 
Ramiro  Gil  de  UríbirrL 


L'-s  Jif.asriitoá,  Secretarios  en  el  arbitraje,  darnos  fe:  que  el 
Exciuo.  Mñor  don  ILuniro  Gil  de  UrUiarri,  Envindo  Extraordi- 
nario y  A.ini^tro  PleiiiiHjtenciario  de  Su  Majislad  Católica  en  d 
Perú,  "i;uii\ia  y  Ecuador.  dusi^í;iiado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno .ie  la  Kepúbliea  del  Perú  y  el  d.^  Su  :ví.v;'.stad  el  P.ey  de 
Ilai^ii,  s-;:ú'i  acuerdo  dii)loU];aic()  de  lí-")  le  N  'vicüibro  d.»^  ISHO, 
ha  ii -u. a  l^S  rubricado  y  sellado  co:i  el  -illo  d.-^  sus  i):x>pia-3  ar- 
uicto  J  |M-t^<.i'b  biudü  arliitral,  en  ¡a  «  iivlad  <1j  Eím^í.  ^1  día  de 
hoy,  iu-.nta  de  S-iicuibie  de  mil  novo/b-iiio:.  uno,  l-u  í'ete  eji-m- 
plares  del  mi.suio  tenor: 

Julio  Leal  J  -  ' /"¿  ^-?'". 

•    (L.  S.)  (K    ^.) 


a-' 


Don  Santiago  Valle,  natural  de  Sori,  subdito  italiano,  inscrito 
en  el  registro  de  nacionaliilad  de  la  Real  L<  gación  de  Italia  en 
e«ta  ca}íital,  según  consta  del  certificado  unido  u  su  expediente, 
reclama  la  cantidad  do  setecientas  dos  libras  esterlinas,  nueve 
chelines  y  diez  peniques  por  el  robo  de  las  monedas,  valores  y 
alhajas  comedido  por  soldados  al  mando  de  un  oficial  del  regi- 
miento Cazadores  del  Perú  número  2,  que  asaltaron  á  viva  fuer- 
za su  casa,  sita  en  el  Cercado,  el  17  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica, 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Ma- 
tías León,  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 

1?  que  los  vicios  de  forma  de  que,  en  la  opinión  del  abogado 
defensor  del  Perú,  adolece  la  información  testifical,  no  son  im- 
putables al  reclamante,  ni  invalidan  la  veracidad  de  las  declara- 
ciones recibidas;  y  que  los  testigos  que  han  declarado  en  la  ins- 
tancia presentada  por  don  Santiago  Valle,  en  los  folios  9:>  93 
vuelta,  98  y  98  vuelta  del  cuaderno  general  de  declaraL'ionos,  si 
bien  convienen  en  el  hecho  de  que  los  soldados  se  llevaron  una 
talega  con  dinero,  no  precisan  la  cantidad  en  ella  contenila,  ni 
oonoren  lo  relativo  á  las  alhajas, 

2'?  que  es  principio  de  derecho  internacional  que  el  E-i*ilr>  es 
reápo:i-:able  de  las  violacion.is  al  derecho  de  gentes,  coinoii  las 
por  sus  agentes,  cuando  no  j?o  ha  puesto  toda  la  diligencia  que 
exige  la  salvaguardia  de  los  intereses  de  los  súbditoi  extrai ¡jocos 
neutrales  en   la  contieu/la  civil. 

3?  que  la  casa-habitación  del  reclamante,  dado  el  lugar  en 
que  vivía  y  su  condición  de  hortelano  pueden  servir  de  base  para 
juzgar  de  su  posición  social. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Valle  la  cantidad  de  doscientos  soles,  en  las  con- 
diciones estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Vriharri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  G.  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  sus  propias  armas,  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 
Julio  Leal,  J.  de  liurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  a^'bitral  fU  la  reclamación  N^  12,  presentera  por  don 

Francisco  Barabino. 

t)on  Francisco  6árabíno>  üatarál  de  Genova,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  Registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según' consta  del  certificado  unido  ásu  ex- 
pediente, feclámá  la  cantidad  de  novecientos  setenta  y  seis  solet 
y  ochenta  centavos  (S/.  976  80)  por  el  saqueo  y  robo  de  cuanto 
existía  en  sü  chingana  en  la  oálle  de  Piura,  número  368,  verifi- 
cado el  18  de  Marzo  de  1895.  por  soldados  del  batallón  Victoria, 
perteneciente  á  fuerzas  que  obedecían  al  General  Cáceres. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testiñcal;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Peru^  oponiéndose;  la  replica 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  \Ia- 
tíásí  León,  y  lá  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1.  que  los  vicios  de  forma  de  que,  eto  1h  opinión  del  steñor 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Pera,  adolece  la  informacióü 
testifical  hecha  ante  la  autoridad  judicial  competente,  no  pueden 
ser  imputables  ni  cabe  ninguiUi  respoívsabilidüd  por  ellos  al  re- 
clamante; y,  como  además,  no  desvirtúan  el  fondo  de  veracidad 
que  encierren  dichos  testimonios;  y  que  en  los  que  ha  i«coR<to  el 
reclarliante  don  Francisco  Barabino,  se  ha  comprobado  por  któ 
declaraciones  de  los  dos  testigos  Ismael  Faura  y  Nicasio  Falcone, 
el  saqueo  de  las  mercaderías,  sin  j)oder  fijar  su  valor  real. 

2.  que  es  principio  de  derecho  internacional,  universalmente 
reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violaciones  al 
derecho  de  gentes,  cometidas  por  sus  agentes,  cuando  no  se  ha 
puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los  intere- 
ses de  los  subditos  extranjeros  neutrales  en  la  contienda  civil  y 
á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

3.  que  si  bien  resulta  prabada  la  propiedad  de  la  pulpería  á% 
don  Francisco  Barabino  y  el  hecho  del  saqueo  do  sus  mercade 
rías,  Bo  áíi  el  monto  total  que  señalé  á  iu  reól»aiíaetó«; 

ütefihitirAfAénte  fallando: 

bedano  que  él  Gobierno  del  Perú  debe  pagar  á  don  Francisco 
Kai^bino  la  cantidad  de  seiscientos  soles  (S.  600)  en  las  condi- 
dío'i^es  €fétabiécidás  por  el  protocolo  de  2^5ide  Noviembre  de  1890. 

Dffdoétt  Lima,  á  treinta  dé  Setiembre  de  ñail  novecientos  una 

ítártítr^  Úil  d«  tklbarri, 
(L.  S.) 


T 
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Los  infracritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  ^1 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  XTríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  do  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  hit  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno  en  siete  ejemplares  del  mismo 
ttnor. 

Julio  Leal,  J.  de  Iturralde. 

(L.  SO  (L.  S.) 

r. 


Laudo  arbitral  en  lareclamación  nüm.  13 ^  prtueniada por  don 

Bartolomé  Causa, 


Don  Bartolomé  Cauía,  subdito  italisno,  natural  de  Pro,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad-  de  la  real  legación  de  Italia 
en  esta  capital,  sagúu  consta  del  certificado  unido  ásu  expedien- 
te, reclama  la  cantidad  de  tres  mil  setecientos  soles  (S.  3,700)  por 
los  daños  causados  en  la  huerta  de  la  hacienda  Vicentelo,  deque 
•s  arrendatario,  por  las  fuerzas  coalicionistas  de  la  división  del 
centro,  en  los  días  17  al  21  de  Marzo  de  1805. 

Visto  el  expediente  y  la  información  judicial  ordenad.M;el  ale- 
gato del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose; 
la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  presentado  el  aboga- 
do dector  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

V  que  según  el  certificado  que  á  fojas  G  figura  en  el  expedien- 
te, firmado  por  el  secretario  de  la  comisión  de  reclainaciones  ins- 
talada en  Lima,  según  decreto  de  8  de  Junio  de  1895,  «eñor  doc- 
tor Víctor  J.  León,  resulta  que  el  coronel  don  Domingo  J.  Parra, 
jefe,  á  la  sazón,  de  las  fuerzas  Coalicionistas,  á  cuya  acción  atri- 
buye Causa  los  daños  cuyo  valor  reclama,  niega  el  hecho  en  ab- 
soluto. 

2^  que  al  actuarse  la  prueba  testifical  ordenada,  ha  presentado 
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el  reclamanle  un  interrogatorio  que  altera  el  fundamento  ue  su 
instancia  de  folio  2,  por  cuanto  en  esta  dice  que  los  daños  se 
los  ocasionó  la  división  coalicionista  del' centro,  del  17  al  21 
de  Marzo  do  1895,  y  en  el  interrogatorio,  base  do  la  informa- 
ción testifical,  dedica  las  dos  primeras  preguntas,  in  txtenWy  C\  es- 
tabléete que  las  fuerzas  del  General  (Yiccres,  que  vo  determina, 
le  hicieron  cuantiosos  perjuicios,  destiuyendo  tapias  y  semcnteraí5, 
oonírumiendo  toda  la  uva  y  el  vino  de  la  cantina  y  CciUí^ándüle, 
dice,  cuantos  daños  pudieron,  de  nada  de  lo  cual  habla  en  su 
instan  eio. 

I\.finitivamente  faTa-iidu: 

DeeL.ro  que  el  (íobierno  del    IV-rú   no  está   obli.i,i^do  á  juagar 
cantidad  alguna  a  don  BaituloiVíé  Causa  por  su  reclamación.  . 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  í^lHiembre  de  nnl  noveeienioi  uno. 

Ramiro   Gil  de  UríharrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  do  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  desús  propias  armas, 
el  ¡>refcente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplaref 
del  mismo  tenor. 

Julio  LeaL  J,  de  Ittírralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Reclamación  N^  I4 y  presentada  por  don  Anionio  Cali  o. 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gol>¡crno 
de-b  INjiública  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  con  motivo  de  la  giicrra  civil  de^  1894-95,  certifi- 
camos: que,  sv-^giin  documentos  que  se  agregan  al  expe  iiente  re- 
initidos  por  el  abogado  dcfjn5?or  áA  Gobierno  del  Pcrn,  p^'rior 
doctor  don  Ramón  Ribeiro,  con  nota  verbal  de  1?  de  Diciembre 
dr  1900,  y  carta  dirigida  posteriormente  al  arbitro  por  el  señor 
í](»rtor  don  Manuel  Yarloqué,  su  f^oderdante,  don  Antonio  Calvo 
ha  rrtinnciado  á  la  nM-lamación  que  tenía  presentada  ]»*)r  la  su- 
Uiíi  de  veintisioie  mil  soles  (S/.  27,000)  con  motivo  de  un  cupo 
forzo-o  de  S/.  2,000  qno  le  impu-íi^ron  y  perjuicios  que  le  ocasio- 
nara el  general  Más. 

En  fe  de  lo  cua!,  íirinamos  el  presente,  en  Litna,  á  treinta  de 
Selierabre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J.  de  Iturraláe. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  U  redamación  N'^  15  presentada  por  don 

José  Miglia, 

Don  José  Miglia,  subdito  italiano,  natural  de  Castellomontj, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta*  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  soles 
S/.  3,200)  por  los  dafios  que  las  tropas  de  los  cuerpos  Zepita,  H<- 
jíares  y  Victoria  del  Gobierno  del  General  Cáceres,  que  dice  inva- 
dieron varias  veces  su  fundo  Valdivieso,  desde  el  mes  de  Febre- 
ro de  1895,  le  causaron  en  el  mismo,  y  por  los  que  del  17  al  21 
de  Marzo,  le  causaron  las  fuerzas  coalicionistas. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  re- 
clamante ha  formulado  el  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la  du- 
plica de  aquél,  dejando  al  arbitro  la  apreciación  del  caso,  de  las 
reglas  y  principios  que  le  son  aplicables  y  el  valor  de  la  prueba. 
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Considerando: 


1?  que  las  declaraciones  de  los  testigos,  á  fojas  77  y  77  vuelta, 
78  y  78  vuelta  del  cuaderno  general,  confirman  lo  expuesto  por 
«i  reclamante;  que  k)s  vicios  4e  £on»a  de  que  puede  ad£)lecer  la 
kvfofDiación  ji^dicial  actuadla  en  Liin«,  ant>e  aciUridad  compeUn- 
té,  Ao  le  son  imputables,  svi  lu  responsabüizan,  4ii  invalidan  cl 
fondo  de  veracidad  de  la  prueba. 

2?  que  el  importo  de  Jos  daños  no  apareoe  determinado  &a  la 
ptaebü)  ni  aiquelloB  están  safíoie4i>teineiUe  comp^robados  por  elr^- 
cl'a-mafnte,  resultando  exageradas  las  Mntidá.des  por  ól  mismo 
ii^ttieadas. 

^?  que  es  pl^mcipio  de  d(u*eoho  inten^^Jkcional  que  el  Ei»tado  es 
responsable  de  I^a^  violaaio4i<>s  'di  deredio  de  geniea,  cometidas 
vpar  »U9  íigontes,  y  por  cneqpos  l>eligerante3  en  guerra  civil,  cuan- 
do no  se  ha  puesto  toda  la  diligent»ia  que  exigo  la  aolvaguardia 
de  los  extranjeros  neutrales. 

4?  que  no  puede  considerarse  como  Simple  merodeo  la  repeti- 
da invasión  del  fundo  Valdivieso  por  las  fuerzas  beligerante?, 
desde  el  momento  en  que  se  hallaban  bajo  el  mando  de  sus  je- 
fes y  oficiales,  á  los  cuales  incumbía  mantener  la  disciplina  en 
sus  tropas,  y  que  es  notorio,  y  aun  oficial,  que  las  fuerzas  conten- 
dientes salieron  de  Lima  después  del  19  de  Marzo  y  acamparon 
en  loa  suburbios,  en  virtud  del  armisticio  á  quo  dio  lugar  la  in- 
tervención del  Cuerpo  Diplomático. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Hepública  del  Perú  debe  pagar 
á  don  José  Miglia  la  cantidad  do  mil  seiscientos  soles  (S.  1,600) 
pof  suroclamación. 

D^do  oa  L'nnx,  a  tranta  de  Sjtiombro  da  mil  novooiontosimo. 

m 

Ramiro  Gil  tfo  Uríbarri, 


TjOs  infrascritos, wcretHriM  en  ol  nrbitmjo,  dumos  fé:  que  el 
E«mo.  séftor  don  Ramiro  Gil  de  Urfbanr  ,  Enviado  Extraordi- 
nario v  Miniátro  Ptenipol»nciario  d^  Su  Maj^sstad  Oatólica  €n  b1 
Perú^  Bolivía  y  Étftiador,  d^esignado  com^  STbltro  mttn  el  Go- 
bi^nod^  la  República  del  Perú  y  «I  de  Su  MujeAtaa  el  Rey  é% 
Italia,  segúu  acuerdo  diplomático  de  25  dd  Noviembre  de  1899, 


-  «9©  - 

ha  firnifido,  fabricado  y  sel-lado  con  ei  sello  de  6H6  |>ropÍAfl  ar* 
mas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima^  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
j^fíi'cs  del  mismo  tfenof. 

Jutio  Leal.  J.  de  Ilurralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Látdo  arbitral  en  la  reclamación  niiñi,  16,  prlí$entada  por  don 

Taiís  -Palmi, 


Don  Iaiís  Palmi,  subdito  4tal¡^vno,  natural  de  Porto  Ferraio, 
inscrito  eii  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Roal  Leg¿ición  de 
Italia,  según  consta  del  corti-fimdo  unido  á  su  exi>3dicute,  recla- 
ma la  cantida<l  de  trescientos  soles  (S.  oOO)  por  una  muía  y  dos 
Caballos  que  el  18  de  Marzo  de  1895  le  tomaron  las  fuer^^as  beli- 
gerantes que  mandaba  el  coronel  Parra. 

Visto  el  expedienté;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  y  la  réplica  hecha  por  el  reolamante,  remitiéudo- 
ee  al  fallo. 

Considerando: 

1?  que  resulta  suficientemto  probndo,  por  el  documento  que 
obra  en  autos,  que  los  semovientes  tomados  al  reclamante  consti- 
tuyen una  verdadera  reqnisidón,  hecha  en  beneficio  de  las  fuer- 
zas militares  or^anizxdas,  no  pudiendo  considerarse  aquella  co- 
mo efecto  de  merodeo  ó  pillaje  de  soldados  disporsos. 

2^  que  la  comisión  organiaíada  en  8  de  Junio  de  1895,  por  el 
•Oobéeríio  de  la  República  del  Perú,  para  resolver  sobro  la  justi- 
cia y  TOconoeimiento  de  las  reclamaciones  debidas  por  los  darfttis 
sufridos  por  extranjeros  duranto  la  guerra  civil  de  1894-95,  ha 
reconocido  k  don  Luis  Palmi  la  cantidad  de  ciento  cincuenta 
uAm  (S/.  150). 

Definitivamente  fallando: 

3$ecÍiaifo  igue  ^1 'Gobierno  de  la  Htípüblrca  del  Pferú  debetniMr 
*  <oti  Ltíia  Pálffli  la  cantidad  do  dentó  i^inCüerita  «oles  (S/.  IWD), 
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eii  las  coudiciones  Cátipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviem- 
bre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  rail  novecientos  uno. 

■ 

línviiro  Gil  de  UríbarrL 
(L.  S.) 


Ljs  iifiascrito-,  Secreiarios  en  el  arl):tiaje,  (la:iiíS  f':  4116  el 
Exento,  -'.rior  don  Rainiro  Gil  <le  Uríbiirri,  Enviado  i^xtraordi- 
nariü  y  Mini.->tío  Pleni[)otenc¡aiio  do  Su  >[ajesliid  Ci.ínliea  en  el 
Perú,  ]^>i)livia  y  Ccuíidov,  (kí-J;.;nado  cino  árlntro  entr-  el  <íobier 
no  dtí  la  Ke[=úl;¡ica  del  Peni  y  el  de  Su  Müjeslad  ol  P'^y  de  Ita- 
lia, íji^Líún  aciuivlo  diploniátjjo  de  25  de  Noviembre  do  IS'JO,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  h<^11o  desús  propias  armas  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  eiudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
áel  mismo  tenor. 

Julio  Licil  J,  de  Ituh'alde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  tn  la   redamación  número  17 ^  presentada  por   don 

Juan  Valle, 


Don  Juan  Valle,  natural  de  San  Andrés  de  Roveretto,  subdi- 
to italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Le- 
gación de  Italia,  según  consta  del  certificado  unido  ú  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  mil  quinientos  soles,  valor  de  to- 
do el  ganado  vacuno  y  caballar  que  las  fuerzas  que,  u  las  órde- 
nes del  coronel  Mufiiz,  á  la  sazón  Prefecto  de  Lima,  operabam 
en  el  valle  do  Carabaillo,  sustrajeron  de  su  fundo  Huarangal  el 
4  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  las  declaraciones  de  la  prueba  testifical; 
ol  alegato  del  abogedo  defensor  del  Gobierno  del  Perú;  la  répli- 
ca que  á  nombre  de  doña  Domitila  Risco  viuda  de  Lavalle  y  re- 
presentante legal  de  sus  hijos  legítimos,   herederos  del  reclaman- 
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te  ha  presentado  el  abogacfo  doctor  don  J.  Matías  León:  la  dúoli. 
ca  üecha  por  dicho  señor  representante  del  Perú.    ' 


Considerando: 


1.  que  si  bien  es  c;^i*to  que  oxiáto  oposición   euf.-    e!   CóliVo 
UviJ  l'evxvdno,  que  doQ.yi'ix  IKn^üixnfx  lii  mujer   p  rimua   quo   en- 
▼lu-Ia  dv  un  extranjero,  y  C^  Cót¡i,iro  Civil  italian.).  q-i-  ..  :,v  ].; 
itali.uia,  aj^inque  eUYÍr,.]o,  la  eJ^^^^"J^'i'¿^  casada  cj;i    K.,ii  ^r,),   c 


ra 

co- 


o  doña  UOniitila  Risco,  no  inUn^^'^ -^^  on  Cote  i..\!»edirir  •  i-ola- 
«TA,L'^-.1^v>  ^us  bienos  ni  p.-r  su  mCp^o  don.'ohí),  si;,-)  en  vm-^kI 
^~  »¡Mn  nn**  l.-i  L-v  !< c  mh'.-^^^  Dará  u^.l^::„.  -  .  •:•  !a*c'- 

rc-'e.s  vi-  -II-  1.  j'^^  l<"gíti¡"nos,  »u.^-,.      "•   /  ^^-^  íico-íi.):;,'^  'i-j..  -i    (^-»«», 

qu  •  Vi.'.*  •■  /'  .n  A  su  fian -I')  vs}-»"^  d,»  i  Jiion  V.'.'.-'i  ;  \  1  »  ..•.  .  ñor 
con-'  ;'r  ii  •,  í.m'  ro  "a  'lvH'i«iir,  U)  '•  ■  t  \\[o  ]j.  u-  •"  -i  -'".'  ■  -'.■  In 
vi  i<l  i  'i'   V  '- ,  ''^  no  la  íino  coi". '.■-'•  ^:i  I'j  í.  s'.'^í  h'j'-  i"  ..'  ■  ^        ■>  el 

mi?  -M)  i;,  iivi'liio  distinta-^  ciu.la'lKiía-  [)í  '•  la.-'  1<  y.-s  :'•'  !  .-,  <¡i- 
Tfrsos  KsíjhIo'^,  los  Tribunales  •'.♦^  cjUi  une  le  (l^  -  Mj;'."''  n  wa 
T  rn'  i:i  lí",  no  Jií^onl-cc.í'ría  lo  rn'--'p'.  v*  int  'Viu'.:";  '  ■■<  li  '.íi- 
tienda  un 'í'ih'i.M'  ari):iral,  ^  h  o  ;]  fl.-ciinr'a  co*  a:  ■'  •  .-i  1  >s 
pr:ui*io'')'^  <l-'  líí'p' dio  Inl"rn.;icion'í;  y  S'-'U  ''>  ui  •  •■'  •.-  \>>  p-'js 
univtM'sal  '.:  nt*'  a  hniíi'h)-,  <*l  'p;;-  ei  íi.;,o  L  í.rítin.i>  ji-l  ••.,•  ••  •  ,  •  na- 
cionali.^a  \  n'-v*  «'stM  ti-nía  al  t.rn:  i  >  <!••!  r»  icimit-n^T  i  -.,•  j  i.\]f[  ?- 
so  en  (s'.t-  i^a  o  los  Irw  s  l"^í!ini<»--  da  <]  -n  .I'^an  \'a'l  •  y  i  lí  ¡«tuí 
fallo  A  o«'L'it'-oo'\  licnít»  a  un  Tri-Un.^  1  :ir])!tral  un  [)•  r>  iri!.  :.iu 
otras  re,-:"tas  .-.u»*  kw  s.ñala'las  í-n  ,•!  a  iÍ'.uíu  2  cIk'I  i  ]•'.'.>  \>  j  de 
25  de*  N<"VÍ*']nl»ro  (io  1S')1\  (i«'cu»'.''>  (pa*  los  liíj»»^  »!.•  .-.in  Juan 
Valle,"ct'nio  italianos  y  liMivíjcrc»^  do  éste,  tien^/u  i1(.m*m  ii:>  ...  s»,'r 
rei)resou(ado.^  auto  mi  autoridad  aibitral  por  su  inafliv. 

3.  qi  o  del  examen  de  la  inloimaeión  tesíiíieru  y  dv-!  clocumon- 
to  que  forma  [)arte  del  (íxpí^d¡«'nto,  íirmavlo  por  el  entonces  jefe 
del  Esta'lo  Mayor,  coronel  J.  N.  KU'-^puru,  resulia  píoi^j'j-)  que 
en  el  fundo  íluarangal,  y  el  M  «L'  M;rzo  de  1805,  tuvo  l;i;^ar  la 
requisición  d(í  tres  yuntas,  una  vaca  do  cría,  dos  yegu  is,  cuatro 
caballos,  una  i>otranca  y  dos  potros. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debo  pagar 
á  la  reclaraante  la  cantidad  de  mil  noventa  soles,  en  las  condi- 
ciones que  estipula  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 
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Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  norecientog  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri, 
(L.  S.) 


non^y.Tr^"T^^n^^^ 


^^.M^^*-.<H.-a,  ^%";.íuucaüel  í^-"-  -        .  .;omo  arbitro   entre 
el  Gobierno  de  la  ^^1 ;,  .  .  «ru  y  el  de  Su  Majestad  el  R^v 

de  Italin,  scííún  aC^'ercio  diplomático  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  ha  íinna.'To,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  pro- 
pias armas,  el  presejite  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el 
día  de  boy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal,  ,         J.  de  Itarralde. 

(L.  S  )  (L.  S.) 


Laudo  arhiiral  en   la  redamación  nímero    18^  ¡írres^iüada  por  d'jri 

Bartolomé  Costa. 


Don  Bartüiunie  Costa,  natural  de  CbiAvari,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  reiriírtro  de  nacionalidad  de  la  Real  Ijeoracíón  de 
líalia  en  está  Ciij)ital,  según  consta  del  certificado  unido  a  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  dos  mil  cuatrocientos  solea  (S. 
2,400),  importe  del  numerario,  alhajas  y  vestuario,  que  dice  le 
robaron  de  su  casa-habitación  y  de  vecindad  en  Lima,  el  día  17 
de  Marzo  de  1895,  unas  fuerzas  del  batallóíi  Callao,  número  4, 
del  general  Cáceres. 

Visto  el  expediente  y  la  informaoión  testifical;  el  alegato  del 
jibégado  defensor  del  Gobierno  del  Perú^  oponiéndose;  la  réplica 
que  &  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  J.  Matííis 
León,  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 


1.  que  la  contradicción  eñ  que  Iva  iúcurrido  el  reclamante  en- 
tre su  instancia,  según  la  cual  valorizaba  las  alhajas  en  mil  soles, 
y  el  interrogatorio  formulado  después,  al  actuar  la  información 
testifical,  jnstipreciñndolas  en  dos  mil  soles,  y  que  las  declaracio-^ 
nes  tesliíicales  no  han  prob«^do  la  veracidad  de  las  afirmaciones 
del  reclamante. 

2.  que  no  existe  en  el  expediente  ninguna  otra  mejor  prueba 
que  pudiera  favorecer  al  reclamante  para  justificar  sus  dert- 
choá. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  G jbierno  do  la  República  del  Perú  na  debe  pa- 
gar cantidad  alguna  á  don  Bartolomé  Costa  por  su    reclamación. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  do  Setismbrc  no  1901. 

Ramiro  Gil  de  Urtbarri, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo  señor  don  Ramiro  Gil  do  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su:  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  el  Ecuador,  designado  como  arbitro  entse  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado,  rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  laudo 
arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Itnrralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  en  la  reclamacián  número  18^  fxiSj  presentada  por  don 

Bartolomé  Co8ta¿ 


D.iQ  Butolomé  Costa,  natural  Jo  Cliiáv^ari,  SLibJito  italiano, 
in?':»rit)  0:1  el  registro  do  nacionali.la:!  de  la  Real  Lr-írarióü  de 
Itíília  it  i  esla  ca[)ital,  S'\í5nn  coji-^t  i  d-íl  certi'ioa  lo  nuil')  á  si  ox- 
pC'dí  üí",  reclama  la  caiiti.lal  d^  troi  mil  cviatro Montos  o-'n-ita 
¡áole.s  (o.  '1.  IMi})  por  los  daíio.-i  saíVi.los  eii  la  hncrl.Mida  il  .lacliin- 
ga,  luT/i.v  i.i  i);)rnKu:oiK'i  i  y  o.-.i;)  ición  d^  v.v:la,  cu  --i  o-;;ki"Í  ) -I.' 
ciii.'.'  .li  >.'.-,  \)  L  \a6  íarcAx-i  1>  !\';'rauieí  do  iwih  ^^  ímv,\-.,  r  o  j),u- 
tido-  .'  .  l'u  lia  civd. 

\'j'«  '  '1  v\p   «lio.lt"  y  d  •."'  i::i  MÍ  \s  tj'L'  ]')     :i.'  ^  .;>:u  lii:     i-\     /•;- 

gal.o  ■[  I  .j"')  ;  .:!  )  delo'.is  ii  i]  !  ;l  -•i'.riu)  ;!i.-l  !^.•/'.,  (..i-'  a  ,.'..'i- 
dv)  '  )  !  1  ii  ..\'-.)3  f.j  >;m  >  !).•:; :  )  \  i  :a  rt'vlí  i  ;.  ¡  .<  '.i  •  ;•■  |  1  ■  ■•  -• 
11''^.  "'^      L  «  ■  ..lo. do  ^r  \d  :<\.  A     '.).  ¡i  I.i  V  d   i  ;  ai   á/".'':/  •    ;       :.• 

fii*  ,  i  '  •;.-  1     1  •  :  :     !'l  ;  ll  i\'  I    !  '  'V     »      'j'-V    :\". 

(V,n-  aderando: 

1.  .)•  »  '  i  c"»'a"^ión  n'>^no:'ila  o  m'  <•]  ({-.Su  ;ii  >  >"!  «  ';■.  '^,  .>'.  .:  \ 
d"'  T'  !.'i,  •  ';;'\m  s.i[)i'omo  d  <'.ov)  ■!  •  o  «li^  -Ionio  i  •">>,.):■'''• 
S()l\«.'  ■;.',,'  l.is  rv'vtla:n:iel>.>n  .^  ji  «'i',  ^  p.)  •  |  ¡n  jí  -  i/".  :  .-  o  ; -..  il- 
la :;Oi\"-.i  vi\;:,  iia  roe-»  lOj'.do  á  I  >  1  1jI":>'  ;:ii^  o  i.  1  .  .-.i  »  .  :¡ 
de  i{'^<  'i-nlos'  soie.s  (S.  2')'»). 

2,  <i  1'.'  -i  1  -niA^  de  e-'\i  -"i'ii  1,  r  --.lua  íle  !.i-.  p  "a.  ^)i-^  <r!i"';*  il . 
p  j/  'íi  ár">ji'\  '('1^  T),)L-  {}\  >[;  i"',t"'i  )  .1  '  la  i.f  nTi  «^0  r--:- '.  i  )*.-> 
íajosii  ;  i  .' )  1  (p  í  .^1  re  d  i  a  ='ií"  ')!  1.'.  li  c  i.i  i  i  1 1  'í  •  s.-  '  •  '  i .  )•( 
soleiit  i  y  ^rniU'o  ':>-)U)a  (o.  m  1)  01'»^.  valor  d.í  d  »s  <  i  )\-\-)<  y  li-i'i- 
gií't-í  r-— .i-í  (pij  s3  toaiarní  [)iri  ni  se.'vieio  y  sj-f  Mvoii.ar: )  i.;  1  w 
fuvi'zi'.s  lK-l¡;j;eranto?3. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  qno  el  Gobierno  do  la  República  dA  Perú  d^h?  pi^ar 
í  don  Bartolomé  Costa  la  cantid  id  de  noveciento-;  ^-i  Mit  i  y  o  i:i- 
tro  soles  (S  97-i)  cou  arreglo  al  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
uno. 

Ramiro  Gil  de  LHbarri. 
(L.  S.) 
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Los  infrascritos,  Seeiietar ios  en  el  arbitraje,  dasict  lé:  quB  «I 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  En^iax^  Ex- 
traordinarie  y  Ministro  Plenipotenciaria  de  Su  Majestafl  Católi- 
ca en  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  eomo  arbitro  entre 
el  Gobierno  del  Perú  y  el  de  Su  Majes^tad  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  arraaa  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  boy,  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal  J.  de  ÜurraJde 

(L.  S.)  (L.S.). 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  19^  presentada  por  d^n 

Nicolás  O.  Malíese, 


w 

Don  Nicolás  O.  Maltese,  natural  de  Alghero,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
lüalia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  eu 
expediente,  recUmia  ki  suma  de  cuatro  mil  seiscientos  «ol«es  (S. 
4,600),  con  motivo  de  un  cupo  de  quinientos  soles  (S.  5O0)  que 
80  le  obligó  á  pagar,  trasj>ortándole  fuera  del  pueblo  de  Motupe, 
de  su  residencia,  al  campamento  del  coronel  Orozco,  donda  per- 
maneció cuatro  días,  y  de  la  requisición  de  un  caballo  y  vmn  caira- 
bi»a  con  veinte  tiros,  por  valor  de  ciento  cincuenta  soles,  coíwti- 
tuj'endo  el  resto  la  pérdida  de  un  cocimiento  dejaban  y  qnebran- 
to  mercantil. 

Visto  el  expediente,  al  que  acompaña  una  sumaria  informa- 
eión  instruida  en  Lambayeque,  á  raiz  de  los  sucesos;  el  alegato 
del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  estimando  justo  el 
reconocimiento  de  los  comprobantes  A  y  B,  foimulados  por 
loa  señores  Pacheco  y  Orozeo;  la  réplica  formulada  por  el 
doctor  don  Emilio  Sequi,  á  nombre  del  reclamante,  aceptando 
la  suma  reconocida  por  la  comisión  oficial  permaná,  y  remitiéa* 
dose  al  fallo. 

X  Considerando: 

1.  que  la  imposición  del  cupo  de  quinientos  solee  j  la  rcquiai- 

89 
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ción  están  comprobalos  pjr  lo-j  documantos  A  y  B,  coinD   lo  re- 
conoce el  mismo  ab)g.ido  del  (lobierno. 

2.  que  no  son  dü  ab^no  los  daños  indirectos  en  esta  clase  de 

reclamaciones. 

3.  que  la  comisión  oñeial  peruana,  que  actuó  sl^í^uu  decreto 
de  8  de  Junio  de  1895,  asi^^aó  al  reclamante,  la  cantidad  de  seis- 
cientos soles. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  (iobi.M-no  d»;  la  K^p^rjlica  del  Perú  deba  pagar 
á  don  Nicolás  O.  Malt'ísc  la  ca:itidad  «h  SGÍsciento3  cincuenta  so- 
les (S.  650)  por  su  rerlainación,  en  las  condicioneo  estipuladas 
por  el  protocolo  do  25  de  NovÍL*mbre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  SHiombre  de  mil  nov3cient:>suno. 

Ilnvilro  Gil  de  IJríbarrri, 
(L  S.) 


Lo3  infrascritas,  Sjcrotarios  on  el  arbitraje,  dam>5  fé:  qu3  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S  i  Mijestad  (Jatólica  en  el 
Pera,  Bolivia  y  E  mador,  desicrnado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierao  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  M  y  esta  I  el  Rey  d« 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiwnbre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reelamación  número  SO^  pre$entada  por  doa 

Jacinto  Oadino. 

Don  Jacinto  (3adino,  natural  de  Finalmarina,   subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  •  la  Real  Legación 
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de  Italia,  en  esta  capital,  se<;ún  consta  del  certificado  unido  á  su 
expexliente,  reclama  la  suma  de  diez  mil  soles  (S.  10,000)  por 
su  detención,  del  3  al  21  de  Marzo  de  1895,  en  la  comisaría  del 
cuartel  2?,  donde  se  le  sometió  á  flagelaciones  y  torturas. 

Visto  el  expediente  y  los  autos  del  juicio  criminal  seguido  de 
oficio  á  Keynaldo  Aguirre  y  otros,  por  lesiones;  el  alegato  del 
abogado  deieusor  del  Gobierno  del  Perú,  o¡)oniéndose  al  recono- 
cimiento de  esta  reclamación;  la  réplica  que  á  nombre  del  recla- 
mante ha  formulado  el  doctor  don  J,  Matías  León,  y  la  duplica 
de  aquel; 

Considerando: 

1.  que  antes  de  tomar  en  consideración  los  puntus  de  hecho  y 
de  derecho  expuestos  por  I  \s  partos  en  sus  resi>ectivas  alegacio- 
nes, debe  pronunciarse  el  arbitro  sobre  la  neutralidad  del  recla- 
mante don  Jacinto  Gadino,  no  solo  por  ser  esta  condición  inhe- 
rente á  todo  arbitraje  de  la  naturaleza  del  que  comprende  la 
presente  reclamación,  sino  por  haberse  así  estipulado  en  él,  ter- 
minantemente, según  el  artículo  2  del  acuerdo  diplomático  de 
25  de  Noviembre  de  1899,  cuyo  acápite  quinto  impone  al  arbi- 
tro la  obligación  de  exigir  previamente  la  comprobación  del  ca- 
rácter neutral  del  comprobante. 

2.  que  del  careo  celebrado  entre  el  reclamante  y  don  Reinal- 
do Aguirre,  folio  2o  vuelta  y  siguientes  del  precitado  juicio  cri- 
minal, resulta  que  Gadino,  previo  juramento  con  arreglo  á  la 
ley,  confiesa  haber  comprado  á  Reynaldo  Aguirre  municiones  de 
guerra,  consistentes  en  950  tiros,  manifestando  Aguirre  que  Ga- 
dino fué  detenido  en  su  casa  por  Blancourt,  agente  de  policía, 
en  el  momento  en  que  allí  se  encontraba,  con  motivo  de  la  com- 
pra de  municiones. 

3.  que  la  declaración  de  Salvador  Santana,  en  su  careo  con 
Aguirre,  á  folios  37  vuelta,  confirma  que  Jacinto  Gadino  com- 
praba municiones  en  los  primeros  días  del  mes  de  Marzo  d© 
1895. 

4.  que  estos  hechos  prueban  que  don  Jacinto  Gadino  se  ocu- 
paba en  la  compra  de  municiones  en  la  época  de  k)s  sucesos  po- 
líticos que  tenían  al  país  conmovido  por  la  guerra  civil  y  cuando 
esta  se  encontrí'.ba  eu  todo  su  apogeo. 

5.  que  la  circunstancia  de  no  constar  de  manera  ninguna  que 
Jacinto  Gadiuo  ejerciera  tal  comercio,  ni  menos  aún  que  tuvie- 
ra eatablecimiento  público  abierto^  de  esta  clase  de  merca - 
deríosi  confirma,  de  manera  irrefutable,  el  carácter  clandestino^  y 
por  lo  tanto  ilegal,  con  que  á  él  se  dedicaba,  en  abierta  oposición 
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con  la  neutralidad  I  (|ue,  en  su  calidad  de  extranjero   estaba  obli- 
gado Á  observar. 

6.  que  de  las  pruebas  presentadas  ninguna  establece  su  neu- 
tralidad. 

7.  que  si  biírii  «^'  informe  de  folios  IOS  vueltas,  emitido  por  el 
fiscal  de  la  Cene  >nperior,  eeñor  doctor  don  i^elipe  de  Osma,  ca- 
lificando de  ílhoiím  .josas  las  circunstancias  en  que  se  maltrato 
á  don  Jacinü)  (nidiiio,  en  la  comisaría  del  cuartel  2?,  y  pidiendo 
la  pena  de  carcfO  en  cuarto  grado,  ténnino  máximo,  para  los 
reos  Arturo  MíuIuhIo,  Reynaldo  Aguirre  y  Pedro  Garrido,  de- 
muestra que  se  incurrió  por  estos  en  Taita  gravo^  prueba  también 
el  espíritu  que  al  ministerio  fiscal  anima  do  castigarla,  ya  que, 
en  ningún  caso  rlcbió  someterse  á  Jacinto  Gadinoá  los  procedi- 
mientos á  que  fue  s(i.metido  en  la  comisaría;  procedimientos  que 
ninguna  ley  autoriza  en  país  alguno  civiliza<lo. 

8.  que  aún  cuando  el  certificado  mé<lico  de  folios  dos,  firmado 
por  los  médicos  do  y>olicía,  doctor  L.  Villar  y  doctor  D.  Matto, 
el  6  de  Abril  <le  1895,  modifica  la  impresión  que  produce  el  re- 
lato del  reclamante,  eu  cuanto  á  las  torturas  que  denuncia,  ya 
que,  según  diclio  certificado,  sólo  presentaba  el  reclamante  una 
Beatriz  lineal  horizontal  de  un  centímetro  de  longitud  en  la 
{parte  superior  (UA  <iedo  pulgar  de  la  mano  derecha,  y  otra  de 
medio  centímetro  de  extensión  ea  el  de  la  mano  izquierda,  cica- 
tricen atribuidas  ?'»  heridas  que  pudieran  resultar  de  contraccio- 
nes intensas  hechas  con  cuerda,  comprometiendo  solo  la  parte 
superficial  de  la  f»it  I,  sin  que  hubiera  necesidad  de  asistencia 
médica  y  de  priva<ión  de  trabajo  más  allá  de  uno  á  dos  días, 
prueba  dicho  certificado  el  incalificable  delito  cometido  con  Ga- 
cüno  en  la  comis¿iría,  por  quien  no  tenía  ningún  derecho  para 
someterlo  á  tales  procedimientos. 

9.  que  siendo  principio  de  derecho  internacional,  universal- 
mente  aceptado,  que  cuando  un  Gobierno  no  emplea  loe  medios 
¿  su  alcance  para  evitar  que  se  atropello  á  un  extranjero  oeutnal 
que  respeta  y  observa  las  leyes  del  país  en  que  reside,  ó  no  cas- 
tiga á  los  delincuentes,  incurre  en  responsabilidad,  de  la  qne  re- 
sulta el  derecho  del  extranjero  ultrajado  para  reclamar  la  in- 
demnización á  que  según  el  caso  haya  lugac,  q^ieda  por  el  mis- 
wto  principio  exento  de  tal  responsabilidad  el  Gobierno  que  cum- 
ple con  uno  de  dichos  deberes. 

10.  que  el  Gobierno  del  Perú  ha  puesto  en  práctica  el  segando 
punto  de  los  enunciados,  puesto  que,  según  lo  prueban  los-aotúi^ 
ixilció  de  oficio  un  proceso  criminal  contira  loa  ejnpleados  de  lá 
comisaría  que  perpetraron  los  delitos  de  ]:efeseacia,  justaoifiate 
calificados»  por  el  seficc  fiscal  doctor  Osmi^,  de  ignomícáoseA. 


^. 
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DefíDiüvamente  fallando: 

Declaro  que,  por  haber  faltado  á  la  neutralidad  ^l  subdito  ita« 
liano  don  Jacinto  Gadiuo,  no  está  obligado  el  Gobierno  de  la 
República  del  Perú  á  pagar  cantidad  alguna  por  su  reclamación; 
pero  se  halla,  sí,  en  laobligaciún  de^dispoaer  que  sin  demorase  dé 
término  al  proceso  criminal,  y  que  se  imponga  él  condigno  cas- 
tigo á  los  que  se  hioieroíi  reos  de  tan  ^odiosas  culpas;  quedando 
mx  todo  caso  reservados  al  subdito  italiano  don  Jacinto  Gadino 
todos  sus  derechos  civiles  para  que,  fuera  de  la  vía  diplomática, 
«otúe  en  la  forma  que  mejor  crea  y  las  leyes  !♦*  i>nrraitan,.  ante 
los  Tribunales  del  país,  cuya  reconocida  rectitul  y  honorabili- 
clad  constituyen  la  mejor  garantía  de  que  le  s*^cX  :i(l ministrada 
la  debida  justicia. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novi^ientosuno. 

Ramiro  Gil  (h  f'-'/ham. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damjs  fé:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  R:uuiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Miíjestad  Católi- 
ca en  el  Perfi,  Rolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
^1  Gobierno  del  Peni  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  18*.>9,  ha  finnado, 
mbricado  y  sollado  con  el  sello  de  sus  propias  armují,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  LmL  J.  de  Itarralde. 

(L.  S.)  (L  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  91,  presentada  por  dona 

Clara  Lanada^  vmda  de  Campodbnico. 


Doña  Clara  Lanatta,  natural  de  Rapallo,  viuda  de  don  Fran- 
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cisco  Campodónico,  natural  de  Rapallo,  subdito  italiano  é  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Ita- 
lia, según  consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  cantidad  de  seis  rail  novecientos  quince  soles,  ochenta  centa- 
Yos,  por  las  especies  y  mercaderías  que,  dice,  fueron  robadtis  del 
almacén  sito  en  la  hacienda  Santa  Elena,  en  el  mineral  de  Que- 
ropalea,  provincia  del  Dos  de  Mayo,  por  las  fuerzas  que,  en  nú- 
mero de  mil  quinientos  hombres,  mandados  por  el  prefecto  d^l 
departamento  de  Iluánuco,  don  Nicolás  Diivila  Eguizábal,  y  por 
el  subf  refecto  don  Pedro  Ramos,  entraron  en  dicho  lugar  el  22 
de  Marzo  de  1895,  y  las  cuales  mataron  al  hijo  del  reclamante, 
don  Juan  E.  Campodónico,  por  cuyo  motivo  reclama,  además,  la 
cantidad  de  veinte  mil  soles,  ó  sea  un  total  de  veintiséis  mil  no- 
vecientos quince  soles  y  ochenta  centavos  (S.  20,915.80.) 

'Vistos  el  expediente  y  la  iníbrmaoión  judicial;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéii'l^se;  la  rjolioa 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctrr  don  .J.  Ma- 
tías León;  y  la  duplica  de  aquel. 

Considerando: 

1?  ([ue  del  certifica<lo  médico  que  corro  en  auto:-?  do  la  infor- 
mación judicial  instruida  a  raíz  de  los  sucesos  ante  el  juez  de  paz 
de  dicho  asiento  minenil,  resulta  pn^bado  que  don  Juan  E.  Cam- 
poí'óniío  falleció  á  consecuencia  de  las  herí  las  que  rccibi'),  he- 
chas con  armas  de  fuego,  y  que  también  se  conoce  que  el  autor 
fué  iHio  de  los  que  foi maban  parte  de  las  faerzas,  llamadlo  líuai- 
to,  que  actnaban  en  defensa  del  gobierno  del  general  Cáceres. 

2?  que  dichas  fuerzas  actuaron  y  cometieron  tales  atrop.dlos 
en  presencia  de  sus  jefes,  los  que  nada  hicieron  para  evitarlo,  ni 
castigaron  á  los  culi)ables,  en  general,  ni  menus  aún  al  principal 
autor  de  la  muerte  de  Juan  E.  (.'ampodónieo. 

3*^  (pie  no  pueden  tenerse  aquellos  liechos  como  simple  mero- 
deo ni  obra  de  grupos  desbandados.  \ 

4?  que  no  existiendo  ninginia  prueba  auténtica  de  la  existen- 
cia de  las  mercadería?,  cuyo  valor  pide  la  reclamante,  ni  que  és- 
tas fuesen  propietfad  de  su  hijo,  no  ha  lugar  á  tomar  en  cuenta 
esta  parte  de  la  reclamación. 

5?  que  la  reclamante,  á  instancias  Ci !  arbitro,  ha  presentado 
el  acta  de  su  matrimonio  con  don  Francisco  Campodónico  y  la 
partida  de  defunción  del  mismo,  así  couiO  la  de  nacimiento  de  su 
hijo  don  Juan  y  la  declaración  de  ab-inUstaio  de  su  esposo,  docu- 
mentos que  habrán  de  devolverse  á  la  reclamante  cuando  lo  fo- 
licit*. 
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Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  del  Perú  debe  pagar 
á  doña  t'lara  Lanatto,  viuda  de  Campodónico,  la  cantidad  de 
veinte  mil  soles  (S/.  20000)  en  calidad  de  indemnización  por  el 
asesinato  perpetrado  en  la  per>iona  de  eu  hijo  don  Juan  E.  Cam- 
podónico. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Sct^'einbj*e  do'uiil  novecientos  uno. 

Rara ¡r o  CU  de  Uiíl-arri. 
(L.  S.) 


L(»s  infrascritos.  Secretarios  en  el  ar1>iír:)jo,  dü mes  fé:  que  el 
Excmo  señor  don  Ramiro  Gil  {\o  Uríbarri,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Mjije.slad  Católica 
en  el  .Perú,  líolivia  y  Ecuador,  de?ip.nado  ccino  arbitro  entre 
el  Gnl)ierno  de  la  Kei)ública  del  Peiú  y  el  de  Su  Majes- 
tad el  Rey  d«'^  Italia,  sc^"''m  acuerdo  di[)l('mático  de  23  do  No- 
viembK  (lo  l'oW.  ha  íi^n:i:ido,  rubrivri'lo  y  t-cllauo  c(  n  el  sello  de 
su>;  j  r:.?|*i'\s  arma-,  el  iMcseiile  laudo  aibii^'a!,  en  la  ciudad  de 
r.iuia,  ti  ilía  de  hoy,  ticinta  de  Scticivbrc  Cq  \\\\\  novecientos 
uno,  cu  í-iete  eji  niplar^s  del  mi^uh)  t^Mi^r. 

Jul'i^)  LruJ.  J.  de  liif.i'roLJc. 

(L.  S.)  (L  S.) 


L'íUilo   arhUrtl  en  li  rcclamacKíu  nihncro  ^2.  prcsnitada  jyor  don 


Lroi^nldo  Ast-' 


Don  Lec'píddo  A>te,  natural  de  Can^o.qli,  si.bdito  italiano,  ins- 
crito en  el  re .c^ií^t ro.de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia, 
según  consta  en  el  certificado  unido  á  tu  expediente,  reclama  la 
cantidad  de  tres  mi!  cuatrocientos  .«^escuta  v  tres  solts  v  cincuen- 
licinco  centavos  (3.  3,403.55)  valor  de  mercaderías  y  efectos  per- 
sonales que,  dice,  lo  fueron  saqueados  en  su  almacén  y  casa-ha- 
bitación en  Sihuas,  el  lü  de  marzo  de  1905,  por  fuerzas  .al  man- 
do de  don  Carlos  de  Piérola  y  don  Francisco  Solar. 
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Vistos  el  expediente  y  la  infarmaciÓQ  testifical,  actuada  «n 
Huaraz;  el  alegato  del  abo  gado  defensor  del  gobierno  del  Perú, 
oponiéndose;  la  réplica  formulada  á  nombre  del  reclamanit  por 
el  doctor  doiu  J.  Matíaj9  Leo  a;  y  la  duplica  de  aquél. 

Geoisiderajado: 

1?  que  el  reclamante  ^  ausentó  de  Sihuna  antea  de  la  entrada 
de  dichas  fuerzas,  lo  que,  á  juzgar  por  el  informe  de  folios  dos,  dt 
don  Carlos  de  Piérola,  obed  eció  al  temor  que  pudiera  abrigar  dt 
represalias,  como  miembro  que  dice  era  de  la  guardia  urbana  á 
las  órdenes  del  jefe  político  y  militar  don  Federico  Herrera;  que, 
según  el  mismo  documento  y  con  referencia  á  don  Arturo  Wer- 
theman,  depositario  de  las  existencias  del  reclamante,  no  alcan- 
zarían estas  á  doscientos  soles. 

2V  que  de  la  información  testifical  resulta  que  los  testigos  de- 
claran quo  don  Leopoldo  As  te  que  habitó  en  Sihuas,  hizo  su  li- 
quidación pocos  días  antes  de  la  entrada  de  las  fuerzas  coalicio- 
nistas, remirándose  definitivamente  á  Italia  3'  dejando  unas  exis- 
tencias que  no  ascendían  a  un  valor  de  cuatrocientos  soles  á  do- 
ña Erc'ilia  Reina,  con  quien,  durante  diez  «ños,  sostuvo  relacio- 
nes, para  atender  á  la  manutención  de  una  niña  habida  en  ellas, 
última  nacida  y  la  única  en  vi^a  de  cinco  que  tuvieron;  que  la 
misma  Krcilia  Reina,  presta  i^^ual  declaración,  confirmando  qut 
Leopoldo  Aste  abandonó  aquella  residencia  dpfinitivMmcnte  y  que 
Mada  ha  vuelto  á  saber  de  él,  habiendo  oído  que  regresó  á  Italia. 

Definiti^'amente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  del  Perú  no  del>e  pa- 
gar cantidad  ninguna  á  don  Leo]:)olrio  Aste,  por  su  reclamación. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  1901. 

Ramiro  Gil  de.  Uribarri. 
(L.  S.) 


Los  insfrascritos,  secretarios  en  el  aibitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  gobierno, 
de  la  república  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
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f^  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, .rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  deLíma»  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  d^ 
imsmo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde 

(L,  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  23^  pres&tHada  por  don 
^  Ricardo  Castiglione, 


Don  Ricardo  Castiglione,  natural  de  Chiávari,  subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  ocho  mil  soles  S,  (8.000),  valor 
de  las  mercaderías,  alhajas  y  dinero  efectivo  que,  dice,  le  fueron 
robadas  en  su  hacienda  en  el  mineral  de  Queropalca,  provincia 
del  2  de  Mayo,  por  las  fuerzas  que,  mandadas  por  el  prefecto  de 
Huánuco,  dbn  Nicolás  Dávila  Eguizábal,  y  don  Pedro  Ramos, 
subprefecto  de  Aguaiuirc,  entraron  en  dich)  lugar,  el  22  de  mar- 
uode  1895,  y  atrepellaron  é  hirieron  al  reclamante. 

Vitíto  el  expediente  y  la  información  jiidifia];  el  ali'gato  del 
abogado  defensor  del  gobierno  del  Perú;  la  replica  que  á  nombre 
del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la 
duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  del  certificado  medico  que  corre  en  autos  de  la  infor- 
mación judicial  incoada  a  raiz  de  los  sucesos,  ante  el  juez  de  paz 
del  asiento  miuí^ral  de  Queropalca,  resulta  conocida  la  importan- 
cia de  las  heridas  inferidas  al  reclamante,  y  que  fueron  obra  do 
soldados  pertenecientes  a  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  belige- 
rantes. 

2?  que  dichas  fuerzas  actuaron  y  cometieron  tales  atropellos 
en  presencia  de  sus  jefes,  los  que  nada  hicieron  para  evitarlo,  ni 
castigar  á  los  culpables,  deduciéndose  que  no  pueden  tenerse 
aquellos  hechos  por  simple  merodeo  ni  obra  de  grupos  desban- 
dados. 

90 
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3V  que  no  exi-iiend  j  prueba  feliúciente  quo  acredite  la  cuantía 
de  las  mercaderías  que  pudieran  ser  propieda<l  del  reclamante, 
no  puede  tomarse  en  cuenta  su  rcclaraación  en  cuanto  á  las  pér- 
didas que  en  ella  Iiaya  sufr¡<.lo. 

4'.'  (pie  no  siendo  imputables  a  é>le  los  vicios  <lo  forma  de  que 
adolecen  las  inf>>ruuu'i;.nes  s^giii-las  atite   autoridades  peruanas. 


Di^íi]]ilivai.ente  fall:i:v'»u: 

Declaro  que  ti  ;^ob:orno  del  Perú  debo  pag'ar  á  don  Ricarda 
(. 4istio'lii>nc  la  eal]li^!vI■!  de  dos  mil  soles  (S.  2.000)  por  su  recla- 
maeiún,  tr-n  his  coii'li..'i  >?>es  e.-lublui  l:i^  por  el  protocolo  do  2o  d(* 
r.ovioiKÍtre  do  l^\-',l 

Dado  en  Liuin,  a  tiLÍr.ta  de  fcvüuobre    do  1^)01; 

¡'•n.t'ro  Gil  (ic  Urlbarri 

(L.  .S.) 


Ln;  iiiu-a.-criUs,  í^( .":  (uj-ío-í  er.  el  ailitiaj'\  (uv  ?  fe:  ípie  el 
r.Aciiio.  b:  ñor  (;»•!:  K.ii;irot"!!  <!;  l''íl::ri,  ]!:\\'Íí:  •  lv<:ra«>rd:»':\- 
lio  y  J^íiiii:^tro  r^  i:ip<ú,-r{  i;.:  ¡o  (¡o  i-';:  M;íj  s  1  (  .:  liea  ni  el  Ve- 
Y\  ,  W  \i\\i\  y  I'jiii  (^•^,  dt  .si^;:.a<I'  v  "i  h'  árbüio  c'dve  el  Gobioiuo 
í!.  la  K.iúlli(i>  <M  i\:ú  ve!  de  Su  :-]r\A..'\  (MNydo  l(a!in,s€- 
o 'n  aciurdo  di|'\.in;;;.¡eo  ile  2.^  d  novioi.ibre  k\>:  ilyd'-\  lia  firma- 
do, rubricado  y  h'..ll;;d()  curi  el  suMo  ,1o  s'is  [):o['ios  arma.-?,  el  prr- 
M-üle  b;ralo  aibilToí,  tu  la  eiu<lad  »!•.•  Lima,  e!  día  de  lioy,  trein- 
ta de  setiembre  de.  10'' I,  en  siete    (jumplaies  dul  n.ismo  tenor, 

Julio  Lca\  J.  <•'■   Ih'r:':\h'. 

(L.s.)  a..  S.) 
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Laudo  aibiiral  ai  la  reckimacjón    húmero   2//,  ]'w:<  /  (aJo  por    don 

Scvntingo  OrtzzolL 


Don  Santiago  Orézzoli,  natural  de  Rapallo,  í  ú'.'  \\U)  italiano 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  K'<(U'ión  de  Ita-' 
lia  en*e?ta  capital,  si";;;ni  consta  del  certificado  \\\\l  l'^  á  su  ex{^e" 
diente,  reclama  la  tantidadt  de  cuatro  mil  ciento  M-luntA  soles 
(S.  4.18(i),  valor  de  los  animales  requisiciona' los  y  íiaAns  su- 
fridos en  su  hacienda  Cliacarilla  del  Estanque,  i»".r  las  fuerza-: 
que,  al  uiandode  don  Pedro  P.  Collazos,  la  invadieron  el  1?  de 
febrero  de  ISOo. 

Visto  el  exi)edit.'íite  v  la  infovmacion  iudicia!;  >•!  alicato  dil 
abogado  deíVnáor  del  gobierno  del  Perú,  que  termioa^  «Iv.-i-uesde 
algunas  argumentaciones,  dejando  al  arbitro  la  libeiíad^c  apre- 
ciarlas para  el  fallo;  la  rC-plica  que  á  nombre  del  r.  i.i.iManlü  lia 
formulado  el  doctor  don  J.  "Malítis  J>cón;  y    la  diVi-'i'  a  de  aquél. 

ConM<](  líir.do: 

1'?  que  el  rceUar.;.:.te,  en  la  Ciu'ta  (f-jas-  lo)  que  tli:i;'^''  -A  t  d.^ 
mayod?  b'-lH)  al  íeñor  pre.sidfute  de  la  ('"">'  d^^ióu  n'.":b]":.i>la  í-u  8 
de  junio  do  Ibí).")  pan  el  e.stn<!io  de  estiis  ríflamaci'-M-'-,  dL-^-lari 
que  su  reclamación  so  ie<luco  al  ]>ago  de  11  anim;d.  s,  p'ir  ha- 
berso  devuelto  lu-^de'r.á?,  que  eran  de  pro|)it:da<l  aj';iví.  á  sus  due- 
ños, y  les  r-stanttí-!,  en  nnnivri^  d'_^  "^iete,  al  mismo  rr  ¡a  >Hnite. 

2'^  que  la  información  judicial  no  arroja  en  la^  declaraciones 
de  los  testigí  y  luz  probatoria  en  cuanto  al  valor  de  -os  animales, 
ni  determina  si  los  devueltos  eran  6  no  los  del  reclamante,  y  que 
el  precio  señalado  por  este,  resulta  exagorado  ou  relación  al  co- 
rriente en  esta  Repúbli'ja. 

3°  que  el  liecho  de  la  requisición  está  probado;  y  que  dicha 
comisión  reconoció  al  interesado  su  reclamación  por  valor  de 
seiscientos  sesenta  soles  (S.  GCO),  como  consta  de  la  memoria  del 
ministerio  de  relaciones  exteriores  de  1890,  página  584. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  dd  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Orézzoli  la  cantidad  de  seiscientos   sesenta  soles 
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(S.  660)  por  su  reclamación,  en  las  Qondiciones  estipuladas,   por 
«1  protocolo  de  28  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Bamiro  Gü  de  Vribarri. 
(L.S.) 


Los  infrascritos,  sel^retarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  er*tre  el  Gobierno 
óe  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia;Be- 
gún  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  ri  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mis- 
mo tenor. 

Julio  Leal.  J.^de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


lieclcwaciCn  'nviiicro  95^  ine^aúada'por  don  Bartolomé  Figari 


El  infrascrito,  pecretario  desde  un  principio  en  este  arbitraje, 
certifico:  que  el  día  6  de  diciembre  de  1899,  al  verificarse,  en  el 
ministerio  de  relaciones  exte'riores,  en  presencia  del  excmo.  aeoor 
comendador  O.  Pirrone,  enviado  extraordinario  y  ministro  jde- 
nipotenciario  de  su  majestad  el  rey  de  Italia,  la  entrega  al  arbi- 
tro de  los  expedientes,  cuya  lista  se  acompaña,  convinieron,  el 
precitado  señor  ministro  de  Italia  y  el  oficial  mayor  señor  dott 
Alberto  UUoa,  en  que  se  retirase  el  expediente  de  reclamación 
de  don  Bartolomé  Figari;  lo  cual  se  hace  constar  porque,  ¿  pesar 
de  lo  allí  convenido,  figura  en  la  expresada  lista,  bajo  el  núme- 
ro 25. 

En  fé  de  lo  cual,  firmo  el  piesente,  en  Lima,  á  treinta  de  se- 
tiembre de  rail  novecientos  uno. 

/.  de  Iturralde. 
(L.  Sv) 
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Ltmdo  arhitml  €h  la  redamación  néinei'o  26 ^  p.  esentada  ¡yor  dom 

Santiago  Bemardini 


Don  Sa)it¡ago  Bernardini,  natural  de  Domordóssola,  sútídito 
italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  lega- 
ción de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido 
-  á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  doscientos  soles,  importe 
de  un  cupo  que  le  fué  impuesto  por  el  subprefecto  de  Huailas,  y 
de  cuatrocientos  veintinueve  soles  más,  y  c¿vtorce  centavos,  valor 
de  mercaderías  tomadas  en  su  tienda  por  el  mismo,  ó  sea  un  to- 
tal de  seiscientos  veintinueve  soles  y  catorce  centavos  (S.  629.14) 
qu<?,  con  motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-95,  fueron  exigidos 
por  dicha  autoridad  política. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no del  Perú,  que  sólo  acepta  la  reclamación  por  los  doscientos 
soles,  si  se  prueba  la  autenticidad  del  documento;  la  réplica  del 
abogado  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

*19  que  el  recibo  del  cupo  impuesto  á  don  Santiago  Bernardina 
expedido  por  la  autoridad  política  de  Huailas,  con  el  sello  ofi" 
cial  de  dicha  subprefectura,  reviste  los  caracteres  de  legalidad  ne*" 
cesarlos  para  considerarlo  como  auténtico,  sin  que  se  haya  pro* 
ducido  prueba  en  contrario,  y  siendo  responsable  del  cupo  exigi' 
do  el  gobierno  dd  Peré,  según  los  principios  del  derecho  inter- 
Qjacional  y  con  arreglo  al  artículo  4^  del  tratado  entre  el  Perú  & 
Italia  de  23  de  diciembre  de  L874. 

2^  que  la  factura  de  S.  429-14,  presentada  por  el  reclamanto» 
no  está  acompañada  dje  ningana  prueba  que  acredite  haber  sido 
víctima  de  una  exacción  por  parte  del  deudor;  antes  bien,  el  lie- 
cho  de  baberk  abonado  particularmente  ujoa  paxte  de  lo  debido 
en  este  concepto,  es  prueba  de  que  se  refiere  á  una  cuenta  paxti» 
cular  de  que  el  gobierno  no  debe  ser  responsable. 

Definitivamente  fallando: 

Dedaipo  qoe*  el  •gobieriK^  de  la  repébliea  del   Peini  debe  pagsr 
é  do»  Santiago  Bem«rdifii  la  cantidad  de  doedenteB  s<ries  (S.90a)r 
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por  su  roi'lnin/i  ÍMn,  cu  las  condioioues  estipuladas  por  el    proto- 
colo (Ic  *^'">  de  Ncvu'Tiil»re  de  1899. 

Dado  en  Liin:i,  !\  hvinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uribarri 
(L.  S.) 


Los  infiAPcníi^í-,  •-:«  cn^tarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Kxcmo.  stfi-.i- <!  ):i  I!  niiiro  Gil  de  Uribarri,  Ekiviado  Extraordina- 
rio y  Mini  tro  ¡*!  si'^.Dtvnciiirio  dó  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
r(í,  l>'»livi;í  \  ]]".]  .  lor,  dí^^iornad')  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
de  la  Iv  |>  Mi  :;  l-'l  Porii  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
íTÚn  juMicrdo  'I'i^l'MM.'itico  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do,  rnbricísdo  y  ^"llado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pre- 
sente laudo  aíhiíi-il,  (MI  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  íTt'tiíMid»i(.*  <]''  mil  novecientos  uno. 

Julio  I .('<il  J.  de  Itun^alde 

(li.  S.)  (L.  S.) 


LdVi-o    arhliral  cu  la  rryhiDiaciói}  nfuaero  27 ,  presentada  por  don 

Hen edicto  Gadelaggo 


Don  B;  nedictí)  (íadelao^ro,  natural  de  Levanto,  subdito  italia- 
no, inscrito  eti  el  le^istro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  ti ta  capital,  según  consta  del  certifícalo  unido  á  su  ex- 
pediente, recia n)a  la  cantidad  de  veinticinco  soles,  valor  de  los 
objetos  que  K'  fueron  robados,  consistentes  en  billetes  de  la  lote- 
ría y  en  sus  ropas  jiersonales,  el  2  de  marzo  de  189o,  por  tropas 
del  batallón  Húsares  de  Torata  cerca  de  Vitarte. 

Visto  el  expediente  y  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no del  Perú,  oponiéndose; 

Considerando: 

1^  que  de  las  investigaciones  practicadas  por  la  real  legación 
de  Italia,  en  esta  capital,  resulta  que  el  reclamante  ha  fallecido 
y  ninguna  persona  se  ha  presentado  á  defender  sa  reclamación. 
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2'  que  la  certificación  expe<l¡^líi  por  el  canciller  de  la  legación 
de  Italia,  que  aparece  en  el  expe  Mente,  prueba  solamente  que 
Cx  WiHy^.i  pr¿áe;itaba  señales  inj(juívocas  de  lesiones  que  le  fue- 
ron inferidas;  pero  sin  especificar  (juién  las  hizo,  ni  por  qué  las 
rtoibió,  lo  cual  no  está  apoyado  con  ningún  otro  comprobante. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  del  Perú    no  debo  pa- 
'¿cv  nada  á  don  Beíícdicto  Ca'lela.^go  por  su  reclamación. 

Da«.iu  en  Linm,  á  treinta  do  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Raviiro  Gil  de  UAharri. 
(L.  S.) 


L')i  infrascritos,  Secretirio^  ea  el  arbitraje,  dim^s  fé:  que  el 
Exc.'Ientísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríl)arri,  Enviado  Ex- 
tniordinarioy  Ministro  Pleni[)Otenciario  de  Su  Majestad  Catóü- 
oa,  en  el  Pera,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  CTobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestaíl  el  Roy 
de  Italia,  según  acuer.lo  dipIomUiv^'O  de  25  de  Noviembre  de 
1699,  híi  firmado,  rubricado  y  sellaílocon  el  sollo  desús  [m.^pias 
armas  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día 
de  lioy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  misma  tenor. 

Julio  Leal,  J,  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  ^n  la  reclamación  número  ^8  y  98  bis,  preserdada 

por  don  Antonio  Rocca,  ^ 


Don  Antonio  Rocca,  natural  de  San  Colombiano,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  r«al  legación 
de  Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclamaba  cantidad  de  setecientos  soles  (S.  700),  por 
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los  cmimales  de  su  propiedad  qae  fueron  sacados  de  la  haciebda 
da^  pasto  Arainbiiru,  en  el  valle  de  La  Legaa,  el  23  de  Agosto  de 
18í)4,  por  un  oficial  de  policía  acompañado  de  12  hombres,  y 
por  dos  caballos  de  estimación  que  el  20  de  l>icienibre  del  mis- 
mo año  y  en  la  ciudad  de  Lima,  le  quitaron  dos  agentes  de  po- 
licía, á  dos  de  sus  empleados  en  la  plaza  de  abastos. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Peni;  la  réplica  (leí  abogado  doctor  don  J.  Matías 
León,  representante  del  reclamante;  y  la  duplica  de  aqué!. 

Coiií-iderando: 

1*  que  de  las  pruebas  presentadas  por  don  Antonio  Rocca,  en 
apoyo  desús  afirmaciones,  sulo  resulta  justificada  plenamente  la 
que  acredita  haberse  requisicionado  un  caballo,  cuya  niircay 
peluje  tordillo  responden  á  las  señas  de  uno  de  los  indicados  en  su 
segunda  instancia. 

2?  que  si  bien  queda  probado  lo  exacto  de  la  reí^iuisición,  por 
lo  que  á  un  caballo  se  refiere,  no  resulta  lo  mismo  en  cuanN>  ásu 
valor  de  ciento  veinte  soles,  que  no  es  precio  comento  en  est* 
clase  de  animales. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Cíobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
i  don  Antonio  Roca  la  cantidad  de  ochenta  soles  (S.  80)  en  las 
condiciones  estipuladas  en  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  Lima,  a  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Urlbi/rri. 


Los  infrascritos,  Seci^tarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  qué  el 
Excmo.señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  eotre  el  Gohier- 
m>de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de Ita- 
Ihl,  según  acuerdo  diplom¿tiao  de  25  de  Noii^ieaibfe  de  1899,  faa 
fimiado,  rabricado  y  eellado  (xmel  sella  de  eos  propias  aróMBí 
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I 

•1  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima^  el  día  do  hoj, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplarei 
del  mismo  tenor.   ' 

Julio  Leal.  J,  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


L^ido  arbitral  ^n  la  rectaniación  A?  ^9,  presentada  por  don  Juan 

Il^petto.  * 

Don  Juan  Repetto,  natural  de  San  Remo,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  se^ún  consta  del  certiñcado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  el  valor  de  las  tres  muías,  á  razón  de  sesenta  so- 
las cada  una,  que,  requisicionadas  por  la  subprefectura  é  inten- 
dencia de  policía  del  cercado,  con  otras  dos,  no  le  fueron  devuel- 
tas, hechos  que  tuvieron  lugar  con  motivo  de  la  guerra  civil  de 
1 804-95. 

*  Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  dol  gobierno  del 
Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha 
formulado  el  abogado  doctor  don  J.  Matías  fjeón;  y  la  duplica  de 
aqué!. 

Considerando: 

1?  que  la  redacción  del  recibo  que  ¡írueba  la  requisición  no  da 
lugar  á  tomarlo  por  un  contrato  de  locación;  que,  además  de  ne- 
garlo la  redacción  dada  por  Repetto,  al  acusar  recibo  al  reverso 
ne  a(]uél  donde  dice:  «que  me  fueron  tomadas»,  es  de  presumir 
que  se  negarían  las  autoridadeí*  á  dívrlo  en  otra  forniH;  que  dicho 
recibo  acredita  la  requisición  hecha  por  dicha  autoridad  política, 
de  lo  que  es  responsable  el  Gobierno,  según  el  Derecho  Interna- 
cional y  el  artículo  IV  del  Tratado  entre  el  Perú  é  Italia,  de  23 
do  Diciembre  de  1874. 

2?  que,  á  mayor  abundamiento,  la  comisión  nombrada  en  8  do 
Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación  en  conformidad  con  lo 
pedido  por  el  reclamante, 

Defínitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Repáblica  del  Perú  debe  pagar 

91 
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á  don  Juan  Repetto  la  canlidad  de  ciento  ochenta  soles  (3,  180), 
por  8"  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  pjr  e.l  proto- 
eolo  <io  25  de  Noviembre  de  1S99. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

liamíro   Gil  de  Urlharri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritoíl,  HccreUrios  eipel  arbitnijc,  damos  fé:  que  el 
Eitcrao  señor  don  Uninin)  Gil  de  ITríbarri,  Enviudo  Extmonh- 
narib  y  Ministro  rienipctníciario  de  Su  >' «¡estad  Cittóhca  en  el 
Perú  Bolivia  y  Ei-iiüdur.  designado  como  arbitro  entre  el  Oo- 
hieni.  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia  se<»ún  acuerdo  diplomático  de  25  áa  Noviembre  de  iS^J, 
h«  firmado,  ruÍ>nca<lo  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  dm  de 
hoy,  treinta  do  S.etieml)ro  de  mil  noveoientos  u-.io,  wi  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

JuJio  Leal  '^-  '¡rMurroJde 


JlmiJom-hilrrdm  iLudamacióu-^^,  presentada  por  dw 

lldfúiT  Orovetto 


Don  Rafael  Oiovt-tlo.  natural  dé  Bogliaseo,  subdito  italiano- 
iuícrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  dt>  «a- 
•H«.en  esta  caniíal,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diento, reclama  la  cantidad  de  tres  rail  cientx)  setenta  fiote» 
(««  3  170).  por  el  robo  v  saqueo  de  su  establecimiento,  sito  en  esta 
capital,  en  -.1  girón  de  Junín,  antes  Cinco  Esquinas,  N?  575,  por 
fu'rzas  d ,'  regimiento  de  Húsares  de  Junín  NM,  y  al  mando  de 
nn  oficial,  el  ÍR  de  yUirzo  de  1895.  .„     ,     ,    ,       *     ji 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  aJcgnto  d«l 
«bogado-delensor  del  tiobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la   replica 
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que  á  nombre-,  del  reclamante  ha  formulado  el  abogado   doctor 
don  J.  Matías  Leos;  y  I^  <luplica  de^a^uéL 

Considevauda: 

1^  que  aun  eiia<udo  \o^  te$iigQ»eai  la»  mforinaoióii  ordenada, 
cQtíñrmsLn  la  oxaciitud  del  eitcuentrode  las  fuerza»  bolágeuant^, 
evt  el  lugar  dondo  el  reclaí)naiit&'  tenía  9U  esstaUecimiaAto,  na  daa 
fe  aHjhre  elbecbo  d«l  saqueo  ni  del  robo  de  loft  efectos-  reclaTraA* 
c*OB  i)or  CroTeito,  ante^  bien,  reeulta  únieameníe  de  lo  expaesto^ 
).>or  los  mismo»  teatigots,  quje  ñe  libró  un  combate  ea  aquel  higívr, 
lo  (mal  pudo  m£e?iv  daña<i  que.  no  son  r^samiblcSh 

Definitivamente  fal la nd(K  ^ 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Pera  no  debe  j)a- 
gar  cantidad  alguna  á  don  Kafael  Crovcto  por  8U  reclmxiaoión. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  uoyecientos 
«no. 

iícMmro  Gil  de  Lríbarri. 
(L.  S.) 


Lo3  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excnio.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  *Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  ^n  el 
PoTÚ,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  árbitl-o  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Sü  Majestad  eí  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  18^', 
ha  firmado,  rubrica/To  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral,,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  dia  de  Iioy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

JuUq  LeaL  J*  de  Itufvuld^ 

(¡L  S.)  '  (L.  S.) 


■«•«••«M|i*«*a*WP*k. 
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Reclamación  N.  Sl^  preicnktda  por  ion  José  Parodi. 

Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gobierno  d^ 
U  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  con 
motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-96,  certificamos:  que,  según 
nota  verbal  dirigida  al  Excmo.  scfíor  don  Ramiro  Gil  de  Urfba- 
rri,  en  su  calidad  de  arbitro,  por  el  Excmo.  señor  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  en  Lima,  el  subdito  italiano  don  José  Parodi,  que  pe- 
día se  le  indemnizase  por  los  dafios  y  vejámenes  que  sufrió 
durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  ha  renunciado  á  su  reclama- 
ción. 

En  fé  de  lo  cual,*  firmamos  el  presente,  en  Lima,  á  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J,  de  IturraUe, 

(L.  a.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en   la  reclamaei6n  número  Sd^  preaeniada  por  don 

Rafael  Canevaro. 


Don  Rafael  Cauevaro,  conde  Canevaro,  natural  de  Lima,  sub- 
dito italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real 
Legación  de  Italia,  en  esta  cnpital,  según  consta  del  certificade 
unido  á  su  expediente,  reclama  la  suma  de  ciento  cuarenta  y  un 
mil  seiscientos  cfltorce  soles  y  ochenta  y  cuatro  centavos,  por  cu- 
|>os  que  le  fueron  impuestos  por  fuerzas  coalicionistas  y  por  re- 
quisíieioiies  de  armas  y  de  ganado  caballar,  mular  y  vacuno,  sa* 
queo  de  mercaderías,  destrucción  de  propiedad  é  incendio  de  ca- 
ftaveralí  s  en  lus  haciendas  Caudivilla,  Pampa  Libre  y  otras;  da- 
ños IIevHílf>s  á  cabo  por  dichas  fuerzas  y  por  tropas  del  Gobierno 
del  GeníMíil  Cáceres,  en  los  meses  de  Noviembrede  mil  oílu>ciento« 
noventa  y  cnatro  á  Marzo  del  noventa  y  cinco,  ó  sea  durante  la 
guerra  civil  de  aquella  época, 

Visio  p1  i'xpediente  y  los  diferentes  documentos  que.  á  instan- 
cias <l»  I  riri>¡tro,  ha  presentado  después  el  reclamante,  jipi  como 
la  cnpih.  niuíhi,  de  la  información  tastifical  actuada  en  ♦^«tá  capi- 
tal, t\uu^  i]  fí'^fíor  juez  de  1*  instancia  don  Aurelio  Pedra/a. 

Vistíi  *A  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno   ílel    Peri, 
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impugnando  la  nacionalidad  italiana  de  don  Rafael  Oanevaro,  & 
^uien  |>or  haber  nacido  en  Lima,}'  por  haber  solicitado  y  obteni- 
do la  elección  para  senador  por  el  Departamento  de  lea,  en  el 
alio  íle  rail  ochocientos  setenta  y  oc  lo,  así  como  por  hab  ^r  teni- 
do siempre  y  actualmente  su  domicilio  en  el  Perú,  y  stis  bienes, 
Intereses  y  n^g^K*io3,  conaidera  como  ciudadano  p«riMn  ),  «leda- 
•íen  lo  la  improcedencia,  anfce  el  Tribunal  arbitral,  de  su  re- 
clamación, que  impugna  también,  alegando  que  dotí  Itifiel  Ca- 
aevaro  no  es  úuico  propietario  dt¿  la  sociedad  agrícola  Caidivilla. 

Vista  la  réplica  del  reclamante,  combatiendo  los  car;;.)3  prein- 
dicados:  alegan  lo  que  algún )S amigos  suyos  lanziro;i  su  candi- 
datura de  senador,  sin  tijarse  en  que  era  italiano,  circunstancia 
por  la  cual  fue  rechazado  en  la  üámara  al  hacerse  la  calitiaición 
personal,  declarándose  así  por  un  acto  de  soberanía  .«su  naciona- 
lidad italiana  y  negándole  la  ciudadanía  de  peruano;  dis^.rtando 
sobre  las  escrituras  y  estatutos  relativos  á  la  sociedad  Cuudivilla, 
asi  como  respecto  á  la  cuestión  domicilio  y  á  los  daños  materia- 
les sufridos,  y  aduciendo,  al  final,  en  apoyo  de  su  nacionalidad 
italiana,  que  su  hijo  ha  cumplido  con  el  servicio  militaren  Ita- 
lia. " 

Vista  la  duplica  formulada  por  el  precitado  abogado  defensor 
del  Gobierno  del  Perú,  ampliando  todas  sus  alegaciones;  negan- 
do que  don  Rafael  Canevaro  fuese  elegido  senador  por  obra  d« 
Amigos;  aseverando  que  no  fué  rechazado  en  la  Cámara  por  inca- 
pacidad personal,  sino  por  haber  sida  aprobadas  las  actas  de  su 
Adversario,  en  prueba  de  lo  cual  acompaña  un  certificado  ex- 
pedido por  el  secretario  del  Senado,  á  cinco  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos, del  qite  consta  que  don  Rafael  ¿Canevaro  se  [>resentó 
oomo  senador  por  el  departamento  de  Amazonas,  en  mil  ocho- 
oíentos  setenta  y  seis,  y  por  el  de  lea  en  1878,  defendiendo  su 
«lección  el  19  de  Julio,  en  la  sesión  de  la  cuarta  junta  prepara- 
toria del  Senado  que  tuvo  lugar  el  19  do  Julio  do  1878. 

Considerando: 

1?.  que  á  tenor  de  lo  estipulado  por  el  artículo  2?  del  acuerdo 
diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  en  el  segundo  acápit« 
del  inciso  d,  es  deber  del  arbitro  exigir  la  comprobación  de  la 
nacionalidad  y  cíírácter  neutral  del  reclamante;  que  la  na- 
cionalidad italiana  de  don  Rafael  Canevaro  está  comprobada  en- 
primer  término  por  el  certificado  que  corre  en  autos,  expedido 
por  el  señor  Ministro  de  Italia  eu  esta  capital,  quien  asevera  ha- 
llarse aquél  inscito  como  tal  subdito  italiano  en  el  registro  de 
iiacionalidad  d%  la  real  Legación  de  Italia  en  esta  capital^  lo  cual- 
•oonstituye  la  prueba  requerida,  «jue    no   puede  discutirse   por 
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«uanto^l  áTbrtro,  eegán  queda  expuesto,  !ia  sido  Uaniaío  á  pro- 
fiiinciarBe  éo'bre  la  valid<?z  del  <locuraerito  qno  determitMi  la  cam- 
^obaciófi  de  la  nacionalidad,  y  esta,  como  qneda  dicho,  «e  halla 
establecida  por  el  mencionado  certificado,  q«>e  racrece  entera  f^; 
4qne  «i  bien  él  reclamante  nació  en  la  c¡ud>xd  <la  íjima,  no  os  es- 
to un  obstácitlo  pafra  que  consi^i^^e  'a  nacionalidad  italiana,  por 
fier  hijo  de  subdito  italiano  5'  haberlo  inscrito  como  tal  desdo  «u 
nacimiento  en  el  consulado  de  Itnlia;  que  n  »  destrnye  su  nacio- 
nalidad italiana  el  hecho  de  ha'lar»}  establecido  v  radicado,  con 
posesión  de  bienes  en  el  Pem,  ni  el  h^\ber  contraído  matrimonio 
oon  peruana. 

2?  que  las  observaciones  aducidíl^^  por  el  abogado  defentor  del 
g<íbierno  del  Perú,  en  f^u  alegato  y  duplica,  en  cuanto  á  la  olec- 
0ión  de  F>enador  en  el  Perú,  de  don  Rafael  C^inevaro,  resulten 
«iw^9  y  fundadas,  ]>or  cuanto  el  ceriificado  que  á  la  dá[>li<'a,  ú 
segundo  alegato,  acom[>añn  y  que  orin:inal  va  unido  al  expedien- 
te, *firraado  por  el  secretario  del  Senadif,  señor  don  M.  Sebaslián 
'Salazar,  y  tramitado  por  el  Ministerio  de  Relacione-?  Exteriores, 
con  Tosolución  firina<la  por  el  Oficial  Mayor  Hcñor  don  Alberto 
Ulloa,  de  pasarla  al  aV>ogado  defensor  del  Gabierno  del  Perú,  en 
lf«  Teclaniacione>  italianas,  consta  quo  don  Rafael  Oanevaro  se 
presentó  en  mil  ochocientos  set^Mita  3'  seis  corno  can  lidaU)  á  la 
tenadnría  por  el  departamento  de  Amazona^,  y  que  en  el  diario 
de  debate-5  de  aquel  año  api^rece  (pi?  en  la  junta  preparatoria  (]a\ 
Senado,  de  17  de  J  ilio,  se  dio  cuíMita  de  un  oficio  del  minino  í«ft- 
fior  don  Rafael  Oanevan»,  remitiendo  sus  acl-tis  orno  señala 
alecto  por  el  departamento  <lc  Amazoiuu,  ofi''io  del  que  se  inclu- 
ye copia  y  teKtualmente  dice;  <.S  ñor  socretario, — Tengo  el  h^ 
if»iior  de  acompañar  li  ü.  S.  las  notas  que  acreditan  mi  elección  (I- 
«Sonador  por  v-^l  de[)artani'^nto  de  A'uazonas  para  los  efectos  qn*^ 
«determina  la  lev»;  v  en  la  sesión  d}I  21  de!  mismo  mes  se  dio 
ouenta  de  otro  oficio  del  mismo  soñor  don  Rafael  Oaup-varo,  ex- 
cusándose de*  concurrir  a  sostener  su  elección,  aprobando  la  cá- 
mara en  aquel  día  las  actas  de  su  contendor,  don  Ambrosio  Be- 
cerril,  quien  quedó  incorporado,  resaltando  de  las  mencionada'^ 
♦netas,  cuyas  copias  se  unen  también,  que  el  señor  don  Rafael 
Oanevaro  fiíf*  elegido  en  la  ciudad  di>  Lamaí?,  por  veintiún  voi»5 
*eemo  llenador  prcípietíiírio,  y  en  la  de  Ohachapoyai^,  en  igual  coti- 
wpto,  por  treinta  y  seis,  el  día  16  de  Noviembi'e  de  1875,  confor- 
noae  al  cuadro  formado  por  la  Cámara  de  Senadores  y  promulga- 
ndo «por  el  Supremo  'Qobiemo  en  13  de  Junio  del  iniflmo  «fio 
1*875,  eHgiénd'i^e,  al  ^propio  tiempo,  en  «imbos  -efiorutiníos,  'Como 
•enador'uuplente,  &  don  Juttn  Frenidwco  Pa^os;  procediéndose  ^u 
^  WAo  <^oh'«rregle  6  lo  que  determinafbft  la  «Ley  EUectorai  etitonoes 
"^igattle. 
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3®  que  del  meircúmado  ceititícado,  ex])(.*«l¡Jo  p(»r  c!  F-eñ^r  Se- 
cretario do  la  Oámam  de  Peinadores,  consta  (juoíIos  años  desj^ufa, 
ó  se«  en  187S,  se  presentó  nuevamente  don  Riifiíel  C'nnevaro  co- 
aao  candidíito  á  senador  \>iy  la  ¡Tovincia  do  Ic¿),  disputando  Ja 
senaduría  al  señor  doctor  Veíanle  Alvurcz,  y  que,  aegíui  lo 
.con)j>rueba  el  acta  de  la  se:*ión  de  la  eaurta  junta  {»reparf«tofia 
del  Benad),  enyo  extracto  so  trascribo  ni  el  luisnio  certificado, 
ipTesidida  por  ti  st?nar  doctor  J\<v;as.  y  (ph-  tuvo  lu¿(ar  el  19vc[e 
Julio  de  187S.  di.\^puc>  dcleíílos  lo-  dictnnn  iics  de  mayoría  y  aoi- 
noría  en  ¡as  clc/cioncs  de  leu,  (uya  conchi.-ión  o?  dice:  *  que  pro- 
«  clainéii5  ^euiídor  pioj»i(.'tnrio  por  í1  «iei»rirtan)eilo  de  lea  ,al  8e- 
«  ñor  doi-lor  don  Marinno  Velardo  Alvaroz,  f]VU'  ha  obtenido ia 
«rtuayorí;'.  de  vóIm<.»,  (.-.nusla  que  w^-l  í-cñ''»r  don  Ixufael  Canevaro, 
«  interesiido  en  d'u-hii<  eleciñone>»,  con:í)atió  el  diclaniou  v  roani- 
«ifestó  1:1  l*r,':;a1id:u!  <.le  la  pjacticada  en  su  favo?»,  á  ¡H'í'ar  de  lo 
cual  y  de  la  defen-.s  que  <le  í-u  elerciún  hiz  í  tan.Uién  el  Feñor  Co- 
rrales Mí-lííar.  ijue  ^iiscri'nio  el  dielanicn  de  n)in<aííi.  fué  tkgido, 
en  votación,  el  seu(»r  Vrlarde  AIvíuí/.. 

4'^  que  el  jiu-neionhdi)  e\trae(o  de  h\  í^'.^^ión  do  ia  ciu>r*a  junta 
preparatoria  del  iSei-ado,  tenida  \{\;yt\v  cunl  queda  dicho,  él  10 
de  Julio  de  ]S78,  publicado  el  n!i:^nio  día  en  In  edición  de  la 
tarde  del  j)Ci¡6dico  A7  Conierxio  de  Linuí,  niiUiero  H,ICI),  con- 
tcuerda  exac*. finiente  con  el  texto  tras(  rito  en  el  precitado  certifi- 
oftdo  do  la  í^ccíétaría  del  Senado. 

5*^  que  aun  euando  al  (Inal  del  expresado  documento  se  dice: 
«  que  s.i  hii'U  es  cié? io.  (pie  el  fíoñor  don  líafarl  CV,ne\aro  se  prr- 
if  sentó  de..s  v^ec- eonio  f)relendie!it»'  A  una  .sena'lurí.v,  no  llejío 
w  nun«  a  íi  ver  re:». Hxadns  sus  aspii\H'i'  nc-  ¡■arlanieniüiia-»*,  ri^^id- 
ta  «le  laÑ  üetas  a  (jne  el  cerliíieado  niis»riO  «e  le'n  re.  <pie  íwí  <Íctw- 
cliada  f:u  <an'lida;ur;i  -.«n  ambí^s  (w-asioi )(•>••. 

{V-  qiU'  no  consta,  en  parto  ;il;^in:a,  ni  d«^  ello  ha  [h'<  ^entailo 
,pruvba  el  señor  «*!í>':|  Ilafael  (Janevaro,  «jue  la  elccc'ón  de  su  can- 
didatura, en  i87S,  fues»?  promovida  if\df^pendient;inente  (U-  su 
voluntad,  píu-  ami^^o-;,  ni  consta  tampoco  (pn*  la  votación,  e'!  !la 
jauta  preparatoria  dv  1  19  de  J  ili»»  do  a-pud  año,  proiriumaüdo 
Senador  por  el  departamento  de  lea  á  don  Maiiano  Veíanle  Al- 
varez,  Cues?  el  resultado  de  habers»*  tenido  al  señor  Canevá rojKjr 
síib  lito  italiano,  y,  por  el  contrario,  coiista  del  acta  «hí  diclia  ce- 
sión que  el  mismo  señor  don  RaPael  Canevaro  asistió  á  la  s<*>ión 
y  tomó  en  olla  parte,  combatiendo  el  dictamen  de  la  may'»r^i  y 
maniíeslando  la  legalidad  de  la  .elección  en  su  favor. 

7.°  que  aun  admitiendo  que  Ia<dección  do  1S78,  ded  señor '<'V 
akcvaro,  ifuese  obra  de  amigos  «uyo¿»,  como  sin  duda  lo  ruT;,  púje- 
lo que  mí  lo  aseveía  en  au  ál^gj\to  réplica,  y  que  esta  fu«fc**'la 
imufla  qu«  le  iiidiyera,  acaso  ])or  corte.sífl,  á  defender  'Sw  elección. 
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como  está  demostrado  que  lo  verificó,  y  que  lo  Hubiera  hecho  tan 
iólo  por  mera  fórmula  de  agradecimiento,  y  sin  ánimo  ni  pi:op6- 
gito  de  aceptar  deñnitivanjente  ei  cargo  si  la  votación  en  la  se- 
sión de  la  cuarta  junta  preparatoria  del  Senado  le  hubiera  sido 
favorable,  es  un  hecho  que  defendió  su  elección  de  senador  por 
el  departamento  de  lea  en  1878  y  que  este  hecho  no  está  por 
ningún  otro  atenuado,  como  puede  admitirse  que  lo  estuviera  el 
de  haber  remitido  las  actas  de  su  elección  por  el  departamento 
de  Amazonas  en  1870,  ya  que  si  bien  es  cierto  que  las  remitió  en 
•1  precitad»)  c?í1cio  de  17  de  Julio  al  scíicr  Secretario  de  la  Hono- 
rable CA  mará  de  Seiiíidoree  «páralos  efectos  que  determina  Ja 
ley»,  lo  es  tambiáu  qno  con  i'eclia  21  del  mismo  mes  y  año  le  di- 
rigió un  Ht'gundo  oficio  excu.-ándose  de  asistir  á  sostener  su  elec- 
ción. 

8**  que  de  Id  expuesto  rrtalta  que,  bajo  ol  punto  de  vista  de  la  ley 
ele\.  toral,  ent^uces  vigente,  y  de  la  Constitución  del  Perú,  ejerció 
«1  soñor  don  Rafael  C'aiK.varo  un  acto  propio  tan  rólo  de  un  ciu- 
dadano peruano,  que  s«>io  un  ciudadano  peruano  pue<le  ejercer, 
oon  arn^glo  al  arlículu  19  de  la  Constitución  del  Perú,  cuyas  cua- 
tro condiciones  determinantes,  de  ser  peruano  de  nacimiento, 
ciudatlano  en  ejiMoirio,  tener  35  años  de  edad  y  mil  pes 'S  de  ren- 
ta anual,  reúne  el  señor  Canevaro  bajo  el  punto  de  vista,  siem- 
pre, de  la  <'onstitución  |)eriiana,  cuyo  primor  inciso  del  artículo 
34  decía v:i  peruano  á  todo  el  que  nace  en  el  territorio  de  la  Re- 
públii  a;  y  siendo  aqjicl  ach»  ejercido  por  <lon  Rafael  Canevaro, 
un  acto  voluntario  que  cju  arnjrlo  al  fit>jf}i8  civiiatis  constituyi* 
un  dtTetho  indiscutible  y  [>ersíínalísimo  en  todo  individuo  libre, 
convertido  este  «^lerccho,  por  el  hecho  mismo,  en  el  ejercicio  de 
un  derecho  do  ciudadano  peruano,  por  cuanto  pareciese  determi- 
nar su  ex{»lícita  y  expont/mea  voluntad  de  serlo,  habría  lugar  4 
dMiü'  -r  fundada  la  aserción  del  abogado  defensor  del  Gobierno 
del  Perú  en  sus  dos  alegí^tos,  de  que,  para  dicho  Gobierno  y  en 
cuanto  á  lo  establecido  por  la  Constitución  de  la  República,  es  y 
no  puede  dejar  de  ser  tenido  por  ciudadano  peruano  el  señor  don 
Rafael  Canevaro;  más  como  quiera  que,  según  lo  declara  en  su 
alegato  réplica,  es  su  voluntad  actual  conservar  la  nacionalidad 
italiana  y  manifiesta  que  nunca  la  renunció  ni  jamás  fué  su  in- 
tención adquirir  ¡n  ciudadanía  peruana;  y  en  todo  caso  y  de 
cuanto  precede,  consta  que  aún  cuando  en  187G  solicitó  que 
se  aprobaran  sus  actas  de  senador  electo  por  el  departamento  de 
Amazonas,  y  en  1878  se  pressntó  á  defender  su  elección  \4>t  el 
Departamento  de  lea,  no  fué  incorporado  á  la  Cámara  en  nin- 
guna de  las  dos  ocasiones,  y  siendo  asi  que,  á  parte  de  lo  estable- 
cido por  #1  artículo  4?  del  Código  Civil  italiano,  que  declara  ita- 
liano al  hijo  de  padre  italiano,  no  puede  con  propiedad   decirM 
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que  den  Rafael  Canevaro  se  halle  comprendido  en  ninguno  de 
los   caso^    del   artículo  11  del  mismo  Código,  que   trata  de   la 
pérdida  de  la  ciudadanía,  por  cuanto  el  único  qtie  guarda   rela- 
ción con  el  punto  que  se  debate  es  el  artículo  3?  que    la  doelara 
perdida  por  el  que  sin  permiso  del  Gobierno  haya  aceptado  m- 
pleo  de  un  Gobierno  extranjero  ó  haya   entrado   en   el    servicio 
militar  de  otro  país,  y  el  art.  13  concede  la  facultad'  de  recupe- 
rarla volviendo  íi  Italia  con  permiso  especial    del   Gobierno,    re- 
nunciando á  la  ciudadanía  extranjera,  ?)  el    empleo  ó  al  servicio 
militar  aceptado,  y  en  último  término  fijando   su    domicilio   p.n 
Italia  por  <leclaración  expi^osa;  y  si  bien  es  cierto  que   no    puede 
tomarse  en  cuenta,  por  carecer  de  valor  aj;)licable  al  caso,  el  cer- 
titícado  de  inscripción  del  señor  Canevaro,  como    italiano  en    el 
honorable  Concejo  Provincial  de  Lima,  para  las  elecciones    mu- 
nicipales, en  atención  á  que  aquella  la  hizo  en  T5  de    Dicitnibre 
de  181)t),  y  su  reclamación  so  refiere  a  la  guerra  civil  de  1894-95, 
e;j  igualmente  cierto  que  hn  presentado,  además  de  laya  mencio- 
nada carta  de  nacionalidad  y  de  un  certificado  expedido  en  Ro- 
ma en  1895|>orel    Canciller  de  la  cortsulta   heráldica,  declaríin-  . 
dolo  titulo  del  reino,  y  de  un  pasaporte  para  trasladarse  á  Eurf)- 
pa,  firmado  en  Lima  por  el  Ministro  de  Italia,  en  1888,   otro  pa- 
saporte que  en  1893  le  fne  otorgado  en  Florencia  por  delegación 
del     señor  Ministro   do  Negocios    Extranjeros,    documento  e?(e 
bastante  para  demostrar  que,   hubiese  ó  no  sufrido  interrupción 
don    Rafael  Canevaro,   en  su  calidad   de  subdito  italiano,  lo  era 
siempre,  y,  en  todo  caso,  en   aquella  fecha  para   el  gobierno  d« 
Italia. 

.  9?  que  confirmada  de  este  modo,  y  en  segundo  lugar,  la  na- 
cionalidad del  reclamante  por  dichos  documentos,  auténticos  to- 
dos ellos,  que  constituyen  nueva  prueba,  indudable  y  resolutiva, 
queda  irrevocablemente  comprobado  que  don  Rafael  Canevaro, 
conde  Canevaro,  es  subdito  italiano. 

10.  que  aun  cuando  sentjida,  como  lo  está,  sobre  sólidas  base?, 
su  nacionalidad  italiana  y  siendo  las  leyes  italianas  las  únicas 
que  pueden  anularla,  ni  la  destruyen  en  su  fundamerto  CFcncial 
los  hechos  enumerados,  relativos  á  su  doble  candidatura  de  sena- 
dor, puesto  que  no  siendo  aceptado  no  llegó  á  ejercer  el  cargo, 
han  motivado  sin  embargo  la  presunción  legal  de  que  era  ciuda- 
dano peruano  y  lo  hubiera  sido  ipso  focto^  si  la  votación  en  la 
junta  preparatoria  del  Senado  no  le  hubiera  sido  adversa,  cir- 
cunstancia única  que  impidió  que  entrase  en  el  pleno  tjercicio  d« 
funciones  legislativas  peruanas;  y  aún  cuando  no  destruye  tam- 
poco su  nacionalidad  la  subsistencia  en  1894-95,  para  el  Gobier- 
no del  Perú,  de  aquella  presunción  legal   que  perduraba  |>or  la 

9S 
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circiinstfincia  de  que  don  lUfael  Guitívaro  no  ha  íw-odueido  nin- 
^ún  documento,  ni  en  motlo  alguno  consta  qiu»  por  algún  acU> 
notorio  ú  oficial  haya  <le^truíiío  los  ofcclos  })ri'¿untiv(3  consi- 
guientes al  acto  oficial  y  notorio  de  haboi-  concurrido  á  defender 
en  el  Senado  su  elección  de  187S,  está,  si,  afecUuhi  la  neutrali- 
dad delrcclanKtnte,  por  vuanto  sus  adu>.s  y  ífcstir.nes  á  dicho 
aaunto  relativos  y  el  muy  especial  de  la  (iefensa  que  personal- 
mente lii/X),  deniuefctra,  á  la  i>ar  qiiti  su  a.spirn-.ílón  á  la  más  alt;i 
investidura,  eürnentomcnte  política,  .^u  natural  inmixión  en  la 
del  i^aí?,  con.-tituyendo.  todo-s  e.4o.s  li«  ch-s-,  carj:oi^  contra r i oíi  á  la 
iieutraliiiad  á  favor  ue  la  cual  no  ha  producido  ninguna  pruebií, 
y  que  todo  extriHijero  dcl»e  observar  [>arn  ser  res])Olado  en  s^ua  de- 
rtícligS. 

11.  Conaideíamlo,  mbs¡«liai¡amenti-,  t-n  tUMiitoá  la  rcc'aniaci:'a 
en  gi  misma,  (jii<-  \a  }»a^e  de  ésUi,  la  e^tahlcc-í  el  sealor  don  Rafael 
^'i^i\(*vafo  pr(^s.:ntáinln<e  eoma  dijcrii\  unii*í)  de.  la  .Socielad  a^jrí- 
t'^^lo  Cauíiivillíi,  calidad  (\\\v  I-j  nie^^i  el  aboi:;i<Io  df.l'-nsiK*  del  uo* 

''erno  do'  Perú,  en  >ii-j  du.s  iilo^alos;  y  tOíDamio  por  punto  do 
]>artida  los  (^tatiitos  de  l-I  (!e  oetuirtí  de  I.^íí2,  iigu\í:ad(  s  al  ex- 
|K)diente  en  <<íri).s  documcLíos  remitidos  al  arbitro  pt^r  el  recla- 
mante, seiíiin  ulación  ya  tV.rmr.iada,  es  (Kí  notar  (piu  dichos  es- 
tatuios, elevad(;í:  á  e<i-ritira  púl>lica,  cuya  <o¡>in  .^o  aconipafía, 
couí-tituyen;  i:i'^ún  el  arik-iilo  l^,  una  coíHjnrnia  anónitncí  titulada 
í-Sociedau  Agrícola  Limibída»,  fijaUflo  eu  domicilio  en  Lima, 
circunstancia  ])or  la  cual,  y  no  Constancio  ipie  sl^  baile  rcü^islrada 
ñn.ra  del  paí.^:,  asume  la  naci(;r.alit]ad  pcruíi:;a¡  que  se<j;ún  lasis 
critnras  úv  2<S  de  octubre  de  187S  y  de  I<>  de  enero  de  1S82  y  la 
de  2í)  de  noviend)re  de  IcSUl,  á  rjuc  se  retíeiv  el  artículo  b^  de  los 
estatutos,  el  ca¡»ital  social  fue  aportado  j  or  la  ])rimitiva  soeiedifd 
José  Canevaro  é  hijos,  y  son  u  lerzor  del  secundo  a cá[)i le  dtd  niis- 
UK>  artículo  5^,  sus  únicos  Uiieml  ros,  don  José  Francisco,  don  Ra- 
fael y  <lon  César  Ganeva?c>,  dividiéndose  el  capital  social  de  no- 
verita  mil  librasen  trescientiis  ol)l!;4aciones  al  ¡lortodor,  privile- 
giiidas  y  en  seiscientas  acciones  de  cien  libras  cada  una 

12.  que  re¡)utándose,  como  (pieda  dicho,  dou  Rafam  í'anevnro 
dueño  único  de  lasocie<lad  i-n  en«'Sti6n,  funda  su  derecho  en  la 
escritura  pública  que  corre  en  el  expediente,  otorgaihi  ante  el 
mismo  notario  señor  Berninzon,  en  12  de  noviembre  de  lS9i, 
de  cuyo  tenor  consta  la  separación  de  los  socios,  de  nacionalidad 
peruana,  don  José  Francisco  y  don  César  Canevaro,  quedando 
sólo  don  Rafael,  que  es  italiano. 

13.  que  admitiendo  la  validez  de  esta  escritura,  que  lleva  con- 
sigo la  disolución  de  la  Síjcicdad  anónima  anterior,  cm  indis- 
pensable, &.  tenor  de  los  artículos  42  y  43  de  los  mencionado3  es- 
tatutos, convocar  una  junta  general  y  proceder  ala  liquidación. 
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Iv  cual  uu  ha  tenido  lugar  según   resuUa  (le  h^s  comiiincAdoue» 
del  Tcolamaiite  al  arbitro,  feciia  20  de  octubre  v  8  dcrnovioínhre 
«f  1900  y  9  de  sotierabre  do  lüOl,  en   respuc'í<ta8  á  lan   Huya«de 
16  y  2G  de  octubre  y  31  de  agento  rcí<|íootivos,  no  piidiondo  atr¡- 
bntrse  carácter  de  acta  de  Iiqni<lnci()n  »>1  cíi-ado  ó  cvenía  anoxo  a 
su  comunica' ion  de  8  de   noviembre  do  1ÍH)0,  v  de  lo  cual  se  de- 
(luce,  así  como  del  hecho  de  no  existir  las  '-(díligaciontV  (jue  de- 
bían constituir  parte  del  capital   social  de   novoota   mil  lii;nis,  y 
que,  segúi)  la  expresada,  comunicación  del   señor  Canevaro,  no 
llegaron  á  emitirse;  y  de  la  circunstancia   de  no  haberse  anotado 
y  rcgistifido  en  cl  libro  esptctal,  c(»mo    ¡o  disitoiie  el  aitícnlo  10 
de  los 'mismos  eslatutcs,  la  transferencia  de  las  acciíiKs,    que  al 
reaí^umirlas  el  sifior  don  Ka  fací  Canevá  ro  v  hacer-e   duíiño  úni- 
co  de  la  explotación  ó  s<x*iedad  agrícola    ('audivilla  debionm  ve- 
rificar los  rjue  fueron  sus  consocios,  enagenándolas"  á  su  nombfr, 
a.sí  como  los  que,  ú  tenor  del  libro  do  actas,  y  {»or  formar  í>arte  del 
directorio  de  1893  debían  pcsser,  con  arreglo   al  artículo    15  de 
aquellos  estatutos;  y,  por  otra  parte,  del  hecho  de  haber  ))ublir'a- 
do  tan  sólo  en  1?  de  noviembre  de  ISO-i,  en  el   periódico   El  (Co- 
mercio de  Lima,  el  señor  Rafael  Cañe  varo,  el  aviso  que  se  reliere 
en  su  alegato  y  en  otros  docuiuf  ntos,  notificando  id  público  que/ 
desde  el  30  de  junio  del  mismo  año  de    i90J,  había  asu?nido  las 
acciones  y  obligaciones  de  la  sociedad   de  ^'audivilla,   de  la  (pío 
se  hizo  dueño  único  por  la  escritura   de  12  de    aquel  mistn  »  m<s 
de  noviembre  de  1894,  dedúcoe  que,  ])rocediendo  cl  j»eñor  <loii 
liafael  Conevaro  con   maniíics'a  bu^na   fe,  y  If'jos  dv  fitiisar  que 
ninguno  de  los  í»artidos  en  armas.eu  acjuella  fecha,  en  qUc  la  gue- 
rra civil  do  1894-95  estaba  en  su  periodo  ¿ilgido,  hubiera  de  cau- 
sarle daño  de  mayor  cuantía,  lo  que,  sin  embargo,    tuvo  lugar  á 
partir  del  18  de  aqi^el  mismo  nu3  de  noviembre,  sogún  cobista  de 
la  relación  que  acompaña  y  la   ma\'or  parte  de  cuyc»s   hech^íi?  e»- 
tan  comprobados,  no  cuidó  el  señor  Canevaro  de  ll(Miar,  á  su  de- 
biílo  ticmjjo,  los  requisitos  ríe   (pui  se    dtja    hecha    mencióji,    eu 
consonancia  con  lo  prescrito  por  los  estatutos  de  la  sociedad  anó- 
nima Ca\idivil!a,  base  primordial  de  esta  reclamación,   y  lo  cual 
se  explica  también  y  redunda  en  honor  del  señor  don  Rafael  Ca- 
nevait),  por  cuanto  sin  duda  im|»lica  que,  por  tratarse  de  asuntos 
entre  hermanos,  prescindió  de  aquellas  formalidades,  corroboran- 
do su  buena  fe  el  hecho  de  que  sólo  en  25  de  noviembre  de  1801, 
cuando  ya  había  sufrido  algunos  daños  en  sus  propiedades,    re- 
cabó del  señor  Ministro  de  Italia  el  documento  que  corre  á  fojas 
10,  por  el  que  refiriéndose  al   aviso   publicado   en    Fll  Comercio 
que  daba  á  conocer  la  hacienda  de  Caudivilla,  como   propiedad 
del  subdito  italiano  don  Rafael  Cauevaro,  expresaba   la  esperan- 
za  de  que  los  partidos  políticos  la  respetaran  y  se  abstuvieran  de- 
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molestar  á  su  dueño;  de  todo  lo  cual  resulta  que  siendo  don  Ra- 
fael Canevaro  propietario  ónico  de  la  precitada  sociedad  anónima 
de  Caudi villa,  según  la  escritura  de  12  de  noriembre  de  1894, 
falta,  no  obstante,  la  prueba  legal  que  asi  lo  deteimine  con  rela- 
ción  á  los  mencionados  estatutos;  y  siendo  por  la  misma  ruzóo, 
innecesafio  entrar  en  más  considoraciones. 

Definitivamente  fiiUandc»: 

» 
Declaro  que,  por  no  estar  suficientemente  comprobado  el  ea- 
rácter  neutral  del  rechunante  y  por  falta  de  la  prueba  legal  de 
que  se  deja  hecha  mención,  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú 
no  debe  pngar  cantidad  aliruna  al  subdito  italiano,  conde  Rafael 
Canevaro,  por  su  reclamación. 

Dado  en  Tiimn,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno 

Hamiro  Gil  de  Uríbarri, 
(L.  8.) 


Loá  infraácritos,  áe'.Tv¿l=\'  •;:)  en  el  arbitraje,  dantos  fe:  :jue  el 
Excmo.  señor  don  RiimiroíÜl  de  Uríbarri,.  Snviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenlpoteneiavio  de  8.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propia»  armas,  el  presenW 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  d«r 
setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  liurralde^ 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  ta  reelamaeión  A?  SS^  presentada  par  don 

Bqfael  Oanevaro 
por  síy  á  nombre  de  m  hermaw)  don  Felipe  Cancvaro 


Don  Rafael  Caneraro,  por  sí  y  en  representación  do  su  8«ñor 
hermano  don  Felipe,  naturales  de  L^ma,  ambos  subditos  italia- 
nos, inscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación 
do  Italia  en  esta  capital,  segán  comprobantes  unidos,  el  segun- 
do al  expediente  de  esta  reclamación,  y  el  primero  á  la  de  la  nú- 
oiero  32,  pide  la  cantidad  de  doce  mil  ochocientos  cincuentisiete 
toles  y  oclienticiuco  centavos  (12.857*85),  por  cupos  que  le  fue- 
rDn  impuestos,  exacciones  y  requisiciones  llevadas  á  cabo  en  la 
liacienda  Huaito,  en  los  meses  de  setiembre  á  noviembre  de 
1894,  ó  sea  durante  la  guerra  civil  de  aquella  época,  por  fuerxas 
beligerantes  coalicionistas;  reclama  también  la  suma  de  mil  soles 
mensuales  desde  el  3  de  setiembre  de  1894,  hasta  el  día  en  quo 
se  les  abone  la  reclamación,  ó  sea  calculando  como  día  de  pago 
el  de  la  fecha  del  presente  laudo  arbitral,  la 

cantidad  de S/.     84.809-91 

que  uuidá  á  la  anterior  de.. /. „      12.857-85 

forman  un  total  de S/.     97.757-76 

Visto  el  ex{>ediente;  la  información  testifical  y  los  documentos 
solicitados  por  el  arbitro;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose  en  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión, 
(i  impugnando  la  nacionalidad  de  ambos  reclamantes;  vista  la  ré- 
plica y  la  duplica; 

Considerando: 

1?  que  previamente  al  examen  juríd'co  de  la  escritura  que  I05 
reclamantes  firmaron  el  12  de  octubre  de  1894,  y  por  la  cual  y 
en  la  época  en  que  ya  sufrían  vejámenes  por  partede  los  belige- 
rantes, resulta  separado  don  Octavio  Canevaro  de  la  sociedad 
construida  según  la  escritura  de  18  de  marzo  de  1884,  por 
éste  y  por  sus  hermanos  don  Rafael  y  don  Felipe,  subditos 
italiano^,  debe  decidir  el  arbitro  sobre  la  nacionalidad  y  carácter 
neutral  de  los  interesados,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artí- 
culo 2V  del  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899,  ley  primordial 
de  este  arbitraje. 
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2°  que  la  nacionalidad  italiana  de  don  Rafael  Canevaro  está 
ya  determinada  de  manera  coneluyente,  en  el  laudo  arbitral  re- 
caído en.su  recia maclóiiíSeftalada.  con  el  ís^  32  y  de  cuyos  autos 
resulta  que  no  está  com probado- siiiiciejatemenle  su  carácter  neu- 
tral, sin  que  ning^una  modifioadóii  aporten,  sus  alegaciones  en 
el  presf?nte  expediente. 

3?  que  igual  calificación  correspondería  á  don  Felipe  Caneva- 
ro,  por  cuanto  si  bien  es  cierto  que  el  certificado  expedido  por  la 
Legación  de  Italia,  unido  al  expediente,  constituye  la  prueba  ih 
su  nacionalidad  italiann,  el  hecho  de  que  su  lierniano  Rafael  re- 
conoce, señalado  en  los  dos  alegjitos  del  abogado  defensor  d»! 
-del  gobierno  del  Piini,  de  haber  servido  duraufo  do:?  años  en 
la  guardia  nacional  riel  Perú,  ya  ^ue  no  destruyera  su  nn- 
cionalidad,  si  en  caso  de  tratarse  el  panto  se  resolviera  que  la 
gimrdia  nacional  no  es,  precisamente,  el'  ejército  regular  de  la 
nación,  afectaría  si,  de  todos  modos  la  ncutralídai,  constituye»- 
do  un  IjccliO  cuando  menos  á  elhi  contrario. 

4^  que  con  el  triste  motivo  del  fallecimiento  del  señor  don  Ve- 
lipe  Canevaro,  ha  caducado  en  absoluto  el  poder  que  facultaba  á 
don  Rafael  Canevaro  para  n^[)re.sentarlo  y  que  no  ha  sido  hmú- 
tuído  de  modo  alguno,  ni  nadie  ha  comparecido  á  defender  eu 
este  arbitraje  los  derechos  y  acciones  que  á  los  eausa^  habientes 
del  íinaílo  pudieran  corres{K)nder. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Oubiemo  de  la  República  del  Perú  no  esté 
obligado  á  pajear  cantidad  alguna  al  súbditío  italiano  don  Rafael 
Canevaro,  ni  á  los- herederos  de  su  finado  hermano  don  Felipe, 
por  la  reclamación  que,  a  nombro  de  ambos  y  en  momento  opor- 
tuno presentó,  señalada  con  el  NV  33. 

Dado  en  Lima,  a  treinta  de  setiembre  de  rail  novecientos  uno. 

Jiamiro  Gil  de  Uríharri. 

(L.  a.) 


Lo&ia£raBCj:itos^  secretarios  ea  el  arbitraje,  dLaioos- fe;  q^e  ^I 
B:ccfno.  s«&or.  don  Ramiro  Gil  de  Uiibacri^S^viado  ExtaiiordifiA^ 
tío  y  Máflidtco  Plfenipotenciarlo  (i^  S.  M.  Católica  on  el  Perii,  B©- 
via  y  Ecuador,  designado  como  arbitro   entre   el  Gobierno  da  la 
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República  (íel  Pera  y  el  de  S.  M,  el  Rcjy  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  veinticinco  do  noviembre  de  ISO-Í^  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado  con  el  s^^IIo  de  sus  propias  armas,  el  pré- 
nsente lando  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  en  el  día  de  boy,  trein- 

ta  de  setiembre  de  mil  novecientos  nno,  en  siete  ejemplares  ñ<] 
mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturmlde. 

(I-  ^•)  (L.  S.) 


Laaoo  arbitral  eu  la  reclamacum  N^  35,  prcf^enlada  por  d'.n 

José  Cellario. 

m 

Don  José  Cellario,  mitural  de  Camerana,  subdito  itii  ¡ano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  í(-gaci(  i  de 
Italia  en  <*sta  c¿u>ital,  s(^gún  consta  del  dociuneiito  que  acompa- 
ña A  su  oxt)CHl¡e!ito,  rotiama  la  cantidad  de  doscientos  cincuenta 
soles  (S/.  2-30),  i>or  un  cu^io  que  en  Tarma  le  fnó  impuesto  por 
el  secretario  general  de  la  jefatura  superior  de  las  fuerzas  de  uno 
de  los  partidos  beligerantes. 

Visto  el  expediente;  el  ^legato  del  abogado  defensor  del  (to- 
bierno  del  IVrn,  oponiéndose;  la  réplica  do  la  viuda  del  recla- 
mante, doña  Ana  María  B.  viucTa  de  Cellario,  en  la  que  se  atie- 
ne al  fallo  arbitra!. 

Considerando: 

'  1?  que  el  artículo  4'-  del  tratiído  vigente  entre  el  Peni  é  Italia 
exime  á  los  sábdito  Ss  denMajeatad  el  Rey  de  Italia  de  toda  eoi>- 
tribucióu,  cupo  ó  exacción  ilegal;  perteneciendo  á  esta  elaae  la 
exigida  al  reclamaiíte  don  Jofié  Cellario  por  el  jefe  de  uno  de  loa 
partidos  beligerantei-',  debe  ser  indemnizado. 

2^  que  la  comisión  nombrada  eu  8  de  junio  de  1895,  recono- 
ció la  legalidad  del  pago  do  este  cupo  segúu  euursta  en  la  lista 
I)ub]ica<la  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  189G. 

Deñnitívamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Kepublica  del  Perú  debe  pagar 
á  la   viuda  de  don   José  Cellario,  la   cantidad  de  doscientos  cin- 
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cuenta  soles  (S/.  250),  por  8U  reclamtcióo,  con  arreglo  al  proto- 
tolo  de  25  de  noviembre  de  1890. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Oil  de  üríbarri. 
(L.  S.) 


1^3  infrascritos,  socretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
tíxemo.  wñor  don  Ramiro  Gil  de  üríbarri,  Enviado  iCxtraordi- 
nario  y  Ministro  Plenijiotenciario de  S.  M.  Católica  en  el  .Pero, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado,  rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  lau- 
do arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinUí  iU  Se 
tiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  LhiL  ^    J'  de  liurralde. 

(L  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  rerlamacidn  N^  S6y  preBentada  por  don 

José  GiacomMi 


El  conde  José  Giacometli,  natural  de  Piacenza,  súbílito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionaliila'l  de  la  real  legición  de 
Italia  en  esta  capital,  según  certificado  unido  á  su  expediente, 
reclama  la  cantidad  de  quinientos  soles  (S/.  500),  que  como  cupo 
le  exigieron  las  fuerzas  beligerautes  que  al  mando  de  dun  Isaías 
Piérola,  operaban  en  la  provincia  de  Oantn. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Oí>- 
bierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  reclamante  y  la  du- 
plica de  aquél,  acompañada  de  una  copia  de  la  escriturajpúbliea  de 
fundación  y  estatuto  de  la  sociedad  industrial  de  i'uente  Piedra: 
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Coni'iderando: 

1?  qito  en  el  documento  que  acompaña  al  expediente  de  esfes 
reclamación  figura  don  José  Giacometti,  como  víctima  del  oupo 
exigido  ])or  los  jefes  do  los  partidos  beligerantes,  y  que  las  decía- 
clones  del  reclamante  en  la  réplica,  al  tratar  de  sus  continuas 
viajes  á  Puente  Piedra,  donde  tiene  sus  negocios  industriales,  no 
desvirtúan  la  existencia  de  la  exacción,  ni  dan  lugar  á  suponer 
que  fuera  impuoí^to  a  la  sociedad  anónima  azucarera  de  Puente 
Piedra,  cosa'qne  no  consta  en  dicho  recibo. 

2?  que  el  artículo  4?  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  á  Italia 
dispone  la  obligación  de  pagar  los  cupos  ó  contribuciones  extra- 
ordinarias, exigidas  á  los  nacionales,  respectivamente,  y  encujo 
caso  se  encuentra  el  que  fué  impuesto- al  reclamante. 

3^  que  la  comisión  nombrada  en  8  de  junio  de  1895  recono- 
ció la  legalidad  del  pago  de  este  cupo,  como<:onsta  en  la  lisia 
publicada  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  169^^. 

Defínitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  V^v^y  debe  pagar 
á  don  José  Giacometti,  la  cantidad  de  quinientos  soley  (S/.  500), 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  oí  acuer- 
do diplomático  de  25  de  noviembre  de  1809. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


,^^*^ '^    "I* f     »    ■■ 


Los  infrascritos,. stccetarios  eu  el  arbitraje,  «)an)ps  féi.^ue  o 
Excma  seüor  .don  Ramiro.  Oil  .de. Uríbarri,  .enviado  .  }j^x^fAQ*^ 
Darío '/Ministro. Píen  jfiotQQciarioxle  S.  M..  Católica  eíi  el^rwrét 
.Solivia  y  I¿cua/J;9r» '^igx^fidojcomo  arbitro  ejitre^l  Qpl^i^rpfid* 
»lA,BepúbJUca  ,del  {^«líiy  «1  /da  8.  M,  -el  Rey  d^Jt^J^a,  j?f gúp. iffjqer- 
do  diplomático  de  26  dé  Noviembre  de  1899,  ba  firmadO|t,i^ri- 
(wdp^jr  sella4Q»con.^,iello4^WS,píoi4a5k#RWíi%^i  pfWI^^  í»»- 
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do  arbití-\\  i^n  la  ciu  lal   di  Lirn^,  el  «lía  de  ¿lioy,  triiitn  Je  .^• 
tienibre  de  :ai!  novecientos  ano,  tni  sioto  cjoínnlare^   x\A    niis'.n » 
tenor. 

Julio  Lml  .  J.  de  Ilarr^l  V. 

(US.)  (L.  S) 


Rtdamacifm   número  S7y  presentad  f  por  ihn   Jet^óninio  Tnid 


Los  infia.scritos,  secretarios  en  v\  iubitrnje  cutn*  ti  G  >l>ií-i;  ) 
de  la  R('})ública  del  Perú  y  ti  de  S.  M.  í1  Hry  íU^  ;?i;!iu,  •  oii  u.o- 
tiro  dtí  la  guerra  civil  .10  1891-9"),  r.rtifiítaiiios:  qll•^  3í'<;;'in  ivoL\ 
verbal,  lecha  27  de  dioiv  inbro  do  I'3<'0,  dir.<::ida  a!  Kxc::'».  srñ  r 
don  Ramiro  Qil  de  Uril>arri,  tn  .«^u  (MÜdad  de  áih.'io,  i>  >r  el  >«• 
ñor  Encarj^adu  de  Negocias  do  ItalÍH,  cav.  IIuíTV-lo  Ai:iit>li»'l 
gdbdito  italiano  don  Jeróniüio  Travi,  cjuo  pedía  ^d  inioorti.*  <i' 
dos  caballos  (^uo  le  tomaron  en  Iliu'uiU'o  K^^s  fuei/.-ís  doi  cur^it  ! 
Cttrví\jal,  ha  rt^nunciudo  ú  .-u  rechunación. 

En  i*é  do  lo  cual,  íinnnni  js  el  pio^outo,eii  Liniu,  á  treinta  dj 
ditiembrtí  de  mil  novciientoi  nm». 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbUra^  en  la  redamaabn  JV?  J'^,  presenta  !^  p-'-   J m 

A  ntoii  io  Faggío  ni 

Don  Antonio  Faggioni.  natural  do  Roma,  súl>  Ht.Mf  ilinu  >, 
inacrito  en  el  registro  de  nacionalidal  do  la  roil  lci;aciÓ!i  dj 
Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  sm 
expediente,  reclaina  la  cantidad  de  cien  soles  (S/.  100), .que  le 
fueron  pedidos  como  capo  forxoso  por  el  Sukj^refeeto  de  la  pro- 
vincia  de  Tarina.  don  Alejandro  A^a,  en  7  de  noviembre  de 
1894. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensjr  del  ticv 
bierno  del  Pera,  recenociendo  el  cupo  sin  et  pago  de  interés;  y  el 
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aeía   ti  rm  a  da  por   el  reclamante  ante  el  secretario  del    arbitraje 
don  Joaquín  de  Itnrralde,  remitiéndose  :í  la  decisión  arbitral. 

Considerando: 

Que  además   de  la  justicia  de  esta  reclamación,  se  encuentra 
reconocida    por  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  en  8   dt 
junio  de  1895,  según  consta  de  la  Memoria  de  Relaciones  Exte-, 
le?  de  1896. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobieino  (ie  la  República  del  Perú  debe  pa^far 
á  don^  Antonio  Fagí^ion;  la  cantidad  de  cien  soles  por  su  recla- 
niación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  acuerdo  diplomá- 
tico do  ^0  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  rail  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  ÜHbarri. 


Los  inflase  ritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  d&moi  fé:  que  el 
ICxcmo.  señor  don  Kamiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Tlcn  i  potenciarlo  de  S.  M.  Oatóli«a  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  8.  M.  ti  Rey  de  [talia,  según 
Acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmadt, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
setiembre  de  mil  novecientos  uno>  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.8.)  •  (US.) 
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X 


Laudo  arbitral  en  Id  Téélaviacidn  ir?  S0,  préémfdda  por  los 

señores  Gherei,  Oaribaldi  y  otros 

Los  señores  Ghersi  y  Garlbaldi,  Malatesta  Solari  y  compañía, 
Augusto  Minuto,  Malatesta  hermanos,  José  Aicárdi  y  Mauro  Pei- 
roñé,  subditos  italianos,  inscritos  en  el  registro  de  nacioí\alidad 
de  la  agencia  consular  de  Italia  en  Moqüegua,  según  consta  de 
los  certificados  que  acompañan  al  expediente  de  reclamaciÓM, 
piden  las  cantidades  siguientes,  por  el  cupo  que  les  fué  impues- 
to por  las  autoridades  políticas  en  dicho  lugar,  á  consecuencia  ú% 
1a  guerra  civil  de  1896. 

Ghersi  y  Garibaidi S/.  265 

Malatesta  Solari  y  0^ ''  170 

Augusto  Minuto "  100 

Malatesta  hermanos i....  "  220 

José  Aicardi  ..., *'  100 

Mauro  Peirone "  100 


total  S/.   955 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  del  Gobierno  del 
Perú,  oponiéndose;  las  réplicas  de  los  reclamantes,  remitiéndose 
á  la  decisión  arbitíal;  y  la  duplica  dé  aquS. 

Considerando: 

,  1?  que  los  mencionados  señores  estabslii  en  su  perfecto  derecha 
á(  reclamar  ante  su  legación  de  los  cupos  6  empréstitos  forzoso» 
ctuo  la  autoridad  {)olítica  de  Moquegua  les  había  impuesto,  por 
toei'  contrarios  al  articuló  IV.  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  k 
Italia  y  á  los  principios  de  derecho  internacional,  sustentados  6a 
la  circular  que  dirigió  el  entonces  ministro  de  relaciones  exterio- 
res señor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  el  26  de  Octubre  de 
1897,  ftl  cuerpo  diplomático  residente  en  Lioia. 

os  senores  Ghersi  y  Garibaldi,  además  del  6ufpo  de  cien- 
io  veinte  soles,  han  seguido  un  rmevo  expediente  para  reclamar 
la  cantidad  de  ciento  cuarenta  y  cinco  solea  que,  cobrados  en  la 
aduana  de  lio,  el  prefecto  señor  don  ^  Jallo  César  Chocano  les 
obligó  á  desembolsar  nuevamente,  y  que  tienen  derecho,  en  el 
mismo  concepto  de  la  otra  imposición,  á  que  le  sea  devuelta  as- 
ta suma;  deducción  hecha  de  cuarenta  y  cinco  soles  (S.  46),  que 
no  resultan  bien  comprobados  eon  el  recibo  que  aparece  en  au* 


—  741  ^ 

toB,  otorgado  por  don  Carlos  Zapata,  el  19  de  Noviembre  de  1896. 
3?  que  habi^zxdg  rooonocidQ  la  co^isióa  nombrada  el  8  de  Ju- 
nio de  1895  estad  reclamaciones,  8egún  consta  de  la  memoria  de 
relaciones  exteriores  de  18íí6,  apareciendo,  tal  vez  por  error  de 
imprenta,  haberse  reconocido  á  diehos  señores  Ghersi  y  Garibal- 
di,  cuarenta  y  cinco  soles  más  de  lo  que  les  pertenecía,  «on  axr^- ' 
glo  al  considerando  anterior. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  del  Peni  debe  pagar  las  siguiente» 
oantidadeB  por  sus  respectivas  reclamaciones,  á  los  siguiejitee 
subditos  italianos: 

Doscientos  veinte  soles  á  los  señores  Ghersi  y  Garibaldi; 

Ciento  setenta  soles  a  los  señores  Malatesta,  Solari  y  Compa- 
ñía; 

Cien  sole.s  á  don  Afigusto  Minuto. 

Doscientos  veinte  soles  á  los  señores  Malatesta  hermanos. 

Cien  soles  á  don  José  Aicardi. 

y  cien  soles  á  don  Arturo  Peirone,  ó  sea  un  total  de  novecien- 
tos diez  soles  por  esta  reclamación  colectiva,  distribuida  en  la 
forma  indicada,  y  en  las  .condiciones  establecidas  por  el  proto^co- 
lo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  unp. 

Ramiro  Gil  jíe  Urlbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Urlbarri,  Ényiado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pero,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su. Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  3e  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  do  Lima,  el  díigí  de  hoy,' 
treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno^  en  siete  ejempla- 
res del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  liurralde 

(L.  S.)^  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número   4^1  presentada  por  don 

Nicolás  B,  Ttaldo  y  Compañía 


Los  señerei  Nicolás  B.  Toaldoy  compañía,  subditos  italianos, 
negÚQ  consta  del  certificado  expedido  por  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  unido  á  ct-tc  expediente,  a  ñivor  del  socio  que 
actualmente  representa  la  casa,  doi  Miguel  Nicolás  Tealdo,  na- 
tural de  Mcisáo  (Jastiglione,  por  ausencia  de  don  Nicolás  B.  Teal- 
do,.  reclaman  la  cantidad  do  dos  mil  soles  de  plata  (S.  2.000)  por  * 
cupo  forzosio  que  le  fué  impuesto  en  Tarma,  el  4  \e  Noviembre 
de  1804,  por  el  coronel  i'on  Augusto  Durand,  jefe  político  y  mi- 
litar del  Centro. 

Visto  el  expediento;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bíornodel  Perú,  opt)niéndose;  la  réplica  que  á  nombre  de  los  se- 
ñores Tealdoy  compañía  formula  el  señor  don  Emilio  Sequi;  y 
la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

l?que  de  los  informes  adquiridos  resultan  ser  italianos  y  de  la^ 
familia  Tea  Ido  todos  los  socios:  que  se  acompaña  la  carta  d^  na- 
cionalidad de  don  Miguel  N.  Tealdo,  porque  representa  la  casa 
en  ausencia  de  su  tío  don  Nicolás. 

2?  que  el  recibo  que  figura  en  el  expediente, á  fidios  tres,  revis- 
te todas  las  fornihlidades  de  autenticidad,  y  prueba  por  su  explí- 
cito tenor  que  .«-e  impuso  á  dichos  señores  un  cupo  forzoso  do  dos 
mil  soles  por  el  precitado  coronel  Durand,  contra  lo  dispuesto 
por  el  artículo  IV  del  tratado  Italo-Peruano  vigente. 

3?  que  hu comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  supremo  de- 
creto de  8  de  Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  república  del  Perú  debe  pagar 
a  los  señores  don  Nicolás  B.  Tealdo  y  compañía  la  cantidad  de 
dos  mil  soles  de  plata  (S.  2.000),  en  las  condiciones  eitableeidas 
por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecionioa  uno. 

Ramiro  OH  de  IHbarri 
(L,  S.) 
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Los  infn)soritos,  Eccnfancs  en  el  aibitríije,  demos  fe:  que  el 
Exrno.  fAñov  don  Ihin  iio  Gil  de  Unl»airi,  Enviado  Extiaordi* 
Mario  y  Miiíislro  rienipottníiorio  d(  Su  N^ajestad  Católica  f^n  el 
Pen'i,  Kolivia  y  Eciiíulor,  df-Fignado  (cnio '^áibitro  entre  el  Go- 
!>!Oí'ii(>  de  la  líepíiV'lica  del  JVrú  y  el  de  Sn  Majestad  el  Rey  df 
Ilí\lif»,  semni  acut  rdo  diploTnr.tico  de  2o  do  Noviembre  de  1899, 
i jíi  firmado,  rubricado  y  sollado  ton  el  K^llo  de  í5 u a  propias  nr- 
.vias  ti  [►rósente  lamió  aibitial,  en  i,i  ciudad  de  L:ma,  el  día  de 
¡joy.  ir»  inlf»  <le  fcetii-mbiv;  de  mil  lUívecientcs  uno,  en  t-iete  ejem- 
|>hire5í  del  mií<rno  tenor. 

Jfilio  Leal.  J.  de  Itvriahle, 

(L  .^.)  (L.  S. 


Laudo  nrhUral  en  hi  reHnmación  náoicro    íA  presciifado   por   don 

G eróla m  o   Baroni 


Don  Gerolamo  Baroni,  natural  de  San  Remo,  subdito  italia- 
\\o,  inscrito  en  el  regis-rode  nr»eion.a!ldad  do  la  Kea!  Legación 
íle  Italia  en  esta  capital,  y  en  su  nprosentaciói^,  deb'damenU 
justificada,  don  Juan  Merlo,  reelauia  ¡a  lantidad  de  mil  (juinien- 
tos  Sido?,  (S.  1.500)  por  nn  cupo  f(írz().9(>  que  le  fu^  impnesto  por 
el  coronel  don  Augusto  D;  rani,  j(  fe  de  uno  de  los  partidos  bali- 
^erantes  durante  la  guerra  civil  de  18^4-95. 

Vi.st.0  el  expediente;  el  alegato  dt-l  abogado  defen?or  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconocieiído  la  reelamación,  si  se  prueba  la  au- 
tenticidad! del  documento  qui*  la  acompañü;  la  réplica  que  á 
nombre  del  reclamante  hí\  formulado  el  doctor  Sequi,  estable- 
ouíiido  dicha  comprobación;  y  ia  duplica  de  aquél,  dejando  al  ar- 
bitro juzgar  según  su  criterio. 

Considerando: 

1^*  qne  el  aitículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  4  lia- 
\v\,  eíitablece  la  obligación  de  pagar  los  cupos  6  contribucionee 
extiaordinarias  exigidas  á  los  nacionales,  respectivamente,  y  en 
cuyo  caso  se  encuentra  el  que  fué  irapuosto  al  reclaraante,  según 
consta  del  documento  que  acompaña  y  cuya  autenticidad  no  da 
Jugar  á  dudas. 
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^qne  1h  comisión  oficial  peruana^  nombcaUa.en  8  do  Junio 
áe^t895,  reeonoeió'la  legalidad  del -pago- de  «este  ct^po,  segúu  la 
feiki<pubrlicAda  ea  la  Memoria  deí  Miníslerio  deilelacioDes   Ex- 

lottoresde  1896.      •     ^ 

Defíiútivamento  fallando: 

Declaro  qi>€  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  'Gerolarao  Baroiii  la  cantidfKi  de  iril  quinientos  solee 
{8.  1.500)  por  BU  reclamación,  en  las  condiciones  odtablecidas 
por  el  protocolo  do  25  tle  Noviembre  de  189iX 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  noveciedtos  uno. 

Itnmiro  Gil  de  Uribarri 
(L.  S.) 


lios  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  ol 
£xcnjo.  señor  don  Riuuiro  üil  de  Uribarri,  Enviado  Estraordi- 
sarío  y  Ministro  Plenipotenciario  de  8U  Majestad  ('atóliea  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  Kej»ública  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia, 'según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
iia  tirmado,  rubricado  y  sel  ledo  con  el  sello  do  sus  propias  at- 
intfi^  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
Itoy,  treinta  de  Setiembre  de  rail  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
^Iai»'i!b  del  mismo  tenor. 

Julio  LeaL  J.  de  humilde 

(L.  S)  (1..  S.)      • 


JLaudo  arbitral  en  la  reclamación  niiniero    i^,  prt'JseHta^Ia  por  d»n 

And-cs  Ratii 


IlH»»  Audoés  Ri«kiti,  n.ttitml  d»  Vobbu^  súlKlUo'iWilt:»QO«  inaeri- 
tei.0ii[iel  registFu  de*naíCÍc)inaU(W)p^i'di$  \ík  Real  le^i^ió^i  do  Italia. 
tn  esta  capital,  según  c«msta  del  certiiieado  unid  )  á  su  e^^eddabb* 
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te,  reclÉwna  la  cantulad  de  dt>á  mil  doá¿ieut,)i  salan  (S.  2.200) 
mi^  cvia*r02ient03  (S.  400)  por  las  ganancias  que  .debió  recabitr 
al  serle-sm^ueatral  is  ol  26  de  marzo  de  marzo  de  1895,  por  orJp.íi 
del  GeawU  M^S  209  caj^ig  d  -  alcohol  que  tenía  en  la  entación  /lo 

Puna. 

Visto  el  expeliente  y  la  información  judicial  que  le  ap.ompaña; 
«1  alegato  del  abogado  defensor  del  üobiei-no  .'.el  Perú;  la  tópica 
del  reclam/inte;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  iU  las  pruebas  solicitadas  resulia  que  do!i  Auiliús  K¿it- 
ti  recibió  eu  21  do  A;^.>sto  do  1891,  p:)r  v  ilor  de  tivs  mil  cajas  de 
alcohol  có:i  la  (»l)ligacióii,  ])or  i>arte  d.j  ios  señores  S.  .í.icoby  y 
Compañía,  de  (iiviarlas  á  ni  destino  antes  del  V  de  Noviembre 
del  mismo  «ño,  y  con  la  obligación  do  parte  del  señor  Ratli  de 
pagar  su  valor  on  l-tras  cscÉilonadaí  hasta  el  15  de  Marzo  de 
1895,  fecha  en  ijue  resulta  canr>elada  la  cuenta  de  ambos,  sejrftn 
documento  letm  .4.y,  por  lo  tanto,  dueña  el  reclamante  de  dicha 

mercadería.  .   . , 

2^  que  la  inf  )rm  u-ión  j  idicial,  aunqu-  en    opinión  ^Icl  aboba- 
do defenor  d-1  (^)l»iern)   leí  Perú,  care.ii-jsc  de  vaMdez  Kigal,  de- 
mue>ti'a  la  oxaL'ción  forz  na  y  la    expro  áaciói  de   la   m3rca:|cu^ 
■por  el  (ieuM'al  Ma?.  qu.^  aún  no    hibía  sido  d.^pao^t.o  d  •  sus  (an- 
cioiies  oüciale^,  coino  tcr.nino  le  la  guerra  civil. 

3?  q'ie  ol  ai-cí.iul.)  IV  d^l  trit.xi)  vMgeiUe  eutro  o!  Tcirii  e  Ltv 
Úa  pivhib'3  la  expropiación  militar  y  el  secuest-o  d-^  la  merca  le^ 
ría  pertenevianli  áloj  súb  Utos  italianos,  sin  su  i»revi.)  pago  y  co- 
mo n  acuerdo. 

4?  que  no  procede  el  abono  de  daños   indirectos   eu  esta  ciase 

de  recia  macicMies.  i  /^  i  • 

5'^  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  p  >r  ellTObverno 
en  H  de  Junio  de  1895,  reconoce  li  justicia  de   esta  reclamación 
aegún  consta  <le  la  Memoria  de  Relaciones   Extenores   de  IH.m, 
página  58 i. 

Definitivamente  fallando: 


Ramiro  OH  de  Uríbarri 

Í'L.  S.) 


94 
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» 


L'H  infrü.'-crílíH,  «eor'iíirios  rn  el  arbitraje,  tlan^'-Jí  f*':  q*ií*  el 
Jlxtno  MMlor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  línvia^lo  KxUaor  ütia- 
Vío  j'  Ministro  Pleiiipolenciíirio  di  tía  Maje-^tad  0}itóli<ae:i  «'1 
l'i'Vi'j,  I}f)livi}i  3'  Ecnadnr,  d^^HÍLniado  comí)  jirbitro  entre  el  (ío- 
binno  dt'l  Ptrú  y  el  doSn  Miíj^'stadol  Hoy  do  Italin,  se^án  acut-r- 
do  diivlwniátiro  do  'J5  di'  Nnviv.-!nbrt)  dí-  lSi);l,  li;i  f'ipMiad  >,  rnl)ii- 
cm:1.»  y  H,-l!a'lo  con  «d  s^Ün  de»  sus  pi'0[>ÍMS  arrii  is,  el  pies'Mito  I  r.i- 
d.,»  artíitral  en  la  ci'id;¡d  (k'  Liina,  (1  <iía  de  h»>y,  tiv.inla  do  S:*- 
til  lubiv  de  mil  nov.-eiv^nlo-  an>),  ími  sieto  ejcrn[d.uV"í  del  mis-.n  > 
t(  iior. 


Julio  LeaL 
(L.S.) 


y.  de  llurraHr, 
(L.  S.) 


//  c^r.-^ctÓYi  N'-  4'^-  presentada  por  don  lyjviio  Sa^^mvc 


I;.»?  infra^^rrifos,  SvíCretAricí?;  en  e!  arbitrije,  catre  c5  <j'»biemt> 
de  \i\  Hepública  dsl  Perú  y  el  do  vS.  M.  o!  Rey  de  ítaün.  con  mo- 
tivo  de  la  jíjierra  civil  do  iSOl-Oo,  eertifieainos:  que,  según  d«- 
c'fíiii'ión  escrita  y  íinnadM  pnr  ol  subdito  itnliaiu)  don  K^idio 
S  .s^^  'je.  á  3  <le  oeidíre  de  l'^OO,  ha  renunciab)  á  la  reclaínju  ion 
4'.H  íe?ífa  i'roseii'ada  por  la  snn)a  de  seteeieiitoa  sole«  (S/.  TOO)» 
pi.r  díines  que,  en  un¿.  huerta  de  .-^ii  ]>r(>piedad,  It:  hiciercín  fuer- 
z;v.  e'-alirdonistis,  en  ]\\<  <líaM  17  al  2*2  do  marzo  de  1895. 

J  ji  fó  de  lo  eual,  (irniarao^  el  presente,  en  Lima,  a  treinta  d^ 
aeíit  nibre  de  mil  nove':i(»nt'>s  uno. 


Julio  Leal 
(L.  S.) 


/.   de  ItuiTolda 
(L.  S.) 


L 


LoA^dó  arbilral  c»  to  reclamación  N^  ü^  prefifuiada  jii»r  dan 

l'irgil¿0  DalVOw^ 

Don  Virgilio  Dall'Oi'So,  natural  de  (Jhiivari,  subdito  italiano^ 
iiwtfrito  eu  el  registro  de  uncionalidad  de  Ja  re«l  Ifgaoión  de  Ua- 
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lia  en  esta  r-íipital,  segiiu  consta  ñA  certificado  nn¡  lo  n  su  expe- 
diente, rcrlanm  la  cantidad  íie  cinc  >  n)il  soles  (S/  .">  Oi) '^,  íjvie 
coMií)  empréstito  su  mi  niíítró  á  !os  eonnieles  don  r»^'"|oi(»  StMui- 
iiario  y  íion  Luis  Gustillo,  jcf»  s  de  uno  de  los  parliil  -  Inli-reran- 
io?,  dunnito  la  «rufiTa  civil  de  lS'jj-''5. 

Visto  c!  cNpeíliento;  v\  mv^ntA}  dt.'l  alu»gado  d<  íeti^or  del  Oo- 
1)i<;ino  del  IVtú,  oj>oniéníí<»^<  ;  1;»  lípücíí^nc  á  ni-o  h-c  d«-l  recla- 
mante ha  íornuilado  <!on  Fau>lino(í.  Piaggio;  y  li  dnp'ira  de 
aquel. 

Considerando: 

1°  que  según  la  instancia  que,  á  20  do  julio  de  ISÍIÍ],  dirigió 
desde  (  hiclayo  al  señor  Ministro  ríe  Italia,  el  reclamante  pide  ©1 
jja^o  de  la  t  xpret-ada  suma,  diciendo  simplemente  «ptu  la  sunú- 
nistró  á  l:s  mencionados  jefes,  sin  mención  de  im|'(K-;icióu  por 
parte  de  estíis. 

2'-  que  ea  la  mi«má  fecha  dirigió  al  Supremo  Gobierno  del 
Perú  otra  instancia,  cuya  copia  figura,  por  él  remitida,  á  folio 
ir«8  del  expediente,  y  en  ella  expone:        ^ 

a)  que  habiendo  solicitado  de  él,  el  coronel  don  íiuis  Casti- 
llo, la  suma  de  mil  solos  para  ser  pac^íidos  cuando  tíiunfaíe  la 
causa  popular,  se  ])restó  «llano  y  conforme,  tnnto  ñor  ser  apre- 
miante la  situación  de  urgencia*  qno  !e  uianifc-tó  para  su  soste- 
nimiento, cuanto  porque  así  se  libraba  de  estir  expuesto  á  que 
por  la  fuerza  extrajeran  de  su  hacienda  ganado,  et'\,  etc.,  por 
mayor  vater,  y  cuya  suma  le  entregó,  según  recibo  número  1, 
que  el  corom  1  Castillo  le  entregó.» 

b)  que  posteriormente  le  dirigió  una  carta  desde  JayancA 
el  coronel  don  Teodoro  Seminario,  pidiéndolo  seis  rail  sob^s,  á 
título  de  devolució"\  y  le  envió  cuatro  mil;  que  nclama  el  total 
de  cinco  rail  soles,  sin  intereses,  porque  «al  determinarme,  dice, 
á  lervii  á  dichos  jefes  con  el  auxilio  pecuniario  que  tanto  nece- 
sitaban, fué  siempre  con  la  raira  de  no  especular.» 

3?  que  la  precitada  carta  del  señor  Seminario,  que  obra  origi- 
nal á  felios  siete  del  expediente,  se  halla  concebida  en  los  térmi- 
1109  más  corteses,  explicando  la  necesidad  de  recursos  en  que  m 
<»neoniraba  «para  el  pago  de  elementos  bélicos  6  indispensables 
i;astos  de  administración»,  por  lo  cual  y  reconociendo  su  buen 
criterio  le  proponía  que  le  facilitado  seis  mil  soles,  con  el  caráe- 
ter  de  empréstito  fiscal,  que  le  serían  devueltos  al  ya  cercano 
triunfo  de  la  causa  de  la  legalidad,  du*}ando  á  la  voluntad  del 
]*eclamante  «la  designación  equitativa  del  interés  que  gane  eea 
«itma  y  forma  de  amortización.» 
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4?  qpe  de  lo  expuesto  ppr  je]  mi^mo.  reclamante  en  sa  in5;iaD- 
<^ia  jal  Supremo  Gobierno  y  de  la  carta  precitada,  resplta  que,  sin 
presión  ni  menos  imposición  de  ningún  género,  per  parfe  de  loB 
coroneles  Seminario  y  Castillo,  entregó  aquel  las  cantidadea 
meijcionadas,  lo  cual  no  determina  cupo  forzoso  sino  un  présta- 
mo restituibh]  pero  que  no  estando  en  manera  alguna  comprendi- 
do tn  ninguno  de  los  casos  especificados  en  el  artículo  IV  del 
tratado  italo-peruano  vigente,  no  puede  constituir  materia  de 
arbitraje. 

5®  que  en  la  carta  escrita  en  Lima,  á  4  de  junio  de  1895,  que 
original  se  agregó  después  al  expediente,  dir¡£«:ida  per  don  Teo- 
doro Seminario  á  don  Virgilio  DalTOrso,  y  en  la  que,  al  acusar 
recibo  de  dos  de  éste,  y  refiriéndose  á  una  suya  anterior,  le  ma- 
nifiesta que  no  hnbía  podido  conseguir  la  (.rden  que  le  prometió 
pnia  la  aduana  de  Salaverry,  y  que  ofreciendo  dificultades  la 
Junta  de  Gobierno,  era  preciso  esperar  el  establecimiento  del 
gobierno  del  sefior  Piérola,  quien  de  seguro  abonaría  su  crédito. 

6?  que  la  carta,  también  de  don  Teodoro  Seminario  á  don 
Faustino  G.  Piaggi^,  de  igual  fecha,  4  de  junio  de  1895,  confir- 
ma el  contenido  de  la  anterior. 

7?  que  de  ambas  cartas  resulta  que  don  Virgilio  DalTOrso 
•prestó  la  suma  que  reclama  y  que  no  se  lo  reembolsó,  faltándose 
por  lo  tanto  á  lo  que  se  convino. 

8?  que  el  coronel  don  Teodoro  Seminario  daba,  por  su  prime- 
ra precitada  carta,  al  señor  DalI'Orso.  la  seguridad  de  que,  á 
virtud  de  les  facultades  de  que  se  hallaba  premunido,  sus  actos 
serían  respetados  por  el  futuro  gobierno. 

9?  que  el  mismo  abogado  defensor  del  Gobierno  del  •  Peni,  al 
establecer  en  su  alegato  que  la  presento  reclamación  está  fuera 
de  los  casos  previstos  por  el  protocolo  de  arbitraje  de  25  de  no- 
viembre de  1899,  dice  que  no  es  dudoso  que  sea  atendida  por  el 
Gobierno  en  la  mismít  forma  y  condiciones  en  que  han  sido  y 
serán  consideradas  otras  análogas,  suficientemente  comprobadas; 
que  Dall'Orso  no  había  adquirido,  al  reclamar  ante  su  legación, 
el  convencimiento  de  que  no  se  le  haría  justicia,  ni  había  agota- 
do los  recursos  que  las  leyes  del  Perú  nfrocen  en  tales  ocasiones 
á  nacionales  y  extranjeros. 

UO.  e^ue  aún  cuando  no  resulta  iorzoso  el  empréstito  de  cinco 
mil  !?oles  entregados  por  el  reclamante,  no  se  le  puede  tachar  de 
haber  faltado  á  sus  deberes  neutrales. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro.,  de  conforroidad  con  lo  ex^puesto^  en  parte,  por  el  <aba- 
gaido  del  Gobierno  del  Perú,  que  la  reclamación  presentada  por 
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el  subdito' italiano  don  Virgilio  l)áíí'0T60,  noptiede  ser  com- 
prendida en  este  arbititije;  que  si  bieil  las  mismas  seguridades 
dadas  por  el  coronel  don  Teodoro  Seminario  al  reclamante  im- 

Í crimen  al  Gobierno  del  Perú  la  obligación  moral  de  reintegrar 
a  suma  de  cinco  mil  soles  plata,  con  que  don  Virgilio  DalVOrso 
contribuyó  al  sostenimiento  de  una  parte  de  las  fuerzas  cuyo  jefe 
alcanzó  y  asumió  el  poder,  no  procedería  la  vía  diplomática,  si 
á  ello  hubiere  lugar,  sino  después  de  agotar  ante  los  tribunales 
loa  recursos  que  las  leyes  del  país  ofrecen  á  nacionales  y  extran- 
jeros, y  en  cuyo  concepto  se  les  reservan  sus  derechos. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Bamiro  O.   de  Urlbarri. 
(L.  S ) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el   arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,   Enviado   Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú,. 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República   del  Pera   y   el  de  S.  M.  el   Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,   ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de 
mil  novecientos  uno,  en  erieté  ejemplares  del  mismo  tenor. 
JuKo  Leil  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación   JV?  45,  presentada  por  don 

Éámulo  Óaídino 


Don  Rómulo  Guidino,  natural  de  Piura,  tíijo  de  don  Francis- 
co Guidino,  natural  de  Italia,  iniácrittí  tídmo  subdito  italiano  en 
el  registro  de  nacionalidad   de  la  Real  Legación  de  Italia  en  estar 
éáí^tai;  §égdíi  (Kmsfá  déliSl^l'tlñéttdo ^niñQ  á  sü  e<pe(lii^íiie;  Vecla- 
'*tflá  1á  éáihUdácl  fléf  ffiíVetífttitotf^artfifciéiticd  fióles  (S.  946) '^or 
itoé  «áíl^álló^  de  átU  y  ttfiá^&lü'lifltfa^áli  qué  k  M^fitotr  fttmaik 
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de  aiuiHi-  lmii<l<Ks  beligorantes,  t-n  15  de  diciembre  <le  l^í)4,  y  2 
de  lebii-n»  ^'n'.  i<S'jr>,  y  varios  eú<  tos  sy;oadus  unos  y  quemados 
otío.-,  'ihío-  ot  ^u  piopicdad  en  la  hacienda  Filito,  juris^iii'jíóu 
de  büliauH 

\'i>U>  v'i  v..\[K>liente;  el  alegato  del  abogado  <lelens<>r  dei  Cíobier- 
iiO'iíl  iViii,  i«iipu>¿;iiando  ia  UMt  ÍMiialidad  del  reelaaiautt  y  bi  Vc 
clainaeión  un  >i  luisiiua;  ia  ré]nK:a  í'ornui'ada  i)ur  el  iulsíhí)  Gul- 
diiia;  y  la  ü  Iónica  de  aquel. 

Lo:íSÍderando: 

1-  (jiie  no  i>arta  el  hecho  de  haber  nacido  eirel  Perú  el  rec-lü- 
maiite  [Mía  i<  tiLiio  indt'kviiiMe'iiUíiie  |»ur  ciuda(biuo  purnauo,  y 
<iUe  el  j.e-  ii<^  -.e  halltU&e  (ie.'j^ie  laicos  años  hiserilo  en  el  registro 
lie  nacit'n.íiiaa.i  lie  la  Keal  .e;;acioii  do  Italia  en  eí>ia  capital^ 
constituye,  aia  el  aihiUo,  |»rii.uii  IV haciente  del  dereeho  que  at 
reclanKinie  uM-Ui  para  su  iiihcn[)ei6n  y  para   ser    tenido    portal 

SÚbdilU   UallMilO. 

2V  que  uo  o  usta  ni  se  ha  iutentado  siquiera  señalar,  ni  pouer 
de  nuiniiie:^u»  aeU)  alguno  de  pariu  del  reclanu\nte  que  couipro- 
metiera  neutiah.iaii  y  en  cuya  virtud,  y  aun  cuandtj  sin  menos- 
cabo para  1  «s  eí'ectos  de  su  naeioualidad  en  lo  futu^v»,  Imbiera, 
hj,  perdulo,  según  los  ca.-os,  <uá  vlerechos  paia  reclamar  contra 
el  gobierno  dei  país  de  su  residencia  y,  de  todos  modos,  el  de  ser 
conj])iendido  en  el  presente  aibnraje. 

(j"'  que,  ¿eguii  consta  del  ceriineado  de  folios  tres,  expCiiido  eu 
]-.ima  a  23  de  novieiulue  de  i."SV5,  {)or  don  Víctor  León,  secretario 
de  la  eomisiviii  oficial  peruana  <le  rechirnaciones,  nombrado  en  8 
de  junio  de  Í6*i5,  a  tenor  del  certificado  í^uo  trascribe,  expedido 
y  íirinado  por  el  teidentc  gobernador  de  Tangarará,  don  Carien 
O.  (jiinoehio,  en  10  do  inar^o  de  ií5U5,  resultati  ser  ciertos  lo» 
cargos  por  ei  reclamante  aducidos  en  su  instancia. 

4V  qutí  la  precitada  comisión  ctícial  peruana,  que  sin  duda  fi- 
jó su  atención  en  el  hecho  de  haber  nacido  el  reclamante  eu 
riura,  reconoció  su  reclamación  en  la  suma  de  S.  ÜOO,  según  la 
Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  189ó,  lo  cual  determina 
una  rebaja  equitativa  en  el  precio  d«  los  caballos  y  de  alguno 
de  lo8  efectos,  así  como  la  exclusión  de  lo  que  no  precedería  abo- 
nar. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro^  de  conformidad  con  lo  acordado  por  la  precitada  co^ 
midÓDi  que  el  Gobierno  del  Perú  debe  pagar  á  don  Kómulo  Gui- 
dino  la  cantidad  de  eeiecientos  notenta  soles,   en  las  condici»- 


c 
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iTlS"''''''"    ^"""   '^    l-'^l'''"'"  •-'«  veinticinco   «»  i.oviu.J.o 
Diuio  cu  Lima,  á  treinta  <ie  soiicmhre  de  onl  noveciíiitos  upo' 

Ramiro  Qilda  Uríbarti. 
(L  S.) 


L<sinftüsni(,,s,Secret,.rio.s(.neIaibi),rfljp,    damos   fí>-   nu- d 

na  K  yMni.tro    l'Ieu.p<,(enc.ario  de   S.  M.  Católica  hi  d  Ten', 
L.     V  a  y  Kotwu  or.  d..,f.na.lo  c.n.,  arbitro  entre  el  Cobi-rno    o 
la  her-ublu-a  ,ie  Perú  y  el  d.  S.  M   d  Rey  de  Kalia  «.pú„  .^^u-r! 

2«"'  y  H-l'«do  <cm  el  =el!o  de  :...  proj-ins  armas,  el  prese  , lo  la-i- 
do  a.b.lral,  en  la  cu,  ad  do  Lima,  el  día  de  !,o;,  t  einta  de  é- 
t^embro  de  uní  novoeu.nio.s  uno,  en  sido    ejempía'rc*    del    n'i.r.o 

Jvlio  Leal  j  ,j^  7. ...     , , 

/,     o  ,  J.  de  Jliirro Irle. 

\'"-  ^^  {L.  S  ) 


Jüudo  arlUrnl  cu  larnh.rmdín  i\'?  /,6,  pu.saUadapordon 

Bartolo  lié  Varboue. 

I  Den  Alborto  De  Ahduis  y  don  Barloluiué  Caibone,  súld:to8 
italiínof  luscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Leíja- 
oi6n  de  Italia,  según  cor,.^tu  de  los  certiíitudos  unidos  ú  m  ex- 
pediente, reclaman  la  cantidad  do  ciento  odienta  soles  (S  180) 
valor  do  cuatro  rf>e.s  (¡ue  le  li.eíou  t.>mi:das  por  el  coronel  Bar- 
bosa, jete  del  K-tado  Ma.yor  d,.  la  primera  división  del  eiército 
dd  general  CVu<  ;es,  in  diciembre  de  J.S9-1. 

V'jstod  exj.od:t!.te;  ol  alegato  del  abogado  defensor  del  Oo- 
bunio  del  J  en:,  rt  mitií'ndoae  á  la  decitión  arbitrn!. 

Considerando: 

1?  que  el  documento  que  acorapafi»  á  esta  reclamación  reunt 
tMM  Jos  rfíjuisiton  probatorios  de  aijtci  ticidad  y  qoe  demuesíra 
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la  eifpropiación  inUitár  foi^osa  de  que  el  rei^lamante  faé  vícMina, 
eontra  lo  establecido  en  el  artículo  4?  del  tratado  vigente  entro 
el  Perú  é  Italia. 

2^  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  decreto  de 
8  de  junio  do  1805,  reconoció  esta  reclamación,  según  la  lista  pu- 
blicada en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  1896,  pági- 
ua  584. 

Definitivamente  fallíCtido: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  loa  señores  De  Andreis  y  Carbone,  la  cantidad  de  cieute  ochen- 
ta soleB  (S.  180)  por  su  reclamación,  en  las*  condiciones  estipula- 
das por  el  protocolo  de  veinticinco  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  norecieutos 
uno. 

Ramiro  Gil  de  Üríbarri, 
(L.  S.)    ^      • 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Peré, 
Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  tr^nta 
de  setiembre  de  Í901,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leai  J.  d€  Itv/rvalde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  4^,  presentada  por   doj% 

Santiago  Ratti 


Don  Santiago  Ratti,  natural  de  San  Ponxo,  Sernola,  subdito 
italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  do  la  real  lega- 
ción de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  documento  unido 
á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  mil  doscientos  trein- 
ta soles  (S.  J230)  por  la  requis'ción  del  ganado  caballar  que,  en 
el  mes  de  marzo  de  1895,  practicaron,  en  su  fundo  San  Lorenzo, 
las.fuerzas  mandadas  por  don  Isaías  de  Piérola. 

Viblo  el  espediente;  el  alegato  del  a  ogado  defensor  del  C  >- 
bicrno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  recl*v- 
niante  ha  formulado  don  José  Giacometti;  y  la  duplica  deaqué'^ 
remitiéndose  á  la  decisión  del  arbitro. 

CJonsiderando: 

1-  que  la  firma  de  don  Isaías  de  Piérola,  jefe  de  las  luerzas 
beligerantes,  puesta  al  pié  de  las  declaraciones  testifieales  y  la 
carta  del  mismo  á  la  comisión  oficial  peruana  de  reclamación^^), 
prueban  suficientemente  la  requisición  militar  del  ganado  caba- 
llar que  es  objeto  de  esta  reclamación. 

2?  que  dicha  comisión  hizo  una  tasación  equitativa  de  su  v^ 
lor,  reconociendo  esta  reclamación    por  seiscientos  quince  soles 
(S.  615)  según  resulta  de  la  lista  inserta  en  la  Memoria  de  Rela- 
ciones Exteriores  da  1 896. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Ratti,  la  cantidad  de  seiscientos  quince  soles,  por 
ra  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proíooolo 
de  25  de  Noviembre  de  1 899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientoe  uno. 

B'imiro  Cril  de  JMbarri 
(L.  8.) 


95 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú^  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
l^reinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J.  de  Itnn^alde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lavdo  arbitral  en  la  reclamación   número  iSy  presentada  por    don 

Santiago    Bernardini 


• 

Don  Santiago  Bernardfni,  natural  de  DomodÓ3sola,súbdito  ita- 
liano, inscrito  en  ol  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación 
de  Italia  ?n  esta  capital, según  consta  del  certificado  unido  ú  su  ex- 
pediente,establecido-á  la  sazonen  Caraz,  como  comerciante,recla- 
ma  las  cantidades  de  trescientos  cuarenticinco  soles  (S.  345)  por 
doble  impuesto  sobre  las  minas  de  Patará;  y  la  de  doscientos  soles 
(S.  200)  por  cupo  forsozo,  ó  sea  un  total  de  quinientos  cuarenta 
y  cinco  soles  (S.  545),  que  le  obligó  á  pagar  el  prefecto  de  Hua- 
raz,  don  Federico  Herrera,  en  21  de  Diciembre  de  1894  y  7  de 
enero  de  1895,  respectiv^amente. 

Reclama,  además,  dieciocho  mil  soles  (S.  18.000),  por  habérse- 
le reducido  á  prisión  con  malos  tratos  durante  18  días,  en  Hua- 
raz,  á  J  6  leguas  de  su  residencia,  ó  sea  la  suma  conjunta  do  die- 
ciocho mil  quinientos  cuarenticinco  soles  de  plata. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical  cuyos  autos  se 
agregan  al  mismo  expediente;  el  alegato  del  abogado   defensor 
del  Gobierno  del  Perú,  formulando  excepción  de  caducidad  por 
•1  fallecimiento  del  reclamante;  la  réplica   presentada  á  nombre 
áe  éste  por  el  doctor  don  J.  Matías  León,  remitiendo:  V  un   tes- 
Monio  de  escritura  del  testamento  de  don  Santiago  Bernardini,  á 
ti'és  de  marzo  de  mil  novecientos;  2?  otro  de  la  de  un  mandato, 
oUrgada  por  la  señora  Octavia  Gadea,viuda  do  Bernardini,  á  fa- 
vor de  don  Benedicto  Muñoz,  sustituida  á  don  Juan  B.  Serra;  3? 
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los  certificados  de  inscripción  en  el  registro  de  nacionalidad  át 
la  real  legación  de  Italia»  de  los  menores  Rosa  Elvira  Octavia, 
Fidel  Isaías  y  Pedro  Arturo  Santiago,  hijos  legítimos  y  herede- 
ros de  don  Santiago  Bernardini. 

Vista  la  duplica  del  precitado  abogado  defensor  del  Gobierno 
del  Perú^  desistiendo  de  la  excepción  formulada  por  sa  mencio* 
nado  alegato,  reconociendo  el  derecho  de  la  viuda  é  hijos,  así  co* 
mo  la  obligación  de  abonarles  el  importe  de  los  documentos  A  y« 
B,  ó  i^ean  S.  545,  y  rechazando,  la  demanda  de  mil  soles  diarios 
durante  los  18  días  que  estuvo  detenido  el  reclamante. 

Considerando: 

- 1?  que  don  Santiago  Bernardini  falleció  después  de  ser  some- 
tida su  reclamación  al  arbitraje. 

2?  que  por  los  precitados  documentos  está  comprobada  la  nacio- 
nalidad de  los  menores,  sus  hijos  legítimos,  y  sus  derechos  de  he- 
rederos, así  como  los  que  á  la  viuda,  madre  de  dichos  menores, 
corresponden. 

3?  que  del  examen  del  expediente  y  de  la  información  testifi- 
cal actuada  en  Caraz,  resulta  fundada  la  reclamación  y  comoro- 
bados  los  cargos  aducidos  en  la  instancia  de  folios  dos,  tres  y 
cuatro,  ó  sea  que  arrestado  don  Santiago  Bernardini  en  Ciinxz,  el 
20  de  Diciembre  de  1894,  de  orden  del  prefecto  señor  Herrera, 
se  le  obligó  al  pago  de  doble  impuesto  sobre  las  minas  do  Pata- 
ca, y  por  negarse  á  pagar  un  segundo  cupo,  se  le  condujo  á  Hua- 
raz,  donde  se  hallaba  el  expresado  prefecto,  al  que  el  7  de  Enero 
de  1895  hubo  de  entregar  doscientos  soles  para  obtener  su  liber- 
tad. . 

49  que  ambos  hechos  están  patentizados,  además,  por  los  com- 
probantes A  y  Bf  de  folios  5  y  6,  siendo  el  primero  el  recibo  por 
trescientos  cuarenta  y  cinco  soles  (S.  346)  del  doble  impuesto  so- 
bre las  minas,  y  el  segundo  el  recibo  de  los  doscientos  soles  (S.200) 
de  cupo  forzoso. 

59  que  reconocida  por  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada 
en  8  de  Junio  de  1895,  la  obligación  de  abonar  dicho  cupo  al  re- 
clamante, según  lista  inserta  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exte- 
riores de  1896,  el  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  reco- 
noce por  su  mencionado  alegato-duplica  que  son  también  de  abo- 
no los  S.  345  del  doble  impuesto  sobre  las  minas,  ó,  lo  que  es  lo 
mismo,  que  deben  pagarse  á  los  herederos  de  Bernardini  los  S. 
645  que  reclama. 

69  que  de  la  información  judicial  mencionada  resulta  que,  de- 
tenido Bernardini  en  Caraz  el  23  de  Diciembre  de  1 894  y   con- 
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ducido  á  Huaraz,  se  le  expidió  allí,  el  7  de  Enero  de  1895,  el  tc 
cíbo  jB,  por  el  cupo  de  S.  200  y  el  pasaporte  y  el   salvoconducto 
de'folios  7  y  8,  firmados  los  tres  documentos  por  el  prefecto  don 
Federico  Herrera,  en  Huaraz,  en  la  misma  fecha,  7  de  Enero  de 
1896. 

7?  que  si  bien  dos  de  los  testigos  aseveran  que  vieron  preso  á 
Bemardini  en  aquella  época  en  Huaraz,  no  aparece  comprobado 
que  lo  estuviera  18  días,  á  tenor  de  las  declaraciones;  y*  de  lo  ex- 
puesto en  el  considerando  anterior,  hay  lugar  á  deducir  que  si 
no  se  le  tuvo  precisamente  preso,  estuvo,  si,  detenido  hasta  que 
pagó  los  S.  200,  y  esto  no  durante  18  días,  sino  durante  16,  y 
aún  cuando  está  confirmado  el  hecho  de  la  piisióu  ó  detención, 
no  hay  prueba  de  que  fuese  maltratado. 

8?  que,  según  los  testigos,  el  almacén  de  Bemardini,  que  era^ 
una  pulpería,  no  estuvo  cerrada  en  aquellos  días,  pues  continua- 
ron á  su  frente  los  dependientes,  y  no  puede,  por  lo  tanto,  esta- 
blecerse que  sufriera  perjuicios  en  tal  concepto. 

9?  que,  á  parte  de  la  infracción  del  artículo  IV  del  tratado  ita- 
lo-peruano  vigente,  por  las  imposiciones  dtl  doble  pago  sobre  las 
minas  y  del  cupo,  se  cometió  un  verdadero  abuso,  por  las  autori- 
dades con  el  solo  hecho  de  la  detención,  ya  explicada,  del  recla- 
mante. 


Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  é  hijos  de  don  Santiago  Bernardini,  además  del  im- 
porte de  los  dos  cupos,  una  indemnización  de  dos  mil  soles  6  sea 
la  suma  total  de  dos  mil  quinientos  cuarenticinco  soles  plata 
ÍS.  2.545),en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25 
de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(U  S.) 
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Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pero,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  y  el  de  la  República  del  Pe- 
rú, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tehor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número   4-9 1  preserUada  por  don 

Ludovico  Bremani 


Don  Ludovico  Bresciani,  natural  de  Pietra  Santa,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  soles 
(S.  J.200)  por  la  requisición  do  ochenta  rcses  de  su  propicilad, 
practicada  el  4  de  Marzo  de  18'.)5,  por  fuerzas  al  mando  del  co- 
mandante  don  José  A.  Cáceros. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose;  el  testimonio  hecho  ante  el  arbi- 
tro por  el  CHpitán  don  Casimiro  Unlanivia,  oficial,  a  la  sazón, de 
las  fuerzas  mandadas  por  el  precitado  comandante  Cáceres. 

Considerando: 

1?  que  do  la  declaración  de  don  Casimiro  Urdanivia,  resulta 
que  las  reses  del  reclamante,  en  número  que  no  puede  precisar, 
pero  calcula  pudieran  ser  ochenta,  fueron  tomadas  á  los  peones 
que  las  conduelan  eil  la  fecha  3  de  Marzo,  en  la  pampa  de  Mo- 

29  que  de  las  reses  tomadas  se  mataron  seis  para  rancho  de  las 
tropas. 
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3?  que  al  día  siguiente,  4,  se  libró  un  combate  en  que  fué 
muerto  el  comandante  Cáceres. 

4^  que  las  demás  reses  se  enviaron  aquel  mismo  día  á  Lima,  y 
á  su  llegada  las  llevaron  á  los  patios  del  Colegio  Real. 

5?  que  de  los  peones  que  conduelan  las  vacas,  uno  permaneció 
en  el  campafnento  hasta  que  consiguió  que  el  comandante  CSáce- 
res  le  diera  el  recibo  que. escrito  á  lápiz  figura  en  el  expediente. 

6?  que  sabiendo  el  reclamante  que  su  ganado  estaba  para  lle- 
gar á  Lima,  debió  preocuparse  de  ello  y  practicar  gestiones,  que 
no  consta  que  hiciera,  en  averiguación  de  si  sus  reses  se  encon- 
traban en  el  Colegio  Real  ó  en  alguno  de  los  otros  conocidos  si- 
tios á  donde  era  notorio  que  llevaban  el  ganado  requisicionado. 

Definitivamente  fallando: 

« 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
la  suma  de  doscientos  cuarenta  soles  á  don  Ludovico  Bresciani, 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proto- 
colo de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  pro- 
pias armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el 
día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  sie- 
te ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Lando  arbitral  en  la  reclamacibn  número  50^  presentada  por  don 

Andrés  Denegrí 

Don  Andrés  Denegrí,  natural  de  San  Andrea  di  Roveretto, 
subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
real  legación  de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certifica- 
do unido  á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  mil  doscientos 
sesenticuatro  soles  (S.  1.264)  por  el  cupo  que  le  fué  'impuesto  y 
mercaderías  qne  le  tomaron  las  fuerzas  de  la  coalición  mandadas 
por  el  coronel  Parra. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bernó del  Perú,  reconociendo  sólo  la  cantidad  de  cuatrocientos 
cuatro  soles  (S.  404),  con  lo  cual  se  conforma  el  reclamante. 

Considerando: 

que  las  observaciones  hechas  por  el  .  abogado  del  Gobierno 
del  Pera  son  fundadas,  y  que  la  comisión  oficial  peruana,  nom- 
brada el  8  de  Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación  en  la 
suma  de  cuatrocientos  soles,  en  lugar  de  cuatrocientos  cuatro, 
que  es  la  que  le  corresponde,  y  cuya  diferencia  de  cuatro  soles , 
obedece,  sin  duda,  á  error  de  imprenta,  en  la  lista  de  la  Memo- 
ría  de  Relaciones  Exteriores  de  1896. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Andrés  Denegrí,  la  cantidad  de  cuatrocientos  cuatro  soles, 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proto- 
colo de  2o  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Urlbarri 

(L.  a) 


Los  infrascritofi,  ¿Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Bamin)  GU  de  Uríbarrí,  Enviado  Extraordi- 
narío  y  Ministio  Pienipotenciarlo  de  Su  Majestad  Católica  an  el 
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Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  eí  Go- 
bierno del  Perú  y  el  de  Su  'Majestad  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  tirmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  .hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  Iturralde 

(L.  S  )  •    (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  námero  51^  preseiitada  por  don 

Faustino  G.  Piaggio 


Don  í^austino  G.  Piaggio,  natural  de  Chinto  al  Mare,  subdito 
italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  lega- 
ción de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido 
á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  tres  mil  ciento  treinta  y 
dos  soles  y  setenta  y  siete  centavos,  y  setecientos  cuarenta  y  un 
pesos  fel)le^  (i?,  711),  por  cupos  que  lo  fueron  impuestos  y  mer- 
caderías toldadas  durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  por  uno  de 
los  partidos  belif^erantes. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abofYodo  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
dil  lí.'.jhimante;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  el  certificado  de  nacionalidad  que  corre  en  autos,  expe- 
dido por  la  legación  de  Italia  en  esta  capital,  es  documento  au- 
téntico que  estalílov-e  la  nacionalidad  italiana  del  reclamante  y 
su  derecho  á  ser  patrocinado  y  protegido  por  dicha  legación,  sin 
que  obste  á  su  nacionalidad  su  larga  residencia  en  el  Perú. 

2?  que  excepción  hecha  del  cupo  impuesto  al  señor  don  Sal- 
vador Lavalle,  de  quinientos  soles,y  las  partidas  de  noventa  soles 
y  sesenta  y  siete  centavos  y  de  doce  soles  cobrados  á  Tiscornia  y 
Compañía  y  á  la  Compañía  Mercantil  de  la  Oroya,  respectiva- 
mente,  el  reclamante  ha  probado  la  efectividad  de  la  exacción 
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fiufrida  y  la  exigencia  de  les  cupos  impuestos,    contrarios  al  artí- 
culo IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

3?  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  en  8  de  Junio 
de  I8}f5,  reconoció  esta  reclamación,  debiendo  tomarse  como  un 
error  de  pluma  el  no  aceptarla  por  su  valor  total,  deducidas  las 
cantidades  señaladas  en  el  anterior  considerando. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Faustino  G.  Piaggio  la  cantidad  de  dos  mil  quinientos 
treinta  soles  y  diez  centavos  (S.  2530.10),  además  de  la  suma  de 
setecientos  cuarenta  y  un  pesos  febles  (?.  741),  por  su  reclama- 
ción, en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Loíi  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  qué  el 
Excmo.  señor  don  Rainiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraorni- 
nario  y  Ministro  Plenipotenciario  dd  Su  Majestad  Católi(^a  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entro  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  aeuerdo  diplomático  do  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricailo  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laido  arbitral,  en  la  ciii  lad  de  Lima,  el  día  do  hoy, 
treinta  de  Setiembre^de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor.  s 

Jalio  Leal  ^J.  de  liurralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  redamación  número  52^  presentada  por   doi^ 

Oárlos  Mclinelli 


Dou  Carlos  Molinelli,  natural  de  Ottoue  Bobbio,  subdito  ita- 
liano, inscrito  eu  el  registro  de  nacionalidad  do  la  real  legación 
de  Italia  en  esta  piudad,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  dos  mil  cuatrocientos  soles 
(S.  2.400),  por  veinte  vacas  quB  le  fueron  tomadas  para  manutQ- 
ción  do  las  tropas  que  mandaba  don  Isaías  de  Piérola,'  durante 
la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expodiente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  la  cantidad  de  cuatrocientos  cin- 
cuenta soles  consignados  en  el  justificante;  la  réplica  del  recla- 
mante y  Ifi  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1^  que  el  reclamante  pide  dos  mil  cuatrocientos  soles,  alegan- 
do en  su  instancia  que  las  veinte  vacas  eran  suizas  é  importadas 
de  Europa,  lo  cual  le  causó  un  gasto  considerable. 

2V  que  no  lía  producido  prueba  ninguna  de  haber  import-ado 
las  vacas,  ni  aún  siquiera  de  que  fuesen  de  raza  suiza. 

3?  que  en  la  instancia  que,  con  fecha  14  de  Setiembre  de 
1895,  dirigida  al  señor  Ministro  de  Italia  dice  que  se  conformó 
con  la  valorización  señalada  en  el  justificante  de  folios  dos,  por 
el  temor  que  tenía  de  que  se  le  negara  el  recibo  que  deseaba  pa- 
ra hacer  constar  que  se  le  tomaron  las  veinte  vacas. 

4V  que  en  la  comunicación  dirigida  por  el  reclamante  al  arbi- 
tro, en  enero  de  1900,  dice  que  las  vacas  las  tenía  en  pastoreo  en 
la  hacienda  Macas,  de  don  Andrés  Zayas,  y  que  fué  á  este  señor 
á  quien  se  dio  el  mencionado  justificante. 

5"?  que  habiendo  fallecido  el  señor  Zayas,  no  le  es  posible  pre- 
sentar pruebas  de  su  aserto  y  de  que  las  vacas  eran  de  cría  y  va- 
lían más.  • 

69  que  las  tres  cartas  que  acompaña  del  señor  Zayas,  sólo  prue- 
ban que  tenía  vacas  del  reclamante,  pastando  en  la  hacienda. 

7?  que  resultando  que  fué  el  señor  Zayas,  quien  entregó  las  va- 
cas y  quien  aceptó  el  justificante  y  habiendo  muerto  aquél,  no 
puede  impugnarse  la  validez  de  dicho  recibo  en  que  dice  terminan- 
temente que  se  valorizaron  las  vacas  «de  común  acuerdo»,  lo  que 
tampoco  puede  probarse  ya  que  no  hubiera  sido  así. 
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Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
k  don  Carlos  Molinelli,  la  cantidad  de  cuatrocientos  cincuenta 
soles  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el 
protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Rarairo  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé;  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  la  República  del  Perú  }  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  cou  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  «/.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  redamación  número  53,  presentada  por   don 

Oiriaco  Oervasi 


Don  Ciríaco  Gervasí,  natural  de  Porto  Recanati,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  agencia  con- 
salar de  Italia  en  el  Callao,  según  consta  del  certificado  unido  á 
8U  expediente,  reclama  la  cantidad  de  cuatrocientos  yeinti  cuatro 
soles  sesenta  centavos  (S.  424.60),  por  los  cupos  que  le  fueron 
impuestos  por  fuerzas  beligerantes,  durante  la  guerra  civil  de 
1894-96. 
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Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  sólo  uno  de  ellos,  valor  de  doscien- 
tos soles;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado 
don  Faustino  G.  Piaggio;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  los  documentos  que  acompañan  esta  reclamación,  com- 
prueban la  exacción,  contraria  á  lo  preceptuado  por  el  artículo 
IV.  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  no  resultando  de 
la  instancia  del  reclamante  que  hiciese  voluntariamente  el  prés- 
tamo de  los  doscientos  veinticuatro  soles  (S.  224),  á  que  se  refie- 
re el  recibo  letra  A. 

2^  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  en  8  de  Junio 
de  1895,  reconoció  esta  reclamación  por  todo  su  valor.  * 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Ciríaco  Gervasi  hi  cantidad  de  cuatrocientos  veinticuatro 
soles  y  sesenta  centavos  [S.  424.60],  por  su  reclamación,  en  las 
condiciones  esti{)uladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  Lima,  a  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  (jue  el 
Excuio.  Fiñor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  líxtraordi- 
nario  y  Ministro  PlenijKjtenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pero,  Bolivia  y  Ecuador,  <lo^ignado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Peni  y  el  do  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de- 25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturpalde 

(L.  S.) .  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  in  la  reclamación  número  54»  presentada  por  don 

Aquilino  Capelleti 


Don  Aquilino  Capelleti,  natural  de  Intiraiano,  subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  cuatrocientos  veinte 
soles  y  veinte  centavos  (S.  4,420.20),  valor  de  los  objetos  que  fue- 
ron robados  en  la  casa  y  de  los  daños  que  le  c<*us6  su  extraña- 
miento de  Puno  y  detención  arbitraria  por  el  coronel  La-Toire, 
durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  forniufado  el  abogado  doctor 
don  J.  Matías  León  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  el  certificado  expedido  por  la  real  legación  de  Italia  en 
esta  capital,  prueba  suficientemente  la  nacionalidad  italiana  del 
reclamante  y  establece  su  derecho  á  la  protección  que  le  ha  conce- 
dido dicha  real  legación,  sin  que  obste  á  ello  la  larga  residencia 
del  reclamante  en  el  Perú. 

2?  que  la  información  judicial  confirma  el  extrañamiento  y  la 
detención  sufHda  por  el  reclamante,  que  según  la  carta  del  pre- 
fecto La-Torre  (de  fojas  17  vuelta)  fué  mayor  de  24  horas,  sin  la 
formación  del  correspondiente  juicio. 

3?  que  resulta  demostrado  que  el  robo  de  los  muebles  y  obje- 
tos pertenecientes  al  reclamante  no  son  imputables  á  fuerzas  del 
Gobierno,  ni  á  ningún  funcionario,  ni  autoridad,  ni  les  cabe  nin- 
guna responsabilidad  en  tal  concepto,  por  tratarse  de  un  delito 
ooniún  que  debió  perseguirse  con  arreglo  á  las  leyes  del  Perú,  y 
lio  pueden  considerarse  los  daños  su  tridos  consecuencia  de  la 
guerra  civil  de  1894-95,  tanto  menos,  cuanto  que  liabiendo  sido 
el  agente  consular  de  Italia  quien  recibió  de  manos  del  recla- 
mante las  llaves  de  su  casa,  fué  él  quien  debió  cuidar  de  que  se 
vigilara. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  qae  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Aquilino  Capelleti  la  cantidad  de  mil  soles  (S.  1,000)  en 
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las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre 
de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uribarri 
(L  S.) 


-  Lo&-inírascritos,  Secretarios-  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como,  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1 899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  líaíralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  55 ^  presentada  por  dm 
Evangelista  Machiavello  y  don    Francisco    Olivari 


Don  Evangelista  Machiavello,  natural  de  San  Lorenzo  della 
Costa,  subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de 
la  real  legación  de  Italia  en  esta  capital,  por  sí  y  á  nombre  de 
su  consocio  Francisco  Olivari,  subdito  italiano  también,  según 
consta  del  certificado  igualmente  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  cantidad  de  once  mil  ochocientos  soles  (S.  11,800)"  valor-de  los 
productos  de  la  hacienda  El  Pino,  que  dice  fueron  consumidos  y 
destrozados  por  las  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  beligerantes,  á 
«u  paso  eñ  los  días  17  y  18  y  durante  su  permanencia  el  21  y 
!2  de  Marzo  de  1895,  habiéndoles  matado,  además,  tres  vacas 
duntnte  la  lucha  sostenida  entre  ambos  partidos. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
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abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
del  recJaoiante;  la  duplica  de  aquél,  observando  la  falta  de  títu- 
lo de  propiedad  ó  de  arrendamiento  de  la  hacienda;  el  contrato 
de  arrendamiento  remitido  por  el  reclamante  y  el  nuevo  ale- 
gato del  abogado  del  Gobiern^,  desistiendo  de  su  argu- 
mento, en  presencia^del  contrato,  y  llamando  la  atención  solne 
la  circunstancia  de  ser  peruano  uno  de  los  socios. 

Considerando: 

1?  que  la  información  testifical,  actuada  ante  la  autoridad  ju- 
dicial, comprueba  que  las  tropas  de  uno  de  loa  partidos  beli^^e- 
rantes  que  combatieron  en  las  cg^canías  de  El  Pino,  permane- 
cieron allí  los  días  17  al  22  de  Marzo  de  1895  y  causaron  daños 
en  el  mencionado  fundo. 

2?  que  no  puede  calificaree  de  merodeo  el  consamo  de  tratas  y 
los  daños  hechos  por  las  tropas,  siendo  así  que  allí  se  encontra- 
ban bajo  el  mando  de  los  jefes  y  oficiales. 

3?  que  de  la  escritura  de  arrendamiento  presentada,  resulta 
que  el  20  de  Julio  de  1894,  Machiavello  entró  á  formar  sociedad, 
aportando  tres  mil  soles  de  capital  parala  explotación  del  fando 
El  Pino,  con  Olivan  y  con  doña  Sofía  Villavicencio,  viuda  de" 
Costa,  quienes,  según  tasación  hecha  al  vencimiento  de  la  ante- 
rior escritura,  contaban  con  un  capital  de  nueve  mil  solé?;  que 
la  viuda  de  Costa  se  separó  de  la  sociedad  el  3  de  Mayo  de  18^'5, 
formando,  por  lo  tanto,  parte  de  ella  cuando  acaecieron  los  suce- 
sos que  motivaron  esta  reclamación,  á  la  cual  no  tiene  dereclio 
en  calidad  de  subdita  peruana;  que  siendo  el  capital  conjunto  de 
la  sociedad  de  doce  mil  soles,  resulta  exagerada  la  cantidad  de 
once  mil  ochocientos  soles  reclamada,  máxime  teniendo  en  cuen- 
ta que  sólo  había  trascurrido  ocho  meses  desde  la  formación  de 
la  sociedad  hasta  los  sucesos  de  la  guerra  civil,  tiempo  durante 
el  cual  no  hubieran  podido  realizar,  según  el  más  optimista 
cálculo,  una  ganancia  superior  á  tres  mil  dos'íientos  soles. 

4*^  que  teniendo  en  cuenta  la  nacionalidad  peruana  de  uno  de 
los  asociados,  corresponde  rebajar  su  parte  de  esta  reclamación, 
así  como  el  no  aceptar  la  demanda  presentada  por  las  tres  vacas 
muertas  á  consecuencia  del  combate  habido  entre  las  fuerzas  de 
ambos  partidos  beligerantes. 

Definitivamente  fallando:        , 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú   debe  pal 
gar  á  los  señores  Machiavello  y  Olivari  la  cantidad   de  dos   mi- 
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ciento  treinta  y  tres  soles  y  setenta  y  seis  centavos  (S.  2.133.76,) 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protoco- 
lojde  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(C.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excrao.  señor  don  Ramiro  Gil  de^Jríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
áe  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
gún acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  do  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  prp- 
sente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  1901,  en  siete  ejemplares  del  misnío  tenor. 

• 

Julio  Leal  J,  de  Iturtálde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lotudo  airbUral  en  la  reclamación  número  Sí,  presentada  por  don 

Andrés  DalV  Orso 

Don  Andrés  DalP  Orso,  natural  de  Cbiávari,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  tres  mil  cuatrocientos  cincuenta 
soles,  (S.  3450)  valor  de  la<)  mercaderías  y  animales  sustraídos  d« 
la  hacienda  El  Ingen'O  de  Huaura,  por  orden  de  uno  de  los  jefes 
de  los  partidos  beligerantes,  durante  la  guem  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bíerao  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  reclamante  y  la  du- 
plica ^e  aquél. 
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Considerando: 

V'  que  el  certificado  de  nacionalidad  expedido  por  la  real  le- 
gación de  Italia  en  esta  capital  es  un  comprobante  fehaciente  é 
incontrovertible  de  la  nacionalidad  italiana  del  reclamante,  el 
quc^ee^iablecc  su  derecho  «1  ser  considerado  como  subdito  italiano, 
sin  que  á  ello  obsto  su  larga  residencia  en  el  Perú. 

2^'  c[\v^  de  las  pruebas  solicitadas  por  el  arbitro,  resulta  eviden- 
te que  <l»>n  Andrés  DalPOrso  es  dueño  de  la  hacienda  El  Inge- 
nio y  tiene  derecho  á  exigir  que  sus  intereses  sean  protegidos  y 
conái<iera<los  por  su  calidad  de  extranjero  neutral  en  las  contien- 
das civiles. 

3V  quo  resultando  plenamente  probado  en  el  espediente  por  las 
declaraciones  del  coronel  don  Pedro  Portillo,  quien  recientemen- 
te ha  dc;ado  de  ser  ]\rinistro  de  la  Guerra  y  en  la  réplica  por  las 
razí'iiCF:  n legadas  que  el  reclamante  fue  víctima  de  los  cupos  for- 
zosos en  mí^rcaderías  y  animales,  impuestos  por  las  fuerzas  belige- 
rantes. 

4?  qiv.},  á  mayor  abundamiento,  la  comisión  oficial  peruana, 
nombradla  en  8  de  Junio  de  1895  para  el  estudio  de  estas  recla- 
macioncH,  justiprecia  el  valor  de  mercaderías  y  animales  en  con- 
formidad con  los  precios  corrientes,  y  reconoció  la  cantidad  de 
dos  mil  cincuenta  soles  (S.  2.050)  á  favor  de  esta  reclamación;  y 
que  el  reclamante  no  ha  producido  argumentos  que  puedan  me- 
jorar aquella  tasación. 

Definitivamente  fallando: 

Deciiiuo  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Andrés  Dall'Orso  la  cantidad  de  dos  mil  cincuenta  eolefi 
(S.  2.050)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas,  por 
el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Vríbarri. 
(L.  S.) 


•T 
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y  IjOS  infrascritos.  Secretarios  en  el)  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  üríbarri,  Enviado  Extraor^lina- 
rio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en 'el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia^se- 
gún  acuerdo  diplon^ático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pr^ 
«ente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,*  en  siete  ejemplares  del  mis- 
mo tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  8.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  57,  p*  esentada  por  don 

Erasmo  Roffo 


Don  Erasmo  Raffo,  natural  de  Génov?,  subdito  italiano,  in  • 
cjíto  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia 
en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expedien- 
te, reclama  la  cantidad  de  mil  cuatrociento  5  soles  (S.  1400)  por 
los  siete  caballos  que  fueron  requisicionados  por  f\i»3rzas  inilitíi- 
res  de  uno  de  los  partidos  beligerantes,  durante  la  guerra  civil 
de  1894-95,  en  su  fundo  P^n  Jop^  on  nhjmony. 

Visto  él  expediente;  el  aJeguUi  úcl  abogado  defensor  del  Gobier- 
«o  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclaman- 
te ha  formulado  don  Luis  Vindrola  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  son  auténticos  los  comprobantes  en  que  se  apoya  esta 
reclamación,  fundada  en  heclios  contrarios  á  los  señalavios  en  i'l 
artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  que  exime 
de  toda  requisición  militar  á  los  subditos  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia. 

2?  que  la  cantidad  reclamada,  valuaudo  en  dosciejitos  :ío1¿5  oí- 
da caballo,  es  exagerada,  y  procede  acordar  la  consignada  por  la 
oomiflión  oficial  peruana  de  8  de  Junio  de  1895,  que  reconoció 
esta  reclamación  por  la  mitad  do  lo  pedido. 
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Defínitivameuie  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Erasmo  Raffo  la  cantidad  de  setecientos  soles  (S.  700),  en 
Jas  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Ncviembre 
de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  OH  de  IMbarri 
(L.  S.) 


(    "I»™  -■  ■« 


Iy)s  infrascrito?,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excino.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  él  Pe- 
rú, Éolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
de  ia  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia^  se- 

fún  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
o,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pro- 
sonte  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta (le  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  I. cal  J,  de  Itvrralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Liiudo   arbitral  en  la  reelamaeión  número  58,  presentada  por  do^h 

Carlos  £arabvno 


Don  Carlos  Barabino,  natural  de  Polcevero,  subdito  Italia 
no,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  a  su  ex- 
pediente, tenía  en  su  poder  un  documento  que  acredita  el  pago 
de  un  empréstito  forzoso  que  le  impuso  el  entonces  subprefecto 
de  Tarma  y  cuyo  abono  solicita  para  la  sucesión  el  agente  con- 
sular de  Italia,  en  dicha  ciudad,  como  representante  del  ab-i^^' 
talo  del  ya  finado  don  Carlos  Barabino. 
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lí:  Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  el  derecho  de  la  reclamación  y  la 
validez  y  antenücidad  del  documento  de  fojas  3. 

Considerando: 

1?  que  el  mencionado  documento  en  que  se  apoyrx  esta  recla- 
mación constituye  un  cupo  forzoso,  contrario  al  artículo  IV  del 
tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

2^  que  el  agente  consular  en  Tarma  tiene  derecho  á  solicitar 
el  abono  del  importe  del  cupo,  con  arreglo  á  la  convención  con- 
sular con  Italia. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  los  herederos  de  don  Carlos  Barabino,  la  cantidad  de  cincuen- 
ta soles  (S.  50)  por  esta  redamación,  en  las  condiciones  estipula- 
das por  el  prolocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  JJríbarri, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fó:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro, Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
ca, en  el  Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entie 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  aeuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  ha  firmado,  rubrioado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias 
armas  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día 
de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  mioma  ieoor. 

Julio  LmL  X  de  Iturralde. 

(Lwft)  (L.S.) 


\ — 
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Laudo  arbitral  €n  la  reclamación  núm.  59^  pre$€ntada  por  don 

Santiago  Losno 


Don  Santiago  Losno,  natural  de  Cervero,  aábdito  italiano,  infl- 
crito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  mil  ciento  noventa  y  siete  soles  y 
diez  centavos  (S.  1197.10),  importe  de  una  contribución  extraor- 
dinaria y  del  saqueo  y  robo  de  mercaderías  llevado  á  efecto  en 
su  almaeen  de  Cajamarca,  por  fuerzas  al  mando  del  coronel 
Teodoro  Seminario,  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  ol  expediente  y  la  infoimación  testifical:  el  alegato  del 
abogado  d ofensor  del  Gobierno  del  Perú,  opónióndose  solamenta 
al  reconocimiento  de  los  S.  200  de  que  aparece  deudora  la  adua* 
na  de  Pacn.^mayo,  la  réplica  del  reclamante  y  la  dóplica  de 
aquél; 

Considerando: 

1*?  que  o\  crMito  de  que  es  acreedor  el  reclamante  contra  la 
aduana  do  Pncasmayo,  además  de  haber  manifestatlo  e^Uo  en  su 
alego.to  íino  no  so  le  ha  qm^rido  abonar,  constituye  uno  cotitribu- 
ción  cxtiaordinaria  deque,  con  arreglo  al  artículo  4'Nlel  tra- 
tado vi;;Tnte  entre  el  Perú  é  Italia,  están  libres  los  subditos  ita- 
lianos, y  por  lo  tanto,  debo  ser  pagado, 

2"?  que  estando  conforme  el  abogado  del  gobierno  del  Poríi, 
con  el  .reconocimiento  del  resto  de  la  reclamación,  asi  como  la 
comifíión  nombrada  el  8  do  junio  de  1895. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
&  don  Santiago  Losno  la  cantidad  de  mil  ciento  noventa  y  siete 
•oles,  y  diez  centavos  (S.  1197.10)  por  su  reclamación  en  las  con- 
diciones estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  1899, 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiiv  Oil  de  üríbarti. 
(L.  S.) 
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Loi  infrascritos  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Bamiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado, 
con  el  sello  de  sus  pro])iafl  armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en 
la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  áo  mil 
novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor: 

Julio  Leal,  J.  de  Iturralde, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Izando  arbitral  m    la  reclamación  N^  ,  CO  pretenlada  por 

Aguitin  Sa'iin 


Don  Francisco  Bresciani,  en  nombre  de  don  Agustín  Sattui, 
Maturol  de  Garsi,  Genova,  subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro 
de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  do  Italia,  en  es(a  capital, 
según  consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  reí.*lama  la  can- 
tidad de  trescientos  soles  (S.  300)  de  plata,  como  empréstito  forzoso 
que  á  dicho  señor  Sattui,  comerciante  establecido  en  Cajamarca, 
\%  fué  impuesto  por  la  tesorería  centraMe  aquella  localidad,  á 
cambio  de  un  libramiento  sobre  la  aduana  de  Pacasmayo.- 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no del  Perú,  objetando  la  representación  de  don  Francisco  Bres- 
ciani y  negando  carácter  forzoso  al  libramiento;  la  réplica  for- 
mulada por  el  señor  Vindrolla,  designado  al  efecto  por  la  Real 
Legación  de  Italia,  y  la  duplica  de  aquel. 

Considerando: 

1"^  que  el  hecho  (pie  motiva  la  reclamaoióii  so  halla  compren- 
dido en  el  artículo  IV  del  tratad  >  italo-pcruano   vigente. 

2?  que  no  pueden  tomarse  en  cuenta  los  otros  tres  recibos 
agregados  después  al  expediente,  por  valor  do  noventa  soles  má? 
on  atención  á  que  no  se  hi/,o  mención  lo  tiles  cupos  al  formxU- 
zar  la  primitiva  demanda; 
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Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
H  don  Agustín  Sattui,  la  cantidad  de  trescientos  soles  por  su  re- 
clamación, on  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25 
noviembre  de  3899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  ríe  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

JRainiro    Gil  de  UríLarri. 


Ix>s  infracritos,  Secrelarioi^  en  el  atbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excnio.  señor  don  R^imiro  Gil  de  l'ríbarri,  Enviado  Extraordi- 
luirio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
JV-in,  Bolivin  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  do  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  2o  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  arnias  el  i»resente 
laudo  arbitral,  en  la  cindíul  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Sotiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Jn  I  io  IjCa  1.  J.  ( h  If  u  rra  Irle. 

(L.  S.)    ,  (L.S.) 


La u.(h  arbitral  fn  I"  rcclarnacinn  N^.  61^  prís^nUaJa  por  don 


Don  Juan  Pcndolfi,  natural  de  Rapallo,  subdito  italiano,  ins- 
ci'iioen  el  registro  de  nacionales  de  la  Hoal  Legariún  de  Italia 
en  esta  capital,  segim  constfi  del  ccrlilicado  unido  a  ?u  expe- 
riiente,  reclama  la  caiilidad  de  veinticinfo  mil  hoIcr  (S'.  25.000), 
jKjr  los  cupo?,  prisión  con  tortura  y  dafií^s  sufridos  en  sns  bienes, 
cMi  Jluánuco,  en  di-nnibre  de  lí-'04.  perpetrados  pc»r  rl  oficial 
Konseca,  y  en  Iluallr.nca,  en  el  mes  de  mayo  íIo  1895,  por  el  co- 
mandante Leclerc. 

Visto  el  expediejüe  y  la  informació-    '     ""    ^     -^   -^''^íj^ato  del 


—  776  — 

abogado  defensor  del  gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Ma- 
tías León  y  la  duplica  de  aquél.  * 

Considerando: 

1?  que  procede  establecer  distinción  entro  los  daños  sufridos 
por  el  reclamante,  ó  sea  los  cupos,  prisión  personal  y  exacciones 
cometidas  contra  él  durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  y  aqut- 
llos  otros  atropellos  que  tuvieron  lugar  después  de  constituidas 
en  Huallanca  las  nuevas  autoridades  nombradas  por  la  junta  de 
gobierno  de  Lima. 

2?  que  siendo  tan  solo  de  la  competencia  del  arbitro  decidir 
sobre  los  primeros;  y  resultando  de  las  informaciones  actuadas. 
Ja  ox.'^tctitud  del  cupo  impueisto,  y  las  violacionos  al  dore?ho  le 
gentes  cometidas  contra  el  reclamante,  en  oposición  á  lo  c^talv-- 
cido  en  el  artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Poní  ó  Itvilia, 
y  siendo  de  ellas  responsable  el  gobierno  peruano,  conform-j  á  Is">:5 
l)rincipios  del  derecho  internacional,  procede  acordar  una  indem- 
nÍ7iación  al. interesado. 

DeünitivamenLC  fallando: 

I>eoiaro  (jvio  vi  (^-biorno  <lo  la  Kt'públi;/d  (i'.l  ]\i\\  d«  be  ;  :i\  " 
á  doa  Juíni  íM'iíIv/iu  por  la  primera  parte  vio  b.i  jeeluínacióii,  re- 
<itiv¿].s  á  liío  '\::C'-"'.>n:\^  (^'vntrp  él  comc^ti'!  ís  en  í-ltí-'ir.i-  í>,  ••  -r  ■. 
oíicial  Fonseea  en  'lieiembrü  (ic  ISDi,  v  malos  ira Loh  inJr^id»''^, 
la  snma  do  sei?  mil  soles,  eu  las  condiciones  estableeid:iír'  {)')r  el 
protocolo  de  2o  de  noviembre  de  ]S¿^9;  no  pudicndo  adniltir  '  i 
segunda  parto  de  su  reclamación  en  el  [arbitraje,  por  ref  rirst  A 
hechos  ocurridos  después  déla  terniinación  de  la  guerra  civil  «le 
aquella  época,  reservándole  los  deieclios  á  que  pueda  tentr  luc-'^r 
por  este  concepto,  á  fin  de  que  pueda  hacerlos  efectivos,  ante  quien 
cerresponda. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  do  Lríbarri. 
(L.  S.) 
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m 

Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Novietnbre  de,  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  sus  propias  armas,  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  Siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

J}iJio  Leal.       '  J,  de  llvrraUv 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laiulo  iubUt'ül  en  la    reclamación    N"  6'2j  irrcsiiiUv*'x  itor  t'm 

Bartolomé  PoacL 


Don  liartolomé  Poggi,  natural  de  C<  goletto,  subdito  italiano, 
inscrito  <\\  ul  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Lf;';aci».'n  dtí 
Italia  on  tista  capital,  según  consta  del  com])robaiite  iinii^';'  u  su 
exiv.(lici,.o,  itrlaiiia  la  cantidad  du  tres  inii  ciuíiu  .^a  •■  -^  v 
treiuoví  centavas  (S.  3,050.30),  por  cajK»s  en  dinero,  aiiii-M-.-s  y 
inc.]'L:t<'(:' íi.s.  (|no  dice  lo  fueron  su.stri  íil-;.-j  p'/r  Í'.U'Ia;  -  '  er''-:'  .■"  .- 
tes,  durante  la  guerra  civil  de  181)1-95. 

Visto  el  ex|)ediente  y  la  información  testifical  qih*  del  ■r.i^iuo 
forma  paite;  el  alegato  del  abogado  defensor  dv  1  (iul)iorno  leí 
Perú  ojjoniéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclaniaiite  iui 
formúlalo  el  doctor  don  J,  Matías  León,  y  la  duplica  do  afiu^l. 

Considerando: 

1?  que  en  la  instancia  de  folios  dos,  dirigida  por  el  reclamante" 

al  señor  Ministro  de  Italia,  en  6  de  diciembre  de  1895,   dice  que 

los  dauos  porque  reclama  le  fueron   inferidos,  tanto  por  fuerzas 

del  Gobierno  como  por  las  coalicionistas,  en  apoyo  de  lo  cual  y 

con  arreglo  á  la  lista  de  folios  ocho,   acompaña  la  información 

testifical   que  con   sujeción   al  interrogatorio  de  folios  nuave  por 

el  formulado  y  á  su  instancia  de   folios  diez,  hizo  actuar  ante  el 

señor  juez  de  Lambayeque,  en  Í8  de  enero  de  1895. 

2^  que  en  la  carta   agregada  al  expediente,  dirigida  por  el  re- 

98 


—  778  — 

clamante  al  señor  Ministro  de  Italia,  en  30  de  enero  de  1900, 
dice  textualmente  que  la  reclamación  que  tiene  presentada  por 
daños  y  perjuicios  que  sufaió  «en  nada  se  refiere  á  las  fuerzas 
«  del  Gobierno  del  general  Cáceres,  sino  á  los  coalicionistas  que' 
« los  ocasionaron,  ascendiendo  á  la  sama  6'/.  3,050  30  »  y  al  final 
dtí  dicha  carta  repite  «  que  su  reclamación,  no  se  refiere  á  otros 
«  perjuicios  que  á  los  que  la  montonera  le  infirió.  » 

o^  que  la  contradicción  manifií-sta  en  que  el  reclamante  incu- 
rre por  sus  dos  escritos  al  señor  Ministao  de  Italia,  aseverando 
j)or  i\  ])rimcro  que  anil.»as  fuerza^  bclig'  rnnlcs  le  causaron  daños, 
y  decía:  ando  ienninantemente,  por  el  segundo,  que  sólo  fueron 
autores  do  tales  daños  las  fuerzas  coalicionistas  v  en  ninc^ún  caso 
las  del  Gobierno  del  general  Caceres,  adquiere  mayor  importan- 
cia }'0r  cuanto  la  cuarta  pregunta  del  interrogatorio  }K>r  el  n>isnio 
reehaaante  formulado  v  va  mencionado,  de  folios  nueve,  se  baila 
ccnuebida  en  los  términos  siguientes:  «digan  si  saben  que  las 
<y  fuerzas  que  obedecían  al  general  Cáceres  en  este  departamento, 
o  me  impusieron  cuando  llegaron  á  Feriinafe,  á  las  órdenes  del 
«  señor  Rubprefecto  de  la  provincia  de  Laml)nyeque,  don  Manuel 
«  Aibulú  Balcazar,  un  cupo  de  cien  soles  jdnta,  bajo  la  amenaza 
«  de  guardias  si  no  los  pngaba,  cupo  que,  á  ]^esar  de  mis  protesta» 
(í  de  neutralidad,  tuve  (jue  abonai*  sin  que  me  otorgaran  recibo.  >• 

JV  que  la  solemne  d(H*lara-ión  becliJi  ))or  el  recia  monte  al  se- 
ñor M  ni.-tro  de  Italia  ]'(»r  ^u  piifitoda  caria  de  00  de  enero, 
insi^ti^•n(lo  en  (]i;e  1{5S  íuerza^^  del  gciK^ial  (aceres  no  le  c:uisaron 
dañus,  no  sólo  deternjina  la  ccntradicnón  eonsigniente  con  su 
in.stai;eia  de  folin?  uno,  j-ino  que  invalida  la  información  testifi- 
cal en  absoHito,  dtsde  (iue  la  jM-egunta  cuarta  (jue  queda  trascri- 
ta está  en  desacuerdo  con  la  caita  de  30  de  enero  de  11)00  al  se- 
ñor Ministro  d*^  Italia,  no  i)ndi»'ndo,  por  lo  tanto,  tomarse  cuenta 
de  la  información  testifical  que  así,  y  j)oi  la  proj»ia  maniíestaeión 
del  reclamante,  queda  nula  y  sin  lugar. 

r>'.'  que  la  prceitrida  y  trascrita  pngurita  cuaita  de!  intirroga- 
torio,  establece  quo  don  MaiuK-l  Arbuií'i  J^»aleázar  le  iir.pUMi  un 
cui>o  forzofo  de  cíen  solts  sin  darle  recibo,  á  lo  cual  asi(. nten,  de- 
clarando afirmativamente,  todos  b^s  teí-tigos 

i)'^'  que  á  folios  ví'inte  de]  exj>edivriie.  corre  r«n:)  caria  d.»  don 
lí  Fuentes,  al  scñ^r  don  Nínt'iso  de  Arámbnrn,  pre.-i«lt.'nte  «le  b\ 
condición  oficia!  píruiína,  njanifisláiüictb'  que  i;,in(M'a  que  se  bu- 
biera  inij.uesto  cujjo  alguno  al  reclaiiíant",  y  á  folios  veintiuno 
ol)ra  original  una  larga  carta  de  don  Manuel  Arbulú  l>ak'i'izar 
al  señor  do  Arámbnru,  dieien<lo  que  es  fib-o  quo  inqairi.-ra  íal 
cui)0  de  cien  soles  al  señor  Poggi  ni  a  nineón  otro;  íjue  <  uando 
estuve  en  Ferrifíafe  solicitó  amigablemente  algún  dinero  para 
sostenimiento  de  las  tropas  y  que,  cuando  más  babría  oontribui- 
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do  el  señor  Poggi  con  una  cuota  de  cincuenta  soles  (S.  50)  y  que 
por  la  suma  quo  hubiera  dado,  se  le  otorgó  recibo  redactado  por 
él  mismo,  detallado  y  minucioso  y  firmado  por  el  recaudador 
Barandearán,  como  lo  hizo  en  el  acto,  con  cada  uno  de  los  que 
oontribu3'eron  al  empréstito.  Afínde  el  señor  Arbulu,  en  su  car- 
ta, que  los  testigos  que  presenta  ei  reclamante  sor  perjuros  y  pue- 
de probarlo. 

7®  que  con  motivo  de  la  prccita<la  cnrta,  de  cuyo  tenor  impuso 
el  arbitro  al  señor  ministro  do  Italia,  es  que  el  reclnmante  le  di- 
rigió la  ya  mencionada,  de  30  de  enero  de  1900,  por  la  cual  re- 
conoce ser  cierto  que  al  señor  Arbulú  líalcázar  le  hizo  un  em- 
préstito, no  de  cincuenta  soles,  sino  de  veinticinco  soles  (S.  25) 
según  recibo  que  le  otorgó  don  Roberto  Barandearán,  recibo  que 
acompaña,  y  dice  no  reclamó  antes  i)or  tratarse  de  pequeña  can- 
tidad. 

8?  que  confirmando  este  detállela  invalidez  absoluta  déla  in- 
formación testifical,  resulta  que  cualesquiera  que  sean  los  dañoí» 
que  sufriera  el  reclamante,  no  ha  producido  mas  prueba  acepta- 
ble que  el  recibo  de  queda  hecha  mención: 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debejiagar 
únicamente  la  suma  de  veinticinco  so](s  (8.  2o)  A  don  Bartolomé 
J^*^gg¡»  V^^  su  rcclaniaoión,  en  las  condiciones  e?tablecidas  por  el 
protocolo  de  25  do  Noviembre  do  18(»9. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  si^tieinbre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  UrUarri. 
(L.  S  ) 


Los  infrascritos,  Sccrctnrios  en  el  arbitraje,  daino:^  fé:  que  el 
Excmo.  Foñor  don  Ramiro  Gil  de  l^ríbarri.  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro. ricnipolonoiario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  v  Ecuador,  designado  como  arbitro  entro  el  Go- 
bierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  Síio^ún  acuerdo  dijdomatico  do  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  j>roj>ias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
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hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor: 

Julio  Leal  J.  de  liurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  númei'O  63,  presenta  Ja  por  don 

Lvis  Piola. 


Don  Luis  Piola,  natural  de  Santa  Margherita  Liguria,  :>úbdi- 
to  italiano,  inscrito  en  el  registro  do  nacionalidad  de  la  líeal  Le- 
gación de  italia  eíi  esta  capital,  según  con.sta  del  certiíicado  uni- 
do 11  su  expediento,  feclama  por  sí  y  á  nombre  de  su  padre,  sin 
designar  cantidad,  con  motivo  do  la  muerte  de  su  hermano  I-o- 
renzo,  acaecida  el  día  17  de  marzo  de  1895,  á  loa  cuatro  y  media 
de  la  tarde,  producida  por  dos  balazos  que  su  precitado  herma- 
no recibiera  ea'el  vientre;  cuya  muerte  pretende  que  fué  hecha 
alevosanaentc  por  dos  tiros  do  Manlicher,  disparados  sobre  '^egu- 
ro  y  á  mansalva  dosde  el  cuartel  de  Barbones,  por  soldados  del 
gobifM'no. 

ÍNn'liUiia,  adornas,  doscientos  solos  por  el  saqueo  (jue  dice  ¡lí^- 
varon  íí  cabo  en  su  f'liocolatería  déla  calle  de  Pre«a,  niunoro 
238,  unos  soldados  dol  Gobierno,  el  mismo  día  17  de  marzo,  y  á 
la  misma  hora,  .cuatro  y  media  de  la  tarde. 

Visto  el  expediente,  que  solo  consta  de  la  carta  de  riaciouaüdad 
del  reclamante  y  do  su  instancia  al  pió  de  la  cual  certiüoaa  ser 
cierto  lo  expuesto  por  él  seis  personas. 

Visto  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú, 
oponiéndbse;  la  réplica,  la  duplica  y  la  información  testitical. 

Considerando: 

1'^  que  de  los  seis  firmantes  al  pié  de  la  instancia  y  a  tenor 
del  escrito  de  fojas  16  del  cuaderno  de  prueba  conjunta,  cita  el 
reclamante  á  los  testigos  señores  Debernarcli,  Agustini  y  Cam- 
pos, para  que  declaren  respecto  de  la  muerte  de  Lorenzo  Piola; 
y  á  los  señores  Brescia  y  Carbone  acerca  del  saqueo,  con  sujeción 
al  interrogatorio  por  él  formulado. 

2?  que  de  los  tres  primeros  testigos  sólo  declaran  los  señores 
Agustini  y  Debernardi;  y  que  de  sus  declaraciones  no  resulta  en 
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modo  alguno  comprobado  que  intencionalraente  se  diera  muerte 
á  Lorenzo  Piola,  quien,  según  ellos  se  hallaba  en  el  patio  de.  la 
casa  sita  en  la  calle  de  Barbones,  N?  263,  jr  con  la  puerta  cerra- 
da cuando  fué  herido. 

3^  que  no  comparecieron  ni  prestaron,  por  lo  tanto,  declara- 
ción ninguna  los  otros  dos  testigos,  respecto  del  saqueo  de  la 
chocolatería. 

Resultando  que  la  muerte  de  Lorenzo  Piola,  si  bien  ocurrió  á 
•onsecuencia  de  dos  balazos  que  recibió,  no  fué  objeto  de  un 
atentado,  sino  de  un  accidente  fortuito  y  desgraciado. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  -{ue  no  procede  la  presente  reclamación  bajo  ningún 
concepto,  i>orque  la  muerte  de  Lorenzo  Piola  fué  casual  y  por 
falta  absoluta  de  prueba  en  cuanto  al  saqueo  de  la  chocola- 
tería, y  que,  i^or  lo  tanto  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú 
no  debe  pagar  cantidad  ninguna,  á  don  Luiá  Piola,  por  la  pre- 
sente recia  aiación. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  Urríbarri» 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S,  M.  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  1901,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  d§  liwrrald^, 

(L.  S.)  (L.  8.) 
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Laud^  arbitral  en  la  rctlamad&n  ntimero   6}^  presaUada  por  don 

Juan  Tücornia  y  compaííía 


Don  Jiion  Tiseornin,  natural  de  Chiávari,  subdito  italianojns 
crito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  liali» 
en  esta  capital,  según  ronsta  del  certificado  unido  á  su  exigien- 
te, reclama  por  sí  y  á  nombre  de  la  casa  Juan  Tiscornia  y  com- 
pañía del  Callao  y  Chimbóte,  la  cantidad  de  dos  mil  diez  y  ocho 
solo^  sesenta  y  nueve  centavos  (kS.  2.018.G9)  valor  de  cupos  y 
exacciones  sobre  mercaderías  qu«  ks  fueron  impuestos  por  j«fH 
del  partido  beligerante  coalicionista,  durante  la  guerra  civil  di 
I894r-95;  reclama  también  loe  inki'#&¿es  sobre  dicha  suma. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  go- 
b'omo  del  Perú,  objetando  algunas  de  las  partida»  que  forma» 
pnrle  de  la  reclamación  y  o)  uniéndose  al  Jíogo  de  intereses,  por 
la  ripli»a  del  reclamante  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  q'io  K  o  iiífoínios  obtenido»  indioiin  estar  constituidos  por 
iÍM'iano?^  !a  c\-isa  Jnnii  Tis(Oinia  y  componía. 

2V  que  Fí»n  aloi'dii>lrs  lus  intormíicioni  s  formuladas  por  el 
}iboj?<(]ofih-ío!is!.r  «1«  I  iTobierno  «K*!  l\  ni,  i esparto  de  algunas  dt 
las  j^artid.MS  ([Uí;  señala  y  en  las  q'ie  Fe  incluyen  las  dos  últimas 
qtie  «<»n  po.-terit)res  á  la  termisiación  en  Lima  de  la  contienda. 

3?  qno  las  deniás  oslan  comprendidus  on  el  artículo  IV  dvl 
tratxtlo  ital'»  píMuano  rigi'nie. 

4*  que  no  son  rio  abono  los  iníere.^c^  ni  daños  indirectos. 

IVIiniti  va  mente  f  Jlando: 

l).c](\n)  que  ti  Gobit  rno  <le  U)  U<'|»ública  dtl  Perú  debe  pagar 
á  <lí  n  Jvian  Tiscoínrn  y  compañía  la  cantidíul  de  mil  ochocien- 
t«  s  odíenla  y  mi  soles  y  veinte  rentnvoí*  (S.  1881.20)  en  las  con- 
diciones establecidas  por  el  protocolo  de  arbitraj*^  de  25  de  no- 
viembre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiré  Oil  de  UHbanñ. 

(L.  S.) 
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Los  infrascritoí»,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  qtie  «*! 
Exemo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Pero,  Bo^ 
via  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  (lobieruo  de  la 
República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  veinticinco  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  %\  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  en  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  Je  mil  noveoientoa  uno,  en  siete  ejemplares  del 
naismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  TíurrahU. 

(L.  8.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  iV?  ÚS^  preifntada  por  dfm 

CarloM  Yon 


Don  Carlos  Yon,  natural  de  Piedicavalio,  sfihdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  soUs  (S.  4.000),  con 
motivo  de  la  defctriiccion  de  su  casa,  sita  en  Piscobamlm,  llevada 
á  cabo  por  las  fuerzas  que  mandaba  ti  eubprefeeto.  &  la  Fa/ón  d« 
dicho  lugar,  don  iManuel  Duran,  y  por  el  saqueo  del  mobiliario 
y  demás  efectos  en  ella  contenidos,  lo  cual  ocuirió  en  el  mes  de 
diciembre  de  1894. 

Visto  el  expediente  y  la  información  iefetifical;  cl  alegato  ¿el 
abogado  defensor  del  CJobierno  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que 
A  nombre  de  la  viuda  de  izarlos  Yon,  d^fia  I/>renza  Estrada,  lia 
fprmulado  el  doctor  don  J.  Níatfas  Uón;  y  la  duplica  de   aquél. 

Consideran. lo: 

19  que  el  hcclio  de  haber  fiil!eLÍdo  *}o\]  Cailo;?  Yon,  no  annla 
su  reclamación,  por  cuanto  no  se  separo  tu  expe^liente  al  verifi- 
carse ti  examen  y  entrega  al  arbitro  de  los  que  fn^  ron  compren- 
didos en  el  protocolo  6  acuerdo  diplomitico,  fiínnulo  el  25  de  no- 
riembre  de  1899  por  las  altas  partes  contratantes,  pmra  el  fííllo 
arbitral,  lo  que  prueba  la  voluntad  de  las  mismas  dt  Jar  faciil- 
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tad  al  arbitro  para  decidir  sobre  el  fondo  de  esta  reclamación, 
reconociendo  á  los  causa-habientes  de  Yon  en  los  derechos  que 
al  finado  hubieran  de  corresponder. 

2?  que  si  bien  es  cierto  que  existe  oposición  entre  el  código  ci- 
vil ¡jeruano,  que  declara  peruana  la  viuda  de  extranjero  nacida 
en  el  Perú,  y  el  código  civil  italiano  que  considera  italiana  la 
viuda  del  italiano  aun  cuando  fuera  extranjera,  antes  de  contraer 
nií.trimonio  con  doña  Lorenza  Estrada  no  aparece  en  e?to? 
autos  reclamando  por  sus  propios  bienes,  sino  á  virtud  de  la  re- 
jueicntacióji  que  la  ley  le  confiere  para  defender  los  intereses  de 
sus  hijos  legítimos,  sosteniendo  las  acciones  que  á  ellus  corres- 
ponden, como  subditos  italianos,  y  son  las  misnaas  que  corres- 
pondían á  su  finado  esposo  don  Carlos  Yon;  y,  por  lo  tanto,  lo 
que  interesa  decidir  no  es  la  nacionalidad  de  la  madre,  sino  la  de 
su.-  hijos  legítimos  en   el  momento  de  nacer. 

o''  que  si  bien,  cuando  surge  un  conflicto  por  atribuir  a  un 
mi-mo  individuo  las  leyes  de  dos  estados  de  distinta  na '.ionaliJi'd 
los  tribunak'S  do  cada  uno  ellos  aplicarían  su  propia  ley,  no  su- 
cedería lo  ]nismo  si  interviniere  en  la  resolución  del  conliicto  un 
tribunal  arbitral,  el  cual  se  sujetaría  en  la  decisión  á  los  princi- 
pios del  derecho  internacional;  y  siendo  entre  estos  universal- 
mente  aceptado  que  el  hijo  legítimo  adquiere  con  el  nacimiento 
la  nacionalidad  que  en  aquel  momento  tuviere  el  padre,  y  en- 
contrándose en  esto  caso  los  hijos  legítimos  de  don  Carlos 
Yon,  y  siendo  este  fallo  arbitral,  sin  otras  reglas  quo  las 
señaladas  en  el  artículo  2?  del  protocolo  de  25  de  noviembre 
de  1899,  declaro  que  los  hijos  de  don  Carlos  Yon,  como  herede- 
ros de  éste  y  como  italianos,  tienen  derecho  á  ser  representados 
por  su  madre  en  el  presente  arbitraje. 

4*^  que  la  nacionalidad  del  reclamante  don  Carlos  Yon,  está 
comprobada  por  el  certificado  de  inscripción  en  el  registro  de  la 
Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital,  que  acompaña  al  expe- 
diente, y  no  existiendo  prueba  que  impugne  la  neutralidad  de 
aquél,  su  reclamación  llena  los  requisitos  señalados  en  el  artículo 
2?  del  mencionado  protocolo  de  arbitraje. 

5?  que  de  la  información  incoada  en  Piscobamba  á  instancia 
del  mismo  don  Carlos  Yon,  resulta  probado  el  hecho  de  la  de- 
tracción de  su  casa  por  las  fuerzas  que  á  las  órdenes  del  aubprefeo- 
to  y  que  no  se  atendió  4  su  demanda  de  juicio  pericial,  lo  qae  im- 

Slica  una  denegación  de  jasticia^  resultando  sin  embargo  proba- 
o  que  la  casa  yalía  cuatrocientoB  soles  (3.  400). 
6-  que  aun  cuando  no  fuese  el  valor  actual  del  mobiliario  y 
efectos  en  la  casa  contenidos  el  de  tres  mil  seiscientos  (SLS.OOO) 
que  con  los  (S.  40(Q  del  vaJor  de  la  fincia,  forman  un  total  i»  B. 
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4.000  que  carlos  Yon  reclamaba,  esti  fuera  de  toda  duda  el  de- 
recho que  al  reclamante  6  á  sus  cansa-habientea  asiste,  de  ser  ii> 
demnizados  por  tales  perjuicios. 

7^  que  no  puede  tomarse  en  cuenta  la  información  actuada  á 
instancias  de  la  viuda  dofía  Lorenza  Estrada,  por  cuanto  «I  inte- 
rrogatorip  por  la  misma  formulado  se  aparta,  en  varios  puntos, 
ecencia^es  de  lo  manifestado  por  el  mismo  Yon. 

Defíoitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  é  hijos  legítimos  de  don  Carlos  Yon,  en  su  matrimo- 
nio habidos,  previa  comprobación  de  la  personería  jurídica  de 
aquella  y  de  la  legitimidad  de  los  hijos,  ó  por  declaración  de  la 
Real  Legación  de  Ttalia  que  los  ampara,  y  á  satisfacción  del  go- 
bierno del  Perú,  la  suma  de  dos  niil  doscientos  soles  (S.  2.200) 
plata,  en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25  de 
noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lims,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos 
«no. 

Bxxmvro  Oil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  d 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  segú& 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de 
mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leil  J,  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


09 


\     -   786  — 


Reclamadtn  número  54>  presentada  por  don  télix  Bragagnini 


Los  infrascritos,  Seeretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gobierno 
de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia, 
con  motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-95,  certificamos:  que,  se- 
gún oopia  legalizada,  por  la  legación  de  Italia,  de  una  «arta  diri- 
gida al  Excmo.  señor  Ministro,  comendador  G.  Pirrone,  por  don 
Félix  Bragaguini,  á  23  de  febrero  de  1900,  en  nombre  de  su  se- 
ftor  padre  ha  renunciado  á  la  reclamación  que  tenía  presentada 
sin  designar  cantidad,  por  malos  tratos  á  fin  de  inducirle  á  en- 
tregar dos  mil  soles,  que  no  pagó. 

En  fé  de  lo  cual,  firmamos  el  presente  en  Lima,  á  treinta  de 
setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Lea^  J.  de  Iturratdé 

(L.  S)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral   en  la  reclamacibn   N^  66^  presentada  por  don 

Tito  Resasco  y  don  Juan  Reverditto 


Don  Tito  Resasco,  natural  de  Genova,  y  don  Juan  Reverditto, 
natural  de  Buenos  Aires,  ambos  subditos  italianos,  inscritos  en 
el  registro  de  nacionalidad  de  la  agencia  consular  de  Italia  em 
Moquegua,  según  consta  de  los  certificados  unidos  á  su  expedien- 
te, reclaman  la  cantidad  de  doscientos  veinte  soles  (S/.  220),  por 
el  empréstito  iorzoso  qne  les  fué  impuesto  por  don  Domingo  de 
la  Flor,  subprefecto  é  intendente  de  Moquegua,  el  12  de  febrero 
de  1895. 

Visto  el  expediente  y  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  esta  reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  los   señores  Resasco   y  Reverditto,   la  cantidad   de  doscientos 


—  787  ~ 

veinte  soles  (S/.  220),  por  su  reclamación,   en  las  condiciones 
establecidas  por  el  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecienlos^uno. 

Ramiro  G.   de  Urtbarrí. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  BoKvia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899| 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
koy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  «/.  de  Iturraldé 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  N^  67 ,  preseritada  por  don 

Manuel    Badaracco. 


Don  Manuel  Badaracco,  natural  de  Recco,  subdito  italiano, 
inscrito  ep  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia, en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  dos  mil  ciento  cincuenta  y  cuatro 
soles  (S/.  2,154),  por  el  impuesto  forzoso  al  ganado  vacuno  de  su 
propiedad,  establecido  por  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  belige- 
rantes durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  de  loa 
herederos  del  reclamante,  con  poder  especial  otorgado  por  el  tu- 
tor de  los  menores  hijos  de  Badaracco,  ha  formulado  don  Emilio 
Sequi  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 

1?  que  la  menor  edad  en  que  el  fallecimiento  del  reclamante 
ha  dejado  á  sus  hijos  legítimos,  confirma  la  nacionalidad  italia- 
na que  á  éstos  corresponde  por  encontrarse  bajo  la  patria  potes- 
tad, y  por  ser  principio  de  derecho  internacional,  universalniente 
reconocido  y  aplicable  por  un  tribunal  arbitral  que  estatuye  en 
caso  de  conflicto  de  legislaciones  con  arreglo  á  ellos,  que  el  hijo 
legítimo  adquiera  con  el  nacimiento  la  nacionalidad  que  en  aquel 
momento  tenía  el  padre,  siendo  por  lo  tanto  ellos  los  que  tienen 
derecho  á  las  reclamaciones  que  á  favor  de  su  difunto  padre 
puedan  reconocerse. 

2?  que  de  las  Informaciones  adquiridas  por  la  comisión  oficial 
peruana,  nombrada  en  8  de  junio  de  1895,  resulta  plenamente 
justificada  esta  reclamación,  como  lo  reconoció  la  precitada 
comisión. 

3?  que  la  observación  formulada  por  el  abogado  defensor  del 
(iobierno  del  Perú,  en  cuanto  á  la  nulidad  del  poder  otorgado 
por  don  Gottardo  Badaracco  y  á  la  representación  asumida  por 
don  Emilio  Sequi,  no  afecta  el  fondo  de  la  cuestión  ni  á  los  de- 
rechos de  los  hijos  del  reclamante. 

4?  que,  según  nota  oficial  dirigida  al  arbitro  por  el  Ezcmo. 
señor  Ministro  de  Italia,  es  la  real  legación  de  dicho  país  la  qae 
representa  á  los  menores  y  á  la  viuda. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  é  hijos  de  don  Manuel  Badaracco  la  cantidad  de  dos 
mil  ciento  cincuenta  y  cuatro  soles  (S/.  2,154),  en  las  condiciones 
esiablecidas  por  el  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Rcmiiro  Oil  de  Uríbarñ, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  ft:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Estraordi- 
•ario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,   designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
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bienio  de  la  Kepública  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  d% 
Italia,  dfcgún  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ka  firmado,  rubricado  y  selledo  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
koy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclaTnación  N^68,  prentádapor  don 

Francisco  Crocce 


Don  Francisco  Crocce,  natural  de  Roma,  subdito  italiano,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia, 
en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expedien- 
te, reclama  la  cantidad  de  dos  mil  quinientos  soles  por  dinero  en 
efectivo,  alhajas  y  otras  especies  que  dice  le  robaron  de  su  casa, 
sita  en  la  calle  de  Conchucos  del  Cercado,  do  esta  capital,  el  1? 
de  marzo  de  1895,  unos  soldados  del  general  Cáceres,  qwe  hirie- 
ron á  su  esposa,  dofía  Griselda  Laso;  y  por  un  caballo  y  una  ye- 
gua con  su  cría  que  manifiesta  le  sustrajeron  otras  fuerzas  beli- 
gerantes. 

Visto  el  expediente  y  la  copia  unida  de  la  información  testifi- 
cal; el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú;  la 
réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don 
J.  Matías  León  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1^  que  no  resulta  contradicción  entre  el  testimonio  firmado 
por  los  tenientes  coroneles  Bermúdez  y  Arguedas,  relativo  á  tres 
bestias  tomadas  al  reclamante,  y  lo  expuesto  por  éste  en  su  re- 
clamación, siendo  así  que  dice  le  fueron  tomadas  un  caballo  y 
una  yegua  con  su  cría. 

2?  que  si  bien  no  puede  tomarse  en  cuenta  la  declaración  del 
teniente  Cornejo,  en  cuanto  al  valor  de  los  efectos  que  se  hubie- 
ren sustraído  al  reclamante,  aún  teniendo  presente  las  observa- 
ciones expuestas  por  el  abogado  del  Gobierno  en  la  última  parte 
je  la  duplica,  respecto  de  la  conducta  é  inacción  del  precitado 
eniente,   en  el  hecho  que  por  su  propia  declaración  asevera,  es 
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indicio  bastante  para  tenor  por  cierto  que  algún  daño  se  tizo  en 
la  casa  de  Crocce;  y  viene  á  relacionarse  esto  con  los  certracados 
facultativos  del  señor  doctor  Galindo  y  del  médico  del  hospital 
dé  Santa  Ana,  doctor  Gómez  Sánchez,  quienes  dan  fé,  especial- 
mente el  primero,  de  las  varias  contusiones,  algunas  de  gran  di- 
mensión, y  depresión  de  las  costillas  del  lado  izquierdo,  inferi- 
das é  la  esposa^  del  reclamante;  y  que  aún  suponiendo  que  los 
soldados  que  tales  actos  ejecutaron  no  hubieran  actuado  bajo  las 
órdenes  de  ningún  oficial,  quedó  impune  un  hecho  que  merecía 
castigo. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  qne  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Francisco  Crocce  la  cantidad  de  cuatrocientos  sesenta 
■oles  (S.  470)  por  sujreclamación,  en  las  condiciones  estable- 
cidas en   el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uiul 

Ramiro  Gil  de  Urlbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  BoHvia  j'' Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ka  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  susjpropias  armas, 
•1  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  do  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno  en  siete  ejempla- 
res del  mismo  tenor. 

/.  de  Iturralde  Julio  Leal. 

(L.  S:)  (L.  S. 
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Laudo  arhitral  en  la  reclamación  N^  69,  presetüada  por  don 

Nicolás  B.  Tealdo  y  C^ 

• 

Los  señores  Nicolás  B.  Tealdo,  y  compañía,  subditos  italianos, 
según  consta  del  certificado  expedido  por  Real  Legación  de  Italia 
en  esta  capital,  unido  al  expediente  número  4.0  de  la  misma  casa 
y  á  favor  de  don  Miguel  N.  Tealdo,  natural  de  Masso  Castiglio- 
ni,  quien  la  representa  durante  la  ausencia  de  don  Nicolás  B. 
Tealdo,  reclama  la  cantidad  de  doscientos  soles  (S.  200),  que  & 
título  de  contribución  extraordinaria,  les  impuso  en  Tarraa,  á  20 
de  Octubre  de  1894,  el  entonces  jefe  político  y  militar  don  Artu- 
ro Arróspide. 

Visto  el  expediente;  el  recibo  que  se  acompaña,  firmado  por  el 
señor  Arróspide,  declarando  ser  cierto  el  impuesto;  el  documento 
de  folios  4,  5,  6  y  6  vuelta,  que  confirma  la  exacción  terminante- 
mente; el  alegato  del  abogado  «lofensor  del  Gobierno  del  Perú, 
oponiéndose;  la  replica  formulada  por  don  Emilio  Soqui  y  la 
duplica  de  aquel.     " 

Considerando: 

1?  quede  los  informes  adquiridos  resultan  ser  italianos  y  déla 
familia  Tealdo  todos  los  socios. 

2?  que  el  documento  de  folios  tres  es  auténtico  y  prueba  la 
exacción,  contraria  al  artículo  IV  del  tratado  italo-peraano  vi- 
gente. 

3°  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  supremo  de- 
creto de  8  de  Junio  de  1895,  recojioció  esta  rofílamación. 

"Definitivamente  fallanlo: 

Declaro  que  el  Gobierno  déla  República  del  Perú  debe  pagar 
doscientos  soles  (S.  200)  a  los  señores  Nicolás  B.  Tealdo  y  compa- 
ñía, en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  No- 
viembre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  JJribirri. 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  f6:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Perú- 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gdbierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
gún acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lavdo  arbitral  en  la  reclamación  número  70y  presentada  por  don 

José  Ribatto, 


Don  José  Ribatto,  natural  de  Camandone,  subdito  italiano,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Ijegación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, y  en  su  nombre  el  doctor  don  Emilio  Sequi,  debidamente 
facultado  al  efecto,  según  poder  que  acompaña,  otorgado  ante  el 
notario  público  don  Hilario  Gutiérrez,  en  Trujillo,  reclama  por 
instancia  dirigida  al  señor  Ministro  de  Italia,  á  24  de  Abril  de 
1890,  la  cantidad  de  quinientos  treinta  y  cuatro  soles  y  ochenta 
y  cinco  centavos  (S.  534.85)  con  más  los  intereses,  por  las  sumas 
de  dinero  efectivo  y  telas  de  algodón  y  de  lana  para  el  vestuario 
de  la  tropa  que,  por  fuerza,  dice,  entregó  su  poderdante,  á  fines 
de  1894  y  á  principios  de  1895,  á  los  jefes  de  la  división  coalicio- 
nista del  ejército  del  Norte. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  del  Gobierno  del 
Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  doctor  Sequi  y  la  duplica  de 
aquel. 

Considerando: 

1?  que  si  bien  la  hoja  impiesa  en  forma  de  bando,  unida  al  ex- 
pediente, firmada  por  don  Ananías  Jugo,  en  Ascope,  lugar  de  re- 
sidencia del  reclamante,  á  26  de  Julio  de  1894,  nada  dice  que 


—  793  — 

referirse  pueda  á  la  reclamación  de  don  José  Ribatto,  demuestra 
que  dicho  señor  Jugo  ejercía  el  cargo  de  jefe  político  y  militar  de 
aquel  departamento  en  la  época  de  la  guerra  eivil. 

2?  que  la  factura  que  presenta  el  reclamante  por  la  totalidad 
del  cargo  de  S.  534.85,  está  autorizada  por  el  precitado  señor 
Ananías  Jugo  y  legalizada  la  ñrma  de  dicho  señor  por  don  Os- 
waldo  Seminario,  quien  declara,  en  efecto,  era  jefe  político  y  mi- 
litar del  departamento  de  La  Libertad,  durante  la  campaña  de 
1894-95. 

3?  que  la  expresada  afirmación  dá  valor  á  lo  atestiguado  por 
el  señor  Jugo,  quien  además,  y  según  informes  fidedignos,  fué  di- 
putado en  la  última  legislatura. 

4?  que  establecida  la  respetabilidad  del  señor  Jugo,  se  deduce 
que  las  partidas  que  figuran  en  la  factura  no  constituyen  présta- 
mo voluntario  ni  de  carácter  particular,  ni  podían  serlo  los  géne- 
ros entregados  para  vestuarios. 

5^  que  no  son  de  abono  en  esta  clase  de  reclamaciones  y  en 
tribunal  arbitral  los  intereses  ni  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  república  del  Perú  debe  pagar 
á  don  José  Ribatto,  la  suma  de  quinientos  treinta  y  cuatro  soles  y 
ochenta  y  cinco  centavos  (S.  534.85),  por  su  reclamación,  en  las 
condiciones  establecidas  en  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899.       • 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  do  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uiíbarri, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 

100 


—  794  — 

el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplareí? 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  linrralúe. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  e^i  la  reclamación  núviero  71,  presentada  por  dofia 
Carolina  Soria  Qalvarro,  viuda  de  D.  José  Cresceri, 


Doña  Carolina  Soria  Galvarro,  de  origen  boliviano,  casada  .:on 
don  José  Cresceri,  natural  de  Margno,  subdito  italiano,  inscrito 
en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia,  según 
consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  delega  su  acción  \}0t 
poder  especial  debidamente  legalizado  en  la  ciudad  de  La  Paz,  á 
cuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos,  ante  el  notario  público  don 
César  Linares,  para  que  el  Excmo.  señor  Com.  G.  Pirrone,  en 
su  calidad  de  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  Italia,  ampare  sus  derechos  y  la  represente  en  este 
arbitraje,  apoyando  su  reclamación  por  la  muerte  dada  á  su  men- 
cionada esposo  don  José  Cresceri,  el  3  de  Setiembre  de  1894,  en 
la  rebelión  habida  á  bordo  del  vapor  Coya  en  el ^  lago  Titi- 
caca. 

Visto  el  expediente  y  la  información  judicial  actuada  á  instan- 
cia de  doña  ('arolina  Soria  Galvarro,  como  viuda  de  don  José 
Cresceri,  ante  el  juez  instructor  de  La  Paz,  en  Octubre  de  1894; 
el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  impug- 
nando la  nacionalidad  de  la  reclamante,  la  prueba  actuada  en 
La  Paz  y  la  causa  determinante  de  la  muerte  de  Cresceri:  vista 
la  réplica  formulada  por  el  abogado  consultor  de  la  Eeal  Lega- 
ción de  Italia,  don  J.  Matías  León,  y  la  duplicado  aquél. 

Considerando: 

1?  qu^  la  nacionalidad  italiana  de  don  José  Cresceri  está  de- 
terminada por  el  certificado  unido  al  expediente,  del  que  resulta 
que  fué  neutral  en  la  contienda  civil  del  Perú  en  1894-95  y  en  la 
lucha  surgida  á  bordo  del  vapor  Coya,  en  Setiembre  de  1894. 

2?  que  si  bien  no  aparece  en  el  expediente  ningún  documento 
que  de  manera  expresa  diga  que  doña  Carolina  Soria  y  Galva- 
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Tro,  que  actúa  como  viuda  de  don  José  Cresceri,  se  haya  inscrito 
en  parte  alguna  como  italiana,  después  de  la  muerte  de  éste,  íní- 
éripción  que  no  es  necesaria,  por  las  leyes  italianas,  para  que  la 
yiuda  de  un  italiano  continúe  siendo  considerada  couo  italiana, 
es- de  tenerse  por  manifestación  suficiente  de  la  voluntad  de  di- 
cha señora  de  continuar  siendo  italiana,  el  hecho  de  hrber  acu- 
dido oi.K)rtunamente  á  la  legación  do  Italia  en  esta  capital,  recla- 
mando por  la  muerte  de  Cresceri,  de  lo  que  da  constancia  la  nota 
•diplomática  de  dicha  legación  al  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú,  que  corre  á  folios  seis  del  expediente,  y  el  hecho 
posterior  de  conferir  la  expresada  señora  doña  Ciaolina  Soria  y 
Qalvarro  un  poder  especial  para  que,  en  su  reclamación  y  en  el 
arbitraje,  ampare  eus  derechos  y  la  represente  el  señor  Ministro 
de  Italia  en  el  Perú. 

3°  que  si  bien  las  leyes  del  Perú  y  de  B(»livia  no  reconocen 
como  extranjera  la  peruana  ó  boliviana  después  de  la  muerte  de 
su  esposo  si  éste  fuese  extranjero;  y  cada  estado,  on  presencia  de 
conflicto  cual  el  que  surge  ahora  con  la  ley  itaiiana,  al  respecto, 
resolvería  la  cuestión  por  su  propia  ley,  no  Cb  del  mohiento  to- 
mar en  consideración  la  ley  boliviana,  por  cuanto  no  se  trata  de 
asunto  alguno  en  que  el  gobierno  de  Bolivia  tenga  interv^ención, 
ni  ha  manifestado  tal  propósito  ni  anti  él  reclama  la  recurrente, 
quién  sólo,  á  título  de  identidad  de  persomi,  dice  en  su  instancia 
al  señor  juez  instructor  de  La  Paz,  que  es  boliviana  do  origen, 
pero  comparece  invocando  su  condición  de  esposa  legítima  de 
don  José  Cresceri,  lo  cual  es  causa  determinante  bastante  i.)ara 
tener  por  cierto  que  su  volunt  d  es  continuar  siendo  italiana, 
por  lo  que  debe  reconocérsele  esta  nacionalidad  de  donae  deriva 
su  derecho  á  la  reclamación  que  o¡)ortunamente  prc-st  ntó,  que 
desde  un  principio  patrocina  la  leg^vción  do  Italia,  y  cuyo  expe- 
diente, previo  examen  llevado  á  cal)o  en  el  Ministerio  <io  Rela- 
cionaos Exteriores,  fue  entregado  al  íU'l)itro,  con  los  denins  que,  á 
virtud  del  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
constituyen  el  presente  arbitraje. 

4?  que  tratand9se  del  caso  especial  de  haber  sido  muerto  don 
José  Cresceri,  subdito  italiano,  á  bordo  de  un  buque  peruano,  en 
aguas  jurisdiccionales  peruanas  del  puerto  de  Puno  y  en  reyerta 
por  rebelión  entre  fuerzas  beligerantes  peruanas;  no  siendo  pe- 
ruana de  nacimiento,  ni  teniendo  origen  peruano  la  recurrente, 
no  correspondería  de  manera  ninguna  aplicarle  la  ley  peruana, 
que  se  limita  á  no  reconocer  como  extranjera  la  peruana  viuda 
de  un  extranjero,  y  por  el  hecho  mismo  de  ser  la  viuda  de  Gres 
cert,  de  origen  extranjero  aunque  no  italiano,  cualquiera  sea  el 
concepto  de  la  ley  de  su  país  de  origen,  habría  de  ser  tenida  po^ 


—  796  — 

italiana  para  el  caso  en  cuestión,  como  lo  era  efectivamente  y  en 
el  momento  en  que  se  dio  muerte  á  su  esposo. 

6?  que  á  pesar  de  hallarse  en  Bolivia  la  recurrente,  por  lo  que 
allí  y  á  instancia  suya  se  instruyó  la  información  testifical  men- 
cionada, ante  autoridad  judicial  competente,  no  recurrió  al  go- 
bierno do  Bolivia,  su  país  de  origen,  en  demanda  de  protección, 
lo  cual  determina  su  voluntad  de  no  prevalerse  de  la  facultad 
que  aquellas  leyes  le  conceden,  y  esto,  y  el  hecho  de  acudir  ex- 
presa y  directamente  á  la  real  legación  de  Italia,  confirma  su  re- 
solución de  continuar  siendo  italiana;  y  correspondiendo  la  reso- 
lución, en  conflicto  de  esta  naturaleza,  al  tribunal  arbitral  ante 
el  cual  se  someten,  declaro  que,  para  el  caso  presente  debe  ser 
copsiderada  como  italiana  doña  Carolina  Soria  y  Galvarro,  á 
condición,  bien  entendido,  de  que  en  el  término  de  noventa  días 
á  contar  de  la  fecha  en  que  se  le  comunique  el  presente  laudo, 
ha  de  producir,  por  medio  de  la  real  legación  de  Italia  en  esta 
rapital,  ante  el  gobierno  del  Perú,  el  acta  de  matrimonio  debi- 
damente legalizada,  que  legalmente  pruebe  que  era  la  esposa  le- 
gítima del  subdito  italiano  don  José  Cresceri. 

6?  que  el  certificado  que  se  agregó  al  expediente  expedido  por 
el  capitán  del  vapor  Coya,  á  instancia  del  agente  consular  de 
Italia  en  La  Paz  y  debidamente  legalizado,  dice  textualmente: 
«que  el  subdito  italiano  don  José  Cresceri,  falleció  á  bordo  del 
vapor  Coya,  en  la  revolución  de  3  de  Setiembre  de  1894.» 

79  que  de  la  información  judicial  de  folios  1  al  7  inclusive,  re- 
sulta que,  obligado  por  don  Belisaxio  Barriga,  jefe  de  las  fuerzas 
coalicionistas,  don  José  Cresceri,  á  quien  aquél  designara  por  su 
calidad  neutral  de  extranjero,  se  adelantó,  como  emisario  de  paz, 
para  parlamentar  con  las  fuerzas  del  gobierno,  y  al  fuego  que 
éstas  hixíieron  fue  herido  v  muerto. 

8?  que  la  lucha  armada,  allí  sostenida  entre  las  fuerzas  coali- 
cionistas que  se  hallaban  á  bordo  del  Coya  y  fuerzas  del  gobierno 
del  Perú,  de  guarnición  en  Puno,  no  puede  ser  considerada  como 
batalla  campal  cuyos  fuegos  puedan  causar  muerte  por  accidente 
á  personas  extrañas  á  la  contienda,  ni  puede  declararse  irrespon- 
sables al  jefe  6  jefes  de  la  fuerza  militar  del  gobierno,  de  guarni- 
ción en  Puno,  desde  que  no  consta  de  manera  ninguna  que  se 
hubiera  intimado  á  los  pasajeros  del  Coya,  extraños  á  toda  causa 
política  y  á  los  extranjeros,  mujeres  y  niños,  á  retirarse  y  ponerse 
á  salvo  antes  de  romper  los  fuegos. 

9?  que,  aún  cuando  sea  bajo  este  punto  de  vista,  incumbe  res- 
ponsabilidad á  dichos  jefes  y  tal  responsabilidad  recae  sobre  el 
gobierno,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  aquella  falta  de 
intimación  dio  lugar  á  que  se  obligara  á  un  extranjero  neutral, 
pacífico  é  indefenso,  á  constituirse  en  emisario  de  paz  y  que  así. 
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la  falta  de  intimación,  fue  causa,  si  no  directa,   determinante  de 
«u  muerte. 

10?  que  incumbe  igualmente  responsabilidad  al  jefe  de  las 
fuerzas  coalicionistas,  no  sólo  por  el  hecho  de  haber  obligado  á 
un  extranjero,  extraño  á  la  contienda  y  á  toda  ingerencia  polí- 
tica, á  desempeñar  tan  arriesgada  empresa,  sino  por  no  haber  to- 
mado las  precauciones  que  en  tales  casos  deben  tomarse  para 
asegurar  la  vida  del  emisario. 

11^  que  aun  cuando  atenúe  la  gravedad  de  la  responsabilidad 
de  las  tropas  el  hecho  de  no  haberse  probado  que  hicieran  fuego 
intencional  y  deliberadamente  sobre  José  Cresceri  ni  con  ánimo 
de  matarlo,  no  consta  tampoco  que  el  Gobierno  del  Perú  se  haya 
ocupado  del  asunto,  en  modo  alguno,  para  ver  de  averiguar 
quién  fue  culpable  de  la  muerte  de  Cresceri,  y,  depurada  la  ver- 
dad, proceder  a  lo  que  hubiere  lugar. 

12?  que  de  lo  expuesto  y  en  este  concepto,  cuando  menos,  y  aun 
atribuyendo  defectos  de  sustanciación  á  la  información  testifical, 
actuada  en  La  Paz,  que  no  por  ello  anularía  el  efecto  probatorio, 
resulta  responsabilidad  que  recae  sobre  el  Gobierno  del  Perú,  por 
negligencia  de  los  mencionados  jefes  del  buque  peruano  Coya, 
quien  debió  hacer  cuanto  de  su  parte  estuviera  para  poner  á  sal- 
vo la  vida  de  los  pasajeros,  lo  cual  no  consta  que  lo  hiciera;  y 
por  falta  de  depuración  de  los  hechos;  y  teniendo  en  cuenta  que 
según  la  declaración  de  fojas  5  y  la  comunicación  del  agente 
consular  de  Italia  en  La  Paz  al  señor  Ministro  en  Lima,  agrega- 
da al  expediente,  resulta  que  José  Cresceri  era  afinador  de  pia- 
nos y  carecía  en  absoluto  de  todo  elemento  de  subsistencia,  lo  que 
permite  calcular  cuáles  pudieran  ser  bus  modestas  ganancias. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Petó  debe  pagar 
á  doña  Carolina  Soria  y  Gal vairo  la  cantidad  de  dos  mil  soles 
(S.  2,000),  previa  comprobación  de  ser  la  viuda  de  don  José  Cres- 
ceri y  en  las  condiciones  establecidas  en  el  protocolo  de  25  de  No- 
viembre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  IMbarri, 
(L.  8.) 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  üríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier 
no  de  la  República  del  Pera  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  b4 
firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  desús  propias  armas,  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
M  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  liuiralde. 

(L.  S.)  (L,  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamaci&a  N^  72y  presentada  por  don 

José  Noceiti, 


Don  José  Nocetti,  natural  de  Sestri  Ponente,  subdito  italianoi 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  ciento  ochenta  soles  (9.  180) 
valor  de  dos  caballos  de  que,  en  su  instancia  al  señor  Ministro 
de  Italia,  dice  fué  despojado  por  fuerzas  militares  coalicionistas. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose. 

Considerando: 

1?  que  el  reclamante  dice,  en  su  instancia  dé  folios  1,  al  señor 
Ministro  de  Italia,  que  fué  despojado  de  dos  caballos  por  las  fuer- 
zas coalicionistas,  y  que  vendió  más  de  400  cápsulas  al  jefe  de 
dicha  división. 

2^  que  en  instancia  de  folios  5  al  señor  presidente  de  la  comi- 
sión oficial  peruana,  nombraba  en  8  de  Junio  de  1895,  dice  que 
contribuyó  á  recolectar  cápsulas  para  las  fuerzas  de  la  coalición, 
sacándolas  por  sí  mismo  y  entregándolas  en  la  Taboada  al  jefe 
de  dichas  fuerzas;  y  que  el  mayor  Castro,  con  otros  salieron  de 
BU  casa  á  caballo  y  armados  de  rifle,  añadiendo,  que  en  la  ha- 
cienda Oquendo  le  tomaron  un  caballo  y  una  yegua. 
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3?  que  el  reclamante  no  se  ha  presentado  al  arbitro  ni  en  la 
Legación  de  Italia,  á  pesar  de  haber  sido  reqnerido  varias  veces, 
ni  ha  sido  posible  obtener  de  él  explicación  ninguna. 

4?  que  de  su  instancia  al  señor  presidente  de  la  mencionada 
comisión,  resulta  por  su  propia  confesión,  que  quebrantó  la  neu- 
tralidad á  que  por  su  condición  de  extranjero  estaba  obligado. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está  obli- 
gado á  pagar  cantidad  alguna  á  don  José  Nocetti  por  su  reclama- 
eión. 

Dado  en  Lima,  ¿  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientoi 
uno. 

Bamiro  Gil  de  UHbürri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  íé:  que  el 
Bxcmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
tiario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  di 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J,  de  liurralde. 

(L.  8.)  (L.  8.) 


Lmnlo  arbitral  en  la  reelamacián  número  73,  preeentada  por  don 

Luis  Araia, 


Don  Luis  Arata,  natural  de  Robecco  Pabesé,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real   Legación  de 
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Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama,  además  de  cuatrocientos  soles,  los  daños  y  per- 
juicios sufridos  por  su  detención  y  por  la  sustracción  del  caballo 
de  su  propiedad,  por  orden  del  coronel  Oré,  durante  la  guerra  ci- 
vil de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  la  informaeión  testifical;  el  alegato  des 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  conformándose  con  lol 
documentos  que  acreditan  la  exacción,  pero  oponiéndose  al  pago 
de  perjuicios  indirectos. 

Considerando: 

1?  que  el  empréstito  forzoso  y  la  requisición  militar  que  fuer- 
zas del  coronel  Oré  hicieron  en  los  bienes  del  reclamante,  son 
contrarios  al  artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Ita- 
lia. 

2?  que  no  son  de  abono  los  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Repúblioa  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Luis  Arata  la  cantidad  de  cuatrocientos  soles  (S.  400)  por 
su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo 
de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
ca en  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  pro- 
pias armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el 
día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Tturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Reclamad&n  diplomáiica  del  túbáUo  italiano  don 

Juan  Michelerio — 1899 


\ 


Oetaviano  A.  Herrera  y  José  Gabriel  Blanco,  actuarios  del  jua- 
gado de  1*  instancia  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  certifican: 
que  el  auto  cabeza  de  proceso,  dictado  en  la  denuncia  oficial  d» la 
subprefectura,  que  se  registra  á  fojas  dos  del  respectivo  expedien- 
te, es  del  tenor  que  sigue:    - 

La  U^iión,  diciembre  18  de  1898. 

Admítase  la  presente  denuncia,  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho, 
debiendo  comparecer  los  agraviados  á  prestar  sus  declaraciones 
preventivas  y  los  acusados  las  instructivas  que  les  respectan,  con 
«US  citaciones  y  la  del  promotor  fiscal,  cargo  que  secoiiíieroádoli 
Leónidas  J.  Gilez,  quien  prestará  el  juramento  de  loy;  absuélva- 
se las  citas  que  resulten,  practicándose  por  peritos  nombrados  al 
efecto  para  el  reconocimiento  de  las  casas  saqueadas  6  iíicendia- 
das,  debiéndose  acreditar  por  los  agraviados  la  preexi.stoncia  de 
las  especies  robadas,  y  líbrese  despacho,  con  trascripción  de  estt 
auto,  y  del  decreto  y  oficios  precedentes,  al  juez  de  paz  ñ%  Tan- 
tamayo,  para  que  proceda,  en  observancia  del  artículo  113  del 
código  de  enjuiciamientos  penal,  oficiándose  á  la  subprefectura  de 
la  provincia  para  que  se  entere  de  la  resolución  del  juzgado. 
Actuado  con  testigos. 

JSíibner. 
Ante  nos. 

Mamul  Hurrixaffú. 
Ockatiatto  A.  JSénfera. 

Es  copia  fiel  j  legalmeate  «aoada  de  ni  original,  y  oajooao  nt- 
resano  nos  xemitiixiof. 

La  Unión,  dimmbre  28  ^  IBM. 

O.^iQiifnini. 
Jü$i  iQahritl  Bhmo, 


4tt 
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Excino.  señor  Ministro  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  Encargado  de 
Negocios  ante  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú. 


Juan    Michelerio,    subdito   italiano,  residente  en  esta  ciudad, 
por  el  presente  escrito,  ante  V,  E.,  con  el  debido  respeto  me  pre- 
Mnto  y  digo:  que,  como  todo  hombre  honrado  de  un  país  cual- 
quiera del  mundo,  fijé  últimamente  mi  residencia,  desde  ahora 
einco  años,  en  esia  ciudad,  que  es  capital  de  la  provincia  de  Hua- 
malíes,  en  el  departamento  fluvial  do  Huánuco,  de  esta  República 
del  Perú,  implantando  mi  activa  industria  de  comercio  con  mer- 
caderías europeas  y  propias  del  territorio,  sin  que  hubiese  sufrido 
quiebra  alguna  y  menos  dado  indicios  de   motivo   para   que  sus 
ciudadanos  naturales  y  los  connaturalizados  mostrasen  signos  de 
desconfians^a,  rencor,  odiosidad,  ó  de  actos  contrarios  á  la  ley  del 
Estado,  á  la  sociedad  y  á  la  moral;  habiendo  observado  la  misma 
conducta  en  las  demás  ciudades  como  Trujillo,  lluaraz  y  otras, 
donde  también  he  vivido  por  algún  tiempo,  desde  el  año  1890, 
en  que  toqué  por  esta  generosa  y  hospitalaria  Repúblic:^,   tratán- 
dose especialmente  de  sus  hombres  públicos  y   ciudadanos   nota- 
bles. Mas  la  infelicidad  de  mi  suerte  y  la  desventura  de  mi  in- 
dustria habían  sido  reservadas  para  el  13  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  día  bastante   trágico  para   mí   y  de  triste  lo- 
cordación. 

En  efecto,  Excmo.  señor,  manifestada  ante  todos  la  honradez 
de  mis  acto?,  el  digno  y  conocido  comerciante  do  o«?ta  plaza  don 
Julián  Vidal  no  trepidó  en  protegerme  con  la  cantidad  de  mái 
de  S.  4,000  de  plata  que,  agregados  á  los  dos  inil  que  tenía  de 
capital,  formaban  un  total  uc  ó^m  /,ul  i. Lo;  y  cuando  en  octubre 
del  97  se  hizo  cargo,  como  rematista,  de  la  recaudación  del  im- 
puesto á  la  coca  de  las  montañas  de  esta  provincia,  creado  por 
ley  del  Estado  de  8  de  noviembre  de  1890,  para  la  instrucción  de 
laj  dos  provincias  de^Iínamalíes  y  Dos  de  Mayo,me  constituyó  je- 
fe de  dicha  recaudación,  estableciendo  la  oficina  respectiva  eu 
el  punto  de  Carpa,  de  la  jurisdicción  del  Dos  do  Muyo,  lugar 
distante  ocho  leguas  de  Monzón,  treíi  de  Tantamayo,  fcís  de  Cha- 
▼ín  y  doce  de"  esta  dudad. 

De^de  aquel  año,  haista  el  13  de  diciembre  citado,  permanecí 
en  dieho  lugar  sin  novedad  alguna,  fomentando  en  mnyor  f.srala 
ms  negocios  mercantiles,  conservando  t/^do  el  fruto  do  mi  traba- 
jo  adquirido  en  muchos  año?,  coíno  dinero  efectivo,  varios  docu- 
mentos de  valor  y  las  materias  de  mi  negocio  actual  en  solo  la 
habitación  donde  residía;  pero  desgraciadamente  en    la  fecha  ci- 
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teda,  mientras  mi  ausencia  por  el  pueblo  de  Uco,  de  la  provicnift 
de  Huari,  los  de  Monzón  y  Huamalíes,  en  el  número  de  400  hom- 
bres, más  ó  menos,  armados  de  rifles,  escopetas,   rejones  y  palos, 
«c  habían  dirigido  á  deshoras  de  la  noche  ii  mi  habitación  y  con- 
sumado los  delitos  de  atnque  de  domicilio,  en  sedición,  incendio, 
saqueo^  motín  y  otros  condenados  por  el  derecho  penal  de  todas 
las  naciones,  habiendo  dejado  en  escombros  mi  incendiad¿i  casa, 
de  donde  en  polvoroso  viento  se  levantaban  tan  solo  las  humean- 
tes cenizas  de  incendio  y  latrocinio.     No  sólo  con  esto  se  confor- 
maron, sino  que,  de  común  acuerdo  en  que  se  hallaban  con  los 
pueblos  de  Tanlamayo  y  Chavín  del  Dos  de  Mayo,  una  vez  qu« 
yo  regrosé  de  mi  viAjo  á  ver  los  d'\spojo3  do  mi  habitación,  se  lan* 
zaron  eft  mayor   número   con    el    ánimo  decidido  der  victimar- 
me; y  si  es  que  por  la  felicidad  de  mi  vida  y  el  auxilio  de  la  pro- 
videncia, no  hubiese  tomado  vuelo  ventajoso  á  la  pei*secución  de 
ellos,  que  á  balazos  me  seguían,  tal  voz»  hoy   hubiera  descansado 
en  el  sueño  eterno  del  olvido;  y  llegó  el  crimen  de  aquellos  haa- 
\>m  el  extremo  de  incendiar  y  demoler  desde  los  cimientos  todas 
las  casas  que  existían  en  aquel  lugar  en  el  número  de  siete,  se 
pretexto  de  tener  yo  amistad  con  los  dueños  y  ser   vecinos  mío», 
convirtiéndose  aquel  hermoso  sitio  de  trabajo   y  adelanto  comer- 
cial, en  un  montón  de  ruinas,  cual  Cartago,  la  reina  del  Medite- 
rráneo, donde  hoy,  fuera  de  ciertas  aves,  el  viajero   no   observa 
•ino  el  aspecto  triste  y  lúgubre  de  un  solitario  desierto. 

Toda  esta  pérdida  y  la  de  mis  intereses  ha  obedecido  sólo  al 
empleo  referido  que  tuve  en  aquel  punto,  sin  cometer  coacción  á 
hostiliilad  alguna;  pues  jamás  nadi©  podrá  presentar  documen- 
tos de  ningún  género  que  acrediten  mis  procedimientos  contra- 
rios á  la  humanidad,  al  orden,  á  la  ley,  etc.,  que  son  loa  actos 
funiblei. 

Por  los  certiñeados  de  las  autoridades  principales  de  esta  y  de 
la  del  Dos  de  Mayo  que,  en  fojas  tres  útiles,  acompaño,  verá  V. 
E.  que  real  y  verdaderamente  he  sufrido  las  pérdidas  que  dejo 
mencionadas;  y  como  estas,  no  puedo  de  ninguna  manera  recu- 
perarlas, en  mi  condición  actual,  por  haberme  quedado  despojado 
completamente  de  todo  lo  que  tenía  y  reducido  casi  á  la  extre- 
ma necesidad;  como  subdito  de  V.  E.  en  este  país  y  de  3.  M. 
nuestro  Uey  de  Italia,  amparándome  á  las  leyes  patrias  6  inter- 
nacionales, ocurro  por  el  presente,  desde  estas  lejanas  tierras  de 
la  sección  andina,  al  compasivo  criterio  y  poderes  de  V. 
£.,  suplicándole  rendidamente  ce  sirva,  mediante  su  inter- 
vención diplomática,  pedir  al  Supremo  Gobierno  de  esta 
República  la  reparación  y  restitución  de  todos  mis  intereses 
que  ei^timo  en  la  cantidad  de  ocho  mil  iolea,  tanto  por  la 
utilidad   que  «on   los  seis   mil   seles  haya  tenido,  cuanto. per 
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los  graves  perjuicios  que  tendré  que  sufrir  hasta  consegtdr  su 
indemnización. 

No  será  demás  manifestar  á  V.  E.  que  he  servido  por  muchos 
años  4  nuestra  patria  en  el  servicio  militar,  y  que  actualmente 
un  hermano  mío,  Luis  Michelerio,  se  encuentra  en  el  mismo 
servicio,  en  el  14?  regimiento  de  infantería,  Cor.  Leone  di  Saler- 
mo  Calabria. 

Por  todo  lo  reclamado: 

A  V.  E.  pido  y  suplico  que,"atendiendo  benigno  á  las  razones 
expuestas,  se  sirva  gestionar  como  llevo  impetrado.  Gracia  y 
justicia  qui9  espero  alcanzar  de  la  ascendrada  rectitud  de.  V,  E. 

Llata,  enero  20  de  1899. 

Juan  Michelerio. 


Señor  Subprefecto: 

Juan  Michelerio,  subdito  italiano,  de  profesión  comerciante, 
ante  US.,  con  el  acatamiento  debido  me  presento  y  digo:  que 
por  los  partes  oficiales  que  US.  ha  recibido,  tiene  perfecto  cono- 
oimienta  que,  estando  yo  encargado  de  la  recaudación  del  im- 
puesto á  la  coca,  creado  por  ley  del  Estado  de  8  de  noviembre 
de  1890,  para  el  fomento  de  la  instruoción,  que  se  le  adjudicó  en 
remate  á  don  Julio  Vidal,  el  que  me  comisionó,  como  comeroian- 
te  aitaacio  en  la  garita  de  Carpa,  he  sufrido  el  18  del  mee  próxi- 
mo pasado  saqueo  é  ineendio  de  todo-mi'comeroio  y  demás  exít- 
hMcias  de  ooca  y  otros  objeAos;  y  para  que  estos  punibles  heohos, 
9ializa4o8'en  Qpoí$ioi6n-á  una  leydel  Congnao,  no  queden  itti- 
fooes  y  pueda  oonseguir  el  «resaroimiento  de  losiseis  mil  «oki 
i|ljM  he  pctrdido  «on  motivo  del  saqueo  é  incendio. 

'  A  VB,  «iy)lica  m  sinra  concederme  á  oontinuabión  de  mi  p»- 
wmi0f  €6VtiflMoi6n4abi»  Ja  invanón  y  «tiiage6>  cometidos  en  wA 

«UstMatA. 

iAáta^  #tieto'7^e  180^. 
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SI  subprefecto  de  esta  provincia  certifica:  que  por  los  partei 
dados  ante  este  despacho  por  el  gobernador  del  distrito  de  Mon- 
lón^  tiene  conocimiento  que  el  18  del  mea  de  diciembre  último, 
ftié  saqueada  é  incendiada  por  los  habitantes  de  las  partidas  de 
Monzón  Alto  y  Chipaco  de  aquel  distrito,  la  oficina  recaudadora 
del  impuesto  á  la  coca  situada  en  Carpa,  en  la  que  tenía  su  co^ 
mercio  y  demás  enseres  el  recurrente,  como  encargado  de  la  re- 
eandaeión  de  dicho  impuesk). 

4 

Llata,  enero  8  de  1899. 

Ricardo  P,  Montan. 


Señor  Subprefecto  del  Dos  de  Mayo: 

Juan  Michelerio,  subdito  italiano,  de*  profesión  comerciante, 
ante  US.,  con  el  acatamiento  debido  me  presento  y  digo:  que  por 
los  partes  oficiales  que  US.  ha  recibido,  tiene  perfecto  conoci- 
miento  que,  estando  yo  encargado  de  la  recaudación  del  impues- 
to á  la  coca,  creado  por  ley  del  Estado  de  8  de  noyiembre  de 
1890,  para  el  fomento  de  la  instrucción,  que  se  le  adjudicó  en 
remate  á  don  Julián  Vidal,  el  que  me  comisionó  como  comercian- 
te situado  en  la  garita  de  Carpa^  he  sufrido  el  13  del  mes  próxi- 
mo pasado  saqueo  é  incendio  de  todo  mi  comercio  y  demás  exis- 
tencias de  coca  y  otros  objetos;  y  para  que  estos  punibles  hechos, 
realizados  en  oposición  á  una  ley  del  Congreso,  no  queden  impí^ 
nes^y  pueda  conseguir  el  resarcimiento  de  los  seis  mil  soles  que 
he  peroido  con  motivo  del  saqueo  é  incendio. 

▲  VtSi  sttj^k^se^eirva^coBeedtrttie  á  coirtinviaciótt  de  vsÁ  pnT 
MMfkt,  eertifteaí^ii  sotee  la  dnvMÍ6&  j  estrago»  eom^iAMemvm 

» 
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Mariano  Iglesias,  coronel  graduado  de  infantería  de  ejército  y 
subprefecto  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo. 

Cercifico:  que  por  parte  oficial  y  verbalraente  dado  por  el  go- 
bernador del  distrito  de  Chavín,  en  18  de  diciembre  último, 
tengo  conocimiento  que  los  vecinos  de  Monzón  incendiaron  y 
saquearon  la  garita  del  cobro  al  impuesto  á  la  coca,  situada  en  el 
punto  denominado  Carpa,  comprensión  del  distrito  ya  indicado 
y  de  la  provincia  de  mi  mando:  asimismo  certifico  que  por  otro 
parte  dado  de  la  misma  autoridad  en  5  del  presente  mes,  que  en 
número  de  400  á  500  hombres  atacaron  do  nuevo  el  citado  fun- 
do de  Carpa  é  invadido  el  pueblo  de  Tantamayo,  me  constituí 
con  el  destacamento  de  esta  provincia  en  el  expresado  pueblo,  y 
no  habiendo  encontrado  á  los  invasores,  adquirí  noticias  de  que 
el  día  4  habían  demolido  todas  las  cagas  que  hubieron  en  C-arpa; 
sufriendo  graves  perjuicios  y  pérdidas  el  recurrente^  Juan  Miche- 
lerio,  como  cobrador  del  impuesto  á  la  coca,  á  cuyo  pago  se  opo- 
nen los  asaltantes. 

La  Unión,  enero  16  de  1899. 

Mariano  lylmas. 


Señor  Alcalde  del  H.  Concejo  Provincial. 

Juan  Michelerio,  de  nacionalidad  italiana,  comerciante,  encar- 
gado de  la  recaudación  del  impuesto  á  la  coca  en  la  garita  de 
Carpa,  por  un  contrato  con  el  rematista  don  Julián  Vidal,  ante 
US.  me  presento  y  digo:  que  conviniendo  á  mi  derecho  obtener 
una  certificación  de  US.  y  de  los  señores  síndicos  de  la  provii;- 
cia,  sobre  los  atentados  que  han  tenido  lugar  en  Carpa,  que  son 
públicos  y  cuya  notoriedad  es  irrefragable,  ocurro  á  LS.  supli- 
cando se  sirva  expedírmela. 

1"?  Sobre  si  es  cierto  que  en  el  punto  de  Carpa  he  sufrido,  co- 
mo el  encargado  de  la  recaudación  del  impuesto,  asalto,  saqueo 
é  incendio,  por  loa  vecinos  de  Monzón,  habiendo  quedado  por 
tales  hechos  en  una  posición  crítica  y  casi  en  mendicidad. 

2?  Si  es  verídico  que  tuve  establecida  mi  industria  comercial 
an  Carpa,  á  donde  rescataba  con  dinero  y  mercaderías,  grandes 
cantidades  de  coca,  que  han  sido  vendida:í  en  el  Cerro  ^  cuyos 
productos  han  sido  saqueados  é  incendiados. 
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No  dudo  que  estos  hechos  notorios  recibirán  el  condigno  cas- 
Mgo;  pera  para  hacer  mis  reclamos,  por  cuerda  separada,  espero 
de  la  rectitud  de  US.  la  conctsión  de  la  certificación  que  imploro. 
— Para  lo  que: 

A  US.  suplico  se  silva  deferir  á  lo  que  en  justicia  soHcito. 

Llata,  enero  7  de  ]  899. 

Juan  Michelcrio. 


Llatüy  enero  9  de  1899. 
Certifiquen  á  continuación  los  señores  síndicos. 

í>.    Vivar. 


Seflor  Altalde: 

Los  síndicos  que  suscriben  certifican:  que  es  cierta  y  verdade- 
ra la  narración  que  hace  el  recurrente  señor  Michelerio,  en  loi 
dos  puntos  cardinales  do  su  escrito,  por  cuanto  tienen  conoci- 
miento pleno  de  que  el  13  del  mes  próximo  pasado  consumaron 
los  habitantes  del  distrito  de  Monzón  los  atentados  relacionadof 
en  el  escrito  de  la  vuelta;  y  les  consta  que  el  referido  señor  Mi- 
chelcrio tuvo  su  negociación  implantada  en  el  punto  de  Carpa, 
en  la  escala  tal  conforme  lleva  expuesto  en  su  solicitud. 

Llata,  enero  12  de  1899. 

Camilo  L,  Meza,  Benito  Salas. 


~  80» 


Llata,  mmo  13.  de,  1809. 

Con  el  informe   precedente,  que  se  reproduce,  devuélvase  al 
intetesado. 

2?.  Vivar, 


Octaviano  A.  Herrera  y  Carlos  Paredes,  actuarios  del  juzgado 
del^  Instancia  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  certifican:  que 
Iji  solicitud  do  don  Juan  Michelerio  y  los  actuados  de  su  referen- 
cia, son  del  tenor  siguiente: 

Señor  Juez  de  1*  Instancia: 

Juan  Michelerio,  vecino  de  Llata,  con  domicilio  en  esta  villa, 
en  la  casa  de  don  Pedro  Ramos,  ante  US.  digo:  que  teniendo  en 
mí  la  copia  del  auto  cabeza  de  proceso,  expedido  para  el  descu- 
brimiento de  lo3  delitos  de  asalto  é  incendio  de  Carpa,  ejecutados 
en  mis  intereses,  que  de  oficio  se  instruye  el  sumario,  conviene  á 
mi  derecho  pedir  á  US.  se  sirva  pedir  razón  á  los  señores  testi- 
gos, actuarios  Manuel  M.  Iturrizaga  y  Octaviano  A.  Herrera, 
sobre  el  estado  del  sumario,  si  se  libró  exhorto  para  mi  preven- 
tiva; si  se  ha  reconocido  el  cuerpo  del  delito;  y  como  sé  positiva- 
mente que  el  juez  de  Tantamayo  se  niega  á  cumplir  la  comísróft, 
80.  sixvau  los  actuarios  hacer  constar  dicha  negativa  de  jtrstícia, 
asi  como  la  imposibilidad  de  poder  llevar  á  su  término  el  juicio 
con  más  de  400  acusados.— Para  ello. — A  US.  stíplico  «esirvif 
defiírir  como  solicito  y  ordenar  se  me  entreguen  el  presente  con 
laxaaón  aludida. 

• 
Justicia  etc. 

La  Unión,  enero  15  de  1900. 

Juon  JK<xA#Íww. 
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La  Unión f  enero  16  de  1900. 

Expídase  la  razón  que  so  solicita,  y  fecho,  tráigase  para  pro- 
Teer  lo  conveniente.  Actuado  con  testigos. — Iturrizaga. 

Ante  nos.  Odaviano  A.  Herrera. 

Carlos  Paredes. 


Señor  Juez: 

Cumpliendo  con  lo  mandado  por  US.  en  el  anterior  decreto,. 
expedimos  la  razón  aiguiente:  el  sumario  consta  de  fojaa  doce;  ne 
se  ha  cumplido  en  todas  sus  partea  lo  mandado  en  auto  cabexa 
de  proceso,  corriente  á  fojas  dos,  porque  el  juez*de  paz  del  pueblo 
de  Tantaraayo,  don  Daniel  Ocaña,  no  practicó  las  primeras  dili- 
gencias sumariales  según  su  comisión  y  por  cuyo  motivo  se  or- 
denó la  devolución  del  exhorto,  según  se  registra  en  los  proveí- 
dos de  fojas  ocko  y  fojas  nueve. 

Es  cuanto  po4emo9  decir  para  los  fines  de  ley. 

La  Unión,  enero  17  de  1900. 

Odaviano  A.  Herrera.  Carlos  Paredes. 


La  Unión,  enero  19  tk  1900. 

Cámplase  en  el  díar  la  dispuesto  por  el  juzgadt^  eñ  decroto  dv 
31  de  enero  j^  26  de  nncyo  ctol  aña  próximo  pasada,  corriente^eeis 
ktcjBS  ocha  T^fojas  nrreve,  respectivamente,  desglci^doBe*paTa"M. 
efecto  elexhortoré;  qtie  se  refiere  la  anterior  raxón,  de^fojas'á 
fojas  ntrever,  y  expídase*  ^opia  certífícada  al  interesado  da  las  re^ 
pvctivtnr  pieznr  6  dillgeiicías'  que  solicita.  Aotnodo  con  testigos; 

Aate  nosit  Cktavioaiko  Á^  Herrtta 

QcarlúM,  Faredum 

lOB 


.    —  810  — 

Es  copia  fiel  y  legal  mente  sacada  de  su  original,  y  en  caso  ne- 
cesario nos  reraitimos.      *» 

La  Unión,  enero  24  de  1900. 

O.  A.  Herrera.  C.  Paredes. 


Excmo,  señor  Ministro  de  Italia  en  Lima- 
Juan  Michelerio,  subdito  del  Reino  de  Italia,  residente  en  la 
plaza  comercial  de  Llata,  capital  de  la  provincia  de  HuamaUe?, 
del  departamonto  de  Hnánuco,  anti^  V.  E.,  en  términos  arregla- 
dos á  derecho  y  en  forma  legftl.  me  presento  y  digo:  que  el  13  de 
diciembre  de  1898  consumaron  en  mi  pei*sona  6  intereses  comer- 
ciales, ubicados  en  la  garita  de  Carpa,  los  horrendos  crímenes  de 
homicidio  frustrado,  incendio  y  saqueo,  reduciéndose  así  en  nada 
ti  fruto  honrado  de  mis  trabajos  y  desvelos  de  varios  años. 

Estos  crímenes,  según  el  código  de  procedimiento  penal,  ar- 
tículos 18,  25  y  111  del  país,  precribe  la  persecución  del  crimen 
de  oficio;  y  esto  no  obstante,  por  ser  el  agraviado  yo,  que  soy 
•xtranjero,  dictado  el  auto  cabeza  do  procoso,  hasta  hoy  ni 
í'iquiera  mi  preventiva  se  me  ha  recibido,  ni  monos  se  ha  practica- 
do el  reconocimiento  de  la  casa  incendiada,  habiendo,  en  el  lapso 
trascurrido,  desaparecido  los  vestigios  de  I  cuerpo  del  delito.  Esto 
no  comprueba  otra  cosa  que  la  negativa  de  jufc.ticia. 

Además,  hay  la  imposibilidad  de  no  obtener  sanción  de  la  ley 
por  ttstar  sindicados  en  los  delitos  como  autores  400  ciudada- 
nos vecimos  de  dos  distrito?,  inclusas  sus  autoridades,  á  la  som- 
bra de  la  revuelta  i)olítioa  que  estalló  en  la  República. 

Tor  lo^  documentos  que  respetuosamente  acompaño  al  presen- 
te, consta:  haberse  perpetrado  los  crímenes  narrados,  apoyados 
por  las  autoridades;  que  aparentemente  se  inició  el  juicio;  mas  ni 
mi  líreventiva  se  ha  recibido,  no  se  ha- reconocido  el  Cíierpo  del 
dL*lito,  ni  se  ha  librado  orden  de  captura  contra  ningún  acusad*»; 
en  fin,  si;  ha  relegado  á  Ja  imj)un¡dad,  á  uu  punible  olvido,  crí- 
menes tan  horrendos  perpetrados  en  la  persona  6  intereses  de  un 
subdito  extranjero  (|ue  supo  servir  á  la  corona  como  luilitar,  así 
co]no  también  dos  «le  mis  hermanos,  cuyo  servicio  reclama  ser 
oído  en  la  lejana  región  adonde  la  suerte  lo  lia  colocadu  y  ha 
poráidoel  digfto  fruto  de  sus  laborv^s  por  el  salvajismo  de  unos 
«••res  que  llevan  su  o  lio  como  tema  contra  el  extranjero. 
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Señor  Ministro:  veo  imprescindible  la  intervención  de  vuestra 
legación  en  razón  de  haberse  ejecutado  el  saqueo  en  los  Inenes  de 
un  subdito  extranjero  que  está  garantido  por  las  leyes  internacio- 
nales, que  no  ha  perdido  su  neutralidad;  que  han  perpetrado  más 
dé  400  individuos;  que  las  autoridades  peruanas,  llamadas  á  per- 
seguir y  castigar,  han  relegado  el  juicio  al  olvido,  haciendo  que 
queden  impunes;  por  tanto,  me  cobijo  á  la  autoridad  de  V.  E.  para 
que,  en  reprevsentación  del  Rey,  se  sirva  reclamar  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  que  se  rae  han  irrogado  en  el  punto 
de  Carpa,  sin  que  yo  de  mi  parte  haya  dado  para  ello  ni  el  me- 
nor margen  con  algún  acto  que  sea  penado  por  las  leyes,  según 
consta  de  los  documentos  que  acompaño,  además  de  los  certifica- 
dos que  remití. 

Con  lo  expuesto: 

A  V.  E.  pido  y  suplico  rendidamente  se  digne  disponer,  como 
en  justicia  reclamo,  en  vista  de  la  negativa  implícita  de  las  auto- 
ridades peruanas. 

Jwsticia  &. 

Llata,  febrero  6  de  1900. 

'  "  Juan  líich cierto. 


Il-al  Legación  rh  Baila 

N?  278.  Lima,  30  de  marzo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.  el  recurso  que  me  ha  di- 
rigido el  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio,  residente  en  Llata, 
junto  con  los  tros  documentos  siguientes: 

1?  Una  exposición  do  los  actos  criminales  cometidos  hacia  fi- 
nes de  1898  por  una  turba  de  pueblo  del  distrito  de  Monzón, 
ocasionándole  perjuicios  al  recurrente,  que  hace  ascender  á  8,000 
soles;  exposición  acompañada  de  las  de';laraciones  del  subprefec- 
to  de  Llata,  del  de  la  Unión  y  de  los  síndicos  de  la  alcaldía  d# 
Huamalíes,  que  confirman  lo  expuesto. 

2°  Una  declaración  del  escribano  del  tribunal  de  1*  Instancia 


—  &12  — 

do  lappTOTÍncia  del  Di»  do  Mayo,  de  la  eaal  resulte  que  el  inie- 
reiado  se  presentó  oportunamente  á  la  autoridad  competente,  la 
cual  proveyó  porque  se  procediese  con  arreglo  á  ley. 

3?  Una  declaración  de  los  escribanos  del  mismo  tribunal,  con 
fecha  15  de  enero  del  año  en  curso,  con  la  cual  se  prueba  que  el 
juez  de  paz  de  Tantamayo  no  cumplió,  según  se  le  ordenó,  con 
tomar  la  instructiva  necesaria  para  la  consiguiente  tramitación 
del  juicio  criminal  respectivo. 

Haciendo  abstracción  de  la  exposición,  algún  tanto  exagera- 
da del  interesado,  por  la  cual  pido  benévola  indulgencia,  pues 
trátase  de  persona  de  insuficiente  cultura,  los  hechos  que  denun- 
cie parece  que  revisten  un  carácter  de  gravedad  excepcional,  á 
los  cuales  me.  es  lícito  reclamar  la  atención  especial  de  V.  R,  taa- 
to  más  cuanto  que,  á  consecuencia  de  la  negligencia  de  la  auto- 
toridad  que  debía  facilitar  al  recurrente  la  obtención  de  la  justi- 
cia á  que  es  acreedor,  se  ve  éste  hoy  frustrado  en  su  legítima  pre- 
tensión y  reducido  á  una  situación  económica  harto  crítica. 

Sobre  este  último  punto  me  creo  en  el  deber  de  apelar  á  los 
sentimientos  de  equidad  y  de  justicia  de  V.  E.,  y  no  dudo  se  ser- 
virá examinar  la  cuestión  con  el  elevado  espíritu  de  imparciali- 
dad que  le  distingue.  * 

Sírvase  aceptar,  señor  ministro,  los  sentimientos  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. — Lima. 


Minüterio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  12.  Lima,  19  de  abnl  de  1900. 

SMmr  Múnatoro: 

TSñ  respwfite  á  ht  etMmaéA  note  de  VE.  de  30de  XMomw  últi- 
mo^  ref99en^  á  la  queja  del  siíbdito  itorlian^Giovaai  MB^elü^ 
ofwÍA^die^  en  Llato,  me  es  frato  esipreearte  qtve  he  esiFlado  e^ 
pikv^'eB»  caoramoaeié»  y  de  los  aaeyep-  -  á&BOt  ^cffomuMb  9i  iDoüi 
]nmirtio*^e0lafib  e»  e)  deepaeb»  de  jitslíiria,  llamando  8i»'Btm' 
eión  sobre  ellos,  muy  espeetahoeate  en  etegeepriei  d»  ki< 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  la» 
seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

m 

Al  Excmo.  señor  Gíuseppe  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


ilinüterio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  45.  Lima,  19  de  abHl  de  1900. 

Señor  Ministro'de  Estado   en  el   Despacho  de   Justicia,  Instruc- 
ción y  Culto. 

Me  es  honroso  pasar  á  conocimiento  de  US.  copia  de  la  nota 
que  ha  dirigido  a  esta  cancillería  el  señor  Enviado  Exlraordina- 
rio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia  y  de  los  anexos  de  su 
refencia,  sobre  la  queja  á  él  presentada  por  el  subdito  de  esa  na- 
ción, avecindado]en  Llata  (departamento  de  Huánuco)  don  Juan 
Michelerio,  perjudicado,  según  asegura,  por  la  conducta  del  juea 
de  1*  instancia  de  las  provincias  del  Dos  de  Mayo  y  Huamalíes. 

lluego  á  US.  se  digne  tomar  en  consideración  este  asunto  y 
disponer  las  informaciones  y  medidas  del  caso,  de  cuyo  resulta- 
do estimaré  á  US.  que  me  dé  noticia,  á  fin  de  satisfacer  oportuna- 
mente á  la  legación  italiana. 


Dios  guarde  á  US. 


E.  d€  Uz  Riva  Agüero. 


io  de  Jusiieia. 


Lima,  .23  de  abril  Be  1900. 

Iniónae,  la  acorte  superior  del^  distrito .  judicial  de  Ansachs^ 
mxNiJüidgm  shacerlo.  de.tx^rfiíeseIlcil^;  y  lavísase  en  ne^mesta. 
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Huaraz,  abril  30  de  1900. 

Recibido  en  la  fecha:  informe  previamente  el  juez  de  primera 
instancia  accidental  de  la  provincia  del  Dos  dfe  Mayo,  pasándose 
al  señor  Ministro  de  Jnsticia  el  oficio  acordado. 


Seis  rubricas.  Mejía, 


I 


En  la  misma  fech¿\  del  decreto  anterior,  se  pasó  al  ministerio 
de  justicia  el  oficio  acordado, 

Jlejía. 


El  primero  de  mayo  de  mil  novecientos  se  ofició  al  juez  de  1* 
instancia  accidental  del  Dos  de  Mayo  para  que  informe  sobre  el 
estado  y  motivo  de  retardo  del  juicio  iniciado  por  don  Juan  Mi- 
chelcrio,  trascribiéndose  igualmente  el  decreto  anterior. 


Mij\a. 


Jhuirazj  novioinlrc  28  de  1900. 
Hágase  el  informe  acordado. 
Cinco  rúbricas. — Rajad  de  }íj''.i. 


Kxcmo.  Señor: 


Pc.iidy  informo  al  juez  de  primera  instancia  acci dental  del 
Dos  do  Mayo,  ha  llegado  á  conocimionto  del  tribunal  que  eale 
fuMcionario  devolvió  al  juez  do  piz  de  Tantamayo  el  exhorto qua 
le  «Hrigió  para  la  práctica  del  sumirlo  de  esta  referencia,  por  no 
hab?T3e  sujetado  el  indicado  ju3z  de  paz  á  las  prescripciones  de 
la  ley.  H?qu3ridD  o:i  miyo  úUimo  pira  que  devuelva  el  exhor- 
to, miui'ijsti  qio  ]\  n\riii-i-i')n  d-l  srnxrio  s^    d-be  á  que  los 
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damnificados  no  8e  han  presentado  á  dar  sus  preventivas;  por  lo 
cual  se  ba  oficiado  nuevamente  para  que,  sin  perjuicio  de  re<iue- 
rir  á  Michelerio  en  la  forma  conveniente  proceda  á  tomar  la  ins- 
tructiva de  los  reos  y  practicar  las  demás  diligencias  del  caso. 

Para  explicar  el  retardo  de  las  actuaciones  que  se  encomien- 
dan á  los  jueces  accidentales  de  aquella  provincia,  nos  es  preciso 
recordar  el  oficio  dirigido  al  ministerio  de  justicia  el  30  de  abril 
último,  en  el  que  se  manifiestan  los  inconvenientes  que  desde  en- 
tonces hacían  preveer  la  ineficacia  de  cuantas  medidas  se  adopta- 
ran por  este  tribunal  para  conseguir  la  marcha  regular  de  este 
jufcio,  mientras  no  existiera  un  juez  letrado  y  la  fuerza  suficien- 
te en  apoyo  do  sus  providencias. 

Medidas  tanto  más  urgentes,  cuanto  que  de  la  denuncia  de 
Michelerio  aparece  responsable  todo  el  pueblo  de  Monzón,  que 
se  opondría  á  las  disposiciones  del  juez  que  se  trasladara  A  ese 
lugar.     Es  cuanto  podemos  informar  en  obsequio  de  la  verdad. 

Huaraz,  noviembre  30  de  1900. 

Excmo.  señor.     -  » 

Pedro  I.  Címci^os. 

J,  Salvador  Romero. 

t* .         > 

R.  Saiüa  Gadta, 
Juan  Kepomaccno  Maguina,  D.  Téllez, 


Ministerio  de  Justicia. 

Lima,  Diciembre  15  de  lí)00. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despichotio  Relaciones  Exteriores 

Con  el  informe  emitido  i>or  la  Coi  te  Superior  del  distrito  jn^li- 
cial  de  Ancachs,  me   es  honroso  devolver  á  US.  loa  antecedente,  s 
relativos   u  la   reclamación  del   subdito   italiano   Juan   Miche- 
lerio. 

DiOS  gnarde  á  US. 

.  Rafael  VUlaitm 
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MinUierio  de  Bj^hcionei  ExieríorM. 

N?  61.  .      Lima,  Noviembre  19  de  1900. 

Señor  Ministro: 

i 

Tengo  el  agrado  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.  que,  defi 
riendo  al  deseo  que  se  sirvió  expresarme  en  su  nota  Ñ?  l,21(>i 
de  25  de  octubre  próximo  pasado,  dirigióse  por  este  Ministerio) 
con  fecha  10  del  actual,  un  telegrama  al  Prefecto  de  Huámico, 
trasmitiéndole  las  quejas  formuladas  ante  esa  legación  por  el 
ciudadano  italiano  Juan  Michelerio,  quien  asegura  haber  sufrido 
vejámenes  de  parte  de  las  autoridades  de  Llata. 

En  contestación  li  dicho  telegrama,  el  Prefecto  de  Huánuco 
©xpresa,  como  vera  V.  E.  en  la  copia  autentica  que  acompaño  á 
la  presente  comunicación,  que  los  contratiempos  sufridos  por 
Michelerio  datan  de  é{)oca  anterior  ¿  la  de  su  mando,  y  que  ha- 
biendo rcconcentnulo  en  la  capital  toda  la  tropa  que  le  obedece, 
se  halla,  no  obstante,  dis])aesto  a  ordenar  que  resguarde  al  indi- 
cado subdito  italiano  la  fuerza  necesaria  'para  que  no  tenga  que 
temer  hinuuna  luKstiHdad  de  los  residentes  en  Llata. 

Con  tal  fin  debe  Michelerio  avisarle  su  oportuno  viaje  á  esa 
provincia. 

Reiterólo,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

F.  de  Oama. 

Al  Excmo.  señor  Giusseppi  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


B$al  Legadbn  de  Balia. 

K?  1,216  Lima,  Octubre  96  de  1900. 

6éfk>r  Miztipfare: 

El  ciudadano  italiano  Jaan  Michelerio,  qae  fué  objeto  ée  la 
nota  que  tare  el  honor  de  dirigía  á  eseimraaUe  .deeq^Mho  con 
fecha  80  de  jnaiao  .úlümo,  se  ha  presentado  á  esta  legaotón  ex- 
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poniendo  que,  pAra  sustraerse  á  los  vejámenes  que  sufría  do  par- 
te de  las  autoridades  d»3  Llata,  quienes  les  guardaban  re.icor  por 
haber  presentado  reclamaciones  á  consecuencia  de  los  perjuicio! 
de  <[ue  filó  víctima,,  resultante  de  los  actos  criminales  ejercidos 
en  su  p'erjuiííio  por  ciudadanos  de  Monzón,  se  había  visto,  hace 
tres  meses,  forzado  n  abandonar  dicha  localidad,  confiando  el 
ninnejo  de  sus  negocios  á  un  encargado. 

Habiendo  sido  últimamente  ii^fíirmado  de  que  sus  inlereaea 
están  mal  administrados,  ha  resuelto  regresar  á  Llata.  para  li- 
quidar sus  negocios  y  al<^jarsG  defínitivamente  de  esa  localidad. 
Pero  tiene  fnert»^s  y,  según  asogiira,  fun<lada8  sospechas  para 
tem«  r  que,  no  bien  se  encuenti'e  allí,  ciinnd')  sea  nuevamente 
inquietado  por  las  antori<lades  locales;  por  consiguiente,  no  |)ue- 
de  prever  las  desgracias  qno  puedan  ^suced^r  en  el  caso  de  que, 
en  guaríla  de  su  persona  é  intereses,  se  vea  obligado  á  hacer  uso 
de  la  resistencia. 

No  sé  en  qué  se  fundan  ¡os  temores  del  señor  Michelerio;  pero 
vista  la  denuncia  que  me  hace,  para  evitar  cualquiera  responsa- 
bilidad, creo  necesario  dirigirme  á  V.  E.  rogándole  se  sirva,  si 
lo  juzga  conveniente,  escribir  d  las  tiutoridades  competentes  de 
Llata,  para  que  adopten  las  medidas  oportunas,  á  efecto  de  ga- 
rantir, en  caso  necesa/io,  la  seguridad  personal  del  referido  ciu- 
dadano italiano,  el    cual  se  constituirá  allá  dentro  de  diez  día». 

Sírvast^  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A  Su  Excelencia  el  doctor  Felipe  de  Osraa  y  Pardo,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Miniderio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  69.  Lima,  Diciembre  18  de  1900. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Refiriéndome  á  las  notas  de  esa  legación  de  30  de  marzo,  26 
de  octubre  y  26  de  noviembre  del  año  en  curso,  sobre  los  vejá- 
menes de  que  se  queja  el  subdito  italiano  don  Juan   Michelerio, 
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teno-o  el  agrado  de  expresar /i  US.  que  habiéndose  pedido  por  el 
ministerio  •  de  justicia,  en  23  de  abril,  informe  á  la  Corte  Supe- 
rior de  Aneachs  acerca  de  los  fundamentos  de  dicha  queja,  ese 
tribunal,  después  de  adquirir  los  datos  pertinentes,  lo  expidió  en 
30  de  noviembre. 

En  el  indicado  informe  expresa  que  dicho  juez  devolvió  al 
juez  de  paz  do  Tantamayo  el  exhorto  que  le  dirigió  para  la  prác- 
tica del  servicio,  afirmando  no  haberse  sujetado  ese  juez  de  paz 
á  las  prescripciones  de  la  ley. 

Habiéndosele  requerido  en  Mayo  último  para  que  devolviera  el 
exhorto,  manifestó  que  la  paralización  del  sumario  se  explica 
porque  los  damnificados  no  se  presentan  á  dar  sus  preventivas, 
por  lo  cual,  y  á  fin  de  adelantar  el  juicip,  se  le  ha  oficiado  nue- 
vamente para  (pe,  sin  perjuicio  de  requerir  á  Michelerio  en  la 
forma  conveniente,  proceda  á  tomar  las  instructivas  de  los  reos 
y  practicar  las  demás  diligencias  del  caso.. 

Como  parece  que  para  conseguir  la  marcha  regular  de  este 
fuicio  sería  conveniente  la  existencia  en  la  referida  provincia  de 
un  juez  letrado  y  la  fuerza  necesaria  en  apoyo  da  su  providencia, 
me  dirijo  de  nuevo  en  la  fecha  al 'señor  Ministro  de  Justicia,  lla- 
mando su  atención  hacia  las  razones  que  apoyan  tal  medida. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  ssguridades  de 
mi  más  distinguida  consideración. 

F.  de  Osma, 
Al  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia, 

W  1,379  Lima,  Noviembre  26  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  su  estimable 
nota  de  19  de  los  corrientes,  N?  61,  relativa  á  las  medidas  que, 
por  orden  de  V  E.,  serán  adoptadas  por  el  prefecto  de  Huanaco, 
á  efecto  de  garantir  de  todo  vejamen  en  Llata,  al  ciudadano 
italiano  Juan  Michelerio. 

Reservándome  el  ulterior  examen  oportuno  de  la  reclamación 
por  los  perjuicios  irrogados  al  citado  Michelerio,  me  apresuro  á 
dar  á  V.  E.  las  gracias  por  cuanto  se  ha  servido  ha^er  á  favor  de 
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aquély  mi  compatriota,  é  quien  no  dejaré  de  hacer  saber  que  debe- 
rá avisar  anticipadamente  al  indicado  Prefecto  su  ida  á  Llata. 
Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin^ 
guida  consideración. 
El  Encargado  de  Negocios. 

jB.  Ágnoli, 

A  Su  Excelencia  el  señor  doctor  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

N^  346  Lima,  Marzo  8  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisar  el  recibo  de  la  nota  que  V.  E.  diri- 
gió al  señor  Agnoli,  con  fecha  18  de  diciembre  último,  N?  ^9,  re- 
lativa á  la  reclamación  del  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio, 
por  la  cual  me  he  enterado  de  los  motivos  que  han  mediado  para 
que  la  acción  judicial  entablada  por  dicho  reclamante  no  haya 
seguido  el  curso  regular  y  pronto  que  la  gravedad  del  caso  exigía, 

V.  E.  al  convenir  de  hecho  que  el  juez  de  paz  de  Tantamayt, 
en  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  no  se  atuvo  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ley,  y  al  opinar  porque  la  buena  marcha  de  aquel 
juicio  depende  del  nombramiento,  para  la  expresada  provincia, 
de  un  juez  letrado  y  del  envío  de  una  fuerza  necesaria  en  apoyo 
de  sus  providencias,  expresa  el  propósito  de  llamar  la  atención 
de  su  honorable  colega  de  justicia  hacia  los  motivos  que  exigen 
la  adopción  de  tales  medidas. 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  tan  cortés  comunicación,  no 
puedo  ocultar  el  temor  de  que,  por  útiles  que  sean  las  medidas 
que  hayan  de  adoptarse  al  respecto^  serán,  no  obstante,  de  tar- 
díos resultados  para  los  intereses  de  mi  representado. 

Los  hechos  denunciados  por  Michelerio,  recaudador  que  fui 
de  los  impuestos  sobre  la  cr>ca  que  se  exporta  de  Monzón,  qu«  no 
fceron  oportunamente  prevenidos  ni  reprimidos,  datan  de  didem^ 
bre  de  1898,  j  no  creo  engañarme  al  emitir  la  opinión  de  qoo 
dentro  de  dos  años  m&s,  será  muy  diffcii  qno  oi  damnificado 
obtenga,  por  la  vía  |udicial,  la  reparación  á  que  incontestabloi- 
mente  tiene  derecho,  por  la  dificultad  que  hoy  ae  i^'esenta  para 
recoger  las  pruebas  necesarias  contra  los  culpables. 
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Quedo,  erapero,  esperando  las  ulteriorei  informaciones  con  que 
V.  E.  se  sirva  favorecerme  sobre  el  éxito  del  juicio  que  actual- 
mente se  ventila  sobre  este  asunto;  entre  taiito,  me  veo  en  el  caso 
de  hacer  las  reservas  correspondientes  respecto  de  la  necesidad 
que  hubiere  de  proceder  á  un  ulterior  examen  de  la  reclamación, 
por  la  vía  diplomática,  en  la  hipótesis  de  que  el  juicio  actual- 
mente en  curso  no  tuviese  un  resultado  satisfactorio. 

Mas,  en  vista  de  las  amistosas  y  conciliantes  disposiciones  de 
que  se  muestra  animado  el  Gobierno  de  la  República,  y  espe- 
cialmente V.  E.,  quiero  presagiar  que  no  habrá  necesidad  de 
recurrir  á  ese  medio;  y  en  cuanto  á  esto,  me  refiero  á'la  última 
parte  de  la  nota  que  dirigí  al  honorable  predecesor  de  V.  E.,  con 
fecha  30  de  marzo  del  año  próximo  pasado. 

De  la  presente  comunicación,  y  para  los  fines  que  convenga, 
mandaré  copia  á  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en 
Roma,  quien  toma  vivo  interés  en  la  solución  equitativa  de  este 
asunto. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pirrone, 
Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  51  Lima,  Setiembre  26  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  participar  á  V.  E.  que  habiendo  venido  en  conoci- 
miento de  los  términos  de  la  nota  número  346,  dirigida  por  V.  E. 
&  mi  antecesor  en  este  Ministerio,  con  fecha  8  de  marzo  último, 
iobre  la  reclamación  del  ciudadano  italiano  Juan  Micholerio,  la 
trascribo  en  oficio  de  hoy  al  señor  Ministro  de  Justicia,  apoyan- 
do lai  indicaciones  que  ella  contiene  y  haciendo  presente  la  nece- 
sidad de  que  se  informe  á  la  cancillería  de  mi  cargo  sobre  las 
medidas  adoptadas  en  favor  de  los  derechos  del  reclamante'  á  fin 
de  responder  á  las  justas  instancias  de  esa  legación. 
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Aprovecho  la  oportunidad,   para  renovarle,    señor  Ministro, 
las  seguridades  de  ini  alta  y  distinguida  consideración. 

Cesáreo  Cltacaliana. 

Al  Excmo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exte^^iores, 

N?  65.  Lima,  Noviembre  30  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  referencia  á  la  reclamación  del  subdito  italiano  Juan  Mi- 
chelerio,  tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.E.  copia  autorizada  de 
los  siguientes  documentos:  1?  nota  del  presidente  de  la  corte  su- 
perior de  Ancachs  al  ministerio  de  justicia;  y  2?  informe  del  su b- 
prefecto  de  la  provincia  de  Huamalíes  al  prefecto  respectivo. 

Del  tenor  de  loS  mencionados  documentos  se  deduce:  que  el 
rematista  del  impuesto  á  la  coca  en  las  provincias  del  Dos  de 
Mayo  y  Huamalíes  fué  el  peruano  Julián  Vidal,  comerciante  de 
Llata  y  no  el  italiano  Michelerio;  que  la  oficina  de  cobranza  esta- 
blecida en  Carpa,  perteneció  á  Vidal  y  no  á  Michelerio,  siendo  es- 
te segundo,  simple  empleado  del  primero;  que  el  ataque,  incen- 
dio y  supuesto  saqueo  de  la  garita  de  «Carpa*  sólo  pudo  perjudi- 
car á  Vidal,  verdadero  dueño  de  lo  existente  en  ella;  que  sin 
embargo  Vidal  nada  reclama;  que  el  mismo  Vidal  abonó  á  su 
empleado  Michelerio  el  valor  de  las  pequeñas  pérdidas  que  este 
pudo  sufrir;  que  después  de  incendiada  la  oficina  de  ^Carpa»  sacó 
de  ella  Michelerio  un  cajón  con  dinero  qua  había  enterrado, 
producto  de  la  recaudación  de  la  coca  por  cuenta  del  rematista 
Vidal. 

Los  hechos  anotados  y  otros  consignados  en  los  documentos 
referidos  demuestran  suficientemente  que  Michelerio  sólo  expe- 
rimentó pequeñas  pérdidas  en  el  suceso  de  «Carpa»»,  y  que  éstas 
le  fueron  oportunamente  indemnizadas  por  el  rematista  del  ira- 
puesto  á  la  coca  y  dueño  de  la  garita  incendiada,  don  Julián 
Vidal. 
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No  dudo  que  V.E.  en  vista  de  tan  autorizada  información,  ad- 
quirirá el  convencimiento  de  lo  infundado  del  reclamo  de  Mi- 
chelerio. 

Por  lo  (lemas,  como  consta  de  los  documentos  antedichos,  la 
(iorte  superior  del  distrito  judicial  de  Ancacbs  ha  adoptado  las 
medidas  del  caso,  para  regularizar  la  prosecución  del  juicio  cri- 
minal correspondiente. 

Me  es  grato  reiterar  á  V.E.  mis  sentimientos  de  la  mas  alta 
consideración. 

Cesáreo  CJiacaltana. 

Al  Excmo.    seíior   José  Pirrone,    Enviado  Extraordinario  y  Mi- 
nistro Plinipotenciario  de  Italia. 


Huáimco,  Noviembre  19  de  1900. 
Director  Relaciones: 

Dcsí^racia  subdito  italiano  Michelerio,  vecino  de  Monzón,  tu- 
vo lugar  antes  mi  venida  de  prefecto  que  me.  avisó  para  darle 
fuerza  que  lo  acompañe,  pues  por  motivo  orden  público  be  re- 
concentrado toda  tropa  acá,  no,  exi&liendo  soldados  en  Llata. 
Con  aviso  oportuno  pondré  fuerza  á  disposición  de  Juan  Miche- 
lerio. 

Huapaya. 


RAFAEL  D.  MEJIA, 


ABOGADO  Y  SECRBTARIO    DB    CANÍARA  TITULAR  DK  LA  ILTMA 
CORTB  DEL  DISTRITO  JUDICIAL  DB   ANCACHe 

Oertifica:  que  á  mérito  de  una  solicitud  presentada  por  don  Ni- 
colás Rivera  á  nombre  de  don  Julián  Vidal,  con  moti  vo  de  la 
reclamación  diplomática  del  subdito  italiano  don  Juan  Michele- 
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rio,  se  lia  expedido  el  decreto  que  con  ¡nforme  del  subprofecto  de 
Huamalíes,  presentada  en  copia  con  dicha  solicitud,  son  como 
sigue: 

lívaraz,  Abril  22  de  lÜO.l. 

^'No  existiendo  juez  de  primera  instancia  letrado  en  la  pro- 
vincia de  Huarnaiíes,  reservóse  esta  solietud,  dí^jando  en  secreta- 
ría copia  certiñcada  de  los  docurneiitoá  y  podiT  que  se  acompa- 
ñan, devolviéndose  este  último  al  interesado;  dándose  cuenta  eu 
su  oportunidad  al  superior  tribunal. — Rúbrica  (b-l  sofíor  presi- 
dente del  tribunal  doctor  Cisneros. — (Fir!na<lo) — Mtjía." 


El  que  suscribe  amanuen>e  archivero  d«'  la  pr*>vincia  do  Hua- 
malíes, en  cumplimiento  del  (K^cn.ti)  ([ue  ¡)n'cede,r/'rí///ca:  que  áf. 
493  del  libro  copia<lor  de  oíi'nos  de  e.síe  dt'S})acli':),  qu-.»  comenzó 
el  1"?  de  enero  de  1808  y  di6  termino  oí  lo  de  enero  de  11301,  se 
encuentra  copiado  uninforme  emitido  á  la  preíectuia  del  departa- 
mento que  á  la  letra  dice:  ''Llata  agosto  19  de  1900.  —Señor  pre- 
fecto del  departamento. — Dando  cumjdimicnto  á  la  información 
pediáa  por  US.  sobre  los  acontecimientos  ocurridos  en  «C'arpa», 
distrito  de  Cbavín,  provincia  del  Dos  de  Mayo  por  los  cuales  no 
ha  sido  posible  hacer  efectivo  el  cobro  del  impuesto  á  la  coca 
que  se  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  debo  decir  á  US.:  Que 
he  reco;;ido  con  la  mayor  prolijidad  cuantos  datos  han  sido  po- 
sibles al  respecto;  pudiendo  asegurarle  que  son  informaciones  de 
la  mayor  exactitud,  cuanto  paso  á  expresar  en  seguida:  Por  ley 
del  congreso  de  8  de  noviembre  de  1890,  se  estableció  un  im- 
puesto á  la  coca  que  so  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  Chi- 
paquillo  y  Taso  Chico,  divisil)le  este  prodvicto  por  iguales  partes 
entre  las  provincias  del  Dos  de  Mayo  y  Huamalíes  con  destino 
á  la  instrucción  primaria  de  dichas  provincias.  En  tal  virtud, 
y  con  las  formas  legales,  remató  este  impuesto,  de  carácter  mu- 
nicipal, el  señor  Julián  Vidal,  comerciante  de  Llata,  por  un  bie- 
nio, abonando  la  cantidad  de  seis  mil  soles.  Comenzó  a  ejercer 
las  funciones  de  rematista,  en  mayo  1?  de  1887.  Al  efecto  de 
la  recaudación  del  impuesto,  se  estableció  en  las  punas  de  ^Car- 
pa,» jurisdicción  del  Dos  de  Mayo,  una  oficina  de  cobranza,  sien- 
do allí  empleado  del  señor  Vidal  con  dicho  objeto  don  Juan  Mi- 
chelerio,  subdito  italiano.  En  13  de  diciembre  do  1898,  una  po- 
blada venida  de  Monzón  atacó  el  lugar  (fe  «Carpa,»  incendió  la 
casa  residencia  de  los  empleados  de  Vid:d,  y   felizmente  seevi- 
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tó  con  la  fug«a  de  éstos  qiio  hubiera  víctimag  que  lamentar.  Tan- 
to el  subpret'ecto  del  Dos  de  Mayo  en  esa  época,  coronel  Maria- 
no Iglesia^,  como  el  subprefecto  de  Huamalíes,  señor  Ricardo 
Mcrzán,  dictaron,  en  cumplimiento  de  su  deber,  las  medidas  co- 
rrespon<lientes  á  la  represión  de  eso;  desórdenes.  Inspirándome 
en  fuentes  oficiales,  he  buscado  en  esta  subprefectnra  el  parte 
oficial  del  señor  subprefecto  iMorz'ui,  que  existe  en  el  iibro  co- 
piador de  6ija  fecha  á  f  193  y  que  reproduzca  á  US.  bajo  el  N^  1 
Basada  como  está  esa  comunicación  oficial  en  los  partes  pasados 
por  el  gobernador  de  Monzón  y  elevados  originales  á  esa  prefec- 
tura, ninguna  otra  particularidad  puedo  agregar  por  ese  medio, 
sobre  el  suceso  de  «fC-arpa».  He  solicitado  del  archivo  de  la  go- 
bernación de  Monzón  copia  de  dichos  partes  que  desgraciada- 
mente no  existen.  A  f.  198  del  copiador  de  esta  subprefectu- 
ra,  también  he  encontrado  el  oficio  dirigido  á  ese  despacho  supe- 
rior y  que  puede  dar  luz  sobre  la  actitud  de  los  vecinos  de 
Monzón  en  1898.  He  solicitado  del  señor  juez  de  primera  ins- 
tancia de  la  provincia  si  existe  alguna  causa  civil  ó  criminal  so- 
bre el  asalto  é  incenc'io  de  «Carpa»  y  he  obtenido  contesto  de  esc 
funcionario  judicial  de  que  no  existe  al  respecto;  pues  en  la  parte 
criminal  cotresponde  forzosauíonto  á  tei^or  de  la  ley,  juzgarse 
los  delitos  de  (arpa  ante  la  judicatura  de  primera  instancia  déla 
provincia  del  Dos  de  Mayo.  He  inquirido  sobre  los  autores  ó 
cómplices  de  los  crímenes  de  «Carpa»  con  resistencia  á  la  vez  dtl 
cumpUmienlo  de  la  ley  que  creó  el  impuesto  á  la  cv)ca,  y  se  me 
asegura  consta  el  nombre  de  los  cabecillas  de  esos  crímenes  de 
lüi  actuados  judiciales  de  la  provineia  del  Dos  de  Mayo.  Debo 
hacer  aquí  la  siguiente  anotación.  La  montaña  de  Monzón,  es 
de  la  jurisdicción  poLtiea  de  Huamalíes,  y  por  consiguiente  su 
mando  político  pertenece  á  la  sul:)prefeetura  de  esta  pmvincia; 
pen>  t  n  su  vía  de  comunicación  de  esta  capital  con  dicha  nion- 
tailu,  y  por  efecto  de  una  mala  demarcación,  hay  precisamente 
que  atravesar  el  distrito  de  Chavín  de  Pariarca,  perteneciente  al 
Dos  de  Mayo,  é  indispensablemente  á  la  vez  el  despoblado  de  «Car- 
paj»  de  la  misma  jurisdicción  política,  lugar  donde  se  realizaron 
los  acontecimientos  de  que  me  ocupo  por  gente  de  Monzón  per- 
teneciente á  Huamalíes.  Es  a^í  como  estuvieron  ligadas  la  ac- 
ción oficial  de  aT^})',\s  provincias  en  13  de  diciembre  de  1898. 
Sobre  la  exactitud  de  los  perjuicios  sufridos  por  el  rematista  don 
Julián  Vidal,  que  US.  también  me  encarga  en  su  oficio  N?  553, 
tengo  la  satisfacción  de<lecir  á  US.  que  conferenciando  personal- 
mente con  dicho  señor  Vidal,  me  ha  manifestado:  que  nada  re- 
clama ni  tiene  reclamado;  que  á  su  empleado  Michelerio  le  tiene 
restituidas  s«s  pérdidas  de  «Carpa»  y  por  consiguiente,  es  comple- 
tamente aparte  de  la  reclamación  que  dicho  Michelerio  ha  enta- 
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blado  al  gobierno  del  país,  sin  razón  ya  legal  de  ninguna  clase 
toda  vez  que  sus  pérdidas  fueron  indemnizadas  oportunamente. 
Solicita,  sí,  el  castigo  de  los  criminales  de  Monzón,  de  conformi- 
daíhcon  las  leyes  jienales,  y  en  nombre  <le  la  moralidad  de  los 
habitantes  do  esa  importante  secoión  clcl  depa?tamento,  esperan- 
za del  porvenir  de  Ilnamalíes».  Luego,  pues,  se  cree  que  en  el  in- 
cendio de  «Carpa»,  el  señor  Vidal  no  perdió  plata  en  efectivo  y 
que  sólo  mercaderías  de  poco  valor  sucumbieron  l)aio  la  acción 
del  incendio.  J*úbl¡co  es,  qwe  después  de  incendiada  la  oficina 
de  «Carpa»  don  Juan  Michelerio  se  constituyó  en  ese  lugar  y  sa- 
có un  cajón  con  dinero  que  tenía  enterrado,  producto  de  la  re- 
caudación de  la  coca  por  cuenta  del  rematista  Vidal.  Con  la 
presente  exposición,  dejo  cumplido  el  mandato  superior,  que- 
dando constancia  de  que  en  la  actualidad  se  paga  el  impuesto 
á  la  coca  que  se  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  y  se  expen- 
de pasando  de  esta  ciudad^  al  Cerro  de  Pasco  y  otros  lu- 
gares— Dios  guarde  US. — Ismael  Escobar. — Concuerda  con  su 
original  á  que  me  refiero  en  caso  necesario. — Llata,  abril  quince 
de  rail  novecientos  uno. — Mannel  María  Flores. — V?  B? — Eico- 
bar. — Un  sello  de  la  subprefeétura*  de  la  provincia  de  Huama- 
líes.  — E^  copia  exacta,  qiio  saca  en  ciimplimleiito  (h  !o  ni\n  l-i- 
do  en  "el  decreto  ya  indicado. — Haaraz,  abril  veintidós  de  mil 
novecientos  uno. 

^  Rafael  D,  Mfjía. 


Real  legación  de  Italia. 

N?  1709.  Lima,  10  Je  Diciembre  c/^  lOOJ. 

Señor  Ministro: 

Teiigo  la  honra  de  acusar  el  reiibo  de  la  nota  con  anexos  que 
V.  líi.  se  sirvió  dirigirme  con  fecha  30  de  noviembre  próximo 
pasado,  NV  05,  referente  á  1%  reclamacióa  de  Juan  Michelerio. 
En  ella  me  dice  V.  E. 

1?  Que  los  daños  ocasionados  por  el  incendio  y  saqueo  p'^rpc- 
trados  en  18^8"  por  los  indios  de  Monzón,  fueron  en  perjuicio  del 
ciudadano  peruaiK)  don  Julián  Vidal,  rematista  def  impuesto  a 
la  coca,  y  no  en  el  de  Michelerio  que  era  un  simple  empleado 
de  dicho  rematista. 

10:1 
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2?  Que  los  pocos  perjuicios  que  sufrió  Míchelerio  le  fueron 
oportunamente  resarcidos   por  el  referido  rematista. 

3?  Qu9,  por  consiguiente  el  Gobierno  del'. Perú  considera  la  re- 
clamación de  Miclielerio  como  completamente  infundada. 

No  dejaré  de  poner  en  conocimiento  del  interesado,  para  su 
gobierno,  cuanto  me  lia  comunicado  V,  E.   sobre  este  particular. 

Debiendo,  empero,  participar  á  mi  gobierno  todo  lo  referente 
a  este  asunto,  por  el  que  ha  tomado  interés,  agradecería,  á  V.E., 
se  sirviese  hacerme  saber  que  importancia  da  el  Gobierno  de 
la  Repúldica  á  los  testimonios  contenidos  en  los  documentos  en 
seguida  indicados: 

I  Declaración  del  subprefecto  de  Llata,  de  8  de  enero  de 
1899; 

II  Declaración  del  subprefecto  del  Dos  de  Mayo,  de  10  de 
enero  de  1899.    . 

IIÍ  Declaración  de  los  alcaldes  de  la  municipalidad  de  Hua- 
malíes,  de  11  de  cuero  de  1899,  que  remití  en  original  á  ese  ho- 
noraI)le  despacho,  con  nota  30  de  marzo  de  1900.  N?  278,  de  las 
cuales  resulla  que  Michelerio  ejercía  el  comercio  por  su  propia 
cuenta  en  el  mismo  local  en  "que  estaba  establecida  la  oficina  de! 
impuesto  a  la  coca,  y  que  los  perjuicios  sufridos  fueron  realmente 
los  reclamados  por  el  interesado  en  su  recurso. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consi<leración. 

(t.  Pírrone. 

Al  Excmo.    señor  Cesáreo  Chacaltana,   Presidente  del  Consejo 
de  Ministros   y  Ministro   de  Relaciones   Exteriores. 


Ministerio  de  Relaoiones  Exteriores. 

N°  70  Livia,  10  de  Diciembre  de  1901. 

Señor  Mi.   stro: 

Al  avisarme  recibo  de  la  nota  relativa  á  la  reclamación  del 
subdito  italiano  Juan  Michelerio,  que  tuve  la  honra,  de  dirigir  á 
esa  Legación,  con  fecha  30  de  Noviembre  último,  V.  E.  se  sirve 
decirme  en  la  suya,  fecha  de  hoy,  que  debiendo  participar  á  su 
Gobierno  todo  lo  referente  á  dicho  asunto,  agradecería  que  lehi 
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ciera  saber  qué  importancia  atribu5^e  el  de  la  Repúblioa  á  las  de- 
claraciones de  los  subprefoctos  de  Llata  y  del  Dos  da  Mayo  y  de 
los  síndicos  de  la  Municij)alidad  de  Huamalíes,  que  acompaña- 
ban originales  á  su  nutii  N."  278,  de  30  de  Marzo  de  1900. 

Defiriendo  al  deseo  maiiifestado  por  V.  E.,  cúmi^lenie  expre- 
sarle que,  en  concepto  de  esta  cancillería,  los  informes  de  los  men- 
cionados funcionarios  peruanos,  {)or  los  términos  geuerales  en  que 
están  redactados,  sólo  prueban  la  exiátencia  de  los  daños  causa- 
dos en  la  oficina  de  «Cari»a»  por  los  asaltantes  de  ésta,  sin  escla- 
recer el  punto  relativo  á  si  lo.s  enseres  de  dicha  oficina  i)ertenecen 
á  Micheliero,  ó  al  rematista  peruano  Julián  Vidal. 

Tales  informes  no  se  hallan,  pues,  en  contradici'ión  .vou  lo  ase- 
verado en  los  documentos  cuya  copia  auténtica  fué  anexa  á  mi 
nota  de  30  de  Noviembre  último,  según  los  cuales  la  garita  dfe 
•Carpa»  perteneció  al  rematista  Vidal,  quien  oportunamente  in- 
demnizó a  Micheliero  las  pcípiefías  pérdides  sufridas  pí>r  éste  úl- 
timo en  virtud  de  la  destrucción  de  la  indicada  oficina. 

Confiando  en  que  V.  E.  hallará  la  presente  explieacíún  do  todo 
punto  conforme  con  la  luz  que  los  antecedentes  citados  j>royectan 
sobre  el  suceso  de  «Cai'i)a  >,  me  es  grato  reiterarle  las  soguridadei 
de  mi  consideración  más  alta  y  distinguida. 

Cesáreo  Chacaltana. 

Al  Excmo.  señor  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  v  Minia- 
tro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  342.  Lima,  8  de  Marzo  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se 
girvió  dirigirme  con  fecha  4  de  Marzo  en  curso,  N?  15,  acompa- 
ñando copia  del  oficio  dirigido  por  el  prefecto  de  Ancachs  á  su 
honorable  colega  de  Gobierno,  relativamente  á  la  reclamación  del 
ciudadano  italiano  Juan  Micheliero, 

Doy  á  V.  E.  las  gracias  por  el  envío  de  aquel  documento,  del 
cual,  por  el  próximo  correo,  remitiré  copia  al  interesado  para  su 
gobierno. 
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Habiéndome  enterado  por  dicho  oficio  del  prefecto  de  Ancachs, 
que  se  ha  levantado  un  sumario  con  el  fin  de  comprobar  la  no 
existencia  de  los  derechos  s'^stenidos  por  el  reclamante  (falta  de 
pers)nería),  permítome  rogar  á  V.  E.,  siempre  que  no  haya  in- 
conveniente, se  sirva  procurarme  copia  det  expediente  relativo  á 
dicho  sumario,  á  fin  de,  á  mi  vez,  enterarme  de  él. 

♦ 
Quiera  V,  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consideración. 

(t.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


MiiiisUrio  de  Relaciones  Exteriores. 

^'?  31.  Lima,  24  de  Abril  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  poner  en  conocimiento  de  V.  E  que  la  nota  deesa 
legación  de  fecha  8  del  actual,  relativa  á  la  rSclamación.del  sub- 
dito italiano  Juan  Michelerio  ha  sido  trascrita  al  Ministeiio  de 
Justicia  a  fin  de  que,  por  ese  despacho,  se  atienda  debidamente 
la  solicitud  formulada  en  la  referida  comunicación. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  los  sentimientos  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideracióri. 

Cesáreo  ChacaÜana. 

Al  Excmo.  señor  don  José  Pirrone,  Enviado   Extraordinario  y 
Ministro  Tlenipotenciario  de  Italia. 
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Real  Legacibn  de  Italia. 

N?  846.  Lima,  19  de  Junio  de  1 902.   ' 

Señor  Ministro: 

Con  nota  24  de  Abril,  numero  31,  se  sirvió  V.  E.  infonnarnie, 
babei'se  dirigido  á  su  honorable  colega  de  justicia  para  proj/or- 
ciouanne  el  documento  que  solicité  con  nota  8  do  Marzo,  núme- 
ro 342.   * 

No  habiendo  aún  obtenido  dicho  documento,  me  permito  su- 
plicar á  V.  E.  se  sirva  procurarme  el  envío  del  mismo,  á  fin  de 
que  esta  legación  pueda  formarse  un  juicio  definitivo  de  la  recla- 
mación presentada  por  el  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio. 

Quiera  V.  E,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consideración. 

G.  Pirrone, 

Al   Excmo.  'señor  doctor  don  Cesáreo   Chacalfcana,    Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  45.  Lima,  23  de  Junio  de  1904. 

Señor  Ministro: 

En  contestación  á  la  atenta  nota  de  V.  E.,  número  846,  re- 
lativa al  sumario  levantado  con  el  objeto  de  probar  la  no 
existencia  de  los  derechos  en  que  se  fundan  las  quejas  ele 
vadas  á  esa  legación  por  el  subdito  italiano  Juan  Micheliero, 
tengo  el  agrado  de  avisar  á  V.  E,  que  se  ha  trascrito  dicha  nota 
al  Ministerio  de  Justicia,  á  fin  de  que  exprese  lo  que  estime  regu- 
lar acerca  de  la  solicitud  de  esa  Legación. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo  Chacaltana. 

Al  Excmo.  aefior  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plefiipotenciarío  de  Italia. 


s 

I 
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Real  Jjegación  de  Italia, 

N^  1145.  Lima,  7  de  Agosto  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Con  nota  fecha  23  de  Junio  último,  número  45,  V.  E.  me  hizo 
el  honor  de  anunciarme,  que  había  trascrito  á  su  honorable  colega 
de  justicia  mi  oficio  de  19  del  mismo  mes,  en  el  cual  pedí,  por  sc- 
'  gunda  vez,  se  me  comunicase  la  pesquisa  que  se  practico  en  el 
deparlamento  de  Ancachs,  respecto  de  la  reclamación  d^l  ciuda- 
dano italiano  Juan  Michelerio,  y  también  que  ese  despacho  ma* 
manifestasG  su  opinión  acerca  del  pedido  de  esta  Legación. 

Habiendo  trascurrido  un  mes  sin  recibir  otra  comunicación 
sobre  el  particular,  me  permito  reiterar  á  V.  E.  mi  pedido,  que 
considero  fundado,  por  no  creer  que  pueda  negarse  á  esta  Lega- 
cióu  el  que  conozca  los  más  mínimos  detalles  de  los  procedimien- 
tos en  que  se  funda  la  autoridad  peruana  para  rechazar  la  recla- 
mación del  referido  ciudadano  italiano.  Mi  pedido  fué,  además, 
considerado  bien  fundado'  por  V.  E.,  pues  en  su  nota  anterior  de 
24  de  Abril  del  año  en  curso,  número  31,  me  informó  haberlo 
comunicado  al  honorable  Ministro  de  Justicia  para  que  fuese 
debidamente  atendido. 

Aprovecho  también  esta  oportunidad  para  rogar  á  V.  E.  se 
sirva  hacer  poner  temporalmente  á  disposición  de  esta  Legacióiii 
el  expediente  que  se  encuentra  en  Llata,  relativo  al  incendio  acae- 
cido allí  hace  cuatro  años  há,  el  cual  ocasionó  los  perjuicios  por 
los  que  Michelerio  pide  una  indemnización,  á  fin  de  que  yo  pue- 
da formarme  una  idea  exacta  del  modo  como  pasaron  las  cosas. 

Dando  á  V.  E.  las  gracias  anticipadamente,  me  es  grato  ofre- 
cerle las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consi<Í6ra- 
«ión. 

'  O.  Pirvone. 

Al  Excmo.  señor  Cesáreo  Chacal  tana,  Presidente  del  Oonsejo  de 
Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  ExterioreB. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  58.  Lima,  29  de  Agosto  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  avisar  á  V.  E.  recibo  de  su  atenta  nota  número 
1145,  fecha  7  del  actual,  dirigida  á  mi  honorable  antecesor  en 
este  despacho,  y  referente  á  la  reclamación  del  ciudadano  italia-* 
ño  Juan  Michelerio. 

Para  emitir  opinión  acerca  de  los  hechos  en  que  se  fundan  las 
quejas  del  señor  Michelerio,  es  necesario  que  esta  cancillería  po- 
sea los  respectivos  informes  de  las  autoridades  locales,  do  suerte 
que  no  lo  es  imputable  la  demora  á  que  se  refiere  V.  E. 

Me  dirijo,  en  la  fecha,  al  Ministerio  de  Justicia,  encareciéndole 
la  conveniencia  de  que  obtenga  en  breve  los  mencionados  infor- 
mes. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida cor.sideración. 

Aníbal  Villegas, 

Al  Excmo.  señor  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y  Minis 
tro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Real  Legacimí  de  Italia, 

N?  1274.  Lima,  3  de  Setiembre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  oportunamente  la  nota  en  que  V.  E.  se  sirvió  di- 
rijirme  con  fecha  29  del  próximo  pasado,  número  58,  relativa  á 
la  reclamación  Juan  Michelerio,  por  cuyo  contenido  le  doy  lafi 
gracias.  Pero,  como  por  su  tenor  advierto,  que  no  [fué  perfecta- 
mente comprensible  el  sentido  de  mi  anterior  comunicación  de 
7  del  mismo  mes,  número  1145,  paso  ahora  á  dar  mayor  claridad 
á  esa  mi  idea. 

Con  nota  de  4  de  Marzo  del  año  en  curso,  número  15,  aquel  ho- 
norable despacho  me  trascribió  un  'oficio  del  de  Gobierno,  que 
reproducía  una  comunicación  de  la  prefectura  de  Ancachs,  en  la 
cual  se  afirmaba  haberse  levantado  un  sumario  á  efecto  de  de- 
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mostrar  que  Michelerio  no  tenía  personería  ninguna  para  pre- 
tender nna  indemnización  á  consecuencra  de  los  desórdenes  acae- 
cidas ahora  mñs  de  cuatro  años  en  el  distrito  de  Monzón.  En  rea- 
puesta á  esa  nota,  con  oficio  8  de  Marzo,  número  342,  regué  á  sn 
lionorable  predecesor  se  sirviera  mandarme  copia  del  referido 
sumario. 

Pnsndonlgún  tiempo  sin  que  se  me  comunicóse  dicho  documen- 
to, foücilé  Fe  me  env-inse  éí^te.  con  nota  8  de  Abrí!,  y  aquel  <!e3- 
•paclio,  connota  24  del  mismo,  me?,  N^  31.  me  resnondió  que  re 
liabía  dirigido  al  Ministerio  de  Justicia  «á  fin  de  que  por  ese  cles- 
«  pacho  se  atienda  debidamente  la  solicitud  formulada  en  la  re- 
V  ierida  (•omi:nicafi6nM. 

Habiendo  tras(  unido  casi  otros  dos  rnest^í  .«in  recibir  el  docii- 
nuiíto  vcolicilad'^,  me  pernnlí  renovar  mi  pedido  con  otra  nota  i!e 
ll^'de  Junio  ]^  V  846,  á  la  que  que  se  conteí-tó  (nota  de  23  de  Ju- 
nio, KV  45)  que  mi  oficio  liabía  sido  trascrito  al  Ministerio  de 
Justicia  «á  fin  de  que  exprese  lo  que  estime  regular  acerca  de  la 
«  s«>]ici'ud  deesa  legación.» 

Filé,  i)reF,  en  vista  de  esta  última  ñola  y  de  la  última  frase, 
la  cual  me  dióá  comprender  que  se  dejaba- á  la  aj>reciación  del 
Miíní-tciio  de  Justicia  la  conveniencia  de  Fecundar  el  pedido  de 
esla  legación  acerca  del  envío  del  aludido  documento,  que  creí 
indispcnííable  dirigir  al  doctor  Cbacaltana,  la  comunicación  de  7 
de  Agosto  próximo  j^a^ado,  á  la  que  V.  E.  respondió,  con  la  nota 
que  hoy  tengo  el  honor  de  contestar. 

I nde{)endien teniente  de  tales  consideraciones,  me  creo  en  el 
deber  de  agregar,  que  no  alcanzo  a  comprender  el  miítivo  del  re- 
tardo que  hasta  hoy  se  presenta  para  comunicarme  el  documen- 
to en  cuestión,  el  cual  estaba  ya  listo  en  el  mes  de  Marzo  díl 
año  en  curso;  y  me  parece  que  había  podido  remitírseme,  á  más 
tardar,  dentro  del  término  de  dos  meses,  teniendo  en  cuenta  la 
distancia  que  separa  esta  capital  de  la  del  departamento  de  An- 
ta cbs.  . 

Habiendo  así  puesto  en  claro  mi  pensamiento,  y  reiterando  á 
V.  E.  la  súplica  de  hacerme  obtener,  á  la  brevedad  {losible,  el 
documento  extendido  en  Huaráz,  fechado  el  mes  de  Marzo  últi- 
mo, que  es  el  que  me  parece  puede  ser  conseguido  más  fácilmen- 
te, pidiéndolo  ft  la  prefectura  de  aquel  departamento,  aprovecho 
la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  tas  seguridades  de 
nú  más  alta  y^  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  Aníbal  Villegas,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
teriores, 
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Ministeiño  de  Relaciones  Exteriores. 
Núm.  fil.  Lima,  IS  de  Setiembre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto  atentamente  de  la  nota  de  V.  E.  N?  1274,  fie- 
'  cha  3  del  raes  en  tiirso,  relativa  á  la  reclamación  del  ciudadano 
italiano  Juan  Michelerio,  y,  en  respuesta,  tengo  el  agrado  de  ' 
participarle  que  he  dispuesto  se  trascriba  al  Ministerio  de  Justi- 
cia, encareciéndole  la  necesidad,  de  que'preste  atencióa  preferen- 
te á  lo  expresado  en  ella. 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi   alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

^  Aníbal  Villegas. 

Al  Excelentísimo  señor  don  José  Pirrone,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteiñores, 

N^  82.  •  Lima,  9  de  Diciembre  de  1902. 

Señor  Ministro:  • 

Adjunta  á  la  presente  nota,  tengo  el  agrado  de  remitir,  con  los 
anexos,  á  V.  E.  copia  auténtica  del  oficio  que  me  ha  dirigido 
el  5  de  Noviembre  último  el  señor  Ministro  de  Justicia,  trascri- 
biéndome el  del  presidente  de  la  ^orte  Superior  de  Ancachs,  fe- 
chado el  11  de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  relativo  al  su- 
mario»que  se  ha  venido  siguiendo  á  solicitud  del  subdito  italiano 
Juan  Micheliero,  por  el  incendio  y  saqueo  que  dice  haberse  reali- 
zado en  la  garita  «Carpa»,  donde  cobraba  el  rematista  don  Julián 
Vidal  el  impuesto  á  la  coca  extraída  de  las  montañas  de  Mon- 
zón. 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

E.  Larr abure  y  Unánue. 

Al  Excmo.  señor  don  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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lieal  Lfgaddn  de  llalla 


N?  455. 


Lima,  £6  de  Moyo  de  190S, 


Señor  Ministro: 


Hace  ya  mucho  tiempo  que  la  autoridad  judicial  de  la  provin- 
cia del  Dos  de  Mayo  sigue  una  sumaria  información  sobre  el  ca- 
so Michelerio,  la  cual  revelará  las  personas  que  resulten  respon- 
sables de  los  hechos  crimií^ales  de  que  fué  víctima  nquol  ciuda- 
dano italiano. 

Accediendo  á  mi  pedido,  esa  H.  Cnncillería  puso  el  mes  pasa- 
do, á  mi  disposición,  ad  effeclam  vivendi,  el  expediente  relativo  á 
aquel  juicio,  el  cual  advierto  que,  si  bien  hace  mucho  tiempo 
que  ha  sido  iniciado,  está  aún  muy  lejos  de  terminar. 

El  último  acto  que  allí  figuní,  y  de  que  tuve  conocim¡enti">,  lle-^ 
va  fecha  21  de  Octubre  del  año  próximo  pasado.  -Por  otra  parle, 
según  la  nota  trascrita  (.11  dicho  expediente,  el  IT.  Ministro  de 
Justicia  tiene  onlenadoal  juez,  de^de  ñueá  del  ano  pa-:itlu,  í|'ie 
le  rinda  cuenta  quincmnl  de]  [»roce«liniieni<>  del  juicio;  a-í  e;^  q»»*, 
desde  la  fecha  expresada  hasta  hoy,  nueve  oHcios  relativos  á  Ijis 
ulteriores  íñses  del  juicio  deben  de  liaber  sido  trnsmitidos,  y  <l.;- 
6earía,  vivamente,  tener  conocimiento  de  elhis.  . 

V.  E.  encontrará  justo,  sin  íluila,  que  esta  legación,  á  cuyo 
1  '^dido  se  promovió  el  juicio,»solicite  corlésinente  ser  inf(»nna.l?i 
con  regularidad  del  estado  en  íjao  se  encui:ntra  ó^te. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  ¡as  st^iíuridiuks  de  vn  altíi  y 
distinguida  consideración. 

FraucUco  Medid. 

Al  Excmo.  señor  doctor  E.  Larrabure  y  Unáiuie,  Presidente 
del  Consejo  do  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


ll^al  Legadóii  de  Italia 


N?441. 


Lima,  15  de  Ahril  de  1001 


Señor  Ministro: 


La  favorable  resolución  c^n  c|uo  (jncda  demostrada,  unu  viz 
más,  la  buena  voluntad  de  V.  K.  háeia  esta  log.\í*ión,  la  revola  el 
arreglo  que  se  verificó  personahnciítj  entro  V.  E.  y   el  s.ñ'^r  Co- 
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meiulador  Pirrone,  sobre  que  el  asunto  relativo  á  la  reclamación 
Michelerio,  que,  antps  de  ahora,  ha  sido  objeto  de  muchas  y  es- 
tériles gestiones,  se  definiese  mediante  el  pago  de  parte  del  Go- 
bierno peruano  á  Michelerio,  de  la  suma  de  S.  2,000,  para  lo 
cual  debía  próximamente  redactarse  el  correspondiente  proto- 
colo. 

A  fin  de  satisfacer  las  urgentes  insistencias  del  interesado,  y 
í}q  poder  eventualmonte  dar  cuenta  del  resultado  de  este  acuer- 
do á  mi  soberano,  á  quien  lo  comuniqué  en  su  oportunidad,  re- 
cibiendo sus  agradecimientos  en  respuesta,  agradecería  infinito 
u  V.  E.,  so  sirva  prestar  nuevamente  su  ate'ición  á  este  asunto, 
<|ue  hasta  hoy  permanece  indefinido,  é  interesarse  por  su  termi- 
pación  en  el  sentido  que  dejo  indicado. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

Francisco  Medid. 

A  S.  E.  el  señor  doi'tor  Jo?é  Pardo,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Real  Legacif/n  de  Italia. 

N*?  ()i:-].  Linia,  28  de  Mayo  de  1904. 

Señor  Ministro: 

Con  nota  15  de  Abril,  próximo  pa.sado,  N^  411,  tuve  el  honor 
de  Uamtir  la  atención  del  honorable  [íredoeesor  de  V.  E.  hacia  tjl 
acuerdo  verbal  habido  entre  él  y  el  señor  Ministro  Pirrone,  con 
el  objeto  de  arreglar  definitivamnite,  por  vía  de  transacción,  la 
reclamación  del  italiano  Juan  Michelerio,  mediante  la  concesión 
á  éste  de  una  indemnización  de  S.  '2,000. 

El  caso  de  que  se  trata  es,  por  sí,  digno  del  mayor  interés, 
mediando  aun  la  particular  circunstancia  de  que  el  Gobierno 
italiano  tomó  oportunamente  interés  en  el  asunto,  viendo  con 
agrado  el  arreglo  acordado,  y  encargando  por  telégrafo  al  señor 
Pirrone  que  diese  las  gracias  al  Gobierno  de  la  República  por 
aquella  prueba  de  buena  v«duntad  hacia  nosotros.  Esto  rae  pone 
en  la  necesidad  de  molestar  la  atención  de  V.  E.  para  que  sé  dig. 
no  tomar  en  con^iicleración  el  acuerdo  adoptado  en  este   asunto 
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Oon  tal  motivo  ine  permito  reiterar  á  V.E.  vivamente  la  súplica, 
ya  formulada  en  mi  citada  comunicación,  de  que  se  sirva  termi- 
nar esta  antigua  reclamación,  que,  por  las  distintas  consideracio- 
nes ya  indicadas,  me  parece  que  se  impone  de  un  modo  impres- 
cindible. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta consideración. 

Francisco  MédicL 

A  S.  E.  el  doctor  don  Alberto  El  more,  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


PROTOCOLO 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  los  infras- 
critos, doctor  don  Alberto  Elmore,  Ministro  del  Ramo,   y   mar- 
qués Francesco  Médici  di  Marignano,  Encargado  de  Negocios  de 
Italia,  con  el  objeto  de  tratar  de  la  reclamación  del  subdito  ita- 
liano Juan  Michelerio,  proveniente  de  los  daños  que  le  causó  en 
sus  intereses  una  turba  salida  del  pueblo  de   Monzón   (departa- 
amento  de  Huánuco)  en  que  se  consideraban  complicadas   autori- 
dades locales,  sin  haberse  logrado  resolución  judicial  en  el  largo 
tiempo  trascurrido,  el  segundo  manifestó  que,    después  de   estar 
en  curso  más  de  cuatro  años  la  mencionada  reclamación,    el  Mi- 
nistro de  Su  Majestad,   Comendador   Pirrone,    había   llegado  á 
convenir  con  el  anterior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  señor 
doctor  Pardo,  en  que  se  indemnizaría   á  Michelerio  con  la  suma 
de  dos  mil  soles,  ala  que,  para  facilitar  el  arreglo,  se  había  acor- 
dado reducir  la  de  ocho  mil  reclamada   por   el   damnificado;  y 
que  en  esta  virtud,  y  no  habiéndose  podido  llevar  á  cabo  el  con- 
venio, primero  por  la  enfermedad   y   subsiguiente  viaje  del  Co- 
mendador Pirrone,  y  después  por  la  salida   del  doctor  Pardo  del 
Ministerio,  suplicaba  al  Excmo.  señor  Elmore  que   manifestase 
8i|  por  su  parte,  estaba  dispuesto  á  formalizar  el  acuerdo  conve- 
nido con  su  honorable  antecesor. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  contestó  que,  como  era 
^  deber,, estaba  llano  á  formalizar  lo  que  ya  había  sido  conve- 
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nido  entre  la  Cancillería  del  Pero  y  la  Legación  de  Italia;  y  que, 
en  consecuencia,  se  pagaría  á  esta  última  la  cantidad  de  dos  mil 
soles  (S.  2,000)  en  cancelación  total  y  definitiva  de  la  reclama- 
ción del  subdito  italiano  Juan  Michelerio.  Agregó,  que,  al  hacer- 
lo, tenía,  sobre  todo  en  mira,  dar  nuevo  testimonio  de  cordial 
amistad  bácia  Italia,  y  entendiendo  que  no  quedaría  sentado  un 
precedente  para  casos  análogos. 

El  Encargado  de  Negocios  de  Italia  agradeció  los  sentimien- 
tos de  que  estaba  animado  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores,  que  eran  idénticos  á  los  del  Gobierno  italiano;  y 
ratificó  la  aceptación,  que  ya  había  expresado  el  represenlante 
de  Su  Majestad,  de  la  propuesta  para  cancelar  la  reclamacióji  de 
Michelerio. 

Para  constancia,  firmaron  el  presente  protocolo,  por  duplicado, 
en  Lima,  el  seis  de  Julio  de  mil  novecientos  cuatro. 

Alberto  Elmore.  Francisco  Medid. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N?  520.  Lima,  juUo  6  de  1904. 

Apruébase  el  protocolo  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  para 
el  arreglo  de  la  reclamación  del  subdito  italiano  Juan  Michele- 
rio; y,  en  consecuencia,  gírese  un  libramiento,  á  la  orden  del  ha- 
bilitado del  mismo  Ministerio,  por  la  cantidad  de  doscientas  li- 
bras (Lp.  200)  oro,  para  remitirlas  á  la  Legación  de  Italia  en 
pago  de  la  mencionada  reclamación. 

Impútese  el  gasto  á  la  partida  3,030  del  presupuesto  general 
vigente. 

Regístrese  y  comuniqúese. 

Rúbrica  de  S.  E. 

ElmoTe 
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Ministerio  d3  Relaciones  Exteriores 

N?  37  Lima,  ^3  de  julio  de  190^. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Me  es  grato  poner  en  conocimiento  de  US.  que,  con  fecha  6 
del  actual,  se  expidió  un  decreto  supremo,  aprohan<lo  el  protoco- 
lo que,  en  la  misma  fecha,  tuve  la  honra  de  firmar  con  US.,  por 
el  que  se  ponía  término  definitivo  y  completo  á  la  reclamación 
del  subdito  italiano  Juan  Michelerio,  mediante  el  pagv)  de  200 
libras  oro. 

En  cumplimiento  de  él,  tengo  el  agrado  de  remitir  fi  US.,  con 
la  presente  nota,  un  cheque  íí?  177,660  do  la  Dirección  del  Te- 
soro, contra  el  Banco  del  Perú  y  Londres  por  la  suma  de  200  li- 
bras á  que  se  refiere  el  ^mencionado  protocolo,  y  de  la  que  supli- 
co á  US.  se  sirva  avisarme  el  correspondiente  recibo. 

Reiteróle,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de  mi 
distinguida  consideración. 

,    Alberto  Elmore, 

Al  señor  marqués  Francisco  Médici  di  Marignano,  Encargado 
de  Negocios  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia 

N?  866,  Lima,  23  de  julio  de  190^, 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  su  estimable  ofi- 
cio N?  37,  fecha  de  ayer,  informándome  que,  por  decreto  supre- 
mo del  6  de  los  corrientes,  fué  aprobado  el  protocolo,  que  en  la 
misma  fecha,tuve  el  honor  de  firmar  con  V.E.  para  la  definitiva 
solución  de  la  reclamación  de  Juan  Michelerio,  mediante  el  pa- 
go de  Lp.  200. 

En  efecto,  el  mencionado  oficio  cubría  un  cheque  N?  177,660, 
girado  por  la  Dirección  del  Tesoro  contra  el  Banco    del  Perú   y 
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Londres,  por  la  indicada  suma  de  Lp.  200,  á  que  se  refería  el 
citado  protocolo. 

Al  mismo  tiempo  me  es  sumamente  grato  reiterarle,  señor  Mi- 
nistro, a  nombre  del  Keal  Gobierno  y  mío,  las  más  exp  ésivas 
gracias  por  esta  prueba  de  cordial  amistad  hacia  Italia  que  V.E. 
se  ha  servido  darme,  mediante  la  satisfactoria  solución  de  este 
asunto. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
to y  distinguida  consideración. 

Francisco  Médici, 

Al  Exorno.  s(ñor  Alberto  Elniore,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  v  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


ADMINISTRACIÓN  DE  BIENES  HEREDITARIOS 


INTKSTADO  DE  AUGUSTO — 1899. 

Real  Legación  de  Italia 

Lima,  26  de  hetirnil/re  de  1899 
Señor  Ministro: 

Hace  cerca  de  un  año  que  esta  Legación  fué  informada  por  la 
de  S.  M.  en  Guatemala,  que  poco  tiempo  antes  había  fallecido 
en  Quezaltenango  un  italiano  llamado  Giuseppe  Augusto,  dejan- 
do allí  una  valiosa  herencia,  así  como  otros  bienes  en  varias  re- 
públicas de  Sndan^érica.  Tenía,  además,  tres  hijos  reconocidos  en 
Oatacaos,  deparlamento  de  Piura,  en  esta  República. 

En  vista  de  tales  datos,  esta  í^egación  entró  en  corresponden- 
cia, tanto  con  el  Ministro  de  Italia  en  Guatemala,  Vomo  con  el 
Ministerio  de  Negocios  Kxtranjero^,  en  Roma,  con  el  propósito 
de  conocer  el  importe  de  la  herencia  dejada  por  el  finado,  á  cu- 
ya liquidación  no  era  posible  proceder  sin  tener  datos  seguros  de 
la  totalidad  de  los  bienes  que  constituían  la  testamentarín. 

Mientras  venían  aquellos  datos,esta  Legación  ha  sido  informa- 
da, por  un  señor  Julio  Rodríguez,  residente  en  Piura,  que  el  juez 
de  aquella  ciudad,    tan    pronto   como   fué   presentada  la   fe  de 
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muerte  visada  por  el  Cónsul  del  Pera,  en  Guatemala,  se  arrogó 
el  dereclio  de  hacer  liquidar  la  herencia  del  finado,  declarando 
por  úhícos  herederos  á  los  tres  hijos  naturales  de  éste:  Gaspar, 
Baltasar  y  Amalia,  representados  por  la  madre,  María  Cruz  Yar- 
lequé,  de  quien  dicho  Julio  Rodríguez  se  titula  apoderado. 

Si  las  cosas  han  sucedido  tales  como  me  han  sido  referidas,  no 
puedo  menos  que  poner  de]manifiesto  las  graves  irregularides  que 
noto  en  la  resolución^del  señor  Juez  de  Piura.  En  primer  lugar, 
según  la  ley  italiana,  que  en  el  caso  actual  es  la  única  aplicable, 
los  hijo.-3  naturales  reconocidos  se  presentan  con  derecho  en  las 
herencias  legítimas,  á  falta  de  otros  descendientes,  juntamente 
con  la  viuda,  y  con  los  ascendientes  del  difunto;  i)ero,  en  ei  caso 
actual,  aún  no  se  sabe  si  existe  viuda  y  ascendientes.  En  s»^gun- 
do  lugar,  con  arreglo  al  artículo  13  de  la  convención  consular 
ítalo-Peruana,  (1)  es  la  autoridad  consular  italiana,y  no  la  local, 
la  que  debe  proceder  á  la  administración  y  liquidación  de  la  he- 
rencia, desde  que  los  herederos  resultan  ser  menores  de  edad. 

En  la  certidumbre  de  que  el  valor  de  estos  argumentos  no  pa- 
sará desapercibido  ante  el  ilustrado  criterio  do  V.  E,,  permítome 
rogarle,  se  sirva  hacerle  impartir  al  señor  Juez  de  Piura  las  ins- 
trucciones correspondientes,  á  íin  de  que  desista  de  las  resolucio- 
nes adoptadas;  y  puesto  que  el  caso  actual  está  dentro  del  pre- 
visto al  respecto  por  el  artículo  14  de  la  referida  convención,  su- 
plico á  V.  E.  invito  al  citado  señor  Juez  á  que  comilnique,  sin 
tardanza,  á  esta  Legación,  el  resultado  de  las  operaciones  practi- 
cadas en  interés  de  la  herencia  de  que  se  trata,  relativamente  á 
los  bienes  que  el  finado  Guiseppe  Augusto  ha  dejado  en  Catacaos 
ó  en  otra  localidad  de  aquel  departamento. 

Sírvase  V.E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor   Manuel  María   Gálvez,    Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Pinray  8  de  noviembre  de  1899, 


Informe  de  preferencia  el  Juez  de  1*  instancia  del  Cercado. 
Tres  rúbricas  délos  señores  Taboada,  Espinosa  y  León  y  León. 


Vega  Fernández, 


(1 ) —Página  3T3. 
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Piura,  8  de  noviembre  de  1899, 


Tráigase  por  el  presente  escribano  el  expediente  de  intestado  i 
inventarios  de  don  José  Augusto  para  evacuar  el  informe  pedida. 

Una  rúbrica. 


Juzgado  deprimera  insianda  de  Piura. 
Iltmo.  señor: 

Las  copias  que  anteceden,  de  las  princip«alt3  piezas  del  expe- 
diente de  intestado,  seguido  con  motivo  del  fallecimiento  del  sub- 
dito italiano  don  José  Augusto,  y  del  de  inventarios  de  los  pocos 
bienes  que  de  propiedad  del  finado  existen  en  esta  jurisdicción, 
harán  conocer  á  U.  S.  I.  y  ^los  señores  Ministros  de  Justicia  y  de 
Relaciones  Exteriores,  los  procedimientos  de  este  juzgado  en 
aquel  asunto. 

El  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  dispone 
que  el  juez  del  intestado  de  un  extranjero  hará  saber  sus  proce- 
dimientos al  agente  diplomático  6  consular  de  la  nación  á  que 
pertenecía  el  finado,  cuando  éste  no  tenga  parientes  en  la  Repú- 
blica. 

Los  artículos  14  y  15  de  nuestra  convención  consular  con  Ita- 
lia, (1)  en  concepto  humilde  del  que  suscribe,  deben  tener  aplica- 
ción, según  el  tenor  primero,  cuando  el  extranjero  finado,  no  ha- 
ya dejado  herederos  en  el  país,  ó  éstos  se  hallen  ausentes,  ó  sean 
desconocidos  ó  incapaces. 

En  el  caso  del  subdito  italiano  don  José  Augusto,  éste  ha  de- 
jado herederos  forzosos  en  la  República,  que  son  sus  hijos  natu- 
rales reconocidos  por  escritura  pública,  y  su  muerte  ha  ocurrido 
en  Santa  María  de  Quezaltenango  de  la  República  de  Guate- 
mala. 

Tengo  el  honor  de  dejar  así  evacuado  el  informe  que  ü.  S.  I. 
se  ha  servido  pedirme,  cuya  demora  se  dignará  excusar,  por  no 
haber  estado,  más  antes,  expedita  la  copia  inserta. 

Piura,  23  de  noviembre  de  1899. 

Iltmo.  señor. 

A.  Velásqruz, 


i*» 
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Jtizgado  de  primera  imiancia  de  Piura* 

£S  de  noviembre  de  1899. 

Señor  Presidente  del  Iltmo.  Superior  Tribunal. 

S.  P. 

Con  el  informe  pedido^  precedido  de  la  co]»ia  inscrita,  tengo 
el  honor  de  elevar  á  US.  los  oficios  de  los  señores  Ministros  de 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  dirigidos  á  esa  Iltma.  Corte  de 
su  digna  presidencia. 

Dios  guarde  A  U.  S. 
S.  P. 

A,  Vclázquez. 


Pnira,  23  de  noviembre  de  1899. 

Devueltos,  en  la  fecha,  con  las  copias  que  acompaña   el   infe- 
rí >r,  emítase  el  informe  pedido  por  el  Supremo  Gobierno. 

Tres  firmas  de  \oi  señores  Tabeada,  Espinoza  y  I-^eón  y  León. 

Vega  Fernández. 


Curie  Superior  de  Piura. 
Excmo.  señor. 

Las  fehacientes  copias  mandadas  agregar  í\  este  cuaderno  por 
el  Juez  de  primera  instancia,  doctor  Adriano  Velnzquez,  con  mo- 
tivo del  informe  que  se  le  pidió,  y  lo  expuesto  ])or  este  funciona- 
rio, niaiHlVstaráu  á  V.  E.  que  el  subdito  italiano  <lon  José  Au- 
gusto residió  durante  algún  tiempo  en  la  ciu(li\d  de  Cataeaos, 
duplicado  á  neg  »ciac¡ones  mercantiles.  En  esa  ciudad,  contrajo 
relacionas  con  doña  María  de  la  Cruz  Yarleíjué,  en  la  qu«  luvo 
tros  liijos  naturales,  llamados  Gas|)ar,  Baltasar  y  Amalia,  á  quie- 
nes reconoció  como  tilles,  según   aparece  déla   escritura    imper- 
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fecta  mandada  protocolizar,  previas  las  ritualidades  que  prescri- 
ben las  leyes.  Dichos  menores,  que  tienen  madre  que  los  repre 
senté  y  sobre  los  que  ejerce  la  patria  potestad,  se  encuentran  am- 
parados por  el  incise  primero,  artículo  ochocientos  noventa  y  dos 
de  nuestro  Código  Civil,  en  virtud  del  cual  son  hereileros.  forzo- 
sos de  su  finado  padre  don  José  Augusto,  en  los  bienes  que  éste 
haya  dejado.  Con  sujeción  á  la  disposición  acotada,  el  Juez  de 
primera  instancia  al  declarar,  por  auto  corriente  á  fojas  nueve 
vuelta,  el  intestado  del  expresado  Augusto,  declaró  también  por 
«US.  únicos  herederos  legales  a  los  ya,  enunciados  menores;  toda 
vez  que,  durante  la  secuela  del  juicio  de  intestado,  no  se  ha  pre- 
sentado otra  persona  alegando  preferente  derecho  á  la  masa 
mortuoria. 

Por  lo  que  dejamos  expuesto,  verá  V.  E.  que  no  está  expedita 
la  jurisdicción  internacioiial,  con  arreglo  á  los  artículos  pertinen- 
tes de  la  convención  consular  ajustada  con  el  Reino  de  Italia, 
que  rememora  el  inferior,  para  que  el  Excmo.  señor  Ministro  do 
aquel  Reino,pueda  intervenir  en  la  adminisiración  y  liquidación 
da  la  herencia  de  que  se  trata. 

5_,Es  cuanto  tenemos  que  exponer  á  V.  E.  emitiendo  el  informa 
que  se  ha  servido  pedir  á  eeta  Corte. 

Piura,  24  de  noviembre  de  1899. 

Excmo.  señor: 

Federico  Taboada. — Juan  V.  Espinoza. — L.  León  y  Le6n. 


Ministerio  de  Juslicia^  Instracción  y  Culto. 

LimOy  6  de  diciembre  de  1899. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho    de    Relaciones   Exte- 
riores: 

Me  es  honroso  remitij  á  US.,  adjuntos  al  presente  oficio,  los 
antecedentes  relativos  al  juicio  ah-intestato  del  subdito  italiano 
don  José  Augusto. 

Dios  guarde  á  U.  S. 

E.  Romero. 
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Real  Legación  de  Italia, 


Lima,  S2  de  Mayo  de  1900. 


Señor  Ministro: 


Quedaré  muy  agradecido  á  V.E.  si  se  sirviese  dar  una  respues- 
ta á  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  á  ese  honorable  Despa- 
cho, con  fecha  26  de  setiembre  del  año  próximo  pasado,  respecto 
á  la  herencia  del  ciudadano  italiano  Giuseppe  Augusto. 

Al  dar  a  VE.  las  gracias  anticipadamente,  aprovecho  de  esta 
oportunidad,  para  renovarle  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

G,  Pin'oi}£, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente  del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 


SUCESIÓN  NA^NINI 

1899 
Real  Legación  de  Italia. 

N?  19.  Lirm,  10  de  julio  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Entre  el  agente  consular  A%  Italia  en  Ica^  y  el  señor  Juez  de 
1^  instancia  de  la  provincia,  ha  surgido  una  cuestión  sobre  la 
interpretación  de  una  cláusula  contenida  en  el  artículo  13  del 
tratado  italo-peruano  vigente,  á  la  cual^creo  indispensable  lla- 
mar la  atención  de  V.  E.,  á  fío  de  que  se  le  di  una  aoloctóa 
conforme  ajusticia. 

Habiendo  fallecido  últimamente  en  aquella  ciudad,  a&-tnteto- 
to,  un  ciudadano  italiano  llamado  Juan  Nannini,  y  habiendo  de- 
jado en  calidad  de  herederos,  además  de  varios  hermanos  y  her- 
manas residentes  en  Italia,  un  hermano  residente  en  lea;  el  se- 
fi  or  Juez  de  1^  instancia  de  aquella  provincia,   niega  á  aquel 
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agente  consular  el  derecho  de  intervenir  en  la  liquidación  de  la 
sucesión,  fundándose  en  la  consideraciCn  de  que,  según  el  tenor  de 
la  convención  consular,  la  intervención  de  los  funcionarios  con- 
sulares puede  tener  lugar  solamente  cuando  el  difunto  no  dejare 
herederos  legales  en  el  país;  mientras  que,  en  el  caso  presente, 
existo  en  lea  un  hermano  de  Juan  Nannini. 

En  cuanto  á  este  punto,  me  permito  someter  al  ilustrado  cri- 
terio de  V.E.,  el  hecho  de  que  la  mira  de  las  altas  partes  contra- 
tantes, al  estipular  en  la  convención  consular  la  cláusula  de  que 
se  trata,  no  fué  otra  sino  la  de  cautelar  los  intereses  de  ausentes, 
facultando  á  sus  funcionarios  consulares  para  intervenir  en  la 
liquidación  de  aquellas  sucesiones  de  los  respectivos  nacionales 
que  se  abren  en  el  lugar  comprendido  en  su  jurisdicción,  y  en 
las  cuales  están  interesadas  personas  que  no  residen  en  el  país  en 
que  dichas  sucesiones  se  abren. 

Me  parece  que  teniendo  presente  este  criterio,  bajo  todo  aspec- 
to principal  de  la  cuestión,  no  tiene  ningún  valor  el  hecho  de 
que,  en  el  caso  especial  de  la  sucesión  abierta  en  lea,  además  de 
los  muchos  otros  herederos  residentes  en  Italia;  haya  uno  resi- 
dente en  el  país  en  que  tuvo  lugar  el  fallecimiento,  ni  que  esto 
sea  de  tal  naturaleza  que  prive  á  la  autoridad  consular  de  los 
poderes  que  le  conceden  los  tratados,  á  efecto  de  cautelar  los  de- 
rechos de  los  herederos  ausentes,  para  conferir  tales  poderes  á  la 
autoridad  judicial  de  la  localidad,  á  lo  cual  no  le  es  posible  en- 
tender en  tal  cautela. 

El  único  caso  en  que,  la  presencia  en  el  territorio  peruano  de 
uno  de  los  herederos,  pueda  privar  al  consulado  del  derecho  de 
intervenir  en  la  liquidación  de  la  sucesión,  sería  aquel  en  que 
tal  heredero  estuviese  investido  de  poderes  especiales  de  los  de- 
más interesados  ausentes,  verificándose  así  la  hipótesis  prevista 
en  el  tratado,  de  la  presencia  eti  el  lugar,  de  un  representante 
legal  de  la  sucesión;  mas,  en  el  caso  actual,  el  hermano  del  fina- 
do Nannini,  residente  en  lea,  no  está  provisto  de  tales  poderes,  y 
es  naturalmente  de  suponerse,  que  sus  intereses  estén  más  bien 
opuestos  á  los  de  los  demás  coherederos. 

Muchos  otros  argumentos  podrían  aducirse  para  combatir  la 
tesis  que  sostiene  el  señor  juez  de  1^  instancia  de  lea,  y  aunque 
en  loa  casos  de  la  naturaleza  de  que  se  trata,  los  razonamientos 
expuestos  son  de  un  indiscutible  valor,  creo,  no  obstante,  oportu- 
no citar  un  caso  discutido  y  resuelto  en  la  Corte  de  Casación  de 
Paris,  en  1873,  á  propósito  de  la  interpretación  que  debía  darse  á 
análoga  disposición  contenida  en  el  tratado  consular  franco-espa- 
ñol, en  cuyo  caso  fué  sentenciado  que:  <r  si  el  finado  español  ha  he- 
m  cho  testamento  y  nombrado  albacea  en  el  lugar  donde  se  abre  la 
•  sucesión,  ó  si  ha  dejado  herederos  todos  mayores  de  edad,  capa- 
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«  ees  y  presente»,  los  tribunales  franceses  son  competentes,  etc> », 
de  lo  cual  resulta,  con  toda  eTÍden«ia,  que  si  los  lierederos  no  se 
hallasen  todos  preMenies,  la  competencia  del  tribunal  local  no  po- 
dría tener  lugar  (V.  Vincent  et  Penaud-Uiotionnaire  du  Droit 
internatinnal  privé-Mot  ULceessiím,) 

En  la  esperanza  de  que  esta  argumentación  sirva  para  que 
V.  E.  resuelva  la  cuestión  de  que  se  trata,  en  el  sentido  deseado 
por  esta  Legación,  aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle, 
señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida 
consideración. 

O,  Pirroiie. 
A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Melitón  F,   Porras,   Ministro  de  Re- 
lacioues  Exteriores. 


Minkferio  de  Bilacionei  Exteriores. 

N^  16.  Limo,   12  de  Julio  de  1899. 

Señor  Ministro: 

En  respuesta  a  la  nota  que  V.  E.  so  ha  servido  pasarm*.  k  pro- 
pósito de  la  cuestión  que  ha  surjido  entre  el  juez  de  1*  instancia 
de  lea  y  el  agente  consular  de  Su  Majestad,  en  ese  lugar,  me  es 
honroso  acompañar  á  V.  E.  una  copia  del  despacho  que,  en  esta 
fecha,  he  dirigido  á  mi  colega  el  poñor  Ministro  de  Justicia,  ro- 
gándole se  sirva  solicitar  las  informaciones  dol  caso,  para  haUar- 
me  en  «ituaci ')n  de  conto'^tnr  á  V.  E.,  en  forma  definitiva  al 
reopecto. 

Coneillan'lo,  liiutu  don  lo  os  posib:*,  la  necesidad  de  esos  in- 
formes con  el  ileseo  que  V.  E.  me  expresa,  para  que  se  autorice 
la  intervención  del  agente  consular  italiano  en  el  juicio  á  qne 
lift  da«lo  lugar  la  sute-sión  Nannini,  hago  al  señor  Ministro  de 
Justicia  las  únicas  indioüQionos  qn»\  en  apoyo  de  la  demanda  de 
i\(\uv\  agento  consular,  me  permiten  establecer  los  antecedientes  y 
dates  que  V.  E.  me  ofreiie. 

Prometiendo  k  V.  E.  que,  tan  luego  como  reciba  lot  informes 
jKdido.s,  responderé  de  nuevo  á  V.  E.  sobre  este  asunto,  aprove- 
cho la  oportunidad  para  reiterarle  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

M.  F.  Porrdi, 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Guiseppe  Pirrcne,   Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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3finÍ8t€rio  ds  Relaciones  Exteriores. 

N?  72  Lima,  12  de  julio  de  1899. 

Señor  Ministro   de    Estado   en   el    <lespacho  de  Justicia,  Culto  é 
Instrucción. 

Con  motivo  de  ciertas  di fic.tl talles  ocurridas,  últimamento,  o  )• 
tre  el  juez  de  I*?  instancia  de   Tea  y  el  agente  consular  do   Ilnli.i 
Qi\  la  misma  ci'idad,  el  señor  Enviado  Extraordinario  y  Minisin) 
Pleni})otenciario  «le  esc  país,  me  ha  dirii^ido  la  siguiente  nota: 
(Aquí  la  nota  número  19  del  señor  Pirrone.) 

En  vista  de  lo  expuesto  anteriormente  por  el  señor  Ministro 
de  Italia,  convendría  que  US.  se  sirviese  ndamar  las  informa- 
ciones del  caso,  para  hallarme  en  aptitud  de  contestar  las  ohje- 
cioiTes  por  él  formuladas. 

La  im[>resión  que  deja  esta  nota  es,  que  existe  una  mala  inte- 
ligencia entre  el  juez  y  el  aírente  consular  italiano,  respecto  al 
alcance  que  debe  tener  la  intervención  de  éste  en  el  intestado  do 
que  se  trata,  pues  son  tan  explícitos  los  términos  de  la  conven- 
ción consular  vigente  entre  el  Pera  é  Italia,  sobre  esta  materia, 
que  no  se  puede  suponer  que  el  señor  juez  de  1^  instancia  huya 
tenido  un  momeuío  la  idea  do  negar  al  agente  consular  la  int*  r- 
venció»  que  le  corresponde  en  las  medidas  precautorias  y  pidi- 
luinares  (¡ue,  en  estos  cii.s«)s  se  emi)loan,  ni  la  representación  que, 
en  cualquier  momento,  le  cabe  como  apoderado  :x  oficio  de  sus 
cünnacio!uiies  aumentes,  menores  é  incapaces. 

Para  el  caso,  a'in  emliargo,  de  que  así  fuese,  ruego  á  US.  que, 
por  el  órgano  regular,  se  digne  llamar  la  atenciÓM  de  aíjuel  fun- 
cionario judicial  hacia  el  desconocimiento  que  envolvería  tal 
pretensión  de  lu  convención  consular  con  Italia,  que  también  es 
ley  del  Estado. 


Dios  iruarde  á  U3. 


í^ 


M.  F.  Porrrte. 
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Ministerio  de  Justicia, 


Xtma,  13  de  julio  de  1899. 


Informt  la  Corte  Superior  de  este  distrito  judicial,  oyendo  á 
quien  corresponda. 

Loayza. 


Corte  Superior. 

Lima,  14  dejuKo  de  1899. 

Informe,  á  vuelta  de  correo,  el  juez  de  1*  instancia  de  lea,  que 
conoce  en  el  intestado  del  subdito  italiano  Nannini. 

Una  rúbrica, — Ferrándiz. 


Juzgado  1^  Instancia  de  lea. 

Señor  Presidente  de  la  Iltma.  Corte  Superior. 

Cumpliendo  con  lo  ordenado  en  el  decreto  que  precede,  paso  á 
emitir  el  informe  pedido. 

Habiendo  fallecido  en  esta  ciudad,  el  27  de  junio  último,  el 
subdito  italiano  don  Juan  Nannini,  se  presentó  á  mi  despacho  su 
hermano  don  Juan  Octavio  Nannini,  con  feoba  29  del  mismo 
mes,  solicitando  la  declaración  del  intentado,  la  facción  de  inven- 
tarios y  el  depósito  provisional  de  sus  bienes.  La  víspera  de  este 
día,  recibí  también  un  oficio  del  señor  agente  consular  de  Italia, 
en  el  que  me  invitaba  á  asistir  á  los  inventarios  que  pretendía 
practicar,  en  cumplimiento,  según  decía,  de  lo  dispuesto  ea  el  ar- 
tículo 13  de  la  convención  consular  vigente  entr^  el  Perú  ó  Ita- 
lia. (1) 

No  creyendo  el  infrascrito  llegado  el  caso  previsto  en  el  artícn- 

(t)  Página  878. 
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lo  citada,  por  cuanto  existe  en  esta  ciudad  un  heredero  legal  que 
reclamaba  la  herencia,  expedí,  eu  ejercicio  de  mis  atríbucioDes 
legalee,  el  auto  siguiente: 

ilcOf  29  de  julio  de  1899. — En  lo  principal,  recíbase  la  informa- 
ción que  se  ofrece,  con  citación  del  Ministerio  fiscal,  publíquense 
carteles  por  treinta  días,  para  los  efectos  del  artículo  mil  doscien-  ' 

tos  ochentiseis  del  código  de  enjuiciamiento  civil,  y,  por  cuerda 
8epara.?a,  prooédáse  á  la  facción  de  inventarios  y  depósito  provi- 
sional de  los  bienes  del  finado,  señalándose,  con  tal  objeto,  el  día 
de  mañana,  á  las  dos  de  la  tarde,  habilitándose  el  día  de  hoy,  por 
la  urgencia  del  caso,  como  se  solicita  en  el  segundo  otrosí;  y  al 
primer  otrosí,  téngase  presente  lo  que  allí  se  indica;  oficiándose 
al  Agente  consular  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  en  contesta- 
ción á  su  oficio  del  28'  del  presente,  para  que  suspenda  todo  pro- 
cedimiento, por  no  haber  llegado  el  caso  previsto  en  el  artículo 
13  de  la  convención  consular  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  desde 
que  existe  eu  esta  provincia  un  heredero  legal  que  reclama  la 
herencia. — Quintana,-  -Ante  mí —  Higinio  ierreira,  Escribana 
de  Estado^! 

Si  el  señor  Agente  consular  se  hubiese  limitado,  en  su  citado 
oficio,  á  solicitar  que  se  le  permitiese  intervenir  en  los  inventa- 
rios y  depósito  de  los  bienes,  como  representante  legal  ó  apode- 
rado ex  oficio  de  sus  connacionales  ausentes,  no  habría  tenido 
inconveniente  alguno  para  aceptar  su  representación;  pero  el  se- 
ñor Ageiite  consular  no  pretendió  tal  coia;  quería  proceder,  por 
sí,  y  ante  sí,  á  realizar  las  operaciones  de  que  se  ocupan  loe  seis 
incisos  del  ^artículo  13  ya  citado,  olvidando,  que  en  la  provincia 
existía  un  heredero  legal  que  reclamaba  la  parte  de  la  herencia 
que  le  correspondía,  desconociendo,  en  consecuencia,  la  jurisdic- 
ción del  infrascrito  que  estaba  expedita  para  conocer  de  la  sucesión 
abierta,  con  motivo  del  fallecimiento  de  Nannini. 

Esperando  el  infrascrito  que  el  señor  Agente  consular  limitara 
su  intervención  á  la  de  representante,  ó  apoderado  ex  oficio  de 
sus  connacionales  ausentes,  también  hermanos  del  extinto,  y  con- 
testando 8U  recordado  oficio,  le  trascribí  el  auto  que  acababa  de 
expedir;  mas  al  día  siguiente,  cuando  me  preparaba  á  practicar 
los  inventarios,  recibí  un  nuevo  oficio  del  señor  Agente  consular, 
en  el  que  insistía  en  practicar  aquellas  operaciones,  negando  la 
jurisdicción  local. 

Para  mejor  ilustración  del  juzgado,  solicité  el  dictamen  del 
Ministerio  fiscal,  y,  como  para  el  infrascrito  el  ^sunto  era  clarísi- 
mo, sin  que  hubiera  necesidad  d-í  ocurrir  á  interpretaciones  for- 
zadas, como  las  hechas  por  ambos  funcionarios,  expedí  el  auto 

siguiente: 
^  107 
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«lea,  6  de  julio  vie  1899. — Vistos,  con  lo  expuesto  por  el  Mi- 
nidterio  Fiscal,  y  atendiendo:  á  que  las  operaciones  concedidas  á 
ios  agentes  consulares  en  la  segunda  parte  del   artículo  13  de  la 
conyención  consular  vigente  entre  el  Perú  ó  Italia,  (1)  están  ba- 
sadas en  el  supuesto  de  que  un  peruano  en  Italia  6  un  italiano  en 
el  Perú,  muera,  con  testamento  ó  ah  intesíato,  sin  dejar  heredero? 
legales  en  el  país,  ó  si  estos  fueren  menores  de  edad,  incapaces,  h 
««tuvieren  ausente^?,  y  no  hubiese  en   el  lugar  representante  le- 
gal de  la  secesión,  ni  ejecutor  testamentario:  k  que  eso   sa[)uestj 
no  existe  en  el  presente  caso,  por  haber  en  el  país  un   heredero 
legal,  que  es  don  Octavio  Nannini,  quien  i?olicitü  la   intestadún 
de  su  hermano  don  Juan  Nannini:  á  que   cuaiido  se    abre  en  la 
República  el  juicio  de  sucesión,  es  obligación  del  juzgado  quec«v 
noce  de  él  proceder  inmediatamente  á  la  facción    dé   inventario? 
y  depósito  provisional  de  los  bienes  del  intestado,  según  se  e>ta- 
bleeo  en  el  artículo  1281    del  código  de   enjuiciamiento  civil:  á 
qun  íil  rt^conocer  el  señor  Agente  Consular  (le  Italia  en  su  oficio 
de  fojas  S,  la  competencia  del  juzgado  para  conocer  del  juicio  de 
sucesión,  que  es  lo  principal,   y   negarla  al  mismo  tiempo  paní 
practicar  los  inventarios,  que  es  lo  accesorio,  ha  incurrido  en  ma- 
nifiesta contradicción,  desconociéndose  el  principio  de   jurispru- 
dencia universal,  de  que  lo  accesorio  sigue  a  lo   principal,  y  sos- 
tenido el  absurdo  de  que,  en  un  mismo  asunto,   pueden    conocer 
simultáneamente  dos  autoridades  de  naciones  distintas:  á  que  el 
señor  Agente  consular  para  justificar  su  intervención  en  la  testa- 
mentería  de  don  Juan  Nannini,    ha  interpretado   erróneamente* 
la  segunda  parte  del  artículo  13  de  la   convención   citada,  soste- 
niendo que  es  indispensable  ser  heredero   legal  declarado^  cuan- 
do dicho  articulo  no  exige  tal  declaración^  si  podía  exigirla,  desde 
que  la  declaración  del  heredero  legal  viene  después  de  re<úbirse  la 
iníbrmai.ión  respectiva  y  de  acompañarse  los  documentos  corres- 
podiente:-;  y  justamente  al  abrirse  la  sucesión  y   avisarse  al   pú- 
blico el  fallecimiento  del  que  se  dice  intestado,  es  para  que  se  de- 
nuncie si  otorgo  testamento,  y  ante  quién,  y  para  que  comparez 
can  los  interesados  que  se  crean  con  derecho  á  esos  bienes,  según 
expresamente  se  establece  en  el  artículo  1286  del  código  citado:  A 
que  tampoco  es  aceptado  el  reclamo  que  hace  don  Octavio  Nannini 
á  fojas  4  para  que  el  juzgado  limite  su  intervención  á  la  decl&ra- 
ción  del  intestado,  tanto  por  lo  expuesto  anteriormente,  cuanto 
porque  el  juzgad/6  ito  puede  dividir  su  jurisdicción,  porque  de 
suyo  es  indivisible,  ni  prescindir  de  los  procedimientos  señalados 
por  la  ley  al  juicio  de  sucesión,  porque  son  de  orden  público:  y 
á  que,  estando  la  testamentería  de  don  Juan  Nannini   afecta  al 

(1)  Página  373. 
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pago  de  los  derechos  impuestos  á  las  herencíai  que  corresponden 
á  parientes  trasversales,  debe  el  juzgado,  para  oavlelar  esos  dere- 
oh  os,  practicar  los  inventarios  correspondientes:  llévese  adelante  el 
auto  de  29  de  junio  último  que  en  copia  corre  á  fojas  1,  no  obstan- 
te lo  solicitado  por  el  señor  Agente  consular  de  Italia  en  su  oficio 
de  fojas  5,  y  por  don  Octavio  Nannini  á  fojas  4,  que  se  declara 
«in  lugar;  y,  en  consecuencia,  señálase  para  la  diligencia  de  inven- 
tarios el  sábado  8  del  presente,  á  las  8  de  la  mañana,  trascribién- 
dose esta  resolución  al  señor  Agente  Consular  para  que,  si  lo  tiene 
á  bien,  asista  á  dichos  inventarios,  reintegrándose  el  papel  sella- 
do.— Quintana. — Ante  mí, — Higinio  Ferreiraf  escribano  de  Es- 
tados 

Tanto  el  Ministerio  Fiscal  como  don  Octavio  Nannini,  apela- 
ron de  esta  resolución,  y  concedida  la  alza9a  en  ambos  efectos, 
remití  á  US.  los  autos,  por  mi  oficio  número  1064,  de  fecha  8 
del  presente. 

lea,  21  de  julio  de  1899. 

P.  B.  Quintana, 


Juzgado  de  Primera  Instancia  en  lo  Civil. 

lea,  21  dejvMo  de  1899. 

Señor  Presidente  de  la  Iltma.  Corte  Superior: 

Con  el  informe  respectivo  devuelvo  á  US.,  en  fojas  siete,  el  ofi- 
cio dirigido  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  al 
señor  Ministro  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción. 

Dios  guarde  á  US. 

P.  Jt«  Quiaíamu 
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CortH  Saperiar. 

Lima,  2  de  agosto  de  1 899. 
Dése  cuenhi  á  la  Sala  que  conoce  de  la  apelacióa  pendiente. 
Una  rúbriea. — Ferrandiz. 


Lima,  2  de  agosto  de  1899. 
Hágase  al  Supremo  Gobierno  el  informe  acordado. 
Tres  rúbricas. — Ferrand  h. 


Corte  Superior, 

Excmo.  Señor: 

La  Sala,  abbolviendo  el  informe  que  V,  E.  se  ha  servido  pe- 
dirle expone:  que,  con  fecha  de  a^'er,  se  ha  resuelto  la  apelación 
entablada  por  el  Agente  Fiscal,  confirmando  el  auto  de  primera 
instancia,  con  arreglo  á  las  consiileraciones  del  dictamen  del  se- 
ñor fiscal  de  esta  Iltma.  Corte,  que  la  Sala  reproduce,  y  cuyo  te- 
nor es  el  siguiente: 

«flltmo.  señor: — Habiendo  fallecido  en  lea  don  Juan  Nannini, 
un  hermano  suyo  don  Octavio  Nanuini,  ocurrió  á  uno  de  los 
jueees  del  lugar,  pidiendo  la  declaiación  del  intestado.  Al  prc^ 
veerse  la  solicitud  por  el  auto  que,  en  copia,  corre  á  fojas  1,  se 
mandó  proceder  á  la  facción  de  inventarios  y  al  depósito  provi- 
sional de  los  bienes  del  finado.  Comunicado  ese  auto  al  Agente 
Consular  de  Italia,  por  ser  el  difunto  de  esa  nacionalidad,  diri- 
gió al  inferior  el  oficio  de  fojas  5,  manifestando  que  si  nada  te- 
nía que  observar,  relativamente  á  la  declaración  del  intestado, 
era  de  su  deber  reclamar  del  auto,  en  cuanto  al  inventarío  y  de- 
pósito de  bienes,  pues  competía  al  oficiante  entender  en  una  y 
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^ira  diligencia,  conforme  á  los  artículos  14  y  15  de  la  convei- 
ción  consular  celebrada  entre  el  Peré  é  Italia,  vigente  en  esa 
parte,  á  mérito  del  protocolo  que  se  se  aprobó  por  resolución  le- 
gislativa de  26  de  noviembre  de  1878.  La  cuestión  declinatoria 
se  ha  resuelto,  declarándose  que  está  expedita  la  jurisdicción  del 
juzgado  para  proceder  en  los  términos  del  auto  de  que  se  re- 
clamó. 

Basta  hacerse  cirgo  del  sentido  literal  de  las  citadas  cláusulas, 
para  convencerse  de  que  no^on  aplicables  al  casj  de  que  se  tra- 
ta. La  intervención  consular  no  procede  sino  cuando  el  italiano, 
que  murió  en  el  Pera,  no  dejó  herederos  ó  ejecutores  testamen- 
tarios, ó  cuando  éstos  están  ausentes  o  sean  desconocidos  ó  inca- 
paces. Pero  no  sólo  existe  en  lea  un  heredero  legal  del  finado, 
sino  que,  á  su  solicitud,  se  ha  abierto,  en  dicha  ciudad,  la  suce- 
sión intestada;  juicio  en  el  cual  el  inventario  y  el  depósito  de  los 
efectos  mortuorios,  son  diligencias  expresamente  preceptuadas 
por  el  artículo  12S1  del  código  de  enjuiciamiento  civil,  las  cua- 
les en  el  presente  cas),  tieaien  á  cautelar,  por  otra  parte,  los  in- 
tereses del  físce. 

Bn  mérito  de  lo  expuesto,  concluye  opinando  el  fiscal  porque 
se  confirme  el  auto  apelado  de  fojas  7  vuelta,  cuyos  fundamentos 
encierran  Ja  correcta  exposición  da  la  doctrina  legal. — Lima,  18 
de  julio  de  1899. — Cavero.» 

Queda  así  evacuado  el  informe  que  V.  E.  se  ha   servido  pedir. 
Lima,  4  de  agosto  de  J899. 

Excmo.  Señor. 
José  G.  Arbulú.  Carlos  Ei^áusquin. 

An tenor  Arias. 


Ministerio  de  Justicia^  Culto  é  Instrucción, 

lÁma^  7  de  agosto  de  1899. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores. 
Con  el  informe  respectivo,  tengo  á  honra,  de  devolver  á  US.  los 
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antecedentes  relativos  al  que  fué  subdito  italiano,  don   Juan 
Nanuini,  fallecido  ab  intestato  en  la  ciudad  de  lea. 

Dios  guarde  á  US. 

Jo9é  J,  Loayza. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  22.  Lima,  S  de  agosto  de  1899. 

Señor  Ministro:  ^_ 

Refiriéndome  al  ofrecimiento  que  liico  á  V.  E.,  en  nota  de  12 
Je  julio  próximo  pasado,  con  relación  al  intestado  del  subdito 
italiano  Nannini,  me  es  grato  enviar  a  V.  E.  copia  autorizada 
del  pequeño  expediente  de  información  que  se  ha  seguido  al  res- 
pecto, por  las  correspondientes  autoridades  judiciales. 

Los  informes  emitidos  por  el  juez  de  1^  instancia  de  Jca  y  por 
la  Corte  Superior  de  Lima,  establecen  las  razones  que  han  impe- 
dido a  aquel  juez  reconocer  en  el  agente  consular  italiano  otra 
imtervención  que  la  de  representar  á  los  ^herederos  ausentes  6 
presuntos  en  el  juicio  de  intestado  promovido  por  el  único  here- 
dero legal  presente;  procedimiento  que,  sin  duda  alguna,  encon- 
trará V.  E.  ajustado  á  la  letra  y  espíritu  de  la  convención  consu- 
lar, la  cual  no  reconoce  á  los  cónsules  la  facultad  de  arreglar  por 
sí  mismos  la  sucesión,  sino  cuando  no  existen  en  el  país  herede- 
ros legales. 

No  hay,  en  consecuencia,  motivo  para  la  queja  interpuesta  por 
el  agente  consular,  y  no  dudo  que  será  grato  á  V.  E.  verlo  así 
establecido. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  reiterarle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

il.  F.  Porras, 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Guiseppe  Pirrone,    Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Fleaiponteúciario  de  Italia. 
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Real  Lega/Abn  de  Italia, 

LimOy  11  de  agosto  de  1899. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  h#nor  de  avisar  a  VE.  el  recibo  de  la  nota  que  se 
sirvió  dirigirme  con  fecha  S  de  agosto  en  careo,  núraem  22,  in- 
cluyéndome una  copia  legalizada  del  expediente  relativo  á  la 
sucesión  intestíida  del  ciudadano  italiano  Juan  Nannini,  abierta 
en  lea. 

No  sin  disgusto  me  he  enterado  del  auto  expedido  por  esta  H. 
Corte  Superior,  con  fecha  2  de  los  corrientes,  confirmando  la  re- 
solución del  juez  de  lea,  y  negando  al  agente  consular  de  Italia, 
eu  aquella  ciudad,  el  derecho  de  ejercer,  con  respecto  (x  la  suce- 
sión de  <iue  se  trata,  las  atribuciones  estipuladas  en  el  artículo 
13  de  la  convención  consular  italo-peruana.  ñor  el  solo  hecho  dt 
que  se  halla  presente  en  el  lugar' un  solo  hermano  del  íinndo; 
mientras  que  ya  esta  Legación  sabe  que  otros  siete,  entro  herma- 
nos v  hermanas  residentes  en  Italia,  tienen  derecho  íí  la  sute- 
sión;  y  tampoco  es  seguro  que  el  difunto  no  haya  dejado  en  su 
país  natal,  otros  ó  má?  próximf>s  herederos,  como  srn  eni  osa, 
dc'scen dientes  6  ascendientes. 

V.E.  se  sirve  manifestarme  que  tul  auto  está  perfccUimente 
conforme  á  la  letra  y  al  espíritu  del  tratado;  pero  no  puedo  me- 
nos de  observar,  y  creo  con  todo  fundamento,  que  si  el  honora- 
ble magistrado  peruano  ha  podido,  en  cierto  modo,  hallar  una 
base  para  fundar  su  resolución  oq  la  expresión  literol  oontonida 
en  el  segundo  párrafo  del  artículo  13  del  tratado,  difiere  oviden- 
temente  del  propósito  que  tuvieron  en  mira  las  altas  partes  con- 
tmtautes  al  estipular  aquel  ajuste;  y  en  caanto  ú  esto,  no  tengo 
ütás  que  referirmo  á  lo  que  al  respecto  expuse  á  V.K.  en  la  nota 
que  tuve  el  honor  de  dirigirle  con  fecha  10  de  julio  último,  n6- 
merol?,  la  eual  siento  que  la  honorable  Corte  Superior,  no  obs- 
tante de  haberla  tenido  á  la  vista,  no  haya  creído  debei  tomarla 
en  consideración. 

V.  E.  convendrá  conmigo  en  que  cuando  la  expresión  literal 
de  alguna  resolución  legislativa  deja  dudas  en  ciertos  casos,  se 
impane  la  necesidad  de  interpretarlas,  invocando  para  ello  lo» 
principios  generales  de  derecho,  ó,  por  lo  menos,  eonsulüuido  lo 
que  en  la  práctica  se  acostumbra  en  casos  análogos.  Me  es  grato 
con  este  motivo,  reproducir  en  seguida  los  artículos  que  regulan 
esta  materia,  en  las  convenciones  consulares  celebradas  por  el 
Brasil  con  la  Francia  y  la  Italia. 
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«(Cuando  entre  los  herederos  de  un  francés,  fallecú^o  ^.n  el  Bra- 
sil, hubiese  uno  ó  más  franceses,  menores  de  edad^  ausentes  6  in- 
capaces, pertenecerá  al  cónsul  la  administración  excludva  de  la 
herencia  etc.  -(Convención  del  21  de  julio  de  1866,) 

«El  inventario,  la  adraioibtración  y  la  liquidación  de  la  heren- 
«  cía  oorresponde  al  magistrado  territorial. 

« Cuando  hay  heredero  mayor  de  edad  y  presenté;  deberá  éste, 
c  de  oonformidad  con  la  ley  de  ambos  Estados,  formar  el  inven- . 
« tario. » — (Convención  consular  del  6  de  agosto  de  1876.) 

De  esta  última  disposición  se  deduce,  que  sólo  cesa  el  derecho 
de  intervención  del  agente  consular,  cuando  el  heredero  presente 
está  en  condición  de  representar  legalmente  á  todos  los  herederos; 
cosa  que  está  bien  lejos  de  verificarse  ^n  el  caso  de  la  herencia 
Nannini. 

Se  me  hará  la  objeción  de  que,  para  la  admisión  de  tales  prin- 
cipios, median  pactos  especiales,  como  los  comprendidos  en  las 
convenciones  estipuladas  por  el  Brasil  con  [talia  y  Francia.  Pero, 
en  cuanto  á  esto,  me  es  fácil  responder,  que  las  citadas  eetipula- 
ciones  corresponden  perfectamente  con  las  miras  xjue,  de  una  ma- 
nera general,  tienen  presentes  los  Estados,  al  estipular  las  atribu- 
ciones especiales  que  competen  á  sus  agentes  consulares  en  las 
liquidaciones  de  las  herencias  de  los  connacionales  respectivos;  y 
que,  si  bien  no  están  expresadas,  deben  sobreentenderse,  como, 
con  toda  justicia,  resolvió  el  tribunal  de  casación  de  París,  en  su 
sentencia  de  12  de  agosto  de  1873,  á  la  cual  he  tenido  ya  el  honor 
de  llamar  la  atención  de  V.  E.  Sobre  este  punto,  debo  también 
referirme  completamente  á  lo  que  expuse  en  la  última  parte  de 
mi  referida  nota. 

No  desconozco  toda  la  importancia  que  debe  atribuirse  á  la 
resolución  de  la  honorable  Corte  Superior  de  Lima;  mas  es  mi 
deber  declarar  á  V.  E.,  que  no  me  es  permitido  aceptarla  sin  pri- 
mero someterla  á  mi  Gobierno,  á  quien  escribiré  por  el  próximo 
correo,  haciendo,  intertanto,  las  reservas  correspondientes  por  las 
consecuencias  que  podrían  provenir  de  la  ejecución  de  dicha 
resolución. 

Quiera  V.  E.  aceptar  los  sentimientos  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consideración. 

O.  Pirrone, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don    Melitón  F.  Porras,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 
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Real  Legación  de  lialia, 

Linia,  H.  de  mayo  de  1900. 
Señor  Ministro: 


Tengo  el  honor  de  informar  á  V.  £.,  que  el  Ministerio  de  Ne- 
gocios Extranjeros  del  Rey,  después  de  haber  estudiado  detenida- 
mente, de  acuerdo  con  el  de  Gracia  y  Justicia,  la  cuestión  con- 
cerniente á  la  interpretación  y  aplicación   que  debe  darse  á  la 
cláusula  contenida  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  13   de  la 
convención  italo-peruana  vigente,  buestión  que  fué  objeto  de  las 
notas  que  dirigí  al  honorable  antecesor  de  V.  E.,  con  fecha  10  de 
julio  y  11  de  agosto  del  año  próximo  pasado,  me  ha  autorizado 
recientemente  para  que  declare,  que  el  Gobierno  del  Rey  está 
plenamente  de  acuerd<5  con  la  tesis  sostenida  por  mí,  y,  por  lo 
tanto,  me  ha  dado  instrucciones  para  que  proceda  cerca  de  V.  E. 
de  la  manera  que  el  caso  requiere,  á  fin  de  que,  á  la  cláusula  de 
que  se.  trata,  se  le  dé  la  interpretación  y  aplicación  extensiva  so- 
licitada por  mí,  en  oposición  á  la  decisión  del  juez  de   lea,  en  el 
caso  de  la  herencia  Nannini,   confirmada  por  la  sentencia  de  la 
Corte  Superior  de  Lima,  del  2  de  agosto  del  año  próximo  pasado. 
Al  aprobar  el  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  del  Rey  to- 
dos los  argumentos  expuestos  eii  mis  dos  citadas  notas,  que  es  de- 
más repetir,  sugiere  que  si,  como  es  indudable,  el  objeto  de  las 
convenciones  consulares  es  prestar  ayuda  y  protección  .á   los  na- 
cionales residentes  en  país  extranjero,  no  hay  razón  alguna  para 
excluir  la  intervención  de  los  cónsules,  cuando   cabalmente  hay 
más  necesidad  para  ello. 

Y  si  esta  necesidad  se  deja  sentir  en  el  caso  de  una  heren- 
cia en  que  todos  los  herederos* se  hallan  lejos  del  país  en  el  cual 
murió  su  autor,  no  parece  que  pueda  considerarse  diversamente, 
encontrándose  algunos  de  ellos  presentes  y  otros  ausentes,  y  éstos 
últimos,  como  en  el  caso  Nannini,  sin  haber  aún  provisto  á  su  re- 
presentación legal. 

La  convencién  entre  Italia  y  Portugal  (setiembre  de  1868),  y 
aquella  con  la  Grecia  (noviembre  de  1880),  por  la  explícita  dic- 
ción de  los  artículos  9  y  13,  respectivamente,  de  los  cuales  ad- 
junto á  V.  E.  copia,  no  pueden  motivar  oposición  dé  atribuciones, 
com«  la  verificada  en  esta  República,  á  consecuencia  de  la  muer- 
te de  Nannini;  y  conviene   notar   que  en  otros  Estados  con  los 

108. 
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cuales  hemos  tenido  una  estipulación  igual  á  la  comprendida  en 
la  convención  italo-peruana,  no  hubo  jamás  cuestiones  que  na 
fuesen  interpretadas  y  aplicadas  del  modo  sostenido  por  esta 
Legación. 

Confía  mi  Gobierno  que,  en  vista  de  las  referidas  conside- 
raciones que  no  dan  lugar  á  argumentos  contrarios,  V.  E.  se  ser- 
virá disponer  que,  en  lo  sucesivo,  las  autoridades  competentes  d© 
la  República  den  á  dicha  cláusula  la  interpretación  y  aplicación 
que  pedimos,  como  resultado  natural  del  propósito  que  las  altas 
partes  tuvieron  en,  mira  al  estipularla;  sin  embargo,  ya  no  es  el 
caso  de  ocuparse  de.  la  herencia  Nanniíii,.  prácticamenl-e,  por  el 
hecho  de  que  los  herederos  residentes  en  Italia*  procedieron  á 
hacerse  representar  en  la  liquidación  por  los  coherederos  reei- 
demtes  en  lea. 

Mas,  como  la  disposición  desque  se  trata,  pu^íde  dar  lugar  á. 
una  interpretación  que  frustre  el  fin.  que  se  propone  la  conven- 
ción, como  en  efecto  se  verificó,  el  Ministerio  de  Neg^ícios  Extran- 
jeros del  Rey  considera  conveniente  que  entro  los  dos  Gobiernos 
se  estipule  una  cláusula  aclaratoria  del  actículo  13  en  cuestión, 
de  modo  que,  en  lo  sucesivo,  no  surja  la  duda  expresada;  por 
consiguiente,  me  ha  aiüorizado  para  que  dirija  á  V.  R  tal  soli- 
citud, la  cuíd  espero  sera  acogida  favorablemente,  en  vista  de  Ibm 
circunstancias  que  se  tiene  en  mira  eliminar. 
^  Aprovecho  esta  oportunidad.,  para  reiterar  á  V.K  las  seguri- 
dades de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirroiie. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores. 


CONVENCIÓN  CONSULAR  ENTRK  ITALIA  Y  PORTUGAL 

1868 

Art.  9.— 

Sí  un  italiano  en  Portugal  6  un  portugués  en  Italia,  muere,  siu 
liaber  hecho  testamento,  ó  sin  haber  nombrado  albacea,  ó  si  lo5 
herederos  naturales  ó  testamentarios,  6  alguno  de  aquellos  fuese 
mienor,  incapaz  ó  estuviese  ausente,  6  si  los  albaeeas  nombrado» 
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no  se  hallasen  en  el  lugar  donde  se  abre  la  herencia,  los  cónsules 
generales,  cónsules,  vice-cónsules  ó  agentes  consulares  de  la  na- 
ción del  difunto  tendrán  el  derecho  de  proceder,  sucesivamente, 
í  las  operaciones 


CONVENCIÓN  CONSULAR  ENTRE  ITALIA  Y  GRECIA 


1880 


Art.  13, — Si  entre  los  herederos  y  legatarios  universales,  ó  á 
título  universal,  hay  algunos  cuya  existencia  es  incierta,  ó  des- 
conocido SU  domicilio,  que  no  se  hallen  presentes,  ni  debidamen- 
te representados,  (jue  sean  menores  ó  incapaces,  ó  si,  siendo  raa- 
yoi-es  ó  presentes,  no  están  de  acuerdo  en  cuanto  á  sus  derechos 
6  calidades;  una  vez  formado  el  inventario,  el  cónsul  será  nom- 
brado depositario  de  los  bienes  de  toda  clase,  deiados  por  el  di- 
funto, y  con  pleno  derecho  para  administrar  y  liquidar  la  heren- 
cia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
Oficialía  Mayor, 

Liraa^  21  de  Mayo  de  1900. 
Informe  la  Sección  Diplomática. 

Ulloü. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 
Sección  Diplomática, 

Señor  Oficial  Mayor: 

No  son  los  artículos  14  y  15  de  la  convención  consular  italo- 
peruano,  de  3  de  mayo  de  1863,  declarados  en  vigor  por  el  pro- 
tocolo, cuya  sanción  legislativa  tiene  fi^ha  26  de  noviembre  de 
1878,  (1)  los  que  hoy  rigen  la  sucesión  de  subditos  de  una  de  las 
partes  contratantes,  fallecidos  en  territorio  de  la  otra. 

Dichos  artículos,  citados  en  el  dictamen  del  señor  Fiscal  de  la 
Iltraa.  Corte  Superior,  que  corre  á  fojas  9  y  10  de  este  expedien- 
te, (2)  caducaron  en  virtud  de  la?  nuevas  estipulaciones  que  con- 
tiene la  convención  de  11  de  junio  de  1896.  (3) 

El  artículo  13  de  este  último  pacto,  que  es  el  que  se  ocupa  de 
las  referidas  sucesiones,  prescribe,  que  cuando  muera  un  perua- 
no en  Italia  ó  un  italiano  en  el  Perú,  ya  sea  con  testamento  ó 
ab  intestato^  sin  dejar  herederos  legales  en  el  país,  ó  si  éstos  fue- 
ren menores  de  edad,  incapaces,  ó  estuvieren  ausentes,  y  no  hu- 
biese en  el  lugar  representante  legal  de  la  sucesión,  *  nv  ejecutor 
testamentario,  los  cónsules  generales,  cónsules,  vicecónsules  ó 
agentes  consulares  de  la  nación  a  que  perteneció  la  p^rso.ia  fina- 
da, tendrán  el  derecho  de  poner  el  sello  del  consulado  en  todos 
los  efectos,  muebles  y  papeles  que  fueren  de  su  propiedad,  previ- 
niendo á  la  competente  autoridad  local,  para  que  asista,  si  lo  tie- 
ne á  bien,  á  aquella  operación,  y  pueda  cruzar  sus  selloá,  debien- 
do proceder,  asimisiuo,  el  funcionario  consular  respectivo  a  for- 
mar el  invmitario  y  á  administrar  y  liquidar  los  bienes  mortuo- 
rios. 

En  este  artículo  se  ha  creído  hallar  fundamento  con  que  sos- 
tener el  derecho  de  los  cónsules  italianos  en  el  Perú,  para  proce- 
der á  las  indicadas  diligencins,  é  impedir  que  la  autoridad  judi- 
cial del  país  abra  el  correspondiente  juicio  de  sucesión,  aunque 
existan,  en  el  lugar  del  fallecimiento,  herederos  legales  del  fina- 
do, siempre  que  conste  por  referencias,  ó  se  presuma  que  hay  en 
Italia  personas  á  quienes,  legalmente,  corresponde  parte  de  la 
herencia. 

Las  estipulaciones  contenidas  en  el  artículo  13  de  la  conven- 
ción i  talo-peruano,  no  justifican,  en  concepto  de  la  Sección,   esta 

(1)  Páíjinas  311  y  3U. 

(2)  Página  352. 

(3)  Página  373. 
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manera  de  ver»  pues  sólo  se  refieren  á  los  casos  en  que  no  haya 
heredero  alguno  ni  ejecutor  testamentario  en  el  lugar  del  falle- 
cimiento. 

La  existeuda,  en  dicho  lugar,  de  uno  ó  varios  herederos,  hace 
impertinentes  las  disposiciones  del  artículo  13. 

En  el  caso  del  italiano  Nannini,  que  motiva  este  informe,  exis- 
te, en  lea,  un  hermano  del  finado,  que,  en  su  condición  de  here- 
dero legal,  presentóse  al  juez  de  1*  instancia  de  la  provincia,  so- 
licitando la  declaración  de  intestado,  la  facción  de  inventarios 
y  el  depósito  provisional  de  la  herencia. 

El  referido  juez  no  podía  negarse  á  abrir  el  juicio  de  sucesión 
por  el  simple  hecho  de  que  el  agente  consular  de  Italia  en  lea, 
afírmase  que  existían  otros  herederos  en  la  patria  del  de  cujus, 
puesto  que  el  artículo  13  de  la  convención,  en  que  dicho  agente 
fundaba  su  actitud,  sólo  ^e  refiere,  como  queda  expresado,  á  los 
casos  en  que  no  existen  here<lero8,  ni  ejecutores  testamentarios, 
allí  donde  ocurrió  el  fallecimiento,  mientras  que  en  el  de  Nannini 
estaba  presen' e  un  heredero  legal  que  hacía  valer  sus  derechos 
ante  la  autoridad  competente  del  país. 

Tampoco  podía  invocar  con  justicia  dicho  agente,  á  falta  de 
estipulaciones  expresas  entre  el  Perú  é  Italia,  con  que  apoyar  su 
opinión,  ni  los  principios  de  derecho,  ni  la  práctica  generalmen- 
te admitida  en  circunstancias  análogas. 

Los  procedimientos  usuales,  en  esas  circunstancias,  ora  se  fun- 
den ó  no  sobre  el  derecho  positivo,  han  sido  distintos  según  los 
países;  de  manera  que  ofrecen  antecedentes  contradictorios,  ob- 
servándo5ie  que  la  opinión  sustentada  por  el  agente  consular  de 
Italia  en  lea,  ha  solido  alcanzar  á  expresarse  en  pactos  celebra- 
dos entre  una  nación  fuerte  y  otra  relativamente  débil,  como  las 
convenciones  consulares  entre  Italia  y  Portugal,  ó  Italia  y  Gre- 
cia,  citadas  por  el  señor  Pirrone. 

En  cambio,  el  artículo  2?  de  la  convención  entre  Francia  y 
Austria,  con  fecha  11  de  diciembre  de  1866,sobre  reglamento  de 
las  sucesiones,  declara  que  los  bienes  inmuebles  son  regidos  por 
la  ley  local,  y  que  la  jurisdicción  local  es  competente  para  li- 
quidar  la  sucesión  respectiva. 

Los  artículos  10  y  siguientes  del  tratado  sobre  sucesiones,  ce- 
lebrado entre  Francia  y  Rusia  en  V  de  abril  de  1874,  estable- 
cen que  la  sucesión  de  los  bienes  inmuebles  será  regida  por  las 
leyes  del  país  en  el  cual  los  inmuebles  estén  situados. 

Una  estipulación  semejante  se  halla  consignada  en  el  tratado 
de   Rusia  con  Alemania,  de  12  de  noviembre  de  1874. 

Y  como  la  distinción  de  los  bienes  en  muebles  é  inmuebles 
tiende  á  desaparecer,  como  base  de  la  diversidad  de  derechos  á 
que  dan  origen,  es  evidente  que  la  legislación    i>ositiva  de  los 
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paíseB  signatarios  de  aquellos  convenios,  suministra  un  argu- 
mento poderoso  á  favor  de  la  jurisdicción  del  país  de  residencia 
de  los  extranjeros,  en  los  juicios  de  sucesión  relativos  á  todos 
sus  bienes,  desde  que  lo  ordinario  es,  que  dichos  bienes,  perte- 
necientes, por  ejemplo,  á  un  italiano  que  fallece  en  el  Perú,  se 
encuentren   en  nuestro  territorio. 

La  Sección  insiste  eu  que,  respecto  de  la  sucesión  intestada  de 
Nannini,  hay  otras  consideraciones  que  justifican  la  actitud  del 
juez  de  lea,  aún  dando  de  mano  á  la  circunstancia  de  no  ser 
aplicable  á  dicha  sucesión  el  artículo  13  de  la  convención 
italo-pernana. 

Tratábase,  en  efecto,  de  aceptar  ó  rechazar  la  solicitud  de  un 
heredero  presente,  cuyo  derecho  á  una  parte  de  los  bienes  del 
finado   era  de  palmaria  evidencia. 

Para  poner  en  duda  la  potestnd  de  abrir  el  juicio  de  sucesión, 
que  implica  la  facción  de  inventarios  y  el  depósito,  la  única 
razón  que  i)udo  alegarse  fué  la  existencia  de  otros  herederos  en 
Italia;  pero  como  la  noticia  relativa  á  dicha  existencia  era  posi- 
bk'  que  resultara  inexacta  por  fundada  en  informes  equivoca- 
dos, accediendo  el  juez  á  lo  pretendido  por  el  agente  consular  de 
Italia  habría  faltado  á  su  deber,  porque  habría  negado  la  admi- 
nistraciÓJi  de  justicia  y  consiguiente  protección  de  sus  intereses 
á  un  extranjero  que  tenía  derecho  á  ellos,  para  reconocer,  con 
preferencia  depresiva  de  la  dignidad  de  su  ministerio,  el  de  su- 
puestos herederos   existentes  en  el  exterior. 

Y  como  el  deber  de  administrar  justicia  es  inherente  á  los 
atributos  de  la  soberanía  nacional,  ese  hecho  habría  sido  aten- 
tatorio  contra  ella. 

En  su  nota  de  14  del  corriente,  el  señor  Pirrone  manifiesta 
que,  al  aprobar  la  Cancillería  del  Rey  todos  los  argumentos 
aducidos  sobre  esta  materia  en  las  do«  comunicaciones  suyas  á 
este  Ministerio,  de  10  de  julio  y  11  de  agosto  del  año  último,  (1) 
le  expresa  que  el  objeto  de  las  convenciones  consulares  es  prestar 
ayuda  y  protección  á  los  nacionales  residentes  en  país  exiranjevo. 
El  heredero  italiano,  residente  en  el  exterior  es^  en  cuanto  se 
refiere  á  la  sucesión  Nannini,  su  hermano  avecindado  en  lea,  y 
|u:ecisamente  es  él  quien  ha  pedido  que  se  inicie  el  juicio  de  in. 
iestado  por  la  autoridad  judicial  peruana. 

En  cuanto  á  los  intereses  de  los  herederos  que  hay  en  Italii^ 
ellos  están  resguardados  por  las  propias  leyes  peruanas»  y  le  ha- 
rria sido  fácil  al  ^ente  consular  d¡e  Italia  en  lea,  adquirir  ple- 
no convencimiento  sobre  el  particular,  Asistiendo  á  los  invenia- 
xios  y  depósitos  de  los  bienes  del  finado.   Ajsí  lo  eocpresa  el  jaez 

(1)  Paginas  844  y  fi5J5k. 
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que  abrió  la  sucesión  en  su  claro  y  perfectamente  fundado  in- 
forme de  21  de  julio  de  1899.  Por  lo  demás,  en  el  auto  de  6  del 
mism  mes,  dicha  autoridad  judicial  había  dispuesto  la  trascrip- 
ción de  su  contenido  al  agente  consular  mencionado,  para  que, 
si    lo  tuviera  á  bien,  asistiera  á  los   inventarios. 

De  todo  lo  expuesto  resulta'  probado,  on  concepto  de  esta  S*^-'- 
ción,  que  la  conducta  del  juez  de  primera  instancia  de  lea,  -  i- 
pecto  de  hi  sucesión  Nannini,  ha  sido  ajustada  á  derecho,  c>»  lo 
se  reconoce  en  el  informe  de  la  lima.  Corte  Superior  de  Just:  ia 
de  Lima,  que  corre  á  fojas  9  y  10  de  este  expediente,  al  repetir 
lo  expresado  por  dicho  funcionario  sobre  la  imposibilidad  de 
prescindir  de  los  procedimientos  señalados  por  la  ley  peruana  ni 
juicio  de  sucesión,  por  que  s:>n  de  orden  pñblico  y  además  cau- 
telan los  intereses  del  fisco.  (1) 

Por  lo  demás,  si  el  señor  Ministro  de  Italia  insistiera  en  la 
interpretación  del  mencionado  pacto  vigente,  sostenida  en  su 
nota  á  este  despacho  de  14  del  que  cursa,  sería  oportuno  rrro.r- 
dar  los  términos  del  artículo  23  sobre  la  manera  de  resolver  ias 
dificultades   relativas  á  esa   interpelación. 

A  fin  de  impedir  la  repetición  de  incidentes  como  el  <[ae  mo- 
tiva el  informe  de  esta  Sección,  opina  el  infrascrito  que  c-.  de  ob- 
via conveniencia  reemplazar  el  artículo  13  de  la  convención 
italo-peinna,  tanias  veces  citada,  ó  adicionarlo,  en  el  sentido  de 
que  siempre  que  exista  en  el  país  persona  con  derecho  á  parte 
de  los  bienes  de  una  sucesión  intestada,  toca  á  la  jurisdicción  lo- 
cal abrir  el  juicio  respectivo  y  practicar  las  diligencias  que  pre- 
ceptúa  el  artículo   1281  del  código    de  enjuiciamiento  civil. 

Una  estipulación  análoga  debe  consignarse  en  todos  los  pac- 
tos de  igual  naturaleza  que  el  Perú  haya  celebrado  ó  celebre  en 
lo    sucesivo  con  otras  naciones. 

Lima,  23  de  mayo  de  1900. 

S.  O.  M. 

Manuel  A,  San  Juan. 


[1]  PáginaP62. 
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SUCBSIÓN  GONTI 
1900 

Real  Legación  de  ItaUa. 

Lima,  10  de  abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

• 

Tengo  el  honor  ajuntar  á  V.  E.;  para  su  conocimiento,  copia  de 
la  correspondencia  cambiada  entre  esta  Legación  y  el  señor  juez 
de  1?  instancia  de  Lima  (en  lo  civil),  relativamente  á  la  suce- 
sión del  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  fallecido  en  el  Barran- 
co,  el  20  del  mes  próximo  pasado. 

Dejo,  por  ahora,  en  suspenso  la  cuestión  de  competencia,  so- 
bre la  cual  pediré  instrucciones  á  mi  Gobierno,  con  el  fin  de  po- 
der, llegado  el  caso,  entablar  negociaciones  con  el  de  la  Repú- 
blica para  la  más  recta  interpretación  del  artículo  13  del  trata- 
do consular  vigente.  Permítome,  intertanto,  llamar  la  atención 
de  V.E.  á  la  comunicación  que  crea  deber  dirigir  á  su  honora- 
ble colega  de  Justicia,  respecto  del  silencio  que,  hasta  este  mo- 
mento, mantiene  el  señor  juez  hacia  esta  Lagrción,  sobre  las  me- 
didas que  ha  creído  deber  adoptar  en  guarda  de  los  intereses  de 
lofl  herederos  ausentes,  los  cuales,  en  el  presente  caso,  son  la 
madre  y  la  hermana  del  finado  que  residen  en  Italia,  quienes, 
según  la  misma  legislación  |>eruana,  tienen  derechos  preferentes 
á   la  mujer  sin  hijos,  aquí  presente. 

No  pretendo  tachar  el  proceder  del  señor  juez,  quien,  no  dudo, 
se  atiene  á  las  disposiciones  de  las  leyes  locales.  Expreso,  sin  em- 
bargo, el  deseo  de  que  esta  Legación  sea  informada  del  estado 
de  las  cosas  referentes  á  la  herencia  de  que  se  trata,  á  fin  de  po- 
ner al  corriente  de  ellas  á  los  interesados  residentes  en  Italia. 

Sírvase  VE.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  Jistingiíida 
consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 
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«m  d^tt  nota  dirigida  por  el  Rml  Ministro  de  Italia  en  Limrt^ 
*l  sefporjuez  de  1*  instancia  de  esta  ciudad^  con  fecha  £4-  de  mar- 
seo  dd  1900. 

murió  en  el  Barranco  el  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  el  cual 
poseía  en  esa  localidad  3  negocios  de  comestíl^les.  En  el  interés 
de  los  herederos  ausentes,  inmediatamente  hice  saber  tal  defun- 
ción al  señor  Gobernador  del  Barranco,  para  que  tomara  las  me- 
didas  necesarias  de  conservación. 

Hágome  ahora  un  deber  en  hacerlo  saber  á  US.,  para  que  se 
digne  dictar  las  providencias  necesarias,  y  de  hacerlas  conocer 
á  esta  Real  Legación. 

El  finado  tenía  en  el  Barranco  una  mujer,  que  se  dice  legíti- 
ma, la  que  concurre  á  la  herencia  con  los  parientes  que  se  en- 
cuentran en  Italia. 

El  Real  Ministro  de  Italia. 

G,  Pin^one. 


Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  juez  de  f-  iiistayicia  al  Real  Minis- 
tro de  Italia  en  Lima,  con  fecha  S  de  abril  de  1900. 


Al  mismo  tiempo  que  se  recibió  en  este  despacho  el  aprecia- 
ble  oficio  de  US.,  del  24  de  marzo  próximo  pasado,  comunican- 
do el  fallecimiento  del  subdito  italiano  don  Pedro  Conti,  se  pre- 
sentó también  su  viuda,  haciendo  la  denuncia  rei^pectiva,  solici- 
tando el  juicio  de  intestado,  para  que  se  la  declare  como  única 
heredera  legal,  á  falta  de  hijos  habidos  en  su  matrimonio,  y  rt- 
olamando  de  la  clausura  que  esa  Legación  había  hecho  de  loe 
establecimientos  del  finado. 

Como  en  conformidad  con  nuestra  ley  civil,  á  falta  de  herede- 
ros legales  hasta  el  cuarto  grado,  entra  en  la  herencia  el  cónyiige 
sobreviviente,  en  este  caso  es  representante  legal  de  la  sucesión 
dicha  viuda,  mientras  puedan  presentarse  cualesquiera  otras  per- 
sonas, que  acrediten,  en  debida  forma,  tener  mayor  deiwho  k 
los  bienes,  sin  que,  por  eVmom^nto,  aea  de  oiMerTa&ciR  la  (Usp^ 
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ción  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  celebrada  entre 
el  Perú  y  el  Reino  de  Italia. 

En  esta  oportunidad,  pues,  y  de  acuerdo  con  lo  dictarainado 
por  el  señor  Agente  fiscal,  he  dispuesto,  por  auto  de  esta  fecha, 
que  ge  levanten  los  sellos  que,  de  orden  de  US.  y  de  este  despa- 
cho, se  han  cruzado  en  los  referidos  establecimientos,  y  que  se 
proceda  al  inventario  y  depósito  de  los  bienes,  hasta  que,  con- 
cluido el  juicio,  se  haga,  á  quien  corresponda,  la  adjudicación 
respectiva. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  US.,  en  contestación  á 
su  citado  oficio,  indicándole  que  he  señalado  para  la  diligencia  el 
día  6  del  presente. 

Dios  guarde  US. 

Aurelio  Pedrazcu 


Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  Real  Ministrp  de  Italia  en  Lima, 
al  juez  de  l^  instancia  de  esta  ciudad,  con  fecha  4  de 

abril  de,  1900. 


Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  á  la  nota  que  se  sirvió  dirigir- 
me, con  fecha  de  ayer,  relativa  á  la  sucesión  del  difunto  ciuda- 
dano italiano  Pedro  Con  ti. 

En  respuesta,  me  apresuro  á  hacerle  presente  que,  habiendo 
previsto  las  dificultades  que  han  sido  puestas,  no  hice  poner  los 
sellos  de  esta  Legación  en  los  establecimientos  del  finado.  Dichos 
sellos  fueron  puestos  por  el  Gobernador  del  Barranco,  y  no  por 
orden  de  esta  Real  Legación,  la  que  no  habría  tenido  derecho  de 
dar  tal  orden  á  una  autoridad  local,  sino  solamente  por  una  sim- 
ple indicación  de  ella,  apoyada  en  el  deseo  de  tutelar  los  intere- 
ses de  los  herederos  ausentes. 

Respecto  al  punto  legal,  si  sea  ó  no  el  caso  de  aplicar  en  esta 
circunstancia  el  artículo  13  de  la  convención  consular,  vigente 
entre  Italia  y  el  Perú,  por  razón  de  la  existencia  de  la  mujer  del 
difunto  sin  hijos,  mientras  es  terminantemente  notorio  á  ei^ta 
Real  Legación  que  Conti  ha  dejado  madre  y  hermanos  en  Italia, 
me  reservo  pedir  instrucciones  4  mi  Gobierno.  Me  parece,  en 
efecto,  que  la  existencia  de  la  sola  mujer  del  difunto,  cuando 
se  encuentran  en  el  país  de  origen  del    mismo,   otros  y  más  di- 
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rectos  herederes,  no  constituye  el  caso  de  presencia,  en  el  lugar 
del  fallecimiento,  del  representante  legal  de  la  sucesión,  en  el 
Bentidí5  indicado  por  el  mencionado  artículo  de  la  convención. 

Cuando  haya  recibido  instrucciones  de  mi  Gobierno,  se  verá  si 
es  ó  no  el  caso  de  entrar  en  discusión  con  el  de  la  República  pa- 
ra una  interpretación  más  exacta  de  dicho  artículo  de  la  con- 
vención. 

En  el  actual  estado  de  cosas,  no  me  queda  Vnás  que  manifes- 
tar la  confianza  de  que  US.  al  dar  las  órdenes  oportunas  para  la 
remoción  de  los  sellos,  haya  tomado  las  precauciones  necesarias 
en  guarda  dejos  intereses  de  los  herederos  ausentes  contra  las 
exageradas  pretensiones  de  la  mujer  de  Conti,  la  que  pide  ser  re- 
conocida como  heredera  universal,  y  que,  por  los  informes  que 
desde  un  principio  se  me  dieron,  parece  más  bien  dispuesta  á 
hacer  desaparecer  una  parte  del  activo  de  la  sucesión,  y  llegó 
hasta  ocultar  los  libros  de  la  casa  comercial  del  marido. 

Reciba,  señor  juez,  los  sentimientos  de  mi  muy  distinguida  con- 
sideración. 

El  Real  Ministro  de  Italia. 

G.'Pirrane. 


Real  Legación  de  Italia, 

Limay  14  de  mayo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  á  V.  E. 
con  fecha  10  del  mes  próximo  pasado,  concerniente  á  la  heren- 
cia del  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  me  apresuro  á  hacer  pre- 
sente á  V.  E.  que  habiendo  ahora  recibido  de  mi  Gobierno  las 
instrucciones  que  me  esperaba,  sobre  la  interpretación  y  aplica- 
ción que  debe  darse  á  la  clausula  contenida  en  el  artículo  13  de 
la  convención  consular  italo-peruana  vigente,  es  llegado  el  mo- 
mento de  reivindicar  los  derechos  concedidos  en  dicha  cláusula 
áesta  real  representación,  y  oponerme  á  las  pretensiones  del  se- 
ñor juez  de  1^  instancia  (en  lo  civil)  de  esta  capital,  el  cual  le 
debatió  á  aquella  la  facultad  de  proceder  á  la  liquidación  de  la 
referida  herencia,  por  el  hecho  de  hallarse  presente  en  el  lugar  la 
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esposa  sin  hijos  del  difunto.  Consta»  empero»,  de  una  manera  in* 
contestable  á  esta  Legación,  que  Pedro  Conti  tenía  en  ItaJia  ma- 
dre y  otros  parientes  más  cercanos,  que  gozan  de  mejoree  deie- 
ohos  que  la  esposa  arriba  citada. 

y.  E.  se  habrá  persuadido  de  que,  si  desde  el  principio  no  mB 
opuse  á  la  pretensión  de  dicho  señor  juez,  no  fué  porque  creí 
fundada  la  teoría  poco  correcta,  apoyada  por  el  agente  fiscal,  y 
aprobada  por  el  mismo  juez  de  que  la  viuda  de  Conti,  debía  con- 
siderarse como  representante  legal  de  la  herencia,  cosa  inadmi- 
sible cuando  otros  y  más  próximos  herederos  concurren  con 
aquella  á  la  sucesión. 

Tampoco  puede  sostenerse  que  semejante  cincunstancia  fuese 
ignorada  por  la  autoridad  judical,  desde  que  el  conocimiento  de 
lo  contrario  le  venía  de  una  fuente  tan  autorizada  como  lo  ea 
esta  Legación. 

El  único  móvil  que  me  indujo  á  dejar  en  suspenso  la  cuestión 
fué  la  circunstancia  de  hallarse  presente  en  Lima'  un  heredero;  y 
como,  en  un  caso  análogo,  la  Corte  superior  de  Lima  expidió  una 
sentencia,  denegando  el  derecho  de  la  intervención  consular  re- 
conocida en  el  artículo  13  de  la  referida  convención;  creí  de  mi 
deber  esperar  las  instrucciones  de  mi  Gobierno  para  poder  soste- 
ner, con  mayor  fundamento,  la  tesis  que  ya  había  sido  defendida, 
por  esta  Legación,  en  el  caso  de  la  herencia  Nannini. 

En  cuanto  á  este  punto,  y  por  lo  qne  se  refiere  á  la  cuestión 
de  principio,  no  tengo  más  que  referirme  á  cuanto  tengo  el  ho- 
nor de  exponer  á  V.  E.  en  otra  nota  que  sobre  este  mismo  parti- 
cular le  dirijo  con  esta  misma  fecha,  y  tengo  la  plena  seguri- 
dad de  que,  hallando  perfectamente  fundadas  las  razones 
que  aduzco  á  nombre  de  mi  gobierno,  para  reivindicar,  á  fa- 
vor de  la  autoridad  consular  italiana,  el  derecho  á  la  liquidación 
de  las  herencias  de  nuestros  nacionales,  cuando  existen  herede- 
ros ausentes;  V.  E.  se  servirá  impartir,  á  quien  corresponda,  las 
instrucciones  correspondientes,  á  fin  de  que  tal  derecho  sea,  en 
el  caso  de  la  herencia  Conti,  jeconocido,  sin  pérdida  de  tiempo,  á 
favor  de  esta  real  representación. 

En  la  hipótesis,  pues,  que  sobre  la  herencia  Conti,  se  susciten 
divergencias  jurídicas,  para  las  cuales  sea  necesaria  la  interven- 
ción de  la  autoridad  judicial  local  competente,  me  permito  indi- 
car que,  en  tal  caso,  la  única  norma  que  debe  seguirse  es  la  in- 
dicada bajo  el  número  6  del  referido  articulo  de  la  convención 
oonsular,  donde  se  dispone  que:  «si  sobreviniesen  dificultades, 
dos  funcionarios  consulares  no  tendrán  ningún  derecho  para  re- 
solverlas» y  la  cuestión  será  sometida  á  los  tribunal^»  localea 
«dLoB  funcionarios  consulares  procedes&n  entonces  como  repreaeor 
fiantes  ití  la  heranda»  aa  ámt,  %ufl^<gnsac varán  la 
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lición  de  esta,  y  el  derecho  de  liquidarla  deünitivAiiieirte,  y  ^ 
«vender  los  efectos  en  la  forma  ya  indicada;  vigilatén  loe  intan»- 
«ses  de  los  herederos,  y  tendrán  la  facultad  de  dedignar  abogados 
^encargados  de  sostener  sus  derechos  ante  los  tribunales.» 

Esperando  la  respuesta  que  V.  E.  se  sirva  darme  con  respecto 
á  mi  solicitud,  eo  favor  de  los  herederos  ausentes,  de  los  cui^ 
no  consta,  al  menos  hasta  aliora,  á  esta  Legación,  que  hayan  si- 
do tomados  en  cuenta,  aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  A 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración 

G.  Pirróme. 

A  S.  E.  el  señoQT  doctor  don  Enrique  de  la  Ríva-Agüefro,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Mini^ro  de  Relaciones  Sk- 
teriores. 


JReal  Ltgaei&n  de  JtoMa. 

N?  648.  Lima,  7  de  juHo  de  1900. 

Seflor  Minisfero: 

Con  fecha  14  de  Mayo  último,   el   Enviado   Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  en  esta  capital,  dirigió  á  V.  É. 
dos  notas:  una,  signada  con  el  número  433,  la  otra  con  el  núme- 
ro 434.     Con  la  primera,  solicitaba  el  autori/iado  apoyo  de  Y  JE. 
á  fin  de  que,  en  la  liquid«^ci6n  de  la  herencia  Conti,   en  que  en- 
tendía el  juez  de  1?  instancia  (en  lo  civil)  fuera  reservado   á  Jk- 
vor  de  esta^Legación  el   derecho  de  intervención  para  cautelar 
los  intereses  de  los  herederos   ausentes,    de  conformidad  con  lo 
que  el  artículo  13  de  la  convención  consular  italo-pemana  yi- 
genfce,  dispone  al  respecto.     Con  la  segunda  nota,   refiriéndoseí 
indirectamente,  á  la  sucesión  del  Italiano   Giovanni  Nannini, 
abierta  en  lea,  y  en  ejecución  de  instrucciones,  sobre  el  partioa- 
lar,  del  Real  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  indicaba  la  opor- 
tunidad de  que  se  estipulase  entre  los  dos  Gobiernos  una  cláusu- 
la declaratoria  del  artículo   13  en   cuestión,   que,   modificando, 
en  parte  la  forma,  hiciese  más  clara  su  redacción,  á  fin  de  evitar, 
en  lo  sucesivo,  las  dificultades  é  inconvenientes  &  que  había  da- 
do lugar  la  interpretación  que  á  dicho  artículo  creyó  deber  darle 
el  magistrado  local. 

No  habiendo  aún  merecido  respuesta  aquellas  dos  notas,  pi^ 
poníame,  en  la  primera  circunstancia  oportuna,  reclamar  la  alta 
atención  de  V.  E.  sobre  aquellos  puntos,  y  reiterarle  la  súplica 
de  participarme  la  resolución  de  su  Gobierno  al  respecto;  y,  asi- 
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mismo,  si,  como  lo  había  solicitado  esta  Legación,  el  juez  de  1* 
instancia  (en  lo  civil)  de  Lima,  había  sido  oportunamente  invi- 
tado á  proceder  en  la  sucesión  Conti,  sin  excluir  la  intervención 
consular,  y  cautelar  así  los  legítimos  intereses  de  los  herederos 
residentes  en  el  Reino. 

Intertanto,  he  recibido  una  nota  del  señor  juez,  copia  de  la 
cual  tengo 'el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.,  por  la  que  se  advierte, 
que  no  habiendo  creído  aquel  magistrado  tener  en  cuenta  las 
reservas  hechas  por  esta  Legación,  ha  puesto,  sin  más  requisitos, 
á  la  viuda  Conti,  en  posesión  de  los  bienes  dejados  por  su  difunta 
marido,  sin  adoptar,  en  favor  de  los  demás  interesados,  medida 
alguna  de  carácter  precautorio. 

Contra  tales  procedimientos,  esta  Legación  se  propone  oponer- 
se judicialmente,  por  medio  de  su  consultor  legal,  doctor  Matías 
León,  á  quien  he  dado  mis  instrucciones,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  aludido  artículo  13  §  6. 

De  todo  esto  he  informado,  para  los  fines  consiguientes,  al  juez 
de  1*  instancia  (en  lo  civil),  en  oficio  de  6  de  los  corrientes;  mas 
crQO  de  mi  deber  solicitar  nuevamente  la  intervención  de  V.  E. 
ante  su  honorable  colega  de  Justicia,  á  fin  de  que,  revocándose 
las  resoluciones  ya  adoptadas,  el  referido  juez  dé  al  artículo  en 
cuestión  una  interpretación  más  conforme  á  la  equidad  j'^  al  es- 
píritu de  la  convención  entre  el  Perú  é  Italia,  y  de  los  otros  pac- 
tos análogos  estipulados  entre  el  Gobierno  de  mi  país  y  los  de  las 
naciones  amigas. 

El  atraso  que  todo  esto  ocasiona  á  la  liquidación  de  la  heren- 
cia Conti,  y  los  perjuicios  que  eventualraente  pueden  sufrir  los 
herederos  ausentes,  bien  sea  en  esta  ocasión,  ó  bien  en  otras  aná- 
logas, me  inducen  á  insistir  nuevamente  ante  V.  E.,  para  que  se 
digne  examinar  la  propuesta  que  le  ha  sido  dirigida,  á  fin  de 
llegar  á  la  estipulación  de  la  cláusula  declaratoria  que  he  tenido 
el  honor  de  indicar;  y  lo  hago  en  la  plena  confianza  de  obtener 
una  favorable  respuesta,  en  lo  que  respecta  á  las  miras  y  deseos 
que  mi  Gobierno  ha  manifestado  sobre  el  particular,  á  su  repre- 
gentante  en  esta  República. 

Al  agradecer,  desde  ahora,  cuanto  V.  E.  se  sirva  comunicarme 
sobre  los  puntos  que  forman  el  objeto  de  la  presente  nota,  apro- 
vecho la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las  seguri- 
dades de  mi  más  alta  consideración. 

El  Encargado  de  Negocios, 

R.  Agnolu 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 
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Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  señor  juez  de  primera  'n^tancia  {en 
lo  ciml)  al  real  Ministro  de  Italia  eti  Lima,  con  fecha  ^  de  julio 
de  1 900. 


En  los  autos  seguidos  por  doña  Mercedes  Gon'¿ález  Moran,  viu 
da  de  Conti,  sobre  declaratoria  del  fallecimiento  intestado  de  su 
(sposo  don  Pedro  Conti,  US.,  con  fecha  24  de  marzo  último,  se 
dirigió  á  este  juzgado,  comunicando  el  fallecimiento  de  dicho 
Pedro  Conti,  subdito  italiano,  para  que  se  dictaran  las  providen- 
cias necesarias,  haciéndolas  conocer  á  esa  Legación;  oficio  que, 
previo  dictamen  fiscal,  fué  contestado  con  fecha  3  de  abril  último. 

Asimismo,  en  respuesta  de  su  atento  oficio  de  fecha  4  del  pro- 
pio mes  de  abril,  en  el  que  US.  manifiesta  que  los  sellos  que  se 
encontraron  en  los  establecimientos  del  finado  no  fueron  puestos 
por  orden  de  esa  Legación;  que  respecto  al  punto  legal,  sobre  si 
es  ó  no  aplicable  al  presente  caso  el  artículo  13  de  la  convención 
consular,  vigente  entre  el  reino  de  Italia  y  el  Perú,  se  reserva 
pedir  instrucciones  á  su  Gobierno;  afirmando,  además,  que  el 
citado  Conti  ha  dejado  en  Italia  madre  6  hijos;  y  concluye  US. 
solicitando  de  este  juzgado  tome  las  medidas  necesarias  en  guar- 
da de  los  derechos  de  los  herederos  ausentes;  debo  exponer  á  US. 
que,  previos  los  tramites  prescritos  por  nuestra  legislación,  he 
expedido  el  aut ),  cuyo  tenor  es  el  que  sigue: 

«Lima,  junio  30  de  1900. — Autos  y  vistos:  teniendo  en  consi- 
deración: que  por  fallecimiento  de  don  Pedro  Conti,  se  ha  ins- 
taurado el  presente  juicio,  á  solicitud  de  la  viuda  dona  Mercedes 
González  Moran,  pidiendo  la  declararía  de  intestado,  y  a  ella 
por  su  única  heredera  legal,  á  falta  de  otras  personas  con  dere- 
cho á  la  herencia;  que  habiéndose  observado  todos  los  trámites 
prescritos  por  la  ley,  nadie  se  ha  opuesto  á  la  acción  sumaria,  ni 
se  ha  alegado  derecho  alguno  á  los  bienes  testamentarios;  que 
aún  cuando  el  señor  Ministro  de  Italia,  en  el  oficio  de  fojas  once, 
ha  manifestado  que  hay  otros  herederos  ausentes,  en  los  tres  me- 
ses que  han  ya  trascurrido,  no  se  ha  presentado  ninguno  á  hacer 
uso  de  cualquier  derecho  que  pudiera  corresponderle;  que,  con- 
fornie  &  lo  dispuesto  en  el  artículo  876  del  código  civil,  á  falta 
de  ascendientes  ó  descendientes  legítimos,  la  herencia  correspon- 
de á  los  parientes  colaterales  del  intestado,  y  al  cónyuge,  como  á 
los  demás  llamados  por  la  ley;  en  su  consecuencia,  y  de  confor- 
midad con  lo  dictaminado  por  el  Agente  fiscal;  se  declara  que 
don  Pedro  Conti,  ha  fallecido  sin  haber  otorgado  ninguna  dispo- 
sición de  última  voluntad,  y  como  á  heredera  legal,  á  su  legítima 
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esposa  doña  Mercedes  González  Moran  de  Conti,  á  la  que  se  le 
suministrará  posesión  de  los  bienes  del  difunto,  conforme  al  in- 
ventario practicado,  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento 
del  sefior  Ministro,  pasándole  el  oficio  respectivo. — Pedraza. — 
Ante  mí — Juan  Samirez,» 

Lo  que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  para  su  conocimien- 
to.—  Dios  guarde  á  US. — Aurelio  Pedraza. 


MmisteriQ  ds  Relaciones  Exim^ores, 

N?  327.  Lima,  27  iejuUo  de  1900: 

Señor  Fiscal  de  la  Exorna.  Ck>rte  Suprema. 

Me  es  grato  remitir  á  US.  tres  expedientes  seguidos  por  este 
despacho,  con  relación  á  las  sucesiones  de  los  subditos  italianofi 
don  José  Augusto,  don  Juan  Nannini  y  don  Pedro  Conti,  que 
requieren,  en  mi  ocHÍcepto,  el  informe  del  ministerio  fiscal  La 
analogía  que  guardan  estos  expedientes,  me  obliga  á  someterlos 
á  la  consideración  de  US.,  en  la  forma  conjunta  en  que  lo  realizo. 

En  todos  ellos,  la  Legación  italiana,  acreditada  ante  este  Go- 
bierno, aparece  reclamando,  no  S(>1o  la  representación  do  los  he- 
rederos ausentes,  menores  ó  incapaces,  de  los  referidos  dúbditos 
italianos  aquí  fallecidos,  sino  el  derecho  pleno  y  absoluto  de  ad- 
ministrar y  liquidar  las  respectivas  sucesiones,  no  obstante  la 
existencia  de  herederos  legales  en  la  República,  y  de  haber  in- 
tervenido en  ellas  la  autoridad  loca!.  Fiindase  esa  preteneáón  en 
el  texto  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  vig  .nte  entre 
el  Perú  é  Italia,  de  11  de  junio  de  1896. 

A  su  vez,  los  funcionario^  judiciales  poruanos,  que  han  intt-rve- 
nido  en  las  sucesiones  ya  niMicionadas,  y  las  wrtes  superiores  de 
Piura  y  de  Lima,  mantienen  el  derecho  exclusivo  de  la  autori- 
dad local  para  entender  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  herencia, 
amparando  el  derecho  de  1(^3  here  leros  presentes  siempre  que 
exista  en  el  lugar  alguno  de  ellos,  como  ha  ocurrido,  efectiva- 
mente, en  los  casos  de  Augusto,  Naimini  y  Conti;  negándose,  por 
consiguiente,  el  derecho  que  pretenden  tener  los  cónsules  á  in- 
tervenir en  forma  distinta  de  la  de  simples  representantes  de  los 
heredei'os  ausentes. 

Como  resultado  de  esta  divergencia  de  pareceres,  la  Legación 
italiana  ha  propuesto  al  Gobierno»   negociar  una  aclaratoria  d 
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artículo  13  de  la  referida  convención  consular,  en  el  sentido  áe 
que  quede  perfectamente  establecido  k)  que  ella  pretende,  aunque 
sin  tomar  ya  en  cuenta  los  casos  especiales  que  motivan  este  ofi- 
cio, que  han  sido  resueltos  prácticamente,  pues  lo  que  con  ello  se 
busca  es,  fijar, para  lo  futuro,  elalcance  preciso  de  la  convención 
consular. 

Para  juzgar  si  dicha  aclaratoria  es  necesaria,  y  si  es  convenien- 
te proceder  á  negociarla,  desearía  el  Gobierno  conocer,  amplía- 
mente,  la  opinión  de  ese  ministerio  fiscal. 


Dios  guarde  á  US, 


E.  de  la  Riva-Agilero. 


Fiscalía  (U  la  OorU  ¡Suprema, 

Lima,  31  de  julio  d«  1900. 

SefSor  Ministro   de   Estado   en   el  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Con  el  estimable  oficio  de  US.,  de  27  del  pasado,  he  recibido 
tres  expedientes  seguidos  ante  es-3  despacho,  con  relación  á  las 
sucesiones  de  los  subditos  italianos  don  José  Augusto,  don  Juan 
Nannini  y  don  Pedro  Oonti,  que,  en  concepto  de  US.,  requieren 
informe  del  Ministerio  fiscal. 

Con  tal  motivo,  se  sirve  expresar  US.  que,  en  todos  ellos,  la 
Legación  italiana  aparece  no  sólo  reclamando  la  representación 
de  los  herederos  ausentes,  menores  é  incapaces  de  los  referidos 
subditos  italianos  aquí  fallecidos,  sino  el  derecho  pleno  y  absolu- 
to de  administrar  y  liquidar  las  respectivas  sucesiones,  no  obs- 
tante la  existencia  de  herederos  legales  en  la  República  y  de  ha- 
ber intervenido  en  ellas  la  autoridad  local;  fundando  osa  preten- 
sión en  el  texto  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  vigente 
entre  el  Perú  é  Italia,  de  11  de  junio  de  1896. 

Indica  US.,  que  los  funcionarios  judiciales  peruanos  que  han 
intervenido  en  las  sucesiones,  ya  mencionadas,  y  las  cortes' supe- 
riores de  Lima  y  Piura,  mantienen  el  derecho  exclusivo  de  la 
autoridad  local,  para  entender  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  he- 
e   ncia,  amparando  el  derecho  de  los  herederos  presentes,  siempre 
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que  exista  en  el  lugar  alguno  de  ellos,  como  ha  ocurrido  efeotiva- 
mente  en  los  casos  de  Augusto  Nannini  y  Conti;  negándose,  por 
consiguiente,  el  derecho  que  pretenden  tener  los  cónsules  á  inter- 
venir en  forma  distinta  de  la  de  simples  representantes  de  los 
herederos  ausentes. 

Como  resultado  de  esta  divergencia  de  pareceres,  dice  US.  que 
la  Legación  italiana  ha  propuesto  al  Gobierno  negociar  una  acla- 
ratoria del  artículo  13  de  la  referida  convención  consular,  en  el 
sentido  de  que  quede  perfectamente  establecido  lo  que  ella  pre- 
tende, aunque  sin  tomar  ya  en  cuenta  los  casos  especiales  que 
motivan  el  oficio  de  US  ,  que  han  sido  resueltos  pnícticamente; 
pues  lo  que  con  ello  se  busca,  es  fijar,  para  lo  futuro,  el  alcance 
preciso  de  la  convención  consular. 

Y,  finalmente,  se  digna  pedir  la  opinión  amplia  de  este  Minis- 
terio, para  que  el  Gobierno  pueda  juzgar  si  dicha  aclaratoria 
es  necesaria,  y  si  es  conveniente  proceier  á  negotiarla,  adjuntan- 
do para  elio  un  ejemplar  de  la  convención  consular  á  que  se  ha 
referido. 

Para  llenar  el  pedido  de  U¿.,  lo  más  satisfactoriamente  posible, 
cree  el  Fiscal  que  suscribe,  que  es  indispensable  estudiar: 

IV)  Las  disposiciones  del  código  de  enjuiciamientos  'iivil,  re- 
lativas al  modo  do  proceder  en  las  causas  de  sucesión  testamen- 
taria y  legal;  ^ 

2'.')  Las  excepciones  que,  respecto  á  las  reglas  estableciólas 
por  la  ley  peruana  de  procedimiento!!,  ha  sancionado  la  conven- 
ción consular  entre  el  Perú  é  Italia  en  el  artículo  13,  de  cuva 
inteligencia  se  trata;  y 

3'-)  Finahnonte,  si  en  las  suc3siones  de  don  José  Augusto, 
don  Juan  Xannini  y  don  Pedro  Conti,  los  jueces  locale^lian  dado 
cabal  y  exacta  interpretación  al  articulo  en  cuestión. 


Nuestro  código  de  procedimientos  dispone,  por  regla  general, 
que  cuando  muera  un  extranjero  domiciliado,  sin  dejar  parien- 
tes en  la  República,  mandará  el  juez  que  se  depositen  los  bienes, 
bajo  de  inventario  y  tasación,  en  el  Tesoro  Público; que  se  anun- 
cie en  los  porióílicos  y  que  se  haga  saber  al  agente  diplomático  ó 
consular  de  la  nación  á  que  pertenecía  el  finado,  para  que,  por  su 
conducto,  se  avise  á  sus  herederos,  á  fin  de  que  éstos  concurran 
á  usar  de  su  derecho.  (Art.  1295.) 

Si  hubiere  jiesgo  de  que  los  bienes  se  pierdan  ó  deterioren, 
podrán  rematarse  en  subasta  pública,  y  el  precio  será  depositado 
en  la  tesorería,  á  disposición  del  heredero  que  resultare.  (Art. 
1,296.) 
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El  juez  competente,  para  proceder,  como  se  deja  indicado  en 
estos  casos,  es  el  juez  del  lugar  donde  el  extranjero  texto,  salvo 
el  caso  de  que  el  extranjero  hubiera  dispuesto  que  cpnozca  de  las 
causas  de  su  testamentaría  el  juez  del  lugar  en  que  está  la  mayor 
parte  de  sus  bienes.  Este  último  será  competente,  si  el  testamen- 
to se  hizo  en  viaje  ó  de  tránsito.  (Art.  122  C.  de  Ei^C.) 

Cuando  el  extranjero  fallecido  fuese  transeúnte  y  no  tuviese 
domicilio  en  la  República,  el  juez  del  lugar  donde  falleció  será 
el  que  conozca  de  la  sucesión  intestada;  y  este  cumplirá,  en  su 
caso,  con  lo  dispuesto  en  loá  artículos  1,295  y  1,296  del  código 
de  enjuiciamientos  civil,  sobre  inventario,  tasación  y  depósito  de 
los  bienes. 


II 

Excepción  de  las  anteriores  disposiciones,  constituye  el  artícu- 
lo 13  de  la  convención  consular  entre  el  Perú  é  Italia,  firmada 
en  esta  capital  el  25  de  febrero  de  lS9o. 

Este  artículo  contiene  dos  estipulaciones  principales:  es  la  pri- 
mera que:  «En  caso  de  fallecimiento  de  un  subdito  de  una  de  las 
partes  contratantes  en  el  territorio  de  la  otra,  las  autoridades  lo- 
cales darán  aviso,  inmediatamente,  al  funcionario  consular  en 
cuyo  distrito  haya  tenido  lugar  el  fallecimiento.  Los  funcionarios 
consulares,  á  su  vez,  darán  aviso  á  las  autoridades  locales,  si 
ellos   han   sido  informados  primero.» 

Es  la  segunda:  el  derecho  que  se  acuerda  á  las  autoridades  con- 
sulares de  la  nación  á  que  pertenezca  el  difunto,  a  proceder,  su- 
cesivamente, á  las  operaciones  relativas  á  la  seguridad,  inventa- 
rio, depósito,  venta,  liquidación  y  entrega  de  los  bienes  de  la  su- 
cesión, en  el  orden  establecido  en  los  seis  incisos  del  referido  ar- 
tículo 13,  para  el  caso  de  que  el  peruano  en  Italia  ó  el  italiano 
en  el  Perú  muera — ya  sea  con  testamento  ó  ab  intestato  —sin  de- 
jar herederos  legales  en  el  país,  ó  si  estos  fueren  menores  de 
edad,  incapaces  ó  estuvieren* ausentes,  y  no  hubiere  en  el  lugar 
representante  legal  de  la  sucesión  ni  ejecutor  testamentario.      , 

Despréndese  de  aquí,  que  cuando  en  el  lugar  del  fallecimien- 
to haya  heredero  legal  de  cualquiera  de  los  grados  reconocidos 
en  las  respectivas  legislaciones,  ó  representante  suyo,  en  caso  de 
estar  ausente,  ó  ser  menor  de  edad  ó  incapaz,  las  autoridades 
consulares  no  podrán  practicar  ninguna  de  dichas  operaciones; 
y  la  autoridad  del  lugar  será  la  única  que  tenga  que  intervenir 
en  ellas,  recobrando,  por  entero,  su  vigor  la  ley  nacional,  puesta 
en  suspenso,  excepcionalmente,  por  el  articulo  13  de  la  conven- 
ción consular  contemplada;   quedando  en  vigor  solamente  la 
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obligmcióa  de  díair  ariso,  estipala^la  en  el  prínser  párrafo  del  refbfi- 
do  articula  13. 

Los  términos  en  que  están  -redíictadas  las  estípalaciones  ante- 
riormente referidas  son  tan  claros  y  terminantes,  qm  no  han  me- 
nester aclaratoria  alguna  para  su  debida  compiemióii  y  correcta 
aplicación  en  la  práctica. 

Cualquiera  modificación,  por  otra  parte,  alteraría  la  untformi- 
díad  de  los  prnicipios  del  defecho  internacional  privado  america- 
no, con  menoscabo  déla  jurisdicción  nacional,  y  por  ello  el  fiscal 
cree  que  la  aelaxwtoria  solicitada  por  la  lección  ftaliana  no  er 
necesaria,  ni  seria  conveniente. 

No  estará  demás  recordar  aquí  que  el  congreso  internacional 
"de  Montevideo  aprobó,  entre  varios  otros,  un  tratado  de  derecho 
civil  internacional,  cuyo  capítulo  XII  se  ocupa  de  sucesiones. 
Este  tratado,  que  obtuvo  la  sanción  del  Congreso  del  Perú,  con- 
tiene las  siguientes  dedaraeiones  qne  síntetísan  la  doctrina  más 
genetalmeivfee  profesada  sobre  esfta  materia  por  los  Estados  sud^ 
americanos: 

«La  ley  del  lugar  de  la  situacrón  de  los  bienes  hereditarios,  al 
tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  ri- 
ge la  forma  del  testamento. 

La  misma  ley  de  la  situación  rige: 

a) — La  capacidad  de  las  personas  para  testar^ 

b) — La  del  heredero  para  suceder, 

c)— La  validez  y  efectos  del  testamento; 

d) — Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes,  y 
del  cónyugue  supérstite; 

e) — La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

f) — La  existencia  y  monto  de  los  bienes  resei'vables; 

g) — En  suma,  todo  lo  relativo  a  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
tamentaria.» 

«  No  sería  razonable,  ni  conveniente,  dejar  á  la  autoridad  consu- 
lar de  Italia  la  aplicación  de  la  ley  nacional  a  la  sace:?ión  de  un 
italiano,  en  el  caso  en  que  éste  dejara  en  el  país  heredero  legal, 
cualquiera  que  sea  el  grado  en  que  se  halle,  aunque  S3a  italiano 
también,  tanto  más  cuanto  que  ello  no  impide  justas  reclama- 
ciones, ni  implica  desconocimiento  del  mejor  derecho  que  otros, 
nacionales  ó  italianos,  pudieran  alegar  á  la  herencia. 

Y  esto  se  obtiene  precisamente   con  el   estricto   cumplimiento 
del  artículo  3  3  de  la  convención  consular  de   25  de  febf ero  ¿h 
1893,  cuyo  sentido  es,  como  se  deja  insinuado,  perfectamente  cla- 
ro y  comprensible. 
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A  lo  dicho  se  agrega  que,  de  este  modo,  no  se  hace  más  que  res- 
petar las  oonsecuencias  que  naturalin^ate  se  deriven  de  este  otro 
principio  de  derecho  internacional  privado,  reconocido  en  el  tra- 
tado en  referencia: 

«Loe  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  se 
seguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  situados 
los  bienes  hereditarios^ 

III 

Ezaminando,  ahora,  los  expedientes  relativos  á  las  sucesiones 
de  los  subditos  italianos  don  José  Augusto,  don  Juan  Nannini  y 
don  Pedro  conti,  que  US.  se  ha  servido  pasar  á  este  despacho,  el 
Fiscal  encuentra  que  los  jueces  locales  han  dado  cabal  y  exacta 
interpretación  al  artículo  13  de  la  convención  consular  vigente . 
«ntre  el  Perú  é  Italia. 

'   Don  José  AugudOj  muerto  en  Guárnala,  dejó  en  la  ciudad  de 
Catacaos,  de  la  que  era  vecino,  tres  hijos  naturales  reconocidos, 

Sor  loi  cuales  se  apersonó  la  madre  doña  María  Cruz  Yarlequé,  pi- 
iendo  se  declarara  el  intestado  del  difunto,  y  por  sus  herederos 
legales  á  sus  menores  hijos  Gaspar,  Baltazar  y  Amalia  Augusto. 
El  juez  de  Piura,  asumió,  como  no  podía  dejar  de  hacerlo,  la  ju- 
risdicción que  le  correspondía  en  el  asunto,  por  la  sencilla  razóik 
de  que,  según  la  ley  nacional,  única  conforme  á  la  cual  debe  ad- 
judicarse la  herencia,  los  hijos  naturales  reconocidos  son  herede- 
ros forzosos  de  los  padres,  en  la  totalidad  de  los  bienes,  si  concu- 
rren solos  á  la  herencia,  y  en  un  quinto,  si  hay  también  hijos  le- 
gítimos. La  posibilidad  de  la  existencia  de  hijos  legítimos  no  po- 
día estorbar  ni  suspender  la  jurisdicción  del  juez  para  conocer 
de  la  sucesión  de  Augusto,  tanto  porque  ella  había  sido  solicita- 
da por  herederos  peruanos,  cuanto  porque  el  hecho  de  ser  éstos 
hijos  naturales  reconocidos  les  daba  derecho  incuestionable  á 
participar  de  la  herencia,  pudiendo  los  demás,  que  se  creyeran 
con  derecho  á  parte  de  ella,  hacerlo  valer  en  el  término  legal; 
esto  es,  en  el  término  concedido  para  que  se  denuncie  si  el  fina- 
do otergó  testamento  y  ante  quién,  y  comparezcan  los  interesados 
que  se  crean  con  derecho  á  sus  bienes,  á  deducirlo. 

Conforme  al  altículo  13  de  la  convención  consular,  no  era  pues 
el  caso  en  que  el  cónsul  de  Italia,  que,  por  otra  parte  no  existe 
en  Piura,  estuviera  facultado  á  proceder  á  la  liquidación  de  la 
sdcesión  referida,,  y,  por  oonsiguiente,  no  ha  habido  razón  algu- 
na para  que  la  Reieil  Legación  de  Italia  se  hubiera  quejado  d«l 
INCOcedimiento  del  juee  de  Piura,  q:ue  ha  eetado  eiiteramei^ 
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arreglado  á  la  ley  y  á  lo  estipulado  en   la  canvencióñ  consular 
acotada. 

Don  Juan  Nannini,  dejó  de  existir  en  lea,  dejando  un  herma- 
no— don  Juan  Octavio  Nannini — el  cual  se  presentó  al  juez  del 
lugar  solicitando  la  declaración  de  intestado,  la  facción  de  inven- 
tarios y  el  depósito  provisional  de  los  bienes.  El  juez  comunicó 
oficialmente  el  hecho  al  agente  consular  de  Italia;  éste,  en  respues- 
ta, manifestó  que  si  bien  nada  tenía  que  observar  relativamente  á 
la  declaración  de  intestado,  era  de  su  deber  leclamar  del  auto, 
en  cuanto  al  inventario  y  depósito  de  bienes,  pues  competía  al 
oficiante  entender  en  una  y  otra  diligencia,  conforme  á  los  artí- 
culos 14  y  15  de  la  convención  consular  vigente  entre  el  Perúé 
Italia,  en  esa  parte,  á  mérito  del  protocolo  que  se  aprobó  por  re- 
solución legislativa  de  26  de  noviembre  de  1878.  Esta  reclama- 
maoión  la  estimó  el  juez,  acertadamente,  como  excepción  de  ju- 
risdicción y  la  resolvió  declarando  expedita  la  que  competía  á 
su  juzgado. 

Desíle  luego,  se  nota,  en  este  caso,  que  el  agente  consular  pro- 
ce<]ía  bajo  el  equivocado  concepto  de  estar  vigente  una  conven- 
ción que  había  sido  abrogada  por  otra  posterior,  como  lo  es  la 
de  veinticinco  de  febrero  de  1893.  Por  lo  demás,  existiendo  en 
el  lugar  un  heredero  legal  del  ([q  cujas,  que  reclamaba  la  heren- 
•  cia,la  jurisdicción  del  juez  de  lea  estaba  expedita,  y  no  podía  de- 
jarde  ejercerse  desde  que  precisamente  así  lo  establece  el  artí- 
culo 13  de  la  convención  consular  vigente. 

Como  muy  juiciosamente  expresa  el  juez  aludido,  en  el  infor- 
me que  emitió  en  este  asunto,  el  agente  consular  habría  podido 
pedir  se  le  diera  intervención  en  los  inventarios  y  depósito  de 
los  bienes,  como  apoderado  ex  oficio  de  los  otros  herederos  ausen- 
tes, si  es  que  los  había;  pero  de  ninguna  manera  atribuirse  juris- 
dicción para  conocer  y  liquidar  la  sucesión  de  que  se  trata. 

En  este  caso,  como  en  el  de  Augusto,  el  juez  local  ha  procedi- 
do, pues,  en  todo,  conforme  al  artículo  13  de  la  convención  con- 
sular de  1893. 

Don  Pedro  Conti,  murió  en  el  Barranco  el  22  de  marzo  último 
y  al  mismo  tiempo  que  el  señor  Ministro  de  Italia  comunicaba 
al  juez  de  1^  instancia  en  lo  civil  de  esta  capital,  doctor  Aurelio 
Pedraza  dicho  fallecimiento,  se  presentó  su  viuda  haciendo  la 
denuncia  respectiva,  solicitando  el  juicio  de  intestado  para  que 
se  le  declare  como  única  heredera  lega]  a  falta  de  hijos  habidos 
en  el  matrimonio,  y  reclamando  de  la  clausum  que  la  Real  Le- 
gación italiana  había  hecho  de  los  establecimientos  de  comesti- 
bles que  el  finado  poseía  en  aquel  balneario. 
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Como,  segua  la  ley  peruana,  á  falta  de  herederos  legaks  has- 
ta el  cuarto  grado,  la  herencia  corresponde  al  cónyugue  supérs- 
tite,  mientras  puedan  presentarse  otras  personas  que  acrediten, 
en  debida  forma,  tener  mejor  derecho  á  los  bienes,  el  juez  proce- 
dió á  cruzar  sus  sellos  con  los  hechos  ponsr  por  el  gobernador 
del  Barranco,  á  petición  de  la  Real  Legación  Italiana,  y  conti- 
nuó conociendo  de  la  sucesión  conforme  á  las   leyes   nacionales. 

En  esta  ocasión,  como  en  las  dos  anteriores,  el  juez  del  lugar 
ha  procedido  con  entera  sujeción  á  lo  establecido  en  la  conven- 
ción consular,  y,  por  consiguiente,  tampoco  hay  motivo  alguno 
en  que  fundar  una  reclamación  ni  queja  razonable. 

Queda,  pues,  demostrado  que,  en  los  tres  casos  que  US.  se  ha 
'servido  someter  á  la  vista  de  este  ministerio,  los  jueces  locales 
han  procedido  correctamente  y  sin  menoscabar  en  nada  la  esfe- 
ra de  atribuciones  que  el  artículo  13  de  la  convención  consular 
referida  confiere  á  los  funcionarios  consulares  de  Italia. 

Por  lo  demás,  el  Fiscal,  condensando  aquí  su  opinión  ya  ex- 
presada, cree  que  la  aclaratoria  que  solicita  la  Real  Legación  de 
Italia,  no  es  necesaria  ni  conveniente. 


Dios  guarde  á  US. 


Joan  José  Calle. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 


Lima,  28  Marzo  de  1901. 


Señor  Ministro: 


-rr 


Refiriéndome  á  las  notas  dirigidas  íí  it-e  Ministerio,  por  esa 
Legación,  sobre  las  sucesiones  de  don  Jífeé  Augusto,  don  Juan 
Nannini  y  don  Pedro  Conti,  tengo  á  honra  expresar  á  V.  E.  que  el 
artículo  13  déla  convención  que  se  halla  en  vigencia  entre  el  Pe- 
rú é  Italia,  excluye  la  jurisdicción  consular  en  el  caso  propuesto 
por  VE.de  que  haya  herederos  residentes  en  el  país  en  que  se  abre 
la  sucesión  y  herederos  ausentes  que  pertenezcan  á  la  nación  del 
difunto.  En  tal  caso,como  en  todos  los  demás  en  que  expresamen- 
te no  se  ha  establecido  la  preferencia  de  la  jurisdicción  consular, 
corresponde  á  los  jueces  el  conocimiento  de  los  negocios  de  la  su- 
cesión,  pudiendo   comparecer  ante   las  autoridades  locales,  los 
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'  respectivos   funcionarios    consulares,  en  representación  de  sus 

^cotinacionales  ausentes  hasta  que  éstos  constituyan  apoderado. 

Espero  que  V.  E,  considerando  las  razones  que  vert)almenie  le 
he  dado  en  las  conferencias  que  hemos  tenido,  convendrá  conmi- 
go en  la  extensión  de  lo  pactado  en  el  artículo  13  de  la  conven- 
ción y  en  que  no  es  necesario  modificarlo  para  que  queden  asegu- 
rados los  intereses  de  los  ausentes. 

Renuevo  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración. 

F.  de  Oama. 

Al  Excmo.  señor  Enviado  Extraordinario   y   Ministro   Plenipo- 
tenciario de  Italia. 


GASTOS    DE  ARBITRAJE    Y  PAGO  DE  RKCLAMACIOÑES 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Limüy  Octubre  15  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Terminadas  las  labores  del  arbitraje-estipulado  en  el  acuerdo 
diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  llegado  la  oportu- 
nidad de  dar  cumplimiento  á  lo  convenido  en  el  artículo  7?  de 
dicho  acuerdo,  acerca  de  los  gastos  que  la  ejecución  del  mismo 
pacto  ocasionara. 

En  tal  virtud,  me  dirijo  á  V.E.  á  fin  de  que  se  sirva  expresar 
el  importe  de  tales  gastos,  que  debe  abonarse  preferentemente  de 
las  cantidades  reconocidas  en  favor  de  los  reclamantes,  en  la 
proporción  que  compete  fijar  V.E. 

Renuévele,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  v 
distinguida  consideración. 

Ck9Írúo  ChacaUana. 

Al  Exemo.  sefior  Ramiro  Gil  de  Uríbarri  Enviado  Extraordi- 
nario f  Ministro  Plenipotenciario  de  EspafLa. 
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LegoxÁbíi  de  España, 


Lima,  23  de  Octubre  de  1901. 
Señor  Ministro; 

En  respuesta  á  la  atenta  nota  de  15  del  actual,  solicitando 
que,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  el  artículo  7?  del  acuerdo  di- 
plomático  de  25  de  Nouiembre  de  1899,  le  manifieste  cuál  es  el 
importe  de  los  gastos  que  haya  ocasionado  el  arbitraje  italo-pe- 
ruano,  que  en  aquella  fecha  me  fué  confiado,  tengo  la  honra  de 
participar  á  V.E.  que  se  limitan  al  sueldo  de  dos  amanuenses  de 
toda  confianza,  que  son  don  Francisou  Moncayo,  español,  y  don 
Carlos  O.  del  Río,  peruano;  el  primero  durante  23  meses,  com- 
prendiendo el  actual  y  lo  que  se  tarde  en  concluir  lo  que  resta 
de  trabajos  en  el  arbitraje;  y  el  segundo  durante  ocho  meses,  á 
razón  de  noventa  soles  al  mes,  cada  uno. 

Corresponde,  por  lo  tanto,  á  don  Francisco  Moncayo,  la  suma 
de  dos  mil  setenta  soles  (S.  2070);  y  á  don  Carlos  O.  del  Río,  se- 
tecientos veinte  soles  (S.  720);  sumas  que,  si  merecen  la  aproba- 
ción de  V.E.  y  del  Excmo.  señor  Ministro  de  Italia,  á  quien  res- 
pondo en  igual  sentido  la  nota  análoga  que  me  ha  dirigido  el  17 
del  actual,  habrían  de  ser  abonadas  directamente  á  cada  uno  de 
dichos  señores  Moncayo  y  del  Río. 

En  cuanto  á  la  proporción  aplicable  á  los  reclamantes,  para  es- 
te pago,  declino  en  absoluto  el  establecerla,  considerando  que 
incumbe  fijarla  al  Excmcj.  señor  Ministro  de  Italia. 

Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.E. 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  personal  y  aprecio. 

Ramiro  Gil  de  üríbarri, 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacal  tana,   Presideiíte  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Legación  de  Italia 

N?  1373.  Lima,  7  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Habiendo  sido  ya  pronunciada  por  el  señor  Ministro  de 
España,  en  esta  capital,  la  sentencia  en  el  juicio  arbitral  que  le 
confiaran  los  Gobiernos  de  Italia  y  del  Perú,  á  efecto  de  que  so- 
luciónaselas reclamaciones  presentadas  por  ciudadanos  italianos, 
por  los  perjuicios  que  sufrieron  durante  la  guerra  civil  de  1894- 
95;  y  resultando  del  cuadro  general,  comunicado  por  el  Excmo. 
Señor  arbitro  á  esta  legación,  que  el  gobierno  de  la  república  ha 
sido  condenado  á  pagar  á  los  reclamantes,  cuyas  reclamaciones 
han  sido  admitidas,  la  suma  de  soles  83,080.01,  y  de  febles  741, 
me  permito  rogar  á  V.  E.  se  sirva  dictar  las  medidas  del  caso  á  fin 
de  que,  en  conformidad  con  lo  estipulado  en  el  protocolo  de  25 
de  noviembre  de  1899,  sea  puesta  á  disposición  de  esta  legación, 
en  los  tres  meses  que  faltan  del  año  en  curso,  la  tercera  parte  de 
la  referida  suma,  para  entregarla  á  los  interesados. 

Sírvase,  señor  Ministro,   aceptar   las  seguridades  de  mi  alta 
consideración. 

O.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  del  Perú. 


Legación  de  Italia    • 

N?  1,450  Xfma,  17  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que,  con  fecha  7  de  los  corrientes,  nú- 
mero 1,373,  tuve  el  honor  de  dirigir  á  V.  E.,  me  apresuro  á  poner 
en  su  nocimiento  que,  por  un  despacho  telegráfico  del  día  13,  he 
sido  autorizado  por  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res, para  que  declare  al  Gobierno  de  la  República  que  el  de  Su 
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Magestad  acepta  el  laudo  arbitral  pronunciado  por  el  E3cc^ len- 
tísimo señor  Slinistro  de  España,  en  el  arbitraje  que  le  fuí'  con- 
ferido por  los  dos  Gobiernos  para  la  solución  de  las  jecliuiiaciones 
italianas,  provenientes  de  la  última  guerra  civil  de  1894-1^5, 

Con  tal  motivo,  permítome  reiterar  la  súplica  vjue  dirigí  á  V.  E. 
en  la  cilada  nota,  es  decir,  de  poner  á  disposición  de  esta  lega- 
ción, dentro  de  los  tres  meses  que  restan  del  presente  año,  la 
tercera  parte  de  la  suma  allí  indicada,  á  fin  de  que  sea  remitida 
á  los  interesados. 

Con  esta  misma  fecha,  escribo  al  señor  Ministro  de  España,  pa- 
ra que  se  sirva  decirme  á  cuánto  ascienden  los  gastos  ocasionados 
por  el  arbitraje,  y,  tan  luego  como  reciba  su  respuesta,  me  apresu- 
raré á  comunicársela  á  V.  E.,  á  fin  de  que  deduzca  del  total  del 
primer  dividendo  que  se  entregue  á  esta  legación,  la  cantidad 
que  indique  el  señor  Uríbarri,  á  quien  corresponde  ésta  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  7  del  protocolo  de  25  de  noviem- 
bre de  1899. 

Sírvase,  señor  Ministro  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con 
sideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Cesáreo  Cacaltana,  Ministra  ' 
de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relacionen  Exteriores 

N?  55.  JLíma,  19  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honrado  recibir  las  notas  de  V.  E.  números  1,373 
y  1,460,  fechas  7  y  17  del  mes  en  curso. 

En  la  última  de  dichas  comunicaciones,  se  sirve  expresarme^ 
V.  E.,  refiriéndose  á  la  anterior,  que  ha  sido  autorizado  por  el 
Excelentísimo  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Italia 
para  declarar  á  mi  gobierno  que  el  de  Su  Majestad  acepta  el  lau- 
do pronunciado  por  el  Excelentísimo  señor  Ministro  de  Espaíia, 
en  el  arbitraje  estipulado  con  el  fin  de  solucionar  las  reclamacio- 
nes italianas,  provenientes  de  la  guerra  civil  de  1894-95. 
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De  acuerdo  con  dicha  declaración,  mi  gobierno  da  por  total  y 
definitivamente  concluidas  las  mencionadas  reclamaciones  italia- 
nas; y,  en  consecuencia,  la  cancillería  de  mi  cargo  ha  oficiado  al 
señor  Ministro  de  Hacienda,  para  que,  en  cumplimiento  de  lo 
estipulado  en  ol  artículo  8*  del  acuerdo  diplomático  de  25  de 
noviembre  de  1899,  se  entregue  á  esa  legación,  en  los  plazos 
convenidos,  la  suma  de  S.  83,080-01  y  febles  741,  que  es  el  total 
de  las  cantidades  que  debe  pagar  el  Perú,  en  virtud  de  los  fallos 
del  señor  Ministro  de  España. 

He  tomado  nota  de  que  V.  E.  se  ha  dirigido  al  Excelentísimo 
señor  Uríbarri  con  el  objeto  de  que  se  sirva  expresarle  la  canti- 
dad á  que  asciende  los  gastos  de  arbitraje,  para  deducirlo  del 
primer  dividendo  que  se  entregue  á  esa  legación. 

Antes  de  recibir  la  comunicación  de  V.  E.,  que  contesto,  este 
Ministerio  se  había  dirigido,  también,  al  representante  de  España 
COD  idéntico  fin. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  Chacalíaiía. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministeno  de  Relaciones  Exleríorts 

N?  57.  Limüf  6  de  noviembre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  fecha  15  de  octubre  último,  esta  cancillería  dirigió  una 
nota  al  señor  Ministro  de  España  para  que,  según  lo  estipulado 
€n  el  artículo  7?  del  acuerdo  diplomático  de  2^  de  noviembre  de 
1899,  se  sirviera  manifestar  el  importe  de  los  gastos  ocasionados 
por  el  arbitraje  italo-peruano  que  debe  deducirse  de  las  cantida- 
des juzgadas  en  favor  do  los  reclamantes. 

El  referido  Agente  Diplomático  me  expuso,  en  nota  fecha  23 
del  mismo  mes,  que  dichos  gastos  se  limitan  al  sueldo  de  dos 
amanuenses,  don  Francisco  Moncayo,  español,  y  don  Carlos  O. 
del  Río,  peruano,  cuyo  total  asciende  á  2,790  soles. 
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En  tal  virtud,  se  expidió  la  suprema  resolución  que,  adjunta, 
remito  en  copia  á  V.  E ,  por  la  cual  se  ha  dispuesto  el  giro  de  uq 
libramiento  destinado  al  pago  de  los  honorarios  de  los  señores 
Moncaj'o  y  del  Río,  cuyo  valor  habrá  que  deducir  del  primer 
dividendo  que  tiene  que  abonar  mi  gobierno  en  razón  del  íaWo 
arbitral. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin^ 
guida  consideración. 

Cedáreo  ChacaÜana. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra* 
ordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Legación  de  Italia 

N?  1574.  Limay  16  de  noviembre  cíe  190 L 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se 
fiirvió  dirigirme  con  fecha  6  de  los  corrientes,  número  57,  con  la 
cual  rae  remitió  copia  de  una  resolución  suprema  de  31  de  octu- 
bre último,  respecto  al  pago  de  la  suma  de  S.  2,790,  adeudada  á 
los  señores  Francisco  Moncayo  y  Carlos  O.  del  Río,  según  indica- 
ciones del  Excelentísimo  señor  Arbitro  de  las  reclamaciones  italia- 
nas, á  título  de  gastes  ocasionados  por  el  arbitraje. 

He  tomado  nota  de  dicha  resolución  suprema  que  corresponde 
con  el  cambio  de  ideas  habido  entre  el  II.  señor  don  Hernán  Ve- 
larde  y^'o,  en  una  visita  con  que  rae  honró  dicho  señor  en  esta  lega- 
ción para  hablar,  á  nombre  de  V.  E.,  sobre  el  particular.  Qiudo, 
pues,  enterado  de  que  la  referida  suma  será  deducida  del  primer 
dividendo  que  se  entregue  á  esta  legación. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta   consideración, 

O.   Pirrone. 

Al  Excelen  físimo  señor  dcctor  don  CcFáiec  Chacallana,  Mini&tro 
de  Reía  cienes  Exteriores  del  Perú. 
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líinisterio  de  Relaciones  Exteriores 


N?  2.  Limay  15  de  enero  de  1902. 

Sefior  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  rimitir  á  V.  E.,  con  la  presente  nota,  ua 
cheque  número  585,450  que  ha  girado  el  tesoro  público  contrae! 
Banco  del  Perú  y  Londres,  por  la  suraade  veinticuatro  mil  nove- 
cientos tres  soles,  'treinta  y  tros  centavos  (S.  24,903-33),  importe 
del  saldo  del  primero  de  los  tres  dividendos  anuales  consecutivos 
que  mi  gobierno  debe  abonará  esa  real  legación,  en  cumplimien- 
to del  fallo  arbitral  del  señor  Ministro  de  España,  relativo  á  las 
reclamaciones  italianas  por  daños  ocasionados  en  la  guerra  civil 
de  1891-95,  previa  deducción  de  las  suma  de  2,790  soles,  abo- 
nada por  honorarios  á  los  señores  Moucayo  y  del  Río. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  ChacaltancL 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Guiseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Lfr/acióa  de  Italia 

N9  06.  Lima,  enero  21  de  1902. 

Señor  Ministro:  • 

La  nota  fecha  15  do  enero  en  ctirso,  número  2,  cubría  un  che- 
que número  585,450,  girado  por  el  tesoro  de  la  República  á  car- 
go del  Banco  del  Peiú  y  Londres,  por  la  suma  do  S.  24,903-33, 
saldo  del  primero  de  los  tres  dividendos  anuales  que  el  gobierno 
del  Perú  debe  eutrosjar  a  esta  legación,  en  ejecución  del  laudo 
arbitral  del  señor  Ministro  de  España,  referente  á  las  reclama- 
ciones italianas  por  daños  y  perjuicios,  provenientes  de  la  guerra 
civil  de  18í)4-95,  previa  deducción  de  la  suma  de  Hi.  2,790, 
pagada  por  honorarios  á   los  señores  Moncayo  y  del  Río. 
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Doy  á  V.  E.  las  gracias  por  el  indicado  pago,  del  cual  di  ayer, 
^n  el  acto,  aviso  telegráfico  á  mi  gobierno. 

Al  avisar  el  recibo  de  la  citada  suma,  debo  hacer  presente 
que  en  el  conjunto  de  los  tres  dividendos  aludidos,  que  forman 
un  total  de  S.  83,088-01,  no  ha  sido  considerada  la  suma  de  741 
soles  febles  que  el  arbitro  reconoció  á  favor  del  señor  Faustino 
Piaggio  (reclamación  número  51)  fuera  de  la  expresada  totali- 
dad. 

Abrigo  la  esperanza  de  que  se  tendrá  presente  aquella  partida 
al  verificarse  la  entrega  de  los  dos   dividendos  restantes. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

G.   Pirrone. 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Miiiistro 
de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Lima,  23  de  enero  de  1 002. 


Señor  Ministro: 


Por  la  atenta'nola  de  V.  E.,  N?  96,  do  fecha  do  anteayer,  me 
he  impuesto, con  agrado,  deque  tan  luego  como  recibió  el  impor- 
te del  primer  dividendo  de  las  reclamaciones  italianas,  que  en 
un  cheque  por  S.  24,903-33  tuve  la  honra  de  remitirle  con  mi 
comunicación  de  fecha  15,  se  sirvió  dar  aviso  telegráfico  á  su  go- 
bierno de  dicho  pago. 

En  cuanto  á  lo  que  me  expresa  V.  E.,  en  la  misma  nota,  sobre 
la  circunstaeia  de  no  haber  considerado  en  el  referido  dividendo 
la  tercera  parte  de  la  suma  de  741  pesos  febles  que  el  arbitro  reco- 
noció á  favor  de  don  Faustino  ü.  Piaggio,  me  es  grato  subsanar 
esa  omisión  involuntaria,  remitiéndole,  con  la  presente,  un  cheque, 
á  su  orden,  número  470,259,  que  ha  girado  la  contaduría  de  este 
Ministerio  contra  el  Banco  Internacional  del  Peiú,  por  la  canti- 
dad de  ciento  noventa  y  siete  soles  sesenta  centavos  (S.  197-60), 
equivalente  á  los  247  pesos,  ó  sea  el  tercio  del  valor  de  la  recla- 
mación Piaggio. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

Cesáreo  ChacaÜana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviada 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia, 


Legación  de  España  en  Lima. 

Lima,  17  de  abril  de  1902. 
Señor  Ministro: 

Confirmando  cuanto  oportunamente  manifesté  áV.  E,,  tengo  la 
honra  de  hacer  C9nst^r,  por  la  presente  nota,  qne,  al  copiarse  el 
cuadro  general  de  arbitraje  italo-peruano,  se  incurrió  en  un  error 
de  pluma  respecto  de  la  suma  que  debe  abonarse  á  los  señores 
Ghersi,  Garibaldi  y  otros  (reclamación  N.  39)  á  quienes,  según 
verá  V.  E.  por  el  laudo  arbitral  expedido,  que  obra  en  su  poder, 
corresponden  soles  novecientos  diez,  S.  910,  en  lugar  de  ochocien- 
tos diez  soles,  S.  810,  que  se  consignaron  en  dicho  cuadro  gene- 
ral, 6  sea  una  diferiencia  de  cien  soles  m&s  á  favor  de  lo3  expresa- 
dos señores  Ghersi,  Garibaldi  y  otros,  los  que  menciono  para  los 
efectos  oportunos. 

Al  rogar  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  hacer  la  rectificación  con- 
siguiente al  Excrao.  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  aprovecho  gustoso  la 
oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.,  señor  Ministro,  las  seguridades 
de  mi  alta  consideración  y  personal  aprecio. 

* 

Ramiro  Gil  de  üribarrL 

Al  Excmo.  señor  doctor  don   Cesáreo  Chacaltana,  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  37.  Lima,  28  de  abril  de  1902. 

Señor  Minibtro: 

Defiriendo  á  la  indicación  contenida  en  la  nota  de  V.  E.,  fecha 
17  del  mes  en  curso,  acerca  del  error  de  pluma  que  se  cometió  al 
copiar  el  cuadro  general  del  arbitraje  italo-peruano,  se  ha  remi- 
tido en  copia  dicha  nota  al  señor  Ministro  de  Italia,  para  que  to- 
me razóa  de  la  suma  que  debe  abonarse  á  los  señores  Ghersi, 
Garibaldi  y  otros  (reclamación  N?  39). 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo  ChaeaUana. 

Al  Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,   Enviado   Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  Italia, 

4 

N?  659.  Lima,  IZ  de  mayo  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisnr  á  V.  E,  el  recibo  de  la  nota  que  se  sir- 
vió dirigirme,  con  fecha  28  de  abril  pasado,  W  36,  tnisinitiéndo- 
me  copia  de  un  oficio  del  suñor  Ministro  de  España,  referente  á 
un  error  de  pluma  cometi.Jo  en  la  copia  del  cuadro  general  del 
arbitriije  italo-peruano,  ros[)ecto  de  la  suma  que  corresponde  á 
cada  uno  de  los  señores  Ghersi,  Garibaldi  y  otros  freclamación 
Nt  39).  ^ 

•Confío  en  que,  en  el  segundo  dividendo  que  entregue  el  Go- 
bierno peruano,  se  subsánala  aquel  error,  tanto  por  lo  que  res- 
pecta á  dicho  dividendo,  cuanto  por  la  diferencia  de  menos  que 
sufrió  el  primero. 

112 
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Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  la  citada  comunicación,  aprove- 
cho de  la  oportunidad,  para  reiterarle  señor  Ministro,  las  seguri- 
dades de  mi  alta  y  distinguida  consideración, 

G.  Pirrone, 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Minbtro  de 
Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


SUCESIONES  HEREDITARIAS 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  60.  Limaj  23  de  noviembre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

He  quedado  impuesto  de  la  apreciable  comunicación  de  V.  E. 
fechada  el  18  de  marzo  último,  así  como  de  las  de  10  de  abril, 
14  de  mayo  y  7  de  julio  del  año  próximo  pasado,  relativas 
todas  á  la  sucesión  hereditaria  del  italiano  Pedro  Conti. 

Después  de  hacer  V.  E.  una  relación  de  lo  acaeci<lo  en  el  orden 
judicial  con  respecto  á  dicha  herencia,  concluye  afirmando  que 
los  herederos  del  mencionado  Conti,  residentes  en  el  reino  de 
Italia,  han  sido  TÍctiraas  de  una  grave  denegación  de  justicia. 

Confía  V.  E.  en  que  mi  gobierno  ]  provocará,  de  parte  de  las  au- 
toridades comi)etentes  de  la  República,  las  medidas  oportunas 
para  el  resarcimiento  debido  á  los  |)reindicado3  herederos. 

Como  se  trata  de  un  asunto  ventilado  ante  el  poder  judicial, 
el  cual,  según  nuestro  mecanismo  constitucional,  funciona  con 
independencia  del  poder  ejecutivo,  he  solicitado  el  informe  res- 
pectivo, á  fin  de  poder  formarme  juicio  propio  con  completo 
conocimiento  de  causa,  sobre  si  realnionte  se  ha  incurrido  en  las 
graves  ilegalidades  á  que  V.  E.  se  reliere. 

Sin  perjuicio  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.  el  mencionado 
informe,  tan  luego  como  sea  expedido,  me  anticipo  á  formular 
las  observaciones  que  me  ha  sugerido  la  lectura  de  la  atenta  no- 
ta de  V.  E.,  las  cuales  me  inducen  a  creer  que  no  se  trata  de  un 
caso  de  denegación  de  justicia. 
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V.  E.  hace  constar  que^  á  mérito  de  las  informaciones  de  esa  le- 
gación respecto  á  la  existencia  de  otros  herederos  en  Italia,  ade- 
más de  la  viuda  de  Conti,  se  ordenó  la  publicación  de  un  aviso 
en  el  Diario  Judicial  por  sólo  30  días.  Pero  V.  E.  debe  tener  en 
cuenta  que  tal  procedimiento  estuvo  estrictamente  ajustado  á  la 
última  parte  del  artículo  1286  del  código  de  enjuiciamiento  civil. 

Aun  en  el  caso  de  que  tal  tiempo  hnbiese  sido  insuficiente  pa- 
ra acreditar  legalmente  la  existencia  de  herederos  en  Italia,  en  el 
hecho  dicha  comprobación  pudo  hacerse,  y  no  se  hizo,  en  los  133 
días  de  duración  que  tuvo  el  juicio  respectivo. 

El  jaez,  después  de  ese  plazo  y  conforme  á  la  ley,  declaró  la 
herencia,  como  era  natural,  en  favor  de  los  únicos  que  habían 
comprobado  su  derecho  á  ella. 

Considera  también  V.  E.  que  el  juez  de  la  causa  ha  contraveni- 
do á  lo  dispuesto  en  el  artículo  160  del  código  civil,  el  cual  con- 
cede el  término  de  uu  ano  para  la  aceptación  de  la  herencia  á  los 
herederos  que  se  encuentran  fuera  de  la  República. 

V.  H  me  jermitirá  hacer  aquí  una  distinción  necesaria  é  inevita- 
ble. La  declaración  de  heredero  hecha  en  favor  de  una  persona  y  la 
facultad  de  aceptar  ó  no  la  herencia,  son  dos  cosas  enteramente 
diversas.  La  segunda  presupone  la  primera.  Nadie  puede  acep- 
i^r  una  herencia,  rji  reclamar  el  plazo  de  un  año  para  deliberar  so- 
bre dicha  aceptacióil,  mientras  no  haya  adquirido  el  derecho  á 
ella. 

Esto  pasa  con  los  parierítes  de  Conti,  residentes  en  Italia.  Si 
en  el  juicio  respectivo  se  hubiese  decir rado  la  herencia  á  favor 
de  ellos,  tendrían  derecho  al  plazo  de  tin  iSio  paru  aceptarla  6 
no;  pero  como  no  ha  exisitido  tal  dcclin:  ción,  como  no  se  les  ha 
reconocido  la  calidad  de  htíredcros,  no  i  el  caso,  para  ellos,  de 
deliberar  sobre  la  uceptación  ó  no  av'epv-ción  de  la  herencia. 

Hace  presente  V.  E.  que  las  decisión.^  Je  los  jueces  en  los  jui- 
cios de  intentado,  como  en  otros  sumarios,  no  tienen  el  carácter  de 
co^a  ju3:<;ada  y  juicíUn  ser  refutadas  enjuicio  ordinario.  Conclu- 
ye de  allí  que  la  ant«u"i(lad  judicial  debió  tramitar  por  la  vía  or- 
dinaria la  oposición  de  V.  E.  al  cun^plimiento  del  fallo  expedido. 

Por  !a  relación  (\ne  hace  V.  E,  de  io  acaecido  en  en  este  asunto, 
veo  <(ue,  aún  en  el  .«¿iipuecto  de  habí  r  poJído  revivir  el  debate  ea 
juicio  ordinario,  la  instancia  no  fuo  (]<  bidamente  promovida;  y 
como  este  género  do  cuestiones  no  ^a  promueven  ni  se  tramitan 
de  oficio  por  los  jueces,  nu  estuviernii  é^tos  obligados  á  seguir  di- 
cho juicio. 

Debo  agregar  una  última  consideración.  De  la  nota  de 
V.  E.  parece  deducirse  que,  en  el  curso  del  juicio  de  intestado,  no 
se  ha  apelado  ante  el  tiibunal  superior  de  las  resoluciones  ex- 
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pedidas  por  el  juez  de  primera  instancia,  no  obstante  estar  pre- 
visto y  autorizado  este  recurso  por  nuestras  leyes,  á  fin  de  que  se 
pueda  obtener  la  enmienda  de  los  procedimientos  ilegales  de  los 
jueces. 

No  puede  decirse  que  hay  denegación  de  justicia  cuando,  en 
la  esfera  de  los  procedimientos  establecidos  por  la  ley,  se  ha  omi- 
tido el  empleo  de  los  recursos  franqueados  por  ésta.  Tal  omisión 
implica  por  sí  misma'  la  conformidad  de  las  partes  interesadas 
con  las  resoluciones  judiciales. 

El  que  pudiendo  apelar  no  apela,  el  que  pudiendo  interponer 
recurso  de  nulidad  no  lo  interpone,  no  puede  alegar  fundadamen- 
te qué  es  víctima  de  la  deneoraoión  de  justicia:  este  es  el  caso  de 
los  parientes  de  Conti,  residentes  en  Italia,  en  nombre  de  los  cua- 
les no  se  hizo  uso  oportunamente  de  los  medios  legales  antes  indi- 
cados. 

Espero,  señor  Ministro,  que  estas  ligeras  consideraciones,  que, 
no  dudo,  serán  debidamente  ampliadas  por  las  autoridades  judi- 
ciales que  han  intervenido  en  esto  juicio,  llevarán  al  ánimo  des- 
prevenido y  sincero  de  V.  E.  el  convencimiento  de  que  no  ha 
habido  denegación  de  justicia;  y  do  que  no  puede  traer  esto  res- 
ponsabilidad alguna  para  mi  gobierno. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  distinguida  conside- 
ración. 

Cesáreo  ChacaUaiw. 

Al  ExcelrntÍFimo  sef'  r  C(  mcdndor  Giu?ep[^e  Pirrone,  Enviado 
Extir.ordinario  j  MinÍ5^tro  Plenipotenciario  de  Italia. 


legación  áe  Italia 

N?  1,024  Lima,  -26  áe  Julio  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Para  el  capo  en  que  V.  E.  no  epté  aún  en  autos,  tengo  hoy  el 
honor  do  trasmitirle  la  adjunta  cííj>ia  de  \i\  sentencia  incidental 
pioi  unciada  perla  cxcelentÍFin  a  ce  ríe  supnma  de  la  República, 
en  el  juicio  que,  civil  y  ci  ii  i  i.  n.intc,  ie  ventila  ante  la  rutori- 
dcd  judicial  ccn-jetcnte  de  Piuia,  cciitia    el  alegado  Funtriaro 
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y  partícipes,  acusados  de  falsificación  de  testamento  en  perjuicio 
de  los  herederos  de  don  Antonio  Podostá. 

No  me  correspode  á  mí,  dar  ningún  parecer  respecto  de  la  sen- 
tencia que  no  lia  sido  de  ningún  modo  motivada,  no  obstante  no 
haber  sido  acogida  por  el  alto  tribunal  la  opinión  en  contrario 
del  ilustrísimo  fiscal  de  la  nación.  Interíando,  me  permito  ob- 
servar, que  tal  sentencia  podrá  ocasionar  resultados  perniciosos 
para  el  éxito  del  juicio,  como  se  deduce  de  las  mismas  considera- 
ciones en  que  han  apoyado  su  oj)in¡ón  los  dos  honorables  voca- 
les del  mismo  alto  tribunal,  que  han  dado  voto  contrario. 

Por  consiguiento,  no  me  queda  otro  recurso  que  formular  las 
reservas  correspon«Jientes,  en  pro  de  los  intereses  de  los  herederos 
nombrados  en  el  testamento  secreto  del  señor  Podestá,  en  el  mes 
de  noviembre  do  1895. 

Referíase  á  este  asunto  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  á 
V.  E.  con  fecha  21  de  enero  del  año  en  curso,  número  83. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
deración. 

O.  Pirrone 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Mi- 
nistro de  Kelaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Reladones  Exteriores 

N^  61.  Lima^  23  de  noviembre  de  1901, 

Señor  Minktro: 

Tengo  el  honor  de  dar  respuesta  á  la  atenta  nota  de  V.  E.  de  26 
de  julio,  relativa  al  juicio'ícguido  en  Piura  sobre  falsificación  de 
un  testamento  que,  se  dijo,  había  sido  otorgado  por  el  subdito 
italiano  Antonio  Podestá. 

Aun  cuando  V.  E.  se  abstiene  de  emitir  parecer  sobre  el  fallo 
de  la  corte  suprema,  que  en  copia  se  sirve  adjuntarme,  considera 
que  dicho  fallo  puede  ocasionar  resultados  perniciosos  para  el 
éxito  del  juicio. 

Me  considero  obligado,  con  este  motivo,  á  precisar  el  alcanae 
de  algunas  observaciones  formuladas  inciden  talmente  por  V.  E. 
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Una  de  ellas  ee  refiere  al  hecho  de  no  estar  motivado  el  fallo. 
Pero  en  realidad  sí  lo  está.  Como  la  corte  suprema  declara  no 
haber  nulidad  en  el  auto  pronunciado  por  la  corte  superior,  en 
virtud  del  cual  declaró  nulo  é  insubsistente  otro  de  primera  ins- 
tancia, han  quedado  en  pié,  con  toda  evidencia,  los  fundamentos 
aducidos  por  la  corte  superior.  Este  fundamento  constituye  la 
parte  motivada  del  auto  de  la  suprema. 

Llama  también  la  atención  do  V.  E.  el  voto  discordante  de  dos 
de  los  señores  vocales  y  la  opinión  del  fiscal  contraria  al  fallo 
expedido. 

Estos  son  hechos  previstos  y  reglamentados  por  nuestras  leyes, 
las  cuales  determinan  el  número  necesario  de  votos  para  la  vali- 
dez de  un  auto  ó  sentencia.  El  fallo  á  que  V.  E.  se  refiere,  se 
pronunció  de  conformidad  con  dichas  leyes. 

Las  opiniones  discordantes  en  este  caso,  no  son  sino  la  ma- 
nifestación de  la  entera  libertad  con  que  so  discuten  y  votan  los 
asuntes  en  nuestros  tribunales;  pero  de  ningún  modo  vician  el 
carácter  de  los  fallos,  ni  enervan  la  ejecutoria  que  producen. 

Abrigo  la  esperanza  de  que  los  procedimientos  judiciales  ulte- 
riores, en  este  asunto,  producirán  el  completo  esclarecimiento  de 
los  hechos  qye  los  han  motivado,  así  como  la  respectiva  sanción. 

Sírvase  aceptar,  sefíor  Ministro,  las  protestas  de  mi  distiguida 
consideración. 

Cesáreo  ChacaUarM. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviada 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N?  52.  LiTTia,  30  de  setiembre  de  1901. 

Sefíor  Ministro: 

Tengo  el  agnulo  '  -  -va^itir  •'  '\  E  cobiu  .  •  "  í  del  oficio 
que  rae  h.\  dirie  c  cr*-  e'*ir-. '  1  •  e  "os  de  1'  oiiieules  f]  señor 
Ministro  de  Justicia,  por  cuyos  términos  vendrá  V.  E.  en  conoci- 
mieuto  de  que  se  ha  trascrito  á  la  corte  superior  de  este  distrito 
judicial,  el  que  le  fue  dirigido  por  mi  antecesor  en  este  despacho. 
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para  que  el  juez  doctor  Pedraza  se  inhiba  de  concer  en  el  juicio 
de  intestado  que  ante  él  sigue  persona  excluida  de  la  sucesión 
Musso. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  Chiioaltana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Qiuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministrio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  4.  Lima,  24  de  enero  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Con  referencia  á  las  notas  cambiadas  entre  este  Ministerio  y 
esa  legación,  acerca  de  la  herencia  del  subdito  italiano  Augus* 
tín  Musso,  tengo  el  agrado  de  remitir  á  V.  E.  copias  auténticas  de 
los  dictámenes  expedidos  sobre  el  estado  de  dicha  sucesión  y 
procedimientos  judiciales  relativos  á  ellas,  por  los  señores  fiscales 
de  la  ilustrísima  corte  superior  de  justicia. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  Chaealtana, 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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Ilustrlsima  Corle  Superior  de  Justicia  de  Lima 

lAma.  \Z  de  enero  de  1902. 

Ssñor  Ministro  de  Estado  en  el  Despaclio  de  Justicia,  etc. 

S.  M.: 

En  repuesta  al  oficio  do  US ,  de  fecha  21  de  setiembre  último, 
trascriptorio  de  otro  del  s»'ñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
relativo  á  la  reclaraacióji.  hecha  por  el  Excelentísimo  señor  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  para  ({iie  el  juez  de  primera  instancia  de  esta 
capital,  doctor  don  Aurelio  Pedraza,  se  inhiba  de  seguir  cono- 
ciendo en  el  juicio  de  intestado  de  don  Agustín  Musso;  e^ta  corte 
superior,  haciendo  suyo  el  dictamen  emitido  por  los  señores  fisca- 
les, ha  acordado,  con  fecha  11  de  los  corrientes,  trascribirlo  en 
contestacióti  á  US.,  siendo  su  tenor  el  siguiente: 

•fllustrísimo  señor:  Por  el  ministerio  del  ramo,  se  ha  trascrito 
«al  superior  tribunal,  el  despacho  en  que  el  de  relaciones  exterio- 
«res  pide  á  aquél,  á  solicitud  de  la  legación  de  Italia,  que  dis- 
«ponga  que  se  oficie  al  juez  de  esta  capital  doctor  Pedraza,  para 
«que  se  inhiba  en  el  conocimiento  del  juicio  de  intestado  del  sub- 
«dito  italiano  don  Agustín  Musso,  estimando  aplicable  al  caso  la 
«jurisdicción  consular,  conforme  á  la  convención  vigente  entre  el 
«Perú  y  el  citado  reino.  Según  el  precedente  informe  del  juea 
«aludido,  la  causa  se  promovió  para  la  comprobación  del  testa- 
«mcnto  privado  de  Musso,  concluyendo  por  abrirse  el  juicio  do 
«intestado  á  petición  de  la  viuda  de  éste,  doña  Ángela  EJstrada, 
«por  resultar  presentada  extemporáneamente  la  memoria  testt- 
«mentaria. 

«Promovida  una  instancia,  no  puede  inhibirse  por  falta  de  ju- 
«risdicción  el  juez  que  conoce  de  ella,  sino  por  resolución  judicial 
«declarativa  de  su  incompetencia,  pronunciada,  sea  decidiendo  el 
«artículo  declinatorio  que  se  interpusiese  ante  él  mismo,  6  bien 
jídirimiendo  la  contienda  que  le  hubiese  entablado  otro  funciona- 
«rio,  que  pretenda  entender  en  la  causa  con  mejor  título, 

«Basada  la  organización  del  poder  público  sobre  el  principio 
«constitucional  de  la  independencia  entre  las  ramas  que  lo  repre- 
«sentan,  no  puede  inmiscuirse  el  ejecutivo  en  el  procedimiento 
«judicial,  sin  extralimitarse  de  la  esfera  de  acción  que  le  esté 
«marcada,  é  invadir  la  que  es  privativa  de  los  juzgados  y  tribu- 
«nales,    investidos  exclusivamente  de  la  misión  de  administrar 
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«justicia.  De  ahí  que  la  cuestión  de  coo^peteucia  jurisdiccional 
«propuesta  por  la  legación  italiana,  no  puede  ventilarse  en  la  vía 
«diplomática,  á  que  es  del  todo  extraña,  sino  en  la  judicial,  con 
«arreglo  á  las  formas,  y  trámites  establecidos  por  el  derecho  pro- 
«cesal 

«Si  los  acuerdos  de  cancillería  ó  los  decretos  gubernamentales 
•tuvieran  fuerza  bastante  para  cortar,  por  su  sola  virtud,  los  pro- 
«cesos  judiciales  incoados  á  instancia  de  parte,  Fe  tornaría  la  ad- 
«ministración  de  justicia  en  una  dependencia  del  ejecutivo,  al 
«cual  estarían  directamente  sometidos  los  funcionarlos  que  la  de- 
«sempeñan.  Como  ese  estado  de  supeditación  ó  absorción  de 
«poderes,  destinado  á  girar  armónica,  pero  independientemente 
«dentro  de  la  órbita  de  sus  peculiares  atribuciones,  rompo  por 
«completo  con  el  equilibrio  del  régimen  constitucional,  resulta 
«por  todo  respecto  inadmisible  el  principio  de  donde  deriva  tan 
«funesta  consecuencia. 

aCiertamente  que,  según  la  antedicha  convención,  incumbe  á 
«los  funcionarios  consulares  de  Italia  proveer  á  la  seguridad,  ad- 
«ministración  y  liquidación  de  la  herencia  de  los  subditos  de  ese 
«reino  que  fallezcan  en  el  Perú,  concuiriendo  las  circunstancias 
«enumeradas  en  la  cláusula  XIV;  pero  precisamente  porque  el 
«procedimiento  estipulado  es  de  carácter  excepcional,  una  vez 
«abierto  el  juicio  de  intestado,  conforme  á  las  reglas  generales  del 
■enjuiciamiento,  como  ocurre  en  el  caso  de  que  se  trata,  ha  de- 
«bido  el  cónsul  italiano  apersonarse  en  esa  misma  causa  á  reivin- 
«dicar  su  autoridad  y  declinando  la  jurisdicción  del  juez  ordina- 
«rio,  que  no  habría  [>odido  menos  de  inhibirse,  acreditándose  la 
«circunstancia  á  que  está  condicionado  el  procedimiento  consu- 
«lar.  Así  se  ha  hecho  siempre  en  casos  analoij^o.^,  siendo  uno 
«de  los  más  recientes  el  relativo  al  intestado  de  don  Juan  Níinni- 
«ni,  en  el  cual  conip¡ireció  el  agente  consular  de  Italia  en  lea,  á 
«sostener  en  juicio  su  intervención  en  ul  arreglo  de  la  lierencia. 

«Lo  espuesio  manifiebta  que  la  forma  en  que  se  trata  do  inhi- 
•bir  al  juez  del  intestado,  á  mérito  de  gestiones  diplomáticas,  es 
«incompatible  ,con  la  independencia  del  poder  judicial,  aparte 
«de  no  estar  ajustado  á  los  trámites  de  la  ley,  que  rige  el  procedi- 
«miento.  No  debe,  por  consiguiente,  useñoría  ilusfrísima,  dar 
«curso  al  oficio  inhibitorio,  pues  cumple  más  bien  al  superior 
«tribunal  mantener  los  fueros  del  juzgado,  que  son  los  suyos  pro- 
«pios,  acordando  (pie  se  conteste  en  los  términos  de  este  dictamen, 
«si  fuese  de  su  aprobación». 


Dios  guarde  á  US. 


Nicanor  León. 

113 
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Ministerio  de  Justicia. 

.  Lima,  enera  14  de  1902. 

Pásese  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Ahamora 


CANJE  DK  PARTIDAS  DEL  ESTADO  CIVIL. 

LimUy  17  de  febrero  de  1898. 

Visto  el  oficio  que  precede  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte* 
riores,  trascribientlo  la  nota  del  Ministro  Residente  de  Italia,  rela- 
tiva a  la  práctica  ejecución  del  Convenio  Internacional  de  4  de 
Diciembre  de  1889,  sobre  canje  de  las  partidas  del  estado  ci- 
vil de  peruanos  ó  italianos;  y 

Teniendo  en  consideración: 

Que  es  conveniente  dictar  medidas  eficaces  para  el  más  exacto 
cumplimiento   de   las  disposiciones   contenidas  en    el  convenio 
referido,  de  interés  para  la  regularidad  del  estado  civil  de  peraa- 
'   nos  'e  italianos; 

Se  resuelve! 

1?  Prevenir  á  las  Municipalidades,  que  en  los  Registros  Muni- 
cipales de  matrimonios  y  defunciones  de  italianos,  cuiden  de  que 
se  exprese,  con  la  mayor  exactitud  posible,  el  lugar  de  nacimiento 
de  las  personas  á  quienes  se  refieran  y  no  simplemente  su  nacio- 
nalidad; y 

2?  Recomendar  á  los  Concejos  Provinciales  que  después  de 
asentar  partidas  de  matrimonio  en  que  uno  ó  ambos  contrayen- 
tes sean  italianos,  remitan  copia  de  ellas  al  Consulado  ó  Legación 
de  ese  Reino. 

Regístrese,  comuniqúese  y  publíquese.  (1) 

Rúbrica  de  E.  E. 

Lavalle. 


(!)  Véase  las  páginas  352  y  888. 
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DERECHOS  A  LOS  VINOS  ESPUMANTES. 

1900. 

Beal  Legación  de  Italia, 

N9  1250.  Lima,  31  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

■ 

Habiendo  leído  el  arancel  de  aforos  del  Perú,  publicado  el  24 
de  los  corrientes,  el  cual,  en  virtud  del  artículo  19  de  la  ley  de  ta- 
rifas aduaneras,  deberá  entrar  en  vigor  seis  meses  después  de  la 
fecha  de  su  publicación,  he  hallado  en  la  sección  VIII,  de  varios 
licores,  anotadla  bajo  el  número  2319,  la  disposición  siguiente: 

«Champagne  y  demás  espumantes,  inclusive  el  d'Asti  en  bote- 
«Uas  comunes,  por  docena,  avalúo,  soles  20;  derecho  65^,  dere- 
«cho  líquido,  soles  13». 

De  lo  cual  resulta  que  están  clasificados  en  la  misma  categoría 
el  champagne  francés  y  los  vinos  espumantes  italianos,  ordinaria- 
mente denominados  uso  champagne,  inclusive  el  vino  d^  AsH  es- 
piimante,- 

Nada  habría  que  objetar  contra  tal  clasificación  si  los  produc- 
tos franceses  é  italianos  de  que  se  trata,  fuesen  de  la  misma  natu- 
raleza y  del  mismo  valor;  pero  sabido  es  que,  mientras  los  cham- 
pagnes franceses  son  considerados  como  vinos  de  lujo,  los  vinos 
espumantes  italianos,  llamados  uso  champagne,  y  especialmente 
los  vinos  espumantes  de  Asti,  son  de  calidad  muy  inferior  al 
verdadero  champagne;  lo  cual  se  deduce  de  los  precios  en  los 
mercados  de  origen,  que  son  de  francos  35  á  45  docena,  por  los 
champagnes  tle  ínfima  calidad,  y  de  francos  200  p(^r  los  de  cali- 
dad superior,  mientras  que  apenas  llegan  á  la  cifra  de  20  ó  23 
liras  docena  los  mejores  vinos  espumantes  italianos,  y  de  14 
liras  los  de  calidad  inferior. 

Por  consiguiente,  comprender  en  la  misma  categoría  los  vinos 
(espumantes  italianos  con  los  champagnes  franceses  para  someter- 
los á  los  mismos  derechos  de  entrada,  constituye  esto,  no  sólo 
una  injusticia  manifiesta,  sino  que  equivale  á  cerrar  el  mercado 
peruano  á  los  primeros,  y  acordar  una  verdadera  protección  á 
los  segundos. 

Permítome,  con  tal  motivo,  llamar  la  atención  de  V.  E.  á  es- 
te punto  que  tanto  interesa  á  uno  de  los  principales  productos  de 
la  industria  italiana,  y  le  suplico  se  sirva  someter  esta  circuns- 
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tanda,  de  una  manera  especial,  á  su  honorable  colega  de  hacieu- 
da,  quien,  espero  hallará  justas  las  observaciones  que  he  creído 
conveniente  hacer  al  respecto. 

En  el  arancel  de  aforos,  actualmente  vigente,  existía  una  aná- 
loga injusticia  con  respecto  a  los  vinos  espumantes  italianos,  con 
1-a  diferencia  que,  como  base  del  impuesto,  se  valoraban,  tanto  el 
champagne  francés,  como  los  espumantes  italianos,  en  soles  15 
docena,  cuyo  hecho  no  dejó  de  indicar  al  honorable  antecesor  de 
V.  E.,  á  fin  de  que  se  tuviesen  presentes  mis  recomendaciones 
para  cuando  se  foriQaso  el  nuevo  arancel.  Mas  hoy  que  veo 
continuado  el  mismo  sistema,  con  la  circunstancia  agravante  del 
aumento  de  la  base  del. avalúo,  creo  aún  más  urgente  <í1  caso  de 
reiterar  la  súplica  que  ya  antes  de  ahora  tengo  formulada,  con- 
fiando en  el  alto  sentimiento  de  equidad  de  V.  E.  y  de  su  honora- 
ble colega  do  hacienda  para  que  sea  tomada  en  consideración. 

No  dudo  que  el  hecho  de  considerarse  en  la  misma  categoría 
el  champagne  francés  con  los  vinos,  uso  champagne,  italianos, 
l)roviene  de  la  necesidad  en  quo  se  vio  el  fisco  peruaiio  de  defen- 
derse de  los  fraudes  cometidos  por  alganos  imporUidores  poco 
escrupulosos,  quienes  introducían  champagne  francés  con  etique- 
ta de  vinos  espumantes  de  Asti,  ó  de  vinos,  uso  champagne,  it-aliar 
no^",  para  evitar  el  pago  de  los  mayores  derechos  á  que  estaban 
antes  sujetos  los  productos  franceses.  Faréceme,  sin  embargo, 
muy  fácil  combatir  tales  fraules,  haciéndo'íe  exhibir  los  certifica- 
dos de  origen,  ó  apelará  otros  medios  equivalentes  que  pueden  ser 
adoptados  por  el  gobierno  de  la  República.  Lo  que  importa  es 
que  no  se  irroíiue  perjuicio  á  toda  clase  de  industriales  italianos 
con  una  medida  que,  en  definitiva,  como  dejo  manifestado,  se 
traduce  en  una  indebida  protección  acordada  al  producto  do  un 
]»aÍ9  con  menoscabo  del  de  otro. 

No  creo  fuera  de  propósito  recordar,  con  este  motivo,  que  el 
gobierno  de  la  República  Argentina,  en  la  última  reorganización 
de  sus  tarifas  de  aduana,  reconociendo  la  diferencia  aludida,  en- 
tre los  espumantes  francct^os  y  lí-s  italianos,  pasó  el  Asti,  y,  en  ge- 
neral, todos  l(»i?  espumantes  de  procedencia  italiana,  do  la  categoría 
de  los  champo gnes,  valorados  en  10  pesos  la  docena,  á  la  de  los 
vinos  embotellados  en  general,  valorizándolos  en  6  [)esos  docena. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

G.  Pirrone. 

A,  S.  E.  el   señor  ductor    Felipe  de  Oáraa   y  Pardo,   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 
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Jlitiiükrio  dv  I it ¡aciones  Kxicrions 

^''  oG.  Livuij  5  de  noviembre  de  J900. 

Scíilor  Ministro: 

Me  ha  r^ulo  lioiiroso  recibir  la  nota  Je  V.  E.  iiúmerol250,  de 
31  <le  octubre  último,  relativa  á  la  clasificación  do  algunos  vinos 
italianos  en  d  arancel  ^le  aforo?,  publicado  cl  24  del  mencionado 
mes. 

Con  feoha  de  anteayer,  lie  dispuesto  que  se  trascriba  dicha  no- 
ta al  ^^ofior  Miaiátro  de  Hacienda,  á  lin  de  que  tome  en  preferente 
considoración  las  observaciones  que  contiene. 

Renuévole,  señor  iMinistro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  par- 
ticular estima. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Tteal  Ligación  de  Italia 

ÍJ?  Gl.  Lima,  14  de  enero  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  Iluta  dtí  31  de  octubre  último,  número  I2ó0,  el  titular  de 
esta  lei^auión  tiivd  el  honor  de  llamar  la  benévola  a^jiición  de  V. 
E.  hacia  el  .^rrivimon  que  el  nuevo  arancel  de  aforos  (que  según 
el  reciente  di  cielo  *lel  hononiMle  señor  Ministro  ile  Hacienda, 
entiaríi  en  vigor  en  las  aduanas  de  la  República  el  1°  de  mayo 
del  año  en  cur>í.)  rcserval)a  í\  los  vinos  espumantes  italianos, 
inclusive  el  Asti,  los  que,  gravados  con  derechos  iguales  á  los 
impuestos  al  vino  champagne,  se  verían,  por  este  motivo,  excluí- 
dos  dej  mercado  peruano. 

Las  razones  que,  por  tal  causa,  adujo  el  real  Ministro  para  de- 
mostrar que  semejante  gravamen  se  apartaba  de  la  equidad  que, 
especialmente  en  el  presente   caso,  debe  emplearse,  son  tan  con- 
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vincentes  y  justas,  qu9  creo  supérfluo  ampliarlas  6  agregar  nue- 
vos argumentes  al  respecto. 

Como  la  indica'da  nota  no  ha  merecido  respuesta  hasta  hoy,  y, 
por  otra  parte,  del  expresado  decreto  de  S.  E.  el  doctor  Almenara 
se  deduce,  que  aquella  no  ha  sido  tomada  en  consideración,  pues 
esta  legación  habría  sido  informada   de   los   motivos  porque  no 
so  lia  modificado  la  citada  disposición;  creo  de  mi  deber  recurrir 
nuevamente  ante  V.  E.  para  que  pe  sirva,  con  su  cortesía  y  bene- 
volencia habituales,  reconsiderai',  de   concierto  con  su  honorable 
colega  de  Hacienda,    este  importante  incidente;    reconsideración 
de  la  cual  espero,  con  seguridad,    una  resolución  favorable   á  los 
intereses  del  comercio  de  mi  país  que,  en  este  caso,  se  relacionan 
con  el    erario  peruano,    mediante    una  rebaja    equitativa   de  los 
derechos  de  importación  del  vino  de  Asti,   y  de  los  demás  vinos 
espumantes  italianos,  basada  en  su  menor  {)recio  de  producción 
y  de  venta,  comparados  con  el  más  elevado  del  vino  champagne; 
y,  puesto   que   tal  medida   permitiría  su  acceso   á  los   mercados 
locales,  produciría  á  la  vez  un  sensible    aumento  en  las  entradas 
de  las  aduanas  de  la  República. 

Sírvase,    señor  Ministro,    aceptar   las  seguridades   de  mi   más 
distinguida  consideración. 

E,  AgnolL 

A.  S.  E.  el    señor  doator   Felipe  de  Osma  y  Pardo,    Ministro   de 
Relaciones  Exteriores 


Minidtrio  de  Rdocioncs  Ester  lores 

N?  10.  Lima,  W  de  febrero  de  1901. 

Señor  Ministro: 

La  nota  de  V.  E.  número  1250,  de  31  de  octubre  último,  fué 
trascrita  al  señor  Ministro  de  Hacienda  j)ara  que  tomara  en  Cí.n- 
sideración  las  observaciones  que  ella  contiene,  relativas  al  gravíi.» 
men  que  el  nuevo  arancel  de  aforos  fija  para  los  vinos  espumosos 
italianos,  incluso  el  d«  Asti. 

Me  es  grato  ahora  avisar  á  V.  E.  que,  con  motivo  de  la  comu- 
nicación dirigida  á  este  ministerio  en  14  de  enero  del  año  en  cur- 
so, por  el   señor  Agnoü,  he   reiterado  á  dicho  señor  Ministro  la 
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recomendación   que   tuvo   el  indicado   objeto,  niiuiifestándole  el 
natural  interés  porque  se  solucione  en  breve  este  asunto. 

Reiteróle,  señor.  Ministro,  las  seguridades   de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excrao.  señor  Comendador  Giuicppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


FALLECIMIENTO    DKl.    REY  UMBKKTO  I 

Real  Legación  de  Italia 

Lima  y  31  de  Junio  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  profundo  dolor  de  aunnciar  á  V.  E.  que  Su  Majestad 
el  Rey  Umberto  I,  mi  augusto  soberano,  ha  fallecido  en  Mon- 
za,  en  la  tarde  del  día  29  del  corriente,  víctima  de  un  odioso 
atentado. 

Al  comunicar  á  V.  E.  el  luctuosísimo  acontecimiento  que 
sume  en  el  dolor  á  la  familia  Real  y  á  la  nación  italiana,  me  es 
grato  expresar  la  confianza  de  que  el  Gobierno  de  la  República 
tomará  parte  en  las  manifestaciones  del  duelo  que  la  colonia  y 
la  Real  Legación  organizaran  para  honrar  la  memoria  del  muy 
amado  soberano  difunto. 

La  bandera  nacional  será  izada  á  media  asta  en  señal  de  luto, 
en  la  Real  Legación,  hasta  el  3  de  agosto  próximo  inclusive,  y  el 
día  de  los  funerales  que  se  celebrarán  en  c?ta  capital,  en  la  fecha 
que  me  reservo  indicar  á  V.  E. 

Acepte,  señor  Ministro,  las   seguridades  de   mi  más  alta  consi- 
deración y  aprecio. 
•  El  Real  Encargado  de  Negocios. 

K  A  (/noli. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Enrique  de  la   Riva-Agüero,   Presidente 
del  Consejo  do  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

Lima,  V  de  Agosto  de  1900. 
'         Señor  Encargado  de  Negocios: 

Profunda  y  dolorosa  impresión  ha  hecho  en  el  ánimo  de  mi 
Gobierno  la  noticia  relativa  al  fallecimiento  de  Su  Majestíid  el  Rey 
T7mberto,  víctima  de  un  criminal  alentado,  noticia  que  ha  visto 
cofirmadíi  por  el  contenido  de  la  nota  de  US.  fecha  de  ayer. 

S.  E.  el  irofcidente  da  la  República  me  ha  dado,  con  tal  motivo, 
el  encargo  de  expresar  á  US.  que  se  asocin,  en  nombre  de  la  Na- 
ción Peruana,  junto  con  los  miembros  del  actual  Gabinete,  al  due- 
lo de  la  Real  Familia  y  del  pueblo  italiano,  y  que  se  propone 
asistir  á  la-  honras  fúnebres  del  finado  monarca. 

El  pabellón  nacional  permanecerá  á  media  asta,  en  señal  de 
duelo,  en  el  Palacio  do  Gobierno,  hasta  el  3  del  presente  inclusi- 
ve, así  líoino  el  día  de  los  funerales,  que  designará  la  Legación 
del  digno  cargo  de  US.  (1) 

Rí^nuévole,  en  esta  oportunidad,  señor  Encarga  lo  de  Negocios, 
las  segúndalos  de  mi  distinguidla  consideración. 

E.  de  Id  Riva-Affiiero, 


KLICVACIÓN  AL  TRONO  DE    VÍCTOR  MANUEL  III. 

Real  Ltgadóa  de  Italia 

N?  1 18:].  Lima,  Ortuhre  22  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Por  el  último  correo  me  han  llegado  <lol  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores  las  letras  reales  en  las  cuales  S.  M.  el  Rí^v,  mi 
augusto  soberano  Víctor  Manuel  III,  anuncia  á  S.  E  el  señor  Pre- 
sidente do  la  República  la  muerte  de  S.  M.  el  Rey  Umberto  I, 
y  su  propia  elevación  al  trono. 


[1]  Lort  fiinerílles  se  celebraron  el  13  de  agosto  en  la  Iglesia  de  la  Mcroed. 
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Al  mismo  tiempo  he  recibido  las  nuevas  credencialeg  con  las 
cuales  Su  Majestad  se  ha  servido  confirmarme  en  calidad  de  su 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  ante  el  Go- 
bierno de  esta  República. 

Al  poner  esto  en  conciniiento  de  V.  E..  ruégele  se  sirva  conse- 
guirme del  Excmo.  señor  Presidente  de  la  República  una  audien- 
cia privisida,  á  fin  de  poder  entregarle  las  referidas  letras  reales  y 
las  nuevas  credenciales  de  las  cuales  tengo  el  honor  de  adjuntar 
la  copia  de  estilo. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Felipe  de  Osmay  Pardo,  iíinistro  de  Re- 
laciones Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

Lima,  ¿3  de  Odulrc  de  1900. 
Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  do  V.  E.,  N'.^  1 183,  fecha  de 
ayer,  en  la  cual  se  sirve  expresarme  que  le  han  llegado  por  el 
último  correo  las  letras  reales  en  que  S.  M.  el  Roy  Victor  Manu- 
el III.  participa  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  la  muerte 
de  S.  M.  el  Rey  (Jmberto  I  y  su  propia  eievaeión  al  trono,  asi 
como  las  nuevas  credenciales  que  confirman  el  carácter  de  V.  E. 
como  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  ante 
mi  Gobierno. 

Mu  es  grato  deferir  a  la  indicación  de  V.  E,  sobre  la  entrega 
de  dichos  autógrafos  al  Supremo  Gobierno  de  la  República,  ex- 
presándole que  el  Excmo.  Ecñor  Romana  señala  (A  jueves  25  del 
corriente,  á  las  3  p.  m.,  para  recibirlo  en  audiencia  i)rivada. 

Renuevole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

Filil/e  de  Osma. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giussepo  P¡rron(%  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 

114 
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EJERCICIO  DE  LA    PROFESIÓN  DE  MEDICO. 


Legación  de  Italia 


N?  436. 


Lima,  23  de  mayo  de  1903. 


Señor  Ministro: 


En  conformidad  con  nuevas  instrucciones  de  mi  Gobierno,  me 
permito  tratar  nuevamente  del  asunto  á  que  se  refiere  mi  nota 
de  24  de  marzo  último,  N°  211,  en  la  cual  exponía  el  propósito  de 
mi  Gobierno  de  establecer,  de  acuerdo  con  el  del  Perú  y  bajo  la 
base  dü  reciprocidad,  la  facultad  para  los  médicos  de  la  respecti- 
va naci«  nalidíid  de  ejercer  su  profesión  en  el  territorio  del  otro 
Estado. 

Al  recomendar  á  V.  E.,  de  un  modo  especial,  el  estudio  de  esta 
cuestión,  que  á  mi  (í()V)iorno  tanto  interesa,  creo  útil  completar  mi 
nota  aludida  aj^reí^ando  que,  con  arreglo  al  artículo  23  de  la  ley 
de  Sanidad  I\'iblica,  los  médicos  extranjeros  están  facultados  pa- 
ra ejercer  sn  arte  en  Italia,  siir  necesidad  de  nuevo  diploma,  no 
solamente  en  servicio  de  sus  propios  connacionales,  sino  en  gene- 
ral en  el  de  iodos  los  extranjeros  residentes  en  el  Reino. 

Iguales  facultades  deberían,  según  justicia,  ser  concedidas  á 
los  médicos  italianos  en  países  extranjeros. 

(¿uiera,  señor  Ministro,  «aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta 
y  distinguida  consideración. 

Marqués  de  Medie!. 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larral)ure  y  Unanue,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Minislcrio  de  Reloeioncs  Exicriorcs 


N9  17. 


Lima,  mayo  27  de  1903. 


Señor  Encargado  de  Negocios: 


He  tenido  el  agrado  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  S.,  número 
436,  fecha  23  del  actual,  en  que  se  sirve  expresarme  que  le  lian 
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llegado  nuevas  instrucciones  de  su  Gobierno,  relativas  li  un  a- 
cuerdo  entre  el  Perú  é  Italia,  para  que  los  médicos  de  cualquie- 
ra de  los  dos  países  puedan  ejercer  su  profesión,  sin  necesidad  de 
nuevo  título  en  el  territorio  del  otro. 

En  contestación,  ot3mpleme  manifestarle  que  dicha  nota  de  V. 
S.  ha  sido  trascrita  al  Ministro  de  Justicia,  á  fin  de  que  informe 
acerca  del  referido  acuerdo,  y  que  tan  luego  como  sea  absuelto 
esc  trámite,  comunicaré  á  V.  S.  la  determinación  de  esta  Can- 
cillería sobre  «1  particular. 

Entre' tranto,  si  no  es  molesto  a  V.  S.  le  agradeceré  que  se  sir- 
va remitirme  copia  de  la  ley  de  Sanidad  Pública  de  Italia,  á  que 
V.  S.  hace  referencia  en  su  citada  nota. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de 
mi  distinguida  consideración. 

E.  Larrahure  y  Unanve. 

Al  señor  Marqués  Medici  di  Maiignano,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


Legación  de  Italia 

N?  472.  ,  Lima,  29  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro: 

Con  la  pronta  respuesta  á  la  estimable  nota  de  V.  E.,  fecka  27 
*de  los  corrientes,  N?  17,  tengo  el  honor  de  adjuntarle  coi)ia  del 
artículo  23  de  la  ley  Sanitaria  Italiana  de  22  de  diciembre  de 
1888. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  les  seguridades  de  mi  más  alta 
y  distinguida  consideración.  ' 

Francisco  Medici. 

A  S.  E.  el  señor  Eugenio  Larrabure  y  Unánue,   Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores. 
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COPTA. 
LKY  SANITARIA     DE  22  DK    DICIEMBRE     DE  1SS3. Artículo  23.— 

Nadie  puede  ejercerla  profesión  de  médico  ó  cirujano,  veterinai: 
farmacéutico,  dentista,    Hebotómico   ó  partero,  sin   ser  mayor  .] 
edad,  lauréalo,  ó  h.iüor   ol»tonido  oí  diploma  de   habilitaci(3n  e:- 
una  Diuversida^I,  iiistiíiiU)  ó  escuela   para  elK),  autorizados  en  t' 
Reino,  ó  por  la  aplicajióu  del  artículo  140  de  la'ley  de  13  de  n.-- 
vienibre  de  1859  sobre  instrucción  pública. 

El  que  quiera  ejercer  una  de  estas  profesiones,  para  la  cual  Ci- 
ta por  ley  liabilitado  en  una  comuna,  debe  hacer  registrar  el  u.- 
ploma  en  la  oficina  comunal,  con  arreglo  a  reglamento. 

L')s  contraventores  a  lo  prescrito  en  el  presente  artículo,  sufn- 
rán  la  pena  pecuniaria  de  Liras  100,  salvo  otra  mayor  que  el  ci- 
digo  penal  establece  on  tales  casos. 

Están  exce{)tuado3  de  la  presente  prohibición  los  médicos  y  h- 
cirujanos  extranjeros,  expresamente  llamados  para  casos  especia- 
les, y  aquellos  que  teniendo  diploma  de  alguna  universidad  ó  ev 
cuela  de  medicina  extranjera,  ejercen  su  profesión  en  servicio  <!♦' 
extranjeros  únicamente. 


CRKOITO     CANKVARO. 

Legación  de  fía!  i  a 
--N?  12G4.  Urna,  2  de  seticmehre  de  1902    . 

Do.  orden  de  mi  (¡obierno,  tengo  el  honor  do  atljuntar  á  V.  K. 
debidamente  traducifla  ni  <rast»^llano,  la  solicitud  d^l  \  ice-Ahíii- 
ninte,  conde  Napole<'>¡i  Cauovaro^  senador  del  Reino,  homr;:.  • 
del  finado  duque  de  Zoagli,  Minstro  que  fué  del  Perú  en  Ku'n:í. 
pidiendo  en  favor  de'la  herencia  de  su  referido  hemano,  pertonn- 
ciente  casi  en  su  totalidad  á  ciuda»lanos  italianos,  el  apoyo  de  c^-t . 
i-egación,  á  fin  de  lograr,  á  la  brevedad  posible,  del  Gobierno  ih 
la  República,  el  pago  de  una  inerte  suma  adeudada  á  la  ran'n) 
social  «José  Canevaro  é  hijos»,  de  esta  capital. 

Su  Excelencia,  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al  tras- 
mitirme dicha  solicitud,  me  ha  dado  instrucciones  para  que  ini- 
cie vivas  y  urgentes  diligencias  ante  el  Gobierno  de  la  República, 
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a  efecto  de  conseguir  que  sea  favorablemente  acogida  la  petición 
del  conde  Napoleón  Canevaro,  tanto  por  el  buen  derecho  que  le 
asiste,  cuánto  porque  se  trata  do  una  antigua  cuestión  que  3^a  es 
tiempo  termine,  y  también  porque  al  no  arreglarse  este  asunto,  no 
le  seria  posible  al  ejecutor  testamentario,  noml>rado  por  el  difunto 
duque  de  Zoagli,  liquidar  la  herencia  que  deja  .aquí,  con  grave 
perjuicio  de  los  intereses  de  los  herederos. 

Al  cumplir  el  encargo  que  me  ha  sido  encomendado,  me  es 
grato  expresar  el  firme  convencimiento  de  que,  en  vibta  de  los 
motivos  aducidos,  Vuestra  Excelencia  se  servirá  acoger,  con  be- 
nevolencia, conforme  á  justicia,  la  petición  del  conde  Canevaro, 
y  tendrá  á  bien  hacerme  saber,  con  la  brevedad  que  le  sea  posi- 
ble, las  medidas  que  el  Gobierno  crea  deber  adoptar  al  respecto, 
á  fin  de  poder  yo,  á  mi  vez,  hacer  la  comunicación  correspon- 
diente al  de  Su  Majestad. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

G.  PüTcnic, 

A.  S.  E.  el  seílor  Aüíbal  Villegag,   Ministro  de   Ivolaciones  Exte- 
riores.— Lima. 


Á-  S.  E.  el  Ministro  de  Relacione^:  Exteriores 

Roma. 
Excelencia: 

El  que  suscribe,  Vice-Al mirante  Napoleón  Canevaro,  en  su 
propio  nombre  y  el  de  sus  hermanos  Carlos  y  Rafael,  expone  á 
V.  E: 

(¿ue  su  señor  padre,  don  José  Canevaro,  hacia  la  mitad  del  si- 
glo pflsado,  fundó  en  Lima  (Perú)  una  razón  comercial  italiana, 
que  continuó  después  de  su  muerte,  y  existe  aun  ahora  en  Lima, 
bajo  el  nombre  de  José  Canevaro  é  hijos: 

Que  uno  de  los  mayores  interesados  en  la  razón  social  era  el 
conde  José  Fransisco  Canevaro,  Ministro  del  Perú  en  Italia  y  du- 
que de  Zoagli,  fallecido  el  10  de  noviembre  de  1900  en  Francia, 
victima  del  desastre  ferroviario  que  tuvo  lugar  en  las  cercanías 
de  Dax; 


\ 


\ 
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Que  el  duque  de  Zoagli,  por  su  testamento  de  30  de  abril  de 
1897,  constituyó  como  sus  herederos  á  cinco  de  sus  hermanos, 
es  decir:  Napoleón,  Rafael,  César,  Carlos  y  Felipe,  y  habiendo 
fallecido  este  último,  antes  que  el  testador,  éste,  por  medio  del 
codicilo  de  11  de  setiembre  de  1900,  que  agregó  á  su  testamen- 
to, adjudicó  la  parte  que  le  hubiera  correspondido  al  hermano 
Napoleón,  el  que,  por  este  hecho,  quedó  como  heredero  de  dos 
quintas  partes  de  la  herencia  del  hermano; 

Que  el  misma  duque  de  Zoagli,  en  el  testamento,  nombró  co- 
mo ejecutores  testamentarios  de  los  bienes  que  se  hallaban  en  el 
Perú  á  los  hermanos  Rafael  y  César,  y  para  aquellos  que  existían 
en  Europa  al  hermano  Napoleón; 

Que'  éste  ejecutó,  on  el  término  fijado  por  la  ley,  su  mandato, 
y  entrego  a  sus  coherederos  el  resultado  de  su  liquidación  para 
que  uniéndola  á  la  liquidación  de  los  bienes  del  Perú,  se  pudiera 
llegar  á  la  división  de  la  herencia; 

Que  los  ejecutores  testamentarios  del  Perú  no  han  podido 
cumplir  el  encargo,  por  la  dificultad  de  obtener  que  el  Gobierno 
del  l*erú  pague  un  fuerte  crédito  de  la  firma  «José  Canevaro  é 
hijos»,  contra  dicho  Gobierno; 

Que  esto  crédito  tuvo  origen  antes  de  18S0,  época  en  la  que 
la  razón  social  «José  Canevaro  é  hijos»,  para  complacer  al  Go- 
bierno del  Perú,  le  ílescontó  unas  letras  aceptadas  por  dicho  Go- 
bierno. 

A  su  vencimiento,  el  Gobierno  del  Perú  no  las  pagó,  y  en  da- 
ta 22  de  Diciembre  de  1880,  fueron  sustituidas  por  25  nuevas 
letras  (núms.  143  al  167,  copia  de  una  en  el  alegato  N^-  1)  porel 
monto  total  de  libras  esterlinas  setenta  y  siete  mily  á  distintos  ven- 
cimientos. Tampoco  a  estos  hizo  honor  el  Gobierno  del  Perú 
durante  todo  el  tiempo  de  la  guerra  con  Chile;  cuando  terminó 
ésta,  y  á  consecuencia  del  apoyo  que  el  Real  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia  en  el  Perú  dio  á  la  razón  social  (alegato  N^  2) 
en  el  año  1885,  iueron  pagadas  treinta  y  cinco  mil  libras  esterli- 
nas que  representaban  parte  de  las  letras  (desde  la  143  aparte 
de  la  loo),  más  los  interoá'^s  le^^ales  desde  el  día  de  los  respecti- 
vos vencimient'is  {alegato  N^  .y),  quedando  en  poder  de  la  firma 
«José  Canevaro  é  hijosD,  y  á  su  orden  y  disposición,  doce  letras  no 
pagadas  por  el  importe  de  libras  esterlinas  cuarenta  y  tres  mil 
ciento  cuarenta  (£  43,140.) 

La  razón  social,  en  9  de  Junio  de  1888,  hizo  nuevamente  re- 
conocer este  su  crédito  (alegato  N^  4)«  En  seguida  los  varios 
gobiernos  que  se  sucedieron  en  el  Perú,  aunque  reconociendo  en 
su  totalidad  su  adeudo,  á  los  repetidos  pedidos  de  pago,  contesta- 
ban que,  á  pesar  de  su  buena  voluntad,  no  podían  pagar,  porque 
no  existía  en  el  Presupuesto  partida  alguna  con  tal  fin.     La  ra* 
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zón  social  en  1893  se  presentó  al  Congreso  peruano,  pidiendo 
que  se  consignara  e^a  partida;  pero  durante  estos  nuevos  años  su 
pedido  no  ha  sido  tramitado;  á  pesar  de  que  en  1897  la  casa  hi- 
ciera nuevas  instancias  al  Gobierno  peruano  {alegato  iV?  5),  pi- 
diendo nuevamente  una  equitativa  y  segura  amortización  de  su 
crédito. 

Que  esclarecido  así  el  origen  y  la  historia  del  crédito  Caneva- 
ro,  aparece  manifiesta  la  longaminidad  que  ha  tenido  la  razón 
social  de  soportar  una  condición  tan  anormal;  pero  actualmente 
la  necesidad  de  llegar  á  la  división  de  la  herencia  del  hermano 
duque  de  Zoagli,  impone  la  liquidación  de  sus  bienes  que  exis- 
ten en  el  Perú,  y  la  casa  «José  Canevaro  é  hijos»  está  firmemente 
decidida  á  cobrar  la  suma  que  le  debe  el  Gobierno  del  Perú,  dis- 
puesta á  tratar  primero  con  él  un  amigable  arreglo. 

Que  la  razón  social  «José  Canevaro  é  hijos*)  es  italiana,  funda- 
da por  un  italiano,  con  capitales  italianos,  y  que  ahora  los  prin- 
cipales y  mayores  interesados,  como  herederos  del  duque  de 
Zoagli,  los  hermanos  Napoleón,  Carlos  y  Rafael,  son  todos  los 
tres  de  nacionalidad  italiana,  y  por  eso  se  dirige  á  V.  E.,  á  quien 
corresponde  la  tutela  de  los  intereses  italianos  eu  el  extranjero, 
para  que  se  digne  (como  lo  hizo  en  1875  el  Gobierno  italiano 
de  aquel  entonces)  dar  su  valioso  apoyo  á  la  casa  Canevaro, 
dando  á  nuestro  Ministro  en  el  Perú  las  instrucciones  del  caso, 
para  que,  de  acuerdo  con  la  casa,  proceda  hacia  el  Gobierno  del 
Perú,  para  obtener,  lo  más  pronto  que  le  sea  posible,  el  pago  de 
la  suma  que  se  le  debe. 

Que  la  justicia  de  mi  demanda  y  la  evidencia  del  d:iño  que, 
por  culpa  del  Gobierno  del  Perú,  sufren  subditos  italianos,  están 
de  por  sí  tan  manifiestas  que  no  necesitan  demostración,  y  por 
eso  el  suscrito  confía  que  V,  E.  querrá  acoger  benignamente  sti 
instancia,  y  respetuosamente  se  dice  de  V.  E.,  devotísimo, 

i\^.  Canevaro^ 

Vice-almirante,  Senador  del  Reino. 

Roma,  24  de  Junio  de  1902. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  60.  Lima,  setiembre  SO  de  1902. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  número  1264, 
fecha  2  del  actual,  en  que,  cumpliendo  instrucciones  del  Jefe  de 
la  Cancillería  italiana,  se  sirve  gestionar  el  pago  de  una  fuerte 
suma  que  reclama  de  mi  Gobierno  la  razón  social  «José  Canevá- 
ro  é  hijos»  de  esta  capital.  ^  , 

Funda  V.  E.  la  referida  gestión  en  la  solicitud  presentada  al 
Gobierno  de  Italia  por  el  Vice-almirante,  conde  Napoleón  Cañe- 
varo^  hermano  del  finado  duque  de  Zpagli,  Ministro  que  fué  del 
Perú  en  Roma,  en  favor  de  los  ciudadanos  italianos,  copartícipes 
en  la  herencia  de  este  último. 

Con  posterioridad  á  la  nota  de  V.  E.,  en  8  del  mes  actual,  la 
casa  «José  Ci\nevaro  é  hijos»  ha  dirigido  á  mi  Gobierno,  por  con- 
ducto de  V.  E.,  un  recurso  en  que  expone  los  antecedentes  de  la 
deuda  cuyo  pago  reclama,  y  manifiesta  que  en  la  Secretaría  de 
la  Cámara  de  Senadores  de  esta  República  existe  un  expediente 
sobre  el  mismo  asunto  que  se  halla  á  la  orden  del  día  con  dicta- 
men favorable  de  dos  comisiones. 

Como  se  trata  de  un  crédito  perteneciente  á  una  casa  comer- 
cial peruana,  y  sujeto,  por  lo  mismo,  á  la  condición  que  tienen 
y  trámites  que  se  siguen  respecto  de  los  que  poseen  los  naciona- 
les, entiende  esta  Cancillería  que  la  actitud  de  esa  Legación  res- 
pecto de  él  no  revisté  otro  carácter  que  el  de  una  instancia  amis- 
tosa, y  se  complace  en  participarle  que  se  dirige,  con  esta  fecha, 
al  II.  Senado,  recomendando  á  su  atención  preferente  la  solici- 
tud de  los  señores  Canevaro  é  hijos,  á  fin  de  que,  examinando 
sus  fundamentos,  resuelva  sobre  la  inclusión  en  el  Presupuesto 
general,  de  una  partida  destinada  al  pago  de  la  cantidad  que 
reclaman. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  segurida<les  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Aníbal  Villegas. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  J.  Pirrone,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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RBCLAMACIÓN  FIGALLO 


Legacün  de  Italia, 

N?  1202,  *  Unva,  Agobio  SO  de  1909. 

Señor  Ministro: 

En  la  nota  que  dirigí  al  H.  predecesor  de  V.  E.,  con  fecha  II 
de  Julio  último,  N?  1002,  trasmitiéndole  copia  del  expediente 
formado  en  Sultana,  con  motivo  de  la  lata  de  petróleo  vacía  ha- 
llada en  el  local  donde  se  verificó  el  incendio  de  que  fué  vícti- 
ma el  ciudadano  italiano  don  José  Figallo,  expuse  las  considera- 
ciones que  me  pareció  saltasen  á  la  vista,  no  solamente  con  res- 
pecto á  la  irregularidad  en  que,  me  pareció,  había  incurrido  el 
juez  de  paz  en  los  trámites  de  la  información,  sino  también  en  lo 
relativo  á  la  apreciación,  poco  exacta  y  apasionada,  de  los  peritos 
nombrados  para  el  examen  de  la  lata  en  cuestión. 

Tal  nota,  así  como  la  que  sobre  el  mismo  asunto  dirigí  al  Dr. 
Chacaltana,  en  23  de  Junio  último,  N?  860,  han  quedado  hasta 
hoy  sin  respuesta. 

Esta  Legación  solícita  siempre,  como  es  su  estricto  deber,  para 
poner  en  claro  la  verdad  de  los  hechos  en  el  desgraciado  asunto 
de  que  se  trata,  con  el  ñn  de  cautelar  los  derechos  eventuales  del 
reclamante,  ha  conseguido  otros  documentos,  que  hoy  tengo  el 
honor  de  adjuntar  á  V.  E.: 

1?  Copia  de  una  carta,  con  su  respecti^ra  respuesta,  dirigida 
por  el  señor  Luis  Paolini,  administrador  del  señor  José  Figallo, 
al  señor  Isidoro  Ojeda,  administrador  de  los  depósitos  de  carbón 
de  la  razón  Hopkins  y  Cardó; 

2?  Copia  de  una  carta  dirigida  por  el  señor  José  Miñan,  jefe 
de  la  estación  de  Sultana,  al  mismo  señor  Paolini,  en  respuesta 
á  otra  que  éste  le  dirigiera; 

3?  Una  fotografía  de  la  lata  hallada  en  el  local  donde  ocurrió 
el  incendio. 

De  los  dos  primeros  documentos  resulta  claramente,  que  el 
incendio  se  efectuó  de  un  modo  rápido  y  violento,  excluyendo 
eeta  circunstancia  la  idea  de  que  el  desastre  pueda  haber  sido 
ocasionado  por  chispas  provenientes  de  la  locomotora  que  había 
pasado  media  hora  antes. 

Contienen  también  otras  particularidades  de  que  se  puede  in- 
ferir que  un  incendio  que  no  ha  sido  preparado  oon  materias 
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que  lo  favorecen,  sino  por  simples  chispas  provenientes  de  la  lo- 
comotora, habría  podido  ser  fácilmente  dominado. 

De  la  fotografía,  adviértese  indiscutiblemente  la  poca  buena  fé 
de  los  peritos  nombrados  por  el  señor  juez  de  paz  de  Sal  lana;  en 
cuanto  á  sa  forma  y  á  la  apertura  que  consta  fué  practicada 
precipitadamente,  se  demuestra  con  toda  evidencia  que  sirvió 
para  vertir  por  ahí  el  petróleo  que  contenía. 

Por  último,  me  hallo  en  la  ineludible  necesidad  de  mantener 
el  firme  convencimiento  que  el  incendio  de  que  resultó  víctima 
el  sefior  Figallo  fué  obra  de  una  mar.o  criminal;  que  este  segun- 
do crimen  fué  la  consecuencia  natural  de  la  impunidad  de  que 
pudo  jactarse  el  autor  del  otro  delito  análogo,  cometido  anterior- 
mente en  perjuicio  del  señor  José  Figallo;  así  com^  la  consecuen- 
cia de  la  ninguna  diligencia  demostrada  por  la  autoridad  perua- 
na para  descubrir  á  los  autores  de  las  cartas  amenazantes  contra 
la  vida  y  los  intereses  de  los  hermanos  Figallo,  que  j'o  p>ersoíial- 
mente  entregué  al  íseñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  que 
precedió  al  II.  doctor  Chacal  tana. 

Por  consiguiente,  mantengo  todas  las  conclusiones  de  mis  an- 
teriores notas,  y  de  esta  mandaré  copia  á  mi  Gobierno. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

í?.  Pirrone. 

Al  Excmo.  sefior  Aníbal  Villegas,  Ministro  de  Eelaciones  Exte- 
riores. 


Ministerio  de  B elaciones  Exterior et. 

N9  67.  Limüy  4.  de  Octubre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  corresponder  á  la  comunicación  de  V.  E., 
signada  con  el  N?  1202,  fechada  el  20  de  Agosto  último,  relati- 
va al  incendio  ocurrido  k\\  Sullana  el  5  de  Marzo  del  presente 
año  en  el  de])ósito  de  carbón  del  señor  José  Figallo,  á  cuya  co- 
municación se  sirve  V.  E.  acompañar  tres  copias  y  una  fotogoi- 
fía,  referentes  al  mismo  asunto. 
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En  la  nota  á  que  me  refiero,  así  como  en  las  anteriores  dirigi- 
das por  V.  E.  sobre  el  particular  á  mi  honorable  predecesor,  se 
empeña  V.  E.  en  sostener  que  el  siniestro  ocurrido  en  la  propie- 
dad del  señor  Figallo  constituye  un  delito;  puesto  que,  á  juicio 
de  V.  E.,  el  incendio  de  los  depósitos  de  carbón  no  ha  sido  un 
hecho  aislado,  ni  mucho  menos  casual;  afirmando  V.  E.,  en  apo- 
yo de  sus  aseveírnciones,  que  las  autoridades  jiolíticas  de  Piura 
no  Jian  prestado  ni  señor  Figallo  las  garantías  necesarias  para  el 
ejercicio  de  su  comercio,  seriamente  amenazado  por  enemigos  en- 
cubiertos y  para  su  propia  vida  amenazada  también  en  cartas 
anóniínns  que  V.  E.  puso  en  manos  del  ex-Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores  doctor  Ocím a;  quo  los  funcionarios  judiciales  de 
esa  circunscripción  han  faUado  á  sus  deberes,  amparando  á  los 
autores  de  ese  hecho  criminal,  i)rocedicndo  morosamente  para 
dar  tiempo  á  que  los  testigos  que  declaran  que  el  hecho  ha  sido 
casual  fuesen  sobornados  por  los  incendiarios,  y  designando  peri- 
tos ignorantes  dispuestos  á  recibir  sugestiones  y  dictaminar  en  el 
sentido  más  apropiado  para  la  ocultación  del  crimen. 

Sobre  estas  consideraciones,  diserta  extensamente  V.  E.  con  el 
])rüpósito  de  justificar  su  intervención  en  un  asunto  que,  por  su 
carácter,  parece  ser  de  la  exclusiva  competencia  de  las  autorida- 
des judiciales  peruanas. 

La  notoria  justificación  de  V.  E.  no  puede  desconocer  que  es 
inadmisible  atribuir  á  los  extranjeros  la  lacultad  de  sustraerá  los 
procedimientos  propios  de  la  justicia  común  cuestiones  cuyo  co- 
n(»cimiento  y  resolución  le  competen  en  virtud  de  su  ministerio 
social;  pues  tal  doctrina,  caso  de  ser  admitida,  los  colocaría  en 
situación  privilegiada  resi>ecto  de  los  demás  habitantes  del  terri- 
^,orio  nacional,  lo  que  no  se  armoniza  con  las  disposiciones  de 
jjuestra  Constitución  política  en  lo  relativo  á  las  garantías  indi- 
yiduales. 

En  el  caso  del  señor  Figallo,  las  responsabilidades  que  según 
61  provienen  del  incendio  intencional  de  su  depósito)  de  carbón, 
deben,  partiendo  del  supuesto  de  su  existencia,  establecerse  y 
probarse  ante  los  tribunales  ordinarios,  y  no  está  en  las  faculta- 
des de  mi  Gobierno  intervenir  en  sus  procedimientos.  Sólo  po- 
dría requerirlos  en  caso  de  morosidad  injustificable,  para  que  no 
retardasen  el  cumplimiento  de  sus  deberes;  pero  de  ninguna  suer- . 
te  influir  en  sus  decisiones,  ni  exigirles  que  sean  conformes  con 
ésta  6  la  otra  manera  de  ver  en  determinado  asunto. 

La  exposición  de  los  indicios  que,  en  concepto  del  señor  Figa- 
llo, demuestran  el  carácter  intencional  de  los  hechos  que  motivan 
sus  quejas,  entre  ellos  el  hallazgo  de  In  lata  de  petróleo  cuya  fo- 
tografía se  acompaña  á  la  nota  de  V.  11  que  contesto,   no  pueda 
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tener  valor  probatorio  sino  ante  las  autoridades  judiciales  de  la 
localidad. 

La  naturaleza  misma  de  las  acusaoionea  formuladas  por  el  se- 
ñor Figallo  obliga,  pues,  á  este  Ministerio  á  limitar,  por  ahora,  sa 
acción  en  el  asunto  al  procedimiento  correcto  que  consiste  en  di« 
rigirse,  como  lo  ha  hecho,  á  los  de  Gobierno  y  Justicia,  para  que 
laa  autoridades  políticas  del  departamento  de  Piura  procuren 
impedir  ]>or  los  medios  legales  que  están  á  su  alcance  toda  hosti- 
lidad contra  la  persona  y  propiedades  de  dicho  ciudadano  italia* 
ilOf  y  las  judiciales  esclarezcan  sin  morosidad  que  les  sea  imputar 
Ue,  los  pormenores  relativos  al  incendio  de  Sullana,  con  cuyo 
ofegeto  el  interesado  debe  facilitarles  los  datos  conducentes  á  ana 
exacta  apreciación  del  valor  y  mérito  de  aquellos. 

Únicamente  en  el  caso  de  manifiesta  resistencia  6  negativa  de 
los  funcionarios  judiciales  para  el  cumplimiento  de  tales  propó- 
sitos ó  de  retardo  indefinido  y  sistemático  por  parte  de  ellos  en 
la  administración  de  justicia,  se  hallaría  justificada  la  acción  di- 
plomática que  ahora  aparece  improcedente  6  prematura. 

Beitérole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Aníbal  Villegas. 

Al  Exorno,  señor  Comendador  José  Pirrone,.  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Legadin  de  Italia. 

K?  634.  Lima,  17  dejwaio  de  1903. 

Señor  Ministro: 

y.  E.  tiene  seguramente  conocimiento  de  los  hechos  criniina- 
les  que,  en  el  curso  de  los  años  1801  y  1902,  practicaron  en  per- 
juicio de  los  bienes  de  los  hermanos  Figallo,  ciudadanos  Italia- 
xiMi  á  la  sazón  reeidenies  en  Piura,  y  de  laa  consiguientes  repe- 
tidas reclamaciones  dirigidas  por  eÍAa  Legación  al  Gobierno  pe- 
ruftPQ  sobre  el  particular. 

l4fik  gestión  sobre  aquel  asuato.  que  filé  intenrampida  áconae* 
cniocia  de  la  partida  del  9e&ot  Pirrone,  vuelve  hoy  &  reanudarse, 
PQTQue  es  jufiio  y  argente  reparar  lea  peijuicios  de  los  dami 
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dos,  quienes  cod  justo  derecho  piden  que,  ante  todo,  los  poderes 
públicos  hagan  Int,  pues  é  ello  están  obligados,  en  lo  de  la  ven- 
ganza de  que  ftieron  víctimas  de  parte  de  malhechores  que  hasta 
hoy  permanecen  impunes  y  desconocidos. 

Conviene  que,  además  de  ilustrar  y  justificar  las  cuestiones  que 
en  seguida  paso  á  esponer  á  V.  E.,  me  permita  hacer  una  breve 
reseña  de  los  acontecimientos  que  dieron  lugar  á  la  intervención 
de  esta  Legación;  á  saber: 

El  s^ñor  Andrés  IHgallo,  antiguo  residente  de  Piura,  se  atrajo 
el  odio  de  algunas  personas  de  aquella  localidad,  por  haber,  como 
delegado  de  esta  Legación,  coadyuvado  al  descubrimiento  de  la 
falsedad  de  un  testamento,  por  lo  que  fué  desde  principios  de 
190fl,  objeto  de  las  amenazas  más  viles  de  parte  de  sus  enemigos/ 
quienes  no  tardaron  en  llevarlas  á  efecto.  Efectivamente,  el  29 
de  abril  de  1901,  se  declaró  súbitamente  un  fuerte  incendio  en  su 
hacienda  de  «Nomara»,  que  le  destruyó  17.000  sacos  de  carbón. 

De  una  superficial  y  sumaria  información  que  consta  de  acta, 
y  que  fué  practicada  por  el  Juez  da  Piura  que  se  constituyó  en 
el  lugar  del  desastre,  resultó  de  una  manera  incontestable  el  deli- 
to, habiéndose  encontrado  en  el  mismo  lugar  las  señales  del  pe- 
tróleo usado  para  facilitar  la  combustión  del  carbón.  ¿Fué  aca- 
so iniciado  el  juicio  criminal?  ¿Fueron  buscados,  descubiertos 
y  castigados  los  culpables?  Hasta  hoy  se  ignora  por  qué,  no 
obstante  las  repetidas  instancias  del  señor  Pirrone,  no  proporcio- 
nó el  Gobierno  peruano  informaciones  al  respecto. 

El  hemano  de  Andrés  Figallo,  José,  á  quien  también  se  le  hi- 
cieron amenazas,  es  otra  víctima  de  igual  venganza.  El  26  de 
octubre,  de  1901,  descubrió  un  incendio  en  el  depósito  de  carbón 
que  poseía  en  Sullana;  el  incendio  fué  prontamente  dominado; 
más  el  denso  humo  negro  y  el  fuerte  olor  á  petróleo  que  se  notaron, 
ücieron  sospechar  un  crimen;  por  cuya  razón  Figallo,  temiendo 
lo  peor,  y  aconsejado  por  el  entonces  Ministro  de  Gobierno,  soli- 
citó del  Gobierno  que  le  concediese  armar  de  fusiles  á  sus  de- 
pendientes; solicitud  que  le  fué  denegada. 

He  aquí,  que  el  6  de  Marzo  de  1902,  en  aquel  mismo  depósi- 
to de  Sullana,  estalló  un  incendio  mayor,  en  el  que  ^e  calculó 
con  fundamento  que  se  destruyeron  15,000  sacos  de  carbón. 

Fué  entonces,  y  con  fecha  13  de  Marzo,  que  el  señor  Pirrone 
dirigió  una  nota  á  ese  H.  Despacho,  pidiendo  el  envío  de  fuer- 
za armada  suficiente  á  la  propiedad  de  los  hermanos  Figallo; 
medidas  de  precaución  para  proteger  sus  personas;  pronta  y 
enérgica  conclusión  del  juicio  iniciado  contra  los  autores  del 
primer  incendio  é  inmediata  apertura  de  una  investigación  res- 
pecto del  último  incendio. 
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A  esta  última  demanda  contestó  el  Gobierno  peruano  con  dos 
cablegramas  del  Prefecto  de  Piura,  en  los  que  atribuíase  el  in- 
cendio á  chispas  emanadas  do  la  locomotora  del  tren  de  Paita, 
prometiéndose,  empero,  más  pormenores  sobre  la  materia,  que 
nunca  han  sido  comunicados  á  esta  Legación. 

>Jo  satisfecho  de  aquella  explicación  oficial  el  señor  J.  Figa- 
lio  resolvió  constituirse  en  el  lugar,  y,  en  efecto,  partió  para 
proceder  á  la  investigación  por  su  cuenta;  y,  con  tal  motivo,  el 
señor  Pirrone  pidió  para  él  medicas  especiales  de  protección.  El 
Gobierno  peruano  afirmó  después,  con  notas  26  de  Marzo  y  12  de 
Abril,  de  haber  acudido  á  la  demanda  del  señor  Pirrone,  trasmi- 
tiendo el  oficio  al  Ministro  de  Gobierno,  quien  telegrafió  al  Pre- 
fecto de  Piura.  Sin  embargo,  ninguna  medida  fue  adoptada: 
pues  apenas  llegado  el  señor  Figallo  á  Paita,  se  presentó  al  se- 
ñor Subprefccto  pidiéndole  las  garantías  prometidas,  y  como  le 
respondiese  aquel  funcionario  que  no  había  recibido  ninguna^ 
instrucciones  en  tal  sentido,  telegrafió  Figallo,  con  respuesta  pa- 
gada, al  señor  Prefecto  de  Piura,  para  saber  si  había  rec4biJo 
instrucciones  al  res[)ecto  del  Gobierno  central;  pero  no  recibió 
respuesta.  Por  último,  no  considerándose  Figallo  seguro  en 
aquellos  lugares,  hubo  de  regresarse  presurosainente  a  Lima,  en- 
cargando al  ingeniero  Busenach  do  verificar  la  información  que 
á  él  no  le  había  sido  posible  practicar.  La  pesquisa  de  Bust- 
nach,  hecha  con  competencia  y  escrupolosidad,  ofrece  evidentísi- 
mas pruebas  de  la  criminalidad  del  incendio;  pruebas  que  más 
tarde  adquirieron  mayor  gravedad  del  descubrimiento  quo  se 
hizo  en  el  lugar  del  desastre,  entre  los  escombros,  de  una  lata 
vacía  de  petróleo. 

La  nueva  insistencia  del  Ministro  Pirrone  que  con  nota  23  Je 
Junio  reiteró  la  súplica  de  tomar  en  consideración  los  cuatro 
puntos  indicados  en  su  nota  anterior  do  13  de  Marzo,  quedó  sin 
efecto.  Sólo  con  fecha  4  de  Octubre,  S.  E.  el  señor  Villegas,  sin 
hacer  mención  del  primer  incendio,  y  limitándose  á  hablar  tlf/; 
segundo,  y  evitando  la  discusión  de  los  argumentos  aducido? 
por  el  señor  Pirrone,  para  demostrar  la  criminalidad,  respon<lió 
que  la  cuestión  era  de  la  competencia  exclusiva  de  las  antoridadts 
peruanas^'  agregando,  que  sólo  en  el  caso  de  manifiesta  resisten- 
cia ó  negativa  d©  los  magistrados  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres, ó  de  retardo  indefinido  y  sistemado  por  su  parte  en  la  ad- 
ministración de  justicia,  sería  justificable  la  acción  diplomática; 
pero  que,  por  entonces,  parecía  fuera  de  lugar  y  prematura. 

Terminada  esta  suscinta  exposición  de  hechos,  cúmpleme  aho- 
ra, con  el  fin  de  mejor  poder  ilustrar  á  mi  Gobierno  sobre  el  es- 
tado actual  de  esta  cuestión,  y  respecto  de  las  miras  y  disposi- 
ciones del  Gobierno  peruano  en  la  materia,  dirigir  á  V.  E.  algu- 
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ñas  suplicas,  estableciendo,  á  la  vez,  algunos  puntos  que  es  de 
necesidad  sean  aclarados. 

Primer  punto, — No  hay  duda  que  la  protección  á  las  perso- 
nas de  los  hermanos  Figallo,  faltó  de  parte  del  Gobierno  perua- 
no. Bastaría  para  demostrarlo,  el  hecho  de  que  se  vieron  en  la 
necesidad  de  abandonar,  con  graves  sacrificios,  los  lugares  don- 
de durante  30  años  estaban  domiciliados,  donde  tenían  radicado 
su  comercio.  Tampoco  fueron  vanos  sus  temores;  las  amenazas 
de  muerte  hechas  á  los  Figallo  son  bien  conocidas  de  ese  H.  Mi- 
nisterio, a  quien  el  señor  Pirrone  entregó  la^  cartas  anónimas 
que  las  contenían.  Pruébalo  igualmente  el  viaje  emprendido 
por  J.  Figallo  para  constituirse  en  Sullana,  viaje  oficialmente 
avisado  con  anticipación  al  Gobierno  peruano,  quien  para  la 
protección  de  la  persona  del  viajero  impartió  las  instrucciones 
del  crso  que,  sin  embargo,  no  fueron  cumplidas;  siendo  así  que 
el  deber  internacional  do  j>roteeción  del  Gobierno  peruano  hacia 
los  extranjeros  hálla^re  convertido  en  una  verdadera  obligación 
contratual,  en  virtud  del  artículo  4?,  del  tratado  de  comercio  y 
navegjición,  vigente  con  el  Reino  de  Italia,  así  como  del  artículo 
1^,  que  asegura  á  los  nuestros  el  derecho  de  viajar  y  de  estable- 
cerse y  quedarse  donde  mejor  les  agrade. 

Sobre  esa  falta  de  protección,  es  mi  obligación  invitará  V.  E., 
me  proporcione  explicaciones  de  tal  naturaleza  que  satisfagan  al 
Gobierno  italiano,  el  cual,  de  otro  modo,  reconocería  á  los  dos 
damnificados  un  fundado  derecho  para  exigir  el  correspondiente 
resarci miento  de  daños  y  perjuicios. 

Se gxm do  punió, — El  incendio  de  «Nomara»  data,  nada  menos 
que  desde  el  29  de  abril  do  1001. — Han  travScurrido,  pues,  más 
de  dos  años,  sin  que  los  culpables  hayan  sido  ni  aprehendidos, 
ni  castigados.  Resulta  de  esto  que,  en  lo  que  respecta  al  tiempo, 
no  falta  motivo  para  la  acusación  de  morosidad  por  la  retardada, 
ya  que  no  propiamente  dicha,  justicia  denegada.  Ahora  encon- 
trará V,  E.  justo  que  el  Gobierno  italiano  pidiese,  como  .en 
efecto  pide  por  medio  de  esta  Legación,  que  se  le  den  explicacio- 
nes satisfactorias  también  respecto  del  punto  de  falta  de  procedi- 
miento, visto  que,  por  la  falta  de  éste,  se  presentaría  el  caso  de 
responsabilidad  por  deneG:aeión  de  justicia,  con  la  circunstancia 
agravante  de  que  el  señor  A.  Figallo  fue  el  blanco  de  esas  ven- 
ganzas, por  haber  {)restado  sus  servicios  como  delegado  de  esta 
Legación  y  estando  en  ejercicio  de  funciones  consulares. 

Teicer  j>uuio, — En  cuanto  al  incendio  del  6  de  marzo  de  1902, 
la  autoridad  aun  nc»  lia  descubierto  su  origen.  Polo  de  una 
brevísima  pesquisa  administrativa  practicada  por  el  Gobernador 
de  Sullana,  sin  ningún  serio  examen  de  testigos,  se  atribuye  la 
causa  á  chipas   provenientes  de  la  locomotora  del   tren;  pero  la 
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Incida  relación  del  ingeniero  Busenach,  y  después  el  descabri- 
miento  de  la  lata  de  petróleo,  hacen  insostenible  aquella  explica- 
ción. Por  consiguiente,  tomo  nota,  relativamente  á  este  tercer 
punto,  de  las  promesas  contenidas  en  la  nota  de  ese  H.  Ministe- 
rio, fecha  4  de  octubre  de  1902,  ya  mencionada,  de  haber  reco- 
mendado á  la  autoridad  judicial  competente,  averigüe,  con  el 
concurso  del  interesado,  las  causas  del  incendio;  castigar  á  los 
culpables,  y  proveer  entre  tanto  á  la  seguridad  personal  de  di- 
cho J.  Figallo.  También  relativamente  á  este  tercer  punto  hago,  á 
nombre  del  Gobierno  italiano,  reserva  expresa  de  todas  nuestras 
razones  para  el  caso  que  tales  promesas  no  se  llevasen   á  efecto. 

Trátase  de  una  cuestión  importante,  no  sólo  por  la  naturaleza 
de  los  derechos  sobre  que  está  fundada,  sino  también  por  la  en- 
tidad de  los  intereses  patrimoniales  que  á  ella  respectan.  Por 
consiguiente,  no  creo  poder  bastantemente  recomendíir  este  asun- 
to al  detenido  examen  de  V.  E.,  con  cuyo  espíritu  liberal  y  las 
excelentes  disposiciones  y  simpatías  de  que  está  animado  hacia 
la  colonia  italiana  me  permito  contar  desde  ahora. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  expresiones  de  mi  más  alta 
y  distinguida  consideración. 

F.  Medid. 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure   y   Unánue,    Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

NV  29.  Lima,  24  de  agosto  de  1903. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Me  es  grato  acusar  recibo  á  V.  S.  de  su  estimada  nota  N?  534, 
de  17  de  junio  último,  relativa  á  las  quejas  formuladas  por  los 
hermanos  Figallo,  con  motivo  de  los  incendios  ocurridos,  por  los 
años  de  1901  y  1902,  en  sus  depósitos  de  carbón  existentes  en 
Piura. 

En  conferencias  verbales  ya  tuve  la  honra  de  hnblar  á  V.  S. 
•obre  esta  cuestión;  y  paso  ahora  á  manifestarle  el  concepto  de- 
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finitÍYo  que  acerca  de  ella  me  he  formado,  después  de  estudiar 
detenidamente  los  doenmentoe  respectivos. 

Por  nota  de  4  de  octubre  del  año  próximo  pasado,  mi  antece- 
sor el  señor  Villegas,  expresó  á  esa  Legación  que  los  sucesos  de 
que  se  trataba  eran  materia  propia  de  esclarecimientos  judiciales 
en  que  según  nuestras  leyes  no  podía  intervenir  el  Gobierno,  de- 
biendo limitarse  á  recomendar,  como  lo  ha  hecho,  á  las  autorida- 
des respectivas,  la  pronta  administración  de  justicia.  Observaba 
mi  antecesor  que  «es  inadmisii>le  atribuir  a  los  extranjeros  la  fa- 
cultad de  sustraer  á  los  procedimientos  propios  de  la  justicia  co- 
mún cuestiones  cuyo  conocimiento  y  resolución  le  competen  en 
virtud  de  su  ministerio  social;  pues  tal  doctrina,  en  caso  de  ser 
admitida,  los  colocaría  en  situación  privilegiada  respecto  de  los 
demás  habitantes  del  territorio  nacional». 

Estos  principios  generales,  universalmente  reconocidos  en  to- 
dos los  países  cultos,  no  permiten  una  discusión  detallada  acerca 
de  las  acusaciones  y  de  las  pruebas  que  presentan  los  hermanos 
Figallo,  y  de  las  cuales  se  ha  hecho  cargo  esa  Legación  para  tras- 
mitirlas á  este  Despacho;  porque  tal  procedimiento,  aparte  de 
ser  incorrecto,  no  conduciría  á  conocer  la  verdad  de  los   hechos. 

A  pesar  de  estas  observaciones,  cuyo  alcance  no  puedo  ocul- 
tarse á  V.  S.,  voy,  en  obsequio  á  la  deferencia  que  me  merece  esa 
Legación,  á  rectificar  la  reseña  de  los  hechos  y  las  apreciaciones 
que  contiene  la  citada  nota  de  V.  S.,  encaminada  á  establecer  res- 
ponsabilidades que  carecen  de  todo  ftmdamento. 

De  los  dos  incendios  que  han  ocasionado  pérdida  á  los  herma- 
nos Figallo,  el  primero  ocurrido  en  29  de  abril  de  1901  en  la 
hacienda  Nomara,  dio  origen  á  una  inmediata  información  su- 
maria practicada  por  el  Juez  de  Piura,  quien,  como  V.  S.  con- 
fiesa, se  trasladó  expresamente  í^l  lugar  del  suceso  para  cumplir 
con  sus  atribuciones. 

De  ella  resulta  que  el  incendio  se  debió  á  un  accidente  fortui- 
to y  no.á  un  propósito  criminal.  Tal  fué  sin  duda,  por  entonces, 
la  opinión  de  los  mismos  hermanos  Figallo,  cuando  no  entabla- 
ron acción  judicial  alguna,  ni  acusaron  concretamente  á  nadie, 
como  les  correspondía  hacerlo,  á  fin  de  que  la  autoridad,  en  po- 
sesión de  datos  ciertos,  pudiera  continuar  el  proceso. 

Si  los  mismos  interesados  omitieron  suministrar  pruebas  y  to- 
do elemento  que  pusiera  á  las  autoridades  en  aptitud  para  hacer 
efectiva  la  pretendida  responsabilidad  criminal  que  aseguran  ha- 
ber existido,  y  si  la  opinión  unánime  atribuyó  este  grave  incen- 
dio á  un  accidente  casual,-no  es  justo  que  hagan  cargos  por  la 
circunstancia  de  no  haberse  castigado  á  los  autores  desconocidos 
del  supuesto  delito. 

116 
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« 

V.  S.  dice  que  hasta  hoy  se  ignora  por  qué,  no  obstante  i^P^" 
lidas  instancias  de  esa  Legación,  no  proporcionó  írl  Gobierno  pe- 
ruano información  al  respecto;  pero  olvida  que  dichas  instancias 
sólo  coin«^nzaron  un  año  dsspués  de  los  sucesos,  esto  es,  el  13  de 
marzo  de  1902,  sin  que  hasta  esta  fecha  el  señor  Pirrone,  ante- 
cesor de  V.  S.,  hubiera  hecho  gestión  alguna. 

Ocurrió  el  segundo  incendio  el  6  de  marzo  de  1902. 

Afírmase  que  el  señor  J.  Figallo  se  trasladó  al  norte  para  ad- 
quirir datos  sobre  el  origen  de  este  segundo  incendio,  que  tuvo 
lugar  en  el  depósito  de  carbón  de  Sullana,  y  que  habiéndose  pre- 
sentado al  Subj)rcfccto  de  la  provincia  de  Paita,  pidiéndole  la? 
garantías  prometidas,  ese  funcionario  le  dijo  que  no  tenía  ins- 
trucciones en  tal  sentido;  por  lo  cual  telegrafió  al  Prefecto  de 
Piura  y  no  recibió  respuesta. 

Pero  el  interesado  no  ha  dicho  que  clase  de  garantías  solicitó, 
ni  por  que  no  reiteró  su  pedido,  y  es  seguro  que  el  telegrama 
que  expresa  haber  dirigido  á  Piura  no  le  llegó  al  Prefecto. 

E:?to  último  es  de  inferencia  lógica,  puesto  que  en  virtud  de 
la  recomendación  lieelia  á  las  autoridades  |)olítieas  i>ara  que 
atendieran  en  cuanto  fuese  posible  y  protegieran  a  Figallo,  el 
Prefecto  de  Piura  k^legrafió  á  este  Despacho  en  los  términos  que 
contiene  la  copia  remitida  á  esa  Legación,  con  oficio  de  12  de 
Abril  de  1902,  afirmando  epie  nunca  recibió  queja  alguna  del 
referido  damnificado,  y  que  te  hallaba  dispuesto  á  atender  cual- 
quiera solicitud  de  su  parte. 

Tan  favorable  disposición  de  la  autoridad  politiea  no  habría 
])odido  llegir  por  supuesto  has'a  el  punto  do  facultar  al  señor  J. 
Figallo  ptira  que  armase  de  fusiles  a  rus  dependier.tís.  cerno  ase- 
vera haberlo  solicitado  antes  del  Gobierno,  ¡mes  dadas  las  pre- 
venciouís  que  contra  él  decía  existir  en  el  Departamento,  esa 
facultad  podía  haber  ocasionado  luchas  sangrientas. 

Debo  rechazar,  desde  luego,  la  afirmación  de  V.  S.  relativa  a 
que  las  autoridades  locales  no  han  descubierto  el  origen  elel  in- 
cendio de  Sullana;  pues  los  informes  de  que  tiene  conocimiento 
esa  Legación,  y  que  emitió  primero  por  cable  la  Prefectura  del 
Departamento  do  Piura,  confirmados  después  por  oficio  de  la 
misma  al  que  aeoinpañaba  otro  de  la  gol)ernación  del  distrito 
de  Sullana,  fechado  el  8  de  Marzo  de  1902,  y  las  declaraciones 
del  Alcalde  Municipal  don  Pedro  José  Merino,  del  Jefe  de  la  ca- 
sa liilbeck  y  CV  señor  Domingo  J.  Vegas,  del  Juez  de  Paz  don 
Daniel  Franco,  de  los  comerciantes  españoles  don  Juan  García 
Tejero  y  don  Feli]>e  García,  don  Alejandro  Troyani  y  don  Iaiís 
Paolini,  italiaiios  de  igual  profesión,  atribuyen  unánimemente 
el  referido  incendio  á  las  chispas  y  los  pedazos  de  carbón  infla- 
mado quo  arrojó  una  máquina  del  ferrocarril  de  Sullana,  la  cual 
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hubo  de  forzar  sus  fuegos  por  estar  más  cargado  que  de  ordina- 
rio el  convoy,  para  subir  la  pendiente  que  empieza  en  el  lugar 
donde  tenía  su  depósito  de  carbón  el  señor  Figallo. 

Todos  los  mencionados  declarantes  en  esa  sumaria  informa- 
ción, afirmaron,  con  perfecta  uniformidad,  que  estaba  en  la  con- 
ciencia de  la  población  entera  de  Sullana  el  carácter  enteramen- 
te casual  del  siniestro,  al  cual  expresan  también  todos  que  con- 
tribuyó la  circunstancia  de  que  los  sacos  de  carbón  Je  propiedad 
del  seflor  Figallo  habían  contenido  antes  salitre,  materia  que  por 
su  riqueza  en  oxígeno  favorece  mucho  la  cpmbustión. 

No  es  posible  poner  en  duda  el  valor  probatorio  de  esas  decla- 
raciones, sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  que  uno  do  los  declaran- 
tes, don  Felipe' García,  es  yerno  del  señor  Figallo,  y  otro  de 
ellos,  don  Luis  Paolini,  era,  en  la  época  del  siniestro,  empleado  ó 
representante  del  mismo  damnificado. 

A  testimonios  tan  concluyentes  sólo  ha  opuesto  el  señor  Figa- 
llo los  siguientes: 

Un  informe  de  don  Eugenio  Busenach,  individuo  llevado  por 
él  ad  hcc  al  lugar  del  siniestro,  y  cuya  opinión  apenas  puede  te- 
ner más  valor  que  lo  expresado  por  el  mismo  damnificado;  una 
carta  dirigida  por  don  Luís  Paolini  á  un  señor  Ojeda;  y  otras 
dos  de  este  último  y  de  un  señor  Miñan  Masías  al  referido  Pao- 
lini. Pero  del  contenido  de  tales  documentos  no  se  deduce  sino 
que  el  incendio  del  carbón  de  Figallo  fué  anterior  al  que  se  de- 
claró en  el  de  los  señores  Ilopkins  y  Cardó,  y  no  se  trasmitió  en 
el  día  del  suceso  al  de  la  casa  Hilbecky  C*,  próximo  al  primero. 

Las  referidas  cartas  no  desvirtúan,  en  ninguna  forma,  las  de- 
claraciones ya  citadas,  entre  las  cuales  figura  la  del  mismo  Pao- 
lini, empleado  do  Figallo. 

En  cuanto  a  la  lata  vacía  de  petróleo  que  el  señor  Figallo  afir- 
ma haberse  encontrado  entre  loe  escombros,  y  que  hizo  fotogra- 
fiar tomándola  por  cuerpo  del  delito,  aún  en  el  cas(^  do  no  haber 
sido  puesta  allí  después  del  incendio,  difícilmente  podría  servir 
por  sí  sola  de  fundamento  á  la  sospecha  de  criminalidad,  desde 
que  es  sabido  que  en  toda  la  costa  peruana  esa  clase  de  latas  se 
emplea  para  gran  número  de  usos  domésticos. 

Pruebas  de  esa  especie  no  tienen  racionalmente  valor  alguno 
ante  las  terminantes  y  unánimes  declaraciones  de  las  autorida- 
des y  vecinos  respetables  del  lugar  que  dejo  recordadas:  no  se 
explicaría  que  ellas  hubieran  dado  origen  á  la  serie  de  comuni- 
caciones dirigidas  sobre  la  cuestión  Figallo  á  este  Ministerio  por 
la  Legación  del  digno  cargo  de  V.  S.,  si  no  fueran  conocidos  el 
poder  sugestivo  de  los  interesados  en  reclamaciones  de  esta  natu- 
raleza, y  la  constante  benevolencia  y  buena  fe  con  que  esa  Lega- 
ción ha  acogido  toda  gestión  de  particulares  italianos  residentes 
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en  este  país,  encaminadas  &  crear  responsabilidades  favorablee  á 
BUS  intereses. 

Alegan  los  damnificados  haber  recibido  anónimos  amenazan- 
tes y  luchar  con  odiosidades  en  Piura;  pero  mi  Gobierno  no  pue- 
de impedir  ni  lo  uno  ni  lo  otro,  pues  no  le  es  dado  intervenir  en 
las  relaciones  sociales  ni  en  los  negocios  de  los  hermanos  Figallo. 

Para  probar  lo  infundado  del  cargo  que  se  formula  contra  el 
Gobierno  sobre  este  punto,  basta  preguntarse  ¿qué  género  de  ga- 
rantice estimarían  encaz  dichos  señores  para  juzgarse  á  cubierto 
de  las  asechanzas  de  que  dicen  ellos  ser  víctimas? 

¿Cree  V.  S.  que  un  Gobierno  está  obligado  á  hacer  custodiar 
constantemente  por  la  fuerza  pública  á  todo  extranjero  que  abri- 
gue tales  temores,  cuando  no  se  precisa  de  parte  de  quién  puede 
provenir  la  agresión,  ni  el  carácter  de  ésta  y  que  bastaría  el 
empleo  de  la  fuerza,  en  esa  forma,  para  que  los  que  se  quejan  se 
sintiesen  enteramente  á  cubierto  de  las  actos  hostiles  que  asegu- 
ran amenazarles? 

Juzgo,  por  lo  tanto,  que  las  observaciones  consignadas  en  las 
precedentes  líneas  bastarán  para  llevar  al  ánimo  del  Gobierno  de 
V.  S.  el  convencimiento  de  que  las  reiteradas  quejas  del  sefíor 
Figallo  contra  las  autoridades  nacionales,  á  quienes  acusa,  con  el 
apoyo  de  esa  Legación,  por  no  haber  descubierto  á  los  culpables, 
que  seguramente  no  han  existido,  del  incendio  de  Sullana,  tienen 
una  base  del  todo  deleznable. 

Por  lo  demás,  celebro  que  V.  S.  reconozca  el  decidido  empeño 
del  Gobierno  y  de  las  autoridades  políticas  y  judiciales  peruanas 
para  hacer  efectivas  en  favor  de  los  extranjeros,  y  muy  en  particu- 
lar de  la  progresista  y  laboriosa  colonia  italiana  establecida  en  el 
territorio  nacional,  las  garantías  tutelares  á  que  nuestras  leyes  les 
dan  derecho. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de 
mi  consideración  distinguida. 

E.  Larrabure  y  Uñarme, 

Al  señor  Marques  de  Médici  di  Marigaano,  Encargado  de  Nego- 
cios de  Italia. 
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RECLAMACIÓN  PUCCIO. 

f 

1903. 
Real  Legación  de  Italia 
N*  301.  Lima,  Abril  19  de  1903. 

Sefior  Ministro: 

Entre  las  reclamaciones,  aún  pendientes,  presentadas  por  mis 
nacionales  ante  este  H.  Gobierno,  hay  una  que  no  puede  ser  de- 
batida en  manera  alguna:  me  refiero  á  la  de  la  casa  Ernesto 
Puccio. 

Como  V.  S.  advertirá  por  las  numerosas  notas  dirigidas  por 
esta  cancillería  á  ese  H.  Despacho,  y  especialmente  por  las  del 
f5  de  Setiembre,  1897,  y  16  de  Febrero,  1898,  á  las  que  acompa- 
saban copias  de  documentos  probatorios,  trátase  de  una  reclama- 
ción por  empréstito  forzoso  que,  con  infracción  del  tratado  vigen- 
te entre  los  dos  países,  le  fué  impuesta  á  la  casa  Puccio,  durante 
la  guerra  civil  de  1885,  fuera  de  la  detención  arbitraria  que  su- 
frió en  aquella  circunstancia  el  jefe  de  ella.  , 

No  habiendo  hasta  hoy  tenido  un  resultado  satisfactorio  las 
gestiones  de  esta  Legación,  creo  de  mi  imprescindible  deber  llamar, 
á  mi  vez,  la  atención  de  V.  E.  hacia  esta  reclamación,  confiado 
en  que  al  tratarse  de  un  crédito  líquido  y  no  discutible,  V.  E. 
88  servirá  dictar  las  disposiciones  oportunas,  á  fin  de  que  el  recla- 
mante sea  reembolsado  de  la  suma  que  arbitrariamente  le  fué 
arrancada  (4000  soles). 

Quiera  señor  Ministro  aceptar  las  seglaridades  de  mi  más  alta 
consideración. 

F.  Medid. 

El  reclamante  está  llano  á  limitar  sus  pretensiones  á  la  suma 
de  ^..000  8ole8  al  tipo  actual,  sin  tener  en  cuenta  que  el  valor  da 
la  moneda  de  plata  era  el  doble  en  la  época  en  que  se  le  exigió 
el  empréstito  forzoso;  y  sin  reclamar  interedes  por  ese  dinero. 

F.  Mídiei. 

A.  S.  E.  el  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro  dt 
Belaciones  Exteriores. 
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Iteal  Legación  de  Italia 

N?  456.  Lima,  maya  26  de  1903.     - 

Señor  Ministro: 

Me  permito  reiterar  la  viva  solicitud  á  que  se  contrajo  mi  nota 
de  19  de  abri!  próximo  pasado,  N?  301,  que  aún  no  lia  sido  con- 
testada, en  la  cual  hice  presente,  una  vez  más,  la  reclamación 
que,  á  su  tiempo,  presentó  el  señor  Puccio,  pidiendo  se  le  devol- 
viese la  imposición  forzosa  de  S/.  4000  á  que,  indebida  y  violenta- 
mente, fué  obligado  en  el  Cerro  de  Pasco,  en  1885. 

No  liaré  referencia  á  las  pruebas  de  aquel  hecho,  el  cual  está 
comprobado,  y  solo  hablaré  de  un  solo  documento  de  los  muchos 
que  obran  en  copia  en  esta  Cancillería,  es  decir,  del  recibo  otorgado 
á  Puccio  por  la  autoridad  competente,  que  ya  ha  sido  puesto  en 
conocimií  uto  de  ese  Ministerio.  En  cuanto  al  derecho  que  asis- 
te á  la  reclamación  de  Puccio,  que  es  el  derecho  de  gentes  y  el 
que  dan  los  tratados,  creo  inútil  volver  á  discutir  sobre  el  parti- 
cular. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

F.  Medici. 

m 

Al  Excmo.  señor  doctor  don   Eugenio  Larrabure  y  Uiíánue,  Mi- 
nistro de  Kelaciones  Exteriores. 


PROTOCOLO 

lleunidos  (ni  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  don  Eu« 
^nnio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro  del  Ramo  y  el  marqués 
Fraiícisco  Medici  di  Marignano,  Encargado  de  Negocios  de  Ita- 
lia, [)ara  tratar  de  la  reclamación  del  subdito  italiano  Ernesto 
Puccio,  proveniente  del  empréstito  forzoso  que  le  impuso  en  el 
Cerro  de  Paseo,  el  año  1885,  el  Prefecto  y  Comandante  General, 
j)ara  atender  al  sostenimiento  del  ejército;  el  señor  Ministro  de 
Kelaciones  Exteriores  manifestó  que  su  Gobierno  deseaba  poner 
término  á  el  i  reclamación,  en  obsequio  á  la  perfecta  inteligen- 
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cia  que  debe  existir  entre  ambas  Cancillerías.  Al  efecto,  estaba 
dispuesto  á  ordenar  el  pago  de  los  4,000  soles  que  entregó  Puc- 
cío,  mediante  la  renunqia,  por  parte  de  éste,  de  los  intereses  y  la 
devolución  de  los  bonos  emitidos  en  Arequipa  el  20  de  Febrero 
de  1885,  y  que  por  la  cantidad  de  S/  5,000  recibi ')  el  mismo 
Puccio  al  hacer  el  préstamo. 

El  selior  Encargado  de  Negocios  de  Italia  contestó  que  ani- 
mado del  mismo  propósito  de  suprimir  todo  motivo  de  mala  in* 
teligencia  entre  ambas  Cancillerías,  y  debidamente  autorizado 
por  su  Gobierno,  aceptaba  la  transacción  propuesta  pw  el  señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  lá  entrega  de  4,000 
soles,  en  pago  total  y  definitivo  de  la  reclamación  Puccio;  que 
estaba  llano  á  hacer  la  devolución  de  los  boíios  que  se  dieron  al 
reclamante  y  que  se  conservan  en  la  Legación;  y  que  el  pago 
debía  realizarse,  la  mitad  dentro  de  los  treinta  días,  y  la  otra 
mitad  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes  á  la  fecha  de  este 
protocolo. 

'  Estando  de  acuerdo  los  infrascritos,  y  con  la  autorización  co- 
rres[)ündiente,  firman,  para  constancia,  el  presente  protocolo,  por 
duplicado,  en  Lima,  á  los  cinco  días  del  mes  de  Junio  de  rail 
novecientos  tres. 

E.  Larrabure  y  Unanue.  F.  Medid  de  Marignano. 


Ministerio  de  Relaciones  Ekieriores. 

N9  24  Lima,  Junio  6  de  1903. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Habiendo  sido  aprobado  el  protocolo  que  tuve  la  honra  de 
firmar  con  V.  S.,  el  5  de  Junio  último,  para  la  cancelación  defi- 
nitiva de  la  reclamación  Paccio,  segón  lo  expresa  el  supremo 
decreto,  cuya  copia  acompaño,  me  es  grato  remitir  á  V.  S.,  junto 
con  la  presento,  la  letra  N?  207,  de  la  Dirección  del  Tesoro,  con- 
tra la  Societé  Genérale  de  Crédit  Industiiel  et  (;ommerciel  de 
Piíííp,  á  la  orden  de  esa  Legación,  por  la  cantidad  de  diez  rail 
francos,  (frs.  10,000),  equivalente  de  la  suma  de  cuatro  mil  so- 
les (S/.  4,000),  fijada  en  dicho  protocolo  para  el  arreglo  total  de 
la  reclamación  Puccio. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor   Encargado 
de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

K  Larrabure  y  ürumve. 

Al  señor  Marqués  Medici  de  Marignano,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  360.  lAma,  Junio  6  de  190S, 

Visto  el  protocolo  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  para 
cancelar,  mediante  el  pago  de  cuatro  mil  soles  (S/.  4,000),  la  re- 
elamación  del  subdito  italiano  Ernesto  Puccio,  proveniente  del 
empréstiio  que,  de  igual  suma,  fué  obligado  á  hacer  en  1885,  pa- 
ra el  sostenimiento  del  Ejército  nacional;  con  el  voto  uuánime 
del  Consejo  de  Ministros:  apruébase  dicho  protocolo,  y,  en  conse- 
cuencia, gírese,  en  su  oportunidad,  á  la  orden  del  habilitado  del 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  los  respectivos  libramientos 
para  pagar  á  la  Legación  de  Italia  la  suma  convenida  en  los 
plazos  fijados;  cargándose  el  gasto  á  la  partida  3,030  del  presa- 
puesto  general  vigente. 


Regístrese  y  comuniqúese. 
Rúbrica  de  S.  E. 


E,  Larrabure  y  Uñarme. 


Real  Legación,  de  Italia. 

N?  591.  Irímo,  Julio  7  de  190S. 

m 

Señor  Ministro: 

He  recibido  la  nota  que  V.  El  me  biso  el  honor  de  dirigir- 
me con  fecha  de  ayer,  cubriendo  una  letra,  N?  207,  girada  p<^ 
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el  Tesoro  contra  la  cíSocieté  Genérale  de  Crédit   Industriel  et 
Commerciel  de  París»,  á  la  orden  de  eeta  I^gución,  por  la  suma    - 
de  10,000  francos  equivalentes  á  la  de  4,000  soles,  que  señala  el* 
protocolo  que  tuve  el  honor  de  firmar  con  V.  E.  el  5  del  próxi- 
mo pasado,  como  cancelación  definitiva  de  la  reclamación  de 
Ernesto  Puccio. 

Al  dar  á  V.  E.  nuevamente  las  gracias  por  las  conciliadoras  y 
benévolas  intenciones  de  que  ha  dado  pruebas  en  la  solución  de 
este  asunto,  me  apresuro,  de  conformidad  con  el  citado  protoco- 
lo, á  devolver  aquí  anexos  los  títulos  de  los  «bonos  fiscales^),  por 
el  valor  nominal  de  S/,  5,000  que  Puccio  depositara  en  esta  Can- 
cillería; menos  uno  que,  como  comprobante,  fué  remitido  á  ese 
Ministerio,  al  iniciarse  la  reclamación. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

F,  Mcdici, 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y   Unánue,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


KL  EXCMO.  SKÑOR  MINISTRO    DE    ESl'AÑA    SE  HACE  CARGO  ACCIDEN- 

TAIMKNTE  I)K  LA   1-KGAClÓN  D^  ITALIA 

Legación  de  Italia. 

Lima,  Noviembre  17  de  1902. 
Señor  Ministro: 

Exigiendo  graves  motivos  j^ersonales  mi  pronto  regreso  á  Ita- 
lia, he  solicitado  y  obtenido  \)ov  telégrafo  de  mi  Gobierno  la  co- 
rrespondiente licencia  de  que  aprovecharé  inmediatamente. 

De  orden  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  á  mi 
partida,  se  encargará  de  esta  Legación  S.  E.  el  señor  don  Rami- 
ro Gil  de  Uríbarri,  Ministro  de  S.  M.  Católica  en  Lima,  quien,  á 
su  vez,  la  entregará  al  señor  Máximo  Galliani,  tan  pronto  como 
éste  se  constituya  aquí. 

117 
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« 

Al  poner  ésto  en  conocimiento  de  V.  E.,  aprovecho  de  la  opor- 
tunidad para  reiterarle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi 
consideración  más  distinguida. 

Q.  Pirtone, 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  España  en  Lima 

N?  56.  Limay  24  de  noviembre  de  1902. 

•    ■ 

Señor  Ministro: 

Confirmando  la  nota  que  é  V.  E.  ha  dirigido  el  Excmo.  señor 
Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  tengo  la  honra  de 
participarle  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  Gabinete  del 
Quirinal,  y  previa  autorización  del  Gabinete  de  Madrid,  he^qiit- 
dado  á  cargó  de  la  Real  Legación  de  Italia,  á  partir  desde  el  22 
del  corriente,  en  que  el  expresado  señor  Ministro  salió  de  eíla 
Capital,  en  uso  de  la  licencia  que,  á  causa  de  grave  enfermedad 
de  su  anciana  madre  le  ha  sido  concedida,  estando  convenidlo 
que  asumiré  dicha  representación  hasta  la  llegada  del  caballero 
señor  Máximo  Galliani,  Vice -Cónsul  agregado  á  la  mencionadíi 
Legación. 

Al  rogar  á  V.  É.  se  sirva  elevarlo  á  conocimiento  de  S.  E.  el 
Beñor  Presidente  de  la  licpóblica,  por  más  que  personalmentt- 
tendré  el  alto  honor  de  ofrecerle  hoy  mismo  mis  respetos  con  tal 
motivOy  y  en  la  esperanza  de  que  tanto  V.  B.  como  el  Gabinete, 
que  tan  dignamente  preside,  querrán  prestarme  su  benévola  ne- 
cesaria cooperación  para  que  durante  mi  gerencia  se  mantengan 
y  hagan  más  íntimas,  si  es  posible,  las  cordiales  relaciones  que 
felizmente  existen  entro  Italia  y  el  Perú,  á  lo  que  por  mi  parte 
contribuiré  con  el  mayor  empeño,  aprovecho  gustoso  esta  oca- 
sión, señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi 
más  alta  y  distinguida  consideración. 

R.  6il  de  üríbarri. 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Ünánue,  Ministro  dt* 
Relaciones  Exteriores^ 
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Miniattrio  de  Relationea  Exleñores 

N?  42.  Lima,  diciembre  9  de  1902. 

Señor  ilinistru: 

Me  ha  sido  honroso  recibir  la  ateuta  nota  de  V.  E.,  fecha  24 
flenoviembro-tíltimo,  en  que,  confirraando  los  términos  déla  que 
me  ha  dirigido  el  Excmo-  señor  Pirrone,  se  sirve  participarme 
(¿ue,  previa  auíorización  del  Cíabineto  de  Madrid,  y  con  arreglo  á 
lo  dispueírto  por  el  del  Quirinal,  ha  quedado  V.  E.  á  cargo  de  la 
Real  Legación  de  Italia  desde  el  22'del  raes  último  basta  la  lle- 
gada del  Caballero  señor  Máximo  (íalliani,  Vicecónsul  agregado 
á  la  misma. 

Defiriendo  al  deseo  expresado  por  V.  E.  he  puesto  este  hecho 
en  conocimiento  del  Excmo.  señor  Romana,  y  me  es  grato  mani- 
festar á  V.  E.  que,  tanto  él,  como  todos  los  miembros  del  actual 
Ministerio,  acogen  la  noticia  de  tan  acertada  designación  con  la 
mas  sincera  comi)lacencia,  abrigando  el  designio  de  prestarle  la 
más  cordial  cooperación  en  cuanto  se  refiera  al  cumplido  desem- 
peño de  su  alto  encargo. 

Aprovecho  la  cpotunidad  para  renovarle,  señor  Ministro,  las 
seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  Lorrabure  y  Unanut 

Al  Rxviino.    SvMlor  don  Ramiro  Gil  Je    Uríbarri,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


•i 
RECLAMACIÓN     PéNPOLA. 


1903. 


PROTOCOLO. 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  los  Exce- 
lentísimos  Señores  don  Joeé  Pardo,  Ministro  del  Ramo,  y  Comen- 
fiador   Giuseppe   Pirrono,    Knviado   Extraordinario  y  Ministro 
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Plenipotenciario  de  Italia,  expuso  el  segundo  que,  después  del 
arbitraje  de  Su  Excelencia  el  Ministro  de  España,  sobre  las  recla- 
maciones Italianas,  provenientes  de  la  guerra  civil  de  1894-95, 
habia  quedado  pendiente,  en  narte,  la  del  stjbdito  Juan  Péndola, 
porque  el  arbitro  no  se  liabía  creído  competente  para  fallar  sobre 
lo  reclamado  por  hechos  posteriores  al  19  de  marzo  de  1895;  y 
que,  habiendo  sido  pagadas  todas  las  reclamaciones  análogas, 
pedía  que  el  Gobierno  del  Perú  atendiese,  en  justicia,  al  pago  de 
los  diecinueve  mil  soles  (S/.  19.000)  que  aún  restaban  á  Péndola. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  manifestó  que  el  arbitraje 
á  que  se  había  referido  el  señor  Ministro  de  Italia,  puso  término  de- 
finitivo á  todas  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  la  gue- 
rra civil  de  1894-95;  y  que,  de  consiguiente,  la  de  Péndola  queda- 
ba comprendida  entre  ellas.  Pero  que,  no  obstante,  como  un  acto 
de  alta  deferencia  al  Gobierno  de  Su  Majestad  y  de  estimación 
personal  á  su  Ministro  en  el  Perú,  ofrecía  pagar  la  reclamación 
Péndola  en  la  proporción  resultante  de  la  suma  total  reclamada 
por  los  damnificados  italianos  y  la  que  ha  sido  pagada  en  virtud 
de  los  laudos  del  Excelentísimo  señor  Ministro  de  España,  ó  sea 
en  la  cantidad  de  tres  mil  cuatrocientos  soles  (S/.  3400);  pero  con 
expresa  renuncia  de  los  iotereses,  como  uniformemente  se  ha  es- 
tablecido en  todas  las  reclamaciones. 

El  Ministro  de  Italia  contestó,  que  agradecía  profundamente 
los  móviles  que  inspiraban  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, y  que,  aún  cuando  consideraba  reducida  la  proporción 
indicada,  deseando  dar  testimonio  de  las  amistosas  disposiciones 
de  su  Gobierno  y  de  las  suyas  propias,  aceptaba,  á  nombre  del 
reclamante,  la  cantidad  ofrecida,  renunciando,  desde  luego,  á 
los  intereses. 

Para  constancia  firman  este  protocolo,  en  Lima,  el  veintiocho 
úe  octubre  de  mil  novecientos  tres. 

José  Pardo.  O,  Pirront. 
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JOSÉ  PARDO  Y  BARREDA. 

PRBSIDKNTB    DB  LA  ÚEPUBLICA    PERUANA. 

Por  cnanfq: 

Se  celebró  en  Lima,  el  dice*'  '-ho  de  abril  de  mil  novecientos 
cinco,  entre  el  Ministxo  do  Relaciones  Exteriores  del  Perú  y  el 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Ma* 
jestad  el  Rey  do  Italia,  el  signientp 

TRATAT:o  CfEMSlIAL  DE  ARBITRAJE 

% 

entre  la  Rrpribllca  Poniaia  y  el  "^.d-io   de  Italia. 

8n  Kxoelenu'"»,  el  Prctidonío  Ac  la  K-pública  P^ruann,  y  Su 
Majestad  el  Wty  de  Ilaliii,  anii'.'«'l<)S  del  [>ro;Mjsií.ode  csl rochar  la 
cordialidad  de  las  relaci:  :.^.s  (.  >J.v.  .nies  «  ntiG  s^;5  rfs[!or:!.ivos  paí- 
ses, y  de  solucionnr  anii-.tr^^rin'íite  lasí  ciK'-ii-"»r.f ?  ohí^  i>uedan 
susciiar.yj  on!i«^  :]'js,  han  rerju-  Ito  celebrar  un  tratado  g-^norai  de 
arbitraje;  y,  á  esto  fm,  han  noí^r  i\m1o  su:-)  pler.ÍT>ot(  nciarios: 

Su  líxeolencia  oí  Prcsident:/  do  la  l!o]  ''iblic  IVruann,  al  señor 
doctor  don  Javier  Prado  y  Uí.t«u'1ocj1C,  ]\í:ni¿ir:)  de  Estado  en  el 
Despacho  de  llcla'jiniioi:  1  :-:{'] i; 4(^s;  y 

Su  Mai(-1ad  ol  Pov  de  Tí-'Jia,  al  señor  Tomás  Carletti,  caba- 
llero  do  San  Mauricio  y  San  l.á/aro,  oiicial  de  la  corona  de  Ita- 
lia, etc.,  su  Envi"d.^  Extraorlíiiar-o  y  Ministro  Plenipotoiciario 
ante  el  Gobierno  dol  Per-'i. 

Qjiono-^  h.a^^io:!  V.>  ha^l.^do  en  b'K-na  y  del 'ida  forma  sus  res- 
pectivos ¡>lcí':o':  ro'lr-nc;^  ]y^^^  (T-U  Vi 'H  id  O  CU  lo  ^iiraion^e: 

ARTICULO  I. 

Los  altas  pari(\s  contratantes  se  obligan  á  someter  á  arbitraje 
toda3  las  c'^trovr'rsij^^j,  s<  a  cual  fuere  su  naturaleza,  que  por 
cuahiu'  r:'.  cansa  sur^iorr-u  entre  ellas,  j  que  no  hayan  podido 
soluoionar'-'o  nmi.<tosanK  r.te,  mediante  negociaciones  directas.  Só- 
lo so  ex«-*opti'ian  del  com])roniiso  arbitral  las  cuestiones  que  afec- 
ten la  iníhM)':^ndoncia  y  el  honor  nacionales.  Encaso  deque  hu- 
bitíse  duda  sobre  ello,  se  resolverá  también  este  punto  enjuicio 
arbitral. 

De  un  modo  particular,  no  se  consideran  comprometidos  ni  la 
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independencia  ni  el  honor  nacionales  en  las  controversias  sobre 
privilegios  diplomáticos,  jurisaicción  consular,  derechos  de  adua- 
na, de  navegación,  validez,  inteligencia  y  cumplimiento  de  tra* 
tados,  y  reclamaciones  pecuniarias,  cualesquiera  que  sean  su  ori- 
gen y  antecedentes,  siendo  entendido  que  el  propósito  de  los  dos 
gobiernos  es  dar  la  mayor  amplitud  posible  á  la  aplicación  entre 
ellos  del  principio  del  arbitraje  internacional. 

El  presente  tratado  se  aplicará  también  á  las  controversia- 
que  tengan  su  origen  en  hechos  anteriores  á  su  celebración;  pero 
no  pueden  renovarse  las  cuestiones  que  hayan  sido  ya  objeto  de 
arreglos  definitivos  entre  ambas  partes,  respecto  de  las  cuales  el 
arbitraje  se  limitará  exclusivamente  á  las  div^ergencias  que  se 
susciten  sobre  interpretación  y  cumplimiento  de  dichos  arreglos. 

ARTICULO  II. 

En  cada  caso  que  ocurra,  las  íiltas  partes  contratantes  desigi.a- 
rán  de  conum  acuerdo  el  arbitro  que  deba  resolverlo.  Si  no 
2)Uvlieran  ponerse  de  acuerdo  ¡soLre  esta  dcc^igiiación,  el  ¿írbiLiu 
.será  nonibi'ado  por  el  jcíc  de  un  tercer  estado,  á  quien  aml-n?  paí- 
ses solicitarán  con  este  <jl)jeto.  No  poniéndoie  tanipoc-o  de  aeut*r- 
do  ])ara  esta  designación,  Italia  lo  f;ulicitaiá,  á  voluntad,  ilt 
Su  Majestad  el  Rey  de  los  l)el^^i.";  «V-  S-.i  ilajc-tad  d  Rey  (]•: 
Dinamarca,  ó  de  Su  Majestad  el  Ji^y  de  Suct-ia  y  Isorup^:^;  y  ci 
Perú,  (le  Su  Excelencia  el  I're.'i«lentu  de  iot  EsríO'us  Uni^ioí  lU 
América,  de  Su  Excelei^cia  el  RiesiHente  de  la  Re|)iiMiea  Arg^i  • 
tina  ó  de  Su  Majestad  el  Rey  de  I^^paria.  Las  altas  partes  ejer- 
cerán este  derecho  en  orden  alternativo  de  eaax-í,  corrc^j^ondieiitio 
á  la  otra  la  facultad  de  excluir  á  i:i:o  de  les  jcf^s  dv  c.-l.^.do  <J^. 
puedan  ser  solicitados  para  hacer  el  nombramiento  do  áibitio. 

Pero  si  la  alta  parte  contrataiito  á  la  (j.iv;  Cv.üie.-i.vi^da,  mi^i^i 
el  orden  establecido  en  este  artículo,  ejercitar  el  derecho  de  ptdir 
al  jefe  de  uno  de  los  estados  indieados  el  noiubramiento  de  arbi- 
tro, no  lo  efectuare  dentro  del  plnzo  de  cuatro  meses,  de  foi  mula- 
da por  escrito,  por  el  otro  país  contratante,  la  invitación  á  haocí 
la  petición,  tendrá  entonces  este  país  el  derecho  de  dirigir  él  lü 
petición  de  nombramiento  de  arbitro,  á  alguno  de  los  jefes  de 
estado  que  le  es  potestativo  designar,  según  este  artículo. 

ARTICULO  IIL 

El  arbitro  que  se  nombre  no  podrá  ser  ciudadano  de  los  paí- 
ses contratantes,  ni  estar  domiciliado  en  ellos,  ni  tener  interés 
directo  ó  indirecto  en  las  cuestiones  que  sean  objeto  del  arbitraje. 
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ARTICULO  IV. 

4 

Siempre  que  el  arbitro,  por  cualquiera  razón,  no  acepte  el  oar- 
go  para  que  fué  nombrado,  ó  no  pueda  continuar  en  él,  se  le 
reemplazará  por  el  mismo  procedimiento  adoptado  para  su  nom- 
bramiento. 

ARTICULO  V. 

Para  cada  caso,  las  altas  partes  contratantes  celebrarán  una 
convención  especial,  con  el  propósito  de  determinar  el  objeto 
preciso  de  la  controversia,  la  amplitud  de  los  podeies  del  arbitro 
nombrado  conforme  á  los  artíoulos  anteriores,  y  cualesquiera 
otros  puntos  y  circunstancias  relativos  al  juicio  arbitral. 

A  falta  de  tal  convención,  y  después  de  haberse  acreditado  por 
una  de  las  altas  partes  que  han  tiascurido  cuatro  nubes  desde  que 
lü  otra  j)arte  fue  invitada  á  celebrarla,  sin  que  la  convención, 
cualquiera  que  sea  la  causa,  se  haya  podidí»  conchnr,  correspon- 
dcrií  al  arbitro  fijar,  sobre  la  base  de  las  recíprocas  pretensiones 
de  las  j»artes,  los  puntos  de  hecho  y  de  dercch')  qr.e^cberán  ser 
resueltos  para  decidir  la  contjoversia. 

Para  cualquiera  otra  determinaeión,  ^e  aplicaiáii,  en  defecto 
de  coi: vención  esp-ecial,  ó  en  easo  de  silc:.cio  de  la  mi-ma,  las  re- 
írlas enunciadas  á  continuación. 


^» 


ARTICrLO  Vi. 

En  defecto  de  acuerdos  o?j)ecialos  entre  las  partes,  corresponde 
al  arbitro:  designar  la  época  y  el  luf^ar  de  sus  se^i'íues,  que  no 
podrá  ser  el  territorio  de  ninguníi  de  las  altas  [«artes  contratan- 
tes; determinar  el  procedimiento  y  sastaneiaeión  del  juicio;  las 
formalidades  y  los  términos  que  .se  prescribirán  á  las  partes,  y, 
en  general,  tomar  todas  las  mediíhis  que  sean  necf '-arias  para  su 
j-ropia  aetuíición,  y  rcholver  toloí?  los  ]mi!Uí><  y  diH-.  ultades  pro- 
eosalcrf  y  todas  las  cuestiones  prejudiciales  é  incidentales  que  pu- 
dieran ocurrir. 

Las  partes  se  oldigan  á  poner  á  disposición  del  arbitro  todos 
los  medios  de  información  cpie  do  ellas  dependan. 

ARTICULO   VIL 

El  arbitro  tendrá  facultad  para  decidir  sobre  su  propia  compe- 
tencia, sobre  la  validez  del  compromiso  y  sobre  su  interpretación 


• 
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ARTICULO  VIII. 

üa  mandatario  de  cada  una  de  las  partes  representará  á  su 
gobierno  en  todos  los  asuntos  que  se   relacionen  con  el  arbitraje. 

AllTICULO  IX.  • 

El  arbitro  deberá  fallar  de  acuerdo  con  los  principios  del  de- 
recho, á  menos  que  el  compromiso  imponga  la  obligación  de 
reglas  especiales,  ó  autorice  al  arbitro  á  resolver-corno  amigable 
componedor. 

ATÍTICULO  X.       * 

La  sentencia  d'jbei'á  decidir  definitivamente  cado  punto  en 
litigio. 

S-^rl  r»Hlaef-.ida  en  i'íoble  original,  firma'la  por  el  arbitro  y  no- 
tifiíMila  á  cada  una  do  las;  partes  direetamonte,  ó  por  medio  de  fu 
represe'^ hinte  ante  el  arbitro. 

ARTICULO  XI. 

Cada  una  do  las  partes  sufragará  los  gastos  propios  y  la  mi- 
tad de  los  ga^^o.s  gf^ncralos  del  arlvltraje. 

ARTirULO  XII. 

La  soiitMií.'ia  lug.iim,.nie  pi-)naneia]a  decide,  dentro  de  los  li- 
mit'\s  de  su  alcance,  la  contienda  entre  las  paiK-s,  Ella  deberá 
contt'Uvn'  la  indicación  del  i)l{i7.o  dentro  del  cual  será  ejecutada. 
El  niisiiu)  ár])itro  que  la  pronuncie  resolverá  las  cuet^tiones  que 
puedan  surgir  sobre  la  ejr>cución  de  la  sentencia. 

ARTICULO   XTIL 

La  sentencia  será  inapelíible,  y  su  cumplimiento  está  confiado 
al  lionor  de  las  naciones  signatarias  d(í  este  pacto. 

Sin  eiubargo,  sir  admitirá  la  deinan<la  de  rev¡>ión  a'nte  el  mis- 
mo arbitro  que  haya  pronunciado  la  sentencia,  siempre  qiie  se 
interponga  antes  de  que  ésta  hubiese  pido  ejecutada: 

1)  6Í  se  ha  dictado  sentencia  en  virtud  de  un  documento  falso 
•ó  eípiivocado; 
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2)  si  la  sentencia  ha  sido,  en  todo  ó  en  parte,  la  consecuencia 
de  un  error  de  hecho,  positivo  ó  negativo,  que  resulte  de  las  ac- 
tuaciones ó  documentos  de  la  causa, 

ARTICULO    XIV. 

El  arbitro  señalará  el  procediraiento-  de  la  revisión,  fijará  k:' 
trámites  y  términos  breves  y  perentorios  en  que  ella  se  aotuarr. 
concretándola  exclusivamente  al  punto  que  la  motiva. 

ARnCULü  XV.     '^ 

Este  tratado  regirá  por  el  término  de  diez  años,  á  con  lar  d(  sde 
el  c'p::je  du  las  ratificaciones.  Si  no  fuere  denunciado  s»is  meses 
antes  de  su  vencimiento,  se  considerará  renovado  por  un  nuovo 
período  de  dirz  unos,  y  as:!  süccsivamenlo. 

ARTICULO    XVI. 

T.'  |;r^v;onte  tratado  tM'á  vatifi  .-a'do,  y  las  ratificaciriií':^  s«>/áu 
canj.  »  la^  en  Lima  ó  en  Koma  á  la  brevedad  posil)le. 

ARTICULO  TRANSITORIO. 

• 

Eli  el  primer  ca¿o  de  arbiíraie  (¿re  se  presei-t.e,  siempre  íjUo 
las  ,  .\:U.s  no  cotéij  de  aeueido  ¡)aia  J;i  (U  ^ij^jUieión  del  áchilvo,  6 
del  jete  de  un  Icrcer  estado  que  debe  cítctuarla,  el  derecho  de 
hae-M'  la  dtsigiuiciún,  que  para  tal  caso  estabUee  el  nriíeulo  II 
del  ]  ]i¿';nte  lialadv),  .uiiv':ípon<U^iá  pur  la  prinirra  vez  á  aquel 
de  1«  ^  ui'S  esíadííj  (|ue  aiiteí>  baya  íu:muIado  por  eK'rito  la  pro- 
puv  Aíi  de  arl>i traje. 

K\\  fe  du  lo  cual,  auibos  plenipolenciaiios  ]:an  firuiado  el  pre- 
sente tratado  y  .^elládolo  con  sus  sellos  re:-.|iecLivo>í,  en  doblo 
ejemplar,  en  castellano  é  italiano,  en  Lima,  á  los  dir^cioelio  día.-j 
del  mes  de  abril  de  mil  novecientos  cinco. 

(L.  S.)— Javier  Prado  y  Uc^artkche. 

(L.  S..)— T.  Carletji. 

Por  Tanto: 

Y  habiendo  el  Congreso  Nacional  aprobado  el  preinserto  trata- 
do general  de  arbitraje,    el  25  de   octubre  último,  en  uso  de  las 

118 


—  938  — 

facultades  que  la  Coustitución  me  confiere,  he  venido  en  acep- 
tarlo, aprobarlo  y  ratificarlo,  teniéndolo  como  ley  del  Estado  y 
comprometiendo  para  su  observancia  el  honor  de  la  República. 

En  fe  de  lo  cual,  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  las 
armas  nacionales  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Lima,  á  los  once  días  del 
mes  de  noviembre  de  rail  novecientos  cinco. 

JOSÉ  PARDO. 

J.  Prado  y  Uqaktkche. 


ACTA  DE  CANJE 

licimiilos  en  el  Ministerio  de  rtolaciones  ICxierioríS  del  IVtú, 
el  (lr;etor  don  Javier  Prado *y  Uiíarteclio,  Ministro  del  Kamo,  y  el 
Cav.  Uíí.  Tonmiñso  C'aile'ti,  Enviado  Extraordinario  v  Mini-tro 
rienij)otenciari()  do  Italia,  eou  el  objeto  de  canjear  las  ralifica- 
eiones  del  tratado  general  de  arlntrajo,  firmado  por  auíbos  el 
dieeioclio  de  abril  del  ])resvaite  afi.^;  después  do  confrontados  los 
instrumentos  resj^ectivos,  que  fueron  ha! lados  oonfi-rincs,  y  de 
exhil.íidos  los  plenos  [»oderes,  que  les  lian  nido  eoníl-ridos  al  (ífec- 
to  por  sus  res[)eetivoá  gobiernos,  realizaron  el  canje  de  dichas 
ratiíicaeiones. 

En  fe  de  lo  cual,  firman  esta  acta,  por  duplicado,  poniendo  sus 
sellos  paiiiculare^,  en  Lima,  el  once  de*  noviembre  de  mil  nove- 
cientos cinco. 

m 

(L.  S.)  — J.   PkADO  y   l^aARTÍICHiC. 

(L.  S.) — T.  Caklktt]. 
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CONVBNCIÓN   CONSULAR. 

Real  Legación  de  JtalUí 

N?  746  Lima,  Mayo  22  de  1906. 

Señor  MinÍ9<fo: 

Como  V.  E.  sabe,  la  Convención  Consular  entre  Italia  y  el 
Perú,  celebrada  el  11  de  de  junio  de  1896,  caducará  el  11  de 
junio  del  año  en  curso. 

Confío  en  que  las  negociaciones  ya  iniciadas  para  celebrar  una 
nueva  Convención  surtirán  el  efecto  deseado.  Mas,  por  loa  mo- 
tivos que  V.  E.  bien  sabe,  pasará  cierto  tiempo  antes  que  se 
celebre  una  nueva  Convención  y  entro  en  vigencia. 

A  fin  de  evitar  que  al  cesar  la  Convencióu  vigente,  los  funcio-- 
narios  consulares  respectivos,  á  falta  de  aoueru'.».s  especiales  entre 
los  Gobiernos,  experimenten  dificultades  en  el  ejercicio  do  sus 
misiones,  tengo  el  honor  de  proponer,  de  parte  de  mi  Gobierno, 
al  del  Perú,  la  prorrogación,  por  un  año,  de  la  Ci^mvención  del 
11  de  junio  de  1896,  de  manera  que  continúe  en  vigor  hasta  el 
n  de  junio  de  1907.  (1) 

No  es  menester  que  agregue,  que  al  scrvir.^o  V.  E.  responderme 
acei)tando  mi  propuesta,  como  lo  e.s[)ero,  tn  Cambio  do  nuestras 
dos  notas  constituirá,  para  mi  Gobierno,  y  para  el  do  V.  E,  el 
compromiso  formal  de  prorrogar,  por  el  período  de  tiempo  indi- 
cado, la  Convención  Consular  vigentí\ 

Aprovecho  la  oportunidad,  señor  Míniáiro,  para  reiterarle  las 
seguridade-  de  mi  alta  oonsr'leración. 

T,  CarleUi 

A.  S.  E.    el  honorable  doctor  don  Javier  Prado  y  Ugarteche,  Mi- 
nistro de  Relacionan  Exteriores. 


(1)  Véase  eaa  Oon vención  en  la  página  368. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exieriores 

N9  3].  Lima,  Mayo  25  de  1906. 

Señor  Ministro: 

« 

He  tenido  la   honra  de  recibir   la  nota  ile  V.  E,  número  746, 

fecliíulii  el  22  de  los  corrienttvS,  en  que  se  digna  expresarme,  que 
terminando  el  11  de  junio  próximo  la  vigencia  de  la  Convención 
Consular  ital  ^-peruano  de  189G,  y  debiendo  trascurir  todavía  al- 
gún tiempo  antes  de  que  se  perfeccione  3'  entre  en  vigor  un  nue- 
vo pacto  de  la  misma  naturalezn,  própon^^  V.  E.,  en  nombre  de 
su  CJobiorno,  que   .-e  prorrogue  por  un  año  dicha  Convención  de 

1  Q'»   • 

]->'. firioi-do  al  doscf  ¡u  V.  E.,  y  reconccici^do  la  necesidad  de 
evitar  que  los  fnncionnrios  consulares  de  uno  y  otro  píiís  hallen 
dilicnlí  'Ac<  ]  ara  el  ejercicio  de  s^is  nirib'icioiv?:;,  por  efecto  déla 
falta  do  iC'w?  :]o<  e-[)ecinles,  cutre  '"(alia  y  el  Perú,  me  c:'  satis- 
factoM^o  j^ívíicipTrlo  our»  mi  <-íi»bi-'^"»';io  a'^cpta  la  proi'roga  pro- 
puesta pf)r  el  de  V.  E  ,  en  virt'id  de  la  cual  s?i^uirá  en  vigencia 
la  Couvenc^'ión  de  '[^9f^  lio^ta  o]  1  1  de  de  junio  de  1907. 
.  Mi  gobierno  acepta,  a^^í  mismo,  que  el  cambio  de  la  presente 
'nota  con  la  que  contento  importe  el  formal  compromiso  de  la 
aceptación  de  esa  prorroga. 

"RcNUf'vol",  SL-uur  Minitlro,  r.r  í^.tguridades  d^'  mi  alia  y  distin- 
guida consideración. 

/.  Prado  y  Ugnrieche. 

m 

Al  I'^cmo.  señor  rau<"iller  Uff.   Tomraaso  Carlctti,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


APÉNDICE 


flPRESllMlENTO  Y  DEVOLUCIÓN  DE  LR  BñRCñ  ITIlLlJlNñ  ''DOMITIU" 

1866 

Consulado  de  Italia  en  él  Perú. 


Lima,  Febrero  5  de  1866. 


Excmo.  Señor: 


En  la  noche  del  25  al  26  del  mes  último,  estando  fondeada  en 
el  puerto  de  Cobija,  en  Bolivia,  la  barca  «DomitiIa«,  con  bande- 
ra italiana  y  de  la  propiedad  del  real  subdito  Enrique  Guino- 
ccbio,  fué  asaltada  por  una  turba  de  malhechores,  quienes,  sor- 
prendiendo al  Capitán,  tripulación  y  á  varios  pasajeros  que  esta- 
ban durmiendo,  desj^ués  de  capturarlos,  se  apoderaron  del  buque, 
y,  levando  el  ancla,  se  hicieron  á  la  vela  con  rumbo  al  norte. 

Las  autoridades  de  Bolivia,  cuando  conocieron  la  piratería,  los 
hicieron  perseguir  con  embarcaciones  armadas,  pero  inútilmente. 

Ahora  se  me  ha  informado  que  dicho  buque  estuvo  en  Arica, 
donde  pudo  vender  dos  embarcaciones  y  parte  del  cargamento, 
y  de  allí  salió,  el  mismo  día  que  el  vapor  «Pacífico»,  llegado  ayer 
al  Callao,  sin  despacho,  y  con  una  simple  orden  del  Capitán  de 
aquel  puerto  para  que  viniese  al  Callao. 

Si  esto  es  cierto,  es  mi  deber  hacer  las  más  amplias  reservas 
respecto  de  la  conducta  de  aquel  señor  Capitán  de  puerto,  el  cual' 
debió  ciertamente  retener  en  secuestro  aquel  buque  y  las  perso- 
nas ique  lo  tripulaban,  por  no  tener  despacho  regular. 

Entre  tanto,  debo  dirigirme  á  la  conocida  bondad  de  V.  E.,  á 
fin  de  que  se  digne  recabar  las  instrucciones  oportunas  del  Su- 
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premo  Gobierno,  para  que  las  fuereas  navales  del  Perú,  al  hallar 
en  el  mar  la  dicha  barca,  la  capturen  con  todas  las  personas  que 
halla  á  bordo;  y  que  se  den  órdenes,  tanto  al  Capitán  del  puerto 
del  Callao,  como  á  las  autoridades  de  otros  puertos  de  la  costa, 
para  que  embarguen  al  dicho  buque,  cuando  recale  allí,  y  que- 
den las  personas  bajo  custodia  segura. 

Yo  no  dudo  del  apoyo  que  he  de  hallar  en  el  Gobierno  del  Pe- 
rú para  la  represión  de  un  acto  de  semejante  naturaleza,  tanto 
mas  cuanto  que  se  teme  por  la  vida  de  la  tripulación  y  de  los 
pasajeros  hechos  prisioneros;  y  me  tomo  la  libertad  de  recomen- 
dar esta  instancia  á  la  solicitud  de  V.  E.,  porque  no  es  improba- 
ble que  la  «Domitila»,  quizas  con  nombre  supuesto,  llegue  de  un 
momento  á  otro  al  Callao. 

Anticipando,  entre  tanto,  mi  agradecimiento,  tengo  el  honor  de 
ser  de  Vy  E.,  con  profundo  respeto,  afectísimo  servidor. 

P,  Castelli. 

A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Estado   dé   Relaciones  Exteriores 
del  Perú. — Lima. 


Legación  de  Bolivia 


Lima,  7  de  Febrero  de  1866. 


Por  informes  particulares  tengo  noticia,  que  la  barca  «Do 
mitila»,  de  bandera  italiana,  al  ancla  en  la  bahía  de  Cobija,  fué 
asaltada  por  una  partida  armada  de  ciudadanos  de  Chile,  el  24 
de  Enero  por  la  noche,  y  conducida  á  las  aguas  del  Perú.  Ase- 
gúrase, también  que,  de  la  rada  de  Arica,  adonde  se  encontraba, 
debía  zarpar  con  rumbo  al  Callao  el  primero  de  los  corrientes. 

Lo  expuesto  basta  para  manifestar  á  V.  E.  que  el  territorio  de 
Bolivia  ha  sido  violado  en  las  aguas  de  Cobija,  por  un  acto  de 
ilegítima  agresión,  según  el  Derecho  de  Gentes,  y  las  prácticas 
de  las  naciones  civilizadas. 

El  buque  así  capturado,  por  la  mencionada  partida;  está  bajo 
la  jurisdicción  del  Perú  y,  sea  que  continúe  en  Arica  6  que  ven- 
ga al  Callao  6  á  otro  puerto  de  la  República,   sus  aprehensores 
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deben  ser  considerados  siirtítulo  legal,  y  por  tanto  obligados  á 
devolverlo  á  su  legítimo  duefio. 


Aseguro  á  V.  E.  de  la  perfecta  consideraciÓJi   con  que  soy  de 
V.  K,  muy  atento  servidor. 

J.  de  la  Cruz  Benavetite. 

m 

A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Legací(yti  de  Chile, 

Lima,  Febrero  10  de  1866. 

El  arribo  al  Callao  de  la  barca  española  tSalvador  Vidal,  y, 
los  rumores  que  corrían  sobre  cierto  suceso  acaecido  en  Cobija, 
con  relación  á  ese  buque,  en  la  noche  del  25  al  26  del  próximo 
pasado,  en  el  cua.l  habían  tenido  parte  nacionales  chilenos,  me 
indujeron  á  procuradme  datos  sobre  el  hecho,  con  el  fin  de  tras- 
mitirlos á  mi  Gobierno,  para  qu*  él  resolviese  acerca  de  la  legi- 
timidad ó  ilegitimidad  del  acto  de  nuestros  nacionales.  De  las 
informaciones  privadas  que  he  recogido,  resulta  que  el  expresa- 
do buque  había  ido  á  Cobija  con  el  objeto  de  tomar  víveres  y 
carbón  para  nuestros  enemigos,  como  ya  antes  lo  había  hecho, 
y  como  igualmente  lo  han  estado  practicando,  desde  el  princi- 
pio de  la  guerra,  otros  barcos  de  la  misma  nacionalidad,  ya  mer- 
cantes, ya  de  guerra,  y  algunos  con  banderas  neutrales.  Estos 
casos  repetidos,  que  acreditaban,  hasta  cierto  punto,  la  protec- 
ción que  las  autoridades  de  Cobija  prestaban  á  los  enemigos  de 
la  América,  sobreexitaron  el  ánimo  de  los  chilenos,  residentes 
en  ese  puerto,  y  los  dispusieron  á  proteger  allí  como  pudiesen  los 
intereses  de  su  patria.  La  «Salvador  Vidal»  se  presentó  con 
nombre  cambiado,  llamándose  erDomitila»,  y  con  una  bandera 
que  no  le  correspondía  de  derecho,  la  del  Reyno  de  Italia. 
Cuando  principió  á  tomar  carbón,  algunos  chilenos  ocurrieron 
oficiosamente  al  Prefecto  de  Cobija  con  el  fin  de  pedirle  que  im- 
pidiese la  consumación  de  ese  acto  de  hostilidad;  pero  como  ese 
funcionario  no  tomase  medidas  activas,  el  que  hacía  cabeza  en- 
tre ellos  se  entendió  con  el  jefe  militar  del  mismo  puerto,  quien 
le  proporcionó  armas,  para  que  con  ellas  pudiese  obrar  como  lo 
encontrase  por  conveniente.  Se  formó  una  partida  de  once  che 
leiius,  quienes,  en  la  noche  referida,  abordaron  el  buque,  somi- 
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tieroii  su  tripulación,  buscaron  los  papelea  de  navegacióu  y  no 
los  encontraron,  y  cerciorándose  de  que  era  propiedad  enemiga, 
se  dieron  al  mar.  Debo  prevenir  á  V.  E.  que  el  buque  llegó  á 
Cobija,  montado  sólo  por  tres  marineros  chilenos,  do  los  que  los. 
españoles  habían  tomado  ei>  Caldera,  y  así  permaneció  hasta 
que  un  Sérdio," agento  de  nuestros  enemigos  en  el  Cáillao,  man- 
dó 12  6  14  marineros  esi)añoles  y  un  capitán,  también  español, 
llamado  Bastarrachea. 

Cuando  el  buque  estuvo  á  la  altura  del  río  tLoa»,  en  frente  del 
pueblo  Pabellón  de  Pica,  se  acercó  á  la,  costa  y  desembarcó  á  los 
tripulantes  apresados,  con  sus  equipajes,  dinero  y  cuanto  les  per- 
tenecía.    En  seguida  se  dirigió  á  Arica. 

Estos  son  los  hechos  que  privadamente  he  podido  saber.  De 
ellos  se  desprende  que,  tanto  por  la  fecha  en  que  la  «Salvadora 
Vidal*  tomó  fraudulentamente  bandem  italiana,  cuanto  por  no 
llevar  papeles  que  acreditasen  este  cambio  de  nacionalidad  y  no 
tener  en  su  tripulación  ningún  individuo  italiano,  no  puede  ser 
considerada  como  protegida  por  el  pabellón  delKeino  dé  Italia. 
Se  desprende  también  que,  ya  sea  por  estar  ocupada  esa  nave  de 
ejecutar  en  Cobija  un  acto  liostil,  ya  por  la  protección  que  la 
autoridad  militar  de  ese  puerto  prestó  á  la  Qjnptesa  de  los  na- 
cionales chilenos,  no  puede  promoverse,  de  parte  de  Bolivia,  que- 
ja alguna  á  consecuencia  del  hecho  do  que  me  ocupo. 

Sírvase  V.  E.  tomar  nota  de  que  las  infonnaciones  que  he  re- 
cogido, son  {)rivadas  y  que  ellas  no  prestan  mérito  para  forinar 
un  juicio  definitivo.  Tenga  también  presente  que  las  aprcí-ia- 
ciónos  que,  en  vitfta  de  ellas,  vengo  haciendo,  son  enteramente 
mías  y  que,  en  todo  caso,  las  subordino  á  las  instrucciones  que 
mi  (iobierno  me  imparta.  A  este  eftcto  le  tengo  comunicado  lo 
sucedido,  con  los  detalles  que  he  podido  adquirir,  y  oportuna- 
mente le  trasmitiré  los  datos  más  auténticos  que  recoja. 

Mientras  tanto,  se  me  ha  dicho  que  el  (Gobierno  de  V.  E.  ha* 
puesto  en  secucí^tro  la  embarcación,  á  solicitud  del  representante 
de  Bolivia  ó  del  de  igual  clase  de  Italia;  y  yo,  por  mi  parte,  sin 
hacer  ohjecién  a  esa  medida  meranjcnte  precautoria,  me  atrevo 
á  rei)resentar  á  V.  E.  que  el  Porú  oebe  á  los  nacionales  de  mi 
país  la  protección  que  tan  bondadosamente  dispensa  á  todos  los 
de  naciones  amigas,  y  que,  en  este  conce¡)to,  espero  que  atenderá, 
de  la  manera  más  etícaz,  á  la  segurida'i  de  las  personas  de  los 
chilenos,  llegados  en  la  «Salvador  Vidal. »  Aun  en  el  supuesto 
de  que  el  acto  de  ellos  hubiese  sido  ilegítimo,  ese  acto  escaparía 
á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  esta  República,  y  el  Go- 
bierno de  V.  E.  no  podría  ver  en  esas  personas  más  que  indivi- 
duos de  una  nación  amiga,  transeúntes  ó  residentes  en  el  Perú. 


—  945  — 

* 

Con  este  motivo  me  complazco  en   reiterar  á  V-  E.  la  sincera 
expresión  de  mi  respeto  y  distinguido  aprecio. 

M.  Martínez. 
A  S.  E.  (1  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

LlnWy  Febrero  ir>  c/í;  1800. 

Jíxcnio.  Señor  Ministro: 

L'n  cü^S()llaneia•^o^  lo  qiu'  tuve  el  honor  «ie  expí)níM'  ayer  ver- 
balinerrte.á  V.  E.,  con  relación  á  la  l)arcíi  italiana  «I>'niitilaM, 
propicíhul  del  real  snlxliio  I^niit^ue  Gint celiiu,  y  a'  la  >e2;unda 
(le  las  demandas  lieclias  en  a'istneia  niíü,  e'»ii  tceha  5,del  ( orrien- 
te,  |iorel  real  Cóni-nl  sefk>r  C'a.-l.ili,  t.^to  c.^.  íjí^ineur  á  embargo  á 
su  llegain  al  puerto  á  la  Ttiencionnda  l.>íir(a,  //  hrjo  scf/fira  y  ri- 
gurosa c}i.<lodÍa  á  hiH  ¡inHOitas  (\\\i:  .-e  incUMitrtu  en  t-lla,  In^y  ven- 
go á  solicitar  la  inmediata  enln^;:'  al  xa  1  (  uií^nltído  de  la  men- 
cióíiada  barca. 

Sin  entrar  en  cuesiionts  ulteriores,  ;\ie  complazco  en  '^sporar 
que  V.  E.  admitirá  desde  Ku':^n  c'.-(a  s(.'licitnd  cjue,  er.alíjuicra  (jue 
sea  el  aspecto  l»ajo  el  cual  rpiie-a  rr)nsidf-?"aise  í-I  Ik^Iiv»  eoineiido 
en  Cebija,  no  pi^tde  uk  Ik)-  fji.e  hallarse  justa. 

Hí  fií  ieiidoJue  aiioia  á  h.^  jH-r.-ona.^  <jm*  ^o  •  jk  lu-ntrí-.n  á  bordo 
de  la  «Domitila»,  después  í\í}.  haberse  apoderado  violi-ntanientede 
•  (*!la,  no  tengo  neec^i(lnd  ile  v.l»w^(ivar  á  \'.  K  «pie  \ov>\  podrían  ser 
puestas  en  libertarl,  tan.to  mas  euiinlo  í|Ue  no  sc  sabe  la  suerte 
queMia  cabido  á  los  quo  ecnincfoían  la  tripnlación,  de  los  (]Ue  no 
se  tiene  noticia  después  del  alentado  (.ometjdo. 

Por  lo  denu'is,  no  puedo  nunos  quo  dee'arar  ¿i  \*.  E.  que  el  he- 
cho en  cuestión  Jué  caiififr.do  de  piíaluía  por  las  autoridades  de 
Cobija  que  se  pusieron  á  jierseguir  la  «Domitila»,  y  que  semejan- 
te calificación  es  la  única  que  puede  mantenerse  ante  las  leyes 
internacionales,  según  las  autorizadas  opiniones  de  Binkershoeh, 
IlefFter,  Ortolan  y  otros,  y  que  los  leyes  de  la  marina  italiana 
(Código  marítimo,  1865,  artículo  331)  lo  consideran  como  acto  de 
piratería:  ni  rae  es  por  consiguiente  lícito  considerar  de  otro  rao- 
do  tan  criminal  atentado  basta  tanto  que  sus  autores  no  hayan 
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rendido  cuenta  de  la  razón  de  sus  hechos  y  de  la  vida  de  la  tri- 
pulación de  la  «Domitíla». 

Me  linsojeo  que  V.  E.  condescenderá  á  mi  solicitud,  tanto  para 
la  pronta  entrega  al  regio  Cónsul  de  la  barca  «Domitila»,  cuanto 
para  la  detención  y  arresto  de  las  personas  que  llegaron  á  su  bor- 
do de  Cobija  al  Callao,  basta  que  sean  esclarecidos  y  dilucidados 
los  hechos,  y  quede  determinado  á  qué  Tribunal  deban  ser  so- 
metidos. 

Mientras  tanto,  es  de  mi  deber,  por  lo  que  se  desprende  de  la 
calificación  de  este  delito  y  por  el  insulto  hecho  á  la  bandera  ita- 
liana, por  malhechores  que  de  cualquier  lugar  que  hayan  salido 
se  encuentran  ahora  en  el  Perú,  hacer  las  más  amplias  reservas, 
y  tengo  el  honor  de  asegurar  á  V.  E.  qtie  estoy  plenamente  con- 
vencido de  que  un  país  como  el  Perú,  por  quien  la  Italia  tiene 
tan  vivas  simpatías,  nunca  permitirá,  ni  dejará  impune  un  hecho 
de  la  naturaleza  del  que  se  trata. 

Acepte,  Excmo.  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  dis- 
tinguida y  alta  consideración. 

Migliorati, 

A.  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Ministro   de  Relaciones 
Exteriores  del  Perú. 

Lima. 


PROTOCOLO 

DE  UNA  CONPKRENCIA  TENIDA    EN  LA  SECRETARÍA  DI  RELAOIONfiS 
EXTERIORES  DEL  PERÚ,  EL  IG  DE  FEBRERO  DE  1866. 

Reunidos,  el  señor  <Jou  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Rela- 
ciones Exteriores  del  Perú,  el  señor  don  Juan  de  la  Cruz  Bena- 
vente,  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia,  el  sepor  Marqués  de 
Migliorati,  Ministro  Residente  de  S.  M  el  Rey  de  Italia  y  el  señor 
don  Marcial  Martínez,  Encargado  de  Negocios  de  Chile:  expaso 
e)  señor  Pacheco,  que,  habiendo  recibido,  sucesivamente,  recia»- 
muciones  de  los  tres  mencionados  representantes,  respecto  de  la 
barca  tDomitila»,  había  creído  conveniente  reunirlos  con  el  ob- 
jeto de  llegar  á  un  resultado  que  oondliase  todos  los  derechos 
oompiometidos  en  la  cuestión,  de  un  modo  amigable  y  satisfac- 
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torio  para  el  Perú  y  para  los  tres  países  representados  por  loa 
mencionados  Ministros.  Expuso  que,  como  era  notorio,  la  bar- 
ca  «Domitila»  que,  según  parece,  tenía  bandera  italiana,  había 
sido  tomada  en  la  bahía  de  Cobija  por  algunos  ciudadanos  chi- 
lenos; que  después  se  había  dirigido  á  Arica  y  que  de  allí,  te- 
niendo en  cuenta  la  impericia  de  los  que  la  manejaban  y  las  de- 
más circunstancias  que  habían  precedido  y  en  que  se  encontra- 
ba, la  autoridad  local  la  había  enviado  al  Callao;  que,  antes  de 
•u  llegada,  el  Consulado  General  de  Italia  había  dirigido  una 
reclamación  al  Gobierno,  con  el  objeto  de  que  se  detuviera  el 
buque  y  se  arrestase  á  los  captores;  que,  después,  se  había  reci- 
bido idéntica  reclamación  del  señor  Ministro  de  Solivia;  que  el 
señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  había  pedido  que  no  se 
detuviera  á  los  ciudadanos  chilenos  que  la  habían  tomado;  por- 
que la  legalidad  é  ilegalidad  de  la  captura  era  cuestión  que  de- 
bía ventilarse  en  Chile;  y  que,  posteriormente,  el  señor  Ministro 
de  Italia  había  ratificado  la  reclamación  del  Real  Consulado, 
pidiendo  la  inmediata  entrega  del  buque  y  el  arresto  de  los  cap- 
tores. Concluyó  el  señor  Secretario  diciendo  que  el  Perú  no  era 
parte  en  la  cuestión,  ni  por  la  nacionalidad  de  los  captores,  ni 
por  la  de  la  bandera,  ni  por  la  del  territorio  en  que  el  buque 
kftWa  sido  tomado,  y  que  lo  ponía  á  disposición  de  los  tres  agen- 
tes diplomáticos  que  se  hallaban  presentes,  para  que  se  resolvie- 
ra, de  común  acuerdo,  á  quién  debía  inmediatamente  devolver- 
te el  buque. 

El  señor  Ministro  de  Italia  manifestó  que  el  buque  tenía  ban- 
dera y  papeles  italianos,  como  consta  en  el  Real  Consulado;  que, 
ante  todo,  por  esta  raz^n,  y,  además,  por  haber  sido  tomado  en 
territorio  boliviano,  la  captura  era  perfectamente  ilegal,  y  que 
reclamaba  la  inmediata  devolución  de  la  «Domitila.» 

El  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  manifestó,  que,  se- 
gún los  datos  que  se  le  habían  suministrado,  los  papeles  que  ga- 
rantizaban la  autenticidad  de  la  bandem  no  estaban  en  debida 
forma;  que  aquel  buque  había  sido  ya  visto  como  sospechoso  du- 
rante la  guerra  de  Chile  y  España,  y  que  el  cambio  de.su  pabe- 
llón parecía  no  haberse  verificado  en  regla.  Por  estas  razones, 
creía  que  era  preciso  examinar  la  cuestión  detenidamente,  con- , 
forme  al  Deredio  internacional,  ó,  por  lo  menos,  aguardar  á  que 
el  Gobierno  Chileno  contestase  lo  conveniente,  á  lo  cual  no  du- 
daba que  se  prestase  el  señor  Ministro  de  Italia,  cuya  buena  vo- 
luntad por  Chile  era  conocida. 

m 

El  ieñor  Ministro  de  Bolivia  manifestó,  que  cualesquiera  que 
fuesen  las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse  sobre  la  bandera 
delbuque,  era  evidente  que  éste  había  sido  capturado  en  el  pucr- 
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to  Bolivia,  lo  cual  bastaba  para  probar  que  la  captura  había  si- 
do ¡legal,  j  que  creía  que  el  único  modo  de  resolver  la  cuestión 
era  devolver  el  buque  á  su  dueño,  poniéndolo  á  disposición  del 
señor  Ministro  de  Italia. 

El  señoi  Martí]iez  dijo:  q.ie,  si,  como  se  aseguraba,  las  autori- 
dades de  Cobija  habían  consentido  en  la  captura,  y  aun  presta- 
do auxilio  para  verificarla,  ella  no  podía  ser  ilegal. 

El  señor  Marqués  de  Migliorati  contestó  que  el  buque  era 
italiano;  que,  como  tal,  estaba  inscrito  en  el  Consulado,  en  don- 
do  existían  los  papeles  rcspe^^tivos;  que,  en  todo  caso,  debía  ha- 
berse res]  etado  la  bandera;  que  los  ciudadanos  chilenos  que  lo 
habían  tomado  habíiin  cometido  un  acto  de  piratería  y,  bajo  to- 
dos aspecto?,  ilegal,  y  que,  por  consiguiente,  61  no  i)odía  consen- 
tir en  (jue,  por  ningún  motivo,  se  aplazase  la  devolución  de  la 
«Doraitila»,  y  que  iie.lía  so  V'íriíicase  inmediatamente. 

FA  señor  Martínez  dijo:  qie  lo?  captores  no  moncían  la  califi- 
cación do  ])''jata.s,  }M')r(jne,  ni  habían  capturado  t-l  buque  para 
apropiár.selo,  ni  tuiíían  loe  eltmenios  marítimos  que  podíjuí  dar- 
les aquella  (ienomiint.oión. 

Ei  señor  Murquos  >lo  Migliorad  replicó  que  aunque  los  cap- 
tores no  fuL'sen  pinit  <s  de  profesión,  no  por  eso  el  hecho  dejaba 
de  ser  un  acto  <lo  pinit'.TÍa. 

El  señor  Bcnaventc,  opinando  por  la  ilegalidad  de  la  captura, 
agregó,  que  léj(vs  de  que  hubiera  constancia  de  que  las  autorida- 
des de  Cobija  hubiesen  auxiliado  á  los  ciudadados  chilenos  que 
capturaron  á  la  «Domitihi^),  la  prensa  había  rjvelr.^lj  lo  c  jutra- 
rio,  y  que  se  aseguraba  que  unas  lanc!ia>  armadas  habían  salido 
de  su  orden  en  persecución  del  mencionado  buque.  Que  61  no 
podía  tener  sobre  estos  hechos  noticias  oíiciales,  porque,  em  sa- 
bido, que  Cobija  estaba  bajo  la  presión  de  autoridades  revolu- 
cionarias. 

El  señor  Marqués  de  Migliorati  observó  que  el  Real  Consula- 
do tenía  sobre  estos  heohos  noticia  ofiri;il,  por  un  parto  del  se- 
ñor Prefecto  de  Cobija,  en  el  que  se  calilioa  de  piratería  e!  refe- 
rido apresamiento  de  la  «Domitila»  y  se  asegura  (juc  las  autori- 
dades de  aquel  puerto  aun  la  habían  seguido  con  lanchas  ar- 
madas. 

El  señor  Martinez,  en  vista  de  las  observaciones  anteriores,  y 
para  dar  una  prueba  de  la  amistad  que  ligaba  á  él  y  ásu  Gobier- 
no con  los  Gobiernos  de  Italia  y  de  Bolivia,  convino  en  que  se 
entregase  inmediatamente  la  «Domitila»  al  señor  Marqués  de  Mi- 
gliorati, con  la  reserva  natural  de  dar  cuenta  á  su  Gobierno,  de 
quien  aguardaba  instrucciones  sobre  el  particular. 


—  sr49  — 

El  señor  Marqués  de  Migliorati  aceptó  la  entrega  del  buque, 
pero  sin  admitir  reserva  alguna.  ,^ 

El  sefíor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores,  en  virtud  del 
acuerdo  de  los  tres  señores  Representantes,  dio  por  terminada 
la  conferencia,  manifestando  que  se  darían  las  ordenes  i'especti- 
vas  para  que  se  verificase  la  entrega  do  la  «Domitilai»  al  señor 
Ministro  de  Italia.  Con  lo  cual  concluyó  la  conferencia,  que- 
dando acordada  la  redacción  del  presente  protocolo  en  cuatro 
ejemplares,  que  los  cuatro  infrascritos  Ministros  firmaron  y  sella- 
ron con  sus  respectivas  sellos. 

T,  Pacheco  J.  de  la  Otuz  Benavente. 

(L.  S.)  (L.  S.)     ^ 


Migliorati.  M.  3Iartinez. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Febrero  17  de  1866. 

A  consecuencia  del  acuerdo  que  resultó  de  la  conferencia  teni- 
da ayer  en  esta  Secretaría  con  V.  E.  y  con  los  señores  Represen- 
tantes de  BoMvia  y  de  Chil©,  he  escrito  á  mi  colega  el  señor  Se- 
cretario de  Guerra  y  Marina,  para  que  dicte  las  órdenes  necesa- 
rias á  fin  de  que  la  «Domitila»  sea  puesta  inmediatamente  á  dis- 
posición de  V.  E.  ó  de  ese  Real  Consulado. 

Siéndome  muy  grato  que  el  incidente  relativo  al  mencionado 
buque  haya  terminado  definitivamente  para  el  Gobierno  del  Pe- 
rú, tengo  el  honor  de  ofrecer  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más 
distinguida  consideración. 

T.  Pacheco. 

A  S.  E.  el  señor  Marqués  de  Migliorati,   Ministro   Residente  de 
S.  M.  el  Rey  de  Italia. 
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Real  Legación  ^  Italia  en  el  Perú. 

Urm,  Id  de  Ftlmín^  de  1866. 
Excmo.  Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honqr  de  recibir  la  nota  de  17  de  corriente,  en 
la  cual  V.  E.  me  anuncia  que  ha  escrito  al  Honorable  Señor  su 
colega  de  Guerra  y  Marina,  á  fin  de  que*dé  las  órdenes  necesa- 
rias para  que  la  «Domitila»  sea  puesta  inmediatamente  á  mi 
disposición. 

Al  dar  gracias  por  esto  á  V.  E.  le  participo  que  he  dado  ins- 
trucciones ai  Real  Cónsul,  para  que  tome  las  oportunas  medi- 
das con  el  señor  Comandante  de  Marina  del  puerto  del  Callao, 
para  que,  al  recibir  la  consigna  de  dicho  buque,  formule  un  cui- 
dadoso inventario,  con  el  objeto  de  que  se  puedan  verificar  los 
objetos  que  faltan  de  á  bordo  para  los  fines  que  sean  de  razón. 

Establecido  así  el  acuerdo  f-obro  un  punto  de  la  cuestión,  la 
consignación  del  buque,  queda  el  otro  punto  que  igualmente 
era  materia,  así  de  la  instancia  del  Real  Cónsul,  como  de  mi 
nota  de  15  del  corriente,  esto  es:  el  arrestó  de  las  personas  que 
se  apoderaron  violentamente  del  dicho  buque,  contra  las  cuales 
existe  la  gravísima  res]K>nsabilidad  de  la  rida  do  los  tripulantes 
y  de  los  pasajeros  que  estaban  á  bordo  en  el  puerto  de  Cobija, 
de  los  que  no  se  tiene  la  menor  noticia  y  por  cuya  existencia 
tengo  razo::es  de  temer. 

No  puedo,  por  conáiguiente,  considerar,  como  lo  quería  V.  R, 
definitivamente  terminado  este  incidente,  r  debo  insistir  cerca 
de  Y.  E.,  á  fin  de  que  el  Gobienio  del  Perú  haga  cutera  razón 
al  contenido  de  mi  }»recitada  nota  de  lo  del  corriente.  (1) 

Sírvase  aceptar,  Exemo.  Señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi 
alta  consideración. 

Migliorati. 

A  S.  E.  Dr.  D.  Toribio   Pacheco,   Ministro  do   Relaciones  Exte- 
riores  &.  &.  éc. 


(1)  Página  945. 
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Lma,  Febrero  21  de  1866. 

Al  acusarme  V.  E.  recibo  de  mi  nota  de  17  del  corriente,  en 
que  le  participaba  que  se  habían  dado  por  la  Secretaría  de  Ma- 
rina las  órdenes  convenientes  para  que  la  barca  «Domitila»  fue- 
se puesta  á  disposición  de  V.  E.,  en  .  virtud  del  acuerdo  celebra- 
do en  la  conferencia  del  16;  se  sirve  V.  E.  participarme  que, 
allanado  uno  de  los  puntos  de  la  cuestión  promovida,  primero 
por  el  Real  Cónsul,  y  después  por  V.  £.,  queda  aun  por  resolver 
el  segundo  punto,  relativo  á  la  aprehensión  de  los  individuos 
que  se  habían  apoderado  del  buque,  quienes  son  también  res- 
ponsables de  la  existencia  de  la  tripulación  y  pasajeros  que  se 
hallaban  abordo.  V.  E.  agrega  que,  por  esta  razón,  no  puede 
considerar,  según  lo  había  indicado  yo  en  mi  citada  nota,  como 
definitivamente  terminado  este  incidente,  y  cree  V.  E.  que  es  de 
su  deber  insistir  en  que  el  Gobierno  peruano  proceda  conforme 
a  las  indicaciones  hechas  por  V.  E. 

En  las  conferencias  verbales  que  he  tenido  con  V.  E.  le  he 
manifestado  que,  animado  él  Gobierno  peruano  de  los  máa  cor- 
diales sentimientos  hacia  el  Gobierno  de  Italia  y  su  digno  Re- 
presentante en  Lima,  no  vacilaría  en  dar  ú  arabos  cuantas  prue- 
bas de  deferencia  estuviesen  (\  su  alcance.  Por  eso  es  que  ha 
procurado  zanjar  la  cuestión  de  la  aDomitila«  de  una  manera 
amistosa  é  igualmente  satisfactoria  para  todas  las  {)arte9  intere- 
sadas. Y  cuando  V.  E.  renovó  la  insinuación  para  que  se  apre- 
hendiera á  los  que,  en  el  puerto  de  Cobija,  se  habían  apo<lerado 
de  ese  buque,  no  pude  menos  que  exi^re^ar  cuan  sensible  le  era 
•  al  Gobierno  peruano  verse  en  la  preci.sión  de  no  admitir  la  de- 
manda de  V.  E. 

No  es  de  la  incumbencia  del  Gobierno  peruano  calificar  el  he- 
cho ocurrido  en  Cobija  en  la  noche  del  24  de  Enero  último:  bás- 
tale saber  que  fué  ejecutado  en  territorio  extranjero,  para  que 
esta  sola  circunstancia  le  impida  proceder  contra  sus  autores. 
'Ni  la  potestad  del  Gobierno,  ni  la  jurisdicción  de  los  TrU>unales 
peruanos  pueden  extenderse  más  allá  de  los  límites  territoriales 
de  la  Nación,  y  todo  acto  practicado  fuera  de  esos  límites  escapa 
completamente  í\  la  acción  de  las  leyes  y  de  las  autoridades  del 
PeiTÍ.  Tales  son  los  principios  del  Derecho  común,  que  el  Perú 
ha  aceptado  siempre,  como  los  han  aceptado  las  demás  Naciones. 
Y  V.  ÉL  sabe  perfectamente  que  esos  principios  no  tienen  mas 
excepción  que  la  relativa  á  delitos  cometidos  contra  la  seguridad 
ó  los  derechos  del  Estado,  considerado  como  tal;  pero,  en  esteca- 
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so,  el  derecho  de  persogiílr  corresponde  exclusivamente  á  las  au- 
toridades del  Estado  ofendido. 

Para  juzgar  todo  otro  delito  solo  son  competentes  los  Tribuna- 
les de  la  Nación  en  cuyo  territorio  ha  sido  cometido.  En  el  ca- 
so presente,  los  Tribunales  competentes  serían  los  de  Bolivia, 
puesto  que  el  Perú,  como  Estado,  no  ha  sufrido,  á  consecuencia 
del  hecho,  ningún  ataque  contra  su  seguridad  ó  sus  derechos.  A 
haber  experimentado  alguno,  las  autoridades  peruanas  se  habrían 
apresurado  á  tomar  la  iniciativa  en  el  procedimiento. 

Como  el  hecho  ocurrido  en  Cobija  no  tiene  el  carácter  especial 
que  se  requiere  para  que  se  halle  comprendido  en  la  excepción, 
cualquier  procedimiento  en  el  Perú  contra  los  autores  de  él,  sería 
naturahnente  considerado  como  una  verdadera  usurpación  de  la 
jurisdicción  boliviana. 

Las  razones  que  acabo  de  exponer  son,  en  mi  concepto,  tan  ob- 
vias y  perentorias,  que  no  creo  necesario  extenderme  mas  sobre 
ellas,  pues  de  hacerlo,  temería  ofender  la  alta  ilustración  de  Y. 
E.,  y  no  dudo  un  momento  que  V,  E.  reconocerá,  desde  luego, 
la  justicia  que  asiste  al  Gobierno  peruano  para  no  deferir,  con 
gran  pesar  de  su  parte,  á  los  deseos  de  V.  E. 

Dejando  así  contestado  el  estimable  oficio  de  V.  E  ,  fecha  19 
del  corriente,  me  es  grato  renovarle  las  seguridades  de  mi  mas 
distinguida  consideración. 

T.  Pacheco. 
Excrao.  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 


PROTOCOLO 

DE  UNA  CONFARENCIA  TENIDA  EN  LA  SECRETARÍA  DE    RELACIONES 
EXTERIORES  DEL  PERÚ  EL  2G  DE  FEBRERO  DE  1866. 

Reunido?,  el  señor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Relacio- 
nes Exteriores  del  Perú,  el  señor  don  Juan  de  la  Cruz  Benaven- 
te,  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia,  el  señor  Marqués  de 
Migliorati,  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  y  el  se- 
ñor don*Marcial  Martínez,  Encargado  de  Negocios  de  Chile;  ex- 
puso el  señor  Pacheco  que,  á  consecuencia  del  acuerdo  tenido 
por  los  señores  que  se  hallaban  presentes,  en  la  conferencia  del 
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día  16,  había  escrito  al  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina,  á 
fin  de  que  entregase  al  señor  Ministro  de  Italia  la  barca  «Domi- 
tila»,  lo  que  yá  había  tenido  lugar.  En  seguida  leyó  la  nota, 
ch  la  que,  participando  ese  hecho  al  señor  Ministro  de  Italia,  le 
manifestaba  lo  grato  que  lé  era  ver  el  incidente  definitivamente 
concluido  para  el  Gobierno  del  Perú,  la  contestación  del  señor 
Migliorati,  en  la  cual,  acusándole  lecibo,  se  manifestaba  no  ha- 
llarse el  asunto  definitivamente  concluido,  por  cuanto  no  se  ha- 
bía ocupado  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  de  la  otra 
petición  que  contenían  las  notas  de  la  Legación  y  del  Real  Con- 
sulado, relativa  al  arresto  de  los  chilenos  que  habían  verificado 
la  captura.  Leyó  también  el  señor  Pachecho  su  contefetación, 
en  la  que  se  manifestaba  la  incompetencia  de  las  autoridades 
del  Perú  para  juzgar  un  hecho,  que,  por  haberse  verificado  en 
aguas  de  Cobija,  caía  exclusivamente  bajo  la  jurisdicción  Boli- 
viana. El  señor  Secretario  concluyó  diciendo:  que,  á  consecuen- 
cia de  estas  notas,  el  señor  Migliorati  lo  había  buscado  y  reno- 
vado verbal mentfe  sus  instancias;  que  el  señor  Secretario  había 
reproducido  las  razones  expuestas  en  su  nota,  y  que  entonces  el 
señor  Migliorati,  le  había  manifestado  el  deseo  de  que  se  celebra- 
ra una  nueva  conferencia  con  los  mismos  señores  que  tomaron 
parte  en  la  del  16,  y  el  señor  Secretario,  defiriendo  á  los  deseos 
del  señor  Marqués,  había  en  efecto  citado  á  los  señores  que  se 
hallaban  presentes.  Al  terminar,  el  señor  Sectetario  expuso: 
oue  debía  declarar,  que  el  Gobierno  del  Perú  no  podía  seguir 
qtros  principios  que  los  consignados  en  su  última  nota. 

El  señor  Ministro  de  Italia,  expuso:  que  no  solo  había  el  he- 
cho criminal  de  haberse  asaltado  un  buque  italiano  en  aguas  de 
de  Bolivia,  aino  otro  muy  grave,  el  de  la  desaparición  de  la  tri- 
pulación del  buque,  de  cuya  vida  eran  responsables  los  captores: 
que  la  toma  del  buque  se  había  verificado  en  Cobija:  pero  que, 
según  algunos  datos  que  tenía  recibidos,  se  había  embarcado  en 
su  chalupa  á  la  gente  del  buque  á  distancia  de  nueve  millas  de 
la  co6la,4!iientras  que  según  otros  datos,  en  la  «Domitila«*  se  ha- 
bía hallado  trozos  de  aquella  misma  chalupa;  que  en  todo  esto 
parecía  haber  contradicción;  pero  que,  de  todos  modos,  había  ve- 
hementes sospechas  de  que  se  hubiera  verificado  un  crimen,  no 
ya  en  aguas  de  Cobija,  sino  en  alta  mar;  y  que  el  Gobierno  del 
Perú,  aunque  no  fuese  mas  que  por  deber  de  humanidad,  no  de- 
bía permanecer  indiferente,  sino  arrestar  á  las  personas  sobre  las 
que  recaía  la  presunción  de  haber  cometido  esos  delitos.  Al  mis- 
mo tiempo,  el  señor  Ministro  de  Italia  entregó  al  señ^r  Pacheco 
una  comunicación  que  le  dirigía  en  esta  fecha,  participándole 
que  la  «Domitila»  había  sido  incendiada  la  víspera:  que  este  era 
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un  delito  cometido  en  aguas  del  Callao  j  que  era  de  sospecharse 
había  sido  perpetrado  por  los  mismos  chilenos  que  habían  toma- 
do el  buque  en  Cobija  y  hecho  desaparecer  su  tripulación.  Todo 
esto,  agregó,  lo  obligaba  á  insistir  en  que  se  arrestase  á  los  men- 
.cionados  chilenos,  que  se  estaban  paseando  en  completa  libertad 
en  el  Callao. 

El  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  manifestó,  que  el  in- 
cidente respecto  de  la  captura  del  buque;  no  pudiendo  ser  juzga- 
da en  el  Perú,  debía  considerarse  como  definitivamente  termina- 
do con  la  entrega  de  la  (fDomitilai>,  que  ningíin  dato  seguro  ha- 
bía sobre  la  tripulación;  que  si  ésta  había  desaparecido  en  Cobi- 
ja, y  aun  allí  se  había  cometido  un  crimen,  las  autoridades  de 
Bolivia  eran  las  únicas  competentes;  que  si  el  crimen  se  había 
cometido  en  alta  mar  y  en  un  buque  italiano,  las  autoridades  de 
Italia  serían  las  únicas  competentes  para  juzgar  el  hecho;  y  que 
si  los  captores,  aun  suponiéndolos  autores  de  un  crimen,  no  po- 
dían ser  habidos'por  las  únicas  autoridades  que  tenían  derecho 
para  juzgarlos,  no  resultaría  otra  cosa  sino  que  este  era  uno  de 
los  casos  en  los  cuales  un  delito  se  quedaba  impune,  por  ser  im- 
posible su  juzgamiento;  que  el  Gobierno  peruano  no  podía  arres- 
tar y  entregar  á  los  captores,  sino  sujetándose  á  los  principios  y 
reglas  de  la  extradición,  que  no  eran  aplicables  al  caso  actual, 
por  que,  según  el  tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia,  era 
preciso  que  la  demanda  de  extradición  estuviese  acompañada  de 
la  sentencia  definitiva  pronunciada  en  última  instancia,  y  según 
el  tratado  del  Perú  con  Italia,  del  mandamiento  de  prisión  expe- 
dido después  del  sumario 

El  señor  Pacheco  dijo;  que  había  tres  cuestiones  diístintas,  la 
captura  del  buque,  la  desaparición  de  las  personas  que  se  encon- 
traban á  su  bordo,  y  el  incendio  verificado  en  el  Callao;  queeshe 
último  hecho  era  el  único  que  estaba  bajo  la  jurisdicción  perua- 
na y  que  él  era  independiente  do  los  demás;  que  se  haría  pronta 
y  extricta  justicia;  que  ya  se  había  arrestado  á  las  p^^onas  so-, 
bre  quienes  recaín  sospechas,  y  que  la  autoridad  judicial,  no  el 
Gobierno,  ei'a  quien  tenía  facultad  para  juzgar  de  la  culpabili- 
dad de  cualesquiera  otras  personas  y  para  aprisionarlas. 

El  señor  Benavente  dijo:  que  su  intervención  en  el  asunto  ha- 
bía cesado,  puesto  que  la  barca  liabía  sido  entregada  á  la  Lega- 
ción de  Italia;  que  el  juzgamiento  de  sus  captores  correspondía  á 
las  autoridades  bolivianas;  que  él  ignoraba  si  estaba  ya  iniciado 
el  juicio,  porque,  como  hizo  notar  en  otra  ocasión.  Cobija  estuvo 
en  la  época  de  la  captura,  bajo  la  presión  de  autoridades  revolu- 
cionarias. Sin  embargo,  que,  como  Representante  amigo,  y  por 
habérsele  citado  &  la  conferencia,  daría  su  opinión,  á  fin  de  lie- 
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gar  ¿  un  resultado  que  concilie  todos  los  derechos  compromati^ 
008  en  las  diferentes  cuestiones  de  la  «Domitila».  Respecto  del 
incendio,  dijo:  que,  según  lo  que  había  expuesto  el  Honorable 
Secretario  de  Relaciones  Exteriores,  el  hecho  sería  esclarecido  y 
juzgado,  4  fin  de  que  los  que  resultasen  culpables  recibiesen  el 
condigno  castigo;,  que  quedaba  una  cuestión — la  de  la  desapari- 
ción del  capitán,  tripulación  y  pasajeros  de  la  barca  sobre  la  cual 
era,  ante  todo,  preciso  practicar  un  esclarecimiento,  é  indicó  que, 
como  ya  el  señor  Martínez  lo  había  propuesto,  se  tomase  en  el 
Consulado  chileno  una  declaración  sobre  aquellos  hechos,  a  los 
captores  de  la  «iDomitila». 

El  señor  Martínez  convino  en  aquella  idea,  agregando  que  po- 
día presenciar  las  declaraciones  el  señor  Cónsul  General  de  Italia. 

El  señor  Marqués  de  Miglioiati  aceptó  lá  indicación  anterior, 
con  lo  que  terminó  la  conferencia,  que  se  convino  en  consignar 
&n  el  presente  protocolo,  expedid©  en  cuatro  ejemplares,  que  los 
mencionados  señores  firmaron  y  sellaron. 


T,  Pacheco.  J,  de  la  Oruz  Beiiavente, 
.    (L.  S.)  (L.  S.) 

Miglioraii.  M.  Martinet, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


jReal  Le(¡aciÓ7i  de  Italia  eii  el  Perú. 

Limüy  Febrero  20  de  1866. 
Exorno.  Señor  Secretario  de  Estado: 

Recibo  en  este  momento  por  telégrafo  la  noticia  de  que  el  bu- 

Sue  italiano  aDoraitila»  ha  sido  incendiado  en  el  puerto  del  Oa- 
ao.     Me  faltan  aun   los  pormenores  sobre   este  nuevo  crimen 
perpetrado  á  hi  vista  de  las  autoridades  del  pi^ecitado  puerto. 

Los  recientes  su(!fesos  ocurridos  en  el  puerto  de  G<íbija,  en  don- 
de algunos  malhechores  chilenos  violentamente  y  como  piratas, 
se  apoderaron  de  aquel  buque,  y  de  allí  vinieron  á  buscar  asilo 
en  los  puertos  de  Arica  y  el  Callao,  bastan  para  dar  fundCamen- 
to  á  la  suposicióu  de  ellos  mismos,  dejados  en  plena  libertad,  y 
abusando  de  la  hospitalidad  que  se  les  ha  concedido  en  estepaís^ 
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hayan  consumado  este  nuevo  delito,  quizás  con  el  fin  de  encu- 
brir el  que  ya  pesaba  sobre  ellos;  esto  es,  haber  quitado  la  vida 
al  capitán,  tripulación  y  pasajeros  de  la  precitada  nave. 

Debo,  por  consiguiente,  dirigirme  á  V.  E.  suplicándole  que 
promueva  cerca  de  la  autoridad  competente  las  medidas  ne- 
cesarias á  fin  de  que  las  personas  que  tomaron  parte  en  el 
asalto  consumado  en  el  puerto  de  Cobija  sobre  el  buque  «Domi- 
tila»  sean  inmediatamente  arrestadas,  como  que,  con  razón,  re- 
cae sobre  ellas  la  prevención  de  que  hayan  cometido  este  nuevo 
delito;  y  yo  no  puedo  menos  que  dar  la  forma  más  solemne  á 
esta  demanda  en  vista  de  la  denegación  que  se  me  ha  hecho  de 
darle  favorable  acogida,  cuando,  no  sólo  por  razones  de  derecho, 
«ino  también  por  deber  de  humanidad,  he  tenido  el  honor  de  di- 
rigirme tres  veces  á  V.  E.  V.  E.  comprenderá,  por  lo  demás, 
que  si  fuesen  también  dejados  impunes  estos  malhechores,  mal 
podría  el  Gobierno  peruano  eximirse  áe  la  responsabilidad  que 
le  cabría  en  presencia  de  la  Italia,  tanto  por  el  hecho  cometido 
en  Cobija,  cuanto  por  el  ocurrido  en  el  Callao. 

Mientras  tanto,  asociándome  plenamente  á  V.  E.  en  deplorar 
un  hecho,  que,  si  se  dejase  sin  castigo,  daría  una  idea  muy  tris- 
te de  las  autoridades  de  los  Gobiernos  americanos,  quiero  lison- 
jearme que,  por  honor,  mismo  del  nombre  peruano,  este  Gobierno 
habrá  tomado  y  tomará,  en  todo  caso,  las  medidas  oportunas 
para  el  pronto  arresto  de  cuantos  se  hallan  implicados  en  un  de- 
lito, que  no  puede  menos  de  ser  desdoroso,  no  sólo  para  los  que 
lo  han  cometido  sino  también  para  los  que  lo  tolerasen. 

Dígnese  entretanto,  señor  Secretario  de  Estado,  recibir  las  se- 
guridades de  mi  más  alia  y  distinguida  consideración. 

MiglioratL 

A  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario   de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores  &.  &.  &. 


Lima,  Marzo  1^  de  1866. 

En  la  tarde  del  26  de  Febrero  último  tuve  el  honor  de  recibir 
de  mallos  de  V.  E.  la  comunicación  de^la  misma  fecha,  en  que 
se  sirve  participarme  que  acababa  V.  E.  de  ser  informado,  por 
un  despacho  telegráfico,  que  el  buque  «Domitila»  había  sido  in- 
c  endiado  en  el  puerto  del  Callao.     V.  E.  agrega  que  le  faltaban 
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aun  los  datos  sobre  este  nuevo  crimen,  cometido  á  la  vista  de  las 
autoridades  de  aquel  puerto. 

Entrando  en  algunas  consideraciones  sobre  los  hechos  ocurri- 
dos en  Cobija,  cree  V.  E.  que  estos   son  suficientes  para  dar  fun- 
damento á  la  suposición  de  que  los  mismos  individuos  que  asal- 
taron á  la  «Domitila»  en  Cobija  y  que  han  sido  dejados  en  el  Pe- 
ra en  completa  libertad,  sean   los  que,  abusando  de  la  hospitali- 
dad que  se  les  ha  concedido,  han  cometido  el  nuevo  delito,  para 
cubrir  el  que  sobre  ellos  pesa  ya,  de  haber  quitado  la  vida  al 
capitán,  tripulación  y  pasajeros  del  buque.     Y  por  esto  es  que 
V.  E.  solicita  de  mí,  que  dé  las  órdenes  del   caso  á  la  autoridad 
competente,  para  que  esos  individuos   sean  aprehendidos  inme- 
diatamente, ya  que  sobre  ellos  debe  recaer,  con  razón,  la  preven- 
vención  de  ser  los   autores  del  nuevo  delito.     En  consecuencia, 
me  previene  V.  E.  que  da  á  su  demanda  la  forma  más  solemne, 
en  presencia  de  la  uegativs^i  que  ha  encontrado,  cuando,  no  sola- 
mente por  razones  de  derecho,  sino  también  por  deber  de  huma- 
nidad, la  había  V.  E  interpuesto  por  tres  veces.     Y  juzga  V.  E. 
que  si  se  dejara  aun  impunes  á  los  malhechores,  mal    podría   el 
Gobierno  peruano  eximirse  de  la  responsabilidad,  que  Fobre  él 
pesaría  con  respecto  á  la  Italia,  tanto  por  el  hecho  ocurrido  en 
C/obija,  cuanto  por  el  que  ha  acontecido  en  el  Callao.     Añade, 
en  fin,  V.  iC.  que  esa  impunidad  daría  en   Europa  muy  triste 
idea  de  las  autoridades  de  los  gobiernos  americanos;  pero  quiere 
complacerse  en  íS[)erar  que,  por  honor  del   nombre  j^eruano,  mi 
Gobierno  habrá  tomado  y  tomará  las  oportunas  medidas  para  la 
inmediata  aprcJiensión  de  cuantos  se    hallen  comj)Iicaílos  en  un 
delito,  que  no  puede  menos  de  ser  desdoroso,  así  i>ara  los  que  lo 
han  pei'pelrado,  como  para  los  que  lo  tolerasen. 

Antes  de  hacerme  cargo  de  algunos  conceptos  de  la  nota  de 
A'.  E.  debo  manifestarlo  que,  habiendo  pasado  copia  de  ella  a 
los  señores  Secretarios  de  Ouerra  y  Marina  y  de  Justicia,  para 
<iue  cada  uno  de  ellos,  en  la  parte  que  le  correspondía,  se  sirviese 
dictar  las  medidas  convenientes  para  el  esclarecimiento  del  he- 
cho ocurrido  en  la  bahía  del  Callao,  á  fin  de  que,  fuesen  someti- 
dos á  juicio,  si  aún  no  lo  habían  sido,  y  castigados  con  arreglo  4 
las  leyes,  los  autores  del  delito,  si  realmente  el  incendio  había 
sido  irtencional;  el  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina  me  ha 
remitido  con  fecha  de  hoy  los  documentos  que,  en  copia,  tengo 
el  honor  de  acompañar  á  V.  E.  y  de  los  que  resulta,  qne  la  Co- 
mandancia General  de  Marina  había  ya  ordenado  desd,e  el  26 
de  Febrero  la  instrucción  del  correspondiente  sumario,  para  des- 
cubrir el  origen  de  esa  desgracia. 

Debo  también  recordar  aquí  que  en  la  conferencia  que,  á  pe- 
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tición  de  V.  E.,  tuve  con  V.  E.  y  con  los  señores  Representantes 
de  Bolivia  y  Chile  en  la  misma  tarde  del  26  ¿e  Febrero,  al  tra- 
tarse de  los  hechos  consumados  en  Cobija  ^  alta  mar,  manifesté 
que  el  Gobierno  peruano,  por  muchos  y  vivos  deseos  que  tuvie- 
se de  complacer  á  V.  E.,  no  podía  tomar  parte  .en  un  asunto  de 
la  exclusiva  competencia  de  las  autoridades  bolivianas,  por  ha- 
ber sucedido  el  hecho  primordial  en  aguas  de  Bolivia;  que,  en 
cuanto  al  incendio  de  la  «Domitila»  en  la  bahía  del  Callao,  ese 
sí  era  de  la  competencia  de  las  autoridades  peruanas  y  que  po- 
día ofrecer  á  V.  E.  que  se  seguiría  el  correspondiente  sumario  y 
que  los  autores  y  cómplices  del  delito,  caso  de  haberlo,  serían 
sometidos  á  juicio  y  castigados  con  todo  el  rigor  de  las  leyes. 
Agregué  que,  según  los  informes  verbales  que  me  había  trasmi- 
tido el  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina,  se  hallaban  ya  de- 
tenidos dos  de  los  marineros  á  quienes  el  señor  Cónsul  de  Italia 
había  encomendado  la  guarda  del  buque,  cuando  éste  le  fué  en- 
tregado. 

Después  de  alguna  discusión,  quedó  perfectamente  reconocido 
en  la  conferencia,  el  principio  de  que  los  hechos  ocurridos  en 
Cobija  y  en  alta  mar  no  correspondían  absolutamente  á  la  juris- 
dicción peruana,  y  V.  E.  no  tuvo  inconveniente  en  aceptar  la  in- 
íicación  del  señor  Martínez,  para  promover  una  investigación 
sobre  lo  ocurrido  en  alta  mar,  ante  el  Cónsul  chileno,  residente 
en  el  Callao. 

El  resultado  de  la  conferencia  me  excnsa,  pues,  de  analizar  el 
pensamiento  do  V.  E.  acerca  de  la  responsabilidad  que  podría 
pesar  sobre  el  Gobienio  peruano  por  el  kecho  consumado  en  Co- 
bija; pero  tampoco  puedo  admitir  que  recaiga  responsabilidad 
alguna  sobre  el  Gobierno,  por  el  incendio  de  la  «Domitila»,  aun 
cuando  el  tenga  el  carácter  grave  que  V.  E.  quiere  darle.  V,  E. 
insinúa  que  el  crimen  ha  sido  cometido  á  la  vista  de  las  autori- 
dades del  puerto  del  Callao,  y  la  frase  de  V.  E.  da  á  entender 
.  que  esas  autoridades,  si  bien  no  han  tenido  parte  directa  en  el 
hecho,  á  lo  menos  lo  lian  dejado  consumarse  impasiblemente. 
V.  E.  me  permitirá  nó  aceptar  semejante  insinuación,  y  las  rela- 
ciones que  del  suceso  han  hecho  los  periódicos  de  Lima  y  el  Ca- 
llao, habrán  contribuido  poderosamente,  no  lo  dudo,  á  rectificar 
los  conceptos  de  V.  R  De  esas  relaciones,  insertas  en  «El  Co- 
mercio» de  Lima  y  en  «El  Porrenir*  del  Callao,  correspondientes 
al  26  de  Febrero,  y  corroboradas  por  los  partes  oficiales  de  las 
autoridáHes  marítimas  del  Callao,  aparece  que  el  fuego  princi- 
pió á  las  once  y  media  de  la  noche;  que  los  primeros  auxilios 
ftieron  enviados  del  buque  de  guerra  nacional  «Victoriai»  y  que, 
á  poco  rato,  la  Capitanía  del  puerto  y   el  Resguardo  acudieron 
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en  socorro  del  buque,  inceudiado,  portándose  de  una  manera 
laudable,  hasta  el  extremo  de  perder  un  hombre;  pero  que  des- 
graciadamente todos  los  esfuerzos  fueron  inútiles. 

Bien  sabe  V.  E.  que,  merced  á  la  condición  de  la  humana 
naturaleza,  no  basta  la  mera  existencia  de  las  autoridades,  ni 
aun  en' los  países  de  más  refinada  civilización,  para  impedir  ia 
perpetración  de  delitos,  y  si  algunos  se  cometen,  no  por  esto  pu^ 
de  decirse  que  se  realizan  precisamente  á  la  vista  de  esas  autori- 
dades, dando  á  entender  que  ellas,  pudíendo,  no  Jos  han  evita- 
do. Y  si  esto  es  exacto,  tratándose  de  delitos  consumados  en 
tierra,  en  donde  podría  decirse  que  es  constante  la  permanencia 
de  las  autoridades,  lo  será,  con  mayor  razón,  si  el  delito  se  per- 
petra en  el  mar,  en  una  extensa  bahía,  en  donde  existe  gran  nú- 
mero de  embarcaciones  y  en  altas  horas  de  la  noche. 

Si  el  incendio  do  la  «Domitila»  ha  sido  ocasionado  por  un  de- 
lito, V.  E.  ha  debido  estar  seguro  de  que  no  quedaría  impune, 
pues  para  eso  hay  en  el  Perú  leyes  y  tribunales,  y  el  Gobierno 
no  cree  que  haya  motivo  para  suponer  que  las  autoridades  pe- 
ruanas falten  á  sus  deberes  y  se  forme  de  ellas,  en  ninguna  par- 
te del  mundo,  la  triste  idea  do  que  V.  E.  hace  mención,  argu- 
iQDftUlMdo  iobre  una  hipótesis  ciertamente  irrealizable.  Lo  i  de- 
litos, es  verdad,  deshonran  no  sólo  á  quien  los  comete,  sino  tam- 
bién á  quien  los  tolera.  Acepto  la  aserción  de  V.  E.  como  un 
principio  absoluto  y  sin  aplicación  á  persona  determinada;  p^ro 
debo  agregar  que  si  V.  E.  tiene  datos  para  creer  que  alguna  au- 
toridadj)eruana  ha  tolerado  el  delito,  á  que  V.  E.  se  refiere,  el 
Gobierno  estimará  en  alto  grado  á  V.  E.  que  se  digne  ponerlo 
en  su  conocimiento,  para  que  esa  autoridad  reciba  el  más  severo 
y  condigno  castigo. 

Por  lo  demás,  V.  E.  que  parece  hallarse  ya  perfectamente  con- 
vencido de  la  razón  que  le  asistía  al  Gobierno  peruano,  para  no 
acceder  á  las  demandas  hechas  anteriormente,  sobre  #1  arresto 
de  los  individuos  que,  en  el  puerto  de  Cobija  asaltaron  á  la 
«Domitila»,  debe  haber  quedado  satisfecho  con  las  explicaciones 
que  di  en  la  conferencia  de  26  de  Febrero,  relativamente  al  in- 
cendio de  ese  buque  y  m1  juzgamiento  de  sus  autores,  si  realmen- 
'  te  ha  habido  delito.  El  hecho  nada  tendría  en  sí  de  extraordi- 
nario, ni  creo  que  sea  el  Perú  el  único  país  del  mundo  donde 
semejantes  hechos  se  consumen.  Si  ha  habido  delito,  es  un  de- 
lito común,  cuyo  juzgamiento  corresponde  cxclusivamepte  á  la 
autoridad  judicial,  y  ésta,  no  lo  dude  V.  E.,  desplegara  todo  el 
celo  y  actividad  que  el  caso  exige,  para  esclarecer  el  hecho  y  des- 
cubrir y  castigar  á  sus  autores  y  cómplices.     El  G(>bierno,  por 
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su  parte,  y  en  la  esfera  de  sus  facultades,   no   cesará  de  requerir 
á  la  autoridad  judicial  para  la  pronta  terminación  del  juicio. 

Dígnese  V.  E.  aceptar  de  nuevo  los  sentimientos  de   rai    más 
alta  y  distinguida^consideraeión. 

T,  Pacheco, 

Excmo.  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  do  Italia. 


Legación  de  Chile. 

Lima,  Marzo  I4.  de  1866. 

Tengo  el  honor  de  anunciar  íi  V.  E.  que  el  Excmo.  señor  Mi- 
nistro (le  Italia,  me  luí  contestado,  en  nota  del  12  del  corriente, 
que,  por  su  parte,  dá  punto  al  desagradable  incidente,  últimn  men- 
te ocurrido  en  el  asunto  de  la  aDomitila^,  y  tomo  por  la  niía  de- 
bo considerarlo  enteramente  fenecido,  me  apresuro  á  hacerlo  sa- 
ber así  á  V.  E. 

Acepte  V.  E.  la  muy  distinguida  con&idei ación  (''e  tu  aten- 
to S.  8.  • 

M.  Marthiez, 

Al  Excmo.  señor  Secretarlo  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Limn,  Marzo  IG  de  1866, 

lie  tenido  el  honor  de  recibir  el  oficio  que  me  ha  dirigido  US. 
H.,  con  fecha  14  del  presente,  anunciándome  que  el  Excmo.  se- 
ñor Ministro  de  Italia,  en  nota  dirigida  á  US.  H.  el  12  del  mis- 
mo, había  dado  punto  al  desagradable  incidente  ocurrido  últi- 
mamentéf  en  el  asunto  de  la  «Domitila».  También  US  H.  lo 
considera,  por  su  parte,  fenecido. 

Al  acusarla  US.  H.  recibo  de  su  citada  nota,  me  complace  ma- 
nifestarle lo  grato  que  es  al  Gobierno  de  la  República   ver  con- 
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cluído  el  incidente  de  la  «rDomitila»  de  un  modo  satififactorio  pa- 
ra todos  los  interesados  en  él. 

Dígnese  U3.  H.  aceptar  la3  seguridades  de  mi  más   alta  y  dis- 
tinguida  considqjración. 

Ts  Pacheco. 

Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  de  la  República  de 
Chile. 


Real  Legada  de  Italia  en  el  Pe7*ú, 

« 

Lima,  SO  de  Marzo  de  1866: 
Excmo.  señor: 

En  la  publicación  de  la  correspondencia  cambiada  entre  V.  E. 
y  e3ta  Real  Legación  relativamente  al  buque  italiano  «Domitila», 
he  visto  con  sorpresa  en  la  nota  dirigida  al  señor  Martínez  con  fe- 
cha 16  del  corriente,  que  V.  E.  consideraba  como  terminado  este 
desagradable  incidente  á  satisfacción  de  las  partes. 
'  Creo  que  esta  idea  se  halla  fundado  en  una  declaración  hecha 
por  mi  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  en  nota  de  12 
del  corriente,  en  la  cual  hacía  yo  alusión  á  un  incidente  muy 
secundario  sobrevenido  con  el  señor  Martinez  en  la  cuestión  de 
la  «Domitila»  del  que  está  V.  E.  informado. 

Muy  á  pesar  mío,  no  he  podido  jamás  declarar  terminada  la 
cuestión  «Domitila»,-ni  estaba  en  mi  mano  hacerlq,  desde  que  á 
este  respecto,  y  en  espera  de  instrucciones,  he  debido  hacer  las 
más  solemnes  reservas  en  nombre  del  Gobierno  del  Rey. 

Convencido  de  que  V.  E.,  al  publicar  esta  correspondencia,  no 
ha  tenido  otro  objeto  que  ilustrar  al  público  acerca  del  verdade- 
ro estado  del  asunto  ííDomitila»,  y  confiado  en  su  alta  imparcia- 
lidad, yo,  por  un  sentimiento  de  delicadeza,  que  V.  E.  se  servirá 
apreciar,  me  dirijo  á  V.  E.  suplicándole  la  inserción  en  los  dia- 
rios de  esta  nota,  destinada  á  hacer  desaparecer  cualquiera  equi- 
vocación sensible,  sobre  una  cuestión  pendiente  todavía. 

En  cuanto  á  la  publicación  referida,    hecha   sin   qYie   previa- 
mente se  me  haya  informado,  me  veo  obligado  á  hacer  las  más 
amplias  reservas. 
I  121 
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Aprovecho,  entretanto,  esta  ocasión,  para  renovar  á  V.  E.  las 
seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

Migfioratú 

* 

A  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores,  &.  &,  &. 


Limaf  Abril  3  de  1866. 

En  la  tarde  del  sábado  tuve  la  honra  de  recibir  el  estima- 
ble oficio  de  V.  E.,  fecha  30  del  i/asado,  cuyo  objeto  es  consignar 
algunas  apreciaciones  de  V.  E.  relativamente  á  la  publicación 
de  los  documentos  concernientes  á  la  barca  «Domitila.» 

V.  E.  no  se  ha  engañado  al  suponer  que  la  publicación  se  ha 
hecho  con  el  fin  de  ilustrar  al  público  acerca  del  verdadero  esta- 
do de  la  cuestión,  y  también,  agregaré,  por  mi  parte,  con  el  de 
presentar  los  hechos  tales  como  habían  pasado,  el  giro  que  ha- 
bían tomado  las  negociaciones  y  el  término  á  que  habían  llega- 
do. Se  hacía  esta  tanto  más  indispensable,  cuanto  que  los  pe- 
riódicos, así  del  Perú  como  de  Chile,  habían  dado  versiones  muy 
inexactas  y  emitido  juicios  erróneos,  en  que,  si  bien  se  dirigían 
algunos  cargos  de  poca  gravedad  al  Gobierno  peruano,  se  hacíart 
fuertes  inculpaciones  á  V.  ^G.  mismo  y  á  los  señores  Ministros  de 
Bolivia  y  Chile. 

Después  de  la  conferencia  del  26  de  Febrero,  el  único  punto 
que  quedó  pendiente,  fue  la  información  que,  por  indicación  del 
H.  señor  Martínez,  aceptada  explícitamente  por  V.  E.,  debía  le- 
vantarse en  el  Consulado  chileno,  en  el  Callao,  acerca  de  lo  ocu- 
rrido en  alta  mar,  con  la  antigua  tripulación  de  la  «Domitila  » 
Anunciándome  el  señor  Martínez  la  terminación  de  ese  inciden- 
te, debía  el  Gobierno  considerar,  como  considera  actualmente, 
concluida  del  todo  la  cuestión  suscitada  por  el  asalto  del  buque^ 
Si  V.  E.  tiene  motivos  particulares  para  no  convenir  en  que  te 
dé  por  terminada  dicha  cuestión,  no  era  de  la  competencia  del 
Gobierno  examinarlos,  ni  se  hallaba  en  el  caso  de  suponer  si- 
quiera qu§  tales  motivos  existieran,  desde  que  ni  en  los  protocQ- 
los  de  las  conferencias,  ni  en  las  riotas  de  V.  E.  había  una  solAi 
expresión  que  equivaliese  á  una  reserva.  El  lenguaje  de  V.  EÍy 
iia  sido  claro,  explícito  y  terminante,  como  lo  ha  sido  tambiéa 


—  963  — 

el  empleado  por  mí  al  hablar  á  nombre  del  Gobierno.  Para  és- 
te la  cuestión  principal  feneció  con  el  protocolo  de  2tí  de  Febre- 
ro, y  si  tuve  que  ocuparme  después  del  incidente  promovido  ea 
la  nota  de  V.  E.  de  la  misma  fecha,  este  incidente  quedó  zanja- 
do con  mi  contestación  de  1?  de  Marzo,  ya  que  V.  E.  no  hizo  á 
ella  observación  alguna,  ni  hasta  el  14  de  este  mes,  en  que  reci- 
bí la  nota  del  H.  señor  Martinez,  ni  hasta  el  27  en  que  se  pur 
blicaron  los  documentos. 

V.  E.  parece  extrañar  que  la  publicación  se  haya  hecho,  sia 
que  previamente  se  le  hubiera  informado  de  ella.  En  verdad, 
que  no  creí  necpsaria  semejante  formalidad,  y  ahora  mismo  que 
V.  E.  se  sirve  llamarme  la  atención  sobre  ella,  no  encuentro  rac- 
zones  que  pudieran  justificar  la  introducción  de  s^ejante  pro> 
cedente.  Y  si  quisiera  aducir  algún  hecho  en  apoyo  de  mi  con- 
ducta, el  mismo  Gobierno  á  quien  V.  E.  representa,  me  sumi- 
nistraría uno  por  demás  concluyente.  El  General  La  Marmora 
acaba  de  hacer  publicar  el  9  de  Febrero  en  la  Gactta  Oficial  del 
Jteyno  de  Halia^  un  despacho  que,  con  fecha  5,  dirigía  al  Minis- 
tro de  Italia  en  Madrid,  antes,  por  consiguiente,  de  que  el  des- 
yadio  llegara  al  conocimieniro  del  Ministro  y  del  Gobierno  esí- 
pañol.  Y  si  esto  se  hacía  con  un  despacho,  que  iniciaba,  por 
decirlo  así,  una  nueva  cuestión,  parece  que  no  hay  motivo  para 
que  no  se  publiquen  los  documentos  relativos  á  un  asunto  que, 
con  buen  derecho,  puede  y  debe  juzgarge  como  definitivamente 
concluido.  Y  se  desprende  también  de  ese  hecho,  que  cada  Go- 
bierno es  juez  para  decidir  de  la  oportunidad  de  dar  á  luz  los 
documentos  de  su  cancillería. 

En  cuanto  á  las  reservas  que  V-.  E.  hace  sobre  la  misma  pu- 
blicación, mi  Gobierno  no  puede  ciertamente  coactar  las  opinio- 
nes de  V.  E.;  pero  tampoco  puede  admitir  esas  reservas  desde 
que  no  existen  las  circunstancias  en  que  serían  admisibles;  esto 
es,  si  en  la  publicación  se  hubiesen  alterado  los  hechos,  ó  si  ea 
ella  se  hubiesen  omitido  algunos  documentos  esenciales. 

Accediendo  á  los  deseos  de  V.  E.,  doy  orden  para  que  se  pu- 
blique en  el  periódico  oficial  la  nota  de  V.  E.  con  esta  contesta- 
ción, que  me  proporciona  la  oportunidad  de  reiterar  á  V.  E.  laa 
seguridades  de  mi  alta  consideración  y  aprecio. 

J!  Pacheco^ 
Excmo.  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  f talía- 


—  064  — 


JReal  Legación  de  Balia 

Lima,  Abril  7  de  1866. 
Excmo.  Eeñor: 

Me  complazco  en  acusar  recibo  de  la  nota  que  V.  E.  tuvo  á 
laien  dirigirme  con  fecha  3  del  corriente.  En  ella  defiende  V. 
£.  la  publicación  hecha  sin  previo  convenio  de  los  documentos 
dativos  á  la  «Domitila^»,  y  declara  que,  en  su  concepto,  la  cues- 
4ión  podía  considerarse  como  terminada. 

No  qi^iero,  por  ahora,  emprender  la  discusión  de  en  cual  estado 
*de  la  controversia  competa  á  un  Gabinete  el  derecho  de  publicar 
los  documentos  que  están  en  su  poder;  es  mi  intento  únicamente 
*í3onvencer  á  V.  E.  que,  por  ahora,  ni  por  parte  del  Gobierno  pe- 
ruano, ni  por  parte  mía,  puede  ser  considerada  como  concluida  la 
'^diferencia  que  nos  pcupa.  Para  que  esto  fuese  así,  sería  necesa-, 
rio  el  consentimiento  de  arabas  partes  contendientes,  y  por  la 
«laía  no  es  posible  considerar  de  otra  manera  la  cuestión  men^io- 
üada,  sino  como  pendiente,  y  jamás  he  pensado  dar  motivo  á  V- 
E.  para  creer  que  fuese  otra  mi  opinión  en  esta  materia. 

V.  E.  recordará  que  á  mi  vuelta  de  Chile  me  acerqué  á  insis- 
tir verbalmente  cerca  de  V.  E.  en  apoyo  de  la  instancia  presen- 
-sentada  por  el  Real  Cónsul  relativamente  al  buque  «Domitila»  y 
al  arresto  de  las  personas  que  se  hallaban  á  su  bordo,  y  que  sos- 
teniendo V.  E.  que  no  debían  ser  los  autores  del  asalto  conside- 
rados como  piratas,  yo  expresé  la  opinión  contraria.  En  mi  no- 
ta de  15  de  Febrero,  dije  al  concluir,  que  era  de  rñi  deber  hacer 
reservas  con  semejante  propósito,  y  en  la  conferencia  del  dia  16, 
tnantuve  la  misma  opinión.  Cuando  después  V.  E.  me  declaró 
en  su  nota  del  17,  considerar  como  definitivamente  terminada  la 
cuestión  con  la  restitución  del  buque,  yo  le  repliqué  el  19,  que 
existía  siempre  la  cuestión  del  arresto,  y  para  obtenerlo  supliqué 
á  V.  E.  que  reuniese  una  nueva  conferencia  que  tuvo  lugar  el 
2G.  En  ésta  repetí  los  principios  ya  expresados  por  mí,  y  si  des- 
después  de  habérseme  rehusado,  acepté  las  propuestas  de  interro- 
gatorio hechas  por  el  señor  Martinez,  no  por  eso  li^bía  retii^ido 
nna  reservas,  y  en  prueba  de  ello,  dejé  en  manos  de  V.  E.  mi 
nota  del  mismo  día,  en  la  cual  reiteraba  la  demanda  de  arresto. 

A  la  nota  del  1?  de  Marzo,  ^que  me  dirigió  V.  E.,  en  respuesta 
á  la  mía  del  26  anterior,  repliqué  verbalmente:  las  quejas  ex- 
puestas por  mí,  en  semejante  ocasión,  porque  negándoseme  el 
.arresto  de  los  raptores  de  la  «Domitila»,  se  les  dejaba  campo  para 
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fugarse,  claramente  demuestran  que  yo  siempre  persistía  en  Tm 
demanda  primitiva;  y  si  no  consigné  por  escrito  la  repetición  de 
mis  reservas  é  instancias,  fué  porque  no  creyendo  aquello  nece- 
sario, deseaba  no  agriar  la  cuestión,  dando  mayor  peso  á  las  sos- 
pechas que  entonces  tuve  que  expresar  á  V.  E.  Si  lo  recuerda, 
bien  V.  E.  fueron  estas  sospechas  las  que  dieron  lugar  á  un  in- 
cidente con  el  señor  Martinez,  incidente  á  que  justamente  se  re— 
fiere  la  nota  del  12  de  Marzo. 

Mi  silencio,  si  todavía  puede  interpretarse  así  mi  conducta^ 
no  puede  sin  embargo  considerarse  como,  un  desistimiento  de 
mis  demandas,  puesto  que  en  todo  caso  semejante  desistimiento 
debía  constar  por  escrito,  ya  que  jamás  concederá  V.  E.  que 
considerase  su  silencio  como  una  respuesta  afirmativa  á  las  ins-^ 
tancias  presentadas  por  mí. 

De  esta  simple  exposición  de  los  hechos,  V.  E.  puede  deduciir 
que  la  cuestión  de  la  «Domitila»  estaba  y  está  hasta  ahora  et» 
suspenso.  La  negativa  que  se  me  hizo  establecía  justamente  la 
controversia,  la  cual  no  podía  concluir  sino,  ó  acogiéndose  mia 
instancias,  las  que  hizo  el  Gobierno  de  Bolivia  que  procedió  pri- 
mero, ó  retirándolas  yo  mismo.  No  estaba  en  mis  manos  reti- 
rar las  demandas  presentadas  cuando  había  hecho  reservas  y  so- 
licitado instrucciones  del  Gobierno  del  Rey,  y  mucho  menost 
después,  cuando  esperaba  respuesta  del  Gabinete  de  Santiago  á. 
instancias  análogas  presentadas  allí. 

Para  resolver  la  controversia  de  la  «Domitila»  es,  pues,  necesa- 
rio saber  si  el  Gobierno  italiano  califica  ó  nó  de  piratería  el  he- 
cho de  Cobija;  si  exige  responsabilidad  del  Gobierno  peruano 
tanto  por  la  negativa  al  arresto  de  los  acusados  de  piratería  y 
su  fuga  facilitada  de  este  modo,  cuanto  por  las  depredaciones  de 
útiles  y  cargamento  cometidas  por  los  raptores  de  la  crDomitila»^ 
con  daño  del  buque  mismo  en  los  puertos  de  Arica  y  el  Callao;; 
y  es  igualmente  necesario  que  se  siga  un  activo  procedimiento 
por  el  hecho  del  incendio.  Hé  aquí  todo  loque  falta  hasta  aho- 
ra para  poder  declarar  definitivamente  terminada  la  cuestión  de 
que  se  trata. 

Viniendo  ahora  á  la  publicación  verificada  el  27  de  Marzo^ 
como  de  ella  aparecía  que  yo  me  había   declarado  satisfecho,  lo^ 
que  jamás  hice,  creí  de  mi  deber  hacer  mis  reservas,  j»ara  que  mi 
flileiicio  no  pudiese  ser  interpretado  como  adhesión  á  una  rela- 
ción por  cierto  incompleta  de  la  cuestión. 

V.  E.  dice  que  ha  tenido  por  objeto,  en  la  publicación,  defen— 
der  hasta  mi  persona  de  acusaciones  hechas  por  la  prensa;  por 
esto  mismo  me  parece  extraño  que  V.  E.  no  se  haya  dirigido  á 
mí  para  completar  las  lagunas  que  deja  la  correspondencia  es- 


—  966  — 

P^cial mente  después  de  su  nota  de  19  de  Marzo:  entonces  habría 
vistq  el  público  que  en  toda  la  controversia  estuve  yo  siempre 
animado  por  un  verdadero  espíritu  de  conciliación. 

Fué  también  una  de  las  razones  que  me  indujo  á  manifestar 
i^^is  quejas  á  V.  E.,  la  consideración  de  que  la  publicación  he- 
cha podía  aumentar  dificultades  en  la  solución  de  la  materia. 

El  ejemplo  aducido  por  V.  E.,  de  la  inserción  en  la  Gaceta 
Oficial  del  Reyno  de  Italia,  de  un  despacho  de  S.  E.  el  general 
I^-Marmora,  al  Ministro  del  Rey  en  Madrid,  no  es  de  natura* 
lexa  adecuada  al  objeto,  porque  allí  se  trata,  como  lo  dice  el  tex- 
to del  despacho,  de  una  cuestión  provocada  por  la  publicacióu 
de  algunos  documentos;  y  hay  además  diferencia  entre  la  corres- 
pondencia de  un  Gabinete  y  sus  agentes  y  la  de  un  Gabinete  con 
agentes  extranjeros  acreditados  cerca  de  él.  Tampoco  fué  nun- 
ca mi  intención  negar  á  un  Gobierno  el  derecho  de  dar  al  cono- 
cimiento pábiico  los  documentos  y  la  correspondencia  relativos 
á  cuestiones  fenecidas.  Semejante  publicación  en  cuestiones 
pendientes,  puede  todavía  resultar  poco  oportuna,  empeñando  á 
los  Gobiernos  interesados  á  sostener  sus  pretensiones  más  allá  de 
io  que  quizás  habrían  hecho  de  otro  modo;  y  en  todo  caso  es 
conveniente  á  los  principios  de  buena  armonía. 

Sea  lo  que  fuere,  sin  embargo,  yo  espero  con  la  exf>osición  he- 
cha, haber  probado  cuanto  tengo  el  honor  de  declarar  á  V.  E.^ 
esto  es:  que  la  cuestión  relativa  á  la  «Domitila»  debe  considerar- 
Be  como  pendiente  hasta  que  sea  conocida  la  opinión  del  Gobier- 
no del  Rey  en  la  materia.  Quiero  entretanto  esperar  que  ningún 
nuevo  incidente  surja  á  complicar  la  solución  de  esta  desagrada- 
ble cuestión;  y  ateniéndome  á  cuanto  me  he  propuesto  desde  el 
26  de  Febrero,  me  abstendré  de  seguir  toda  menos  que  necesaria 
discusión  á  este  respecto. 

Sírvase,  entre  tanto,  Excmo.  señor  Secretario  de  Estado,  acep- 
tar los  sentimientos  de  mi  más  distinguida  y  alta  consideración. 

iliglioratú 

A  S.  E,  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,   Secretario  de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores. — Lima. 
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Lima,  Abril  10  de  1866. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  V.  E.  se  ha  servida 
dirigirme,  con  fecha  7  del  corriente,  en  contestación  á  la  mía 
^el  3. 

•  Creo,  como  V.  E.,  que  sería  demás  prolongar  una  discusión 
innecesaria,  que  no  conduciría  á  nungún  resultado  satisfactorio. 
Por  lo  mismo,  me  permitirá  V.  E.,  que  sólo  me  detenga  en  hacer 
algunas  ligerísimas  observaciones  sobre  algunos  puntos  de  la 
nota  de  V.  E. 

Extraña  V.  E.  que  yo  no  rae  hubiese  dirigido  áesa  Legación, 
para  completar  las  lagunas  que  deja  la  correspondencia,  especial- 
mente, después  de  mi  nota  de  1*  de  Marzo,  pues  entonces  habría 
visto  el  público  que  en  toda  la  controversia  estuvo  siempre  V.  E. 
animado  de  un  verdadero  espíritu  de  conciliación.  Desde  luego, 
no  creo  que  los  documentos  impresos  hayan  producido  en  el  pú- 
blico uña  idea  distinta  de  la  que  V.  E.  deseaba;  pero  la  frase  de 
V.  E.  daría  lugar  á  suponer  que  el  Gobierno  peruano  no  ha  pro- 
cedido con  la  hidalguía  que  norma  todos  y  cada  uno  de  sus  ac- 
tos. Las  únicas  notas  que  han  dejado  de  pyiblicarse,  por  insig- 
nificantes, son  la  de  V.  E.,  fecha  19  de  Febrero  y  mi  contestación 
del  20  del  mismo.  Ambas  se  referíam  á  un  incidente  de  poca 
•  importancia,  ocurrido  en  el  Callao,  sobre  la  entrega  material  del 
buque,  y  no  creo  que  V.  E.  juzgue  que  la  falta  de  esas  dos  no- 
tas, única  laguna  que  se  encuentra  en  la  correspondencia,  obscu- 
rezca el  asunto  ó  lo  presente  bajo  un  aspecto  distinto  del  que  eh 
fií  tiene. 

V.  E.  concluyó,  ciertamente,  su  nota  del  IT)  de  Febrero,  ha- 
ciendo reservas,  tanto  por  lo  que  se  desprendía  del  hecho  ocurrí- 
do  en  Cobija,  que  V.  E.  calificaba  de  piratería,  cuanto  f)or  el  in- 
sulto hecho  á  la  bandera  italiana.  Pero  es  claro  que  no  habién- 
-dose  consumado  el  hecho  en  el  Perú,  las  reservas  de  V.  E.  no 
podían  pesar  sobre  el  Gobierno  peruano.  En  la  conferencia  del 
16,  no  reprorlujo  V.  E.  sus  reservas,  sino  que  más  bien  aceptó 
lisa  y  llanamente  la  conclusión  á  que  en  dicha  conferencia  se 
llegó,  que  fué  la  entrega  del  buque.  Cuando  V.  E.  insistió  des- 
pués en  la  captura  de  los  individuos  que  habían  asaltado  el  bu- 
que, me  negué  á  ello  rotundamente  en  mi  nota  de  21  de  Febre- 
ro, y  á  consecuencia  de  mi  negativa,  pidió  V.  E.  que  se  celebra- 
ra la  nueva  conferencia  del  26,  en  la  que  tampoco  reprodujo  V. 
E.  ninguna  reserva,  no  obstante  de  haber  expresado  yo,  ojitegórica- 
mente,  que  el  Gobierno  del  Perú  no  seguiría  otros  principios  que 
los  consignados  en  mi  nota.  Y  decía  ésto,  después  de  haber  leído. 
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delante  de  V.  E.,  la  nota  fecha  26,  que  V.  K  acababa  de  entre- 
garme. Después  de  esa  declaración,  que  no  fué  objetada  por  V. 
E.,  aceptó  V.  E  la  indicación  del  señor  Martínez,  para  que  se 
instruyera  una  información  en  el  Consulado  chileno,  relativa- 
mente ¿  lo  ocurrido  en  alta  mar  con  la  tripulación  del  buque. 

V.  E,  dice  que  me  contestó  yerbalmente  á  la  nota  del  1;  de 
Marzo  y  que  las  quejas  que  me  expuso  en  tal  ocasión,  por  ha-' 
berse  negado  el,  arresto  de  los  captores  de  la  «Domitila»,  deján- 
dolos así  en  libertad  de  emprender  la  fuga,  demuestran  que  V, 
E.  persistía  siempre  en  su  primitiva  demanda.  V.  E.  me  per- 
Initirá  recordarle  que,  cuando  me  hizo  el  honor  de  buscarme, 
después  de  recibir  ni  nota  de  1?  de  Marzo,  fué  con  el  objeto  de 
llamarme  la  atención  sobre  una  frase,  en  que  parecía  decirse  que 
la 'información  debía  referirse  no  solamente  á  lo  ocurrido  en  al- 
ta mar,  sino  también  á  lo  sucedido  en  Cobija.  Acogí  gustoso  la 
observación  de  V.  E.  y  convine  en  alterar  la  frase  en  el  sentido 
que  propiamonte  debía  tener.  Entonces  tuvo  á  bien  V.  E.  ha- 
blarme de  lo  que  había  pasado  en  el  consulado  chileno,  y  las 
quejas  que  V.  E.  me  expuso,  se  refirieron  á  la  conducta  del  Cón- 
sul, naciendo  de  allí  las  sospechas  á  que  V.  E.  hace  alusión  en 
su  nota.  Esta  misma  enti*evista  debió  naturalmente  arraigar  en. 
mi  ánimo  la  convicción  de  que  el  asunto  del  asalto  de  la  «Domi- 
tilaj»  había  terminado  definitivamente  para  el  Gobierno  perua- 
no, y  tal  es  aun  hoy  la  convicción  de  mi  Gobierno  y  la  mía  pro- 
pia, por  muy  sensible  que  nos  sea  diferir  de  las  opiniones  do 
V.  E. 

.Ni  podía  ser  de  otro  modo,  desde  que  ese  asunto  ha  sido  ma- 
teria de  dos  acuerdos  diplomáticos,  en  que  han  intervenido  cua- 
tro personas,  en  representación  de  otros  tantos  Gobiernos,  y  des- 
de* que  la  manera  de  ver  de  los  Honorables  KepreSentantes  de 
Solivia  y  Chile  coincide  completamente  con  la  del  Gobierno  pe- 
ruano. Ni  podía  tampoco  admitirse,  en  último  caso,  que  una 
cuestión  en  que  han  sido  partes,  por  medio  de  sus  representan- 
tes, los  Gobiernos  del  Perú,  Italia,  Bolivia  y  Chile,  quedase  pen- 
diente  tan  sólo  entre  el  Perú  y  la  Italia,  siendo  así  que  el  P.erú 
hasido  y  es  el  menos  intcrepndo  en  ella,  porque  ni  es  en  su  te- 
rritorio donde  se  consumó  el  hecho  que  le  dio  origen,  ni  han  si- 
do peruanos  sus  autores. 

V.  E.  pedía  del  Gobierno  peruano  dos  cosas:  1*  la  entrega  del 
buque;  2"  la  captura  de  los  que  se  habían  apoderado  de  él.  En 
la  conferencia  del  IG  de  Febrero  se  resolvió  que  el  buque  fuese 
entregado  !t  V.  E.  y  lo  fué  efectivamente.  En  las  conferenciaa 
verbales  que  he  tenido  con  V.  E.,  en  la  del  26  de  Febrero  oon 
V.  E.  y  los  señores  Ministros  de  Bolivia  y  de  Chile   y   en   toda& 
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ixi\s  comunicaciones,  he  declarado  solemnemente,  que  el  Gobier- 
no peruano  no  se  creía  con  derecho  para  proceder  á  la  captura 
de  los  aprebensores  del  buque  y  de  un  modo  muy  explícito  he 
contestado  negativamente  á  la  demanda  de  V.  E.  sobre  el  segun- 
do punto,  que  fué  objeto  especial  de  la  conferencia  del  26  de  Fe- 
brero. El  Gobierno  peruano  no  podía  ni  debía  hacer  más;  para 
él  la  •^uestióii  terminó  completamente  y  no  cree  que,  en  el  terre- 
no de  la  razón  y  la  justicia,  se  pueda  dar  á  ella  una  soluciém  dis- 
tinta. '         * 

Como  sup(H)go  que  V.  E.  desee  que  sea  también  publicada  la 
nota  'que  tengo  el  honor  de  contestar,  y  como  juzgo  que  esta  pu- . 
blicación  es  un  corolario  indispensable  de  las  que  se  han   hecho 
anteriormente,  doy  orden  para  que  la  nota  de  V.  E.  y  la  presen- 
te sean  insertadas  en  el  próximo  número  del  periódico  oficial.   . 

Con  este  motivo,  me  es  grato  renovar  á  V.  E.  las  protestas  de 
mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

r.  Pacheco. 
Excmo  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Itelia. 


Real  Legación  de  Italia  en  el  Perú. 


Lima,  Abril  10  de  1866. 


Excmo.  señor  Secretario  de  Estado: 


En  respuesta  á  su  note,  fechada  hoy,  tengo  el  honor  de  decla- 
rar nuevamente  á  V.  E.  que  jamás  he  considerado  el  hecho  de 
Cobija  de  otro  modo  que  como  acto  de  piratería,  y  que,  por  con- 
siguiente, no  he  podido  declararme  satisfecho  de  lo  hecho  por  el 
Gobierno  peruano,  como  se  esfuerza  en  probarlo  V.  E. 

El  Gobierno  del  Rey,  no  lo  dudo,  hará  conocer  á  su  tiempo  á 
V.  E.  si  considera  que  en  la  cuestióií  hay  ó  nó,  haste  ¿i^hora,  res- 
ponsabilidad en  el  Gobierno  }  emano. 

Le  suplico  se  sirva  ordenar  la  inserción  de  la  presente,  en  seguida 
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de  la  mencionada  respuesta  de  V.  E.,  en  el  próximo  número  de  cEl 
Peruano»,  y  con  esto  considero  como  terminada  nuestra  corres- 
pondencia en  la  cuestión  suscitada  por  la  publicacióii  hecha  el 
27  último. 

Acepte  V.  E.  las  seguridades  de   mi  más  distinguida  y  alta 
consideración. 

MiglioratL 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Esta- 
do de  B/eláciones  Exteriores. 


■?iSí!S?-* 
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